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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 8 de abril de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
Sesión ordinaria el próximo martes 12 de abril, a la 
hora 9:30, a fin de informarse de los asuntos entrados 
y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


1% Discusión general y particular de un proyec- 
to de ley por el que se interpretan los artículos 12, 
3% y 4% de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 
1986, sobre la Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado y se declara que presentan ilegitimidad 
manifiesta, violan la Constitución de la República y 
carecen de valor jurídico alguno. 

Carp. N* 369/10- Rep. N* 257 - Anexo l y II 
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- Proyecto de ley sustitutivo por el que se 
interpretan sus artículos 1%, 3% y 4%. 


* Aprobado. Vuelve a la Cámara de Repre- 
sentantes. 


18) Prórroga de la hora de finalización de 
lesión 694 


- Por moción de la señora Senadora Dal- 
más y del señor Senador Saravia, el Sena- 
do resuelve que la Sesión continúe hasta 
culminar con la consideración del tema. 


24) Suspensión de la próxima Sesión 
E TI 764 


- Por moción de la señora Senadora Dal- 
más, el Senado resuelve considerar las 
Carpetas Nos. 487/11, 480/11 y 476/11 
luego de que se vote el proyecto de ley 
que se está tratando, y suspender la Se- 
sión del día de mañana. 


26) Solicitudes de venia del Poder Ejecutivo 
para destituir de sus cargos a varios 
funcionarios públicos..........ooocooccononm.*.»>*... 768 


- El Senado, en Sesión secreta, resolvió 
conceder cuatro de las venias solicitadas 
y devolver una al Poder Ejecutivo para 
ampliación de antecedentes. 


27) Levantamiento de la Sesión..........oo.oo..... 768 


2%) Informe de la Comisión de Defensa Nacional 
relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo, de conformidad con lo establecido 
en el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución 
de la República, para conferir los ascensos correspon- 
dientes al grado de Capitán de Navío de la Armada 
Nacional, con fecha 1% de febrero de 2011, a varios 
señores Capitanes de Fragata. 

Carp. N” 468/11- Rep. N* 256/11 


3%) Informes de la Comisión de Asuntos Admi- 
nistrativos referidos a los mensajes remitidos por la 
Suprema Corte de Justicia, por los que solicita la 
aprobación correspondiente, de conformidad con lo 
establecido por el artículo 239 numeral 4 de la Cons- 
titución de la República, a fin de designar como Mi- 
nistros de Tribunal de Apelaciones: 


- a la doctora María Esther Gradín Romero. 
Carp. N” 456/11 - Rep. N* 263/11 
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- al doctor Jorge Antonio Catenaccio Alonso. 
Carp. N* 457/11 - Rep. N* 267/11 


- al doctor Daniel Hipólito Tapié Santarelli. 
Carp. N” 458/11 - Rep. N* 265/11 


- al doctor Ernesto Olivera Negrín. 
Carp. N” 459/11 - Rep. N* 261/11 


- al doctor Sergio Torres Collazo. 
Carp. N” 460/11- Rep. N* 259/11 


4%) Informes de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionados con la solicitud de venia remi- 
tida por el Poder Ejecutivo, a los efectos de destituir 
de su cargo: 


- a una funcionaria de la Presidencia de la Repú- 
blica. (Plazo constitucional vence el 30 de mayo de 
2011). 

Carp. N* 474/11 - Rep. N* 266/11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Servicio del Hospital Pasteur, dependiente de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado. 
(Plazo constitucional vence el 17 de mayo de 2011). 

Carp. N” 485/11 - Rep. N* 269/11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Pú- 
blica, Red de Atención de Primer Nivel, dependien- 
te de la Administración de los Servicios de Salud del 
Estado. (Plazo constitucional vence el 1% de mayo de 
2011). 

Carp. N* 477/11 - Rep. N* 268 /11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, dependiente de la Administración de los Servicios 
de Salud del Estado. (Plazo constitucional vence el 19 
de mayo de 2011). 

Carp. N” 478/11 - Rep. N* 258/ /11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Centro Hospitalario Pereira Rossell, dependiente 
de la Administración de los Servicios del Estado. (Pla- 
zo constitucional vence el 5 de mayo de 2011). 

Carp. N” 479/11 - Rep. N* 260/11 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Pú- 
blica, Centro Departamental de Treinta y Tres, de- 
pendiente de la Administración de los Servicios del 
Estado. (Plazo constitucional vence el 5 de mayo de 
2011). 

Carp. N” 486/11 - Rep. N* 264/11 


- a un funcionario del Ministerio de Turismo y De- 
porte. (Plazo constitucional vence el 24 de abril de 
2011). 

Carp. N” 487/11 - Rep. N* 262/11 
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5) Mensaje del Poder Ejecutivo por el que solicita 
la venia correspondiente a fin de destituir de su car- 
go a una funcionaria del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, Dirección Nacional de Arquitectura. 
(Se incluye en el Orden del Día por vencimiento del 
plazo reglamentario). (Plazo constitucional vence el 
25 de abril de 2011). 

Carp. N” 480/11 - Rep. N* 239/11 


6 Solicitud de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos, a los efectos de devolver al Poder Ejecutivo, 
para ampliación de antecedentes, la venia remitida 
por el Poder Ejecutivo a fin de destituir de su cargo 
a un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca. (Plazo constitucional vence el 27 de 
abril de 2011). 

Carp. N* 476/11 - Rep. N* 270/11 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Agazzi, 
Antognazza*, Baráibar, Bordaberry, Chiruchi, 
Couriel, Da Rosa, Dalmás, Fernández Huidobro, 
Gallinal, Gallo Imperiale, Guarino, Lacalle 
Herrera, Larrañaga, López Goldaracena, 
Malaquina, Martínez, Michelini, Moreira 
(Carlos), Moreira (Constanza), Pasquet, 
Peña, Penadés, Rubio, Saravia, Solari, Tajam, 
Topolansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Abreu, Amorín, Lorier y Nin Novoa, y a partir de 


la hora 9 y 45 minutos, el señor Senador Baráibar. 


* Ingresa a la hora 9:45 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 9 y 35 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los 
que solicita la venia correspondiente para destituir 
de sus cargos a dos funcionarias del Ministerio de 
Salud Pública y un funcionario del Ministerio de 
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Industria, Energía y Minería. 
- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


La Cámara de Representantes remite aproba- 
do un proyecto de ley por el que se autoriza la sa- 
lida del territorio nacional de tres aeronaves de 
enlace y transporte con su correspondiente tri- 
pulación y personal de la Fuerza Aérea Uruguaya 
y la entrada de fuerzas extranjeras a nuestro país 
entre los días 18 de abril y 6 de mayo de 2011, 
para participar en el Ejercicio Militar Combinado 
“URUBRA 1”. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Asimismo, comunica que ha aprobado los siguien- 
tes proyectos de ley: 


- por el que se interpreta el artículo 64 de la Ley 
N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, sobre el Pre- 
supuesto Nacional Ejercicio 2010-2014 y se deroga el 
artículo 68 de la referida ley. 


- por el que se aprueba el Estatuto de la Agencia 
Internacional para las Energías Renovables (IRENA), 
firmado en la ciudad de Bonn, República Federal de 
Alemania, el 26 de enero de 2009. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se inter- 
pretan los artículos 1%, 39 y 4% de la Ley N* 15.848, 
de 22 de diciembre de 1986, sobre la Caducidad de 
la Pretensión Punitiva del Estado, y se declara que 
presentan ilegitimidad manifiesta, violan la Consti- 
tución de la República y carecen de valor jurídico 
alguno. 


La Comisión de Defensa Nacional eleva informa- 
da la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecu- 
tivo para conferir los ascensos al grado de Capitán de 
Navío de la Armada Nacional, con fecha 1% de febrero 
de 2011, a varios Capitanes de Fragata. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia remitidas 
por el Poder Ejecutivo: 


- a fin de designar en el cargo de Ministro del Tri- 
bunal de Apelaciones a los doctores Julio Ernesto Oli- 
vera Negrín, Daniel Hipólito Tapie Santarelli, Sergio 
Torres Collazo, Jorge Antonio Catenaccio Alonso y a 
la doctora María Esther Gradin Romero. 


- para destituir de su cargo a cinco funcionarias 
del Ministerio de Salud Pública, un funcionario del 
Ministerio de Turismo y Deporte y una funcionaria de 


CÁMARA DE SENADORES 5-C.S. 


la Presidencia de la República. 
- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


El señor Senador Luis Alberto Heber, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo 172 del Reglamen- 
to del Senado, solicita se curse una exposición escrita 
con destino al Ministerios de Relaciones Exteriores y 
al Ministerio de Economía y Finanzas, referida a la 
concreción de la Hidrovía Uruguay-Brasil. 


El señor Senador Jorge Larrañaga, de conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo 172 del Reglamen- 
to del Senado, solicita se cursen las siguientes expo- 
siciones escritas: 


- con destino al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, referida al costo del boleto del transporte 
colectivo que cubre la zona de Ciudad del Plata. 


- con destino al Ministerio de Salud Pública, re- 
lacionada con la necesidad que tiene la Ciudad del 
Plata de contar con un Centro de Salud con camas 
de internación. 


- con destino al Ministerio del Interior, sobre la 
necesidad que tiene la Ciudad del Plata de contar con 
una Oficina de Identificación Civil. 

- HAN SIDO REPARTIDAS. SE VAN A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS. 


La Junta Departamental de Durazno remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Javier Jaime, referidas a las 
elecciones del representante de los trabajadores en el 
Directorio del Banco de Previsión Social. 

- ALAS COMISIONES DE ASUNTOS LABORALES 
Y SEGURIDAD SOCIAL Y A LA DE CONSTITUCIÓN Y 
LEGISLACIÓN. 


La Junta Departamental de Tacuarembó remite 
nota adjuntando la versión taquigráfica de las pala- 
bras pronunciadas por el Edil Roberto Bettini, rela- 
cionados con el Portal de Ingreso al Estado “Uruguay 
Concursa”. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Junta Departamental de Flores remite nota 
relacionada con la participación de Uruguay en los 
Juegos Olímpicos de Londres 2012. 

- ALA COMISIÓN ESPECIAL DE DEPORTE. 


La Junta Departamental de Soriano remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronuncia- 
das por el señor Edil Eduardo Sarutte, relacionadas 
con el tema seguridad ciudadana. 
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La Junta Departamental de Paysandú remite: 


- copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Edil Walter Duarte rela- 
cionadas con las nuevas facilidades para la conexión 
al saneamiento. 


- nota comunicando la designación como Presi- 
dente de esta Corporación, al señor Edil Arturo Terra 
Meregalli. 

- TÉNGANSE PRESENTES.” 


4) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar la re- 
misión de las exposiciones escritas de las que se diera 
cuenta en los asuntos entrados. 


Se va a votar si se remite a los Ministerios de Rela- 
ciones Exteriores y de Economía y Finanzas la expo- 
sición escrita presentada por el señor Senador Heber. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 8 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


Presente 


En virtud de lo dispuesto por el Art. 172 del Re- 
glamento de nuestra Cámara, cúmpleme efectuar la 
siguiente exposición escrita, solicitando se remita la 
misma a las autoridades del Ministerio de Relaciones 
Exteriores y de Economía y Finanzas. 


Cerca de 50 años llevan las localidades fronterizas 
sobre la cuenca de la laguna Merín escuchando 
hablar sobre la Hidrovía. Pero hoy podemos decir 
que dicho proyecto está a punto de transformarse 
en realidad. 


El 30 de julio de 2010, el presidente de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay, José Mujica, y el presidente 
de la República Federativa de Brasil, Luis Inácio Lula 
da Silva, firmaron un acuerdo de navegación en la 
Hidrovía Uruguay - Brasil, a través de la cuenca de la 
laguna Merín y sus conexiones. 


Los pasados 24 y 25 de marzo -tras varios años 
sin reunirse la Comisión bilateral- tuvo lugar en la 
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ciudad de Porto Alegre la 113* reunión de la Comisión 
Técnico Mixta para el desarrollo de la cuenca de la 
laguna Merín. 


En dicha oportunidad se llevó adelante la instala- 
ción de la Secretaría Técnica, la cual comenzará con 
el armado de los protocolos para que se efectivice el 
funcionamiento de la Hidrovía, como así el avance 
para la realización del dragado correspondiente. 


Por lo que conocemos, en concordancia con la 
“política de frontera” que están llevando adelante el 
Ministerio de Relaciones Exteriores y los gobiernos 
departamentales que lindan con el Brasil, y acorde a 
la necesidad de desarrollo de las zonas fronterizas, es 
que la Comisión tomó como prioridad en su agenda, 
el ser eficaz y eficiente en la gestión para la concre- 
ción de la Hidrovía Uruguay-Brasil. Esto implica una 
visión diferente de los departamentos pertenecientes 
a la cuenca -que son los de menor desarrollo del país- 
que ahora darán la espalda a Montevideo y mirarán 
con mayor interés hacia esa gran potencia que es 
Brasil, nuestro país vecino. 


En principio existen dos proyectos portuarios, 
unos sobre el río Cebollatí a cargo de la empresa Ti- 
monsur y otro sobre el río Tacuarí de la empresa Fa- 
disol, que cambiarán la infraestructura y el desarrollo 
productivo y de servicios a la región, y por ende, espe- 
remos que provoquen un crecimiento en la fuente la- 
boral y mejora en la calidad de vida de sus habitantes. 


Asimismo, este proyecto de navegabilidad sobre la 
laguna Merín y la laguna de los Patos, además del 
transporte de mercaderías, implicará también un fu- 
turo desarrollo turístico. 


En conocimiento de estos antecedentes, nos con- 
gratulamos por lo actuado hasta ahora y exhortamos 
a las autoridades correspondientes a culminar este 
bienvenido proceso de integración regional, de la me- 
jor manera. 

Luis Alberto Heber. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar ahora 
si se remite al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas la exposición escrita presentada por el señor 
Senador Larrañaga. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Texto de la exposición escrita:) 
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“Montevideo, 11 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De nuestra mayor consideración: 


De acuerdo a lo que determina el artículo N' 172 
del Reglamento del Cuerpo, solicitamos a usted tenga 
a bien cursar al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, la siguiente EXPOSICIÓN ESCRITA: 


Por Ley N” 18.052, de 25/10/2006, fue declarada 
Ciudad del Plata, la zona comprendida entre el río 
Santa Lucía, el río o de la Plata y el km 35 de la ruta 
nacional N* 1 Brigadier Manuel Oribe, situada en la 
tercera Sección Judicial del departamento de San 
José, formando parte del área metropolitana. 


Ello implicó entre otras cosas el compromiso de 
autoridades nacionales, departamentales, Legisla- 
dores, organizaciones sociales, deportivas, empresas 
privadas y vecinos radicados en la zona, de trabajar 
en forma responsable en procura de lograr un desa- 
rrollo sostenido de la ciudad. 


Es Ciudad del Plata una de las zonas más populo- 
sas del departamento de San José, en continuo cre- 
cimiento y con una población que ronda los 35.000 
habitantes. 


La realidad actual indica que un alto porcentaje 
de la población trabaja en Montevideo, y por lo tanto 
deben trasladarse a la capital diariamente, sin per- 
juicio de que lo hacen por otros motivos como de sa- 
lud, servicios, etc. Ello implica que cada una de las 
personas deba disponer de un monto importante de 
su salario para volcarlo al pago de transporte que dia- 
riamente utilizan. 


Hemos recibido de parte de vecinos de Ciudad del 
Plata, una carpeta que contiene un significativo nú- 
mero de firmas de vecinos, preocupados por el costo 
del transporte público, asunto que comprendemos, 
compartimos y desde nuestro lugar tratamos de bus- 
carle alguna solución. 


Es así que apelamos a que las empresas de trans- 
porte colectivo que cubren los servicios en la zona, 
que a la fecha llegan hasta el km 26 puedan extender 
sus servicios hasta el km 32, sin aumentar el costo 
del boleto, manteniéndose el mismo en $ 18, en apli- 
cación del fideicomiso correspondiente al transporte 
del área metropolitana. 
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Estamos seguros de que el Sr. Ministro compren- 
derá nuestra preocupación, la naturaleza netamen- 
te social de nuestro planteo, y que el objetivo es en- 
contrar una solución para los vecinos de Ciudad del 
Plata, y por lo tanto pondrá en funcionamiento los 
mecanismos necesarios a fin de poder concretar lo 
solicitado. 


Saludamos a usted con nuestra más alta estima. 
Atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar si se 
remite al Ministerio de Salud Pública la exposición 
escrita presentada por el señor Senador Larrañaga. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 11 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi consideración: 


De acuerdo a lo que determina el artículo 172 del 
Reglamento del Cuerpo, solicitamos a usted tenga a 
bien cursar al Ministerio de Salud Pública, la siguien- 
te EXPOSICIÓN ESCRITA: 


Por Ley N' 18.052, de 25/10/2006, fue declara- 
da Ciudad del Plata la zona comprendida entre el río 
Santa Lucía, el río de la Plata y el km 35 de la ruta 
nacional N” 1 Brigadier Manuel Oribe, situada en la 
tercera Sección Judicial del departamento de San 
José, formando parte del área metropolitana. 


Ello implicó entre otras cosas el compromiso de 
autoridades nacionales, departamentales, Legisla- 
dores, organizaciones sociales, deportivas, empresas 
privadas y vecinos radicados en la zona, de trabajar 
en forma responsable en procura de lograr un desa- 
rrollo sostenido de la ciudad. 


Es Ciudad del Plata una de las zonas más populo- 
sas del departamento de San José, en continuo cre- 
cimiento y con una población que ronda los 35.000 
habitantes. 


Si bien es cierto que existe un Centro de Salud, y 
una policlínica auxiliar, ambos no cuentan con camas 
de internación. Por otra parte es notoriamente insufi- 
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ciente para una población tan populosa ya merecedo- 
ra de un nosocomio completo. 


Ello resalta más si tenemos presente que la ciudad 
de Libertad con una población estimada de 11.500 
habitantes tiene un hospital con seis camas de inter- 
nación. Esta justa consideración que tiene la ciudad 
de Libertad justifica aún más la necesidad de atender 
a Ciudad del Plata. 


La realidad actual indica que la cobertura médica 
de la población y el servicio de natalidad se presta en 
Montevideo, o en la ciudad de San José de Mayo, por 
lo tanto el paciente debe trasladarse (con su acompa- 
ñante) lo que implica un costo importante. 


Como Senador de la República, hemos recibido 
de parte de vecinos, una carpeta que contiene un 
significativo número de firmas de vecinos, que hoy 
están preocupados por el costo del transporte públi- 
co, asunto que comprendemos, compartimos y desde 
nuestro lugar tratamos de buscarle alguna solución. 


Estamos seguros de que el señor Ministro com- 
prenderá nuestra preocupación, la naturaleza neta- 
mente social de nuestro planteo, y que el objetivo es 
encontrar una solución para los vecinos de Ciudad 
del Plata, y por lo tanto pondrá en funcionamiento 
los mecanismos necesarios a fin de poder concretar 
lo solicitado. 


Solicitamos que la presente exposición escrita sea 
remitida a la Intendencia y a la Junta Departamental 
de San José, a la Junta Local de Ciudad del Plata, al 
vecino vocero Héctor Silvera, sito en avenida Las Per- 
las, manzana 40, solar 3 de la mencionada ciudad y 
al Programa Agenda Metropolitana de la Presidencia 
de la República. 


Sin otro particular, saludamos al Sr. Presidente 
atentamente, 
Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar si se 
remite al Ministerio del Interior la exposición escrita 
presentada por el señor Senador Larrañaga. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Texto de la exposición escrita:) 
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“Montevideo, 11 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo con lo que determina el artículo 172 
del Reglamento del Cuerpo, solicito a usted tenga a 
bien cursar al Ministerio del Interior, la siguiente EX- 
POSICIÓN ESCRITA. 


Por Ley N* 18.052, del 25 de octubre de 2006, fue 
declarada Cuidad del Plata, a la zona comprendida 
entre el río Santa Lucía, el Río de la Plata y el kiló- 
metro 35 de la ruta nacional N” 1, Brigadier General 
Manuel Oribe, situada en la tercera Sección Judicial 
del departamento de San José. 


Ello implicó entre otras cosas un fuerte compro- 
miso por parte de las autoridades nacionales y depar- 
tamentales, Legisladores, organizaciones sociales, así 
como también trabajar en forma seria y responsable 
en procura de lograr un desarrollo sostenido de la 
ciudad, dotando a la misma de todos los servicio e in- 
fraestructura que la mencionada categoría conlleva. 


Cumpliendo con el compromiso mencionado ante- 
riormente y que hemos asumido en procura de lograr 
mejoras para la ciudad y sus habitantes, nos hacemos 
eco de una de las tantas inquietudes que en nuestras 
recorridas nos han planteado los vecinos, que es la 
necesidad de contar con una Oficina de Identifica- 
ción Civil. 


Entendemos que nuestra solicitud está más 
que justificada si tenemos en cuenta la población 
de la ciudad que está en el entorno de los 35.000 
habitantes. 


Por tratarse de una zona por demás populosa en 
franco y continuo crecimiento es fundamental la ins- 
talación de una Oficina de Identificación Civil, para 
así facilitar a sus pobladores el trámite de la cédula de 
identidad. Las oficinas más cercanas son las de San 
José y la de Montevideo, y esto desde el punto de vista 
económico acarrea costos. 


Estimamos necesario que la Ciudad del Plata 
cuente a la brevedad con una Oficina de Identifica- 
ción Civil, con características similares a la que fue 
instalada en Ciudad de la Costa que benefició noto- 
riamente a los habitantes de la misma. 
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También vemos la necesidad de poner en marcha 
la unidad que fue donada por la empresa CUTCSA 
hace 3 años aproximadamente, la misma se encuen- 
tra ubicada en la Seccional 10* en espera de su des- 
tino y los vecinos están preocupados por su deterioro. 


Luego del esfuerzo y las gestiones que realizaron 
los vecinos para lograr conseguir la misma, todavía no 
se ha puesto en funcionamiento; entendemos que no 
se ha advertido adecuadamente su necesidad e im- 
portancia para la zona. 


Con la certeza de que el señor Ministro com- 
prenderá nuestra preocupación y la importancia de 
nuestro planteo, y que pondrá en funcionamiento los 
mecanismos necesarios a fin de poder concretar lo 
solicitado, saludamos a usted con nuestra más alta 
estima. 


Solicitamos que la presente exposición escrita sea 
remitida a la Intendencia Municipal y a la Junta De- 
partamental de San José y a la Junta Local de Ciudad 
del Plata, y al vocero de los vecinos, Sr. Héctor Sil- 
vera. 


Sin otro particular, saludamos al Sr. Presidente 
atentamente, 
Jorge Larrañaga. Senador.” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la Sesión ordinaria del día 6 de abril no se 
registraron inasistencias. 


A la Sesión de la Comisión de Industria, Ener- 
gía, Comercio, Turismo y Servicios del 6 de abril faltó, 
con aviso, el señor Senador Couriel. 


A la Sesión de la Comisión de Educación y Cultura 
del 6 de abril faltó, con aviso, el señor Senador Rubio. 


A la Sesión de la Comisión de Salud Pública del 
6 de abril faltaron, con aviso, los señores Senadores 
Agazzi y Lacalle Herrera. 
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Y a la Sesión de la Comisión de Hacienda del 7 
de abril faltaron, con aviso, los señores Senadores 
Abreu, Gallinal y Heber. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Lunes, 11 de abril de 2011. 


Sr. Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo 
se me otorgue licencia a partir del día 13 de abril 
hasta el 19 de abril inclusive y se convoque a mi su- 
plente correspondiente, de conformidad con la Ley 
N* 17.827, artículo 1, literal C). 


Motiva la misma el hecho de ser parte de la dele- 
gación de nuestro país que va a participar en la 124* 
Asamblea de la Unión Interparlamentaria y Reunio- 
nes Conexas que se desarrollarán en Panamá. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente, 
Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-16 en 17. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Javier de Haedo ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que se convoca al señor Jorge Gandini, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 8 de abril de 2011. 
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Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia al amparo del artículo 1%, literal C), de 
la Ley N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, para 
participar en la 124? Asamblea de la Unión Interpar- 
lamentaria a realizarse en la ciudad de Panamá, Re- 
pública de Panamá, desde el 13 hasta el 20 de abril, 
inclusive. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente muy 
atentamente, 
Héctor Tajam. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Gabriel Frugoni, 
Carlos Baldassini, Juan José Domínguez y Andrés 
Berterreche han presentado nota de desistimiento, 
informando que por esta vez no aceptan la convocato- 
ria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Aníbal Pereyra, a quien ya se ha tomado la 
promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, abril 11 de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Economista Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por razones personales los días 
12 y 13 de abril al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004. 

Saluda a Ud. atte. 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
-16 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Héctor Lescano ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Gusta- 
vo Guarino, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por razones 
personales desde el 13 al 15 de abril de 2011. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente, 


Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Yamandú Orsi, Da- 
niel Garín, Daniel Montiel, Juan José Domínguez, 
Andrés Berterreche, Gabriel Frugoni, Carlos Baldas- 
sini, Ruben Martínez Huelmo y Julio Battistoni han 
presentado notas de desistimiento, informando que 
por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor José 
María Pereyra, a quien ya se ha tomado la promesa 
de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 11 de abril de 2011. 
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Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo se 
me otorgue licencia, por misión oficial, los días mar- 
tes 12, miércoles 13 y jueves 14 de abril, y se convo- 
que a mi suplente correspondiente. 


He sido convocado a la Reunión de la Junta Direc- 
tiva del Parlamento Latinoamericano por el Presiden- 
te del mismo, Dip. Elías Castillo, a realizarse el día 14 
de abril de 2011. 


A su vez, he sido designado para integrar la dele- 
gación del Parlamento Latinoamericano a la Asam- 
blea de la Unión Interparlamentaria, que se reunirá 
en Panamá, a partir del día 15 del corriente mes. 


Se adjunta la correspondiente convocatoria. 
Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 
Carlos Baráibar. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Milton Antognazza, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) DISNARDA FLORES DE TASSINO. SU 
FALLECIMIENTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra la señora Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: en el día 
de hoy quisiera tomar unos minutos del Senado para 
recordar a una gran mujer y gran compañera, tanto 
del Sindicato Único de Telecomunicaciones como de 
nuestra militancia en el Frente Amplio. Me refiero a 
la señora Disnarda Flores de Tassino, que ha fallecido 
en este mes, el 1% de abril, a la edad de 75 años. 


Disnarda Flores tuvo tres hijos -Gabriel, Carina 
y Marcelo-, fue militante sindical y política, y fue 
detenida en el mes de noviembre de 1975. En sus 
primeros nueve meses de detención en el Cuerpo 
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de Fusileros Navales estuvo sometida a torturas y, 
por supuesto, no había datos de su paradero. Por 
otro lado, lamentablemente, el 19 de julio de 1977 
fue detenido y luego asesinado y desaparecido su 
esposo, Oscar Tassino, también militante del Sin- 
dicato de Telecomunicaciones. Luego de estar en 
Fusileros Navales, Disnarda fue trasladada al Penal 
de Punta de Rieles. 


Si la traigo al recuerdo y le realizo este humil- 
de homenaje, señor Presidente, es porque Disnar- 
da fue un ejemplo de mujer uruguaya, militante, 
madre y esposa. La conocimos en momentos en 
que iniciamos nuestro trabajo en la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones, en aquella época 
Usinas y Teléfonos del Estado. Era delegada sindi- 
cal de nuestro sector y estaba siempre en las pri- 
meras filas de la lucha sindical y también política, 
y nos legó desde el primer instante una conducta y 
una ética realmente admirables. Fue ella quien nos 
hizo entender lo que significaba ser un trabajador 
o una trabajadora del Estado. Siempre decía que 
la Administración Nacional de Telecomunicaciones 
era una empresa pública, que todos los uruguayos 
éramos dueños de esa empresa y que quienes tra- 
bajábamos allí estábamos al servicio de los urugua- 
yos y del país, por lo que debíamos tener una ética 
intachable y ser los más dedicados y dedicadas tra- 
bajadoras de ese lugar. 


Debo decir -porque todos lo hemos vivido- que 
una vez restaurado el sistema democrático en el año 
1985, Disnarda Flores fue reintegrada a su cargo en 
Antel y, de alguna manera, sufrió un choque genera- 
cional; encontró que las nuevas generaciones no te- 
nían, tal vez, la misma ética y la misma conducta de 
contracción al trabajo, ni compartían la idea de que 
algún día nosotros, los frenteamplistas, podríamos 
dirigir la Administración Nacional de Telecomuni- 
caciones, por lo que éramos responsables, también, 
de su desarrollo y su buen desempeño. Las nuevas 
generaciones pensaban diferente, tenían otras acti- 
tudes, y siendo ella Encargada de Servicio, optó por 
obtener la jubilación. Esa parte de su vida fue bas- 
tante conflictiva y nos dio bastante tristeza, pero era 
la realidad de esas épocas y Disnarda prefirió seguir 
con sus principios. 


Quiero decir, además, que quienes fuimos sus 
compañeras realmente admiramos el despliegue 
de esfuerzo que realizaba permanentemente para 
tener absolutamente prolija su casa, dedicarse to- 
talmente a sus hijos y, a la vez, militar como la 
mejor. 


Por todo esto, señor Presidente, queremos recor- 
darla en la Sesión de hoy. El día de su fallecimiento, 
lamentablemente, nos encontrábamos en una visita 
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al departamento de Tacuarembó y no pudimos asistir 
a lo que fue su despedida, pero deseamos desde aquí 
enviar nuestras más sentidas condolencias -en ese 
sentido formulamos moción- a sus compañeros del 
Sindicato Único de Telecomunicaciones, del Fren- 
te Amplio y del Partido Comunista del Uruguay, así 
como a su familia. Finalmente, decimos que la lle- 
varemos permanentemente en nuestros corazones, 
pues forma parte sustancial de nuestra actitud y de 
nuestra conducta política. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por la señora Senadora Dalmás. 


(Se vota:) 


-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) LANZAMIENTO OFICIAL DE LA COSECHA 
DE ARROZ 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: quiero refe- 
rirme a una actividad que se realizó el viernes 8 de 
abril y que me parece importante destacar. Concreta- 
mente, se trata del lanzamiento oficial de la cosecha 
de arroz, que se hizo en un lugar muy lejano de la 
capital: en Paso Lapuente, departamento de Rivera. 
La inauguración tuvo un contenido muy particular, 
porque se hizo en la Escuela N* 11, con la participa- 
ción de los maestros y de los alumnos, así como de los 
liceales de la localidad. 


Esta actividad está empezando en el país y tie- 
ne una gran importancia, en primer lugar porque ya 
hay alrededor de 190.000 hectáreas de arroz plan- 
tadas y prontas para cosechar, lo que configura una 
superficie récord. La limitante para la producción 
de arroz en el Uruguay es el agua disponible para el 
riego y fue reconocido el hecho de que se están ul- 
timando los detalles para comenzar la construcción 
de grandes proyectos de acumulación de agua que 
permitirán aumentar la superficie de arroz a plantar 
en el país. 


Los rendimientos esperados también son récords. 
Simbólicamente, una cosechadora dio una vuelta por 
una chacra de unas 100 hectáreas con el señor Minis- 
tro de Ganadería, Agricultura y Pesca, con los respon- 
sables de la empresa y con el señor Presidente de la 
Asociación de Cultivadores de Arroz. Esa chacra está 
rindiendo en este momento 13.000 kilos de arroz por 
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hectárea, muy cerca del límite biológico del cultivo 
de esta especie de acuerdo con las condiciones de 
nuestro país. Esto habla de lo bien que se está pro- 
duciendo arroz, que además en el Uruguay tiene una 
calidad excepcional 


Corresponde destacar los esfuerzos de investiga- 
ción para incorporar nuevos conocimientos e investi- 
gar nuevos problemas, así como el compromiso mani- 
festado por la Asociación de Cultivadores de Arroz con 
el medioambiente. Quiero mencionar, por ejemplo, 
un trabajo de investigación que se está haciendo, con 
la participación de los organismos correspondientes, 
acerca de la huella de carbono en la cadena arrocera. 
Estamos hablando del futuro, todavía no son temas de 
hoy, pero nos estamos preparando para los problemas 
comerciales que se vienen. 


Esta cadena genera muchos puestos de trabajo y 
de calidad, por lo que es importante -así fue recalca- 
do en esa instancia- la integración de la cadena y el 
funcionamiento de la Comisión Sectorial del Arroz, 
donde participan los actores privados de la cadena 
arrocera y los representantes de los organismos pú- 
blicos vinculados al tema. 


9) ELECTRIFICACIÓN EN RINCÓN DE LOS 
RODRÍGUEZ 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse a otro 
tema, continúa en el uso de la palabra el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Quiero mencionar que en la 
misma jornada hubo una celebración muy particular: 
se festejó la llegada de la luz al paraje Rincón de los 
Rodríguez, así como también a la Escuela Rural N* 82. 
Después de Paso Lapuente, pasando por Moirones, 
llegar a Rincón de los Rodríguez significa hacer unos 
cuantos kilómetros, algo paralelos al Yaguarí. La lle- 
gada de la luz se debe a un trabajo mancomunado 
entre el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
la Dirección de Desarrollo Rural, el Programa Gana- 
dero -que puso recursos para ello-, la UTE -que contri- 
buyó con la línea eléctrica-, la Intendencia de Rivera, 
la ANEB y un aporte fundamental, que fue el de los 
propios vecinos, muy bien organizados en la Mesa de 
Desarrollo Rural. De esta forma, se logró que llegara 
la luz eléctrica a este lejano paraje, favoreciendo a 
más de 40 productores ganaderos. 


Fue muy emocionante, señor Presidente, el mo- 
mento en que el señor Ministro de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca encendió la llave de la luz. Luego se 
leyó una poesía hecha por los alumnos de la Escuela 
sobre la luz y su importancia, que a veces nosotros ol- 
vidamos porque estamos acostumbrados a contar con 
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la energía eléctrica, pero en esos lugares, donde no se 
cuenta con ella, es algo esencial para la vida. 


Esto tiene que ver con el Parlamento nacional 
porque fue aquí donde se aprobó la ley de descentra- 
lización, a partir de la cual se activaron las Mesas de 
Desarrollo Rural. 


Creo que esto es la culminación de algo que em- 
pezó hace dos o tres años, cuando los propios vecinos 
de estos lugares plantearon que era prioritaria la lle- 
gada de la energía eléctrica, lo que debido a la acción 
mancomunada de las mencionadas organizaciones se 
logró y se festejó. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis mo- 
destas y concretas palabras sea enviada a la Aso- 
ciación de Cultivadores de Arroz, al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, a la Intendencia de 
Rivera y a la Mesa de Desarrollo Rural de ese de- 
partamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) CIEN AÑOS DE LA LOCALIDAD DE 
QUEBRACHO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: en 
la mañana de hoy quiero referirme a la localidad de 
Quebracho, ubicada en el departamento de Paysan- 
dú, que próximamente va a cumplir cien años. 


En esa zona del país aconteció uno de los hechos 
más importantes de nuestra historia. Me refiero al 
alzamiento de jóvenes universitarios, caudillos ru- 
rales de una generación brillante del país, que en 
el año 1886 prepararon en Buenos Aires una revo- 
lución contra el Gobierno de la época, a cuyo frente 
estaba el General Máximo Santos. Dicho Presidente 
se había querido perpetuar en el gobierno, sin res- 
petar el voto de la gente, es decir, lo que la gente ha- 
bía decidido. Por ello, un grupo de jóvenes, entre los 
que se encontraban Batlle y Ordóñez, Campisteguy, 
Williman y Zorrilla de San Martín -el poeta de la pa- 
tria-, prepararon desde Buenos Aires un alzamiento 
para que se respetara la voluntad de los uruguayos. 
Todos sabemos que, desde el punto de vista militar, 
el alzamiento de Quebracho fue derrotado contun- 


CÁMARA DE SENADORES 


13-C.S. 


dentemente por las fuerzas gubernamentales del 
entonces Presidente Santos; 5.000 contra 1.400 no 
daba ninguna posibilidad de triunfo a esa revolución. 
Pero estos revolucionarios, entre quienes se hallaba 
esa generación brillante que luego llegaría a la Pre- 
sidencia de la República y marcaría al Uruguay del 
siglo pasado -y aun al de hoy-, igualmente lucharon 
por lo que pensaban que era justo. Derrotados en el 
campo de la lucha armada, finalmente triunfaron en 
el campo de las ideas, y al poco tiempo el Presidente 
Santos se vio obligado a dejar el Gobierno y Cam- 
pisteguy primero, luego Batlle y Ordóñez, después 
Williman y nuevamente Batlle y Ordóñez -todos ha- 
bían sido parte de esa revolución-, por el respeto del 
voto de la gente llegaron al Gobierno y cambiaron al 
Uruguay. 


Cuando el año que viene se cumplan los cien años 
de Quebracho, esperamos que el espíritu de esa ac- 
ción heroica, democrática y de respeto de la volun- 
tad popular, que tuvo lugar un 31 de marzo hace 125 
años, esté en el recuerdo de todos. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Intendencia de Paysandú y a la 


Alcaldía de Quebracho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) ALTERACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
consideración del Orden del Día. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- En acuerdo con los demás 
partidos, solicitamos que se altere el Orden del Día 
y se pasen a considerar de inmediato los asuntos que 
figuran en segundo y tercer término. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va votar la moción 
formulada por la señora Senadora. 


(Se vota:) 


- 24 en 26. Afirmativa. 
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12) EJERCICIOS MILITARES COMBINADOS 
“URUBRA I” 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: en el mis- 
mo sentido que la señora Senadora, voy a solicitar 
que se declare urgente y se considere a continuación 
de esos dos asuntos, un proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes, por el que se autoriza 
la entrada y salida de tropas para la realización de 
ejercicios combinados entre Brasil y Uruguay. Debido 
al plazo perentorio de esta actividad, que comienza el 
18 de abril y culmina el 6 de mayo, es que presenta- 
mos esta moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-23 en 25. Afirmativa. 


La Mesa dispone que se repartan los antecedentes 
correspondientes al proyecto al que aludió el señor 
Senador Saravia. 


Por consiguiente, procederemos de la siguiente 
manera: se pondrán a consideración los puntos se- 
gundo y tercero del Orden del Día y luego el referido 
por el señor Senador Saravia que, vuelvo a repetir, se 
está repartiendo en este momento. 


13) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA CONFERIR ASCENSOS 
AL GRADO DE CAPITÁN DE NAVÍO DE LA 
ARMADA NACIONAL A VARIOS CAPITANES 
DE FRAGATA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa consi- 
derar el asunto que figura en segundo término del 
Orden del Día: “Informe de la Comisión de Defensa 
Nacional relacionado con la solicitud de venia re- 
mitida por el Poder Ejecutivo, de conformidad con 
lo establecido en el numeral 11 del artículo 168 de 
la Constitución de la República, para conferir los 
ascensos correspondientes al grado de Capitán de 
Navío de la Armada Nacional, con fecha 1% de febre- 
ro de 2011, a varios señores Capitanes de Fragata. 
(Carp. N* 468/11 - Rep. N* 256/11).” 


(Antecedentes: ) 
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“Carp. N* 468/11 
Rep. N* 256/11 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 

Montevideo, 15 de febrero de 2011. 
Señor Presidente de la Comisión Permanente 
Senador Rafael Michelini 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo solicitando las venias correspondientes para 
conferir los Ascensos al grado de Capitán de Navío 
de la Armada Nacional, con fecha 1% de febrero de 
2011, a los siguientes señores Capitanes de Fragata, 
de conformidad con lo establecido en el numeral 11) 
del artículo 168 de la Constitución de la República. 


EN EL CUERPO GENERAL 


Por el Sistema de Antigúedad 


- Capitanes de Fragata (CG) don Homero Boz, don 
Henry Ogando, don Daniel Musso y don Carlos Mar- 
tínez. 


Por el Sistema de Selección 


- Capitanes de Fragata (CG) don Roberto Ambro- 
soni, don Pablo Silva, don Guillermo Retamoso, don 
Alejandro Guerra, don José Busta, don Mario Vizcay y 
don Néstor Lehmann. 


EN EL CUERPO DE INGENIEROS DE MÁQUI- 
NAS Y ELECTRICIDAD 


Por el Sistema de Antigúedad 


- Capitán de Fragata (CIME) don Marcos Revello. 


Por el Sistema de Selección 


- Capitán de Fragata (CIME) don Germán 
Rodríguez. 


EN EL CUERPO DE APROVISIONAMIENTO Y 
ADMINISTRACIÓN 


Por el Sistema de Selección 


- Capitanes de Fragata (CAA) don Álvaro Tribucio 
y don Julio Braga. 


12 de abril de 2011 


EN EL CUERPO DE PREFECTURA 


Por el Sistema de Antigúedad 


- Capitán de Fragata (CP) don Fernando Carrere. 


Por el Sistema de Selección 


- Capitanes de Fragata (CP) don Caryl Borderre y 
don Gerardo Henderson. 


Saluda al señor Presidente con la mayor conside- 
ración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Rosadilla.” 


“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Defensa Nacional 
ACTA N* 20 


En Montevideo, el día cuatro de abril del año dos 
mil once, a la hora diecisiete y diez minutos, en la 
Sala de Ministros, se reúne la Comisión de Defensa 
Nacional de la Cámara de Senadores. 

Asisten los señores Senadores miembros Sergio 
Abreu, Luis José Gallo Imperiale, Jorge Saravia y 
Tabaré Viera. 

Preside su titular, señor Senador Sergio Abreu. 

Concurre, por haber solicitado audiencia, una 
delegación de la Comisión de Vecinos de Empalme 
Olmos, integrada por los señores Dante Viera, Carlos 
Fernández, Juan da Silva, Eduardo da Silva y la doc- 
tora Silvia Zeballos. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y la Prosecretaria, señora 
Alicia Hackenbruch. 

Abierto el acto, se da cuenta de los siguientes 
asuntos entrados: 

1) Carpeta N* 503/11. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita venia para conferir ascenso 
al grado de Coronel de la Fuerza Aérea Uruguaya, al 
señor Teniente Coronel Juan Manuel Prada Viglione. 
Distribuido N* 659/11. 

2) Nota remitida por el Ministerio de Defensa 
Nacional, solicitando se conceda una entrevista al 
Ministro de Estrategia de Seguridad Internacional 
del Reino Unido, señor Gerarld Howarth, el próxi- 
mo viernes ocho de abril, a la hora once y treinta. Se 
acuerda conceder la audiencia solicitada. 

3) Oficio remitido por la Junta Departamental 
de Maldonado relacionada con las declaraciones del 
“Ejército Libertador” transcriptas en el semanario 
Búsqueda. 
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Acto seguido, se procede a la consideración del 
Orden del Día: 

1) Elección de Vicepresidente de la Comisión. Se 
acuerda postergar su tratamiento. 

2) Carpeta N” 468/11. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita venia para conferir ascenso 
a varios señores Capitanes de Fragata. Distribuido 
N* 614/11. La Comisión aprueba proyecto de resolu- 
ción: 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Luis Gallo Im- 
periale (Informe verbal). 

A continuación, el señor Senador Abreu plantea 
solicitar información adicional al Informe remitido 
por el señor Ministro de Defensa Nacional, en rela- 
ción al proyecto para la construcción de un puerto de 
aguas profundas por la empresa minera Aratirí. 

Luego de un intercambio de opiniones entre los 
señores Senadores, se acuerda convocar a los señores 
Ministros de Defensa Nacional, Industria, Energía y 
Minería y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, para una reunión conjunta con las 
respectivas Comisiones. 

Inmediatamente ingresa a Sala una delegación 
de la Comisión de Vecinos de Empalme Olmos, zona 
donde se encuentra ubicado el Vertedero de Basura 
“Cantera Ferreira”, quienes realizan una exposición 
sobre el riesgo que implica la concentración de aves 
en la zona para los vuelos de entrenamiento militar 
de la Escuela Militar de Aeronáutica (EMA). 

De lo actuado, se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 665/11 
que integra este documento. 

A la hora diecisiete y cincuenta minutos, se levan- 
ta la sesión. 

Para constancia se labra la presente acta que una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Sergio Abreu, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
la Comisión de Defensa Nacional pone a conside- 
ración del Cuerpo una solicitud del Poder Ejecuti- 
vo para conferir ascensos al grado de Coronel de la 
Fuerza Aérea, con fecha 1% de febrero de 2011, a 
los siguientes señores Tenientes Coroneles: por el 
Escalafón “A” (aviadores), por el Sistema de Anti- 
gúedad, Aptitudes y Suficiencia, a los Tenientes Co- 
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roneles (Av.) don Tomás J. Martínez, don Luis H. De 
León, don Alberto De Medina, don Marcelo Deus, 
don Daniel E. Méndez, don Alejandro H. Arocena, 
don Fernando R. Colina, don Fernando De Medina, 
don Hugo l. Parentini, don Álvaro G. Loureiro, don 
Pedro F. Bielenberg y don Rodolfo D. Pereyra; por el 
Escalafón “*C” (Seguridad Terrestre), por el Sistema 
de Antigúedad, Aptitudes y Suficiencia, al Teniente 
Coronel (S.T.) don Alberto Spada; por el Escalafón 
“D” (Administración y Abastecimiento), por el Sis- 
tema de Antigúedad, Aptitudes y Suficiencia, a los 
Tenientes Coroneles (A.A.) don Mirco D. Rodríguez, 
don Nelson F. Cortazzo y don Ricardo E. Cavadini; 
por el Escalafón “F” (Comunicaciones y Electróni- 
ca), por el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Sufi- 
ciencia, al Teniente Coronel (C. y E.) don Hugo D. 
Cardoso; y por el Escalafón “G” (Meteorología), por 
el Sistema de Antigúedad, Aptitudes y Suficiencia, al 
Teniente Coronel (Met.) don Ciro A. Fonseca. 


El Mensaje del Poder Ejecutivo incluye un infor- 
me de la Comisión Calificadora para Jefes y Oficiales 
Subalternos y con una Orden del Comando General 
sobre la manera en que se asignan las vacantes. A su 
vez, culmina con el currículum vítae de cada uno de 
los señores Oficiales cuyo ascenso se propone. 


La Comisión de Defensa considera adecuado y 
oportuno votar estas venias, por lo que las ponemos a 
consideración del Senado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia informa 
que se realizará un breve cuarto intermedio para co- 
tejar la información relativa al informe que acaba de 
realizar el señor Senador Gallo Imperiale. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 6 minutos.) 

-Continúa la Sesión. 

(Es la hora 10 y 9 minutos.) 

-La Mesa va a postergar la consideración de este 
punto, ya que todavía tenemos diferencias de infor- 
mación que no han podido ser superadas. Apenas 


podamos aclarar las dudas lo pondremos a conside- 
ración del Senado. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: qui- 
siera preguntar si desde el punto de vista reglamen- 
tario no sería necesario votar la postergación de este 
punto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Pienso que no, señor Se- 
nador, porque apenas podamos resolver el inconve- 
niente lo vamos a considerar. Sin embargo, si el señor 
Senador lo desea, podemos votarlo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Simplemente quiero sa- 
ber si lo estamos posponiendo hasta una próxima Se- 
sión o si será considerado en esta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si es factible solucionar 
la diferencia de información, lo haremos inmediata- 
mente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Muy bien, señor Presi- 
dente. 


14) DESIGNACIÓN DE MINISTROS DE 
TRIBUNAL DE APELACIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a con- 
siderar el asunto que figura en tercer lugar del Or- 
den del Día: “Informes de la Comisión de Asuntos 
Administrativos referidos a los mensajes remitidos 
por la Suprema Corte de Justicia, por los que soli- 
cita la aprobación correspondiente, de conformidad 
con lo establecido por el artículo 239 numeral 4 de la 
Constitución de la República, a fin de designar como 
Ministros de Tribunal de Apelaciones: 


- a la doctora María Esther Gradín Romero. 
Carp. N” 456/11 - Rep. N* 263/11 


- al doctor Jorge Antonio Catenaccio Alonso. 
Carp. N” 457/11 - Rep. N* 267/11 


- al doctor Daniel Hipólito Tapié Santarelli. 
Carp. N” 458/11 - Rep. N* 265/11 


- al doctor Ernesto Olivera Negrín. 
Carp. N” 459/11 - Rep. N* 261/11 


- al doctor Sergio Torres Collazo. 
Carp. N” 460/11 - Rep. N* 259/11” 
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(Antecedentes:) 


Carp. N” 456/11 
Rep. N* 266/11 
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epueLica orienta. MENSAJE n? 3/2011 


DEL URUGUAY 
PODER JUDICIAL d 

SERVICIOS Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 
ADMINISTRATIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES 
Contador Danilo ASTORI 
De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dingirnos a Ud. a 
fin de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a 
lo establecido por cl art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, 
solicita la aprobación para la designación de la Dra. María Esther GRÁDIN 
ROMERO, para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al 
presente la resolución de esta Corporación n” 59/2011, así como legajo 
personal y curriculum vitae de la Magistrada propuesta.- 

Sin otro particular lo saludan ¿muy 


de LN 


arentamente.- 


Ulea, 
ld 
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Resolución SC] n* 59/2011 
Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 
VISTO; 
los cargos vacantes de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 
CONSIDERANDO; 

ID) que la Corporación ha decidido postular para ocupar una de las 
vacantes mencionadas a la Señora Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 
Octavo tumo, Dra. María Esther GRADIN ROMERO, en atención a su acniación y 
méritos; ] 

IM) la Dar. Gradín integra la lista de jueces de su cargoría mejor 
calificados, confeccionada por la Comisión Asesora de la Suprema Corte dep justicia 
desde el año 2003 hasta la fecha (Acordadas n? 7407 y 7542); 

IM) L Actividad jurisdiccional: en setiembre de 1985 ingresó a la 
magistratura, como Juez de Paz de Ciudad en la 11* Sección de Colonia, en agosto de 
1986 asciende a Juez de Paz Departamental de Maldonado. En abril de 1988 es 
designada Juez Lemwado de Primera Instancia de Mercedes, en setiembre de 1989 es 
trasladada a Maldonado, ascendiendo en noviembre de ese año asciende a Juez .etrado 
de Familia de 22” tumo. En octubre de 1995 fue trasladada como Juez Le ado de 
Primera Instancia en lo Civil de 8” turno, cargo que desempeñó hasta mayo de 2004 
cuando fue trasladada a la Unidad Ejecutora del Programa de Fortalecimiento del 
Sistema Judicial Uruguayo hasta agosto de 2007 en que vuelve al Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Civil de 8? tumo, desempeñándose hasta la fecha; 

2. registra asimismo, participación en diferentes eventos 
académicos, como surge del curriculum presentado; : 
IV) por las consideraciones expuestas, esta Corporación 
estima que la Sra. Magistrada propuesta reúne las condiciones necesarias para 
desempeñar el cargo para el cual se la postula; 
ATENTO: 
a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 num. 4 
de la Constitución de la República; 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELVE; 
YP.- Librese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislarivo, solicitando la 
venia correspondiente para designar a la Dra. María Esther GRADIN ROMERO, 
como Ministra de Tribunal de Apelaciones.- 
Z.- Remítase el curriculum vitae presentado por la Sra. Magistrada.- 
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Comisión de Asuntos Administrativos 
ACTA N* 17 


En Montevideo, el día seis del mes de abril del año 
dos mil once, a la hora once y veinticinco minutos, 
en la Sala “Juan Andrés Ramírez”, se reúne la Co- 
misión de Asuntos Administrativos de la Cámara de 
Senadores. 

Asisten sus miembros, señoras Senadoras Susana 
Dalmás y Lucía Topolansky y los señores Senadores 
Pedro Bordaberry, Gustavo Guarino y Gustavo Pena- 
dés. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y la Prosecretaria, señora 
Gloria Mederos. 

Preside su titular, señor Senador Pedro Bordabe- 
rry. 

Acto seguido, se da cuenta de los siguientes asun- 
tos entrados: 

1) CARPETA N* 505/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud física a un funcio- 
nario Técnico III Médico del Centro Departamental 
de Rivera, dependiente de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado, (Programa 07 - Unidad 
Ejecutora 025 - Escalafón A - Grado 08 - Correlativo 
1500). Distribuido N”* 658/11. Pasa a estudio de la 
señora Senadora Lucía Topolansky. 

2) CARPETA N* 509/11. Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que solicita venia para destituir 
de su cargo, por la causal de ineptitud física a una 
funcionaria Administrativo IIl Administrativo del 
Hospital Pasteur, dependiente de la Administración 
de los Servicios de Salud del Estado, (Programa 06 
- Unidad Ejecutora 006 - Escalafón C - Grado 03 - 
Correlativo 7326). Distribuido N* 666/11. Pasa a 
estudio de la señora Senadora Susana Dalmás. 

Inmediatamente se procede a considerar los si- 
guientes asuntos a estudio: 

1) CARPETA N”* 456/11. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación para 
la designación de la doctora María Esther Gradin Ro- 
mero en el cargo de Ministra de Tribunal de Apela- 
ciones. Distribuido N* 610/11. La Comisión aprueba 
proyecto de resolución. Se vota: 5 en 5. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante 
al señor Senador Pedro Bordaberry, quien lo hará en 
forma verbal. 

2) CARPETA N* 457/11. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación para 
la designación del doctor Jorge Antonio Catenaccio 
Alonso, en el cargo de Ministro de Tribunal de Apela- 
ciones. Distribuido N* 620/11. La Comisión aprueba 
proyecto de resolución. Se vota: 5 en 5. Afirmativa. 
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UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante a la 
señora Senadora Susana Dalmás, quien lo hará en 
forma verbal. 

3) CARPETA N* 458/11. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación para 
la designación del doctor Daniel Hipólito Tapié San- 
tarelli en el cargo de Ministro de Tribunal de Apela- 
ciones. Distribuido N* 623/11. La Comisión aprueba 
proyecto de resolución. Se vota: 5 en 5. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al 
señor Senador Rodolfo Nin Novoa, quien lo hará en 
forma verbal. 

4) CARPETA N* 459/11. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación 
para la designación del doctor Julio Ernesto Olivera 
Negrín en el cargo de Ministro de Tribunal de Apela- 
ciones. Distribuido N* 621/11. La Comisión aprueba 
proyecto de resolución. Se vota: 5 en 5. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. Se designa Miembro Informante al 
señor Senador Gustavo Penadés, quien lo hará en for- 
ma verbal. 

5) CARPETA N* 460/11. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación 
pare la designación del doctor Sergio Torres Collazo 
en el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones. 
Distribuido N* 622/11. La Comisión aprueba proyecto 
de resolución. Se vota: 5 en 5. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. Se designa Miembro Informante a la señora 
Senadora Lucía Topolansky, quien lo hará en forma 
verbal. 

6) CARPETA N* 474/11. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo por el que solicita venia para destituir de su car- 
go, por la causal de ineptitud física, a una funcionaria 
del Programa 481 “Política de Gobierno” del Inciso 02 
“Presidencia de la República”, Jefe de Departamento, 
Escalafón C, Grado 11. Distribuido N* 608/11. La Co- 
misión adopta resolución. Se designa Miembro Infor- 
mante a la señora Senadora Lucía Topolansky, quien 
lo hará en forma verbal. 

7) CARPETA N* 477/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud física, a una fun- 
cionaria del Ministerio de Salud Pública, Especialista 
IV Servicios Asistenciales de la Red de Atención del 
Primer Nivel de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (Programa 06 - Unidad Ejecutora 
002 - Escalafón D - Grado 06 - Correlativo 7510). 
Distribuido N* 599/11. La Comisión adopta resolu- 
ción. Se designa Miembro Informante al señor Sena- 
dor Gustavo Penadés, quien lo hará en forma verbal. 

8) CARPETA N* 478/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud física, a una fun- 
cionaria del Ministerio de Salud Pública, Técnico III 
Médico de la Red de Atención del Primer Nivel de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado 
(Programa 06 - Unidad Ejecutora 002 - Escalafón A - 
Grado 08 - Correlativo 2680). Distribuido N* 598/11. 
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La Comisión adopta resolución. Se designa Miembro 
Informante al señor Senador Pedro Bordaberry, quien 
lo hará en forma verbal. 

9) CARPETA N* 479/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud física, a una fun- 
cionaria del Ministerio de Salud Pública, Técnico 
III Transfusionista, del Centro Hospitalario Perei- 
ra Rossell, dependiente de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado (Programa 06 - Uni- 
dad Ejecutora 004 - Escalafón B - Grado 07 - Co- 
rrelativo 6225). Distribuido N* 597/11. La Comisión 
adopta resolución. Se designa Miembro Informante 
a la señora Senadora Susana Dalmás, quien lo hará 
en forma verbal. 

10) CARPETA N* 485/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud física, a una fun- 
cionaria del Ministerio de Salud Pública, Auxiliar 
III Servicio del Hospital Pasteur, dependiente de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado 
(Programa 06 — Unidad Ejecutora 006 - Escalafón F - 
Grado 03 - Correlativo 14892). Distribuido N* 605/11. 
La Comisión adopta resolución. Se designa Miembro 
Informante al señor Senador Pedro Bordaberry, quien 
lo hará en forma verbal. 
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11) CARPETA N* 486/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de ineptitud física, a una fun- 
cionaria del Ministerio de Salud Pública, Auxiliar 1 
Servicio del Centro Departamental de Treinta y Tres, 
dependiente de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado (Programa 07 - Unidad Ejecutora 
032 - Escalafón F - Grado 05 - Correlativo 6220). Dis- 
tribuido N” 606/11. La Comisión adopta resolución. 
Se designa Miembro Informante al señor Senador Pe- 
dro Bordaberry, quien lo hará en forma verbal. 

12) CARPETA N* 487/11. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de su 
cargo, por la causal de omisión de los deberes fun- 
cionales, a un funcionario del Ministerio de Turis- 
mo y Deporte (Unidad Ejecutora 002). Distribuido 
N* 607/11. La Comisión adopta resolución. Se desig- 
na Miembro Informante al señor Senador Pedro Bor- 
daberry, quien lo hará en forma verbal. 

A la hora doce se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Pedro Bordaberry, Presidente; Maria Celia 
Desalvo, Secretaria.” 
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Carp. N* 457/11 
Rep. N* 267/11 


o 
werueLica orienTa, MENSAJE n* 4/2011 


DEL URUGUAY 
PODER JUDICIAL A 

SERVICIOS Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 
ADMINISTRATIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES 
Contador Danilo ASTORI 
De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a 
fin de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a 
lo establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, 
solicita la aprobación para la designación del Dr. Jorge Antonio 
CATENACCIO ALONSO, para el cargo de Ministro de Tribunal de 
Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al 
presente la resolución de esta Corporación n* 60/2011, así como legajo 
personal y curriculum vitae del Magistrado propuesto.- 

Sin otro particular lo saludan muy 
atentamente.- 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELVE: 
19.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 
venia correspondiente para designar al Dr. Jorge Antonio CATENACCIO ALONSO, 
como Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 
2” ” emíitase el curriculum vitae presentado por el Sr. Magistrado. - 
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Resolución SC] n* 60/2011 Ficha 22/11 
"II ori, de eo de 211 
"ODER JUDICIAL VISTO; 
DMIMSTRATIVOS los cargos vacantes de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 
CONSIDERANDO; 

I) que la Corporación ha decidido postular para ocupar una de las 
vacantes mencionadas al Señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de Sexto 
turno, Dr. Jorge Antonio CATENACCIO ALONSO, en atención a su actuación y 
ménitos; : 

II) el Dr. Catenaccio integra la lista de jueces de su categoría mejor 
calificados, confeccionada por la Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
desde el año 2006 hasta la fecha (Acordadas n* 7407 y 7542); 

UT) 1 En julio de 1981 ingresó al Poder Judicial, como Defensor 
de Oficio de Cerro Largo, cargo que desempeño hasta setiembre de 1983. 

2. Actividad jurisdiccional: en setiembre de 1983 mgresó a 
la magistratura, como Juez de Paz de la Primera Sección de Cerro Largo, el que en 
diciembre de ese año se transformó en Juzgado de Paz Departamental, en agosto de 
1987 asciende a juez de Paz Departamental de la Capital de 1? turno. En noviembre de 
1987 asciende a Juez Lewado de Primera Instancia de Rocha de 2” tumo, siendo 
trasladado en mayo de 1989 como Juez Letrado de Primera Instancia de Las Piedras de 
1” tumo. En setiembre de ese año fue designado como Juez Letrado de Primera 
Instancia en lo Penal de 1” turno, en julio de 1993 es trasladado como Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Civil de 6? turno, cargo que desempeña hasta la fecha; 

3, registra asimismo, participación en diferentes eventos 
académicos, como surge del curriculum presentado; 

IV) por ls consideraciones expuestas, esta Corporación 
estima que el Sr. Magistrado propuesto reúne las condiciones necesarias para 
desempeñar el cargo para el cual se lo postula; 

ATENTO: 
- 2.lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 mum. 4 
de la Constitución de la República; 
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> o 
aepuaLica orienta, — MENSAJE m* 5/2011 


DEL URUGUAY 
PODER JUDICIAL ' 

SERVICIOS Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 
ADMINISTRATIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES 
Contador Danilo ASTORI 
De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigimos a Ud. a 
fin de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a 
lo establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, 
solicita la aprobación para la designación del Dr. Daniel Hipólito TAPIE 
SANTARELLI, para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- - 

A tales efectos se “remite adjunto al 
presente la resolución de esta Corporación n? 61/2011, así como legajo 
personal y curriculum vitae del Magistrado propuesto.- 

Sin otro particular lo saludan muy 
atentamente.- 


VAN 


26-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


Resolución SCJ n* 61/2011 

Montevideo, 9 de febrero de 2011. 

VISTO: 

los cargos vacantes de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 

CONSIDERANDO; . a 
| I) que la Corporación ha decidido postular para ocupar una de las 
vacantes mencionadas al Señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
Quinto tumo, Dr. Daniel Hipólito TAPIE SANTARELLI, en atención a su actuación 
y méritos; ; 

IM) el Dr. Tapie integra la lista de jueces de su categoría mejor 
calificados, confeccionada por lá Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
desde el año 2008 hasta la fecha (Acordadas n* 7407 y 7542); 

III) 1 Actividad jurisdiccional: en noviembre de 1989 ingresó a 
la magistratura, como Juez de Paz de Primera Categoría en la 12 Sección de Lavalleja, 
en noviembre de 1990 asciende a Juez de Paz de Ciudad. desempeñándose en la 5* 
Sección de Rocha. En enero de 1993 es designado Juez de Paz Departamental de Chuy, 
en febrero del mismo año asciende a Juez Letrado de Primera Instancia de Rivera de 1* 
tumo, en julio de 1997 fue trasladado como Juez Letrado de Primera Instancia de 
Maldonado de 2” tumo, en diciembre de 2001 pasa a desempeñarse como Juez Letrado 
de Primera Instancia de Ciudad de la Costa de 3” turno. Finalmente en agosto de 2003 
fue designado como Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 5? tumo, cargo 
que desempeña hasta la fecha; o 

2 registra asimismo, participación en diferentes eventos 
TV) por-las consideraciones expuestas, esta Corporación 
. estima que el Sr. Magistrado propuesto reúne- las condiciones necesarias para 
desempeñar el cargo para el cual se lo postula; 
ATENTO; 
a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 mum. 4 
de la Constitución de la República; EE : 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
- RESUELVE: 
1?.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 
venia correspondiente para designar al Dr. Daniel Hipólito TAPIE SANTARELLI, 
como Ministro de Tribunal de Apelaciones.- no E 
22.- Remítase el curriculum vitae presentado por el Sr. Magistrado.- 
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Carp. N” 459/11 
Rep. N* 261/11 


és 


o 
sePUBLICA ORIENTAL MENSAJE a” 6/2011 
DEL URUGUAY 
. PODER JUDICIAL 
SERVICIOS Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 
ADMINISTRATIVOS dd 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES 
Contador Danilo ASTORI 
De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigimos a Ud a 
fin de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a 


lo establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, 
solicita la aprobación para la designación del Dr. Julio Ernesto OLIVERA 
NEGRIN, para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al 
presente la resolución de esta Corporación n? 62/2011, así como legajo 
personal y curmculum vitae del Magistrado propuesto.- 

| Sin otro particular lo saludan muy 
atentamente.- 


00. le 
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REPUBLICA ORIENTAL 


DEL URUGUAY 
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Resolución SCJ n* 62/2011 
Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 


PODER JUDICIAL. VISTO: 


SERVICIOS 


ADMINISTRATIVOS . . Jos cargos vacantes de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 


-D que la Corporación ha decidido postular para ocupar una de la 
vacantes mencionadas al Señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
Vigesimoprimer tumo, Dr. Julio Ernesto OLIVERA NEGRIN, en atención a su 
actuación y méritos; 

1) el Dr. Olivera integra la lista de jueces de su categoría mejor 
calificados, confeccionada por la Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
desde el año 2006 hasta la fecha (Acordadas n? 7407 y 7542) 

II 1 Actividad jurisdiccional: en febrero de 1991 fue 
contratado como Asistente Técnico del entonces Ministro y Presidente de la 
Corporación Dr. Armando Tommasino. En febrero de 1992 fue designado como Juez 
Letrado de Primera Instancia de Rocha de 2” tumo, en octubre de 1997 fue trasladado 
como Juez Letrado de Primera Instancia de Pando de 1% turno, en setiembre de 2001 
asciende a Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 21” turno, cargo que 
desempeña hasta la fecha; 

2. registra asimismo, participación en diferentes eventos 
académicos, como surge del curriculum presentado; 

TW), por has consideraciones expuestas, esta Corporación 
estima. que el: SE" Magistuado propuesto múne los condiciones necesacias par 
desempeñar el cargo para el cual se lo postula; 

ATENTO: a lo expuesto y dé conformidad con lo establecido en el artículo 239 num. 4 
de la Constitución de la República; | 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
1*.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicirando la 
venia correspondieñte para designar al Dr. Julio. Emesto OLIVERA NÉGRIN, como 
Ministro de Tribinal de Apelaciones.- | 
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22.- Remítase el curriculum vitae presentado por el Sr. Magistrado.- 
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Carp. N” 460/11 
Rep. N* 269/11 


aepueLica omenra, —. MENSAJE n*7/2011 


DEL URUGUAY 
PODER JUDICIAL 

SERVICIOS Montevideo, 9 de febrero de 2011.- 
ADMINISTRATIVOS 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA CAMARA DE SENADORES 
Contador Danilo ASTORI 
De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigimos a Ud. a 
fin de lleyar a su conocimiento que la Suprema Corte de justicia, de acuerdo a 
lo establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, 
solicita la aprobación para la designación del Dr. Sergio TORRES COLLAZO, 
para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al 
presente la resolución de esta Corporación n?” 63/2011, así como legajo 
personal y curriculum vitae del Magistrado propuesto.- 

Sin otro particular lo saludan muy 
atentamente.- 


Dr. Lpadlás Y, 'AEY 
Saprema Corte de Justicia 


a. 
Difector 
Serió eS 
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REPUBLICA ORIENTAL Resolución SCJ n? 63/2011 Ficha 22/11 
pooen suoicia. — Montevideo, de febrero de 2011. 
ADMINISTRATIVOS — DIOS 

los cargos vacantes de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 

I) que la Corporación ha decidido postular para ocupar una de las 
vacantes mencionadas al Señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Tercer 
tumo, Dr. Sergio TORRES COLLAZO, en atención a su actuación y méritos; 

IM) el Dr. Torres integra la lista de jueces de su categoría mejor 
calificados, confeccionada por la Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
desde el año 2002 hasta la fecha (Acordadas n? 7407 y 7542); 

UI) 1. Actividad jurisdiccional: ingresa en mayo de 1989 como 
Juez de Paz de Ciudad en la 8” Sección de Colonia, en noviembre del mismo año 
asciende a Juez de Paz Departamental de Carmelo cargo que desempeña hasta agosto 
de 1991 en que asciende al Juez Letrado de Primera Instancia de Young, en junio de 
1992 fue trasladado como Juez Letrado de Primera Instancia de Rivera de 2” tumo, 
posteriormente en junio de 1997 fue tasladado como Juez Letrado de Primera 
lastancia de Colonia de 1* tumo, a partir de noviembre de 1998 se desempeña como 
Juez Letrado de Primera Instancia de Las Piedras de 1” tuno. En abril de 2000 asciende 
a Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 3” turno, cargo que desempeña 
hasta la fecha; 

2. registra asimismo, participación en diferentes eventos 
académicos y actividad docente, como surge del curriculum presentado; 

IV) por las consideraciones expuestas, esta Corporación 
estima que el Sr. Magistrado propuesto reúne las condiciones necesarias para 
desempeñar el cargo para el cual se lo postula; 

ATENTO: 
a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 num. 4 
de la Constitución de la República; 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELYE; 
1%.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 
venia correspondiente para designar al Dr. Sergio TORRES COLLAZO, como 
Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 
2.- Remítase el curriculum vitae presentado por el Sr. Magistrado. - 


34-C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración la Car- 
peta N* 456, correspondiente a la designación de la 
doctora María Esther Gradín Romero. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- La Carpeta N* 456 refie- 
re a la doctora María Esther Gradín Romero, a quien 
se la designa como Ministra del Tribunal de Apela- 
ciones. Ella ha cumplido toda la carrera que realizan 
los magistrados en el país, empezando como Juez de 
Paz de Ciudad en la 11* Sección de Colonia, desem- 
peñándose luego como Juez de Paz Departamental de 
Maldonado, más tarde como Juez Letrado de Primera 
Instancia de Mercedes, siendo trasladada nuevamen- 
te a Maldonado como Juez Letrado y a continuación 
designada Juez Letrado de Familia en Montevideo. 
Actualmente ocupa la titularidad del Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Civil de 8% turno. Cabe 
destacar, también, que tuvo un pasaje de varios años 
por la Unidad Ejecutora del Programa de Fortaleci- 
miento del Sistema Judicial Uruguayo. 


En sus fojas figura una cantidad de méritos, así 
como una variedad de cursos y estudios realizados 
luego de asumir el cargo de Magistrada, habiéndose 
preocupado siempre por mejorar su propia capacidad 
y conocimiento. 


Me he tomado el atrevimiento de buscar senten- 
cias dictadas por la doctora María Esther Gradín Ro- 
mero y pude comprobar que varias fueron de suma 
importancia y creo que marcaron jurisprudencia. 
Quizás una de las más importantes es la sentencia 
relacionada con el derecho a la intimidad y la censura 
previa, en la que se establece que en nuestro país no 
hay derecho a censura previa sino control posterior. 


También se destacó en sentencias relativas a 
temas comerciales, especialmente el vinculado al 
Banco de la República y el sonado caso Vanni, así 
como en lo que refiere al uso ilegal de software y las 
condenas. 


Por todo lo mencionado y por entender que es 
justo el ascenso recomendado por la Suprema Corte 
de Justicia, la Comisión de Asuntos Administrativas 
propone al Cuerpo que se apruebe la venia solicitada 
para otorgar el ascenso a la doctora María Esther Gra- 
dín Romero y designarla como Ministro del Tribunal 
de Apelaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
en el cargo de Ministro del Tribunal de Apelaciones a 
la doctora María Esther Gradín Romero.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 


Corresponde ahora considerar la Carpeta N* 457, 
que refiere a la venia para designar Ministro del Tri- 
bunal de Apelaciones al doctor Jorge Antonio Cate- 
naccio Alonso. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Dalmás. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: la Corpo- 
ración decidió postular para ocupar una de las vacan- 
tes mencionadas al señor Juez Letrado de Primera 
Instancia en lo Civil de 6” turno, doctor Jorge Anto- 
nio Catenaccio Alonso, en atención a su actuación y 
méritos. 


En 1981 ingresó al Poder Judicial como Defensor 
de Oficio de Cerro Largo, cargo que desempeñó hasta 
setiembre de 1983. Comenzó su vasta actividad juris- 
diccional en setiembre de ese año, pasando por varias 
instancias y Juzgados hasta llegar al cargo que actual- 
mente desempeña. 


Asimismo, participó en diferentes eventos académi- 
cos, tal como surge del currículum presentado. Afortu- 
nadamente, señor Presidente, contamos con el informe 
que habitualmente elabora la Suprema Corte de Justi- 
cia en estas instancias. Me refiero a una lista de califi- 
caciones confeccionada por la Comisión Asesora de la 
Suprema Corte de Justicia desde el año 2006 hasta hoy; 
el doctor Catenaccio integra esa lista como uno de los 
mejor calificados de su categoría, por lo cual nuestra 
Comisión recomienda la aprobación de esta venia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 


ni).- “Artículo Único.- Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
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en el cargo de Ministro del Tribunal de Apelaciones al 
doctor Jorge Antonio Catenaccio Alonso”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 


Corresponde ahora considerar la Carpeta N* 458, 
que refiere a la venia para designar al doctor Daniel 
Hipólito Tapié Santarelli como miembro del Tribunal 
de Apelaciones. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: esta soli- 
citud de venia también fue aprobada en la Comisión 
de Asuntos Administrativos por los méritos que reúne 
el doctor Hipólito Tapié y por haber sido seleccionado 
por la Suprema Corte de Justicia. 


Actualmente, el doctor Hipólito Tapié es Juez Le- 
trado de Primera Instancia en lo Penal de 5% Turno de 
Montevideo. Ingresó a la judicatura en el año 1989, 
desempeñándose como Juez de Paz de Primera Cate- 
goría de la 12* Sección de Lavalleja, en Batlle y Or- 
dóñez. Posteriormente, fue Juez de Paz de la ciudad 
del Chuy, en Rocha, pasando luego a desempeñarse 
como Juez de Paz Departamental. 


En el año 1993 fue Juez Letrado de Primera Ins- 
tancia de Rivera de 1% Turno en la especialidad de 
Aduana, Penal y Adolescentes y en 1997 se desempe- 
ñó como Juez Letrado de Primera Instancia de Mal- 
donado de 2* Turno, en la misma especialidad. 


En 2001 fue Juez Letrado de Primera Instancia de 
la Ciudad de la Costa de 3” Turno en materia Penal y 
de Adolescentes, y en el año 2003 fue designado Juez 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 5% Turno 
en Montevideo, cargo que, como dije, desempeña en 
la actualidad. 


Como se puede apreciar, ha desarrollado su carrera 
en el interior de la República de manera similar a la 
mayor parte de nuestros Jueces y cada año fue selec- 
cionado por la Comisión Asesora de la Suprema Corte 
de Justicia, en materia de ascensos y traslados, para 
integrar la lista correspondiente. En los años 2009 y 
2010 volvió a ser seleccionado a tales efectos y hoy lle- 
ga esta solicitud que la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos recomienda al Cuerpo votar afirmativamente. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único. - Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
en el cargo de Ministro del Tribunal de Apelaciones al 
doctor Daniel Hipólito Tapié Santarelli”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 


Corresponde ahora considerar la Carpeta N* 459, 
referida a la venia para designar como miembro del 
Tribunal de Apelaciones al doctor Ernesto Olivera 
Negrín. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: en igual 
forma que los señores Senadores miembros de la Co- 
misión de Asuntos Administrativos han presentado 
sus informes, quiero decir que se trata de una venia 
para designar como Ministro del Tribunal de Apela- 
ciones al doctor Ernesto Olivera Negrín. 


Visto el currículum que acompaña la solicitud re- 
ferida, constatamos que el doctor Olivera Negrín in- 
gresa al Poder Judicial en el año 1991 como Asistente 
Técnico del doctor Tommasino, entonces Ministro de 
la Suprema Corte de Justicia. Posteriormente fue de- 
signado Juez en varios lugares del territorio nacional. 
En diciembre de 1999 fue nominado como el Magis- 
trado del Interior mejor calificado para obtener un 
ascenso y en diciembre de 2006, 2008 y 2010 fue ele- 
gido como Magistrado de Montevideo mejor calificado 
en el mismo sentido. Su currículum es extenso en 
cuanto a cursos y a capacitación técnica 


Por todo esto, recomendamos al Senado conceder 
la venia de designación solicitada. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
en el cargo de Ministro del Tribunal de Apelaciones al 
doctor Julio Ernesto Olivera Negrín.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 


Corresponde considerar la Carpeta N* 460, que 
refiere a la venia para designar al doctor Sergio Torres 
Collazo como miembro del Tribunal de Apelaciones. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: se 
trata de la venia para designar como Ministro del Tri- 
bunal de Apelaciones al doctor Sergio Torres, que se 
graduó como abogado el 28 de noviembre de 1986 en 
la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Uni- 
versidad de la República. 


El doctor Torres fue Juez de Paz de Ciudad en el 
Juzgado de Paz de la 8* Sección Judicial de Nueva 
Palmira, Colonia; Juez de Paz Departamental de Car- 
melo en 1989; Juez Letrado de Primera Instancia de 
2 Turno de Rivera en 1993; Juez Letrado de Primera 
Instancia de 1% Turno de Colonia en 1997; Juez Le- 
trado de Primera Instancia de 1% turno de Las Piedras 
en 1998; y Juez Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal de 3% Turno en Montevideo. 


Su labor en la Magistratura ha sido ejemplar du- 
rante más de veinte años. Ha obtenido los puntajes 
máximos en calificaciones a medida que ascendía en 
su carrera jurisdiccional. Asimismo, ha participado 
en diferentes eventos académicos, nacionales e inter- 
nacionales, en diversos temas, entre los que quisié- 
ramos destacar los siguientes: adolescencia y niñez, 
materia penal en minoridad y combate del lavado de 
dinero desde el sistema judicial. A su vez, participó en 
el Curso sobre Adolescentes Infractores en 1999; en 
un curso relativo a la reinserción de personas privadas 
de libertad, realizado en Costa Rica en el año 2002; 
y en el Seminario sobre la Ley N* 17.725 (Medidas 
Alternativas), entre otros muchos congresos y cursos. 
Además, participó en varias Comisiones y grupos de 
trabajo. Por nuestra parte, quisiéramos destacar su 
colaboración como miembro alterno en la Comisión 
de Reforma del Código Penal. 
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Por otro lado, desarrolló actividades académicas 
mediante la tutoría de alumnos en el Centro de Estu- 
dios Judiciales. Durante su desempeño fue incluido 
en las nóminas de ascenso confeccionadas por la Co- 
misión Asesora de la Suprema Corte de Justicia. 


Es por estas razones que consideramos que el doc- 
tor Sergio Torres reúne sobradas condiciones para 
desempeñar el cargo para el que se lo propone y la 
Comisión, por unanimidad, recomienda al Cuerpo la 
aprobación de esta venia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Fili- 
ppini).- “Artículo Único.- Apruébase la solicitud 
formulada por la Suprema Corte de Justicia para 
designar en el cargo de Ministro del Tribunal de Ape- 
laciones al doctor Sergio Torres Collazo.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de Justicia. 
15) EJERCICIOS MILITARES COMBINADOS 

“URUBRA I” 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por 
el que se autoriza la salida del país de Personal de 
la Fuerza Aérea y la entrada de fuerzas extranjeras 
a nuestro país para participar en el Ejercicio Militar 
Combinado “URUBRA TI”. (Carp. N* 515/11)”. 

(Antecedentes: ) 

“Carp. N* 515/11 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 

La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en Sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo Unico.- Autorízase el ingreso al territorio 
nacional de hasta veinticuatro Personal Superior y 
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Subalterno y hasta dos aeronaves de enlace y/o trans- 
porte, de la Fuerza Aérea Brasileña; y la salida del 
territorio nacional de tres aeronaves de enlace y/o 
transporte con su correspondiente tripulación y hasta 
doce Personal Superior y Subalterno de la Fuerza Aé- 
rea Uruguaya, entre los días 18 de abril y 6 de mayo 
de 2011, para realizar el Ejercicio Militar Combinado 
“URUBRA I”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 6 de abril de 2011. 


Gustavo Espinosa, 2do. Vicepresidente; José 
Pedro Montero, Secretario.” 


“Carp. N* 633/11 
Rep. N* 498/11 


ANEXO II 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Defensa Nacional 
INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Defensa Nacional ha analizado el 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, por 
el cual se autoriza el ingreso al territorio nacional de 
hasta veinticuatro Personal Superior y Subalterno y 
hasta dos aeronaves de enlace y/o transporte de la 
Fuerza Aérea Brasileña, y la salida del territorio na- 
cional de tres aeronaves de enlace y/o transporte con 
su correspondiente tripulación y hasta doce Personal 
Superior y Subalterno de la Fuerza Aérea Uruguaya, 
entre los días 18 de abril y 6 de mayo de 2011, para 
realizar el Ejercicio Militar Combinado “URUBRA 1”. 


El mencionado Ejercicio se encuentra enmarca- 
do en las disposiciones del “Acuerdo de Cooperación 
Mutua entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Federativa del 
Brasil para combatir el Tráfico de Aeronaves compro- 
metidas en actividades llícitas Transnacionales”, sus- 
cripto el 14 de setiembre de 2004 y aprobado por la 
Ley N” 17.965, de 26 de mayo de 2006. 


Tiene como objetivo adiestrar al personal de los 
respectivos centros de mando y control de las Fuer- 
zas Aéreas brasileña y uruguaya en la transferencia de 
información de aeronaves que, volando en el área de 
frontera común, simulan estar involucradas en activi- 
dades ilícitas o no identificadas. Asimismo se trata de 
entrenar a las correspondientes tripulaciones y contro- 
ladores en los procedimientos de interceptación aérea. 
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Será una oportunidad para el adiestramiento en 
actividades de planeamiento de operaciones Aéreas 
Combinadas entre ambos países, ejerciendo la vigi- 
lancia sobre los tráficos aéreos de sus fronteras, den- 
tro de los respectivos espacios aéreos. 


El área donde se va a llevar adelante esta ope- 
ración comprende la frontera común de Uruguay y 
Brasil, teniendo en sus extremos a las ciudades de 
Durazno y Santa María, respectivamente. 


Los medios aéreos empleados para simular los 
vuelos ilícitos o no identificados cruzarán la frontera 
siendo los tipos de aeronaves de carácter no bélico, 
transporte liviano y enlace. Ambas Fuerzas realizarán 
dos misiones por día en el rol de blancos simulados. 
Cada una comprende el regreso a su propio país. 


El material bélico utilizado para las intercepciones 
no portará munición a bordo ni cruzará las fronteras. 


Se realizará intercambio de tripulaciones y con- 
troladores entre ambas partes a fin de incrementar el 
conocimiento y la confianza mutua, compartir expe- 
riencias y normalizar procedimientos. 


Por los fundamentos expuestos es que solicitamos 
a la Cámara la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 23 de marzo de 2011. 


Gustavo Rombys, Miembro Informante, José A. 
Amy, Heber Bousses, Javier García. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 4 de febrero de 2011. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Contador Danilo Astori: 


El Poder Ejecutivo cumple en dirigirse a este Cuer- 
po remitiendo el presente proyecto de ley, a los efectos 
de que se concedan las autorizaciones establecidas en 
los numerales 11) y 12) del artículo 85 de la Constitu- 
ción de la República, para la salida del país de Personal 
de la Fuerza Aérea Uruguaya y para la entrada y salida 
de Fuerzas extranjeras a nuestro país, con motivo de 
la participación en los Ejercicios Militares Combinados 
que se mencionan y describen a continuación: 


I. Ejercicio “URUBRA TI”: consistente en emplear 
medios de vigilancia y control del espacio aéreo de 
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las Fuerzas Aéreas de Uruguay y Brasil, para realizar 
tareas de detección, identificación, interceptación y 
transferencia de información sobre vuelos irregulares 
que ingresen en el espacio aéreo de la jurisdicción 
de cada país, con el fin de adiestrar a las respectivas 
Fuerzas Aéreas en operaciones coordinadas y coope- 
rativas de seguridad sobre un espacio aéreo de interés 
común. 


El Ejercicio permitirá comprobar la eficacia de un 
sistema de coordinación y cooperación para el control 
de la actividad aérea irregular en la zona de fronte- 
ra entre ambos países basado en las Normas Bina- 
cionales de Defensa Aérea (NBDA), consolidando los 
procedimientos comunes para la transferencia de los 
Tráficos Aéreos Irregulares (TAI) y actualizar aque- 
llos que permitan la coordinación operacional entre 
la Fuerza Aérea Uruguaya y la Fuerza Aérea de la Re- 
pública Federativa del Brasil. 


Del mismo modo, propenderá a adiestrar al perso- 
nal que integra los medios operacionales y de apoyo 
de la Fuerza Aérea de Brasil (FAB) y de la Fuerza Aé- 
rea Uruguaya (FAU) en actividades de planeamiento 
de operaciones aéreas combinadas entre ambos paí- 
ses, ejerciendo la vigilancia sobre los tráficos aéreos 
de sus fronteras, dentro de los respectivos espacios 
aéreos. 


La práctica de interceptación de aeronaves de 
acuerdo a la normativa vigente (artículos 1, 11, 18 
y 209 del Código Aeronáutico; 35 del Decreto-Ley 
N* 14.157 (Orgánico de las Fuerzas Armadas) de 21 
de febrero de 1974; 6 y 18 del Decreto-Ley N* 14.747 
de 28 de noviembre de 1977 y Decreto 437/001 de 8 
de noviembre de 2001), es de competencia exclusiva 
de la Fuerza Aérea que ejerce el control del Espacio 
Aéreo Nacional. 


Las aeronaves de Estado que ingresan al territorio 
nacional así como las que salen de él, utilizadas como 
señuelos para cumplir con los objetivos del Ejercicio 
son de carácter no bélico, utilizadas para el transpor- 
te de personal en funciones auxiliares. 


6 (seis) horas de vuelo en aeronaves de transporte. 


45 (cuarenta y cinco) horas de vuelo en aeronaves 
interceptoras. 


Países participantes: República Oriental del Uru- 
guay y República Federativa del Brasil. 


El mencionado Ejercicio se encuentra enmarca- 
do en las disposiciones del “Acuerdo de Cooperación 
Mutua entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Federativa del 
Brasil para combatir el Tráfico de Aeronaves compro- 


CÁMARA DE SENADORES 


12 de abril de 2011 


metidas en actividades llícitas Transnacionales”, sus- 
cripto el 14 de setiembre de 2004 y aprobado por la 
Ley N* 17.965, de 26 de mayo de 2006. 


II. Ejercicio “RIO IV”; referente a la transferencia 
de información de tránsitos aéreos que evolucionan 
en el área de frontera común (Argentina-Uruguay), 
con el fin de ejercer la soberanía y la vigilancia so- 
bre sus respectivos espacios aéreos jurisdiccionales e 
implementar y comprobar los procedimientos de co- 
ordinación y transferencia de información entre sus 
respectivas Fuerzas Aéreas. 


La finalidad del mismo es implementar y com- 
probar los procedimientos de coordinación y transfe- 
rencia de información, TAI (simulados), ingresando 
o evolucionando en los respectivos Espacios Aéreos 
Nacionales, empleando medios aéreos, de detección, 
control y comunicaciones entre la Fuerza Aérea Ar- 
gentina y la Fuerza Aérea Uruguaya. 


La práctica de interceptación de aeronaves de 
acuerdo a la normativa vigente citada es de com- 
petencia exclusiva de la Fuerza Aérea que ejerce el 
control del Espacio Aéreo Nacional, para lo cual debe 
estar preparada y adiestrada. 


En cuanto a estos Ejercicios Combinados, corres- 
ponde indicar que la República Argentina y la Repú- 
blica Oriental del Uruguay son partes del Convenio so- 
bre Aviación Civil Internacional del 7 de diciembre de 
1944 y ambos países han aprobado el Protocolo relativo 
a una Enmienda al citado Convenio (artículo 3 bis), 
que refiere a casos de interceptación de aeronaves. 


Los objetivos del Ejercicio “RIO IV”, son los si- 
guientes: 


- Establecer un sistema permanente de coordi- 
nación y cooperación para el control de la actividad 
aérea irregular en la zona de frontera entre ambos 
países. 


- Establecer los procedimientos necesarios para la 
ejecución de operaciones aéreas, basados en normas 
establecidas y su posterior aplicación. 


- Establecer procedimientos, tácticas y técnicas 
comunes para la transferencia, entre los dos países, 
de la información de los tráficos irregulares. 


- Adiestrar al Personal que integra los medios ope- 
racionales y de apoyo de la FAA y de la FAU. 


- Adiestrar al Personal del Comando de Operacio- 
nes Aéreas de la FAA y del Comando Aéreo de Opera- 
ciones de la FAU en actividades de planeamiento de 
Operaciones Aéreas entre ambos países. 
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- Establecer los enlaces que permitan un contac- 
to permanente entre el Centro de Operaciones Ae- 
roespaciales (COAe) de la FAA y el Centro de Ope- 
raciones Aéreas (COA) de la FAU, que posibiliten 
la transferencia de información oportuna del tráfico 
irregular que ingrese al espacio aéreo de los respec- 
tivos países. 


Determinar las áreas de responsabilidad, a fin de 
establecer los procedimientos. 


- Establecer los procedimientos operacionales, 
tácticas y técnicas comunes necesarias para la ejecu- 
ción de este tipo de Operaciones Combinadas. 


- Adiestrar al personal que integra los medios ope- 
racionales y de apoyo de la FAA y de la FAU. 


- Adiestrar al personal del Comando de Operacio- 
nes Aéreas de la FAA y del Comando Aéreo de Opera- 
ciones de la FAU en actividades de planeamiento de 
Operaciones Aéreas entre ambos países. 


- Incrementar la interoperabilidad entre las 
Fuerzas. 


- Estrechar relaciones, intercambiar experiencias 
y establecer procedimientos comunes en lo referido a 
reabastecimiento en vuelo. 


Lugar a desarrollarse: Área Terminal Durazno. 
Período previsto: 15 de agosto / 2 de setiembre de 2011. 
Duración: 5 (cinco) días. 


Personal y Medios involucrados: FUERZA AÉREA 
ARGENTINA: 


Hasta 20 (veinte) Personal Superior y Subalterno 
y 1 (una) aeronave KC-130. 


FUERZA AÉREA URUGUAYA: 


4 (cuatro) aeronaves A 37 B con su correspon- 
diente tripulación. 15 (quince) horas de vuelo aero- 
naves A 37 B. 


Países participantes: República Oriental del Uru- 
guay y República Argentina. 


El mencionado Ejercicio se enmarca en el Acuer- 
do entre el Ministerio de Defensa de la República Ar- 
gentina y el Ministerio de Defensa Nacional de la Re- 
pública Oriental del Uruguay para el fortalecimiento 
de la Cooperación en Materia de Defensa, suscripto 
el 2 de junio de 2010. 
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Por los fundamentos expuestos, se solicita a ese 
Cuerpo la consideración del adjunto proyecto de ley, 
cuya aprobación se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de 
la Asamblea General, atentamente. 


Luis Rosadilla, Roberto Conde, Jorge Vázquez. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 
SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: se trata 
de un proyecto de ley que cuenta con la aprobación 
de la Cámara de Representantes y tiene que ver con 
el ingreso de aeronaves y tripulación de la hermana 
República del Brasil y la salida de tropas y aeronaves 


de nuestro país, para un ejercicio combinado, el 
“URUBRA TI”. 


El mencionado Ejercicio se encuentra enmarca- 
do en las disposiciones del Acuerdo de Cooperación 
Mutua entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Federativa del 
Brasil para combatir el Tráfico de Aeronaves compro- 
metidas en actividades Ilícitas Transnacionales, sus- 
crito el 14 de setiembre de 2004 y aprobado por Ley 
N* 17.965, de 26 de mayo de 2006. 


El objetivo de esta actividad es adiestrar al perso- 
nal respectivo en centros de mando y control de las 
Fuerzas Aéreas Uruguaya y Brasileña en la transfe- 
rencia de información en aeronaves, realizar vuelos 
aéreos de fronteras comunes, simulación, involucra- 
miento de actividades de control de aeronaves ilíci- 
tas identificadas e interceptación y procedimientos 
de adiestramiento de ambas escuadrillas aéreas para 
ejercicios combinados que les permitan adiestrar e 
intercambiar en ese sentido. 


Es cuanto quería informar. Gracias, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Autorízase el ingreso al te- 
rritorio nacional de hasta veinticuatro Personal Supe- 
rior y Subalterno y hasta dos aeronaves de enlace y/o 
transporte, de la Fuerza Aérea Brasileña; y la salida 
del territorio nacional de tres aeronaves de enlace y/o 
transporte con su correspondiente tripulación y hasta 
doce Personal Superior y Subalterno de la Fuerza Aé- 
rea Uruguaya, entre los días 18 de abril y 6 de mayo 
de 2011, para realizar el Ejercicio Militar Combinado 
“URUBRA I”.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


16) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA CONFERIR ASCENSOS 
AL GRADO DE CAPITÁN DE NAVÍO DE LA 
ARMADA NACIONAL A VARIOS CAPITANES 
DE FRAGATA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado retorna a la 
consideración del segundo punto del Orden del Día: 
“Informe de la Comisión de Defensa Nacional rela- 
cionado con la solicitud de venia remitida por el Po- 
der Ejecutivo, de conformidad con lo establecido en 
el numeral 11 del artículo 168 de la Constitución de 
la República, para conferir los ascensos correspon- 
dientes al grado de Capitán de Navío de la Armada 
Nacional, con fecha 1% de febrero de 2011, a varios 
señores Capitanes de Fragata. (Carp. N* 468/11- Rep. 
N* 256/11)”, ya que es necesario hacer una rectifi- 
cación en el informe brindado oportunamente por el 
señor Senador Gallo Imperiale. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presiden- 
te: por error, informamos con respecto a la Carpeta 
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N* 510, referida a ascensos al Grado de Coronel de 
la Fuerza Aérea, cuando en realidad correspondía 
haberlo hecho con relación a la Carpeta N* 468, re- 
ferida a ascensos a Capitán de Navío de la Armada 
Nacional. Concretamente, se trata de una solicitud 
que hace el Poder Ejecutivo para conferir el ascenso a 
varios señores Capitanes de Fragata. A continuación 
paso a informar con respecto a ellos. 


En el Cuerpo General, por el Sistema de Antigúe- 
dad, Capitanes de Fragata (CG) don Homero Boz, 
don Henry Ogando, don Daniel Musso y don Carlos 
Martínez, y por el Sistema de Selección, Capitanes 
de Fragata (CG) don Roberto Ambrosoni, don Pablo 
Silva, don Guillermo Retamoso, don Alejandro Gue- 
rra, don José Busta, don Mario Vizcay y don Néstor 
Lehmann. 


En el Cuerpo de Ingenieros de Máquinas y Elec- 
tricidad, por el Sistema de Antigúedad, Capitán de 
Fragata (CIME) don Marcos Revello, y por el Sistema 
de Selección, Capitán de Fragata (CIME) don Ger- 
mán Rodríguez. 


En el Cuerpo de Aprovisionamiento y Administra- 
ción, por el Sistema de Selección, Capitanes de Fra- 
ganta (CAA) don Álvaro Tribucio y don Julio Braga. 


Finalmente, en el Cuerpo de Prefectura, por el 
Sistema de Antigúedad, Capitán de Fragata (CP) don 
Fernando Carrere, y por el Sistema de Selección, Ca- 
pitanes de Fragata (CP) don Caryl Borderre y don Ge- 
rardo Henderson. 


El informe que se adjunta cuenta con una rela- 
ción cronológica de hechos y servicios de cada uno 


de los Oficiales. 


Esta Carpeta fue aprobada por la Comisión de 
Defensa Nacional, que recomienda al Cuerpo se pro- 
nuncie de igual forma. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de resolución, que se 
comunicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de resolución 
aprobado por ser igual al considerado.) 
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17) INTERPRETACIÓN DE LA LEY DE CADUCI- 
DAD DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA DEL 
ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a con- 
siderar el asunto que figura en primer término del 
Orden del Día: “Discusión general y particular de un 
proyecto de ley por el que se interpretan los artículos 
19, 3% y 4% de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre 
de 1986, sobre la Caducidad de la Pretensión Puniti- 
va del Estado y se declara que presentan ilegitimidad 
manifiesta, violan la Constitución de la República y 
carecen de valor jurídico alguno. (Carp. N* 369/10 - 
Rep. N* 257 - Anexo l y I1.)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 369/10 
Rep. N* 257/11 
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Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto Sustitutivo 


Artículo 1”.- Interprétase de conformidad con 
el artículo 85, numeral 20 de la Constitución de la 
República, que el derecho de todo ser humano a la 
vida, a su integridad personal, a no ser desapareci- 
do, ni torturado, así como los derechos y obligaciones 
que regulan el acceso a la justicia, investigación, per- 
secución, juzgamiento, cooperación y castigo de las 
violaciones de los mismos y de los crímenes de lesa 
humanidad, establecidos en las normas de Derecho 
Internacional ratificadas por la República y por, las 
normas de ius cogens, están incorporadas a nuestra 
Constitución por la vía del artículo 72 de esta y se 
deberán aplicar directamente por los tribunales de la 
República. 


Artículo 2"”.- Declárase que la independencia del 
Poder Judicial y el ejercicio pleno de la función juris- 
diccional por la Suprema Corte de Justicia, los Tribu- 
nales y Juzgados (artículo 233 de la Constitución de 
la República) deriva esencial e insoslayablemente de 
la forma republicana de gobierno (artículo 72 de la 
Constitución de la República). 


Artículo 3”.- Declárase como interpretación obli- 
gatoria (Código Civil, artículo 12) y en cumplimiento 
de la jurisprudencia pacífica y constante de la Supre- 
ma Corte de Justicia, que los artículos 1%, 3% y 4% de la 
Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, presen- 
tan una ilegitimidad manifiesta, son incompatibles 
con los artículos 4%, 72, 83 y 233 de la Constitución 
de la República y carecen de valor jurídico alguno. 
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Artículo 4”.- En virtud de lo dispuesto en los ar- 
tículos 1%, 2? y 3" de esta ley: 


A) El archivo de las actuaciones decretadas por el 
Juez competente por aplicación del artículo 3? de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, no extin- 
gue la acción penal ni constituye cosa juzgada. 


B) Toda intervención judicial que haya sido inte- 
rrumpida, suspendida o archivada por aplicación de 
la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986 o por 
actos administrativos que se hubieran dictado en su 
aplicación, con el fin de obstaculizar, impedir o ar- 
chivar, o mantener suspendidas o archivadas, indaga- 
torias o acciones penales, continuará de oficio, o por 
solicitud del interesado o del Ministerio Público. 


C) Sin perjuicio de aquellos delitos imprescrip- 
tibles, respecto de aquellos delitos que fueren pres- 
criptibles, y hayan sido o pudieren haber sido com- 
prendidos en la caducidad dispuesta por el artículo 
1? de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, 
no podrá computarse a los efectos de la prescripción, 
el período transcurrido entre el 22 de diciembre de 
1986 y la fecha de entrada en vigor de esta ley. 


Artículo 5”.- Asimismo, lo dispuesto en esta ley 
se aplicará en su caso, a las nuevas denuncias que se 
presenten. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el seis de 
abril de dos mil once. 


Oscar López Goldaracena; Miembro Informante 
(En Mayoría); Antonio Gallicchio, Carlos Gamou, 
Gustavo Guarino, Constanza Moreira. 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en Sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Interprétase de conformidad con el 
artículo 85, numeral 20 de la Constitución de la Re- 
pública, que el derecho de todo ser humano a la vida, 
a su integridad personal, a no ser desaparecido, ni 
torturado, así como los derechos y obligaciones que 
regulan el acceso a la justicia, investigación, perse- 
cución, juzgamiento, cooperación y castigo de las 
violaciones de los mismos y de los crímenes de lesa 
humanidad, establecidos en las normas de Derecho 
Internacional ratificadas por la República y por las 
normas de ius cogens, están incorporadas a nuestra 
Constitución por la vía del artículo 72 de esta y se 
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deberán aplicar directamente por los tribunales de la 
República. 


Artículo 2*.- Declárase como interpretación obli- 
gatoria (Código Civil, artículo 12) que los artículos 
19, 3? y 4? de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 
1986, presentan una ilegitimidad manifiesta, violan 
los artículos 4”, 72, 83 y 233 de la Constitución de la 
República y carecen de valor jurídico alguno. 


Artículo 3*.- En virtud de lo dispuesto en los artí- 
culos 1? y 2? de esta ley: 


A) El archivo de las actuaciones decretadas por el 
Juez competente por aplicación del artículo 3? de la 
Ley N* 15.848, no extingue la acción penal ni consti- 
tuye cosa juzgada. 


B) Toda intervención judicial que haya sido inte- 
rrumpida, suspendida o archivada por aplicación de 
la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, o por 
actos administrativos que se hubieran dictado en su 
aplicación, con el fin de obstaculizar, impedir o archi- 
var, o mantener suspendidas y/o archivadas, indaga- 
torias o acciones penales, continuará de oficio, o por 
solicitud del interesado o del Ministerio Público. 


C) Sin perjuicio de aquellos delitos imprescripti- 
bles, respecto de aquellos delitos que fueren prescrip- 
tibles, y hayan sido o pudieren haber sido comprendi- 
dos en la caducidad dispuesta por el artículo 1? de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, no podrá 
computarse a los efectos de la prescripción, el perío- 
do transcurrido entre el 22 de diciembre de 1986 y la 
fecha de entrada en vigor de esta ley. 


Artículo 4*.- Asimismo, lo dispuesto en esta ley se 
aplicará a las nuevas denuncias que se presenten. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 20 de octubre de 2010. 


Ivonne Passada, Presidenta; Marti Dalgalarrondo 
Añón, Secretario. 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MAYORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


Vuestra asesora ha analizado el proyecto presenta- 
do oportunamente por la Bancada del Frente Amplio, 
Repartido N* 379 y carpeta 395 de 2010. La inicia- 
tiva se refiere a la incorporación por vía del artículo 
72 de la Constitución de la República, de derechos 
humanos consagrados por tratados internacionales y 
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de normas de ius cogen. Asimismo se declara que los 
artículos 1%, 3? y 4? de la Ley N” 15.848, de la deno- 
minada “Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado”, violan la Constitución de la República. 


Aspectos de procedimiento 


Al proyecto se le dio entrada formal el 28 de se- 
tiembre próximo pasado. El mismo fue distribuido 
previamente a los coordinadores de las otras Banca- 
das, así como que se lo incorporó como un asunto 
previo en esta Comisión en una Sesión anterior a la 
entrada formal. 


Se tuvo a bien de citar para expresar su opinión 
a diferentes cátedras de derecho de las distintas uni- 
versidades en nuestro país. En este sentido parti- 
ciparon de sendas reuniones en el seno de vuestra 
asesora de los siguientes profesores que por su orden 
participaron: Dr. Felipe Luzardo, de las Cátedras de 
Derecho Constitucional y de Derechos Humanos de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de la Repú- 
blica, Dra. Carmen Asiaín de la Cátedra de Derecho 
Constitucional y de Derecho Público de la Universi- 
dad de Montevideo, el doctor Martín Risso Ferrand de 
la Cátedra de Derecho Constitucional de la Universi- 
dad Católica, los Dres. Roberto Puceiro y Agustín Prat 
de la Cátedra de Derecho Internacional de la Facul- 
tad de Derecho de la Universidad de la República y el 
Dr. José Gamio de Derecho Internacional Público de 
la Universidad Católica y de la Universidad de Mon- 
tevideo. 


Asimismo, la Comisión recibió al Sr. Ministro In- 
terino de Relaciones Exteriores, Roberto Conde, al 
Embajador doctor Pedro Vaz, al Director de Asuntos 
Institucionales Embajador Carlos Orlando; al Direc- 
tor de Asuntos Jurídicos Intencionales doctor Carlos 
Mata y al Jefe de Asuntos Institucionales, Federico 
Ghilino, al efecto de interiorizarse sobre las actua- 
ciones relacionadas con la demanda presentada por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
caso “Gelman vs. Uruguay” ante la Corte de Dere- 
chos Humanos. 


Finalmente la Comisión se expidió en mayoría en 
los términos del proyecto de ley que se acompaña a 
los efectos de que resuelva en definitiva, el Plenario 
de la Cámara de Representantes. 


Aspectos sustantivos 


El proyecto resuelto en mayoría a estudio de la 
Cámara de Representantes mantiene el espíritu ge- 
neral que se desarrolló ampliamente en la exposición 
de motivos que acompañó al originalmente presen- 
tado. Otro proyecto presentado por varios señores 
Legisladores Repartido N” 87 y Carpeta 58 de 2010, 
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versaba sobre el mismo tema, pero su solución era ob- 
viamente diferente y por lo tanto aceptar un proyecto 
era contrapuesto al otro. 


La iniciativa votada por la mayoría, en tanto se 
apruebe restablece la independencia del Poder Ju- 
dicial, adecua la normativa legal a las disposiciones 
de la Constitución de la República, compatibiliza la 
legislación con la reciente pero muy sustanciosa sen- 
tencia de la Suprema Corte de Justicia y a su vez, 
armoniza las normas internas a las disposiciones de 
derecho internacional de protección de los derechos 
humanos. 


Una vez que el proyecto sea sancionado con valor 
y fuerza de ley quedará manifiesta la voluntad del Le- 
gislador en nuestro país, en su carácter de intérprete 
de la Constitución de la República, estableciendo que 
hechos gravísimos como la desaparición forzada, el 
asesinato extrajudicial, la tortura sistemática, el se- 
cuestro de niños entre otros delitos aberrantes, tie- 
nen un especial y categórico rechazo. Así se reflejará 
en nuestro ordenamiento jurídico. 


A su vez en relación a estos hechos ocurridos den- 
tro y fuera de fronteras durante el terrorismo de Es- 
tado, el proyecto levanta los obstáculos establecidos 
por la malhadada Ley N* 15.848. Una vez aprobada 
la norma a consideración de esta Cámara, ninguna 
persona sospechada de haber cometido la comisión 
de esos hechos gravísimos, podrá escabullirse de la 
acción de la justicia invocando los artículos 1”, 3 y 
4% de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


Los Representantes firmantes estamos convenci- 
dos que el texto del proyecto es total y absolutamente 
compatible con lo establecido con las normas de la 
Constitución de la República, en particular con las 
sustantivas y fundamentales que hacen a la actuación 
de los poderes públicos y la defensa de los derechos 
humanos. 


El Poder Legislativo ha recibido un mandato del 
Cuerpo Electoral, claro, específico e inequívoco de 
expedir las leyes que entendiera corresponden para 
la felicidad pública (artículo 85 numeral 3* de la 
Constitución de la República). Ello se armoniza sim- 
ple y pacíficamente con la regla general establecida 
en el artículo 82, siempre que se exprese de la forma 
que la propia Carta Magna establece. Afirmamos que 
el contenido de la norma proyectada, no vulnera prin- 
cipio constitucional alguno, cuando tiene como pro- 
pósito enmendar en alguna forma las graves inconsti- 
tucionalidades comprobadas en la Ley N* 15.848. 


Una descripción del texto en relación a su con- 
tenido definitivo, ayudará a la Cámara a su cabal 
comprensión. En su artículo primero se refuerza el 
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conjunto de derechos, deberes y garantías establecido 
por la Constitución, al incorporar derechos sustanti- 
vos como parte integrante del artículo 72 de la Carta. 
En este primer artículo se hizo una redacción más 
comprensible y se retiró el vocablo “auténtica” que 
fue cuestionado por varios de los profesores de las 
distintas cátedras que opinaron sobre el proyecto. 


En cuanto al artículo 2” se mantiene la esencia 
del proyecto original. Se declara en forma obligatoria 
que los artículos 1*, 3* y 4? de la Ley N” 15.848, pre- 
sentan una ilegitimidad manifiesta, carecen de valor 
jurídico alguno y son violatorios de la Constitución. 
Se acepta la crítica recibida de los distintos visitantes 
que consistía en el uso del vocablo “inaplicabilidad” 
como reservado a la Suprema Corte de Justicia, y en 
este sentido fue retirada de la redacción final. 


Dos conceptos que no estaban en el proyecto ori- 
ginal: “ilegitimidad manifiesta” y “carecen de valor 
jurídico alguno” se incorporan para reforzar el fin y 
propósito de este proyecto: los artículos 1%, 3%, y 4? 
de la Ley N” 15.848 no pueden legítimamente ser un 
obstáculo para cercenar derechos humanos como son 
el derecho a la vida, a su integridad personal, a no ser 
víctima de desaparición forzada o víctima de la tor- 
tura, por parte de agentes estatales o con su aquies- 
cencia. Es decir que la norma que justificó y legitimó 
esos hechos aberrantes en la República Oriental del 
Uruguay, es inválida. El proyecto que la Cámara tiene 
a estudio, es en un sentido opuesto y directamente 
contrario del texto y espíritu de la “Ley de Caduci- 
dad”. Asimismo, este proyecto es coincidente con la 
sentencia 365/09 de la Suprema Corte de Justicia 
dándole un sentido general. 


No se puede afirmar que el Legislador puede de- 
rogar una norma legal, es decir quitarle todo efecto 
hacia el futuro y al mismo tiempo negar, a ese mismo 
Legislador que interprete los alcances y contenidos 
de una norma legal dictada con anterioridad. 


Es bueno tener presente, de todas formas, que si 
de la sanción de este proyecto alguien sintiera que le 
causa perjuicio de algún tipo, todo particular afectado 
o el juez competente en su caso, tienen a su alcance 
los mecanismos de control jurisdiccional de constitu- 
cionalidad que por derecho corresponde y que este 
proyecto obviamente, no excluye ni pretende hacerlo. 


En el artículo tercero en el proyecto aprobado se 
clarifican en sus tres literales tres situaciones, deri- 
vadas de la interpretación racional de los artículos 
primero y segundo del texto. 


En el literal a) se aclara como es tradicional en 
nuestro derecho, que no hay extinción de la acción 
penal ni causa estado de cosa juzgada por el archivo 
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de las actuaciones en aplicación del artículo 3* de la 
Ley N* 15.848. Una decisión claramente administra- 
tiva y no sustantiva no tiene ni puede tener efecto de 
una sentencia sustantiva definitiva. 


En el literal b) se establece el reinicio de toda in- 
tervención judicial que no hubiese continuado por la: 
mencionada ley o por aplicación de decisiones admi- 
nistrativas basadas en ella. 


En el literal c) se especifica que el plazo de pres- 
cripción entre el 22 de diciembre de 1986 y la fecha 
de promulgación de esta ley, no será computado para 
el caso de los delitos de naturaleza prescriptibles, 
teniéndose presente que a los de naturaleza impres- 
criptibles no les corre plazo alguno. 


Se deja expresa constancia que la norma no crea 
figuras penales a ser aplicadas a conductas realizadas 
con anterioridad a su promulgación, ni agrava las pe- 
nas establecidas oportunamente. Al contrario dichas 
conductas, como lo atestiguaron todas y cada uno de 
las cátedras que asistieron a la Comisión, estaban tipi- 
ficadas como delitos tanto del derecho interno como 
del derecho internacional, con mucha anticipación a 
la promulgación de la Ley N* 15.848. 


Por último se agregó un artículo cuarto a los efec- 
tos que las normas de la ley que se somete al Plenario 
de la Cámara, se aplicarán también a las nuevas de- 
nuncias que se presenten en el futuro. 


Por todo lo expuesto, esta asesora a través de este in- 
forme en mayoría, solicita a la Cámara que tenga a bien 
de sancionar el proyecto de ley que se adjunta. 


Sala de la Comisión, 18 de octubre de 2010. 


Felipe Michelini, Miembro Informante; José 
Bayardi, Jorge Orrico, Aníbal Pereyra, Daisy 
Tourné. 


INFORME EN MINORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


Los abajo firmantes aconsejan al Cuerpo desechar 
el proyecto de ley que interpreta que las normas in- 
ternacionales en materia de derechos humanos rati- 
ficadas por la República se incorporan a la Constitu- 
ción y declara como interpretación obligatoria que los 
artículos 1*, 3? y 4” de la Ley N” 15.848, de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado presentan una 
ilegitimidad manifiesta, violan la Constitución de la 
República y carecen de valor jurídico alguno. 


Antes de analizar el articulado del proyecto de ley 
en consideración es imprescindible ingresar en un 
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tema que ha sido medular a la hora de adoptar esta 
posición y que supera cualquier consideración de ín- 
dole jurídica que pueda merecer el mismo. 


La Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, 
acerca de la caducidad de la pretensión punitiva del 
Estado, fue ratificada por el Cuerpo Electoral a través 
de un recurso de referéndum en abril de 1989. 


El artículo 4” de la Constitución dice: “La sobe- 
ranía en toda su plenitud existe radicalmente en la 
Nación, a la que compete el derecho exclusivo de es- 
tablecer sus leyes, del modo que más adelante se ex- 
presará”, y el artículo 82 expresa: “La Nación adopta 
para su Gobierno la forma democrática republicana. 
Su soberanía será ejercida directamente por el Cuer- 
po Electoral en los casos de elección, iniciativa y refe- 
réndum e indirectamente por los Poderes representa- 
tivos que establece esta Constitución; todo conforme 
a las reglas expresadas en la misma”. 


Por lo tanto, desconocer la voluntad del Cuerpo 
Electoral, al resolver un recurso de referéndum en 
ejercicio de la soberanía de la Nación, sería tan grave 
como desconocer el resultado de una elección ya que 
el constituyente le ha dado igual jerarquía a ambos 
pronunciamientos. 


El artículo 79 de la Constitución, por su parte ex- 
presa: “El veinticinco por ciento del total de inscrip- 
tos habilitados para votar podrá interponer, dentro del 
año de su promulgación, el recurso de referéndum 
contra las leyes y ejercer el derecho de iniciativa ante 
el Poder Legislativo”. 


El referéndum es un recurso contra las leyes. En 
este caso, el Cuerpo Electoral, al resolverlo, actúa 
como jerarca del Poder Legislativo que es el órgano 
que lo representa y que debe respetar su voluntad en 
todo tiempo, no pudiendo modificar su decisión en 
ninguna circunstancia. 


A esto cabe agregar que al pronunciamiento del 
Cuerpo Electoral en el recurso de referéndum se ha 
agregado otro, en octubre pasado, que rechazó una 
reforma constitucional que tenía por consecuencia la 
anulación de la Ley N* 15.848. 


Por tanto, ha habido dos pronunciamientos, los 
que si bien tienen distinta naturaleza, han sido con- 
firmatorios de la referida ley en dos circunstancias 
históricas absolutamente distintas. 


No es correcto decir, como se ha dicho, que esta 
teoría implicaría un menoscabo de las competencias 
constitucionales del Poder Legislativo ya que no es 
lo que se desprende de las normas constitucionales 
citadas que dan, en este caso, prioridad a la voluntad 
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del Cuerpo Electoral ejercida en forma directa. En 
una democracia representativa, quien delega y, por 
tanto, fija las competencias del Poder Legislativo es 
el Cuerpo Electoral en ejercicio de su soberanía y no 
a la inversa. 


Igual posición sostienen los doctores Korzeniak, 
Aguirre Ramírez y la Cátedra de la Universidad de 
Montevideo cuya posición fue expuesta en la Comi- 
sión por la doctora Asiaín. Ella dijo: “En este caso, 
con todos los cuestionamientos que nos caben respec- 
to de la Ley de Caducidad -reitero que la posición de 
la Cátedra es que esta norma es inconstitucional-, de 
todas maneras el soberano se ha manifestado expre- 
sando la voluntad de mantener su vigencia. A nuestro 
juicio, no corresponde al Representante desvirtuar la 
voluntad del soberano; entendemos que sería traicio- 
nar el mandato representativo que le fue conferido 
(...) Entonces si los Legisladores que fueron electos 
en el mismo momento que el soberano se pronunció 
acerca de la permanencia de la Ley de Caducidad, a 
los pocos meses quisieran desvirtuar lo decidido, a 
nuestro juicio, y muy respetuosamente, estarían de- 
fraudando aquel mandato representativo esencia del 
Estado de Derecho”. 


Sin ser tan explícito el doctor Luzardo de la Cáte- 
dra de Derecho Constitucional de la Udelar, dijo: “El 
mito del Legislador soberano, hace más de cien años 
que se terminó, y cada vez más el Legislador debe 
tener en cuenta la voluntad del cuerpo electoral”. 


Como consecuencia de lo expuesto, el Poder Le- 
gislativo no puede ni modificar ni derogar la Ley 
N” 15.848, menos aún anularla dado que esto último 
no es admisible en nuestro ordenamiento jurídico. 


El artículo 1? del proyecto de ley consagra la cons- 
titucionalización del derecho internacional de los de- 
rechos humanos, posición que ha sido superada por 
posiciones de la doctrina más moderna que apuntan 
a dar más garantías a la vigencia y respeto de dichos 
derechos. 


El artículo 2? del proyecto de ley plantea una so- 
lución absolutamente inadmisible en nuestro ordena- 
miento jurídico, ya que violenta el principio de sepa- 
ración de poderes y por vía oblicua pretende anular 
las normas que se citan. 


En realidad este artículo sustituye en su texto 
pero no en su espíritu ni en sus consecuencias el ori- 
ginalmente proyectado que declaraba: “como inter- 
pretación obligatoria (Código Civil, artículo 12) que 
los artículos 1%, 3? y 4? de la Ley N” 15.848, de 22 de 
diciembre de 1986 violan los artículos 4?, 72, 83 y 233 
de la Constitución de la República siendo en conse- 
cuencia inaplicables”. 
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Por lo tanto, las mismas críticas que se le han he- 
cho al texto original son válidas para el texto ahora 
propuesto. 


Dijo la doctora Asiaín: “Pero aquí se habla de in- 
terpretación obligatoria. Entonces tenemos que par- 
tir de la premisa de que primero sea interpretación y 
luego obligatoria. En rigor, interpretar una norma es 
desentrañar el sentido, es decir lo que la norma dice, 
sin introducir efectos foráneos a la interpretación, 
ajenos a su letra y espíritu, desatendiendo su tenor 
literal, tal como dice el artículo 17 del Código Civil. 
Cuando el sentido de la ley es claro no se desatenderá 
su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu. 
(...) Estimamos que en este caso no se trata de una 
interpretación de la Ley de Caducidad sino de una 
innovación de la norma. El Legislador está haciendo 
una calificación jurídica de la Ley de Caducidad, no 
la está interpretando”. 


En primer lugar, entonces, este artículo no 
constituye una interpretación de las normas que cita 
buscando darle al texto efecto retroactivo. De serlo, 
además, no podría tener todos los efectos que el 
proyecto de ley le otorga en el artículo 3* ya que según 
el artículo 13 del Código Civil: “la interpretación 
auténtica o hecha por el Legislador tendrá efecto 
desde la fecha de la ley interpretada; pero no podrá 
aplicarse a los casos ya definitivamente concluidos”. 


En segundo lugar, de ser aprobado el texto, este 
es inconstitucional ya que solo la Suprema Corte de 
Justicia, de conformidad con la Constitución, tiene 
competencia para el conocimiento y la resolución ori- 
ginaria y exclusiva para declarar que un texto legal 
carece de valor jurídico o, lo que es lo mismo, que 
es inaplicable ante una acción o una excepción de 
inconstitucionalidad en un caso concreto. (Artículos 
256 y siguientes de la Constitución). En consecuen- 
cia, el texto propuesto, de ser aprobado, provoca una 
invasión por parte del Poder Legislativo de las com- 
petencias propias de la Suprema Corte de Justicia y, 
por tanto, viola el principio de separación de poderes. 
Por tanto, adolece del mismo vicio que se atribuye a 
la Ley N” 15.848, en la que el Poder Ejecutivo asu- 
me competencias propias del Poder Judicial lo que ha 
constituido uno de los fundamentos de su declara- 
ción de inconstitucional. 


En tercer lugar, al declarar como interpretación 
obligatoria, con carácter general, la ilegitimidad ma- 
nifiesta y la carencia de valor jurídico de los artícu- 
los que se mencionan se pretende, por vía oblicua, 
anular los artículos 1”, 3? y 4” de la Ley N* 15.848, lo 
que es inadmisible en nuestro ordenamiento jurídico, 
que no admite que las normas jurídicas puedan ser 
anuladas. 
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El único caso de anulación de normas jurídicas 
conocido está contenido en la Ley N* 15.738, de 13 
de marzo de 1985, dictada apenas recuperada la de- 
mocracia en nuestro país, en cuya exposición de mo- 
tivos sus redactores expresaron: “los referidos actos 
legislativos del Consejo de Estado del gobierno militar 
de facto que acaba de fenecer son radicalmente nulos, 
por emanar de un órgano inexistente para la Consti- 
tución de la República y por haber sido dictados sin 
seguir los procedimientos que esta prescribe para la 
sanción de las leyes, en cuyo mérito están afectados 
de un vicio de incompetencia absoluta, así como el 
señalado vicio de forma”. 


El doctor Risso Ferrand dijo: “... el Poder Le- 
gislativo es el sistema orgánico competente para la 
aprobación de las leyes, lo cual implica crear nuevas, 
derogarlas o sustituirlas, pero creo que no puede anu- 
larlas”. 


Si los artículos mencionados presentaran una ile- 
gitimidad manifiesta y se pretendiera, como se pre- 
tende, restarles valor jurídico, el único medio que 
tiene el Parlamento para eliminarlos es derogarlos, 
siempre y cuando no existieran los impedimentos 
constitucionales ya citados. O bien, todo aquel que se 
considere lesionado en su interés directo, personal y 
legítimo, el Juez o el Tribunal actuantes o el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, en su caso, podrán 
solicitar la declaración de inconstitucionalidad de 
conformidad con lo que establecen los artículos 256 y 
siguientes de la Constitución de la República. 


Por otra parte, no puede sostenerse que la Ley 
N* 15.848, o alguno de sus artículos “presentan una 
ilegitimidad manifiesta” ya que dicha ley fue aproba- 
da por un Parlamento democráticamente electo, si- 
guiendo los procedimientos que establece la Consti- 
tución de la República y su vigencia fue ratificada por 
el Cuerpo Electoral en ejercicio de la soberanía de la 
Nación. 


Asimismo, su constitucionalidad fue sostenida en 
dos casos concretos por la Suprema Corte de Jus- 
ticia, la que la ha declarado inconstitucional en su 
último fallo respecto de otro caso. En consecuencia, 
no puede sostenerse que su inconstitucionalidad ha 
sido admitida pacíficamente por el Órgano que tiene 
la competencia “originaria y exclusiva en la materia” 
(artículo 257 de la Constitución). Nadie puede prede- 
cir que la jurisprudencia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia no variará y, por tanto, la ilegitimidad manifiesta 
no puede sustentarse en un fallo de la Suprema Corte 
de Justicia emitido respecto de un caso concreto (ar- 
tículo 259 de la Constitución). 


El artículo 3? en su literal a) es claramente viola- 
torio del principio de irretroactividad de la ley penal 
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que impide que se apliquen a hechos pasados dispo- 
siciones más desfavorables para el actual o eventual 
imputado. Este principio es una garantía fundamen- 
tal en todo Estado de Derecho. 


Si bien la norma propuesta no crea nuevos delitos 
ni agrava penas, restituye la acción penal o la preten- 
sión punitiva del Estado la cual caducó por imperio 
de la Ley N” 15.848, de conformidad con las condi- 
ciones y procedimientos que esta establece. Por tanto, 
posibilita que sean juzgados penalmente quienes se 
beneficiaron de las disposiciones de dicha ley, razón 
por la cual, de ser aprobado el proyecto de ley, los 
coloca en una situación más desfavorable de la que 
gozaban bajo el imperio de la ley cuyos artículos se 
cuestionan, vulnerando, además, sus derechos adqui- 
ridos. 


Por otra parte, la irretroactividad de la ley penal 
es consecuencia del principio de legalidad, es una ga- 
rantía de la seguridad jurídica y tiene sus fundamen- 
tos en la Constitución de la República en los artículos 
10 -que consagra el principio de libertad- y 72 -que 
recibe los principios del jus naturalismo-. La misma, 
además, es reconocida por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 


El doctor Risso Ferrand dijo en su comparecencia 
en la Comisión: fundamentalmente en materia penal, 
los principios protectores del acusado y demás, por 
supuesto que forman parte del bloque de derechos 
humanos. Algunos de ellos no tienen rango expreso 
en nuestra Constitución, pero siempre se infirieron 
por el artículo 72, y hoy pueden ser completados por 
las normas internacionales. Pero la irretroactividad 
de la ley penal más perjudicial es una conquista del 
derecho occidental, eso no se discute. De la misma 
forma que la aprobación de la ley más benigna siem- 
pre tiene efecto retroactivo. Las leyes más gravosas 
en materia penal o en el Derecho Procesal Penal no 
pueden tener efecto retroactivo y las leyes más benig- 
nas lo tienen siempre”. 


Asimismo, a través de una disposición inadmisible 
desde el punto de vista jurídico, se pretende quitar 
con carácter retroactivo la calidad de cosa juzgada a 
aquellas actuaciones que la adquirieron. 


De conformidad con el artículo 3% de la Ley 
N* 15.848, si el Poder Ejecutivo considerare que 
el hecho investigado está comprendido dentro del 
artículo 1? de la ley, el Juez dispondrá la clausura y el 
archivo de los antecedentes, no solo el archivo como 
dice el artículo proyectado que comentamos. 


Esa decisión es una sentencia interlocutoria con 
fuerza de definitiva que, de no haber sido impugnada 
a través de los recursos correspondientes o habiendo 
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sido estos interpuestos y resueltos, pasó en autoridad 
de cosa juzgada. Así lo entendió la Suprema Corte de 
Justicia en la sentencia N* 322/2004. 


En efecto, la Corte afirmó: “La providencia regu- 
la, atento a lo expresado por el Poder Ejecutivo en 
cuanto a la inclusión de los hechos denunciados en 
el artículo 1? de la Ley N* 15.848, la clausura de las 
actuaciones, configurando un pronunciamiento so- 
bre la aplicabilidad de la norma referida, esto es, una 
decisión cuyo contenido es afirmación de que se ha 
verificado la caducidad de la pretensión de punitiva 
del Estado con relación a dichos hechos”. 


“No se trata de una mera clausura en el sentido 
previsto por el Art. 24 del CPP (por falta de un presu- 
puesto de la acción) o de la providencia que dispone 
el archivo de las actuaciones por falta de mérito para 
procesar (Art. 112 ejusdem), puesto que en dichos 
casos no necesariamente se extingue la acción penal, 
la que puede ejercitarse posteriormente si se remue- 
ve el obstáculo legal o surgen nuevas pruebas que den 
mérito al enjuiciamiento”. 


“Lo típico de la clausura de las actuaciones en 
aplicación del Art. 1” de la Ley N* 15.848, en cambio, 
es que, al implicar que ha operado la caducidad de la 
pretensión punitiva del Estado, resulta extintiva de la 
acción penal, que no podrá posteriormente ejercerse, 
por imperio del Legislador, actuando en función on- 
tológicamente jurisdiccional. 


Por ende la providencia que dispuso la clausura 
es, desde la óptica procesal penal, una sentencia in- 
terlocutoria con fuerza de definitiva (Art. 269 CPP). 
Y, actualmente, al no haber sido objeto de los recursos 
previstos en los Arts. 250 a 252 del CPB se encuentra 
firme, por lo que la caducidad de la pretensión puni- 
tiva relativa a los hechos denunciados tiene fuerza de 
cosa juzgada y no puede ser revisada ni en este ni en 
otro (eventual) proceso”. 


La sentencia al pasar en autoridad de cosa juzga- 
da se torna inmutable. Este principio es absoluto en 
derecho penal mientras que en materia civil la ley 
puede habilitar alguna posibilidad de revisión. 


La doctora Asiaín dijo en la Comisión: “La cosa 
juzgada es un principio general y fundamental del de- 
recho que preserva el valor de la seguridad jurídica, 
concretado en la certeza. Forma parte, también de 
los derechos inalienables, inderogables e imprescrip- 
tibles. Y parte también del jus cogens internacional 
que se impone por sobre los ordenamientos jurídicos 
nacionales en caso de que lo desatendieran, y su des- 
conocimiento comprometería la responsabilidad del 
Estado pues está, también plasmado en todos los tra- 
tados de derechos humanos”. 
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Además, la inmutabilidad de la cosa juzgada se 
vincula con otros principios tales como el de seguri- 
dad jurídica, la estabilidad de los derechos y la sepa- 
ración de poderes. Esto último porque impide a otros 
poderes del Estado alterar o modificar los resultados 
del ejercicio de la función jurisdiccional y ha sido re- 
conocida por la Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 


Por último, el literal a) del artículo 3% del proyec- 
to de ley en discusión, al igual que el literal b), que 
comentaremos más adelante, viola el principio de 
separación de poderes ya que provoca que el Poder 
Legislativo invada el ámbito de actuación del Poder 
Judicial al cercenar la posibilidad del Juez de actuar 
de acuerdo a su leal saber y entender en el marco 
de sus competencias de conformidad con el ordena- 
miento jurídico. 


En conclusión, la disposición que comentamos 
vulnera principios fundamentales del Estado de De- 
recho como la irretroactividad de la ley penal desfa- 
vorable al reo, la inmutabilidad de la cosa juzgada, la 
seguridad jurídica y la separación de poderes. 


El literal b) del artículo 3%, como dijimos, tam- 
bién viola el principio de separación de poderes ya 
que invade las competencias del Poder Judicial. De 
aprobarse este artículo, el Poder Legislativo estaría 
excediendo sus competencias al imponerle al Juez la 
continuación de las intervenciones judiciales que se 
describen “de oficio, o por solicitud del interesado o 
del Ministerio Público” aun contra su voluntad. Se le 
ordena al Juez actuar en una determinada dirección 
impidiéndole aplicar su criterio y su libre albedrío 
dentro de los límites normativos en el ejercicio de sus 
competencias. 


El doctor Risso Ferrand dijo al respecto: “El pro- 
blema que le veo al literal A) (en el proyecto de ley 
original este era el literal que lo identificaba) del ar- 
tículo 3 es que incurre en el mismo error que gene- 
ralmente se critica a la Ley de Caducidad. Una de las 
críticas más fuertes recogidas por la Suprema Corte 
de Justicia en la sentencia del año pasado es que la 
Ley de Caducidad implica que el Poder Ejecutivo le 
dice a los Jueces lo que tienen que hacer dentro de su 
esfera de actuación. El artículo 3", en cierta forma, 
implica que ahora es el Poder Legislativo el que le 
dice a los Jueces lo que tienen que hacer dentro de su 
esfera de actuación. Si se considera que aquel era un 
argumento de inconstitucionalidad, creo que podría 
trasladarse a este caso”. 


El literal c) del artículo 3* violenta el principio de 
irretroactividad de la ley penal más desfavorable al 
reo el que como se ha dicho es uno de los principios 
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fundamentales del Estado de Derecho, y también for- 
ma parte del bloque de derechos humanos. 


Si un delito puede prescribir por imperio de las 
normas vigentes no pueden agregarse con efecto re- 
troactivo condiciones nuevas que impidan que tal 
prescripción opere, como ser prohibir el cómputo 
del período transcurrido entre el 22 de diciembre de 
1986 y la fecha de entrada en vigor del proyecto de 
ley, de ser aprobado. Esto implica dictar una norma 
con efecto retroactivo y por tanto, podría convertir en 
eventual imputado a quien nunca lo habría sido por 
efecto de la prescripción. 


Según Milton Cairoli (Código Penal de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay. Anotado y comentado. 
2003): “Para las leyes de prescripción, rige también 
la regla de la benignidad. Si por ejemplo, la nueva ley 
establece que un delito prescribe en menos años que 
los determinados por la ley anterior, se aplica la nueva 
ley retroactivamente. Si en cambio, el tiempo es más 
largo será irretroactiva”. 


La doctora Asiaín dijo en la Comisión: “Las nor- 
mas internacionales de derecho humanitario que de- 
clararon la imprescriptibilidad de los delitos de lesa 
humanidad fueron suscritas por Uruguay con poste- 
rioridad al acaecimiento de los hechos delictivos de 
referencia. Entonces, siendo más perjudiciales al reo, 
no podrán aplicarse retroactivamente sin contrariar 
una máxima de derecho penal que es protectora del 
hombre (...). Pueden acatarse dichas normas interna- 
cionales por las vías orquestadas en nuestro derecho 
para la protección de los derechos: declaración de 
inconstitucionalidad, derogación de la ley, revocación 
de actos administrativos, etcétera. Pero las normas 
internacionales en ningún momento alientan a nues- 
tro derecho a desconocer los mecanismos de tutela 
que el constituyente ha instituido”. 


Algunos comentarios sobre la exposición de moti- 
vos del proyecto de ley 


Se argumenta, en primer lugar, “el reconocimien- 
to del rango constitucional de normas internacionales 
de protección de los derechos humanos y de dere- 
cho internacional humanitario” invocándose, en tal 
sentido, la legislación, la doctrina y la jurisprudencia 
internacional y doméstica. 


Según opina Gonzalo Aguirre Ramírez “tales nor- 
mas son tratados y, por tanto, no pertenecen al dere- 
cho interno sino al internacional. Son de obligatoria 
aplicación para los Estados que los celebran y ratifi- 
can, pero es por completo inexacto que tengan rango 
constitucional. Salvo la Constitución argentina que 
en el numeral 22 de su artículo 75 otorga jerarquía 
constitucional a una serie de normas internacionales 
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sobre derechos humanos, a lo más que ha llegado, en 
otros países, es a que sus Constituciones les reconoz- 
can jerarquía superior a la de las leyes. Así contienen 
este tipo de normas las Constituciones de Alemania 
(Art. 25), Francia (Art. 55), España (Art. 96), Portu- 
gal (Art. 81), Grecia (Art. 28), Holanda (Art. 93) y 
Paraguay (Arts. 137 y 141). En nuestro país la Cons- 
titución guarda silencio al respecto, por lo que no solo 
ningún tratado -verse o no sobre derechos humanos- 
tiene rango constitucional, sino que ni siquiera está 
resuelto el problema de si los tratados tienen jerar- 
quía igual o superior a la de las leyes”. 


El proyecto de ley en consideración se afilia a esta 
tesis al proponer la constitucionalización de todas las 
normas que en la doctrina más moderna integran el 
bloque de los derechos humanos. 


Por su parte Eduardo Jiménez de Aréchaga basán- 
dose en reglas de Derecho Internacional consuetudi- 
nario, enseñaba que los tratados contrarios a la Cons- 
titución vigente en un Estado no son válidos: 


a.- Para el derecho interno porque modificarían la 
Constitución, lo que es inadmisible en un sistema de 
Constitución rígida (Art. 331). 


b.- Para el derecho internacional porque las reglas 
sobre competencia para celebrar tratados se delegan 
en la Constitución de cada estado que establece qué 
autoridades son las que han de contratar por el Es- 
tado (limitación formal) y qué es lo que no podrán 
contratar (limitación sustancial). 


Desde esta óptica, según Aguirre Ramírez, en opi- 
nión que comparto, la llamada Ley de Caducidad, es 
sustancialmente una ley de amnistía, nominada de 
otra manera por razones políticas coyunturales. Así lo 
estableció la sentencia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia N* 184 de 5 de mayo de 1988. Configura, por 
tanto, el ejercicio regular de una atribución constitu- 
cional del Poder Legislativo, que es de carácter abso- 
lutamente general, incluyendo por ello a todo tipo de 
delitos, cualquiera sea su gravedad, No puede, pues, 
ser cercenada por un Tratado pues ello conlleva una 
modificación inconstitucional de la Carta. 


“La inconciliabilidad de los tratados invocados 
en la exposición de motivos y el sistema de nues- 
tra Constitución -más que con una o más de sus 
disposiciones- es aún más clara respecto de las dos 
resoluciones adoptadas por el Cuerpo Electoral en 
ejercicio directo de la soberanía de la Nación. Soste- 
ner que por efecto de los Tratados pueda dejarse sin 
efecto lo resuelto plebiscitariamente por el Cuerpo 
Electoral, sea para reformar la Constitución como 
para mantener incambiado su texto, es una teoría 
que subvierte principios esenciales de nuestra Lex 
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Magna, desde que condiciona y hasta puede modi- 
ficar el contenido de la misma, en razón de lo dis- 
puesto por los tratados”. 


En consecuencia, nos parece peligroso aceptar pa- 
cíficamente lo que nos dijo el Sr. Mata, quien compa- 
reció junto al Canciller interino a la Comisión: “Cla- 
ramente, para un tribunal internacional, las leyes 
internas de cualquier Estado son hechos; no aplica 
normas de Derecho Interno sino, exclusivamente de 
Derecho Internacional. En cuanto a la técnica ju- 
rídica debo decir que la Corte valora esa norma de 
Derecho Interno uruguayo como incompatible con la 
norma internacional; es un hecho que igualmente lo 
toma en consideración... Las valora como hechos si 
son compatibles o no con las normas del Derecho In- 
ternacional pero aplica normas internacionales”. 


Esto equivale a decir que el contenido de las nor- 
mas de derecho interno, aun las constitucionales, 
pueden ser el fundamento de una condena de la 
Corte pero no pueden ser invocadas y si lo fueran no 
serían tenidas en cuenta como tales para evitar un 
fallo adverso, aunque hayan sido aprobadas por un 
Parlamento democrático de acuerdo con los proce- 
dimientos establecidos por la Constitución o por los 
mecanismos legítimos para aprobar normas constitu- 
cionales. 


Por último, cabe hacer una reflexión respecto de 
la premura de una decisión del Parlamento respecto 
de algunos artículos de la Ley N* 15.848 para cumplir 
con nuestros compromisos internacionales y procu- 
rar evitar una condena de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, recordando lo manifestado por 
el Sr. Mata al ser preguntado acerca de su conven- 
cimiento de que Uruguay va a ser condenado: “Con 
relación a la presunción de condena, ella está basada 
fundamentalmente, en las normas internas de Uru- 
guay. Por ejemplo, en los artículos 1%, 2? y 3” de la 
Ley N” 18.596, del año 2009, se establece un reco- 
nocimiento expreso de la responsabilidad del Estado 
uruguayo. El artículo 2? de la mencionada ley estable- 
ce: “Se reconoce la responsabilidad del Estado uru- 
guayo en la realización de prácticas sistemáticas de 
tortura, desaparición forzada y prisión sin interven- 
ción del Poder Judicial, homicidios, aniquilación de 
personas en su integridad psicofísica, exilio político o 
destierro de la vida social en el período comprendido 
desde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 
1973, marcado por la aplicación (...)” “En el artículo 
1” se establece: “Reconócese el quebrantamiento del 
Estado de Derecho que impidiera el ejercicio de de- 
rechos fundamentales de las personas, en violación 
a los Derechos Humanos o las normas de Derecho 
Internacional Humanitario (...)” “Es decir, hay una 
ley interna del Estado uruguayo que reconoce expre- 
samente su responsabilidad en esta materia. Enton- 
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ces, razonablemente, si la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos accede a esta norma en la que 
se reconoce la responsabilidad del Estado uruguayo 
por citar solo una ley, pero hay otras, es razonable 
que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
asuma que se cometieron esos hechos. (...) Aunque 
la demanda de la Comisión y el escrito de argumen- 
taciones y pruebas de las presuntas víctimas son muy 
extensas y tienen valoraciones objetivas y subjetivas, 
de hecho la Corte no debería ingresar a estas valora- 
ciones porque las leyes internas del Uruguay ya reco- 
nocen su responsabilidad en estos hechos. De ahí de- 
duzco o presumo que es razonable que la Corte falle 
condenando al Estado uruguayo”. 


Por tanto, la Ley N* 15.848 podrá ser un elemen- 
to central para la Corte Interamericana, como dijo 
el Ministro interino de Relaciones Exteriores, pero 
como acabamos de ver, no el único, a la hora de eva- 
luar la responsabilidad del Estado uruguayo. 


En consecuencia, la anulación de los artículos 1”, 
3 y 4” de la Ley N* 15.848, agregaría poco para evitar 
la condena de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, a la luz de la información brindada por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Por lo expuesto, se aconseja la aprobación del si- 
guiente proyecto de resolución. Sala de la Comisión, 
18 de octubre 2010. 


Ana Lía Piñeyrúa, Miembro Informante; Gustavo 
Borsari Brenna. 


Proyecto de Resolución 


Artículo Único.- Deséchase el proyecto de ley re- 
ferente a la interpretación de la Ley N” 15.848, de 22 
de diciembre de 1986, de caducidad de la pretensión 
punitiva del Estado (Carpeta N* 395/10). 


Sala de la Comisión, 18 de octubre de 2010. 


Ana Lía Piñeyrúa, Miembro Informante; Gustavo 
Borsari Brenna. 


Informe en Minoría 
Señoras y señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legis- 
lación General y Administración, ha considerado el 
proyecto de ley por el que se pretende interpretar 
obligatoriamente los artículos 1%, 3” y 4% de la Ley 
N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, “de caduci- 
dad de la pretensión punitiva del Estado”, respecto 
del cual aconsejamos a la Cámara rechazar el mismo 
por las siguientes razones. 
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Como cuestión preliminar, no procede incurrir en 
paralogismos de falsa oposición. 


En general, quienes aprobaron la Ley N* 15.848, 
y esto refiere tanto a los Legisladores que la votaron 
como a la inmensa mayoría de los ciudadanos que la 
ratificaron en dos ocasiones, deploran y no compar- 
ten las violaciones de los derechos humanos, el abu- 
so de autoridad, y la comisión de delitos aberrantes. 
Precisamente, fueron en pos de un instrumento que 
juzgaron adecuado para asentar la pacificación nacio- 
nal y cimentar la convicción generalizada de que la 
República había transitado caminos de enfrentamien- 
to irracional que habían herido profundamente a la 
sociedad. Acaso, los que habían actuado no fueron ca- 
paces de seguir el consejo de Ernesto Guevara conte- 
nido en su discurso en el Paraninfo de la Universidad 
de enero de 1961, cuando sostuvo: “Ustedes tienen 
algo que hay que cuidar, que es, precisamente la po- 
sibilidad de expresar sus ideas; la posibilidad de avan- 
zar por cauces democráticos hasta donde se pueda ir, 
la posibilidad en fin, de ir creando esas condiciones 
que todos esperamos algún día se logren en Améri- 
ca... sin derramar sangre, sin que se produzca nada 
de lo que se produjo en Cuba, que cuando se empieza 
el primer disparo, nunca se sabe cuándo será el últi- 
mo... Si... la aspiración del pueblo a su bienestar, se 
puede lograr por medios pacíficos, eso es lo ideal y eso 
es por lo que hay que luchar”. 


La apertura democrática se hizo en forma pacta- 
da, no mediando una derrota militar como sucedió 
en la República Argentina, con la guerra de las Mal- 
vinas. La salida democrática estuvo precedida por un 
consenso del que participaron las máximas jerarquías 
militares que, probablemente, tuvieron que superar 
las renuencias que en el ámbito castrense todavía se 
mantenían. 


Las circunstancias políticas del momento determi- 
naron que del acuerdo participaran la Unión Cívica, 
el Frente Amplio y el Partido Colorado y no lo hiciera 
el Partido Nacional, que a la postre presentara el pro- 
yecto de ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado, hoy cuestionado por el proyecto propuesto 
por el Frente Amplio. 


Más allá de si se trata o no de la interpretación 
correcta, en amplios sectores de la población, incluso 
entre quienes se oponían férreamente al régimen de 
facto; se mantuvo la idea de que el país había vivido 
una guerra y que la pacificación exigía una manifes- 
tación de mutua renuncia a revisar el pasado: algo 
con parangón al espíritu de “Ni vencidos ni vencedo- 
res” proclamado en la Paz del 8 de octubre de 1851 
que puso fin a la Guerra Grande. 
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Es indiscutible que la República vivió una tragedia 
que no supo, previamente, evitar. Todo abuso, todo 
exceso, toda vida trunca, solo se evita previniendo. 
Luego de que suceden, ya es demasiado tarde y ni 
el castigo ni la venganza permiten retornar a la si- 
tuación anterior. Si las disposiciones que buscaron 
la pacificación y el reencuentro no hubieran existi- 
do, las víctimas, cualquiera hubiera sido su situación 
en el decurso de los hechos, igual seguirían siendo 
víctimas. El sentido de las amnistías es intentar dar 
vuelta la hoja y abrir una nueva etapa. Sostenerlas no 
contraviene la ética ni quienes se oponen al perdón 
monopolizan la moral. Podrá discutirse si el precio 
que se paga por la paz es demasiado elevado, en una 
circunstancia determinada, pero no puede sostenerse 
que las mayorías que, con dudas y cuestionamientos 
de conciencia, entendieron que había que cerrar un 
capítulo histórico, no lo hubieran hecho con inspira- 
ción elevada. 


La Ley N* 15.848, tuvo ese propósito. Tuvo un ob- 
jeto claramente reparatorio en sus disposiciones no 
cuestionadas y pretendió, asimismo, obtener una me- 
jor integración de las fuerzas armadas en el seno de la 
sociedad. En cuanto a lo que se le discute el no ejer- 
cicio de la pretensión punitiva del Estado, el artículo 
2?, excluyó los delitos cometidos cuyo móvil hubiera 
sido la obtención de provecho económico. 


Más allá de la discusión sobre si se trató o no de 
una amnistía y si la ley podía establecer que el Es- 
tado se abstendría de ejercer la pretensión punitiva 
sobre determinados delitos, fuera de los institutos de 
indulto y amnistía, en la práctica dicha norma operó 
como una verdadera amnistía. Los delitos anteriores 
quedaron, por mandato de la ley, fuera del alcance 
punitorio. 


Si de algo sirve la opinión del soberano, la ley fue 
ratificada en dos ocasiones, la última a título de ple- 
biscito constitucional. No puede argumentarse que, 
por un lado, la nación es la soberana, y en consecuen- 
cia, la única que tiene derecho a equivocarse y luego 
decir que es una especie de incapaz que no sabe lo 
que vote, desoyendo su criterio mayoritario. Tampo- 
co nuestro pueblo que asumió una postura, merece 
que se lo considere como cómplice de los excesos que 
se verificaron. La ley intentó afirmar la paz y la paz 
es la máxima garantía que evitará, para el porvenir, 
la reiteración de los hechos luctuosos que seguimos 
deplorando. 


La Ley N” 15.848, fue ratificada por el 
referéndum de 16 de abril de 1989. En esa 
ocasión, el 57% de sufragantes votaron por la 
ratificación, frente al 43% que lo hicieron por la 
derogación. El intento de declarar nula la ley que 
se hizo por plebiscito de reforma constitucional 
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de 25 de octubre de 2009, resultó frustrado dado 
que la propuesta obtuvo el 47,3%, no alcanzando 
la mayoría requerida. 


Debe destacarse la relevancia de la confirma- 
ción, en dos ocasiones, de la norma por el Cuerpo 
Electoral, titular de la soberanía. No se trata de se- 
ñalar que, ni siquiera la nación soberana puede ava- 
sallar los derechos fundamentales de las personas. 
No es eso, que no lo hizo. De lo que se trata es haber 
considerado que, dado el propósito de pacificación, 
respecto de determinadas conductas correspondía 
inhibirse de castigarlas. Si como entendió el propio 
Parlamento en el año 1972, cuando autorizó que 
se decretara el estado de guerra interno, hubo un 
enfrentamiento armado, es de suponer que la ma- 
yoría de la ciudadanía entendió que correspondía 
reconocer una situación de indemnidad (act of in- 
demnity en el Derecho Público inglés) como forma 
de defensa extraordinaria del Estado. Se podrá no 
compartir la solución pero basta con comprobar que 
así se determinó. 


La Ley N” 15.848, fue un jalón más entre un 
conjunto de disposiciones que procuraron reen- 
causar la convivencia social y así fue considera- 
do por la opinión mayoritaria que, seguramen- 
te, creyó que la responsabilidad por los hechos 
acaecidos era difusa y compartida, que no quiso 
seguir caminos que se advirtieron como mani- 
queos y que, como dijo el Presidente Batlle y Or- 
dóñez, cuando celebró la Paz de Aceguá que puso 
fin a la Revolución de 1904, había que deplorar, 
también, la situación de quienes, a su juicio, se 
habían visto “extraviados en el no siempre claro 
camino del deber”. 


La Ley N” 15.848, no impide el repudio de los 
crímenes y excesos cometidos, de todos los críme- 
nes y de todos los excesos, cualesquiera hayan sido 
sus autores y el bando a que hubieran pertenecido. 
Tampoco impide el conocimiento de la verdad de 
los hechos, más bien lo consagra, ni la reparación 
de las víctimas. En particular, no puede sino des- 
pertar adhesión solidaria la situación de las vícti- 
mas, de todas las víctimas. La solidaridad y el re- 
pudio de los crímenes constituyen un sentimiento 
que se asienta en lo más esencial de la condición 
humana. Sin embargo, no merecería similar con- 
sideración, que se tratara de proseguir mediante 
el cumplimiento de la actividad jurisdiccional un 
enfrentamiento que debe quedar en el pasado y, 
tampoco, que el comprensible sentimiento de dolor 
se explote para mejor ubicarse en la consideración 
de la opinión pública. 
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Cabe preguntarse, si luego de cuatro décadas, le 
hace bien a la sociedad, al Gobierno, a la Justicia 
y a la vigencia de los derechos humanos, abrir una 
serie innumerable de casos en el orden penal. Aun- 
que se sostenga que luego de años de sustanciación 
de los procesos, de eventuales privaciones preven- 
tivas de la libertad, podrá decretarse, finalmente, 
la absolución. Porque, sin duda hubo situaciones 
de extrema iniquidad y autores identificados y tam- 
bién procesamientos con la Ley N” 15.848 vigen- 
te. Pero, además de estas situaciones extremas, y 
dado que para el procesamiento basta la semiplena 
prueba o sea, solamente una presunción califica- 
da ¿tiene sentido el procesamiento, ya no del autor 
notorio, sino del que no se sabe si fue el autor pero 
pudo haberlo sido porque trabajaba en la depen- 
dencia donde sucedieron los hechos? ¿O del que 
no se sabe si conoció los hechos pero debió haber- 
los conocido por la actividad que desarrollaba en la 
época y no los denunció? ¿O del que será denun- 
ciado porque alguien quiere ejercer una venganza 
contra determinadas personas, sus inclinaciones 
políticas o las instituciones en que se desempeña- 
ron? ¿O del que, aun habiendo cometido un delito, 
fue de menor entidad? 


No hay foro ni jurisdicción en el mundo que pueda 
considerar que la República no procuró, desde 1985, 
conformar un cabal Estado de Derecho y que extre- 
mó los esfuerzos para reparar lo que podía repararse 
y para evitar que se creara el caldo de cultivo para 
que asomara la menor sombra de reiteración. 


En tal sentido, la Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 
1985, decretó la amnistía de todos los delitos políti- 
cos, comunes y militares conexos con estos, cometi- 
dos a partir del 1? de enero de 1962, con excepción 
de los autores y coautores de delitos de homicidio in- 
tencional consumados, a los que igualmente se les 
suspendió el castigo. A los afectos de dicha ley se con- 
sideraron delitos políticos, los cometidos por móviles 
directa o indirectamente políticos los que participa- 
ban de la misma finalidad de estos o se cometieron 
para facilitarlos, prepararlos, consumarlos, agravar 
sus efectos o impedir su punición. 


También se consideraban delitos conexos todos 
aquellos que concurran de cualquier manera (reite- 
ración real, reiteración formal o concurrencia fuera 
de la reiteración) con los delitos políticos. En ese pri- 
mer momento se excluyó de dicha amnistía a los fun- 
cionarios policiales o militares y a las personas que 
hubieren actuado amparadas por el poder del Estado 
o desde cargos de gobierno, que fueran autores, coau- 
tores o cómplices de tratamientos inhumanos, crue- 
les o degradantes de la detención de personas luego 
desaparecidas, y por quienes hubieren encubierto 
cualquiera de dichas conductas. 
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La Ley N* 15.743, de 14 de mayo de 1985, decretó 
la amnistía de determinados delitos comunes, con- 
denados a penas de prisión, y procesados privados de 
libertad, demostrando el ánimo de perdonar el pasado 
e ingresar a una nueva etapa que nutrió al Legislador 
en el momento de recuperación de la democracia. La 
misma ley estatuyó un régimen excepcional de liber- 
tad anticipada. 


La Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, 
estableció el derecho a ser reincorporados al organis- 
mo correspondiente a todos los funcionarios destitui- 
dos entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero 
de 1985. 


La Ley N* 17.358, de 22 de junio de 2001, dispuso 
el ascenso de los Oficiales Generales y Superiores a 
los que se había aplicado el inciso G del Art. 192 del 
Decreto-Ley N* 14.157, de 21 de febrero de 1974, 
con excepción de aquellos que tenían el grado de la 
máxima jerarquía. 


La Ley N* 17.449, de 4 de enero de 2002, recono- 
ció derechos jubilatorios a todos los trabajadores de la 
actividad privada que, entre el 9 de febrero de 1973 y 
el 28 de febrero de 1985, se hubieran visto obligados a 
abandonar el territorio nacional por razones políticas, 
ideológicas o gremiales; a los que hubieran estado 
detenidos durante dicho lapso por delitos políticos o 
militares conexos, y a los dirigentes sindicales que de- 
bieron permanecer en la clandestinidad en dicho pe- 
ríodo. Esa ley estableció un período de caducidad que 
fue eliminado por el artículo 23 de la Ley N* 18.596, 
de 18 de setiembre de 2009. 


La Ley N* 18.033, de 13 de octubre de 2006, mo- 
dificó el régimen anterior para volverlo más compren- 
sivo. Estableció una pensión especial reparatoria para 
las personas comprendidas en la ley “que habiendo 
sido detenidas y procesadas por la Justicia Militar o 
Civil y que, como consecuencia de ello sufrieron pri- 
vación de libertad entre el 9 de febrero de 1973, y el 
28 de febrero de 1985”, alternativa a otros regímenes 
de seguridad social. Dicha norma fue ampliada por 
Ley N* 18.235, de 26 de diciembre de 2007. 


La Ley N” 18.596, de 18 de setiembre de 2009, 
dispuso la reparación integral a las víctimas de la 
actuación ilegítima del Estado en el período com- 
prendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de 
febrero de 1985. Reconoce la responsabilidad del 
Estado uruguayo en la realización de prácticas sis- 
temáticas de tortura, desaparición forzada y prisión 
sin intervención del Poder Judicial, homicidios, 
aniquilación de personas en su integridad psicofísi- 
ca, exilio político o destierro de la vida social, en el 
período comprendido desde el 13 de junio de 1968 
hasta el 26 de junio de 1973, marcado por la aplica- 
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ción sistemática de las Medidas Prontas de Seguri- 
dad e inspirado en el marco ideológico de la Doctri- 
na de la Seguridad Nacional, define la condición de 
víctimas del terrorismo de Estado y de la actuación 
ilegítima del Estado. 


Ninguna de estas soluciones aportadas por la su- 
cesiva legislación se vieron impedidas por la vigencia 
de la Ley N” 15.848. Esta tampoco impidió el escla- 
recimiento posible de los hechos. Cabe citar, de este 
modo, la investigación efectuada a partir de la resolu- 
ción 858/2000, de 9 de agosto de 2000, a cargo de la 
“Comisión para la Paz” que elaboró un amplio infor- 
me que se dio a conocer el 10 de abril de 2003. 


La iniciativa bajo consideración debe recha- 
zarse. El artículo 1” tiene un alcance retórico. Es 
sobreabundante e innecesario. Resulta superfluo 
sostener que se necesita una ley interpretativa 
para entender consagrado o reafirmado el derecho 
a la vida, a la integridad personal, a no ser des- 
aparecido ni torturado, la vigencia de los derechos 
humanos, el acceso a la justicia o el castigo de las 
violaciones y de los crímenes de lesa humanidad. 
Sostener su vigencia no requiere de la referencia 
al artículo 72 de la Constitución, sino que se trata 
de derechos consagrados a título expreso en dispo- 
siciones específicas, como lo son los artículos 26, 
7%, 15, 16, 17, 18, 22 y 23, entre otros. Nadie ha 
discutido que las normas consagratorias de la in- 
tegridad de la condición humana y del Estado de 
Derecho, deben ser aplicadas directamente por las 
autoridades, los magistrados judiciales entre ellas, 
sin necesidad de normas reglamentarias, máxime 
cuando, desde el texto constitucional de 1942, se 
consagró la fórmula hoy contenida en el artículo 
332 que da cima al articulado de la Carta. Afirmar 
que tales derechos deben considerarse incorpora- 
dos por obra del artículo 72, constituye un error. 
Además, la redacción, en su afán de contundencia, 
contiene imprecisiones. ¿Qué se quiso decir, por 
ejemplo, cuando se emplean las expresiones “per- 
secución” o “cooperación”? 


El artículo 2? afecta la más elemental lógica jurí- 
dica. Declarar por vía de interpretación que una ley 
anterior es inconstitucional, y por tanto inaplicable 
es absurdo. Lo que corresponde al Poder Legisla- 
tivo, si ha cambiado de criterio es, en todo caso, 
derogar la ley anterior lo que podría abrir, es cier- 
to, el debate sobre los alcances de la derogación. 
La declaración de inconstitucionalidad de las leyes 
es competencia exclusiva de la Suprema Corte de 
Justicia. La disposición propuesta no solo contra- 
viene las normas constitucionales que regulan la 
competencia del Poder Legislativo y el mecanismo 
de declaración de inconstitucionalidad de las leyes 
sino, lo que es probablemente más grave, vulnera 


12 de abril de 2011 


los principios del razonamiento lógico. Es absurdo 
que el Legislador deje vigente una ley pero, a la vez, 
la declare inaplicable. Se busca mediante el meca- 
nismo propuesto, seguramente y a pesar del recien- 
te pronunciamiento soberano, someter a la justicia 
penal a quienes fueron, en su tiempo, beneficiados 
por una norma que los puso al abrigo de tales proce- 
dimientos. Se busca por vía indirecta anular una ley 
cuando ni la anulación está prevista ni el Legislador 
puede proclamarla. 


El artículo interpreta que los artículos 1%, 3” y 4? 
de la Ley N* 15.848, son manifiestamente ilegítimos, 
que violan los artículos 4%, 72, 83 y 233 de la Consti- 
tución y que carecen de valor jurídico alguno”. 


La “ilegitimidad” de una ley, lógicamente, debe re- 
ferirse a una norma superior. No es el Legislador el 
que puede decir que una ley es ilegítima, solo puede 
derogarla. Cuando la Suprema Corte de Justicia, que 
tiene la competencia exclusiva para declarar la in- 
constitucionalidad de las leyes, así lo hace, de acuer- 
do con el artículo 259, de la Constitución, ello tiene 
efectos para el caso concreto y en los procedimientos 
en que se ha pronunciado. Nunca la declaración de 
inconstitucionalidad de una ley significa que carezca 
“de valor jurídico alguno”. 


El artículo 4* de la Constitución, consagra que la 
soberanía en toda su plenitud existe radicalmente 
en la Nación. Sorprende que se invoque ese artículo 
para contradecir el reciente pronunciamiento de la 
Nación de octubre de 2009. 


El artículo 72 de la Carta Magna, declara que la 
enumeración constitucional de derechos, deberes y 
garantías, no excluye a los otros que son inherentes 
a la personalidad humana o se derivan de la for- 
ma republicana de gobierno. Quizás se quiso hacer 
referencia a la postura de defensa de los derechos 
humanos que asume el constituyente patrio pero, 
como ya se afirmó, habría otras normas a citar que 
formulan una consagración específica. El derecho 
a la vida incluso a la Justicia imparcial son dere- 
chos fundamentales pero ¿puede postularse que 
existe el derecho al castigo y que este posee la mis- 
ma primacía? 


El artículo 83 de la Constitución establece que el 
Poder Legislativo será ejercido por la Asamblea Gene- 
ral por lo que no se advierte por qué es citada dicha 
norma. 


El artículo 233 de la Constitución, establece 
que el Poder Judicial será ejercido por la Supre- 
ma Corte de Justicia y sus tribunales subalternos 
“en la forma que estableciere la ley”. Hasta podría 
sostenerse que la mención de este artículo de la 
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Constitución constituye un argumento en favor y 
no en contra de la Ley N” 15.848. Es probable que 
la mención pretenda reafirmar la tesis de la incons- 
titucionalidad del artículo 3* de la Ley N” 15.848, 
oportunamente desestimada por la Suprema Cor- 
te de Justicia en jurisprudencia ahora modificada 
por esta, en su actual integración. Pero, habrá que 
convenir que el proyecto a estudio no lo hace con 
el mejor estilo o redacción y que las referencias 
constitucionales que contiene carecen de mayor 
sentido. 


Flaco favor se le hace al supremo valor de la de- 
fensa de los derechos humanos, cuando se intenta 
moldear el ordenamiento jurídico, de acuerdo con las 
circunstancias que se prefieren o según perspectivas 
sesgadas. 


El artículo 3” establece que la aplicación pasada 
del artículo 3” de la Ley N” 15.848, no extinguió la 
cosa juzgada. Hay casos en que la misma Justicia ha 
entendido que sí operó. O sea que, ya no se trata de 
haber dispuesto, meramente, el archivo en función 
de la ley, sino de un pronunciamiento judicial espe- 
cial que entendió que hubo cosa juzgada (por ejem- 
plo, en el caso Gelman). 


El literal c) mantiene un criterio que constituye 
una verdadera revolución. Parte de la base de que hay 
delitos imprescriptibles que no enumera. Pero refie- 
re, además, a los delitos que considera prescriptibles, 
seguramente menos graves. O sea que para los deli- 
tos cometidos “por funcionarios militares y policiales, 
equiparados y asimilados por móviles políticos o en 
ocasión del cumplimiento de sus funciones y en oca- 
sión de acciones ordenadas por los mandos que actua- 
ron durante el período de facto”, aun en el caso de que 
el delito fuera de menor gravedad, a los efectos de la 
prescripción, no debería considerarse el transcurso de 
24 años. ¿Alguien puede sensatamente considerar que 
un hurto, una amenaza, una lesión personal o la pene- 
tración ilegítima en fundo ajeno, cometidas en 1984, 
puede ser castigada en el 2010 por el mero hecho de 
que su autor haya sido un militar o policía que hubiera 
actuado en aquellas oscuras circunstancias? En clave 
de derechos humanos cabe preguntarse ¿por qué hay 
delitos, incluso aberrantes que se perdonan y otros que 
no? ¿Por qué se entiende que si se es policía o militar, 
aun de bajo rango, las conductas son punibles hasta la 
eternidad y se termina discriminando a los presuntos 
autores en función de su profesión? 


El artículo 4* de la propuesta, aclara que lo dis- 
puesto en esa ley, se aplicará a las nuevas denuncias. 
En realidad, alude al 3er literal del artículo 3*. Lo de- 
más busca exhumar los procedimientos interrumpi- 
dos o archivados, o sea que no son “nuevas denuncias 
que se presenten”. 


54-C.S. 


Adviértase que es, prácticamente, un llamado a 
formular nuevas denuncias por si alguien tuviera, 
tras cuatro décadas, alguna cuenta pendiente o, por 
la razón que fuera, se hubiese abstenido a denunciar 
en su oportunidad. 


Demuestra la visión vindicativa del proyecto: nada 
se perdona; el tiempo nada soluciona ni atempera; no 
se distingue en función de la gravedad de los delitos 
cometidos; todo riesgo, hasta el de un posible error 
judicial, es menor con tal de castigar. 


En suma, un meditado análisis demuestra que 
debe desestimarse la propuesta. La misma es incons- 
titucional porque: 


- Afecta la competencia del Poder Judicial. 


- Abroga para cierta categoría de autores de deli- 
tos, definida por su tarea de la época, la prescripción 
ya operada. Ello no solo para delitos considerados im- 
prescriptibles por su naturaleza y gravedad sino para 
cualquier tipo de delito que pudiera entenderse al- 
canzado por la Ley N* 15.848. 


- Reinstala la responsabilidad penal por parte de 
quienes, al haber sido declarada su irresponsabilidad, 
estaban al abrigo de la pena. 


- Vulnera la cosa juzgada. 
- Afecta la seguridad jurídica de las personas. 


- Se terminaría dando una situación en la que ya 
no se juzgan las conductas sino la posición de las per- 
sonas en la desgraciada confrontación que se verificó. 
Cuando se juzgan los hechos, estos son aberrantes en 
sí mismos y no en función de si se estaba en una u 
otra trinchera. 


- La irretroactividad de las leyes, en general, está 
consagrada por la ley no explícitamente por la Cons- 
titución. Ahora la irretroactividad de las leyes penales 
integra, esa sí, el bloque de constitucionalidad. No 
puede castigarse lo que no está tipificado como de- 
lito en el momento de la comisión. Y si un delito fue 
perdonado, o se declara que no será castigado, el que 
está libre del castigo queda liberado definitivamente. 


En virtud de lo antedicho se aconseja aprobar el 
siguiente proyecto de resolución. 


Sala de la Comisión, 18 de octubre de 2010. 


Gustavo Cersósimo, Miembro Informante; Fitz- 
gerald Cantero Piali. 
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Proyecto de Resolución 


Artículo Único.- Deséchase el proyecto de ley 
referente a la interpretación de la Ley N” 15.848, 
de 22 de diciembre de 1986, de caducidad de 
la pretensión punitiva del Estado (Carpeta 
N* 395/10). 


Sala de la Comisión, 18 de octubre 2010. 


Gustavo GCersósimo, Miembro Informante; 
Fitzgerald Cantero Piali. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Declárese como interpretación 
auténtica de la Constitución de la República (ar- 
tículo 85, numeral 20), que el derecho de todo 
ser humano a la vida, a su integridad personal, 
a no ser desaparecido, ni torturado, así como los 
derechos y obligaciones que regulan el acceso a 
la justicia, investigación, persecución, juzgamien- 
to, cooperación y castigo de las violaciones de los 
mismos y de los crímenes de lesa humanidad, es- 
tablecidos en las normas de Derecho Internacio- 
nal ratificadas por la República y por las normas 
de ius cogens, están incorporadas a la Constitu- 
ción de la República por la vía del artículo 72 de 
esta y se deberán aplicar directamente por los tri- 
bunales de la República. 


Artículo 2*.- Declárase como interpretación obli- 
gatoria (Código Civil, artículo 12) que los artículos 
19%, 3 y 4” de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre 
de 1986, violan los artículos 4%, 72, 83 y 233 de la 
Constitución de la República, siendo en consecuen- 
cia inaplicables. 


Artículo 3*.- En virtud de lo dispuesto en los artí- 
culos 1? y 2? de la presente ley: 


A) Toda intervención judicial que haya sido in- 
terrumpida, suspendida y/o archivada por aplica- 
ción de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 
1986, continuará de oficio, por la mera solicitud del 
interesado o del Ministerio Público y no se podrá 
invocar la validez de dicha ley ni de actos adminis- 
trativos que se hubieran dictado en su aplicación, 
con el fin de obstaculizar, impedir o archivar, o 
mantener suspendidas y/o archivadas, indagatorias 
o acciones penales. 


B) Sin perjuicio de los delitos imprescriptibles, 
cuando se tratara de delitos de naturaleza prescrip- 
tibles, hayan o no sido incluidos en la caducidad es- 
tablecida en el artículo 1? de la Ley N* 15.848, de 22 
de diciembre de 1986, no se computará en ningún 
caso para el término de prescripción, el comprendido 
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entre el 22 de diciembre de 1986 y la fecha de pro- 
mulgación de la presente ley. 


Montevideo, 27 de setiembre de 2010. 


Roque Arregui, Alfredo Asti, Julio Bango, 
Julio Battistoni, Jose  Bayardi, Gustavo 
Bernini, Graciela Cáceres, Felipe Carballo, 
Hugo Dávila, Walter De León, Gonzalo De 
Toro, Roberto Frachia, Julio César Fernández, 
Carlos Gamou, Oscar Groba, Doreen Javier 
Ibarra, María Elena Laurnaga, Andrés Lima, 
José Carlos Mahía, Rubén Martínez Huelmo, 
Felipe Michelini, Gonzalo Mujica, Raúl 
Olivera, Jorge Orrico, Yerú Pardiñas, Ivonne 
Passada, Daniela Payssé, Guzmán Pedreira, 
Aníbal Pereyra, Darío Pérez Brito, Esteban 
Pérez, Pablo Pérez González, Mario Perrachón, 
Jorge Pozzi, Luis Puig, Edgardo Rodríguez, 
Gustavo Rombys, Sebastián Sabini, Alejandro 
Sánchez, Berta Sanseverino, Víctor Semproni, 
Juan C. Souza, Martín Tierno, Hermes Toledo 
Antúnez, Daisy Tourné, Carlos Varela Nestier, 
Álvaro Vega Llanes, Dionisio Vivian, Horacio 
Yanes, Heber Bousses. 


Exposición de Motivos 


Los Legisladores firmantes del proyecto de ley que 
se presenta a la Cámara de Representantes tienen el 
honor de darle estado parlamentario a esta iniciativa 
que reconoce el rango constitucional de normas in- 
ternacionales de protección de derechos humanos y 
de derecho internacional humanitario. A su vez como 
una consecuencia obvia, directa y automática deja sin 
efecto por resultar inaplicables, los artículos 1”, 3”, y 
4” de la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, 
denominada Ley de Caducidad de la Pretensión Pu- 
nitiva del Estado. 


El proyecto que se presenta tiene una profusa 
fundamentación jurídica en sus aspectos genera- 
les y al mismo tiempo un claro e inequívoco sen- 
tido de ratificar el compromiso de la República 
con la plena vigencia delos derechos humanos en 
nuestro país. Por ello directamente y sin ambages 
dilucida la inaplicabilidad de los artículos 1%, 3* y 
4% de la mencionada Ley N* 15.848 en virtud de 
las consideraciones generales así como particula- 
res que se exponen: 


I.- Reconocimiento del rango constitucional de 
normas internacionales de protección de derechos 
humanos y de derecho internacional humanitario. 


Desde la aprobación de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos en diciembre de 1948, por 
la Asamblea General delas Naciones Unidas, el De- 
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recho Internacional de Protección de los Derechos 
Humanos ha representado la máxima garantía de 
los derechos de la persona humana “sin distinción 
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición”. 


Las disposiciones establecidas en ella, así como 
las posteriormente incorporadas en los diversos tra- 
tados de derechos humanos y derecho humanitario 
constituyen la base fundacional de toda la sociedad 
humana y representan condiciones imprescindibles 
de la existencia de todo Estado de Derecho. 


En tal sentido, la legislación, la doctrina y la juris- 
prudencia internacional y doméstica han tenido un 
continuo y manifiesto avance en el sentido de recono- 
cer el predominio de esas normas por sobre toda otra 
de carácter interno de los Estados, inclusive, respec- 
to de las normas constitucionales. 


El proceso de reconocimiento de la prevalencia 
del derecho internacional de los derechos humanos, 
ha llevado a los diversos ordenamientos nacionales 
y regionales a reconocer la validez de estas normas 
como un estándar mínimo indispensable, que cons- 
tituye un bloque inexpugnable, frente al cual ceden 
las normas internas, aun las de rango constitucional. 


Así lo ha expresado claramente la Jurisprudencia 
constitucional de Costa Rica hace ya más de 
quince años al señalar: “como lo ha reconocido la 
jurisprudencia de esta Sala, los instrumentos de 
derechos humanos vigentes en Costa Rica, tienen 
no solamente un valor similar a la Constitución 
Política, sino que en la medida en que otorguen 
mayores derechos o garantías a las personas priman 
sobre la Constitución (Sentencia 2313-95, de 9 de 
mayo de 1995, 3435/92)”. (Sentencia 2313-95, de 
9 de mayo de 1995. Considerando VI Citado por 
Rodolfo Piza Escalante en Líber Amicorum Héctor 
Fix-Zamudio Secretaría de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos San José Costa Rica, 1998). 
En nuestro país, la reciente sentencia N” 365/09 
“Sabalsagaray Curutchet, Blanca Stella. Denuncia. 
Excepción de Inconstitucionalidad artículos 1”, 
3 y 4” Ley N” 15.848, Ficha 97-397/2004) dictada 
por la Suprema Corte de Justicia, recoge esta 
jurisprudencia, al analizar la constitucionalidad de 
la Ley N” 15.848, declarando la inconstitucionalidad 
de varios artículos por oponerse no solamente a la 
Constitución Nacional, sino a los principios y normas 
de derecho internacional, que constituyen un todo 
con la parte dogmática de nuestra Constitución y 
deben considerarse incorporadas a esta de acuerdo 
con el artículo 72 de la Carta. “... no puede ahora 
invocarse la teoría clásica de la soberanía para 
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defender la potestad estatal de limitar la protección 
jurídica de los derechos humanos” así como que “ 
la regulación actual de los derechos humanos no se 
basa en la posición soberana de los Estados sino en la 
persona en tanto titular, por su condición de tal, de 
los derechos esenciales no pueden ser desconocidos 
con base en el ejercicio del poder constituyente, ni 
originario ni derivado”. (Sentencia N* 365/2009 SCJ, 
párrafo 6”, punto 111.8). 


En tal sentido ha establecido claramente que las 
garantías genéricas esenciales del Estado de Derecho 
tales como el derecho a la justicia, y la separación de 
poderes entre otros, constituyen principios universa- 
les básicos, que no pueden ser derogados ni aun por 
mayorías circunstanciales, ya sean de carácter popu- 
lar o parlamentarias. 


Si bien la declaración de inconstitucionalidad de 
la ley solo tiene efecto para el caso concreto en que 
se ha dictado sentencia, resulta claro que el recono- 
cimiento constante de la inconstitucionalidad de una 
norma obliga a los Jueces a considerar la desaplica- 
ción de la misma en virtud de los principios generales 
del derecho. Así por ejemplo, ningún Juez de la Repú- 
blica ha dudado en la desaplicación del artículo 165 
del Código Penal -abandono colectivo de funciones, 
es decir huelga del funcionario público-, pese a que 
no existe registro de que el mismo haya sido derogado 
expresamente por norma alguna. 


De esta suerte, el principio de jerarquía de la nor- 
ma impone al tribunal aplicar la norma de mayor je- 
rarquía, y, por tanto resulta hoy un principio general 
la aplicación de la norma internacional de derechos 
humanos, en virtud de su incorporación a través del 
artículo 72 de la Constitución por tratarse de una 
norma superior a cualquier ley nacional. 


Por último, la Convención Americana de Derechos 
Humanos fue aprobada por Ley N* 15.737, de 22 de 
marzo de 1985, en su artículo 15 y su texto forma 
parte de esa ley, habiendo sido ratificada debidamente 
por Uruguay en abril de 1985. Por tanto sus normas, 
en tanto reconoce derechos inherentes a la persona 
humana, se incorporaron de pleno derecho en el ar- 
tículo 72 por lo que resulta claro que una ley poste- 
rior no puede derogar derechos constitucionalmente 
garantidos. 


II- Inaplicabilidad de los artículos 1%, 3? y 4” de la 
Ley N* 15.848. 


La Ley N” 15.848 ha sido una de las más con- 
trovertidas y repudiadas en la historia de nuestro 
país. Más allá de intenciones, su aplicación e inter- 
pretación hasta marzo de 2005 permitió durante 
años garantizar la impunidad más absoluta para los 
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autores de los delitos y crímenes más oprobiosos 
que recuerde la historia nacional utilizando todo el 
aparato estatal para la consecución de tales críme- 
nes como la ejecución extrajudicial, la desaparición 
forzada de personas dentro y fuera de fronteras, el 
secuestro de niños y niñas y la tortura sistemática 
-incluida la violencia sexual- entre otras prácticas 
aberrantes cumplidas en forma sistemática, en el 
marco del terrorismo de estado que asoló la Repú- 
blica entre 1973 y 1985. 


Asimismo, se ha impugnado la norma a través de 
varias acciones de inconstitucionalidad, con fallos 
controvertidos en el pasado, pero con una clara y con- 
tundente sentencia el año pasado que establece cla- 
ramente que la propia existencia de la norma vulnera 
principios fundamentales de nuestro ordenamiento 
jurídico-constitucional. La declaración de inconstitu- 
cionalidad fue además objeto de análisis del Fiscal de 
Corte y Procurador General de la Nación que dicta- 
minó que era una norma incompatible con la Consti- 
tución Nacional, y de expresos pronunciamientos del 
Poder Ejecutivo como de la Asamblea General, máxi- 
mo órgano del Poder Legislativo. 


A nivel de la movilización ciudadana, la norma que 
este proyecto promueve dejar sin efecto en nuestro 
sistema normativo ha sido un factor de constante 
movilización en su repudio, pues los supuestos 
factores que le dieron origen y justificaban su 
vigencia, hoy son anacrónicos, y en cambio perduran 
los efectos más nocivos de la impunidad que impide 
a las víctimas y sus familiares acceder al amparo 
del Estado para la salvaguarda de sus derechos y el 
ejercicio de los mismos a través de los cometidos 
constitucionalmente asignados al Poder Judicial de 
ser salvaguarda última de los derechos inherentes a 
la persona humana. 


En el ámbito internacional, estos artículos de la 
mencionada norma han sido objeto de análisis por 
parte de los más prestigiosos organismos interguber- 
namentales de protección y supervisión de los dere- 
chos humanos, entre ellos la Comisión Interamerica- 
na de Derechos Humanos y el Comité de Derechos 
Humanos del Pacto Internacional de Derechos Civi- 
les y Políticos y su protocolo facultativo, cuya com- 
petencia ha aceptado soberana y expresamente la 
República. Además de consideraciones generales so- 
bre la incompatibilidad de la norma mencionada con 
los instrumentos fundantes de la protección del ser 
humano como la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y la Declaración Americana de Derechos 
y Deberes del Hombre, se deben tener presente la 
Resolución 29/92 de la Comisión Interamericana y 
el caso Rodríguez contra Uruguay en el Comité de 
Derechos Humanos del Pacto Internacional de Dere- 
chos Civiles y Políticos que expresa y explícitamente 
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han condenado a nuestro país en virtud de los artícu- 
los propuestos para ser dejados sin efecto. 


Por otra parte es público y notorio que ha sido 
presentada una acción contra nuestro país ante la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos por 
parte de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos buscando el amparo por parte del máximo 
órgano jurisdiccional en la materia, en representación 
de García Iruretagoyena de Gelman. Toda la 
jurisprudencia de la Corte, especialmente en el caso 
Velásquez Rodríguez c/Honduras y el caso Barrios 
Altos c/Perú, así como la pacíficamente aceptada 
doctrina de la Comisión Interamericana, indican que 
nuestro país será condenado por hechos que nuestra 
sociedad repugna, pero que los artículos de la norma 
mencionada, la Ley N” 15.848, protegen a autores 
materiales, cómplices y coautores, impidiendo 
además el conocimiento de la verdad judicial. La 
condena será por obligaciones que nuestro país ha 
asumido soberana y voluntariamente en la materia. 


A su vez en todas y cada una de las expresiones 
de los soportes de los órganos de protección de los 
derechos humanos como es el caso del Alto Comisio- 
nado de Derechos Humanos o los relatores especiales 
en materias específicas, como es el caso del Relator 
Especial en materia de Tortura, la referencia a la in- 
compatibilidad de la “Ley de Caducidad” es constante 
y unánime como uno de los mecanismos más perver- 
sos de impunidad. 


Así lo entendió claramente en octubre de 1992 la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, al 
señalar que la Ley N* 15.848 es incompatible con el 
articulo XVIII (Derecho a la Justicia) de la Declara- 
ción Americana de los Derechos y Deberes del Hom- 
bre y los artículos 1, 8 y 25 de la Convención Ameri- 
cana de Derechos Humanos, en su resolución 29/92 
en ocasión de los casos 10.029 -Hugo Leonardo de De 
los Santos Mendoza-; 10.036 -Álvaro Balbi-; 10.145 
-Enrique Rodríguez Larreta Pieri; 10.305 -Noris Ale- 
jandra Menotti Cobas, Luis Alberto Estradet, Josefina 
Mirta Detta Paolino, Rita Ibarburu, Federico Martí- 
nez, Jorge Burgell, William Torres Ramírez, Guiller- 
mo Francisco Stoll, Osiris Elías Musso Casalas, Clarel 
de los Santos Flores-; 10.372 -Juan Manuel Brieba-; 
10.373 -Félix Sebastián Ortiz-; 10.374 -Amelia San- 
jurjo Casal- y 10.375 -Antonio Omar Paitta-. 


Asimismo en el caso García Iruretagoyena de Gel- 
man N” 12.607 que se demanda al Estado uruguayo 
por no respetar entre otros, el derecho a las garan- 
tías judiciales, a la protección judicial, el derecho a 
la vida, la libertad personal y la integridad personal 
(objeto de la demanda, párrafo 5), y con su petito- 
rio pide que se adopten “... las medidas legislativas y 
de otra índole para que de acuerdo con sus procesos 
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constitucionales y las disposiciones de la Convención 
Americana, quede sin efecto la Ley N* 15.848 o Ley 
de Caducidad” (párrafo 144.b, textual -subrayado de 
los firmantes de este proyecto-) para reparar la situa- 
ción, permitiendo la investigación de la justicia. 


Debe destacarse que esta es la interpretación ya 
adoptada por el Poder Ejecutivo con fecha 23 de junio 
de 2005, en relación a la aplicación de la referida ley 
-la cual fue comunicada al Poder Judicial en su mo- 
mento y se mantiene hasta el presente- que ha sido 
reafirmada en nueva integración. 


Situación similar ha ocurrido en el Poder Legis- 
lativo, en ocasión de ser consultado por la Suprema 
Corte de Justicia en autos “Sabalsagaray Curutchet, 
Blanca Estela. Denuncia. Excepción de inconstitu- 
cionalidad artículos 1%, 3? y 4” de la Ley N* 15.848” 
Ficha 97 - 397/2004. 


Asimismo en dichos autos, la Suprema Corte de 
Justicia declaró “inconstitucionales e inaplicables” 
los artículos 1*, 3? y 4” de la Ley N” 15.848 y a su vez, 
comunicó dicho fallo a la Asamblea General. No es- 
capa a los firmantes que el fallo de la Suprema Corte 
de Justicia refiere exclusivamente al caso concreto 
y tiene efecto en el procedimiento en el cual se ha 
pronunciado (artículo 259 de la Constitución de la 
República), no obstante lo cual el mismo implica, 
necesariamente, la declaración de la inconsistencia 
entre una norma contenida en una ley formal con la 
norma de mayor eficacia formal, en el ordenamiento 
jurídico nacional, es decir la Constitución de la Re- 
pública. Por ello el artículo 522 del Código General 
del Proceso impone la obligación de comunicar toda 
sentencia de inconstitucionalidad de la ley al Poder 
Legislativo. 


El proyecto de ley puesto a vuestra consideración 
no desconoce el resultado del referéndum contra la 
Ley N” 15.848 realizado en el año 1989 ni del pro- 
yecto de agregado a la Constitución de la República 
plebiscitado el 25 de octubre del año 2009, para su 
anulación. Por una parte dichos pronunciamientos no 
invalidan el ejercicio de los cometidos irrenunciables 
e indelegables asignados al Poder Legislativo. Tam- 
poco impiden bregar por un país en el que impere la 
justicia y por ello este proyecto es el resultado de un 
análisis tendiente a adecuar el sistema jurídico nacio- 
nal a la Constitución de la República y a las normas 
internacionales de las cuales el país es parte. 


No escapa a los promotores de esta iniciativa que 
la interpretación y aplicación de la norma que se bus- 
ca su inaplicabilidad, ha sido, a partir del 1? de marzo 
de 2005 en el gobierno del doctor Tabaré Vázquez, de 
una forma que ha permitido la intervención del Po- 
der Judicial. Así es que efectivamente algunos de los 
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más reconocidos criminales de lesa humanidad han 
sido objeto de procesamientos y algunos incluso ya 
han sido condenados. 


La norma propuesta recoge este principio de je- 
rarquía de la norma internacional, y su incorporación 
al bloque constitucional de derechos, efectuando un 
reconocimiento legal de esta situación, con el objetivo 
de unificar la jurisprudencia al respecto. 


Cumple además con el objetivo de dar satisfacción 
al reclamo planteado por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos ante la Corte Interamericana 
y de esta forma evitarle al Estado una condena segu- 
ra, exponiendo a nuestro país a figurar en la nómina 
de los países sancionados por negarse a dar cumpli- 
miento a las normas vinculantes de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. 


Los proponentes entienden que es imposible para 
los Poderes del Estado, tanto el Poder Ejecutivo como 
el Poder Legislativo, reconocer la existencia de una 
norma inconstitucional y no actuar para dejarla sin 
efecto alguno. Citando al jurista Kelsen, Sánchez 
Carnelli señala: “la declaración de inconstituciona- 
lidad de una ley supone la violación del derecho por 
el Legislador. Así, el acto legislativo, colocado en el 
ámbito de un orden inferior, en cuanto está limitado 
por el orden supremo -Constitución- está sometido al 
contralor jurisdiccional. Este contralor ha sido con- 
fiado a la Suprema Corte de Justicia, como Órgano 
superior del Poder Judicial” (Declaración de incons- 
titucionalidad de los actos legislativos, página 139, 
FCU, Montevideo, 2005). 


Reconociendo esta situación el Legislador debe 
actuar para darle efectos generales evitando de esta 
forma la discriminación que puede surgir de la apli- 
cación desigual de las leyes violentando en los hechos 
el artículo 8* de la Constitución. 


La norma en cuestión propone la aplicación direc- 
ta de la norma internacional por parte de los Jueces. 
Es obvio, pero es necesario dejarlo a texto expreso 
que los magistrados que entiendan que hubiera obs- 
táculos de índole constitucional pueden recurrir al 
mecanismo de inconstitucionalidad establecido en la 
Carta Magna por el tercer inciso del artículo 258. 


Ya oportunamente la sentencia 22/93 de la Supre- 
ma Corte de Justicia, señalaba que “la interpretación 
de la Constitución no es monopolio exclusivo de la 
Suprema Corte de Justicia: ninguna norma de dere- 
cho positivo consagra una tal exclusividad ... y tanto 
la Justicia ordinaria como el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo, la Corte Electoral, el Tribunal 
de Cuentas, y en general, todo órgano público deben 
interpretar la Constitución para y, a la luz de sus dispo- 
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siciones, aplicar los textos legales y reglamentarios ... 
no es por cierto la de que se le haya sido atribuida en 
forma exclusiva la custodia de la Constitución: todos 
los órganos públicos, en especial los Jueces, deben 
velar por la primacía del texto constitucional frente a 
normas jurídicas de menor jerarquía ...” 


Al respecto señala Sánchez Carnelli comentando 
esta sentencia: “En el futuro el Juez de la causa, pue- 
de opinar compartiendo la tesis. Su independencia 
técnica lo habilita. Puede entender que tiene com- 
petencia para resolver los casos de existencia de de- 
rogación de la ley anterior a la Constitución por esta 
última. Por lo cual serían muchos ... los casos que 
no llegarían a la Corte, siempre y cuando no alcan- 
ce el conocimiento de la litis por la vía de interposi- 
ción de Recurso de Casación, que es otra posibilidad 
muy reducida. Solamente se elevarían los casos en 
que el Juez de la causa no compartiera la tesis de 
la derogación. Pensamos entonces que la situación 
podría fácilmente llegar a ser definitiva. Se agilitará 
considerablemente la Administración de Justicia, por 
la inmediatez del procedimiento”. (Sánchez Carne- 
lli Lorenzo, Declaración de inconstitucionalidad de 
los actos legislativos, página 145, FCU, Montevideo, 
2005). 


Enseñaba el ilustre Justino Jiménez de Aréchaga 
en la Defensa jurídica de la Constitución: “Hemos 
visto ya que la Constitución se integra con dos partes 
distintas, la dogmática o sustantiva, en la cual se de- 
claran y salvaguardan los derechos de los ciudadanos 
y personas jurídicas, y la parte orgánica, en la que 
se fijan las normas para la estructuración del Estado 
y sus diversas actividades ... El individuo dentro del 
Estado puede hacer todo lo que no se encuentre pro- 
hibido por el orden jurídico: el Estado puede hacer 
solamente lo que en forma expresa le está permitido 
realizar. Esto nos da un nuevo criterio afirmativo, que 
nos faculta para rechazar en términos absolutos la 
posibilidad de que una costumbre o una ley que no se 
sujete a los requisitos constitucionalmente prescrip- 
tos corrija la competencia atribuida al Estado, facul- 
tándolo a hacer lo que por el texto le era cometido. 
Debe recordarse además y es consecuencia de lo que 
ya hemos dicho, que el Estado, además de ser un sis- 
tema de normas, implica una idea moral”. (Teoría del 
Gobierno, Tomo II, FCU, 1977, página 134). 


En el mismo trabajo cita al Juez Marshall, cuando 
señala que “o admitimos que la Constitución anula 
cualquier medida legislativa que la contraríe, o con- 
sentimos en que la Legislatura pueda alterarla por 
medidas ordinarias. O la Constitución es una ley su- 
perior, soberana, irreformable por medios comunes 
o se nivela con los actos de legislación usual, convir- 
tiéndose en reformable al sabor de la Legislatura. Si 
la primera proposición es verdadera, entonces el acto 
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legislativo, contrario a la Constitución, no será ley, si 
es verdadera la segunda, entonces las Constituciones 
escritas son absurdos esfuerzos del pueblo para limi- 
tar un poder por su naturaleza ilimitada. Todos los 
que han sancionado constituciones escritas, lo hicie- 
ron siempre con el intento de establecer la ley funda- 
mental y suprema de la nación, y por consiguiente la 
teoría de tales gobiernos debe ser que cualquier acto 
de la Legislatura ofensivo a la Constitución es nulo. 
Esta doctrina está esencialmente ligada a las Consti- 
tuciones escritas y por tanto se debe observar como 
uno de los principales fundamentos de la sociedad” 
(página 131). 


Asimismo y refriéndose a los efectos de la decla- 
ración de inconstitucionalidad dice Jiménez de Aré- 
chaga: “Vulgarmente se afirma -y no es exacto- que 
es esta una facultad privativa de la Suprema Corte: 
cualquier Juez puede decretar la inconstitucionalidad 
de una ley. Pero la decisión sobre inconstitucionalidad, 
en cualquier caso, no aprovecha sino a las partes ...” 
Y más adelante señala: “En la Constitución de los Es- 
tados Unidos de Norte América, rige el mismo prin- 
cipio (que la nuestra) y por ello puede afirmarse que 
en ella y en nuestro país, y en todos los demás que 
adoptan el principio del juicio particular, la ley in- 
constitucional en principio es nula; pero la justicia no 
declara su nulidad, no la deroga. La declara inaplica- 
ble en el litigio en que se promueve su declaración y 
esa declaración solo tiene fuerza ejecutoria en el caso 
debatido” (página 135). 


A su vez Martín Risso Ferrand cita entre las posi- 
ciones afirmativas a la posibilidad de desaplicar las 
normas legales claramente inconstitucionales sin ne- 
cesidad de recurrir previamente a la Suprema Corte 
de Justicia, al Fiscal de Gobierno de Primer Turno 
que consideraba: “Si el Poder Ejecutivo tiene la obli- 
gación de cumplir la Constitución, de cuyo cometido 
es responsable, civil y políticamente, el Presidente 
de la República -artículos 24, 84, 160- no sería ló- 
gico ni sensato, cercenarle la facultad de juicio para 
apreciar, íntegramente, los elementos de sus actos, 
precisamente de aquellos que una vez realizado son 
violatorios de la Constitución”. 


Juan Andrés Ramírez concluyó en que tanto los 
particulares como los órganos públicos (incluyendo 
al Poder Ejecutivo), están habilitados para no aplicar 
una ley que consideran inconstitucional, quedando 
la cuestión librada a la resolución definitiva de la Su- 
prema Corte de Justicia. 


Cassinelli Muñoz en La Defensa Jurídica de la 
Constitución sostuvo que como defensa de la misma, 
es posible que tanto los particulares como los órganos 
estatales, dejen de aplicar una disposición legal que 
consideran inconstitucional, y en la medida que estén 
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convencidos de que tendrán éxito en sede jurisdiccio- 
nal, apliquen directamente la Constitución con pres- 
cindencia de la norma de jerarquía inferior contraria 
a Derecho. El fundamento estaría en la solución de 
principio de que frente al conflicto entre dos normas 
la que debe aplicarse es la de mayor jerarquía salvo 
que medie excepción expresa. 


Martín Risso Ferrand señala refiriéndose a las 
potestades de interpretación constitucional de la 
Asamblea General (numeral 20 del artículo 85) 
que la interpretación constitucional realizada por 
una norma de inferior jerarquía a la norma inter- 
pretada, tendrá la eficacia de cualquier ley, agre- 
gando que como enseñaba Jiménez de Aréchaga, 
esa interpretación será generalmente obligatoria 
como cualquier ley. Más adelante señala inclusive 
que, fuera de la función jurisdiccional, en mate- 
ria de interpretación constitucional y legal, regirán 
los principios generales, y el interesado aplicará la 
totalidad del ordenamiento jurídico (y no solo la 
ley), resolviendo las contradicciones de acuerdo a 
los principios ya enunciados (jerarquía y tempora- 
lidad) (Derecho Constitucional, páginas 226 y si- 
guientes, FCU, Montevideo, 2006). 


Asimismo en otra obra, Risso Ferrand expresa: 
“el intérprete no tiene libertad ni discrecionalidad 
para buscar los principios sino que estos le son da- 
dos, a veces en forma expresa (por ejemplo los ar- 
tículos 7” y 8? de la Constitución), otras en forma 
implícita y otras por la vía del artículo 72 de la Car- 
ta. Y es dentro de estos principios que se mueve 
dicha discrecionalidad o margen de la decisión del 
Juez. Pero además debe tenerse presente que esos 
principios generales son en definitiva la formula- 
ción jurídica de los valores superiores de la comu- 
nidad nacional (plasmados en la Constitución) y 
de la comunidad internacional (plasmados en el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos). 
O sea que son estos valores los que enmarcan la 
labor judicial”. (Algunas garantías básicas de los 
Derechos Humanos, Risso Ferrand, FCU, Montevi- 
deo, 2008). 


De esta forma entonces, este proyecto permite 
incorporar con carácter general normas de recono- 
cimiento de derechos humanos por la vía de la in- 
terpretación, con carácter general y por tanto con 
pleno valor legal. Al mismo tiempo, permite que los 
Jueces apliquen directamente la Constitución, al 
declararlas inaplicables. Ello no impide por supues- 
to que ante la duda el Juez pueda recurrir, como ya 
se ha expresado a las disposiciones del artículo 256 
y siguientes. 


Pero en todo caso una norma inconstitucional y 
violatoria de la Convención Americana así como de 
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otros tratados internacionales y normas consuetudina- 
rias de derecho humanitario, como la Ley N* 15.848; 
dejará de tener todo valor por cuanto, la presente ley, 
ordena su desaplicación, le quita todo efecto jurídico 
y fija el criterio de interpretación, ordenando la apli- 
cación de las normas de derecho internacional de los 
derechos humanos, en forma directa. 


Debe destacarse que esta norma propuesta no 
hace más que reconocer y dar cumplimiento con ca- 
rácter general, en aplicación del artículo 12 del Có- 
digo Civil, cosa que corresponde al Poder Legislativo, 
de lo decidido unánimemente por la Sentencia de la 
Suprema Corte de Justicia (conforme a lo dispuesto 
por el Código General del Proceso) y de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, en el caso 
12.607. 


El proyecto además tiene como clara consecuen- 
cia la imprescriptibilidad de los delitos que puedan 
ser considerados de lesa humanidad o contrarios al 
derecho humanitario, conforme a las disposiciones 
internacionales, estableciendo al mismo tiempo una 
suspensión del plazo, durante el cual inclusive aque- 
llos delitos que pudieran ser objeto de prescripción, 
no pudieron ser objeto de investigación, juzgamiento 
y castigo, por estar en vigencia la Ley N” 15.848. 


Finalmente, al recogerse las normas internacio- 
nales, así como la sentencia de inconstitucionali- 
dad dictada por unanimidad de los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia, queda claro que en lo 
que refiere específicamente a la Ley N* 15.848, re- 
sultarán inaplicables, los artículos 1%, 3? y 4” de la 
misma, estableciéndose en particular que los actos 
administrativos que hayan motivado el archivo de 
acciones judiciales no causan estado y por tanto las 
mismas podrán continuarse a solicitud de parte o 
del Ministerio Público. 


Debe considerarse que las decisiones de carác- 
ter administrativo, adoptadas por el Poder Ejecutivo, 
además de violentar el principio de separación de Po- 
deres, que es la base del sistema democrático repu- 
blicano de gobierno, tuvieron por efecto impedir la 
investigación en la etapa del Presumario. Por tanto 
las resoluciones de archivo adoptadas por el Poder Ju- 
dicial en función de la vigencia de las disposiciones de 
la Ley N” 15.848, no generaron una sentencia o una 
decisión que pasara en autoridad de cosa juzgada. Al 
removerse el obstáculo administrativo el Poder Judi- 
cial recupera sus facultades de investigación respecto 
de los hechos y las pruebas aportadas, así como sus 
competencias de juzgar y castigar en los casos some- 
tidos a su jurisdicción. 
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III - Consideraciones finales. 


La norma proyectada, de ser sancionada, tendría 
además un claro objetivo simbólico: restablecer plena- 
mente la dignidad de la República ante el pueblo uru- 
guayo y la comunidad internacional, en tanto declare 
la inaplicabilidad absoluta de los artículos 1%, 3? y 4* 
de la Ley N” 15.848 por incompatibilidad absoluta con 
la Constitución de la República y los instrumentos in- 
ternacionales de protección de los derechos humanos 
que nuestro país reconoce y, en su caso, ha ratificado. 


Resulta claro que la norma proyectada cumple 
con el deber de protección asignado por el artículo 
7% de la Carta. Por otra parte debe señalarse que la 
Ley N* 15.848 nunca pudo interpretarse válidamente 
como una amnistía, o indulto, como lo ha señalado 
claramente la Suprema Corte de Justicia en la Sen- 
tencia 365/09 ya mencionada. 


Al solo efecto de dejar constancia, el proyecto de 
ley no vulnera ningún artículo de la Constitución de 
la República ni su espíritu garantista de los derechos 
inherentes a la personalidad humana como reza el 
artículo 72 de la Constitución de la República, sino 
por el contrario lo adecua al declarar inaplicable la 
norma más indigna de nuestro ordenamiento jurídi- 
co. Tampoco se vulnera principio alguno del derecho 
penal garantista, pues no hay retroactividad de la ley 
penal, pues los delitos existían a nivel internacional 
y a nivel nacional cuando se cometieron y las penas 
que aplicarán los Jueces son aquellas y no unas más 
severas. 


Los firmantes entendemos que mantener en 
nuestro ordenamiento jurídico una norma con tal 
contenido e inconsistencia compromete nuestro 
prestigio internacional como país respetuoso de los 
derechos de las personas y de los principios más ca- 
ros al sistema democrático representativo de gobier- 
no. Es por eso que la aprobación de la norma pro- 
puesta resulta de especial consideración y urgencia 
en la instancia. 


Los proponentes, aspiramos que este proyecto sea 
acompañado por la mayor cantidad de Legisladores 
que vean en su sanción un paso a la verdadera recon- 
ciliación de los orientales, que puede y debe hacerse 
sobre la base de la verdad, la memoria, la justicia, la 
reparación y el reconocimiento de la honorabilidad de 
las víctimas del terrorismo de Estado. Será una forma 
para continuar el camino de afianzamiento de las ins- 
tituciones democráticas, sobre la base de la igualdad 
ante la ley y el repudio a conductas incompatibles con 
los derechos humanos y con la identidad nacional. La 
búsqueda de un país de primera debe necesariamen- 
te superar nuestro pasado, asumiéndolo, erradican- 
do los obstáculos del presente incluidos los jurídicos, 
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que no nos permiten ver ni construir un porvenir de 
esperanza donde las conductas que configuren crí- 
menes de lesa humanidad nunca más sean realizadas 
y menos aún toleradas, justificadas o aceptadas. 


Montevideo, 27 de setiembre de 2010. 


Roque Arregui, Alfredo Asti, Julio Bango, Julio 
Battistoni, Jose Bayardi, Gustavo Bernini, 
Graciela Cáceres, Felipe Carballo, Hugo 
Dávila, Walter De León, Gonzalo De Toro, 
Roberto Frachia, Julio César Fernández, Carlos 
Gamou, Oscar Groba, Doreen Javier Ibarra, 
Maria Elena Laurnaga, Andrés Lima, José 
Carlos Mahía, Rubén Martínez Huelmo, Felipe 
Michelini, Gonzalo Mujica, Raúl Olivera, Jorge 
Orrico, Yerú Pardiñas, Ivonne Passada, Daniela 
Payssé, Guzmán Pedreira, Aníbal Pereyra, 
Darío Pérez Brito, Esteban Pérez, Pablo Pérez 
González, Mario Perrachón, Jorge Pozzi, Luis 
Puig, Edgardo Rodríguez, Gustavo Rombys, 
Sebastián Sabini, Alejandro Sánchez, Berta 
Sanseverino, Víctor Semproni, Juan C. Souza, 
Martín Tierno, Hermes Toledo Antúnez, Daisy 
Tourné, Carlos Varela Nestier, Álvaro Vega 
Llanes, Dionisio Vivían, Horacio Yanes, Heber 
Bousses. 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N* 33 


En Montevideo, el día seis de abril del año dos mil 
once, a la hora diecisiete y diez minutos, se reúne la 
Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara 
de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Constan- 
za Moreira y señores Senadores Eber Da Rosa, Fran- 
cisco Gallinal, Antonio Gallicchio, Carlos Gamou, 
Gustavo Guarino, Óscar López Goldaracena, Carlos 
Moreira y Ope Pasquet. 

Preside el señor Senador Francisco Gallinal, Pre- 
sidente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y las Prosecretarias señoras 
María Rinaldi y Ana Veríssimo. 

ASUNTO ENTRADO: 

Nota de la Junta Directiva del Hospital Italiano 
Umberto l, de fecha 30 de marzo de 2011, solicitando 
audiencia para informar la situación legal y operativa 
del Hospital. 

- El señor Presidente consulta a los señores Miem- 
bros sobre quiénes integrarán la Subcomisión creada 
para el estudio del proyecto de ley por el que se mo- 
difica la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009. 
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La señora Senadora Constanza Moreira informa que 
por la Bancada del Frente Amplio lo hará el señor 
Senador Óscar López Goldaracena; el señor Senador 
Eber Da Rosa informa que por la Bancada del Partido 
Nacional lo hará el señor Senador Carlos Moreira; en 
representación del Partido Colorado integrará la Sub- 
comisión el señor Senador Ope Pasquet. Se resuelve 
invitar especialmente a participar en la misma a la 
señora Presidenta de la Comisión de Asuntos Labora- 
les, Senadora Susana Dalmás. 

ORDEN DEL DÍA 

- Carpeta N* 369/10. LEY N* 15.848, DE 22 DE 
DICIEMBRE DE 1986, DE LA CADUCIDAD DE LA 
PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO. Se inter- 
pretan los artículos 1%, 32 y 4” y se declara que pre- 
sentan una ilegitimidad manifiesta, violan la Cons- 
titución de la República y carecen de valor jurídico 
alguno. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. (Distribuido N* 482/10). 

El señor Presidente pone a votación el proyecto 
de ley. Se vota el proyecto en general: 5 en 8, 
Afirmativa. 

Artículo 1*.- Se vota: 5 en 8. Afirmativa. 

Artículo 2% aditivo.- Se vota: 5 en 8. 
Afirmativa. 

Artículo 3% sustitutivo.- Se vota: 5 en 8. 
Afirmativa. 

Artículo 4 con modificaciones de redacción .- 
Se vota: 5 en 8. Afirmativa. 

Artículo 5% sustitutivo.- Se vota: 5 en 8. 
Afirmativa. 

Se designa Miembro Informante por la mayoría 
al señor Senador Óscar López Goldaracena quien lo 
hará en forma verbal. Se designa Miembro Informan- 
te por la minoría al señor Senador Francisco Gallinal, 
quien lo hará en forma verbal. 

Queda aprobado el proyecto de ley, cuyo texto se 
transcribe a continuación. 

“Artículo 1%.- Interprétase de conformidad con el 
artículo 85, numeral 20 de la Constitución de la Re- 
pública, que el derecho de todo ser humano a la vida, 
a su integridad personal, a no ser desaparecido, ni tor- 
turado, así como los derechos y obligaciones que regu- 
lan el acceso a la justicia, investigación, persecución, 
juzgamiento, cooperación y castigo de las violaciones 
de los mismos y de los crímenes de lesa humanidad, 
establecidos en las normas de Derecho Internacional 
ratificadas por la República y por las normas de ius 
cogens, están incorporadas a nuestra Constitución por 
la vía del artículo 72 de esta y se deberán aplicar di- 
rectamente por los tribunales de la República. 

Artículo 2*.- Declárase que la independencia del 
Poder Judicial y el ejercicio pleno de la función juris- 
diccional por la Suprema Corte de Justicia, los Tribu- 
nales y Juzgados (artículo 233 de la Constitución de 
la República) deriva esencial e insoslayablemente de 
la forma republicana de gobierno (artículo 72 de la 
Constitución de la República). 
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Artículo 3%.- Declárase como interpretación obli- 
gatoria (Código Civil, artículo 12) y en cumplimiento 
de la jurisprudencia pacífica y constante de la Supre- 
ma Corte de Justicia, que los artículos 1%, 3% y 4* de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, presen- 
tan una ilegitimidad manifiesta, son incompatibles 
con los artículos 4”, 72, 83 y 233 de la Constitución 
de la República y carecen de valor jurídico alguno. 

Artículo 4%.- En virtud de lo dispuesto en los artí- 
culos 1%, 2 y 3% de esta ley: 

A) El archivo de las actuaciones decretadas por el 
Juez competente por aplicación del artículo 3% de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, no extin- 
gue la acción penal ni constituye cosa juzgada. 

B) Toda intervención judicial que haya sido inte- 
rrumpida, suspendida o archivada por aplicación de 
la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, o por 
actos administrativos que se hubieran dictado en su 
aplicación, con el fin de obstaculizar, impedir o ar- 
chivar, o mantener suspendidas o archivadas, indaga- 
torias o acciones penales, continuará de oficio, o por 
solicitud del interesado o del Ministerio Público. 

C) Sin perjuicio de aquellos delitos imprescripti- 
bles, respecto de aquellos delitos que fueren prescrip- 
tibles, y hayan sido o pudieren haber sido comprendi- 
dos en la caducidad dispuesta por el artículo 1 de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, no podrá 
computarse a los efectos de la prescripción, el perío- 
do transcurrido entre el 22 de diciembre de 1986 y la 
fecha de entrada en vigor de esta ley. 

Artículo 5%.- Asimismo, lo dispuesto en esta ley se 
aplicará en su caso, a las nuevas denuncias que se 
presenten.” 

El señor Senador Carlos Gamou deja constancia 
que su voto obedece a disciplina partidaria. Asimismo 
el señor Senador Gustavo Guarino deja constancia de 
la calidad de su voto. 

El señor Senador Ope Pasquet propone dejar 
sin efecto la sesión del día de mañana 7 de abril en 
ocasión de la comparecencia de los doctores Didier 
Opertti y Jorge Tálice, en virtud que el proyecto de ley 
ya ha sido votado en la sesión de hoy y solicitarle a los 
doctores que informen por escrito la opinión que les 
merece el mismo y se reparta por Secretaría una vez 
que sea enviado. 

Asimismo el señor Senador Pasquet propone se 
curse al Ministerio de Relaciones Exteriores nota so- 
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licitando haga llegar a la Comisión a más tardar el 
viernes copia de la demanda de la Comisión Intera- 
mericana de Derechos Humanos y la contestación de 
la misma, relacionada con el caso “Gelman vs. Uru- 
guay”. 

El señor Presidente pone a votación la primera 
propuesta: se vota: 8 en 8. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. A continuación pone a votación la segunda 
propuesta: se vota: 8 en 8. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. 

- Carpeta N* 495/11. TRASLADO O RETENCIÓN 
ILÍCITOS DE PERSONAS DE MENOS DE 16 AÑOS 
DE EDAD. Proceso de restitución. Proyecto de ley 
con exposición de motivos presentado por los señores 
Senadores miembros de la Comisión de Constitución 
y Legislación de la Cámara de Senadores. (Distribui- 
do N* 636/11). 

La señora Senadora Constanza Moreira propone 
postergar su tratamiento. 

- Carpeta N* 494/11. CORTE ELECTORAL. Se fa- 
culta disponer la extensión horaria para sus oficinas. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por los señores Senadores miembros de la Comisión 
de Constitución y Legislación de la Cámara de Sena- 
dores. (Distribuido N* 639/11). 

El señor Presidente propone postergar su trata- 
miento a la espera de la respuesta del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 

RESOLUCIONES: 

19% Destinar a la Comisión de Salud Pública la so- 
licitud de audiencia de la Junta Directiva del Hospital 
Italiano Umberto 1. 

2% Postergar la invitación cursada a los integran- 
tes de la Comisión Redactora del Código del Proceso 
Penal para la sesión a realizarse el martes 3 de mayo 
a las 14 y 30 horas. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 669/2011, que forma parte 
de la presente. 

A la hora diecisiete y treinta y siete minutos, se 
levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 
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Disposiciones Citadas 


CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


SECCION 1 
DE LA NACIÓN Y SU SOBERANIA 
CAPITULO 1 
Artículo 4* - La soberania en toca su plenitud existe radicalmente en la Nación, a la 
que compete el derecho exclusivo de establecer sus leyes, del modo que más 
adelante se expresará. 
SECCION M 
DERECHOS, DEBERES Y GARANTIAS 
CAPITULO 


Artículo 7*.- Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en el 


goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser 
privado de estos derechos sino conforme a las leyes que se establecen por razones de 


interés general. 
Artículo 8*.- Todas las personas son iguales ante la ley, no reconociéndose otra 
distinción entre ellas sino la de los talentos o las virtudes. 


Artículo 10.- Las acciones privadas de las personas que de ningún modo atacan el 
orden público ni perjudican a un tercero, están exentas de la autoridad de los 
magistrados. 

Ningún habitante de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni 
privado de lo que ella no prohíbe. 

Articulo 12.-. Sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley, de un modo 
generalmente obligatorio. 


Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria, sino respecto de las causas en 
que actualmente se pronunciaren. 


Articulo 13.-. La interpretación auténtica o hecha por el legislador, tendrá efecto 
desde ¡a fecha de la ley interpretada; pero no podrá aplicarse a los casos ya 
definitivamente concluidos. 


Artículo 15.- Nadie puede ser preso sino infraganti delito o habiendo semiplena 
prueba de él, por orden escrita de Juez competente. 

Artículo 16.- En cualquiera de los casos del artículo anterior, el Juez, bajo la más 
seria responsabilidad, tomará al arrestado su declaración dentro de veinticuatro horas, 
y dentro de cuarenta y ocho, lo más, empezará el sumario. La declaración del acusado 
deberá ser tomada en presencia de su defensor. Este tendrá también el derecho de 
asistir a todas las diligencias sumariales. 


Articulo 17.- pio coral zoo a co lp 
DN "habeas corpus”, a fin de que 

explique y justifique de inmediato el motivo legal de 
An la e Y ao del el Joss lol. 


Artículo 18.- Las leyes fijarán el orden y las formalidades de los juicios. 


Artículo 22.- Todo juicio criminal empezará por acusación de parte o del acusador 
público, quedando abolidas las pesquisas secretas. 
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Artículo 23.- Todos los Jueces son responsables ante la ley, de la más pequeña 
contra los derechos de las persones, así como por separarse del orden de 
proceder que en ella se establezca. 


Adículo 24.- El Estado, los Gobiernos Departamentales, los Entes Autónomos, los 
Servicios Descentralizados y, en general, todo órgano del Estado, serán civilmente 

del daño causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, 
confiados a su gestión o dirección. 


Artículo 26.- A nadie se le aplicará la pena de muerte. 
En ningún caso se permitirá que las cárceles sirvan para mortificar, y sí sólo para 


asegurar a los procesados y penados, persiguiendo su reeducación, la aptitud para el 
trabajo y la profilwmás del delito. 


CAPITULO lil 


Artículo 72.- La enumeración de derechos, deberes y garantias hecha por la 
Constitución, no excluye los otros que son inherentes a la personalidad humana o se 
derivan de la forma republicana de gobierno. 


SECCIÓN Il 
De los Efectos de la Ausencia, relativamente al Matrimonio 


Anículo 79.- Pasados seis meses después de la desaparición del padre o madre 
ausentes, sin haberse recibido noticias suyas, se proveerá de tutor a los hijos menores 
cuando el otro padre no exista o no esté en ejercicio de la patria potestad, 


Fuente: Ley N” 16.603 de 19 de oclubra de 1994, artículo 11 


SECCION IV 
DE LA FORMA DE GOBIERNO Y SUS DIFERENTES PODERES 
CAPITULO UNICO 
Artículo 82.- La Nación adopta para su Gobiemo la forma democrática republicana, 


Su soberanía será ejercida directamente por el Cuerpo Electoral en los casos de 
elección, iniciativa y referéndum, e indirectamente por los Poderes representativos que 
establece esta Constitución; todo conforme a las reglas expresadas en la misma. 


SECCION V 
DEL PODER LEGISLATIVO 
CAPITULO | 
Artículo 83.- El Poder Legislativo será ejercido por la Asamblea General. 


Artículo 84.- Esta se compondrá de dos Cámaras: una de Representantes y otra de 
Senadores, las que actuarán separada o conjuntamente, según las distintas 
disposiciones de la presente Constitución. 


Aríículo 85.- A la Asamblea General compete: 
1% Formar y mandar publicar los Códigos. 
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4) 


11) 


12) 


13) 


14) 
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Establecer los Tribunales y arreglar la Administración de Justicia y de lo 
Contencioso Administrativo. 


Expedir leyes relativas a la independencia, seguridad, tranquilidad y decoro de la 
República; protección de todos los derechos individuales y fomento de la 
ilustración, agricultura, industria, comercio interior y exterior. 


Establecer las contribuciones necesarias para cubrir los presupuestos, su 
distribución, el orden de su recaudación e inversión, y suprimir, modificar o 
aumentar las existentes. 


Aprobar o reprobar, en todo o en parte, las cuentas que presente el Poder 
Ejecutivo. 


Autorizar, a iniciativa del Poder Ejecutivo, la Deuda Pública Nacional, 
consolidaria, designar sus garanlías y reglamentar el crédito público, 
requiriéndose, en los tres primeros casos, la mayoría absoluta de votos del total 
de componentes de cada Cámara. 


Decretar la guerra y aprobar o reprobar por mayoría absoluta de votos del total 
de componentes de cada Cámara, los tratados de paz, alianza, comercio y las 
convenciones o contratos de cualquier naturaleza que celebre el Poder Ejecutivo 
con potencias extranjeras. 


Designar todos los años la fuerza armada necesaria. Los efectivos militares sólo 
podrán ser aumentados por la mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara. 


Crear nuevos Departamentos por mayoría de dos tercios de votos del total de 


importación aplicándose 
estos últimos, lo dispuesto en el artículo 87; así como declarar de ¡interés 
nacional zonas turísticas, que serán atendidas por el Ministerio respectivo. 


Justificar el peso, ley y valor de las monedas; fijar el tipo y denominación de las 
mismas, y arreglar el sistema de pesas y medidas. 


O O do O SNA 
determinando para el primer caso, el tiempo en que deban salir de él. Se 
exceptúan las fuerzas que entran al solo efecto de rendir honores, cuya 
entrada será autorizada por el Poder Ejecutivo. 


Negar o conceder la salida de fuerzas nacionales fuera de la República, 
señalando, para este caso, el tiempo de su regreso a ella. 


Crear o suprimir empleos públicos, determinando sus dotaciones o retiros; y 


Conceder indultos por dos tercios de votos del total de componentes de la 
Asamblea General en reunión de ambas Cámaras, y acordar amnistias en 
casos extraordinarios, por mayoría absoluta de votos del total de componentes 
de cada Cámara. 
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15) Hacer los reglamentos de milicias y determinar el tiempo y número en que 
deben reunirse. 


16) Elegir el lugar en que deban residir las primeras autoridades de la Nación. 


17) Conceder monopolios, requiriéndose para ello dos tercios de votos del total de 
componentes de cada Cámara. Para instituidos en favor del Estado o de los 
Gobiernos Departamentales, se requerirá la mayoría absoluta de votos del total 

de componentes de cada Cámara. 


18) Elegir, en reunión de ambas Cámaras, los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, de la Corte Electoral, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y 
del Tribunal de Cuentas, con mjeción, « 10 depantla em les Heretanies 
respectivas. 


19) uzgar politicamente la conducta de los Ministros de Estado, de acuerdo a lo 
entes en la Sección VAL 


20) Interpretar la Constitución, sin penuicio de la facultad que corresponde a la 
Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con los artículos 256 a 261, 
SECCION IX 
DEL PODER EJECUTIVO 
CAPITULO MN 


Artículo 160.- El Consejo de Ministros se integrará con jos titulares de los respectivos 
Ministerios o quienes hagan sus veces, y tendrá competencia privativa en todos los 
actos de gobierno y administración que planteen en su seno el Presidente de la 
uslllloo € ans Mslbtos us tarios de dls rolpataia cudaans, Tendrá, asimismo, 
competencia privativa en los casos previstos en los incisos 7%) (declaratoria de 
urgencia), 16, 19 y 24 del artículo 168. 


SECCION XV 
DEL PODER JUDICIAL 
CAPITULO 1 


Artículo 233.- El Poder Judicial será ejercido por la Suprema Corte de Justicia y por 
los Tribunales y Juzgados, en la forma que estableciera la ley 


Artículo 256.- Los hijos, cualquiera que sea su estado, edad y condición deben 
honrar y respetar a su padre y a su madre. 


Artículo 257.- Los hijos menores de edad no pueden. sin permiso de sus padres, 
dejar la casa paterna o aquella en que sus padres los han puesto; debiendo en todos 
los casos ser awiliada la autoridad doméstica por la pública, al efecto de hacer volver 
los hijos al poder y obediencia de sus padres. 


CAPITULO IX 
Artículo 258.- La declaración de inconstitucionalidad de una ley y la inaplicabilidad de 


las disposiciones afectadas por aquélla, podrán solicitarse por todo aquel que se 


lesionado en su interés directo, personal y legitimo: 
1%) Por vía de acción, que deberá entablar ante la Suprema Corte de Justicia. 
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2”) Por vía de excepción, que podrá oponer en cualquier procedimiento jpdicial. 


El Juez o Tribunal que entendiere en cualquier procedimiento judicial, o el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, en su caso, también podrá solicitar de oficio la 
botica de inconstitucionalidad de una ley y su inaplicabilidad, antes de dictar 


0 y a 0 er el numeral 2”), se suspenderán los 
procedimientos, elevándose las pl epa a o ay 


Artículo 259.- El fallo de la Suprema Corte de Justicia se referirá exclusivamente al 
caso concreto y sólo tendrá efecto en los procedimientos en que se haya pronunciado. 


SECCION XIX 
DE LA OBSERVANCIA DE LAS LEYES ANTERIORES 


DEL CUMPLIMIENTO Y DE LA REFORMA DE LA PRESENTE CONSTITUCION 


CAPITULO Mi 
1.- La presente Constitución podrá ser reformada. total o parcialmente, 


Artículo 331.- 
conforme a los siguientes procedimientos: 


A) 


B) 


C) 


Por iniciativa del diez por ciento de los ciudadanos inscriptos en el Registro 


La Asamblea General, en reunión de ambas Cámaras, podrá formular 
proyectos sustitutivos que someterá a la decisión plebiscitaria, juntamente con 
la iniciativa popular. 

Por proyectos de reforma que reúnan dos quintos del total de componentes de 
la Asamblea General, presentados al Presidente de la misma, los que serán 
sometidos al plebiscito en la primera elección que se realice. 


Para que el plebiscito sea A A 
requerirá que vote por “Si” la mayoría absoluta de los ciudadanos que 


representar 
cinco por ciento del total de inscriptos en el Registro Cívico Nacional. 


Los Senadores, los Representantes y el Poder Ejecutivo podrán presentar 
proyectos de reforma que deberán ser aprobados por mayoría absoluta del 
total de los componentes de la Asamblea General. 


El proyecto que fuere desechado no podrá reiterarse hasta el siguiente período 
legislativo, debiendo observar las mismas formalidades. 


Aprobada la inictativa y promulgada por el Presidente de la Asamblea General, 
el Poder Ejecutivo convocará, dentro de los noventa dias siguientes, a 
elecciones de una Convención Nacional Constituyente que deliberará y 
resolverá sobre las iniciativas aprobadas para la reforma, así como sobre las 


demás que puedan presentarse ante la Convención. El número de 
será doble del de Legisladores. Conjuntamente se elegirán 
suplentes en número doble al de convencionales. condiciones 


Las 
o O serán las que rijan para los 


67-C.S. 


68-C.S. 


D) 


E) 
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Su elección por listas departamentales, se regirá por el sistema de la 


año, contado desde la fecha en que se haya promulgado la iniciativa de 
reforma 


Las resoluciones de la Convención deberán tomarse por mayoria absoluta del 
número total de convencionales, debiendo terminar sus tareas dentro del año, 
contado desde la fecha de su instalación. El proyecto o proyectos redactados 
por la Convención serán comunicados al Poder Ejecutivo para su inmediata y 


El proyecto o proyectos redactados por la Convención deberán ser ratificados 
por el Cuerpo Electoral, convocado al efecto por el Poder Ejecutivo, en la fecha 


Los votantes se expresarán por *Si" o por "No" y si fueran varios los textos de 
enmienda, se pronunciarán por separado sobre cada uno de ellos. A tal efecto, 


será inferior al treinta y cinco por ciento de los ciudadanos inscriptos en 
Registro Cívico Nacional. 

En los casos de los apartados A) y B) sólo se someterán a la ratificación 
plebiscitaria 


después de tales términos, se someterán al plebiscito conjuntamente con las 
elecciones subsiguientes. 

La Constitución podrá ser reformada, también, por leyes constitucionales que 
requerirán para su sanción, los dos tercios del total de componentes de cada 


una de las Cámaras dentro de una misma Legislatura Las leyes 
constitucionales no podrán ser vetadas por el Poder Ejecutivo y entrarán en 
vigencia luego que el electorado especialmente en la fecha que la 
misma determine, exprese su por absoluta de los 


ley conformidad mayoría 
votos emitidos y serán promulgadas por el Presidente de la Asamblea General, 


Si la convocatoria del Cuerpo Electoral para la ratificación de las enmiendas, en 
A E A B), C) y D) coincidiera con alguna elección de 
del Estado, los ciudadanos deberán 


elección de cargos electivos, al ser sometidas al plebiscito, simultáneamente se 
votará para esos cargos por el sistema propuesto y por el anterior, teniendo 
fuerza imperativa la decisión plebiscitaria. 

CAPITULO IV 


Artículo 332.- Los preceptos de la presente Constitución que reconocen derechos a 


los individuos, así como los que atribuyen facultades e imponen deberes a las 
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CODIGO CIVIL 


TITULO PRELIMINAR 
De Las Leyes 


Artículo 12- Sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley, de un modo 
generalmente obligatorio. 


Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria, sino respecto de las causas 
en que actualmente se pronunciaren. 


Artículo 13.- La interpretación auténtica o hecha por el legisiador, tendrá efecto 
desde la fecha de la ley interpretada, pero no podrá aplicarse a los casos ya 
definitivamente concluidos. 


Artículo 17.- Cuando el sentido de la ley es claro, no se desalenderá su tenor 
iteral, a pretexto de consultar su espíritu. 


Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su 
intención o espiritu, claramente manifestados en ella misma o en la historia fidedigna 
de su sanción. 
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CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO 
Ley 15.982, de 18 de octubre de 1988 


TITULO 1X 
Proceso de inconstitucionalidad de la ley 


Artículo 522.- Comunicación al Poder Legislativo y al Gobierno Departamental 
correspondiente. Toda sentencia que declara la inconstitucionalidad de una ley, será 
[] cuando 


Departamental correspondiente 
se tratare de la inconsttucionalidad de un decreto que tenga fuerza de ley en su 
iurisdicción. 
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CODIGO PENAL 


TITULO IV 
DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA 


CAPITULO ll 
Abuso de autoridad y violación de los deberes inherentes a una función pública 


Artículo 165. (Abandono colectivo de funciones y servicios públicos .de necesidad o 
utilidad pública) Los funcionarios públicos que abandonaren colectivamente la función, 
en número no menor de cinco, con menoscabo de su continuidad o regularidad, serán 
castigados con pena de tres a dieciocho meses de prisión. 
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Ley N* 15.032, 


de 7 de julio de 1980 


CÓDIGO DEL PROCESO PENAL 
TITULO il 
DE LAS ACCIONES 
CAPITULO | 
De la acción penal 


_Aicuo24 (Falta de los presupuestos dela acción) Si el ejercicio de la acción 
penal está condicionado por la Constitución o la ley a la previa realización de una 
A 
determinada, procede la inmediata clausura del proceso penal siempre que se 
compruebe la inexistencia de dicho presupuesto. 
LIBRO UI 
Del Proceso de Conocimiento 
TITULO | 
DE LOS ACTOS PRELIMINARES 
CAPITULO ll 
De la denuncia y el delito flagrante . 
Artículo 112. (Extensión y contenido). Se denomina presumario, la etapa de 
instrucción que se extiende desde la iniciación del procedimiento penal, hasta la 
providencia que disponga el archivo de los antecedentes, por falta de mérito para 
procesar, o el procesamiento del indagado. 

En caso de transcurrir un año desde el inicio de las actuaciones presumariales 
sin haberse dictado el auto de procesamiento u ordenado el archivo de las actueciones 
por falta de mérito, el Juez de la causa deberá informar por escrito y 
circunstanciadamente a la Suprema Corte de Justicia, sobre las causas de la 


extensión más allá de ese lapso. Dicho informe se repetirá cada seis meses después 
del vencimiento del plazo indicado. 


Si al considerar alguno de los informes a que refiere el inciso precedente la 
Suprema Corte de Justicia declarare que la demora no está justificada, el Juez 
quedará impedido de seguir conociendo en dichas actuaciones y gogo 
antecedentes al subrogante. La declaración de la Suprema Bo xq 
anotará en la foja de servicios del magistrado afectado y será tenida en 
oportunidad de su eventual traslado o ascenso. 

Lo dispuesto en los incisos precedentes será observado sin perjuicio 

ido por el articulo 113 del presente Código, en la redacción dada por 


Justicia 
cuenta e 

de lo 
establecido la Ley N” 
17.773, de 20 de mayo de 2004, (*) 


Fuente: incisos segundo. tercero y cuarto, Ley N* 17.930, de 19/12/2005 
aniculo 411, 
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TITULO VI 
DE LOS RECURSOS 
CAPITULO 1 
De! recurso de reposición 


Artículo 250. (Admisibilidad).- El recurso de reposición puede deducirse contra las 
providencias mere interlocutorias, para que el mismo Juez o Tribunal que las haya 
dictado las revoque por contrario imperio. 


Se interpondrá dentro de tres días contados desde el siguiente a la notificación y el 
Juez lo resolverá sin sustanciario. 


De la resolución que recaiga, acordando o negando la reposición, no habrá recurso 
alguno. 


TITULO VI 
DE LOS RECURSOS 


CAPITULO Il 
Del recurso de apelación 
SECCION | 
Trámite ante el Juzgado de Primera Instancia 


Artículo 251, (Procedencia).- a AS 
sentencias definitivas y de las interiocutorias. 


En este último caso, será subsidiario del recurso de reposición. 


Artículo 252. (Apelación de sentencias intertocutorias).- El recurso de apelación 
contra las sentencias interlocutorias se interpondrá dentro de cinco días, en escrito 
fundado, del que se dará traslado a la otra parte, con plazo de seis días 

Al evacuar el traslado, podrá la contraparte adherir al recurso, fundando a su vez sus 
agravios. 

A A A PRA, PO 
las. 


La apelación y la adhesión no fundadas se rechazarán de plano, teniéndose por 
istidos a los recurrentes. 


Articulo 253. (Sentencias definitivas).- El recurso de apelación contra las sentencias 
definitivas no expresará sus fundamentos y se inlerpondrá dentro de tres días; 


"substanciándose con un traslado por un plazo igual. 


De igual plazo dispondrá el Juez para admitirlo o denegarlo; si lo admite, en el 
mismo auto mandará expresar agravios al apelante que corresponda, quien dispondrá 
de diez dias para hacerlo. 

De la expresión de agravios se correrá traslado a la contraparte, con plazo de diez 
días. : 

Si el apelante no funda su recurso dentro del plazo señalado, la oficina dará cuenta y 
se procederá a la saca inmediata de los autos. 


Cuando ambas partes hubieran apelado, expresará agravios en primer término el 
Ministerio Público. En este caso, el Defensor expresará sus agravios junto con la 
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contestación; de los agravios se conferirá nuevo traslado al Ministerio Público, por diez 
días. 

Al evacuar el traslado, podrá la contraparte adherir al recurso, fundando a la vez sus 
agravios. 

Del escrito de adhesión, se correrá traslado al primer apelante, por el término de 
quince dias. 

La adhesión no fundada se rechazará de plano, teniéndose por desistido al 
adherente, ; 

Artículo 254. (Naturaleza de los plazos).- Todos los plazos a que se refieren los 
artículos 252 y 253 son perentorios e improrrogables. 

Artículo 255. (Ejecutoriedad de las sentencias).- Pasados los tres días a que se 
refiere el inciso primero del artículo 253 sin interponerse la apelación, quedan 


consentidas de derecho las sentencias y con fuerza de ejecutoria, sin necesidad de 
declaración alguna. 


No obstante, el Juez, de oficio, elevará los autos en apelación cuando no fueren 
apeladas las sentencias que impongan penas o medidas de seguridad eliminativas, o 
ambas a la vez, por más de tres años, 


SECCION il 
Trámite ante el Tribunal de Segunda instancia 
CAPITULO Y 
Del recurso de casación 


Artículo 269. (Objeto de la casación).- Procede el recurso de casación por infracción 
de la ley en el fondo o en la forma, contra todas las sentencias dictadas en segunda 
instancia, así como contra las resoluciones de segunda instancia que pongan fin a la 
acción penal o hagan imposible su continuación. 

No procede, respecto de las sentencias pronunciadas por la Corte de Justicia, 


La Corte de Justicia es la autoridad competente para entender en este recurso, 
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Ley N” 18.596, de 18 de setiembre de 2009 . 


ACTUACIÓN ILEGÍTIMA DEL ESTADO ENTRE EL 13 DE JUNIO DE 1968 
Y EL 28 DE FEBRERO DE 1985 


CAPÍTULO | 
RECONOCIMIENTO POR PARTE DEL ESTADO 


Artículo 1% - Reconócese el quebrantamiento del Estado de Derecho que 
impidiera el ejercicio de derechos fundamentales a las personas, en violación a 
los Derechos Humanos o a las normas del Derecho Internacional Humanitario, 
en el periodo comprendido desde el 27 de junio de 1973 hasta el 28 de febrero 
de 1985, 


Articulo 2”.- Se reconoce la responsabilidad del Estado uruguayo en la 
realización de prácticas sistemáticas de tortura, desaparición forzada y prisión 
sin intervención del Poder Judicial, homicidios, aniquilación de personas en su 
integridad psicofisica, exilio político o destierro de la vida social, en el período 
comprendido desde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 1973, 
marcado por la aplicación sistemática de las Medidas Prontas de Seguridad e 
inspirado en el marco ideológico de la Doctrina de la Seguridad Nacional. 


Artículo 3%.- Reconócese el derecho a la reparación integral a todas aquellas 
personas que, por acción u omisión del Estado, se encuentren comprendidas 
en las definiciones de los artículos 4* y 5? de la presente ley. Dicha reparación 
deberá efectivizarse -cuando correspondiere- con medidas adecuadas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición. 

CAPÍTULO V 
DISPOSICIONES FINALES. 


Artículo 23.- La Comisión Especial de la Ley N* 18.033, de 13 de octubre de 
2006, actuará en forma permanente para todas las peticiones que se le 
presenten y se la autoriza a rever los casos en que hubieran recaído 
resoluciones denegatorias y que, por virtud de lo consagrado en los 
artículos 12 y 13 de la presente ley, estarían amparados. < 
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Ley N” 18.033, de 13 de octubre de 2006 


Articulo 1*.- Quedan comprendidos en la presente ley las personas que, por 
motivos políticos, ideológicos o gremiales, entre el 9 de febrero de 1973 y el 23 
de febrero de 1985: 


A) Se hubieran visto obligadas a abandonar el territorio nacional siempre que 
hubieran retornado al mismo antes del 1? de marzo de 1995. 


B) Hubieran estado detenidas o en la clandestinidad, durante dicho lapso, total 
o parcialmente. 


C) Hayan sido despedidos de la actividad privada al amparo de lo preceptuado 
por el Decreto N* 518/973, de 4 de julio de 1973, y lo acrediten 
fehacientemente. Asimismo, se encuentran comprendidos quienes 
acrediten su calidad de trabajadores de las empresas clausuradas en virtud 
de lo dispuesto por el articulo 3? del Decreto N” 1.026/973, de 28 de 
noviembre de 1973. (*) 


Asimismo, se encuentran amparados quienes con anterioridad al 9 de febrero 
de 1973 y por los mismos motivos indicados precedentemente, fueron 
detenidos o abandonaron el territorio nacional y retornaron antes del 1” de 
marzo de 1995, y acrediten fehacientemente dichas circunstancias. 


FUENTE: fiteral C), Ley N* 18,235, de 25/12/2007, articulo 1? 
CAPÍTULO Il 
CÓMPUTO FICTO DE SERVICIOS Y AFILIACIÓN 


Articulo 2? - Las personas comprendidas en el artículo anterior tendrán 
cómputo ficto de servicios, a los efectos jubilatorios y pensionarios, durante: 


A) El período en que se hayan mantenido las situaciones previstas en los 
literales A) y B) de dicho artículo. 


B) El lapso que haya insumido el reingreso a una actividad formal, hasta el 28 
de febrero de 1985 inclusive, como máximo, en la situación prevista por el 
literal C) del referido artículo. 


Cuando las situaciones de detención o clandestinidad hayan tenido como 
consecuencia la pérdida del trabajo, el cómputo ficto de servicios abarcará, 
asimismo, el periodo indicado en el literal B) del presente artículo. 


Artículo 3*.- A las personas comprendidas en las disposiciones de la presente 
ley se les reconocerá, durante el período de cómputo ficto de servicios, una 
asignación computable mensual equivalente a once Bases de Prestaciones y 
Contribuciones (Ley N* 17.856, de 20 de diciembre de 2004), al valor de la 
fecha de vigencia de la presente. 


*.- Los servicios reconocidos al amparo de la presente ley son 
ordinarios y no podrán fraccionarse. 
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La inclusión de dichos servicios estará determinada por: 


1) La que corresponda a la actividad privada que desempeñaba el beneficiario 
o el causante, al momento de verse afectado por cualquiera de las 
circunstancias de prisión, exilio, clandestinidad o desocupación, previstas 
en el artículo 1". 


2) En su defecto, la que corresponda a la primera actividad que desempeñara 
el beneficiario o el causante tras el cese de las referidas circunstancias. 


Tratándose de beneficiarios sin causal a dicha fecha, la afiliación de los 
periodos estará determinada por los últimos servicios prestados por el 
beneficiario o el causante, según corresponda. 


Artículo 5*.- Cuando, de acuerdo con los criterios establecidos en el anterior, 
no pudiese determinarse la afiliación, se considerará que los servicios fueron 
prestados al amparo de la Ley N” 12,138, de 13 de octubre de 1954, y del 
artículo 18 de la Ley N* 12,380, de 12 de febrero de 100% 


CAPÍTULO Il 
RÉGIMEN JUBILATORIO Y PENSIONARIO 


Articulo 6*.- A los beneficiarios de la presente ley se les aplicará el régimen 
de pasividades vigente, con las especialidades que surgen de esta normativa, 
en tanto les resulte más beneficiosa. 


Artículo 7*.- El monto mínimo de asignación de jubilación de las personas 
amparadas por las disposiciones de la presente ley, en ningún caso podrá ser 
inferior al equivalente a cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones 
vigentes al momento de ingresar al goce de la prestación. 


- Las personas amparadas por la presente ley que, sin configurar 
causal de jubilación, cuenten con sesenta años de edad y un mínimo de diez 
años de servicios (artículo 77 de la Ley N” 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
o la normativa que corresponda según el ámbito de afiliación), tendrán derecho 
a una jubilación especial equivalente, al momento de inicio del servicio, a 
cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales 


La jubilación prevista en el inciso anterior es incompatible con el goce de 
cualquier otra jubilación, retiro o subsidio transitorio por incapacidad parcial. 


Para los casos comprendidos en el inciso final del artículo 10 de la presente 
ley, la no configuración de la causal jubilatoria descripta en el inciso primero del 
presente articulo está referida a la actividad simultánea no reparada, Á esos 
efectos el beneficiario tendrá derecho a optar, por la incompatibilidad de la 
misma, entre la jubilación especial y cualquier otra jubilación, retiro o subsidio 
transitorio por incapacidad parcial. 
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Artículo 9”. - Las disposiciones de la presente ley también alcanzarán a 
aquellas personas que, comprendidas en el artículo 1? de la presente ley, a la 
fecha de su vigencia hayan fallecido o hayan sido declaradas ausentes por 
decisión judicial o en virtud de lo dispuesto por la Ley N* 17.894, de 14 de 
setiembre de 2005, o hayan desaparecido en un siniestro conocido de manera 
pública y notoria, todas las cuales generarán derecho a pensión de 
sobrevivencia en las condiciones dispuestas por el régimen jubilatorio o 
pensionario aplicable. 


CAPÍTULO IV 
EXCLUSIONES 


Artículo 10.- Quedan excluidas de la presente ley, con excepción de lo 
establecido en el artículo 11: 


A) Las personas que hubieran trabajado en países con los cuales la República 
Oniental del Uruguay tiene acuerdos de seguridad social y durante el 
periodo en que desarrollaron actividad laboral en los mismos. 


B) Las personas efectivamente amparadas por las leyes especiales que 
atendieron situaciones de esta naturaleza para actividades específicas (Ley 
N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, Ley N* 16.163, de 21 de 
diciembre de 1990, Ley N” 16.194, de 12 de julio de 1991, Ley N* 16.451, 
de 16 de diciembre 1993, Ley N* 16.561, de 19 de agosto de 1994, Ley 
N? 17.061, de 24 de diciembre de 1998, Ley N* 17.620, de 17 de febrero de 
2003, Ley N* 17,917, de 30 de octubre de 2005, Ley N* 17.949, de 8 de 
enero de 2006, u otras disposiciones análogas) por las actividades a que 
refieren dichas normas. 


C) Las personas cuya actividad estuviera amparada por. las cajas 
paraestatales y hubieran sido oportunamente reparadas por dichos 
organismos, en cuanto dicha reparación corresponda a hechos acaecidos 
durante el período previsto en el artículo 1*, 


Quienes se encontraren en cualquiera de las situaciones previstas en los 
literales anteriores, pero acrediten haber realizado otra actividad laboral 
simultánea a aquélla, al momento de verse afectados por cualquiera de las 
situaciones previstas en el artículo 1%, quedarán incluidos dentro de las 
disposiciones de esta norma, por la actividad por la que no fueron reparados. 


CAPÍTULO Y 
PENSIÓN ESPECIAL REPARATORIA 


Artículo 11.- Las personas comprendidas en el artículo 1? de esta ley que 
habiendo sido detenidas y procesadas por la Justicia Militar o Civil y que, como 
consecuencia de ello sufrieron privación de libertad entre el 9 de febrero de 
1973 y el 28 de febrero de 1985, tendrán derecho a una pensión especial 
reparatoria equivalente, al momento de inicio de su percepción, a 8,5 (ocho y 
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media) Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales, 


No tendrán derecho a percibir la prestación establecida en el presente 
artículo los titulares de una jubilación, pensión, retiro o subsidio transitorio por 
incapacidad parcial, salvo que optaren por la pensión especial reparatoria. 


Tampoco podrán acceder a esta prestación quienes se hubieren acogido a 
los beneficios establecidos en la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, 
Ley N” 16.163, de 21 de diciembre de 1990, Ley N* 16.194, de 12 de julio de 
1991, Ley N* 16.451, de 16 de diciembre de 1993, Ley N” 16.561, de 19 de 
agosto de 1994, Ley N? 17.061, de 24 de diciembre de 1998, Ley N* 17.620, de 
17 de febrero de 2003, Ley N* 17.917, de 30 de octubre de 2005, Ley 
N* 17.949, de 8 de enero de 2006, u otras disposiciones análogas, ni quienes 
perciban ingresos de cualquier naturaleza superiores a 15 (quince) Bases de 
Prestaciones y Contribuciones mensuales, calculados en promedio anual. 


En caso de fallecimiento de los beneficiarios de esta Pensión Especial 
Reparatoria, su cónyuge o concubino/a 'more uxorio', hijos menores, hijos 
mayores declarados incapaces y los/as concubinos/as declarados tales por la 
Ley N* 18.246, de 27 de diciembre de 2007, podrán ejercer derechos de 
causahabientes. 


Los ajustes al monto inicial de la prestación se realizarán de acuerdo con el 
régimen establecido en el artículo 67 de la Constitución de la República. 


El derecho a acogerse al beneficio regulado en este artículo no prescribe 
extintivamente ni caduca. 


El Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio del Interior y la Suprema 
Corte de Justicia, en un plazo de treinta días a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley, deberán remitir a la Comisión Especial creada por el artículo 
13, toda la información disponible en su poder para la identificación de los 
beneficiarios comprendidos en el inciso primero de este artículo. 


La Comisión Especial que se crea por el artículo 13 de la presente ley podrá 
decidir -debiendo hacerlo en este caso por unanimidad- el otorgamiento de esta 
pensión especial reparatoria a aquellas personas que, por los motivos y dentro 
del periodo indicado en el artículo 1? hayan sido privadas de libertad en un 
lapso superior a un año y no hayan sido sometidas a proceso. 


Asimismo, por unanimidad, la Comisión Especial podrá otorgar la Pensión 
Especial Reparatoria a los uruguayos o uruguayas detenidos en centros de 
detención clandestinos en el extranjero, con participación de agentes del 
Estado uruguayo, por los motivos y dentro del periodo indicados en el 
articulo 1*, cualquiera fuera el lapso de detención sufrida. 


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, aquellas personas que 
hubiesen sido beneficiadas de lo dispuesto en las leyes indicadas en el inciso 


. tercero del presente artículo y en situación de jubilación o pasividad 


percibiendo sumas inferiores a 8,5 BPC (ocho y media Bases de Prestaciones 
y Contribuciones) mensuales, tendrán derecho a optar por la Pensión Especial 


. Reparatoria prevista en el inciso primero, 


Fuente: incisos cuarto, noveno y décimo, Ley N* 18.596 de 18/09/2009, articulo 13 
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CAPÍTULO VI 
FINANCIACIÓN 


Artículo 12.- Los gastos que genere la aplicación de la presente ley serán 
atendidos por Rentas Generales. 


CAPÍTULO VII 
COMISIÓN ESPECIAL 


Articulo 13.- Créase una Comisión Especial que actuará en el ámbito del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuya integración, cometidos y 
funciones serán los que se expresan en los artículos siguientes. 


Esta Comisión deberá constituirse dentro de los treinta días a partir de la 
vigencia de esta ley, siendo obligación del Poder Ejecutivo publicitar la fecha de 
su constitución. 


La Comisión Especial a través del Poder Ejecutivo entre el primer y segundo 
año de vigencia de la presente ley, elevará a la Asamblea General un informe 
evaluatorio de la aplicación de la misma y del cumplimiento efectivo de los 
objetivos que la promovieron. 


Artículo 14.- La Comisión Especial estará integrada por cinco miembros: 


A) Un delegado designado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
quien la presidirá. 


B) Un delegado designado por el Banco de Previsión Social. 
C) Un delegado designado por el Ministerio de Economía y Finanzas. 


D) Un delegado designado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Plenario 
Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT- 
CNT). 


E) Un delegado designado por el Poder Ejecutivo a propuesta de la Asamblea 
Nacional de Ex Presos Políticos del Uruguay (CRYSOL), Comisión por el 
Reencuentro de los. Uruguayos (CRU) y del Servicio Ecuménico para la 
Dignidad Humana (SEDHU), 


Artículo 15.-La Comisión Especial entenderá en todo lo relativo a la 
instrucción, sustanciación y resolución definitiva sobre las solicitudes de 
amparo a las disposiciones de la presente ley, así como al otorgamiento de los 
beneficios dispuestos 


A dichos efectos podrá disponer de todas las medidas que estime 
conveniente para contar con la más completa información, requerir los 
antecedentes necesarios para su diligenciamiento, comunicándose 
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directamente con las entidades públicas y privadas, admitiendo todos los 
medios de prueba previstos en el artículo 146 del Código General del Proceso, 
los que se apreciarán de conformidad con el principio de la sana crítica. 


La condición de clandestinidad se justificará mediante la acreditación 
fehaciente del requerimiento de la persona por las autoridades del gobierno de 
facto por los motivos establecidos en el artículo 1% Para otros casos en que se 
invoque tal condición, la Comisión Especial a la que refiere el articulo 13 de la 
presente ley deberá adoptar decisión al respecto por unanimidad de sus 
miembros. 


CAPÍTULO VIII 
PROCEDIMIENTO 


Articulo 16.- Las solicitudes de amparo a la presente ley se tramitarán de 
acuerdo con lo dispuesto por el Decreto N* 500/991, de 27 de setiembre de 
1991. 


Artículo 17.- Se remitirán a la Comisión Especial creada por la presente ley 
las solicitudes presentadas ante la Comisión Especial creada por la Ley 
N* 17 449, de 4 de enero de 2002, a efectos de que, a petición de parte 
interesada: 


A) Determine la procedencia de la modificación de la prestación 
correspondiente a aquellos que hubieren sido amparados por dicha ley, 
comunicándolo en tal caso al instituto que sirva la misma. 


8) Se revisen las decisiones que hubieren sido denegatonias del derecho. 


C) Se continúe el trámite de las que aún no estuvieren resueltas. 


Los interesados tendrán un plazo de ciento ochenta días a partir de la 
constitución de la Comisión Especial prevista en la presente ley, para presentar 
solicitud de reconsideración de la resolución que ya ha sido tomada, así como 
la ampliación de prueba de sus respectivos expedientes. 


Artículo 18.- El plazo de presentación de las peticiones para ser amparado 
por esta ley será de ciento ochenta días a partir de la fecha de constitución de 
la Comisión Especial prevista en el articulo 13 de esta norma. Vencido el 
mismo caducarán todos los beneficios en ella dispuestos, sin perjuicio de las 
disposiciones establecidas por el articulo 11. 


Artículo 19 - Contra las resoluciones de la Comisión Especial podrán 
interponerse los recursos de revocación y jerárquico. 


.- Las jubilaciones y pensiones otorgadas al amparo de la Ley 
N* 17.449, de 4 de enero de 2002, así como el cómputo de servicios dispuesto 
en su aplicación, continuarán rigiéndose por dicha norma, sin perjuicio del 
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derecho a solicitar la modificación prevista en el literal A) del articulo 17 de la 
presente ley. 


En ningún caso la prestación a servir podrá ser inferior a la que percibe el 
titular al momento de solicitar la revisión. 


Artículo 21.- Derógase el régimen de reintegros dispuesto por el artículo 7* de 
la Ley N* 17.449, de 4 de enero de 2002, así como todas las disposiciones que 
directa o indirectamente se opongan a la presente ley. 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


Loy N* 17.449, de 4 de enero de 2002 


CAPÍTULO | 
PRINCIPIO GENERAL. CONTENIDO 


Artículo 1*.- Quedan comprendidos en la presente ley, todos los trabajadores 
de la actividad privada que, entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 
1985, se hubieran visto obligados a abandonar el territorio nacional por razones 
políticas, ideológicas o gremiales; asimismo, los que hubieran estado detenidos 
durante dicho lapso por delitos políticos o militares conexos y los dirigentes 
sindicales que debieron permanecer en la clandestinidad en dicho periodo, 
siempre y cuando cumplan con los requisitos del artículo 3? de la presente ley y 
les sea reconocido el derecho por la Comisión Especial que por esta ley se 
crea, 


CAPÍTULO Il 
AMBITO SUBJETIVO 


Artículo 2? - A los trabajadores y demás beneficiarios mencionados en el 
artículo anterior se les computará -dentro del período comprendido entre el 9 
de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985- como efectivamente trabajado, 
el tiempo que medió entre la salida del país y el regreso al territorio nacional, 
entre la detención y la recuperación de la libertad o el periodo de 
clandestinidad, en su caso, Este reconocimiento será válido sólo a los efectos 
jubilatorios y pensionarios y se computará a partir de los dieciocho años de 
edad. 


Artículo 3? - Para ser beneficiarios de los derechos que se instituyen en la 
presente norma, el trabajador deberá reunir los siguientes requisitos: 


A) Haber estado detenido por disposición de la Justicia Militar, cualquiera 
fuera la autoridad que dispuso inicialmente la privación de la libertad, entre 
el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985, por delitos políticos o 
militares conexos con los mismos, o durante dicho periodo, haber pasado a 
la clandestinidad siendo dirigente sindical o haberse visto compelida a 
abandonar el país, entre el 2 de febrero de 1973 y 28 de febrero de 1985, 
por razones políticas, ideológicas o gremiales, siempre que hubiere 
retornado al mismo y se haya radicado, definitivamente, en el país antes 
del 1* de marzo de 1987. 


B) Que le sea reconocido el derecho por la Comisión Especial que se crea en 
esta ley y no estar comprendidos en las situaciones previstas en el 
artículo 18 de la presente ley. 
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CAPÍTULO 1ll 
AMBITO OBJETIVO 


Articulo 4*. (Ingresos fictos)- A los trabajadores que oportunamente sean 
declarados comprendidos dentro de los extremos de esta ley, se les 
reconocerá curante el periodo de cómputo ficto de servicios, un ingreso 
mensual equivalente a cinco salarios mínimos nacionales, a valores de la fecha 
de vigencia de la presente ley. 


*. (Naturaleza de los servicios).- Los servicios reconocidos en los 
términos de la presente ley, no podrán fraccionarse y se considerará que son 
comunes u ordinarios, de acuerdo con el régimen que regule la prestación a 
servir. 


En el caso de los beneficiarios que a la fecha de vigencia de la ley, tengan 
configurada causal jubilatoria o pensionaria, los servicios fictos se considerarán 
que tienen afiliación al instituto que deba servir la prestación en la cual aquellos 
se computan, 


Tratándose de beneficiarios sin causal a dicha fecha, la afiliación de los 
periodos estará determinada por los últimos servicios prestados por el 
beneficiario o el causante, según corresponda, 

Artículo 6*. (Reenvio).- Cuando, de acuerdo a los criterios establecidos en el 
artículo anterior, no pudiese determinarse la afiliación, se considerará que los 
servicios fueron prestados al amparo de la Ley N* 12.138, de 13 de octubre de 
1954. 

CAPÍTULO IV 
FINANCIACION. RECURSOS 
Artículo 7". Derogado. 


Derogado por Ley N* 18.033 de 13/10/2008 articulo 21 . 


Texto original 
(Reintegros).- 


pa a que será regamentado 
por el Pocer Ejecutivo. 


El mismo será equivalente al 20% (veirte por ciento), de 
los importes emergentes de dicho reconocimiento ficto, por 
reconocidos 


un periodo igual al de los servicios 
El descuento cesará al cuerglir el afñiado los sejenta años 
de edad, 


La prestación resullante, en ningún caso podrá ser inferior 
a lo asignación minima establecida por el régimen de 
pasividades por el cual se otorgue. 
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Artículo 8”. (Recursos).- Los gastos que genere la aplicación de la presente 
ley, serán atendidos por Rentas Generales. 


CAPÍTULO V 
DEL PROCEDIMIENTO 
Sección | 


De la Comisión 


Articulo 9” - Créase una Comisión Especial, que actuará en la órbita del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuya integración, cometidos y 
funciones, serán los que se expresan en los artículos siguientes. 


Esta Comisión deberá constituirse dentro de los treinta días a partir de la 
vigencia de esta ley, siendo obligación del Poder Ejecutivo publicitar ia fecha de 
su constitución. 


Artículo 10. (Integración).- La Comisión Especial creada por el articulo 
anterior estará integrada por un delegado designado por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, quien la presidirá, un delegado designado por la 
Comisión Nacional de Servicio Civil; un delegado designado por el Ministerio de 
Economía y Finanzas y uno designado por el Banco de Previsión Social (BPS) 
Las decisiones se tomarán por mayoría. En caso de empate en la votación, el 
Presidente tendrá doble voto. 


Articulo 11. (Cometidos).- La Comisión Especial, entenderá en toco lo relativo 
a la instrucción, sustanciación y resolución definitiva de las situaciones 
previstas en el Capitulo 11 de esta ley. 


El acto por el cual la Comisión Especial resuelva la solicitud, se considerará 
acto definitivo cumplido por la administración y será notificado personalmente. 


Podrá ser recurrido mediante los recursos de revocación y jerárquico. 


Artículo 12 (Facultades) - La Comisión Especial podrá disponer todas las 
medidas que estime convenientes a los efectos de la instrucción y eventual 
sustanciación de las solicitudes, Se comunicará con las autoridades de los 
organismos, públicos o privados, directamente y de acuerdo con las 
prescripciones legales y reglamentarias que fueren del caso. 


Artículo 13. (Prueba). Las condiciones constitutivas de las circunstancias de 
amparo a la presente ley, deberán acreditarse, en todos los casos, por prueba 
documental. 
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Sección ll 


Del procedimiento 


Articulo 14. (Condiciones de la presentación)- Quienes por estar 
comprendidos en el literal A), del artículo 3% de esta ley, aspiren a ser 
declarados como incluidos en sus beneficios, dispondrán de un plazo de 
noventa días corridos, a partir de la constitución de la Comisión Especial y de la 
publicación de esta ley en el Diario Oficial y en dos diarios de circulación 
nacional, para presentarse por sí o por apoderado por escrito ante dicha 
Comisión. 


Articulo 15. (Caducidad).- Vencido el plazo previsto en esta ley para solicitar 
el amparo, caducarán todos los derechos consagrados por la misma. 


Artículo 16.- Vencido el plazo de ciento cincuenta dias a partir de que la 
Comisión Especial se recibió de la petición, sin que se expida, se considerará 
configurada la denegatoria ficta de dicha petición, quedando abierta al 
peticionante la vía de los recursos administrativos. 


Articulo 17.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social proporcionará los 
recursos humanos y materiales necesarios para la instalación, funcionamiento 
y asistencia de cualquier naturaleza de la Comisión 


La Comisión Especial podrá dictar, si lo estimare pertinente, su Reglamento 
interno de funcionamiento. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 18. (Exclusiones).- Quedan excluidos de los beneficios de la presente 
ley, las personas comprendidas en las leyes Nos. 15.783, de 28 de noviembre 
de 1985, 16.163, de 21 de diciembre de 1990, 16.451, de 16 de diciembre de 
1993, y 16.561, de 19 de agosto de 1994. 


Asimismo, quedan excluidas las personas que hubieran trabajado en paises 
con los cuales la República tiene acuerdos de reconocimiento recíproco de 
beneficios jubilatorios, o quienes perciban desde el exterior, ingresos por 
pasividad superiores a los cinco salarios mínimos nacionales. 
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Ley N* 17.358, 
de 22 de junio de 2001 


1?.- En reconocimiento a su lealtad con la República, y como honor 
público (numeral decimotercero del artículo ochenta y cinco de la Constitución), 
los Oficiales Generales y Superiores comprendidos por las normas contenidas 
en el Capitulo II de la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, tendrán 
derecho a que se les confiera el grado inmediato superior, en situación de 
retiro, exceptuándose aquellos que tienen el grado de la máxima jerarquía 
prevista en el escalafón al que pertenecieron, 


Quedan excluidos los Oficiales comprendidos en lo que determina el 
artículo 8* de la referida ley 


Artículo 2%.- A efectos de lo establecido precedentemente, el Poder Ejecutivo, 
dispondrá de un plazo de sesenta dias, a partir de la promulgación de la 
presente ley, para expedirse respecto a lo previsto en el segundo inciso del 
artículo anterior. Si no lo hiciere al término de dicho plazo, concederá los 
correspondientes ascensos en situación de retiro. 


Artículo 3*.- Lo dispuesto precedentemente, en ningún caso supondrá el pago 
de compensación económica ni gastos al Tesoro Nacional. 
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Ley N” 15.848, 
de 22 de diciembre de 1986. 


FUNCIONARIOS MILITARES Y POLICIALES 
SE RECONOCE QUE HA CADUCADO EL EJERCICIO DE LA PRETENSION 
PUNITIVA DEL ESTADO RESPECTO DE LOS DELITOS COMETIDOS HASTA EL 1? 
DE MARZO DE 1985 


CAPITULO | 


Artículo 19.- Reconócese que, como consecuencia de la lógica de los hechos 
originados por el acuerdo celebrado entre partidos políticos y las Fuerzas Armadas en 
agosto de 1984 y a efecto de concluir la transición hacia la plena vigencia del orden 
constitucional, ha caducado el ejercicio de la pretensión punitiva del Estado respecto 
de los delitos cometidos hasta el 1? de marzo de 1985 por funcionarios militares y 
policiales, equiparados y asimilados por móviles políticos o en ocasión del 
cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos 
que actuaron durante el periodo de facto. 


Artículo 2” - Lo dispuesto en el arficulo anterior no comprende: 


a) Las causas en las que, a la fecha de promulgación de esta ley, exista auto de 
procesamiento; 

b) Los delitos que se hubieren cometido con el propósito de lograr, para su autor o 
para un tercero, un provecho económico, 


Articulo 3? - A los efectos previstos en los articulos anteriores, el Juez interviniente 
en las denuncias correspondientes, requerirá al Poder Ejecutivo que informe, dentro 
del plazo perentorio de treinta dias de recibida la comunicación, si el hecho 
investigado lo considera comprendido o no en el articulo 1* de la presente ley. 


Si el Poder Ejecutivo así lo comunicare, el Juez dispondrá la clausura y el archivo de 
los antecedentes. Si en cambio, no contestare o informa que no se halla comprendido 
dispondrá continuar ta indagatoria. 


Desde la fecha de promulgación de esta ley hasta que el Juez reciba la 
comunicación del Poder Ejecutivo quedan suspendidas todas las diligencias 
presumariales en los procedimientos mencionados en el inciso primero de este 
articulo. 


Artículo 4? - Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes el Juez de la 
causa remitirá al Poder Ejecutivo testimonios de las denuncias presentadas hasta la 
fecha de promulgación de la presente ley referentes a actuaciones relativas a 
personas presuntamente detenidas en operaciones militares O y 

idas así como de menores presuntamente secuestrados en similares 
condiciones. 

El Poder Ejecutivo dispondrá de Inmediato las investigaciones destinadas al 
esclarecimiento de estos hechos 


El Poder Ejecutivo dentro del plazo de ciento veinte días a contar de la comunicación 
judicial de la denuncia dará cuenta a los denunciantes del resultado de estas 
investigaciones y pondrá en su conocimiento la información recabada. 
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CAPITULO 


Artículo 5.- Se reconoce a los Oficiales Generales y Superiores amparados por lo 
dispuesto en este Capitulo su lealtad a la República y se declara expresamente que en 
ningún caso su honor fue afectado por la aplicación del inciso G) del artículo 192 del 
decreto ley 14.157, de 21 de febrero de 1974, 


Artículo 6*.- A los Oficiales Generales y Superiores que hubieran pasado a situación 
de retiro por aplicación del inciso G) del artículo 192 del decreto ley 14.157, de 21 de 
febrero de 1974, se les computará como de servicio activo el tiempo transcurrido 
desde su retiro hasta la fecha de vigencia de la presente ley, percibirán la asignación 
de retiro del grado inmediato superior y les será aplicable lo dispuesto por el 
artículo 210 del decreto ley 14.157. 


Articulo 7*.- El Ministerio de Defensa Nacional comunicará al Servicio de Retiros y 
Pensiones Militares dentro de un plazo de quince dias a partir de la fecha de vigencia 
de la presente ley, la nómina de los Oficiales Generales y Superiores amparados por 
el articulo anterior. Dicho Servicio dispondrá de un plazo máximo de treinta dias para 
actualizar los correspondientes haberes de retiro, a partir del 1? de marzo de 1985. 


Artículo 8” - Quedan exceptuados de las normas contenidas en este Capitulo: 
a) Los que hubieran sido condenados por la Justicia Penal, Civil o Militar; 


b) Aquellos a los que la aplicación del inciso G) del artículo 192 del citado decreto ley 
14.157, obedeciera a razones disciplinarias a juicio del Poder Ejecutivo, previa 
consulta a la Fuerza correspondiente y de las cuales hubiera constancia 
fehaciente. 


Astículo 9” - Extiiéndese a los causahabientes de los Oficiales Generales y 
Superiores retirados por aplicación del inciso G) del articulo 192 del decreto ley 
14.157, fallecidos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, los beneficios 
previstos en este Capitulo de la misma. 


CAPITULO ml 


Articulo 10.- El Servicio de Información de las Fuerzas Armadas pasará a 
denominarse Dirección General de Información de Defensa. Dicho Servicio dependerá 
directamente del Ministerio de Defensa Nacional. 


Tendrá por objetivo elaborar la inteligencia al más alto nivel nacional mediante la 
coordinación y planificación de todas las actividades de información y contra 
información que desarrollen los diversos organismos militares especializados 
existentes. 


La Dirección será ejercida por un Oficial General o Superior debiéndose implementar 
la alternancia de las tres fuerzas en la dirección del Servicio por periodo de dos años. 


Artículo 11.- Sustitúyese el texto del artículo 135 del decreto ley 15.688, de 30 de 
noviembre de 1984, por el siguiente: 


“ARTICULO 135.- Todas las vacantes en el grado de General serán provistas por el 
sistema de selección a cuyo efecto el Poder Ejecutivo seleccionará los candidatos 
de entre los Coroneles que, estando en condiciones de ascenso se encuentren 
comprendidos en el tercio superior de la lista de méritos confeccionada por el 
Tribunal Superior de Ascensos y Recursos integrada a esos efectos además, por el 
Comandante en Jefa que lo presidirá y tendrá voto decisivo en caso de empate. Los 
Coroneles propuestos que sean elegidos por el Poder Ejecutivo serán ascendidos al 
grado de General, previa venia de la Cámara de Senadores o de la Comisión 
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Permanente en su caso 


La lista de méritos referida en el precedente inciso estará constituida por todos los 
Coroneles en condiciones de ascenso que hayan sido calificados de "muy apto" o 
“apto”. 

Articulo 12.- Para el ascenso a los grados de Brigadier General de la Fuerza Aérea y 
Contralmirante de la Armada Nacional, el Poder Ejecutivo seleccionará los candidatos 
de la totalidad de la lista correspondiente confeccionada por el Tribunal de Ascensos y 
Recursos integrado a esos efectos, además, por el Comandante en Jefe que lo 
presidirá y tendrá voto decisivo en caso de empate. 


Articulo 13, (Transitorio). - Sustitúyese el numeral 3 del artículo 134 del decreto ley 
15.688, de 30 de noviembre de 1984, por el siguiente texto: 


"3) Las listas definitivas serán confeccionadas por el Tribuna! Superior de Ascensos y 
Recursos del Ejército, integrado además y a estos efectos con el Presidente de la 
Comisión Calificadora del Tribunal Superior de las Armas del Ejército y los 
Inspectores de las Armas correspondientes para el personal combatiente y con el 
Presidente de la Comisión Calificadora del Personal Superior de los Servicios del 
Ejército para el Personal Superior de los Servicios. 


El Comandante en Jefe elevará al Poder Ejecutivo dichas listas para que éste 
efectúe los ascensos por selección”, 
Artículo 14.- El Poder Ejecutivo elevará anualmente a la Asamblea General los 
programas de estudio de las escuelas e institutos de formación militar, 


Artículo 15.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su cúmplase por el Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 16 - Comuniquese, etc 
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Loy N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985 


CAPITULO | 
Principio general 


Artículo 1?.- Establécese el derecho de todas las personas que prestaron 
servicios en organismos estatales o en personas públicas no estatales en 
relación de dependencia funcional, como presupuestadas o contratadas y que. 
entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985 inclusive, hubieran 
sido destituidas por motivos políticos, ideológicos o gremiales, o por mera 
arbitrariedad a ser reincorporadas al organismo correspondiente y a la 
recomposición de su carrera administrativa, así como a la jubilación o a la 
reforma de ésta, en su caso; todo ello de conformidad con las normas de la 
presente ley. 


A los efectos de esta ley, se consideran destituidas a las personas separadas 
de hecho de sus cargos, declaradas cesantes por abandono de los mismos o 
compelidas a jubilarse o a renunciar, además de las destituidas en sentido 
estricto. 

Establécese el derecho de todas las personas que prestaron servicios en 
organismos estatales o en personas públicas no estatales en relación de 
dependencia funcional, como presupuestadas o contratadas y que, entre el 9 
de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985 inclusive, hubieran sido 
destituidas por motivos políticos, ideológicos o gremiales, o por mera 
arbitrariedad a ser reincorporadas al organismo correspondiente y a la 
recomposición de su carrera administrativa, así como a la jubilación o a la 
reforma de ésta, en su caso; todo ello de conformidad con las normas de la 
presente ley. 

A los efectos de esta ley, se consideran destituidas a las personas separadas 
de hecho de sus cargos, declaradas cesantes por abandono de los mismos o 
compelidas a jubilarse o a renunciar, además de las destituidas en sentido 
estricto. 


Lo dispuesto en los incisos precedentes comprende al personal de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo - con la sola exclusión del personal militar - y 
Judicial, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Cuentas, 
de la Corte Electoral, de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados y 
de los Gobiernos Departamentales, y, asimismo al personal de las personas 
públicas no estatales y de las instituciones indicadas en los literales C), D), E) y 
F) del artículo 35 de la presente ley. 


Fuente: inciso tercero, Ley N* 16.194 de 12/07/1991 artículo 2* 
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CAPITULO Il 
Reincorporación de funcionarios 


Artículo 2” - Quienes aspiren a ser reincorporados dispondrán de un plazo de 
sesenta dias, a contar desde la entrada en vigencia de esta ley, para 
presentarse por sí oO por apoderado ante el organismo en que se 
desempeñaban o el que le hubiera sucedido, solicitando su reincorporación. En 
defecto de uno y otro organismo, ocurrirán directamente ante la Comisión 
Especial a que se refiere el Capítulo V. 


La presentación se hará en escrito fundado. El peticionante, que deberá 
constituir domicilio, podrá acompañar y ofrecer las informaciones y pruebas que 
estimare pertinentes. 


Se considerarán válidas las solicitudes que, fundadas en las situaciones 
amparadas por esta ley, se hubieran presentado antes de su promulgación. En 
tales casos, los plazos que la ley determina para adoptar decisión correrán a 
partir de su entrada en vigencia. 


Artículo 3*.- La reincorporación se verificará en el mismo organismo en que el 
funcionario se desempeñaba en el momento de su cese o en el que lo hubiera 
sucedido, o en su defecto, en otro organismo público, 


Artículo 4% - Los peticionantes podrán actuar con asistencia letrada, 


Con la sola presentación de la solicitud, el letrado que la firma quedará 
investido de la calidad de representante en los términos y condiciones previstos 
en los artículos 159 y 160 del Código de Procedimiento Civil, en lo pertinente. 


Artículo 5? - Si el beneficiario residiera en el exterior, podrá hacer reserva de 
sus derechos dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de 
esta ley, por carta, telex o telegrama, pero en todo caso deberá cumplir con las 
formalidades prescritas en el artículo 2”, dentro de los ciento cincuenta días 
siguientes a la vigencia de la presente ley. 


Articulo 6?.- La autoridad requerida, si correspondiere, dispondrá el reintegro 
del solicitante dentro de los sesenta días a contar desde la fecha de su 
presentación. 


Si dicha autoridad estimare que no se han acreditado suficientemente los 
requisitos prescritos por esta ley, remitirá los antecedentes a la Comisión 
Especial sin más trámite. Procederá de igual forma cuando de las 
circunstancias del caso resultare que el peticionante habría debido comparecer 
directamente ante dicha Comisión. 


La resolución será notificada al interesado personalmente o en el domicilio 
constituido. 
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Sin perjuicio de la obligación, en los casos del inciso segundo, de remitir los 
antecedentes a la Comisión Especial, por parte de la autoridad requenda, la 
falta de resolución dentro del plazo dispuesto en el inciso primero, habilitará al 
interesado para presentarse directamente ante la aludida Comisión 


Art Ículo 7”.- La notificación de la resolución que haga lugar al reingreso del 
peticionante, lo habilitará por sí sola para la efectiva e Inmediata 
or pa a su cargo y funciones, sin perjuicio de lo dispuesto por el 
a o 38. 


Artículo 8”.- No procederá la reincorporación en los casos de personas, que al 
1* de marzo de 1985, tuvieran cumplidos cincuenta y cinco o sesenta años de 
edad, según se trate de mujeres u hombres respectivamente, sin perjuicio de 
su derecho a los beneficios consagrados en el Capítulo IV. 


La limitación por edades precedentemente indicada, no será de aplicación 
para las personas ya reincorporadas a la fecha de vigencia de la presente ley. 


CAPITULO Ill 
Reparaciones funcionales 


Articulo 9*.- Los funcionarios reincorporados serán reparados por los 
perjuicios funcionales resultantes de su cesantía, en la siguiente forma 


A) El organismo en que reingresen los promoverá, dentro de los sesenta días 
a contar desde su reincorporación y con retroactividad al 1? de marzo de 
1985, a los cargos y funciones que les habrian correspondido de haber 
permanecido vinculados en forma ininterrumpida al respectivo organismo, 
por lo que ocuparán un cargo de su escalafón cuyo grado, categoría y 
denominación resultarán de la aplicación de normas estatutarias vigentes al 
9 de febrero de 1973. 


B) Cuando no pueda asignárseles el cargo que deberían ocupar de 
conformidad con lo dispuesto en el literal anterior, tendrán derecho a uno 
similar tanto en jerarquía como en remuneración. Para la precisa 
delerminación del cargo correspondiente, se atenderá en los casos de 
duda a la situación actual, de los funcionarios que, a la fecha del cese de la 
persona a reincorporar, se hallaban a su respecto en condiciones iguales o 
similares, de modo que el funcionano restituido venga a quedar en una 
situación semejante a la que, promedialmente, están ocupando aquéllos. 


C) Los funcionarios se  reincorporarán con la misma calidad de 
presupuestados o contratados que tenían a la fecha de su cese. 


D) Las promociones que pudieren corresponder a partir del 1” de marzo de 
1985 hasta la fecha de la efectiva reincorporación, se regirán por las 
normas vigentes durante este periodo. 
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-La recomposición de la carrera administrativa procederá 
igualmente cuando la cesantía del funcionario, o la redistribución en su caso 
(artículo 40), se hubieran producido por aplicación de normas que fijaban topes 
de edad para ciertos cargos, si de las circunstancias del caso resultare que tal 
aplicación tuvo lugar como consecuencia de una postergación determinada por 
cualquiera de las razones indicadas en el artículo 1? 


Artículo 11.- En caso de no existir vacantes presupuestales y hasta la entrada 
en vigencia de las normas legales pertinentes, los funcionarios titulares de un 
cargo presupuestado reingresarán transitoriamente en calidad de contratados 
sin término, a cuyos efectos estos contratos quedan exceptuados de lo 
dispuesto por el artículo 30 del decreto ley 14.416, del 28 de agosto de 1975, 


Las personas comprendidas en el inciso anterior tendrán prioridad para la 
ocupación de las vacantes presupuestales que se produzcan en la respectiva 
repartición admiristrativa. 


Articulo 12.- Establécese el derecho de los titulares de un cargo 
presupuestado que fueren contratados de acuerdo con el articulo anterior, a ser 
reincorporados al cargo presupuestal correspondiente, una vez sancionada la 
norma que habilite a ello. 


Entretanto, su calidad de contratados no significará menoscabo de sus 
derechos respecto a los funcionarios presupuestados, en cuanto a su 
retribución, su posibilidad de ascender, ni a ninguna otra circunstancia. 


13.- Las personas que por aplicación de la presente ley, reingresen a 
la Administración Pública o a las personas públicas no estatales percibirán, a 
partir del 1? de marzo de 1985, la totalidad de los haberes correspondientes a 
los cargos y funciones a los que sean reincorporados o promovidos. 


Los haberes generados entre esa fecha y la del efectivo reintegro del 
funcionario le serán abonados, en la forma y condiciones que fije el jerarca del 
respectivo organismo, dentro de los sesenta dias siguientes a la 
reincorporación, a razón del salario vigente en el momento del pago, calculado 
mes a mes en función del cargo correspondiente. 


Fuente: inciso segundo, Ley N” 16.134 de 24/09/1990 articulo 9* 


Artículo 14.- Los funcionarios de los organismos públicos estatales o no 
estatales que, durante el periodo indicado por el artículo 1?, sin haber cesado 
en sus cargos y funciones, hubieran sido postergados en sus carreras 
funcionales por motivos políticos, ideológicos o gremiales, tendrán derecho a la 
recomposición de sus carreras administrativas en los términos y condiciones 
establecidos por los articulos 9” a 12”. 
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A tal fin podrán formular las reclamaciones pertinentes ante el respectivo 
organismo, dentro del plazo y con las formalidades que prescriben los 
artículos 2? y 4%. 


Articulo 15.- Las reincorporaciones y reparaciones en la carrera funcional que 
resultaren de la aplicación de esta ley, no afectarán los derechos adquiridos de 
los funcionarios que actualmente ocupan y desempeñan cargos y funciones en 
los respectivos organismos. 


CAPITULO IV 
Régimen jubilatorio y pensionario 


Artículo 16.- A los beneficiarios de esta ley se les computará como trabajado 
el periodo de su destitución. 


Artículo 17 - Las personas amparadas por esta ley en virtud de su destitución 
(artículo 1%, inciso segundo) configurarán causal jubilatoria, siempre que 
computen, como mínimo, diez años de servicios efectivos a la fecha de su 
cesantía 


Articulo 18.- Tratándose de personas que, teniendo derecho a solicitar su 
restitución al cargo, optaren por acogerse a la jubilación o reformar su cédula, 
su asignación jubilatoria quedará fijada en el equivalente al 125% (ciento 
veinticinco por ciento) de todas las asignaciones computables correspondientes 
al cargo del que eran titulares, vigentes al día 1? de marzo de 1985. 


Las personas referidas en el artículo 8” podrán acogerse a la jubilación o 
reformar su cédula jubilatoria, fijandose su sueldo o asignación de jubilación en 
el equivalente al 125% (ciento veinticinco por ciento) de todas las asignaciones 
computables correspondientes al cargo del que eran titulares, vigentes a la 
fecha de promulgación de esta ley. 


En los casos de este artículo, el monto resultante estará sujeto a los topes 
jubilatorios establecidos en los apartados primero y cuarto del artículo 72 del 
llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979. 


Artículo 19 - En los casos de beneficiarios de esta ley que hubieran fallecido, 
sus derechohabientes tendrán derecho a pensión, fijándose como sueldo 
básico pensionario el equivalente al 125% (ciento veinticinco por ciento) de las 
asignaciones computables correspondientes al último cargo ocupado por el 
causante, vigentes al 1? de marzo de 1985. 


A tales efectos, serán considerados derecho-hablentes con derecho a 
pensión, aquéllos reconocidos como tales por las normas vigentes a la fecha 
del fallecimiento del causante, así como la cónyuge divorciada siempre que 
acredite que, a la fecha del deceso del causante, era beneficiaria de pensión 
alimenticia servida por el mismo y decretada u homologada judicialmente. 
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Artículo 20.- Dispónese un plazo de ciento veinte dias a contar desde la 
entrada en vigencia de la presente ley o, en su caso, desde que haya quedado 
reconocido el derecho de la parte interesada para acogerse al régimen 
jubilatorio, pensionario o de reforma establecidos precedentemente, las 
personas referidas en el artículo 5* dispondrán de un plazo de ciento ochenta 
glas. 


Los interesados deberán comparecer ante el organismo en que prestaron 
servicios o el que le hubiere sucedido, o ante la Comisión Especial en su caso, 
a efectos de acreditar su calidad de destituidos (artículo 1%, inciso segundo). 
salvo cuando ello ya se hubiere probado ante el organismo de seguridad social 
correspondiente. 


Serán de aplicación en lo pertinente, las normas de procedimiento 
establecidos por los artículos 2”, 4%, 6” y 29 a 33 


Artículo 21.- Las pasividades acordadas conforme con esta ley sólo serán 
incompatibles con el desempeño de actividad remunerada o jubilación, 
amparada o servida por el mismo organismo que sirve la prestación, sin 
perjuicio de mantenerse las excepciones, que en materia de incompatibilidad y 
doble pasividad, autorizan las normas vigentes. 


Articulo 22 - En los casos en que los cargos de que fueron alejados los 
beneficiarios no tuvieran en la actualidad denominación coincidente, los 
organismos de seguridad social correspondientes determinarán su analogía, 
previos los asesoramientos que estimen necesarios. 


Artículo 23 - La Dirección General de la Seguridad Social, el Servicio de 
Retiros y Pensiones Policiales, y la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias, en su caso, aplicarán, a solicitud de parte y una vez reconocidos los 
derechos que otorga la presente ley, los ajustes establecidos por la misma. 


Articulo 24 - Las pasividades concedidas o reformadas por esta ley, serán 
beneficiarias de los aumentos que se acuerden a partir de su promulgación, 
como asi también de los adelantos a cuenta de los mismos. A estos efectos, se 
considerará fictamente como fecha de cese o de configuración de la causal, el 
día 28 de febrero de 1985 o el día de promulgación de esta ley, según se trate 
de los funcionarios aludidos en los incisos primero o segundo respectivamente, 
del artículo 18. 


Artículo 25.- Los funcionarios comprendidos en las situaciones previstas en la 
presente ley que, a la fecha de entrada en vigencia de la misma, hubieran sido 
reintegrados a sus cargos. podrán optar por acogerse a los beneficios 
jubilatorios fijados en este Capítulo, a cuyo efecto dispondrán del plazo 
establecido por el artículo 20. 


Artículo 26.- Los funcionarios cuyas destituciones hayan sido o sean 
declaradas nulas por aplicación de lo dispuesto en el artículo 44 de la ley 
15.739, de 28 de marzo de 1985, podrán optar por jubilarse, reformar su cédula 
jubilatoria, conforme a lo dispuesto en el articulo 18, o reintegrarse a la 
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actividad. sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8", y de las 
incompatibilidades que las leyes establecen. 


Articulo 27.- Los efectos económicos referidos por los articulos 16 y 
siguientes regirán a partir de la promulgación de la presente ley. 


CAPITULO V 
Cometidos de la Comisión Especial 


Artículo 28 - Créase una Comisión Especial que se integrará con los 
miembros de la Comisión Nacional del Servicio Civil (ley 15.757, de 15 de julio 
de 1985), la cual, a los solos efectos de la aplicación de la presente ley tendrá 
los siguientes cometidos: 


A) Entender y resolver sobre las solicitudes de reincorporación, que conforme 
con esta ley, deben formularse directamente ante la propia Comisión, y 
sobre aquellas que les sometan las autoridades administrativas 
competentes o los reclamantes, según lo dispuesto por los incisos segundo 
y cuarto del artículo 6%. 


B) Asesorar a los organismos respectivos, a requerimiento de éstos, sobre la 
aplicación de la presente ley. 


C) Instruir informaciones sumariales y adoptar resolución, en los casos 
indicados por el artículo 39. 


Arlículo 29 - En los casos del literal A) del artículo anterior, una vez que la 
Comisión Especial haya recibido la petición o los antecedentes en su caso, 
fijará, con un plazo mínimo de diez días y máximo de treinta días, una 
audiencia a la que deberá concurrir el solicitante o su apoderado, y a la que 
podrá asistir asimismo un representante del organismo involucrado. 


En la audiencia se oirán las alegaciones del solicitante y de la Administración 
en su caso, y se considerarán las pruebas presentadas y las que disponga la 
Comisión. 

Si la complejidad del asunto lo requiere, o si así lo solicitare el peticionante. 
podrá fijarse otra audiencia con plazo máximo de treinta días. 


La resolución de la Comisión deberá dictarse dentro de los treinta dias de 
efectuadas las audiencias correspondientes. 


Lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, se entiende sin perjuicio de 
la facultad de la Comisión de requerir la comparecencia personal del 
interesado, cuando las circunstancias lo exijan, 
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.- La Comisión podrá disponer, por su parte, todas las medidas que 
considere convenientes a efectos de contar con la más completa información y 
requerir todos los antecedentes necesarios para su diligenciamiento. 


La falta de remisión de dichos antecedentes por parte del organismo 
requerido al efecto, se valorará como presunción favorable al peticionante. 


Artículo 31.- Serán admisibles todos los medios de prueba previstos por 
nuestro ordenamiento jurídico. La prueba se apreciará de conformidad con el 
principio de la sana crítica. Excepcionalmente la Comisión fundará sus 
decisiones en la convicción moral de sus integrantes. 


Artículo 32.- Contra las resoluciones de la Comisión Especial sólo cabrá el 
recurso de revocación. resuelto éste, quedará agotada la vía administrativa 
(artículo 319 de la Constitución de la República). 


Artículo 33 - De las resoluciones que adopte la Comisión Especial, se 
expedirá testimonio al interesado y al organismo respectivo 


Notificado este último de una resolución favorable al peticionante. deberá 
cumplirla, sin más trámite, dentro del plazo de treinta días. 


CAPITULO VI 
Disposiciones Generales 


Artículo 34.- Decláranse comprendidos en los beneficios de la presente ley, a 
los funcionarios que hayan sido restituidos de acuerdo con lo dispuesto por la 
ley 15.737, de 8 de marzo de 1985. 


Artículo 35.- La presente ley se aplicará asimismo, a condición de que haya 
mediado algunas de las causas indicadas por el artículo 19 


A) A los casos ocurridos con anterioridad al periodo señalado en el Capitulo |. 
durante la vigencia y como consecuencia directa o indirecta, de la 
aplicación de los regimenes de excepción previstos por los artículos 31 y 
168, ordinal 17 de la Constitución. 


Exceptúanse aquellos casos en que haya recaldo sobre el fondo del 
asunto, antes del 27 de junio de 1973, sentencia ejecutoria del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo salvo que, habiéndose reconocido en el fallo 
el derecho del funcionario al reingreso, éste no hubiera sido dispuesto por 
la Administración, 


B) A las personas que, habiendo adquirido el derecho de acceder a la función 
pública por la vía del concurso u otros medios habilitantes no pudieron 
tomar posesión de sus cargos. 


C) A los integrantes de los Registros de Trabajadores a cargo actualmente de 
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la Administración Nacional de los Servicios de Estiba (ANSE) creada por la 
llamada Ley Especial N* 6, de 14 de marzo de 1983, y anteriormente de la 
Comisión Administradora de los Servicios de Estiba (CASE - Ley 13.322, 
de 28 de enero de 1965), que fueron excluidos de dichos Registros durante 
el periodo referido en el artículo 1*. 


D) A los trabajadores de los ex Bancos Mercantil del Río de la Plata, de 
Fomento Industrial y Comercial, Aldave y Martinez, Sociedades de Bancos 
y de Cobranzas que, como consecuencia de resoluciones de los 
interventores o liquidadores en su caso, hayan cesado en el desempeño de 
sus cargos o que, estando a disponibilidad, no hubieran sido incorporados 
por otras instituciones para mantener la continuidad de su fuente de 
trabajo. 


Exclúyese a los trabajadores que hayan vuelto con posterioridad al 
efectivo desempeño de la actividad bancaria. 


Exclúyase asimismo a quienes recibieron una prestación económica para 
estimular su cese o como contrapartida de éste, a menos que la hubieran 
aceptado bajo condiciones que no ofrecian otra alternativa razonable de 
solución. Para determinar la existencia de tales condiciones, se 
considerarán las circunstancias de cada caso, como por ejemplo la 
radicación del interesado, la fecha en que la prestación fue recibida, u otra 
de similar carácter. 


Las reincorporaciones que procedan se verificarán en los Bancos 
Oficiales. 


E) Al personal dependiente de la Comisión Administradora de la Industria 
Textil (CAITEX - Ley 13.469, de 27 de enero de 1966 y decreto 19/968 de 
11 de enero de 1968), que hubiera cesado en el periodo establecido en el 
artículo 1”. 


F) Al personal dependiente del ex Frigorifico Victoria (ex Castro) y de la 
planta Artigas que hubiere cesado en el periodo establecido en el 
artículo 1* de la presente ley. 

FUENTE: Iteral f), Ley N* 16.194 de 12/07/1991, artículo 1* 


Artículo 36.- En los casos de los literales D) y E) del artículo anterior, cuando 
el beneficiario, haya recibido algún pago por concepto de incentivación, 
indemnización o despido, sólo percibirá sus haberes a partir de su 
reincorporación, por lo que no será de aplicación a su respecto, lo dispuesto 
por el artículo 13, 


Artículo 37.- Las personas comprendidas en el artículo 35 deberán formular 
sus solicitudes ante la Comisión Especial dentro de los plazos y en las 
condiciones previstos por los articulos 2”, 4? y 5*. 


Artículo 38.- Los beneficiarios de esta ley pertenecientes al personal policial, 
gozarán de todos los derechos acordados por la misma, excepto el de 
desempeñar efectivamente las funciones inherentes al cargo al que sean 
reincorporados o promovidos. El Poder Ejecutivo tendrá la facultad de optar 
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entre asignarles las referidas funciones o disponer su redistribución, 
respetando en todo caso el principio indicado en el literal B) del artículo 9. 


Cuando el Poder Ejecutivo disponga la redistribución, el funcionario, dentro 
de los treinta días siguientes a la notificación de su nuevo destino, podrá optar 
entre aceptarlo o acogerse a la jubilación en las condiciones prescritas en el 
Capitulo IV. 


Artículo 39.- El funcionario destituido (artículo 1? incisosegundo) como 
consecuencia directa o indirecta, de la instrucción de un sumano administrativo, 
tendrá derecho a que se instruya nuevo sumario sobre los hechos y 
circunstancias determinantes de la medida con las garantías constitucionales y 
legales correspondientes, 


Si como resultado del nuevo sumario o de la resolución definitiva que recaiga 
una vez cumplidas las defensas previstas en la Sección XVI! de la Constitución, 
el funcionario resultare exento de responsabilidad, tendrá derecho a todos los 
beneficios establecidos en la presente ley. 


El organismo requerido (artículo 2”) prescindirá de las nuevas actuaciones 
sumariales, si estima suficientemente acreditado que la destitución obedeció a 
cualquiera de las causas consignadas en el artículo 1% Cuando el nuevo 
sumario deba efectuarse, se cumplirá ante la Comisión Especial. 


Artículo 40.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán asimismo, en lo 
pertinente, a los funcionarios que hubieran sido redistribuidos o trasladados por 
las razones indicadas en el articulo 1%, con desmedro de su carrera funcional o 
notorio menoscabo de su retribución. 


Los interesados deberán presentarse ante la Comisión Especial, en la forma 
y dentro del plazo prescrito por el artículo 2* 


Artículo 41.- No obstará a la recomposición de la carrera administrativa ni al 
efectivo desempeño del cargo correspondiente por parte del beneficiario, la 
falta de realización de los cursos que, de conformidad con la legislación o 
reglamentación aplicable, condicionaren el ejercicio de ciertas funciones, 
cuando la omisión hubiera sido determinada por la destitución (artículo 1?, 
inciso segundo), redistribución o postergación del funcionario; sin perjuicio del 
derecho de la Administración de disponer los medios supletorios de 
actualización compatibles con las normas de esta ley. 


Artículo 42.- La eventual redistribución del funcionario amparado por esta ley, 
posterior a su reposición en el cargo y funciones correspondientes, no podrá 
ocasionarie en ningún caso disminución de las retribuciones o asignaciones 
que perciba por cualesquiera concepto. 


Artículo 43.- Para la aplicación de esta ley, se consideran compelidas a 
jubilarse, renunciar o abandonar el cargo, a todas aquellas personas que 
hubieran sido víctimas en forma directa o indirecta, de presiones o apremios 
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susceptibles por su naturaleza o importancia de inducirlos o forzarlos a tales 
determinaciones. 


Artículo 44.- Respecto a los funcionarios contratados, se considerará que 
existió destitución cuando se les hubiera rescindido el contrato o, revistiendo la 
calidad de contratados en funciones permanentes, no se les hubiera renovado 
el dal en ambos casos por cualquiera de las causas indicadas en el 
artículo 1” 


Artículo 45.- Las personas a quienes, en mérito a las disposiciones de esta 
ley, se les reconozca la calidad de destituidas por las razones expresadas en el 
artículo 1%, no gozarán de otros derechos, reparaciones ni beneficios que los 
consagrados en la misma 


Esta norma es de aplicación asimismo, en los casos de los articulos 14 y 40, 


Artículo 45.- La falta de presentación dentro de los plazos establecidos en los 
artículos 2”, 5* y 20, en su caso, hará caducar todos los derechos consagrados 
en la presente ley, 


Artículo 47 - Todos los plazos establecidos en esta ley se contarán por días 
corridos. 


Artículo 48.- Las normas del Capítulo Y serán aplicables en todos los casos 


en que, de acuerdo con esta ley, deba intervenir la Comisión Especial, con 


excepción del caso previsto por el artículo 39. 

Artículo 49.- La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación de 
dos periódicos de notoria circulación nacional, la que deberá realizarse dentro 
de los diez días siguientes a su promulgación. 


Artículo 50.- Comuníquese, etc. 
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Ley N* 15.743, de 14 de mayo de 1985 


LIBERTAD ANTICIPADA Y PROVISIONAL 


SE APRUEBA POR UNICA VEZ UN REGIMEN EXCEPCIONAL PARA LOS 
PRESOS COMUNES 


Articulo 1?.- El régimen excepcional de libertad anticipada y provisional que 
se establece en la presente ley se aplicará, por única vez, a los penados y 
procesados que estaban privados de libertad al 1? de marzo de 1985, 
sometidos a la Justicia Ordinaria, cualquiera sea la naturaleza del delito, o a la 
Jurisdicción Militar, por delitos comunes o mixtos. 


Artículo 2%.- El Juez de la ejecución, de oficio y sin otro trámite, otorgará la 
libertad anticipada a los penados comprendidos en el artículo 1? de esta ley, 
cuando hayan cumplido la mitad de la pena impuesta por sentencia definitiva 
pasada en autoridad de cosa juzgada. 


Artículo 3* - El Juez o Tribunal que esté conociendo en la causa otorgará, de 
oficio y sin otro trámite, la libertad provisional bajo caución juratoria, a los 
procesados comprendidos en el artículo 1? de esta ley: 


a) Si el proceso se encuentra en estado de sumario, cuando hayan cumplido 
la mitad del máximo de la pena establecida en la ley para el más grave de 
los delitos imputados. Si se tratare de primarios, cuando hayan cumplido la 
mitad de la semisuma del mínimo y del máximo de la pena. 


b) Si el proceso se encuentra en plenario, cuando hayan cumplido la mitad de 
la pena requerida por la acusación fiscal 


c) Si el proceso se encuentra en segunda instancia, o en casación, cuando 
hayan cumplido la mitad de la pena impuesta por sentencia no 
ejecutoriada, de primera o segunda instancia, en su caso 


d) Si está pendiente la unificación de penas, cuando hayan cumplido la mitad 
de la pena unificada que el juez estimare provisionalmente con arreglo a lo 
dispuesto por el artículo 54 del Código Penal. 


Artículo 4? - La libertad anticipada y la provisional excepcionales, serán 
otorgadas al vencimiento de la media pena. 


Con respecto a los procesados y penados, que se encuentren en condiciones 
de acceder a sus beneficios, el Juez o Tribunal que esté entendiendo en la 
causa dispondrá de un plazo de diez dias hábiles para otorgar la libertad 
anticipada o la provisional 
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Artículo 5*.- Los procesados y penados liberados conforme a las 
prescripciones de esta ley, estarán sujetos a un régimen de vigilancia a cargo 
del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, en las condiciones del 
articulo 102 del Código Penal y las que se establecerán por via reglamentarias. 


El Patronato podrá solicitar directamente la colaboración policial. 


Articulo 6*.- Se aplicará a la libertad anticipada excepcional lo dispuesto en 
los artículos 329 y 330 del Código del Proceso Penal y concordantes. 
Asimismo, se aplicará a la libertad provisional excepcional, lo dispuesto en el 
Capitulo Il del Título 11 de dicho Código, en cuanto corresponda. 


Lo dispuesto en el presente artículo no será de aplicación cuando el nuevo 
delito tenga carácter culposo. 


Artículo 7*.- Decrétase la amnistía de los delitos atribuidos a procesados o 
cometidos por condenados a pena de prisión, siempre que revistan la calidad 
de primarios y se encontraren en libertad provisional, condicional, anticipada o 
con suspensión condicional de la pena a la fecha de promulgación de esta ley. 
Esta disposición no extingue los efectos civiles del delito. 


El juez que esté conociendo en la causa, o el de la ejecución en su caso, 
dará inmediato cumplimiento a esta disposición siempre que, dentro de los 
cinco días hábiles siguientes a la publicación de esta ley, el procesado no 
solicite se suspenda provisoriamente la ejecución del beneficio hasta tanto 
exista un pronunciamiento definitivo sobre el fondo. 


Artículo 8*.- Esta ley entrará en vigencia desde su promulgación por el Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 9?.- Comuniquese, etc. 
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LEY N* 15.738, de 13 de marzo de 1985 


ACTOS LEGISLATIVOS DICTADOS POR EL CONSEJO DE ESTADO 


SE CONVALIDAN DESDE EL 19 DE DICIEMBRE DE 1973 HASTA EL 14 DE 
FEBRERO DE 1985, EXCEPTO LAS DECLARACIONES DE NULIDAD 
Y LAS DEROGACIONES QUE SE DETERMINAN 


Artículo 1*.- Decláranse con valor y fuerza de ley los actos legislativos dictados por el 
Consejo de Estado, desde el 19 de diciembre de 1973 hasta el 14 de febrero de 1985, 
los que se identificarán como "Decretos-Leyes", con su numeración y fechas 
originales. 


Artículo 2*.- Exceptúanse de esta declaración los "Decretos- Leyes” (llamados 
"Leyes Fundamentales” y "Leyes Especiales”), que a continuación se indican, cuya 
nulidad absoluta se declara: 


A) Las llamadas "Leyes" 14.173 (Número de integrantes de Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados), 14.248 (Declaración jurada de fe democrática), 
14.373 (Incautación y confiscación de bienes procesados por la justicia militar), 
15.137 (Asociaciones Profesionales), 15.252 (Denominación de la represa de 
"Paso de Palmar”), 15.328 y 15.385 (Convenios Colectivos), 15.530 (Huelga), 
15.587 (Fuero Sindical), 15.501 (Estabilidad de los Profesores de Educación 
Secundaria, UTU y Liceos Militares), 15.683 (Beneficios Jubilatorios para 
“asimilados” dei Ministerio de Defensa Nacional), 15.684 y 15.705 (Compilación 
del Código Civil), 15.695 (Ley Forestal). 


8) Las llamadas "Leyes Fundamentales” Nros. 3 (Huelga de los funcionarios 
públicos), 5 y 6 (Estabilidad de los funcionarios públicos contratados), 7 
(Redistribución de funcionarios Públicos). 


C) Las llamadas "Leyes Especiales” Nros. 9 y 10 (Beneficios Jubilatorios para cargos 
políticos y de particular confianza). 


Asimismo, declárase la nulidad absoluta de los artículos 93 a 99 de la llamada ” Ley 
Especial” 7, de 23 de diciembre de 1983 (cargos de particular confianza). 


Artículo 3% - El Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, el Tribunal de Cuentas y la Corte Electoral, asi como 
los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y los Gobiernos 
Departementales procederán a revocar de oficio, en la orbita de su competencia, los 
actos administrativos legítimos dictados en aplicación de dichos actos legislativos 
nulos, precisando en cada caso los ofectos de la revocación. 


Artículo 4*.- Deróganse las llamadas “Leyes” 14.153 (Administración de Pluna por la 
Fuerza Aérea), 14413 y 14.851 (Condecoración “Protector de los Pueblos Libres 
General José Gervasio Artigas"), 14.955 y 15.066 (Condecoración "Orden Militar al 
Mérito Tenientes de Artigas”), 15.068 (Condecoración "Orden al Mérito Naval 
Comandante Pedro Campbell"), 15.529 (Condecoración "Orden de la República 
Oriental del Uruguay”). 
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- Suspéndase la vigencia de las llamadas "Leyes F undementales” Nros. 2 
y 4 por un término de sesenta días. 


>. pero publiquese el texto de esta ley conjuntamente con la 
exposición de motivos, etc 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 6 de marzo 
de 1985. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los suscritos, Legisladores de todos los Partidos Políticos representados en el 
Parlamento, en uso de la facultad conferida por el artículo 133 de fa Constitución de la 
República, venimos a proponer la sanción del Proyecto de Ley adjunto, por el que se 
convalidan los actos legislativos dictados por el Consejo de Estado, entre el 19 de 
diciembre de 1973 y el 14 de febrero de 1985, declarándolos con valor y fuerza de ley, 
los que serán identificados en el futuro como "Decretos-Ley” pero con la misma 
numeración y fecha (artículo 19). 


En tal sentido, cabe señalar que los referidos actos legislativos del Consejo de 
Estado del gobierno militar “de facto” que acaba de fenecer, son radicalmente nulos, 
por emanar de un órgano inexistente para la Constitución de la República y por haber 
sido dictados sin seguir procedimientos que ésta prescribe para la sanción de las 
leyes, en cuyo mérito están afectados de un vicio de incompetencia absoluta, así como 
del señalado vicio de forma. 


Sin embargo, al amparo de su aplicación constante durante años, se han constituido 
infinidad de relaciones jurídicas, con la consiguiente generación de derechos y 
obligaciones que no es prudente considerar en adelante sin respaldo legal, pues ello 

lesionaria muy respetables intereses y ocasionaría una situación general de 
inseguridad jurídica. 


En consideración a las razones expuestas, dichos actos legislativos no pueden regir 
después de restablecido el imperio de la Constitución, sin una sanción expresa del 
Poder Legislativo, por lo que debe necesariamente procederse a atribuiries el vigor de 
que carecen desde el punto de vista estrictamente jurídico, 


La solución que proponemos, tiene su apoyo en la tradición nacional, tal como lo 
documenta el doctor Alberio Ramón Real en su tesis sobre "Los Decretos-Leyes” 
(Montevideo 1946, página 253 y siguientes), dado que luego de cesar los regimenes 
de facto instaurados en 1865, 1876 y 1898, se sancionaron las leyes 928, de 30 de 
abril de 1863; 1.436, de 21 de mayo de 1879 y 2.680, de 1* de abri de 1901, 
declarando leyes de la República a los actos legislativos dictados en esos períodos 
excepcionales. 


Sobre el particular expresó el Representante, historiador y constitucionalista 
Francisco Bauzá: "A fin de evitar esta negación del sistema republicano, a efecto de 
dificultar esta reacción al gobierno despótico, es que pedimos vigor de ley para los 
actos de la dictadura. Desde que no podemos rechazarlos, porque eso sería lastimar 
derechos adquiridos; desde que no podemos admitirlos sin sanción legal porque eso 
importaría crear un poder nuevo y superior a la Constitución; debemos legalizarios 
para que todos comprendan que el último acto de toda empresa política, es la 
sumisión lisa y llana al Código Fundamental; la sumisión al gobierno impersonal de la 
Ley”. (Diario de Sesiones de la Cámara de Representantes, T. 33, pág 204) 
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Esta convalidación se hace exclusivamente por la necesidad jurídica que queda 
expuesta y no significa una coincidencia con el mérito o el acierto intrínseco de las 
soluciones normativas contenidas en tales actos legislativos. Por tal razón; no es 
contradictoria con la atribución de valor y fuerza de Ley a dichos actos, la expresión de 
la voluntad politica de derogar las leyes inconstitucionales y represivas dictadas por el 
régimen de facto durante once años, de la que se deja constancia, Y sin perjuicio, asi 
mismo, de derogar o modificar en el futuro otros actos legislativos que no tengan tales 
características pero que igualmente se consideren inconvenientes. 


El artículo 2* del Proyecto de Ley que proponemos, exceplúa de esta convalidación 
genénca a algunos actos legislativos dictados con evidente espiritu represivo, 
contrarios a los principios democráticos-republicanos, o con el propósito de crear 
privilegios o beneficios exorbitantes para ciertas categorías de funcionarios 
representativos de! régimen fenecido y de sus colaboradores, en clara violación del 
principio constitucional de la igualdad, así como sobre materias de tal trascendencia, 
caso tipico del Código Civil, que sólo pueden ser reguladas por un Parlamento 
representativo del Cuerpo Electoral, por cuya causa se declaran nulos e inexistentes. 
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Ley N* 15.737, 
de 8 de marzo de 1985 


LEY DE AMNISTIA 


CAPITULO | 


Artículo 1%.- Decrótase la amnistia de todos los delitos políticos, comunes y militares 
conexos con éstos, cometidos a partir del 1? de enero de 1962. 


Respecto a los autores y coautores de delitos de homicidio intencional consumados, 
la armistía sólo operará a los fines de habilitar la revisión de les sentencias en los 
términos previstos en el artículo 9* de asta ley. 


Articulo 2”.- A los efectos de esta ley se consideran delitos políticos, los cometidos 
por móviles directa o indirectamente políticos, y delitos comunes y militares conexos 
con delitos políticos los que participan de la misma finalidad de éstos o se cometieron 
para facilitarlos, prepararlos, consumarlos, agravar sus efectos o impedir su punición. 


También se consideran delitos conexos todos aquellos que concurran de cualquier 
manera (reteración real, reiteración forma! o concurrencia fuera de la reiteración) con 
los delitos políticos, 


Artículo 3”.- Esta amnistia comprende expresamente: 


A) Los delitos del artículo 60, incisos !, 1, 111, IV, V, Vi, VI y XII del Capítulo 6 bis 
del Código Penal Militar, incorporados a éste por el artículo 1* de la ley 14.068, 
de 10 de julio de 1972. 


B) Los delitos establecidos en los Títulos | y 1 del Libro 1! del Código Penal 
Ordinario; y las asociaciones para delinquir (artículos 150 y 152 del Código 
Penal y artículo 5* de la ley 9.936, de 18 de junio de 1940) si hubieran sido 
creadas con las finalidades políticas. 


C) Los tipificados en el Código Penal Militar cuando se hubleren cometido por 
móviles directa o indirectamente políticos, o en su mérito se hubiere requerido, 
procesado o condenado a civiles, 


D) Los delitos contenidos en bandos militares dictados durante la declaración del 
estado de guerra. 


E) En general, y sin perjuicio de los enunciados precedentemente, todos los 
delitos, cualesquiera sea el bien juridico lesionado, que hayan sido cometidos 
por móviles políticos directos o indirectos. 


Articulo 4*.- Quedan comprendidas en los efectos de esta amnistia todas las 
personas a quienes se hubiera atribuido la comisión de estos delitos, sea como 
autores, coautores o cómplices y a los encubridores de los mismos, hayan sido o no 
condenados o procesados, y aun cuando fueren reincidentes o habituales. 


£.- Quedan excluidos de la armistía los delitos cometidos por funcionarios 
policiales o militares, equiparados o asimilados, que fueran autores, coautores o 
cómplices de tratamientos inhumanos, crueles o degradantes o de la detención de 
personas luego desaparecidas, y por quienes hubieren encubierto cualquiera de 
dichas conductas. 


Esta exclusión se extiende asimismo a todos los delitos cometidos aun por móviles 
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políticos, por personas que hubieren actuado amparadas por el poder del Estado en 
cualquier forma o desde cargos de gobierno. 


Articulo 6? - Decláranse extinguidas de pleno derecho las penas principales y 
accesorias, las acciones penales, las sanciones administrativas y jubilatorias, les 
deudas generadas por expensas carcelarias y toda otra sanción dispuesta por una 
autoridad estatal en virtud de los delitos armmnistiados, 


Artículo 7?.- A partir de la promulgación de esta loy cesarán de inmediato y en forma 
definitiva: 


a) Todos los regimenes de vigilancia para las personas comprendidas en el 
beneficio de la amnistía, cualquiera fuere su naturaleza y la autoridad que lo 
hubiere dispuesto. Dichas personas quedarán automáticamente eximidas de 
toda obligación directa o indirectamente relacionada con el régimen a que se 
hallaren sometidas. 


b) Todas las órdenes de captura y requerimiento pendientes, cualquiera fuere su 
naturaleza y la autoridad que lo hubiere dispuesto, dictadas contra personas 
beneficiadas por asta amnistia. 


c) Todas las limitaciones vigentes para entrar al país o salir de él, que alcanzaren 
a dichas personas. 


d) Todas las investigaciones de hechos que pudieren configurar cualquiera de los 
delitos comprendidos en la amnistía. 


Artículo 8*.- El Supremo Tribunal Militar dentro de las 48 horas de promulgada esta 
ley remitirá a la Suprema Corte ce Justicia la nómina de los reclusos en ela 
comprendidos con referencia a los delitos por los que hubieran sido acusados o 
condenados y al lugar de su reclusión. 

La Suprema Corte de Justicia dispondrá de inmediato la liberación de dichos 
reclusos con excepción de los autores y coautores de homicidio intencional 
consumado, los que quedarán a su disposición hasta que el Supremo Tribunal Militar 
remita las respectivas causas, lo que deberá efectuarse dentro de los cinco dias 
hábiles de promulgada esta lay. 

Recibidas las causas la Suprema Corte de Justicia dispondrá la libertad de estas 
personas y distribuirá las causas equitativamente entre los tres Tribunales de 
Apelaciones en lo Penal. 

Artículo 9?.- Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal dispondrán de un plazo de 


ciento veinte días para resolver si hubo o no mérito para la condena, pudiendo dictar” 


sentencia de absolución o de condena. En este último caso procederán a la fquidación 
de la nueva pena en la proporción de tres días de pena por cada día de privación de 
libertad efectivamente sufrida. 

Los Tribunales de Apelaciones podrán valorar libremente las pruebas resultantes de 
la instrucción sumarial y dictarán sentencia en mérito a su libre convicción, previa 
citación al imputado en calidad de medida para mejor proveer. 


En todos los casos, quedarán sin efecto las deudas generadas por expensas 
carcelarias. 
Contra la sentencia podrá interponerse recurso de casación. 


Articulo 10.- La orden de libertad se cumplirá también respecto de las personas 
detenidas en aplicación de medidas prontas de seguridad legítimas, por haber sido 
adoptadas por una autoridad de facto y no comunicadas a la Asamblea General ni a la 
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Comisión Permanente, o en virtud de otra decisión administrativa, cualquiera haya sido 
el órgano o la autoridad de que hubiere emanado y en lugar de reclusión en que se 
hubiere cumplido. 

Artículo 11.- El jerarca militar o policial que incumpliere o retardare el cumplimiento 
de la orden de libertad referida en los artículos 8? y 10 incurrirá en el delito previsto en 
el artículo 286 del Código Penal (Atentado a la libertad personal cometido por el 
funcionario público encargado de una cárcel). 


Artículo 12.- Los embargos, interdicciones, secuestros y medidas cautelares de 
cualquier naturaleza que afectaren a las personas alcanzadas por esta amnistía o a 
sus bienes, y que hubieren sido dispuestos como consecuencia directa o indirecta de 
la imputación de cualquiera de los delitos referidos en el artículo 3%, serán cancelados 
o levantados de oficio a partir de la promulgación de esta ley. Del mismo modo 
caducarán las fianzas personales que se hubieren exigido y otorgado con relación a 
dichas personas. 

Dentro de los ciento veinte dias de la promulgación de esta ley se restituirán a las 
personas amnistiadas los bienes que hubieren sido secuestrados, incautados o 
confiscadós, con excepción de los efectos del delito y de los instrumentos de su 
ej n (artículo 105 literal a) del Código Penal). En caso de no ser posible la 
restitución por haberse destruido, rematado, enajenado o escriturado a favor del 
Estado los bienes incautados o confiscados, con arreglo al decreto ley 14.373, de 13 
de mayo de 1975, la responsabilidad del Estado y de los funcionarios actuantes se 
regulará por los artículos 24 y 25 de la Constitución y comprenderá el caso en que los 
bienes se hayan deteriorado o inutilizado por mala administración o utilización 
continuada. 


Artículo 13.- En el mismo plazo de ciento veinte dias el Poder Ejecutivo reglamentará 
la devolución de las sumas depositadas por concepto de fianzas y las percibidas por 
concepto de expensas carcelarias, debidamente actualizadas por el régimen previsto 
en el decreto ley 14.500, de 8 de marzo de 1976 y con cargo a Rentas Generales. El 
reintegro de dichas sumas deberá cumplirse en el plazo máximo de un año a contar de 
la promulgación de esta ley. 

Artículo 14.- El Poder Ejecutivo reglamentará las medidas procesales que serán 
consecuencia de esta ley de amnistía, determinando a qué autoridad judicial 
competerá el dictado de los aulos de sobreseimiento necesarios para clausurar las 
causas de las personas amnistiadas. 


CAPITULO ll 


Artículo 15.- Apruébase la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
llamada Pacto de San José de Costa Rica, firmada en la ciudad de San José, Costa 
Rica, el 22 de noviembre de 1969, cuyo texto forma parte de la presente ley.(”)' 

Artículo 16.- Reconócese la competencia de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos por tiempo indefinido, y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos sobre todos los casos relativos a la Interpretación o aplicación de esta 
Convención, bajo condición de reciprocidad. 

CAPITULO lll 

Artículo 17.- Deróganse los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 11, 12, 13, 14, 15, 37, 40, 41, 
42, 43, 45, y 46 de la Ley de Seguridad del Estado 14.068, de 12 de julio de 1972; 
Decreto Ley 14.493, de 28 de diciembre de 1975 y Decreto Ley 14,734, de 28 de 
noviembre de 1977. 


(*) Ver texto de la Convención Americana en Distribuldo N* 488/2010. 
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Artículo 18.- Reincorpóranse al Código Penal los artículos 132, 133, 134, 135 y 137 
con la redacción que el texto tenia en la edición oficial de 1934, 


CAPITULO IV 


Artículo 19- Derogado 


Fuante: Ley N* 16.349, de 10 de abril de 1993, articulo 1 


CAPITULO V 


Artículo 20.- 

20.1 La gracia que extingue el delito y opera el sobreseimiento de la causa será 
otorgada por la Suprema Corte de Justicia en acto de visita de cárceles y causas 
que efectuará, por lo menos una vez al año, No procederá respecto a 
reincidentes y habituales, si estas agravantes estuvieran referidas a delitos que 
hubieran violado el mismo bien jurídico 


20.2 En dicha oportunidad podrá, asimismo, excarcelar provisionalmente a los 
procesados, cualquiera fuera la naturaleza de la imputación. 


20.3 La Suprema Corte de Justicia podrá delegar en dos de sus miembros el ejercicio 
de la facultad prevista en el inciso anterior, quienes resolverán por acuerdo. 


204 Las facultades referidas se ejercerán de oficio o a petición de parte. 


20.5 Los plazos procesales y administrativos de que disponen, los funcionarios 
técnicos que deban intervenir en la visita de cárceles, quedarán suspendidos de 
pleno derecho durante el término en que participen efectivamente en esa 
función. 


Fuente: Lay N" 17.272 de 24 de octubre de 2000 articulo 1, 


Artículo 20-BI5.- 
20 BIS.1 - Los procedimientos en trámile a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley, que refieran e imputados o penados primarios que se hallaren en 
libertad, o procesados sin prisión, com excarcelación provisional, en libertad 
condicional o anticipada, o con suspensión condicional de la ejecución de la pena, 
serán clausurados provisoriamente por los Juzgados y Tribunales penales. 


20 BIS.2 - La clausura de los procedimientos quedará sin efecto en caso que el 
Ministerio Público deduzca oposición dentro de los cinco días hábiles siguientes a la 
notificación, por entender -en dictamen fundado- que media interés público prioritario 
en la continuación de los mismos, estándose a lo que resuelva el Juez de la causa, 
bajo resolución fundada, previa vista a la defensa, por el término de cinco dias 
hábiles. 


20 BIS.3 - El procesado o el penado cuando la sentencia de condena fuera pasible 
de recurso tendrá, asimismo, derecho a la continuación del proceso si manifiesta 
oposición a la clausura dentro de los cinco días hábiles siguientes a la respectiva 
notificación. 

20 BIS4 - La clausura referida en los articulos precedentes tendrá  carácier 
definitivo, si el procesado o penado no fuera somelido a nuevo procedimiento penal 
dentro del término de tres años contados desde la fecha en que se dispuso la 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


clausura. En caso contrario, se continuarán los procedimientos  provisoriamente 
clausurados y el Juzgado dispondrá de oficio lo que al estado de los mismos 
corresponda. 


Fuento: Ley N* 17.272 de 24 de setiembre de 2000, artículo 1. 


Artículo 21.- (Libertad anticipada).- La Suprema Corte de Justicia podrá conceder la 
libertad anticipada a los condenados que se hallarén privados de libertad en los siguientes 
casos: 

1) Si la condena es de penitenciaria y el penado ha cumplido la mitad de la pena 
impuesta. 

2) Sila pena recaída es de prisión o multa sea cual fuere el tiempo de reclusión sufrido. 

3) Si el penado ha cumplido las dos terceras partes de la pena impuesta, la Suprema 
Corte de Justicia concederá la libertad anticipada. Sólo podrá negarla, por resolución 
fundada, en los casos en que los signos de rehabilitación del condenado no sean 
manifiestos. 


La petición deberá formularse ante la Dirección del establecimiento carcelario donde se 
encuentre el penado. 


La solicitud se elevará al Juez de ejecución, dentro de cinco días, con informes de la 
Dirección del establecimiento acerca de la calificación del solicitante como recluso. 


Recibida la solicitud, el Juez recabará el informe del Instituto de Criminología, que se 
expedirá dentro de los treinta días, 


Devuelto los autos, el Juez emitirá opinión fundada y se procederá de acuerdo con lo 
establecido en el inciso cuarto del artículo anterior. 


Si la Suprema Corte de Justicia concede la libertad anticipada hará cumplir el fallo de 
inmediato y dejará constancia de que se notificó al liberado de las obligaciones impuestas 
por el artículo 102 del Código Penal, devolviendo la causa al Juez de ejecución. 


En el caso previsto en el numeral 3) de este artículo, si la Suprema Corte de Justicia 
concediere la libertad anticipada podrá, en el mismo acto, reexaminar el Juicio de 
peligrosidad y, en su caso, disponer el cese de la medida de seguridad eliminativa que se 
hubiere impuesto. 


Fuento: rpg: denon 
de 14 de sellembra de 2005 


Artículo 22.- polenta la ene Cala y Jia pes erglo alrilcd 230 6 Ja 
Constitución, procederá de inmediato a una visita de cárceles y causas a efectos de 


ajurcar la fóculual do precia que lo acuer el articulo 20 Os nal ley 


.- Las modificaciones introducidas por esta ley al Código Penal y al y al 
Código Penal Militar, serán incorporadas a sus respectivos textos en las próximas 
ediciones oficiales de los mismos. 


CAPITULO VI 
Artículo 24.- Créase, con carácter honorario, la Comisión Nacional de Repatriación, 
con el cometido de facilitar y apoyar el regreso al pals de todos aquellos uruguayos 
que deseen hacerio. 
Dicha Comisión funcionará en el Ministerio de Educación y Cultura, el que deberá 
proporcionar los medios materiales y los recursos humanos necesarios para su 
actuación 
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La Comisión se integrará con un delegado del Ministerio de Educación y Cultura, un 
delegado del Ministerio de Relaciones Exteriores, un delegado del Ministerio del 
Interior, un delegado del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, un delegado del 
Banco Hipotecario del Uruguay, un delegado de la Comisión del Reencuentro y una 
persona que designará el Presidente de la República, quien asumirá la Presidencia. 

El Poder Ejecutivo, por vía de reglamento, precisará los cometidos de la Comisión y 
sus facultades, 

CAPITULO Vil 

Artículo 25.- Declárase el derecho de todos los funcionarios públicos destituidos en 
aplicación del llamado acto institucional N*7, a ser restituidos en sus respectivos 
cargos. 

CAPITULO Vil! 

Artículo 26.- La presente ley entrará en vigencia con el cúmplase del Poder 
Ejecutivo, 

Artículo 27 .- Comunicuese, etc. 
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Ley N* 14.068, de 10 de julio de 1972 


Artículo1”.- Incorpórase al Código Penal Militar el siguiente capítulo: 
CAPITULO VI BIS "De los delitos de lesa nación” Artículo 60 (l).- Será 
castigado con diez a treinta años de penitenciaria, y de dos a diez años de 
inhabilitación absoluta: 1*(Atentado Contra la Integridad del Territorio Nacional, 
la Independencia o la Unidad del Estado). El que ejecutare actos directos para 
someter al territorio nacional o una parte de él, a la soberanía de un gobierno 
extranjero, o con el fin de menoscabar-la integridad o alterar la unidad del 
Estaco; 


2"(Servicios Militares o Políticos prestados a un Estado Extranjero, en guerra 
con el Uruguay). El que tomare las armas o prestare servicios de carácter 
militar o político a un Estado extranjero en guerra con el Uruguay, o secundase 
sus planes con suministro de elementos bélicos o con dinero; 


3”(Revelación de Secretos). El que revelare secretos políticos o militares, 
concemientes a la seguridad del Estado, o facilitare su conocimiento; 


4”(Inteligencia con el Extranjero con fines de guerra). El que mantuviera 
inteligencias con un gobierno extranjero con el fin de lanzarlo a la guerra o a 
ejecutar actos de hostilidad contra la República, o cometiere otros hechos 
directamente encaminados al mismo fin; 


5*(Sabotaje de Construcciones y Pertrechos de Guerra). El que, en connivencia 
con un gobierno extranjero, o con el objeto de secundar sus planes, destruyere 
o inutilizare naves, aeroplanos, puertos, vías férreas, fortalezas, arsenales, o 
pertrechos de guerra destinados a la defensa del Estado: 


6"(Atentado contra la Constitución). El que, por actos directos, pretendiere 
cambiar la Constitución o la forma de gobierno por medios no admitidos por el 
Derecho Público interno. 


Artículo 60 (I1).- Será castigado con seis a veinte años de penitenciaria y dos a 
ocho años de inhabilitación absoluta: 


1*(Actos capaces de exponer a la República al peligro de una guerra o de sufrir 
represalias). El que, sin la autorización del Gobierno, levantara tropas contra un 
gobierno extranjero, o ejercitase otros actos susceptibles, por su naturaleza, de 
exponer a la República al peligro de una guerra o de sufrir represalias; 


2"(infidelidad a un Mandato Político en Asuntos de Carácter Nacional). El 
encargado por el Gobierno de la República, de tratar asuntos de Estado con un 
gobierno extranjero, que se sustrajera al mandato, en forma de comprometer 
los intereses públicos; 

3"(Suministro de Provisiones a un Estado Enemigo en Tiempo de Guerra). El 
que, fuera del caso previsto en el numeral segundo del artículo precedente 
suministrare, en tiempo de guerra, a un Estado enemigo, cualquier género de 
provisiones; 
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4*(Comercio con el Enemigo y Participación en sus Empréstitos). El que, en 
tiempo de guerra, comerciare con el Estado enemigo, o tomare participación en 
sus empréstitos; 

5*(Violación de Tregua o Armisticio). El que violare tregua o armisticio pactado 
entre la República y otra nación enemiga. 

Artículo 60 (111).- (Infracción Culpable). El que cometiere, por mera culpa alguno 
de los delitos previstos en los artículos anteriores, será castigado con dos a 
diez años de penitenciaria. 

Artículo 60 (1V).- (Delitos cometidos contra un Estado Aliado). Cuando alguno 
de estos delitos fuere cometido contra un Estado aliado de la República, la 
pena podrá ser reducida hasta un tercio de la fijada por la ley. 


Articulo 60 (V)- (Asociaciones subversivas) Los que se asociaron para 
pretender cambiar por actos directos la Constitución o la forma de gobierno por 
medios no admitidos por el Derecho Público Interno, serán castigados, por el 
sólo hecho de la asociación con pena de 6 a 18 años de penitenciaria. 


Artículo 60 (VI).- (Asistencia a la Asociación). El que, sin formar parte de la 
asociación le prestare cualquier asistencia susceptible de favorecer su acción o 
su mantenimiento o su impunidad, será castigado con pena de 2 a 8 años de 
penitenciaria. 

Artículo 60 (VII).- (Asistencia a los Asociados). El que fuera de los casos de 
concurso en el delito previsto en el artículo anterior, o de encubrimiento del 
mismo prestare asistencia a una o más personas que participen de la 
asociación, será castigado con pena de 18 meses de prisión a 4 años de 
penitenciaria. 

No es punible el que comete el hecho en favor de sus ascendientes, 
descendientes o cónyuges. 

Artículo 60 (VII!).- (Asociación Usurpadora de Autoridades Públicas). Los que 
se asociaran para sustituir a la autoridad pública, en los casos en que a ella 
competa entender en la prevención oO represión de actos real o 
presuntivamente delictuosos, por el sólo hecho de la asociación, serán 
castigados con pena de 2 a 12 años de penitenciaria. 


Artículo 60 (IX).- (Asistencia a la Asociación Usurpadora de Autoridades 
Públicas). El que sin formar parte de la asociación le prestare asistencia 
susceptible de favorecer su acción o su manten:miento o su impunidad, será 
castigado con pena de 20 meses de prisión a 6 años de penitenciaria. 


Articulo 60 (X).- (Asistencia a los Asociados). El que fuera de los casos de 
concurso en el delito previsto en el artículo 60 (VIII) o de encubrimiento del 
mismo, prestare asistencia a una o más personas que participen de la 
asociación será castigado con pena de 15 meses de prisión a 3 años de 
penitenciaria. 

No es punible el que comele el hecho en favor de ascendientes o 
descendientes o de su cónyuge. 

Artículo 60 (XI).- (Circunstancias Agravantes Especiales). Son circunstancias 
agravantes de los delitos previstos en el Capitulo VI (bis):1%El hecho de 
haberse constituido la asociación en banda armada; 
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2"La de que los asociados sobrepujen el número de diez: 


3'La de ser jefe o promotor y el hecho de que la asociación empleara 
inimputables para cualesquiera de sus fines, 


4*La calidad de funcionario público afectado a los servicios que se sustituyeran: 
5*La motivación de odio o venganza. 


Artículo 60 (XIl).- La proposición, la conspiración, y la conspiración seguida de 
actos preparatorios, se castigan con dos a seis años de penitenciaria”. 
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Ley N* 13.751, de 11 de julio de 1969 


DERECHOS HUMANOS 
SE APRUEBAN LOS PACTOS INTERNACIONALES Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO (*) 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en 
Asamblea General, 


DECRETAN: 


Artículo 1%.- Apruébanse los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y el Protocolo Facultativo, 
aprobados por la Asambleas General de las Naciones Unidas, el 16 de diciembre de 1966 y suscritos por 
el Uruguay el 21 de febrero de 1967. 


Artículo 2”.- Comuniquese, etc. 


(") Nota: Ver texto del Pacto Internacional en Distribuido N” 488/2010 
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Decreto ley N* 14.373, de 13 de mayo de 1975 


BIENES PERTENECIENTES A ORGANIZACIONES 
SURVERSIVAS O A SUS INTEGRANTES 


Declarada su nulidad absoluta por: el artículo 2” de la 
Ley N* 15.738 de 13 de marzo de 1985 


CAPITULO 1 
De la incautación provisoria y de las medidas de 
administración 


Artículo 1*.- En todos los procedimientos relacionados con la prevención y 
represión de los delitos previstos por el artículo 1* de la ley 14.068, de 10 de 
julio de 1972, así como en aquellos a que se refieren los artículos 11 y 43 de la 
referida ley. sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 44 de la misma, deberá 
disponerse la incautación provisoria de todos los bienes muebles, inmuebles o 
semovientes que de alguna manera puedan ser o hayan sido utilizados como 
medio propio o impropio, directo o indirecto, para preparar, concertar, proponer 
o ejecutar los delitos mencionados. 


Dicha incautación provisoria se hará efectiva cuando de los Procedimientos 
efectuados surja la presunción fundada de que los bienes pertenecen a los 
autores, coautores, cómplices o encubridores de dichos delitos. 


Quedará excluida la incautación de bienes de terceros cuando del 
Procedimiento pueda presumirse su desvinculación con el hecho delictuoso, 


Cuando se haga efectiva la incautación provisoria de los efectos del delito y 
demás bienes ya mencionados, se procederá a la facción de inventario, 
labrándose actas en las que constarán todas las circunstancias del 
procedimiento y los datos individualizantes de que se disponga respecto de los 
titulares de los bienes. 


Artículo 2”.- De toda incautación provisoria de bienes que se efectúe, se dará 
cuenta al Juez Militar de Instrucción competente, poniendo dichos bienes a su 
disposición dentro de las cuarenta y ocho horas de terminado el procedimiento, 
estándose a lo que aquél resuelva. 


Artículo 3”.- Con excepción del dinero, los bienes muebles y los semovientes 
serán entregados en custodia, provisoriamente, a la Unidad Militar o Policial 
actuante en el procedimiento, con las facultades de administración 
consiguientes. Pero si tales bienes fueran de utilidad o necesidad para las 
Fuerzas Armadas o la Policía, el Juez Militar de Instrucción podrá destinarlos 
en dicha calidad, a la Unidad o al Servicio que estime conveniente. Si se tratare 
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de una aeronave, el Juez recabará previamente dictamen del Comando 
General de la Fuerza Aérea sobre el estado de la misma y las posibilidades de 
su eventual utilización y destino. Si el dictamen fuero negativo, se dispondrá la 
venta de la aeronave en remate público, dentro de los sesenta días a contar de 
la fecha de la resolución judicial de incautación. El Juez designará el martillero, 
fijando día, hora y lugar para el remate, disponiendo la publicación de edictos 
durante cinco días en el "Diario Oficial" y en un diario de la capital. El 
remanente líquido del remate se depositará a la orden del Juzgado que 
entiende en el asunto bajo el rubro de autos. En los demás casos cuando no 
exista utilidad o necesidad, se procederá, según corresponda, a su destrucción 
si fueron perecederos y así lo impusieran las circunstancias, o al remate dentro 
de un plazo de sesenta dias a contar de la fecha de la resolución judicial de 
incautación, de acuerdo con los procedimientos establecidos en el inciso 
anterior, 


Artículo 4*.-Tratándose de bienes incautados con anterioridad a la vigencia de 
la presente ley en los procedimientos a que ella se refiere, el remanente líquido 
del remate, así como el dinero en efectivo o en divisas serán puestos a 
disposición del Comando General a que pertenezca la Unidad interviniente. 
Este lo destinará a solventar los gastos que demanden la seguridad, 
alimentación, vestuario y alojamiento de los detenidos o reclusos en tales 
actuaciones. 


Artículo 5*.- Los inmuebles incautados que pertenecieran en todo o en parte a 
asociaciones subversivas o a algunos de sus integrantes, que puedan ser o 
hayan sido utilizados para la preparación o ejecución de sus actividades 
delictivas, serán entregados provisoriamente a la Unidad aprehensora para su 
custodia, con las facultades de administración consiguientes 


El Poder Ejecutivo, por los Ministerios de Defensa Nacional o del Interior, 
tendrá el usufructo legal sobre los mencionados bienes hasta que se dicte 
sentencia definitiva en el asunto. 


CAPITULO II 
De la confiscación 


Artículo 6”.-La confiscación de los efectos del delito y de los bienes muebles, 
inmuebles o semovientes que hayan servido como instrumento de ejecución o 
que estuvieren destinados a dicha ejecución, se regirá conforme a lo dispuesto 
en el artículo 105 (inciso A) del Código Penal. Los efectos y bienes confiscados 
podrán ser directamente utilizados por el Estado o enajenados. 


Artículo 7”.-En los casos de inmuebles en que no se hubiere otorgado 
escritura de compraventa definitiva, cuando hubiere saldo de precio a favor de 
un tercero, el Estado podrá tomar a su cargo dicha deuda, si existiera, y 
conviniere a la Administración, procediéndose a la escrituración forzosa a su 
favor, sin perjuicio de poder procederse al remate del inmueble por resolución 
judicial que así lo disponga, el que se realizará conforme a lo establecido en el 
inciso tercero del articulo 3". 
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Artículo 8”.- Ejecutoriada la sentencia de condena, el dinero remanente y las 
divisas incautadas, así como el producto líquido de la venta de los bienes 
confiscados, serán vertidos en Rentas Generales, a la orden del Ministerio de 
Defensa Nacional, en una Cuenta Especial que se abrirá al efecto. 


Artículo 9”.-Comuniquese, etc. 
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Decreto-ley N” 14.157, de 21 de febrero de 1974 
(LEY ORGANICA MILITAR) 


TITULO V - PERSONAL 
CAPITULO 16 - RETIRO OBLIGATORIO 


Artículo 192.- Los Oficiales y Personal Subalterno pasarán a la situación de 
Retiro Obligatorio cuando se encuentren en alguno de los siguientes casos: 


A) 1) El Teniente General o General o sus equivalentes, por haber 
permanecido un máximo de ocho años en total en estos grados. 


2) Por haber alcanzado el límite de edad que se establece a continuación: 
() 
Años 
Teniente General, Brigadier General, Vice Almirante, 
General, Brigadier, Contra Almirante ...........oomocorocoooonarocorononocrnos BO 


Coronel, Capitán de Navío........... A LASA ERE TAN CILA 55 
Teniente Coronel, Capitán de Fragata........ooooooooconccccincioccciccincacioranoa DR 
Wayor Capilla COMA es ccrincirciminic canas comenzar nacen ponanonen ena cncisa 48 
Capitán, Teniente de Navío.........ooncicciociniosccaconss PR 44 
Teniente 1.0 y Alférez de NavlO.........aoooccooomocernsccnonoccnanecucan ocaciones 0ns 44 
Teniente 2.0 y Alférez de Fragata........ a AN 44 
AE AAA 44 
SOI DO 0 AO is di 55 


A A A A 
Sargento y Suboficial 2.a Clase .........oooninnicoioccnnnoncacanenononionarani. SO 
Cabo 12 iaa rat iio dol aa e 

46 


o AAA 

Soldado 1.a Clase y Marinero 1.a ClaS.....ooooccoconooonioreiascmnsoracronrara. AD 
Soldado 2.a Clase y Marinero 2,a Clase. ....oonncicicin..mm. iia Raiió 40 
Soldado Especialista. coccooococoociocinianinnoros> AAA 50 


Fuonte: litera! A) nral. 2, Decreto-ley N* 14,994, de 10/03/1980, articulo 4* 


*- Suprimesa en el artículo 192, Meral a), número 2, de la ley 
14.157, de 21 de febrero de 1974 (Orgánica de las Fuerzas Armadas), 
ol límie de edad que allí se establece para los grados de Teniente 
Genera, General y sus equivalentes, como causal de reíro obligatorio. 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


B) Por incapacidad fisica o mental, comprobada por una Junta Médica del 
Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas, la que deberá establecer. 


1% Sila incapacidad se ha producido por acto de servicios o en ocasión 


de éste, o por la colaboración que se preste a las autoridades 
públicas, en el lugar del desempeño del servicio o fuera de él pero 
con motivo del cumplimiento de las funciones correspondientes a la 
prestación del mismo, 

Si la incapacidad se ha producido por enfermedad causada por el 
servicio, sea o no de las llamadas profesionales, siempre que, 
inequivocamente, la prestación del servicio o el hecho de cooperar 
con las autoridades públicas en cumplimiento de los deberes propios 
del cargo, hayan sido causa exclusiva o con causa concurrente de la 
enfermedad; 


En caso contrario, se hará constar expresamente que la incapacidad 
o enfermedad no pueden atribuirse a ninguna de las circunstancias 
descritas en los incisos anterior. 


En todo caso de retiro y siempre que la Junta Médica deba 
expedirse, deberá calificar definitivamente el tipo de incapacidad. 


La incapacidad puedo sor completa o incompleta. La incapacidad 
completa es aquella que inhabllita al militar para realizar la totalidad 
de las actividades correspondientes a la jerarquía o al cargo. La 
Incapacidad incompleta es aquella que habilita al militar para realizar 
alguna de las actividades correspondientes a su jerarquía o cargo. 


El Ministro de Defensa Nacional, para el personal dependiente 
directamente de su Ministerio o el Comandante en Jefe de la Fuerza 
respectiva, con intervención de la Junta Médica del Servicio de 
Sanidad de las Fuerzas Armadas, podrán determinar en caso de 
mncapacidad fisica incompleta, si el militar puede continuar su 


Cuando el militar sea declarado apto para continuar en actividad, el 
Ministro de Defensa Nacional o el Comandante en Jefe de la Fuerza, 
teniendo en cuenta la calificación anual y de acuerdo a los 
resultados obtenidos en el cumplimiento del servicio, podrán 
disponer en cualquier momento la intervención de la Junta a los 
efectos de un nuevo estudio del caso, 


La Junta Médica del Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas, se 
integrará a estos efectos según lo disponga la reglamentación 
respectiva. 


Fuente: itoral B), Dacroto-ley N* 14,813, de 22/08/1978, articulo 1* 
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C) Por haber permanecido por un año continuo en situación de "No 
Disponible", comprendida en el apartado A) del articulo 97, 


Por haber permanecido por dos años consecutivos con parte de 
enfermo (asistencia o convalecencia) en los casos de enfermedad 
contraida en función o a consecuencia del Servicio o en ocasión de 
cooperar con la autoridad pública en cumplimiento de sus deberes o a 
consecuencia de estos hechos. 
Estas normas serán de aplicación al personal subalterno en lo 
que sea pertinente. 
D) Cuando cumplido el tiempo mínimo de antigúedad computable en el 
grado no se acredite la concurrencia de cualquiera de las demás 
condiciones generales para el ascenso durante dos años consecutivos, 


con excepción de los casos previstos en los incisos A), B), C) y y del 
artículo 97 de esta ley. 


E) Para los Oficiales, por haber obtenido dos calificaciones anuales de 
"Deficiente" en el mismo grado o tres en grados distintos. 


F) Por descalificación impuesta por los tribunales competentes. 


Fuente: literal g), derogado por Ley N” 15.808, de 07/04/1988, articulo 5* 
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Decreto N* 256/985, 
de 27 de junio de 1985 


Visto: la promulgación de la ley 15.737 de 8 de marzo de 1985, 


Considerando: que corresponde proceder a su reglamentación, tal como se dispone en 
sus articulos 12, 13 y 14, 


El Presidente de la República, actuando en Consejo de Ministros 
DECRETA: 


Artículo 1 - En el término de sesenta días a partir de la publicación de este Decreto, los 
órganos de la Justicia Militar que hubieran conocido en las causas seguidas por los 
delitos previstos en el artículo 3 de la ley 15.737 de 8 de marzo de 1985, procederán a 
la cancelación de oficio de las medidas de embargo, interdicción o inhibición 
dispuestas, librando los oficios orrespondientes. 


Dentro del mismo término, el órgano actuante, dispondrá la devolución de los 
bienes embargados, que se encuentren a la orden de la sede. 


En el mismo plazo deberán expedir constancia de los pagos efectuados por 
concepto de fianzas y expensas carcelarias con indicación expresa de monto y fecha 
del pago. 

En los expedientes remitidos de acuerdo a lo establecido por los artículos 8 y 9 de 
la ley 15.737, las medidas establecidas precedentemente, así como las previstas en 
los artículos tercero y noveno del presente Decreto, serán dictadas por el órgano 
actuante en cuanto fueren pertinentes. 


Artículo 2.- Las personas amnistiadas que hayan realizado pagos por concepto de 
expensas carcelarias, deberán presentarse con el certificado expedido conforme a lo 
dispuesto por el artículo primero, ante el Ministerio de Defensa Nacional a fin de que 
en acuerdo con el Ministerio de Economia y Finanzas, el Poder Ejecutivo dicte 
resolución fijando la fecha de pago y el monto de la restitución ajustado de 
conformidad al artículo 2 del decreto-ley 14.500 de 8 de marzo de 1976. El mismo 
procedimiento se seguirá para la devohución de las sumas pagadas por concepto de 
fianzas. 


En ambos casos el ministerio que haga efectivo el pago comunicará, en el plazo 
de treinta días contados a partir de la realización del mismo, a la Suprema Corte de 
Justicia tal circunstancia con indicación de fecha, monto y persona a quien se le hizo. 


Artículo 3*.- Cumplido lo dispuesto en ell artículo primero, los expedientes referidos a 
los delitos políticos comunes y militares conexos con éstos que obren en poder de 
órganos de la justicia Militar serán remitidos a la Suprema Corte de justicia, que los 
distribuirá entre los juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los que serán 
competentes para seguir conociendo a llos efectos del articulo 14 de la ley 15.737 y 
demás previstos en este Decreto, asi como en lo atinente a la entrega de los blenes 
secuestrados, incautados o confiscados en la causa respectiva. 


Artículo 4.- Dentro del plazo referido en el artículo primero todos los organismos del 
Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales 
remitirán al Ministerio del Interior una relación de los bienes muebles o inmuebles que 
se encuentren en su poder y que hayan sido secuestrados, incautados o confiscados a 
las personas amnistiadas por la ley que se reglamenta. 
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Los bienes muebles asi como los documentos que acrediten la titularidad de 
pre sobre los inmuebles. quedarán: a disposición del Ministerio del Interior, para 
su devolución. 


Artículo 5.- Los inmuebles serán entregedos, previo inventario detallado en el que 
conste su estado actual, a la persona que acredite su derecho a la tenencia del bien. 


En todo caso la entrega se verificará bajo recaudo en el que conste el estado de 
los bienes y será firmado por el receptor y el funcionario interviniente. 


Artículo _6.- Los bienes muebles que hayan sido secuestrados, incautados o 
confiscados a las personas amnistiadas por la ley 15.737 del 8 de marzo de 1985, por 
parte de cualquier autoridad administrativa o judicial, interviniente en el procedimiento, 
serán restituidos a quienes hubieran sido sus tenedores en el momento de la 
incautación o a quienes les hayan sucedido en el goce del derecho. 


_Exceptúanse de lo dispuesto, los efectos del delito y los insirumentos de su 

j salvo que, mos y otros pertenezcan a un tercero, extraño al hecho (artículo 

105 literal a) del Códizo Penal). En caso de controversia sobre la calidad de efecto o 
instrumento del deñilo, entenderá la Justicia Penal Ordinaria. 


Artículo 7.- En aquellas casos en que el secuestro, incautación o confiscación de los 
bienes se hubiera efectuado al margen de todo procedimiento jurisdiccional, la entrega 
será resucita por el Poder Ejecutivo en acuerdo con el Ministerio del Interior, 


Articulo 8.- Fuera del caso previsto en el inciso 20 del artículo sexto y cuando la 
restitución no fuese posible por cualquiera de las causas enumeradas en el artículo 12 
de la ley que se reglamenta, así como en el caso de deterioro o inutilización la persona 
interesada podrá presentarse ante ol Ministerio del Interior a fin de solicitar la 
correspondiente indemnización (artículo 24 de la Constitución de ta República), sin 
perjuicio de su derecho a exigir directamente la reparación ante el Poder Judicial. 


Artículo 9.- En caso de que las personas amnistiadas aún no hubieran retirado la 
constancia a que se refiere el artículo primero la Justicia Penal Ordinaria actuante 
dispondrá, dentro del plazo de treinta dias a contar de la fecha en que asumiera 
jurisdicción, el depósito de las sumas percibidas por concepto de expensas carcelarias 
cauciones exigidas pos los órganos de la Justicia Militar en cuenta especial de en el 
Banco Hipotecario del Unuguay a la orden de la sede. Los titulares de los depósitos, 
sin perjuicio de lo previsto en el artículo segundo, podrán presentarse en el expediente 
respectivo, y el órgano actuante librará la orden de pago correspondiente, 


La Justicia Penal Ordinaria comunicará a los Ministerios de Defensa Nacional y de 
Economia y Finanzas, ambas medidas. 


Artículo 10.- Comuníquese. publiquese, etc 
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Decreto N* 135/985, 
de 11 de abril de 1985 


Visto: lo dispuesto por el artículo 24 de la ley 15.737, de 8 de marzo de 1985. 


Considerando: que la citada norma establece que el Poder Ejecutivo precisará, por via 
de reglamento los cometidos de la Comisión Necional de Repatriación y sus. 
facultades, 


El Presidente de la República, actuando en Consejo de Ministros 
DECRETA: 


Artículo 1- La Comisión Nacional de Repatriación tendrá como cometidos: 


a) Elaborar un Registro con los ciudadanos uruguayos que habitan en el extranjero, 
que manifiesten interés en repalriarse. 


b) Elaborar los programas tendientes a facilitar y apoyar el regreso al país de todos| 
los ciudadanos que deseen hacerlo. 


c) Formular a los órganos de Gobierno, Administración Central, Departamental y Y 
Descentralizada las recomendaciones que estime pertinentes para el cumplimiento, 
de sus fines. 


d) Proponer la asignación de los recursos disponibles para la repatriación de los 
ciudadanos uruguayos en el exterior. 


6) Proporcionar la información requerida por los interesados, sobre las posibilidades 
de ressentamiento an el territorio nacional, 


f) Coordinar las actividades de las diversas organizaciones cuya actividad sea afín a 
las de la Comisión, 


g) Estudiar y recomendar el apoyo oficial cuando lo estime conveniente, de 
proyectos y programas promovidos por organizaciones afines a los de la Comisión. | 


h) Ejecutar los proyectos y programas que se le encomienden y administrar los fondos 
que se destinen a esos efectos, A tal fin queda facultada a mantener cuentas en 
moneda nacional o extranjera en el Banco de la República Oriental del Uruguay. 


Asimismo podrá integrar a sus programas a los representantes de los organismos 
públicos, intemeacionales o privados que estime conveniente. 


Artículo 2.- Las decisiones de la Comisión Naciona! de Repatriación se adoptarán por 
o En caso de empate, será dirimido por el Presidente de la 
isión. 


Articulo _3*.- El delegado del Ministerio de Educación y Cultura ejercerá la 
Vicepresidencia de la Cornisión y subrogará al Presidente en caso de licencia. 
ausencia temporaria o excusación, 


Artículo 4.- La Comisión queda facultada para comunicarse directamente con todos 
los organismos estatales, paraestatales e internacionales, representaciones 
diplomáticas y entidades privadas, pudiendo recabar la información necesaria para el 
cumplimiento de sus cometidos. 


Articulo 5.- El Presidente de la Comisión Nacional de Repatriación o el Vicepresidente 
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en caso de subrogación, la representará a los efectos expresados en el artículo 5*. 
Articulo 6- Comuniquese y pase al Ministerio de Educación y Cultura para su 
cumplimiento 
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$ 


Dlesidencia de la Popatilea Ouiontal del” Phuguay 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DEL INTERIOR 

Montevideo, 22 01€ 2005 
VISTO: el recurso de revocación interpuesto por el Cnel. Ivho R. Acuna y otros 
en Expediente N* 2005/02001/01020; 
RESULTANDO: !) que por el mismo impugnan el acto administrativo dictado 
por el Poder Ejecutivo con fecha 23 de junio de 2005 que informa a la Suprema 
Corte de Justicia que el caso de Marla Claudia Garcia Irureta Goyena de 
Gelman no se encuentra comprendido en el artículo 1? de la Ley N* 15.848 de 
22 de diciembre de 1986; 

11) que asimismo, y en relación al homicidio de los ex legisladores 
señores Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez Ruiz, los recurrentes manifiestan 
que no se habría dictado un acto expreso sino que se configuró un acto 
administrativo tácito que es el que impugnan; 

111) que los recurrentes entienden que los actos administrativos 
impugnados son ¡legítimos por haber desconocido sus derechos adquiridos en 
el marco de la aplicación regular de la ley de caducidad; 

IV) que los impugnantes consideran además, que hay cosa 
juzgada respecto del caso María Claudia García Irureta Goyena de Gelman; 
CONSIDERANDO: 1) que los recursos fueron interpuestos en tiempo y forma 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 317 de la Constitución de la República, 
artículo 4* de la ley N* 15.869 de 22 de Junio de 1987, artículo 37 del Decreto: 
Ley N* 15,524 de 9 de enero de 1984 y articulos 142 y 156 del Decreto 
500/9914; 

1) que en el caso hay un solo acto administrativo 
susceptible de ser recurrido y es el que refiere a la privación de libertad y 
homicidio de María Claudia Garcia Irureta Goyena de Gelman y sustracción de 
menor y supresión de estado civil de la hija de la misma: 

11!) que respecto dol caso de los ex legisladores señores 
Zelmar Michelin! y Héctor Gutiérrez Ruiz no existe acto administrativo ni 
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expreso ni tácito como afirman los recurrentes y ello en razón de que no se 
cumplieron los extremos previstos en el artículo 3* de la ley N* 15.848: no hubo 
requerimiento judicial ni hubo manifestación de voluntad del Poder Ejecutivo; 

1W) que los derechos adquiridos invocados no son tales en virtud 
de que no nacen derechos de un acto legitimo; 

V) que el acto del Poder Ejecutivo de 28 de noviembre de 2003 
declaró comprendidos en el artículo 1? de la Ley N* 15.848 los hechos referidos 
a la privación de libertad y homicidio de Maria Claudia García Irureta Goyena 
de Gelman y sustracción de menor y supresión de estado civil de la hija de la 
misma; 

Vi) que dicho acto se dictó en contravención a la norma legal 
citada en virtud de que no se configuraron los requisitos exigidos por el artículo 
1? de la misma; b 

VII) que del acto del Poder Ejecutivo de 28 de noviembre de 2003 
se desprende que el caso planteado no tuvo un móvil político; 

VIII) que el móvil político tampoco surge del Informe Final de la 
Comisión Para La Paz de 10 de abril de 2003 aprobado por Decreto 146/003 
de 16 de abril de 2003; 

1%) que en dicho informe se establece que Maria Claudia Garcia 
Irureta Goyena de Gelman fue arrestada y trasladada ”...por fuerzas que 
actuaron de forma coordinada y no oficial o no reconocida como oficial”; 

X) que descartado el móvil político y considerando las 
conclusiones a las que arribó la Comisión Para La Paz, puede establecerse 
que en lo que respecta al caso María Claudia García Irureta Goyena de 
Gelman no se dan los supuestos previstos en la norma legal respecto de los 
cuales al Poder Ejecutivo no posee discrecionalidad y por tanto no ha 
caducado el ejercicio de la pretensión punitiva del Estado; 

XI) que de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, la Administración tiene el poder-deber de revocar 
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en cualquier tiempo sus actos imegulares para ponerlos de acuerdo con lá 
legalidad (Sentencias Nos. 139/85, 11/99, 398/00, 331/001); 

XI!) que el acto recurrido dictado por el Poder Ejecutivo con fecha 
23 de junio de 2005 en respuesta a la consulta formulada por la Suprema Corte 
de Justicia por Mensaje N* 039/2005 de 16 de junko de 2005, por el que informa 
que el caso no se encuentra comprendido dentro del articulo 1* de la Ley 
15.848 de 22 de diciembre de 1986, verificado que no se han cumplido los 
extremos requeridos en la norma precitada, es un acto dictado conforme a 
derecho, en estricto cumplimiento de la Ley y por tanto procede su 
confirmación; . 

XII!) que no es competencia del Poder Ejecutivo determinar si hay 
o no cosa juzgada porque tal determinación corresponde al Poder Judicial; 

; XIV) que en razón de lo expresado procede no hacer lugar al 
recurso interpuesto; 
ATENTO: a lo expuesto precedentemente; 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
RESUELVE: 

1*.- No hacer lugar al recurso de revocación interpuesto por el Cnel, Ivho R, 
Acuna y otros en Expediente N” 2005/02001/01020. 
2”.- Notifíquese, comuníquese, etc. 


TABARÉ VÁZQU EZ, Presidente de la República; Azucena Berrutti, José Díaz. 
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PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 


10/04/03 - SE ACEPTAN CONCLUSIONES CONTENIDAS EN EL INFORME FINAL 
DE LA COMISIÓN PARA LA PAZ 


VISTO: las actuaciones cumplidas por la Comisión para ta Paz creada por Resolución 
Presidencial N* 858/2000 del 9 de agosto de 2000, con el objetivo de determinar la 
situación de los detenidos-desaparecidos, así como de los menores desaparecidos en 
similares condiciones, 


RESULTANDO: |) que la referida Comisión entregó el 30 de noviembre de 2002 su 
informe preliminar y en el día de la fecha su informe final; 


ll) que en los referidos informes se detallan las conclusiones a las que arribó dicho 
Cuerpo sobre el destino de los ciudadanos denunciados como detenido: 
desaparecidos; 


11) que dichas conclusiones son el resuliado de trabajos cumplidos durante más de 2 
años y medio con especial dedicación y responsabilidad, en los cuales se agotaron las 
instancias al alcance del citado Cuerpo para dar respuestas a las interrogantes qué 
justificaron su creación; 


IV) que los trabajos de ta Comisión contaron con la colaboración y apoyo de 
numerosos organismos públicos y entidades del país y del exterior así como también 
en forma primordial, con la estrecha y valiosa ayuda que en todo momento le brindó la 
Asociación de familiares de detenidos-desaparecidos; 


V) que dichas conclusiones confirman la gran mayoría de las denuncias 
sobre situaciones ocurridas en nuestro pais y buena parte de las denuncias referidas 3 
situaciones ocurridas en el exterior, 


CONSIDERANDO: !) que las conclusiones de la Comisión para la Paz, atento a la 
metodologia y a los criterios de trabajo por ella aplicados, merecen la mayor 
credibilidad y respeto; 


1) que ta jerarquia del trabajo de la Comisión para la Paz y la prudente certeza que 
trasmiten sus conclusiones, coinciden con el objetivo inicial y primario -atribuido a esa' 
tarea- de consolidar la pacificación nacional y sellar para siempre la paz entre los 
uruguayos, 


111) que el aporte de la Comisión para la Paz, a más de dos décadas de los dolorosos y. 
trágicos episodios por ella referidos, permite dar cumplimiento -finalmente- a una 
obligación ética insoslayable del Estado uruguayo, brindando respuestas que no sólo 
están impuestas por razones morales e institucionales sino que son también 
indispensables para preservar, en su justo término, la memoria histórica de la Nación; 


IV] que tas conclusiones de la Comisión para la Paz en cuanto dan una fundada 
respuesta a los delicados temas puestos a su consideración, deben ser aceptadas y 
asumidas como versión oNcal de ls hecnos por pare de la Presidencia de la 
epúb 
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ATENTO: a las razones expuestas y a lo dispuesto en los numerales 5 y 6 de la 
Resolución citada precedentemente. 


EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
RESUELVE: 

4”.- Aceptar las conclusiones contenidas en el informe final elevado por la Comisión 
para la Paz en el dia de la fecha, asumiendo que esas conclusiones constituyen la 
versión oficial sobre la situación de los detenidos-desaparecidos. 

2”.- Hacer público el contenido del citado informe y de sus anexos, salvo en lo que 
respecta a su anexo N* 2 que contiene información privada para las familias que 
presentaron sus denuncias. 


3”.- Comeler a la Comisión para la Paz la entrega de los informes individuales 
incluidos en el anexo N* 2 a las respectivas familias. 


4”.- Comuniquese, publiquese, elc. 
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DELITO DE LESA . E - DETENIDOS DESAPARECIDOS - LEY DE CADUCIDAD DE 
LA PRETENSION PUNITIVA DEL ESTADO - LEY N* 15.848 ART. 1 - SUPREMA DE lA N 
332 MINISTRO REDACTOR. Dr. Roberio Montevideo, 15 de novembre de 2004 VISTOS: mios para 
EN REPRESENTACIÓN GELIMAN, J Denuncia - JÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD, Art. 3 de la Ley 15.848", ficha: 90/10452/2002, RESULTANDO: 1) Que en los caratulados: 
"González, José Luis en representación de Juan Gaiman” (ficha 462/2002). promoviendo ante el Juzgado en lo 
Penal de Segundo Turno, ¿de een de nes del as. Y e Lay FE EDO A delo Pretensión 
Puniliva del Estado). AE A A A A lesiona 
E timo, e impugna el art, 3* de la citada ley, por entender que vulnera los arts. 02, 239, 72, 8, 
12, 16, 18 y 332 de la CN y su dorecho en los arts. 258 párrafo 140 la CN y 500 y ss del CGP. Y ex sus agravios 
en los siguientes términos. 1) El recurrente esgrime que conforme a lo establecido en los arts. 82 y 233, por el art. 3* de la 
de Caducidad de del Estado, se estaría vulneranco el Principio de Separación de Poderes 2) 
mn prior apcedordes cole rca nda 
humana. estaria coartado al impedir al magistrado actuante avanzar en el desarrollo de la instancia judicial judicial 'ndica que ta 


pretendida ley es inconsttucional ora por wolación a las normas de derecho internacional! cra por violación a pe 
constitucionales. . que se estaría violando el art £ de la CN en ta medida que sea el Poder ¡e quian 


alando 
procedente atribur a un órgano potestades no regladas por la Carta. De todas las potestades atribuidas al E 
O PO EUCAadS 9S SDANOREIAREDÍ E CAÑOS dUDOK sur MDI Ls el Pda JOA de Pi Je el Poder 


*Denuncia”. la causa ya conchuyó ia bono rogar mo V) Evacuado el traslado por los representantes del 
Poder Ejecutivo: PISO), DDN pet denegación de la pretensión de inconstitucionalidad, en tanto los argúmentos en 
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que reposa no alcanzan a conmover el principio de constiucionalidad de la ley, Afirman que la norma en cuestión ha sido 
defintivamente aplicada (An. $21 del CGP) habiendo preciuido la posiblidad de invocar en el proceso, tal 
inconstitucionalidad. VI) Se pasaron a Estudio por su orden y se Acordó sentencia en forma unánime. CONSIDERANDO: 1) 
Que ha de desestimarse la acción de inconsiitucionalidad interpuesta, con costas. 11) Se ha advertido al Acordar, que la 
posibilidad de provocar el examen de la constitucionalidad de una ley por vía de acción no tiene limites temporales, pero si 
presupuestos de admisibilidad en cuanto la facultar de la Corte se ejercita limitándose los casos en que corresponde 
desaplicar ta ley en beneficio de quien promovió el Migio de inconstitucionalidad antes o durante su ejecución: no a posteriori 
(Vide Sents. 410/86 y 13/89). En ese sentido, la Corte ha declarado reiteradamente que no le corresponde pronunciarse 
sobre la regularidad constitucional de un texto legal cuando el mismo ha sido total e irrevocablemente aplicado, siendo 
indispensable que la ley que se impugna esté en vias de ejecución o sea pasible de ejecución, no procediendo cuando ya ha 
sido ejecutada (Cl. arts. 511.1 y 521 del CGP). III) De autos surge que el accionante presenta ante la Sede Penal 
competente denuncia donde se establece la invocación de presuntos hechos delictivos, ndicándose que la acción penal se 
promueve con el único fin de dar curso a la investigación de los hechos denunciados, lo que eventualmente conducirá a 
lograr cl destino y/o ubicación del paradero de Maria Claudia Irureta Goyena de Gelman. Resulta cierto que mediante» 
resolución N* 2604 del 15/10/03, glosada fs. 962 de estos autos, el Magistrado actuante indica que la instrucción presumarial 
cumplida se realizó al doble efecto de determinar si los hechos denunciados guardaban conexión con otras circunstancias 
insimiidas en expediente separado ame esta misma Sede, y de ilustrar sobre la correspondencia o no de la aplicación a la 
situación denunciada de los preceplos de la Ley N* 15,848, que dispuso la caducidad de la pretensión punitiva del Estado 
La referida caducidad se circunseribió a determinados Ilicilos acotados por el legistador por razón de naturaleza, ámbito 
temporal y circunstancias objetivas y subjetivas de producción. Asimismo se advierte que cumplida la instrucción primaria de 
la denuncia se remitieron los autos en vista al Ministerio Público a fin de que expresara su opinión sobre la suficiencia de la 
misma a los propósitos planteados y solletarse, -si lo consideraba pertinente- diligencias probatorias complementarias, o -en 
caso de considerarse suhiciente- mente instruida la denuncia- proceder al cumplimiento de lo dispuesto por el art. 3* de la 
Ley en cuestión. IV) A fs. 367 y 363, se encuentra incorporado en autos el mensaje cel Poder Ejecutivo, que en coincidencia 
con el Ministerio Público señala que en la medida que la norma invocada incluye no sólo los supuestos delitos cometidos por 
“móviles políticos”, sino también aquellos que se hubiesen cometido “en ocasión del cumplimiento de sus funciones y en 
ocasión de acciones ordenadas por los mandos que actuaron durante el periodo de facto” por funcionarios militares y 
policiales equiparados y asimilados, en segundo supuesto en el cual no se distinguen ni diferencian bpos penales, 
debiéndose considerar que abarcan en su generalidad todos los actos ilicitos con fines o por causa políticas o que no se 
hubiesen cometido con determinado contexto 9 marco de actuación, siendo su única excepción la prevista en el arts, 2* de la 
misma Ley, V) Atento a la resolución referida. el Magisirado actuante, en auto N* 3134 de 2/12/03, cispuso la clausura de las 
actuaciones. El accionante, en el Cap. 1), il A, Aspectos Formales, Nral. 1” referidos a la oportunidad procesal de su 
actuación señala que la solicitud se forma por vía de defensa conforme a lo dispuesto por el an. 511.1 del CGP". habida 
cuenta que la sentencia dictada por el Sr. Magistrado aún no ha pasado en autoridad de cosa juzgada y en puridad procede 
incoar la acción desde que se promueve el proceso hasta la conclusión de la causa en la instancia pertinente”. De autos (fs 
393) se adwerie que la Corporación por auto N" 136 de 25/2/04, requiere que se funde lo expresado ut supra en 
cumplimiento de lo cual, a fs. 396 se expresa que el auto 3134 de 2/12/03 no reviste técnicamente la naturaleza de sentencia 
conforme a los arts. 245 dal CPP y art. 198 del CGP, motivo por el cual se entiende que al paralizar el desarrollo natural del 
procedimiento y no llegar a la instancia definitiva, queda inconclusa la posibilidad de interpone la vía recursiva, cuyo 
cometido no es otro que impugnar la sentencia o consentirla para que no adquiera firmeza juridica, en el entendido de que 
recién alli se estaria ante la "conclusión de la causa”. Se ha expresado pues en el Acuerdo que la referida providencia 
constituye una decisión cuyo contenido indica la verificación de la caducidad de la pretensión punitiva del Estado con 
relación a los hechos puestos de manifiesto en el subexamine, esto es, la clausura de las actuaciones por aplicación del art. 
1” de la Ley N* 15.848, VI) La providencia regula, atento a lo expresado por el Poder Ejecutivo en cuanto a la inclusión de los 
hechos denunciados en el an. 1* de la Ley N” 15.848, la clausura de las actuaciones, configurando un pronunciarriento 
sobre la aplicabilidad de la norma referida, esto es, una decisión cuyo contenido es afirmación de que se ha verificado la 
caducidad de la pretensión punitiva del Estado con relación a dichos hechos. No se trata de una mera clausura en el sentido 
previsto por el art, 24 del CPP (por falta de un presupuesto de la acción) o de la providencia que dispone el archivo de las 
actuaciones por falta de ménto para procesar (art 112 ejusdem), puesto que en dichos casos no necesariamente se 
extingue la acción penal, la que puede ejercitarse posteriormente si se remuevo el obstáculo legal o surgen nuevas pruebas 
que den mérito al enjuiciamiento. Lo típico de la clausura de las actuaciones en aplicación del art, 1” de la Ley N* 15,848, en 
cambio, es que, al implicar que ha operado la caducidad de la pretensión punitiva del Estado, resulta extintiva de la acción 
penal, que no podrá posteriormente ejercerse, por imperio del legislador, actuando en función ontológicamente Jurisdiccional. 
Por ende, la providencia que dispuso la clausura es, desde la óptca procesal penal, una sentencia interiocutoría con fuerza 
de definitiva en cuarto pone fn a la acción penal o hace imposible su continuación (art, 269 CPP). Y. actualmente. al no 
haber sido objeto de los recursos previstos en los arts. 250 a 252 CPP, se encuentra firme, por lo que la caducidad de la 
pretensión punitiva relativa a los hechos denunciados tiene fuerza de cosa juzgada y no puede ser revisada en éste ni en 
otro (eventual) proceso. Es de señalar que al evacuar la vista conferida a fs. 393 el denunciante afirma que la providencia 
mencionada no es una sentencia y que por tanto no implica la conctusión de la causa (fs. 396), ignorando que su contenida 
decisorio es claro, en cuanto importa la aplicación al caso de la norma extntiva de la acción penal y que ello la ubica entre 
las providencias que suponen un obstáculo insalvable al progreso ce la pretensión penal. VII) Aun antes de ahora, esta 
Corporación ha sostenido que la ley atacada consagra una indudable voluntad explicita y preceptiva del legisiacor de 
disponer la caducidad de la pretensión punitiva del Estado para los delos que enumera cometidos durante el periodo de 
facto, es decir que el poder-deber del Estado de juzgar determinados delitos se ha extinguido con efecto idántico al de la 
amnistía, que según lo prevé el art. 108 del CP, extingue el delito y si mediara condena hace cesar sus efectos. Por Sent. 
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30/93, esta Corporación ha sostenido que la hipótesis de aplicación definitiva refiere precisamente a aqUetas normas 
pasibles de en perjuicio del promotor de la declaración. Aun cuando el promotor modificó el pecido de dectaración 
de insp , transformándolo de “defensa” en “acción”, su solictud no puede ser recibida en tante no sólo ello 
pde ng eos ao oi judicial en trámite sino que además, no debe dejar de tenerselpresente que 

la declaración de inconstitucionalicad despliega sus efectos para el caso concreto, que como surge de autos ha sido resuelto 
por sentencia firme que dispuso la clausura de las actuaciones con el efecto de caducidad de la pretensión gunitiva de los 
hechos denunciados, lo que implica que haya alcanzado la calidad de cosa juzgada, no pudiendo ser revisadafen éste ni en 
olro proceso eventual. VII!) No obstante, al Acordar se señaló la procedencia de las siguientes puntualizaciones específicas, 
porque si bien la Acción invoca en autos los arts. 82, 233, 72, 8, 12, 16, 18, 168, 258.1 y 332 de la Constitución. 3 de la Ley 
de Caducidad de la pretensión punitiva del Estado y 509 y ss CGP, respondiendo la Asamblea General y a la Cámara de 
Senadores (fs. 420) y el Poder Ejecutivo (450) -sin ingresar al fondo del asunto y sin que incida en lo resuelid'en autos por 
razones de especie procesal-, vistos los argumentos vinculados a la aplicación y jerarquía de ¡os preceptos ifternacionales 
ante normas de origen nacional, es preciso atender (a) a los arts. 26, 27 de la Convención de Viena sobre un Derecho (el de 
los Tratados), a un principio ("pacta sunt servanda”), a otro (irreversibilcad, compromisos que son comun tarios) y a los 
alcances de la buena fe de los Tratados Internacionales por los Estados Miembros admitentes ([ELSUR Minstrumentos 
Internacionales de Derechos Humanos/398, Gordiñio, A. Derechos Humanos, Doctrina, Casos materiales, Pte. General999 y 
Parducci, F., Aplicación del Derecho de origen Internacional de los Derechos Humanos en la Jurisdicción doméstica de los 
Estados/2002). Lo que deriva, por un lado, en que en el momento de ratificar cada Estado un Tratado, deberá (1) considerar 
(2) resolver puntos de especie Constitucional o (3) hacer reservas pertinentes; y por otro, en que ya ratificado, exisie un 
orden supranacional y supraconstitucional vigente, internado, aplicable por los Jueces y órganos nacionales [Competentes, 
A A O E a O IN O O O RE RO aunque en autos 
son las razones adjetivas las que se oponen a admilir la acción. Por tales fundamentos y la normativa que '5e incluye, la 
Suprema Conte de Justicia, FALLA. DESESTÍMASE LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTA, CON 
COSTAS. Y DEVUÉLVANSE EN SU OPORTUNIDAD. Dr. Leslie A. Van Rompaey - PRESIDENTE Dr. Robárto J. Parga 
Lista - MINISTRO Dr. Daniel Gutiérrez Proto - MINISTRO Dr. Hipóhto Rodriguez Caorsi - MINISTRO Dr, Pablo Troise Rossi - 

MINISTRO Dra Martha B, Chao De Inchausti - SECRETARIA LETRADA DDU - CASO - SCJ - 10241 
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Suprema Corte de Justicia 
Poder Judicial 


SECRETARIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


CEDULON 
Señorfa: PODER LEGISLATIVO 


Domicilio: AVDA. DELAS LEYES No. S/N, Piso -, Apto./Esc.: - 

En autos caratulados: SABALSAGARAY CRUTCHET, BLANCA STELA. 
DENUNCIA. EXCEP. DE INCONST. ARTS. 1,3 Y 4 DE LALEY N* 
15.848, Ficha 97-397/2004, Cúmpleme notificarle la PROVIDENCIA N* 678 


cuya fotocopia simple se acompaña. 


Montevideo, 2 de HAYÍO de 2009 


Dirección Teléfonos 
Pasaje de los Derechos Humanos 1310 900104) 


136-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


x ADMip, 
o Ss, 


» 


S 
e 
í 
e] 
10] 


wm 


PODER LEGISLATIVO 
PRESIDENCIA 


Montevideo, 28 de abril de 2009.- 


Remítase a la Asamblea General, para que tome conocimiento de las presentes 
actuaciones, donde se adjunta Cedulón de la Suprema Corte de Justicia, en los autos 
caratulados: “Sabalzagaray Curutchet Blanca Estela Denuncia Excepción de 
Inconstitucionalidad, Arts. 1 — 3 y 4 de la Ley 15,848” Ficha: 97-397/2004, por el cual se 

unicó el día 20 de mayo de los corrientes, el decreto 678/2009 que da por evacuada la 


com 
Las conferida. 


Rodolfo Nin Novoa 
Presidente de la Comisión Administrativa 
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BUPREMA COATE 
*, DEJUSTICIA 
//tevideo, 19 de mayo del 2009. Doy cuenta. 


Montevídeo, 20 de mayo del 2009. 
Por evacuada la vista conferida, 


Vuelvan a estudio de los Sres. Ministros. 
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Fiscalía de Corte y Procuraduría General de ¡a ¡Nación 


Y CULTURA 


N*1804/09 
Suprema Corte de Justicia: 


El Fiscal de Corte y Procurador Genera] de la Nación, 
en los autos caratulados “Sabalsagaray Curutchet Blanca Stela 
Maris, Denuncia, Excepción de Inconstitucionalidad. Arts. 1, 3, y 4 
de la ley 15.848, TUE- 97-397/2004, a los señores Ministros de ese 
Alto Cuerpo, DICE: 


I) ASPECTOS FORMALES 


i.- Blanca Stela Maris Sabalsagaray Curutchet, 
comparece en estos autos a denunciar un hecho delictivo, cual es el 
“fallecimiento por ahorcamiento” de su hermana, profesora egresada 
del 1.P.A., Nibia Gloria Sabalsagaray Curutchet. ( escrito de fs. 6 a 7 
vto.). 


2.- Comenzada la instracción, el Sr. Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal, Dr. Rolando Vomero, por auto nro. 139, 
de 4 de marzo de 2005 (fs, 9), resolvió: “Recábese del Poder Ejecutivo 
si el hecho investigado lo considera comprendido o no en el art. 19 de la 
ley 15.848”. 
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3.- El Poder Ejecutivo contesta al Sr. Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia, que “en relación a los funcionarios militares 
y policiales — no así en el caso de presuntos civiles intervinieñtes-, 
opera la caducidad del ejercicio de la pretensión punitiva del Estado 
respecto del delito denunciado, conforme lo prescribe el art. 1* ae la 
Ley 15.848, de 22 de diciembre de 1986" (fs. 12). 


4.- Como consecuencia de ello, se dirige la instrucción 
a la constatación o no de la existencia de “presuntos civiles 
intervinientes”, en el hecho ilícito que se investiga. 


S.- El 3 de octubre de 2006, por providencia |nro. 
1041, el Sr. Juez en forma fundada, no hace lugar a medidas 
probatonias solicitadas por el Ministerio Público, estimando agotada la 
instrucción, por lo que resuelve archivar las actuaciones, sin perjuició. 
(fs. 116 a 120). 


6.- La Sra. Fiscal Letrada Nacional de lo Penal de 2” 
Turno, interpone recursos de reposición y apelación, en subsidio a la 
referida interlocutoria de clausura (fs. 122 a 128). 
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7.- El Sr. Juez “revoca” la Resolución impugnada y 
bace lugar a la prueba solicitada por el Ministerio Público (fs. 129 a 
130), que se diligencia 


$.- El 27 de octubre de 2008, la Sra. Fiscal Letrada 
Nacional de lo Penal de 2* Tumo, promueve declaración de 
inconstitucionalidad, por via de excepción, con respecto a los arts. 1%, 3* 
4” de la ley 15,843, de 22 de diciembre de 1986 (fs. 199 a 301). 


9.- Ese Alto Cuerpo por sentencia 3062, da ingreso a 
la excepción, y confiere vista a esta Fiscalía “a efectos de que indique 
con quien deberá sustanciarse el excepcionamiento " (fs. 304). 


10.- Por dictamen Nro. 4482, de 19 de noviembre de 
2008, se evacua la vista conferida, y se dictamina — por los fundamentos 
que se expresan- “que la excepción... ...debería ser trasladada al Poder 
Ejecutivo". 

Se establecen las razones por las cuales ha estimade 
en diversos dictámenes esta Fiscalía de Conte, la falta de legitimaciór 
pasiva del Poder Legislativo, no siendo un sujeto pasivo necesaric 
salvo que lo nombre el promotor de la inconstitucionalidad, caso que - 
en la especie- no he ocurrido. 
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Se aconseja — asimismo- se confiera traslado 
nuevamente a la promotora a efectos de que manifieste contra quien 
“pretende debatir la regularidad constitucional de las normas 
cuestionadas” 

(dictamen de Fiscalía de Conte, fs. 306 a 308). 


11.- Conferido un nuevo traslado a la Sra. Fiscal 
promotora, por las razones que “in extenso” expresa considera que “no 
existen todavía indagados individualizados con los que pueda 
sustanciarse la excepción ”. 

En definitiva, no establece contra quien debería 
sustanciarse la excepción opuesta (fs. 312 a 319). 


12.- La Corte resuelve: “De la demanda traslado, por 
el término legal”, auto 78 (fs. 3219). 

Se evacua el traslado por el Poder Ejecutivo (fs. 328 y 
Ss.) 

Luego, se evacua el traslado por el Poder Legislativo 
(ís. 331 a 332). 


13.- Se pasa en vista al Fiscal de Corte (fs. 335), 

Por dictamen N”1093/09, el suscrito por las 
consideraciones juridicas y fundamentos que “in extenso” se explicitan, 
advierte en ese estado de las actuaciones cumplidas, que la promotora 
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Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación 


MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN 
Y CULTURA 


de la inconstitucionalidad “carece de legitimación para promover el 
excepcionamiento de autos, por no tener un interés “personal” en 
dicho requerimiento. 

Se abunda en argumentos en tal sentido, citando 
incluso jurisprudencia de ese Alto Cuerpo, así como doctrina 
prestigiosa (fs. 336 a 342). 


14.- Por auto N* 353, de esa Corporación, se tiene 
por evacuada la vista conferida y se pasan a estudio y autos para 
sentencia, citadas las partes. ($5. 344). 


15.- Estando los autos a estudio de los Sres. Ministros, 
comparece la Sra. Blanca Sabalsagaray, a promover “terceria 
coadyuvante” con la excepción de inconstitucionalidad interpuesta por 
la Sra. Fiscal, respecto de los arts. 1, 3, y 4 de la ley 15.848. 

Acredita formalmente su interés directo, personal y 
legítimo, acompañando los correspondientes testimonios de actas de 
estado civil, 

En una muy breve síntesis, repite los mismos 
argumentos manejados por la Sra. Fiscal inicialmente promotora. 

Refiere a la “violación del principio constitucional de 
separación de Poderes”; a la “Violación del'principio de igualdad”; a 
que “la lógica de los hechos no es fuente de derecho”. 
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Coincide, y lo aclara, con los argumentos esgrimidos 
por la Sra. Fiscal Letrada Nacional de lo Penal de 2do. Turno, que es 
quien interviene en la presente causa y en el esclarecimiento de los 
presuntos hechos ilícitos acaecidos. 

Funda su derecho en diversas normas de la 
Constitución, art. 256 a 261, 4, 8, 72 y 82 (fs. 357 a 362). 


16.- Esa Suprema Corte dio traslado a las partes, fs. 
365, los que fueron evacuados, y a la Fiscalía de Corte. 

Por dictamen N* 1445, este Ministerio rechaza por las 
razones que expresa la “tercería legitimante”, la condición de 
“coadyuvante” de la nueva promotora de la inconstitucionalidad. 

Reitera la falta de legitimación de la Fiscal Penal 
interviniente, por los fundamentos explicitados en el dictamen 
respectivo, que se repiten en éste (ver fs. 336 a 342; y fs. 387 a 388). 

No obstante ello, e independientemente de la errónea 
postulación procesal de Blanca Sabalsagaray, ésta posee un interés 
directo, personal y legítimo, que se adecua a las exigencias normativas 
de la Constitución y del Código General del Proceso (dictamen Fiscalía 
de Corte, fs. 387 a 388). 


17.- Puestos los autos “para Resolución por esa 
Corporación, por providencia N* 551, de 27 de abril de 2009, se estimó 
que: “procede dar ingreso a la pretensión de inconstitucionalidad 
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planteada por Blanca Stela Maris Sabalsagaray.....; la misma es titular 
de un interés directo, persona! y legítimo”. 

En definitiva, RESUELVE: “Dar ingreso a la 
pretensión de inconstitucionalidad contenida en el escrito de fs. 357”, y 
dar vista sobre el fondo al Sr. Fiscal de Corte. 


TI) FUNDAMENTOS ESGRIMIDOS POR LA 
COMPARECIENTE ACERCA DE LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTS. 1”, 3” y 4” DE LA 
LEY 15.843. 


Se sostiene que se vulneran una serie de principios 
y normas constitucionales, así como Pactos, Convenciones y Tratados 
Internacionales, ratificados por nuestro país, relativos a Derechos 
Humanos. 


En efecto, se realizan los siguientes cuestionamientos: 


a) Los arts. 4” y 82? de la Constitución patria en 
cuanto conforme a ellas, la soberanía radica en la Nación y se ejerce 
directamente por el Cuerpo Electoral. La “lógica de los hechos” no es 
fuente de derecho y por tanto se evidencia la violación de los artículos 
referidos. 
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b) La ley de caducidad no es una ley de amnistía. Los 
legisladores de la época de su sanción consideraron expresamente que 
no se trataba de una ley de amnistía, sino de la caducidad del poder- 
deber de castigar determinados delitos. Si se hubiera querido sancionar 
una amnistía, se habría dicho en forma expresa utilizando la 
terminología del art. 85 nral. 14 de la Constitución; por otra parte, no se 
derogó el art. 5 de la ley 15.737. 


Se arriba a la conclusión, que “efectivamente se trata 
de una ley declarativa, y que su sanción respondió a la indebida presión 
ejercida sobre el Parlamento........ se evitó utilizar el término amnistía, 
no porque se desconociera su alcance, sino porque no había voluntad de 
decretarla”. 

e) Los arts. 3? y 4% son también inconstitucionales al 
atribuir al Poder Ejecutivo funciones propias del Poder Judicial que será 


ejercido por la Suprema Corte de Justicia y por los Tribunales y 


Juzgados en la forma que estableciere la ley, art. 233 de la Constitución. 

No es asimilable que el ejercicio de la acción penal 
esté limitado a “requisitos de procedibilidad o presupuestos procesales 
o Cuestiones previas”. La ley que se cuestiona instituyó una especial 
situación, “el Poder Ejecutivo veda el inicio de cualquier accionamiento 
penal, decidiendo por sí y ante sí”. 
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. (di) En la ley de Caducidad “determinado grupo de 
personas resultarán inmunes frente a la jurisdicción penal. La 
consagración de este privilegio para militares o policías, violenta el art. 
8* de la Constitución”. 

Cita ejemplos de abundantes sentencias de la Suprema Corte con 
respecto al “principio de igualdad”. 

e) La ley afectó a mumerosas partes o intereses 
jurídicos, concretamente a las víctimas, familiares o damnificados por 
la violación de los derechos humanos. Denuncia como incompatible con 
la Convención Interamericana “las consecuencias jurídicas de la ley 
respecto del derecho a garantías judiciales”. 

El art. 1.1 de la Convención obliga a los Estados 
Partes “a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté - sujeta a su 
jurisdicción”, 

Se mencionan, a su vez, otros- artículos de la 
Convención, como el 8,1., y el 25.1. y 2 que no se habrían contemplado 
al sancionar la ley de caducidad. 

Que, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos sobre el alcance del art. 1.1. de la 
Convención, “los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda 
violación de los derechos reconocidos por la Convención” 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 CÁMARA DE SENADORES 147-C.S. 


f) Los derechos garantizados en muestro sistema 
constitucional, así como la estructura del estado uruguayo, encuentran 
plena recepción en las disposiciones de la carta magna, arts. 72 y 332, 

En estricta doctrina, es principio unánimemente 
aceptado en el derecho internacional público, que no se admiten 
limitaciones de derecho interno para no cumplir la ley internacional. 

Es así que López Goldaracena sostiene la 
inconstitucionalidad y nulidad de la ley por mandato del Derecho 
Internacional por la violación de los arts. 72 y 332 de la Constitución. 

g) El comité de Derechos Humanos “reafirma su 
posición de que amnistías por violaciones graves de los derechos 
humanos y las leyes tales como las ley N* 15348, son incompatibles con 
las obligaciones de todo Estado parte en virtud del Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos”. 

h) Se hace alusión a fallos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, sobre la actitud esperada de los 
tribunales domésticos y sobre el fondo del asunto. “la Corte estima que 
los Estados no pueden sustraerse del deber de investigar, determinar, y 
sancionar a los responsables de los crímenes de lesa humanidad, 
aplicando leyes de amnistía u otro tipo de normativa interna.....los 
crímenes de lesa humanidad son delitos por los que no se puede 


conceder amnistía ”. 
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i) Enumera los instrumentos internacionales de 
derechos humanos, de ámbito universal y regional ratificados por 
nuestro país, y por tanto aplicables. 

A su vez, se reseñan aquéllos que estaban vigentes, o 
sea ratificados por nuestro país, al momento de la sanción de la ley de 
caducidad de la pretensión punitiva del Estado. 


En suma: se aboga por la declaración de 
inconstitucionalidad de los artículos 1”, 3", y 4* de la ley N” 15,848, 


II) DISCUSIÓN PARLAMENTARIA PREVIA A LA SANCIÓN 
DE LA LEY DE CADUCIDAD 


Del Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, de 
los días 19 y 20 de diciembre de 1986, pueden extraerse varias 
conclusiones. 

En efecto, dicha oportunidad se discutió el 
“proyecto de la acción punitiva respecto de los delitos cometidos hasta 
el 1% de marzo de 1985, por funcionarios militares y policiales. 

Asimismo, se consideró la “iniciativa de varios 
señores senadores del Partido Nacional”, que presentaron un proyecto 
alternativo. 
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De estas actas, a las que el suscrito tuvo acceso y 
realizó una lectura atenta y pormenorizada, surgen de las exposiciones 
de varios legisladores “la grave crisis institucional” que existía en ese 
entonces. 

Una de las intervenciones del entonces Senador 
Toumé, refiere “En la noche de ayer el señor Vicepresidente de la 
República puso de relieve clara y concretamente que estábamos en 
presencia de una situación de desestabilización 
institucional” ............ di ésta no fuera la interpretación correcta, 
señor Presidente, surge una más grave consecuencia a causa de la 
actitud de las fuerzas políticas, puesto que en el pre-diálogo, en el que 
estaba presente el problema del no revisionismo, omitieron toda 
referencia ú un hecho que continuaría transitando por la vida de la 
República, hasta colocarla al borde de un verdadero colapso, como el 
que estamos enfrentando en la actualidad (Nro. 166. TOMO 304, 
PAG. 26 y 27-—C.S). 

E! también entonces Senador de la República, Manuel 
Flores Silva, luego de una extensa exposición sobre el tema llegó a 
concluir: “el país asiste a una crisis institucional gravísima y que 
deriva de la exigencia del cumplimiento de la palabra empeñada, por 
parte de quienes atentan contra la Constitución. Las Fuerzas Armadas 
se niegan a cumplir citaciones del Poder Judicial y aspiran a que se 
cumpla con el compromiso que entienden que con ellas se empeñara. 
Esa crisis institucional nos golpea a todos, más allá de las 
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responsabilidades que nos quepa en su gestión ¿.. 5 muy dificil dar 
una respuesta a esta situación......pero desconocemos cuál es la 
posibilidad de su solución. 

Frente a esta crisis, no he escuchado ninguna 
propuesta concreta para solucionarla. No la es para nosotros la del 
Partido Colorado, que propugna una amnistía, que equivale a decir: 
“Colaboren y declaren que no hay tales delitos”, Esa es la propuesta 
que el Senado está considerando, ya rechazada por el Partido 
Nacional, cuando en texto similar se nos presentara hace un tiempo y 
que insistimos en rechazar..... No estamos dispuestos a votar una 
amnistía... ...existe una crisis institucional y la posibilidad dramática de 
que el día lunes se lleve la Constitución por delante ”(pag. 28 C.S:). 

La intervención del Senador García Costa, también 
resulta elocuente y terminante en cuanto a las dudas que se tenían en el 
momento sobre la “solución” a adoptar, así como a la grave crisis 
imperante. 

Expresó el referido legislador en determinada 
instancia: “......tenemos la propuesta del Partido Colorado, que 
termina reiterativamente en la amnistía, que piden los militares y que 
ya rechazamos. Por otro, tenemos la que sugiere el Frene Amplio, o sea 
la de pasar a retiro o quitar la jubilación, a los determinados militares 
que no cumplen con las citaciones del Poder Judicial. Eso es lo que se 
propone ante el quebrantamiento del orden institucional. Quizás nos 
hemos acostumbrado tanto a los últimos años al golpe de Estado, que 
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lo consideramos que tiene tan poca importancia y que se para con ese 
tipo de soluciones de tan poco alcance. Lo que interesa es que la 
modestia o ¡mutilidad del proyecio demuestra la inexistencia de 
solución ” 

(28.C.S. Cámara de Senadores) 

El Senador Cigliuti, luego de incursionar sobre 
diversos aspectos de la grave crisis institucional que se estaba 
atravesando, en un momento dijo: “...... Ahora no se trata de la 
amnistía sino del afianzamiento de las instituciones políticas. 

Cualquiera en este país sabe que peor que un 
gobierno depuesto es un gobierno ignorado. Por más que se diga que 
estamos en un régimen institucional, no sirve para nada un Parlamento 
que carezca de fuerza para aplicar sus resoluciones o un Poder 
Ejecutivo que no tenga autoridad para imponer las suyas ” 

(30.C.S. Cámara de Senadores). 

El Senador Tourné, en otro tramo de su intervención 
expresó: “......El señor senador Cigliuri nos ha dicho que el país está 
al borde de un grave colapso, de una crisis institucional profunda que 
puede colocarnos, prácticamente....en un embretamiento y en la 
posibilidad de peligro de las instituciones y de un golpe de 
Estado......... El sistema político no está en condiciones de impedir que 
este desacato cese o se elimine; el sistema político no está en 
condiciones de superar esa grave emergencia nacional gue constituye 
un bloqueo institucional que pone en grave riesgo las instituciones del 
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Estado......... Por lo tanto, no podemos concebir ningún proyecto en el 
que se esté enfocando la crisis institucional del país en torno al 
sometimiento a la justicia de integrantes de las Fuerzas Armadas, sin 
que al mismo tiempo demos una respuesta que comprenda la 
problemática que rodea su democratización..........Señalamos estas 
reflexiones para que se comprenda que, a criterio de nuestro partido, el 
problema tiene una magnitud que supera las pautas concretas 
enmarcadas en torno a la aplicación de las normas de amnistía ...... ”. 

Similares conclusiones cabe extraer del Diario de 
Sesiones de la Cámara de Representantes, cuando se trató la ley de 
caducidad, que finalmente fue aprobada. 

En efecto, distintos planteos fueron vertidos respecto 
a la dudosa constitucionalidad del proyecto o los proyectos sometidos a 
consideración del órgano legislativo. 

El diputado Fau, haciendo alusión al proyecto 
aprobado por el Senado, y enviado a la Cámara de Representantes, 
decía entonces que : “el senado de la República ha aprobado un 
determinado proyecto de ley......que por su polémico contenido, 
inclusive ha dado lugar a serios y profundos argumentos que 
cuestionan su constitucionalidad” 

Por su parte, Amorin Larrañaga, en nombre de la 
bancada de diputados del Movimiento Nacional de Rocha, fija la 
posición política de la misma, sobre el proyecto de ley de caducidad de 
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la pretensión punitiva del Estado aprobado por el Senado, ese mismo 
día. 

“Declara: 1.- Que la solución propuesta conduce por otro camino a 
una amnistía y gracia que fue desechada. 2.- Que su art. 3” condiciona 
y limita la función de los jueces a un pronunciamiento previo del Poder 
Ejecutivo, incompatible con la independencia de otro Poder del Estado, 
constitucionalmente establecida. 3.- En consecuencia votará en forma 
negativa dicho proyecto. 


TV) LEY DE CADUCIDAD, N* 15.848. 
PLANTEO GENERAL SOBRE SU INCONSTITUCIONALIDAD 


En opinión de esta Fiscalía de Corte y Procuraduría 
General de la Nación, los textos legales que se cuestionan resultan 
incompatibles y se encuentran en contradicción con las disposiciones 
constitucionales invocadas, así como con diversos Instrumentos de 
Derecho Internacional, relativos a Derechos Humanos. 

Procede, por lo tanto, declarar su inconstitucionalidad. 


1) El art. Y prescribe: “ Reconócese que, como 
consecuencia de la lógica de los hechos originados por el acuerdo 
celebrado entre partidos políticos y las Fuerzas Armadas, en agosto de 
1984 y a efectos de concluir la transición hacia la plena vigencia del 
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orden constitucional, ha caducado el ejercicio de la pretensión punitiva 
del Estado respecto de los delitos cometidos hasta el 1* de marzo de 
1985, por funcionarios militares y policiales, equiparados y asimilados 
por móviles políticos o en ocasión del cumplimiento de sus funciones y 
en ocasión de acciones ordenadas por los mandos que actuaron 
durante el periodo de facto”. 

2) A juicio de este Ministerio, del propio texto del 
artículo transcripto, surge inequívocamente la voluntad del legislador de 

.no sancionar una ley de amnistía y de aprobar con carácter declarativo 
una fórmula que evitara una verdadera crisis institucional. 

En el capítulo anterior, se ha querido traer a colación 
la situación vivida por el Parlamento Nacional, previa al dictado de la 
ley de caducidad. 

' Es así, que se han mencionado sólo a título de 
ejemplo, algunas partes de las exposiciones de varios legisladores, que 
con. sus dichos fueron terminantes en cuanto a la “presión indebida” 
ejercida entonces contra los Poderes del Estado. En este caso contra el 
Poder Legislativo. 

Del contexto de las actas parlamentarias y del debate 
acaecido en ese ámbito, se extrae la convicción que la ley de caducidad 
fue dictada bajo “presión”, ante la “crisis institucional existente” y 
anunciada por los mandos militares de la época, quienes se negaban a 
comparecer a los estrados judiciales a declarar por eventuales ilícitos 
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cometidos, y estaban dispuestos a “desacatar” las órdenes del Poder 
Judicial, y aún del Poder Ejecutivo. 

Esta situación era hasta tal punto conocida e 
irreversible, que puso a los legisladores de la época en la “encrucijada” 
de tener que sancionar una ley con efectos conclusivos acerca de la 
comparecencia de militares y policías ante la justicia ordinaria. 

Por ello la referencia a “la lógica de los hechos 
originados por el acuerdo entre los partidos políticos y las Fuerzas 
armadas, y el carácter “declarativo” que inicia el articulado de la ley, al 
utilizar la palabra “Reconócese”.... 

Su voluntad se encontraba “constreñida”, su libertad 
“condicionada”, lo cual permite concluir que la “franqueza” del 
legislador se vuelca “in totum” en el comienzo de la redacción del art. 
19 de la ley 15.848. 

En efecto, -como se dice- el “origen” de la norma, o 
la “fuente” de ésta, está en el “reconocimiento” “de la lógica de los 
hechos ,originados por el acuerdo celebrado entre partidos políticos y 
las Fuerzas Armadas en agosto de 1984, y a efectos de concluir la 
transición hacia la plena vigencia del orden constitucional”. 

¿Se puede acaso sostener que los legisladores de la 
época tuvieron entonces “libertad plena” para elegir otro camino? 

No se tiene el honor de “compartir la posición 
esgrimida en sus dictámenes de la época, por los entonces Sres. 
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Fiscales de Corte, Dr. Ferrari Silva y Dr. Rafael Robatto Calcagno 
(dictamen Nro. 864/87) ni en líneas generales y ni en lo particular. 

En efecto, se ha dicho “que es erróneo el 
criterio....de interpretar la ley de acuerdo a manifestaciones vertidas 
en el debate parlamentario por los señores legisladores ....... lo cierto es 
que sancionada la ley trasciende el proceso psicológico de todos y cada 
uno de los que han contribuido a formaria.....*. 

Esto a nuestro juicio no es así. El art. 17 de nuestro 
Código Civil, incluido en el “Título Preliminar de las Leyes”, es 
enteramente aplicable al caso y establece con meridiana claridad: 

“Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor 
literal, a pretexto de consultar su espíritu. 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, 
recurrir a su intención o espiritu, claramente manifestados en ella 
misma, o en la historia fidedigna de su sanción”. 

(las palabras en negro y subrayado, nos pertenecen). 

Según nuestra opinión, en la especie resulta 
indispensable recurrir a la historia fidedigna de la sanción de la ley 
15,848, y al espíritu que animó a sus creadores, dadas las características 
muy especiales y excepcionales que “rodearon” a la redacción de esta 
norma jurídica. 

Ello ha hecho que ofreciera ¡in amplio margen para el 
debate y para la diversidad de criterios interpretativos. 
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La redacción del art. 1%, y el empleo del término 
“caducidad”, cuando el legislador a través de su Asamblea General, 
está facultado para conceder “indultos” y acordar “amnistías” (art. 85 
nral. 14, Constitución Nacional), descarta - a nuestro juicio- la voluntad 
de otorgar una “amnistía”, como se ha señalado por prestigiosa 
doctrina, 

3) Al decir de García Otero, en su célebre discordia 
a la Sentencia Nro. 184, de 2 de mayo de 1988: 

“Ningún acuerdo politico, ni la lógica de los hechos subsiguientes, 
tiene previsión constitucional que autorice desconocer lo que como 
principio fundamental de nuestra organización democrática establecen 
los arts. 4” y 82* de la Constitución ”. 

4) Por las mismas razones se concluye igualmente 
que no se trata de una ley de “amnistía”. De la propia discusión 
parlamentaria surge la voluntad del legislador de no sancionar una 
amnistía. De lo contrario se hubiera recurrido a dicha denominación y a 
las previsiones y los alcances del art. 85 nral. 14 de nuestra Carta 
Magna. 

5) Siguiendo los argumentos discordes del Dr. Nelson 
García Otero, que se comparten, “.....Para evitar que se cumpliera 
con el art. 253 de la Carta fue que se sancionó la ley N* 15.848. En 
efecto, es hecho notorio que dispuesta la citación de funcionarios 
militares por sede judicial civil, los mandos superiores de las fuerzas 
armadas decidieron no cumplir el precepto constitucional. Ante la 
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previsibilidad de un grave conflicto institucional, el Parlamento en 
sesiones el jueves 18 de diciembre, viernes 19, sábado 20, domingo 21 
y lunes 22 de diciembre de 1986, sancionó la ley 15.848, premura 
originada en que el lunes 22 de diciembre de 1986 fue promulgado el 
proyecto de ley por el P. Ejecutivo ........ ”. 
“LO expuesto no es especulación, está dicho expresamente en las 
sesiones respectivas, Cámara de Senadores. Cámara de Diputados, 
Diario de Sesiones” 
“Se documento alli por extenso que la ley 15.848 se sancionaba para 
posibilitar que no se cumpliera con lo dispuesto 'en el art. 253 de la 
Constitución. Esto basta, a mi entender, para tachar de inconstitucional 
las normas de la referida ¡ey, los arts. 1%, 3%y 4”, 
6) También en su discordia a la sentencia referida, la 
Dra. Jacinta Balbela arribó a la misma conclusión: “La discusión 
legislativa ilustra suficientemente sobre el punto, especialmente las 
explicaciones vertidas en el Senado por uno de sus autores, que señaló: 
*....nO hemos empleado por casualidad el verbo “reconocer”. Hemos 
tenido plena conciencia de que tenemos que iniciar este proyecto con 
una disposición que no es, como se dice, por quienes saben de derecho, 
una norma constitutiva, es decir, una disposición que crea una 
situación jurídica, sino una disposición declarativa.....que reconoce o 
declara una “pre- existente” ¿ Y cual es ella? Una situación de 
vigencia limitada de la Constitución, que ha impedido hacer justicia y 
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que ha determinado la impunidad de hecho que por dos años hemos 
tenido que tolerar...” 

(Diario de Sesiones, Nro. 167, Tomo 304, 20 y 21 de diciembre de 
1986,pag. 81) 

Al reconocer otra fuente de normativa jurídica, el art. 
1” de la ley nro. 15.848, está violando nuestra Constitución. 

7) El Prof. Titular de Derecho Constitucional, Dr. 
Jorge A. Cagnoni, decía al respecto en consulta que se le formulara 
sobre la regularidad o no del art. 1? de la ley de caducidad, “el soberano 
que es la Nación de quien emana la Constitución, dio al Legislador la 
potestad de conceder amnistias, actuando en ejercicio indirecto de la 
Soberanía, pero no le dio la potestad de caducar la pretensión 
punitiva, porque es inherente al ser del Estado ontológicamente, y 
también lo es positivamente en la Constitución”. 

En suma: el art. 1? de la ley de caducidad vulnera los 
principios constitucionales previstos en los arts. 4 y 82 de la Carta. 

Vale recordar otros de los argunencos manejados por 
García Otero, en su célebre discordia. 

En efecto, resulta compartible el hecho de que “entre 
las potestades de la soberanía está el derecho punitivo, ya que como 
dice Maggiore...la sanción penal es aplicada por un poder que sólo 
tiene el Estado, legislador, Juez y ejecutor de la pena”. 
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Ese “poder” no es transmisible, prescriptible, 
renunciable o enajenable, por tratarse justamente de un poder soberano 
inseparable de su existencia; al perder esa potestad el Estado se perdería 
a sí mismo. 

Resulta igualmente trasladable la cita a Maggiore, 
que decía: “La Asamblea General, en concurrencia con el Poder 
Ejecutivo, sigue siendo el único órgano de legislación, sin que la 
Nación retenga en absoluto una parte de ese poder”. 

El art. 168 de la Constitución, establece los cometidos 
del Poder Ejecutivo, en una enumeración que parece ser taxativa, y de 
dentro de los 26) numerales que prevé dicha norma, no se menciona 
en ninguno de ellos la posibilidad de “cercenar”, “limitar” y menos 
“decidir” sobre el ejercicio de la acción punitiva del Estado. 

Y ello, porque es competencia privativa del acusador 
público, del Ministerio Público, una vez iniciado un procedimiento 
judicial a instancias del Juez, único representante legítimo del Poder 
Judicial con facultades para disponer o no la indagatoria. 

La Asamblea General, órgano supremo del Poder 
Legislativo, puede conceder “indultos” y acordar “amnistías”, según el 
art. 85/14? de la Carta. 

De esta manera “ejerce” su soberanía de manera 
indirecta, todo de conformidad con lo establecido en el art. 82 de la 
Constitución. Pero no puede por vía legislativa, hacer caducar la acción 
punitiva del Estado. 
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8) El art, 3” de la ley 15,848 establece: “A los efectos 
previstos en los arts. anteriores, el Juez interviniente en las denuncias 
correspondientes, requerirá al Poder Ejecutivo que informe dentro del 
plazo perentorio de treinta días de recibida la comunicación, si el 
hecho investigado lo considera comprendido o no en el art. 1* de la 
presente ley. 

Si el Poder Ejecutivo asi lo comunicare, el Juez 
dispondrá la clausura y el archivo de los antecedentes. Si en cambio, 
no contestare o informa que no se halla comprendido dispondrá 
continuar la indagatoria. | 

Desde la fecha de promulgación de esta ley hasta que 
el Juez reciba la comunicación del Poder Ejecutivo quedan 
suspendidas todas las diligencias presumariales en los procedimientos 
mencionados en el inciso primero de este articulo”. 

Y el art. 4” igualmente atribuye al Poder Ejecutivo 
determinadas facultades. A su redacción me remito. 

9) Los arts. 3* y 4? -a nuestro criterio- son también 
inconstitucionales, en tanto violentan el principio constitucional 
previsto en los arts. 82 y 233, 

En efecto, dicha norma indica que el Poder Judicial es 
ejercido por la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales y los 
Juzgados, en la forma que estableciere la ley. 
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En la especie, las normas impugnadas de 
inconstitucionalidad le dan participación al Poder Ejecutivo, o mejor 
dicho, el poder de disponer la continuación o la clausura de los 
procedimientos que menciona. 

Esto supone una injerencia indebida, no permitida por 
la Constitución, de un Poder del Estado (el Ejecutivo) en asuntos que 
son de plena y absoluta competencia de otro Poder de igual rango, 
como lo es el Poder Judicial. 

Se viola el principio de separación de poderes, al que 
se refiriera con singular brillo Montesquieu. 

Siguiendo también en este punto a los argumentos 
manejados en sus discordias por los entonces Ministros Dres. García 
Otero y Balbela, cabe señalar como ellos lo hicieron entonces: “....los 
arts. 3” y 4” de la ley nro. 15848 condicionan la actividad jurisdiccional 
a una decisión del Poder Ejecutivo, con eficacia absoluta, lo cual 
colide. abiertamente con las facultades de los jueces de establecer 
quienes son o no son responsables de la comisión de delitos 
comunes .....El Poder Ejecutivo tiene absolutamente vedado, en nuestro 
sistema constituctonal decidir si alguien está o no está en supuestos de 
ejercicio de la potestad soberana del Estado de-aplicar penas” (cfme. 
opinión sustentada por García Otero). 

Balbela, citando a Jiménez de Aréchaga, expresaba 
“La separación de poderes está consagrada en cuanto coexisten 
distintos centros de autoridad que reciben sus competencias de la 
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Constitución, la cual les marca un ámbito de incumbencia que le es 
propio y que supone el ejercicio predominante de cada una de las 
funciones jurídicas del Estado...” (La Constitución Nacional, T. II 
pag. 14). 

Una cosa es actividad predominante y otra excluyente. 
Las normas cuestionadas de inconstitucionalidad le confieren al Poder 
Ejecutivo un poder absoluto de decisión, en cuestiones que son de 
competencia natural y constitucional del Poder Judicial. 

El articulado cuestionado permite al Poder Ejecutivo 
“decidir en forma definitiva” sobre la función jurisdiccional, que es 
propia y privativa de otro Poder del Estado, el Judicial. 

Cagnoni, se refería sobre este tema de la siguiente 
manera: “en mi opinión parece muy dificil que pueda negarse que el 
art. 3* transfiere, para estos casos, de los Jueces al Poder Ejecutivo la 
potestad jurisdiccional, es decir, juzgar si los hechos investigados por 
aquéllos constituyen o no conductas delictivas; desde que la inferencia 
a deducir en la confrontación entre el hecho y su tipificación penal la 
hará éste y no aquéllos que se transforman, en la Ley, en meros 
homologadotes de una decisión. Desde que el Poder Ejecutivo no emite 
sólo una opinión ni pronuncia un informe, sino que decide, la decisión 
jurisdiccional sólo reviste formalmente su contenido con forma judicial 
con los efectos consiguientes, pero viene pronunciada por un órgano o 
sistema orgánico administrativo, lo que configura lesión de los 
preceptos de los arts. 82 y 233 de la Carta”. 
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10) El principio de “igualdad”. Se invoca - 
asimismo- la “violación del principio de igualdad” (art. 8* de la Carta). 

Este Ministerio estima sin embargo que tal principio 
no se haya vulnerado. La ley impugnada de inconstitucionalidad en sus 
arts. 1%, 3? y 4% no es “discriminatoria”, no crea desigualdades entre 
quienes se encuentran en la misma situación. 

Al respecto en ese Alto Cuerpo existe reiterada y 
pacífica jurisprudencia, que ha sostenido en distintas sentencias que “el 
principio de igualdad consagrado en el art. 8* de la Carta, determina la 
prohibición de imponer por vía legal un tratamiento discrminatorio, 
esto es, un tratamiento desigual entre aquéllos que son iguales, pero no 
la de adoptar por ley, soluciones diferentes para situaciones o personas 
que se encuentran, a su vez, en posiciones diferentes (Cf. L.J.U. casos 
755 y s.s. 152/91, 312/95, 59695, 856/95, 2/96, 930/96, 989/96). 

Este Ministerio ha sostenido, -en posición que se 
comparte- que lo que no puede hacer la ley, so pena de incurrir en 
violación de dicho principio de igualdad, es legislar para un grupo o 
clase de personas, sin un criterio de razonabilidad, permitido en ese 
caso por la propia desigualdad existente (cfme. dictamen Nro. 
2371/2000). 
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V) LA CONSTITUCIÓN. EL DERECHO INTERNACIONAL DE 
LOS DERECHOS HUMANOS. SU ESTRECHA VINCULACIÓN 


Como es sabido, muestra Constitución contiene 
normas relativas a los tratados internacionales, pero carece de 
previsiones expresas en cuanto a su jerarquía normativa, sin perjuicio 
de la interpretación dada al art. 72, lo que se analizará mas adelante. 

Ya con Justino Jiménez de Aréchaga prevalecía en 
nuestro país, la tesis monista, que es la que subsiste actualmente en el 
constitucionalismo moderno. 

Los Tratados y/o Convenciones Internacionales se 
aplican directamente, una vez que se produce “el canje de 
ratificaciones”. Esta última etapa de “ratificación” se produce luego de 
la intervención parlamentaria de aprobación del instrumento 
internacional. 

(art. 168 nral. 20 Const. Nacional) 

E La vinculación clara entre el derecho constitucional y 
el derecho internacional de los derechos humanos, se ha venido 
agudizando en las últimas dos décadas. 

Hoy en día, si nos situamos en el contexto 
latinoamericano, cabe concluir siguiendo los conceptos de Humberto 
Nogueira (“Los derechos esenciales” pag. 406), “que los derechos 
humanos son inherentes a la dignidad de la personalidad humana, por el 
sólo hecho de ser seres humanos, y no dependen de la nacionalidad ni 
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del territorio, ni pueden ser limitados ni desconocidos con invocaciones 
a la soberanía estatal o al poder estatal”. (citado por Martín Risso 
Ferrrand, Derecho Constitucional, Tomo 1, pags. 110-111). 

No caben dudas respecto al desarrollo en América 
Latina, del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en las 
últimos tiempos, así como la aparición de las jurisdicciones 
supranacionales, y el recíproco proceso de constitucionalización de los 
derechos humanos. 

El caso argentino, con su art. 75 de la Constitución, 
constituye un claro ejemplo en ese sentido. 

Es así, que en América Latina existe una corriente 
cada vez más generalizada que reconoce un “bloque” de derechos 
integrado por los derechos asegurados explícitamente en el texto 
constitucional, los derechos contenidos en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos y los derechos implícitos, 
donde la interpretación a favor de la preferencia de la protección y 
garantías de estos derechos, juega un papel fundamental. 

“En la medida que los derechos humanos son 
inherentes a la dignidad de la persona, limitan la soberanía o potestad 
del Estado, no pudiendo invocarse a esta última para justificar su 
vulneración ” 

(Humberto Nogueira obra citada, en Risso Ferrand, Der. 
Constitucional, pag.115). 
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- El principio de preferencia de normas. No sólo 
los derechos humanos afectan actualmente la “noción de soberanía”, 
sino también constituyen un cambio sustancial al principio de la 
“pirámide kelseniana”. 

Y ello, por cuanto de existir un mismo derecho 
humano protegido por la Constitución de un Estado y por un 
instrumento de origen internacional, su diversidad normativa no se 
resolverá conforme al principio de jerarquía, sino que el Juez deberá 
recurrir a la norma que miejor proteja el derecho humano en juego 
independientemente de su fuente. 


VI) EL JUSNATURALISMO EN LA CONSTITUCIÓN 
EL ART. 7 


Art. 7. “Los habitantes de la República tienen 
derecho a ser protegidos el goce de su vida, honor, libertad, 
seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de estos 
derechos sino conforme a las leyes que se establecieren por razones de 
interés general”. 

Según Risso Ferrand, invocando a Justino Jiménez de 
Aréchaga, encontramos dos tipos de derechos en este artículo. 

a) los derechos reconocidos o preexistentes, que son 
el derecho a la vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y 
seguridad, 
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Estos derechos no son “consagrados” en la Carta, sino 
“reconocidos” como preexistentes. Se los reconoce como derechos 
inherentes a la personalidad humana. 

b) los derechos consagrados por la Constitución: el 
derecho a ser protegido en el goce de la vida, del honor, etc... No son 
derechos anteriores a la Carta, sino derechos que nacen de la propia 
regulación constitucional. 

Esto admite la “filiación jusnaturalista” de la 
Constitución, que no se limita a crear derechos, sino que por el 
contrario reconoce que existen derechos anteriores. 

(Cfme. Risso Ferrand, obra citada, pags. 464 y 465). 


VI) EL ART. 72 DE LA CARTA. 


“La enumeración de derechos, deberes y garantías 
hecha por la Constitución, no excluye los otros que son inherentes a la 
personalidad humana o se derivan de la forma republicana de 
gobierno” 

La interpretación — a nuestro juicio- siguiendo la 
doctrina mayoritaria a nivel nacional, es que a raiz del “proceso de 
internacionalización de los derechos humanos”, con múltiples 
instrumentos internacionales ratificados por muestro país, y con la 
existencia actual de “derechos fundamentales”, éstos ingresan dentro 
del concepto de inherencia amplio de dicho art. 72. 
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Como sostienen, entre otros, Risso Ferrand y 
Cajarville Peluffo, “la constatación de que existe o se reconoce un 
derecho 'en diversos instrumentos internacionales ratificados por la 
República, que tienen por objeto la temática de derechos humanos, 
proporciona un dato irresistible para el intérprete en cuanto al rango 
constitucional de dicho derecho, por estar probado que el mismo es 
inherente a la personalidad humana, y todo conforme al art. 72” 
(Risso obra citada, pags. 538 y 539; Cajarville, Reflexiones sobre los 
principios generales de derecho en la Constitución uruguaya, pags. 168 
y 169). 
Asimismo, Cajarville expresa: “La Carta actualmente 
(1996) vigente (Constitución 1967 alude a los principios generales del 
derecho, implícita pero necesariamente, en el art, 72, y expresamente en 
el art. 332.....El art. 72 afirma la existencia de “derechos, deberes y 
garantías” que no han sido enumerados en la Constitución, y que esa 
disposición incorpora a nuestro derecho positivo.....se tratan de 
verdaderas situaciones jurídicas.....de reglas de derecho....que no 
pueden ser sino “principios generales del Derecho” (“Los principios 
Generales de Derecho en el Derecho Uraguayo y Comparado, pags. 138 
y 139.). 
Al referirse a las convenciones internacionales sobre 
derechos humanos, Cajarville también coincide con la doctrina 
mayoritaria, y estima que: “su contenido debe analizarse a la luz de lo 
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dispuesto en el art. 72 de nuestra Constitución” (obra citada, pag. 
152). 

Por su parte, Fernando Aguirre Ramírez encarando 
la naturaleza de los derechos humanos, desde un punto de vista 
filosófico, ha dicho que “cuando se dice derechos humanos” y que se 
quiere significar con ello: derechos naturales, inalienables .e 
imprescriptibles y superiores al Estado, no se está usando la palabra 
Derecho, en el sentido que derecho subjetivo tiene en la Teoría 
General....... y en virtud del art. 72, los derechos, deberes y garantías, 
entre ellos los Derechos Humanos, constituyen situaciones jurídicas 
positivas perfectas. 

Entonces, es propio del art. 72 interpretar que pueden 
incluirse como derechos inherentes a la personalidad humana o a la 
forma republicana de gobierno, a aquellos derechos establecidos en el 
ordenamiento jurídico internacional. 

La evolución del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, impone en la actualidad una interpretación amplia 
y flexible en el sentido indicado. 

En la actualidad el ser humano es considerado sujeto 
de Derecho Internacional. 

Al decir de Risso Ferrand “en principio y cuando nos 
encontremos con un derecho fundamental reconocido como tal en los 
tratados sobre derechos humanos ratificados por la República, ya no 
será necesario argumentar que el mismo presenta el referido carácter 
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de inherencia para que se acepte su rango constituciona!, sino que 
dicha condición deriva directamente del hecho de estar reconocido por 
el ordenamiento jurídico internacional como un derecho fundamental. ” 

“La carga de la argumentación, con todos los 
problemas prácticos que la misma implica, sólo sería necesaria para 
demostrar que por excepción algún derecho recogido como 
fundamental por el orden internacional no es inherente a la 
personalidad humana y por lo tanto no debe reconocérsele rango 
constitucional con base en el art. 72 de la Carta” (obra citada, pags. 
540 y 541). 

Se trata, pues, de una “adición de derechos” 
permitida e impuesta por el art. 72 de la Constitución. 

En efecto, se comparte por nuestra parte, esta 
interpretación normativa, ya que el mencionado art. 72, habilita e 
impone, reconocer rango constitucional, o aún supra-constitucional, 2 
aquellos derechos no establecidos a texto expreso, pero en forma alguna 
permite modificar las soluciones constitucionales expresas. 

Es así, que mediante esta lectura, el nuevo derecho 
genera problemas de derogación respecto a leyes anteriores o bien 
problemas de inconstitucionalidad. 

(címe. Cassinelli Muñoz, Horacio, “Oposición superviniente: 
¿Derogación o Inconstitucionalidad?; Pérez Pérez, Alberto. Derogación 
de las normas legales por una Constitución posterior”). 
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En suma: la interpretación actual del art. 72, a la luz 
de los principios constitucionales en materiz de derechos humanos, 
considerando la doble regulación de los derechos fundamentales (a 
nivel nacional e internacional), permite concluir que: 


- el concepto de derecho inherente a la personalidad 
humana, boy resulta más claro en tanto es reconocido como 
“fundamental” en tratados, convenciones, pactos, etc.... internacionales 
sobre derechos humanos ratificados por Uruguay. 

Por consiguiente, cabe reconocerle rango 
constitucional o supra constitucional a dicho derecho, de acuerdo al 
art. 72 de la Constitución. 


- la carga de la argumentación en la materia se ha 
“trasladado”, a quien pretenda que un derecho reconocido en un tratado, 
no es inherente a la personalidad humana. 


- los derechos humanos con rango constitucional en 
nuestro país, no son sólo los que regula y prevén los arts. 7 y 72 de la 
Caria Magna, sino también los contenidos en tratados internacionales, 
en materia de derechos humanos, ratificados por nuestro país. 

Como señalara Héctor Gros Espiell, en “Estudios 
sobre Derechos Humanos, pags. 18 y ss.”, “la materia de los derechos 


humanos ha pasado a ser una cuestión que interesa a la Colectividad 
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Internacional en su conjunto, razón por la cua!, junto con la tradicional 
regulación del derecho interno de cada Estado, se advierte ahora la 
coexistencia de dichas regulaciones con diversos instrumentos 
internacionales, e incluso con el reconocimiento de competencias y 
atribuciones a órganos internacionales y supranacionales de esta 
temática”. 

Por otro lado, el art. 332 de la Carta, establece: 
“Los preceptos de la presente Constitución que reconocen derechos a 
los individuos, asi como lo que atribuyen facultades e imponen deberes 
a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, sino que ésta será suplida, recurriendo a 
los fundamentos de las leyes análogas, a los principios generales de 
derecho y a las doctrinas generalmente admitidas”. 

Por mandato de esta disposición constitucional se 
aplican los principios generales de Derecho, conjuntamente con los 
fundamentos de leyes análogas y las doctrinas generalmente admitidas, 
de manera que los principios generales no pueden ser descartados por 
norma infralegal. 

Los principios generales del derecho y la doctrina más 
recibida, actúan en forma subsidiaria ante la carencia de la 
reglamentación respectiva. 
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VIM) APLICACIÓN DEL DERECHO DE ORIGEN 
INTERNACIONAL, DE DERECHOS HUMANOS, EN 
NUESTRO DERECHO INTERNO 


1) Como se dijo ya, la doctrina con Justino Jiménez de 
Aréchaga a la cabeza, sostiene la aplicación directa del derecho de 
origen internacional, tanto de naturaleza convencional como 
consuetudinaria. 

Es así que la tesis monista ha sido acogida “in totum” 
por nuestra doctrina, y ha sido aplicada por nuestra jurisprudencia 
nacional, así como lo es en toda América Latina. 

Por tanto, cuando un Estado ratifica tratados, 
convenciones, pactos u otros instrumentos de origen internacional, 
éstos quedan debidamente incorporados a nuestro ordenamiento 
jurídico, y forman parte de nuestro derecho interno, sin necesidad de 
“transformación”. 

Cuando estos instrumentos internacionales se refieren 
a los Derechos Humanos, adquieren una jerarquía constitucional o supra 
nacional, según la doctrina dominante, y lo hacen a través de la 
interpretación dada al art. 72 de la Carta —que ya fuera analizada-. 


2) Las propias normas de origen internacional 
disponen la obligación del Estado de garantizar el goce y respeto de los 
derechos consagrados a todos los individuos que se encuentren en el 
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país y estén sujetos a su jurisdicción, y lo comprometen a adoptar 
medidas legislativas o de otro carácter, para hacer efectivos los 
derechos reconocidos en estos instrumentos. 

En consecuencia, estas normas de origen internacional 
de Derechos Humanos pueden ser invocadas ante los tribunales 
nacionales y deben ser aplicadas por éstos en aquellos casos en que 
resulten pertinentes, y aún en defecto de la legislación de origen 
interno. 

Tal el caso del an. 2 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas, y los arts. 1 y 2 del 
Pacto de San José de Costa Rica o Convención Americana de DDHH. 

El art. 26 de la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados, “Pacta sunt Servando”, establece: “Todo Tratado en 
vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe” 

El art. 27 de dicha Convención prevé que : “un 
estado parte no podrá invocar las disposiciones a su derecho interno 
como justificación del incumplimiento de un tratado”. 


3) A nuestro juicio, resulta compartible el concepto de 
que en lo relativo a DDHH, basta con aplicar la Convención Americana 
de DDHH, o cualquier otro tratado de DDHH, y armonizar la 
interpretación y aplicación del resto del derecho interno. 
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Ma de tenerse presente el art. 31 inc. 1] de la 
Convención de Viena, sobre Derecho de los Tratados, que establece 
que éste debe ser interpretado de “buena fe”, “en su contexto y a la luz 
de su objeto y finalidad”, y esta finalidad no puede ser otra que la 
reafirmación y mayor tutela de los DDHH, y no su restricción. 
(cfme. Fernando Parducci Puglia, “Aplicación del Derecho de Origen 
Internacional de los DDHH en la jurisdicción doméstica de los Estados; 
TIELSUR “Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos). 


4) Las normas “programáticas imperativas” que 
contienen los instrumentos de origen internacional pueden tener efectos 
derogatorios sobre el ordenamiento anterior, y si tratan de derechos 
humanos, concluir en la inconstitucionalidad de una ley que se oponga a 
su contenido. 

En definitiva, en las últimas décadas se han aprobado 
y ratificado por nuestro país varios instrumentos de origen 
internacional, sobre derechos humanos, que coliden o resultan 
incompatibles con la ley de caducidad, N” 15848, además de los ya 
existentes al momento de su sanción. 


5) El art. 29 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, incluye normas de interpretación que establece: “ninguna 
disposición de la convención puede ser interpretada en el sentido de 
limitar el goce y el ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda 
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estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados 


partés o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de 
dichos Estados”. 


6) A su vez, a nivel universal el art. 5.2. común de los 
Pactos llegan a conclusiones similares: “no podrá admitirse restricción 
o menoscabo de ninguno de los derechos fundamentales reconocidos o 
vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, 
reglamentos o costumbres so pretexto de que el presente pacto no los 


reconoce o los reconoce en menor grado” 


7) Especial relevancia tiene la “Convención 
Interamericana sobre desaparición Forzada de Personas”, que fuera 
aprobada por nuestro país, por Ley 16.724, de 1* de noviembre de 1995. 

En efecto, en dicho instrumento internacional los 
Estados partes, se comprometen a ........... ”b) sancionar en el ámbito 
de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de 
desaparición forzada de personas, así como la tentativa de la comisión 
del mismo”. 


8) Posteriormente, por ley interna N” 18.026, 
publicada en el Diario Oficial el 4 de octubre de 2006, se sancionan 
normas relativas a Jos crímenes y delitos internacionales como el de 
desaparición forzada; pero aún más, modifican algunos delitos 
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consagrados en nuestro ordenamiento jurídico penal; y se consagran 
principios, postulados y normas imperativas que — a nuestro juicio- 
derogan parcial y tácitamente la ley de caducidad 15.848, arts. 1”, 
3, y 4%. 

(Hasta ahora la única excepción que hizo lugar a 
recomendaciones en el ámbito internacional, había sido la ley 17.060, 
de Corrupción). 

Basta repasar algunos de los artículos, de esta nueva 
ley: 

- El art. 2do. establece: “(Derecho y deber de juzgar 
crímenes internacionales) La República Oriental del Uruguay tiene el 
derecho y el deber de juzgar los hechos tipificados como delito según el 
derecho internacional. Especialmente tiene el derecho y deber de 
juzgar, de conformidad con las- disposiciones contenidas en esta ley, los 
crimenes reconocidos en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional! aprobado por ley 17.510, de 27 de junio de 2002” 

En el orden interno, se trata de una norma imperativa 
que obliga al Estado Uruguayo a “juzgar” los hechos tipificados como 
delito según el derecho internacional. 

- El art, 5” (Actuación bajo jurisdicción nacional) 
establece el procedimiento a seguir cuando exista “semi plena prueba” 
de haber cometido un crimen o delito que no fuese jurisdicción de la 
Corte Penal Internacional, debiendo intervenir el Juez competente 
hacional. 
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jurídico uruguayo. De allí que puedan perseguirse ahora estas conductas 
previstas en la citada ley. 


10) Por consiguiente, además de resultar 
inconstitucional las disposiciones referidas a la ley de caducidad, 
para el caso concreto, estarían derogadas — a su vez- por esta ley en 


lo relativo a los delitos que la misma ley ha creado. 


11) Nuestra jurisprudencia también se ha pronunciado 
acerca del alcance de la normativa de origen internacional, en materia 
de derechos humanos, y su incidencia en lo nacional. 

La Suprema Corte de Justicia, por Sentencia N* 332, 
de 15 de noviembre de 2004, en autos: “González, José Luis en 
representación de Gelman, Juan. .Demuncia. Acción de 
Inconstitucionalidad, desestimó la acción instaurada, pero por razones 
formales, “por no existir un procedimiento judicial en trámite”. 

Sin embargo el fallo hace algunas consideraciones 
sobre el tema de fondo, que resultan significativas. 

En el Nral. VII la sentencia expresa: “No obstante, al Acordar 
se señaló la procedencia de las siguientes puntualizaciones especificas, 
porque si bien la Acción invoca en autos los arts. 82, 233, 72, 8, 12, 16, 
MBiiociónionio nor.” Sin ingresar al fondo del asunto y sin que incida en 
lo resuelto en autos por razones de especie procesal-, vistos los 
argumentos vinculados a la aplicación y jerarquía de los preceptos 
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internacionales ante normas de origen nacional, es preciso atender a 
los arts. 26, 27 de la Convención de Viena........ y a los alcances de la 
buena fe de los Tratados Internacionales por los Estados Miembros 
admitentes... 
“Lo que deriva, por un lado, en que el momento de ratificar cada 
Estado un tratado deberá (1) considerar (2) resolver puntos de especie 
- Constitucional o (3) hacer reservas pertinentes; y por otro, en que ya 
ratificado, existe un orden supranacional y supraconstitucional vigente, 
internado, aplicable a los Jueces y, órganos nacionales competentes, 
dentro del lapso que señala el texto, circunstancias metódicas que 
deben tenerse en cuenta en todo caso, aunque en autos son las razones 
adjetivas las que se oponen a admitir la acción” 
(SCJ, Sent. Nro.332/2004, Van Rompaey, Parga, Gutiérrez, Rodríguez 
Caorsi, Troise). 

Por otro lado resulta sumamente significativo y 
compartible la solución dada en el caso 14288 LJU, en donde se 
profundizan conceptos relativos a los derechos humanos, a los Tratados 
o Convenciones Internacionales sobre dicha materia, y a su aplicación 
directa en nuestro derecho interno. 

A] respecto se rescata sobre el tema en cuestión lo 
afirmado respecto al informe 29/92 de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos de la OEA, que cita a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
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En lo medular se señala: “El Estado está en el deber 
juridico de prevenir razonablemente, las violaciones a los derechos 
humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las 
violaciones que se hayan cometido en el ámbito de su jurisdicción”. 
Ácorde con ello la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
“recomienda al Gobierno de Uruguay la adopción de medidas 
necesarias para esclarecer los hechos” 

Tal recomendación es vinculante jurídicamente para el 
gobierno uruguayo, “en virtud del ya señalado principio de buena fe, 
consagrado en el mismo art. 31.1 de la Convención de Viena, sobre el 
Derecho de los Tratados”. 


IX) CONCLUSIONES 


A)- Por los motivos señalados ut supra, los arts. 1%. 3 

y 4? de la ley 15,848, a nuestro juicio; son inconstitucionales por violar 

los artículos 4, 82 y 233 de la Constitución Nacional, en tanto éstos 

establecen que la soberanía radica en la Nación, y será ejercida 
indirectamente por los Poderes representativos correspondientes. 

El Poder Judicial, a través de los órganos que establece el ar. 


B)- Asimismo las normas legales citadas resultan 
contrarias y violatorias de los arts. 7 y 72 de la Carta, y de los derechos 
que éstas consagran y reconocen como pre-existentes. 
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“los principios generales de derecho propios de jusnaturalismo 
humanista están consagrados en el art. 72 de la Constitución, que 
tutela los derechos, deberes y garantias inherentes a la personalidad 
humana y a la forma republicana de gobierno, “positivizando” las 
soluciones generalmente admitidas por la doctrina jusnaturalista.....” * 

“Los principios generales admitidos en un 
ordenamiento dependen de las convicciones socialmente predominantes 
en un momento histórico determinado. Serán aquellas que por 
socialmente dominantes se han incorporado al derecho positivo por 


cualquier vía...... a nuestro ordenamiento jurídico, por ingresar a 
través del art. 72 y del art. 332 o por la vía residual del art. 16 del 
Código Civil...” 


(Dr. Leslie Van Rompaey- Reflexiones sobre los Principios 
Generales de Derecho- Anuario de Derecho Civil Uruguayo, Tomo 
XXX, pags. 728 y 729). 

“ ....la Constitución Nacional no se agota en .el 
enunciado expreso de derechos, deberes y garantías. Por las 
previsiones de los arts. 72 y 332 se amplia el elenco de los mismos 0 
que se derivan de la forma republicana de gobierno. Ello atrae al 
ámbito constitucional patrio los derechos, deberes y garantías previstos 
en las Convenciones y Pactos Internacionales. 

Nuestro Constituyente y la Convención Americana 
han adherido al jusnaturalismo, en consecuencia, existen derechos que 
preexisten y se imponen al Estado......Es por (ello)....que son parte del 
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acervo mencionado, los derechos reconocidos y las garantías 
consagradas en los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
que fueron debidamente ratificados por nuestro país, tanto del ámbito 
universal o regional ” 

(cfme.Dr. Ricardo Pérez Manrique- Panorama de la 
Jurisprudencia de la Suprema Corte en materia de Derechos Humanos. 
Revista Judicatura. Agosto 2000, Nro. 41, pag. 252 a 254) 


C)- La Ley N” 15.848, conocida vulgarmente como 
“ley de la caducidad de lá pretensión punitiva del Estado”, es a su vez, 
violatoria del Derecho Internacional, por resultar incompatible con los 
siguientes Tratados de Derechos Humanos: 


I) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado. 


por ley 13.751; 

II) Convención Americana sobre Derechos Humanos, ratificada 
por ley 15.798; 

IM) Convención contra la tortura y otros tratos crueles, 
inbumanos y degradantes, ratificada por ley 15.798; 

TV) Convención Interamericana para prevenir y sancionar la 
tortura, ratificada por ley 16.294; 

V) Carta de la Organización de los Estados Americanos; 

VI) Carta de las Naciones Unidas, ley 10.683, 

VID Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, “Protocolo de San Salvador”. Ley 16519. 
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VID) Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas. Ley 16.724, 

- Asimismo, se estima que la ley de caducidad en lo 

pertinente -arts, 1, 3 y 4- se encuentra parcial y tácitamente 

derogada por la ley 18.026, resultando respecto a los delitos que 


la misma prevé, inaplicable. 


Por todas las consideraciones y fundamentos 
expuestos en el presente dictamen, este Ministerio estima que 
procede hacer lugar a la inconstitucionalidad promovida, por 
vía de excepción, respecto a los arts. 1%, 3” y 4” de la ley 
15.848. 


Montevideo, 19 de mayo de 2009. 
RU/m/ao 


General de la Nación 
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DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 


10 de diciembre de 1948 
PREÁMBULO 


Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana; 


Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han 
originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se 
ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un 
mundo én que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la 
libertad de palabra y de la libertad de creencias; 


Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la 
rebelión contra la tiranía y la opresión: 


Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre 
las naciones; 


A 


y . 
a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un 
concepto más amplio de la libertad; 


Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en 
cooperación con nl ara betas rrmro emos Espia de 
efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y 


Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la 
mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso; 


LA ASAMBLEA GENERAL proclama la presente DECLARACIÓN UNIVERSAL DE 
DERECHOS HUMANOS como ideal común por el que todos los pueblos y naciones 
deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose 


entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados 
bajo su jurisdicción. 


Artículo 1. 


Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con 
los otros. 
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Eno reparaciones origen nacional o social, vocho gine 
nacimiento o cualquier otra condición. 


Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si 
se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración 
fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 


Artículo 3. 
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la segundad de su persona. 
Artículo 4. 


Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de 
esclavos están prohibidas en lodas sus formas. 


Artículo 5. 


Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 


Artículo 6. 


Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 

Artículo 7. 

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de 


la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que 
infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 


Artículo 8. 
Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
fundamentales 


competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
reconocidos por la constitución o por la ley. 


Artículo 9, . 
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 
Artículo 10. 


Toda persona tene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 


Artículo 11. 


1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, E YI PO 
que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa 


2. o a a A A An 
no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional Tampoco se 
impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
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Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda 
persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
Artículo 13. 


1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado. 


2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 
regresar a su país. 
Artículo 14, 


1. En caso de persecución, loda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar 
de él, en cualquier país. 


2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente 


originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios 
de las Naciones Unidas. 


Artículo 15. 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 


2, A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de. 


nacionalidad 
Artículo 16. 


1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin 
restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar 
una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del matrimonio, 


2. Sólo mediante bre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá 
contraerse el matrimonio. 


3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a 
"la protección de la sociedad y del Estado. 


Artículo 17. 

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 
2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 

Artículo 18. 


Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así 
como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, 


tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la. 


observancia. 
Artículo 19. 


Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 
cualquier medio de expresión. 

Artículo 20. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacificas. 
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2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 
Artículo 21. 


1, Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o 
por medio de representantes libremente escogidos. 

2. Toda persona tiene el derecho de acoceso, en condiciones de igualdad, a las 
funciones públicas de su pais. 


3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad 
se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse 
periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro 

 csicierto ccuivillaia quo Dreunilino la Iberian det vela. 


Artículo 22. 


Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y 
a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida 
cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los 
derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre 
desarrollo de su personalidad. 


Artículo 23. 


1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a 
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 
desempleo. y 


2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo 
igual. 


3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y 
satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 
dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera 
otros medios de protección social. 

4, Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de 
sus intereses. 


Artículo 24. 


Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una 
limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 


Artículo 25. 


1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, asi 
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez u obus casos de pintida de sue medios de subelviencia por 
circunstancias independientes de su voluntad. 


2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 
Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 
igual protección social. 


Artículo 26. 


1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al 
menos en lo concerniente a- la instrucción elemental y fundamental. La 
instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá 
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de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en 
función de los méritos respectivos. 


2. o o e A O a y 
los derechos 


fortalecimiento del respeto a humanos y a las libenades 
fundamentales; comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas 
las naciones y todos los grupos étnicos o reli . y promoverá el desarrollo de 


las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. 


3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá 
de darse a sus hijos. 


Artículo 27. 
1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 


comunidad. a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten. 


2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o 
artisticas de que sea autora. 


Artículo 28. 


Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en 
el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan 
plenamente efectivos. 


Artículo 29. 
1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 


2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona 
estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin 
de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los 
demás, Lremaccopgadaya ecrra aororrr ri o ÁS 
bienestar general en una sociedad democrát 


a a rd 
oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

Artículo 30. 

Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho 

alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar 


E 
y libertades proclamados en esta 
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Sentencia: 02313 Expediente 90-00421-0007-CO 
Fecha: 09/05/1995 Hora: 4:18 PM Emitido por: Sala 
Constitucional 


Tipo de Sentencia: De Fondo 
Redactor: Solano Carrera Luis Femando 
Clase de Asunto: Acción de inconstitucionalidad 


Exp. 0421-S-90.- 

N* 2313-95.- SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA.- 

San José, a las dieciséis horas con dieciocho minutos del día nueve de mayo de 
mil novecientos noventa y cinco.- Acción de inconstitucionalidad interpuesta por 
Róger Ajún Blanco, mayor, casado, locutor y comentarista deportivo, vecino de 
Nicoya, 


El accionante Róger Ajún Blanco, pretende a través de su acción, que se declare 
que el articulo 22 de la Ley Orgánica del Colegio de Periodistas infringe lo 
NR e lo RR RN 
a sobre Derechos Humanos al establecer, que "Las funciones propias 
Polaco sólo podrán ser realizadas por miembros inscritos en el Colegio”. 
El asunto principal de esta acción es la causa que se tramita en su contra ante el 
Juzgado de Instrucción de Nicoya, por el delito de ejercicio ¡legal de una profesión. 
Agrega el señor Ajún que el fundamento jurídico utilizado para tratar de cobrarle 
un carácter del cual carece, no obstante lo cual viene realizando un trabajo 
legitimo, ha sido el artículo 22 de la Ley Orgánica del Colegio de Periodistas, en 
concordancia con el ordinal 23 del mismo cuerpo legal, con lo cual se le ha venido 


"jamás como periodista” (folio 4). Finalmente, solicita se declare con lugar la 
acción porque las normas dichas violan el articulo 7 de la Constitución Política, 
que olorga a los tratados internacionales (caso en el cual, afirma, está la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos) rango superior a la ley 
ordinaria. 

l.- 

Conferida la audiencia a la Procuraduría General de la República, ésta estimó que 
existian defectos formales en el escrito de interposición de la acción, que la hacen 
improcedente por dos aspectos: a.- 

falta de una exposición clara y precisa de sus fundamentos, y, b.- 

carencia de interés pues la actividad de ser comentarista y locutor deportivo se 
regula en el artículo 25 de la Ley Orgánica del Colegio de Periodistas, que 
dispone: "Los columnistas y comentaristas permanentes u ocasionales de todo 
tipo de medios de comunicación, pagados o no, podrán ejercer su función 
libremente, sin obligatoriedad de ser miembros del Colegio, pero su ámbito de 
acción estará limitado a esa esfera, sin poder cubrir el campo del reportero, 
especializado o no”, 

En opinión de la Procuraduria, entonces, al ser la función del señor Ajún la de 
"comentarista”, no queda regulado por las normas que él impugna, de modo que 
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la acción debe desestimarse. 

En cuanto al fondo, la Procuraduría sostuvo que desde la emisión de la Opinión 
Consultiva OC-5-85 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, surgió 
para el Estado de Costa Rica, la obligación ética de realizar las operaciones 
legislativas y judiciales dirigidas a establecer una conformidad, en beneficio de la 
vigencia y goce efectivos de los derechos humanos consagrados en la misma 
Convención Americana. 

tll.- 

La parte contraria del asunto principal, el Jefe del Ministerio Público, manifestó su 
inconformidad con la acción y pidió se declare sin lugar, debido a que, en su 
opinión, los colegios profesionales son los entes llamados a regular y velar por la 
actividad de los profesionales, lo cual es legítimo.- IV.- 

La audiencia oral a que se refieren los artículos 10 y 85 de la ley de la Jurisdicción 
Constitucional, se celebró con la intervención de las partes, a las nueve horas con 
veinticinco minutos del día treinta de agosto de mil novecientos noventa.- V.- 
Esta sentencia se dicta dentro de la autorización que otorgó a la Sala el 
Transitorio 1!, párrafo final de la Ley N* 7135 de 11 de noviembre de 1989, 
reformada por la Ley N* 7209 de 8 de noviembre de 1990.- Redacta el Magistrado 
Solano Carrera; y, CONSIDERANDO: 

l.- 

A pesar de que la Procuraduría General de la República indica que no se dan los 
fundamentos claros y precisos que exige la ley que regula esta jurisdicción para la 
admisibilidad de la acción de inconstitucionalidad, la Sala no encuentra en ello 
sustento, pues sí existen los fundamentos en el libelo que se interpone la acción. 
En ese sentido, la Sala en pleno, comparte lo actuado por la Presidencia al darle 
curso a la acción. Por otra parte, no hay duda de que la eventual aplicación del 
articulo 22 de la Ley Orgánica del Colegio de Periodistas, viene a jugar un papel 
importante en la resolución del asunto base en que se invocó la 


falta de 
fundamentación de la sentencia del juez penal. Sin embargo, la causa contra el 
accionante subsiste, con cualquier posibilidad j para el juez a quien le 


a 
corresponda dictar nueva sentencia, lo que hace que la CIÓN dela ROGAR 
acción sea razonable. Al aqui actor se le sigue causa por ejercicio 
profesión de periodista, mus so ó oleo Breatada la aaa pa conocidos 
medios informativos de la región de Nicoya y nacionales, como receptor y 
divulgador de información, así como corresponsal, sin estar debidamente 


1 


tramita ante el Juzgado de Nicoya. Y aun cuando la Procuraduría sostenga que el 
articulo 25 es el que le sería aplicable al señor Ajún, ciertamente esa norma deja a 
salvo de la obligación de ser colegiados a cornentaristas y columnistas, pero abre 
una puerta insospechada a la interpretación cuando agrega, "pero su ámbito de 
acción (de comentaristas y columnistas, agrega quien redacta) estará limitado a 
esa esfera, sin poder cubrir el campo del reportero, especializado o no” - !l.- 

Estima el actor que el artículo 22 de la Ley Orgánica del Colegio de Periodistas 
atenta contra la libertad de pensamiento y expresión establecida en el artículo 13 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 
7 de la Constitución Política, toda vez que allí se dispone: "Las funciones propias 
del periodista sólo podrán ser realizadas por miembros inscritos en el Colegio”. 

Eso significa, de conformidad con el artículo 23 de la misma ley, que solamente es 
periodista y, por ende, sólo puede ser inscrito como tal en el Colegio, quien "tiene 
por ocupación principal, regular o retribuida, el ejercicio de su profesión en una 
publicación diaria o periódica, o en un medio moticioso radiodifundido o televisado, 
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o en una agencia de noticias, y que obtiene de ella los principales recursos para 
su subsistencia”, 
Lo anterior implica, que para el ejercicio de esas actividades debe estarse 
colegiado como profesional en periodismo, para tener acceso no sólo a lla 
búsqueda y recepción de información, sino también a los medios de publicación, 
escrita, de radio y televisión, como principal fuente de subsistencia. En la especie, 
el recumente se le ha acusado de ejercer ilegalmente la profesión de poriodiata!|y 
el escrito de denuncia, con toda claridad expresa que ”... en el desempeño de sus 
labores, el denunciado Ajún Blanco, realiza toda la gama de actividades relativas, 
concernientes y conducentes a localizar los hechos, así como a elaborar, redactar 
y difundir radialmenta y hasta por otros medios periodísticos como son Radio 
A de los cuales ha figurado aparentemente 
su corresponsal en este cantón, las noticias que resultan de esos hechos.* 
o de priconiniano eaticiodó do "se infiero además que el encartado es 
la persona que dirige el referido programa, y para obtener material a difundir (el 
mismo realiza entrevistas, las graba y posteriormente las da a conocer 'al 
público.”. 
a dla: "Que la labor mencionada el imputado Ajún Blanco la 
realiza sin tener el título de periodista debidamente inscrito ante el Colegio 
respectivo. Es evidente que la labor del imputado Ajún Blanco no es -en el caso 
concreto- el de locutor, sino el de un profesional en periodismo, puesto que 
consigue y elabora el material informativo que posteriormente da a conocer a la 
elit plo a ictada de su praia Y Timaclal Ds. 
Hl- 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13 dispone: 
*4. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difuncir informaciones e ideas 
de toda indole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o En 
Plica dci be cm o por cualquier otro procedimiento de su elección, 


3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, 
A O A E O OR IR, 
periódicos... o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la 
comunicación y la circulación de las ideas y opiniones...” 
Este texto tene la virtud de que por una parte liga las libertades de pensamiento y 
de expresión, puesto que la primera no tendría sentido sin la segunda. pero 
también nos pone de manifiesto, en protección de ambas, que la libertad de 
expresión no puede restringirse por ninguna vía, directa o indirecta, o por medios 
que impidan la fibre circulación de ideas u opiniones, citando a modo de ejemplo Y 
no taxativamente algunas condiciones de ese tipo. 
Como instrumento de la libertad de expresión, hay un derecho de las personas a 
buscar, recibir y difundir cualquier información, y a escoger el medio para hacerió. 
Por eso mismo, la cuestión que el accionante trae a decisión de esta Sala, es 
aquella relativa a que ciertas actividades que se traducen en buscar, recibir y 
difundir información, solamente puedan realizarlas ciertas personas investidas de 
un determinado carácter, no obstante que se trate de informaciones que están a 
disposición de cualquiera y que, por ello, no tienen un sello de intangibilidad que 
derive de algún motivo legítimo. De tal manera, lo que el accionante Ajún estimá 
que es mera función de locutor, adquiere a los ojos del Fiscal y del propio 
juzgador penal (en el auto de procesamiento de la causa principal), connotaciones 
periodísticas, pues no otra cosa significa a los ojos de esos funcionarios, que 
aquél “consigue” PT asar Y Tala en ln ono e A O Y 
“elabora el material que posteriormente da a conocer a la opinión pública" (es 
gecir, "difunde informaciones de toda indole”, "oralmente, por escrito o en forma 
impresa o artística", o "por cualquier otro procedimiento de su elección”, para 
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seguir citando el lexto de la Convención). 

Ciertamente, en una acción de inconstitucionalidad no se analiza el asunto judicial 
previo que le sirve de base, Sin embargo, se debe tomar en cuenta que es la 
propia ley de Jurisdicción Constitucional -art. 75.1- la que manda que la acción de 
inconstitucionalidad debe ser un medio razonable de amparar el derecho o interés 
que se considera lesionado. 

Al accionamte se le sigue una causa, pues, porque "consigue y elabora el material 
informativo que posteriormente da a conocer a la opinión pública”, según se vio 
del requerimiento de instrucción formal. Y es esencial señalar, dentro de lo que se 
implica en esta acción que, según la ley impugnada (art. 22), solamente una 


persona de cierta calidad o condición puede realizar esos acios. Y esa calidad es, . 


a la luz de lo preceptuado por el artículo 22 de la Ley impugnada, la de periodista 
debidamente inscrito en el Colegio respectivo. Lo grave es que la ley asigna como 
labores propias del periodista, precisamente aquéllas que la Convención 
Americana establece como una libertad de toda persona, esto es, buscar, recibir, 
y difundir informaciones, coincidencia que no se ofrece con otro tipo de derechos 
fundamentales. 

Corresponde a esta sede, entonces, a tono con el planteamiento de la acción, 
establecer si ir a las fuentes de información, entrevistar, enterarse, recopilar datos, 
imerpretarios y divulgarios por los medios de comunicación, constituye una labor 
únicamente atinente al periodista inscrito en el Colegio respectivo. educado gro 
Sala esa especie de "minimización" que hace la Procuraduría General de la 
República, en el sentido de que la actividad que desempeña el accionante está 
permitida bajo lo dispuesto por el articulo 25 de la Ley Orgánica del Colegio de 
Periodistas, como comentarista deportivo. No ta comparte, porque de un lado, sj la 
condición del accionante es claramente la de “otro profesional” no periodista en el 
tanto su actividad no es la que se contiene en los artículos 22 y 23 de la Ley 
Orgánica del Colegio de Periodistas, tal aspecto correspondería desiindario al juez 
de la causa, no a la Procuraduría General de la República ni a esta Sala. Pero, 
por otra parte, al estar sub judice la cuestión, daramente tendrá el juzgador penal 
que aplicar en la causa de base, la normativa aquí impugnada, ya sea positiva o 
negativamente, lo cual en estos momentos no puede anticiparse de modo cierto. 


- Sin embargo y sobre este punto, valga agregar que ya se ha adelantado una 


posible aplicación normativa en el propio procesamientc que corre en el 
a como se ha podido transcribir parcialmente.- 

Paralelamente al señalamiento que ya se hizo respecto de la normativa de la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos, hay una circunstancia, sin 
embargo, que en opinión de la Sala, debe ser analizada con carácter igualmente 
prioritario. El ocho de julio de mil nocecientos ochenta y cinco el Gobierno de 
Costa Rica formuló consulta a la Conte Interamericana de Derechos Humanos 
sobre el mismo lópico aqui tratado. Expresamente consultó el Gobierno en aquella 
ocasión dos aspectos, que en lérminos generales pueden sintelizarse así: a.- 
opinión sobre la legitimidad de la colegiatura obligatoria de los periodistas, a la luz 
de los artículos 13 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y, 
b.- 

opinión sobre la compatibilidad de la Ley N” 4420, Orgánica del Colegio de 
Periodistas, que establece la colegiación obligatoria, con las disposiciones de los 
citados numerales de la Convención. 

Es de hacer notar dos cuestiones que si blen anecdóticas, ilustran claramente la 
dimensión de lo consultado y que finalmente la Corte decidió en su opinión. Una, 
que fue la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) la que en aquella ocasión 
solicitó al Poder Ejecutivo costarricense que formulara la consulia, dadas las 
dudas existentes sobre la obligatoriedad de la colegiación, no solamente en Costa 


_Rica, sino en todo el continente americano. Lo interesante de esto es que el 
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Estado de Costa Rica, asumió la consulta como propia, dado que la S!P no tenia 
legitimación para formularla. Otra, que se aclaró a la Corte, que se consultaba nó 
obstante adversar el criterio de esa S.1P. y. en cambio compartía el de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que en Resolución N* 17-84! 
había declarado una compatibilidad de la ley N* 4420 con ta Convención (caso 
Schmidt). Esto se hace muy significativo en opinión de la Sala, ya que siendo 
potestativo del Gobierno formular o no la consulta, y prácticamente anticipando sú 
adhesión a una tesis de las posibles sobre el tema, decidió formalmente 
someterse a la jurisdicción de la Corte, acto de excepcional entereza, Así lo 
reconoció la propia Corte Interamericana, ya que Costa Rica venía de ganar su 
caso (Schmiot) ante la Comisión y no obstante ello, decidió ir a la cúspide del 
sistema americano de protección de los Derechos Humanos. 

v.- 

La Corte emitió la Opinión Consultiva, bajo el N* OC-5-85, del 13 de noviembre de 
1985 y unánimemente declaró: 1.- 

“que la colegiación obligatoria de los periodistas, en cuanto impida el acceso de 
cualquier persona al uso pleno de los medios de comunicación social como 
vehículo para expresarse o para transmitir información, es incompatible con el 
artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 

2.- 

*que la Ley N* 4420 de 22 de setiembre de 1969, Ley orgánica del Colegio de 
Periodistas de Costa Rica, objeto de la presente consulta, en cuanto impide al 
ciertas personas el pertenecer al Colegio de Periodistas y, por consiguiente, el uso, 
-pleno- de los medios de comunicación social como vehículo para expresarse y, 
transmitir información, es incompatible con el articulo 13 de la Convención - 
Americana sobre Derechos Humanos”. 

Omite la Sala referirse a las Opiniones Separadas y Declaraciones que algunos, 
de los jueces consignaron, toda vez que para los fines de esta sentencia, no 
adquieren la fuerza de la parte dispositiva, en los términos temualmenie! 
transcritos, si bien extienden y apuntelan el criterio de ¡legitimidad de la 
colegiación de periodistas. La Opinión de la Corte es muy extensa y rigurosa en el 
tratamiento del tema, pero a fin de que más adelante esta misma sentencia pueda! 
precisar su propio alcance, cabe señalar que en el numeral 34 de las: 
consideraciones, está una parte clave de la decisión, cuando afirma que “eri! 
principio la libertad de expresión requiere que no haya individuos o grupos que, al 
priori, estén excluidos del acceso a los medios de comunicación social”. Acto! 
continuo, agrega la Corte que la libertad de expresión "también requiere que los) 
medios de comunicación sean, en la práctica, verdaderos instrumentos de esali 
libertad y no vehiculos para restringirla”. Y así, señala por la vía del ejemplo, que; 
cr rie (a) haya. 
pluralidad de medios de comunicación social, (b) prohibición de todo monopolio 
respecto de ellos, cualquiera que sea la forma en que se manifieste y "la garantia 
de protección a la libertad e independencia de los periodistas”. Eso, además de lo 
que explicitamente señala el articulo 13 de la Convención, que en lo que 
estrictamente liene que ver con esta acción, se torna demasiado notorio. La Corte 
acudió en apoyo de su argumentación, a los articulos 29 y 32 del propio Pacto de 
San José de Costa Rica, pues allí se contienen criterios de interpretación deljt 


recogen a lo largo de su texto y que necesariamente deben servir de parámetro 

para sus decisiones.- 

Vl.- 

Ahora bien, si la Corte elogió el hecho de que Costa Rica acudiera en procura de 
su opinión, emitida hace diez años, resulta inexplicable lo que desde aquélla fecha-- 
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ha seguido sucediendo en el país en la materia decidida, puesto que las cosas 
han permanecido igual y la norma declarada incompatible en aquélla ocasión, ha 
gozado de plena vigencia durante el tiempo que ha transcurrido hasta la fecha de 
esta sentencia. Eso llama a la reflexión, porque para darle una lógica al sistema, 
ya en la Parte 1, la Convención establece dentro de los deberes de los Estados, 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y garantizar su libre y pleno 
ejercicio (articulo 2) Especialmente debe transcribirse lo que dispone el artículo 
68: *1. Los estados partes en la convención se comprometen a cumplir la decisión 
de la corte en todo caso en que sean partes...” Si se pretendiera que tal norma, 
por referirse a quienes "sean partes”, solamente contempla la situación de los 
casos contenciosos, la Corte Interamericana misma ha ampliado el carácter 
vinculante de sus decisiones también a la materia consultiva (OC-3-83), y en el 
caso bajo examen no le cabe duda a la Sala que Costa Rica asumió el carácter de 
parte en el procedimierto de consulta, toda vez que ella misma la formuló y la 
opinión se refiere al caso especifico de una ley costarricense declarada 
incompatible con la Convención. Por lo tanto, se trata de una ley (la norma 
específica) declarada formalmente ¡legítima Sobre esto debe agregarse que en 
tratándose de instrumentos internacionales de Derechos Humanos vigentes en el 
po no se aplica lo dispuesto por el artículo 7 de la Constitución Política, ya que 
48 Constitucional tiene norma especial para los que se refieren a derechos 
aa. otorgándoles una fuerza normativa del propio nivel constitucional, Al 
punto de que, como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Sala, los 
instrumentos de Derechos Humanos vigentes en Costa Rica, tienen no solamente 
un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida en que otorguen 
mayores derechos o garantías a las personas, priman por sobre la Constitución 
. (vid. sentencia N* 3435-92 y su aclaración, N” 5759-93). Por eso algunos 
estudiosos han señalado que la reforma constitucional de 1989, sobre la 
jurisdicción constitucional, es tal vez la mayor conquista que desde el punto de 
vista juridico ha experimentado Costa Rica, en los últimos cincuenta años.- 
l- 
No puede ocultarse que la propia Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
ocasiones parece distinguir entre los efectos de una opinión consuliva y una 
sentencia propiamente tal, no tanto por lo que puede obedecer a un punto de vista 
estrictamente formal, sino más bien pensando en que la vía consultiva se puede 
convertir en un sustituto encubierto e indebido del caso contencioso, 
O O DL En 
otras palabras, pareciera que la Corte no ha querido otorgar a sus Opiniones la 
misma fuerza de una Sentencia (producto de un caso contencioso) en resguardo 
de los derechos de posibles afectados, que en la vía consultiva no podrían 
obtener ventajas indemnizatorias de la decisión. Pero, y sin necesidad de llegar a 
conclusiones generales, más allá de lo que esta Sala tiene ahora para resolver, 
debe advertirse que si la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el 
órgano natural para interpretar la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), la fuerza de su decisión al 
interpretar la convención y enjuiciar leyes nacionales a la luz de esta normativa, ya 
sea en caso contencioso o en una mera consulta, tendrá -de principio- el mismo 
valor de la norma interpretada. No solamente valor ético o cientifico, como 
algunos han entendido. Esta tesis que ahora sostenemos, por lo demás, está 
rocepteda en nuestro derecho, cuando la Ley General de la Administración 
Pública dispone que las normas no escritas «como ta costumbre, la jurisprudencia 
y los principios generales del derecho. servirán para interpretar, integrar y 
delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la 
norma que interpretan, integran o delimitan (artículo 7.1.) 
En los propios antecedentes de este asunto, está claro que fue nuestro pais (el 
Estado denominado Costa Rica) el que puso en marcha el mecanismo de la 
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consulta, cuando acudió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
procura de une opinión sobre la legitimidad de la colegiatura obligatoria de los 
periodistas. Esa circunstancia toma inescapable conciuir en que la decisión” 
recalda, contenida en la Opinión Consultiva OC-5-85, obligó a Costa Rica, de' 
manera que no podía mantenerse una colegiatura -obligatoria- para toda persona 
dedicada a buscar y divulgar información de cualquier indole. En otras paiabras, la, 
tesis de "la fuerza mora! de la opinión consultiva", si cabe llamarla así, puede sef; 
sostenida válidamente respecto de otros países -Estados- que ni siquiera se' 
apersonaron o intervinieron en el proceso de consulta. Pero aplicada al propio 
Estado consultante, la tesis suena un tanto ayuna de consistencia y seriedad! 
porque vano sería todo el sistema y obviamente el estuerzo intelectual de análisis 
realizado por los altos magistrados de la Corte, si la sentencia que se dicta 


comunicación, es incompatible con el anículo 13 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, no peo AS A A A A po 
marcha mecanismos o E y costosos del sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos. Concluir en lo contrario, conduce 
ciertamente a la burla de todo propósito normativo ya no solo de la Convención! 
sino del órgano por, ella dispuesto para su aplicación e interpretación! 
Ciertamente, no ha sucedido así y desde hace ya casi diez años, como se dijo, el 
Estado costarricense ha mal disimulado su deber a acatar lo dispuesto por lal 
Corte, la que precisamente se pronunció ante la propia petición de este país.- 

VIII. Es necesario agregar que, por virtud de la reforma a la Constitución Política 
se crea la Sala Constitucional, la cual entre sus ampilas competencias tiene la de 
“declarar la inconstitucionalidad de las normas” (artículo 10). A su vez, la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional desarrolla esa competencia y solamente para 

dos ejemplos, dispone: “Articulo 1”, La presente Ley tiene como fin regular la 


ibertades 

intenacinoales de derechos humanos vigentes en Costa Rica.” "Artículo 2”. 
Corresponde específicamente a la jurisdicción constitucional: 

a)... 

b) Ejercer el control de la constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza 
y de los actos sujetos al derecho público, asi como de la conformidad del 
ordenamiento interno con el derecho internacional o comunitario, mediante la 
acción de inconstitucionalidad..." Se hace más que notorio que la Sala 
Constitucional no solamente declara violaciones a derechos constitucionales, sino 
a todo el universo de derechos fundamentales contenidos en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos vigentes en el país, Desde ese punto de 
vista, el reconocimiento por la Sala Constitucional de la normativa de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, en la forma en que la interpretó la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva OC-05-85, 
resulta natural y absolutamente consecuente con su amplia competencia, De tal 
manera, sin necesidad de un pronunciamiento duplicado, fundado en los mismos 
argumentos de esa opinión, la Sala estima que es claro para Costa Rica que la 
normativa de la Ley N* 4420, en cuanto se refiere a lo aquí discutido por el señor 
ROGER AJUN BLANCO, es ilegítima y atenta contra el derecho a la información, 
en el amplio sentido que lo desarrolla el artículo 13 del Pacto de San José de 
Costa Rica, tanto como de los articulos 28 y 29 de la Constitución Política. cua] 
advertencia, por ser consustancial al control de constitucionalidad actual, que a la ' 
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luz de lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 
esta sentencia tiene carácter declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de la 
norma anulada. Como una consecuencia propia de este pronunciamiento, quienes 
hubieran sido condenados por violación a lo dispuesto por la norma anulada, 
podrán plantear recurso de revisión dentro de los quince dias. posteriores a la 
publicación de esta sentencia en el Boletín Judicial. 

Esta declaración no prejuzga ni alcanza lo relativo a la legitimidad de ta existencia 
del Colegio de Periodistas de Costa Rica, ni tampoco hace relación a la profesión 
de periodista, por no tratarse de aspectos que, a la luz de lo reglado por la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional, hayan estado en lo impugnado por el accionante, o 
estuvieran directa o indirectamente relacionados con lo decidido, toda vez que la 
colegiación obligatoria de periodistas solamente es ilegítima en cuanto impida (vid. 
OC-5-85) la libertad de expresión y el uso de los medios de comunicación social 
como instrumentos al servicio de aquélla y de la de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda indole.- 

POR TANTO: 

Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula el articulo 22 de la Ley 


_ N” 4420, de 22 setiembre de 1969. Esta sentencia es declarativa y sus efectos 


retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada. De conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se 
dirmensiona esta sentencia en el sentido de que las personas que hubieran sido 
condenadas, por virtud de aquélla, pueden formular recurso de revisión, a. la luz 
de lo dispuesto por el artículo 490 inciso 6) del Código de Procedimientos 
Penales, dentro de los quince dias posteriores a la publicación de esta sentencia. 
Publíquese integramente esta sentencia en el Boletín Judicial. Reséñese en el 
Diario Oficial La Gaceta, Comuniquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- 
Luis Paulino Mora M.- 

R. E. Piza E.- 

Luis Fernando Solano C.- Eduardo Sancho G.- 

Carlos MI. Arguedas R.- José Luis Molina Q.- 

Mano Granados M.- LFSC/OARL/fabm.- 
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DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS-DERECHOS Y 
DEBERES DEL HOMBRE 


(Aprobada en la Novena Conferencia internacional Americana 
Bogotá, Colombia, 1948) 


La IX Conferencia Internacional Americana, 
CONSIDERANDO: 


esenciales del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar 
espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad; 


Que, en repetidas ocasiones, los Estados americanos han reconocido que los 
derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado 
Estado sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana; 


Que la protección internacional de los derechos del hombre debe ser guía 
principalisima del derecho americano en evolución; 


Que la consagración americana de los derechos esenciales del hombre unida a 
las garantías ofrecidas por el régimen interno de los Estados, establece el sistema 
inicial de protección que los Estados americanos consideran adecuado a les actuales 
circunstancias sociales y jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez 
A O a e O que que ricas VO Monda valo 
propicias, 


ACUERDA: 
Acopter la siguiente 


DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL 
HOMBRE 


Preámbulo 


Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
como están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirs fratemalmente los 
unos con los otros. 


El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. 
Derechos y deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del 
hombre. Silos derechos exaltan la Ibertad individual, los deberes expresan la dignidad 

e esa libertad, 


Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los 
apoyan conceptualmente y los fundamentan. ; 
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Es deber del hombre servir al espiritu con todas sus potencias y recursos 
porque el espiritu es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima 
categoría. 


Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su 
alcance la cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del 
espíritu, 


Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de 
la cultura, es deber de todo hombre acatarlas siempre. 


CAPÍTULO PRIMERO 
Derechos 


[Articulo 1. Todo ser humano tiene derecho a la la [Derecho slo ds. a a la libertad, a la seguridad 

¡vida, a la libertad y a la seguridad de su e integridad de la persona. 

¡persona , 

E RS A A A A A emo ... 

Artículo ll. Todas las personas son iguales [Derecho de igualdad ante la Ley. 

¡9.4 lo Ley y tienen los derechos y deberes 
consagrados en esta dectaración sin distinción 

dera, sexo, idioma, credo ni olra alguna. | 


e 
mom a. 


[Artículo Ml “Toda persona tiene el derecho de "Derecho de libertad religiosa y de culto. 
'profesar libremente una creencia religiosa y de | 


Imantestara y practcara en público yen 
|palvado. 
(Artículo IV. Toda persona tiene derecho ala Derecho de libertad de investigación, opinión, 
¡libertad de investigación, de opinión y de 'expresión y difusión, 

¡expresión y difusión del pensamiento por | 


KA A 


|cuslquler medio. 

[Articulo V. Toda persona tiene derecho ala ¡Derecho a la protección a la honra, la. 
¡ protección de la Ley contra los ataques reputación personal y la vida privada y familiar. 
[abusivos a su honra, a su reputación y a su | 

¡vida privada y familiar, sl 


pm 


[Articulo VI. Toda persona tiene derecho a [Derecho a la constitución y a la protección de | 
“constituir familia, elemento fundamental de la (la famila. 
¡socieded, y a recibir protección para ela. | 


[Artículo VII. Toda mujer en estado de gravidez. ¡Derecho de protección a la maternidad y a la 
¡o en época de lactancia, así como todo niño, — (infancia. 
¡especiales > > | 


o eo e ma 


a Toda persona tiene el derecho de era de callao y DMA: 
¡jar su residencia en el territorio del Estado de ' 

¡Que es nacional, de transitar por 6l libremente 

¡y no abandonarlo sino por su voluntad. 


au o | mm 


“Artículo IX. Toda persona llene el derecho a la ¡Derecho a la inviolabilidad del domicilio. 
¡inviolabilidad de su domicilio. | 


“Artículo X. Toda persona tiene derecho ala ¡Derecho a la inviolabilidad y circulación de la 
'inviolabllidad y circulación de su . ¡corres- pondencia. 


* 
A 


1 


A 
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ii 


[correspondencia : 


Articulo Xi. Todi Toda persona tiene derecho a que 7 [Derecho a la preservación de la salud y al 
lsu salud sea preservada por medidas bienestar. 

sanitarias y sociales, relativas a la 
alimentación, el vestido, la vivienda y la 


¡asistencia médica, correspondientes al nivel 
que permitan los recursos públicos y los dela | 
comunidad. , 


' Articulo XII. Toda persona tiene derecho ala "Derecho a la educación. 
leducación, la que debe estar inspirada en los 
' principios de libertad, moralidad y solidaridad 
humanas. 
| 
!Asimismo tiene el derecho de que, mediante 
¡esa educación, se le capacite para lograr una 
digna subsistencia, en mejoramiento del nivel 
de vida y para ser útil a la sociedad. 


El derecho de educación comprende el de 
igualdad de oportunidades en todos los casos, 
de acuerdo con las dotes naturales, los 
renga lp de aprovechar los recursos 
que puedan proporcionar la comunidad y el 
|Estado. 

| 

¡Toda persona tiene derecho a recibir 
gratuitamente la educación primaria, por lo 
menos. 


Artículo XIII, Toda persona tiene el derechode. [Derecho a los beneficios de la cultura 
partcipar en la vida cultural de la comunidad, ' 
gozar de las artes y disfrutar de los beneficios * 
que resulten de los progresos intelectuales y 
especielmente de los descubrimientos 


npilmintr aci 
!los intereses morales y materiales que 
Ioannes vor rada delos Iiitloa clas 
a 


XP e - a. . 


Dl Toda persona que trabaja tiene ¡Derecho al trabajo y a una justa retribución. 
[derecho de recibir una remuneración que, en ; 
¿relación con su capacidad y destreza le | 
¡esegure un nivel de vida conveniente para si 

¡misma y su familia. 


[Articulo XV. Toda persona tiene derecho a. [Derecho al descanso y a su aprovechamiento. 
¡gescanso, a honesta recreación y a la j 
"oportunidad de emplear útilmente el tiempo 


ro me 
¡ 
1] 
1 
4 * 
AER TO SIR Y E A > DEDO A AAA 
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A e e A A e e e O Ps e e e FP A 


[Anticulo XVI Toda persona tiene derecho a la 2 [Derecho a la seguridad social. 


¡y de la Inca- pecidad que, proveniente de ' 
Dora ae pd erige la | 


[Articulo XVII. Te Toda persona tiene derecho a — [Derecho de reconocimiento de la personalidad 
:que se le reconozca en cualquier parte como — 'jurídica y de los derechos civiles. 

¡sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar 

¡de los derechos civiles fundamentales. _ 


ÍArtículo XV Culo XVII. ll. Toda “persona puede puede ocurrir a a "Derecho de justicia. 
los trbunales para hacer valer $us derechos. | 


¡Asimismo debe disponer de un procedimiento ¡ 
isencilo y breve por el cual la justicia lo ampare | 
contra actos de la autoridad que violen, en | 
perjuicio suyo, alguno de los derechos 

Os | 


Artículo XDC Toda persona tiene derecho a la 'Derecho de nacionalidad. 
nacionalidad que legalmente le corresponda y 
el de cambiaria, si así lo desea, por la de 
cualquier otro país que esté dispuesto a 
otorgársela. 


— e me 


[Artículo XX. Toda persona, legal- mente [Derecho de sufragio y de participación en el 
[capacitada, tiene el derecho de tomar parte en 'gobierno. 
[el gobierno de su pais, directamente o por ¡ 


[Articulo XXI. Toda persona tiene el derecho de "Derecho de reunión. 
[reunirse pacíficamente con otras, en ¡ 
¡manifestación pública o en asambiea | 
¡transitoña, en relación con sus intereses ; 
¡comunes de cualquier Indole. - 


man A PPP AA 

j 

"Articulo XII Toda persona tiene el derecho ¡Derecho de asociación. e y 
[de asociarse con otras para promover, ejercer 
¡Y Proteger sus intereses legítimos de orden H 
[pottico, económico, religioso, social, cultural, — ; 

Iprofesional, sindical o de cualquier otro orden, | 

Í 

j 


¡Artículo MXN. Toda persona tiene derecho a la ¡Derecho a la propiedad. 
'propiedad privada corres- pondiente a las i 
¡necesidades esenciales de una vida decorosa, | 
que contribuya a mantener la dignidad dela | 
a dr y 
ls 
4 
1 


A 


"Artículo XXIV. 1 Toda persona tiene derecho de. 
¡presentar peticiones respe- tuosas a 
¡cualquiera autoridad competente, ya sea por 
¡motivo de interés general, ya de interés 
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iparticular, y y el de obtener pronta resolución. | 


PP AA A e PV e e | 


niculo 00. Nadie puede ser privado de su - ¡Derecho de protección contra la detención 
¡libertad sino en los casos y según las formas larbitraria. 
¡establecidas por leyes preexistentes | 


¡Nadie puede ser detenido por incum- plimiento | 
¡de obligaciones de carácter netamente civil. 


“Todo individuo que haya sido privado de su; ; 
libertad tiene derecho a que el juez verifique | 
isin demora la legalidad de la medida y a ser | 
ljuzgado sin dilación injustificada, o, de lo | 
contrario, a ser puesto en libertad. Tiene 
¡derecho también a un tratamiento humano | 
idurante la privación de su libertad, i 
[Artículo XXVI. Se presume que todo acusado. _ ¡Derecho a proceso regular. Ñ 
es inocente, hasta que se pruebe que es ¡ 
culpable. y 
| 
| 


¡Toda persona acusada de delito tiene derecho ' 
la ser olda en forma imparcial y pública, a ser 
¡juzgada por tnbunales anteriormente 
¡establecidos de acuerdo con leyes 
AR e 
aci oO y Mido 


e e e e A 


¡Artículo XXVIL Toda persona tiene el derecho Derecho de asilo. 
¡de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, | 
len caso de persecución que no sea motivada ; 
[por delitos de derecho común y de acuerdo ! 
Icon la legislación de cada país y con los ¿ 
[convensos intemacionales. 


¡Artículo XXVII. Los derechos de cada hombre [Alcance de los derechos del hombre. 
¡están limitados por los derechos de los demás, | 
¡por la seguridad de todos y por las justas | 


¡Artículo XXIX. Toda persona tiene el deber de convivir — ; 
con las demás de manera que todas y cada una puedan | 
¡formar y desenvolver integralmente su personalidad. t 
1 Í 
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E 


Tasticulo JOXX. Toda persona tiene el deber de asistir [Deberes para con los hijos y los 
lalimentar, educar y amparar a sus hijos menores de padres. 

edad. rior berto EM 

padres y el de asistirios, alimentarios y ampararlos 
|cuando éstos lo necesiten. 


1 
1] 
i 
i 
| 
¡ 


¡Aniculo JO0X. ola sement ins el deder ds dalla (Oaberes de instrucción. 

¡lo menos la instrucción primaria. : 

TEST Toda persona tiene el deber de votar en o, 
las elecciones populares del pals de que sea nacional, | 

¡cuando estó legalmente capacitada para ello. 


radios dl E 
"Articulo XOQ4II. Toda persona tiene el deber de obedecer Deber de obediencia a la Ley. 


A 


¡a la Ley y demás mandamientos legítimos de las ¡ 
"autoridades de su pals y de aquél en que se encuentre. 1 


[Articulo O0UN. Toda persona hábil tiene el deber de. Deber de servir a ta comunidad y a 
¡prestar los servicios civiles y militares que la Patria la nación. 

requiera para su defensa y conservación, y en caso de 

calamidad pública, los servicios de que sea capaz. | 

1 


Asimismo tiene el deber de desempeñar los cargos de | 

elección popular que le correspondan en el Estado de ¡ 

¡Que sea nacional. ¡ 

[Articulo XOQXV. Toda persona tiene el deber de cooperar Deberes de asistencia y seguridad 
con el Estado y con la comunidad en la asistencia y sociales. 5 

seguridad sociales de acuerdo con sus posibilidades y 

¿con las circunstancias. 


> mo. - 


[Artículo 20001. Toda persona ene el deber de pagarlos | 
impuestos establecidos por la Ley para el sostenimiento [paraicciinia 
de los servicios públicos. ; 


[Artículo X0OXVIL. Toda persona tiene el deber de trabajar, [Deber de trabajo. 
dentro de su capacidad y posibilidades, a fin de obtener 

len teoirOs paro an embolia o de until de lo | 

¡comunidad. | 


¿Artículo IOOVIIL Toda persona tiene el deber de no Deber de abslenerse de actividades 
intervenir en las actividades políticas que, de conformidad ¡Políticas en país extranjero. 

[con la Ley, sean privativas de los ciudadanos del Estado | 

¡en que sea extranjero. | 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 


(Ratificado por Ley K' 13.751, de 11 de julio de 1959) 
PARTE | 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos llenen el derecho de liore determinación, En virtud de este derecho estableceñ 
fibremente su condición política y proveen asimismo a su desarrolo económico, social y cultural. 


2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden O A 
de económica intemacional basada 


3. Les Estados Partes on el presente Pacto, nciuso os que enen la responsadidad de administrar 


territorios no autónomos y loritoros en fidoicemieo, promoverán el ejercicio del derecho de we 
de conformidad con las disposiciones de la Carta de las 


| 
| 
h 


2. Cada Estado Parto se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedmientos constitucionales y 
las dspos:ciones del proserte Pacto, las medicas oportunas para dictar las ed 


AE A ei a 


a) Taza area Cuyo cesos tados conoció an el peste Paco huyen ió vtodos 
podrá interponer yn recurso efectivo, aun cuando tal violación hublara sido comelica por personas 
que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; 


b) La, autoridad competente, judcal, admustativa O logaletira, o cualquiera ota auioridad 
E pe e ER EA Bo e Sat Sn ati dl ID GU 
Que interponga tal roo, y desarmotará tas posbilcades de rearso juácial- 


€) Las autoidades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el 
recurso. 


ARTICULO 3 


Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igunldod 
en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el prosente Pacto. 
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ARTICULO 4 


1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido 
proclama de oficielmente, los Estados Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la 
medida esticiamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraldas en 
virtud de esle Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obrigaciones 
Gue les impone el derecho internacional y no entrañen Escriminación alguna fundada únicamente en 
motivos de raza, color, sexo. idioma, religión u origen social. 


0 A disposición precedente no autoriza nuspenalón alguna de los artículos 6, 7, 8 (pámalos 1 y 2) $1, 
16 y 18. 


3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de suspensión debará informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto, par conducto del Secretario General 
de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que 
hayan susdtado ta suspensión. Se hará uma nueva comunicación por e! mismo conducto en la fecha en 
que haya dado por terminada tal suspensión. 


ARTICULO $5 


1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho 
alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar acios encaminados a la 
destrucción de cualquiera de los derechos y IMertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor 
medida que la prevista en él, 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales 
reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, 
so prelexto de que el presente Pacto no las reconoce o los reconoce en menor grado. 


PARTE Il 
ARTICULO 6 


1, El desecho a la vida os inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. 
Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 


2. En los paises que no hayan aboñdo la pora capital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los 
més grave»s delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en el momento de cometerse el defto y 
que no se an contrarias a las disposiciones del presente Pato ni a la Convención para la prevención y la 
sanción del delito de genocióo, Esta pena sólo podrá imporerse en cumplimiento de sentencia definiliva 
de un irnbunal competente. 
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3. Cuando la privación de lo vido consi dello de peroción sa tendió estrado qe sat emi 
éspuesto en este anículo excusará en modo aiguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de 
las cbligaciones asumidas en virtud de las dsposiciones de la Convención para la prevención y la sanción 
del delito de genocidio. 


4 Toda persona condenada a muerte iendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación de la pena 
La armristía, el indulto o la conmutación de la pena caplal podrán ser concedidos en todos los ca505. 


5. No se impondrá la pena do muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años da 
edad, dat da noria ea qubrlas de AA 


8. Ninguna disposición de este artículo podrá ser imeocada por un Estado Parte en el presente Pacto 
para demorar o impedir la abolición de la pena capital, 


ARTICULO 7 


Nade será someto a torturas m a penas o traios crueles, inhumanos o degradantes En particutar. 
nadie será sometida sán su line consentimiento a experimentos médicos o cientibcos. 


ARTICULO 8 


1, Nadio estará sornetido a esciautud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas 
sus formas. 


2. Nadie estará sometido a seridumbre. 
3 a] Nadia será constrañido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio” 


b] El inciso precedente no podrá ser mienpretado en el sentido de qu. "ohiba, pirado 
cuales cieños delos pueden ser castigados con la pera de prisión acompañada de 
forzados, el cumplrmento de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competen 


€] No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio”. a los efectos de este párrafo: 


1) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b, se exijan normalmente 
de una persona presa en virtud de una dedsión Judicial legalmente dictada, o de una persóña 
que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional, 


ii) El servicio de carácter mitar y, en los paises donde se adrríte a exención por razones “de 
conciencia, el servicio nacional que deben prestar contcrme a la ley quienes se oponaan'al 
sernco militar por razones de conciencia; 


bi) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de la 
comunidad; 


iw) El trabajo o servicio que forme pane de las obligaciones civicas normales. 
ARTICULO Y 
1. Todo individuo tiene derecho a la Bberted y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido e 
detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley 
y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 


2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones ce la misma, 
y notificada, sin demora, de la acusación formutada contra ella. 


3. Toda persona detenida o preso a cousa de una intección penal será ltevada sin demora ante un juez 
y etro funcanario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser ¡uzgoda 
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dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan 
de ser juzgadas no debe ser la regía general, pero su Ibertad pocrá estar subordinada a garanilas que 
aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cuslculer otro momento de las 
diligencias procesales y, en $u caso, para la ejecución del fallo. 


4, Todo persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir 
ante un tíbunal, a in de que ésle decida a la brevecad posible sobre la legalidad de mu prisión y ordene 
su libertad sí la posión fuera ilegal. 


5. Toda persona que haya sido degalmente detenida o presa, lencrá el derecho efectivo a obtener 
reparación. 


ARTICULO 10 


4. Toca persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano. 


2.2) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en cireunsiancias excepcionales, y 
serán sometidos a un tratamiento distinto, acecundo a su condición de personas no condenadas; 


bj Los menores procesados estarán ceparacos de los adultos y deberán ser llevados arte los 
vibunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuciamiento. 


2. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finoldad esencial será la reforma y la 
readaptación socal de los penados. Los menores delimcuentes estarán separados de los adultos y serán 
sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 

ARTICULO 11 
Nagñe será encarcelado por el solo hecho de ro poder cumplr una obligación contractual, 
ARTICULO 12 


1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho e Grcular 
hbremene por el y a escoge: ibremente en él su resdenca. 


2 Toda persona tendrá derecho a saír ibromente de cualquier país, incluso del propio. 


3, Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones satvo cuando éstas se halen 
prevszas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden púbico, ta salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos 
reconocidos en el presente Pacto 


4. Nado podrá ser arvitrariamerte privado del derecho e entrar en su prop país 
ARTICULO 13 


El extranjero que se halle legalrnente en el territorio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo podrá 
ser expulsado de bl en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a le ley; y, a menos que razones 
imperñosas de seguridad nacional se opongan a elo, se permitirá a tal extranjero exponer las razones que 
lo asistan en contra de su expulsión, as! como someter su caso a revisión arte la autoridad competente o 
bien ante la persona o persones designadas especialmente por dcha autoridad competente, y hocerse 
representar con tal fin anie clas 


ARTICULO 14 


1. Todas las personas son iguales amo los tribunales e arias y Toda persona tendrá derecho 
a ser clda públicamente y con las debicas garantias por un tibunal compelente, independiente e 


mparcial, 
contra ella o para la determinación de sus derechos y obligaciones de carácter civil. La prensa y el público 
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pocrán ser excuicos de la lotaidad o pane de los juicios por consideraciones de moral. co o 
seguridas nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el imarés de la vida privada de 
pares o, en la medda estriciamente necesaña en opinión del vibunal. cuando por circunstanciós 
especiales del asunto le pubbcidad pudiera perjudicar a los nmtereses de la justicia, pero toda semercia en 
malería penal o contenc:osa será pública. excepto en los casos en que el interés de menores de edad 
exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a plelos matrimoniales o a la iutela de menores. 


2. Toda persona acusada de un celito bane derecho a que se presuma $u inocencia mientras no sa 
pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 


3. Durante el proceso. toda persona acusada de un deñto tendrá derecno, en plena igualdad, a 145 
siguientes garantías minimas: 


a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y 
causas de la acusación formulada contra eña; 


b) A disponer del tempo y de los medios adecuados para la preparación de su delensa y 2 
comunicarse con un defensor de su elección; 


Cc) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 


d) A hallarse presente en el proceso y a celengerse personalmente o ser asistida por un defensor de 
su elección. a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempié 
Que el interés de la justicia lo excja, a que se le nombre defensor de ohcio, gratuitamente, sí careciere 
de medos suficientes para pagarto; 


€) A interrogar o hacer imerrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos 
ce descargo y que éstos sean imerrogados en las mismas condiciones que los testigos de carpo: 


f) A sor asistida gratutamente por un interprete, si no comprendo o no habla el idioma empleado en .. 


9) Ano ser obigada a declarar contra si misma ni a confesarse culpable. 


4. En el procedimiento apícable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta está 
crcunstancia y la importancia de estimular su resasptación social. 


5, Toda perscna declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatoria y la pena 
que se le haya impuesto sean sometidos a un tnbunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 


6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido uteriormente revocada, o el condenado haya: 
sdo indultedo por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un 
ero judicial, le persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser 
indemrizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en toco o en parte el n0 
haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 


7. Nadie podra ser juzgado'ni sancionado por un dello por el cual haya sido ya condenado o abeuelto 
por una sentencia firma ce acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país. 


ARTICULO 15 


y" Nadie será condenado por actos y omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos 
según el derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el! 
momento de la comisión del delito, Si con postericridad a la comisión del delo la ley dispone la 
mpos.ción de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de edo. 


2 Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por actos 1 
emisiones que, en el momento de comalerse, fueran debctivos según los principios generales del derecho 
reconocidos por la comuridad internacional 
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ARTICULO 16 
Todo ser humaro bene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personal dad juridica. 
ARTICULO 17 


1, Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o degales en su vida privada, su fama, su domicio o su 
correspondenca, ni de ataques ¡legales a su honra y reputación. 


2 Toca persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias 0. 4505 staques 
ARTICULO 18 
1. Toda persona ene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de región; este deracho 
incluye la ibertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, as! como la Ibertad de 
manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tarto en público como en prvado, 
medante el cuño, la celebración de los ritos, las prácticas y a enseñanza 


2 Nacie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tenes o de adoptar 
la rebigión o las creencias de su elección. 


3 La Eberad de manifestar La propia rebgión o las propias creencias estará eujeta únicamente a las 
limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, y salud o la 
mora públleoo. e leo dusaciono y Ibortadas fondemecinivo de los demás. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respelar la Ibertad de los padres y, en 
su caso, de los tulcres legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que 
esté de acuerdo cor sus propias conveciones. 


ARTICULO 19 
1, Nade pocrá ser mclestado a causa de sus opiniones. 


2 Toda persona tene derecho a lo libertad de expresión: este derecho comprende la ibertad de 
buscar, recbir y difundir informaciones e idees de toda indole, sin consideración de fronieras, ya sen 
cralmente, per otuto o un formo impresa o artíatica, e por osalquier alre procediento de du elección. 


3. El ejercicio cel derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberas y responsabilicaces 
especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a cienas restricciones, que deberán. sin embargo. estar 
expresamerte fiadas por la ley y ser necesarias para: 


A) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 

b) La protección de la scguridad nacional, el orden público o le salud o la moral públicos. 
ARTICULO 20 

1, Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley 


2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la 
hostlidad o la violencia estará prohibica por la ley. 


ARTICULO 21 
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Se reconoce el derecho de reunión pacifica AA A 
restricoiones previstas por la ley que sean necesarias 07 una sociedad democrátea” en agarro 
seguridad nacional, de la seguricad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechas y ibertades de los demás. 


ARTICULO 22 


1. Toda persona liere derecho a asociarse libremente con otras. incluso el derecho a fundar sindicatre 
y afiliarse a elos para la protección de sus intereses. 


2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a les resticciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o 
del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas e los derechos y libertades de los demás. El 
preserte artículo no impedirá la imposición de resinciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se 
bate de miembros de las fuerzas armadas y de la policia. 


3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Pares en el Convenio de la Organización 
bicaaondl del Trejo de 1948, relativo a is Ibertad sindical y a la protección del derecho de 
sncicación, a adoptar medaas legstabvas que puedan menoscabar las garantias previstas en él ni 5 
aplicar la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantias 

ARTICULO 23 


1. La famdia es el elemento natural y fundamenta! de la sociedad y tiene derecho a la protecs:ón de la 
sociodad y del Estado 


2. Se reconoce el desecho del hombre y de la mujer a contraer matrrnomo y a fundar wna fomiba se 
benen edad para elo. 


3, El matrimonio no podrá celebrorse sin el bbre y pleno consentimiento de los contrayentes. 


4, co leona pi io rc pro pagado o 


de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y 
en caso de disclución del mismo En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la 
protección necesaria a los hijos. 

ARTICULO 24 


1, Tedo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
cágen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición 
de menor requiere, tanto por parte de su farniia como de la sociedad y cel Estado. 


2, Todo niño será inserto inmodatamante después de su nacimiento y deberá tener un nombre. 
3. Todo niñe tiene derecho a adquirir una naconalidad 
ARTICULO 25 


Todos los iucadanos gozarán, sm ninguna de las distinciones mencionadas en el articulo 2, y sin 
restricciones ndebidas, de los s. guientes derechos y oportunidades: 


3) Parsopar en la drección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representaries 
libremento elegidos. 


b) Votar y ser elegidos en lecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la Vbre expresión de la voluntes de los electores; 


€) Tener acceso. en condiciones generales de ipualdad, a las hmeiones públicas de su país. 
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ARTICULO 26 


Todas tas personas son iguales ante la ay y benen derecho sn discrimnación a igual protección de la 
ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección 
igual y efectiva contra cualquier diseriminación por motos ce raza, color, sexo, iCioma, religión, opiniones 
polibcas o de cualquier” indole, origen nacional o social, posicón económica nacimiento o cualquier otra 
condición social 


ARTICULO 27 


En los Estacos en que existan minorías étncas, religosas o lingíssticas, no $0 necará a las personas 
que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros 
de su grupo, a tener su propsa vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio 
dioma. 


PARTE WN 
ARTICULO 28 


t. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado el Comñé) Se 
compondrá de deciocho miembros, y desempeñará las funciones que se señales más adelarte. 


2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el presente Pacto, que deberán 
A o moral, con reconocida competencia en malena de derechos humanos. Se 
A utilidad de la participación de algunas personas que tengan expeñercia 
¡ur 


3. Los miembros del Comié serán elegidos y ejercerán sus funciones a Utulo personal 
ARTICULO 29 


1, Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista de personas que reúnan 
las condiciones previstas en el articulo 28 y que sesa propuestas al efecto por los Estados Partes en el 
presente Pacto, 


2. Coda Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos personas. Estas personas serán 
nacionales del Estado que las proponga. 


3. La misma persora pocrá ser propuesta más de una vez 
ARTICULO 30 


1. La elección inicial se celebrará a más tardar ses meses después de la fecha de entrada en vigor del 
presento Pacto 


2. Por lo menos cuatro meses antes de la lecha de la elección cel Comáé, siempre que no se trate de 
una elección para llenar ura vacante decierada de conformidad con el artículo 34, el Secretario General 
de les Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a presemar sus 
candidatos para el Comité en el término de tres meses. 


3. El Sectetano General de tas Naciones Uridas preparará una | 
candádatos que hubieren sido presentados, con indicación de los E 
designaco, y la comunicará a los Estados Panes en el proseme Pacto a 
fecha ds cada elección. 


ad 
y. 
ja 
36 


4. sn alla JU, IA JO CUE E UNA SS lo IA AROS RO 


mayor númerc de votos y la mayoría absoluta Je los voos de los represemantes de las Estados Panes 
presentes y votartes. 
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ARTICULO 31 
1, El Cormité na podrá comprender más de un nacional ce un mismo Estado 


2. En la elección del Comité se tencrá en cuenta una distribución geográfica equitativa de los miembros 
yla representación de las diferentes formas de civilización y de los principales sistemas jurídicos. 


ARTICULO 32 


1, Los miembros del Comié se elegirán por cuatro años. Podrán ser reelegidos sí se presenta de nuevo 
su candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los miembros elegidos en la primera elección 
expirarán el cabo de dos años, Inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la 
seunión mencionada en el párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los nombres de estos nueve 
membros. 


2. Las elecciones que so celebren al expirar el mandato se harán con arregio a los arículos 
precedentes de esta parte del preserte Pacto. 


ARTÍCULO 33 


1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del Comité ha o. 
desempeñar sus funciones por otra cousa que la ce ausencia temporal, el Presidente del Comité 
notificará este hecho al Socrotario Genoral de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesic de 
dicho miembro. 


2 En caso de muere o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo notificará inmediatamente 
al Secretaño General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto desde la fecha cel 
fallecimiento o desde la fecha en que ses efectiva la renuncia. 


ARTICULO 34 


1, Si se declara una vacarto de corformidad con el articulo 33 y si el mandato del miembro que ha de 
ser sustituido no expira dentro de los seis meses que sigan a la declaración ce dicha vacante, el 
Secretaño General de las Naciones Unidas lo notiácará a cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar candidatos en el plazo de dos meses, de 
acuerdo con lo dispuesto en el párrato 2 del anículo 29. 


2. El Secretaño General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden alfabético de los 
candidatos as! designados y la comunicará a los Estedos Partes en el presente Pacto. La elección para 
tener la vacante se verificará de conformidad con las disposiciones pertinentes de esta parte dol prosonte 


3. Todo miembro cel Comité que haya sido elegido para llenar una vacame declarada de conformidad 
con el ariculo 23 ocupará el cargo por el resto del mandato del miembro que dejó vacante el puesto en el 
Comité contorma a lo dispuesto en ese aniculo 

ARTICULO 35 


Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que lá Asambiea 
Genera! determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comite. 


ARTICULO 36 


El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesaños para 
el desempeño eficaz de las imcones del Comhé en vinud del presente Pacto. 


ARTICULO 37 


1, El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la dea OS 
las Naciones Unidas 
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2 Después de su primera reunión, el Comllé se reunirá en las ocasiones que se preveón en su 
reglamento 

3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en la Oficira de las Naciónes 
Unidas en Ginebra. 


ARTICULO 33 


Antes de entrar en funciones, los miembros del Comté declararán solemnemente en sesión pública del 
Comité que desempeñarán su cometido con toda imparcialidad y tonciencia 


ARTICULO 39 
1. El Comité elegirá su Mesa por un periodo de dos años. Los miembros de la Mesa podrán ser 
reelegidos. 
2 El Comité establecerá su propio reglamento, en el tual se dispondrá, entre otras Cosas, que: 
a] Doce miembros constituirán quórum; 
b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. 


ARTICULO 40 


1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar informes sobre las 
deposiciones que hayan adoptado y que den efecto a los derechos reconocidos en el Pacto y sobre e 
progreso que hayan realizado en cuarto al goce de esos derechre" 


a) En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en mgor del presente Pasto con respecto a los 
Estados Partes interesados; 


b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 


2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Naciones Uridas, quien los 
transmitirá al Comité para examen. Los informes señalarár los factores y las dificutades, si los hubiere, 
que afecten a la apicación del presente Pacto 


3. El Secretario Genera! de las Naciones Unidas, ada qbo obran podrá 
transmitir a los organismos especializados interesados copias delas partes de los informes que caigan 
deniro de sus estoras de competencia. 


4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes en el presente Pacto. 
Tranemiirá sus intormes, y los comentarios generales que estime oportunos, a los Estados Pares, El 
Cormitá también podrá tranemitir al Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con copia de los 
informes que haya recibido de los Estados Partes en el Pacto 


5. Los Estodos Portos podrán presentar al Comilé observaciones sobre cualquier cermentario que se 
haga con arreglo al párrafo 4 del presente articulo. 


ARTICULO 41 


1, Con arregio al presente articulo, todo Estado Parte en el presente Pacto podrá decarar en cualquier 
morrento que reconoce la competencia del Comith para recibir y exarrinar las comunicaciones en que un 
Estado Parto alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este Pacto, Las 
comunicaciones hechas er virtud del presente articulo sólo. se podrán acmitr y examinar sí son 
presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí 
mismo la competencia del Comité. El Comité no admitirá ninguna cómunicación relativa a un Estado Pane 
que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud de este articulo se tramitarán 
de conformidad con el procedimiento siguiente: 
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HR 


a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro Estado Parte no cumple 
disposiciones del presente Pacto, pocrá señalar el asunto a la atención de dicho Estado 
una comanicación escrita, Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la 
comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la comunicación una 
explicación o cualquier otra declaración por escrito que aciare el asunto, la cual hará reserencia, 
hasta donde ses posible y perínente, a los procedimientos nacionales y a los recursos adoptados, 
on trámite o que puedan utilizarse al respecte. 


D) si el asunto no se resuelve a satis'acción de los dos Estados Partes interesados en un plazo de seis 
meses contado desde la fecha en que el Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, 
cualquiera de ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante 
notificación dirigida al Comité y al otro Estado. 


c) El Comité conocerá cel asunto que se le someta despues de habersa cerciorado de que se han 


d) El Comáié celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas en 
el preserte articulo. 


e A reserva de las Exposiciones del inciso c, el Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de los 
oe los derechos humanos y de las lbedtades undamentales reconocidos en el presente Pacto. 


1 En todo asunto que se le someña, el Comié podrá pedí: a los Estados Partes interesados a que se 
hace referencia en el inciso b que feciiven cualquier información pertinente, 


6) Los Estados Partes mteresados a que se hace referencia en el inciso b tendrán derecho a estar 
representados cuando el asunto se exarnino er el Comité y a presentar axposiciones verbalmente. O 
por escrito, o de ambas maneras. 


h) El Comité, dentro de los dose meses siguenies a la fecha de recibo de la notifcación mencionada 
en el inciso b, presentará un informe en el cual: 


l) si se ha legado a una solución con arregio a lo dspuesto en el inciso e, se limitará a una breve 
exposición de los hechos y de la solución alcanzada; 


Il) sí no se ha legado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e, se limitará a una 
breve exposición de los hechos y agregara las exposicones escitas y las actos de las 
exposiciones verbales que hayan hecho los Estados Partes imeresados. 


En cada asunto, se envará el informe a los Estados Partes imeresados. 


2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando dez Estados Partes en el presente 
Pacto hayan hecho las decieraciones a que se hace referencia en el párrafo 1 cel presente artículo. Tales 
declaraciores serán copostodes por los Estados Partes en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien remitirá copia de los mismas a los demás Estados Partes Toda declaración podrá rebrarse 
en cualquier momento mediante notifcación dirigida al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo 
para que se examine cualquier asunto que ses objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de 
este articulo: no se admitrá ringura nueva comunicación de un Estado Parte una vez que el Secretario 
General de las Naciones Unicas haya recibido la notifcación de retiro de la declaración, a menos que el 
Estado Pane imeresado haya hecho una nueva declaración. 


ARTÍCULO 42 


1 a] si un asunto remitido al Comité con arreglo al Artículo 41 no se resuelve a sotafncción de los 
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Estados Partes imoresados, el Comité, con el previo consentimiento de los Estados Partes 
interesados, podrá designar uns Comisión Especial de Conciliación (denominada en adelante la 
Comisión). Los buenos oficios de la Comisión se pondráf a disposición de los Estados Partes 
interesados a fin de hegar a una solución amistosa del asínto, baseda en ol respeto al presente 


Pacto. 

b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para los Estacos Partes interesados. 
Si, transcurridos tres meses, los Estados Panes ¡ no se ponen de acuerdo sobre la 
composición, en todo o en pare, de la Comisión, los de la Comisión sobre les que no 


haya habido acuerdo serán elegidos por el Comité. de enffe sus propios miembros, en 
secreta y por mayoría de dos lercios 


2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a 1) personal. No serán nacionales de los 
Estados Panes interesados, de ningún Estado que no sea parte presente Pacto, ri de ningún Estado 
Parte que no haya hecho la dedaración prevsta en el articulo 41. 


3, La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propid reglamento. 


4, Las reuniones de ta Comisión se celebrarán normalmente en ja Sede de las Nacones Unidas o en la 
Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar 
conveniente que la Comisión acuerde en consulta con el Secretario Seneral de las Naciones Unicas y los 
Estados Panes imeresados. 


5. La secrotaria prevista en el articulo 36 prestará también servicios a las comisiones que se 
establezcan en virtud del presente adícuio. 


5. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitarája la Comisión, y ésta podrá pedir a los 
Estados Partes imeresados que faciiten cualquier otra información pertinente, 


7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos aus aspectos, y ontodo caso en un plazo na 
mayor de doce mesos después de haber tomado conocimiento mismo, presentará al Prosidento del 
Comité un informe para su transmisión a los Estados Partes int 


a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto dentro de los doce meses, limitará su 
informe a una breve exposición de la situación en que se halló su examen del asunto; 


b) si se alcanza una solución amisiosa del asunto basada ef] el respeto a los derechos humanos 
reconocidos en el presente Pacto, la Comisión limiará su informe a una breve exposición de * 
hechos y de la solución alcanzada. 


€) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el informe de la Comisión incluirá sus 


asunto; dicho irforme contendrá también las exposiciones escritas y una reseña de las exposiciones 
orales hechas por los Estados Panes interesados; 


0) Si el informe de la Comisión so presenta en virtud cel incisoc, los Estados Partes interesados 
notificarán al Presidente del Comité, dentro de los tres meses siguientes a la recepción del informe, 
$ aceptan o no los términos del informe de la Comisión. 


8. Las disposiciones de este articulo no afectan a las funciones del Comité previstas en el artículo 41 


9. Los Estados Partes imeresados compartrán por tooos los gastos de los miembros de la 
Corminles. de amara 00 al cita io oa dl Decora hora e eta, La 


10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar=en caso necesario, los gastos de los 
miembros de le Comisión, antes de que le: Estados Peris ifusesacics sembolesn 0908 gastos 
conforme al párrafo 9 del presente artículo, 
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ARTICULO 43 


Los miembros del Comitá y los miembros ce as comisiones especiales de concifación designados 
conterme al anículo 42 tendrán derecho a las facilidades, prrvilegios e inmunidades que se conceden a los 
expertos que desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo cispuesto en las 
seccional vainantes ds la Convaacióa entre los privilegian o nrmenidados de los Mactonas UNRINO, 


ARTICULO 44 


Las disposiciones de la aplicación del preserte Pacto se apicarán sin perjuicio de los procedimientos 
previstos en matería de derechos humanos por los instrumentos constitutivos y las convenciones de las 
Naciones Unidas y de los crganismos especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que los 
Estados Partes recurran a otros. procedimientos para resolver una controversia, de conformidad con 
correnios internacionales generales o especiales vigentes entre ellos. 


ARTICULO 45 


El Comité presemará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por conducto del Consejo 
Económico y Social, un informe anual sobre sus actividades. 


PARTE V 
ARTICULO 46 


. Ninguna disposición del presento Pacto deverá intespretarse en menoscato de las disposicones de la 
Carta de lez Mecionas Unidas 6 de tas conettuciones de los erguniamos aspecialtadas que Quien 196 
airibuciones de los diversos órganos de las Naciones Unides y de los organismos especializados en 
cuanto a las malerias a que sa refiere el presente Pacto. 


ARTICULO 47 


Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpresarse en menoscabo del derecho inherente de 
tocos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y ibremente $us riquezas y recursos naturales. 


PARTE Vi 
ARTICULO 48 


1. El presente Pacto estará abierto a la frma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o 


miembros de elgún organismo especializado, así como ce todo Estado Parte en el Estatuto de la Conte 
Intermocional de Justicia y de cualquier oro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones 


Unicas a ser parte en el presente Pacto. 


2 El presente Pacto está sujeto a ratificación Los instrumentos de ralificación se depositarán en poder 
del Secretario General de las Nacienes Unidas. 


AN AA 
párralo * del presente artículo. 


4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


5. El Secretario Genoral de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el 
presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los insirumentos de ratificación o 
6% adhesión 


ARTICULO 49 
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1. El prosente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido 
A ÓN 
de las Naciones Unidas 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a el después de haber sido depositado 
el tígésimo quinto instrumento de ratificación y de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesiór.. 


ARTICULO 50 


Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las portes componentes de los Estados 
federales, sin imitación ni excepción alguna. 


ARTICULO 51 


1 Toco Estado Parte en el presente Pacto podrá propone: [enmiendas y depositarios en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará los enmiendas propuestas 
alos Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque a una 
corterencia de Estados Partes con el fin de examinar las propueltas y someterias a votación. Si un tercio 
al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria. el Secretario General convocará una 
corterencia bajo los auspicios de les Naciones Unidas, Todoleeniendo edoctado por le mayoria de 
a 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asariblea General de las 
Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, 
de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

2. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que los hayan 
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del presento 
Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

ARTICULO 52 


indopendientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 46, el Secretario Genera! 
de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 


2) Las firmas. ratiicaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el articulo 48: 


b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme Sat de o A US 
en que entren en vigor las enmiendas a que hace anículo 51. 


ARTICULO $3 


1, El presente Pacto, cuyos textos en chino, españel, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, 
será depositado en los archivos de las Naciones Unidas 


2. El Secreraro General de las Naciones Unidas enviará encías certificadas del presente Pacto a todos 
Jos Estados mencionados en el articulo 48. 


En fe de lo cual, los infraseritos debidamente autorizados para ello por $us respectivos Gobiernos, han 
femado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a la firma en Nueva York, el decimonoveno dis del mas 
oe cáciembre de mi novecientos sesenta y seis 
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Ley N? 13751, de 11 de julio de 1969 


DERECHOS HUMANOS 
SE APRUEBAN LOS PACTOS INTERNACIONALES Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en 
Asamblea Gonoral, 


DECRETAN: 


Anículo 1 - Apruebanse los Pactos Internacionales de Derechos Humanos y el Protocolo racutazivo, 
aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas. el 16 de diciomb.o de 1986 y sucre por 
el Uruguay el 21 de febrero de 1967. 


Articulo 2* - Comuniquese, etc, 


PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIMLES Y POLITICOS 


PARTE 1 
ARTICULO 1 


1. Todos los pueblos tienen el derecho de bbre determinación En virtud de este derecho establecen 
korcementa su condición palíbea y proveen asimismo a su desarrollo econóemico, social y cultural 


2 Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos 


a un pueblo de sus propios medios de 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la resporsabilidad de administrar 
termorios no autónomos y temiorias en fdeicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de lore 
determiración, y respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Cana ce las 
Naciones Unidas, 

PARTE 1 
ARTICULO 2 
A PO A A Po 0 E da O e a Y 0 at 


minutos ch al preraans Poda. TOR buin ETS 100 JUDO SR. Sa. TON, OI RÓS opinión 
O origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
social 


2. Cada Estado Pare se compromete a adoptar, con arregio a sus procedimientos consiítucionales y a 


Que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas ode otro carácter. 
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3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete e garantizar que: 


a) Toda persona cuyos derechos o ibertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados 
podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas 


pop palos re an 


b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, ) cualquiera otra autoridad 
competente prevista por el sistema legal del Estado, cecidirá sobre los cerechos de toda persona 
que imerponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial, 


€) Les autordodes competentes cumpirán toda decisión enfauo so haya estimado procedente el 
MaCcurEo. 


ARTICULO 3 


Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad 
en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto. 


ARTICULO 4 


1 En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya exwsiencia haya sido 
proclamada obcialmente, los Estados Partes en el presente Pacto podrán aceptar disposiciones que, enta 


motivos de raza, color, sexo, idiorna, religión u origen social. 


> e precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 5, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 
, 16 y 18. - 

3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto, por conducto del Secretario General 
de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendida y de los motivos que 
hayan susetado la suspensión. Se hará una nueva comunicacón por el mismo conducto en ta fecha en 
que haya dado par terminada tal suspensión 


ARTICULO 5 


1. Ninguna deposición del presenta Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho 
alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realzar actos encaminados a la 
destrucción de cualquiera de los derachos y libertades reconocidos en el Pacto o a su imitación en mayor 
medida que la prevista en él. 


2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales 
reconocicos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, cofivenciones, reglamentos o costumbres, 
so pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce er menor grado. 


PARTE ll 
ARTICULO 6 


1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la lay. 
Nade podrá ser privado de la vda arbitrariamente. 


2. En los paises que no hayan abolido la pene capital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los 
más graves deitos y de conformidad con leyes que estén an vigor'en el momento de cometerse el delito y 
que no seen contrarias ales disposiciones del presente Pacto ni le Comencil para la prevención y le 
sanción del defito de genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse En cumplimiento de sentencia definitiva 
de un tribunal competente. 
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3. Cuando la privación de la vida constituya delto de genocido se tendrá entendido que nada de lo 
éspuesto en este artículo excusará en modo elguno a los Estados Partes del cumplimiento de ringuna de 
A e O O IN E 


4. Toda persona condenada a muere tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación de la pena. 
La armistía, el indulto o la conmutación de la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos 


5, No se impondrá la pena de muerie por deítos cometidos por personas de menos de 18 años de 
edad, ni se la apicará a las mujeres en estado de gravidez. 


6. Ninguna disposición de este articulo podrá ser invecada por un Estado Parte en el presente Pacto 
fara demorar o impedir la abolición de la pena captal. 


ARTICULO 7 


Nadie será somotido a tormras ri a penas o tratos crueles, inhumanos o degradanies. En particular, 
rade será sometido sin su Fbre consentmiento a experimentos médicos o cientificos. 


ARTICULO 3 


1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán prohibidas en todas 
sus formas. 


2. Nadie estará sometido a servidumbre 
3, a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; 


b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohibe, en los paises en los 
cuales ciertos delilos pueden ser castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos 
forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente; 


c) No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio”, a los edectos de este párrafo: 


1) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b. se exjan normalmente 
de ura persona presa en virtud de una decisión judicial logalmerte dictada, o de una persona 
que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional; 


f) El servicio de carácter militar y, en los palses donde se admile la exención por razones de 
conciencia, el servicio nacional que deben prestar conforme a la Jey quienes se opongan al 
serácio militar por razones de conciencia; 


lil) El servicio impuesto en casos de peñgro o calamidad que amenace la vida o el bienestar de la 
comunidad; 


iv) El trabajo o servico que forme parte de las obligaciones civicas normajes. 
ARTICULO 9 
1, Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadía podrá ser sometido a 
detención o prisión arbltrarías. Nadie podrá ser privado de su fbertad, salvo pór las causas adas por ley 
y con arregio al procedimiento establecido en ésta. 


2 Toda persona detenida será inicrmada, an el momento de su delención, de las razones de la misma, 
ynotifcada, sin demora, de la acusación formulada contra ella, 


3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción perial será levada sin demora ante un juez 
votro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada 
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dentro de un plazo razonable o a ser puesta en ibertad. La prisión preventiva de las personas que hayan 
de sor juzgadas no debe ser la regía general, pero su ibertad podrá estar subordinada a garantías que 
aseguren ¡a comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier ctro momento de las 
diligencias procesales y, en su caso. para la ejecución del fallo 


4. Toda persora que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir 
ante un tibunal, a fn de que éste deción a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene 
su Ibertad si la prisión fuera legal. 


5. Toda persona que haya sido ¡legalmente detenida o prega, tendrá el derecho slectivo a obiener 


ARTICULO 10 


1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano. 


2 8) Los procesecos estarán separados de los condenados, salvo en cireurstancias excepcionales, y 
serán sometidos a un tratamiento distirto, adecuado a su condición de personas no condenadas; 


b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán set llevados arte los 
tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento. 


3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la 
readaptación social de los penados. Los menores delincuentes Estarán separados de los ados y serán 
sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 


ARTICULO 11 
Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obdigación contractual. 
ARTICULO 12 


4. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular 
kbremente por él y a escoger libremente en él su residencia. 


2. Toda persona tendrá derecho a salir Ibrernmente de cualquier país, incluso del propio. 


3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de rástricciones salvo cuando éstas se halen 
previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad) nacional, el orden público, la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos 
reconocidos an el presente Pacto. 


4, Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entras en su propio país. 
ARTICULO 13 


El extranjero que se halle legalrnente er el territorio de un Estado Parte en el presente Pacto sólo podrá 
ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones 
imperiosas de segurdad nacional se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer las razones que 
lo asistan en contra de su exputsión, así como someter su caso a revisión ante la autoridad competente o 
tien ante la persona o personas designadas especialmente por dicha avioridad compeiente, y hacerse 
representar con tal fín ante ellas.  * 


ARTICULO 14 


un competente, independiente e 
impercial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada 
contra ella o para la determinación de sus derechos u obigaciones de carácter civil. Lo prensa y el público 
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podrán ser excluidos de la totalidad o parle de los juicios por consideraciones de 

seguridad nacional en una sociedad democrálica, o cuando lo exija el irterés de la vica privada de las 
partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del | 
especiales del esunto la publicidad pudiere perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en 
materia peral o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edod 
exija lo contrario, o en las actuaciones referentes a pletos matrimoniales o a la tutela de menores 


1 
: 
| 
i 


2. Toda persona acusada de un delito ene cerecho a que se peresuma s:) inocencia mientras no se 
pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 


3. a o en plena igualdad, a los 
siguientes garantias minimas: 


a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y 
causas de la acusación formulada contra ella; 


b) A cisponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a 
comunicarse con un defensor de su elección: 


0) A ser juzgada sin dilaciones indebidas; 


d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de 
su elección, a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre 
que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere 
de medios suficientes para pagarlo: 


€) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a oblener la comparecencia de los testigos 
de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo, 


f) A ser asistida gratuitamente per un imerpreto, sl no comprende o no habla el idioma empleado en el 
tribunal 


9) Ano ser obigada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable 


4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta 
ercunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 


5. Toda persona declarada culpable de un celito tendrá derecho a que al fallo condenatorio y la pera 
que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la lay, 


6. Cuando una sentencia condenatoria frme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado haya 
sido indultace por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un 
eror judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser 
ixdempizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no 
haberse rewelado oportunamense el hecho desconocido. 


7. Os O A AAA 
por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país. 


ARTICULO 15 


1. Nadie seré condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueran daictivos 
según el derecho nacional o imernacional, Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable on el 
momento de la comisión del delito, Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la 
imposición de una pera más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 


2. Naca de lo dispuesto en este artículo se opendrá al juicio ni a la condena de una persona por actos y 
omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delicivos según los principios generales del derecho 
reconocidos por la comunidad internacional. 
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ARTICULO 16 
Todo ser humano tiene derecho, en todas partos, al reconocimiento de su personalidad Juridica. 
ARTICULO 17 


1: Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su famáita, su domicilio O su 
corespondenda, ni de ataques legales a su honra y reputación. 


2. Toda persona bene derecho a ¡a protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 
ARTICULO 18 
t. Toda persona tiene derecho a la ibertad de pensamierto, de conciencia y de religión; esta derecho 
incluye la ibertac de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, as! como la libertad de 
manifestar 5u región o sus creencias, individual o colectivamente, tano en público como en privado, 
mediante el culto, '3 celebración de los ritos. las prácticas y la enseñanza. 


2. “Nadie será objeto de medidas coercilivas que puedan menoscabir su kbertad de tener o de adoptar 
la religión o las creercias de su elección. 


3. La ibentad de manifestar la propia religión o las propias creéhcias estará sujeta Únicamente a las 
limitaciones prescritas por la ley que sean necasañas para proteger la seguridac, el ceden, la salud o la 
mora! públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los ceras. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la Ibertad de los padres y, en 
su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que 
esté de acuerdo con sus propias convicciones. 


ARTICULO 19 
1. Nadie pocrá ser molestado a causa de sus opiniones. 


2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; esto derecho comprende la ¡bertad de 
buscar, recbir y difundir informaciones e ideas de toda indole, siñ consideración de fronteras, ya sos 
oMMERÍO, PET SUAS de Rina Uonno dios, 6 pur culto alo procaiidaado de de alas: 


3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades 
especiales Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 


3) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás: 
b) La protección de la segundad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
ARTICULO 20 


1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley 


2. Todo apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la discriminación, la 
hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley, 


ARTICULO 21 
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de 
seguridad nacional, de le seguridad pública o del orden público, o para proteger la salva o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás. 


ARTICULO 22 


1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho a fundar sindicatos 
y eíilierse a ellos para la protección de sus ínlereses.. 


2 El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujato a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública O 
del orden público, o para proteger la salud o 'a moral públicas o los derechos y libertaces de los demás. El 
presente articulo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio de tal deracho cuando se 
tale de miembros ce las fuerzas armacas y de la policía. 

3, Ninguna disposición de este articulo autoriza a los Estedos Partes en el Convenio de la Organización 
Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la Iberiad sindical y a la protección del derecho de 
sindicación, a adoptar medidas legislatiras que puedan menoscabar las garantias previstas en él mi a 
apiicar la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantias. 

ARTICULO 23 


1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y bene derecho a la protección de la 
sodedad y del Estado 


2 Se reconoce el derecho del hombre y da la mujer a contraer matrimonio y a fundar una farmila si 
benen edad para ello. 


3 El matrimonio no podrá celebrarse sin el bre y pleno consentimiento de los contrayentes. 


4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad 
de derechos y de responsablidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durarte el matrimonio y 
en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la 
protección necesaria a los hijos. 


ARTICULO 24 


1. Todo riño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
origen nacional o social, posición económica o nacimiento. a las medidas de protección que su condición 
de menor requiere, tanto por parte de su famila corro de la sociedad y del Estado. 


2 Todo niñic será inserto inmedatamente después de su naciriento y deberá tener un nombre 
3 Todo niño tene derecho a adquirir una nacionalidad. 
ARTICULO 25 


Todos los ciudadanos gozarán, sn ninguna de las dstincones mencionadas en el aniculo 2, y sín 
asticciones indebidas, de los siguientes derechos y oponunidades: 


a) Participar en la Jrección de los asuntos públicos, directamente o por mecio de representantes 
libremente elegidos; 


b) Votar y ser elegidos en elecciones periddices, auténticas, reslizadas por sufragio universal o igual y 
por voto secreto que garartios la libee expresión de la voluntad de los electores; 


9 Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
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ARTICULO 25 


A o A e a ROS PORO 
ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las persones protección 
¡Gual y efecto conta cualquier diecrivinación por motivos e raza. colo, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier indole, origen nacional o social, posición económica, nacimiemo o cualquier oia 
condición social. 


ARTICULO 27 


En los Estados en que existan minorias étnicas, religiosas o lingUlsticas, no $e negará a las personas 
que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les coresponde, en común con los demás miembros 
de su grupo, a tener su propia vda cultural, a prolesar y practicar su propia religión y a emplear su propto 
idioma. 


PARTE IV 


ARTICULO 28 


1. Se establecerá un Comñé de Derechos Humanos (en adelante derominado el Comité). Se 
compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las funciones que se señalan más adelante. , 


2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el presente Pacio, que deberán 
ser personas de gran integridad moral, con reconocida competencia en materia de derechos humanos. Se 
Porta en consideración la utiidad de la participación de algunas personas que tengan experiencia 

ca, 


3. Los miembros del Comité serán elegdos y ejercerán sus funciones a título personal. 
ARTICULO 23 
£ Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista de personas que reúnan 
las condiciones previstas en el artículo 23 y que sean propuestas ál efecto por los Estados Pares en el 
presente Pacto. 


2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos personas Estas personas serán 
nacionales del Estado que las proponga. 


3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez. 
ARTICULO 30 


1. La elección inicial se celetrará a más Lardar seis meses después de la fecha de entrada en vigor del 
presente Pacto. 


2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comitá, siempre que no se trate de 
una elección para llenar una vacante deciorada de conformidad el articulo 34, el Secretario General 
de las Naciones Unidas invitará por escrito a los Estados Partes én el presente Pacto a presentar sus 
candidatos para el Comitá en el término de tres meses. 


2 Ez Socroerio General de las Nociones Unidas: preparará ma lato por onjen allebilco de los 


Partes en el presente Pacto, quedarán elegidos miembros del Cormié los cancidatos que 
mayor número de votos y la mayoría absoluta de los wotos de los fepresertantes de los Estados 
presentes y votantes. 
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ARTICULO 31 
1, El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado, 


2, En lo elección del Comité se tencrá en cuerta una distribución geográfica equitafiva de los miembros 
y la representación de las diferentes formas de civilización y de los principales sistemas juridicos. 


ARTICIHN O 32 


reunión menciorada en el párrato 4 del artículo 30 designará por sorteo los nombres de estos nueve 


2 Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con arreglo a los articulos 
precedentes de esta parte del presente Pacto 


ARTICULO 33 


1, Si los demás miembros estman por unanimidad que un miembro del Comité ha dejado de 
cesempeñar sus funciones por olra causa que la de ausencia temporal, el Presidente del Comité 
nobicará este hecho al Secratario General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de 
dicho miembro, 


2 En ceso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo notificará inmediatamente 
el Secretario General de las Naciones Unides, quien declarará vacanie el puesto desde la fecha del 
falecimiento o desde la fecha en que sea elecíva la renuncia. 


ARTICULO 34 


1, Si se deciara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el mandato del miembro que ha de 
ser sustiuido no expira dentro de los $es meses que sigan a la declaración de dcha vacante, el 
Secretario General de las Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los Estados Panes en el presente 
Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar candidatos en el plazo de dos meses, de 
acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 29. 


2. El Secretario General de les Naciones Unidas preparará una Ésta por orden alfabético de los 
candidatos así designados y la comunicará a los Estados Partes an el presente Pacto. La elección para 
susar lo Vanando 10 vOciitarO de coclbamitad cun ho Cepasiclenes porinerass 06 Uso puts del praoando 

acto. 


3. Todo miembro del Comiñé que haya sido elegido para llenar una vacante declarada de conformidas 
con el articulo 33 cecupará el cargo por el resto del mandato del miembro que dejó vacante ol puesto en el 
Comité conforme a lo cispuesto en ese artículo. 

ARTICULO 35 

Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General ce las Naciones Unidas, 
toda los aan ds Ue Hacienda Llosa Je IIA y CONRaS UA 1D ASUNANO 
General determine, teniendo en cuenta la importancia de tas funciones del Comité 

ARTICULO 36 


El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para 
el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud del presente Pacto. 


ARTICULO 37 


1, El Secretario General de las Naciones Unidas convocará ta primera reunión del Comité en la Sede de 
las Naciones Unidas. 
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2. Después de su primera reunión, el Comité se reunrá en las ocasiones que sa prevean en su 
reglamento. 


3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Uridas o en la Oficina de las Naciones 
Unicas en Ginebra. 


ARTICULO 38 


Antes de entrar en funciones, los miembros del Comhé declararán solemnemente en sesión pública del 
Comité que deserpeñarán su cometido con toda imparcialidad y conciencia. 


ARTICULO 39 


1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años, Los miembros de la Mesa podrán ser 
os. 


2. El Comité establecerá su proplo reglamento, en el cual se dispondrá, entre otras cosas, que: 

a) Docs miembros constituirán quórum; 

b) Las decisiones del Comité se tomarán por maycria de votos de los miembros presentes 
ARTICULO 40 


1. Los Estados Pares en el presente Pacto se a presentar informes sobre las 
disposiciones que hayan adoptado y que den efecic a los reconocidos- en el Pacto y sobre el 
progreso que hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos? 


a) Enel plazo de un año a contar de ía fecha de entraca en vigor del presente Pacta con respecto a los” 
interesados; 


Estados Parles 
b) Enlo sucesivo, cada vez que el Comáté lo pida. 
2. Todos los informes se presentarán al Secretaro General! de las Naciones Unidas, quien los 
transmitirá al Comité para examen. Los informes señalarán los factores y las dificultades, si los hubiere, 
que afecten a la aplicación del presente Pacto. 


3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar consultas con el Comité, podrá 
transmitir a los orgarismos especializados interesados copias de las panes de los informes que calgan 


* dentro de sus esferas de competencia. 


4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Panes en el presente Pacto. 
Tranamitrá sus informes, y los comentarios generales que estime oportunos, a los Estados Partes. El 
Comité también podrá transmitir al Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con copia de los 
informes que haya recibido de los Estados Partes en el 


5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre cualquier comentario que se 
haga con asreglo al párrafo 4 del presente ariiculo 


ARTICULO 41 


1. Con arreglo al presente artículo, toco Estado Parte en el presente Pacto yudrá declarar en cualquier 
momento que reconoce la competencia del Comité pera recibir y examinar las comunicaciones en que un 
A A 100 O Td a tdo tos E oclons qu la lets 208 PO: 1-6 
comuricadones en viriud del presente articulo sólo se podrán admitir y examinar sl son 
presentadas por un Estado Parie que haya hecho una decleración por la cual reconozca con respecto a s! 
mismo la competencia del Comité. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte 
que no haya hecho tal declaración, Les comunicaciones recibidas en vidtud de este artículo se tramitarán 
de conformidad con el procedimiento siguiente: 
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3) Si un Estado Panñe en el presente Pacto considera que otro Estado Parte no cumple las 
disposiciones cel presente Pacto, pocrá señalar el asunto a la ajención de dicho Estado mediante 
una comunicación escrita Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la 
comunicación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la comunicación una 
explicación o cualquier ora declaración por escríto que aclare el asunto, fa cual hará referencia, 
hesta donde sea posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos adoptacos, 
en irámite o que puedan utilizarse el respecto. 


b) si el asunto no se resuelve a satistacción de los dos Estados Partes interesados en un plazo de seis 
meses contado desde la fecha en que el Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, 
cualquiera de ambos Estacos Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante 
notíicación dirigida al Comitá y al otro Estado 


e) El Comitá conocerá del asunto que se le somota después de haberse cerciorado de que se han 
interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda 
disponer, de conformidad con los principios del derecho internacional generalmente admitidos. No se 
O A AA 


4) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas en 
el preserte artículo. 


8) A reserva de las disposiciones del inciso e, el Comité pendrá sus buenos oficios a disposición de los 
Estados Partes interesados a En de llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respato 
ce los derechos humanos y de las berntades fundamentales reconocidos en el presente Pacto 


ñ O a 
hace referencia en el inciso b que faciliten cualquier información pertinente, 


9) Los Estados Partes interesados a que se hace relerencia en el inciso b tendrán derecho a estar 
representados cuando el asunto se examine en el Comité y a presertar exposiciones verbalmente, o 
por escrto, o de ambas maneras. 


h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recho de la notificación mencionada 
en el inciso b, presentará un informe en el cual: 


1) si se ha Begado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e, se limitará a una breve 
exposición de los hechos y de la solución alcarzada. 


1) $ no se ha Jegado 3 uns solución con erenlo slo depuesto en el incio e, se lemilrh a una 
breve exposición de los hechos y egregara las exposiciones escrtas y las actas de las 
exposicones verbales que hayan hecho los Estados Partes interesados. 


En cada asumo, se enviará el irforme a los Estados Partes interesados. 


2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados Partes en el presente 
Pado hayan hecho las decloraciones a que se hace reforencia an el párrafo 1 del presente artículo. Tales 


en cualquier momento mediante notificación diripca al Secretario General. Tal retiro no será obstáculo 
para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de 
est anículo; no se admitirá ningura nueva comunicación de un Estado Pane una vez que el Secretario 
General de las Naciones Unidas haya recibido la notibcación de retiro de ta declaración, a menos que el 
Estado Parte imeresado haya hecho una nueva declaración. 


ARTICULO 42 


1. a) si un asunto remitido el Comitó con arregle al Articulo 41 no se resuelva a satisfacción de les 
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3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento. 


4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en la 
Oficina de las Naciones Unides en Ginebra. Sin embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar 
conveniente que la Comisión acuerde en consuta con el Secretario General de las Naciones Unidas y los 
Estados Partes interesados. 


5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a las comisiones que se 
establezcan en virtua del presente articulo. 


6. La información recibida y estudiada por el Comité se feciltará a le Comisión, y ésto podrá pedir a los 
Estados Partes interesados que fociliten cualquier otra información pertinante. 


7. Cuando la Comisión haya exarvunado el asunto en 10005 $Us aspectos, y en todo caso en un plazo no 
mayor de doce meses después de haber tomado conocimiento del mismo, presentará al Presidente del 
Comité un informe para su tansrrsión a los Estados Partes imeresados: 


a) Sila Comisión no puede completar su examen del asunto centro de los doce meses, limitará su 
informe a una breve exposición de la situación en que se halle su examen del asunto: 


b) si se alcanza una solución amis:osa del asunto basada en el respeto a los derechos humanos 
reconocidos en el presente Pacto, la Comisión limitorá su informe a una breve exposición de los 
hechos y de la solución alcarzada, 


€) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el informe de la Comisión incluirá sus 
conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre los Estados 
Partes interesados, y sus observaciones acerca de las posibilidades de solución amistosa del 
asunto, dicho informe contendrá termbién las exposiciones escritas y una reseña de las exposiciones 
orales hechas por los Estados Panes imeresacos; 


6) Si el informe de la Comisión se presenta en virud del inciso c, los Estados Pares interesados 
notificarán al Presideme del Comité, dentro de los tes meses siguientes a le recepción del inícrme, 
si aceptan o no los términos del informe de la Comisión. 


£. Las disposiciones de este aríículo ro afectan a las funciones del Comité previstas en el artículo 41 


S. Los Estados Partes imteresaccs compartirán por igual todos ¡os gastos de los miembros de la 
Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga ol Secratario Generalide las Naciones Unicas. 


10. El Secretario General de las Naciones Unidas pocrá sufragis, en caso necesario, los gastos de los 
membros de la Comisión, antes ce que los Estados Partes interesados reembolsen esos gastos 
conforme al párralo 9 del presente articulo. 


229-C.S. 


230-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


ARTICULO 43 


Los miembros del Comitá y los mierbros de las comisiones especiales de concilación cesignados 
conforme al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades, privilegios e inmunidades que se conceden a les 
expertos que desempeñen misiones para las Naciones Unidas, con prrego a lo dispuesto on las 
secciones pertinentes de la Convención sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidos. 


ARTICULO 44 
Las cisposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin perjuicio de los 
previstos en motora de derechos humanos por los instrumentos consítutivos y las convenciones de las 
Naciones Unidas y de los organismos especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que los 
Estados Partes recurran a otros procedimientos para resclver una controversia, de conformidad con 
convenios internacionales generales o especiales vigentes ertre ellos. 
ARTICULO 45 


El Comité presentará a la Asembies General de las Naciones Unidas, por conducto del Consejo 
Económico y Social, un informe anual sobre sus actividades. 


PARTE v 
ARTICULO 46 
Ninguna disposición del presente Pacto daberá interpretarse en menoscabo de les disposiciones de la 
Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen los 
airbuciones de los diversos órganos de las Nocionos Unidas y de los organismos especializados en 
cuanto a las maternas a que se rehere el presente Pacto. 
ARTICULO 47 


Ninguna disposición del presente Pacto debsrá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de 
todos los pueblos a disfrutar y utlizar plana y Fbremente 543 riquezas y recursos naturales. 


PARTF vi 
ARTICULO 48 
1, El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o 
miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte 
internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones 
Undas a sor parte en el preseníe Pacto. 


2 El presente Pacto está sujeto a ratificación Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder 
del Secretarño General de las Naciones Unicas. 


3. El presente Pacto quedará abierto a la achesión de cualquiera de los Estados mencionados en el 
párrafo 1 del presente artículo, 


4. La adhesión se efectuará. mediame el depósito de un instrumento de adhesión on poder del 
Secretario General de les Naciones Unidas. 


5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todes los Estados que hayan firmado el 
Pron ot, o 98 hayan adherido a dl, cel depteko de code uno de los Instrumentos de caliicadión e 
Pesié > 


ARTICULO 49 
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1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tes meses a partir de la fecha en que haya sido 
Gepositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de achesión en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a dl después de haber sido depositado 
el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres 
meses a partir de lo fecha en que tol Estado hoya depostado du instrumento de ratifcación o de 
adhesión. 


ARTICULO 50 


Las disposiciones del presente Pacto serán apíicables a lodas las pares componentes de lcs Estados 
federeles, sin imitación ni excepción alguna, 


ARTICULO 51 


4. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer Enmiendas y deposiarles en poder del 
Secresario General de las Naciones Unidas, El Secreraro General comunicará las enmiencas propuestas 
alos Estados Partes en el presente Pacto, piciéndoles que le nobfiquen si desean que se convoque a una 
conferencia de Estados Partes con el fin de exarrinar las propuestas y someterias a votación. Si un tercio 
el menos de los Estados se declara en favor de tal corwocatoría, el Secretario General convocará una 
conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unicas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de 
o e 
as Naciones Unidas. 


2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las 
Naciones Unicas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los Estados Pares en el presente Pacto, 
de conformidad con $us respectivos procedimientos constituciones 

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan 
aceptado, er tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente 
Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 

ARTICULO 62 


Iindependentemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del articulo 48, el Secretaro General 
de las Naciones Unicas comunicará a todos los Estados mencionattos en el párralo 1 del mismo artículo: 


E) Las firmas, ratifcaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 48; 


t) A A A o A A y la focha 
en que entren en vigor las enmiendas a que hace reforencia él artículo 51. 


ARTICULO 53 


1. El preseme Pacto, cuyos textos en chin», español, francés, inglés y ruso son igualmerte auténticos 
será depositado en los archuvos de las Naciones Unidas. 


2 El Secsetario General de les Naciones Unidas enviará copieslcertificadas del presente Pacto a todos 
los Estados mencionados en el artículo 48, 


En fe de lo cual, los infrascritos debidamente autorizados para elo por sus respecivos Gobiernos, han 
firmado el presente Pacto, el cual ha sido abierto a la firma en Nueva Yorx, el decimenoveno dla del mes 
de diciembre de mil novecientos sesenta y seis 
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DEMANDA DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
ANTE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
CONTRA LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
CASO N* 12.607 
JUAN GELMAN, MARÍA CLAUDIA GARCÍA IRURETAGOYENA DE GELMAN Y 
MARÍA MACARENA GELMAN GARCÍA IRURETAGOYENA 


1 INTRODUCCIÓN 


1 Le Comisión Interamericana de Derechos Humanos (len adelante "le Comisión 
interamericana”, "la Comisión” o "la CIDH") somete ante la Corte interamercana de Derechos 
Humanos (en adelante “la Corte interamericana”, "la Corte” o "el Tribunal”] la demanda en el caso 
12.607, Juan Gelman, María Claudia García Iruretagoyena de Gelman y María Macarena Gelman 
García lruretagoyena len adelante “las víctimas” o “la parte lesionada”), contra la República Oriental 
del Uruguay (en adelante “el Estado”, “el Estado uruguayo” o "Unuguay”) por su responsabilidad 
internacional derivada de la desaparición forzada de Maria Claudia García Inyretagoyena de Gelman 
len adelante "la víctima desaparecida” o “María Claudis García de Gelman”), cometida por agentes 
estatales uruguayos desde finales de 1976, sin que hasta la fecha se conozca su paradero y las 
circunstancias en que tuvo lugar su desaparición; por la supresión de la identidad y nacionalidad de 
Maria Macerena Gelman García lruretegoyena, hija de María Claudia García de Gelman y Marcelo 
Gelman; y por la degenación de justicia, impunidad y. en general, el sufrimiemo causado a Juan 
Gelman, su familia, María Macarena Gelman García Iruretagoyena y los familiares de María Claudia 
García de Gelman, como consecuencia de lo fata de mvestigación de los hechos, juzgamiento y 
sención de los responsables en virtud de la Ley N* 15.843 o Ley de Caducidad, promulgada en 
1986 por el gobierno democrático del Uruguay. 


2 La Comisión Interamericana solicite a la Corte que estoblezca la responsabilidad 
inermacional del Estado uruguayo, el cual es responsable de las siguientes violaciones de derechos 
humanos: 


a. el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8.1 y 
25 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humenos, artículos 1,.b, 1M, IW y VW de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención 
interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura) en perjuicio de Juan Gelman, 
María Claudia García de German, María Macarena Gelman y sus familiares; 


b. el derecho a la vida, la llbertad personal, la imegridad personal, la 
personalidad jurídica y la obligación de sancionar estas violaciones en forma seria y 
efectiva (artículos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Hurnanos, artículos l.b, !ll, IW y V de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y artículos 6 y B de la Convención interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura) en perjuicio de María Claudia García de Gelman; 


Cc. el derecho a la imegridad personal (artículo 5.1 en relación con el artículo 1.1 
de la Convención Americana) respecto de Juan Gelman, María Macarena Gelman y 


sus familiares; y 


d. el derecho a medidas especiales de protección de los niños, al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre, a la protección de la honra y 
de la dignidad y a la nacionalidad (artículos 3, 11, 18, 19 y 20 en relación con el 
enículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos! respecto de 
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María Macarena Gelman; así como el drecho a la protección de la familia (artículos 
.1.1 y 17 de la. Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo XII de la 
Convención interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas), respecto de 
Juan Gelman, Mería Macarena Gelman y sus familiares. 


3, El caso ha sido tramitado de acuerdo con lo dispuesto por la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos [en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) y se presenta 
ante la Corte de conformidad con la disposición transitoria contenida en el artículo 79.2 y demás 
pertinentes del Reglamento vigente de la Corte. Asimismo, se adjunta a esta demanda, como 
apéndice, una copia del informe N* 32/08' el cual fue adoptado por la Comisión el 18 de julio de 
2008 con el voto razonado del Comisionado Florentin Melendez. 


4 La remisión del caso ante la Corte está basada en la nocesidad de realizar una 
investigación difgente con el objeto de obtener verdad, justicia y reparación del daño causado por 
las violaciones perpatradas contra las víctimas y sus familiares. La desaparición forzada de la 
señora María Claudia García de Gelmen es una violación continuada de múltiples de sus derechos 
esenciales de carácter inderogable que se prolonga haste la fecha. Por otra parte, la falta de 
conocimiento de la verdad y de juzgamiento de los perpetradores de los hechos del presente caso 
contribuye a prolongar el sufrimiento causado por la violación de los derechos fundamentales en 
perjuicio de les víctimas y sus familiares a pesar del deber del Estado de proporcionar une respuesta 
judicial y una reparación adecuada. ' 


tl. OBJETO DE LA DEMANDA 


5. El objeto de la presente demanda es solicitar a la Corte que concluya y declare que, 
como consecuencia de los hechos del presente caso, el Estado uruguayo es responsable de la 
violación de los siguientes derechos humanos: 


a. el derecho a las garantías judiciales y a le protección judicial artículos 8.1 y 
25 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, artículos !.b, Ill, IW y V de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención 
interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura) en perjuicio de Juarr Gelman, 
María Claudie García de German, María Macarena Gelman y sus familiares; 


b. el derecho a la vida, la libertad personal, la imegridad personal, la 
personalidad jurídica y la obligación de sancionar estas violaciones on forma seria y 
efectiva (artículos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, artículos !.b, 11, 1W y V de la Convención Imteramericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y artículos 5 y B de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura) en perjuicio de María Claudia Garcia de Gelman; 


€. el derecho a la integridad personal (artículo 5.1 en relación con el artículo 1.1 
de la Convención Americana) respecto de Juan Gelman, María Macarena Gelman y 
sus familiares; y 


d. el derecho a modidas especiales de protección de los niños, al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre, a la protección de la honra y 
de la dignidad y a la nacionalidad (artículos 3, 11, 18, 19 y 20 en relación con el 


"er: CIOM, informe de Fondo N* 32/08, Caso 12.507, Juan Gebran, María Claudia García Iruretagoyene de Gelman y Maris 
Macarena Gelren García inretagoyena. 18 de jubo de 2008, Vow Raramdo del Comisionado Hlorentia Meléndez, El Derecho 
a La Verded,.Caso Juen Gelman, Mería Cisudia García de Gelman y María Macarena Gelman contra Uraguay. Apérdica 1. 
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antículo 1.1 de la Convención Americana sobra Derechos Humanos) respecto de 
María Macarena Gelman; así como el drecho a la protección de la tamika (artículos 
1,1 y 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo XI! de la 
Convención interamericana sobie Desaparición Forzada de Personas), respecto de 
Juan Gelman, María Macarena Gelman y sus familiares. 


6. Como consecuencia de lo anterior, la Comisión Interamericana solicita a la Corte que 
ordene al Estado: 


a. Determinar la responsabilidad por la desaparición forzada 'de María Ciaudia 
García de Gelman y la sustracción de su hija reción nacida, María Macarena Gelman, 
radiante el debido proceso de la ley y una investigación judicial completa e imparcial 
de los hechos, a fin de identificar a los responsables de las violaciones de los 
derechos humanos referidas en al presente caso para que los culpables puedan ser 
debidamente sancionados. 


b. Adoptar las medidas legisiativas y de otra índole necesarias para que, de 
pcuerdo con sus procesos constitucionales y las disposiciones de la Convención 
Americana. quede sin efecto le Ley N” 15,848 o Ley de Caducidad. 


Cc. Crear un mecanismo interno efectivo, con poderes jurídicos vinculantes y 
sutoridad sobre todos los órganos del Estedo, para asegurar el cumplimiento cabal de 
lo que ordena la Corte en su sentencia, 


d. Otorgar une reparación plena a los famiñares de les víctimes que incluya una 
indemnización por los daños materiales e inmateriales y les costas y gastos del 
litigio, a nivel nacional e internacional; así como la celebración de ciertos actos de 
immportancia simbólica que garanticen la no reiteración de los delitos cometidos en el 
presente ceso, actos que deben ser determinados a través de negociaciones entre 
los representantes y el Estado, como la celebración de un día anual de 
conmemoración y memoria de las víctimas del gobierno de facto. 


mM. REPRESENTACIÓN 


7. Conforme a lo dispuesto en el artículo 24 del Reglamento de la Corte, la Comisión ha 
designado a la Comisionada Luz Patricia Mejía y a su Secretario Ejecutivo, Santiago A. Canton, 
como sus delegados en esto caso. Elizabeth Abi-Morshed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, y las 
especialistas. Christina Cerna y Lilly Ching han sido designadas para actuar como asesoras legales. 


1. JURISDICCIÓN DE LA CORTE 


B. De acuerdo con al anículo 62,3 de la Convención Americana, la Cone 
Interamericana es competente para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y 
oplicación de las disposiciones de la Convención que le sea sometido, siempre que los Estedos 
partes en el caso hayan reconocido o reconozcan la competencia del Tribunal. Uruguay es parte de 
la Convención Americana desde el 19 de abril de 1985, fecha a partif de la cual aceptó además la 
jurisdicción contenciosa de la Corte. 


9. Conforme a su jurisprudencia constante la Cone es competente para pronunciarse 
sobre aquellos hechos violatorios que ocurneron con posterioridad a la fecha en que el Estado 
reconoció la competencia de le Corte, en el presente caso, el 19 de abril de 1985, o que a tal fecha 
no hayan dejado de existir, Sobre este último punto, el Tribunal ha considerado en múltiples 
ocasiores que puede ejercer su competencia ratione temporís para examinar aquellos hechos que 
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constituyen violaciones de carácter continuo o permanente, es decir, aquellas que tuvieron lugar 
entes de lo feche de reconocimiento de la competencia de la Corte y persistan adn después de esa 
fecha?. 


10. La Corte ha considerado el carácter continuo del fenómeno de la desaparición 
forzada, al establecer que ésta “constituye una violación múltiple y continuada de varios derechos 
de la Convención, pues no sólo produce una privación arbitraria de lá hbertad, sino que pone en 
peligro la integridad personal, la seguridad y la propia vida del datenido”?, 


11. Le demanda que se presenta a la Corte se refiere a la desaparición forzada de María 
Claudia García de Gelman y a la sustracción de su hija recién nacida, María Macarena Gelman, ssí 
como la supresión de identidad y nacionslidad de éste última, ocurridas a partir del año de 1976, 
cuyas consecuencias y falta de investigación se mantienen hasta el día de hoy. Por lo tanto, la 
Conte «es competente ratíone temporis para conocer del mismo por tratarse de violaciones continues 
o permanentes, cuyos efectos y conductas se prolongan con posterioridad a la fecha en que el 
Estado se sometió a la jurisdicción contenciosa de la Corte. 


12. Uruguay es parte además de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas (en adelante “la Convención sobre Desaparición Forzada”) desde el 2 de abril 
de 1996 y de la Convención interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante “la 
Conweación sobre Tortura”) desde el 10 de noviembre de 1992. En consecuencia, la Comisión 
solicita a la Corte que establezca la violación de las disposiciones alegedas a partir de la entrada en 
vigencia para el Estado uruguayo de los respectivos iratados, es decir, a partir del 2 de abril de 
1996 y 10 de noviembre de 1992, respectivamente. 


v. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA 


13, El 8 de mayo de 2006, la Comisión recibió una petición presentada por María 
Macarena Gelman y Juan Gelman, y sus representantes, el Dr. José Luís González y el Centro por la 
Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), que se registró con el número P-438/06. Ls Comisión 
transmitió al Estedo las partes pertinentes de la petición el 22 de junio de 2006 y le concedió dos 
meses pera contestar. 


14, El 23 de junio de 2006 el Estado alegó que reción habla recibido la petición el 
viernes 23 de junio de 2006 y no el jueves 22 de junio de 2006, y que el período de dos meses de 
que disponía para responder debía calcularse a partir de la más reciente de esas fechas. El 22 de 
agosto de 2006 el Estedo solicitó une prórrogs del plazo de que disponía pora presentar su 
respuesta. El 28 de agosto de 2008, E A A A A MAA 
septiembre de 2006, conforme al artículo 30.3 de su Reglamento vigente. 


15. El 22 de septiembre de 2006, el Estado presentó su respuesta a la petición, que fue 
remitida a los peticionarios el 22 de septiembre de 2006. Mediante fax fechado el 27 de octubre de 
20086, la Comisión recibió las observaciones de los peticionarios sobre la respuesta dol Estado, los 
cuales se remitieron a este último el 16 de noviembre de 2006. El 14 de diciembre de 2006, la 


Wer: Corte 1D. H., Caso de los Mernenes Sermano Cruz Vs El Salvador. Excepciones Preliminares. Sentencia de 23 de 
noviamba de 2004. Sera C No. 118, párr. 65; Corta 1.0.H. Caso Nogueén de Carvalho y otro Vs. Braesá. Samencia de 28 de 
Novierribre de 2006. Sere C No, 161, párr. 45, y Coria LDMH.. Caso Vargas Areco Vs. Paraguey. Sermencia de 26 de 
septiembre de 2006, Serio C No. 155, párr. 63. 

ICons DH, Corto LDH., Coso Rémeca Velásquez Vs. Guetemelo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Sería C No. 70, 
pler, 128; Cono 1D.H., Caso Trujillo Orozs Ve. Bolivia. Reparaciones ¡en. 63.1 Comvención Americana sobre Derechos 
Hurranos. Sentencia de 27 de tebrero de 2002. Sere C Mo. 92, Voto Raronedo del Juez Sergo Garcia Ramirez, párr. 10; y 
Corte 1.0M.. Caso Golburd y otros Ve Paraguay. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. Seria C No. 183, párr. 82.84. 
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Comisión recibió las observaciones finales del Estado, que se remitieron a los psticionarios el 17 de 
enero de 2007. En esta etapa, no se recibió correspondencia adicional. 


16. El 9 de marzo de 2007, la Cormisión aprobó el informe N" 30/07 declarando 
admisible la petición”. El 10 de mayo de 2007, el informe de adrrisibiidad fue remitido al Estado y e 
los peticionanos, y las partes fueron notificadas de que la Comisión estaba a su disposición para 
asistirias en la búsqueda de uns solución amistosa, de conformidad con el Artículo 48.11 de la 
Convención, si estuvieran interesados en elo. La Comisión pidió e les portes que respondioran a 
este ofracimiento cuanto antes y que presentaran sus observaciones finales sobre el fondo en el 
plazo de dos meses. Ni ol Estado, ni los peticionarios expresaron interés en negociar una.-solución de 
este tipo y ninguna de las partes presentó nuevas observaciones, por lo que la Comisión decidió 
proceder a preparar el informe sobre el fondo de la cuestión. 


17. El 10 de julio de 2007, los peticionarios pidieron un mus de prórroga del plazo para 
presentar las observaciones finales sobre el tfondo, a lo que se eccedió por carta fechada 31 de julio 
de 2007. Las observaciones finales de los peticionarios fueron recibidas el 30 de agosto de 2007 y 
remitidas el Estado el 1 de septiembre de 2007, con el pedido de que enviara las observaciones 
finales sobre el fondo en un plazo de dos meses. El Estado presentó sus observaciones finales el 9 
de novierrbre de 2007, las que fueron remitidas a los peticionarios el 4 de diciembre de 2007. sin 
que se soliciteran nuevas observaciones. El 14 de mario de 2008, el Estado presentó 
observaciones adicionales sobre el caso, las cuales fueron remitidas a los peticionarios el 2 de abril 
de 2008. 


18. El 18 de jullo de 2008, en el curso de su 132* periodo de sesiones, la Comisión 
Interamericana aprobó el informe N* 32/08 sobre el fondo del presente caso de conformidad con el 
artículo 50 de la Convención Americana, formulando una seria de conclusiones y recomendaciones 
al Estado uruguayo!. Dicho informe fue transmitido al Estado el 21 de agosto de 2008 y se fijó un 
plazo de dos meses pnrra que éste informara acerca de las medidas adoptadas para dar cumplimiento 
o les recomendaciones allí formuladas. 


18. En la misma fecha la Comisión transmitió las partes pertinemes del informe a los 


imerés de las víctimes en que el caso fuera remitido a la Corte. 


20. El 17 de septiembre de 2008, is Comisión rernitió a las partes el Voto Razonado del 
Comisionado Florentín Meléndez emitido contorme al artículo 19 del Reglamento de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en relación el informe N* 32/08*. 


21. El 20 y 24 de octubre de 2008, el Estado se refirió a las medidas adoptadas para dar 
cumplimiento e las recomendaciones de la Comisión. El Estado enexó una carta de 25 de septiembre 
de 2008 del Dr. Pedro Salazar Delgado, Juez Letrado, el Dr. Jorge Auibal Pino, Presidente de le 
Suprema Corte de Justicia, en la cual el Señor Juez Letrado de Primera instancia en lo Panal de 
Segundo Tumo resolvió autorizar, en agosto de 2008, la reapertura de la causa. 
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22. El 21 de noviembre de 2008, el Estado uruguayo solicitó una prórroge “a fin de 
poder der mejor cumplimiento a las recomendaciones de fondo formuladas por la Comisión en el 
informe No, 32/08” aceptando que el otorgamiento de la prórroga solicitada, suspendia el término 
establecido en el artículo 51.1 de la Convención para remitir el caso e la Corte, y formulando una 
renuncia expresa a interponer excepciones preliminares respecto del cumplimiento del plazo allí 
previsto. El mismo día, la CIDH concedió la prórroga solicitada, y el nuevo plazo que vencería el 21 
de enero de 2009. : 


23. El 29 de diciembre de 2008, Uruguay solicitó una prórroga adicional de seis meses 
con el fin de cumplir con las recomendaciones pues era la época de verano en dicho país y las 
autoridades $e encontraban en receso judicial y parlamentario, respectivamente. El 15 de enero de 
2009, la Comisión concedió al Estado una prórroga de seis meses para que cumpliera con las 
recomendaciones. El 21 de abril de 2009 y el 19 de junio de 2009 el Estado presentó informes 
sobra las medidas adoptadas para el cumplimiento de las recomendaciones. 


24. Mediante comunicación de 17 de julio, el Estado solicitó la concesión de una 
prórroga adicional hasta noviembre de 2009 -con alusión expresa a la aceptación de que dicha 
prórroga suspendería el plazo del artículo 51.1 y reruncia a alegario para efectos de una eventual 
demanda- para cumplir con las recomendaciones del informe de fondo. Según la justificación 
presentada por el Estado, la prórroga darle tiempo para: 


ver el resultado del plebiscito del 25 de octubre de 2009 para la anulación de la Ley de 
Caducidad, el eventual prorunciamiento de la Suprema Come de Justicia de 
inconstitucionalidad de la ley de coducided en un caso concreto [Sabalsageray) y el 
trátemiento por el Parlarmento Nacional del proyecto de ley de reparación integral e los 
victimas del terrorismo de Estado, as! como la evolución de la causa que investiga el secuestro 
y Cesaparición forzada de Maria Claudia García de Gelman. 


25. El 21 de julio de 2009 la Comisión: otorgó al Estado una tercera prórroga y le solicitó 
que presentara un informe preliminar el 5 de noviembre de 2009 y un informe final el 5 de enero de 
2010. El 3 de noviembre de 2009 el Estado presentó un informe sobre las medidas adoptadas para 
el cumplimiento de les recomendaciones. 


265. El 23 de diciembre de 2009 la Comisión interamericana consideró la información 
proporcionada por las partes y, sin perjuicio de valorar el hecho de que le causa haya sido reabierta, 
esí como otras gestiones informados por el Estado, la CIDH determinó que el Estado uruguayo no 
había dado cumplimiento satisfactorio a las recomendaciones del informe aprobado de acuerdo al 
artículo 50 de la Convención Americana, por lo que de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 51.1 de la Convención y 45 de su Reglamento vigente, decidió someter el presente ceso a 
la jurisdicción de la Corte Imeramericana de Derechos Humanos. 


27. El 30 de diciembre de 2009 y 5 de enero de 2010 el Estado presentó une 
comunicación mediante la cual indicó que “el Estado ha informado del cumplimiento de les 
recomendaciones en el informe preliminar presentado” el 3 de noviembre de 2009. Con 
posterioridad a la decisión del envío del caso a la Corte el Estado no presentó argumentos de hecho 
y/o derecho que motivaran una modificación de la decisión de remitir el caso al Tribunal. 


vi. FUNDAMENTOS DE HECHO 
28. Tal como consignara en su informa de Fondo N” 32/08”, la Comisión ha establecido 


que los hechos del presente caso ocurrieron en el comexto de una dictadura militar. En efecto, el 
27 de junio de 1973, se llevó a cabo un golpe cívico militar, los militares tomoeron el poder en 


Yer; CIOM, informe de Fondo N” 32/08, supra nota 1, párr, 79 en referencia a phtr, 10. 
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Uruguay mediante un golpe de Estado amparado constitucionalmente por el Presidente electo Juan 
María Bordaberry. La dictadura se perpetuó en el poder hasta 1985 y duramte este período hubo 
detenciones ilegales, tortura generalizada, asesinatos y la desaparición de más de 100 personas. En 
1976, se calculaba que el Estado tenía más de 6,000 presos políticos. Numerosas organizaciones de 
derechos humanos, incluida la Comisión Interamericana en su informe publicado en 1978, 
documentaron las violaciones de los derechos humanos cometidas por el Estado duramte ese 
periodo?. En su Informe Anual de 1978, la Comisión comentó las denuncias que había recibido 
sobre la cooperación entre las fuerzas armadas de distintos países del Cono Sur”. 


A. Consideraciones generales sobre la Loy de Caducidad*? 


29. En cuanto al aspecto legal de si la ley de amnistía, conocida como Ley N* 15.848 o 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estacio'', aprobada por el Parlamento uruguayo el 22 
de diciembre de 1986 (que fue sometida a referéndum nacional y aprobada en abril de 1989), es 
compatible con las obligaciones que impone al Estado la Convención Americana, no es la primera 
vez que el sistema interamericano enfrenta esta cuestión. La Corte Imeramericana de Derechos 
Humanos consideró esta cuestión en el Csso Barrios Altos, que involucraba la ley de amnistía del 
Perú, y en el Caso Almonacid, que implicaba la ley de emmistía de Chile”. 


30. Al considerar la naturaleza y gravedad de los delitos implicados, no debemos perder 
de vista el hecho de que el gobierno militar que ocupó el poder del 27 de junio de 1973 al 1 de 
marzo de 1985, aplicó en Uruguay, conjuntamente con otros países del Cono Sur, una política 
sistemática de represión contra las personas que consideraba "subversivas”'?, Las fuerzas de 
inteligencia de esos paises colaboraron en la eliminación de esos subversivos en el marco de la 
“Operación Cóndor”, que produjo miles de víctimas «de desaparición forzada, ejecuciones sumarias y 
tortura. Refiriéndose a les prácticas del Estado durante ese periodo, la Comisión afirmó: 


Las numerosas denuncias recibidas desde el Unsguay (...) permiten (a la Comisión) afirmar 
que en el Uruguay se han cometido graves vivdaciones conta los siguientes derechos 
humanos: el derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona; el 
derecho a la libertad de opinión, expresión y difusión del pensamiento; el derecho de justicia: 
el derecho a proceso reguiar; el derecho de reunión y asociación; y el derecho de sutragio y de 
participación en el gobierno'*. 


31. Además. une Comisión parlamentaria sobre la situación de los desaparecidos y sus 
causas informó en noviembre de 1986 que 164 uruguayos, incluidos ocho menores, habían 
“desaparecido” entre 1973 y 1982, Treinta y dos habian “desaparecido” tras su arresto en 


Wer: CIDH, informe sobe la Situeción de los Dechos Humanos en Uruguay, OEA/Ser.L/V/M1.43 
doc. 19 corr.1, 31 de enero de 1578, disponible en: hmpri/www.Cción cas ergicountryrepAlruguey7Bsplincica htm, Apéndico 
6. 

Wes: CIOM, Cooperación con las Fuerzas Armadas de Otros Palses. sección MW. Uruguay, del  intorme Anual de la Comisión 
imeremercana de Derechos Humanos. 1978, OEA/Ser.L/VM1,47 Doc.13, rev, 1, 29 de junio de 1979, disponible en: 
http://www .cidh.oas.orglenmeteg/78spíndics. him ("La Comvusión ha recibido mumercess denuncias de elegedes operaciones 
de la pobcía especializada de Uruguey en palses extranjeros, con aparente autorización y alegada participación de las 
autorcdades de dichos paises. Según eses denuncias, el objetivo de sas operaciones es suprimis toda forma de meritertación 
de cposicó n al gobierno mibtew de Unyguey y elbrinar a tods persora sospechosa de dcha oposición”). Apéndica 6. 

Ver: CIDH, informe de Fondo N* 32/08, supra nota 1. pér. 49 y sa. 

"Ver. Ley N* 15.848 o Loy de Ceducided de la Pretensión Punitiva del Estado, aprobado por el Periamento uruguero el 22 de 
diciembre de 1986. Anexo 8 de lo petición de los solicitantes de E de mayo de 2006, en apéndice 3. 

"Ver. Corte LD.H., Caso Barrios Años Vs. Peró. Sertencia de 14 de marzo de 2001. Seria C No. 75 y Cono 1.D.M., Caso 
Almonacid Arslano y otros Vs. Chile. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Saria C No, 154, 

"La Cone interamericana recibió un testimonio en el sentido de que, con ta “Operación Cóndor”, los máñares y los servicios 
de imeliigencia de Argemine, Bobe, Parsgueyr y Ursguey cooperaron en operaciones conjuntas pera eliminar e serroristas 
O O O O 
183, plrr. 61.8. 

3MCIDH, Irfoeme sobra la Sauación de los Derechos Humanos en Uruguay, supra nota 8; Conclusiones en pág. 89. 
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Uruguay, 127, tros su sécuestro en Argentina, tres en Chile y dos en Paraguay, en circunstancias 
similares. La Comisión Parlamentaria señaló que tenía pruebes que implicaban a las fuerzas de 
seguridad uruguayas en esos delitos. Concluyó que “todos los adultos murieron tras el tratamiento 
brutal a que fueron sometidos o fueron directamente ejecutados.” La conclusión de la Comisión 
parlarnentaria de que todos los “desaparecidos” habían muerto equivale a una presunción, dedo.que 
no realzó una búsqueda de pruebas específicas en cada caso y no tenía facultades para investigar 
los registros u obtener testimonios de las Fuerzas Armadas'*. 


32. La Comisión concluyó que la justicia uruguaya, los tribunales civiles; no el sistema 
de la justicia militar — desestimó la acción de Juan Gelman, de acuerdo con la ley de amnistía, lo 
que llevó a la interposición de la denuncia ante la Comisión, el 8 de mayo de 2006. En su informe 
de fondo la Comisión concluyó que la ley de amnistía es incompatible con la Convención Americana. 
En ese sentido, la CIDH consideró que el presente caso plantea importantes cuestiones acerca de la 
naturaleza de las obligaciones de un Estado democrático como sucesor de una dictedura militar en la 
revisión de las leyes y decisiones legales del anterior gobierno de fecto como se analiza a 
continuación. 

¿A El argumento de la separación de poderes 


33. Los peticionarios solicitaron que la Comisión determinara si la Ley N* 15.848, lo Ley 
de Caducidad, y la manera en que fue aplicada por la justicia uruguaya está de acuerdo con las 
obligaciones que asurmió el Estado cuando pasó a ser parte de la Convención Americana, 


34. El Estado ha negado toda responsabilidad por las violaciones derivadas de la no 
investigación de este caso, como la del derecho al debido proceso, el derecho a la protección judicial 
y el derecho a la verdad, así como de les otras violaciones de la Conwención Americana, 
argumentando que adoptó una postura de apertura y transparencia y ha investigado y sigue 
investigando activamente los hechos del caso, incluida la exhumación de cadáveres en las bases 
militares, en la esperanza de ubicar los restos de Maria Claudia García de Gelman. 


35. Enel año 2000 el Estado creó una Comisión para la Paz encargada de investigar el 
destino de los detenidos desaparecidos, a fin de determinar la verdad respecto dé eses violaciones y 
publicar los resultados. Este Comisión para le Paz “parcialmente, confirmó los hechos de la 
denuncia” relacionados con la desaparición forzada de María Claudia García de Gelman y presentó al 
público la “versión oficial de los hechos”*, 


36. El Estado ha insistido que los gobiernos democráticos de Uruguay no pudieron 
modificar ni revocar la ley de amnistía o Ley N* 15.848, y que el Estado tuvo que respetar la 
independencia y las decisiones del Poder Judicial. Con respecto a la aplicación de la ley de 


"Wer: informa de Americas Watch, "Challenging impunity: The Lay de Caducidad y ue Referendiem Campaign in Uruguay”. 
12 de mero de 1989, pág. 25. Apéndice 4. dords se cha a Amnistía internacional, INFORME DE AMNSTIA 
INTERNACIONAL 1986, págs. 202-3, 

*La Convisión pera la Paz fue creeda en virtud de le Resolución Presidencial N* 858/2000 de 9 de agosto de 2000, del ex 
Presidente Jorga Bette Ibáñez con al fín de “recibir, emabznr, clasificar y recopilar información sobre les 


2003 y tua presentado al Presiderae Batlle. ql ma dress ple 

encuentra dapontile en: yn : einot] chivo; dos lúnima visita 18 de enero de 
2009). Ver: Resolución de le Presidencia de la República No. 858/2000 de 9 de agomo de 2000. Cresción de la Comisión 
pera la Pu. Anexo 10 de la petición de los soficiaries de B de mero de 2006, en epéndica 3; Informe Final de la Comisión 
pera la Paz, 10 de abril de 2003. Anexo 11 de la petición de los solicitantes de 8 de mayo de 2000, 'en apéndica 3; 
Resolución del Presiderte de la República de 11 de abril de 2003. Se aceptan conclusiones del informe Final de la Comisión 
para la Pr. Anexo 31 de la petición de los solicitantes de E de mayo de 2006, en apándica 3; y Decreto del 16 de abvil de 
2003. $e sceptan conclusiones del informe Final de la Comisión para la Paz. Anexo 30 de la petición de los roberames de E 
de mayo ds 2006, en apéndice 3. 
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amnistía, el Estado ha afirmado que sólo puede actuar dentro de la ley y la Constitución, les que 
establecen el merco de su autoridad, responsabilidades y facultades, e inclusive, la autonomía e 
independencia de la Justicia. El Estado sostuvo también que las medidas adoptadas fueron 
efectivas y suficientes paro cumplir los obligaciones que impone a Uruguay la Convención 
Americana, Mientras los peticionarios han reconocido los esfuerzos de Uruguay, sostienen que los 
mismos han sido insuficientes y que, a la fecha, no ha cumplido la obligación de investigar los 
hechos, identificar a los responsables y sancionarios por las violaciones del presente caso. 


37. El Estado construyó su argumento en base a la teoría de la separación de poderes en 
el gobierno democrático. Alegó que el Ejecutivo carecía de competencias para interferir en las 
competencias de la justicia o del parlamento. Sin embargo, la CIDH consideró, de conformidad con 
la jurisprudencia del Sistemta Interamericano, la responsabilidad internacional del Estado uruguayo 
en su conjunto por los actos de sus órganos y agentes, cuya participación activa y pasiva en los 
delitos cometidos contra María Cleudia García de Gelman y su hija no ha sido cuestionada. 


2. La Loy de Caducidad y e. derecho internacional 


38. Según la legislación uruguaya, los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del 
gobierno están separados y son indepencientes. Desde el punto de vista internacional, sin embargo, 
deben ser considerados como una Única entidad a los efectos de determinar la responsabilidad por la 
violación de normas internacionales'”. El Estado no puede justificar su falta de cumplimiento de la 
Conwención Americana con la excusa de que un gobiemo anterior aprobó una ley de amnistía, la Ley 
de Caducidad. Ni puede justificar el Estado la no revocación de la loy de amnistía y su aplicación 
comtinuada en la inacción u omisión del parlamento o en las medidas de la justicia. 


39. El Artículo 27 de lo Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados consagra 
el principio del derecho internacional consuetudinario conforme el cual los Estados partes de un 
tratado no pueden invocar su legislación Iimerna como justificación del incumplimiento de 
obligaciones que aquél les impone'”. La Corte Interamericana sostuvo que “es un principio de 
Derecho internacional que el Estado responde por los actos de sus agentes realizados al amparo de 
su carácter oficial y por las omisiones de los mismos aun si actúan fuera de los limites de su 
competencia o en violación del derecho intemo”*”, 


40, El Estado uruguayo es responsable de toda denegación de justicia que la Ley N* 
15.848 haya causado, indopendientemente del régimen que la promulgó o del poder del Estado que 
la aplicó o permitió su aplicación. Aunque el secuestro y la desaparición forzada ocurrieron en el 
gobierno militar-anterior, el Gobierno actualmente en el poder es internacionalmente responsable, 
conforme al principio del derecho internacional de la continuidad del Estado, del cumplimiento de su 
obligación de administrar justicia y sancionar a los responsables. 


41 De acuerdo con el principio de la continuidad del Estado, la responsabilidad 
internacional existe independientemente de los cembios de gobierno. Al respecto, la Corte 
interamericana de Derechos Humanos afirmó: 


Según el principio de Derecho internacional de la identidad o continuidad del Estado, la 
responsabilidad subsiste con independencia de los cambios de gobierno en el transcurso del 
tiempo y, concretamente, entre el momento en que se comete el hecho ilícito que genera lo 
responsabilidad y equél en que ella es declarado. Lo anterior es váido también en el campo de 
los derechos humanos aunque, desde un punto de vista ético o político, la actitud del muevo 


"Wer; Perreo 1 de la Convencion de Viana sobre a Derecho de los Tratados. 63 A.J IL 875 (1969). 

"Ver: Parte pertinente del articulo 27 de le Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que dispone que: “Una 
parte no podré invocar las disposiciones de su derecho memo como justificación del incumplimiento de un trarado.” 

"Corto 1.D.H.. Caso Velésquez Acarípuez Ys. Honduras. Sentencia de 29 de juño de 1988, Seria C No, 4, párr. 170. 
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gobierno sea mucho más respetuosa de esos derechos que la que tenía el gobierno en la 
época en la que las violaciones se produjeron”. 


42. En este caso, el Estado uruguayo es responsable de la existencia continuada de la 
ley de amrmstía que impide la investigación judicial del caso Gelman a nivel imerno, La Corte 
Interamericana, on su Opinión Consultiva No. '6 de 9 de mayo de 1986, sostuvo que la palabra 
*leyes” del Artículo 30 de la Convención Americana "significa una norma jurídica de carácter 
general, ceñida al bien común, emanada de los Órganos legislativos constitucionalmente previstos y 
democráticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento establecido por las constituciones 
de los Estados Partes para la formación de las leyos.”? Además, 


en una sociedad democrática el princippo de legaidad está vinculado inseparablemante al de 
legitimidad, en virtud del sistema internacional que se encuentra en la base de la propia 
Convención, relativo al "ejercicio efectivo de la democracia representativa”, que se traduce, 
entre otras cosas, en la elección popular de los órganos de creación jurídica, el respeto a la 
perticipación de las minorías y lo ordenación al bien común”, 


43. El Juez Cangado Trindade observó en su opinión concurrente en al Caso Almonacid 
lo siguiente; 


Cabe, de inicio, recordar que las verdederas leyes no pueden ser erbitrarias, no tienen nombre y 
apellido de los que se consideran estar por «encirra de elles. Cuentan con un cierto grado de 
ebsuacción, inevitable en la operación del Derecho, Encierran principios, que las informan y las 
contorman, y les dan vida propia, siendo aprehenddos por ls razón humana, la recta ratío. Dan 
expresión a valores, que se muestran sermpra presentes. Como se señaló en un cólebes estudo 
sobre la interpretación de las leyes, “las leyes permanecen idénticas a sí mismas, mientras por 
debajo de ellas fiuyo el curso siempre nuevo de la historia y de la vida”. 


44, El Juez Cangedo Trinidade evocó al filósofo del derecho Gustav Radbruch quien 
afirmó que “los tres valores que todo el derecho debe servir son la justicia, el bien común y la 
seguridad juridica. Sin embargo, hay 'loyes' que se muestran tan nocivas pera el bien común, tan 
inustas, que se muestran desproveídas del carácter de 'jurídicas'. Radbruch agregó: “También hay 
principios fundamentales del derecho que son más fuertes que todo y que cualquier precepto jurídico 
positivo, de tal modo que toda ley que los viole no podrá dejar de ser privada de velidez"?*. La fórmula 
de Radbruch sostiene que, cuando la disposición legal es incompatible con los requisitos de la 
justicia en un grado intolerable, o cuando dicha disposición legal fue concebida de manera tal que 
delberadamente niega la igualdad, que es el meollo de toda disposición legal, debe ser desconocida 
por el juez, a favor del principio de justicia”. : 


45. En Alemonia, tras la derrota de la dictadura nazi, se planteó el problema de cómo 
hecer frente a las leyes y decisiones legales del Tercer Reich. La “fórmula de Radbruch” ofrecía una 
solución elegante aunque controvertida del conflicto entre el derecho positivo y la justicia y permitió 
que los tribunales alemanes de posguerra derogoran leyes nazis. La fórmula de Radbruch fue 
invocada más recientemente por los tribuneles de la Alemanio unificada, que condenaron por 


Piold., párr. 184, 

*Corie 1.O.M., La exprosión “leyes” en el Articulo 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Cpinión 
Consultiva OC-6/85 de 9 de mayo de 1985, Serie A No. 6, párr. 38. 

ios, per. 32. 

PCone 1.0,H., Caso Almoneció Arellano y otros Vs. Chile. Sentencia de 25 de septiembre de 2008, Serio C No, 154, Opinión 
Concurrerte del Juez Cargado Trindade. pág. 2. 

"s., pág. 3. 

"Wer: Corte 1,D.M., Caso Almonecid Arellano y otros Vs. Cíile. Sentencia de 26 de septiembre de 2008, Serie C No. 154, 
Opinión Concurrame del Juez Cangedo Trindade, páz. 3, mando G, Redbruch, Fin! Minuten Rechiasphiosophis, publicado 
por pérer» vez corno circular dirigión a los estudiantes de la Jniversded de Heidelberg on 1945. 
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homicidio a los antiguos guardias fronterizos de Alemania Oriental que pretendían haber actuado de 
acuerdo con las leyes que ordenaban disparar a matar vigentes a la sazón en Alemania Oriental?”. 


46. Muchos países de América Latina enfrentan un dilema similar de determinar qué 
valor legal atribuir « las leyes y decisiones legales emanadas de anteriores dictaduras militeres. 
Aunque la Ley de Caducidad es presentada por el Estado como no siendo una suto amnistía, sino 
producto de la transición y la reconciliación, dado que fue aprobada por el gobierno democrático y 
no por la dictadura militar, y luego fue confirmada en un referéndum, queda claro a partir de la 
historia de la aprobación de esta ley que constituía parte integral de la transacción política negociada 
entre militares y civiles para facilitar ol retomo del Uruguay a la democracia representativa”, 


47. Como lo determinó la Corte Interamericana 


son inodmisities los disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el 
onablecimiorto de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y 
sanción de los responsables de las viclaciones graves de los derechos humaros teles como la 
tortura, las ejecuciones extrajudiciales, sumarios extralogales o arbitrarias y las desapariciónes 
formadas, todes ellas prohibidas por contravenir derechos inderogebles reconocidos por el 
Derecho Iinterracionel de los Derechos Humanos *. 


48. Enel presento caso, el Poder Ejecutivo, aprovechando la oportunidad de expresar la 
opinión política requerida por el Artículo 3 de la Ley de Caducidad, determinó que el Caso Gelman, 
por haber ocurrido fuera de Uruguay, no estaba comprendido en la ley de amnistía, permitiendo que 
evanzara el proceso legal, Sin embargo, la justicia, en lugar de así proceder, adoptó una opinión 
positivista de la situeción y procuró mantener la decisión más conservadora y polkticamente sesgada 
resultante de la negociación de una transacción política, lo que determinó que el Estado otorgara 
impunidad a los miitares por esos delitos. En consecuencia, la justicia, al no conceder a los 
peticionarios de este caso sus derechos al debido proceso y el acceso a la justicia, generó las 
violaciones de las que ahora se responsebiliza al Estado uruguayo. 


3. La Ley de Caducidad 
49. La Ley 15.848, o Ley de Caducidad, dispone lo siguiente: 


Artículo 1.- Recondcese que, como consecuencia de la lógica de los hechos originados por el 
acuerdo celebrado entre pardos políticos y las Fuerzas Armadas en agcsio de 1984 y a 
efecto de concluir la transición hacia la plena vigencia del orden constitucional, ha caducado el 
ejercicio de la pretensón puntiva del Estado respecto de los delitos cometidos hasta el 1* de 
rrarzo de 1985 por funcionarios militares y policiales, equiperados y asimilados por móviles 
pelllices o en ocasión del cumplimiento de sus funciones y an ocasión de nscienes ardenadas 
por los mandos que actuaron durante el periodo de facto. 


Anícado 2. Lo dispuesto en el artículo amerior no comprende: 


a) Las ceusas en les que, a la fecha de promulgación de esta ley, exista auto de 
procesamiento; 


b) Los celiros que se hubieren cometido con el propósito de lograr, para su eutor o pera 
IN 16FCOLO, uN provecho económico; 


ver relerascia al caro del Tibural constitucional federal aiermbn en: Corta EDM, Strelerz. Kassier y Krenz e. Alemania, 
Sentencia de 22 de marzo de 2001. 

Con posterioridad a la edopción del informe de fondo el Esiado informó sobre la realización de un plebiscito pera la 
anulación al cual le CIDH se referirá bnfro. 

WCorte 1.D.H., Coro Barrios Altos Vs. Perú. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75, párr. 41. 
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Artículo 3. A los efectos previstos en los artículos anteriores, el Juez imerviriente en las 
denwncies correspondientes, requerirá el Poder Ejecutivo que informe, dentro del plazo 
perentorio de treinta días de recibida la comunicación, si el hecho investigado lo considera 
comprendido o ro en el artículo 1* de la presente ley. 


Si el Poder Ejecutivo as! lo comunicare, el Juez Gspondrá la clausura y el archivo de los 
antecedentes. Si en cambio, no contestara o informa que no se halla comprendido dispondrá 
contiruar la indagatoria. i 


Dosde la focha de promulgación de osta ley hasta que el Juez rocha la comunicación del 
Poder Ejecutivo quedan suspendidas todas las diligencias presumariales en los procedimientos 
mencionados en el inciso primero de este artículo. 


Artículo 4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos precedentes el Juez de la cousa 
remitirá al Poder Ejecutivo testimonios de les denuncias presentadas hasta le fecha de 
promulgación de la presente ley referentes a actuaciones relativas a personas presuntamente 
detenidas en operaciones miltares o policiales y desaparecidas así como de menores 
presuntemente secuestrados en similares condiciones, 


El Poder Ejecutivo Sispondrá de inmediato las investigaciones destinadas al esclarecimiento de 
estos hechos. 


El Poder Ejecutivo dentro del plazo de ciento veinte días a conter de la comunicación judicial 
de la denuncia dará cuenta a los denunciantes del resultado de estas investigaciones y pondrá 


en su conocimiento le información recabada”, 


B. 


Consideración de los hechos 


50. No existe cuestionamiento entre las partes en cuanto al establecimiento de los 
hechos siguientes en el presente caso; 


La ciudadana argentina, MARÍA CLAUDIA GARCÍA IRURETAGOYENA o IRURETA 
GOYENA CASINELLI (C.!. 7.808.422) fue víctima de desaparición forzada. Fue 
detenida al amanecer del 24 de agosto de 1976 con su esposo, Marcelo Arial 
Gelman, (que también estuvo desaparecido y cuyos restos fueron posteriormente 
ubicados en Argentinal, en su residencia de Buenos Aires y transferida al centro 
de detención clandestino conocido como AUTOMOTORES ORLETTI. 


Pese a que María Cleudia no era militante política en relación con Uruguay, fue 
vasladada a este país la segunda semana de octubre de 1976, en avanzado 
estado de gravidez, y alojada en la sede del Sorvicio de Información de Defensa 
(SID), ubicedo an Boulevard Artigas esquina Palmar. 


Fue mantenida en la sede del SID, separada de los demás detenidos, en el piso 
principal del edificio. 

A, fines de octubre o comienzos de noviembre, fue retirada del centro clandestino 
y trasladede al Hospital Militar para el parto, donde dio a luz-a una niña. 


Tras el parto, fue devuelta con su hija al SID, donde siguió separada de los 
demés detenidos. 


"Lay N* 15.848 o Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, aprobada por el Parlamento uruguayo el 22 de 
diciembre de 1986. Anexo E de la petición de los sobeitames de A de mayo de 2006, en apéndica 3. 


243-C.S. 


244-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


vi) A fines de diciembre de 1976, fue retirada del SID, junto con su hija, la que le 
fue sustraída para ser entregada a un funcionario policial, quien la inscribió como 
su hija legítima. 


vii) Tras quitarle a la hija, una de las versiones — confirmada por fuentes militares — 
sostiene que María Claudia García lureta Goyena Casinelli fue trasladada a una 
base militor, donde tue ejecutada y donde fueron enterrados sus restos. 


viii) Otra versión, también de fuentes militares consideradas implicadas en la 
operación, afirma que, tras quitarle a su hija, la madre fue entregada a las 
fuerzas de seguridad argentinas de AUTOMOTORES ORLETTI, que se trasladaron 
a Montevideo para transportarla e le Argentina en lancha, desde el puerto de 
Carmelo, habiándole dado muerte en el país vecino. 


51. En cuanto a lo acontencido con María Macarena, tal como se consignara en el 
informe de Fondo N* 32/08*, el 14 de enero de 1977, la hija de meses de María Claudia y Mercelo 
Gelman fue colocada en una cesta y dejada en la puerta de la casa de la familia de Ángel Teuriño, 
un policia, en el barrio montevideano de Punta Carretas. En la cesta había una nota que decía que la 
niña había nacido el 1 de noviembre de 1976, pero que la madre no podía ocuparse de ela. Angol 
Tauriño y su esposa, que no tenían hijos, recogieron la cesta y registraron a la niña como su propia 
hijo, y lo bautizeron como María Macarena Taurino Vivian?”. Veintitrés años después, en febrero del 
año 2000, cuatro meses después de la muerta del hombra que la había criado, Juan Gelman, el 
abuelo paterno de ella, se puso en contacto con Esmeralda Vivian, la viuda del señor Angel Tauriño - 
contacto que fue facilitado por Monseñor Pablo Qubabaro: quien entonces adrritió que Maria 
Macarena no era su hija biológica??. 


52. El 31 de marzo de 2000, Juen Gelman y su esposa se reuneron por primera vez con 
María Macarena, quien entonces se enteró de los hechos que rodearon a sus padres biológicos. Sin 
rechazar a la familia que la crió, María Macarena acordó sometarse a uns prueba de ADN, la cual 
arrojó uns identificación positiva de que era nieta de Juan Gelman [99,998%). En consecuencia, 
pidió la anulación judicial de su partida de nacimiento y la expedición de una nueva partida en que 
figurara como hija legítima de Marcelo Ariel Gelman y María Claudia García de Gelman. Maria 
Mecarena procura conocer lo verdod referente a los últimos días de le vida de su madre y los 
primeros días de su propia vida”.- 


53, — En cuanto a las investigaciones realizades con motivo de los hechos, la Comisión 
tuvo en consideración, en su Informe de Fondo N* 32/08”, que una serie de acciones fueron 
iniciadas en Argentina, pero no fue sino hasta 2002 que el caso fue denunciado en Uruguay”. En 
efecto, el 19 de junio de 2002, Juan Gelmen inició en Montevideo una acción penal denunciando la 
detención y desaparición y, luego, el asesinato, perpetrados contra María Claudia García de Gelman, 


Ver: CIDH, Informe de Fondo N* 32/08, supra nota 1, párr, 138 en referencia a pde, 17. 

VVer: Certificado de Bevtismo de Mería Macerene Tauriño Vivien expedido el 17 de ciciembre de 1999, Anexo O de la 
petición de los solbichantes de 8 de mayo de 2008, en apéndico 3. * 

Wver. Jurgado Letrado de Familia de 17* Tumo, Tauriño Vivian Maria Macarena c Vivian Esmeraldas — Gelman Burlerson 
Juan, Schuberott Berto García inyretagoyena Juan A., Acciones de Estado Civil, Sentencia de 8 de marzo de 200£. Anexo 
13 de la perción de los solcemes de U de mayo de 2006, en apéndice 3. 

Ver: Tostimonio escrito de Mería Mecsreno Gelman García de 3 de meyo de 2006, Anexo 7 de la petición de los 
sobcitantes de 8 de mayo de 2008, en apéndica 3. 

Ver: CIDH, informe de Fondo N* 32/08, supra rota 1, pásr, 78 on referencia a páere 23 y 24, Los pérralos 21 y 22 también 
han sudo incluidos en esta sección para una mejor comprensión de los párrafos de referencia. 

ME) secuesto y la detención ñegal de Mara Cisucdía, su esposo Marcelo Añel Gelman y su cuñada, Mara E. Cassisal: de 
Gercia Inuremagoyena, fueron denunciados por María Teresa Leura Morekra el 25 de agosto de 1976 a la Policía argentina, 
luego por Juen Antorio Garcia Iruretagoyene, padre de María Claude, el 12 de sepúembre de 1977 arto el Juzgede de 
instrucción, y por Nora Eva Gaiman SchubasoH ¡cuñada de Maria Cleudia que también fos dnenida en Automotores Oriettil el 
20 de mayo de 1987 arte el Juzgado de Instrucción, 
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así como el despojo de su hija y la supresión de su estatuto civi, arte el Juzgado Letrado en lo 
Penal de Cuarto Tumo”. 


54. — El 13 de diciembre de 2002, el caso fue oficialmente iniciado para recibir pruebas. 
El fises procuró cerrar las actuaciones debido a la aplicabilidad, a su juicio, de la Ley de Armnistía 
uruguaya”. El Juez no accedió al pedido del fiscal dado que, conforme al artículo 3% de la Ley N* 
15.848, sólo el Ejecutivo podía decidir el cierre en esos casos, como resultado de lo cual, le 
cuestión fue remitida al Presidente Jorge Batlle para determinar si los hechos estaban comprendidos 
en la Ley de Amnistía o no”, En noviembre de 2003, el Poder Ejecutivo informó a la Corte que se 
aplicaba la Loy de Amnistia” y el 2 de diciembre de 2003, la Corte archivó el caso. Juan Gelman 
interpuso una acción para que se declarara inconstitucional el archivo del caso, entre Otras cosas, 
por haberse violado el principio de separación de poderes, pero la Suprema Corte, en sentencia del 
15 de noviembre de 2004, rechazó la acción”. 


55, El 10 de junio de 2005, Juan Gelman procuró que se reabriera la investigación, para 
lo cual imerpuso un pedido de reactivación del caso ante el Juez Letrado de Primera Instancie en lo 
Penal d2 Segundo Turno, en Montevideo, en base a nuevas pruebas, que consistían en tras artículos 
periodísticos en que se relataba el asesinato de María Claudia y de otras personas que hablan 
“desaparecido” durante le dictadura”. El tribunal una vez más pidió al Poder Ejecutivo que decidiera 
si los hechos estaban comprendidos en la Ley de Armistía y, por nota fechada el 23 de junio de 
2005, la nueva administración del Presidente Tabará Vázquez informó a la Corte que no estaban 
comprendidos por la Ley de Amnistía. Ejecutivo explicó que tres situaciones especificas habían 
sido excluidas del ámbito de la Ley de Amnistia: 1) los delitos cometidos con fines de lucro 
económico del autor o de terceros, 2) los delitos cometidos por civiles o por militares o policias de 
alto rango, durante la dictadura establecida entre el 27 de junio de 1973 y el 1 de marzo de 1985; y 
3) los delitos cometidos fuera del territorio nacional”, En consecuencia, se reabrió la investigación. 


56. El 8 de agosto de 2005, el fiscal volvió a pedir que se archivar lo investigación 
porque, a su juicio, el ceso estaba comprendido en la Ley de Amnistía, y argumemdó que la anterior 
decisión de archivar la investigación era cosa juzgada”, El juez consideró que la Ley de Amnistía no 
comprendía los delitos alegados, sino que establecía un procedimiento su/ generis que otorgaba al 
Ejecutivo la facultad de autorizar o no el proceso judicial. Como el Ejecutivo habíe tomado una 
decisión de proceder con este caso, ese acto permitía que la justicia continuara con la investigación. 
El Ministerio Público apeló y el Tribunal de Apelaciones, por sentencia de 19 de octubre de 2005, 
revocó el dictamen impugnado y determinó que se archivara el caso. El fundamento de la decisión 


Ver. Escrito de denuncia presentedo el 19 de julo de 2002 ame el Juzpado Lerrado en lo Penal de Turno. Anexo 14 de la 
petición de los sobcitentes de E de meyo de 2006, es apéndice 3. 

Ver: Solcitud de cipusura de actueciones del Ministerio Público, 1 de sepúembre de 2003. Anexo 15 de la petición de los 
acúcisarmos de 8 de mayo de 2008, en epúndico 3. 

Wer: Pesolación del Jugado Letrado de Primota instancia de Segundo Turno, 15 de octubre de 2003. Anexo 16 de la 
piiición de los soñerantes de E de mayo de 2006, en apéndice 3 y Ley N" 15.848 o Ley de Caducidad de la Prerensión 
Punitiva del Estado, aprobada por el Parlamento uruguayo el 22 de diciembre de 1986. Anexo E de la petición de los 
soliciharnes de 8 de mayo de 2006, en spéndica 3. 

"Wer: Olicio del Poder Ejecutivo de 28 de noviembia de 2003, Resspuesta el requerimiento del Juzgado de Primera instancia 
en lo Panal de 2* Turno. Anexo 17 de la petición de los soficitarmes de 8 de mayo de 2008, en apéndice 3, 

"Ver: Suprema Corto de Justicia, Sertenca No. 332, 15 de noviembre de 2004. Anexo 20 de la petición de los solicitentes 
de E de mayo de 70086, en apándica 3. 

“Ver: Solicitud de desarchivo de las actuaciones y prosacución de la instancia premumerial al Juzgado Letrado en lo Panal de 
2" Tumo, "González José Luis en represemación de Juan Gelman”. Anexo 21 de la petición de los soberanas de Y da mayo 
de 2006, en apéndice 3 

“Wer: Nota del Poder Ejecutivo al Prosidante de la Corte Supreme de Justicia de la República Oriental del Uruguay. 23 de 
junio de 2005. Anexo 25 de la petición de los solicitantes de E de mayo de 2006, en apéndica 3. , 

“Los paticionarios alegaron ante la Comisión. que el Fiscal, Enrique Máller Mérdez, fue el mismo que solicitó la clausura de la 
investigación en septiembre de 2003. 
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del Tribunal de Apelaciones era esencialmente un desistimiento de la facultad de procesar**. El 
abogado de Juan Gelman fue novificado personalmente de la decisión del Tribunal de Apelaciones el 
9 de noviembre de 2005*%, 


57. En suma, la investigación penal fue reablerta en 2005 y al Poder Ejecutivo, bajo la 
Presidencia del Dr. Tabaré Vázquez, autorizó la reapertura del caso. Sin embargo, la investigación se 
vio truncada por intervención del Ministerio Público, que procuró archivar el caso. La decisión de 
archivar el caso, tomada por el Tribunal de Apelaciones el 19 de octubre de 2005, formalmema dio 
por terminado ol proceso judicial interno sobre la materia. En cuanto a la decisión del Tribural de 
Apelaciones, los abogados del señor Gelman no tuvieron scceso pare impugnarla o procurar su 
modificación**, 


vil. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
A. Consideraciones generales sobre la desaparición forzada de personas 


58. Al determinar las obligaciones del Estado a este respecto, la Corte imteramericane 
declaró que 


ILja desaparición forzade o involuntaria constituye una de les más graves y crueles violaciones 
de los derechos humanos, pues no sólo produce una priveción arbitraria de la libertad sino 
que pone en peligro la integédad personal, la seguridad y la propia vida del devenido. Además, 
le coloca en un estado de completa indefensión, acarreando otros delitos corexos. De ahí la 
imporiancia de que el Estaco tome todas las medicas necesarñas para evitar dichos hechos, 
los investigue y sancione a bs responsables y además informo a los familiares el peradaro del 
desaparecido y los indemnice en su caso”, 


59. Se considera que la desaparición forzada de personas es continuada o permanente 
en tante no se determine el paradero o el destino de la víctima, Las características de esta delito 
colocan al Estado on violación continuada de sus obligaciones internacionales, pues tiene una 
obligación permanente de investigar los hechos para identificar y sancionar a los responsables de la 
detención y desaparición que ocurrió en su jurisdicción”, El hecho denunciado en el caso presente 
comenzó en 1976, sin embargo, la naturaleza jurídica del delito cometido -desaparición forzada— 


“El Tribunal de Apelaciones determinó que la fiscalía, que esté obúgeda a lleve: adelante el procesc, no consideró que 
estuvieran prosentes los requisitos previca pera ello, La instrucción sólo sirve pare feciliter el euto de procesamiento de la 
fiscalía, Si el fiscal opina que no existen fundarmertos para el procesarniento, el Juez está obligado por sste decisión y no 
puede instruir el proceso por sí solo. Ver: Tribunal Penal de Apelaciones, Sentencia No, 768 de 19 c+ cotubre de 2005. 
Anexo 26 de la petición de los solicitantes de 8 de mayo de 2006, en apéndica 3. 

“Wer: Acta de notificación No. 934 del Juzgado Penal 2* Turno a José Luis González, Y de noviembre de 2005. Anexa 77 de 
le petición de los solicitemes de E de mey> de 2006, en apéndice 3. ¿ 

“De acuerds e lo información rerritida por el Estado a le Comisión con posserioridad a la emisión del informe de Fondo N* 
32/08 mediante nota de 24 de octubre de 2008, el Señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Segundo Turno 
resolvió autorizar, en agosto de 2008, la risportura de la causa, la cual se encontrabe en lase presomarial. El Estedo sostuvo 
que continuaba levando a cabo la investigación encaminada a determinar la responsabilidad de los sutores de los hochos y le 
ubicación de los restos de la víctima, y que no había habido obstáculos a la inmvertigación debido a la Ley de Caducidad. Por 
ctra pare, en octubre de 2005 se realró an plebisczo para la aruiación de a Ley de Caducidad el cual no alcanzó la mavoría 
recesería pers dcha enuleción. El Estado sostuvo que se encuenta “sin la posiblidad juridica y práctica de der ejecución a 
cabelidad” e la recomendación de la CID4 sobre dejar sin efecto la Loy de Coducided. Lo anterior, a pesar de que en el 
mismo informe refiere a uns decisión de la Corte Suprema do Justicia (causo Sabalsagarey) mediante le cual se estableció 
expresamente que “el recharo de la dermgación por parte de la ciudadanía no extiende su eficacia al puerto de otorgar 
cobernura de coretituciónalidad” y por lo tarto, se entiende que el poder Legislativo sigue teniendo la lacultad de mmlar la 
Loy de Caducidad. En ese sentido, caba arorar que la CIDH emiende. como lo hiciera respecto del plasiscito anterior de 
1909, que éste ro impide y no debería estar interpretado un el sentido de impedir, los otros mecerismos que el Estado podía 
aplicar pera dejer sin efocro la Ley de Ceducidad. Al respecto ver CIDH, informe sobre la Shueción de los Derechos 
Humanos en Ursguay, suprs nota E, Apérdico 6. 

“Cone 1D H.. Caso Blake Vs. Guatemala. Sentencia de 24 de ensro de 1998. Sera C No. 36, párr. 68. 
A 28/59, Caso No. 11.123 José Carlos Trujillo Orcra (Bolivia), Y de marzo de 1999, párr. 
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creó una situación que se perpetús en el tiempo. Las consecuencias de este situación continúan 
hasta el presente y persisten como un todo indivisible, porque son actos o hechos continuados 
cuyos efectos persisten en el tiempo, mucho más allá de la techa en que se produjeron, Estos 
hechos constituyen una “situación continuada” que puede caracterizarse como una “violación 


continuada” que entra en el ámbito temporal de la Convención Americena””, 


60. La Corte Interamericana ha subrayado que el fenómeno de las desapariciones es una 
forma compleja de violación de los derechos humanos que debe ser entendida y enfrentada en forma 
integral". La jurisprudencia del sistema interamericano ha afirmado sistemáticamente que la 
desaperición forzada de personas constituye una violación múltiple y continuada de una serie de 
derechos protegidos por la Convención. La desaparición forzada también revela un desprecio por el 
o tal de garantizar los derechos reconocidos por la 
Convención", 


B. El Estedo violó el derecho al debido proceso y a la protección judicial de María 
Claudis García de Gelman y su familia 


61. La Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone: 


Artículo 1.1. Los Estados partes en esta Convención se comprometan a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su líbre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 


[...) 


Articulo 2. Si en el ejercicio de los derechos y llbertedes mencionados en el artículo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legisiarivas o de otro carácter, los Estados partes 
se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, les medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 


[...) 


Anículo 8.1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con les debides garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido 
con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 
ella, o para la dererminación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 


Artículo 25.1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencilio y rápido o + cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra sctos que 
violen sus derechos fundamentales reconocidos por le Constitución, la ley o la presente 
Convención, sun cuando tal violación ses cometida por personas que actúen en ejercicio de 
sus funciones oficiales. 


62. Los Estados partes de la Convención Americana están obligados a respetar y 
garantizar todos los derechos y libertades en elo consegrados con respecto a las personas bajo su 
jurisdicción. El Artículo 1 de la Convención Americans obliga a los Estados partes a comprometerse 


"ibid... párr. 27. 
"Ver: Cora 1.DH., Caso Velésquer Rodríguez Vs. Hondwas Sentencia de 29 de julio de 1888. Sara C No. 4, párr. 180 
"Wer: Cone 1.0.4.. Caso Blake Vs. Guetemals. Sentencia de 24 de enero de 1298. Señe C No, 36, párr. 65, 
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a resp ttar los derechos y libertades en elia reconocidos y a “garantizar su libre y pleno ejercicio a 
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción”. El Artículo 2 de la Convención establece la 
obligación de los Estedos partes de adoptar “las medidas 'legislativas o de otro carácter que fueren 
necesdrias” para hacer efectivos los derechos y llbertades consagrados en dicho instrumento. De 
manera que procede examinar la compatibilidad de la legislación interna de los Estados partes con 
los derechos consagrados en la Convención Americana. 


63. En su sentencia piloto de 14 de marzo de 2001 en el caso Barrios Altos, la Corte 
interarnericana declaró que las leyes de armistís peruanas carecían de efecto legal", El 
razonamiento de la Corte en Barrios Altos se aplica con igual fuerza a los hechos establecidos en el 
preservte caso, en los términos siguientes: 


42. La Corte [...] considera que las leyes de armistía adoptadas por el Perú impidieron 
que los fornillares de las víctimas y les víctimes sobrevivientes en el presente caso fueran 
odas por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención; violaron el 
dieecho a la protección judicial sonsagrido en el artículo 25 de la Convención; impidieron la 
irvestigación, persacución, captura, enjuiciarrieno y sanción de los responsables de los 
hechos ocuridos en Barrios Altos, incumpliendo el artículo 1.1 de la Convención, y 
Obstruyeron el esclarecimiento de los hechos del caso. Finalmente, la adopción de las yes 
de auto amnistía incompetiblez con le Convención incumplió la obigación de adecuar el 
deresho interno consagrada en el artículo 2 de la rrisma. Ñ 

43 La Corte estima necesarño enfatizar que, a lo lu de los obligaciones generales 
consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, los Estados Pares tienen el 
deber de tomar los providencias de toda Índole para que nadie ses sustraldo de le protección 
hudcial y del ejercicio del derecho a un recurso sencifo y eficaz,. en los términos de los 
antículos 3 y 25 de la Convención. Es por elo que los Estados Partes en la Convención que 
adoptan leyes que tengan este efecto, como lo son las leyes de auto armistla, incurran an una 
violación de los artículos 8 y 25 en concordancia con los articulos 1(1) y 2 de la Convención. 
Las layos de auto amnistía conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación de la 
irmpunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la letra y el espiritu de la 
Convención Americana. Este tipo de loyos impido la ¡contificación de los individuos 
responsables de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza lo investigación y el 
acceso a la justicia e impide a las víctimas y o sus farrilores conocer lo verdad y recsbir la 
reparación correspondiente. 


44 Como consecuencia de la manifiesta incorrpatibiidac entre las leyes de auto armistía 
y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las mencionadas leyes carecen de 
etecios jurídicos y no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los 
hechos que constituyen este caso ri para la igentificación y el castigo de los responsables, ni 
puedan tener igual o similar impacto respecto de otros casos de violación de los derechos 
consagrados en la Convención Americana acontecidos en el Perú, 


64. La Corte Interamericana, en su sentencia de 26 de septiembre de 2006 en el Caso 
Almonsc/i que se retería a la compatibilidad de la ley de amnistía chilena con la Convención 
Americána, sostuvo que la ley era incompatible con les obligaciones del Estado asumidas al ratificar 
la Convención y, además, declaró cue el asesineto del señor Almonacid es un “delito de lesa 
humanidad”**, Para el 19 de octubre de 2005, cuando la Corte de Apelaciones confirmó la 
aplicación de la Loy N* 15.848, la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado en el 


"Ver: Cone 1D,M., Caso Barrios Alros Ve, Pero Samoncia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75, per. 44. 

2 DÍS.. pÚrTE. 47-44, 

*Cone 1D.H.. Caso Almoneció Arellano y otros. demencia de 26 de sepiemtbre de 2006. Serie C No. 154, párre. 90 y £8. 
La Coria denmeminó que en 1973, cuendo el señor Almonacid maró, la comisión de delitos contra le bamanidad, inchyido el 
homicidio. estabe en violoción de une norma viaculente del derecho internscionel. En el presente coso, la presunta muerte $0 
A Ver tarmbiée: Cono 1.0,H.. Caso Goibur) y otros. Semencia do 22 de septiembre de 
2006. Señor C Mo. 183. 
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presente ceso Uruguay ya ero Estado parte del Estatuto de Roma (fecha de ratificación: 28 de junio 
de 2002). El Estatuto de Roma en el artículo 7 incluye dentro de la definición de “crimenes contra 
la humanidad” tanto “asesinato” como “desaparición torzada de personas”. 


65. La Corte subrayó la importancia del papel del Estatuto del Tribuna! Militar 
internacional de Nuremberg. el cual fue anexado al Acuerdo de Londres, en e! establecimiento de los 
elementos que caracterizan un delito como “de lesa humanidad”* como, el asesinato, cometido en el 
contexto de ataques generalizados o sistemáticos contra civiles**, En 1976, Uruguay estaba regido 
por un gobierno militar, había unos 6.000 presas políticos y más de 100 personas habían 
"desaparecido”, habían sido asesinadas o eliminadas de alguna otra manera. En consecuencia, 
aplicando el razonamiento de la Corte en el Caso Almonacid, existen pruebas suficientes para 
afirmar razonablemente que la muerte ce María Claudia García de Gelman a manos de agentes del 
Estado que la tenía bajo custodia en el contexto de una política estatal que apuntaba a sectores de 
la población civil era un delito de leso humanidad. Un único acto ilegal cometido demro de ese 
comexto comporta responsabilidad penal individual y no es necesario que el autor cometa 
numerosos delitos para que se le considere responsable”. Además, la Corte subrayó que los 
principios de derecho internacional de la Comisión de Derecho Internacional de la ONU, reconocidos 
por el ho del Tribunal de Nuremberg, clasificaren el homicidio como delito de lesa humanidad 
en 19 A 


66. Estos referentes establecidos por la Corte llevaron a la Comisión a la conclusión de 
que, en 1976 o 1977, cuando Maria Claudia García de Gelman fue presumiblemente asesinada 
durante su detención, su muerte era parte de un ataque generalizado o sistemático contra ciertos 
sectores de la población civil y violatoria de uma norma vinculante del derecho internacional. La 
prohibición de la comisión de delitos de lesa humanidad afirmó la Corte en el Coso Almonacid. es 
una noma de lus cogens y el castigo de dichos delites es obligatorio, de acuerdo con los principios 
generales del derecho internacional”. 


67. Como sostuvo la Corte interamericana en el Coso Almonacid, 


dado que el individuo y toda la Humanidad son víctimas de todos” los crimenes de 
humanidad, la Asamblea General de las Naciones Unidas sostiene desde 1946 que los 
responsables de la comisión de tales delitos deben ser sancionados. La obligación de 
sancionar a quienes perpetran ciertos crimenes internacionales, entre los que se incluyen los 
delitos de lesa human:cad -deciaró la Corio- deriva del deber de protección consagrado en el 
Artículo 111) de la Converción Americana”. 


68. El “deber de protección” exige que los Estados partes “organicen todo el sistema de 
gobierna y, en general, todos los organismos a través de los cuales se ejerce el poder del Estado, de 
manera tal de proteger legalmente el pleno y libre ejercicio de los derechos humanos”*', La Corte 


"Articulo 6. El Tribunal establecido por el acuemdo referido en el Artículo 1 al presente pers el juicio y castigo de importantes 
crimenes de guera de los palses del Eje Europeos tendrá facultades para juzgar a las persones que, actuando en interós de 
dleros pesos, sea como pertaulares 9 como miembros de organizaciones, hayan cometido los delitos siguientes: (...) €l 
CRIMENES DE LESA HUMANIDAD: a saber, asesinato, exterminio, esclavitud, deporieción y oyes ecics inbumenos 
cometidos coma cusiquier población civil, emos o Curante la guerre; o le persecución por motivos polkicos, rec ales o 
religiosos, en ejecución o er relación con cuslquier delito dentro de la juriscioción del Tribunal, ses o ro vialetorio de la 
legisisción irtema del país en que ses cometido. 

"Yer: Cone 1.0,H., Caso Almonacid Arellano y eros. Semencia de 26 de septiembre de 2006. Sera C No. 154, párr. 95. 

* ía, plrr. 96. Ver también: Tiibural internacional para la ax Yupesievía, Caso del Fiscal e. Dudto Tadíc. (T-94-1-T. Opinión 
y Sensende, 7 de meyo de 1997, párr. 649, 

"Ver. ONU, Principios del Desecho Internacional resonccióna por sl Estaruto del Tribunel de Nererriberg. eprebedos per la 
Comisión de Derecho internacional de las Naciones Unidas, 

"Ver Cono 1,D,H., Coso Almonacid Arellano y ctros. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Seria C No. 154, párr. 99. 
Ver tambián artículo 53 de la Convención de Viena sobee el Derecha de los Tratados y el articulo 25 del Estate de Roma 
secono LO.M., Caso Almonació Arellano y cmvos. Sertencia de 26 de septiembre de 2008. Sería C Mo. 154, párr. 110. 
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Interamericana subreyó que los Estados no pueden incumplir su deber de investigar, identificar y 
sancionar a los responsables de delitos de lesa humanidad y que “la investigación debe ser realizada 
recurrien do a todos los medios legales disponibles y debe centrarse en la determinación de la verdad 
y en la investigación, procesamiento, arresto, juicio y condena de los responsables de los hechos, 
como autores y como instigadores, especialmente cuando estén o puedan estar involucrados en 
esos hechos agentes del Estado*. En consecuencia, el Estado no puede “eludir su deber de 
investigar, identificar y sancionar a los responsables de delitos de lesa humanidad mediante la 


aplicació n de leyes de amnistia"*, 


69. La Comisión estableció que el delito cometido contra María Claudia García de Gelman 
es un crimen de lesa humanidad y que estos delitos no pueden ser pasibles de amnistía. La Corte ha 
declarado que, de acuerdo con el Artículo 2 de la Convención Americana, el Estado debe adoptar las 
medidas siguientes: 1) anular las leyes y prácticas que puedan implicar la violación de los derechos 
protegidos por la Convención o 2) aprobar leyes y elaborar prácticas tendientes a lograr la 
observancia efectiva de tales garantías”, 


70. La Comisión considera que la ley de amnistía uruguaya ha impedido que los 
familiares de la víctima fueran oídos por un jusz. como lo dispone el artículo 8.1 de la Corwención: 
la ley violó el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención; impidió 
la investigación, captura, procesamiento y condena de los responsables de los hechos que padeció 
María Claudia García de Gelman, con lo que incumplió el Artículo 1.1 de la Convención, y obstruyó 
la aclaración de los hechos del caso, especificamente el destino y paradero de María Claudia. La 
aprobación de la ley de armnistis, Ley No. 15.848 de 22 de diciembre de 1986, después de la Fecha 
de ratificación de la Convención Americana por Uruguay, significó que el Estado no cumplió la 
obligación de adaptar la legislación interna como lo exige el Artículo 2 de la Convención, 


71. Además, la Comisión invoca su propia jurisprudencia, hebiendo decidido la misma 
cuestión ya en 1992. A esa altura, en el Informa 29/92, en ocho peticiones se alegaba que la ley de 
amnistía uruguaya negaba “su derecho a recurir a los tribunales como último recurso; . 
(negándo seles) una investigación imparcial exhaustiva de las violeciones de los derechos humanos 
que se produjeron durante el pasado Gobierno de facto.” La Comisión, reconociendo que la ley de 
amnistía eliminaba toda posibibidad judicial de una investigación seria e imparcial para establecer los 
delitos denunciados e identificar a autores, cómplices y accesorios, invocó su posición general sobre 
la materia, afirmando: 


umo de los pocos asuntos en que la Comisión no desea inhibirse de opinar en este motería, es el 
de la necesidad de esclarecer les violeciones a los derechos humanos perpetrados con 
anterioridad al establecimiento del régimen democrático. Toda sociedad tiene el irrenunciable 
derecho de conocer la verdad de lo ocurrido, así como las razones y circunstancias en las que 
eberentes delitos Segeron e cometerse, e fin de evitar que esos hechos vuelvan a ocurrir en el 
futuro, Además, los familiares de las vícimas tienen derecho a información sobre lo que le ocurrió 
se sus parientes. Tal acceso a la verdad supone no coartar la ¡ertad de expresión, la que claro 


interno de cada pels, o el otorgamiento de los medios necesarios para que sea el propio Poder 
Judicial el que pueda emprender las investigaciones que sean necesarias”. 


"bd. pén. 111. 
Pido, párr. 114, 
"la., pár. 118. 


“CIDH, intcwme 29/92, Cases 10,079, 10.036, 10.145, 10,305, 10,372, 10.373, 10,374 y 10.375 ¡Uruguayl, 2 de 
octubre de 1992, párr. Y, Gaponible en: Pto: www.cidh 088 orpenauatmo Zspan ruguey10 029. htm. Ver también: 
CIDH, infoerre Anual 1992-1993, informe 29/92. 

MCIDH, informe 29/92, Coros 10.029, 10.036, 10.145, 10.305, 10.372, 10.373, 10.374 y 10.375 (Uruguay). 2 de 
octubre de 1992,, párr. 37. Ver también: CIDH, informe Anyal1 985-1986, pág. 205. 
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72. Enel informe 29/92, le Comisión determinó una violación de los artículos 8.1, 25.1 
y 1.1 y recomendó al Estado uruguayo “la adopción de las medidas necesaries para esclarecer los 
hechos e individualizar a los responsables de las violaciones de derechos humanos ocurridas durante el 
período de facto.” El Estado ignoró las recomendaciones formuladas y 16 años más tarde, se 
presentó nuevamente le misme cuestión a consideración de la Comisión. 


73. Enel prosente caso, la Comisión considera que el Estado ha mantenido vigente la 
Ley N” 15.848 o Ley de Caducidad por 22 años, en violeción de las obligaciones dispuestas en la 
Convención Americana. El hecho de que la Ley de Caducidad no haya sido aplicada por la justicia 
uruguaya en varios casos es un avance significativo pero no basta para satisfacer los requisitos del 
artículo 2 de la Convención Americana”. El Estado no sólo no anuló la ley de amnistía ni la dejó sin 
efecto por ser incompatible con las obligaciones que le impone la Convención Americana, sino que 
tempoco ofreció un recurso que permitiera reanudar las actuaciones judiciales archivadas en virtud 
de dicha Ley de Caducidad. La decisión del 19 de octubra de 2005 del Tribunal de Apelaciones 
uruguayo, por la que se impidió la reanudación de la investigación en torno a la desaparición de 
María Claudia García de Gelman, debe supeditarse a un recurso judicial que permita la 
reconsideración de una decisión considerada cosa juzgado, cuando están en cuestión crimenes de 
lesa humanidad, Como decieró la Corte Interamericana en el Caso Almonacid, 


la observancia por los agentes o funcionarios del Estado de una ley que viola la Convención 
responsabiliza internacionalmente a dicho Estado, como se prevé en el derecho internacional 
de derechos humanos, en ol sentido de que todo Estado es intermacionalmente responsable 
por los actos y omisiones de cualquiera de sus poderes u órganos por le violación de derechos 
internacionalmente protegidos, de acuerdo con el Artículo 111) de la Convención Americana”, 


74. Ala he de las obligaciones generales establecidas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana, la Comisión considera que Uruguay incurrió en la violación de los artículos 8 
y 25 de la Convención, a partir del 19 de ebril de 1985, por no adoptar todas las medidas para 
asegurar que Juan Gelman y María Macarena Gelman no fueran privados de la protección judicial y 
del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y efectivo. Además, al permitir que la Ley de 
Caducidad está vigente por más de 22 años, Uruguay ha violado los artículos 8 y 25 en relación con 
los artículos 1.1 y 2 de la Convención, porque impidió la identificación de los responsables de esas 
violaciones de los derechos humanos y obstruyó la investigación y el acceso a la justicia que 
hubieran permitido que la víctima y sus familiares conocieran la verdad” y recibieran la reparación 
correspondiente. 


75. — Uruguay asumió nuevas obligaciones con respecto al debido proceso y la protección 
judicial de las víctimas, al depositar su instrumento de ratificación de la Convención Americana 
sobre Desaparición Forzada de Porsonas, ol 2 de abri de 1996, y de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, el 10 de noviembre de 1992. 


76. Los artículos !.b, Ill, IV y V de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas disponen: 


Artículo 1. Los Estados partes en asta Convención se comprometen a: 
L..) 


rd Caso Almonacid Arellano y otros. Sentencia de 25 de septiembre de 2006. Sarlo C No. 154, párr, 121. 

1 

M En su informe de Fondo N* 32/08. supra nota 1, la Comisión consideró que el derecho a la verdad de los tamiinens de les 
victimas debía considerarse al declararse la violeción de los artículos 8.1 y 25 de la Convención en releción con el enículo 1.1 
y no como una voleción del artículo 13 de le misma, según bebía sido slegado por los peticlonarios. Ver párs. 107-111, Cfr. 
Voto Rasonado del Comisionado Flcrentín Meléndez, El Derecho a La Verdad, Caso Juen Gelmen, Merío Cloudia Garcia de 
Gelman y Macía Macarena Gelman contra Un.guay. 
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b. Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los aytores, cómplicos y encubridores del defito 
de desaparición forzada de parsconas, así como la tentativa de comisión del mismo. 
(...] 


Artículo IM. Los Estados partes se compromeien a adoptar, con aregio a sus 
procedimiemos constitucionales, les medidas legisistivas que fueren neceserñas para tipificar 
como deñito la desaparición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga 
en cuenta su extrema gravedad. Dicho delito será considerado como continuado oO 
permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 


Los Estados panes podrán establecer clrcunsrancias atenuantes para los cue hubieren 
participado en petos que constituyan una desaparición forzada cuando contribuyan a la 
aparición con vida de la víctima o suminisiren miormaciones que permitan esclarecer la 
desaparición forzada de ura persona. 


Los hechos constitutivo: de la desaparición forzade de personas serán 
considerados delitos en cualquier Estado parte. En consecuencia, cada Estado parte adoptará 
las medidas pare establecer su jurisdicción sobre la cause en los siguientes casos: 


a. Cuando la desaparición forzada de personas o cualesquiera de sus hechos 
constitutivos hayan sido cometidos en el ámbito de su jurisdicción; 

b. Cuando el imputado saa nacional de ase Estado; 

C. Cuando la víctima ses nacional de ese Estado y 6ste lo considere apropiado. 


Todo Estodo parte tomará, además, las medicas nocesarias para establecer tu jurisdicción 
sobre el delito deserto en lo presente Convención cuendo el presunto delincuente se 
encuentre dentro de su territorio y no proceda a extreditario, 


Este Convención no faculta a un Estado parte para emprender en el territorio de otro Estado 
pare el ejercicio de ls juriscicción mi el desempeño de las funciones reservadas 
exclusivamente a las autoridades de la otra paste por su legislación interna, 


VA La desaparición torzada de personas no será considerada delito político para 
los efectos de extradición. 


La desaparición forzada se considerará incluida ertre los delitos que dan lugar a extradición an 
todo tratado de extradición colobrado entro Estados partes. 


Los Estados partes se compromeren a incluir el delito de desaparición forrada como 
susceptible de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 


Todo Estado pane cue subordine la extradición a la existencia de un tratado y reciba de otro 
Estado parte con al que no tiene tratado una solicitud de extradición podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición reterente al delito de 
cesaperición torzada. 


Los Estados partes que no subordinen la extracición a la existencia de un tratado reconocerán 
dicho delito como susceptible de extradición, con sujeción a les condiciones exigidas por el 
derecho del Estado requerido, 


La extradición estará sujeta a las disposiciones previstas en la constitución y demás loyas del 
Estado requerido. d 
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Artículo 1. Los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los 
términos de la presente Convención, 


Artículo 6. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes tomarán 
medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura on ol ámbito de su jurisdicción, 

Los Estados portes so esegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de cometor 
teles actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos 
senciones severas que tengan en cuenta su gravedad. 

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas pare prevenir y sancionar, además, 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción, 


Articulo B. Las Estados partes garantizarán a toda persona cue denuncie haber sido 
sometida a tortura an el ámbito de su junsdicción el derecho a que el caso sea examinado 


Asimismo, cuando exista denuncia o ruzón fundada para creer que se ha cometido un acto de 
tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas 
eutoidades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el coso y e 
iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal. 


Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los recursos que éste 
prevé, el caso podrá ser sometido a instancias internacionales cuya competencia haya sido 
aceptada por ese Estado. 


Artículo 11. Los Estados partes tomarán los providencias necesarias para conceder la 
extradición de toda persona acusada de haber cometido el delito de tortura o condenada por la 
comisión de ese delito, de conformidad con sus respectivas logislociones nacionales sobre 
extradición y sus obligaciones internscionales en esta materia. 


78. Como lo revelan los hechos, las víctimas no tuvieron acceso a una protección judicial 
efectiva para establecer las circunstancias del secuestro, detención, traslado y desaparición forzada 
de María Cieudia García de Gelman, ni se instruyó una investigación de las circunstancias del 
nacimiento y supresión de idemidad de María Macarena. Todos los imenmtos del señor Juan Gelman 
de avanzar la investigación de esos hechos desde 2002, han sico impedidos por la aplicación de la 
Ley N* 15.848 o Ley de Ceducided. Habida cuenta de que el Estado no investigó les circunstancias 
del destino de María Claudia García de Gelmen, ni de María Macarena, y de qua no les otorgó 
acceso a una protección judicial efectiva para aclarar las circunstancias de esos hechos, la Comisión 
considera que se violaron los Artículos 1.b, 1, IW y V de lar Convención Interamericana sobre 
Desaperición Forzada de Personas y los Artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura. 


1. La aprobación de la Ley de Caducidad uruguaya en el contexto histórico 


79. La Comisión Interamericana considera que la Ley N” 15.848 o Ley de Ceducided y 
sus efectos legales son una continuación de una política sistemática de violación de los derechos 
humanos aplicada por el régimen miitar que gobernó Uruguay del 27 de junio de 1973 al 1 de 
marzo de 1985 


80. En 1980, los uruguayos votaron 58% en contra y 42% a favor de una nueva 
constitución propuesta por los militares en un plebiscito de 1980, con lo que obligaron al gobierno a 
iniciar un periodo de transición al régimen civil”", Antes de las elecciones de 1984, una amplia 


"Wer: CIOH, Informe sobre la Situación de los Derechos Hurnenos en Uruguay, supre note 8. 
sorda de Americas Watch, "Challengirg impunity: The Loy de Coducidad y the Referendum Carpeign in Unaguay”, 
supra nota 15. 
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coalición de fuerzas sociales respaldada por todos los pertidos políticos aprobó una plataforma en 
que se establecia que los abusos de los derechos humanos serían investigados, procesados y 
castigados. El 3 de agosto de 19€4, las Fuerzas Armadas firmaron lo que se conoce como el “Pacto 
del Club Naval” con el Partido Colorado, el parcialmente reconstituido Frente Amplio y algunos 
partidos pequeños, en una transacción política que creó las bases para un regreso a la democracia y 
que reclamaba elecciones presidenciales y legislativas el 25 de noviembre de 1984 y la inauguración 
de un gobierno civil el 1 de marzo de 1985. Como lo resume el informe de 1989 de Americas 
Watch: “era ampliamente sebido, aunque nunca se confirmó públicamente, que las partes del Pacto 
[del Club Naval] acordaron que el Poder Ejecutivo del futuro gobierno electo no procesaría a los 
miembros de las fuerzas de seguridad por las violaciones de los derechos humanos, aunque no 
podría interferir en el dictamen en esos casos por los tribunales civiles.”?? El líder del Partido 
Nacional o Blanco estaba detenido por los máitares y “proserito” de toda actividad política, como al 
candidato presidencial del Frente Amplio; estos dos partidos rechazaron públicamente el Pacto y se 
comprometieron con el procesamierto de las violaciones de los derechos humanos. En la campaña 
electoral, los cuatro principales candidatos a in Presidencia se comprometieron públicamente a llevar 
a la justicia a los responsables de las violaciones de los derechos humanos durante el rógimen 
militar. 


81 Julio Maria Sanguinetti fue electo Presidente y procedió a restablecer las 
instituciones democráticas. Reinstituyó la Constitución de 1967, restableció la independencia de la 
justicia civil, reincorporó con pago retroactivo a miles de funcionarios públicos destituidos por el 
régimen militar y legalizó los sindicatos, los partidos políticos y otros proscriptos por los militares. 
Además, indultó a todas las personas en espera de juicio ante los tribunales militeres y obtuvo una 
abrumadora aprobación perlementaria de la Ley de Pacificación Nacional, que, con excepción de 65, 
indultaba a los 800 presos políticos que quedaban, aunque incluyando una disposición que exclula 
expresamente de la amristía a los miembros de las fuerzas armadas y lo policía responsables de 
abusos de los derechos humanos durante el período dictatorial. A diferencia de los liberados de la 
cárcel, las fuerzas de seguridad no habían sido objeto de castigo o condena alguna por sus actos. 
Los abogados representantes de los víctimas de violaciones de los derechos humanos y los 
familiares de los “desaparecidos” presentaron pruebas ante los tribunales civiles que iniciaron 
procesos legales sobre unos 40 casos que implicaban a unos 180 integrantes de las fuerzas 
armodas y la pokicía. Estcs casos avanzaron lentamente, an parte, porque el Ministro de Defensa 
Hugo Medina ordenó a muchos oficiales que no comparecieran personalmente ante los tribunales 
civiles y se comunicaran con ellos sólo por escrito. Las actuaciones fueron prácticamente 
suspendidas en agosto de 1985 cuando los tribunales militares desafiaron la afirmación por los 
tribunales civiles de su jurisdicción sobre todo el personal de las Fuetzas armadas. Le disputa fue 
sometida a resolución de la Suprema Corte. 


82. A pesar de les promesas de su gobiemo, el Presidente Sanguinetti habría" dado una 
media vuelta a mediados de 1986 y empezó a buscar en el Parlamento una solución política a la 
cuestión de la rendición de cuentas de los militares por sus abusos del pasado”. En junio de 1985 
presentó en el Senado un proyecto de ley de amnistía para las fuerzas de seguridad conjuntas por la ' 
mayoría de los delitos, aunque no para los delitos graves cuyos autores serían juzgados por 
tribunales militares, no civiles. El proyecto no avanzó porque Sanguinetti necesitaba ol apoyo do la 
oposición y, en su mayoría, los miembros de los partidos políticos se habían manifestado en contra 
de una armistía incondicional, 


83. —Bajo creciente presión de los militares, Sanguinetti presentó otro proyecto de 
amnistía más general, el 6 de agosto de 1986. Este proyecto habría otorgado una amnistía 
incondicional a las tuerzas de seguridad por todos los delitos cometidos en el perlodo comprendido 


Pa, 
"ia, 
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entre el 1 de enero de 1962 y el 1 de marzo de 1985 y habria archivado las acciones legales en 
curso. Los dos partidos de la oposición, los Blancos y el Frente Amplio, derrotaron la iniciativa por 
16 votos, el 29 de septiembre. El Senado, entonces, aprobó provisionalmente un proyecto de 
emnistía sustitutivo patrocinado por los Blencos, conocido como Defensa de la Democracia y los 
Derechos Humanos, que limitaba los juicios sólo a los más graves abusos de los derechos humanos, 
como el asesinato, la violación, las desapariciones y las lesiones graves, siempre que esos casos 
hubieran sido interpuestos anto los tribunales civiles antes del 22 de septiembre de 1986. Otra 
disposición anulaba el ejercicio por el Estado de las facultades de procesamiento de delitos “menos 
graves” como la tortura. Durante el debate de la medida en el Senado, las Fuerzas Armedes habrían 
comunicado a dirigentes del Partido Nacional que no tolerarían ninguna investigación por tribunales 
civiles o militares de las acciones de les Fuerzas Armadas durante la “guerra contra la subversión”. 
Los Colorados, que apoyaban una amnistía total, y el Frente Amplio, que intentó sin éxito enmendar 
el proyecto, derrotaron el proyecto sustitutivo blanco en una votación del Senado. Este 
estancamiento allanó el camino pare conversaciones de alto nivel entre los partidos Colorado y 
Blanco. 


84. En noviembre de 1986, la Suprema Corte uruguaya sostuvo la reivindicación de los 
tribunales civiles de jurisdicción en dos casos clave que implicaban a imegrantes de las fuerzas 
armadas uruguayas en las desapariciones. La decisión abrió el camino para que estos casos 
everzeran en la justicia civil y se esperabo que la Suprema Corte dictaminara andlogamente en los 
Casos ¡estantes. 


85. El 1 de diciembre de 1986, el Presidente Sanguinetti hizo pública una declaración de 
17 Generales retirados que hablan ocupado cargos de alto mando duramte la dictadura, en la que 
reconocían y asumían total responsabilidad por los abusos de los derechos humanos cometidos por 
sus subordinados durante la campaña antisubversiva e indicaron que dichos excesos no se 
repetirian, Sanguinetú señaló que la declaración merecía “una respuesta de ¡igual grandeza .de 
espíritu.” A esta altura, Sanguinetti sabía que varios militares y oficiales de la policía que debían 
comparecer ante la justicia civii el 23 de diciembre no comparecerian, por orden directa del Ministro 
de Defensa. El Presidente, en una carrera contra el reloj para obtener la aprobación legislativa de 
una ley de amnistía antes del vencimiento del plazo del 23 de diciembre para evitar lo que denominó 
públicamente “una inminente crisis institucional”, convenció al líder del Partido Nacional Wilson 
Ferreira de que desistiera de su oposición a dicha ley y. el 22 de diciembre, apenas horas antes del 
plazo de comparecencia de los funcionarios de seguridad, una mayoría de legisladores colorados y 
blancos de ambas cámaras aprobaron la Ley N* 15.848, patrocinada por los blancos, por 81 votos 
conta 46. Votaron en contra uno de 54 colorados y 16 de 44 blancos, así como todos los 
legisladores del Frente Amplio y la Unión Cívica. 


2. El impacto de la Ley N* 15.848 o Ley de Caducidad 


86. impacto de la Ley N* 15.848 o Ley de Coducidod tue hacer caducar la facultad del 
Estado de procesar y sancionar e los militares y policías responsables de la violación de los derechos 
humanos durante el período de la dictadura. El Parlamento, tras cohsiderar artoriores proyectos de 
“amnistía” que habían sido rechazados, no podía legalmente usar el término “emnistía” nuevamente 
en un proyecto revisado duramte la misma legislatura. 


87. La Loy no comprendía las actuaciones judiciales que hubieran llegado al auto de 
procesamiento a la fecha de le entrada en vigor de la ley ni los delitos que hubieran sido cometidos 
en beneficio económico personal o de terceros. En realidad, no se sabía de nadle que hublera sido 
objeto de un auto de procesamiento antes de la aprobación de la Ley. 


88. La Ley también incorporaba un dispositivo político por el cual el Poder Judicial debía 
pedr opinión al Ejecutivo respecto a los “casos pencientes” para determinar si el caso específico 
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quedaba o no dentro del ámbito de la ley de amnistía. Pero la decisión del Ejecutivo, por les 
disposiciones de la Ley, habría de tener efecios de decisión y no meramente de “opinión”. Si el 
Ejecutivo consideraba que la ley de amnistía era aplicable al caso pendiente, la Corte debía 
desestimarlo. Si, por otro lado, ol Poder Ejecutivo no consideraba que el caso estaba comprendido 
en la Ley, le Corte ordenaría la continuación de las actuaciones judiciales. Todas las actuaciones 
pendientes serían suspendidas hasta que el Poder Ejecutivo emitiera su opinión, para lo que se 
estableció un periodo de 30 días a partir de la focha de presentación del pedido de la Justicia. 


89. Este dispositivo político permitió al Poder Ejecutivo inhibir ta facultod procesal de la 
justicia por razones políticas. No puede sino deducirse que la Ley de Caducidad estaba realmente 
destineda a archivar los aproximedamente 40 casos pendientes que implicaban a unos 180 
integrantes de las fuerzas armadas y la policía y reverúr la decisión de la Suprema Corte de 
noviembre de 1986 en dos casos clava de jurisdicción civil sobre los militares en casos de 
desapariciones. 


90. Ala altura en que se promulgó la Ley de Caducidad, los tribunales civiles estaban 
investigando le porticipación de las fuerzas de seguridad en la desaparición de seis personas en 
mayo de 1977, y el Gobierno de Sanguinetti habría ordenado a los tribunales que archivaran los seis 
casos en base a que implicaban delitos cometidos por las fuerzas de seguridad por razones políticas 
o en cumplimiento de órdenes superiores”*, 


91. Sin embargo, en realidad, no sólo al Gobierno del Presidente Sanguinetti, sino a 
todos los gobiernos democráticos sucesivos de Uruguay se les pidió cpinión sobre la aplicabilidad de 
la Ley de Caducidad, A los efectos del preseme caso, en 2002, cuando Juan Gelman denunció el 
secuestro y la desaparición de María Claudia García de Gelman ante el Cuarto Tribunal de lo Penal 
de Montevideo, el coso fue abierto para la recepción de pruebas. El Fiscal, señor Enrique Múáller 
Méndez, procuró el archivo del caso debido a la aplicabilidad de la Ley de Caducidad. El juez no 
accedió al pedido del fiscal y procuró la opinión del Presidente Jorge Batlle. El 28 de noviembre de 
2003, el Presidente informó a la Corte que regía lo Ley y, el 2 de diciembre de 2003, la Corte 
archivó el caso. 


92. En cuanto al presente caso, en 2005, el intento de Juan Gelman de que se reabriera 
la investigación se vio frustrado por el Fiscal, señor Enrique Móller Méndez, que procuró impedir 
dicha reapertura de la investigación en base a que el caso era cosa juzgado. El Juez no siguió la 
recomendación del Fiscal y el caso fue apelado por el Ministerio Público. El Tribunal de Apsleciones, 
en sentencia de 19 de octubre de 2005, revocó la impugnación y determinó el archivo del caso. 


3, Impugnación de la constitucionalidad de la Ley de Caducidad 


93. Tras la promulgación de la Ley de Caducidad, los abogados representantes de 
víctimas y familiares de desaparecidos iniciaron acciones ante la Suprema Corte impugnando la ley 
como inconstitucional”*, Se argumentaba que el único mecanismo constitucional para que el Estado 
desistiera de sancionar los delitos se limitaba a una amnistía o indulto real y que el Artículo 3 de la 
Loy, que otorgaba al Poder Ejecutivo la autoridad exclusiva y concluyente de suspender las 
octueciones judiciales, constituía una usurpación inedmisible de poderes otorgados exclusivamente 
al poder judicial. La Suprema Corte, el 2 de mayo de 1988”*, mantuvo la constitucionalidad de la 


MWer; informe de Americas Wesch, "Chellenging Impunity: The Ley de Caducided y the Referendum Campaign la Uruguay”, 
supra noto 15, pág. 26, Los eosos de los sos “desaperecidos” relerian a Fernendo Miranda Pérez, Félix Sebastián Ortiz 
Piazoll, Omar Antorio Paitta Cardozo, Eduardo Pérez Pérez, Armelio Sarjurjo Cesar y Robarso Julio Gormensoro Josrán. 
Ver, informe de Americas Watch, "Challenging Impunity: The Ley de Caducidad y the Reterendurn Campaign in Uruguay”. 
supra nota 15, 

MWWer: Supremo Corts de Uruguay, Sentencia de 2 de mayo de 1988, Anexo $ de la posición de los selcitansos de 8 de 
mayo de 2006, en apéndes 2. 
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Ley en votación de 3 a 2. La mayoría entendió que, pese a no figurar la palabra “armnistía” en el 
texto, la imtención del legislador había sido conferir una “auténtica amnistía” a las fuerzas de 


seguridad. 


$4. — En cuanto al presente caso, el abogado del señor Gelman también interpuso una 
ección de inconstitucionafidad para que se declarara inconstitucional el Artículo 3 de la Ley 15.848 
por violar el principio de la separación de poderes, el derecho a la verdad, el derecho a la igualdad, y 
el derecho al debido proceso entre otros, pero la Suprema Conte uruguaya, en sentencia de 15 de 
noviernbre de 2004, desestimó la acción”, 


ELE El Estado, en sus observaciones sobre el fondo del presente caso ante la Comisión 
sugirió que los peticionarios no interpusieron una acción de inconstitucionalidad de la ley de amnistía 
ante la Suprema Corte uruguaya”. La Comisión desestimó en su Informe de Fondo N* 32/08 este 
argumento teniendo en cuenta que la constitucioralidad de la Ley de Caducidad tue afirmada por la 
Suprema Corte ya en 1988””. 


c. Violación de la obligación general de Investigar las violaciones de los derechos a la 
vida, la libertad y la integridad física y psicológica, y de castigar soria y efectivamente estas 
violaciones respecto de María Cleudia García de Gelman 


. 96. La Conte Interamericana ha subrayado sistemáticamente el carácter especial de los 
derechos a la vida y a un trato humano: 


Los derechos a la vida y a un troto humaro son centrelos pare la Conwanción [Americano]. De 
acuso con el Artículo 2712) de dicho tratodo, esos derechos forman parte del núcleo no 
derogeble, porque han sido establecidos como derechos que no pueden ser suspendidos en 
caso de guerra. peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de los 
Estecos partes”. 


97. Como el derecho a la vide es ton esencial pera el ejercicio de todos los demás 
derechos, el Estedo tiene una obligación perticular de protegerlo y preservarlo, así como de evitar y 
sancionar su violación: 


Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran 
pare que no se produzcan violaciones de ese derecho inalienable y, en particular, el deber de 
impedir que sus agentes atenten comtra él. El cumpimiento de las obligaciones impuestas por 
el artículo 4 de la Convención Americana, relacionado con el artículo 1.1 de la misma, no sólo 
presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), 
sino que además, a la luz de su obligación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los 
derechos humanos, requiere que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para 
proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva). Esta protección activa del 
derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus legisladores, sino a todo 
institución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstes sus fuerzas de policia 
o sus fuerzas armadas. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptas les medidas 
necesarias, no sólo a nivel legislativo, administrativo y judicio!, mediante la emisión de normas 
peneles y el establecimiento de un sistema de justicia para prevenir, suprimir y castigar la 


"Ver: Suprema Carta de Justicia, Sentencia No. 332, 15 de noviembre de 2004, Anexo 20 de lo petición de los scficitantos 
de Y de mayo de 2006, en apérdiico 3. 

"Wer; CIDH, Informe de Fondo N* 32/08, supra note |. párr. 46. 

"Ver; Suprema Corte de Uruguay, Sentencia de 2 de mayo de 1988, Anexo $ de la porción de los soliciantes de 8 de 
máyo de 2006, en apéndico 3, y 

Corte IDH, Caso de lo Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia, Sernencio de 31 de ensro de 2006. Serio C Nc. 140, párr. 
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privación de la vida como consecuencia de actos enminales, sino también para prevent y 
proteger a los individuos de actos cominales de otros individuos e investigar efectivamente 
estas situaciones”. 


98. La relación entre la Convención Americena y lo Convención contra la Tortura fue 
establecida por la Corte interamericana en el Caso 7ib/*. La Cone señaló que el Estado, al recibir 
una denuncia de presunta tortura, estaba obligado de oficio a investigar y aplicar las sanciones 
pertinentes. La Corte determinó que la autoridad de esta obligación de tomar medidas radiceba en 
los Artículos 5 y 1(1) de la Convención Americana y en los Artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura: 


La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Estados partes de resperar y 
garantizar los derechos a toda persona sujeta a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de 
la Convención Americana, el Estado tiene ul deber de iniciar de oficio e inmediaramente una 
investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los responsables, cuando 
existe danuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en violación 
del artículo 5 de la Convención Arrericana, [...] Esta actuación está normada, además, de 
manera especifica en los artículos 1, 6 y 3 de la Convención interamericana contra la Tortura 
que obligan a los Estados partes a tomar todas las medidas efectivas para provenir y sancionar 
todos los actos de tortura dentro del ámbito de su jurisdoción. Desdo que entrá en vigor en el 
Ecuador la referida Convención Interamerñcana contra la Tortura (9 de diciembre de 1999), es 
exigible al Estado el cumplimiento de las obigaciones contenidas en dicho trotado. Está 
probado que, en el lapso transcurrido desde esa feoha, el Estado no ha investigado, juzgado ni 
sencionado a los responsables de las torturas a las que fue sometida le presunta victima. Por 
ello, pera la Corte esta conducta constituye una violación de los artículos 5 de la Convención 
Americana, en relación con el 1.1 de la misma, esí como inobservancia de las obligaciones 
contenidas en los artículos 1. 6 y 8 de la Convención interamericana contra la Tortra?. 


99. Uruguay depositó el instrumento de ratificación de la Convención contra la Tortura 
el 10 de noviembre de 1992. Diez años más tarde, el 10 de junio de 2002, Juan Gelman interpuso 
una acción ante la justicia uruguaya en relación con el secuestro y la desaparición forzada de Maria 
Ciseudia Garcia de Gelman pero, pese a que Uruguay estaba a la sezón bajo una forma democrática 
de gobierno, no se intentó seriamente investigar el destino de los desaparecidos como María 
Claudia, en violación de los Artículos 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, leídos en conjunto 
con el Artículo 1 de dicha Corwención, En cuanto a lo denuncia de un scto de tortura, el acto de 
secuestro y detención de una mujer en avanzado estado de gravidez en un centro de detención 
clandestino, el asesinato de su esposo, el transporte de aquella a otro país, su detención en un 
segundo centro clandestino y, luego, la sustracción de su hija reción nacida, todo ello constituye un 
tratemiento cruel e inhumano que equivale a tortura. 


100. Dentro de esta misma línea de rezonamiento, tras el depósito por Uruguay del 
instrumento de ratificación de la Convención sobre Desaparición Forzada, el 2 de abril de 1996, el 
Estado estaba obligado a penalizar el acto de desaparición forzada y a investigar las circunstancias 
de cualquier acto de este tipo. Sin embargo, Uruguay no penalizó el acto de desaparición forzada 
hasta 2006. De hoberio hecho antes, habría ofrecido a Juan Gelman una causa para la acción ante 
la justicia uruguaya por la desaparición forzada de María Claudia García de Gelmen. El Pariemento 
uruguayo promulgó la Ley N* 18.026 el 25 de septiembre de 2006, por cuyo artículo 21 penaliza la 
desaparición forzada de personas, Do acuerdo con el artículo 24 del Estatuto de Roma, “[Nladie será 
penelmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su 


WC ono IDH, Coso de ly Mesacre de Pueblo Bolo vs. Colombis. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párr. 
120. 

Per: Corte 1.D.H.. Caso Tibi Vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, 

Pio. pre. 159. 
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entrada en vigor”**. Pero la naturaleza de la desaparición forzada parece ofrecer una excepción al 
artículo 24 del Estatuto de Roma y al artículo 21 de la Loy No, 18,026, respecto de la “desaparición 
forzada de persones”, en cuento a que dispone que “el delito de desaperición forzada será 
considerado permanente hasta que se establezca el destino o paradero de la víctima”. Además, el 
artículo 8 de la Ley No. 18.026 dispone que el delito de desaparición forzada, entre otras cosas, no 
pueda ser extinguido por una ammistía o dispasición similar que impida el procesamiento de los 
presuntos autores o el efectivo cumplimiento del castigo impuesto a los condenados. En 
consecuencia, la Comisión concluye que el Estado ha incurrido en la violación de los artículos 1.b, 
MM, IV y V de la Convención Interamoricana sobre Desaparición Forzada de Personas por no penalizar 
el acto de desaparición forzada en su Código Penal del 2 de abril de 1996 hasta el 25 de septiembre 
de 2006, y por no investigar exhaustivamente el destino de María Claudia García de Gelman. 


1. El Estado violó el derecho a la vida, el derecho a la personaiidad jurídica, el derecho 
ala imegridad personal y el derecho a la libertad de María Claudía García de Gelman 


101. En toda su jurisprudencia, que se inicia con la primera sentencia en el caso de 
Velásquez Rodríguez'*, la Corte imeramericana ha reiterado que el delito de desaparición forzada 
constituye un acto ¡ilícito que da lugar a la violación múltiple y continuada de varios derechos 
protegidos por la Convención Americana y coloca a la víctime en una situación de total indefensión. 
La responsabilidad internacional del Estado ammenta cuando dicho acto forma parte de una 
modalidad sistemática de tales violaciones, que no son investigadas por el Estado, sino que cuenten 
con su aquiescencis. El delito de desaparición forzada de personas es un delito de lesa 
humanidad*. Inclusive está descrito como tal em el artículo 7.1.1 del Estatuto de 1998 de la Corte 
Penal internacional, cuando es cometido como parte de un ataque generalizado o sistemático contra 
una población civil", Esta descripción del delito ha sido reiterada en los artículos 5 y 8.1.b de la 
Convención Internacional de las Naciones Unidas para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, aprobado por el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
en junio de 2006**, 


102. La Corte Interamericana ha roiterado la necesidad de considerar la desaparición 
forzada como un delito autónomo, continuado O permanente, compuesto por múltiples elementos. 
El artículo 1! de la Convención sobra Desaparición Forzada define este delito como la “privación de la 
liberiad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o 
por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del 
Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o 
informar sobro el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y 
de las garantíos procesales pertinentes”. El Artículo 11! de la Convención sobre Desaparición Forzada 
dispone que este delito “será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca 
el destino o paradero de la víctima”. 


103. La detención o secuestro ilegal y arbitrario, la tortura y'la desaparición forzada de 
María Claudia García de Gelman tue el resultado de una operación de inteligencia policial y militar, 


MEn el documento presemado por el Ejecutivo al Partarnerrto proporiendo la implementación del Estanto de Roma en la 
legislación interna, se subraya el carácter no retroactivo dal Gelito de desaparición forzada: "o que permite isteris cleramente 
que le inetrooctividac alcanza tembién a los delos calificables como de nstaraleza permanente que hayan tenido comienzo 
de ejecución con enterioridad a la emrada en vigor cel Esweuto.* (17/01/03 Se establecen procedimientos pera la aplicación 
en el brreito intemo del Esteruto de Rome de le Corto Penal Imernecionel). 

PCona 10,H.. Coso Velbsquer Rodriguez Ve, Honduras, Sem encia de 20 de jullo de 1589. Serio C No. 4. 

"ver, Resolución AG/RES. 666 (XI-0/83) de 18 de noviembre de 1983, y Resolución AG/RES, 742 (XIV-0/B4) de 17 de 
noviembre de 1984, de ia Asembies General de la Organización de Estados Americanos. . 

Ver; Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferancia Diplomática de 
Plenipotenciarios de las Nociones Unidas sobre el establecimiento de una corte penel internecional, A/CONF.183/8, 

Mee: Consejo de Derechos Humanes de las Nociones Urides. Convención internacional pera lo Protección de Todas les 
Personas contra las Desapariciones Forzadas. Primera Sesión, Pueto 4 del orden del dla, AMACIVIL2, 22 de junio de 2006. 
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planeaca y ejecutada clandestinamente par las fuerzas de seguridad argentinas, aparentemente, en 
estrecha colaboración con las fuerzas de seguridad uruguayas. Esto es congruente con el modus 
operendií en la práctica sistemática de detenciones ilegales, tortura y desapariciones forzadas 
comprobada a la altura de los hechos, derdro del marco de la “Operación Cóndor”*. 


104. En Uruguay, en 1976, imperaba una situación general de impunidad, época en que 
fue secuestrada María Claudia García de Gelman, debido a que los militares no estaban dispuestos a 
investigarse a sí mismos por la violación de los derechos humanos. Fue sólo después de 1990, 
cuando los militares entregaron el poder y permitieron el retorno a una forma democrática de 
gobierno, que comenzó la investigación de los hechos del caso. 


105. Las partes pertinentes de los artículos 1, 4, 5 y 7 de la Convención Americana 
disponen lo siguiente: 


Artículo 1. Obligación de respetar los derechos 


ME Los Estados panes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a gizanmizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra fndole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier coma condición social. 


Aniículo 4. Derecho a la vida 
1. Toda persona tene derecho a que se rospote su vida. Este derecho estará protegido 


por la loy y, on genoral, a partir del momento de lla concepción. Nadio puede ser privado de la 
vida orbitrariamento. 


Arúculo 5. Derecho a la integridad personal 
1, Toda persona tiens derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas mi a penas o tratos crueles, inhumanos o 


degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inhereme al sor humano. 


Artículo 7. Dorecho a la libertad personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 


2. Nadie puede ser privado de su liberuad física, salvo por las” ceuses y en las 
condiciones fijedas de ansemano por tas Constituciones Políticas de los Estados partes o por 


las leyes dictadas conforme a allas. 
3, Nadie puede ser sometido a ditención o encarcelamiemo arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o reenida debo ser informada de las razones de su detención 


y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella, 


5. Toda persona detenida o reunida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario eutorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser 
juzgado dentro de un plazo rezoneble o » ser puesto en libertad, sin perjuicio de que continúe 
el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garentías que aseguren su comparecencia 
en el juicio. 


Yer: Corto 1,0.H., Caso Golbuó y otros. Sentencia de 22 de sepriembre de 2005. Seria C No. 153, párr. 87. 
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5. Toda persona privado de liberiad tiene derecho a recurrir ante un juez O tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin dernora, sobre la legalidad de su arresto o detención 
y ordene su libertad si el arresto o ln detención fueran ¡legoles. En los Estedos partes cuyas 
leyes prevén que toda persone que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene 
derecho a recurrir a un juez o tribuna! competente a fin de que éste decida sobre la legalidad 
de tel amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán 
interponerse por sí o por otra persona. 


106. En este caso, la falta de una investigación judicial de las circunstancias del secuestro 
y la desaparición forzada de María Claudia García de Gelman en Uruguay contribuyó a la impunidad 
de los responsables. Existen dudas sobre si María Claudia permaneció en Uruguay o fue entregada a 
las autoridades argentinas. En cualquier caso, la Comisión considera que el Estado uruguayo es 
responsable de aclarar el paradero, dado que estaba bajo su custodia, y no lo hizo. En consecuencia, 
la Corrisión concluye que el Estado es responsable de la detención ¡legal y arbitraria, la tortura y la 
desaparición forzada de María Claudia García de Golman, lo que constituye una violación de los 
ertículos 4.1, 5,1 y 2, y 7.1, 2 y 3 de la Convención Americana, conjuntamente con el 
incumplimiento de las obligaciones que impone al Estado su artículo 1.1, a partir del 19 de abril de 
1985. 


107. La Comisión también considera que el Estado violó el artículo 3 de la Convención 
Americina que dispone: “Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica”. 
La Comisión opina que la desaparición forzada deja a la víctima en una situación de extrema 
vulnerabilidad, por cuanto queda al margen del orden jurídico e institucional del Estado. La 
desaparición forzada, de por sí, niega la existencia misma del ser humano y su personalidad 
jurídica”. En consecuencia, la Comisión concluyó que, en el caso presente, el Estado violó el 
derecho de María Claudia García de Gelman al reconocimiento de su personalidad ante la ley”. 


D, El Estado violó el derecho a la integridad personal respecto de Juan Gelman, María 
Macarena Gelman y otros familiares de María Claudla García de Gelman 


108. La Corte Interamericana ha sostenido sistemáticamente que los familiares de las 
víctimas de violaciones de los derechos humanos son, por su parte, también víctimas de violaciones 
de su derecho a la integridad física y moral por el intenso sufrimiento que experimentan a ralz de las 
violaciones perpetradas contra sus seres queridos y de que el Estado no investigue su destino. 


109. Enel Coso Blake, caso piloto en torno a esta cuestión, la Corte Interamericana 
declaró que 


la violación de la integridad psíquica y moral de dichos tarmillares, es uns consecuencia directa 
de su desaparición forzada. Las circunstancias de dicha desaparición generan sufrimiento y 
angustia, además de un sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ame la 
abstención de las autoridades públicas de investigar los hechos”. 


PCtr. articulo 16 del Pocto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, que corsagra el derecho e lo personalidad juridica en 
sieibaros términos al articulo 3 de lo Convención Americana, Vósso también Comité de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas, CCPRICIGO/D/1327/2004, popa doc Algeria), A O e 
Conial ds Cismehás Memento, Minsemaía Vimeo, ads Clouia. y Malicar Dais: aa Mo coral 
Kimowche v. Algeria, Comunicación 1328/2004, decisión de 10 de julo de 2007, pers. 7.8 y 7.9. 

Wer al respecto: Corte LD.M., Coso Anzueldo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fordo, Reparaciones y Costas. 
Sertercia de 22 de Septiembre de 200%. Serie C No. 202, párr 90 y Corte 1D.M.. Caso Reca Pacheco Vs México. 
Excepcioses Penimirares, Fondo, Reparaciones y Costes. Semence de 23 de Noviembre de 2009. Seria C No. 209, párr. 
157. 

PCone 1).H.. Caso Bate Vs. Gueremele. Sentencia de 24 de enere de 1998, Serie C No. 36, páur. 114. 
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110. Desde la decisión en el Caso Blake, la Cone Interamericana ha considerado 
sistemáticamente que los familiares inmediatos e inclusive distantes de las víctimas son también 
víctimas y merecen reparaciones”. Aumque Nicholas Blake era ciudadano estadounidense, el hecho 
de que sus restos fueran cremados se considera una violación de los valores culturales que imparan 
en Guatemala y se declaró que eo aumentó el sufrimiento de sus familiares estadounidenses. La 
Corte concluyó, en el Caso Blake, que ese sufrimiento, en detrimento de la integridad mental y 
moral de los familiares del señor Nicholas Blake, coloca al Estado en violación del artículo 5 de la 
Convención, en relación con su artículo 1.1. 


111, Siguiendo este razonamiento, la Comisión considera que el sufrimiento y el dolor de 
Juen Gelman, de su familia, de los familiares de María Claudia García de Gelman y María Macarena 
Gelman fueron causados por la desaparición forzada de María Claudia y la inexistencia de una 
investigación de su desaparición, pese al retomo de la democracia en Uruguay. El hecho de que el 
Estado, sea el Poder Judicial o el Poder Ejecutivo, mo determinara el destino de María Claudio 
contribuyó al sufrimiento de su femilia. La Comisión concluye que el Estado es responsable del 
sufrimiento y el dolor de los familiares de María Claudia García de Gelman por no haber emprendido 
uno investigación judicial efectiva de su destino, en violeción de las obligaciones que le impone el 
Artículo 5.1, en conjunción con el artículo 1.1 de la Convención Americana a partir del 19 de abril 
de 1985. 


E El Estado violó los derechos a medidas especiales de protección de los niños, al 
recónocimiento de la personalidad jurídica, al nombre y a la nacionalidad de María Macarena 
Gelman, así como los derechos a la protección del honor y la dignidad y la protección de la familia 
respecto de Juan Gelman, María Macarena Gelman y sus farilieres 


112. Este caso afecta los derechos a medidas especiales de protección de los niños y al 
reconocimiento de una personalidad jurídica; el derecho al honor y la dignidad: el derecho al nombre 
y a la protección de la familia. Todos estos derechos deben ser consideredos junto con el Artículo 
Xil de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 


113. La Convención Americana dispone: 


Articulo 1. Obligación de Respetar los Derechos 


1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertedes reconocidos en elía y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económico, nocimiento o cualquier otra condición social. 


A Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 


Toda persona tiene deracho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
f...] 


PVer: Corte 1,.D.M., Caso Juen Humberto Sánchez Vs. Honaures. Semencie de 7 de junio de 2003. Serio C Mo. 99; Corte 
LO,H., Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de jubo de 2000. Seria C D. 

los Mesacros de htuengo vs. Colombie. Semencia de 1 de julio de 2000. Serio 
López Álvarez vs. Honduras. Seetoncia de 1 de fobrero de 20065. Serie C No.141, párr. 
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1 Todo porsona tiene derecho al respeto de su honra y al recomocimiento de su 
dignidad. 


2. Nedie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la 
de su famila, en su domiciio o en su correspondencia, ni de ataques ¡legales a su honra o 
reputación. 


3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas inferencias o esos 
ataques. 


L..] 
Artículo 17, Protección o lo Familia 


1 La faribe es el elemento netural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida 
por la sociedad y el Estado, 


2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer ruetirmonio y a funder una 


tarnlla sí tienen la edad y las condiciones requeridas paro edo por las leyes imernas, en la 
medida en que ástas no afecten al principio de no discriminación establecido en esta 
Convención. 


3 Él matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentos. 


4 Los Estados partes deben tomar medidas epropiodas poro asogurar la igualdad de 
derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto ol 
matirmonio, durente el matrimonio y en caso de disolución del mismo.” En caso de disolución, 


se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base 
Única del interés y conveniencia de ellos. 


5, La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos tuera de matrimonio 
como a los nacidos dentro del mismo. 


Dor al Nombre 
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de 
ellos, La ley reglernentará la forma de asegurar este derecho pora todos, mediante nombres 
IUPUEStOSs, si fuere necesaño. 
Autículo 19. Derecho del Niño 


Todo niño tiena derecho a ins medidas de protección que su condición de menor requieran por 
parte de su tamilia, de la sociedad y del Estado. 


Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 


2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no 
tiene derecho a Otra. 


3. A nadie se privará arbivariamene de su nacionalidad ni del derecho a cambiaria. 


114. El Artículo XIl de la Convención interamericana Suuww Desaparición Forzada de 


Personas dispone: 
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Artículo Xil. Los Estados partes se prestarán recíproca cooperación en la búsqueda, 
identificación, localización y restitución de menores que hubiaren sido trasladados a otro 
Estado o retenidos en éste, como consecuencia de la desaparición forzaca de sus padres, 
tutores o guardadores. 


115. Los hechos del presente caso se refieren también a la supresión de la identidad de 
María Macarena por 23 años de su vida y al posterior reconocimiento de que las personas a quienes 
por todos esos años consideró sus padres, eran, en realidad, no sus padres biológicos, sino 
personas de alguna manera vinculadas a las personas que asesinaron a su madre biológica. Aunque 
sus presuntos padres no hayan sido cómplices de quienes asesinaron a su madre, contribuyeron a la 
supresión de su identidad, obligándola a vivir una mentira. 


116. El Artículo XIl de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas dispone que los Estados se asistirán raciprocamente en la búsqueda de la identificación, 
ubicación y devolución de los menores trasledados a otro Estado como consecuencia de la 
desaparición forzada de sus padres. El hecho de que esta práctica haya estado tan extendida que 
haya dado lugar a la identidad errónea de cientos de niños motivó la aprobación de esta disposición 
en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada. 


117. La apropiación de María Macarena por las tuerzas de seguridad de Uruguay le impidió 
conocer a su verdadera familia, a su verdadera madre, su verdadero nombre, identidad, nacionalidad 
y asumir su verdadera personalidad jurídica al alcanzar la mayoría de edad: todas las atribuciones de 
su identidad, María Macarena no conoció su verdadera identidad, pues vivió con un nombre falso, 
con una familia falsa, uma identidad falsa y una vida privado falsa, aunque no era consciente de que 
todo eso era felso. Al no conocer la verdad de que su madre biológica había sido desaparecida, la 
personalidad jurídica de Maria Macarena le impidió procurar un recurso en el sistema judicial 
uruguayo para la investigación de las circunstancias de su nacimiento en cautiverio y de las 
circunstencias que dieron lugar a la muerte de su madre estando bajo la custodia de las fuerzas de 
seguridad uruguayas. La impunidad otorgada por el Estado a los autores de los delitos de secuestro, 
detención arbitraria e ilegal y de ejecución extrajudicial perpotuó la superestructura falsa de la 
mentira que Mería Macarena vivió los primeros 23 años de su vida. 


118. El hecho que el Estado no investigara el destino de María Claudia García de Gelman y 
la desaperición de su hijo, necida en cautiverio, también contribuyó el sufrimiento de Juan Gelman y 
su familia, puesto que no sabían si su nieta estaba viva o muerta, y no pudieron compartir una vida 
de familia durante todos los años de la niñez y adolescencia de María Macarena, una situación que 
era todavía más conmovedora, habida cuenta lo sucedido a sus padres. 


119. En este caso, el Estado uruguayo tampoco ofreció a María Macarena Gelman las 
medidas especiales de protección que requieren los niños. La Conte Interamericana subrayó la 
especial vulnerabilidad de los niños: 


Esta Corte ha declarado que son panicularmente graves los casos en que las víctimas de 
wiolaciones de los derechos humanos son niños, La prevalencia del interés superior del niño 
debo ser entendida como la necosidad de satistacer todos los derechos del niño y ello obliga al 
Estado y afecta la interpretación de los demás derechos establecidos en la Convención, 
cuando el caso roliere a niños. Además, el Estado cebo prestar especial atención a las 
necesidades y los derechos de las presuntas víctimas, debido a su condición de niñas, que 
pertenecen a un grupo más vulnerable”, 


Corte IDH, Caso de les Niñes Vean y Bosico vs. República Dominicana. Sentencia de U de septiembre de 2005. Sera € 
No. 130, párr, 134. : 
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120. Por otra parte, el artículo 11 de la Convención prohibe toda injerencia arbitraria o 
obusiva en la vida privada de las personos, enunciando diversos ámbitos de la misma como la vida 
privada de sus familias, sus domicilios o sus correspondencias. La Corte ha sostenido que el ámbito 
de la privacidad se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas O 
arbitrarias por parte de terceros o de la autoridad pública*, situación que no se ha respetado en el 
presente caso en relación con María Macarena Gelman. 


121. La Comisión también alega la violación del derecho a la nacionalidad de parte del 
Estado uruguayo, dedo que María Macarena es hija de padres ergentinos nacida en Uruguay, no 
obstante lo cual, dado que el Estado no aclaró las circunstancias de su nacimiento, fue privada de 
$u nacionalidad e identidad argentinas, en violación del Artículo 20 de la Convención Americana, 


122. La Comisión concluye que los obstáculos creados por el Estado a la investigación de 
los hechos constituye una violación de los derechos consagrados en los Artículos 1.1, 3, 11, 17, 
18, 19 y 20 de la Convención Americana a partir del 19 de abril de 1985 y del Artículo Xil de la 
Conwención sobre Desaparición Forzada a partir del 2 de abril de 1996. 


Vill. REPARACIONES Y COSTAS 


123. En razón de los hechos slegados en la presente demanda y de la jurisprudencia 
constante de la Corte interamericana que establece que "es un princip.o de Derecho Internacional 
que toda violación a una obligación internacional que haya causado un daño, genera una obligación 
de proporcionar una reparación adecuada"*”, la CIDH presents a la Corte su posición sobre las 
reparaciones y costas e cargo del Estedo uruguayo como consecuencia de su responsabilidad por las 
violaciones cometidas en perjuicio de la parte lesionada. 


124. La Comisión Interamericana se limitará a desarrollar a continuación los criterios 
generales en materia de reparaciones y costas que considera deberían ser aplicados por la Corte en 
el presente caso, en atención a las disposiciones reglamentarias del tibunal que otorgan 
representación autónoma al individuo. La Comisión entiende que corresponde a lo parte lesionada la 
concreción de sus pretensiones, de conformidad con el artículo 63 de la Convención Americana y 
los artículos 25 y concordantes del Reglamento de la Corte interamericana. En el eventual caso que 
la parte lesionada no haga uso de este derecho, la CIDH solicita a la Corte que le otorgue una 
oporunidad procesal para cuantificar les pretensiones pertinentes. 


A, Obligación de reparar y medidas de reparación 
125.  Elartículo 63.1 de la Convención Americana establece que: 


Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en [lla Convención, la 
Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 
conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias 
de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una 
justa indemnización a la parte lesionada, | 


126. Ema disposición recoge una norma consuetudinaria "que constituya uno de los 
principios fundamentales del derecho internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los 


"Cors 0.M., Caso Tustán Donoso vs, Panamá, Sentencia de 27 de enero de 2009 y Corte 1.D.M., Caso de las Masacres de 

poor A A A A A 
, + 189 y 

"Core LD.H., Caso as los Mermanos Gómez Poquiyeuri Va. Perú. Sentencia de 8 de juño de 2004, Soria C Mo, 110, párroto 

187; Corte 1.0.H,, Coso Myrna Mack Chang Vs. Guetemalo. Sentencia de 26 de novembre de 2003. Sere C No. 101, 

párredo 141; Corte LO M., Caso Budacio Vs. Argentina Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Sere C No. 100. plerato 72 

y Cone 1.0.H, Caso Juan Humberto Séncher Vs. Honduras. Sentencia de 7 de jano de 2003. Seria C No. 99, párrato 147. 
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Estados”””, La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional 
requiere, siempre que ses posible, la plena restitución (restitutio in integnum), la cual consiste en el 
restablecimiento de la situación anterior a la violación. De no ser esto posible, le corresponde a la 
Corte ordenar medidas que garanticen el respeto de los derechos conculcados y reparen las 
consecuencias que produjeron las infracciones, efectuándose el pago de una indemnización como 
compensación por los daños ocasionados”. Las reparaciones tienen el objeto adicional, aunque no 
menos fundamental, de evitar y refrenor futuras violaciones. 


B. Medidas de reparación 


127. La Corte ha señalado que las medidas de reparación tienden a hacer desaparecer los 
efectos de las violaciones cometidas””, Dichas medidas comprenden las diferentes formas en que un 
Estado puede hacer frente a le responsabilidad internacional en la que incurrió, que conforme al 
derecho intermacional consisten en medidas de restitución, indemnizeción, rehabilitación, 
satisfacción y medidas de no repetición*”. 


1. Medidas de compensación 

128. La Corte ha establecido los criterios esenciales que deben orientar una justa 
indemnización destinada a compensar económicamente, de una manera adecuada y efectiva, los 
daños sufridos producto de las violaciones en contra de los derechos humanos?” 


h Daños materiales 
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129. La Corte en su jurisprudencia sobre reparaciones ha sido consistente al establecer - 


que los daños materieles incluyen el daño emergente y el lucro cesante, así como el daño inmaterial 
o moral tanto para las víctimas como para su núcleo famifar'”. 


130. El daño emergente ha sido emtendido como la consecuencia patrimonial directa e 
inmediata de los hechos. En este concepto se considera la sfectación patrimonial derivada 


"Cone 1.D.H.. Coso Corgio Nicolle y otros Vs. Gueremala, Sentencia de 22 de noviembre de 2004. Serño C No. 117, páer. 
86; Conta 1D H.., Caso Mesacre Plan de Sincher Vs. Gustermals. Reparaciones |art. 63.1 Convención Americano sobre 
Derechos Humanos. Sentencia de 18 de november de 2004. Seria C No. 116, párr. 57 y Conte 1.0.M., Caso De la Cruz 
Flores Vs. Perú. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Sería C No. 118, párr. 139. 
"Corts 1.D.M., Caso de los Mermenos Gómez Paquiyewi Vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 110, párrafo 
189; Corte 1.D.H.. Ceso 19 Comercientos Vs. Colombia. Sentencia de 5 de julo de 2004. Serie C Mo. 109, párr. 221; Cono 
LO,H., Caso Molina Thoissen Vs. Guatemels. Awpereciones (en. 63.1 Convención Amedeano autre Derechos Humanos). 
Sentencia de 3 de jubo de 2004, Seria € No. 108. párrafo 42. 
PCorte 1.D,H., Caso Carpio Micolle y otros Vs. Guaternals. Santencia de 22 da noviembsa de 2004. Sorin C No. 117, párr. 
89; Conta 1.0.5., Caso De la Cruz Flores Vs Perú. Sentencia de 18 de noviembro de 2004. Sera C No. 115, párr 141 y 
Corte 1.0.H.. Caso de los Hermanos Gómez Pequlyauri Vs. Perd, Semencia de 8 de julio de 2004. Sera C No. 110, párr. 190, 
Ver: Naciones Unidas, informe definitivo presentado por Theo Ven Boven, Releta Especial pera lo Restiwción 
y Rehabilitación de tas Wictimas de Graves Violociones e los Derechos Humanos y al Derecho Mumeniterio, 
ECNA/Sub2/1990/10, 26 ¡juio de 1090. Vor tambión: Corte 1.D.H., Coso Bloko. Reparaciones len. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humaros). Sentencia de 22 de enero de 1999. Sera C N* 48, párr. 31: Corta 1.0.H., Caso Suárez 
Rosero, Reparaciones art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos!, Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie 
CN" 44, párr, 41, y Coria 1D0,H.. Caso Casto Páez Reparaciones lort. 63.1 Cormención Americana sobre Derechos 
Humanos]. Semencie de 27 de noviembre de 1998. Serie CN" 43. 
“Ver Corto 1.0.4, Caso Milaivo, Constantine y Benjamin y otros, párr. 204; Caso de la “Pone! Blanca” (Poniague Morales y 
otras) Reperaciones, páwr. 80: Caso Castillo Páez. Reparaciones, pán. 52 y Caso Garrido y Reparaciones (an. 
63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Semencia de 27 de agosto de 1998, Serie C N* 39, párr. 41. 
"Corte 1.0.M., Caso Tibi. Sentencie de 7 de sepuermbre ce 2004, Serio C No, 114, párr. 237; Corte LD.M., Caso del 
Carecazo. Reparaciones lart. €3,1 Convención Americana sobre Derechos Humenos!, Sentencia de 29 de ogosto de 2002, 
a te de junio de 2002. Serio C No. 
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inmediata y directamente de los hechos en relación con gastos en que incurre la parte lesionada 
para tratar de obtener justicia'”, relacionada en este caso con la desaparición de su ser querido. 


131. Por otra parte, el lucro cesante se entiende como le pórdide de ingresos económicos 
o beneficios que sa han dejado de obtener con ocasión de la desaparición forzada de María Claudia 
Garcia de Gelman y que es posible cuantificar a partir de ciertos indicadores mesurables y 
bi “ ll 


132. Sin porjuicio de las pretensiones que presenten en el momento procesal oportuno los 
representantes de les víctimas, la CIDH solicita a la Corte que fije en equidad el monto de la 
indemnización correspondiente al daño emergente y lucro cesante, en uso de sus amplias facultades 
en esta materia. 


ñ Daños inmateriales 
133. Sobre el daño inmaterial, la Corte ha establecido que: 


[...] puede comprender tanto los sutrimientos y las afcciones causados a las víctimas directas 
y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las 
alteraciones, de caráctor no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su 
familia. No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente monetario, sólo 
puede, para los fines de la reparación integral a las víctimas, ser objeto de compensación, y 
ello de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega 
de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal deterrrine en aplicación razonable 
dol arbitrio judicial y on términos de equidad. Y, en segundo lugor, mediante la realización de 
actos uy obras de sicance o repercusión públicos que tengan efectos como la recuperación de 
la memoria de las víctimas, el reconocimiento de su dignidad, el consuelo de sus deudos o la 
trensmisión de un mensaje de reprobación oficial a las viólaciones de los derechos humanos 
de que se trata y de compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurnr'”, 


134. En el presente coso, el daño inmarerial a raíz de la desaparición de Mania Claudia 
García de Gelman resulta evidente, como también lo son las consecuencias lesivas de la denegación 
de justicia a sus familiares. Es presumible que sus familiares han tenido un sufrimiento psicológico 
intenso, angustia, pena y alteración de sus proyectos de vida en razón de las acciones estatales y la 
falta de justicia en un plazo razonable y la sanción respectiva de los involucrados en los hechos que 
gleron origen al presente caso. 


135. Tembién es evidente el daño ceusado a María Macerens Gelman por su propio 
secuestro, la supresión de su identidad por 23 años de su vida, y la impunidad existente en relación 
con esos hechos y en general con las violaciones cometidas en su contra que incluyen la 
imposibilidad de asumir su verdadera personalidad jurídica, la violación de su derecho a la 
privacidad, a la protección de la familia, al nombre, a la nacionalidad, y a medidas de protección 
mientras era niña. 


136. Finalmente, el daño causado a Juan Gelman y a sus familiares también es evidente, 
en tanto se han dedicado durante más de 32 años a la búsqueda de María Claudia García de 
Gelman, a lo consecución de justicia, al establecimiento de la verdad, así como a la ubicación de su 


1% Corte LOH., Caso Looyza Tamayo. Reperaciones (an. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 
0 27 de noviembee de 1990. Serio C N* 42, pluer. 147; Caso Aloebostoe y owos, Reparaciones lart. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serie C N* 15, párr. SO. 

% Cono 1.0.H.. Caso Massacre Plan de Sánchez. Samencia de 19 de noviembre de 2004. Seria C No. 116, párr. 80: Corta 
1D,H., Caso De le Cruz Flores. Semencie de 18 de noviembre de 2004. Serie C No. 115, párr 155; Ver también, Corte 
1.D,H., Coso Cerplo Nicole y otras. Sertencio 22 de noviembre. 2004. Sere C No, 117, párr. 117. 
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nieta, lo que recién ocurrió en el año 2000 como consecuencia de sus propias acciones destinadas a 
tal fin, 


2. Medidas de satistacción y garantías de no repetición 


137. La satistección ha sido entendida como toda medida que el autor de una violación 
debe adoptar conforme a los instrumentos internacionales o al derecho consuetudinario, que tiene 
como fin el reconocimiento de la comisión de un acto lícito". La satisfacción tiene lugar cuando se 
llevan a cabo tres ectos, generalmente en forma acumulativa: les disculpas, o cualquier otro gesto 
que demuestre el reconocimiento de la autoría del acto en cuestión; el juzgamiento y castigo de los 
individuos responsables y la toma de medidas para evitar que se repita el daño'”. 


138. En este sentido, la CIDH considera que entre las medidas de reparación, el Estedo 
uruguayo debería tomar las medidas necesarias para reconocer su responsabilidad imernacional por 
los hechos denunciados en el caso mediante la realización de un ucto público y de desagravio de la 
víctima y sus familiares, en consulta con éstos y destinado a la recuperación de lá memoria 
histórica. Por otra parte, resulta de suma importancia que el Estado realice una investigación 
completa, imparcial, efectiva y pronta de los hechos con el objeto de establecer y sancionar la 
responsabilidad intelectual y material de todas las persones que participaron en los hechos 
relacionados con el secuestro y la desaparición foreda de María Claudia García de Gelman y el 
secuestro de Maria Macarena Gelman. Asimismo, el Estado deberá amplesr todos los medios 
necesarios para investigar, identificar e informar sobre el paradero de la primera, O 345 restos 
morales, según fuere el caso. 


c. Los beneficiarios de la roparación debida por ol Estado 


139. El articulo 63.1 de la Conwención Americana exige la reparación de las 
consecuencias de una violación y "el pago de una justa indemnización a la porte lesionada”. Las 
personas con derecho a dicha indemnización son generalmente aquellas directamente lesionadas por 
los hechos de la violación en cuestión, 


140. Atendida la naturaleza del presente caso, la parte lesionada o los beneficiarios de las 
reparaciones que ordene la Corte como consecuencia de las violaciones de los derechos humanos 
perpetradas por al Estado uruguayo son los familiares de María Claudia García Iruretagoyena de 
Gelman, Juan Gelman y María Macarena Gelman. De conformidad con la información proporcionada 
por la parte lesionada, los familiares de María Claudia García Iruretagoyena de Gelman serían su 
padre, Juan Antonio García Irureta-Goyena y su hermano, Alejandro Martín García Cassinelli'*, 


D. Costas y gastos 


141. De conformidad con la jurisprudencio constante de la Corte, las costes y gastos 


deben entenderse comprendidos demtro del concepto de reparación consagrado en el artículo 6311)- 


de la Corvención Americana, puesto que la actividad desplegada por la parte lesionada, sus 
derechohabientes o sus representantes para acceder a la justicia internecionel implica erogaciones y 
compromisos de carácter económico que deben ser compensados'” 


S Drownlie, State Responsibility, Pert 1. Clorendon Press, Oxford, 1983, póg. 208. 


'% Yes comunicación de los pericionaros de 19 de septiembre de 2008 en Apéndico 3. 

% Corto LOMH., Coso Carpio Nicole y otros. Sentencia 22 de novembre. 2004, Seria C No. 117, párr. 143: Cons 1,0.H.. 
Caso Masacre Plan de Sánchez. Semmmncia de 19 de noviembre de 2004. Sería C No. 116, pérr. 115; Corte 1.D.M.. Caso De 
la Cruz Flores, Sentencia de 18 de rovlembre de 2004. Seria C No. 115, párr. 177. 
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142. La Comisión Imeramericana solicita a la Corte que, una vez escuchada la parte 
lesionada, ordene al Estado uruguayo el pago de las costas y gastos debidamente probados por 


aquéllos. 


IX. CONCLUSIONES 


143. Por todo lo expuesto en la presente demanda, la Comisión solicita a la Corte 
Iimerernericana que concluya y declare la responsabilidad internacional del Estado por la violación de 


los siguientes derechos humanos: 


a. el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8.1 y 
25 en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humenos, artículos !.b, 1, 'W y VW de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzade de Personas y artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención 


interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura) en perjuicio de Juan Gelman, 
María Claudia García do German, María Macarena Gelman y sus famikaros; 


b. el derecho a la vida, la libertad personal, la integridad personal, la 


personalidad jurídica y la obligación de sancionar estas violaciones en forma seria y 
efectiva (artículos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos 


Humanos, artículos lb, Mi, ¡W y VW de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y artículos 6 y 8 de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar lo Tortura) en perjuicio de María Claudia Garcia de Gelman; 


C. el derecho a la integridad personal (artículo 5.1 en relación con el anículo 1,1 
de la Convención Americana] respecto de Juan Gelman, María Macarena Gelman y 
sus familiares; y 


d. el dorecho a medidas especiales de protección de los niños, al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, al nombre, a la protección de la honra y 
de la dignidad y a la nacionalidad (artículos 3, 11, 18, 19 y 20 en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) respecto de 
María Macarena Gelman; así como el drecho a la protección de la famiha (artículos 
1.1 y 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y artículo Xi! de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas), respecto de 
Juan Gelman, María Macarena Gelman y sus familiares. 


X. PETITORIO 


144, En razón de las conclusiones de este caso, la Comisión Interamericana se permite 
solicitar a la Corte que ordene al Estado uruguayo: 


8. Determinar la responsabilidad por la desaparición forzada de María Cisudia García 
de Gelman y la sustracción de su hija reción nacida, María Macarena Gelman, 
mediante el debido proceso de la ley y una investigación judicial completa e 
imparcial de los hechos, a fin de identificar a los responsables de las violaciones de 
los derechos humanos referidas en el presente caso para que los culpables puedan 
ser debidamente sancionados. 


b. Adoptar las medidas legislativas y de otra indole necesarias para que, de acuerdo 
con sus procesos constitucionales y las disposiciones de la Convención Americana, 
quede sin efecto la Ley N* 15.848 o Ley de Caducidad. 
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c. Crear un mecanismo interno efectivo, con poderes jurídicos vinculantes y autoridad 
sobre todos los órganos del Estado, para asegurar el cumplimiento cabal de lo que 
ordene la Corte en su sentencia. 


d. Otorgar una reparación plena a los familiares de las víctimas que incluya, no sólo 
una indomerización por los daños materialos y morales y las costas y costos del 
litigio, a nivel nacional e internacional, sino también la celebración de ciertos actos 
de imporancia simbólica que garantican la no reiteración de los delitos cometidos 
en el presente caso, actos que sólo pueden ser determinados y través de 
negociaciones entre los peticionarios y el Estado, como la celebración de un día 
anual de conmemoración y memoria de las víctimas del gobierno de facto. 


xXx. RESPALDO PROBATORIO 


145, En respaldo de los argumentos de hecho y de derecho formulados en la presente 
demanda, la Comisión adjunta la prueba documental que a continuación se relaciona: 


A. Apéndices 


Apéndice 1. Informe de Fondo N* 32/08, Caso 12.607, Juan Gelman, María Claudia Garcia 
Iruretagoyena de Gelman y María Macarena Gelman García Iruretagoyena, 18 de julio de 2008. Voto 
Razonado del Comisionado Florentín Meléndez, El Deracho a La Verdad, Caso Juan Gelman, María 
Claudia García de Golman y María Macarena Gelman contra Uruguay. 


Apéndice 2. — Intorme de Admisibilidad N” 30/07, Petición 438-06, Juan Gelman, María Claudia 
García de Gelman y Merís Mecarena Gelman contra Uruguay, 9 de marzo de 2007. 


Apéndice 3. Copia del expediente del trámite del Caso ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. En el mismo, además constan los anexos de la petición de los solicitantes de 8 
de mayo de 2006 que, en su mayoría, se citan en la demanda y consisten en: 


1 Poder Genera! otorgado por el señor Juan Gelman a fawor del doctor González 
José Luis, 21 de junio de 2002. 
2. Declaración testimonial ante fedatario de la señora Mara Elda Magdalena 


Lamadrid. 19 de marzo de 2003. incorporada al Expediente del Juzgado Letrado 
de Primera Instancia de Segundo Turno de Montevideo (fs. 126 a 155). 


3. Carta abierta del señor Juan Gelman al Presidente de la República, publicada en el 
Diario La República el 28 de fobrero de 2000. 

4. Presidencia de la República Oriental de Uruguay. Comisión para la Paz. Anexo 
5.2. 

5. Diario Página 12, Buenos Aires, Sección El País, Sábado 22 de octubre de 2005, 


“Para no consagrar la impunidad” por Nora Veiras. Portal Mujeres Hoy. “Buscando 

a María Claudia”. 14 de mayo de 2003. Diario La República, Montevideo, Sección 

Política, 13 de junio de 2005, págs. 1 a 5, “Ricardo "Conejo' Medina Blanco, el 

asesino de la nuera de Gelman” por Roger Rodriguez. 

Certificado de Bautismo de María Macarena Tauriño Vivian expedido el 17 de 

diciembre de 1999, 

Testimonio escrito de María Macarena Gelman García de 3 de mayo de 2006. 

Ley N” 15,848 o Loy de Caducidad de la Protensión Punitiva del Estado, aprobada 

por el Parlamento uruguayo el 22 de diciembre de 1986. 

Suprema Corte de Uruguay. Sentencia de 2 de mayo de 1988. 

O. Resolución de la Presidencia de la República No. 858/2000 de 9 de agosto de 
2000, Creación de lo Comisión para la Paz. 
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1. informe Final de la Comisión para la Paz, 10 de abril de 2003. 

12. Transcripción de la carta de Julio Sanguinetti dirigida al señor Golman. 5 de 
noviembre de 1999. 

13. informe Final de la Comisión para la Paz, 10 de abril de 2003, 

14. Escrito de denuncia presentado el 19 de julio de 2002 ante el Juzgado Letrado en 
lo Penal de Turno. 

15. Solicitud de clausura de actuaciones del Ministerio Público, 1 de septiembra de 
2003. 

16. Resolución del Juzgado Letrado de Primera Instancia de Segundo Turno, 1» de 
octubre de 2003. 

17. Oficio del Poder Ejecutivo da 28 de noviembre de 2003. Resspuesta al 
requerimiento del Juzgado de Primera Instancia en lo Penal de 2? Turno. 

13, Recurso de Revoceción contra el acto administrativo de 28 de noviembre .do 
2003. “González José Luis c/Ministerio de Defensa de la Nación”. Diciembre 
2003. 

19. Escrito de solicitud de Declaración de inconstitucionalidad del artículo 3 de la Ley 
No. 15.849. 

20, Suprema Corte de Justicia, Semencia No. 332, 15 de noviembre de 2004. 

21. Solicitud de desarchivo de las actuaciones y prosecución de la instancia 
presumerial al Juzgado Letrado en lo Penal de 2* Turno, “González José Luis. en 
representación de Juan Gelman”. 

22. Seminatio Brecha, “Ahora sí se puede” por Samuel Blxen. 29 de abril de 2005. 

23. nro Observador. “Fiscal Moller pedirá archivo del Caso Gelman”, 18 de miyu 
de 

24. Diario La República. "Basa Valparaiso, el último paradero de María Claudia”, 29 de 
mayo de 2005, 

25. Nota del Poder Ejecutivo al Presidente de la Corte Suprema de Justicia de ¡la 
República Oriental del Uruguay, 23 de junio de 2005. 

26. Tribunal Penal de Apalaciones, Sentencia No. 268 de 19 de octubre de 2005. 

27. Acta de notificación No. 934 del Juzgado Penal 2” Turno a José Luis González,'9 
de noviembre de 2005. 

28. Escrito de Constitución como querellante de la Secretaría de Derechos Humanos 


del Ministerio de Justicia y Culto. República Artengina. Solicitud de declaración 
de inconstitucionalidad de las leyes 23.492 y 23.521, solicitud de indagatorias, 
solicitud de detención y extradición. 


29. CIDH, Informe No. 29/92. Caso. 10.029, Uruguay, 2 de octubre de 1992. 

30. Decreto del 16 de abril de 2003. Se aceptan conclusiones del Informe Final della 
Comisión para la Paz, 

31. Resolución del Presidente de la República de 11 de abril de 2003. Se aceptan 


conclusiones del informe Final de la Comisión para la Paz. 


Apéndice 4. — Informe de Americas Watch, “Chalenging Impunity: The Ley de Caducidad y the 
Referendum Carnpalgn in Uruguay”, 12 de merzo de 1989, 


Apéndice 5. CIDH, Cooporación con las Fuerzas Armadas de Otros Países, sección IV, Uruguay, 
del Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humenos, 1978, OEA/Ser.L/V/1.47 
Doc.13, rev. 1 29 de Junio de 1979, disponible em: 


http J/www.cidh 995 org/annualrep/78sp/ndice.htm. 


Apéndice 6. CIDH, informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Uruguay, 
OEA/Ser.L/V/1143 doc, 19 corr, 31 de enero de 1978, disponible ef: 
htipJ/www .cidh.oss org/countrysep/Uruguay?8sp/indice htm. 
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Apéndice 7. Poderes de representación. 
Apéndice 8. CV del perito. 


146. La Comisión solicita a la Corte que traslade al presente caso la evidencia producida 
en el Caso 11.560, Goiburú y otros vs. Paraguay, referida a la Operación Cóndor, en particular, el 


Libro En los sótanos de los generales y la Declaración jurada rendida por el perito Alfredo Boccia 
Paz. 


147. Por otra parte, la Comisión interamericana ofrece el peritaje del Dr. Hugo Lorenzo 
para que declare sobre el contexto y patrón de violaciones a los derechos humanos ocurridos en 
Uruguay durante la dictadura militar de 1972 a 1985, así como lo falta de investigación y sanción 
de los responsables de dichas violaciones con posterioridad. En particular, la Comisión ofrece a este 
parito para que se reflera a la adopción de la Ley N”* 15.848 o Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado aprobada por el Parlamento unuguayo el 22 de diciembre de 1936, su aplicación, 
sus efectos y su falta de compatibilidad con la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La 
Comisión considera que este caso refleja cuestiones sustanciales en cuanto.a la aplicación y efectos 
de tas leyes de amnistía que se promulgaron en América Latina y que han sido un obstáculo para la 
obtención del interés de la justicia y para asegurar la impunidad. 


Xi. DATOS DE LOS DENUNCIANTES ORIGINALES, DE LA VÍCTIMA Y DE SUS 
FAMILIARES 


148. De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de la Corte, la Comisión 
interamericana informa a la Corte que los denunciantes originales son María Macareno Gelman y 
Juan Gelman, y sus representantes, el Dr. José Luís González y el Centro por la Justicia y el 
Derecho Internacional (CEJILJ. Los representantes de la víctima y sus familiares han fijado su 
domicilio unificado en las oficinas del Comtro por la Justicia y el Derecho Intermacional CEJIL 
ubicados en AN 
EE en la ciudad de Buenos Aires, Argentina. 


Washington, D.C. 
21 de enero de 2010 
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COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 


INFORME N* 30/071% 
PETICIÓN 438-05 
ADMISIBILIDAD É 
JUAN GELMAN, MARÍA CLAUDIA GARCÍA DE GELMAN Y MARÍA MACARENA GELMÁN 
GARCÍA IRURETAGOYENA 
URUGUAY 
9 de marzo de 2007 


L RESUMEN 


1. El 8 de mayo de 2006, María Macarena Gelman Garcia Iruretagoyena (en lo 
sucesivo “María Macarena Gelman”) y Juan Gelman, representados por el Dr. José Luls 
González y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) (en lo sucesivo "los 
peticionarios”), presentaron por sí y en nombre de María Claudia Garcia Iruretagoyena de 
Gelman (en lo sucesivo "María Claudia Gelman') una petición ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (en lo sucesivo “la Comisión”), contra la República Oriental del Uruguay 
(en lo sucesivo "el Estado”) por supuesta violación de los siguientes derechos protegidos por el 
sistema interamericano: el derecho al debido proceso legal y a la protección judicial de las 
victimas (artículos 1(1), 2, 8(1) y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en 
lo sucesivo "Convención Americana”) y los artículos Ib), "HI, IV, V y XII de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas (en lo sucesivo “Convención Sobre 
Desaparición Forzada”) y los artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención Interamericana ¡para 
Prevenir y Sancionar la Tortura (en lo sucesivo "Convención sobre la Tortura”); el derecho” a ala 
verdad (artículos 1.1), 8, 13 y 25 de la Convención Americana); la obligación general de 
investigar violaciones del derecho a la vida, a la libertad y la integridad fisica y psíquica; y de 
castigar seria y efectivamente esas violaciones (artículos 1(1). 4, 5 y 7 de la Convención 
Americana; los artículos 6 y 8 de la Convención sobre la Tortura y los artículos Kb), 1! y Vide la 
Convención sobre Desaparición Forzada); el derecho a la integridad personal del Sr. Yuan 
Gelman, su familia y María Macarena Gelman (artículos 1.1 y 5.1) de la Convención Americana); 
los derechos a medidas especiales de protección para los niños, al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, a la protección de la honra y de la dignidad, al nombre y a la protección de 
la familia en relación con el Sr. Juan Gelman y su familia y con María Macarena Gelman 
(artículos 1(1), 3, 11, 17, 18 y 19 de la Convención Americana y el artículo XI! de la Convención 
sobre Desaparición Forzada). 


2. Los peticionarios solicitan que los actos que se produjeron entre el 24 de agosto de 
1976 y el 19 de abril de 1985, fecha de ratificación, por parte de Uruguay, de la Convención 
Americana, se analicen a la luz de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre (en lo sucesivo “Declaración Americana”), por sostener que en ese periodo el Estado 
violó los siguientes derechos: el derecho a ta vida, a la libertad y a la seguridad de la persona 
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(artículo 1), el derecho a la constitución y a la protección de la familia (articulo VI), el derecho de 
protección a la malemidad y a la infancia (artículo VII), el derecho de reconocimiento de la 
personalidad jurídica y de los derechos civiles (artículo XVII), el derecho de justicia (artículo 
XvV!i!l), el derecho de protección contra la detención arbitraria (artículo XXV) y el derecho a 
debido proceso (artículo XXVI). 


3. Se alega que la responsabilidad del Estado por las referidas violaciones -de 
derechos surgen de la desaparición forzada do María Claudia Gelman, la supresión de la 
identidad de María Macarena, hija de María Claudia y Marcelo Gelman, la falta de respuesta 
judicial efectiva con respecto a los derechos de las víctimas y sus parientes y los tormentos 
sufridos por las victimas y sus parientes como resultado de los hechos que supuestamente se 
produjeron en su caso. 


4. Con respecto a la admisibilidad de la denuncia, los peticionarios alegan que su 
petición cumple todos los requisitos contenidos en el artículo 46 de la Convención, salvo el del 
previo agotamiento de los recursos internos, con respecte al cual los peticionarios señalan que la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado - Ley N* 15.848 cerró toda posibilidad de 
investigación judicial de la mayoría de las violaciones de derechos que supuestamente 
cometieron las fuerzas militares y policiales durante el gobierno de facto de Uruguay, hasta que 
ese gobiemo finalizó, el 1 de marzo de 1985. Pese al hecho de que el Presidente Tabaré 
Vásquez permitió la investigación criminal de la desaparición de María Claudia Gelman, el Poder 
Judicial definitivamente denegó la protección judicial de los derechos de las victimas el 19 de 
octubre de 2005, El Estado, por su parte, respondió que estaba investigando activamente la 
desaparición de María Claudia Gelman y que ocho oficiales (sets militares y dos policías) hablan 
sido imputados de participar en las operaciones del denominado “Plan Cóndor”, del cual María 
Claudia Gelman había sido víctima destacada, dada su desaparición. El Estado no alegó 
específicamente el agotamiento de los recursos internos, pero el poder ejeculivo indicó que tenía 
previsto hacer todo lo que estuviera en su poder para ubicar los restos de María Claudia Gelman 
y adarar su desaparición, mientras que el poder judicial, en la sentencia del Tribunal de 


Apelaciones del 19 de octubre de 2005, cerrabe la investigación penal mediante la aplicación de 
la Ley de Amnistía. 


5, Habiendo analizado la petición, la Comisión concluye que tiene competencia para 
considerar este caso. La Comisión declaró que las alegaciones de los peticionarios con respecto 
a las supuestas violaciones de los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 7, 8, 11, 17, 18, 19 y 25 de la 
Convención Americana. los artículos !, Vil, Vil, XVII, XVII, XXV y XXVI de la Declaración 
Americana, los artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención sobre la Tortura y los articulos 1, !Il, IV, V y 
Xil de la Convención sobre Desaparición Forzada eran admisibles. La Comisión decidió además 
notificar a las partes su decisión y seguir con el examen de fondo de las supuestas violaciones 


de la Convención Americana, publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la 
Asamblea General. 


IL TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 


6. El 8 de mayo de 2006, la Comisión recibió una petición presentada por María 
Macarena Gelman y Juan Gelman, y sus representantes, el Dr. José Luís González y el Centro 
por la Justicia y el Derecho Intemacional (CEJIL), que se registró con el número P-438/06. La 
Comisión transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición el 22 de junio de 2006, y le 
concedió dos meses para contestar, El 23 de junio de 2006 el Estado alegó que recién había 
recibido la petición el viernes 23 de junio de 2006 y no el jueves 22 de junio de 2008, y que el 
periodo de dos meses de que disponía para responder debía calcularse a partir de la más 
reciente de esas fechas. El 21 de agosto de 2006 el Estado solicitó una prórroga del plazo de 
que disponía para presentar su respuesta, El 28 de agosto de 20086, la Comisión le concedió 
una prórroga hasta el 22 de septiembre de 2008, conforme al artículo 30.3 de su Reglamento. El 
22 de septiembre de 2006, el Estado presentó su respuesta a la petición, que fue remitida a los 
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peticionarios el 22 de septiembre de 2006, Por fax fechado el 27 de octubre de 2006, la 
Comisión recibió las observaciones de los peticionarios sobre la respuesta del Estado, y se 
remitió a este último el 16 de noviembre de 2006. El 14 de diciembre de 2006, la Comisión 

recibió las observaciones finales del Estado, que se remitieron a los peticionarios el 17 de:enero 
de 2007. No se recibió correspondencia adiciona! alguna de las partes. 


Mi, POSICIONES DE LAS PARTES 
A. Posición de los peticionarios 


7. Los peticionarios alegan que el Estado uruguayo ha incurrido en responsabilidad 
intemacional como resultado de la desaparición forzada de María Claudia Gelman, que sejinició 
en 1976, la supresión de la identidad de su hija, María Macarena, seguida por la inexistencia de 
una respuesta judicial efectiva para la protección de los derechos de las víctimas y sus pariéntes, 
lo que les causó grave angustia y otros perjuicios. 


8. Los peticionarios alegaron la violación de varios artículos de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el período comprendido entre el 24 de 
agosto de 1976 y el 19 de abril de 1985; específicamente, imputan al Estado uruguayo haber 
violado en ese periodo el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona (artículo 
l), el derecho a la constitución y a la protección de la familia (artículo VI), el derecho de 
protección a la matermidad y a la infancia (articulo VII), el derecho de reconocimiento "de ' 
personalidad jurídica y de los derechos civiles (artículo XVII), el derecho de justicia (afticul 
XVIII), el derecho de protección contra la detención arbitraria (artículo XXV) y el derecho al 
debido proceso legal (artículo XXVI). 


Los peticionarios alegaron además que el Estado uruguayo había incurrido en la 
dilecián de varios artículos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a partir del 
19 de abril de 1985, fecha en que Uruguay ratificó la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. En esa línea de pensamiento los peticionarios alegaron también que tras el 2 de abril 
de 1996, el Estado uruguayo violó varios articulos de la Convención sobre Desaparición 

y después del 10 de noviembre de 1992, violó los articulos de la Convención sobre la 
T . Especificamente, los peticionarios alegan que los hechos del caso comprendián las 
siguientes violaciones: a) del derecho al debido proceso legal y la protección judicial de las 
victimas (articulos 1(1), 2, 8(1) y 25 de la Convención Americana y los artículos | (b), 11, IV, V y 
Xil de la Convención sobre Desaparición Forzada) y los articulos 1, 6, 8 y 11 de la Convención 
sobre la Tortura; b) del derecho a la verdad (artículos 1(1), 8, 13 y 25 de la Convención 
Americana); c) de la obligación general de investigar violaciones de derechos humanos y 
sancionar a los culpables (artículos 1(1), 4, 5 y 7 de la Convención Americana; artículos 6 y 8 de 
la Convención sobre la Tortura y artículos 1 (b), 11! y Vi de la Convención sobre Desaparición 
Forzada); d) del derecho a la integridad personal del Sr. Juan Gelman y su familia, y de María 
Macarena Gelman (artículos 1(1) y 5(1) de la Convención Americana); e) del derecho a medidas 
especiales de protección para los niños, al reconocimiento de la personalidad jurídica! a la 
pestsoción de la hora y la digallad. al nombre y a la protección de la familia en relación con el 
Sr. Juan Gelman y su familia, y con María Macarena Gelman (artículos 1(1), 3, 11, 17, 17 y 19 de 
la Convención Americana y artículo XII de la Convención sobre Desaparición Forzada). 


10. Los peticionarios alegan que esos hechos se produjeron en el contexto de una 
dictadura militar. El 27 de junio de 1973 los militares tomaron el poder en Uruguay mediante un | 
golpe de Estado realizado con la cobertura constitucional que representaba el Presidente electo, 
Juan María Bordaberry. La dictadura se perpetuó en el poder hasta 1985 y en ese periodo se 
produjeron detenciones ilegales, torturas generalizadas, asesinatos y desapariciones de más de 
cien personas. Se calculó en 1976 que el Estado mantenía privados de libertad a más de 6.000 
presos políticos. Muchas organizaciones de derechos humanos, incluida la Comisión en su 
informe publicado en 1978, documentaron las violaciones de derechos humanos que estaba 
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cometiendo el Estado en ese periodo!!! En su Informe Anual 1978, la Comisión formuló 
comentarios sobre denuncias que había recibido referentes a la mutua colaboración de las 
Fuerzas Armadas de diferentes países del Cono Sur, 


11. Según el peticionario, el "Archivo del Terror”, descubierto en Paraguay, reveló la 
magnitud de la cooperación y colaboración de los gobiernos militares del Cono Sur contra sus 
supuestos enemigos*, A pesar de la cooperación de los gobiemos militares en los eventos 
establecidos en este caso, los peticionarios acusan solamente a Uruguay de supuesta 
responsabilidad internacional. 


12. El 24 de agosto de 1976, María Claudia Gelman, embarazada desde hacía 
aproximadamente siete meses, fue secuestrada, junto con su esposo Marcelo Ariel Gelman y su 
cuñada, María E. Cassinelli de García lruretagoyena, también lo fueron por miembros de las 
Fuerzas de Seguridad, que irrumpleron en su domicilio en la Ciudad de Buenos Aires, fueron 
llevadas a un centro de detención secreto en Argentina conocido como "Automotores Orletii”, 
Una semana más tarde Maria Cassinelli fue liberada; Marcelo había sido torturado y puesto en 
una celda con otros detenidos; en ella permaneció hasta fines de septiembre de 1976, en que 
fue trasladado nuevamente a un destino que se ignora. 


> A En 1989 los restos de Marcelo Ariel Gelman fueron descubiertos por los miembros 
del Equipo de Antropólogos Forenses de Argentina en un cementerio suburbano de la Provincia 
de Buenos Aires, en que, al final de octubre de 1976 había sido enterrado con siete personas no 
identificadas ("N.N.”) María Claudia había sido vista en el centro de detención secreto, 
“Automotores Orletti”, hasta el 7 de octubre de 1976 por otro detenido que fue liberado 
entonces. 


14. Se informó que María Claudia fue removida del centro de detención secreto, 
“Automotores Orletli", y trasladada por oficiales de la Fuerza Aérea Uruguaya a Montevideo, 
Uruguay, en que fue retenida con otros uruguayos en la sede de la Tercera División del Servicio 
de Información de Defensa (SID), ubicado en Bulevar Artigas esquina Palmar, en Montevideo, a 
pesar de que no tenía ninguna conexión con Uruguay y nunca había participando activamente en 
una organización militante que tuviera algo que ver con Uruguay. A fines de octubre o a 
principios de noviembre fue llevada al Hospital Militar, donde dio a luz a una niña. Ulteriormente 
María Claudia y la bebé fueron llevadas nuevamente al centro de detención del SID, en que 
permanecieron hasta aproximadamente el final de diciembre de 1976, momento en que las 
Fuerzas de Seguridad uruguayas sacaron a la niña y se volvió a trasladar a María Claudia. Se 
han ofrecido distintas versiones sobre el destino de Maria Claudia. Se ha sugerido que fue 
devuelta a las Fuerzas Armadas de Argentina y también que fue asesinada y enterrada en una 
base militar de Unsguay. No obstante, la creencia general es que María Claudia Gelman está 
muerta, Hasta el momento se desconoce el paradero de los restos de esta última. 


15. Los peticionarios alegan que el 14 de enero de 1977, el bebé de María Claudia y 
Marcelo Gelman fue colocada en una cesta y dejada en la puerta de la casa de la familia de 
Ángel Tauriño, un policía, en el barrio montevideano de Punta Carretas. En la cesta había una 
nola que decía que el bebé habla nacido el 1 de noviembre, pero que la madre no podía 
ocuparse de ella. Ángel Tauriño y su esposa, que no tenian hijos, recogieron la cesta y 
registraron a la niña como su propia hija, y la bautizaron como María Macarena Tauriño. 
Veintitrés años después, cuatro meses después de la muerte del hombre que la había criado, 
Juan Gelman, el abuelo paterno de ella, se puso en contacto con la mujer que la había criado, en 
virtud de un contacto facilitado por Monseñor Pablo Galimberti, Juan Gelman se comunicó con 
María Macarena, y ella se enteró de los hechos que tenían que ver con sus padres biológicos, y 
sin rechazar a la familia que la había criado, pidió la anulación judicial de su partida de 
nacimiento y la expedición de una nueva partida en que figurara como hija legítima de Marcelo 
Anel y Maria Claudia Gelman. María Macarena procura conocer la verdad referente a los últimos 
dias de la vida de su madre y los primeros días de la suya propia, 
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16. Según la denuncia, el 22 de diciembre de 1986 el Partamento uruguayo eprooo la 
Ley N” 15.848, la Ley de Amnistía (Ley de Caducidad de la Pretensión Puniliva del Estado), que 
fue aprobada luego por un referéndum nacional. En virtud de la Resolución Presidericial NO 
858/2000, de 9 de agosto de 2000, el ex Presidente Jorge Batlle Ibáñez creó la Comisión'para la 
Paz, para “recibir, analizar, clasificar y recopilar información sobre las desapariciones fórzadas 
ocurridas durante el régimen de facto”. El informe oficial se hizo público el 10 de abril de:2003 y 
fue presentado al Presidente Batlle; en él se concluyó, entre otras cosas, que María Claudia 
Gelman habia permanecido detenida en "Automotores Orletti” y aunque no se comprobó que 
hubiera estado implicada en ninguna actividad política relacionada con Uruguay, fue trasladada a 
Uruguay y detenida en la sede del Servicio de Informaciones de Defensa (SID) hasta que fue 
llevada al Hospital Militar, en que dio a luz a una niña. Ésta le fue sacada y entregadá' a una 
familia uruguaya, y existen diferentes versiones de lo que ocurrió con la madre; o bien fue 
asesinada en Uruguay, O devuelta a las autoridades argentinas, que la asesinaron en Argentina. 


17. En Argentina se presentaron varias denuncias, pero en Uruguay el vas de 
denunció recién en 20027, El 19 de junio de 2002 Juan Gelman denunció el secuestro y 
desaparición de María Claudia ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Pénal de 
Cuarto Tumo. El 13 de diciembre de 2002 el caso se abrió oficialmente a prueba. El¡Fiscal 
promovió la clausura de los procedimientos debido a la aplicabilidad, en su opinión, de la Ley de 
Amnistia uruguaya. El Juez no accedió a la solicitud del Fiscal debido a que conforme al ártículo 
3 de la Ley N* 15.848 sólo el Poder Ejecutivo podía disponer la clausura de esos casos, y el 
asunto fue remitido, en consecuencia, al Presidente Jorge Batlle, para que estableciera si los- 
hechos estaban comprendidos o no dentro del ámbito de la Ley de Amnistía. En noviembre de 
2003 el Poder Ejecutivo informó al tribunal que la Ley de Amnistía era aplicable, y el 2 de 
diciembre de 2003 el tribunal cerró el caso. Juan Gelman presentó un escrito en que solicitaba 

que la decisión se declarara inconstitucional, entre otras cosas por violación del principio de la 
aperaaión de páderis, pero la Suprema Corte, en una sentencia dictada el 15 de noviembre de 
2004, rechazó ese petitorio. 


18. El 0 de junio de 2005 Juan Gelman solicitó que se reabriera la investigación y 
presentó una solicitud de reactivación del caso ante el Juez Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal de Segundo Tumo, basándose en nuevas pruebas, consistentes en tres artículos 
periodísticos referentes al asesinato de María Ciaudia y otras personas que habían 
“desaparecido” durante la dictadura. El tribunal volvió a solicitar al Poder Ejecutivo que decidiera 
si esos casos estaban comprendidos en la Ley de Amnistía y, por nota fechada el 23 de junio de 
2005, la nueva adminisiración del Presidente Tabaré Vásquez informó al tribunal que'no lo 
estaban, El Poder Ejecutivo explicó que tres situaciones específicas estaban excluidas del 
alcance de la Ley de Amnistia: 1) delitos cometidos con móvil de lucro por el perpetradór o un 
tercero, 2) delitos cometidos por civiles o militares o policias de alto rango durante la dicladura 
establecida entre el 27 de junio de 1973 y el 1 de marzo de 1985, y 3) delitos cometidos fuera del 
territorio nacional. En consecuencia se reabrió la investigación. El 8 de agosto de 2005 el Fiscal 
volvió a solicitar la clausura de la investigación porque a su juicio el caso estaba comprendido en 
la Ley de Amnistía, y alegó que la decisión anterior de clausura de la investigación era cosa - 
juzgadaW, El Juez no consideró que la Ley de Amnistia se aplicara a los delitos alegados, sino 
que eslableció un procedimiento sui generis que concedió al Poder Ejecutivo la potestad de 
autorizar o no un procedimiento judicial. Como el Poder Ejecutivo había dictado una decisión de 
llevar adelante este caso, ella permitió a la judicatura proseguir la investigación. El Ministerio 
Público apeló y el Tribunal de Apelaciones, por sentencia fechada el 19 de octubre de 2005 
revocó la sentencia impugnada y dispuso el archivo del caso. El fundamento invocado! por el 
Tribunal de Apelaciones fue el de la discrecionalidad del Ministerio Público", El abogado de 
Juan Gelman fue notificado personalmente de la sentencia del Tribunal de Apelaciones el 9 de 
noviembre de 2005. 


19. En resumen, la investigación penal fue reabierta en 2005 y el Poder Ejecutivo, 
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bajo la Presidencia del Dr. Tabaré Vásquez autorizó su reapertura. No obstante, la investigación 
se vio truncada por la intervención del Ministerio Público, que solicitó la clausura del caso. La 
decisión de clausura del caso, dictada por el Tribunal de Apelaciones el 19 de octubre de 2005, 
dio por terminadas oficialmente las actuaciones internas en este asunto. En lo que respecta a la 
decisión del Tribunal de Apelaciones, a los abogados del Sr. Gelman no se les dio acceso a ella 
para impugnarta o promover su modificación. 


B. Posición del Estado 


20. El Estado, en su respuesta a la petición fechada el 20 de septiembre de 2006 
señaló que no había violado los derechos alegados por los peticionarios en lo que respecta a las 
supuestas víctimas María Claudia Gelman, María Macarena Gelman y Juan Gelman. Señaló 
que a la fecha en que el Presidente Tabaré Vásquez asumió su cargo se había venido realizando 
un amplo e intenso proceso de investigación en relación con este caso. El Estado señaló que 
había estado investigando activamente la desaparición de María Claudia Gelman y que ocho 
oficiales (6 militares y dos policias) hablan sido imputados de participar en las operaciones del 
denominado "Plan Cóndor”, entre las cuales se destacaba la desaparición de Maria Claudia 
Gelman. Como se señaló, el Estado no alegó especificamente la falta de agotamiento de los 
recursos internos, pero en la práctica el contenido de su respuesta equivalió a la aseveración de 
que los recursos internos aún no se hablan agotado. 


21, La investigación, según el Estado, comenzó con la búsqueda realizada por el 
abuelo de María Macarena, el poeta argentino Juan Gelman, quien recibió apoyo y asistencia de 
la Comisión para la Paz, creada en abril de 2003 en Uruguay, para determinar la situación de los 
detenidos-desaparecidos durante el gobierno miitar (1973-1985). La Comisión se creó para 

recoger información en forma confidencial y voluntaría, y en ella cumplió un papel fundamental la 
produ de Madres y Familiares de Desaparecidos. La Comisión para la Paz confirmó 
hechos relativos a la detención de Maria Cleudia Gelman, a su traslado a un centro de detención 
Fa Pepe estando embarazada, al nacimiento y al secuestro de su nia y al ulterior asesinato 
madre. 


22, María Macarena Gelman fue ubicada en febrero de 2000. Juan Gelman solicitó la 
Intermediación del Obispo de San José, Monseñor Pablo Galimberti, quien se puso en contacto 
con la Sra. Tauriñio y le explicó la situación. El 31 de marzo de 2000 el Sr. Gelman y su esposa 
se reunieron privadamente con María Macarena en Montevideo. Ella accedió a una prueba de 
ADN, y se restableció su identidad varios meses después. El Estado ha venido tratando de 
aclarar los hechos y localizar los restos de su madre desaparocida, así como las circunstancias 
de su secuestro y de la apropiación de su hija. La seriedad de esta investigación y la ¿ 
determinación de descubrir la verdad sobre esos hechos son, según el Estado, compromisos que 
este Goblerno considera imperativos. 


23. El Estado informó a la Comisión que el Dr. Gonzalo Fernández, Secretario de la 
Presidencia, había asumido la representación judicial de los abuelos, y que actuaba como 
abogado de los mismos. En consecuencia, María Macarena logró obtener una sentencia judicial 
Que le restituyó su identidad real, que se registró en debida forma en el Registro del Estado Civil. 


24, — El 1 de marzo de 2005, cuando el Presidente Tabaré Vásquez asumió su cargo, 
declaró en su discurso inaugural que el caso Gelman había sido excluido del alcance de la Ley 
15.848, la Ley de Amnistía. El Estado explicó asimismo que eso significaba que en el caso 
Gelman no podía invocarse la protección de la ley que exoneró a los miembros de las Fuerzas 
Armadas y la Policía del procesamiento penal por delitos comelidos durante el régimen militar 
por razones políticas, en cumplimiento de sus funciones o en acatamiento de órdenes 
superiores. Al mismo tiempo el Estado señaló que el Presidente habia dado a conocer la 
decisión de comenzar inmediatamente una investigación para agotar la búsqueda de los 
ciudadanos detenidos-desaparecidos, en cuyo contexto la localización de los restos de María 


12 de abril de 2011 CÁMARA DE SENADORES 279-C.S. 


Claudia Gelman constituía un aspecto central. 


25.  Eneste contexto, según explicó el Estado, el nuevo Gobierno entendió que la Ley 
de Amnistia estaba vigente y que debla cumplir la obligación legal, moralmente trascendente, 
contenida en el artículo 4 de la Ley, de la que dependía la reconciliación de todos los uruguayos. 
Este artículo, pasado por alto por anteriores administraciones gubernamentales, imponía al 
Poder Ejecutivo la obligación de facilitar las investigaciones destinadas a aclarar los hechos 
relativos *a actuaciones relativas a personas presuntamente detenidas en operaciones mililares 
o policiales y desaparecidas, así como de menores presuntamente secuestrados en similares 
condiciones”. 


26. — Laresponsabilidad de realizar las investigaciones, según explicó el Estado, habia 
estado en manos de la Comisión para la Paz —sin la potestad de investigar—, y se tra 
directamente a la Presidencia, encomendándose al Dr. Gonzalo Fernández, el Secretario de la 
Presidencia, la responsabilidad principal de las distintas tareas relativas a esta magna empresa. 
Para facilitar esas decisiones el Presidente dictó una resolución en virtud de la cual dispuso la 
realización de las investigaciones pertinentes para avanzar en la aclaración del destino final de 
esos ciudadanos detenidos y desaparecidos durante la dictadura militar. Para ello ordenó la 
excavación de lugares identificados por denuncias específicas como cementerios clandestinos, 
tarea que había de realizarse con científicos de las universidades y la cooperación de un equipo 
argentino de antropólogos forenses. Además el Gobierno ordenó el ingreso en cuarteles 
militares, para establecer si podian hallarse restos de personas desaparecidas. Los 
Comandantes en Jefe de las tres ramas de las Fuerzas Armadas recibieron la orden de preparar 
informes escritos sobre las actividades realizadas por sus respectivas Fuerzas durante la 
dictadura miíitar. En esos informes, elaborados oficialmente, se reconoció la realidad de | los 
hechos, admitiéndose por primera vez la existencia de la tortura y de lugares que contenían 
tumbas clandestinas. 


27. Las excavaciones de esos lugares que habían servido como cementerios, 
clandestinos durante la dictadura militar tenían dos objetivos: 1) localizar los restos de personas 
que hubieran sido asesinadas; 2) confirmar si se hablan realizado exhumaciones en esos sitios, 
seguidas por la remoción de los cadáveres, que hubieran sido sacados para no dejar trazas de 
los mismos, tal como se sostenía en los informes preparados por las Fuerzas Armadas. ¡Éstas 
informaron que durante la exhumación de los restos se produjeron dificultades para determinar el 
lugar exacto del entierro, lo que llevaba a la conclusión de que no todos los restos se habían 
exhumado, ya que no era posible determinar exactamente qué cuerpos hablan sido exhúmados 
y cuáles otros no. Una de las prioridades de este Gobierno consistió en exhumar los resjos de 
María Ciaudia Gelman mediante una amplia excavación en el Batallón N” 14 del Ejército! ubicado 
en las afueras de Montevideo. El Estado señala que en memoria de la madre desaparecida se 
realizó un homenaje, celebrado el 6 de junio de 2005 en el Parlamento uruguayo. 


28, — ElEstedo explica que pese a las excavaciones realizadas no se descubrieron los 
restos de María Claudia Gelman, pero sí se recuperaron los restos de los ciudadanos 
desaparecidos Ubegesner Chávez y Femando Miranda, quienes fueron asesinados estanao en 
detención. El Estado señaló que pese a los esfuerzos que implicaron esas excavaciones, 
realizadas a lo largo de un periodo de 14 meses, mantiene su determinación de ubicar los restos 
de esas personas y devolverlos a sus familiares. El Estado reiteró que ese compromiso | 
constituye un imperativo, y que llevará a establecer exactamente las amargas y conmovedoras 
circunstancias de la muerte de María Claudia. 


29, — ElEstado concluyó que el Presidente había anunciado la exclusión del caso 
Gelman del alcance de la Ley 15,848. El 23 de junio de 2005 el Poder Ejecutivo dio a conocer 
su opinión trento a una consulta formulada por fa Suprema Corte con respecto al caso de autos. 
En la Resolución Presidencial se estableció expresamente que en opinión del Poder Ejecutivo el 
caso Gelman no está comprendido en el artículo 1 de la Ley 15,848 del 22 de diciembre de 1986, 
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que las actuaciones penales no se han agotado y que el Poder Judicial es competente para 
asumir competencia en el caso. No obstante, el Tibunal de Apelaciones archivó el caso, y el 
Gobierno, aunque manifestando su respeto por la independencia de la judicatura, dijo que no 
compartía la decisión del Poder Judicial y reafirmó su determinación de proseguir las 
investigaciones para recuperar los restos de Maria Claudia Gelman (haciendo referencia a 
declaraciones formuladas el 25 de octubre de 2005 por el Vicepresidente Sr. Rodolfo Nin 
Novoa). 


IV. — ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD 


A. Competencia de la Comisión ratione materiae, ratione personae, ratione 
temporis, y ratione loci 


30. Conforme al articulo 44 de la Convención Americana los pelicionarios tienen 
derecho de presentar denuncias ante la Comisión. En la petición se manifiesta que los nombres 
de las victimas son "María Macarena Gelman, María Claudia Gelman y Juan Gelman”, tres 
personas individualmente identificadas cuyos derechos habria violado el Estado uruguayo, según 
lo previsto en el articulo 1(2) de la Convención Americana. La Comisión concluye que posee 
compelencia rafione personae para examinar la petición en lo que respecta a las obligaciones 
del Estado Uruguayo con respecto a Juan Gelman, María Macarena Golman y Meria Claudia 
Gelman. 


31. La Comisión posee compelencia ralione materias porque los pelicionarios 
alegaron violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana en los articulos 1(1), 
2, 4, 5,7, 8, 11, 17, 18, 19 de dicha Convención; los artículos 1 (b), Il, MV, V y Xil de la 
Convención sobre Desaparición Forzada y los articulos 1, 6, 8, y 11 de la Convención sobre la 
Tortura. Además, antes de la ratificación de esas Convenciones, en el periodo comprendido 
entre el 24 de agosto y el 19 de abril de 1985, según los peticionarios el Estado violó los 
siguientes derechos estipulados en la Declaración Americana: el derecho a la vida, a la libertad 
y a la seguridad de la persona (artículo 1), el derecho a la constitución y a la protección de la 
familia (articulo VI), el derecho de protección a la maternidad y a la infancia (artículo VII), el 
derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles (artículo XVII), 
el derecho de justicia (articulo XVIIl), el derecho de protección contra la detención arbitraria 
(artículo XXV) y el derecho al debido proceso lega! (artículo XXVI). Dado que este caso trata 
sobre la desaparición forzada de María Claudia Gelman y no queda claro si la señora Gelman 
murió antes del 19 de abril de 1985 (la fecha en que Uruguay ratificó la Convención Americana) 
o posteriormente, tanto el artículo | de la Declaración Americana como los artículos 4, 5 y 7 de 
la Convención Americana, junto con el artículo 1(1), están implicados. 


32. La Comisión posee competencia ralione temporis porque las obligaciones del 
Estado de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana, la 
Convención sobre Desaparición Forzada y la Convención sobre la Tortura estaban en vigor para 
el Estado en la fecha en que los hechos alegados en la petición supuestamente se produjeron. 
Uruguay es parte de la Convención Americana desde el 19 de abril de 1985, de la Convención 
sobre Desaparición Forzada desde el 2 de abril de 1996 y de la Convención sobre la Tortura 
desde el 10 de noviembre de 1992. Además, según la interpretación de la Comisión, la 
Declaración Americana impone obligaciones jurídicas a los Estados parte hasta que ratifican la 
Convención Americana o adhieren a la misma. 


33. Corresponde señalar que los hechos de este caso aún no se conocen 
completamente. Un hecho especialmente notable es que aún no se han localizado los restos de 
María Claudia Gelman. Además no se sabe, por ejemplo, si en la detención de María Claudia y 
su marido en Argentina participaron funcionarios uruguayos, o si funcionarios uruguayos la 
trajeron a Uruguay, si colaboraron con funcionarios argentinos en el traslado, o si funcionarios 
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argentinos la trajeron a Uruguay y luego la entregaron a funcionarios uruguayos. La aclaración 
de los hechos en general forma parte del proceso de las actuaciones seguidas ante la justicia 
penal, cuya finalidad consiste en aclarar los hechos del crimen y asignar la responsabilidad por 
los mismos. Como las actuaciones penales fueron interrumpidas en Uruguay en 1995!/108 
hechos nunca han sido esclarecidos satisfactoriemente, lo que impide a la Comisión definir, a - 
esta altura, en qué momento comenzó la responsabilidad del Uruguay. 


34. La Comisión posee competencia ratione loci, ya que en la petición se alegan 
violaciones de derechos que se produjeron en el territorio de un Estado parte de la Convención 
Americana. Los peticionarios alegan que el Estado uruguayo ha incurrido en responsabilidad 
internacional por la desaparición forzada de María Claudia Gelman, que se inició en el año 1976, - 
y la supresión de la identidad de María Macarena Gelman, seguida por la inexistencia de una 
respuesta judicial efectiva para la prolección de los derechos de Juan Gelman y sus familiares 
por el Estado uruguayo. Además, si los hechos revelan que las actividades uruguayas operaron 
en conjunción con las argentinas en Argentina, al amparo del “Plan Cóndor”, en la detención de 
María Claudia y su marido y el traslado de María Claudia de Argentina a Uruguay, la Comisión 
podría concluir que las autoridades uruguayas también son responsables de actividades 
realizadas fuera del territorio uruguayo, en Argentina, con posible complicidad argentina, 

B, Otros requisitos de admisibilidad 


1. Agotamiento de los recursos internos 


35. La Ley de Amnistía uruguaya (Ley de Caducidad da la Pretensión Punitiva del 
Estado, Ley N* 15.848) cerró toda posibilidad de que funcionarios militares o policiales que 
hubieran cometido violaciones de derechos humanos hasta el 1 de marzo de 1985 pudieran ser 
investigados, juzgados y castigados. Ello se vio facilitado por la posición del Poder Ejecutivo, 
que sisiemáticamente impidió el procesamiento penal por graves violaciones de derechos 
humanos perpetradas por funcionarios militares y policiales durante la dictadura militar, ¿Lo que 
distingue a este caso es que el actual jerarca del Poder Ejecutivo, el Presidente Tabaré Vésquez. 
respondiendo a! procedimiento establecido por la Ley de Amnistía, autorizó que prosiguiera la 
investigación penal de la desaparición de María Claucia Gelman, excluyendo este caso, ¡de la 
prolección de la Ley de Amnistía. No obstante, la judicatura aplicó la Ley de Amnistía a este 
caso, pese a la directriz Presidencial, y se agotaron los recursos internos en virtud de la' 
resolución del Tribunal de Apelaciones uruguayo del 19 de octubre de 2005. 


36.  El19 de junio de 2002 el Dr. González, representante legal del Sr. Juan Gelman, 
presentó una denuncia ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Pena! del Cuarto Turno por el 
secuestro y desaparición de la nuera de su patrocinado, María Claudia Gelman. Los 
demandantes presentaron pruebas y alegaron que este caso no debería estar cubierto por la Ley 
de Amnistía, ya que se produjo como resultado de intenciones personales de los militares, muy 
distantes del contexto represivo que se estaba llevando a cabo como política de Estado. La 
respuesta formulada por el Estado a esa altura, articulada por el entonces Presidente da 
Uruguay, Jorge Batlle, y consolidada en una sentencia judicial, fue que esos hechos estaban 
comprendidos en la Ley de Amnistía por lo cual correspondía archivar el caso. 


37. Ulteriormente el Dr. González promovió la reapertura de caso, basándose en la 
presentación de nuevas pruebas al juzgado. El Juez solcito al Poder Ejecutivo, presidido por 
Tabaré Vásquez, que expusiera su opinión acerca de si los hechos del caso estaban incluidos o 
no en el alcance de la Ley de Amnistía, El Poder Ejecutivo respondió que los hechos nó estaban 
comprendidos en el artículo 1 de la Ley 15.848 (Ley de Armistia). No obstante, esa decisión del 
Poder Ejecutivo no bastaba para permitir que prosiguiera la investigación y el juicio por esos 
graves delitos. Pese al hecho de que el Juez de Primera Instancia habla denegado una' solicitud 
de archivo del caso, el Tribunal de Apelaciones decidió que e! Trhunal debía archivarse 


38.  Larespuesta del Estado a la petición (supra, pauasfo 20) fue que, bajo el Gobierno 
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del Presidente Tabaré Vásquez se había realizado una seria y minuciosa investigación del caso 
Gelman, y se había procurado exhumar los restos de María Claudia Gelman. Aunque merecen 
reconocimiento las buenas intenciones del Gobierno uruguayo, y actualmente los tribunales de 
Argentina y Uruguay están investigando las operaciones del “Plan Cóndor”, no puede ignorarse 
que la judicatura uruguaya archivó el caso específico de la desaparición de Maria Claudia 
Gelman el 19 de octubre de 2005. Este caso no ha sido reabierto, por lo cual la Comisión 
considera que los peticionarios del presente caso han cumplido el requisito del agotamiento de 
los recursos internos estipulados en el articulo 46(1Xa) de la Convención Americana, y que el 
argumento del Estado sobre este punto no es convincente'"% 


2. Plazo de prescripción para la presentación de la petición 


39. El artículo 46(1Xb) de la Convención Americana dispone que la petición debe 
presentarse dentro de un plazo de seis meses a partir de la fecha en que los peticionarios hayan 
tenido conocimiento de la sentencia definitiva que haya agotado los recursos internos. En el 
presente caso la Comisión ha llegado a la conclusión de que los pelicionaños agotaron los 
recursos internos. 


40. La decisión de archivar el caso fue adoptada por el Tribunal de Apelaciones 
el 19 de octubre de 2005 y fue notificada personalmente al abogado del Sr, Gelman, 
Dr. José Luis González, el 9 de noviembre de 2005. La petición fue presentada ante la Comisión 
el 8 de mayo de 2006. La Comisión concluye que la petición fue presentada dentro del plazo de 
seis meses establecido en el artículo 46.1.b de la Convención. 


3. Duplicación de procedimientos y res judicata a nivel internacional 


41. — Delexpediente nada surge que indique que el asunto que es objeto de la petición 
esté pendiente de resolución en otro procedimiento internacional de resolución, o que sea 
sustancialmente idéntico a alguno anteriormente estudiado por la Comisión o por otro órgano 
internacional de derechos humanos. Por lo tanto la Comisión concluye que se han cumplido los 
requisitos establecidos en el artículo 46.1.c. 


4, Caracterización de los hechos alegados 


42. La Comisión toma nota de que en la petición se plantean importantes cuestiones 
referentes a los derechos de los miembros de una familia de ser protegidos frente a actos 
supuestamente “arbitrarios” del Estado. Los actos se refieren a violaciones supuestamente 
cometidas contra miembros de una familia por un gobierno de facto, en cuyo contexto ciertos 
familiares fueron aniquilados y eliminados por miembros de la dictadura militar que cooperaron y 
colaboraron con Fuerzas Armadas de países vecinos. Los hechos se fefieren especificamente a 
la desaparición forzada de María Claudia Gelman, la supresión de la identidad de María 
Macarena, hija de María Claudia y Marcelo Gelman, la inexistencia de una respuesta judicial 
efectiva en relación con los derechos de las victimas y sus parientes, y los tormentos sufridos por 
Juan Gelman y sus familiares como resultado de hechos que supuestamente ocurrieron en este 
caso. 


43. En 1995, ya restablecida la democracia, el acceso a la justicia siguió siendo 
frustrado por una Ley de Amnistia adoptada por el Estado democrático y según se informa 
ratificada en un referéndum por el pueblo uruguayo. Dada la considerable jurisprudencia de la 
Comisión sobre el tema de las leyes de amnistía, la Comisión concluye que como mínimo, en las 
denuncias de los peticionarios se describen actos que, si se comprueban, podrían tender a 
demostrar ¡a violación de los derechos de Juan Gelman y sus familiares, protegidos por los 
artículos 1(1), 2, 8 y 25 de la Convención Americana, por lo cual se han cumplido los requisitos 
de admisibilidad del articulo 47(b). 
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44. Con respecto a la admisibilidad, la Comisión concluye que existen: pruebas 
suficientes de que las alegaciones referentes a la remoción de María Macarena de su,famila y 
su país legítimos y su entrega en adopción a on Tunsioneso ROMA! eN cses pela odo 23 
años, si se prueba, podría tender a demostrar violaciones de los articulos 1(1), 3, 11, 17, 18 y 
19 de la Convención Americana, obligaciones frente a María Macarena y su madre, María 
Claudia Gelman, que el Estado estaba obligado a cumplir, Además los peticionarioslinciuyen 
alegaciones adicionales que, si se comprueban, podrían tender a demostrar la violación de los 
artículos 1, !Il, IV, V y XIl de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, por omisión de la obligación de prevenir, castigar y eliminar la práctica de la 
desaparición forzada dentro de su jurisdicción, los artículos 1, 6, 8 y 11 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, por omisión de la obligación de impedir la 
tortura y de castigar a los responsables de la misma, y de extraditarios a una jurisdicción en que 
sean juzgados, y por último, los artículos |, XVII, XVII, XXV y XXVI de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombra, por posibles violaciones del derecho a la 
vida, el derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho a la justicia, el 
derecho de protección contra la detención arbitraria y el derecho a un juicio justo, cometidas en 
el periodo comprendido entre 24 de agosto de 1976 y el 19 de abril de 1985, en que Uruguay 
ratificó la Convención Americana. Dado que este caso trata sobre la desaparición forzada de 
María Claudia Gelman y no queda claro si la señora Gelman murió antes del 19 de'abril de 
1985 (la fecha en que Uruguay ratificó la Convención Americana) o posteriormente, !tanto el 
artículo | de la Declaración Americana como los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, 
junto con el articulo 1(1), están implicados. 


v. CONCLUSIÓN 


45. La Comisión ha concluido, en el presente informe, que posee competencia para 
entender en la denuncia presentada por los peticionarios, en que se alegan violaciones de sus 
derechos humanos, previstos en múltiples instrumentos, pero, en especial, los derechos'a las 
garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8 y 25), en conjunción con los artículos 1.1 
y 2 de la Convención Americana, en lo que respecta a María Claudia Gelman, y violaciones 
adicionales de los derechos enunciados en los artículos 1(1), 3, 11, 17, 18 y 19 de la Convención 
Americana, en lo que respecta a María Macarena Gelman. Además, si se comprueban las 
alegaciones, el Estado puede ser declarado responsable de violaciones de los artículos ), lll, IV, 
V y Xil de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los artículos 
1, 6,8 y 11 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, y finalmente, 
los artículos 1, XVII, XVII, XXV y 200VI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre con respecto a María Claudia y Macarena Gelman, cometidas en el periodo anterior 
al 24 de agosto de 1976 y hasta el 19 de abril de 1985. 


46. En virtud de los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin 
prejuzgar sobre el fondo del asunto, 


LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
DECIDE: 


1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se reñere a los derechos u las 
garantias judiciales y a la protección judicial (artículos 8 y 25), en conjunción con los artículos 
1(1) y 2 de la Convención Americana, en lo que respecta a María Claudia Gelman, y violaciones 
adicionales de los derechos enunciados en los artículos 1(1), 3, 11, 17, 18 y 19 de la Convención 
Americana, en lo que respecta a Maria Macarena Gelman. Además, si se comprueban lás 
alegaciones, el Estado puede ser declarado responsable de violaciones de los artículos Í, NA 
V y Xll de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los artículos 
1,6,8 y 11 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Torlura, y finalmente, 
los artículos 1, XVI, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Dáberes 
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del Hombre con respecto a María Claudia y Macarena Gelman. 
2. Notificar a las partes la presente decisión. 
3. Continuar con su análisis del fondo del asunto. 


4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la 
OEA. 


Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los Y días del mes de marzo de 2007. 
Firmado: Florentin Meléndez, Presidente; Paolo G. Carozza, Primer Vicepresidente: Eveño 
Fernández Arévalos, Clare Roberts y Freddy Gutiérrez, Miembros de la Comisión. 


' El Comisionado Victor Abramovich, de nacionalidad argentina, no participó en las 
deliberaciones ni en la decisión del caso de autos, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 17(2)(b) del Reglamento de la Comisión. 

2 Uruguay ratificó la Convención sobre Desaparición Forzada el 2 de abril de 1996 y la 
Convención Interamericana contra ta Tortura el 10 de noviembre de 1992. 

Bl CIDH, INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN 
URUGUAY, OEA/Ser.L/V/11.43 
doc. 19 corr. 1, 31 de enero de 1978. : 

M Véase, COOPERACIÓN CON LAS FUERZAS DE SEGURIDAD DE OTROS PAÍSES, 
sección IV, Uniguay, INFORME ANUAL DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, 1978, OEA/Ser.L/V/11.47 
Doc.13, rev. 1, 29 de junio de 1979 ("La Comisión ha recibido varias denuncias de alegadas 
operaciones de la policía especializada del Gobierno del Uruguay dentro del territorio de países 
extranjeros con aparente autorización y alegada participación de las autoridades de dichos 
países, Según estas denuncias, el propósito de estas operaciones es la de suprimir toda forma 
de manifestación de oposición al Gobiemo militar del Uruguay y eliminar a toda persona 


ÉS En octubre de 1975, la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) de Chile organizó la 
Primera Reunión de Trabajo de Inteligencia Nacional con la finalidad de crear un mecanismo de 
información a nivel regional. En octubre de 1975 se celebró en Montevideo la Undécima 
Conferencia de Ejércitos Americanos, y en noviembre tuvo lugar en Santiago la Primera Reunión 
Interamericana de Inteligencia Nacional. Según los peticionarios las Fuerzas Armadas de 
Argentina, Chile, Uruguay, Brasil, Paraguay, Perú y Ecuador colaboraron inicialmente en la 
creación de una base de datos centralizada para intercambiar y actualizar información referente 
a las personas que pudieran considerarse enemigos o supuestas amenazas para los regimenes 
establecidos, clasificación que comprendió a militantes y a grupos que optaron por la lucha 
armada, O dirigentes de partidos políticos tradicionales, asi como objetores de conciencia, 
amigos o parientes. A principios de 1975, conocidos dirigentes políticos y otros militantes 
anónimos buscaron refugio en Buenos Aires. En 1976 fueron asesinados en Buenos Aires 
Zelmar Michelini y Héctor Gutiérrez Ruiz, dos conocidos políticos uruguayos, asi como dos 
miembros de la organización militante Tupamaros que vivian en Argentina. 

E Esta ley fue sometida a referéndum en abril de 1989 y ratificada por voto del 55,44% 
del electorado, versus 42,42% de quienes se pronunciaron por la anulación de la ley. En virtud 
de esta Última no puecen castigarse las violaciones de derechos humanos cometidas por 
funcionaños militares y policiales hasta el 1 de marzo de 1985. 

7 El secuestro y la detención ¡legal de Maria Claudia, de su marido Marcelo Ariel Gelman 
y de su cuñada, Maria E. Cassinelli de García Iruretagoyena, fueron denunciados por Maria 
Teresa Laura Moreira el 25 de agosto de 1976 a la Policía argentina, luego por Juan Antonio 
García Iruretagoyena, padre de Maria Claudia, el 12 de septiembre de 1977, ante el Juzgado de 
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Instrucción en Argentina y por Nora Eva Gelman Schubaroff (la hermana de Maria Claudia, que 
también fue detenida en Automotores Orletti) el 20 de mayo de 1987 ante el Juzúado de 
Instrucción. 

Bl Los peticionarios señalan que el Fiscal, Enrique Moller Méndez, fue el mismo que 
solicitó la clausura de la investigación en septiembre de 2003. 

B El Tribunal de Apelaciones concluyó que el Ministerio Público, que está obigado a 
llevar adelante el procesamiento, no consideraba que estuvieran presentes los requisitos|previos 
para ello. La investigación del juez a cargo de la investigación no hace más que facilitar ta 
acusación del Ministerio Público. Si el Fiscal opina que no existe mérito para el procesamiento, 
el Juez está obligado a aceptar ese pronunciamiento; no puede disponer por sí mismo el 
procesamiento. 

12 Véase CIDH, Informe N* 29/92, de 2 de octubre de 1992, párrafo 35 ("La Ley en 
cuestión tuvo el efecto buscado de dausurar todos los juicios criminales por pasadas violaciones de 
los derechos humanos. Con ello se cerró toda posibilidad jurídica de una investigación judicial seria 
e imparcial destinada a comprobar los delitos denunciados e identificar a sus autores, cómplices y 
encubridores”). j 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
CASO VELASQUEZ RODRIGUEZ 
EXCEPCIONES PRELIMINARES 
Sentencia de 26 de junio de 1987 


En el caso Velásquez Rodríguez, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, integrada por los siguientes jueces: 


Thomas Buergenthal, Presidente 
Rafael Nieto Navia, Vicepresidente . 
Rodolfo E. Piza E., Juez 

Pedro Nikken, Juez 

Héctor Fix-Zamudio, Juez 

Héctor Gros Espiell, Juez 

Rigoberto Espinal Irías, Juez ad hoc; 


presentes, además, 


Charles Moyer, Secretario, y 
Manuel Ventura, Secretario Adjunto 


de acuerdo con el articulo 27.4 de su Reglamento (en adelante "el Reglamento”), dicta la 
siguiente sentencia sobre las excepciones preliminares interpuestas en los escritos y alegadas en 
la audiencia pública por el Gobierno de Honduras (en adelante "el Gobierno”). 


1. El presente caso fue sometido a la Corte por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante "la Comisión”) el 24 de abril de 1986. Se originó en una denuncia (No. 
7920) contra Honduras recibida en la Secretaría de la Comisión el 7 de octubre de 1981. 


2. Al presentar el caso, la Comisión invocó los artículos 50 y 51 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante "la Convención” o "la Convención Americana"). La 
Comisión sometió asta coso con al An de ese la. Cone decida sí hubo viclación. por parte del 
Estado involucrado, de los artículos 4 (Derecho a la Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal) y 
7 (Derecho a la Libertad Personal) de la Convención en perjuicio del señor Ángel Manfredo 
Velásquez Rodriguez y solicitó que la Corte disponga "se reparen las consecuencias de la stuación 
que ha configurado la vulneración de esos derechos y se otorgue a la parte o partes lesionadas 
una justa indemnización”. 


3. La petición formulada por la Comisión fue remitida al Gobierno por la Secretaría de la Corte 
el 13 de mayo de 19865. 
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4. El 23 de julio de 1986 el Juez Jorge R. Hernández Alcerro comunicó al Presidente de la 
Corte que, con fundamento en el artículo 19.2 del Estatuto de la misma, "he decidido excusarme 
del conocimiento de los tres casos que . .. fueron sometidos a consideración de la Corte". El 
Presidente, mediante nota de esa misma fecha, comunicó al Gobierno que, de acuerdo con el 
artículo 10.3 del Estatuto de la Corte, tenía derecho a designar un juez ad hoc. El Gobierno por 
nota de fecha 21 de agosto de 1986 designó para ese efecto al Abogado Rigoberto Espinal Irías. 


5 El Presidente de la Corte, mediante nota de 23 de julio de 1986, propuso al Gobierno que 
presentara el escrito pertinente a finales del mes de agosto de 1986, Fl Gobierno solicitó, el 21 
de agosto de 1986, posponer hasta el mes de noviembre del mismo año el plazo para presentario. 


6. Por resolución de 29 de agosto de 1986, el Presidente, después de haber consultado con 
las partes, señaló el 31 de octubre de 1985 como fecha límite para que el Gobierno presentara su 
escrito sobre este caso. A la vez fijó el día 15 de enero de 1987 para que la Comisión presentara 
el suyo y dispuso el 1% de marzo como fecha límite para la presentación de la respuesta del 


7: El Gobierno, en su escrito de fecha 31 de octubre de 1986, formuló objeciones a la 
admisibilidad de la demanda promovida por la Comisión. 


8, El Presidente de la Corte, por resolución de 11 de diciembre de 1986, a pedido de la 
Comisión, extendió el plazo de la presentación del escrito de la misma hasta el 20 de marzo de 
1987 y prorrogó el del Gobierno para presentar respuesta hasta el 25 de mayo de 1987. 


9. Por resolución de 30 de enero de 1987, el Presidente aclaró que la demanda introducida 
por la Comisión, que dio inicio al presente procedimiento, debe tenerse en esta oportunidad como 
la memoria prevista por el articulo 30.3 del Reglamento y que, además, el plazo conferido a la 
Comisión hasta el 20 de marzo de 1987, es el previsto en el artículo 27.3 del mismo para que ella 
presentara sus observaciones y conclusiones acerca de las excepciones preliminares opuestas por 
el Gobierno. Dispuso también el Presidente, después de haber consultado con las partes, 
convocarlas a una audiencia pública para el 15 de junlo de 1987, con el propósito de escuchar sus 
posiciones sobre las excepciones preliminares y dejó abiertos los plazos procesales sobre el fondo, 
para la eventualidad de que la Corte decidiera reservar la resolución de las excepciones 
preliminares en la sentencia junto con el fondo o de que, en caso de ser resueltas separadamente, 
tal decisión comportara la prosecución de! trámite. 


10. Mediante escrito de fecha 13 de marzo de 1987, el Gobierno comunicó que por cuanto "la 
Resolución del 30 de enero de 1987 no se circunscribe a asuntos de mero trámite ni a fijación de 
plazos, sino que incluye una labor interpretativa y de calificación de los escritos presentados ... 
considera deseable, al tenor de lo dispuesto en el Articulo 25 del Estatuto de la Corte y del 
Artículo 44, párrafo 2, de su Reglamento, que la Corte confirme los términos de la resolución del 
Presidente de la Corte del 30 de enero de 1987, como tuna medida tendiente a evitar ulterior 
confusión entre las partes, toda vez que siendo los primeros casos contenciosos que se someten 
al conocimiento de la misma,*resulta espedalmente conveniente asegurar el estricto cumplimiento 
y la correcta aplicación de las normas de procedimiento de la Corte.” 


11. La Comisión, en escrito que ¿compañó a sus observaciones de fecha 20 de marzo de 1987, 
solicitó al Presidente que dejara sin efecto el párrafo 3 de la resolución de 30 de enero de 1987 en 
el cual se fijó la fecha para celebrar la audiencia pública. También expresó que *“(e)n ninguna 
parte de su Memoria, el Goblerno de Honduras ha presentado sus objeciones con el carácter de 
excepciones preliminares". Por su parte, el Gobierno, en nota de 11 de junio de 1987, se refirió a 
ellas como "objeciones preliminares”, 


12. Mediante nota de 15 de mayo de 1987, el Presidente comunicó al Gobierno que "en las 
audiencias públicas sobre los casos, el Gobierno proceda de primero y sea, luego, seguido por la 
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Comisión. Al presentar su caso, el Gobierno será libre de hacer exposiciones orales y de pedir o 
presentar la prueba pertinente para los asuntos en consideración. La Comisión tendrá el mismo 
derecho”. 


13. La Corte, mediante resolución del 8 de junio de 190,, confirmó en todos sus términos la 
resolución del Presidente del 30 de enero de 1987, 


14. La audiencia tuvo lugar en la sede de la Corte el 15 de junio de 1987, 
Comparecieron ante la Corte 
por el Gobierno de Honduras: 


Ing. Edgardo Sevilla Idiáquez, Agente 

Abogado Mario Díaz Bustamante, Representante 
Abogado Rubén Darío Zepeda G., Consejero 
Abogado Ángel Augusto Morales, Consejero 
Abogado Mario Boquín, Consejero 

Abogado Enrique Gómez, Consejero 

Licda. Olmeda Rivera, Consejera 

Lic. Mario Alberto Fortín M., Consejero 

Abogado Ramón Rufino Mejía, Consejero; 


por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 


Dra. Gilda M. C. M. de Russomano, Presidenta, Delegada 

Dr. Edmundo Vargas Carreño, Secretario Ejecutivo, Delegado 
Dr. Claudio Grossman, Consejero 

Dr, Juan Méndez, Consejero 

Dr, Hugo Muñoz, Consejero 

Dr. José Miguel Vivanco, Consejero. 


15. Según la denuncia presentada ante la Comisión el 7 de octubre de 1981 y la información 
complementaria recibida en los días inmediatos siguientes, Ángel-Manfredo Velásquez Ródriguez, 
un estudiante de la Universidad Nacional Autónoma de Honduras, "fue apresado en forma violenta 
y sin mediar orden judicial de captura, por elementos de la Dirección Nacional de iwvestigación 
(DNI) y del G-2 de las Fuerzas Armadas de Honduras”, en Tegucigalpa, el 12 de septiémbre de 
1981 en horas de la tarde. Los denunciantes decararon que varios testigos oculares manifestaron 
que fue llevado junto con otros detenidos a las celdas de la 11 Estación de la Fuerza de Seguridad 
Pública ubicadas en el Barrio El Machén de Tegucigalpa, donde fue sometido a "duras 
interrogaciones bajo crueles torturas, acusado de supuestos delitos políticos”; agrega la denuncia 
usa el 17 de septiembre de 1981 fue trasladado al 1 Batallón de Infantería donde prosiguiéron con 

los interrogatorios descritos y que, a pesar de esto, todos los cuerpos policiales y de seguridad 
negaron su detención. 


16. El 14 de octubre y el 24 de noviembre de 1981 la Comisión transmitió las partes 
pertinentes de las denuncias al Gobierno y solicitó la Información lente. 


17. En vista de la falta de respuesta, la Comisión reiteró al Gobierno, el 14 de mayo de 1982, 

la solicitud de información y le señaló que, de no recibirla en un plazo razonable, consideraria la 

ae artículo 39 (actual 42) de su Reglamento y presumiría como verdaderos los hechos 
e los 
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18. La solicitud de información fue reiterada el 6 de octubre de 1982, el 23 de marzo y el 9 de 
agosto de 1983, sin haber recibido respuesta sobre los hechos denunciados. 


19. En su 61% Periodo de Sesiones, la Comisión aprobó la resolución 30/83 de 4 de octubre de 
1983, cuya parte dispositiva reza como sigue: 


1. Por aplicación del Artículo 39 del Reglamento presumir verdaderos los hechos 
denunciados en la comunicación de 7 de octubre de 1981 relativos a la detención y 
posterior desaparición del señor Ángel Manfredo Velásquez Rodriguez en la República 
de Honduras. 


2. Observar al Gobierno de Honduras que tales hechos constituyen gravísimas 
violaciones al derecho a la vida (Articulo 4) y al derecho a la libertad personal 
(Articulo 7) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 


3. Recomendar al Gobierno de Honduras: a) que disponga una investigación 
completa e imparcial para determinar la autoría de los hechos denunciados; b) que 
de acuerdo con las ad de Honduras sancione a los responsables de dichos hechos; 

c) que informe a la Comisión dentro de un plazo máximo de 60 días en especial 
sobre las medidas tomadas para poner en práctica las recomendaciones consignadas 
en la presente Resolución. 


4. Si transcurrido el plazo fijado en el numeral 3 de esta Resolución el Gobierno 
de Honduras no presentare observaciones, la Comisión incluirá esta Resolución en su 
Informe Anual a la Asamblea Gencral de conformidad con el Artículo 59 inciso g) del 
Reglamento de la Comisión. 


20. El 18 de noviembre de 1983 el Gobierno solicitó la reconsideración de la resolución 30/83, 
argumentando que no se habian agotado Jos recursos de la jurisdicción interna; que la Dirección 
Nacional de Investigación desconocía el paradero de Velásquez Rodríguez; que el Gobierno estaba 
haciendo todas las diligencias para esdarecer el paradero de la persona en cuestión y que hablan 
rumores de que Velásquez Rodríguez “anda con grupos de guerrilleros de El Salvador”. 


21. El 30 de mayo de 1984 la Comisión comunicó al Gobierno que, en su 62% Periodo de 
Sesiones celebrado en mayo de 1984, había acordado "a la luz de las informaciones suministradas 
por Vuestro llustrado Gobierno, reconsiderar la resolución 30/83, continuando con el estudio del 
caso”, y solicitó información, entre otros aspectos, sobre el agotamiento de los recursos de la 
jurisdicción interna. 


22. La Comisión, el 29 de enero de 1985, reiteró el pedido de 30 de mayo de 1984 y advirtió 
que adoptaria una decisión final sobre este caso en su sesión de marzo de 1985. El 10 de marzo 
de ese año el Goblerno pidió que la "decisión final fuera postergada e informó que se había 
establecido una Comisión Investigadora sobre la materia. La Comisión accedió el 11 de marzo a 
la solicitud del Gobierno y le concedió un plazo de 30 días para enviar la información pedida, sin 
que ésta hubiese sido remitida por el Gobierno. 


23. El 7 de abril de 1986, el Gobierno informó sobre los resultados de las diligencias incoadas 
ante el Juzgado Primero de Letras de lo Criminal, el cual dictó auto de sobreseimiento, ”a 

excepción del General Gustavo Álvarez Martinez, por haberse sacado testimonio, por hallarse éste 
fuera del país”, decisión posteriormente confirmada por la Corte Primera de Apelaciones. Dichas 
actuaciones son referentes a la desaparición de Velásquez Rodríguez y otros. 


24. La Comisión, en resolución 22/86 de 18 de abril de 1986, adoptada en su 67% Periodo de 
Sesiones, consideró que la nueva información presentada por el Gobierno no era suficiente para 
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amertar una reconsideración de su resolución 30/83 y que, por el contrario, "de todos los 

elementos de juicio que obran en el caso se deduce que el señor Ángel Manfredo Velásquez 

Rodríguez continúa desaparecido sin que el Gobierno. . . haya ofrecido pruebas concluyentes que 

permitan establecer que no son verdaderos los hechos denunciados”. La Comisión en esa misma 

resolución confirmó la 30/83, negó el pedido de reconsideración y refirió el asunto a la Corte. 
nu 

25. El Gobierno, en su escrito de 31 de octubre de 1986, considera que: 


1, El procedimiento establecido para la admisibilidad de la petición o 
comunicación, no fue observado por la Comisión. 


2, La Comisión desconoció la información proveida por el Gobierno respecto al 
no agotamiento de los recursos de jurisdicción interna relativos a este caso. 


3 Los recursos de jurisdicción interna no fueron interpuestos ni agotados. 


4, El procedimiento establecido para la preparación de informes no fue 
observado por la Comisión. 


S. La norma establecida en la Convención para una solución amistosa, fue 
ignorada por la Comisión. 


6. No se ha cumplido con los requisitos establecidos en los artículos 48, 49 y 50 
AS 


7. No proceden observaciones sobre los hechos, de parte del Gobierno, en esta 


etapa del conocimiento del caso. 
26. La Comisión, en sus observaciones del 20 de marzo de 1987 al escrito del Gobierno, 
conduye: 


1. Que Ángel Manfredo Velásquez Rodríguez fue detenido el 12 de septiembre 
de 1981 por funcionarios o agentes del Gobierno de Honduras y que, desde esa 
fecha, se encuentra desaparecido, lo cual constituye una gravísima violación al 
derecho a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal que reconocen 
los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la 
que Honduras es parte. 


2. Que las objeciones sustantivas o de orden presentadas por el 
Gobierno de Honduras en su Memoria carecen de fundamento jurídico a la luz de 
lo dispuesto en los pertinentes artículos de la Convención Americana sobre 
cies Humanos y las normas consagradas por el derecho internacional 
general, y 


3. Que, habiendo Honduras reconocido la jurisdicción obligatoria de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión reitera su petición para que 
esa llustre Corte, en aplicación del artículo 63, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos decida que en el presente caso hubo 
violación de los derechos a la vida (artículo 4), a la integridad personal (artículo 
5) y a la libertad personal (articulo 7) consagrados en la mencionada Convención; 
disponga que se reparen las consecuencias de la situación que ha configurado la 
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vulneración de esos derechos, así como también se otorgue a la parte o partes 
lesionadas una justa indemnización. 


Iv 


27. La Corte es competente para conocer del presente caso. Honduras es Estado Parte en la 
Convención desde el 8 de septiembre de 1977 y depositó el instrumento de reconocitniento de la 
competencia contenciosa de la Corte a que se refiere el artículo 62 de la Convención, en fecha 9 
de septiembre de 1981. 


v 


28. Antes de entrar a considerar cada una de las excepciones, la Corte debe precisar el ámbito 
de la jurisdicción que posee con respecto al presente caso. La Comisión sostuvo en la audiencia 
que, como la Corte no es un tribunal de apelación respecto de lo actuado por ella, tiene una 
Jurisdicción limitada que le impide revisar todo cuanto se refiere al cumplimiento de los requisitos 
de admisibilidad de una petición dirigida a la Comisión, o de las normas procesales aplicables a las 
distintas etapas que deben cumplirse en el trámite de un caso ante ella. 


29. Ese planteamiento no se adecúa a la Convención, en cuyos términos la Corte, en ejercicio 
de su competencia contenciosa, está facultada para decidir "sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de (la) Convención" (art. 62,1). Son esas las atribuciones que aceptan 
los Estados que se someten a la jurisdicción obligatoria de la Corte. Los términos amplios en que 
está redactada la Convención indican que la Corte ejerce una jurisdicción plena sobre todas las 
cuestiones relativas a un caso. Ella es competente, por consiguiente, para decidir si se ha 
producido una violación a alguno de los derechos y libertades reconocidos por la Convención y 
para adoptar las disposiciones apropiadas derivadas de semejante situación; pero lo es 
igualmente para juzgar sobre los presupuestos procesales en que se fundamenta su posibilidad de 
conocer del caso y para verificar el cumplimiento de toda norma de procedimiento en la que esté 
envuelta la "interpretación o aplicación de (la) Convención”. En el ejercicio de esas atribuciones 
la Corte mo está vinculada con lo que previamente haya decidido la Comisión, sino que está 
habilitada para sentenciar libremente, de acuerdo con su propia apreciación. Obviamente la Corte 
no actúa, con respecto a la Comisión, en un procedimiento de revisión, de apelación u otro 
semejante. Su jurisdicción plena para considerar y revisar in toto lo precedentemente actuado y 
decidido por la Comisión, resulta de su carácter de único Órgano jurisdiccional de la materia. En 
este sentido, al tiempo que se asegura una más completa protección judicial de los derechos 
humanos reconocidos por la Convención, se garantiza a los Estados Partes que han aceptado la 
competen cia de la Corte, el estricto respeto de sus normas. 


30. La Corte entiende que la interpretación de todas las normas de la Convención relativas al 
procedimiento que debe cumplirse ante la Comisión para que "la Corte pueda conocer de 
cuslquier caso” (art. 61.2), debe hacerse de forma tal que permita le protección internacional de 
los derechos humanos que constituye la razón misma de la existencia de la Convención y llegar, si 
es preciso, al control jurisdiccional. Los tratados deben interpretarse "de buena fe conforme al 
sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y 
teniendo en cuenta su objeto y fin" (art. 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados). El objeto y fin de la Convención Americana es la eficaz protección de los derechos 
humanos, Por ello, la Convención debe interpretarse de manera de darle su 

permitir que el régimen de protección de los derechos humanos a cargo de la Comisión y de 
a dd Es plenamente aplicable aquí lo que ha 

ya: 


Considerando que, en caso de duda, las cláusulas de un compromiso por el cual un 
diferendo es sometido a la Corte, deben ser interpretadas, si con ello no se 
violentan sus términos, de manera que se permita a dichas cláusulas desplegar su 
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efecto Útil (Free Zones of Upper Savoy and the District of Gex, Order of 19 
August 1929, P.C.1.J,, Series A, No. 22, pág. 13). 


vI 


La Corte entre ahora a considerar las excepciones preliminares. 
Según lo alegado por el Gobierno en el presente caso, resulta que las excepciones 


preliminares que la Corte debe considerar son: 


a) falta de declaración formal de admisibilidad por la Comisión; 

b) omisión del procedimiento de solución amistosa del asunto; 

c) falta de realización de una investigación im loco; 

d) omisión de una audiencia previa; 

e) aplicación indebida de los artículos 50 y 51 de la Convención, y 

4) no agotamiento de los recursos internos de jurisdicción intema, 

Para resolver estas cuestiones, la Corte deberá abordar varios problemes relativos a la 


o on rr rr dto e cri Para ese fin, la 
Corte tiene en cuenta, en primer lugar, que, en la jurisdicción internacional, la inobservancia de 
ciertas formalidades no siempre es relevante, pues lo esencial es que se preserven las condiciones 
necesarias para que los derechos procesales de las partes no sean disminuidos o desequilibrados, 
y para que se alcancen los fines para los cuales han sido diseñados los distintos procedimientos. 
A este respecto cabe destacar que, ya en sus primeras actuaciones, la Corte de La Haya señaló: 


34. 


La Corte, al ejercer una jurisdicción internacional, no está llamada a atribuir a las 
consideraciones de forma la misma importancia que ellas podrian tener en el derecho 
interno (Mavrommatis Palestine Concessions, Judgment No. 2, 1924, P.C.1.)., 
Series A, No. 2, pág. o e OO Judgment, 
1,C.J, Reports 1978, párr. 42). 


Esta Corte deberá determinar, por ende, si se han respetado las cuestiones esenciales 


implícitas en las reglas de procedimiento contenidas en la Convención. Para ello deberá examinar 
si, en el curso del trámite de este asunto, se ha visto menoscabado el derecho de defensa del 
Estado que opone las excepciones a la admisibilidad, o éste se ha visto impedido de ejercer 


Comisión, 
conformidad con los lineamientos esenciales del sistema de protección dispuesto por la 


Convención, Dentro de esos criterios generales, la Corte examinará las distintas cuestiones 

procesales que le han sido sala, Cs al aeptS de dell 1 lato vletón tallo de el EROS 

5 0 metido el presente caso, que deba rechazarse in limine la consideración del 
lo. 


35. 


va 
El Gobierno sostuvo en la audiencia que la Comisión, al no haber reconocido formalmente 


la admisibilidad del caso, omitió un requisito impuesto por la Convención, para poder conocerto. 
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36. La Comisión estimó, por el contrario, en la misma audiencia, que una vez aceptada, en 
principio, una denuncia e iniciada la tramitación de la misma, no se requiere una declaración 
formal de admisibilidad. Afirmó asimismo que la práctica que ha seguido al respecto no viola 
ningun disposició de le Cuivanción y. om ae práctica punta ha dile elgulats por los EASdOR 
Partes en la Convención. 


37.  Elartículo 46.1 de la Convención enumera los requisitos necesarios para que una ne "petición. 
. . sea admitida” por la Comisión y el artículo 46.1.a) establece el procedimiento que se ha de 
seguir sí la Comisión "reconoce la admisibilidad de la petición”. 


38. El Reglamento de la Comisión establece en el artículo 34: 


E La Comisión, actuando inicialmente por intermedio de su Secretaria, recibirá y 
tramitará las peticiones presentadas a la misma, de conformidad con las normas que 
se señalan a continuación: 


c) Si acepta, en principio, la admisibilidad de la. petición, solicitará informaciones 
al Gobierno del Estado aludido transcribiendo las partes pertinentes de la petición. 


39. Este procedimiento no implica la necesidad de una declaración expresa de admisibilidad, ni 
en la etapa a cargo de la Secretaría ni en la posterior que debe asumir la Comisión por sí misma. 
Al solicitar informaciones a un gobierno y dar trámite a la petición, se acepta en principio la 
admisibilidad de la misma; siempre y cuando la Comisión al tener conocimiento de lo actuado por 
la Secretaría y continuar el trámite (arts. 34.3, 10 y: 36 dol Darme de AQUA, de 
declare expresamente la inadmisibilidad (art. 48.1.c) de la Convención). 


40. Si la admisión no requiere un acto expreso y formal, la inadmisibilidad, en cambio, sí lo 
exige. La diferencia terminológica en la Convención y en el Reglamento de la Comisión, para 
referirse a estas dos distintas posibilidades, es muy clara (art. 48.1.a) y c) de la Convención y 
arts. 34.1.c) y 3, 35.b) y 41 de su Reglamento). Para que una petición sea considerada 
inadmisible, se requiere una declaración expresa de la Comisión. Tal requisito no aparece al 
hablar de la admisión. Lo anterior se entiende sin perjuicio de que, cuando un Estado suscite una 
cuestión de inadmisibilidad, la Comisión deba hacer una declaración formal en uno u otro sentido. 
Tal cosa no ha sucedido en este trámite. 


41. La Corte estima, en consecuencia, que el hecho de que la Comisión no haya efectuado una 
declaración expresa de la admisibilidad de la petición presentada ante ella, no constituye en este 
caso un extremo capaz de impedir el normal desarroilo del procedimiento ante la Comisión y, por 
consiguiente, su consideración por la Corte (arts. 46-51 y 61,2 de la Convención). 


42. El Gobierno, tanto en su escrito como en la audiencia, sostuvo que la Comisión infringió el 
artículo 48.1.f) de la Convención por no haber promovido una solución amistosa en el asunto. 
Este procedimiento, de acuerdo con el Gobierno, tiene carácter obligatorio y las condiciones que 
sobre él establece el artículo 45 del Reglamento de la Comisión son inaplicables porque 
contradicen lo dispuesto por la Convención, ya que ésta tiene mayor jerarquía. El Gobierno 
concluye en el sentido de que, al no haberse intentado el procedimiento de solución amistosa, la 
demanda es inadmisible, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 61.2 de la Convención. 


294-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


43. Por su parte, la Comisión sostuvo que el procedimiento de solución amistosa no tiene 
carácter imperativo y que en este caso no era posible realizarlo, en virtud de sus características 
espesales, pues los hechos están imperfectamente definidos por falta de cooperación del 


violados en este caso, es decir, los relativos a la vida (art. 4) y a la integridad (art. 5) 5) y lbertad 
er coral AO PU A ORIO AO OI a UA la conciliación de las 


44. Desde un punto de vista literal, la frase utilizada por el artículo 48.1.f) de la Convención, la 
Comisión "se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución 
amistosa”, parece establecer un trámite ia Sin repo la Corte considera que una 
interpretación, de acuerdo con el contexto de la Convención, lleva al convencimiento de que esa 
actuación de la Comisión debe intentarse sólo cuando las circunstancias de una controversia 
determinen la necesidad o la conveniencia de utilizar este instrumento, supuestos sujetos a la 
apredación de la Comisión. 


45. El artículo 45.2 del Reglamento de la Comisión establece que: 


Para que la Comisión ofrezca a las partes actuar como órgano de solución amistosa 
del asunto será necesario que se hayan precisado suficientemente las posiciones y 
pretensiones de éstas; y que, a juicio de la Comisión, el asunto por su naturaleza sea 
susceptible de solucionarse mediante la utilización del procedimiento de solución 
amistosa. 


Lo anterior significa que la Comisión posee facultades discrecionales, pero de ninguna manera 
arbitrarias, para decidir, en cada caso, si resulta conveniente o adecuado el procedimiento de 
soludón amistosa para resolver el asunto en beneficio del respeto a los derechos humanos. 


46. Con independencia de si en este caso se han precisado o no las posiciones y pretensiones 
de las partes y del grado de cooperación del Gobierno con la Comisión, cuando se denuncia la 
desaparición forzada de una persona por acción de las autoridades de un Estado y éste niega que 
dichos actos se han realizado, resulta muy difícil lograr un acuerdo amistoso que se traduzca en el 
respeto de los derechos a la vida, a la integridad y libertad personales. La Corte, tomando en 
consideración todas todas las circunstancias existentes en el presente caso, entiende que no es 
objetable la actuación de la Comisión a propósito de la solución amistosa. 


47. Por otra parte, en la audiencia, el Gobierno señaló que la Comisión no había realizado una 

investigación in loco para verificar los hechos denunciados en este caso, no obstante que, en su 

ppp re obligatorio e indispensable, según lo dispuesto por el artículo 48.2 
a n. 


48. La Comisión objetó este razonamiento en la misma audiencia, por considerar que la 
investigación in loco no es imperativa y que sólo debe ordenarse en los casos graves y urgentes. 
Dijo la Comisión, además, que tal diligencia no fue solicitada por las partes, ni es posible 
RDA GR 0 ARA I00 UPRO MOOCIA. muy numerosas, que se presentan ante 


49. Al respecto, la Corte considera que, del contexto de los preceptos que regulan las citadas 
investigaciones in loco (arts. 48.2 de la Convención, 18.9) del Estatuto de la Comisión y 44 y 55 
a 59 de su Reglamento), se infiere que este instrumento de comprobación de hechos está sujeto a 
la apreciación discrecional de la Comisión para acordario de oficio o a petición de las partes, 
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dentro de las hipótesis previstas por las citadas disposiciones mormativas y no es obligatorio 
dentro del procedimiento regulado por el artículo 48 de la Convención. 


50. Por tanto, la omisión del procedimiento de investigación in loco no hace inadmisible en 
este caso la demanda interpuesta por la Comisión. 


51. El Gobierno expuso en la audiencia con la Corte un argumento similar en el sentido de que 
la Comisión estaba obligada a realizar una audiencia previa, de acuerdo con el artículo 48.1.e) de 
la Convención, a fin de esclarecer los hechos denunciados, como un requisito anterior a la 
resolución 30/83, por la cual la Comisión tuvo por comprobados dichos hechos con base en la 
presunción prevista en el artículo 42 (antiguo 39) del Reglamento de la Comisión. 


52. La Comisión sostuvo que la celebración de una audiencia previa para recabar información 
adicional no constituye un trámite obligatorio que deba efectuarse con anterioridad al- informe, en 
los términos de los artículos 48.1.e) de la Convención y 43 de su Reglamento y que no fue 
solicitada por el Gobierno. 


53. La Corte considera que la audiencia previa, como etapa procesal, sólo procede cuando la 
Comisión lo estime necesario para completar la información proporcionada por las partes, o 
cuando éstas lo soliciten expresamente. En dicha audiencia la Comisión podrá pedir. al 

del Estado contra el cual se presenta la denuncia, cualquier información pertinente, 
y recibir, si así se le solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados. 


54. En el presente caso, ni los denunciantes ni el Gobierno, solicitaron la celebración de la 
audiencia, y tampoco la Comisión la estimó necesaria. 


55. En tal virtud, la Corte concluye que esta excepción preliminar opuesta por el Gobierno es 
infundada. 


56. En el petitorio relativo a las cuestiones de admisibilicad, el Gobierno ha solicitado que la 
Corte declare que la Comisión no agotó los procedimientos establecidos en los artículos 48 a 50 
de la Convención, sin cuyo cumplimiento no debió haber referido el caso a la Corte, al tenor del 
artículo 61.2 de la misma. La alegación del Gobierno ha hecho referencia a la omisión de toda 
tentativa de arreglo amistoso fundado en lo dispuesto por el artículo 48,1.f), cuestión ésta que ya 
ha sido considerada por la Corte (supra 42-46), así como a otras particularidades que ha tenido 
el trámite del presente asunto y que, a juicio del Gobierno, no se adecúan a lo pautado por los 
artículos 50 y 51 de la Convención. Los fundamentos concretos de este último planteamiento 
serán pra de análisis por la Corte, ole de formular algunas consideraciones generales 
sobre el procedimiento dispuesto por los artículos 48 al 50 de la Convención y su relación con el 
artículo 51, lo cual es necesario para situar las objeciones formuladas por el Gobierno en el 
contexto legal dentro del cual deben ser decididas, 


57. El artículo 61.2 de la Convención dice: 
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Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados 
los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 


58. Sin perjuicio de lo expuesto en los párrafos 29 y 30, el agotamiento de los procedimientos 
dispuestos por los artículos 48 al 50 de la Convención es un requisito para someter un asunto a la 
Corte que tiene por objeto la búsqueda de una solución satisfactoria del caso, que sea aceptada 
por las partes, antes de acudir a la instancia jurisdiccional. De este modo, para que un caso 
pueda ser introducido a la Corte y ser decidido por ella en términos que no requieren la 
aceptación de las partes, se ofrece a éstas la posibilidad de adoptar las disposiciones necesarias 
para solucionar la situación planteada, dentro del respeto debido a los derechos humanos 
reconocidos por la Convención. 


59. En el procedimiento de los artículos 48 a 50 está presente un propósito más amplio de la 
protección internacional a los derechos humanos, como es el de obtener el cumplimiento de las 
obligaciones a cargo de los Estados y particularmente, en este contexto, del deber jurídico de 
cooperar para la investigación y el remedio de las violaciones a los derechos humanos que les 
pudieran ser imputadas. Dentro de ese propósito general, el artículo 48.1.f) abre la posibilidad de 
un arreglo amistoso logrado con los buenos oficios de la Comisión, mientras que el artículo 50 
prevé que, si el asunto no ha sido solucionado, la Comisión debe preparar un informe que puede 
incluir, por propia iniciativa, sus recomendaciones y proposiciones para resolver 
satisfactoriamente el caso planteado. Si esos mecanismos de solución no conducen a un 
resultado adecuado, el asunto queda en estado de ser sometido a la decisión de la Corte, en los 
términos del artículo 51 de la Convención, siempre que se reúnan los demás requisitos para que 
ella pueda ejercer su competencia contenciosa. 


60. El procedimiento descrito contiene un mecanismo de intensidad creciente destinado a 
estimular al Estado afectado a fin de que cumpla con su deber de cooperar para la solución del 
caso. Se ofrece así al Estado la posibilidad de resolver el asunto antes de verse demandado ante 
la Corte, y al reclamante la de obtener un remedio apropiado de una manera más rápida y 
sencilla, Se trata, con todo, como se dijo, de dispositivos cuyo funcionamiento y eficacia 


afectados, de las características de los hechos denunciados y de la voluntad de cooperación del 
goblemo involucrado para la investigación del asunto y para la adopción de las medidas 
necesarias para solventarlo. 


61. El artículo 50 de la Convención dispone: 


di De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la 
Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus 
conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en parte, la opinión unánime de 
los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su 
opinión por separado. También se agregarán al informe las exposiciones verbales o 
escritas que hayan hecho los interesados en virtud del inciso 1.e) del artículo 48. 


2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán 
facultados para publicarlo. 


3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 
recomendaciones que juzgue adecuadas. 


La citada disposición contempla el último paso en el procedimiento a cargo de la Comisión, antes 
de que el caso bajo consideración quede listo para ser sometido a la Corte. El supuesto de 
aplicación de dicho artículo lo configura la circunstancia de no haberse llegado a una solución en 
las etapas previas del procedimiento. 
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62. Por su parte, el artículo 51 de la Convención señala: 


1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados 
del informe de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión 
de la Corte por la Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la 
Comisión podrá emitir, por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y 
condusiones sobre la cuestión sometida a su consideración. 


A La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del 
cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación 
examinada. 


3. Transcurrido el periodo fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de 
votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica 
o no su informe. 


No es necesario que la Corte se detenga en esta ocasión a analizar la naturaleza del plazo 
a a e dodo SL y cn oigo E que el 
mismo transcurra sin que el caso sea sometido a la Corte. En el presente asunto la Corte se 
limitará a subrayar que la circunstancia de que dicho plazo se cuente a partir de la fecha de 
remisión a las partes del informe a que se refiere el artículo 50, denota que esta última 
disposición ofrece una oportunidad final al gobierno involucrado de alcanzar una solución del caso 
en el curso del procedimiento adelantado por la Comisión, antes de que la cuestión pueda ser 
sometida a decisión judicial. 


63.  Elarticulo 51.1 contempla, igualmente, la posibilidad de que la Comisión prepare un nuevo 
informe contentivo de su opinión, condusiones y recomendaciones, el cual puede ser publicado en 
los términos previstos por el artículo 51.3. Esta disposición plantea un buen número de 
dificultades de interpretación como son, por ejemplo, la definición del significado de este informe 
y sus diferencias o coincidencias con el previsto por el artículo 50. Se trata, con todo, de 
cuestiones que no son decisivas para resolver los problemas procesales sometidos a la Corte en 
esta ocasión. A los efectos del caso, sí conviene tener presente, en cambio, que la preparación 
del informe previsto por el artículo 51 está sometida a la condición de que el asunto no haya sido 
elevado a la consideración de la Corte, dentro del plazo de tres meses dispuesto por el mismo 
artículo 51.1, lo que equivale a decir que, sí el caso ha sido introducido ante la Corte, la Comisión 
no está autorizada para elaborar el informe a que se refiere el artículo 51. 


64. El Gobierno ha señalado que en el presente caso no se cumplieron adecuadamente los 
procedimientos mencionados y que la Comisión aplicó simultáneamente los artículos 50 y 51. La 
Corte pasará ahora a examinar la objeción planteada, teniendo presentes las particularidades que 
ha ofrecido el procedimiento seguido ante la Comisión, que muestra una problemática singular a 
causa, en buena medida, de iniciativas de la propia Comisión y del Gobierno. 


65. Lo primero que llama la atención es la existencia de dos resoluciones (30/83 y 22/85), 
adoptadas por la Comisión con aproximadamente dos años y medio de diferencia, ninguna de las 
cuales ha sido designada formalmente como "informe", a los efectos del artículo 50. Este hecho 
plantea dos problemas distintos, El primero se refiere a los requisitos que deben llenar los 
informes preparados de conformidad con el artículo 50 y a si las resoluciones adoptadas por la 
Comisión se adecúan a esos requisitos. El segundo se reflere a la existencia de las dos 
resoluciones, la Última de las cuales, a tiempo que confirma la precedente, contiene la decisión de 
someter el caso a la Corte. 


66. En relación con el primero de los asuntos planteados, debe observarse que la Convención 
señala, en términos muy generales, los requisitos que debe llenar el informe preparado por la 
Comisión en cumplimiento del artículo 50. Según éste, el informe debe contener los hechos y las 
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conclusiones de la Comisión, a los cuales ella puede agregar las proposiciones y recomendaciones 
que juzgue adecuadas. La resolución 30/83 reúne los requisitos que, en ese sentido, dispone el 
artículo SO. 


67. No obstante, la resolución 30/83 no fue designada como "informe" por la Comisión y es 
daro que la terminología empleada por ésta no se ciñe al léxico de la Convención. Esa 
circunstancia, sin embargo, no es relevante si el contenido del acto aprobado por la Comisión se 
adecúa sustancialmente, como en el presente caso, a las previsiones del artículo 50 y si no 
quedan afectados tampoco los derechos procesales de las partes, especialmente el del Estado de 
contar con una oportunidad final para resolver el asunto por sus propios medios, antes de que 
pueda ser introducido a la Corte. El examen de si, en el presente caso, se cumplió con esta 
última condición está vinculada con el otro problema que la Corte ya había planteado, como es la 
adopción por la Comisión de dos resoluciones que son la 30/83 y la 22/86. 


68. La resolución 30/83 fue adoptada por la Comisión durante su 61% Periodo de Sesiones 
(octubre de 1983) y comunicada al Gobierno con nota del 11 de octubre de 1983. Por nota del 18 
de noviembre de ese año, es decir, antes de que hubieran transcurrido tres meses desde la 
adopdón de la resolución 30/83 y, en consecuenda, estando aún abierta la posibilidad de 
introducir el caso ante la Corte, el Gobierno solicitó a la Comisión la reconsideración de la 
menconada resolución, fundándose en la existencia de diversos trámites internos, cuya decisión 
estaba aún pendiente, y que podían conducir a resolver la cuestión en los términos planteados por 
la Comisión. Esta, habida cuenta de las observaciones del Gobierno, al dar trámite a la solicitud 
de reconsideración, acordó, en su 620 Período de Sesiones (mayo de 1984), "continuar con el 
estudo del caso”. Como consecuencia de dicha resolución, solicitó información adicional al 
Gobierno sobre diversos aspectos atinentes al caso. Finalmente, en vista de que, en su criterio, 
los ejementos de juicio presentados por el Gobierno durante el tiempo transcurrido desde su 
primera resolución no resultaban suficientes para llevar a cabo un nuevo examen del asunto, 
resolvió, ies io q e do el Gi 
caso a la consideración de la Corte. 


69. A E O O O Pl A de 0 
Estado involucrado pueda solicitar la reconsideración del Informe aprobado de conformidad con el 
artículo 50. lO a E O O E 
solicite la reconsideración de una resolución, adoptada por ella, pero esta disposición es sólo 


aplicable a peticiones referentes que no son Partes en la Convención, lo cual, 
evidentemente, no es el caso actual. En términos generales, cabe observar que, más allá de 
razoramientos pu formales, el trámite de pedidos de , respecto de los 

Partes en la los lapsos procesales y puede afectar 


procedimientos que se siguen en la Comisión, en el sentido de obtener una solución satisfactoria 
de la violación de los derechos humanos denunciada, a través de la cooperación del Estado 


70. Por otra parte, la extensión de los plazos dentro de los cuales un asunto debe quedar listo 
para ser sometido a la decisión de la Corte, no perjudica la posición procesa! del Estado, cuando 
tal extensión resulte de una iniciativa de éste. En el presente asunto la decisión de la Comisión 
A E de aproximadamente 
dos años y medio, del término de que disponía el Gobierno, como última oportunidad, para 
resolver la cuestión planteada sin verse expuesto a una demanda judicial. En consecuencia, su 
derecho de defensa y la posiblidad de remediar la situación con sus propios medios no se vieron 
inull 
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71. La resolución 30/83 nunca fue revocada por la Comisión, sino dejada en suspenso en 
cuanto a los efectos procesales que estaba llamada a producir, en espera de que nuevos 
elementos de juicio pudieran orientar el desenlace del asunto de una manera diferente. La 
resolución 22/86, al confirmar la anterior, reabrió los lapsos para las etapas procesales sucesivas. 


72. El Gobierno ha planteado que la ratificación de la resolución 30/83 debió acarrear la 
reposición del plazo de sesenta días contemplado en aquélla para que el Gobierno adoptara las 
recomendaciones aprobadas por la Comisión. Dadas las circunstancias del caso, la Corte estima 
que dicha pretensión está mal fundada, pues el Gobierno dispuso de un plazo mucho más largo 
para ese fin, en perjuicio del interés del reclamante de obtener una solución apropiada dentro de 
los plazos legalmente establecidos, 


73. Debe tenerse presente, además, la circunstancia de que, entre 1983 y 1986, la 
A A A O 
certeza absoluta sobre desapariciones de personas como consecuencia de hechos imputables a 
autoridades gubernamentales. En el mismo sentido, el Gobierno había informado a la Comisión, 
por nota del 7 de abril de 1986 que el Juzgado de Letras Primero de lo Criminal había sobreseido 
las diligencias relativas a la desaparición de Manfredo Velásquez, fallo confirmado por la Corte 
Primera de Apelaciones "a excepción del General Gustavo Álvarez Martínez, por haberse sacado 
testimonio, por hallarse éste fuera del país". En tales condiciones, carecia de sentido otorgar 
nuevos plazos, que habrian extendido aún más los dispuestos por la Convención, antes de que el 
asunto pudiera ser sometido ante la Corte. 


74. En consecuencia, la decisión de la Comisión de someter el caso a la consideración de la 
Corte por la misma resolución en la que confirmó su resolución anterior, no constituye un vicio del 
procedimiento que haya afectado los derechos procesales ni las posibilidades de defensa del 
Gobierno y que, por tanto, no está bien fundada la objeción formulada en los términos señalados. 


75. Tampoco es exacta la apreciación del Gobierno según la cual la resolución 22/86 ha 
conducido a que el asunto quede sometido al conocimiento simultáneo de la Corte y de la 
Comisión. El Goblerno ha señalado que, al ratificar su resolución 30/83, la Comisión reiteró las 
recomendaciones contenidas en ésta, cuyo cumplimiento estaba sujeto a ser evaluado por la 
propia Cornisión; pero que, además introdujo el caso ante la Corte, a cuya jurisdicción también 
quedó sometido. A este respecto la Corte observa que la circunstancia de que la Comisión haya 
introducido el caso ante la Corte, inequívocamente indica que cesó su tramitación de conformidad 
con los procedimientos a cargo de aquélla, para ser sometido a arreglo judicial. La presentación 
de la demanda ante la Corte acarrea, ipso jure, el término de la sustanciación del asunto por la 
Comisión, sin perjuicio de que por aplicación de lo dispuesto en el artículo 42.2 del Reglamento, 
un acuerdo amistoso entre las partes, aprobado por ésta, conduzca a la cancelación de la 
Instancia y a la finalización del procedimiento judicial. 


76. En conexión con la consideración precedente, la Corte debe subrayar que, una vez que un 
asunto ha sido introducido ante ella, no son aplicables las disposiciones del articulo 51, relativas a 
A A A A A A A O O SA 
recomendaciones, el cual sólo es procedente, según la Convención, tres meses 

haberse hecho la comunicación a que se refiere el articulo 50. o E 
Convención, es la elaboración del informe la que está condicionada a que no se haya acudido a la 
Corte y no la introducción de la demanda la que está sujeta a que no se haya preparado o 
publicado el informe. En consecuencia, si la Comisión procede a preparar o a publicar el informe 
del artículo 51, a pesar de haber introducido ya el caso ante la Corte, puede considerarse que ha 
aplicado indebidamente las disposiciones de la Convención, circunstancia ésta que puede afectar 
el valor juridico del informe, pero que no acarrea la inadmisibilidad de la demanda puesto que, 
como se dijo, el texto de la Convención no condiciona, de ninguna manera, la introducción de la 
instancia a la no publicación del informe previsto por el artículo 51.  : 
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77. Por tanto, aun cuando los requerimientos de los artículos 50 y 51 no fueron observados a 
cabalidad, este hecho en ninguna forma ha perjudicado los derechos del Gobierno y, en 
consecuencia, no hay lugar a declarar inadmisible la demanda por esas razones. 


78. Asimismo del razonamiento desarrollado desde el párrafo 31, se colige que tampoco hay 
lugar a rechazar la demanda por no haberse agotado los procedimientos contemplados en los 
artículos 48 a 50 de la Convención. 


xl 


79. El Gobierno ha objetado, además, la admisibilidad del caso ante la Comisión, por 
considerar que los recursos internos no fueran previamente agotados. 


80. En relación con el tema se advierte que a pesar de que el trámite del asunto ante la 
Comisión se inició el 7 de octubre de 1981, esta materia fue planteada por el Gobierno solamente 
el 18 de noviembre de 1983 cuando al solicitar la reconsideración de la resolución 30/83, señaló 
Que "la Do y interna de mi país no ha sido agotada" porque "un Recurso de Exhibición 
Personal. está pendiente”. La Comisión, por su parte, en nota del 30 de mayo de 1984, 
relativa a la solicitud de reconsideración introducida por el Gobierno, pidió información sobre si 
*(a) la fecha se ha(bian) agotado los recursos de la jurisdicción intema”. Finalmente, la 
resolución 22/86 señaló que "se configura en este caso, además, un hecho de retardo injustificado 
en la administración de justicia". 


81. En la fase escrita del procedimiento ante la Corte, el Gobierno expresó que "el peticionario 
no ha demostrado a la Comisión que los recursos internos hayan sido previamente agotados o 
interpuestos”. Dicho planteamiento fue ratificado en la audiencia en la que, además, se agregó 
que la exhibición personal no agota los recursos internos según el derecho hondureño. 


82. La Comisión, tanto en su escrito del 20 de marzo de 1987 como en la audiencia, sostuvo 
que los recursos internos sí se agotaron pues los varios que se interpusieron resultaron 
infructuosos. Adujo además que, aun en el caso en que no se aceptara ese hecho, en la presente 
especie tampoco era necesario agotar los recursos internos puesto que, en la época a que los 
hechos se refieren, no existían en Honduras recursos judiciales efectivos contra la desaparición 
forzada de personas. Considera la Comisión que eran aplicables a la situación planteada todas las 
excepciones a la regla del previo agotamiento de los recursos internos, contenidas en el artículo 
46.2 de la Convención, PO RO EU IN E RARO pr no se permitió al 
denunciante el acceso a esos recursos y hubo, además, retardo injustificado en la decisión. 


83. La Comisión ha sostenido que la cuestión relativa al agotamiento de los recursos internos 
debe ser decidida con el fondo del presente asunto y no en la fase preliminar. Fundamenta esta 
posición esencialmente sobre dos consideraciones. En primer término, alega que la materia está 


de personas, práctica de la cual el asunto bajo examen de la Corte sería una 
manifestación concreta. Sostiene también que el previo agotamiento de los recursos Internos es 
un requisito de admisibilidad de las peticiones dimgidas a ella y no una condición para admitir las 
demandas interpuestas ante la Corte, por lo cual no habría lugar a considerar la excepción 
opuesta por el Gobierno en la fase preliminar relativa a la admisibilidad. 


84. La Corte ante todo debe reiterar que, si bien el agotamiento de los recursos internos es un 
requisito de admisibilidad ante la Comisión, la determinación de si tales recursos se han 
interpuesto y agotado o si se está en presencia de una de las excepciones a la exigibilidad de 
dicho requisito, es una cuestión relativa a la interpretación o aplicación de la Convención que, 
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como tal, cae dentro de la competencia contenciosa de la Corte al tenor de lo dispuesto por el 
artículo 62.1 de la Convención (supra 29). La oportunidad en que la Corte deba pronunciarse 
sobre una alegación relativa a los recursos internos dependerá de las circunstancias propias de 
ceda coso. Nada se opone, en principio, a que la Corte resuelva como excepción preliminar un 
desacuerdo entre las partes relativo al agotamiento de los recursos internos, en particular cuando 
tal excepción sea desestimada por la Corte o, por el contrario, que lo decida junto con el fondo. 
Por consiguiente, para decidir en el presente caso si la objeción formulada por el Gobierno en 
relación con la falta de agotamiento de los recursos internos debe ser unida con la cuestión de 
fondo, la Corte deberá examinar las particularidades que reviste la materia, en los términos 
concretos en que está planteada. 


85.  Elartículc 46.1.a) de la Convención indica que la admisibilidad de una petición introducida 
ante la Comisión según el artículo 44, está sujeta al requisito de "que se hayan interpuesto y 
agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional 
generalmente reconocidos”. 


86. El artículo 46,2 establece tres supuestos especificos para la inaplicabilidad del requisito 
contenido en el artículo 46.1.a), al disponer lo siguiente: 


Las disposiciones de los incisos 1.a) y 1.b) del presente artículo no se aplicarán 
cuando: 


3) no exusta en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso 
legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 


b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los 
recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 


c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 


87. No es necesario que la Corte resuelva en este caso la cuestión de saber si la enumeración 
del artículo 46.2 es taxativa o solamente ilustrativa. Sin embargo, la referencia a "los principios 
del Derecho Internacional generalmente reconocidos” indica, entre otras cosas, que esos 
principios no son relevantes solamente para determinar en qué situaciones se exime del 
agotamiento de los recursos, sino también porque son elementos necesarios para el análisis que 
la Corte haga al interpretar y aplicar las reglas establecidas en el artículo 46.1.8), por ejemplo, al 
tratar problemas relativos a la forma como debe probarse el no agotamiento de los recursos 
internos o a quién tiene la carga de la prueba o, incluso, qué debe entenderse por "recursos 
internos”. Fuera de la referencia a esos principios, la Convención no establece reglas para la 
solución de tales cuestiones y de otras análogas. 


88. De los principios de derecho Internacional generalmente reconocidos resulta, en primer 
lugar, que se trata de una regla cuya invocación puede ser renunciada en forma expresa o tácita 
por el Estado que tiene derecho a invocarla, lo que ya ha sido reconocido por la Corte en anterior 


oportunidad (v. Asunto de Viviana Gallardo y otras, Decisión del 13 de noviembre de 1981, 
No. G 101/81. Serie A, párr. 26). En segundo lugar que la excepción de no agotamiento de los 
recursos internos, para ser oportuna, debe plantearse en las primeras etapas del procedimiento, a 


falta de lo cual podrá presumirse la renuncia tácita a valerse de la misma por parte del Estado 
interesado. En tercer lugar, que el Estado que alega el no agotamiento tiene a su cargo el 
señalamiento de los recursos internos que deben agotarse y de su efectividad. 


89. e Ro rl codos e Fu llo eso 
evidencia: a) que el Gobierno no interpuso la excepción en tiempo oportuno, cuando la Comisión 
inició el conocimiento de la denuncia introducida ante ella; y b) que al interponerla, lo hizo de 
manera confusa. Asi, por ejemplo, en su nota del 18 de noviembre de 1983, señaló que la 
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jurisdicción interna no estaba agotada porque un recurso de exhibición personal estaba pendiente, 
mientras que en la audiencia sostuvo que el recurso de exhibición personal no agota los recursos 
internos, En otras oportunidades el Gobierno se refirió a dichos recursos en forma muy general, 
sin precisar cuáles eran los remedios útiles, según el derecho interno, para resolver controversias 
como la que está sometida a consideración de la Corte. También hay evidencia en el expediente 
de que el Gobierno respondió a los requerimientos de información que le fueron dirigidos por la 
Comisión, incluso los relativos a los recursos internos, sólo después de largas demoras y que la 
información suministrada no respondió siempre a las preguntas formuladas por la Comisión. 


90. En circunstancias normales, la descrita conducta del Gobierno justificaría la conclusión de 
que hace largo tiempo pasó el momento para pretender el rechazo de este caso con base en el no 
agotamiento de los recursos internos. Sin embargo, la Corte no debe resolver sin tener en cuenta 
ciertas actuaciones procesales cumplidas por ambas partes. Por ejemplo, el Gobierno no hizo 
valer la excepción de.los recursos internos en el momento en que recibió la comunicación formal 
de la petición introducida ante la Comisión, como medio para oponerse a la admisibilidad de la 
misma, y tampoco respondió a la solicitud de información de la Comisión. La Comisión, por su 
parte, al recibir por primera vez la alegación de que aún no se habían agotado los recursos 
internos, lo que ocurrió en fecha posterior a la adopción de su resolución 30/83, no sólo omitió 
señalar al Gobierno que tal alegación resultaba extemporánea, sino que, por nota del 30 de mayo 
de 1984, le solicitó información sobre si "(a) la fecha se han agotado los recursos de la 
jurisdicción interna", En esas condiciones, y sin más evidencias que las contenidas en el 
expediente, la Corte considera que sería impropio rechazar in limime la excepción del Gobierno 
sin dar a ambas partes la oportunidad de sustanciar plenamente sus puntos de vista. AS 


91. La regla del previo agotamiento de los recursos internos en la esfera del derecho 
internacional de los derechos humanos, tiene dertas implicaciones que están presentes en 

Convención. En efecto, según ella, los Estados Partes se obligan a suministrar recursos judiciales 
efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), recursos que deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1), todo ello dentro de 
la obligación general a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los 
derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 


internos, como son la inefectividad de tales recursos o la inexistencia del debido proceso legal, no 
sólo se está alegando que el agraviado no está obligado a interponer tales recursos, sino que 
indirectamente se está imputando al Estado involucrado una nueva violación a las obligaciones 
contraidas por la Convención. En tales circunstancias la cuestión de los recursos internos se 
aproxima sensiblemente a la materia de fondo, 


92. El Gobierno puntualizó en la audiencia la naturaleza subsidiaria del régimen de protección 
Internacional de los derechos humanos consagrado en la Convención respecto del derecho interno, 
como razón de la obligación de agotar previamente los recursos domésticos. 


93. La observación del Gobierno es acertada. Pero debe tenerse también en cuenta que la 
fundamentación de la protección internacional de los derechos humanos radica en la necesidad de 


internos coloca a la victima en estado indefensión explica la 
Internacional. Por ello, cuando quien denuncia una violación de los derechos humanos aduce que 
no existen recursos o que son ilusorios, la puesta en marcha de tal protección no 


indefensa, Esa es la razón por la cual el artículo 46.2 establece excepciones a la exigibilidad de la 
utilización de los recursos internos como requisito para invocar la protección internacional, 
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precisamente en situaciones en las cuales, por dversas razones, dichos recursos no son efectivos. 
Naturalmente cuando el Estado opone, en tiempo oportuno, esta excepción, la misma debe ser 
considerada y resuelta, pero la relación entre la apreciación sobre la aplicabilidad de la regla y la 
necesidad de una acción internacional oportuna en ausencia de recursos internos efectivos, puede 
aconsejar frecuentemente la consideración de las cuestiones relativas a aquella regla junto con el 
fondo de la materia planteada, para evitar que el trámite de una excepción preliminar demore 
innecesariamente el proceso. 


94. Las consideraciones precedentes son pertinentes dentro del análisis del asunto planteado a 
la Corte, el cual ha sido presentado por la Comisión como un caso de desaparición forzada de 
personas dispuesta por el poder público. Dondequiera que esta práttica ha existido, ella ha sido 
posible precisamente por la inexistencia o ineficacia de los recursos internos para proteger los 
derechos esenciales de los perseguidos por las autoridades. En estos casos, dada la imbricación 
del problema de los recursos internos con la violación misma de derechos humanos, es evidente 
que la cuestión de su previo agotamiento debe ser considerada junto con la cuestión de fondo. 


95. La Comisión ha planteado, además, que la interposición de los recursos internos en este 
caso fue infructuosa y que, por añadidura, en el tiempo en que ocurrieron los hechos estaban 
presentes las tres excepciones contempladas por la Convención a la regla del previo agotamiento. 
El Gobierno sostiene, en cambio, que el sistema judicial interno ofrece mayores posibilidades. Esa 
diferencia conduce inevitablemente al tema de la efectividad de los recursos internos y del 
sistema judicial considerados en su conjunto, como mecanismos para garantizar el respeto a los 
derechos humanos, En esa perspectiva, si la Corte acoglera la excepción opuesta por el Gobierno 
y declarara que quedan recursos internos efectivos por oponer, se estaría adelantando sobre la 


efectivos se han agotado o que no existieron, estaría prejuzgando sobre el fondo en contra del 
Estado involucrado. 


96. Por tanto, las cuestiones relativas al agotamiento y efectividad de los recursos internos 
aplicables al presente caso deben ser resueltas junto con las cuestiones de fondo. 


97. El artículo 45.1.1) del Reglamento dispone que ”(l)a sentencia contendrá: 1) el 
pronunciamiento sobre las costas, si procede". La Corte reservará su pronunciamiento sobre este 
punto para decidirio con la cuestión de fondo. a 

Por tanto, 


LA CORTE, 


por unanimidad, 

reereo ln ho agotamiento de los recursos de Junecicción Intema que Ordena Uni a lg cuertión 
por unanimidad, 

2. Continúa con el conocimiento del presente caso. 

por unanimidad, 


3 Reserva el pronunciamiento sobre costas para decidirto con la cuestión de fondo. 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 


CASO BARRIOS ALTOS 
(CHUMBIPUMA AGUIRRE Y OTROS VS. PERÚ) 


REPARACIONES 
(ART.63.1 CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS) 


En el caso Barrios Altos, 


la Corte Interamerncana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte 
Interamericana”, "la Corte” o "el Tribunal”), integrada por los siguientes jueces”: 


António A. Cangado Trindade, Presidente; 
Máximo Pacheco Gómez, Vicepresidente; 
Hernán Salgado Pesantes, Juez; 

Alirio Abreu Burelll, Juez; 

Sergio Garcia Ramírez, Juez; y 

Carlos Vicente de Roux Rengifo, Juez; 


presentes, además: 


Manuel E. Ventura Robles, Secretario 
Pablo Saavedra Alessandri, pomelo 2djunto, 


de acuerdo con los artículos 29, 55, 56 y 57 del Reglamento de la Corte”* (en 
adelante “el Reglamento”), en relación con el artículo 63.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos pe adelante *la Convención” o "la Convención 
Americana”) y en consideración de lo establecido en los puntos resolutivos sexto y 
SÁGAIIMO 6 la semana de 14 da maña de 2601, dicta la presente Sentencia. 


1 
COMPETENCIA 
1. La Corte es competente, en los términos de los artículos 62 y 63.1 de la 


Convención, para conocer de las reparaciones en el presente caso, El Estado del 
Perú (en adelante "el Estado” o "el Perú”) es Estado parte en la Convención 


> El Juez Olwer Jackman informó a la Corte que, por motivos de fuerza mayor, no podía estar 
presente en el LIN Período Ordinario de Sesiones del Tribunal, por lo que no participó en la deliberación y 
firma de esta Sentencia. 


4 De conformidad con la Resolución de la Corte de 13 de 
de la de 
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Americana desde el 28 de julio de 1978 y reconoció la competencia obligatoria de la 
Corte el 21 de enero de 1981. 


2. El presente caso fue sometido a la Corte por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante "la Comisión” o "la Comisión Interamericana”) 
mediante demanda de 8 de junio de 2000, 


di El 14 de marzo de 2001 la Corte dictó sentencia sobre el fondo del caso, en la 
cual, por unanimidad: 


1. Admitiló] el reconodmiento de responsabilidad internacional efectuado 
por el Estado. 


2. Dedar[ó), conforme a los términos del reconocimiento de 
responsabilidad internaconal efectuado por el Estado, que éste violó: 


a) el derecho a la vida consagrado en el articulo 4 de la 
Corwención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio 
de Piacentina Marcela Chumbipuma Aguirre, Luts Alberto Díaz 
Astovilca, Octavio Benigno Huamanyauri Nolazco, Luis Antonio 
León Borja, Filomeno León León, Máximo León León, Lucio 
Quispe Huanaco, Tito Ricardo Ramirez Alberto, Teobaldo Ríos 
Lira, Manuel Isaías Ríos Pérez, Javier Manuel Rios Rojas, 
Alejandro Rosales Alejandro, Nelly María Rubina Arquiñigo, 
Odar Mender Sifuentes Nuñez y Benedicta Yanque Churo; 


b) el derecho a la integridad persona! consagrado en el artículo 5 
de la Convención Americana 


c) palmar Lora omg Larga ¿o ramo 
consagrados en los artículos 8 y 25 de la Convención 


Teobaldo Ríos Lira, Manuel Isales Rios Pérez, Javier Manuel 
Rios Rojas, Alejandro Rosales Alejandro, Nelly María Rubina 
Arquiñigo, Odar Mender Sifuentes Nuñez, Benedicta Yanque 
Churo, y en perjuicio de Natividad Condorcahuana Chicaña, 
Felipe León León, Tomás Livias Ortega y Alfonso Rodas Alvítez, 
como consecuencia de la promulgación y aplicación de las 
leyes de armistia NO 26479 y NO 26492, 


3. Dectarar[ó), conforme a los términos del reconocimiento de 
A A O 


de la 
de la promulgación y aplicación de las leyes de amnistía N0 26479 y N? 26492 
y de la a los artículos de la Convención señalados en el punto 
resolutivo 2 de esta Sentenda. 
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Dedarar[ó] que s de amnistía NO 26479 y NO 26492 son 
PA magrla os Americana sobre Derechos Humanos y, en 
consecuencia, carecen de efectos juridicos. 


Ss. Dedarar[ó] que el Estado del Perú debe Investigar los hechos para 
determinar las personas responsables de las violaciones de los derechos 
humanos a los que se ha hecho referenda en esta Sentencia, así como 
O IA de PA A E DR y A e 
responsables. 


6. a a e O A O CA A po 
el Estado demandado, la Comisión Interamericana y las víctimas, sus 
Mean Moda errante Mar dentro de un 
plazo de tres meses contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia. 


7, [Se rjeserv[6] la facultad de revisar y aprobar el acuerdo señalado en 
el punto resolutivo precedente y, en caso de que no se lleg[are] a él, continuar 
el procedimiento de reparaciones. 


El 29 de marzo, el 3 de mayo y el 15 de junio de 2001 el Estado presentó 
ormenia salidnrca al. CAOGIIICIOS dele dacillnda cabía el Rial e dl oral 
caso. 


A El 18 de junio de 2001 la Embajada del Perú en Costa Rica remitió a la 
Secretaría de la Corte (en adelante "la Secretaría”) una copia del Decreto Supremo 
No. 065-2001-PCM de 2 de junio de 2001, mediante el cual se creó la Comisión de la 
Verdad, establecida con el objeto de esclarecer los hechos y las responsabilidades de 
violaciones de los derechos humanos producidos entre mayo de 1980 y noviembre 
de 2000. 


6. El 20 de junio de 2001 la Comisión Interamericana presentó, de conformidad 
A A 
demanda de interpretación de la sentencia sobre el fondo 


EA El 3 de septiembre de 2001 la Corte dictó sentencia de interpretación de la 
sentencia sobre el fondo emitida el 14 de marzo de 2001, en la cual decidió, por 
unanimidad: 


Le Que es admisible la dernanda de interpretación, interpuesta por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a la sentencia de 14 de 
marzo de 2001 en el caso Barrios Altos. 


2. Que, dada la naturaleza de la violación constituida por las leyes de 
el 


amnistía No, 26479 y No. 26492, lo resuelto en la sentencia de fondo en 
caso Barrios Altos ene efectos generales. 


rn 
PROCEDIMIENTO EN LA ETAPA DE REPARACIONES 


8. El 14 de marzo de 2001 la Corte dictó sentencia sobre el fondo, en la cual, 
entre otros (supra párr. 3), 
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Es 


Disp[uso] que las reparaciones serííajn fijadas de común acuerdo por 
el Estado demandado, la Comisión Interamericana y las victimas, sus 
faméllares o sus representantes legales debidamente acreditados, dantro de un 
plazo de tres meses contado a partir de la notificación de la presente 


Sentenda. 

Zi [se oral ibi la facultad de revisar y aprobar el acuerdo señalado en 
el punto resolutivo ¿recedente y, en caso de no se llegare] a él, continuar el 
procedimiento de reparaciones. 


9. El 15 y 19 de junto de 2001 el Estado y la señora Sofía Macher, Secretaria 
Ejecutiva de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH), en calidad 
de representante de las uictimas y sus familiares, respectivamente, solicitaron a la 
Corte una prórroga de 30 días del plazo establecido en el punto resolutivo sexto de la 
sentencia de 14 de marzo de 2001, con el objeto de lograr un acuerdo sobre las 
reparaciones del presente caso, La Secretaría, siguiendo instrucciones del Presidente 
de la Corte (en adelante *el Presidente”), les informó que debido a que dicho plazo 
fue establecido mediante sentencia, la solicitud solamente podía ser conocida y 
resuelta por el mismo Tribunal que dictó dicho fallo. 


10. El 26 de julio de 2001 el Perú remitió una copia del "Acta de compromiso de 
la Comisión de Alto Nivel para el caso Barrios Altos” y del "Acuerdo de reparación 
integral a las víctimas y los familiares de las victimas del caso Barrios Altos”, e 
informó que "atendiendo al inminente cambio de Gobierno, las Partes han convenido 
en reservar la suscripción formal del acuerdo para cuando estén instaladas las 
nuevas autoridades”. 


11. El 17 de septiembre de 2001 el Estado remitió el "Acuerdo de reparación 
integral a las víctimas y ¿os familiares de las víctimas del caso Barrios Altos” (en 
adelante "el acuerdo” o "el acuerdo sobre reparaciones”) formalmente suscrito, al 
cual adjuntó 4 anexos. Dicho acuerdo había sido suscrito el 22 de agosto de 2001. 


12. El 11 de octubre de 2001 la Secretaria, siguiendo instrucciones del 
Presidente, solicitó al Estado, a la Comisión y a los representantes de las víctimas y 
sus famillares que presentaran los anexos A y B del acuerdo, a los cuales se hace 
referencia en las cláusulas sexta y séptima de éste y que no fueron aportados; 
solicitó asimismo que aclararan la razón por la cual no se expidió un cheque a favor 
de Norma Haydé Quispe Valle, señalada como beneficiaria de la víctima Lucio Quispe 
Huanaco, sino a favor de otra de las hijas de la víctima, Sonia Martha Quispe Valle, y 
que indicaran el nombre de la victima respecto de la cual son beneficiarios de 


Cirilo Rosales Medina (o Caurino) y Gladys Sonia Rubina Arquiñigo. Para la 
presentación de dicha información se Js plazo hasta el 19 de octubre de 2001. 


13. El 17 de octubre de 2001 la Fundación Ecuménica para el Desarrollo y la Paz 
(FEDEPAZ), representante de las victimas y sus familiares, remitió un escrito al cual 
adjuntó el anexo B y copia del Oficio SA-DVM.N* 1538-2001 que es parte del anexo 
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A del acuerdo sobre reparaciones. Asimismo, en dicho escrito se indicaron los 
nombres de los familiares de la victima Lucio Quispe Huanaco que han sido 
propuestos como beneficiarios de reparaciones y se aclaró que *[e]l cheque de 
adelanto de le reparación económica que correspondía a Norma Haydee salió a 
nombre de su hermana, Sonia Martha, a petición de la primera, en vista de que 
Norma Quispe ha viajado fuera del país”. De igual manera, FEDEPAZ Informó que se 
había omitido indicar como familiares de la víctima Alejandro Rosales Alejandro, a su 
esposa, Gregoria Medina Caurino, y a su hijo, Elías Cirilo Rosales Caurino (o Medina). 
Además, se señaló que "Clotilde Portella Blas en su condición de tutora legal de. Rocío 
Rosales Capillo, recibió y cobró el cheque en su representación”. Asimismo, se indicó 
que se omitió consignar como beneficiarios de las reparaciones relacionadas con la 
víctima Nelly María Rubina Arquiñigo “a su hermana Gladis Sonia Rubina Arquiñigo y 
a su tía Virgilia Arquiñigo Huerta”. Por último, FEDEPAZ informó que "fla identidad 
de las personas propuestas como beneficiarios de cada una de las víctimas 
representadas por [dicha entidad] se presentaron oportunamente ante la Comisión 
de Alto Nivel creada por el Gobierno a través de la Coordinadora Nacional de 
Derechos Humanos”. 


14. El 19 de octubre de 2001 la Comisión Interamericana no presentó la 
información solicitada por la Secretaría (supra párr. 13), sino que se limitó a 
manifestar que dicha información sería proporcionada directamente por el 
peticionario. 


15. Ese mismo día la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH), 
representante de las victimas y sus familiares, remitió una comunicación a la cual 
adjuntó cuatro anexos, entre ellos el anexo B y copia del Oficio SA-DVM.N* 1538- 
2001 que es parte del anexo A del "Acuerdo de reparación integral a las víctimas y 
los familiares de las víctimas del caso Barrios Altos”. En este escrito se indicó que 
*los familiares de la víctima Lucio Quispe Huanaco que han sido propuestos figuran, 
entre otros, sus hijas Norma Haydee Quispe Valle y Sonia Martha Quispe Valle”, y se 
aclaró que Norma Haydee Quispe Valle "autorizó y solicitó que el cheque de adelanto 
de la reparación económica que le correspondía saliera a nombre de su hermana 
Sonia Martha Quispe”. Además, se informó que se había omitido consignar como 
familiares de la víctima Alejandro Rosales Alejandro, a su madre, Celestina Alejandro 
Cristóbal, a su esposa, Gregoria Medina Caurino, y a su hijo, Elías Cirilo Rosales 
Caurino (o Medina), que “Clotilde Portella Blas en su condición de tutora legal de 
Rocío Rosales Capillo, recibió y cobró el cheque en su representación”, y que se 
había omitido consignar como beneficiarios de las reparaciones relacionadas con la 
víctima Nelly María Rubina Arquiñigo "a su hermana Gladis Sonia Rubina Arquiñigo y 
a su tía Virgilia Arquiñigo Huerta”. 


16. Ei 20 de octubre de 2001 el Estado remitió un escrito al cual adjuntó los 
anexos A y B del acuerdo. Asimismo, indicó los nombres de los familiares de la 
víctima Lucio Quispe Huanaco que han sido propuestos como beneficiarios de las 
reparaciones; aclaró que "a pedido po la señorita Norma Haydee Quispe [Valle el 
cheque de adelanto de reparación salió, conforme a su petición, a nombre de su 
hermana Sonia Martha Quispe Valle”; señaló que Gregoria Medina Caurino y Elias 
Cirilo Rosales Caurino (o Medina) son beneficiarios de las reparaciones relacionadas 
con la víctima Alejandro Rosales Alejandro, y que "Clotilde Portella Blas en su 
condición de tutora legal de Rocio Rosales Capillo, recibió y cobró el cheque en su 
representación”; y expresó que se había omitido consignar como beneficiarios de las 
reparaciones relacionadas con la victima Nelly Maria Rubina Arquiñilgo "a su hermana 
Gladis Sonia Rubina Arquiñiigo y a su tía Virgilla Arquifiigo Huerta”. 


309-C.S. 


310-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


17. El 27 de noviembre de 2001 la Secretaria, siguiendo instrucciones de la Corte, 
informó a la Comisión que de los diversos escritos presentados al Tribunal se 
desprende que la Comisión no compareció a la suscripción y firma del acuerdo, así 
como tampoco lo remitió a la Corte, En consecuencia, y en virtud de lo dispuesto en 
la cláusula novena del acuerdo, la Corte solicitó a la Comisión que en el plazo de 48 
horas le informara si está conforme con lo convenido por el Estado, las victimas, sus 
familiares y sus representantes y señaló que, en el supuesto de que no se recibiera 
respuesta dentro del plazo indicado, entendería que la Comisión está conforme con 
el acuerdo sobre reparaciones. 


18.  El28de noviembre de 2001 la Comisión presentó un escrito mediante el cual 
manifestó al Tribunal su conformidad con el acuerdo y le solicitó su "homologación 
[...] en la sentencia de reparaciones”, 


Iv 
OBLIGACIÓN DE REPARAR 
ACUERDO SOBRE REPARACIONES 


19. En matería de reparaciones, es aplicable el artículo 63.1 de la Convención 
Americana que prescribe: 


1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos 
en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el 
goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera 
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada (subrayado no es del original). 


20. El artículo 56 del Reglamento establece que: 


de Cuando en la sentencia de fondo no se hubiere decidido 
especificamente sobre reparaciones, la Corte fijará lo oportunidad para su 
posterior decistón y determinará el procedimiento. 


(+ Si la Corte fuere informada de que el lesionado y la parte responsable 
hon llegado a un acuerdo respecto al cumplimiento de la sentencia sobre el 
fondo, verificará que el acuerdo ses justo y dispondrá lo conducente. 


21. Enel punto resolutivo sexto de la sentencia sobre el fondo del caso emitida el 
14 de marzo de 2001 (supra párrs. 3 y 8) la Corte dispuso que las reparaciones 
serian fijadas de común acuerdo por el Estado demandado, la Comisión 
Interamericana y les víctimas, sus famillares O sus representantes legales 
debidamente acreditados, dentro de un plazo de tres meses contado a partir de la 
notificación de la sentencia. En este contexto, el 17 de septiembre de 2001 el Perú 
remitió el acuerdo formalmente suscrito en Lima, Perú, el 22 de agosto de 2001. 


22.  Enla sentencia sobre el fondo (supra párr. 3, 8 y 21) la Corte otorgó un plazo 
para que las partes fijaran las reparaciones. El acuerdo sobre las reparaciones se 
produjo después de dicho plazo. Sin embargo, tomando en cuenta que no existe 
acti sobre las reparaciones, la Corte resuelve examinar el acuerdo 
mencionado. 
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23. Ala luz de lo anterior, le corresponde a la Corte evaluar sí el acuerdo sobre 
reparaciones es en un todo compatible con las disposiciones relevantes de la 
Convención Americana, así como verificar si se garantiza el pago de una justa 
Indemnización a las victimas y, en su Caso, a sus familiares, y si se reparan las 
consecuencias de la situación que ha configurado la vulneración de sus derechos 
humanos. 


24, Este Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia constante que es un principio 
de derecho internacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido un daño comporta el deber de repararlo adecuada: > > 


25. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación 
internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in 
integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior, De no ser 
esto posible, cabe al tribunal internacional ordenar la adopción de medidas para 
garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que las infracciones 
produjeron, así como establecer el pago de una indemnización como compensación 
por los daños ocasionados?. 


v 
BENEFICIARIOS DE LAS REPARACIONES 


26. En lo que se refiere a los beneficiarios de las reparaciones, en la cláusula 
tercera del acuerdo se establece que lo serán las víctimas sobrevivientes, es decir; 
Natividad Condorcahuana Chicaña, Felipe León León, Tomás Livias Ortega y Alfonso 
Rodas Alvitez (o Albitres, Albites o Alvitrez), y que en el caso de las víctimas 
fallecidas los beneficiarios de las reparaciones serán sus -herederos legales, "de: 
conformidad con los términos establecidos en las correspondientes Declaratorias de 
Herederos que se otorguen conforme a los procedimientos legales pertinentes”. 


Serie C No. 79, párr. 163; Caso Cesti Hurtado. Reporaciones (ert. 63.1 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Sertencia de 31 de mayo de 2001. Serie C No. 78, párr. 32; Caso de los "Niños de lo 
Calle” (Villagrán Morales y otros). Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Sentencia de 26 de mayo de 2001, Serie C No. 77, párr. $9; Caso de la "Panel Bianca” 
(Ponisgua Morales y otros). Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Sentencia de 25 de mayo de 2001. Serie C No. 76, párr. 75; Caso Iveher Dronstein. Sentencia de 6 de 
febrero de 2001. Seria C No. 74, párr, 177; Caso Boena Ricardo y otros. Sentencia de 2 de febrero de 
2001, Serie C No, 72, párr, 201; Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001. 
Serie C No. 71, párr. 118; Caso Suárez Rosero. Reparaciones (ert. 63.1 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie C No, 44, párr. 40; Caso Losyza Tamayo. 


Neira Alegría y Otros. a do A. tas Tebas. sola” Dario. add: 
Sentencia de 19 de septiembre de cerda: Eo 36; Caso El Amparo. Reparaciones (art. 


Derechos Humanos). Sentencia de 10 de septiembre de 1993. Serle C Mo. 15, párr. 43. En igual sentido, 
Cfr. Reparation for injurles suffered in the service of the United Nations, Advisory Opinion: 1.C.J. Reports 
1949, p. 194; Factory at Chorzów, Clair for Indemnity, Merits, Judgment No. 13, 1928, P.C1,),, Series A, 
No. sy dd GR Cisim for Indemnity, Jarisdiction, Judgmert Mo. 8, 1927, PCI). 
Series .8,p. 21. 


Cfr, Caso Cesti Hurtado. Reparaciones, supra nota 3, párr. 33; Caso de los "Niños de lo Calle” 
(Villagrán Morales y otros) Reparaciones, supra vota 2, párr a a al Aaa? (Paniagus 
Haraloz Y GDUL): ARSOICIONOA, SEDA Ata 2, Odo. 7 
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27. Asimismo, en el acuerdo se establece que no se logró determinar quiénes son 
los beneficiarios de las reparaciones correspondientes a las siguientes víctimas: Tito 
Ricardo Ramirez Alberto, Odar Mender (o Méndez) Sifuentes Nuñez y Benedicta 
Yanque Churo. En virtud de ello, en la cláusula décima del mencionado acuerdo se 
estipuló que *[lJas partes harán uso de sus recursos para ubicar el paradero de los 
herederos legales de quienes en vida fueron” las víctimas anteriormente referidas, y 
que "[e]l acuerdo quedará abierto para la firma de los mismos cuando sean 
encontrados”. 


28. Además, el acuerdo establece que también serán consideradas beneficiarias 
*[a]Jquellas personas que, adicionalmente y las indicadas[...], sean dedaradas como 
beneficiarias por la sentencia de aprobación del presente acuerdo que expida la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos” (infra párrs. 29 y 30). 


29. La Corte homologa el acuerdo y considera que son beneficiamos de las 
reparaciones las victimas sobrevivientes y los herederos de las víctimas fallecidas. 
De las diversas informaciones aportadas por las partes, concluye la Corte que las 
siguientes personas deben ser consideradas beneficiarias de reparadones, sin 
perjuicio de cualquier otra persona que pruebe su derecho de heredero -en el caso 
de las victimas fallecidas-: 


Victimas de la 
violación al artículo 


a) Luis Angel Tolentino Chumbipuma (hijo) 
b) Alfredo Roberto Tolentino Chumbipuma (hijo) 
€) Rocio Victoria Obando Chumbipuma (hija) 


a) Caterin Díaz Ayarquispe (hija) , 
b) Virginia Ayarquispe Larico (conviviente) 
Cc) María Astolvilca Tito de Diaz (madre) 


d) Albino Díaz Flores (padre) 


3. Octavio Benigno | a) Félix Huarnanyauri Nolazco (hermano) 
Huamanyauri 
Nolazco 


38)Luis Alvaro León Flores (hijo) 
b) Elizabeth Raquel Flores Huamán (conviviente) 
o Estela Borja Rojas (madre) 


3) Severina Léon Luca (madre) 

* El señor Bernabé León León fue indicado como apoderado 

e e señora Severina Léon Luca; sin embargo, sunte del 
gó 
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del señor Bernabé León León. í 

= El Estado también entregó un cheque a favor de la señora 
Melania León León sin indicar en qué calidad. : 
a) Maribel León Lunazco (hija) 
b) Sully León Lunazco (hijo) 


a) Norma Haydé Quispe Valle (hija) 
b) Sonia Martha Quispe Valle (hija) 
€) Walter Raúl Quispe Condon (hijo) 
d) Juan Fidel Quispe Condori (hijo) 
e) Amalia Condori Lara (esposa) 

e 


8, Tito Ricardo * No se ha encontrado a los beneficiarios de las 
Ramírez Alberto | reparaciones. Ver párrafos 27, 31 y 32 de la presente 
Sentencia. 
a 
Ríos Lira , 
Rios Pérez b)Ingrid Elizabeth Ríos Rojas (hija) 
11. Javier Manuel | a) Rosa Rojas Borda (madre) 
Rios Rojas . 


12, Alejandro a) Glovanna Rosales Capiilo (hija) 
Rosales Alejandro | b) Rocío Rosales Capillo (hija) 
Cc) Elias Cirilo Rosales Medina (o Caurino) (hijo) 
d) Gregoria Medina Caurino (esposa) 
e) Celestina Alejandro Cristóbal (madre 
13. Nelly Maris 8) Leonarda Arquiñigo Huerta (madre) 
Rusima ArquiÑñico | b) Gladys Sonia Rubina Arquiñigo (hermana) 
Cc gilia Arquiñigo Huerta (tía) - 

le] * No se ha encontrado a los beneficiarios de las 
(o Méndez) reparaciones. Ver párrafos 27, 31 y 32 de la presente 
Sifuentes Nuñez | Sentencia. 


7. Lucio 
Quispe Huanaco 


15. Benedicta * No se ha encontrado a los beneficiarios de las 
Yanque Churo reparaciones. Ver párrafos 27, 31 y 32 de la presente 


encia. 
violación al artículo 


Victimas sobrevivientes 
5 (Derecho a la 


integridad Personal 
IR 
Condorcahuana 
Chicaña 
León 
A] 


19. Alfonso Rodas Alfonso Rodas Alvítez (o Albitres, Albites o Alvitrez) 
Alvítez (o Albitres, . 
Albites o Alvitrez 


Victimas de la 
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30. Tal y como fue indicado en el cuadro anterior, la Corte considera que los 
familiares de la víctima Alejandro Rosales Alejandro, a saber, su hijo, Elias Cirilo 
Rosales Medina (o Caurino), su esposa, Gregoria Medina: Caurino, y su madre, 
Celestina Alejandro Cristóbal, y los familares de la victima Nelly María Rubina 
Arquiñigo, a saber, su hermana, Gladys Sonia Rubina Arquiñigo, y su tía, Virgilia 
Arquiñigo Huerta (supra párrs. 13, 15 y 16), deben ser considerados beneficiarios de 
las reparaciones relacionadas con dichas víctimas y reparados en las condiciones 
indicadas en el acuerdo. 


31. Además, en el caso de los beneficiarios de las reparaciones relacionadas con 
tres de las víctimas fallecidas que no han s.do localizados (supra párr. 27), la Corte 
considera necesario que el Estado, al hacer uso de sus recursos para ubicar el 
paradero de los herederos de dichas victimas, deberá, entre otras gestiones, publicar 
en un medio de radiodifusión, un medio de televisión: y un medio de prensa escrita, 
todos ellos de cobertura nacional, un anuncio mediante el cual se indique que se 
están localizando a los familiares de Tito Ricardo Ramirez Alberto, Odar Mender (o 
Méndez) Sifuentes Nuñez y Benedicta Yanque Churo, para otorgaries una reparación 
en relación con los hechos de este caso. Dicha publicación deberá efectuarse al 
menos en 3 dias no consecutivos, y en el término de 30 días siguientes a la 
notificación de la presente Sentencia. 


32. Las grabaciones o, en Su caso, las copias de dichos anuncios, asi como la 
indicación exacta de los medios y fechas en que éstos fueron publicados, deberán ser 
presentadas a la Corte para que sean consideradas dentro de la supervisión del 
cumplimiento de esta Sentencia. 


vI 
REPARACIONES PECUNIARIAS 


33. Enel acuerdo sobre reparaciones, en el acápite denominado "indemnización 
económica”, el Estado se compromete a pagar la suma de US$ 175.000,00 (ciento 
setenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) a cada una de las 
víctimas, con excepción del señor Máximo León León, a quien se le pagará una 
indemnización de US$ 250.000,00 (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América). Asimismo, se establece que dichos "montos constituyen el 
único pago directo o indirecto que el Estado asumirá con relación a los beneficiarios” 
de las reparaciones y que la suscripción del acuerdo "implica la renuncia expresa de 
las víctimas, así como de sus representantes, a ejercer cualquier acción judicial o 
extrajudicial! contra el Estado para el cobro de cantidad alguna adicional”. 


34. — Ale fecha, el Estado ha entregado un cheque a algunos de los beneficiarios 
de las reparaciones que, a criterio de la Corte, constituye un adelanto simbólico de la 
totalidad de la reparación pecuniaria acordada. Los cheques entregados 
corresponden a los beneficiarios y cantidades que se indican a continuación: 
Natividad Condorcahuana Chicaña (por un monto de S/.7,194,32 -siete mil ciento 
noventa y cuatro nuevos soles con treinta y dos centavos-); Felipe León León (por 
un monto de S/,7,194,32 -siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta 
y dos centavos- y otro cheque por un monto de S/.1,200.22 -mil doscientos nuevos 
soles con veintidós centavos-); Tomás Livias Ortega (por un monto de S/.7,194.32 - 
siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta y dos centavos»); Alfonso 
Rodas Alvitez (o Albitres, Albites o Alvitrez) (por un monto de S/.7,194.32 -siete mil 
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ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta y dos centavos-); por Placentina 
Marcela Chumbipuma Aguirre a favor de sus hijos Luis Angel Tolentino Chumbipuma 
(por un monto de S/.2,396.94 -dos mil trescientos noventa y seis nuevos soles con 
noventa y cuatro centavos-), Alfredo Roberto Tolentino Chumbipuma (pór un monto 
de S/.2,396.94 -dos mil trescientos noventa y seis nuevos soles con noventa y 
cuatro centavos-), y Rocio Victoria Obando Chumbipuma (por un moñto de 
S/.2,396.94 -dos mil trescientos noventa y seis nuevos soles con noventa y cuatro 
centavos”); por Luis Alberto Díaz Astovilca a favor de su padre Albino Diaz Flores 
(por un monto de S/,1,800.32 -mil ochocientos nuevos soles con treinta y dos 
centavos»), su madre María Astolvilca Tito de Diaz (por un monto de S/.1,800.32 - 
mil ochocientos nuevos soles con treinta y dos centavos-), y su conviviente Virginia 
Ayarquispe Larico (por un monto de S/.3,597.16 -tres mil quinientos noventa y siete 
nuevos soles con dieciséis centavos-); por Octavio Benigno Huamanyauri Nolazco a 
favor de su hermano Félix Huamanyauri Nolazco (por un monto de S/,7,194,32 - 
siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta y dos centavos-); por Luis 
Antonio León Borja a fawor de su conviviente Elizabeth Raquel Flores Huamán (por 
un monto de S/.,4,797.38 -cuatro mil setecientos noventa y siete nuevos soles con 
treinta y ocho centavos-), su padre Fausto León Ramirez (por un monto de 
S/.1,200.22 -mil doscientos nuevos soles con veintidós centavos-), y su madre 
Estela Borja Rojas (por un monto de 5/.1,200,22 -mil doscientos nuevos soles con 
veintidós centawos-); por Filomeno León León a favor de su madre Severina León 
Luca (por un monto de 5/,3,597.16 -tres mil quinientos noventa y siete nuevos soles 
con dieciséis centavos-), de Melania León León, sin indicar en qué calidad, (por un 
monto de-S/.1,200.22 -mil doscientos veintidós nuevos soles con veintidós centavos- 
), y de Bernabé León León, apoderado de Severina León Luca, (por un monto de 
S/.1,200.22 -mil doscientos veintidós nuevos soles con veintidós centavos-); por 
Máximo León León a favor de su esposa Eugenia Lunazco Andrade (por un monto de 
S/.7,194,.32 -siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta y dos 
centavos-); por Lucio Quispe Huanaco a favor de su esposa Amalia Condori Lara (por 
un monto de S/.1,200.22 -mil doscientos nuevos soles con veintidós centavos-), sus 
hijos Walter Raúl Quispe Condori (por un monto de S/.1,200.22 -mil doscientos 
nuevos soles con veintidós centavos-), Juan Fidel Quispe Condori (por un monto de 
S/.1,200.22 -mil doscientos nuevos soles con veintidós centa-vos-), Norma Haydé 
Quispe Valle, emitido y entregado con su autorización a Sonia Martha Quispe Valle 
(por un monto de S/.1,200.22 -mil doscientos nuevos soles con veintidós centavos-), 
y Sonia Martha Quispe Valle (por un monto de S/,1,200.22 -mil doscientos nuevos 
soles con veintidós centavos-), y su conviviente Crisosta Valle Chacmana (por un 
monto de S/.1,200.22 -mil doscientos nuevos soles con veintidós centavos-); por 
Teobaldo Rios Lira a favor de su sobrina Isabel Estelita Rios Pérez (por un monto de 
S/.7,194.32 -siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta y dos 
centavos-); por Manuel Isaías Rios Pérez a favor de su esposa Rosa Rojas Borda (por 


un monto de S/.7,194,32 -siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles con treinta 


y dos centavos-); por Javier Manuel Ríos Rojas a favor de su madre Rosa Rojas 
Borda (por un monto de S/.7,194.32 -siete mil ciento noventa y cuatro nuevos soles 
con treinta y dos centavos-); por Alejandro Rosales Alejandro a favor de sus hijos 
Giovanna Rosales Capiilo (por un monto de S/.1,437.47 -mil cuatrocientos treinta y 
siete nuevos soles con cuarenta y siete centavos»), Rocío Rosales Capillo, emitido y 
entregado a su tutora legal Clotilde Portella Blas (por un monto de S/.1,437.47 -mil 
cuatrocientos treínta y slete nuevos soles con cuarenta y siete centavos-) y Elias 
Cirilo Rosales Medina (o Caurino) (por un monto de S/.1,437.47 -mil cuatrocientos 
treinta y siete nuevos soles con cuarenta y siete centavos-), su medre Celestina 
Alejandro Cristóbal (por un monto de S/.1,437.47 -mil cuatrocientos treinta y siete 
nuevos soles con cuarenta y siete centavos-), su esposa Gregoria Medina Caurino 
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(por un monto de S/.1,437,47 -mil cuatrocientos treinta y siete nuevos soles con 
cuarenta y siete centavos-); y por Nelly María Rubina Arquiñigo a favor de su madre 
Leonarda Arquiñigo Huerta (por un monto de S/.2,941.23 -dos mil novecientos 
cuarenta y un nuevos soles con veintitrés centavos-), su hermana Gladys Sonia 
Rubina Arquiñigo (por un monto de S/.2,941.23 -dos mil novecientos cuarenta y un 
nuevos soles con veintitrés centavos-), y su tía Virgilia Arquifiigo Huerta (por un 
monto de S/.1,311.86 -mil trescientos once muevos soles con ochenta y seis 
centavos-). 


35. En lo que respecta a la forma de pago, en la cláusula quinta del acuerdo se 
conviene que el Perú iniciará las gestiones que resulten pertinentes para incluir el 
monto correspondiente a la indemnización pecuniaria en el Presupuesto General de 
la República del año fiscal 2002, y que realizará el pago en el transcurso del primer 
trimestre de dicho año fiscal. Asimismo, se señala que el pago se realizará 
directamente a las victimas sobrevivientes y directamente a cada uno de los 
beneficiarios de las reparaciones, “en las proporciones señaladas en la 
correspondiente Declaratoria de Herederos” y que, en el caso de los beneficiarios de 
las reparaciones menores de edad, el Estado les depositará el monto de la 
indemnización en un "ficeicomisc en las condiciones más favorables según la práctica 
bancaria peruana”. 


36.  Ademés, el acuerdo dispone que el Estado incurrirá en mora si en ese plazo 
no ha cancelado el monto de las indemnizaciones, “debiendo pagar la tasa de interés 
compensatorio y moratorio prevista y establecida por el Banco Central de Reserva”. 


37. Según lo establecido en la dáusula quinta del acuerdo, el monto de la 
indemnización pecuniaria estará exento de todo impuesto actualmente existente o 
que pueda decretarse en el futuro, 


38. La Corte homologa la reparación pecuniaria convenida en el acuerdo sobre 
reparaciones, como forma de compensación por los daños ocasionados y estima que 
la misma representa un paso positivo del Perú en el cumplimiento de sus 
obligaciones convencionales internacionales de buena fe. En consecuencia, la Corte 
estima que el Estado debe adoptar todas las providencias necesarias para efectuar la 
totalidad de los pagos correspondientes a las reparaciones pecuniarias durante el 
primer trimestre del año fiscal 2002, tal y como fue acordado por las partes, 


39. Asimismo, la Corte aprueba los términos señalados respecto a la modalidad 
de cumplimiento de las reparaciones que fueron propuestos en el acuerdo sobre 
reparaciones, al considerarlos acordes a su jurisprudencia constante”, 


40. — Sin embargo, el Tribunal estima oportuno agregar que, si por algún motivo no 
fuese posible que los beneficiarios de las indemnizaciones se presenten a recibirlas, 
el Estado deberá consignar los montos a su favor o de sus herederos en una cuenta 
o certificado de depósito en una institución bancaria peruana solvente, en dólares 
estadounidenses o su equivalente en moneda peruana, dentro de un plazo de sels 


> Cfr. Coso Cestí Hurtado, Reperaciones, supra nota 3, párrs. 76, 77 y 78; Caso de los "Niños de la 

Calle” (Villagrán Morales y otros vs. Guetemolo). Reparaciones, supra rota 3, párrs. 119, 120 y 121; y 

an e e y otros vs. Guatemala). Reparaciones, supra nota 3, párrs. 
, 226 y 227. 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


meses, y en las condiciones financieras más favorables que permitan la legislación y 
la práctica bancarias. Si al término de cinco años la indemnización no es reclamada, 
el capital y los intereses devengados pasaran a los beneficiarios de las reparaciones 
a prorrata. 


vi 
OTRAS FORMAS DE REPARACIÓN 


41. Además de la reparación pecuniaria, el Estado se comprometió a otorgar a las 
victimas y, en su caso, a sus familiares, otras reparaciones. 


42. Según lo estipulado en la dáusula sexta -titulada “Prestaciones de salud”- y 
en el anexo A del acuerdo, el Perú se comprometió a cubrir, a través del Ministerio 
de Salud, los gastos de servicios de salud de los beneficiarios de las reparaciones, 
brindándoles atención gratuita en el establecimiento de salud correspondiente a su 
domicilio y en el hospital o instituto especializado de referencia correspondiente, en 
las áreas de: atención de consulta externa, procedimientos de ayuda diagnóstica, 
medicamentos, atención especializada, procedimientos diagnósticos, hospitalización, 
intervenciones quirúrgicas, partos, rehabilitación traumatológica y salud mental. 
Esta cláusula rige desde la suscripción del acuerdo. 


43. Además, según lo estipulado en la cláusula séptima denominada 
"Prestaciones educativas”- y en el anexo 8 del acuerdo, a partir de la suscripción del 
acuerdo, el Ministerio de Educación del Perú debe conceder a los beneficiarios de las 
reparaciones las siguientes prestaciones educativas: 


a) Otorgamiento de becas por el Instituto Nacional de Becas y Crédito 
Educativo con el fin de estudiar en Academias, Institutos y Centros de 
Ocupación Ocupacional (sic). “Los requisitos generales que se solicitan para 


acceder a una beca pueden ser adecuados a la realidad [del] grupo de 


beneficiarios” de las reparaciones; 


b) “En los casos de requerimiento de apoyo al SENATI donde existen 
interesados en continuar estudios, el Ministerio de Educación puede apoyar a 
través de la Dirección Nacional de Educación Secundaria y Superior 
Tecnológica, por ser miembro del Directorio”; 


c) Otorgamiento de materiales educativos: "el Ministerio de Educación 
por intermedio de la Dirección Nacional de Educación Primaria y Secundaria 
otorga[rá] cuadernos de trabajo de las asignaturas de Lógico Matemática y 
Comunicación Integral del 1% al 6* grado de Educación Primaria”; 


d) Gestionar la donación de textos oficiales para alumnos de educación 
primaria y secundana. En "años posteriores” se puede gestionar esta 
donación “a través de las Editoriales que ofrecen textos oficiales al Ministerio 
de Educación”; y 

e) Apoyo de uniformes, útiles escolares y otros (“se pueden canalizar 
donaciones u otros apoyos solicitados a través de las cases comerciales o 
entidades relacionadas al sector”). 
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44. Por otra parte, en la cláusula segunda y en la octava del acuerdo se 
establecen otras medidas de reparación que el Estado se compromete a cumplir, a 
saber: 


a) acatar lo que la Corte disponga en la sentencia de interpretación de la 
sentencia de fondo "sobre el sentido y alcances de la declaración de ineficacia 
de las Leyes NO 26479 y [N9]26492**; 


b) iniciar el proceso por el cual se incorpore "la figura jurídica que resume 
más conveniente” para tipificar el delito de ejecuciones extrajudiciales, dentro 
de los 30 días de suscrito el acuerdo; 


c) iniciar "el procedimiento para suscribir y promover la ratificación de la 
Convención Internacional sobre Imprescriptibilidad de Crimenes de Lesa 
Humanidad, [...]dentro de los 30 días de suscrito el acuerdo”; 


d) publicar la sentencia de la Corte en el Diario Oficial El Peruano, y 
difundir su contenido en otros medios de comunicación “que para tal efecto se 
estimen apropiados, dentro de los 30 días de suscrito el acuerdo”; 


e) incluir en la Resolución Suprema, mediante la cual se publique el 
acuerdo, "una expresión pública de solicitud de perdón a las víctimas por los 
graves daños causados” y una ratificación de la voluntad de que no vuelvan a 
ocurrir este tipo de hechos; y 


13) erigir un monumento recordatorio. El lugar será acordado entre las 
partes en coordinación con la Municipalidad Metropolitana de Lima, y el 
“monumento será instalado dentro de los 60 dias de suscrito el acuerdo.” 


45. La Corte homologa el acuerdo respecto a estas otras formas de reparación 
convenidas entre las partes como modalidades de compensación por los daños 
ocasionados. Estas reparaciones representan un aporte positivo del Perú en el 
cumplimiento de la obligación de reparar, de acuerdo con el artículo 63.1 de la 
Convención. En consecuencia, el Estado debe cumplir, a favor de los beneficiarios de 
las reparaciones, todas las prestaciones a que se comprometió, en los plazos 
estipulados en el acuerdo. 


VIII 
HOMOLOGACIÓN 
Y 
SUPERVISIÓN DE CUMPLIMIENTO 


46. De conformidad con las anteriores consideraciones, la Corte homologa el 
*Acuerdo de reparación integral a las víctimas y los familiares de las víctimas del 
caso Barrios Altos” convenido por el Estado y las víctimas, sus familiares y sus 


, En el punto resolutivo segundo de ls sentencia de interpretación de la sertencia sobre el fondo en 
el caso Barrios Altos la Corte resolvió que, "doda le neturaleza de la violación constituida por las leyes de 
amnistía No. 26479 y No. 26492, lo resuelto en la sentencia de fondo en el caso Barrios Altos tiene efectos 
generales.” 
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representantes legales, por encontrarse ajustado a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y contribuir a la realización de su objeto y fin. 


47. Para dar cumplimiento a dicho acuerdo, el Estado debe adoptar las medidas 
de reparación anteriormente referidas, en los plazos y condiciones acordados en 
éste, y de conformidad con lo establecido por el Tribunal en la presente Sentencia. 


48. En la medida en que el acuerdo ha sido homologado por la Sentencia de la 
Corte, cualquier controversia o diferencia que se suscite será dilucidada por el 
Tribunal. 


49. Finalmente, y conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la 
facultad de supervisar el cumplimiento íntegro de la presente Sentencia. El caso se 
dará por concluido una vez que el Estado haya dado cábal cumplimiento a lo 
dispuesto en ella. 


PUNTOS RESOLUTIVOS 
S0.  Portanto, 
LA CORTE, 
DECIDE; 
por unanimidad, 


2, Que aprueba, en los términos de la presente Sentencia, el acuerdo sobre 
reparaciones suscrito el 22 de agosto de 2001 entre el Estado del Perú y las 
víctimas, sus familiares y sus representantes. 


2. Que el Estado del Perú debe pagar: 


a) la cantidad de US$175.000,00 (ciento setenta y cinco mil dólares de 
los Estados Unidos de América) a cada una de las siguientes “victimas 
sobrevivientes: Natividad Condorcahuana Chicaña, Felipe León León, Tomás 
Livias Ortega y Alfonso Rodas Alvitez (o Albitres, Albites o Alvitrez); 


b) la cantidad de US$175.000,00 (ciento setenta y cinco mil dólares de 
los Estados Unidos de América) a los beneficiarios de los reparaciones 
relacionadas con cada una de las siguientes víctimas fallecidas (supra párr. 
29): Placentina Mercela Chumbipuma Aguirre, Luis Alberto Díaz Astovilca, 


Octavio Benigno Huamanyauri Nolazco, Luis Antonio León Borja, . Filomeno - 


León León, Lucio Quispe Huanaco, Tito Ricardo Ramirez Alberto, Teobaldo 
Rios Lira, Manuel Isaías Rios Pérez, Javier Manuel Rios Rojas, Alejandro 
Rosales Alejandro, Nelly María Rubina Arquiñigo, Odar Mender (o Méndez). 
Sifuentes Nuñez, y Benedicta Yanque Churo; y 


e) la cantidad de US$250.000,00 (doscientos cincuenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a los beneficiarios de las reparaciones 
relacionadas con la víctima fallecida Máximo León León. 
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El Estado del Perú deberá efectuar la totalidad de los págos correspondientes a 
dichas reparaciones durante el primer trimestre del año fiscal 2002, de conformidad 
con lo expuesto en los párrafos 35 a 40 de la presente Sentencia, 


3. Que el Estado del Perú debe otorgar a los beneficiarios de las reparaciones los 
gastos de servicios de salud, brindándoles atención gratuita en el establecimiento de 
salud correspondiente a su domicilio y en el hospital o instituto especializado de 
referencia correspondiente, en las áreas de: atención de consulta externa, 
procedimientos de ayuda diagnóstica, medicamentos, atención especializada, 
procedimientos diagnósticos, hospitalización, intervenciones quirúrgicas, partos, 
rehabilitación traumatológica y salud mental, de conformidad con lo expuesto en los 
párrafos 42 y 45 de la presente Sentencia. 


4. Que el Estado del Perú debe proporcionar a los beneficiarios de las 
reparaciones las siguientes prestaciones educativas, de conformidad con lo expuesto 
en los párrafos 43 y 45 de la presente Sentencia: 


a) becas a través del Instituto Nacional de Becas y Crédito Educativo con 
el fin de estudiar en Academias, Institutos y Centros de Ocupación 
Ocupacional (sic) y apoyo a los beneficiarios interesados en continuar 
estudios, "a través de la Dirección Nacional de Educación Secundaria y 
Superior Tecnológica”; y 


b) materiales educativos; textos oficiales para alumnos de educación 
primaria y secundaria; uniformes; útiles escolares y otros. 


S, Que el Estado del Perú debe efectuar, de conformidad con lo expuesto en los 
párrafos 44 y 45 de la presente Sentencia, las siguientes reparaciones no 
pecuniarias: 


a) dar aplicación a lo que la Corte dispuso en la sentencia de 
interpretación de la sentencia de fondo "sobre el sentido y alcances de la 
declaración de ineficacia de las Leyes N9 26479 y [N9]26492"; 


b) iniciar el proceso por el cual se incorpore "la figura jurídica que resulte 
más conveniente” para tipificar el delito de ejecuciones extrajudiciales, dentro 
de los 30 días de suscrito el acuerdo”; 


c) iniciar “el procedimiento para suscribir y promover la ratificación de la 
Convención Internacional sobre Imprescriptibilidad de Crimenes de Lesa 
Humanidad, [...]dentro de los 30 días de suscrito el acuerdo”; 


'd) publicar la sentencia de la Corte en el Diario Oficial El Peruano, y 
difundir su contenido en otros medios de comunicación "que para tal efecto se 
estimen apropiados, dentro de los 30 días de suscrito el acuerdo”; 


e) incluir en la Resolución Suprema que disponga la publicación del 
acuerdo, "una expresión pública de solicitud de perdón a las victimas por los 
graves daños causados” y una ratificación de la voluntad de que no vuelvan a 
ocurrir este tipo de hechos; y 


13) erigir un monumento recordatorio dentro de los 60 días de suscrito el 
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6. Requerir al Estado que publique en un medio de radiodifusión, en un medio 
de televisión y en un medio de prensa escrita, todos ellos de cobertura nacional, un 
anuncio mediante el cual se indique que se está localizando a los familiares de “ito 
Ricardo Ramírez Alberto, Odar Mender (o Méndez) Sifuentes Nuñez y Benedicta 
Yanque Churo, para otorgarles una reparación en relación con los hechos de este 
caso. Dicha publicación deberá efectuarse al menos en 3 dias no consecutivos, y en 
el término de 30 días siguientes a la notificación de la presente Sentencia, según lo 
señalado en los párrafos 31 y 32 de esta última. 


7. Que el Estado del Perú debe rendir a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos un informe sobre el cumplimiento de las reparaciones dentro del plazo de 
seis meses contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 


8. Que supervisará el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
presente Sentencia y dará por concluido el presente Pr una vez que el Estado del 
Perú haya dado caba! cumplimiento a lo dispuesto en ella, 


El Juez Garcia Ramirez hizo conocer su Voto Concurrente, el cual acompaña a esta 
Sentencia, 


Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en San Josá, Costa 
Rica, el día 30 de noviembre de 2001. 


António A. Cangado Trindade 
Presidente 
Máximo Pacheco Gómez Hernán Salgado Pesantes 
Alirio Abreu Burelll Sergio Garcla Ramirez 
Carlos Vicente de Roux Rengifo 


Manuel E. Ventura Robles 
Secretario 


Comuniquese y ejecútese, 


António A. Cancado Trindade 
Presidente 


Manuel E. Ventura Robles 
Secretario 
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VOTO CONCURRENTE RAZONADO DEL JUEZ SERGIO GARCÍA RAMÍREZ A LA 
SENTENCIA DE REPARACIONES DICTADA EN EL 
CASO BARRIOS ALTOS (CHUMBIPUMA AGUIRRE Y OTROS VS. PERÚ) 


1. Al unir mí voto al de los colegas que aprobaron la sentencia sobre 
reparaciones en el caso Barrios Altos (Chumbipuma Aguirre y Otros vs. Perú), estimo 
pertinente formular en el presente Voto concurrente razonado algunas 
consideraciones y precisiones sobre los fundamentos y el alcance que tiene, a mi 
juicio, esta resolución de la Corte. 


2, La sentencia que ahora se emite avanza en la solución de las diversas 
cuestiones que suscitó este caso relevante, cuya decisión. de fondo tiene su raíz 
conceptual en las notables sentencias dictadas en los Casos Loayza Tamayo (Corte 
10H, Sentencia del 17 de septiembre de 1997. Serie C, Núm. 33) y Castillo Páez 
(Corte IDH, Sentencia del 3 de noviembre de 1997, Serie C, Núm. 34), que 
introdujeron novedades de gran trascendencia en la apreciación de lo que he 
denominado “deber de justicia penal” del Estado (cfr. Garcia Ramirez, “Las 
reparaciones en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos”, 
en Estudios furídicos. Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México, 2000, 
pp. 438-440; asimismo, en Jornadas J. M. Domínguez Escovar en homenaje a la 
memoria del R. P. Dr. Fernando Pérez-Llantada (S. J.): Los derechos humanos y la 
ogenda del tercer milenio, Caracas, 2000, pp. 601 y ss; y Varios, El sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos en el umbral del siglo XXI. 
Memoria del Seminario. Noviembre de 1999. Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, San José, Costa Rica, 2001, pp. 129 y ss.), contrariado por las leyes de 
*autoammnistiía” en la forma que manifiestan esas resoluciones y que he abordado en 
mis Votos concurrentes razonados a dichas sentencias. 


de En el presente caso, la Corte tuvo a la vista un “Acuerdo” sobre reparaciones 
celebrado entre las partes materiales (el Estado y las víctimas o sus familiares), con 
intervención de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, parte formal o 
solamente procesal. Es evidente que las reparaciones acordadas --al igual que las 
que pudieran ser dictadas por la Corte, en ausencia de acuerdo-- se proyectan sobre 
los bienes juridicos (materiales o inmateriales) de las víctimas, como lo es que la 
Comisión Interamericana tiene la atribución natural e indeclinable, que ejerce a 
través de diversos actos procesales, de cuidar la observancia de las normas tutelares 
de los derechos humanos, en beneficio del sistema mismo de protección de estos 
derechos, más allá --y sin perjuicio-- de la satisfacción debida a los destinatarios 
pa de las medidas reparadores (víctimas y, en su caso, derechohabientes de 
stas). 


4.  - El Acuerdo entre las partes, presentado extemporáneamente, constituye una 
fórmula autocompositiva bilateral sobre diversos extremos concernientes a las 
reparaciones en este caso. Se encuentra integrado y apoyado por actos sucesivos 
(primero, de las partes materiales, y en seguida, de la parte formal o solamente 
procesal), y resuelve la potencial controversia a propósito de las obligaciones y los 
derechos concernientes a la reparación, derivados de la violación de derechos 
humanos. Por ende, desplaza --en principio-- la necesidad de ejercer la jurisdicción 
contenciosa del tribunal, que en esta etapa tendría sentido condenatorio a 
prestaciones específicas, vinculadas a las declaraciones sobre violaciones de 
derechos, también específicas, que se recogen en la sentencia de fondo. 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


>. El hecho de que ese Acuerdo se hubiese presentado, como dije, 
extemporáneamente, no impide su eficacia en el presente caso. Cuando se integró a 
las actuaciones procesales, la Corte no había realizado todavía acto alguno que 
determinase la solución del punto. Por lo demás, la jurisprudencia de este Tribunal 
ha hecho notar que la formalidad de los actos procesales no debe prevalecer sobre la 
debida solución de fondo. Aquella concierne a la seguridad juridica, ciertamente, 
pero ésta no se menoscaba si queda a salvo el equilibrio entre los legítimos intereses 
procesales y no se obstruye la oportunidad de defensa de las partes. Es claro, por 
último, que la voluntad de éstas ha quedado claramente expuesta y documentada en 
el Acuerdo al que me he referido, que posteriormente fue conocido y asumido por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El orden en la expresión de 
voluntades no altera la naturaleza, admisibilidad y eficacia del acto compositivo. De 
ahí que proceda asumir éste y asignarle el valor que le corresponda. 


6. Ahora bien, el desplazamiento de posibles decisiones condenatorias (supra, 4) 
no implica que la Corte se abstenga de toda consideración de fondo sobre el acuerdo 
entre los interesados y se limite a convalidarlo en sus términos. Es preciso que 
ejerza la facultad de homologación que le atribuye el artículo 56.2 del Reglamento 
de! Tribunal, de 16 de septiembre de 1996 (que es el aplicable a este proceso), y 
que no se contrae a verificar puntos de procedimiento y legitimación, sino debe 
abarcar temas de fondo para que efectivamente resulte “justo”, concepto que en el 
Reglamento del 24 de noviembre de 2000 se ha sustituido por “conforme con la 
Convención”, Es así como se debe entender la disposición de que el pacto entre 
partes tenga aquella característica, es decir, que sirva a una solución legítima, «sin 
lesión ni abuso, reconociendo a cada quien lo que en efecto le corresponde, o en 


otros términos, que se pliegue al objeto y fin de la Convención, que giran en tomo al. 


respeto a los derechos humanos y rechazan, por ende, cualquier indebido 
menoscabo de los derechos de las victimas, sus familiares o sus derechohabientes. 


7. La legitimidad convencional del acuerdo en lo que respecta a las 
características de las prestaciones contempladas, constituye el dato sustantivo de 
aquél (como de la sentencia), y responde a la misma idea que preside la 
promoción y aprobación de otras soluciones autocompositivas en el curso del 
procedimiento desarrollado ante el Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos: asi, la solución amistosa de la controversia. No se trata de 
lograr “cualquier” acuerdo o “cualquier” solución, sino precisamente un acuerdo o 
una solución justos, legítimos, satisfactorios desde la perspectiva de los derechos 
humanos que se pretende preservar. Nada de esto ocurriría, desde luego, si la 
autocomposición se viera urgida y condicionada por la debilidad, la necesidad o la 
ignorancia de la víctima. En este sentido es relevante la tarea de la Comisión 
vivio y en la misma dirección se despliega la competencia homologadora 
el unal, 


8. Como es lógico, el principio de conciliación que rige en el procedimiento 
internacional por violación de derechos humanos opera cuando es razonable conciliar 
a los contendientes, no así cuando resulta improcedente o inviable ese método 
alterno de la solución contenciosa, tomando en cuenta las características del asunto. 
Además, es preciso tener en cuenta la naturaleza de las prestaciones (en las que se 
recogen los deberes estatales de reparación), al igual que las fuentes de éstas y sus 


manifestaciones o expresiones naturales, para precisar en qué casos nos hallamos. 


ante la posibilidad --y la conveniencia-- de pactar reparaciones, y en qué hipótesis 
se hallan sustraidas a un acuerdo entre las partes, que supone facultades 
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dispositivas de éstas para resolver con cierta libertad lo que mejor convenga a sus 
intereses, 


9. Ciertamente, todas las medidas reparatorias tienen su fuente en las normas 
generales y objetivas (que existen independientemente y por encima de la decisión 
de los participantes en un caso concreto: sujetos del litigio y del proceso), de 
carácter nacional e internacional, aplicables al tema de los derechos humanos. Es 
decir, todas las medidas de aquel carácter se sustentan en las disposiciones 
domésticas o en los preceptos convencionales que fundan el deber de respetar los 
derechos de las personas y la obligación de reparar cuando se infringe ese deber. Sin 
perjuicio de esto, es posible y necesario distinguir: a) las hipótesis en que las partes 
pueden resolver sobre el contenido y la ejecución de reparaciones concretas, a 
través de un acto dispositivo posterior a la norma general y objetiva, acto al que 
esta misma reconoce eficacia; y b) los supuestos en los que esa resolución entre 
partes se halla necesariamente excluida, en atención a la naturaleza no disponible de 
las reparaciones pertinentes, que operan por el simple imperativo de la norma 
general. 


10.  Elacuerdo entre partes, homologable por la Corte, sólo es admisible y puede 
tener eficacia cuando es legitimo --en el sentido que indiqué supra, párrs. 5 y 6-- y 
aborda la segunda categoría de asuntos mencionados en el párrafo anterior, que 
suelen tener carácter y contenido patrimonial y traducirse en prestaciones 
especificas de esta indole. Por ello, en principio es atendible  --y puede ser 
vinculante-= el acuerdo en torno a indemnizaciones relativas a daño material y 
moral, costas y gastos procesales. En este sentido, la sentencia a la que agrego el 
presente Voto concurrente razonado entiende que el acuerdo entre partes, 
correspondiente a puntos de esta naturaleza, resulta admisible y puede ser 
homologado, con lo que adquiere la firmeza de una sentencia y trae consigo los 
efectos inherentes a ésta. y 


11. En cambio, otras medidas de reparación se hallan fuera del ámbito de 
disposición entre partes; son inherentes a determinadas funciones irrenunciables e 
intransigibles del Estado, que se ejercen en los términos de las atribuciones, deberes 
o cargas de éste. Existe la posibilidad de aportar --a través de expresiones 
unilaterales de voluntad, correspondidas por admisiones de la misma naturaleza-- 
formas o modalidades prácticas y convenientes para el cumplimiento de tales 
obligaciones, pero ninguna de aquéllas podría modificar, relevar,. disminuir o suprimir 
los deberes que el orden jurídico asigna al poder público de manera natural e 
inalterable. 


12. Asi las cosas, no es la voluntad de las partes, sino la voluntad de la ley, lo 
que determina que exista a cargo del Estado: a) un "deber de justicia penal” 
(Investigar los hechos violatorios, procesar a los responsables, emitir las respectivas 
sentencias de condena y ejecutar las penas que éstas prevengan); o b) una 
obligación de adoptar medidas legislativas o convencionales (así, la celebración o la 
ratificación de un tratado internacional) cuya procedencia se desprende de la propia 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 2); o c) la decisión de 
abstenerse de incurrir en violaciones a los derechos humanos (conducta que es 
imherente al Estado de Derecho y que se halla prevista en el más alto nivel del 
ordenamiento jurídico nacional e internacional). Por lo demás, algunas de estas 
medidas se hallan previstas en la Sentencia de fondo dictada en el presente caso el 
14 de marzo de 2001. 
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13. Las expresiones de las partes a propósito de estas cuestiones, reunidas en un 
*Acuerdo”, no crean ni modifican, y mucho menos extinguen, deberes y derechos; 
simplemente relteran su existencia, o bien, la “conciencia de su existencia”, y en 
todo caso favorecen la buena y expedita solución de los conflictos. Esta es su función 
--Que no es deleznable, por supuesto--, no así la de constituir un auténtico acto 
autocompositivo que defina o redefina situaciones y relaciones jurídicas ya definidas 
por normas de alcance general. 


14. Hay supuestos en los que pueden concurrir deberes estrictos del Estado, no 
sujetos a acuerdos entre partes (aunque pudieran verse encauzados por 
entendimientos de procedimiento), con nuevos deberes asumidos por aquél a través 
de un entendimiento consensual con las víctimas, Es así que el Estado tiene deberes 
educativos o de atención a la salud de todos los individuos, inclusive --por supuesto- 
- las víctimas de violación a derechos humanos. Estos deberes constituyen el 
mínimo de las obligaciones públicas del Estado, no se hallan sujetos a pactos y 
deben ser observados puntualmente en todos los casos. Ahora bien, es posible que 
en un caso concreto se resuelva otorgar a las victimas ciertas prestaciones de la 


misma naturaleza prevista para la universalidad de los ciudadanos (educativas o 


sanitarias, verb/ gratia), en forma, términos o intensidad superiores a los ordinarios, 
que son, al mismo tiempo, obligatorios. Esta nueva circunstancia, que implica un 
plus con respecto a las prestaciones generales e inmodificables, hallaria su 
fundamento inmediato en el acuerdo entre las partes. : 


15. Entre los puntos contemplados por el Acuerdo y la Sentencia de reparaciones 
a la que corresponde mi Voto, y que han sido objeto de resolución en diversos casos 
sujetos al conocimiento de la Corte, figura el relativo a la exclusión de tributos, 
creados o por crearse, que graven las indemnizaciones previstas. Esta exclusión 
pudiera abarcar --aunque no ocurre en el asunto sujeto a juicio-- prestaciones en 
numerario o en especie. En realidad, lo que interesa es que se respete el monto de 
éstas, conforme a lo dispuesto por el Tribunal, y queden a salvo de gravámenes que 
pudieran traer consigo reducciones de la Indemnización respectiva. Para este efecto, 
es decir, para preservar la cuantia de las prestaciones, no siempre resultará 
necesario excluirlas del sistema fiscal ordinario, solución que pudiera ser, en casos 
concretos, inequitativa o inconsecuente con el principio de igualdad ante la ley. El 
resultado necesario --la integridad de la indermnización-- puede alcanzarse por 
medios diferentes de la exención tributaria, que se hallan al alcance del Estado. 


16. Si bien es cierto que las partes acordaron que el Estado iniciaría las gestiones 
pertinentes para incluir el monto de las indemnizaciones en el Presupuesto General 
de la República del año fiscal 2002, también lo es que la satisfacción de los derechos 
de las víctimas, acreditados por la Corte Interamericana, no podría quedar sujeta a 
la suerte que corran estos trámites. De ahí que el Tribunal se limite a establecer la 
obligación indemnizatoria y queden en manos del Estado la vía y la forma adecuadas 
para cumplirla dentro del plazo señalado. 


17. El Acuerdo previene que el Estado se someterá a lo que disponga la Corte 
respecto a la demanda de interpretación interpuesta por la Comisión Interamericana 
a propósito de la ineficacia de las Leyes Nos. 26479 y 26492, en la que se plantea de 
nueva cuenta el problema de las leyes de "autoamnistia” frente al deber de justicia 
penal del Estado, que suscitó diversos pronunciamientos de la Corte (cfr. García 
Ramírez, "Una controversia sobre la competencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos”, en Estudios jurídicos, cit., pp. 389 y ss.). En la espede se trata 
de precisar el alcance de las resoluciones adversas a estos ordenamientos. Cabe 
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recordar que la Corte ya se ha pronunciado a este respecto en Sentencia de 3 de 


septiembre de 2001 (Caso Barrios Altos. (Chumbipuma Aguirre y Otros vs. El Perú). . 


Interpretación de la Sentencia de fondo (art. 67 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), en el sentido de que "dada la naturaleza de la violación 
constituida por (esas) leyes de amnistia (...) lo resuelto en la sentencia de fondo en 
el caso Barrios Altos tiene efectos generales” (resolutivo 2). Por otra parte, el efecto 
que esa interpretación tiene para el Estado no deriva del Acuerdo, sino de la 
naturaleza misma de las obligaciones de aquél en el cumplimiento de sus 
compromisos internacionales. 


18. Asimismo, el Acuerdo contiene una cláusula de interpretación, en' cuyos 
términos se atribuye a las partes, por convención entre estas mismas, la facultad de 
interpretar conjuntamente las disposiciones del Acuerdo mediante diálogo directo, en 
la inteligencia de que si no es posible arribar a una solución satisfactoria de esta 
manera, cualquiera de aquéllas podrá solicitar a la Corte la interpretación 
correspondiente, Ahora bien, el Acuerdo ha quedado recogido en la resolución de la 
Corte a la que se refiere este Voto concurrente, y por ello la eficacia vinculante con 
respecto a las partes no reside en el Acuerdo mismo, sino en la resolución del 
Tribunal que lo homologa. Por demás está decir que las facultades de interpretación 
de la Corte provienen de la Convención Americana (artículo 67), no de un pacto 
entre partes, que no podría suprimir esa facultad ni incorporar en ella modalidades 
extrañas al régimen previsto en la Convención y en las normas que derivan de ésta. 


Sergio Garcia Ramirez 
Juez 


Manuel E, Ventura Robles 
Secretario 
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
"PACTO SAN JOSE COSTA RICA" 


(Aprobada por Ley N* 15.737, de 8 de marzo de 1985, 
artículo 15) 


PARTE Il 


DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 
CAPITULO 1 


ENUMERACIÓN DE DEBERES 
ARTICULO 1 
Obligación de Respetar los Derechos 


1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o 
de cualquier otra indole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 


2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 


ARTICULO 2 


Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 


Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el articulo 1 no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades. 


CAPITULO il 


DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 
ARTICULO 3 


Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica 


Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad juridica, 
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ARTICULO 4 
Derecho a la Vida 


1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará 
protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie 
puede ser privado de la vida arbitrariamente. 

2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá 
por los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia 
ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que 
establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco 
se extenderá su aplicación a delitos 'a los cuales no se la aplique actualmente. 


3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni 
comunes conexos con los políticos. 


5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la 
comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de 
setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

6. Toda persona condenada a muerte tene derecho a solicitar la amnistía, el 
indulto o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos 
los casos. No se puede aplicar la pena de muerle mientras la solicitud esté 
pendiente de decisión ante autoridad competente. 


ARTICULO 5 
Derecho a la Integridad Personal 

1, Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad fisica, psíquica 
y moral. 

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano. 

3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 


4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 
circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a 
su condición de personas no condenadas. 

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los 
adultos y llevados ante tribunales especializados, con 'la mayor celeridad 
posible, para su tratamiento. 

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la 
reforma y la readaptación social de los condenados. 


ARTICULO 6 
Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 


1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como 
la trata de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 


2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En 
los paises donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad 
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acompañada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada 
en el sentido de que prohibe el cumplimiento de dicha pena impuesta por juez 
o tribuna! competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la 
capacidad física e intelectual del recluido 


3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este 

artículo: 

a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida 
en cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la 
autoridad judicial competente. Tales trabajos o servicios deberán realizarse 
bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los individuos que 
los efectúen no serán puestos a disposición de particulares, compañias o 
personas jurídicas de carácter privado; 


b. el servicio militar y, en los palses donde se admite exención por razones de 
conciencia, el servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquél; . 


c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la 
existencia o el bienestar de la comunidad, y 


d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
ARTICULO 7 
Derecho a la Libertad Personal 
1. Toda persona tene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 


2. Nadie puede ser privado de su libertad fisica, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Politiras de los 
Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas, 


3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 


4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su 
detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 


5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 


6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o 
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de 
su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran 
ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se 
viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un 
juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal 
amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos 
podrán interponerse por sí o por otra persona. 

7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de 


autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes 
alimentarios. 
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ARTICULO 8 
Garantías Judiciales 


. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantias y dentro 


de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter. 


2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 


-— 


h. 


derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o. 


intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 


. Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la 


preparación de su defensa; 


. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 


un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; . 


, derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el 


Estado, remunerado o no según la legistación interna, si el inculpado no se 
defendiere por si mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 
por la ley; 


. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y 


de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas 
que puedan arrojar luz sobre los hechos; : 


, derecho a no ser obligado a dedarar contra sí mismo ni a declararse 


culpable, y 
derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 


3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de 
ninguna naturaleza. 


4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos. 


5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para 
preservar los intereses de la justicia. 
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ARTICULO 9 
Principio de Legalidad y de Retroactividad 


Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición 
de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

ARTICULO 10 
Derecho a Indemnización 


Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de 
haber sido condenada en sentencia firme por error judicial. 


ARTICULO 11 
Protección de la Honra y de la Dignidad 


1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de 
su dignidad. 

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 
privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de 
ataques ilegales a su honra o reputación. 


3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas 
injerencias o esos ataques. 


ARTICULO 12 
Libertad de Conciencia y de Religión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este 
derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de 
cambiar de religión o de creencias, así .como la libertad de profesar y divulgar 
su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como 
en privado, E 

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la 
libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias. 

3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está 
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias 
para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos 
o libertades de los demás. 


4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o 
pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 

ARTICULO 13 
Libertad de Pensamiento y de Expresión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda Indole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por 
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escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección. 


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 


a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 


b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas. 


3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel 
para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados 
en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a 
impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 


4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura 
previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección 
moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el 
inciso 2. 


5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda 
apologla del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la 
violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo 
de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u 
origen nacional. 

ARTICULO 14 
Derecho de Rectificación o Respuesta 


1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas 
en su perjuicio a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que 
se dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano 
po difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la 
ey. j 

2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras 
responsabilidades legales en que se hubiese incurrido. 


3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o 
empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero 
especial. 

ARTICULO 15 
Derecho de Reunión 


Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal 
derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que 
sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos o libertades de los demás. 
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ARTICULO 16 
Libertad de Asociación 


1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, 
deportivos o de cualquiera otra indole. 

2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para 
proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.. 


3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones 
legales, y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a los 
miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 

ARTICULO 17 
Protección a la Familia 


1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser 
protegida por la sociedad y el Estado. 


2: Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a 
fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por 
las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no 
discriminación establecido en esta Convención. 


3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de 
los contrayentes. 


4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la 
igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los 
cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y..en caso de 
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que 
aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y 
conveniencia de ellos. 


5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de 
matrimonio como a los nacidos dentro del mismo, 


ARTICULO 18 
Derecho al Nombre 


Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus 
padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará la forma de asegurar este 
derecho para lodos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario. 


ARTICULO 19 
Derechos del Niño 


Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de 
menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
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ARTICULO 20 
Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 


2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio 
nació, si no tiene derecho a otra, 


3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a 
cambiarla. 


ARTICULO 21 
Derecho a la Propiedad Privada 


1, Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede 
subordinar tal uso y goce al interés social. 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el 
pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social 
y en los casos y según las formas establecidas por la ley. 

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el 
hombre, deben ser prohibidas por la ley. 


ARTICULO 22 
Derecho de Circulación y de Residencia 


1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene 
derecho a circular por el mismo y a residir en él con sujeción a las 
disposiciones legales. ) 

2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive 
del propio. j 

3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en 
virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrálica, 
para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la 
seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y 
libertades de los demás. 


4, El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser 
restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público. 


5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni 
ser privado del derecho a ingresar en el mismo. 


6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en 
la presente Convención, sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de 
una decisión adoptada conforme a la ley. 


7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio 
extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos con 
los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los convenios 
internacionales. 


8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro pals, 
sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en 
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riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o 
de sus opiniones políticas. 
9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 
ARTICULO 23 
Derechos Políticos 


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades: 


a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos; 


b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión 
de la voluntad de los electores, y 


c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. 


2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a 
que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condena, por juez competente, en proceso penal. 

ARTÍCULO 24 
Igualdad ante la Ley 


Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, 
sin discriminación, a igual protección de la ley. 
ARTÍCULO 25 
Protección Judicial 


1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier. 
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare 
contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 


2. Los Estados partes se comprometen: 


a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 
Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 
recurso; 


b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 


c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 
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CAPITULO iii 


DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
ARTICULO 26 
Desarrollo Progresivo 


Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 
intemo como mediante la cooperación internacional, especialmente económica 


y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que 


se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y 
cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 
reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos 
disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 


CAPÍTULO IV 
SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN 
ARTICULO 27 
Suspensión de Garantías 


1. En caso de guerra, de pehgro público o de otra emergencia que amenace 
la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar 
disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las 
exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de 
esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con 
las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen 
discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión 
u origen social, 


2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 
determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la 
Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la. Vida); 5 (Derecho a la Integridad 
Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre). 9 (Principio de 
Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 
(Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 
(Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías 
Judiciales indispensables para la protección de tales derechos. 


3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá 


informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente. 


Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de 
los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado 
por terminada tal suspensión. Ñ 
ARTICULO 28 
Cláusula Federal 


1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el 
gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


presente Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce 
jurisdicción legislativa y judicial. 

2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden 
a la jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno 
nacional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su 
constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de dichas 
entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de 
esta Convención. 

3, Cuande dos o más Estados partes acuerden integrar entre sí una 
federación u otra clase de asociación, cuidarán de que el pacto comunitario 
correspondiente contenga las disposiciones necesañas para que continúen 
haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las normas de la 
presente Convención. 


ARTICULO 29 
Normas de Interpretación 


Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el 
sentido de: 


a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o 
limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 


b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o 
de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; 


c. excluir otros derechos y garantias que son inherentes al ser humano o que 
se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y 


d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma 
naturaleza. 


ARTICULO 30 
Alcance de las Restricciones 


Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser 
aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general 
y con el propósito para el cual han sido establecidas. 


ARTICULO 31 
Reconocimiento de Otros Derechos 


Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros 
derechos y libertades que sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos 
establecidos en los artículos 76 y 77. 
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CAPÍTULO V 
DEBERES DE LAS PERSONAS 
ARTICULO 32 
Correlación entre Deberes y Derechos 


1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la 
humanidad. 


2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, 
en una sociedad democrática. 


PARTE 
MEDIOS DE LA PROTECCIÓN 
CAPÍTULO VI 
DELOS ÓRGANOS COMPETENTES 
ARTÍCULO 33 


Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el 
cumplimiento de los compromisos contraldos por los Estados partes en esta 


Convención: 
a. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la 
Comisión, y = : , 
b. la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la 
Corte. 
CAPÍTULO Vil 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Sección 1 
Organización 
ARTÍCULO 34 


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete 
miembros, que deberán ser personas de alta autoridad moral y reconocida 
versación en materia de derechos humanos. 


ARTICULO 35 


La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización 
de los Estados americanos. 
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ARTICULO 36 


1. Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la 
Asamblea General de la Organización de una lista de candidatos propuestos 
por los gobiernos de los Estados miembros. 

2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, 
nacionales del Estado que los proponga o de cualquier otro Estada miembro de 
la Organización de los Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, 
por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado Eolrdo 


del proponente. 
ARTICULO 37 
1. Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán 
ser reelegidos una vez, pero el mandato de tres de los miembros designados 
en la primera elección expirará al cabo de dos años. Inmediatamente después 
de dicha elección se determinarán por sorteo en la Asamblea General los 
nombres de estos tres miembros. 
2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo 
Estado. 
ARTICULO 38 
Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración 


normal del mandato, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización 
de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de la Comisión. 


ARTICULO 39 


* La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la 
AS General, y dictará su propio Reglamento. 


ARTICULO 40 


Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la 
unidad funciona! especializada que forma parte de la Secretaria General de la 
Organización y debe disponer de los recursos necesarios para cumplir las 
tareas que le sean encomendadas por la Comisión. - 


Sección 2 
Funciones 


ARTÍCULO 41 


La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la 
defensa de los derechos humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las 
siguientes funciones y atribuciones: 


a. estimular la conciencia de los derechos humanos en los 2. de 
América; 


b. formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos 


de los Estados miembros para que adopten medidas progresivas en favor” 


de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas 'y" sus” 
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preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para 
fomentar el debido respeto a esos derechos; 


c. preparar los estudios e informes que considere convenientes para el 
desempeño de sus funciones; 
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d. solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen . 


informes sobre las medidas que adopten en materia de derechos humanos; 


e. alender las consultas que, por medio de la Secretaría General de le 
Organización de los Estados Americanos, le formulen los Estados 


miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro * 


de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten: 


actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su 
autoridad de conformidad con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta 
Convención, y 


g. rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos. 


ARTICULO 42 


Los Estados partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y 
estudios que en sus respectivos campos someten anualmente a las 
Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y Social y del 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que 
aquella vele porque se promuevan los derechos derivados de las normas 
económicas, 


sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la . 


Cana de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el 
Protocolo de Buenos Aires. 


ARTICULO 43 


Los Estados partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones 
que ésta les solicite sobre la manera en que su derecho interno asegura la 
aplicación efectiva de cualesquiera disposiciones de esta Convención. 


Sección 3 
Competencia 


ARTICULO 44 


Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubemamental 
legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, 
puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas 
de violación de esta Convención por un Estado parte. 


ARTICULO 45 


1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento - 


de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento 
posterior, declarar que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y 
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examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro Estado 
parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en 
esta Convención. 

2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se A 
admitir y examinar si son presentadas por un Estado parte que haya hecho una 
declaración por la cual reconozca la referida competencia de la Comisión. La 
Comisión no admitirá ninguna comunicación contra un a a 
haya hecho tal declaración. 

3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse 
para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período determinado o para 
casos específicos. 

4. Las dedaraciones se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la que transmitirá copia de las 
mismas a los Estados miembros de dicha organización. 


ARTICULO 46 
1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 
44 Ó 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá: 


a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, 
conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente 
reconocidos; 


b. que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en 
que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la 
decisión definitiva; 


c. que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro 
procedimiento de arreglo intemacional, y 


d. que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, 
nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas ed 
del representante legal de la entidad que somete la petición. 


2. Las disposiciones de los incisos 1,a. y 1.b. del presente artículo no se 
aplicarán cuando: 


a. no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido 
proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han 
sido violados; 


b. no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los 
recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y 
c. haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
ARTICULO 47 


La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada 
de acuerdo con los artículos 44 6 45 cuando: 
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. falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 45; 
, no exponga hechos que. caractericen una violación de los derechos 


garantizados por esta Convención; 


. resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado 
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manifiestamente infundada la petición o comunicación o sea evidente su. 


total improcedencia, y 


. sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya 


examinada por la Comisión u otro organismo internacional. 
Sección 4 
Procedimiento 


ARTICULO 48 


1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la 
violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, 
procederá en los siguientes términos: 


a. 


si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará 
informaciones al Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad 
señalada como responsable de la violación alegada, transcribiendo las 
partes pertinentes de la petición o comunicación. Dichas informaciones 
deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al 
considerar las circunstancias de cada caso; 


. recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean 


recibidas, verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o 
comunicación. De no existir o subsistir, mandará archivar el expediente; 


. podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición 


o comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes; 


. si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la 


Comisión realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto 
planteado en la petición o comunicación. Si fuere necesario y conveniente, 
la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento 
solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades 
necesarias; 


. podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y 


recibirá, si así se le solicita, las exposiciones verbales o escritas que 
presenten los interesados; 


. se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una 


solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Convención. 


2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una 
investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue 
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haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petirián n 
comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad. 


ARTICULO 49 


Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del 
inciso 1.f. del artículo 48 la Comisión redactará un informe que será transmitido 
al peticionario y a los Estados partes en esta Convención y comunicado 
después, para su publicación, al Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos. Este informe contendrá una breve exposición de los 
hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las partes en el caso lo 
solicitan, se les suministrará la más amplia información posible. 


ARTICULO 50 . 


1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la 
Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus 
conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en parte, la opinión 
unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a 
dicho informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las 
exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del 
inciso 1.e. del artículo 48. 


2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán 
facultados para publicarlo. 


3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y 
recomendaciones que juzgue adecuadas. 


ARTICULO 51 


1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados 
interesados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o 
sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado interesado, 
aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por mayoría absoluta de 
votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a 
su consideración. : 

2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro 


del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la 


situación examinada. 


3. Transcurrido el periodo fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría 
absoluta de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas 
adecuadas y si publica o no su informe. 
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CAPÍTULO VIII 
LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Sección 1 
Organización 


¿ARTICULO 52 


1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados 
miembros de la Organización, elegidos a titulo personal entre juristas de la más 
alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos 
humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más 
elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean 
nacionales o del Estado que los proponga como candidatos. 


2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 
ARTICULO 53 


1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayorta 
absoluta de votos de los Estados partes en la Convención, en la Asamblea 
General de la Organización, de una lista de candidatos propuestos por esos 
mismos Estados. 


2. Cada uno de los Estados partes puede proponer hasta tres candidatos, 
nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de 
la Organización de los Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, 
por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto 
del proponente, 

ARTICULO 54 


1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un periodo de seis años y sólo 
podrán ser reelegidos una vez. El mandato de tres de los jueces designados en 
la primera elección, expirará al cabo de tres años. inmediatamente después de 
dicha elección, se determinarán por sorteo en la Asamblea General los 
nombres de estos tres jueces., ] 

2. El juez elegido para reemplazar a otro -cuyo mandato no ha expirado, 
completará el periodo de éste. 

3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. 
Sin embargo, seguirán conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado 
y que se encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos no serán 
sustituidos por los nuevos jueces elegidos. 


ARTICULO 55 


1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados partes en el caso 


sometido a la Corte, conservará su derecho a conocer del mismo. 


2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad 
de uno de los Estados partes, otro Estado parte en el caso podrá designar a 
una persona de su elección para que integre la Corte en calidad de juez ad 
hoc. p 
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3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la 
nacionalidad de los Estados partes, cada uno de éstos podrá designar un juez 
ad hoc. E 

4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 

5. Si varios Estados partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el 
caso, se considerarán como una sola parte para los fines de las disposiciones 
precedentes. En caso de duda, la Corte decidirá. 

ARTICULO 56 

El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces. 
ARTICULO 57 

La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte. 
ARTICULO 58 

1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea 
General de la Organización, los Estados partes en la Convención, pero podrá 
celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado miembro de la 
Organización de los Estados Americanos en que lo considere conveniente por 
mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los 
Estados partes en la Convención pueden, en la Asamblea General por dos 
tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 

2. La Corte designará a su Secretario. 


3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones 
que ella celebre fuera de la misma, 


ARTICULO 59 


La Secretaria de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la 
dirección del Secretario de la Corte, de acuerdo con las normas ¿dministrativas 


de la Secretaría General de la Organización en todo lo que no sea incompatible: 


con la independencia de la Corte, Sus funcionarios serán nombrados por el 
re General de la Organización, en consulta con el Secretario de la 
orte. 


ARTICULO 60 


La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, y dictará su Reglamento. 


Sección 2 
Competencia y Funciones 


ARTICULO 61 
1. Sólo los Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a: 
la decisión de la Corte. ' 


2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean 
agotados los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 
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ARTICULO 62 


1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento 
de ratificación o adhesión de esta Cenvención, o en cualquier momento 
posterior, declarar que reconoce como obligatoria de plemo derecho y sin 
convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos 
ala interpretación o aplicación de esta Canvención. 


2. La declaración puede ser hecha inoondicionalmente, o bajo condición de 
reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser 
presentada al Secretario General de la Organización, quien transmitirá copias 
de la misma a los otros Estados miemb»os de la Organización y al Secretario 
de la Corte. 


3. La Corte tiene competencia para cenocer de cualquier caso relativo a la 
interpretación y aplicación de las disposidones de esta Convención que le sea 
sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o 
reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica 
en los incisos anteriores, ora por convención especial. 


ARTICULO 63 


1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en 
esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce 
de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera 

. procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada. 


2, En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario 
evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté 
conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. 
Si se tratare de asuntos que aún no estár sometidos a su conocimiento, podrá 
actuar a solicitud de la Comisión. 


ARTICULO 64 


1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte 
acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados 
concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados 
americanos. Asimismo, podrán consultarla, en los que les compete, los Órganos 
enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 


2. La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle 
opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y 
los mencionados instrumentos internacionales. 

ARTÍCULO 65 


La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la 
Organización en cada periodo ordinario de sesiones un informe sobre su labor 
en el año anterior. De manera especial y con las recomendaciones pertinentes, 
señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos. 
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Sección 3 
Procedimiento 


ARTICULO 66 
1. El fallo de la Corte será motivado. 


2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los 
jueces, cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agrégue al fallo su opinión 
disidente o individual. 

ARTICULO 67 

El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre 
el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera 
de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa 
días a partir de la fecha de la notificación del fallo. 

ARTICULO 68 


1. Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la 
decisión de la Corte en todo caso en que sean partes. 

2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá 
ejecutar en el respectivo país por el procedimiento intemo vigente para la 
ejecución de sentencias contra el Estado. 

ARTICULO 69 


El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los' 


Estados partes en la Convención, 


CAPÍTULO 1X 
DISPOSICIONES COMUNES 
ARTICULO 70 


1. Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, .desde el 
momento de su elección y mientras dure su mandato, de las inmunidades 
reconocidas a los agentes diplomáticos por el derecho internacional, Durante el 


ejercicio de sus cargos gozan, además, de los privilegios diplomáticos: 


necesarios para el desempeño de sus funciones. 

2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la 
Corte ni a los miembros de la Comisión por votos y opiniones emitidos en el 
ejercicio de sus funciones. 

ARTICULO 71 

Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión 
con otras actividades que pudieren afectar su independencia o imparcialidad 
conforme a lo que se determine en los respectivos Estatutos. 


ARTICULO 72 


Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán 
emolumentos y gastos de viaje en la forma y condiciones que determinen sus 
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estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independencia de sus funciones. 
Tales emolumentos y gastos de viaje serán fijados en el programa-presupuesto 
de la Organización de los Estados Americanos, el que debe incluir, además, los 
gastos de la Corte y de su Secretaría. A estos efectos, la Corte elaborará su 
propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea 
General, por conducto de la Secretaría General. Esta última no podrá 
introducirle modificaciones. 
ARTICULO 73 


Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, 
corresponde a la Asamblea General de la Organización resolver sobre las 
sanciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de la Corle que 
hubiesen incurrido en las causales previstas en los respectivos Estatutos. Para 
dictar una resolución se requerirá una mayoría de los dos tercios de los votos 
de los Estados miembros de la Organización en el caso de los miembros de la 
Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de los Estados partes en la 
Convención, si se tratare de jueces de la Corte. 


PARTE Ill 
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS 


CAPÍTULO X 


FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA, ENMIENDA, PROTOCOLO Y 
DENUNCIA 


ARTICULO 74 


1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de 
todo Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos. 


2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará 
mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, Tan pronto 
como conce Estados hayan depositado sus respectivos instrumentos de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vicor. Respecto a todo otro 
Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en 
vigor en la fecha del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión. 


3. El Secretario General informará a todcs los: Estados miembros de la 
Organización de la entrada en vigor de la Convención, 


ARTICULO 75 


Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las 
disposiciones de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, 
suscrita el 23 de mayo de 1969. 
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ARTICULO 76 


1, Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto 
del Secretario General, pueden someter a la Asamblea General, para lo que 
estime conveniente, una propuesta de enmienda a esta Convención. 


2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las 
mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo instrumento de 
ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los Estados partes 
en esta Convención. En cuanto al resto de los Estados partes, entrarán en 
vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 


ARTICULO 77 


1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado 
parte y la Comisión podrán someter a la consideración de los Estados partes 
reunidos con ocasión de la Asamblea General, proyectos de protocolos 
adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir progresivamente en el 
régimen de protección de la misma otros derechos y libertades. 


2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se 
aplicará sólo entre los Estados partes en el mismo. 


ARTICULO 78 


1. Los Estados partes pocrán denunciar esta Convención después de la 
expiración de un plazo de cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de 
la misma y mediante un preaviso de un año, notificando al Secretario General 
de la Organización, quien debe informar a las otras partes. 


2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de 
las obligaciones contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo 
hecho que, pudiendo constituir una violación de esas obligaciones, haya sido 
cumplido por él anteriormente a la fecha en la cual la denuncia produce efecto. 


CAPÍTULO XI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Sección 1 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 


ARTICULO 79 


Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a 
cada Estado Miembro de la Organización que presente, dentro de un plazo de 
noventa días, sus candidatos para miembros de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. El Secretario General preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados 
miembros de la Organización al menos treinta días antes de la próxima 
Asamblea Genera!. 
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ARTICULO 80 


La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que 
figuren en la lista a que se reñere el artículo 79, por votación secreta de la 
Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que obtengan 
mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 

ntes de los Estados miembros. Si para elegir a todos los miembros 
de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará 
sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, a los 
candidatos que reciban menor número de votos, 


Sección 2 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 


ARTICULO 81 


Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a 
cada Estado parte que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus 
candidatos para jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. El 
Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos 
presentados y la comunicará a los Estados partes por lo menos treinta días 
antes de la próxima Asamblea General. 


ARTICULO 82 


La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren 
en la lista a que se refiere el artículo 81, por votación secreta de los Estados 
partes en la Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que 
obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados partes. Si para elegir a todos los jueces de la 
Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán 
sucesivamente, en la forma que determinen los Estados partes, a los 
candidatos que reciban menor número de votos. 


Declaraciones y Reservas 
Declaración de Chile 


La Delegación de Chile pone su firma en esta Convención, sujeta a su 
posterior aprobación parlamentaria y ratificación, conforme a las normas 
constitucionales vigentes. 


Declaración del Ecuador 


La Delegación del Ecuador tiene el honor de suscribir la Convención 
Americana de Derechos Humanos. No cree necesario puntualizar reserva 
alguna, dejando a salvo, tan sólo, la facultad general contenida en la misma 
Convención, que deja a los gobiernos la libertad de ratificarla. 


Reserva de Uruguay 


El artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la República Oriental del 
Unuguay establece que la ciudadanía se suspende "por la condición legalmente 
procesado en causa criminal de que pueda resultar pena de penitenciaria", 
Esta limitación al ejercicio de los derechos reconocidos en el artíulo 23 de la 
Convención no está contemplada entre las circunstancias que al respecto 
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prevé el parágrafo 2 de dicho articulo 23 por lo que la Delegación del Uruguay 
formula la reserva pertinente. 6 

EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infraescritos, cuyos plenos 
poderes fueron hallados de buena y debida forma, firman esta Convención, que 
se llamará "PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA", en la ciudad de San 
José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y 
nueve. 
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INFORME ANUAL DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS 1992 - 1993 


INFORME N” 29/92 


CASOS 10.029, 10,036, 10,145, 10.305, 10.372 
10,373, 10,374 y 10.375 


URUGUAY 
2 de octubre de 1992 


El 4 de octubre de 1991, durante el 80* periodo de sesiones de la Comisión 
interamericana de Derechos Humanos (en adelante, "la Comisión”), se aprobó por una 
mayoría de 6 a 1 el informe N” 35/91, conforme al artículo 50 de la Conwanción 
Americana sobre Derechos Humanos (en adelante "¡a Convención”)1[1]. Dicho intorme 
fue remitido al Gobierno del Uruguay en fecha 8 de octubre de 1991, El 4 de diciembre 
de 1991, el Gobiemo del Unuguay remitió sus observaciones a dicho informe. Estas 
observaciones fueron cuidadosamente consideradas por la Comisión en el presente 
informe N* 29/92, previsto por el artículo 51.1. de la Convención, el cual fue adoptado por 
unanimidad. 


1. INTRODUCCIÓN 


1. AI MN ETA 
total de ocho denuncias contra el Estado del Uruguay. Los peticionarios fueron 


Caso 10.029: Hugo Leonardo de los Santos Mendoza 
Caso 10.036: Alvaro Balbi 

Caso 10.145: Enrique Rodríguez Larreta Pieri 

Caso 10.305: —Noris Alejandra Menotti Cobas, y 


Caso 10.372: Juan Manuel Brieba 

Caso 10.373: Félix Sebastián Ortiz 

Caso 10,374; Amelia Sanjurjo Casal, y 

Caso 10.375: Antonio Omar Paitta, respectivamente 


2. Las peticiones denunciaban los efectos jurídicos de la Ley N” 15.842 (en 
adelante "la Ley”) y su aplicación por el Poder Judicial, como una violación de los 
derechos reconocidos en la Convención a la protección judicial (artículo 25) y las 
garantias a la protección judicial (artículo 25) y las garantías judiciales (artículo 8), entre 
otros. ] 
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punitiva del Estado respecto de los delitos cometidos hasta el 1 de marzo de 
Se A equiparados y asimiados, por móviles 
políticos o en ocasión del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de acciones 
ordenadas por los mandos que actuaron durante el período de facto”. 


4. A su tumo, el artículo 3 dispone: “A los efectos previsis en los articulos 
anteriores, el juez interviniente en las denuncias correspondientes, requerirá al Poder 
Ejecutivo que informe, dentro del plazo perentorio de treinta días de recibida la 
comunicación, si el hecho investigado lo considera comprendido o no en el articulo 
primero de la presente ley. Si el Poder Ejecutivo así lo comunicare, el juez dispondrá la 
dausura y el archivo de los antecedentes. Si en cambio, no contesta'e o informa que no 
se halla comprendido, dispondrá continuar la indagatoria. Desde la fecha de 
o od de hasta que el juez reciba la comunicación del Poder Ejecutivo, 

quedan suspendidas todas las diligencas presumariales en los procedimientos 
mencionados en el inciso primero de este artículo”, 


5. Mientras el artículo 4 establece que: "Sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos precedentes el Juez de la causa remitirá al Poder Ejecutivo testimonios de las 
denuncias presentadas hasta la fecha de promulgación ce la presente ley referentes a 

detenidas 


ciento veinte dias a contar de la comunicación judicial de la denuncia, dará cuenta a los 
denunciantes del resultado de estas investigaciones y pondrá en su conocimiento la 
información recabada". 


0. Como el Poder Ejecutivo confió ta nvestigación a jueces miltares, se plantea 
la duda acerca de la seriedad e imparcialidad del procedimiento investigativo, así como 


(artículos 8 y 27 de la Convención). 

A La Conte Suprema del Uruguay declaró la corstitucionalidad de la Ley y ésta 
también fue aprobada por un referendum nacional convocado al efedo sobre la bese de 
lo dispuesto en el artículo 79 de la Constitución del Uruguay. 

ll, RESUMEN DE LAS DENUNCIAS Y LAS RESPUESTAS DEL GOBIERNO 


8. Siete de las ocho denuncias consttuyen casos individuales y la otra es una 


grav 
vid, ale Head y la seguid personal (rico de la Declaración Ametra) y 
recomendaron al Gobierno que emprendiera una “investigación” de los hechos y 
ordenara el “procesamiento” de sus responsables. 


9. Todas las denuncias, empero, mencionan los efectos de la Ley como la 
violación fundamental de ta Convención. Los peticionarios sostienen que, en cuanto la 
Ley les ha privado de su derecho a recurrir a los tribunales, en última instancia, se ha 
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una investigación imparcial exhaustiva de las violaciones de los derechos 
a O do O NEON OI 


10. En consecuencia, los peticionarios alegan que la Ley viola los artículos 25 y 8 
de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de le misma, en cuanto su efecto 
jurídico ha sido el privarles del derecho a protección jurídica ante los tribunales y la 
clausura de los juicios contra los responsables de pasadas violaciones de derechos 


11. La posición fundamental del Gobierno del Uruguay (en adelante, "el 
Gobierno") ha sido la de manifestar que esta medida legislativa, que constituye el 
ejercicio soberano de su facultad para otorgar clemencia, no viola la Convención ni 
cualquier otra norma del derecho internacional. El Gobierno alegó que las denuncias son 
inadmisibles porque no han agotado los recursos internos. Sostuwo que los peticionarios 
tuvieron abierta la vía de las reparaciones civiles y que algunos de los denunciantes 
llevaron sus casos hasta la Suprema Corte de Justicia. En cuanio a la cuestión de fondo, 
afirmó que la Ley fue el resuñado de una decisión democrática y que fue declarada 
constitucional. Alegó que la Convención prevé la suspensión de los derechos en ella 
reconocidos y que esta Ley formó pane integral de un proceso nacional de reconciliación. 


IL EL TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 


12. La Comisión dio ulteriores traslados a las partes de las respectivas 
observaciones formuladas por el Gobierno y los peticionarios. Básicamente, ambas 
partes reiteraron sus posiciones originarias. 


13. Además, en sus 76”, 77* y 78* periodos ordinarios de sesiones, la Comisión 
celebró audiencias en las cuales recibió. a los denunciantes y a representantes del 
Gobierno. 

14. Debido a que la cuestión que plantean cada una de las peticiones son 
nlemamilimanto las ndaioo, lo Coiialón da detiddo acumularlas y considerarlas 
como una sola. 


IV. ADMISIBILIDAD 


15. Ajuicio de la Comisión se han satisfecho los requisitos de admisibilidad formal 
establecidos en el artículo 46.1 de la Convención y en el artículo 32 del Reglamento de la 
Comisión, por cuanto la legislación interna no dispone de recursos idóneos y efectivos 
que hagan jurídicamente posible declarar nulos los efectos de la Ley; dichos efectos 


de las gravísimas violaciones a los derechos humanos registradas en el pasado. La 
Suprema Corte de Justicia del Uniguay desestimó los recursos de inconstitucionalidad de 
la Loy. 


16. En cuanto a la alegación de falta de agotamiento de los recursos internos, la 


requí : 
interna pero, el artículo 462.8 estipula que dicho requisito no se aplicará cuando "no 
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17. Las peticiones fueron presantadas a este órgano en la forma debida, puesto 
que el “hecho” denunciado consiste en la materialización de la imposibilidad de someter a 
proceso a militares y policiales acusados de violaciones de derechos humanos en el 
pasado. Tampoco constituyen una dupicación de procedimientos, al no estar pendiente 
Me miema cuestón de compatibilidad entre la Convención y la Ley ante otras instancias 
internacionales. 


18. En cuanto a una "solución amistosa” la Comisión se remite a las 


rd et E EA E 
se refiere a un programa legislativo completo que el Estado defiende activamente, la 
Comisión opina que el procedimiento de una solución amistosa no es necesario ni 
procedente. ; 


19. Con fecha 4 de octubre de 1991, durante su 80? periodo de sesiones, la 
Comisión aprobó por seis votos a favor y uno en contra, en forma preliminar el informe N? 
35/91, de conformidad con lo dispuesto por el articulo 50 de la Convención. En 
consecuencia, se dio traslado en forma reservada al Gobierno del Uruguay, conforme lo 
dispone el mismo artículo en su apartado segundo al prevenir contra su publicación. 


20. Con fecha 4 de diciembre de 1991, el Gobierno remitió sus observaciones al 
Informe N” 35/91. 


V. OBSERVACIONES DEL GOBIERNO AL INFORME DEL ARTICULO 50 


21. El Gobierno sostiene, esencialmente, que la Comisión no ha ponderado el 
"contexio jurídico-político democrático” al no haber tomado en consideración la 
legitimidad interna de la Ley y al omitido sopeser importantes aspectos de la realidad 
política concreta, así como los fines éticos superiores de la Ley de Caducidad. A 
continuación se reseñan los argumentos principales de la respuesta del Gobiemo: 


22. Afirma que la cuestión de las amnistias deba ser considerado en el contexto 
político de la reconciliación, como parte de un programa legislativo de pacificación 
nacional que abarca a todos los actores de pasadas violaciones de derechos humanos, 
esto es, de "delitos políticos, communes y militares conexos”; que la Ley de Caducidad fue 
adoptada por "razones de simetría jurídica y por muy justificadas y serias motivaciones 


competencia, si lo es los efectos juridicos denunciados por los peticionantes; "que frente 
a la expresa voluntad del pueblo Uruguayo, de cerrar una página dolorosa de su historia, 
para poner fin de modo soberano al enfrentamiento entre orientales, no es susceptible de 
condena internacional”. 


23. A A 
como todo tratado, de acuerdo con los principios consagrados en la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados, en cuanto a la regla de la buena fe y atendiendo al 
objeto y fin del tratado. En ese sentido, se señala que los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención, deben interpretarse en relación con los artículos 30 y 32 de la Convención 
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que admiten limitación al goce y ejercicio de derechos reconocidos en la Convención, 
cuando las restricciones surgen de leyes dictadas por razones de interés general o en 
función a los derechos de los demás, seguridad de todos y las justas exigencias del bien 


una potestad 
fastculos BA y 14.8 dd Pacto rismacicns de Derechos Clos y Prillcos y dl artis 
4.6 de la Convención). 


24. El Gobiemo sostiene que el artículo 8.1 de la Convención se refiere al 
supuesto del inculpado en un proceso criminal y no de quien presenta la acción penal. El 
Gobierno observa que en el sistema procesal uruguayo no existe el derecho de plantear 
una demanda criminal, independiente de la acusación del fiscal público, ni que este 
derecho esté amparado por el derecho internacional de los derechos humanos. Afirma 
que los particulares no son dueños ni titulares de la acción penal y que sólo en casos 
excepcionales se permite intervenir al interés privado. La acción penal es pública y sólo 
corresponde al Estado la facultad de renunciar a su ejercicio. Lo único que la Ley declaró 
caducada fue la facultad del poder público de acusar en la esfera penal. 


25. Con respecto al articulo 25,1 de la Convención, sostiene que el mismo 
persigue el "restablecimiento del derecho lesionado y de no ser posible ello, la reparación 


derecho a la reparación patrimonial el cual no ha sido enervado por la Ley de Caducidad. 


26. El Gobiemo alega que tampoco violó la obligación de investigar y sancionar 
las violaciones de los derechos humanos, conforme a la interpretación del artículo 1.1 de 
la Convención por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Se afirma que la Ley 
de Caducidad "eximió el ejercicio del poder punitorio del Estado y reglamentó el deber de 
investigar en armonía con la inspiración y objetivos de ese acto legislativo de clemencia 
soberana”. Por lo tanto, la Ley "no ha afectado de modo alguno el derecho humano 
individual en juego, desde que en materia penal, el derecho penal se limita a la denuncia 
del delito”, en consecuencia el deber de investigar no puede analizarse al margen de una 
ley de amnistía. En este caso, la extinción de la pretensión punitiva del Estado se inspira 


aptos para el conocimiento formal y oficial de la verdad en sede pena. 


27. El Gobierno señala que la Comisión ha omitido mencionar que la Ley de 
recorrer cebo re A a cr a eingilogirdon 


rr oie yodo; migra 
humanos. 


VI. OPINIÓN Y CONCLUSIONES DE LA COMISIÓN 
28, De conformidad con el artículo 51,1 de la Convención, pb 


derecho, puesto que no requieren comprobación factual ni presentan hechos 
controvertidos, sino examinan la compatibilidad de la Ley con la Convención. 
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30. La cuestión en estos casos no es la de la legitimidad interna de la legislación y 
otras medidas adoptadas por el Gobierno para lograr los efectos que aquí se denuncian. 
La Comisión está obligada por inveterados principios de derecho intemacional y, en 
particular, dor ciales de lá Comantión. a llegar a una determinación acerca de si 
ciertos efectos constituyen una violación de las obligaciones contraídas por el Gobierno 
bejo la Convención (artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados). 


31. ca er *aprobación de la Ley de Caducidad 
por la vía de un referendum popular”, cabe observarse que a la Comisión no le compete 
pronunciarse sobre la legalidad o constitucionalidad intemas de las 
nacionales. Sin embargo, sí es de su competencia la aplicación de la Convención y el 
examen de los efectos jurídicos de una medida legislativa, judicial o de otro carácter, en 
tanto en cuanto surta efectos incompatibles con los derechos y garantías consagrados 
por la Convención o la Declaración Americana. 


32. Dicha competencia surge de la propia Convención, cuando faculta a la 
Comisión (como a la Corte Interamericana de Derechos Humanos) "para conocer de los 
asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraidos por los 
Estados partes” (artículo 33). Esto es, la Comisión procede a "actuar respecto de la 
peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad des conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 44 a 51 de esta Convención” (articulo 41.f). Asimismo, por el 
artículo 2 de la misma se prevé el compromiso de los Estados partes de adoptar "las 
medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias" para hacer efectivos los 
derechos y libertades consagrados en el Pacto (artículo 2). A fortiori, un Estado no 
puede evadir por medio de su legislación interna sus obligaciones internacionales, de 
donde surge que la Comisión o la Corte están facultadas para examinar -a la luz de la 
Convención— incluso leyes internas que se alegue abroguen o violen derechos y 
libertades consagrados en ella. 


33. Elartículo 29 de la Convención estipula lo siguiente: 
e PAID e DA CERA DN e AC O el 


a, o NN grupo o persona, Ao. <2enb po 
y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o 
fimitarios en mayor medida que la prevista en ella; 

b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados partes o de 
acuerdo con otra Convención en que sea parte uno de dichos Estados; 

c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que 
se derivan de la forma democrática representativa de gobierno y, 


de acuerdo con esta disposición 
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o na ds Una Invesigación Judicial sería e Imparcial desihada a comprobar 
delitos denunciados e identificar a sus autores, cómplices y encubridores. 


36. La Comisión tampoco puede dejar de ponderar el hecho que, en el Uruguay, 
no se constituyó comisión investigadora nacional, ni existió informe oficial alguno sobre 
O AS Ds Ala e Do de O 


37. Por ello considera apropiado citar la posición general de la Comisión en la 
matería, expuesta así en su Informe Anual 1985-1986: 


.. NO de los pocos asuntos en que la Comisión no desea inhibirse de opinar 
en esta materia, es el de la necesidad de esclarecer las violaciones a los 
derechos humanos perpetrados con anterioridad al establecimiento del 
régimen democrático. Toda sociedad tiene el imenunciable derecho de 
conocer la verdad de lo ocurrido, así como las razones y circunstancias en las 
que aberrantes delitos llegaron a cometerse, a fin de evitar que esos hechos 
vuelvan a ocurrir en el futuro...Tal acceso a la verdad supone no coartar la 
libertad de expresión, la que claro está- deberá ejercerse 
la de 


ampliamente 

graves y secuestros de menores, entre otros; por lo que la necesidad social de su 
esclarecimiento e investigación no puede ser equiparada a la de un mero delito común 
[Ver. AG/RES. 443 (1X-0/78); 666 (X111-0/83), 742 (XIV-0/84) 950 (XVIH1-0/88), 1022 (XIX- 
0/89) y 1044 (X-0/80) y CIDH, informes anuales 1978; 1980/81; 1982/83; 1985/86; 
1986/87 y especiales, tales como el de Argentina (1980), Chile (1985) y Guatemala 
(1985) todos aprobados por la Asambiea General]. 


39, La Ley examinada surtió varios efectos y afectó a numerosas partes O 


40. Lo que se denuncia como incompatible con la Convención son las 
consecuencias jurídicas de la Ley respecto del derecho a garantias judiciales. Uno de los 
efectos de la Ley que aquí se cuestiona, fue el privar a la víctima o su derecho-habiente 


faculta al damnificado a solicitar durante el sumario "todas las providencias útiles para la 
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comprobación del delito y la determinación de los cuipabies” (Art 80). En consecuencia, 
en los sistemas que lo autorizan, el acceso a la jurisdicción.de la victima de un delito 
deviene un derecho fundamental del ciudadano y cobra particular importancia en tanto 
impulsor y dinamizador del proceso criminal, 


42. La cuestión de silos derechos de la victima o sus familiares, garantizados por 


a e Ac mios le porcina Lido? Ue sa DA 
especial, sin violar la Convención o la Declaración Americana. 


43. El artículo 1.1 de la Convención obliga a los Estados partes "a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción...”. 


44. El artículo 8.1 de la Convención establece: 


Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantias y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
impercial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ela, o para la determinación de 
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 


45. El efecto que se buscó con la Ley, y que de hecho se logró, fue impedir que 
los peticionarios ejercieran sus derechos reconocidos en el artículo 8.1. 


46. Al promulgar y aplicar la Ley, el Gobierno uruguayo no cumplió con la 
de perandtzar el respeto s los desechos reconocidos en el artículo 8, infringió 
esos derechos y violó la Convención. 
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cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
48. El artículo 25.2 estipula: 


Los Estados partes se comprometen: 


a  aygarantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal 
del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 
Mecurso; 

b.  adesarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c.  agarantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de 
toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 


49. Al sancionar la Ley, el Uruguay dejó de garantizar los derechos estipulados en 
el artículo 25.1 y violó la Convención. 


investigar seriamente 

dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de ident sables e 
las sanciones pertinentes y O E ER sl 
el aparato cel Esiado ación de modo que tal vipiación quede impune y no se restablezca, 
le rr cp 


ones OS 
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> famila Dele ai A que la autoridad 
sabi : poe rapero dogo mr q 


51. Al sancionar la Ley, el Uruguay dejó de cumplir plenamente con la obligación 
estipulada en el artículo 1.1 y violó los derechos de los denunciantes reconocidos en la 
Convención. 


52. Con respecto a la interpretación de los artículo 1.1, 8.1 y 25.1, así como de las 
restricciones posibles a los derechos consagrados (artículo 30 y 32), la Comisión respeta 
pero discrepa con la interpretación de dichas disposiciones por parte del Gobierno de 
Uruguay. 


53. En cuanto a la reparación patrimonial, la Comisión observa que si bien es 


compensatoria, ilícto en sede civi se hubiere visto 
slencialmerte restiriós 4 no poder dtiponeres de viales toimonica de los auoese 
morales y funcionarios militares y policiales del Estado, La Comisión también 


A objeto 
de estas denuncias se contrae al hecho de la denegación de justicia (artículos 8 y 25 en 
relación con el 1 de la Convención) por la sanción y aplicación de la Ley en 1986 y no a 
las velaciones dels erchos la vis (arc 4) integridad personal (artículo 5) y 

libertad (artículo 7) entre otros, las cuales originaron el derecho a la protección y 

judiciales, pero que, en tanto hechos, acontecieron antes de la entrada en 

vigencia de la Convención para el Uruguay el 19 de abril de 1985, y por lo tanto no fueron 
materia de estas quejas. 


54. La Comisión sopesó detenidamente las dimensiones políticas y éticas de la 
medida adoptada por el Gobierno uruguayo, arribando a una conclusión distinta a la del 
Gobiemo respecto de si con ello, se cumple la misión superior de este órgano, de 
acuerdo con sus atribuciones según la Convención: la defensa y promoción de los 
derechos humanos. 


Por las consideraciones precedentes, la 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 


Concluye que la Ley 15,648, del 22 de diciembre de 1986, es incompatible 
can atico JO (Dora da junta de la Dacosación Artadiarad de on Denis y 
Deberes del Hombre, y los artículos 1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 


2. Recomienda al Gobierno del Uruguay que otorgue a las victimas 
peticionarias, o a sus derecho-habientes, una justa compensación por las violaciones a 
las que se hace referencia en el párrafo precedente. 
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3. Recomienda al Gobierno del Uruguay la adopción de las medidas necesarias 
para esclarecer los hechos e individualizar a los responsables de las violaciones de 
derechos humanos ocurridas durante el periodo de facto. 


4. Dispone la publicación del presente informe. 
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Resumen 
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El presente informe contiene las conclusiones y recomendaciones del Relator 
Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes cn 
relación con su misión al Uruguay, que tuvo lugar del 21 al 27 de marzo de 2009, 


El Relator Especial expresa su profundo reconocimiento al Gobierno del Uruguay 
por la excelente cooperación que le brindaron las autoridades durante la visita. Destaca el 


compromiso del Gobierno de respetar y promover los derechos humanos y los progresos 
realizados desde el fin de la dictadura en 1985. 


Sobre la base de las conversaciones con funcionarios públicos, jueces, abogados y 
representantes de la sociedad civil y las entrevistas con victimas de la violencia y personas 
privadas de libertad, apoyadas a menudo por pruebas Joreases, el Relator Especial encontró 
pocos casos de tortura. Sin embargo, recibió numerosas denuncias de malos tratos en varios 


* El resamen del presente informe se distribuye en todos los idiomas oficiales. El informe propiamente 


dicho, que figura en el anexo del resumen, se distribuye únicamente en el idioma en que se presentó y 
en español. El apéndice se distribuye ánicamente en el idioma en que se presentó y en español. 
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Al Relatos Especial le preocupa especialmente que los adolescentes y los niños 
corran un mayor riesgo de sufrir malos tratos en las comisarías de policía y en los centros 
de internamiento. También recibió denuncias creíbles de palizas infligidas después de la 
desención, así como del uso excesivo de la fuerza y la imposición de castigos colectivos a 
raíz de motines y revueltas en Jos centros de internamiento. 


El enfoque punitivo adoptado en el sistema penitenciario y la falta de actividades no 
conducen a la rehabilitación. Recurrieado a la prisión de forma habitual, en vez de hacerlo 
como último recurso, no se ha conseguido reducir los indices de delincuencia o evitar la 
reincidencia. Por el contrario, la mayoría de las prisiones del Uruguay están abarrotadas y 
dl sistema penitenciario corre grave peligro de sufrir un colapso total. 

Aunque se han hecho algunos esfuerzos por mejorar la situación general de las 
prisiones y evitar el hacinamiento, les condiciones en algunos centros penitenciarios, 

en el penal de Libertad y en el complejo carcelario Santiago Vázquez 


tener como objetivo la rebabilitación y reinserción de los delincuentes. 


Aunque el Gobierno ba tipificado recientemente la tortura como delito en la Ley de 
cooperación con la Corte Penal Internacional, es poco probable que esa disposición llegue a 
aplicarse a quienes cometan delitos individuales, como ha sido el caso desde su entrada en 
vigor en 2006. No obstante, esa disposición debería servir como inspiración para la reforma 
del Código Penal. 


El Relator Especial acoge con beneplácito el establecimiento de un Plan Nacional de 
Lucha contra la Violencia Doméstica y reconoce que se han dado los primeros pasos en la 
dirección correcta. No obstante, la plena aplicación del Plan se ha retrasado, lo que ha 
conducido a una situación en la que las medidas de prevención y protección adoptadas por 
el Estado son insuficientes, 


A la vista de lo anterior, el Relator Especial recomienda al Gobierno del Uruguay 

que cumpla sus obligaciones dirmanantes de la legislación internacional de 
pc os in insta al Gobierno a que tipifique la tortura como delito en 
consonancia con lo dispuesto en la Convención contra la Tortura, que impida el uso 


excesivo de la fuerza por la policia, que acelere los procedimientos ¡uciciales, que garantice 


que quienes cometieron violaciones de los derechos humanos durante la dictadura 
comparezcan ante la justicia sia más demora y que ponga en marcha plenamente el Plan 
Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica. Además, el Gobierno debería abordar 
sin retraso una reforma profunda de los sistemas penitenciario y de justicia penal, que 
deben estar orientados a la rehabilitación y una mejor reinserción de los delincuentes en la 
sociedad para lo que, entre otras cosas, debería introducir y fortalecer medidas punitivas 
que no entrañien la privación de kbertad, y mantener sus esfuerzos por mejorar las 
condiciones en los centros de reclusión. El Relator Especial insta también al Estado a que 
clausure jos centros de reclusión en los que imperan unas condiciones inhumanas, 
especialmente el de "Las Latas", del penal de Libertad, y los módulos 2 a 4 del COMCAR. 


El Relator Especial hace us llemamiemto a la comunidad internacional para que 
preste asistencia al Gobierno del Uruguay en su lucha contra la tortura y los malos tratos y 
le facilite apoyo técnico y financiero. 
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L Introducción 


l. Atendiendo a una invitación del Gobierno ¿el Uruguay, el Relator Especial sobre la 
tortura y otros tratos o penas crueles, inkumanos o degradantes del Consejo de Derechos 
Humanos realizó una visita a ese país.del 21 al 27 de marzo de 2009. 


2.  Elobjeto de la visita era evalkar la situación en el país sn relación con la tortura y 
los malos tratos, incluidas las condizsones imperantes en los centros de reclusión, e iniciar 
un proceso de cooperación con el Cobjemo encaminado a erradicar la tortura y los malos 
tratos y emprender una reforma del sistena de administración de justicia. 


3, El Relator Especial expresa profundo reconocimiento al Gobierno por haberle 
invitado a visitar el país, lo que es de por si us signo de su voluntad de abrirse a un 
escrutinio independiente y objetivo. Agradece también a las autoridades la plena 
cooperación que le brindaron durante la visita y al Gobiemo el haber expedido cartas de 
autorización que le facilitaron el acceso sin restricciones a todos los centros penitenciarios. 
A A A A A 
consultar todo tipo de documentación, así como mantener entrevistas con los internos. 
Aunque encontró graves deficiencias en todo el sistema de administración de justicia, el 
Gobierno siguió brindándole su total cooperación, lo que este agradece en gran medida. 


4. El Relator Especial mantuvo reuniones con fancionarios del Gobierno, entre los que 
cabe citar: el Vicepresidente de la República y el Presidente del Parlamento, el Ministro de 
Relaciones Exteriores en funciones, la Ministra del interior, el Ministro de Defense 
Nacional, la Ministra de Educación y Qultura, La Ministra de Salud Pública, el Presidente de 
la Corte Suprema de Justicia, el Fiscal de Conte y Procurador General de la Nación, la 


Humanos del Ministerio de Educación y Cultura y la Directora del Programa de Salud 
Mental del Ministerio de Salud Pública. 


S. Además de con imtegrantes del Gobierno, el Relator Especial se reunió con 
miembros del Parlamento, una amplia gama de organizaciones de la sociedad civil, 
abogados y familias de víctimas. El Relasor Especial se reunió también con representantes 
de organizaciones internacionales (cumo el equipo de las Naciones Unidas en el país, el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarollo, el Fozdo de Desarrollo de las 
Naciones Uridas para la Mujez, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y el 
Fondo de Población de las Naciones Unidas) y de la comunidad diplomática. 

6. Durante su visita, el Relator Especial visitó cárceles, cormisarías de policía, centros 
de internamiento de menores y dos centros psiquiátricos (véase también el apéndice)”. 

7. El Relator Especial desea expresar su reconocimiento por el excelente apoyo que le 
proporcionó el Coordinador Residente de lus Naciones Unidas, Pablo Mandeville, su 
asesora, Silvia da Rin Pagnetto, y Juan Miguel Petit, Asesor de Comunicación y Derechos 
Humanos, así como a la totalidad del equipo de las Naciones Unidas en el país por la 


Complejo carcelario Santiago Vázquez (COMPEN, conocido popularmeate como COMCAR); penal 


de Libertad; Cárcel Central de Montevidec¿dos visitas); pabellón de mujeres de la prisión 
departamental de Canelones, hogares Las Piedras y SER, Colonia Berro pen jóvenes; centro de 
internación transitoria Puertas; Cuarte! Gemeral de la Policía de Montevideo (dos visitas); comisaría 

de policía Seccional 1; comisaría de policza Seccional 15 de La Unión; hospital psiquiátrico 
Vilardebó; colonias de atención psiquiátrica Dr. B. Enchepare y Santín Carlos Rossi. 
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inestimable ayuda que le brindó antes y durante la visita, a la Oficina del Alto Comisionado 
para los Derechos Humanos (ACNUDH), al Dr. Máximo Duque, forense, y a Julia Kozma 
e Isabelle Tochan, del Instituto Ludwig Boltrmarn de Derechos Humanos, 


E. Al finalizar la misión, el Relator Especial compartió sus conclusiones 

con el Gobierno, a las que este respondió con observaciones constructivas. El 14 de ocubre 
de 2009, se remitió al Gobierno una versión preliminar del presente informe, El 13 de 
noviembre, el Gobierno envió sus observaciones. 

9. El Relator Especial se simió alentado al observar que el Gobierno había considerado 
con gran atención las recomendaciones preliminares que formuló al concluir su misión de 
determinación de hechos y que el Presidente, Dr. Tabaré Vázquez, había anunciado, poco 
después de concluida la misión, la adopción de las primeras medidas, entre las que 
figuraban planes para aliviar el hacinamiento en les prisiones. 


Marco jurídico 


En el plano internacional 


10. El Uruguay es parte ea los principales tratados de derechos humanos de las Naciones 
Unidas en virtud de los cuales se prohíben la tortura y los malos tratos: el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del 
Niño; la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad; la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer; la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; y la 
Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas, que aún no ha entrado en vigor. 

”“. El Uruguay ha ratificado también el primer Protocolo Facultutivo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por el que se reconoce la competencia del 
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas para recibir y examinar quejas 
individuales, así como el segundo Protocolo Facultativo del Pacto, que tiene por objeto la 
abolición de la pena de muerte. El $ de diciembre de 2005, el Uruguay ratificó el Protocolo 
Facultativo de la Convención contra la Tortura. El Uruguay formuló una declaración en la 
que afirma reconocer la competencia del Comité contra la Tortura para recibir 
comunicaciones de otros Estados partes y comunicaciones presentadas en nombre de 
particulares, según lo dispueso en los arúcalos 21 y 22 dela Cosveación contra la Tormra 
respectivamente. 

12, El Uruguay es también parte en los convenios de Ginebra de 1949, los protocolos 
adicionales de los convenios de 1977 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 


En el plano regional 
13. En cuanto a los tratados de derechos humanos pertinentes de ámbito regional en el 


Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), y reconoce la 
competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
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14, El Uruguay ha ratificado también la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
coma la Majer (Convención de Bt do Pr), 


En el plano nacional 


Disposiciones constitucionales y legislativas en las que la tortura se tipifica como delito 
15. En la sección Il de la Constitución de 1997, tiwlada "Derechos, deberes y garantías”, 
se consagran varios derechos fundamentales importantes, la abolición de la pena de muerte 
y varios derechos y garantías de carácter judicial”, 


16. La Constitación del Uruguay no cootiene ninguna referencia explícita a la 
prohibición de la tortura si bien, en términos generales, se establece que todos los 
ciudadanos tienen derecho a ser protegidos cn el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, 
trabajo y propiedad. 

17. En el articulo 286 del Código Penal del Uruguay, relativo al "abuso de autoridad 
contra los detenidos” se establece que el fimcionario público encargado de la 
administración de una cárcel, de la custodia o del traslado de una persona arrestada o 
condenada que cometiere contra ella actos arbitrarios o la sometiere a rigores no permitidos 
por los reglamentos, será castigado con penas de seis meses de prisión a dos años de 
penitenciaria, Del mismo modo, en el artículo 320 bis se especifica que cuando alguno de 
escs funcionarios públicos infligiera lesjones a uns de esas personas se considesará una 
circunstancia agravante, por lo que la pena se elevará en un tercio. 

18, El 4 de octubre de 2006 se promulgó la Ley N* 18026 relativa a la "cooperación con 
la Conte Penal internacional en materia de lucha contra el genocidio, los crimenes de guerra 
y de lesa humanidad”, En el párrafo 1 del artículo 22, titulado "Tortura", se establece que el 
que de cualquier manera y por cualquier motivo, siendo agente del Estado o sin serlo 


que 
similar, será castigado con 20 meses de prisión a 3 años de penitenciaria. 


19. Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 22 de la Ley N” 14026, se 
entiende por tortura: 8) todo acto por el cual se inflijan dolores o sufrimientos graves, 


en el artículo 291 del Código Penal (colocar a otro en un estado letárgico, o de hipnosis, o 
que importe la supresión de la inteligencia o la voluntad) realizado con fines indagatorios, o 
de castigo o intimidación. 


20. Esa prohibición de la tortura se aplica tanto a los delitos individuales como a los de 


lesa humanidad, según lo previsto en el Estatuto de Roma de la Corte Peral Internacional, 
es decir, cuando la tortura se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático 
contra una población civil. De hecho, según esa ley cualquier caso de tortura se considera 
un crimen de lesa humanidad, Además, la definición de tortura abarca los actos de "trato 
cruel, inhumano o degradante”. Eso supone que cualquier caso de trato degradante o 


3 Puede consultarse el texto completo en: www parlamento. qub-uy/Portadayindex 1(24.hurl. 


367-C.S. 


368-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


humillante, que por sí mismo no tendría necesariamente que dar Jugar a la apermura de una 
causa penal, podría considerarse como un delito de lesa humanidad. 


21. A la vista de esos inconvenientes jurídicos, es muy poco probabie que esa ley llegue 
a aplicarse en el caso de delitos individuales, de lo que da prueba la experiencia de los dos 
últimos años, en los que para el encausamiento por presuntos casos de tortura se ha 
recurrido a la figura delictiva del abuso de poder y otros delitos similares. Así pues, el 
Relator Especial recomicada encarecidamente que la práctica sistemática de la tortura que 

considerarse un delito de lesa humanidad se separe de los actos individuales de 


de plena conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura 
y debería también estar castigado con penas acordes a su gravedad. 


Salvaguardias contra la tortura y los malos tratos durante la detención y la reclusión 


22 La Constitución, el Código del Proceso Penal y la Ley de procedimiento policial 
ofrecen diversas salvaguardias con respecto a la tortura y los malos tratos durante la 
detención. Entre esas salvaguardias figuran el derecbo a las garantías judiciales”; la 
posibilidad de practicar una detención únicamente en caso de in fraganti delito o por orden 
escrita de juez competente”; la obligación de informar al detenido del motivo de la 
detención”; el derecho del detenido a que se notifique la detención a su abogado y a su 
familia*, la obligación de la policía de mantener una libreta de detenidos”; el derecho a ser 
presentado ante un juez en un plazo de 24 horas y a que se inicie una investigación 
preliminar en un plazo de 48 horas”; el derecho del abogado a asistir al acusado en todas las 
etapas de la investigación”, el derecho a un intérprete”; y el derecho de hábeas corpus". Si 
un detenido se encontrase herido o en un estado de intoxicación por alcohol u otro tipo de 
sustancia, la policia deberá solicitar apoyo médico para brindarle inmedista atención”. 
Después de la visita del Relator Especial se instituyó el examen médico al ingreso y egreso 
de todos los centros carcelarios nacionales. 


23. Todo interrogatorio policial deberá ser recogido bajo acta firmada”. Se prohíbe el 
uso de medios coercitivos durante el interrogatorio y se permitirá al imputado declarar 
libremente”. Están prohibidos la violencia, la administración de medicamentos y cualquier 
otro medio fisico, químico o de otra naturaleza que menoscabe la libertad de decisión del 
imputado o su capacidad de comprensión y dirección de sus actos'*. El tribunal podrá 
rechazar el diligenciamiento de las pruebas manifiestamente inconducentes, impertinentes o 


? Artículo 52 de la Ley de procedimiento policial. 

* Artículo 54, plerafo. 1, de la Ley de procedimiento policial y artículo 16 de la Constitución. 
? Artículo 7, párrafo 2, del Código del Proceso Penal y artículo 15 de la Constitución. 

% Artículo 95, párrafo 2, del Código del Proceso Penal. 

1 Artículo 17 de la Constitución. 

B Artículo 51 de la Ley de procedimiento policial. 

1 Artículo 65 de la Ley de procedimiento policial. 

$4 Artículo 57, plerafo1, del Código del Proceso Penal. 

1% Artículo 57, párrafo 2, del Código del Proceso Penal. 

M% Anículo 135 del Código del Proceso Penal. 
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24, En circunstancias excepcionales, la policía podrá disponer la incomunicación de un 
detenido para facilitar la investigación”. Esa incomunicación impedirá que el detenido 


después de que este acepte el cargo y antes de que examine las actuaciones”, 


25. Cuando se trate de denuncias de torturas o malos tratos a personas privadas de 
libertad que estén a disposición de algún tribunal, este será el único competente para 
examinar una petición de hábeas corpus". 


Denuncias e investigaciones de actos de tortura y malos tratos 


26. La Dircoción de Asuntos Internos del Ministe.io del Interior se ocapa de investigar 
los abusos o irregularidades cometidos por oficiales de policía. Según la información 
recibida del Gobiemo, la Dirección no mantiene estadísticas concretas sobre la tortura, 
aunque el número de denuncias de carácter general ha ido en aumento. 

27. El Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, al que en virtud de la Ley 
N” 17684 de 2003 se encomienda el control de las condiciones en Jas cárceles, también 
puede recibir denuncias sobre violaciones de los derechos humanos en las prisiones, 
incluidos los malos tratos y la tortura (véase la sección 4%, 

28. Representantes de diversos mecanismos de control de las condiciones carcelarias 
comunicaron al Relator Especial que, en general, los presos eran reacios a presentar 
denuncias por miedo a las represalias. Además, como la Dirección depende de la misma 
autoridad ministerial que la policía, son los oficiales de policía quienes se ocupan de 
investigar a sus compañeros. En consecuencia, la independencia de la investigación queda 
en entredicho. 


Mecanismos para el control de las condiciones de reclusión y la prevención de la 
tortura 

29. En el Uruguay hay actualmente tres mecanismos que se ocupan de controlar las 
condiciones de las personas privadas de libertad. Se trata del Comisionado Parlamentario 
para el Sistema Carcelario, el Comité de Observadores para los Adolescentes Privados de 
Libertad y el Inspector General de Pricópatas. : 

30. El Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario (ea lo sucesivo el 
Comisionado Parlamentario), instimido en virmd de la Ley N* 17684 de 2003, está 


En el caso de que las autoridades administrativas no pongan en práctica esas 
recomendaciones, deben explicar por escrito los motivos en un plazo de 30 días”, El 
mandato del Comisionado Parlamentario se limita a los adultos. : 


'Y Anículo 75 de la Ley de procedimiento policial. 
ME. Artículo 76 de la Ley de procedimiento policial. 

1 Articulo 192 del Código del Proceso Penal. 

2 Articulo 55, párrafo 2, del Código del Proceso Pexal. 
2 Arúculo 363, párrafo 4, del Código del Proceso Penal. 
2 Articulo 2 4) de la Ley N" 17684, 

2 Artículos 2 e) y 4 e) de la Ley N* 17684. 

2 Artículo 4 de la Ley N" 17684, 
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31. o 


O 10 Los funcionarios que incumplan esa obligación serán 
castigados con suspensión de 3 a 18 meses”, Cuando se trate de verificar una denuncia 
concreta, el Comisionado podrá realizar una inspección de un centro de detención sin 
previo aviso”; el Comisionado está facultado para interponer recursos de hábeas corpus”. 


32. En cnero de 2009, el Parlamento aprobó la Ley N” 18446 por la que se esmblecia la 
Institución Nacional de Derechos Humanos, que fue designada también como mecanismo 
nacional de prevención en cumplimiento del Protocolo Facultativo de la Convención contra 
la Tortura. La Institución Nacional de Derechos Humanos estará presidida por «a órgane 
colegiado de cinco miembros que se denominará Consejo Directivo. Los miembros del 
Consejo Directivo serán elegidos para un período de cinco años por una Comisión Especial 
del Parlamento que estará integrada por representantes de todos los partidos políficos. La 
Instirución Nacional de Derechos Humanos está facultada para realizar sin previo aviso 
visitas de inspección a centros de detención, hospitales, instituciones militares y cualquier 
otro lugar donde pueda haber personas privadas de libertad. Además, puede investigar 
violaciones de los derechos humanos, presentar denuncias de carácter penal y rerursos de 
hábeas corpus y puede pedir al Gobierno que adopte medidas preventivas para poner fin a 
las violaciones de los derechos humanos. 


33. — La Institución Nacional de Derechos Humános quedará establecida una vez que el 


Parlamento reanude sus sesiones después de las elecciones presidenciales de octubre de 
2009. 


34. El Relator Especial quedó impresionado por la seria e importante labor realizada por 
el Comisionado Parlamentario y su personal”. Por lo tanto, recomienda que el 


Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, la Institución Nacional de 
Derechos Humanos. 


Disposiciones legales relativas a las instituciones psiquiátricas 
35.  EniaLeyN" 9581 de 1936 sobre los psicópatas se contempla el establecimiento de 


un servicio abierto y un servicio cerrado en cada institución psiquiátrica”, El servicio - 


cerrado estará dedicado a la asistencia de los enfermos ingresados contra su voluntad por 
indicación médica o de orden policial o judicial”, También en virtud de esa ley se creó el 
cargo de Inspector General de Psicópatas (en lo sucesivo Inspector General), responsable de 
la inspección y el control general de la atención de la salud mental, tanto pública como 


2 Artículo 2 d) de la Ley N' 17684. 
M Artículo E de la Ley N” 17684, 
2 Artículo 12 de la Ley N* 17684. 
13 Artículo 14 de la Ley N" 17684, 
% Anículo 2 e) de la Ley N' 17684, 
» % Artículo 24) de la Ley N' 17634, 


5 Comisionado Parlamentario, Informes de actuación y evaluación del Sistema Penitenciario, 
2005-2006, 2007 y 2008, puede consultarse en: www parlamento gub.wy/Portadasindex 024 st] 


2 Articulo 10 de la Ley N* 9581, 
2 Artículos 10 b) y 13 de la Ley N* 9581. 
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privada. El Inspector General puede, entre otras cosas, realizar inspecci generales 
visitas sin previo aviso”, y recibir denuncias”, qn ¿ 
36. — Un enfermo solo podrá ser internado comtra su voluntad por indicación médica y 
nunca como privación correccional de la libertad. Ese intemamiento requerirá una 
constancia de admisión del médico que reciba al paciente, una declaración firmada por el 
pariente más cercano del paciente o su representante legal y un certificado de enfermedad 
psíquica expedido por dos médicos”. 


Evaluación de la situación 


e 


Actos de tortura y malos tratos en lugares Je reclusión 


37. Basándose en las conversaciones con funcionarios públicos, jueces, abogados y 
represcatanies de la sociedad civil, las entrevistas con víctimas de la violencia y personas 
privadas de libertad, a menudo sostenidas por pruebas forenses, el Relator Especial recibió 
varias denuncias de tortura y malos tratos en las comisarías de policia que podían 
demostrarse más allá de una duda razonable mediante un reconocimiento forense y otros 
medios de prueba”, 


38, Al Relator Especial le preocupó especialmente encontrar pruebas de que era habitual 
golpear a los menores bajo custodia policial y usar los golpes como forma de castigo en los 
centros de intemamiento de menores, en particular en Las Piedras y Las Puertas, Recibió 
también información verosímil de que, en todos los centros de menores que visiló, era 
bastante habitual infligir golpes e imponer castigos colectivos con ocasión de motines 
revueltas. : 
39. Además, el Relaror Especial recibió mumerosas denuncias verosímiles del uso de los 
malos tratos como forma de castigo y del uso excesivo de la fuerza en las prisiones. Entre 
esus denuncias había varios casos de palizas infligidas por oficiales de policía en el 
COMCAR y el penal de Libertad (véanse los párrafos 112 a 143 y 60 a 94 del apéndice, 
respectivamente). 

40. El Relator Especial hizo un llamamiento a las autoridades para que se asegurasen de 
que se tomasen medidas en relación con esas denuncias. 


Condiciones de reclusión 


Comisarías de policía 


41. Las condiciones de detención en algunas de les comisarías visitadas eran malas. Las 
celdas eran oscuras, húmedas y sucias y algunas se encontraban en un estado deplorable. 
Algumas personas, incluidos algunos menores, se encontraban en celdas llenas de 
excrementos, ya que no se les permitia ir al baño. No obstante, al Relator Especial le 
complació observar que los detenidos perrmanecian en las comisarías Únicamente durante un 
corto pertodo y eran presentados ante un juez en un plazo de 24 o como mucho 48 horas. 


MH = Artículo 14 y artículo 41 c) de la Ley N" 9581. 
3 Artículo 4) g) de la Ley N" 9581, 

% Articulo 15 de la Ley N* 9581. 

Y Véase el apéndice. 
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42. En general, el Relator Especial encontró que los registros que llevaban las 
comisarías eran correctos, aunque en algunas de cllas había retrasos en la introducción de 
datos en las computadoras. Sin embargo, en una comisaría se mostraron al Relator Especial 
distintos registros con datos diferentes. Además, el Relator Especial descubrió que el 
reconocimiento médico obligatorio de los detenidos menores de 18 años se realizaba antes 
de que estos llegaran a la comisaría y antes del interrogatorio, con lo que se desvirtuaba el 
objeto del reconocimiento. 


Prisiones 


43, En el Uruguay, el sistema penitenciario depende del Ministerio del interior, por lo 
que los guardias de prisiones son oficiales de policía. Nueve prisiones situadas en el Área 
metropolitana de Montevideo cuedan bajo la jurisdicción de la Dirección Nacional de 
Cárceles, en tanto que el resto depcaden de las estructuras policiales de mando de ámbito 
departamental. 


44. Las condiciones de reclusión en las prisiones han venido deteriorándose 


problema en la mayoría de ellas”. El Comisionado Parlamentario ha planteado 
e PA O A O A A 
alarmantes condiciones de reclusión en 2005, cuando declaró un estado de emergencia 
humanitaria en las cárceles del país”. No obstante, tan solo unas pocas de las 
recomendaciones formuladas por el Comisionado Parlamentario se han puesto en práctica. 
Como resultado, las condiciones en las prisiones siguen deteriorándose, lo que supone una 
violación de los derechos humanos en gran escala, 


45.  Lascondiciones de reclusión en dos de las prisiones visitadas por el Relator Especial 
eran espantosas. El penal de Libertad había sido un símbolo infame de la tortura y los malos 
tratos durante la dictadura militar, y 20 años después, con un gobierno democrático, era 
conocido por sus condiciones infmmhumanas, en flegrante violación de las normas 
internacionales. Esas condiciones son un insulto a la dignidad humana tanto de los internos 
como de los guardias, que ponen en peligro su salud al trabajar all. Además, el nombre de 
la prisión es para todos los que en ella se encuentran un constante y terrible recordatorio del 
aspecto más básico de la vida del que se ven privados. 


46. En el penal de Libertad, frente al edificio central, hay un módulo exterior de celdas 
construidas con chapa metálica (Las Latas) ea las que los internos se hacinan como 
animales enjaulados. En contravención de las normas internacionales, los reclusos solo 
pueden salir de las celdas un máximo de cuatro horas a la semana”, Tienen restringido el 
acceso al agua, lo que los obliga a beber del retrete. Para satisfacer sus necesidades 
fisiológicas tienen que utilizar botellas o bolsas de plástico que después arrojan al patio 
común del módulo, No es fácil obtener atención médica, por lo que los reclusos se 
tutolesionan para poder visitar a un médico. En cuanto a los internos con problemas de 
drogas, no se hace ningún seguimiento de tratamientos anteriores y no se permite a las 
fumilias que lleven medicamentos a la cárcel. El módulo de "Las Latas” se construyó en 


Y Comisionado Parlamentario, Informes de actuación y evaluación del sistemo penitenciario, 2008, 


páz. 31. 

» Corisionado Partamertario, inúrmes de actuación y evaluación del sistema penlienciorio, 
2005-2006, 2007 y 2008. 
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2005 como alojamiento temporal para los jntemos mientras se reconstruía el edificio 
principal tras un motín. Sin embargo, el módulo se utiliza ahora como "hogar" permanente 
para reincidentes, reclusos que hayan participado en motines u otros actos de violencia en 
age, Preienos del palo y dueno detenidos que es estimo planteso un slesgo para la 


que compartían un espacio 

para 3. Además, las posibilidades de acceder a la enseñanza o la formación profesional o 
realizar algún trabajo eran, en todo caso, escasas. Una preocupación adicional en el 
COMCAR era la alta tasa de violencia entre los reclusos. En el primer trimestre de 2009 
habian muerto violentamerte tres personas y durante la visita hubo dos incidentes 
importantes de viglercia entre los reclusos. Muchos internos se quejaban también del 
acceso limitado al tratamiento médico. No obstante, se informó al Relator Especial de que 
la calidad de los servicios médicos había mejorado desde que el Ministerio de Salud pasó a 
ocuparse de prestar servicios médicos en la prisión. 


48. — Las condiciones en las demás zomas de la prisión eran muy variables, como lo eran 
las condiciones en los diferentes lugares de detención visitados por el Relator Especial. En 
la Cárcel Central, por ejemplo, los internos tenían celdas individuales y compartían zonas 
comunes entre las que babía un gimnasio, usa biblioteca y una cocina”. Además, los 
internos disponían de computadoras en los centres educativos, donde podían estudiar, y 
podían recibir alimentos de los restaurames locales y del supermercado, entre otras 
ventajas. El hecho de que la mayoría de los internos de esa prisión fueran personas con un 
cierto nivel económico y social indica claramente una separación y clasificación de los 
reclusos, que conduce a la disparidad en la aplicación de los derechos garantizados, un 
claro signo de discriminación por parte de las autoridades contra los rechusos pobres. 


49. Al Relator Especial le preocupa la politica de asignación utilizada por la policía. 
Supo que la clasificación y asignación de un sespechoso o delincuente a una prisión 
determinada se basaba en una evaluación muy breve, en la que se tenía en cuenta la 
extracción social, el origen, la gravedad y el múmero de delitos cometidos y el 
comportamiento general de la persona. Supo también que había una clasificación informal 
de las prisiones y sus respectivos regímenes, según la cual se consideraba que el penal de 
Libertad tenía el régimen más estricto, seguido del COMCAR. Si un interno infringía las 
normas de la prisión en el COMCAR, se lo enviaba al penal de Libertad como castigo. 


50. Además como práctica general, no había separación alguna entre los internos que se 
encontraban en prisión preventiva y los penados, lo que suponía una flagrante infracción de 
las normas internacionales”, Además, cerca de dos tercios de los reclusos se encontraban a 
la espera de juicio, debido al retraso considerable de que adolece el sistema judicial*, 
Teniendo en cuenta el creciente Índice de delincuencia en el Uruguay, es probable que esa 


5 Según las cifras del Gobierno, más de $00 personas estia internadas en “Las Latas”. 


Dd Pueden consultarse más estadísticas sobre el hacinamiento en Comisionado Parlamentario, Informe de 


ectuación y evaluación del Sistema Penitenciario Nacional, 2008, págs. 108 a 129. 


+ El indice de ocupación de la Cárcel Central era del 72% en 2008. Pueden consultarse más estadísticas 
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proporción aumente en los próximos años. El recurso generalizado a la prisión preventiva 
es contrario al principio de la presunción de inocencia" y de la utilización de la privación 
de Decade lo ac. 


51. El Relator Especial consideró que el sistema de visitas familiares era bastante 
liberal. Las familias podian visitar a los reclusos varias veces a la semans y podían 
permanecer con ellos durame varias boras. Lamentablemente, ese aspecto positivo se ve 
socavado por el hecho de que los visitantes, incluidas las mujeres y los niños, son objeso de 
registros muy estrictos, incluso de las cavidades corporales, cuando visitan a sus familiares 
presos, lo que supone un atentado contra la dignidad bumana Otra denuncia que 
formularon muchos reclusos era que a sus familias les resultaba imposible visitarlos, puesto 
que muchos de ellos procedían de lugares lejos de Montevideo, donde están situadas las 
prisiones más ¿randes. 
52, El Relator Especial recibió una favorable impresión del establecimiento de mesas de 
reclusos y la elección de delegados de prisión. Los delegados representan a todos los 
internos de sus respectivos módulos o unidades de las prisiones y actúan como 
interlocutores con las autoridades penitenciarias a la hora de exagninar las condiciones de 
internamiento, denuncias de malos tratos y falta de tratamiento médico, entre otras cosas”, 
No obstante, al Relator Especial le preocupaban los informes de que no siempre se permitía 
a los delegados desempeñar su tarca libremente y se ponían algunos obstáculos, 
53, El Relator Especial se sintió alentado por el hecho de que el Gobierno hubiese 
reconocido la gravedad del problema del sistema penitenciario y por las medidas adoptadas 
desde 2005. En ese año se promulgó la Ley N* 17897 sobre la humanización y 
modernización del sistema carcelario (en lo sucesivo la Ley N” 17897). En esa ley se 
establecían una serie de medidas encaminadas a mejorar la situación en las prisiones, como 
la concesión de la libertad provisional en forma de prisión domiciliaria y libertad 
condicional. No obstante, esas medidas solo podían aplicarse a las personas que no 
estuvieran acusadas de haber cometido delitos graves. Como resultado de la aplicación de 
la ley fueron puestas en libertad unas 850 personas”. 
54, — Otro elemento que se introdujo mediante la Ley N* 17897 fue la posibilidad de que 
los internos que trabajaban o cursaban estudios vieran reducida su condena”, Ea muchas 
prisiones, lamentablemente, las posibilidades de hacer alguna de esas cosas son, cuando 
menos, escasas, especialmente en las situadas en la zona metropolitana de Montevideo, que 
son las más saturadas, Aunque la Ley N* 17897 es un paso importante, ese nuevo 
instrumento legislativo no ha dado resultados tangibles y sus efectos beneficiosos no se han 
materializado en la práctica”. Asi pues, es necesario introducir más cambios fundamentales 
en el sistema de justicia penal para impedir el colapso de la totalidad del sistema 


* Antícalo 14 del Pacto Internacioral de Derechos Civiles y Políticos. 
ss: Artícalo 9, páer. 3, del Pacto Internacional de Desechos Civiles y Politicos, 
ll Comisionado Pasiaznentario, Informe 


nacional, 2008, cap. TIL págs 43 y ss. 


penitenciario 
* AJMHRC/WG.6/S/URY/1, páer. £3. - 
A y Articulo 13 de la Ley N* 17897 


2 Comisionado Parlamentario, Informe de actuación y evaluación del Sistema Penitenciario Nacional, 
2007, pág. 5; ibid, 2008, pág. 11 y ss 
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Instituciones psiquiátricas 


55. — Aunque, en general, las condiciones en las instituciones psiquiétricas visitadas por el 
Relator Especial parecian satisfacer las normas imernacionales, esos centros también se 
encontraban saturados y en algunos de ellos faltaban camas. Las personas privadas de 
libertad en esas institaciones no formularon quejas de malos tratos. En la Colonia 
Erchepare”, el Relator Especial se sintió alentado al comprobar que los internos estaban 
separados en función de su discapacidad mental, y no de la naturaleza del delito que 
hubieran cometido. Las personas internadas por orden judicial compartían uno de Jos 
edificios con otras que habían sido intemadas en la institución por otros procedimientos. En 
el hospital psiquiátrico Vilardebó”, la lentitud de! sistema judicial representaba un grave 
PS A 
tiempo del necesario. Además, muchas de las personas entrevistadas se quejaron de la falta 
de actividades, Las condiciones fisicas de los dos centros visitados por el Relator Especial 
eran mejorables y debería ofrecerse la posibilidad de realizas más actividades a las personas 
privadas de libertad en esos centros. 


56. Según el personal médico entrevistado, y como quedó confirmado después por 
alganos de los familiares de las personas internadas, el uso de la terapia de electroshock, o 
"micronarcosis” como $e denomina en el Uruguay, se utiliza solo como último recurso y se 
realiza bajo anestesia y con la autorización de los familiares o tutores del paciente. 


Adolescentes privados de libertad 


$7.  Lasituación de los adolescentes internados es alarmante. En el Código de la Niñez y 
la Adolescencia de 2004 se contempla un sistema judicial especializado para los menores 
de edades comprendidas entre los 13 y 18 años”, Con arreglo a lo dispuesto en el Código, 
la privación de libertad se utilizará únicamente como medida de último recurso y durante el 
periodo más breve que proceda”, Además, en el Código se contemplan varias salvaguardias 
en relación con la detención y el internamiento de adolescentes, entre las que cabe citar: la 
comunicación inmediata de la detención a los padres o tutores”; la comunicación a un juez 
de la detención y el internamiento de un menor en el plazo de dos horas”; un periodo 
máximo bajo custodia policial de 12 horas; y el examez médico obligatorio previo a 
cualquier traslado”. Aunque esas salvaguardias se respetaban en principio, al Relator 
Especial le preocupaban en gran medida las denuncias recibidas de la mayoría de los 
menores entrevistados de que habían recibido palizas y otros malos tratos por parte de la 
policía después de que se les hubiera realizado el examen médico. 


$8, El Comité de Observadores para los Adolescentes Privados de Libertad se estableció 
en virtud del artículo 211 del Código de la Niñez y la Adolescencia como órgano encargado 
de supervisar la situación y las condiciones de los centros de intemamiento para 
adolescentes. 

59. En el decenio de 1930, el Gobierno del Uruguay estableció el centro de 
internamiento y educación de menores Colonia Berro, situado en una zona rural a unos $0 
km de Montevideo. La Colonia Berro consta de varios edificios distribuidos en una gran 


M Véase el apéndice, párrs 95 1 99. 


$ Véase el apéndice, párrs. 51 a 59. 

M Anículo 1 del Código de la Niñez y la Adolescencia. 

Y Artículo 76 12) del Código de la Niñez y la Adolescencia 

3 Artículo 76 1) a) d) del Código de la Niñez y la Adolescencia 

% Anícalo 76 1) a) b) del Código de la Niñez y la Adolescencia. 

% Artículo 76 1) a) N) y g) del Código de la Niñez y la Adolescencia. 
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superficie en los que se aplican diferentes regimenes de imternamiento que van de la 
mínima seguridad a la máxima. Los centros de internamiento están administrados por el 
Instituto del Niño y Adolesceme del Uruguay, dependiente del Ministerio de Desarrollo 
Social. Trabajadores y trabajadoras sociales supervisan a los menores internados en los 
centros, ea tanto que la policía se ocupa de la seguridad exterior y solo interviene en caso 
de motines y revueltas. 

60. Los adolescentes internados en instalaciones de máxima seguridad en la Colonia 
Berro” o en régimen cerrado en el centro de transferencia de Las Puertas”, en Montevideo, 
$e encuentran en condiciones extremadamente malas. El sistema de internamiento se basa 
en un enfoque punitivo. En general, los adolescentes no tienen posibilidades de estudiar, 
trabajar o realizar ninguna otra actividad de rehabilitación, y se los encierra durante basta 
22 horas en sus celdas. En Las Puertas, el patio del módulo cerrado estaba cubierto por un 
tejado, con lo que se limitaba el acceso a la luz solar. Las condiciones sanitarias en esos 
centros son también muy malas. No hay retreres en las celdas, con lo que a veces los 
internos han de esperar horas basta que un trabajador social les deje salir para ir al baño. En 
el Hogar Las Piedras, los internos tienen que satisfacer sus necesidades fisiológicas en 
botellas y bolsas de plástico que después arrojan por la ventana, con lo que todo el edificio 
queda inundado por un olor nauseabundo. Algunos de los menores entrevistados dijeron 
que tenfan que patear las puertas y "ladrar como perros” para que los guardias les hicieran 
caso. Un aspecto positivo es que a los internos que se portan bien se les permite tener una 
televisión en su celda. 


61. Al menos la mitad de los internos son comsurnidores de drogas. Además, la mayoría 


atención de los trabajadores sociales y el personal sanitario, 


62. Se informó al Relator Especial de que cuando había motines o revueltas en los 
centros de imernamiento de menores, los guardias abandonaban el lugar y el Grupo 
Especial de Operaciones de la Policía (GEO) accedía e la institución para acallar la 


quejaban de los malos tratos, Como resultado, son pocas las denuncias que se formulan 
oficialmente. 


63. — Porlo que respecta a las visitas, las horas parecen variar entre los distintos centros, 
aunque en general las familias podían visitar a los detenidos varias horas a la semana, lo 
que significaba que estos podían pasar algún tiempo más en el exterior. No obstante, la 
restricción de las visitas es la sanción más habimwal por participar en motines o actos de 
violencia y, como resultado, los adolescentes a menudo pasan más de un mes sin recibir una 


% Vérse el apéndice, párre. 4 4 24, 
E Vésse el apéndice, párrs. 5 a 39. 
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visita. Además, la remota ubicación de la Colonia Berro dificulta a las familias visitar a los 
internos, aunque periódicamente se organizan viajes en autobús para los visitantes. 


64, — En cuanto al uso del teléfono, se permite a los menores internos hacer semanalmente 
des llamadas de dos minutos y medio de duración. Un trabajador social escucha siempre las 
conversaciones, con lo que los imemos no tienen intimidad para hablar libremente. 


65. La escasez crónica de personal y de recursos cconómicos figuran entre Jos 
principales problemas con que se encuentra el Instinto del Niño y Adolescente del Uruguay 
para administrar y gestionar los centros de intemamiento de menores. Varios trabajadores 
sociales indicaron que normalmente tenían que cubrir los turnos con menos de la mitad del 
personal necesario debido al gran número de funcionarios en simación de baja por 
enfermedad. En algunos casos, los menores no pueden salir al patio porque no hay 
suficientes guardias para velar por su seguridad. Además, los trabajadores sociales no 
reciben formación específica antes de empezar a prestar servicio en ese destino. El Relator 
Especial observó que había un alto grado de respeto muteo entre los menores internos y las 
66. El Relator Especial, teniendo presentes las observaciones y recomendaciones 
formuladas por el Comité de los Derechos del NiBo” y otros órganos, organizaciones e 
instituciones”, insta al Gobierno a que aborde una reforma de la administración de justicia 
para los menores delincuentes. Hace hincapié en que la privación de libertad de los menores 
debe utilizarse únicamente como medida de último recurso y los centros de internamiento 
deben cumplir las normas internacionales”, Recomienda también que se imparta formación 
especifica a los trabajadores sociales y miembros de las fuerzas del orden destinados a los 
centros de internamiento de menores. Además, desea subrayar la importancia de establecer 
un sistema de justicia de menores orientado a su rehabilitación que les permita mantener el 
contacto cor su familia y amigos y les ofrezca la posibilidad de realizar actividades 
satisfaciorias y seguir programas educativos*, Por tanto, invita al Gobierno a que estudie la 
bnolldad As metintzla Colca Dama par conven ds Eampiaaliclo alien q quan de 
las comunidades y las familias de los internos y adopte un enfoque moderno de la 
prevención de la delincuencia juvenil y la rehabilitación de los infractores. 


67. El Gobierno indicó que el Instituto Técnico de Rehabilitación Juvenil, la 
dependencia que tenía a su cargo la ejecución de medidas judiciales por infrmcciones 
juveniles, había sido reestructurado y ahora se denominaba Sistema de Ejecución de 
Medidas a Jóvenes en Infracción. Junto con el INAU, había desarrollado la estructura del 

de Medidas no Privativas de Libertad de Base Corvanitarias, como forma de 
reducir la privación de libertad. Al 31 de julio de 2009, se mendía a 262 jóvenes de todo el 
país entre el sistema público de ejecución de medidas no privativas de libertad y el sistema 
en convenio. El total de jóvenes privados de Bbertad es de 276. 


$ CROSC/URYICON ($ de julio de 2007), párrs. 67 y 68. 
$4 Orgarización Costra la Tortura y Comité de los Derechos del Niño, "Niños, niñas y adolescentes 


privados de libertad en Uruguay: ¿con o sin derechos?”, 2008; Dr. Carlos Uriarte, Pic. Aradma 
Cheroni, Psic. Isabel Bisio, Equipo Dirección IN.TE.RJ., Propuesta de ejecución de medidas e 
Jóvenes en infracción desde una perspectiva de derechos, Psicolibros-Waslala, Montevideo, 2007; 
O O 


a a 2 y 12 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 


privados de libertad (resolución 45/113 de la Asambleas General, de 14 de diciembre de 1990). 


4 Artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Econémicos, Sociales y Culturales, articulo 28 de la 


Convención sobre los Derechos del Niño, reglas 38, 42 y 59 de las Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para la protección de los menores privados de Ebertad. 
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Mujeres 


Mujeres reclusas 

68, — El Relator Especial encontró que las prisiones de mujeres estaban al limite de sus 
posibilidades, principalmente debido al hacinamiento. En el caso de la prisión de mujeres 
de Montevideo, que el Relator Especial no pudo visitar, el Gobierno le comunicó que la 
tasa de ocupación era del 211%. A pesar de ello, los centros de reclusión de mujeres eran 
considerablernente mejores que los destinados a les hombres o los adolescentes, y 
disfrutaban también de un régimen más liberal. La prisión que visitó el Relator Especial 
estaba limpia y cada reclusa tenía su propia cama con colchón. Había suficiente agua para 
que las reclusas pudieran beber y lavarse y se les permitía preparar parte de su comida. 


69. Según la Ley N* 17897, las mujeres que se encuentran en el último trimestre del 
embarazo y durante los primeros tres meses de lactancia materna pueden pasar a la 
situación de prisión domiciliaria”, Sin embargo, ninguna de las mujeres entrevistados, 
como tampoco las guardias, tenía conocimiento de esa disposición. Como resultado de ello, 
ringuna de las mujeres había aprovechado esa posibilidad. 

70. Otra preocupación surgía del hecho de que las instalaciones existentes no eran 
apropiadas para los niños que vivían con sus madres internas”, Aunque las mujeres pueden 
circular libremente dentro de la prisión durante el día, por la noche se las encierra y tienen 
que llamar a algún guardia para que les abra la celda cuando necesitan ir al retrete. Así 
pues, el Relator Especial A 
alojamiento de las reclusas con sus hijos. 


71, Al Relator Especial le complació observar que el personal de los centros de 
reclusión de mujeres era femenino y se respetaba la separación de hombres y mujeres en las 
prisiones. Además, el Relator Especial vio con agrado el establecimiento de la Mesa de 
Trabajo sobre las Mujeres Privadas de Libertad en el Uruguay, integrada por representantes 
de las ramas ejecutiva y legislativa del Gobierno, expertos, organizaciones no 


gubernamentales (ONG) y las Naciones Unidas, cuyo objetivo es la elaboración de politicas” 


encaminadas a promover y proteger los derechos de todas las mujeres privadas de libertad, 
incluido el mejoramiento de las condiciones de reclusión, 


Violencia contra la mujer 


72. EnlaLeyN" 17514 sobre la violencia doméstica se prohibe que una persona cometa 
actos de violencia fisica y psicológica, incluida la violencia sexual”, contra otra con la que 
tenga una relación de parentesco o basada en el matrimonio o la atracción sentimental y con 
la que conviva o haya convivido”. Además, en la ley se establecen varias medidas 
cautelares que un juez puede dictar para proteger la integridad fisica y mental de la 
víctima”, 


73.. En cumplimiento de la ley mencionada más arriba, el Gobierno ercó el Plan 
Nacional contra la Violencia Doméstica (en lo sucesivo el Plan Nacional) que habría de 
aplicarse entre 2004 y 2010. El objetivo del Plan Nacional era prevenir la violencia 
doméstica y prestar ayuda a los afectados por ese tipo de violencia y facilitar su 


* Anículo 8 3) de la Ley N' 17897. 


o Según lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley N” 14470, los niños pueden permanecer en la prisión 


con ss madres hasta los 4 años de edad 


e! 1 Atticulo 3 de la Ley WN" 17514. 


% Artículo 2 de la Ley N* 17514. 


” Antícalo 10 de la Ley N" 17514. 
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rehabilitación, Lamentablemente, se informó al Relator Especial de que pocas de las 
actividades previstas se habían ejecutado, puesto que el Gobierno te encontraba todavía en 
la etapa inicial de elaboración de las politicas necesarias para el desarrollo de las 
actividades y se habían prorrogado las fechas límite para la puesta en práctica del Plan. En 


Montevideo, por ejemplo, se habían creado cuatro tribunales especializados, pero todavía 


no se había establecido ninguno fuera de la capital. 


74. Al Relator Especial le preocupa el múmero cada vez mayor de casos de violencia 
doméstica denunciados en el país, algunos de los cuales har ocurrido incluso después de 
que los jueces adoptaran medidas cuxtelares. Un ejemplo claro de esa tendencia es que en 
2008 cinco mujeres resultaron muertas como resultado de la violencia doméstica, a pesar de 
que un juez había dictado medidas para protegerlas. 


75. Entre las dificultades cof que se tropieza para abordar eficazmente el problema de la 
violencia doméstica figuran la renuencia de los jueces a aplicar la ley, la ausencia de un 
procedimiento o mecanismo para velar por el cumplimiento de las medidas cautelares y la 
fnita de infruestructura para prestar apoyo a las victimas de la violencia doméstica. Se 
informó al Relaor Especial de que no había refugios para mujeres. Además, aunque hay 
una ONG que ofrece de forma gratuita tratamiento para la rehabilitación de los hombres 
condenados por violencia doméstica, el Gobierno no ha establecido ningún centro de esa 
naturaleza, Aunque el 18 de junio de 2009 el Gobierno proporcionó estadísticas acerca de 
más de 300 causas abiertas o condenas impuestas por violencia doméstica, faltan 
estadísticas acerca de los casos denunciados y la adopción de medidas cautelares, Se 
expresó especial preocupación por el hecho de que las mujeres que presentaban denuncias 
pudieran sufrir represalias, debido principalmente a la falta de concienciación o sensibilidad 
o a los prejuicios de la policia o del personal judicial. 

76. —Habida cuenta de esos inconvenientes, el Relator Especial pide al Gobierno que 
ponga en práctica lo antes posible el Plan Nacional, en particular las actividades de fomento 
de la sensibilización y de la capacidad de los funcionarios judiciales y de las fuerzas del 
orden, y cree refugios para las víctimas de la violencia doméstica”. 


Administración de justicia penal: causas subyacentes del 
colapso de los sistemas penitenciario y de administración de 
justicia 


Motivos del deterioro de las condiciones de reclusión 


77. Muchos de los problemas con que se enfrentan el sistema penitenciario y el sistema 
de justicia de menores, si no todos, son resultado directo de la falta de una política global de 
justicia penal. Más de 8,000 personas se encuentran privadas de libertad en el Uruguay, una 
tasa de 251 por cada 100,000 habitantes. Esa cifra hace del Uruguay uno de los países de la 


El Gobierro indicó que el Instituto Nacional de Mujeres había comenzado la ejecución de un 


programa de Capacitación Piloto Multidisciplinario en Violencia doméstica, instrumentado a través 
de organizaciones de la sociedad civil, para dar cumplimiento al Primer Plan Nacional de Lucha 
cortra la Violencia Doméstica. El programa está dirigido a jueces. fiscales, defensores de oficio, 
profesionales de la salud, educación, policías y guardias penitenciarios, entre otros. El $0% de las 
personas capacitadas serán imegrantes del poder judicial. 
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región con el mayor número de persoras privadas de libertad per cápita”, aunque tiene uno 


de los indices de delincuercia más bajos de América Latina”. 


78. La entrada en vigor de la Ley N* 17897, con la consiguiente puesta en libertad de 
más de 800 reclusos, sirvió para satisfacer una necesidad inicial al reducir el hacinamiemo 
crónico en las cárceles, pero no ha demostrado ser eficaz para reducir los Índices de 
delincuencia ni, por tanto, el número de imernos. Por el contrario, la población reclusa va 


en aumento”, 


79. Uno de los motivos principales del alto múmero de personas privadas de libertad es 
la lentitud del sistema judicial y la wilización habitual de la prisión preventiva. Según 
estadísticas gubernamentales, de las 8.158 personas privadas de libertad, tan solo 2.790 se 
encontraban cumpliendo condena, Así pues, casi dos tercios de los reclusos se encontraban 


a la espera de juicio. El porcentaje sube hasta 72% en las prisiones departamentales”, 


80. El recurso a la prisión preventiva parece ser la regía general y no la excepción”, 
Aunque los tribunales nacionales han interpretado que la prisión preventiva es obligatoria 
únicamente en el caso de los delitos castigados con una pena superior a dos años, la 
adopción de esa medida queda a la discreción del juez. Además, la ley no establece plazos 
máximos de dirección de la prisión preventiva, sino que únicamente hace referencia a un 
*plazo razonable"”, lo que en la práctica significa que los acusados pueden permanecer en 


prisión preventiva hasta cumplir la condena prevista para el delito de que se les acusa. 


81. Una segunda razón de los problemas permanentes es la aplicación de una politica 
penitenciaria de naturaleza punitiva El Relator Especial opina que el estricto régimen que 
supone el encierro de Jos reclusos durarse casi 24 horas al día en las celdas, las escasas 
posibilidades de rehabilitación y preparación para la reinserción en la sociedad, así como la 
falta de actividades educativas o de ocio, junto con las abominables condiciones de 
reclusión, fomentan la delincuencia. Esa tendencia queda confirmada por la alta tasa de 


reincidencia que, según estadisticas del Gobierno, alcanza el 60%”. 


$2. La tendencia está vinculada también a la presión de la opinión pública cuando se 


elaboran políticas relativas al sistema de justicia penal, Continuamente se han venido 
introduciendo en la legislación nacional nuevos delitos castigados con penas más largas, 
con lo que cada año se envía a más y más personas a prisión. 


T Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADE»», 


Uraguay, "Mujeres privadas de libertad en el Uruguay: informe sobre las condiciones de reclusión”, 
2006, en: www.cladem org/espano nacionales taroguay/UY -informeprivadasi:berted.asp. 

* Ministerio del Interior, "Panorama de la violencia, criminalidad y la inseguridad en Uruguoy: datos, 
tendencias y perspectivas”, 200, ea; www.undpáz org. uy/showNevs ap Newsld-624; 
Comisionado Parlamentario, Informe de actuación y evaluación del Sistema Penivenciario Nacional, 
2. 2007, páz. 5; ibid., 2008, pág.73. 

*” Comisionado Partamentario, Informe de actuación y evaluación del Sistema Penitenciario Nacional, 
2008, págs. 11 y ES y ss. 
* ¡bád., págs 100 y 101; ibid., 2007, pág. 5. 


7 Ib5d,, 2008, pág. 11; Diego Camaño Viera, "Prisión preventiva y estándares intemacionales”, en Raúl - 


,, Ronzoni (ed), Reformo al Sistema Penal y Carcelario an Unuguay, 2008, pág. 127. 
* Camaño Viera, op. cit, pág. 129. 

Y Véase también Comisionado Parlamentario, Informe de actuación y evaluación del Sistema 
Penitenciario Nacional, 2007, pág. 5, ibid, 2008, págs 92 a, 
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La necesidad de una reforma global del sistema de administración de 
justicia penal 


83. Al Relator Especial le complació observar que el Gobierno se tomaba muy en serio 
las recomendaciones preliminares que formuló al finalizar su misión y que, poco tiempo 
después de su partida, se anunciaba la adopción de las primeras medidas. El 13 de abril de 
2009, el Consejo de Ministros aprobó un plan preliminar para aliviar el hacinamiento en las 
prisiones, que había sido encargado por el Presidente, Dr. Tabaré Vázquez, y elaborado por 
la anterior Ministra de Interior, Daisy Tourné”. 


84. El plan" consiste en trasladar a 550 intemos del COMCAR a Punta de Rieles, un 
cuartel militar reacondicionado. Otros 150 internos serán trasladados a yn establecimiento 
prefabricado cerca de La Tablada y 256 irán a Maldonado. Se construirk un nuevo módulo 
en el penal de Libertad para albergar a 360 internos de "Las Latas”. Los internos con 
enfermedades psiquiátricas y problemas graves de adicción a las drogas serán trasladados a 
uno de los pabellones de la Colonia Carlos Rossi y los rechusos mayores de 60 años, al 
igual que los que tienen permisos de salida transitorios de 4€ horas, serán wasladados a un 
establecimiento con un régimen más abierto. Otra prioridad será el trastado a un nuevo 
centro de 30 mujeres cuyos hijos viven con ellas en prisión. El Relator Especial reconoce 
las medidas llevadas a cabo por el Gobierno para aplicar sus recomendaciones iniciales, sin 
embargo, desea recalcar la necesidad inmediata de clausurar "Las Latas” y trasladar a las 
personas detenidas allí a otro lugar. 


B5.  El8 de junio de 2009, en estimación de un recurso de amparo contra el Ministerio . 


del Interior se emitió un mandamiento en el que se pedía el cierre de "Las Latas” en un 
plazo de 120 dias, la eliminación del bacinamierto en las cárceles y la separación de los 
procesados y condenados, ambas cosas en un plazo méximo de ocho meses”. El 
mandamiento fue revocado más tarde por el Tribunal de Apelación. 


16. El Relator Especial expresa su gratitud al Presidente Vázquez por emprender esa 
importante iniciativa y pide al Gobierno que la lleve a térmico sin demora. También hace 
hincapié en la necesidad de integrar en el plan el cierre inmediato de "Las Latas”. 


87. No obstante, aunque ve con sumo agrado la adopción de medidas inmedistas por 
parte del Gobierno, el Relator Especial quisiera subrayar que, para abordar las deficiencias 
mencionadas más arriba, se necesita urgentemente una reforma profunda del sistema de 
administración de justicia y, especialmente, del sisterna penitenciario. 

18. Al Relator Especial le complace conocer que es intención del Gobierno crear una 
autoridad separada encargada de las prisiones independiente del Ministerio del Interior. En 
el sistema vigente, son los oficiales de policía, que carecen de formación especifica para 
trabajar con reclusos, los que actúan como guardias de prisiones, Además, debido a las 
condiciones notoriamente lamentables de reclusión, el servicio en las prisiones se considera 
en general un destino de castigo. El Relator Especial descaria hacer hincapié en que el 


*Toamé afirmó que este Gobierno es el que más ha invertido para mejorar la situación”, en: 
wwew.minteror gubuy/, 13 de abril de 2009. 

El Gobierno informó que ya hablan comenzado las obras de ampliación de la cárcel de Las Rosas, 
incluyendo la construcción de 16 celdas individuales y $0 triples; se habían insuguiado nuevas plazas 
en el pabellón femerino de Canelones; y continuaban les reformas en el Penal de Libertad y en 
COMCAR que permitiríar la gradual eliminación de "Las Latas”, Se había inaugurado también el 
centro Jun Soler, ubicado en un departamento aledaño a la capital, para ayudar al 
descongestionamiento de COMCAR. 

Sentencia definitiva N* 41/2009, Dra. Maria Cristina Cabrera, jueza letrada de primera instancia de lo 
contencioso administrativo de primer turno. 
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establecimiento de un sistema de prisiones que dependa del Ministerio de Justicia, 
posiblemente de nueva creación, o de cualquier otro ministerio, es un paso importante para 
resolver los problemas que aquejan al sistema penitenciario. Es de esperar que ese cambio 
de autoridad en el sistema penitenciario permita mejorar las relaciones entre intemos y 
guardias, y tendría corso resultado que quienes llevan a cabo las detenciones e investigan 
los delitos dejarían de ser los mismos que se ocupan de la administración de las prisiones y 
de la seguridad de los reclusos, 

89. Además, el Reletor Especial ve con agrado los esfuerzos que se están haciendo por 
reformar el Código Penal y el Código del Proceso Penal". En ese contexto, quisiera 
destacar la importancia de pasar de un sistema penal y penitenciario de carácter punitivo, 
pensado para encerrar a las personas, a uno cuyo objetivo ses la reinserción de los 
delincuentes en la sociedad. Es necesario introducir y aplicar medidas que no éntrañien el 
encarcelamiento. Además, quisiera destacar que los reclusos son personas privadas de su 
libertad, pero no de sus libertades, es decir, que todos los demás derechos humanos deben 
respetarse en las prisiones. Así pues, es necesario hacer todo lo posible para que la vida en 
la cárcel se parezca lo más posible a la vida al otro lado de los muros. Además de asegurar 
condiciones generales aceptables en las cárceles y la satisfacción de las necesidades 
básicas, debe respetarse el derecho de los reclusos a trabajar, a estudiar y a realizar otras 
actividades que puedan facilitar su rehabilitación y su reinserción en la sociedad. 

90. Además, el personal de prisiones debe recibir una formación adecuada que prepare 
para trabajar en un entorno carcelario cuyo objetivo debe ser la reinserción de los reclusos 
en la sociedad. Es necesario también fomentar la sensibilización del público en general en 
cuanto al propósito y el objetivo de la reclusión, acercando la sociedad a los presos y 
promoviendo un mejor entendimiento de la necesidad de rehabilitar y reinsertar a los 
reclusos. 

91. El Relator Especial está convencido de que solo con una reforma tan radical de la 
política de justicia penal el Gobierno estará preparado para resolver los problemas 
profundamente arraigados que actualmente aquejan al sistema penitenciario, 


V. La impunidad y la forma de encarar el pasado 


92. La lucha contra la impunidad es otro instrumento importante para la erradicación de 
la tortura, El Relator Especial supo que niaguno de los funcionarios públicos que 
presuntamente había cometido torturas durante la dictadura, o en el pasado más reciente, 
había sido encausado por esos delitos, Algunos funcionarios fueron encausados por otros 
delitos, como homicidio, abuso de autoridad o provocar lesiones a un detenido, pero no se 
sabe si esos casos guardaban relación con actos de tortura u otros malos tratos. El Relator 
Especial alienta al Gobierno a que vele por que todos los casos de tortura o malos tratos que 
se denuncien o se sospeche pueden haberse producido sean investigados por autoridades 
independientes y sus autores comparezcan ante la justicia, 


93. — Tresel final de la dictadura militar, el Gobierno del Uruguay promulgó, en 1986, la. 


Ley de caducidad de la pretensión punitiva del Estado. En esa ley se concedió la inmunidad 
por delitos cometidos durante la dictadura a los antiguos militares y oficiales de policia. 


' El Gobierno informó que la Comisión crenda por la Ley N* 17.897 había culminado su trabajo y el 


poder ejecativo había sometido al poder legislativo los nuevos textos del Código Penal y Código 
Procesal Penal. Los textos ratificaban el derecho a la libertad ambulatoria y la no preceptividad de la 
prisión preventiva, así como las normas para aplicar medidas altersativas a la prisión. El debate de 
estas leyes comenzaría en febeero de 2010. ; 
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Desde el 1* de marzo de 2005, uno interpretación y aplicación más fberal de esa ley ha 
permitido encaasar a algunos funcionarios, temo civiles como militares, aunque en las 
causas abiertas hasta la fecha no figura ningún caso de tormura. El 26 de marzo de 2009 se 
pronunciaron dos sentencias por las que se condenaba a ocho antiguos militares y policías a 
penas de prisión de entre 20 y 25 años. Actualmente se llevan a cabo otros juicios, aunque 
con lentitud, lo que da prueba de los esfuerzos del Gobierno por castigar los delitos 
cometidos durante la dictadura'" No obstante, algunas personas acusadas de haber 
cometido delitos durante la dictadura, corno el que fuera Ministro de Relaciones Exteriores 
(1972-1976), Juan Carlos Blanco, de 75 años, han permanecido en prisión preventiva 
durante un periodo demasiado largo. 

94. En 2008, los familiares de una persona desaperecida dorante la dictadura 
interpusieron ante la Corte Suprema un recurso de inconstitucionalidad en relación con la 
Ley de caducidad. La Corte Suprema pidió al ejecutivo y al Congrese que formularan sus 
observaciones sobre la cuestión y ambos expusieron la opinión de que la ley era 
inconstitucional. Está previsto que la Corte Suprema pronuncie su fallo en breve. No 
obstante, la decisión de la Corte solo será válida para un caso, lo que significa que para 
todos los demás casos la Ley de caducidad será siendo válidal*, Se han recogido miles de 
firmas a favor de la convocación de un plebiscito para declarar la nulidad de algunos 
artículos de esa ley, que se celebrará en el transcurso de 2009% 


95. — Entre otras medidas adoptadas por el Gobierno cabe citar la publicación de toda la 
documentación disponible relativa a los casos de desaparición que comenzaron durante ese 
periodo y un proyecto de ley de reparación a las víctimas del terrorismo de Estado que está 
en debate en el Parlamento”. 


Conclusiones y recomendaciones 


- Conclusiones 


96. Es mucho lo que el Gobierno del Uruguay ha avanzado en la protección y 
promoción de los derechos humanos desde que scabara la dictadura en 1985. Los 
numerosos instrumentos de derechos humanos de ámbito regional e internacional que ha 
ratificado, junto con los esfuerzos realizados por aplicar esos instrumentos, incluidos el 
establecimiento del Comisionado Parlamentario y la promulgación de uma Jéy en virtud de 
la cua! se crean una institación nacional de derechos humanos y un mecanismo nacional de 
prevención, según lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la 
Tortura, son señales claras del compromiso del Gobierno en esa materia. A pesar de esos 
claros signos de la intención del actual Gobierno de cumplir las normas intemacionales y 
mejorar el respeto y la protección de los derechos de los reclusos, el sistema penitenciario 


parece encontrarse cerca del colapso debido a las graves deficiencias de que adolece la : 


administración general del sistema de justicia penal. 
97. El Relator Especial, aunque acoge con agrado los esfuerzos del Gobierno por 
hipificar como delito la tortura en la legislación penal, concluye que es poco probable que la 


AHRO/2/12, párr, 32, - 


En una sentencia de focha 19 de octubre de 2009, la Suprema Corte declaró la inconstitucionalidad de 
la Ley de caducidad en el caso Mibya Sabalsagaray. Aunque la decisión de la Cor solo es válida 
para un caso, puede ser deducida por otros peticiosarios en condiciones análogas. 

El plebiscito no alcanzó el 50% de los votos requeridos para la anulación de la ley. 

El 18 de septiembre de 2009 el ejecutivo promulgó la Ley N* 15.596 de reparación integra] a las 
victimas del terrorismo del Estado . 
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disposición sobre la tortura que aparece en la Ley de cooperación con la Corte Penal 
Internacional se aplique a quienes cometan delitos individuales, de lo que da prueba el 
hecho de que no se haya aplicado en ningún caso desde su entrada en vigor en 2006, No 
obstante, esa ley ha de servir como inspiración para la reforma del Código Penal, en el que 
debería quedar tipificado el delito de tortura con arreglo a lo dispuesto en el artículo 4 de la 
Convensión contra la Tortura, 


98. — Sobre la base de las conversaciones con funcionarios públicos, jueces, abogados y 
representames de la sociedad civil y las entrevistas con víctimas de la violencia y personas 
privadas de libertad, apoyadas a menudo por pruebas forenses, el Relator Especial encontró 
pocos casos de torturas infligidas por la policía durante los interrogatorios, aunque fueron 
frecuentes las denuncias de malos tratos en los centros de detención. 


99. Sin embargo, el Relator Especial se siente gravemente preocupado por la mayor 
vulnerabilidad de los menores a los malos tratos en las comisarias de policía y por las 
denuncias de palizas recibidas después de la detención, así como el aparentemente excesivo 
uso de la fuerza y los castigos colectivos que se imponen a raíz de los motines y revueltas 
en los centros de intemamiento de menores. Adernás, le preocupan las condiciones de 
detención en esos centros y el enfoque punitivo del sistema de administración de justicia 
para los jóvenes delincuentes, que no les ofrece posibilidades de rehabilitación. 


100. En general, la utilización de la prisión como medida habitual y no de último recurso 
no ha servido para reducir los indices de delincuencia ni para preveñir la reincidencia. Por 
el contrario, la mayoría de las cárceles del Uruguay están abarrctadas y el sistema 
penitenciario corre grave peligro de sufrir un colapso total. La falta de un concepto 
altemativo plamea una grave amenaza en forma de inseguridad, violencia y deterioro de los 
valores básicos que afecta gravemente al conjunto de la sociedad. 


10!. Así como en los últimos años se han adoptado algunas medidas para mejorar las 
condiciones generales de las prisiones e impedir el hacinamiento, las condiciones en 
algunos módulos del penal de Libertad y el COMCAR pueden considerarse como un trato 
inhumano y degradame, El hacinamiento y el acceso limitado a los servicios médicos eran 
motivo de preocupación en prácticamente todos Jos lugares que visitó. Hay una necesidad 
acuciante de abandonar el sistema penal y penitenciario vigente de carácter punitivo 
encaminado a encerrar a las personas. Debe darse la mayor prioridad a la reforma profunda 
de todo el sistema de administración de justicia, introduciendo un nuevo enfoque que tenga 
como objetivo la rehabilitación y la reinserción de los delincuentes en la sociedad. 


102, El Relator Especial acoge con agrado la ratificación del Protocolo Facultativo de la 
Convención contra la Tortura por el Uruguay y la reciente promulgación de la ley por la 
que se establece la Institución Nacional de Derechos Humanos, que incluye un mecanismo 
nacional de prevención. Confía en que la nueva institución se basará en la labor y la 
experiencia del actual mecanismo del Comisionado Parlamentario y las ampliará para 
convertirse en el medio más eficaz para prevenir la tortura y los malos tratos en el futuro. 
103. Por lo que se refiere a la violencia contra la mujer, al Relator Especial le complació 
saber de la creación del Plan Nacional de Lucha contra la Violencia Doméstica y reconoce 
que se han dado los primeros pasos en la dirección correcta. No obstante, le preocupa el 
retraso sufrido en su plena aplicación, que ha llevado a una situación en la que las medidas 
adoptadas por el Estado en materia de prevención y protección siguen siendo insuficientes. 


Recomendaciones 


104, En un espiritu de cooperación y asociación, y alentado por las primeras 
medidas adoptadas poco después de su visita, el Relator Especial formula al Gobierno 
las recomendaciones que figuran a continuación, encaminadas a prevenir la tortura y 
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los malos trutos y mejorar las condiciones en las cárceles. Ha recibido seguridades de 
que se hará todo lo posible per ponerlas en práctica y está dispuesto a ofrecer su plena 
cooperación y asistencia para ello, 

105, Reforma del sistema de administración de justicia penal: 


a) Emprender una reforma profunda de los sistemas penitenciario y de 
justicia penal encaminada a la prevención del delito y la resocialización de los 
delincuentes, en lugar de centrarse en las medidas punitivas y adoptar una política 
basada simplemente en encerrar a los tospechoros y a los delincuentes convictos. 


b) Crear un Ministerio de Jumicda que ses responsable del sistema 
penitenciario, dentro del marco de una reforma global del sistema de justicia penal. 


e) Dentro del nuevo ministerio, crear un cuerpo de guardias de prisiones 
bien entrenado y dotado de recursos que sustitoya a los oficiales de policía que 
actualmente desempeñan ess función. La escarez de personal en los centros de 
reclusión conduce a una falta de seguridad para los propios miembros de ese personal 
y les dificulta el camplimiento de su obligación de proteger a los internos de la 
violencia entre los reciusos. . 

d) Limitar la utilización de la prisión preventiva, especialmente en el caso 
de los delitos no violentos y menos graves, y recurrir con mayor frecuencia a las 
medidas que ao entrañan la privación de libertad. 

e Velar por que, en el caso de los adolescentes, la privación de libertad se 
utílice únicamente como medida de último recurso y se recurra lo menos posible a la 
prisión preventiva. 


Condiciones de reclusión 


1) Asegurar que las personas privadas de libertad estén recluidas en 
centros penitenciarios en condiciones que cumplan las normas mínimas sanitarias e 
higiénicas internacionales y que los internos vean satisfechas sus necesidades básicas, 
como espacio suficiente, ropa de cama, alimentos y cuidado de la salud. Facilitar a los 
internos posibilidades de trabajar y estudiar, así como de realizar actividades de ocio 
y rehabilitación; debe abordarse de inmediato el problema crónico del hacinamiento. 

y  Ciusurar inmediatamente los módulos construidos con chapa metálica, 
conocidos popularmente como "Las Latas”, del penal de Libertad y los módulos 2.4 
del COMCAR. 

h) Garantizar la separación efectiva entre las presos en prisión preventiva y 
los que cumplen condena. 

1) Carartizar que, como procedimiento habitual, profesionales médicos 
calificados realicen un examen a los internos en el momento de la detención, el 
traslado y la puesta en libertad. 

1) Seguir el proyecto piloto del COMCAR para que los servicios médicas 
queden a cargo del Ministerio de Salud. 


Lucha contra la impunidad y reparación para las victimas de la tortura 

k)  Enmendar el Código Penal a fin de incluir la definición de la tortura 
como delito independiente, en consonancia con lo dispuesto en los artículos 1 y 4 de la 
Convención contra la Tortura. 

D Asegurar que todas las denuncias de tortura y malos tratos se 
investiguen minuciosamente y sin demora por una autoridad independiente que no 
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tenga relación con la autoridad encargada de llevar la investigación o el 
enjuiciamiento del caso. E 
m) * Velar por que quienes cometieron violaciones de los derechos humanos 


durante la dictadura comparezcan ante la justicia, por que se imparta justicia en un 
plazo razonable y por que se respete la memoria de las víctimas, inchaso de los 


muertos y los desaparecidos. 


m) Ofrecer una indemnización sustancial, así como tratamiento médico y 
rehabilitación adecuados, a las víctimas de la tortura y los malos tratos. 


Prevención de la tortura 

o) Ampliar el mandato del Comisionado Parlamentario para el sistema 
carcelario de manera que incluya todos los lugares de detención y velar por que ese 
mecanismo se integre en la Institución Nacional de Derechos Humanos como 
mecanismo nacional de prevención. 

P) Asignar recarsos humanos y financieros suficientes para que la sólida 
base jurídica del mecanismo nacional de prevención se traduzca en un funcionamiento 
eficaz en la práctica. 


Administración de justicia penal para los menores delincuentes 


q) Elaborar un sistema moderno de justicia de menores encaminado a la 
prevención del delito y la rehabilitación de los menores delincuentes. 


r) Introducir programas de rehabilitación del uso de drogas en los centros 


de internamiento de menores. 


Mujeres 

s) De acuerdo con lo dispuesto en el Plan Nacional de Lucha contra la 
Violencia Doméstica, establecer mecanismos eficaces para abordar los casos de 
violencia contra la mujer, incluso mediante la organización de más actividades de 
fomento de la sensibilización entre los funcionarios judiciales y de las fuerzas del 
orden. 


ú Crear refugios para las víctimas de la violencia doméstica y centros de 
rehabilitación para quienes cometan delitos de esa naturaleza. 


106. Relator Especial recomienda también que los órganos competentes de las 
Naciones Unidas, los gobiermos donantes y los organismos de desarrollo presten 
asistencia al Gobierno del Uruguay en la aplicación de las presentes recomendaciones, 
en particular en sus esfuerzos por reformar su sistema de justicia penal, mejorar el 
sistema penitenciario e impartir una formación apropiada a los policías y los guardias 
de prisiones. 
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Lugares de detención visitados y entrevistas sostenidas 


Introducción 


1 El Relator Especial realizó visitas sorpresa a lugares de detención y pudo sostener 
entrevistas privadas con personas detenidas en todos los lugares visitados. Si los detenidos 
indicaron sa preferencia por que la entrevista no fuera grabada, la información facilitada se 
refleja solo en las observaciones generales del informe, Algunos detenidos solo accedieron 
a la publicación anónima de las entrevistas. 


Hogar Comisaría de Policía, Seccional 15, Montevideo 


Visita del 22 de marzo de 2009 


2. El Relator Especial fue recibido por el sargento Núñez, de quien dependían 160 
oficiales de policía. Los oficiales trabajaban en tres turnos de ocho horas y ganaban 5.000 
pesos (200 USD) al mes. Muchos de ellos trabajaban un turno adiciona! pará compañías de 
seguridad privadas bajo el "sistema 222”. Ese trabajo era oficial, ya que la policía recibía 
una parte del salario y los oficiales trabajaban en su calidad de policias. 

3, Cuando el Relator Especial visitó la estación, no había ningún detenido, Había una 
celda limpia y vacia para mujeres y menores, y dos celdas oscuras, sucias, con piso de 
concreto y con mal olor para los hombres. Aunque el Relator Especial fue informado de 
que los detenidos podian usar los baños afuera de las celdas sí tenían buen comportamiento, 
la apariencia de la primera celda, que era completamente oscura y estaba equipada con un 
retrete sucio, indicaba que los detenidos tenían que defecar en presencia de otros detenidos. 
Asimismo, debido al olor en la segunda celda, el Relator Especial comprobó que los 
detenidos orinaban en la celda. La policía presuntamente les proporcionaba agua cuando lo 
pedían, mientras que los familiares tenían que llevar los alimentos. 


Colonia Berro — Hogar Las Piedras 
Visita del 22 de marzo de 2009 


Información general 

4. El complejo de deterxción y reeducación Colonia Berro fue establecido en 1930 en 
una zona rural a 50 km de Montevideo. La Colonia Berro comprende varios edificios 
extendidos sobre una gran superficie, y hoy funciona como centro de reclusión, con varios 
regímenes de seguridad que varian de minima a máxima. Los centros de reclusión son 
administrados por el Instituto del Niño y Adolesceme del Uruguay (TNAU), bajo la 
autoridad del Ministerio de Desarrollo Social. 


$. — El Hogar Las Piedras es un centro de reclusión de máxima seguridad para menores 
de entre 15 y 18 años. El edificio se encuentra ubicado en el medio de un campo abierto, El 
día de la visita había 20 jóvenes detenidos y 6 trabajadoras sociales en funciones. El patio 
estaba rodeado de rejas altas con alambre de púas. Desde fuera de la reja, el centro estaba 
custodiado por policías armados. En cada esquina de la reja había un puesto de 
observación. Las trabajadoras sociales entendían su trabajo de educadoras pero admitian 
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que apenas se daban abasto para cumplir con las necesidades básicas de los menores, como 
llevarlos al baño. En las celdas había botellas de plástico llenas de orina. En algunas 
ocasiones, los menores tenían que defecar en bolas de plástico y tirarlas por la ventana. 
Durante la noche, trabajadores sociales masculinos reemplazaban a les mujeres. Sin 
embargo, muchos de los trabajadores sociales estaban de baja médica, por lo que no había 
personal suficiente y los trabajadores sociales tenían que trabajar dos o más turnos 
seguidos. Según las trabajadoras sociales, la mayoría de los menores son adictos a la pasta 
base. Los adolescentes estaban encerrados durante 22 horas al día en sus celdas, y solo 
podían salir al patio una hora por la mañana y otra por la tarde, En ese tiempo, podían jugar 
al futbol o tomar mate. Además de eso, no había posibilidades de realizar ninguna otra 
actividad. 

6. Aproximadamente un mes artes de la visita del Relator Especial había habido un 
motín en el Hogar Las Piedras, Como castigo, los menores habían sido encerrados en $us 
celdas 24 horas al día durante 30 días. En el motín, los jóvenes supuestamente habian 
destruido todo y prendido fuego a los colchones y a las camas, entre otras cosas. Debido a 
que no había habido ninguna denuncia formal de violencia, no se había realizado ninguna 
investigación. Las trabajadoras sociales solamente habían escrio un informe 
administrativo. Un día después del motín, un médico forense había examinado a todos los 
internos. Las trabajadoras sociales informaron sobre el alto nivel de violencia y relaciones 
sexuales entre los menores detenidos. Sin embargo, existía un respeto mutuo entre las 
trabajadoras sociales y los detenidos, y estas no eran victimas de agresiones. Sin embargo, 
el personal masculino había sido agredido en repetidas ocasiones, 

7. Los menores a menudo recibían sedamies después de una consulta de diez minutos, 
También se quejaban de que sus familias les tenían que llevar papel higiénico y de que no 
había suficientes alimentos. Para las visitas familiares, los domingos se organizaba un 
servicio de autobús. 


Casos individuaes 


8. W. A. B. F., de 17 años, desenido por robo en enero de 2009. Fue llevado a la 
Comisaría Policial de la Sección Uno, donde presuntamente fue golpeado por oficiales de la 
policía. Después de pasar varias horas ea la comisaria, fue trasladado al Hogar Las Puertas, 
donde estuvo detenido en la sala cerrada durante siete días. Informó de que había sido 
golpeado por algunos trabajadores sociales del Hogar Las Puertas con una porra de policía. 
Después fue trasladado al Centro de Medidas Cautelares (CEMEC), donde estuvo detenido 
durante un mes Según la información proporcionada, las condiciones en el CEMEC eran 
mucho mejores y el trato a los menores más humaso. Después de un motín en el CEMEC 
fue trasladado al Mogar Las Piedras. También informó que tomaba medicamento todas las 
noches para poder dormir, y tenía más de 50 cortes auociafligidos en los brazos y en el 
tórax. Indicó que los cortes más recientes se los habia infligido el día anterior para llamar la 
niención de los trabajadores sociales. 

9. S.S. A., de 16 años. Fue detenido por aproximadamente 25 policías y se le realizó 
un examen médico. Después fue trasladado a una comisaría y llevado a un calabozo, donde 
lo obligaren a mantenerse de pie contra la pared con las piernas abiertas y lo interrogaron 
mientras lo golpeaban. Después de pasar la noche en la comisaría, fue trasladado al Hogar 


Las Puertas, donde permaneció durante dos semanas en la parte de adelante. Posteriormente” 


fue trasladado al Hogar Cerrito, donde también lo golpearon y le dieron patadas en las 
rodillas. Se fagó cuatro días después. Volvió a ser detenido el 18 de febrero de 2009 y 
llevado al Hogar Las Piedras, donde se encontraba desde entonces. Solo se le permitia ir al 
patio dos veces por semana, y hablar por teléfono cinoo minutos por semana, mientras una 
trabajadora social escucha las conversaciones. Tomaba medicamento para la ansiedad y 
otros sedantes para poder dormir. Indicó que recibía visitas regularmente, 
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10. E. G.F. de 16 años. Fue detenido el 6 de febrero de 2009 y pasó varios días en Las 
Puertas. Fue trasladado a Las Piedras el 1* de marzo. Informó que las cordiciones eran 
terribles y que sufría por estar encerrado casi todo el tiempo en la celda sin ninguna 
actividad. Sin embargo, se le permitía tener una televisión en su oclda debido a su buen 
comportamiento. 

1. JN, de 17 años, fue detenido el 11 de enero de 2009. Durante el arresto, recibió 
varios golpes en la cabeza por parte de la policía. Amerionmente había estado detenido en el 
Hogar La Casona, de donde se había escapado al cabo de una semana. Poco tiempo 
después, había sido detenido nuevamente y trasladado al Hogar Las Puertas, y después al 
Hogar Las Piedras. Fue condenado a privación de libertad durante un año. Informó que 
sufria de hipertensión y no recibía atención médica También señaló que no había malos 
ratos en Las Piedras, pero que las condiciones eran muy dificiles, exucerbadas por la falta 
de actividades. Asimismo, mencionó que los internos recibían medicamentos por medio de 
inyecciones forzadas cuando se agitaban, y que tomaban sedantes y medicamertos para 
dormir. 

12. J.M.F.P., de 16 años. Fue condenado por homicidio e intemado en el Hogar Las 
Puertas durante cinco meses, donde permaneció en un calabozo siem días. Fue castigado 
por el Coordinador General (Saúl) por no querer entrar en su celda. y presuntamente fue 
golpeado en la boca y en la nariz. Debido a esto, no se le permitió sal.r de su celda, usar los 


baños ni salir al patio. Añadió que el desayuno y el almuerzo eran comibles pero se quejó ' 


de mo recibir comida a la hora de la cena, También indicó que los imternos estaban 
obligados "a mirar a la pared” debido a la falta de actividades, tales como estudiar o Jeer. 
Por último, añadió que no había problemas con las trabajadoras fereninas pero que había 
tensión con los guardias masculinos, debido a que a veces los golpeaban. 

1. A.O.P. L., de 17 años, fue detenido por rapiña y le quetaban )7 meses para 
cumplir su condena. Tenía una cicatriz en la cabeza debido a un golpe recibido durante una 
rebelión. El Grupo Especial de Operaciones de la Policía (GEO) había entrado en la 
institución disparando balas de goma y había roto la televisión. Él kabía recibido cinco o 
seis balazos, Según su testimonio, la rebelión había comenzado porzue los guardias eran 
corruptos y escupían en la comida. Indicó también que les daban bolsas de plástico para 
defecar. En relación con los alimentos, señaló que no recibian carme, y pensaba que los 
guardias la escondían. Si trataban de escapar, recibían disparos de la policía que se 
encontraba fuera del centro, Por último, explicó que la situación era rrás relajada durante el 
día debido a la presencia de las trabajadoras sociales, pero que la tensión aumentaba por las 
noches cuando llegaban los trabajadores masculinos. 

14. 3.5, de 15 años, Condenado por bomicidio, se encontraba internado en el Hogas 
Las Puertas desde hacía siete meses. Aún le quedaba un año para cumplir su condena. 
Habia peleado con otro delenido en el baño, y como castigo había sido golpeado por un 
trabajador social con palos de madera Su madre no había podido visitarlo porque vivía 
lejos, de manera que no había recibido visitas en más de un mes, Indicó que podía usar el 
teléfono una vez por semana, Desesba que las condiciones generales mejoraran, en 


particular que pintaran las paredes y arreglaran los baños. Señaló también que era adicto a - 


la pasta base y que había tratado de escaparse para obtener más pasta base. 


15. F.D.P., de 18 años, imernado desde hacía cinco meses y medio. Se quejó de las 
terribles condiciones del Hogar Las Piedras y de la mala calidad de los alimentos. También 
señaló que los internos tenian que orinar en botellas de plástico porque los trabajadores 
sociales no los llevaban al baño a tiempo. El 19 de febrero iniciaron una rebelión porque 
presuntamente les servian "ratas cocidas” y porque los trabajadores sociales escupian en su 
comida. Informó que tres oficiales del GEO entraron en su celda cos escudos y palos. Él 
esaba escondido debajo de la cama y le ordenaron que saliera de la celda, Al negarse, uno 
de los oficiales le disparó dos veces en el brazo derecho y en la rodilla derecha con balas de 
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goma. Después lo esposaron, lo llevaron para abajo arrastrando y tres policías lo golpearon 
con palos, hasta que empezó a sengrar. Indicó que las balas de goma quemaban mucho y 
que el área donde había recibido las balas había permanecido inflamada varios días. 
Informó que lo habian llevado a ver a un médico tres semanas después del incidente, De 
acuerdo a su versión, aproximadamente 20 detenidos habían recibido balazos. Después del 
mosín, todos los detenidos debieron permanecer en sus celdas durante un mes y solo 
recibieron pan y leche. Como habían prendido fuego a todo durante el motín, estuvieron sin 
colchones tres semanas. 


16. Señaló que un par de semanas antes del motín los trabajadores sociales Je habían 
roto las cartas que había recibido de su familia, por lo que se había enojado y había pateado 
ha pueria. Como resultado, los trabajadores sociales habian entrado en su celda y lo habían 
golpeado con las manos. También lo habían golpeado en el estómago con un palo, mientras 
permanecía con las manos y los pies atados. La paliza había durado 25 minutos y después 
lo habían dejado en su celda una bora y media. Otro detenido también había sido golpeado, 
pero con menos fuerza debido a que era meror de edad. En general, se quejaba de que a 
pesar de que era golpeado con frecuencia, los trabajadores sociales le decían que no podía 
quejarse porque ya tenía 18 años. También informó que había permanecido esposado a la 
cama dorante tres horas es varias ocasienes Tenía una lesión en el pie debido a una bala 
que había recibido seis meses antes cuando intentaba robar en una casa, La bala nunca le 
había sido removida y el pie estaba extremadamente inflamado. Decía que aún le dolía 
cuando jugaba futbol. Mencionó que los detenidos recibían inyecciones que los adormecían 
si se portaban mal, Si querían presentar una queja, los trabajadores sociales se esperaban 
hasta que desaparecioran las marcas de sus cuerpos antes de que pudieran presertarlas, 

17. Las alegaciones hechas sobre su pie y las balas de goma estaban corroboradas por 
examen médico. 


18 F.S, de 17 años. Llevaba dos meses internado, y le faltaban cinco meses para 
cumplir su condena. Antes de ser trasladado a Las Piedras, había estado detenido en 
Ituzaingó, donde ingresan los menores que cometen delitos por primera vez. Como castigo 
por escaparse, lo habían trasladado a Las Piedras. Informó que él y su compañero de celda 
habían sido esposados a la cama porque su compañero habia pedido ir al baño. Añadió que 
los castigos eran comunes cuando insistian en ir al baño. Tomaba sedanjes para matar el 
abarrimiento e informó que los doctores de la clínica de la Colonia Berro receraban esos 
medicamentos a casi todos los detenidos. El había estado detenido ahí antes, y el 20 de 
diciembre de 2007 había recibido una inyección que lo había adormecido. No había sido 
golpeado, pero habla visto que golpeaban a owros detenidos. También se quejó de la mala 
calidad de los alimentos y del hecho de que las visitas eran vigiladas. 


Colonia Berro - Hogar SER 
Visita del 22 de marzo de 2009 


Información general 

19. El Hogar SER es también una institución de máxima seguridad para menores. 
Cuando el Relator Especial lo visitó, había diez menores en ese hogar, uno de los cuales no 
se había presentado porque estaba asistiendo a un proceso judicial. Los trabajadores 
sociales encargados de la institución informaron de la falta constante de personal, lo que 
hacía su trabajo extremadamente dificil. En general, había tres personas par tumo, pero en 
ocasiones tenían que cubrir varios turnos seguidos para reemplazar a los colegas que 
estaban de baja médica. Los trabajadores sociales pidieron atención psicológica adicional 
tanto para los internos como para ellos. Los menores podían salir al patio de 2 a 6 de la 
tarde, No podían practicar deportes ni ninguna otra actividad de rehabilitación. El 7 de 
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diciembre de 2008 se habia producido el último motín, y el asistente de un sacerdote que 
visitaba a los menores había sido tomado como rehén. 


Casos individuales 

20. 3. O., de 17 años. Había estado detenido en el SER siete meses y tenia que 
permanecer ahí cuatro años más. Informó que había permanecido en un calabozo durante 
25 días. Actualmente se encontraba aislado y no le permitían salir de su celda, No había 
agua en la celda, y a veces tenia que gritar durante un largo rato para recibir una botella de 
agua. Usaba un foco para infligirse cortes en el cuerpo. Indicó que su celda estaba llena de 
moscas y mosquitos. También señaló que cuando los detenidos se ponían ansiosos y 
empezaban a gritar, les inyectatan sedantes, aunque dijo que él no había permitido que se 
lo hicieran. Se quejó de que el SER estaba muy sucio y de que la leche que recibía a veces 
tenía moscas muertas. Sin embargo, señaló que la comida era mejor a la que recibía en el 
Hogar Las Piedras y que los trabajadores sociales eran más violentos en Las Piedras. Su 
peor experiencia había sido pasar Navidad y Año Nuevo encerrado, Se scatía culpable 
porque su madre tenía otros cuatro hijos que alimentar, y él ya no podía robar para 
ayudarla. Tenía una lesión en un ojo, derivada de ura pelea con un amigo, que le había 
disparado en el ojo, a causa de lo cual había perdió la vista en ese ojo. 


21. KG, de 17 años. Habia estado cuatro meses en el SER y le faltaban seis para 
cumplir su condena. Antes de ser llevado al SER había estado detenido en el Hogar Las 
Puertas en dos ocasiones, donde, según informó, lo golpeaban cuando trataba de rebelarse. 
Los guardias se amarraban trapos en las manos y lo golpeaban en la cabeza y en el cuerpo. 
Sin embargo, no presentó ninguna queja del SER y estaba contento de poder salir al patio 
todos los días de las 2 a las 6 de la tarde. Indicó que tomaba sedantes y medicamento de 
sustitución de drogas debido a su adicción a la pasta base. Tenía asistencia legal y esperaba 
salir dentro de 12 dias. 


2. 3,G., de ló años. Fue detenido el 28 de noviembre de 2008 y acusado de haber 
cometido tres rapiñas, Fue llevado a la comisaría donde fue sometido aj “submarino”. 
Estuvo un mes en el Hogar Las Puertas, pasó dos meses en el Hogar Las Piedras, uno en el 
centro CEMEC y el último mes en el SER. Informó que había sido golpeado en varias 
ocasiones en Las Piedras y que le habían confiscado sus objetos personales, Añadió que los 
alimentos suministrados por las autoridades en el CEMEC eran terribles. Sin embargo, el 
trato era bueno, no estaba confinado a su celda y tenía acceso al jardín. No presentó 
ninguna queja sobre malos trios en el SER, aunque tenía varias cicatrices de cortes 


23. S.A. de 18 años. Fue detenido en enero de 2009, llevado acto seguido a ver a un 
médico para que le realizara un examen y después trasladado a la Comisaria de la Seccional 
10. Informó que en la celda lo habían golpeado en todo el cuerpo con una porra durante 30 
minutos. Posteriormente fue trasladado al Hogar Las Puertas, donde permaneció dos 
semanas y donde en una ocasión fue golpeado en todo el cuerpo por un trabajador social. 
Después fue trasladado al CEMEC, donde permaneció dos semanas. De acuerdo a su relato, 
el trato en el CEMEC era mejor que en los otros centros, ya que los menores podían salir al 
patio de las 9 a 12 horas y de las 14 a las 18 horas. Más tarde fue trasladado al SER, donde 
el régimen era mucho más estricto. Ahora estaba confinado a un espacio con tres celdas y 
un cuarto más grande que compartía con otros menores durante 22 horas del día. No tenía 
quejas de malos tratos, pero sufría por la falta de actividades y programas educativos, 
Añadió que cuando había estado en Las Piedras en noviembre de 2008, lo había esposado a 
la ventana y le habían aplicado choques eléctricos en la parte superior del cuerpo. 


24, 3.B.,de l6 años. Había estado detenido dos meses y le faltaban seis para cumplir su 
condena. Aunque el plazo máximo para permanecer en el centro Las Puertas era 25 días, él 
había permanecido ahi 32 días antes de ser trasladado al SER. Había sido golpeado por los 
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trabajadores sociales 15 días después de haber llegado a Puertas como castigo por cortarse 
el cuerpo. Lo habían colgado por las esposas de los barrotes de la ventana del cuarto de 
visitas, mientras cuatro guardias: Wilmar, Escuarcia, Pablo y Millán lo golpeaban y el 
cocinero observaba. Lo habían golpeado con los puños en el abdomen y el pecho y lo 
habían dejado colgando en esa posición cinco horas. El doctor le había puesto una 
inyección que lo había adormecido inmediatamente. En el SER no había sigo golpeado. El 
castigo por cortarse el cuerpo en el SER era no salir al patio durante dos dias. Otro castigo 
por “muy” mal comporamiento erá estar en aislamiento durame 30 días. La comida 
generalmente estaba bien. Los peores guardias eran los "calefones”, que eran los intemos de 
Ituzaingó. 


Centro de Internación Transitoria del Hogar Las Puertas, Montevideo 
Visita del 22 de marzo de 2009 


Información general 

25. El Hogar Las Puertas está ubicado en el centro de Montevideo y sirve como centro 
de internación transitoria para menores infractores. Los menores pueden permanecer en ese 
centro por un periodo máximo de 25 días, mientras son evaluados; después son enviados a 
los distintos establecimientos. En el momento de la visita había 19 adolescentes en la parte 
trasera y cerrada del centro, mientras 11 más se encontraban en la parte de adelante, donde 
los menores pueden salir de sus celdas y estar en la sala común de las 9 a las 19 horas. Los 
menores en régimen estricto (parte trasera) podian salir al patio, que estaba cubierto por un 
techo, durante una hora y media cada día, Las condiciones de reclusión eran muy 
deficientes. Las celdas eran espartanas y no había actividades para los ménores. El Relator 
Especial recibió varias quejas de golpizas y sanciones colectivas. Los guardias Millán, 
Willie, Julio y Chino fueron mencionados como los principales perpetradores de las 
mismas. Diez dias antes de la visita había habido un motín, duramte el cual varios colchones 
hablan sido quemados o destruidos. 


Recomendaciones 


26, El Relator Especial recomienda que se investiguen sin demora y de manera 
independiente todas las alegaciones de malos tratos, a fin de hacer comparecer a los 
responsables ante la justicia. 


Casos individuales 

27. Dos internos, de 17 años. Indicaron que habían sido golpeados por la policía 
después de su detención y examen médico, y que solo podían hablar por teléfono tres 
minutos cada semana, mientras un guardia escuchaba sus conversaciones. Uno de los 
detenidos habia permanecido en la parte trasera del Hogar Las Puertas durante cinco días. 
Anteriormente había estado en el Hogar Ariel de la Colonia Berro, de donde se había 
fugado. Explicó que había vivido en las calles un año y medio antes de que lo volvieran a 
detener. Ambos sufrían por el régimen estricto y las condiciones de reclusión. 
Especificamente se quejaban de la comida, le cual era incomible, y la situación crítica de 
falta de higiene en las celdas, en particular las ratas en el retrete y cucarachas en los 
alimentos. Uno de los internos detenidos señaló que las condiciones en el Hogar Las 
Puertas se habian deteriorado desde que él había estado detenido ahi: hacia dos años. 
Recordaba que en esa época era posible ver a un psicólogo y las condiciones del 
establecimiento eran mejores. 
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22. Un interno, de 17 años. Se escapó del Hogar Desafío en la Colonia Berro, y fue 
llevado a Las Puertas cuando fue detenido nuevamente. Llevaba un mes detenido en la 
parte trasera del Hogar Las Puertas. Antes había pasado dos días en la parte de adelante, 
donde estuvo esposado a la pata de una mesa de billar en la sala común, y fue golpeado con 
un taco de billar cuando taió de escapar. No presentó ninguna queja por miedo a 
represalias. Le comunicaron que sería trasladado a la Colonia Berro el 20 de abril, Se quejó 
por la falta de ropa y la urgente necesidad de zapatos. Asimismo, indicó que no había sido 
examinado por un psiquiatra o un psicólogo pero que recibía sedantes cada noche para 
tratar su adicción a la pasta base. Añadió que los detenidos "tenían que ladrar” para recibir 
algo de atención. 

29. M.M.O.L., de 17 años. Estuvo detenido en la Comisaría de la Seccional 19, donde 
fue esposado y golpeado en las costillas durante media hora por policías. Cuando él les 
pedia que dejaran de golpearlo, los policías le respondían que "él se estaba golpeando solo”. 
Pidió ver a un médico forense, pero su petición fue denegada. 


30. D. W.M.R,, de 17 años. Había sido llevado al hospital para que le practicaran un 
examen médico y trasladado después a la Comisaría de la Seccional 23. All fue obligado a 
sumergir la cara en una cubeta con agua varias veces. Teniendo las manos esposadas detrás 
de la espalda y esposado a la pared, fue golpeado por policias durante media hora. Había 
señales visibles en $us muñecas, y tanto los golpes como el uso de las esposas habían sido 
coroborados con un examen médico. Había tratado de ahorcarse cuatro veces desde su 
llegada al Hogar Las Puertas. Tras su último intento, el 21 de marzo, y posteriormente, 
había sido llevado a ver a un psiquiatra. Tomaba sedantes tres veces por día y 
medicamentos para dormir todas las noches, 


31. E.M., de 16 años. Habia sido detenido junto con otros tres menores cuatro días 


antes de la visita del Relator. Había dormido una noche en la Comisaría de la Seccional 26, 


donde dos policías que querían que confesara lo hablan golpeado durante una hora. Un 
oficial, vestido de civil, le ordenó al oficial en uniforme que lo golpeara. Entonces fue 
golpeado en el estómago y abofeleado en la cara, teniendo una mano y una pierna 
esposadas a un banco. Dos días antes de la visita del Relator, había sido revisado por un 
médico en el Hogar Las Puertas. Afirmó que a uno de sus amigos que había sido detenido 
al mismo tiempo le habian resorcido los testículos durante el interrogatorio. Señaló que su 
audiencia estaba programada para el 3 de abril y que le informaria al juez sobre la golpiza. 
Tenía permitido salir de la celda dos veces por día durante 45 minutos. Sus padres no vivían 
en Montevideo, por lo que no recibía visitas, Cuando fue llevado por primera vez al 
tribunal, uno de los guardias lo amenazó con golpearlo si no se portaba bien. 


32. S.,M., de 16 años. Se encontraba en el Hogar Las Puertas desde aproximadamente 
une semana. Tras ses detenido, fue llevado a la Comisaría de la Seccional 26, donde sufrió 
malos tratos. Con las manos esposadas detrás de la espalda, lo obligaron a estar parado con 
la cara tocando la pared ("plantón") durante dos horas y media. Fue golpeado en las 
costillas e insultado por dos policias, uno en uniforme y otro vestido de civil. Uno de los 
policias le golpeó los oídos, por lo que solo durante un largo rato escuchó un zumbido. 
También le dieron bofetadas. Los policias querían que confesara, y al final lo hizo. Añadió 
que las celdas eran asquerosas y que el piso estaba cubierto de dos centimetros de orma. 
También había orina en las paredes, por lo que no podía sentarse ni recostarse en la pared. 
Estuvo detenido en esa celda junto con un amigo, y había otras personas en otras dos 
celdas. La única celda que estaba limpia permanecía vacía. Después fue trasladado al Hogar 
Las Puertas donde le hicieron quitarse la ropa para revisarlo, Se quejó de que los guardias 


tardaban mucho para llevarlo al baño. Cuando vio al médico, este le preguntó si dormía - 


bien, y le recetó sedantes. También le dio medicamentos para abrir el apetito. Cuando fue 
llevado ante un juez, el policía encargado del traslado lo amenazó diciendo que le dispararia 
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silo volvía a ver en las calles. Un guardia del Mogar Las Puertas presuntamente también lo 
habla amenazado diciendo que le iba a "quebrar la cabeza” sí se portaba mal, 


33, F.R.D,A.,de 17 años, Habia sido llevado al médico poco después de ser detenido. 
Después fue llevado a la Comisaría de la Seccional 26, donde un policía presuntamente le 
pisó la cabeza mientras otros policías lo pateaban y lo golpeaban. Señaló que no lo habian 
golpeado en la cara para no dejar ninguna marsa. Él trató de defenderse y le llenaron los 
ojos de gas lacrimógeno. Le pusieron una bolsa de plástico alrededor la cabeza y la cerraron 
durante un minuto para obtener una confesión. También informó que en las 24 horas que 
había permanecido en la comisaría, había sido golpeado en cuatro ocasiones, durante 30 
minutos cada una En una ocasión, uno de los policias, que acababa de llegar en 
motocicleta, dejó el motor prendido para que se caleniara. Dos policías lo empujaron hacia 
el motor caliente y este le quemó la pierna. Asismismo, lo obligaron a desnudarse, agacharse 
y toser. La quemadara en la pierna fue revisada por un enfermero en el Hogar Las Puertas, 
a quien le contó de los malos tratos sufridos. Sin embargo, solo le dieron una venda y una 
pomada. No presentó ninguna otra queja. Por último, señaló que le habian disparado en el 
pie hacia ocho o nueve meses, y que el médico munca iba a verlo. 


34, Anteriormente, había estado detenido durante nueve meses en la Colonia Berro, 
Ahora llevaba tres semanas en el Hogar Las Puertas, dos de las cuales las había pasado en 
la parte trasera del edificio. También se quejó de la mala calidad de los alimentos y de que 
no le permitían bañarse mi ducharse, Indicó que algunos de los guardias trataban bien a los 
internos y otros no. Un guardia que los provocada y los golpeaba si se enojaban había sido 
despedido por las golpizas que propinaba. En la parte de adelante no eran comunes las 
golpizas, aunque si había peleas entre los internos. Tenía miedo de que lo llevaran de nuevo 
a la parte trasera. Indicó que ocho o nueve meses antes de la visita, había llamado al 
guardia, y como esie tardaba en llegar, comenzó una peleas. Como castigo, el guardia que 
había llamado, junto con otro, lo colgaron por las esposas de los barrotes de una ventana. 
Añadió que ese tipo de castigo era común, y que aproximadamente una vez por mes 
algunos de los internos tenían que permanecer colgados durante media bora De acuerdo a 
su testimonio, esto ocasionaba fuenes dolores en los hombros, Sin embargo, los peores 
malos tratos ocurrían en Las Piedras y en SER, También se quejó por lo falta de actividades 
educativas en el Hogar Las Puertas. 


35. La alegación hecha sobre la quemadura en la pierna fue corroborada por examen 
médico, 

36.  M,. de 16 años Fue detenido por robo, habiendo ya estado internado varios meses 
en distintos centros, de donde se había escapado 15 veces. La última vez que lo detuvieron, 
fue llevado a la Comisaría de la Seccional 19, donde los policías Je amarraron las manos y 
lo golpearon. Informó que en una ocasión utilizaron una picana. En el Hogar Las Puertas 
estaba alojado en la parte trasera y le daban sedantes para dormir, aunque no sabía cual era 
el medicamento que estaba tomando, 


37. Interno de sexo masculino, de 17 años. Estaba en el Hogar Las Puertas hacia cuatro 
meses y le faltaba un año para cumplir su condena. Cuando fue detenido por la policía, hos 
oficiales palearon la puerta, lo acostaron en la cama y lo golpearon en las costillas, a pesar 
de que él no se movía. Después fue llevado a la Comisaria de la Seccional 21. Había estado 
en otros hogares, y le gustaba estar en el Hogar Las Puertas ya que ahí nadie podía 
apuñalarlo. Un mes antes de la visita, los detemidos organizaron un motín porque no les 
habian dado comida. Los guardias llamaron al GEO y todos los detenidos fueron golpeados 
con palos de madera. Una vez terminado el motin, se inyectaron sedantes a todos los 
detenidos, Si alguien se negaba, le quitaban el colchón. Informó que los guardias los 
trataban relativamente bien, aunque a veces no les dejaban salir al patio durante dos o tres 
días. Añadió que podian recibir visitas los lunes, sábados y domingos, salvo los días 
ferindos. Con relación a los alimentos, no se quejó e indicó que recibían café o leche con 
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chocolate por las mañanas. Le gustaría que el centro fuera arreglado y que ellos pudieran 
trabajar. 

38. G.V., de 15 años. Fue condenado por homicidio. Se habia escapado de Las Piedras 
y le quedaban 16 meses para cumplir su sentencia de dos años, En Las Piedras había sido 
golprado por patear la puerta cuando queria ár al baño. El guardia que lo golpeó fue 
removido de su empleo. Añadió que los guardias en el Hogar Los Puertas a veces 
insaltaban a los internos o les pegaban en la cara. 

39. Interno de sexo masculino, de 17 años. Fue condenado por rapiña. Había estado 
detenido en el Hogar Homeros, pero se habla escapado porque tenía sed. Cuando fue 
detenido nuevamente estaba deprimido, por lo que se cortaba el cuerpo con vidrio. Dos 
guardias del Hogar Las Puertas presuntamente lo habían golpeado. Debido a su adicción a 
la pasta base, había tratado de escaparse para buscar más. En total, se había fugado nueve 
veces. Añadió que le gustaría que legalizaran la marihuana para poder dejar de consumir 
pasta base. Sobre la comida, dijo que era asquerosa. También señaló que había cucarachas 
en las celdas y que había un olor terrible en el baño. 


Comisaría N* 1, Montevideo 


Visita del 22 de marzo de 2009 


información general 

40. Durante la visita, había dos detenidos em dos celdas espaciosas con rejas. Los dos 
estaban profundamente dormidos en bancas de concreto. Uno de ellos era menos de edad. 
La comisaría también disponía de tres celdas cerradas, las cuales eraa muy pequeñas y no 
tenían loz. Había vómito fresco en una de esas celdas, pero el oficial encargado afirmó que 
nadie había estado detenido en esa celda desde hacía más de 12 horas. 


Cárcel Central, Montevideo 
Visita del 23 de marzo de 2009 


Información general 

41. La Cárcel Central y la Jefatura de Policía se encuentran ubicadas en el mismo 
edificio, en el centro de Montevideo. Esta cárcel parecía la institución con mejores 
condiciones de todo el país, Habla espacio pare todos los detenidos, ya que estaba ocupada 


solo al 70%. Los presas contaban con celdas irmdividuales, la mayoria de ellas equipadas . 


con una televisión. Compartían las áreas comumes, a saber, un gimnasio, biblioteca y 
cocina, que eran financiadas por los mismos presos, ya que todos pertenecían a un 
segmento más bien rico de la sociedad. Asimismo, los presos tenían ordenadores en las 
salas educativas, donde podían tomar cursos de Computación. También recibían comida de 
restaurantes y supermercados locales, entre otros beneficios. Las puertas de las celdas 
permanecian abiertas las 24 horas del día Los detenidos podían recibir visitas casi todos los 
días y une visita conyugal durante una hora y medis cada semana, aunque esta no podía ser 
por la noche También se les permitía ir al patio interior a hacer ejercicios una hora por día, 
El Relator Especial no recibió ninguna queja. 
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"La Reja" (Jefatura) — Área de traslado, Montevideo (primera visita) 
Visita del 23 de marzo de 2009 


Información general 

42. La Jefatura de Policía está ubicada en el mismo edificio que la Cárcel Central. Cada 
una de las distintas divisiones de la policía (hurto y robo; homicidio; delos económicos y 
financieros, etc.) cuenta con sus propias celdas. Asimismo, la planta baja de la Cárcel 
Central cuenta con módulos de detención —dos jaulas grandes y una celda cerrada para 
presuntos agresores sexuales— las cuales son utilizadas como un área de traslado para los 
detenidos que serán enviados a las distintas prisiones. Los detenidos pasan varios días en 
estos módulos. Las jaulas no tenían acceso a la luz del día ni tenían ningún equipamiento 
básico; los detenidos tenían que dormir en el piso ya que no había colchones. El Relator 
Especial fue recibido por el Jefe de Policia de Montevideo, Néstor Artigas Lema. 


Casos individuales 


43, Raúl Rivero, de $0 años. Señaló que no tenía ninguna queja de tortura porque había 
confesado inmediatamente. Pidió ser trasladado al módulo 17 del COMCAR y solicitó 
asistencia al Relator Especial para ello. 


44, — Un detenido. Informó que lo habian llevado a la Comisaría de la Seccional 26, 
donde Je esposaron los pies y las manos. Presuntamente fue golpeado y pateado por un 
policía en la cara y el estómago Fue ¡llevado a ver a un médico, pero no denunció el 
maltrato. También indicó que otros detenidos también habían sido golpeados y que los 
policías les habían apretado los testiculos. No tenía quejas de los alimentos, pero señaló que 
Je gustaría que hubiera alguna actividad educativa. 


45. José de Matteis, de 45 años, Fue arrestado el 19 de marzo cn a li 
auto de la policía y después trasladado a otro vehículo sin señas oficiales. Fue llevado a la 
Comisaria de la Seccional 7 en San José, donde lo obligaron a desnudarse y lo llevaron a un 
calabozo en el que permaneció seis horas, El 20 de marzo se quejó de problemas de asma, 
por lo que fue llevado al hospital en Montevideo para que le realizaran un examen médico. 
Después del examen regresó al calabozo. El 21 de marzo fue trasladado a la Comisaria de la 
Seccional 4, donde lo desnudaron y lo metieron en una celda de cara a la pared, mientras 
dos policías lo golpearon y lo patearon en las piernas, espalda, cara y riñones. También le 
echaron agua y tuvo que permanecer mojado durante siete horas. Cuando fue llevado ante 
un juez pidió ver a un médico forense. De acuerdo a su testimonio, el médico le informó 
que tenía los testículos y los riñones inflamados. 


46. Tres dias después de la entrevista con el Sr. De Matteis, el Relator Especial lo vio 
nuevamente en la Jefatura de Policía Tenía el ojo derecho morado € inflamado e informó 
que tres de los detenidos que habían sido emtrevistados por el Relator Especial el 23 de 
marzo habían sido sacados de sus celdas e interrogados sobre la información que habían 
proporcionado al Relator Especial, Ver.abajo, visita de 26 de marzo de 2009 


47. Pablo Miguel Nesse Torterolo, de 38 años, fue detenido el 20 de marzo por vender 
drogas. Fue golpeado con un tuto de goma durante la detención. Se quejó de la falta de 
alimentos y del hecho de que le pusieran en un calabozo que estaba lleno de excrementos, 
No tiene familia. 

48. Un detenido, de 20 años, Fue detenido el 26 de marzo por policías vestidos de civil. 
La policía presuntamente había encontrado dinero en su domicilio, y se.presumía que lo 
había obtenido gracias a la venta de drogas. La policia le dijo que lo habian filmado 
vendiendo drogas, aunque él aseguró que era inocente. Tadicó que la policía lo amenazó con 
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detener también a so madre y su hermano. No se quejó de haber sido golpeado, pero señaló 
que lo habisn esposado y desnudado. 

49. Marcos Eduardo Pineda Tejera. Fue llevado a la Comisarla de la Seccional 
Primera antes de la visita. Tenía el brazo derecho enyesado La policía le cortó 


aproximadamente 15 centimetros del yeso para ver si escondía algo, Fue golpeado y 


pateado hasta sangrar por dos policías y dos oficiales de la “banda” especial mientras se 
mantenía parado contra una pared. También fue esposado a las barras de metal de la celda 
grande situada en el lado izquierdo de la parte trasera de la comisaria. Los policías querian 
que confesara un delito. Debido a que fue golpeado y pateado en la cabeza, perdió el 
conocimiento en algún AE según sus cálculos. 
Cuando despertó, tenía costuras debajo del ojo derecho, 


$0, El médico forense no pudo corroborar esas alegaciones debido a que la cicatriz y las 
saturas no eran recientes. 


Hospital Psiquiátrico Vilardebó, Montevideo 
Visita del 25 de marzo de 2009 


Información general 

SJ). El Hospital Vilardebó se encuentra en un edificio antiguo y venido a menos en el 
centro de Montevideo. El Relator Especial fue recibido por la directora adjunta, Sra, 
Patricia Labraga En el hospital había dos tipos de pacientes: pacientes con un perfil 
psiquidtrica/psicótico y otros con antecedentes penales, cuya internación se basaba en una 
order judicial. Estos últimos habían cometido un delito en un estado mental afectado o se 
habían enfermado en prisión. Los hombres cuya privación de libertad se basaba en una 
orden judicial estaban internados junto con otros pacientes en la Sala 11, la cual estaba 
dividida en las secciones habitaciones) A y B, rodeadas por un patio. En la Sala 11 había 
también un gran comedos y cuatro celdas pequeñas. Cuando los pacientes llegaban de los 
tribunales, eran llevados a las celdas pequeñas o calabozos en la entrada, por un periodo 
máximo de 48 horas para realizar una evaluación. Estos calabozos también se empleaban 
para los pacientes agresivos, pezo nunca como castigo. En ocasiones se wilizaban medios 
de sujeción pero no como un castigo. A los pacientes les daban sedantes si entraban en una 
crisis psicomotora, En algunos casos, los pacientes tenien que estar fisicamente sujetados a 
bna cama. Cuatro o cinco guardias les amarraban las manos y los pies con cintas. Sin 
embargo, esto ocurría en Muy pocas ocasiones en la habitación donde dormían, o en una de 
las celdas pequeñas. Las mujeres privadas de libertad estaban internadas en la Sala 17. 


$2. Un problema grave cra la lentitud del sistema judicial, que llevaba a que algunas 
personas en Vilaróebó mucho más tiempo del necesario. Asimismo, había 
hacinamiento en el hospital, faltaban camas y personal calificado. Tampoco había espacio 
suficiente para separar a los pacientes por categorías. Solo un grupo muy pequeño de 
pacientes preventivos podían ser dados de alta por los médicos, y la mayoría tenía que 
esperar una resolución de los tribunales, 


Casos individuales 


53. — Rubén Darío Acosta, de 50 años. Llegó al hospital en febrero. Indicó que la comida 
era aceptable y que las condiciones generales eran buenas. De acuerdo a su testimonio, las 
salas de los sectores A y B (Sala 11) estaban abiertos de las 9 a las 21 horas. Podían recibir 


visitas los domingos y martes de 14.45 a 1745 horas. Sin embargo, las visitas eran. 


restringidas si el paciente 56 ponia violento, 
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54, — Pedro Martín Torres, de 28 años. Pasó un año en el COMCAR y llegó a Vilardebó 
en septiembre de 2009. Indicó que la situación en el hospital era mucho mejor que en el 
COMCAR. Señaló que el personal en general trataba bien a los pacientes, y que solo lo 
habían golpeado en una ocasión por romper una televisión. 


55. Pablo Marcelo Oliveira Piris, de 24 años. Había estado detenido en un calabozo 
con otra persona durante siete días. Indicó que lo habian llevado al calabozo porque pedia 
que se protegieran sus derechos básicos en la prisión de Río Negro, donde había estado 
antes. Añadió que el hospital era mucho mejor porque le respetaban sus derechos, el trato 
del personal era muy bueno y los pacientes podian salir al patio. Se quejó de no haber 
podido ver al médico en la prisión y de que tenía que cortarse para pedir ayuda. También 
indicó que le gustaría vender artesanias para poder enviar dinero a su hijo para que lo visite, 
56. Un detenido, de 32 años. Sufría de epilepsia y tenía que permanecer en un calabozo 
durante cuatro días, porque habia abierto la puerta de la habitación grande en la noche y 
habia salido afuera. Indicó que en otra ocasión había estado 11 dias en el calabozo, Tenía 
miedo porque no podía salir y no sabía cuánto tiempo más tenía que pasar en el calabozo. 
Fue internado en el hospital por orden de un juez debido a sus problemas psiquiátricos. El 
personal médico informó al Relator Especial que no habis pasado más de dos días en el 
calabozo, 


57. Dalton Eduardo Pereira Conti, de 23 años. Sufria de epilepsia y había sido 
condenado por robo. Estaba en el hospital desde hacía cuatro meses. Indicó que la 
alimentación era de buena calidad Señaló también que cuando los pacientes se peleaban los 
llevaban al calabozo como castigo entre 4 y 15 dias. Mencionó que se había educado en las 
calles. Tenía un amigo en otra sala con quien tomaba mate y jugaba a las cartas. También 
señaló que su madre lo maltrataba y no le daba dinero, pero que durante un tiempo había 
asistido a una escuela de discapacitados, 


$8. — Gustavo Martínez, de 53 años. Había sido privado de libertad por orden de un juez 
y estaba en la sala 11B desde hacía ocho días. Indicó que sufría a causa de su detención y 
de la falta de actividad, y que necesitaría ver a un psicólogo para mejorar su salud. Señaló 
que su familia lo visitaba con regularidad pero que no permitía que sus hijos lo vieran en el 
hospital. Finalmente, se quejó de la calidad de la comida. No presentó ninguna queja de 
malos tratos. 


59. Roberto Adrián Diaz, de 29 años. Era adicto a la pasta base y se encontraba en 
detención en la sala 11B por orden judicial desde hacía cuatro meses. Informó que los 
calabozos eran utilizados para separar a pacientes con conflictos o para tranquilizarios, pero 
que en ocasiones también se usaban basta 20 días como castigo. 


Penal de Libertad, Montevideo 


Visita del 25 de marzo de 2009 


Información general 
60. El penal de Libertad, que fue un símbolo de la tortura y el trato inhumano durante la 
dictadura, sigue funcionando con el mismo nombre cínico. El director interino, Mayor 


Leonardo Rafael Condé Boceardi, explicó que Libertad era la cárcel más dura de todo el - 


sistema penitenciario, con medidas específicas de seguridad. Los reclusos eran trasladados 
a Libertad de otras cárceles por ser considerados peligrosos, reincidentes o haber estedo 
involucrados en intentos de fuga o motines, 
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61. No había ninguna separación entre los 235 presos preventivos y los 34] condenados. 
En los cinco últimos meses la población penitenciaria había aumentado de 580 a 1.200 
internos. Por cada preso que salia de Libertad, ingresaban varios nuevos. El personal se 
componía de 300 personas, incluidas 20 mujeres. 

62. Más de 20 reclusos habían muerto en el penal en los tres últimos años. Cada caso de 
muerte presuntamente era investigado por un médico forense, y al parecer no constaba 
ningún caso de suicidio, 

63. El penal de Libertad cuenta con cuatro regimenes de detención diferentes: 

a) "Las Latas” son contenedores de metal construidos en 2003 como celdas 
temporales, ya que el edificio central había sido parcialmente destruido en un morín, 
Debido al alto námero de personas privadas de libertad, los contenedores seguían en uso, 
Las Latas tiene cuatro sectores de los que dos son para internos de "comportamiento 
especial” e internos que exigen medidas de seguridad más estrictas (E y F) Las condiciones 
en todos los comenedores eran espantosas y revelaban una falta completa de respeto por la 
dignidad humana de los internos y de los guardias. Los contenedores no tenían ventanas 
sino una abertura muy pequeña de un lado, En verano, las temperaturas en estas latas de 
acero eran muy elevadas y los intemos tenian que tomar tumos frente a la pequeña abertura 
para poder tener suficiente oxigeno para respirar. El sistema de drenaje estaba colapsado. 
Los internos tenían restringido el acceso al agua, por lo que se veían obligados a beber del 
retrete. Además, para orinar y defecar tenian que usas bolsas y botellas de plástico que 
tiraban después al patio común de cada modulo, Como resultado de esto, los contenedores 
estaban rodeados de montones de basura, lo que producía un olor insoportable, Los internos 
solo podíar salir de las celdas como máximo cuatro horas por semana. Era muy dificil 
obtener atención médica, por lo que los detenidos se hacían cortes en el cuerpo para que los 
llevaran a ver a un médico. Los alimentos proporcionados por el personal de Libertad eran 
prácticamente incomibles. El Relator Especial recibió un gran número de quejas sobre las 
condiciones inbumanas de detención, la falta de atención médica, así como el trato en 
general. El día de la visito, había 251 ímtermos en los contenedores. Dos o tres personas 
compartian cada contenedor. 

b) "La Isla" es un pequeño edificio separado con varias celdas de aislamiento, 
Estas se utilizan ya sea como castigo o como medida de seguridad, o para internos que 
prefieren estar aislados. Durante la dictadura, la Isla era particularmente conocida por la 
tortura que ahí se infligía. Hoy, las condiciones de reclusión varían en cada celda, pero 
lo general se ajustan a las normas internacionales. Había diez internos en la Isla el día de la 
visita, y ninguno presentó quejas. 

ce) "El Celdario” es un edificio de ladrillo de cinco pisos donde se alojaban $87 
internos, repartidos entre uno y tes por celda. Las celdas de máxima seguridad se 
encontraban en los pisos primero y quinto. Los internos del Celdario tenían más espacio 
que los de Las Lates, aunque no todos tenían colchones. Las celdas estaben limpias y las 
ventanas permitían que entrara luz natural, Sin embargo, el régimen era igual de estricio, ya 
que los internos solo podian salir por un máximo de cuatro horas por semana. La 
RIP DE TURNOS PER CE de E RA PE 
de trabajo, recreación, capacitación o alguna otra actividad de rehabilitación. 


d)  Enlas "Barracas” había 50 internos, que se alojaban allí gracias a su buen 
comportamiento. Éstos internos gozaban del derecho al trabajo y al estudio, y al parecer 
disponían de más espacio, 

64. Además de las numerosas quejas por las condiciones de reclusión inhumanas, el 
Relator Especial recibió muchas quejas sobre inspecciones muy intrusivas, incluyendo 
búsquedas en las cavidades corporales cuando las familias iban a visitar a los internos. Otra 
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queja recibida de varios internos era que las familias no podían visitarlos, porque muchos 
eran de lugares lejos de Montevideo. 


65. — Cuando se planteó la cuestión de las condiciones de detención inhumanas al jefe del 
sistema penitenciario, que había estado presente en la visita del Relator Especial, este las 
defendió con firmeza indicando que esos internos eran los peores criminales y no merccian 
un mejor trato. El director interino señaló que se necesitaban más guardias y más equipo 
tecnológico, como computadoras, cámaras de vigilancia y un sistema médico 
computarizado, entre otros. 


Casos individunies 


"Las Latas" 

66. — Gustavo Figueroa, de 50 años. Padecía de cáncer estomacal e iadicó que no había 
recibido ningún tratamiento médico. Añadió que sas familiares le llevaban medicamentos 
durame las visitas pero que los guardias no le permitían guardarlos. 

67. - Gustavo Estela y Fernando Castro, ambos de 35 años. Habían estado dos meses 
en su celda sia salir al patio y no les permitían recibir visitas. Señalaron que recibían poca 
agua durante el día por lo que se veían obligados a beber del retrete, Los dos indicaron que 
no habían recibido ni pan ni agua como represalia después de las visitas del Comisionado 
Parlamentario. 

68, Daniel Leonardo Amarante González, estaba en Las Latas desde hacía ocho 
meses, Del 1* al 11 de marzo mantuvo huelga de barnbre, para que lo llevaran ante el juez. 
No recibió asisencia médica hasta estar casi en estado de coma. 


€9, Jorge Ever Bedoya, de 32 años (celda 211), Estaba en Las Latas desde hacía dos 
años y medio, y antes había pasado ocho meses en el COMCAR., Era el "aguatero”, el que 
distribuía agua a los 130 internos en ese sector, durante dos horas cada día. Indicó que le 
gustaba trabajar, pero que el trabajo era muy duro y no siempre había agua. Por lo tanto, los 
internos tenían que beber del retrete y usar bolsas de plástico para defecar. Señaló que 
como la situación era tan precaria en Las Latas y las revisiones bechas a las visitas faltaban 
gravemente al respeto y eran deshumanizadoras, había pedido a su madre que no lo visitara. 


70.  Paullo Francia Arau, estaba en Las Latas desde marzo de 2005. Había sido 
extraditado de Brasil y estaba cumpliendo una condena de 22 años. Solo le permitían ir al 
patio los viernes y sábados. No recibía visites porque era extranjero y el teléfono del sector 
llevaba más de un año sin funcionar, por lo que no podía hacer llamadas, Se había 
lastimado la mano cuatro días antes de Ja visita pero no habia recibido atención médica. 
Indicó que en 2006 los guardias lo hablan golpeado, causándole una fractura en uns 
costilla, y le habían disparado con una bola de goma entre el pene y el aro. No había sido 
llevado a un médico forense hasta meses después. 


71. Antonio Elías Arellano Vidart (celda 203). Ingresó al penal de Libertad en 1999 y 
fue trasladado a Las Latas el 29 de agosto de 2003, Fue trasladado al COMCAR en dos 
ocasiones, en 2008 y 2009, y después de nuevo a Libertad, De acuerdo con su testimonio, 
las condiciones ea el COMCAR eran "diez veces mejor que en Libertad”. En Libertad había 
una falta completa de respeto. Cuando su esposa lo visitaba, la obligaban a desnudarse y los 
guardias realizaban cuatro o cinco revisiones vaginales cada vez. Por ello, le había pedido 
que ya mo Jo fuera a visitar. También se quejo de la falta de agua y del poco tiempo que 
podían salir al pario. Indicó que había sido golpeado por los guardias y que tenía marcas de 
balas en la espalda. Añadió que tenía que cortarse para recibir atención médica. Pidió que 
se respetaran los derechos básicos de los reclusos, en particular los de aquellos son 
enfermedades crónicas o infecciosas. Señaló que había trabajado con una ONG local y con 
el Comisionado Parlamentario, Por último, expresó su deseo de que le redujeran la pena. 
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72. Sebastián Rodríguez Pérez (celda 202). Estaba en el penal de Libertad desde hacía 
cinco meses y previamente había estado en el centro penitenciario de Canelones. Indicó que 
lo acusaban de rapiña y que llevaba dos o tres años esperando su juicio. Aún no lo habían 
condenado. Se quejó de la falta de agua y de la necesidad de defecar en bolsas de plástico. 
Añadió que muchas veces les pedía agua a los guardias, pero como no atendían su pedido, 
se veía obligado a cortarse pare poder tomar agua en el centro médico, indicó que no le 
gustaba cortarse pero que era la única forma de que le prestaran atención. Por último, 
agregó que llevaba 45 días sin salir de su celda. 


7. Washington Martín Bello Silva, de 21 años (celda 109) Fue condenado a seis años 
y tres meses por robo con violencia y se encontraba en Libertad desde hacía siete meses, 
Tenía varias heridas autoinfligidas en el cuerpo. informó que había sido trasladado de la 
cárcel Florida, más cerca de donde vivía su familia. Añadió que le gustaría ser trasladado a 
un higar más cercano a su casa para poder ver 2 3u familia, 


74, — Custavo Antonio Silva Ferreira (celda 113). Anteriormente había estado preso en 
la cárcel de Rocha, donde pasó encerrado en celda de aislamiento ocho dias. Después de 
eso fue procesado y trasladado a Libertad, pero nunca le informaron los cargos que se le 
imputaban. Había estado detenido durante ocho meses sin juicio. Se cosió la boca y 
mantuvo huelga de hambre por 20 días, Sufría del mal de Parkinson y no recibía atención 
médica adecuada, a raíz de lo cual tenía que infligirse heridas en el cuerpo para que le 
dieran líquidos intravenosos. Añadió que los guardias no entendían su enfermedad. 
Compartía la celda con un hermano que lo ayudaba a cuidarse. Indicó que era muy costoso 
para su familia visitarlo, y que deseaba ser trasladado a una prisión más cerca de su casa 
para poder ver a la familia. Por último, se quejó de la necesidad de beber agua del retrete. 


75, Ernesto Rondeado Chappe. Estaba en el penal de Libertad desde hacia diez años. 
Era el fajinero, responsable de distribuir el pan, la leche y limpiar el patio. Indicó que tenía 
buen comportamiento desde 2001 pero que no había sido trasladado de Las Latas a otro 
lugar. Añadió que le gustaria tener la posibilidad de trabajar. 

76. Nicolás Benítez (celda 103) Indicó que deseaba tener un espacio donde escuchar 
música, hacer artesanías y haces deporte, ya que los hombres de entre 20 y 30 años de edad 
necesitaban un lugar para descargar su energía. Le gustaria demostrar que tiene la voluntad 
de rebabilitarse, pero no ha podido hacer nada desde 2006, cuando fue trasladado a Las 
Latas. Informó que sufría de alergias y que no había recibido atención médica. 


TI. Esteban Andrés Da Silva Dornellez. Había estado esposado durante tres horas en 
la entrada de Las Latas, bajo el sol y sin poder usar el retrete, Estaba esperando ser 
trasladado al sector E, pero no había celdas disponibles. Lo iban a trasladar porque era 

constantemente en su celda anterior. Había estado detenido un tiempo en el 


golpeado 
COMCAR, donde, según indicó, había un alto grado de consumo de drogas, Llevaba preso * 


poco más de un año. 


78. Carlos Javier Darrosa Vitali, de 25 años. Había recibido amenazas de muerte y 
tuvo que ser trasladado del sector B después de informar a los guardias que uno de los 
internos estaba en posesión de un cuchillo, Era VIH positivo e indicó que solo recibía 
medicamento esporádicamente, Añadió que compartia sa celda con otros internos. Tenía los 
brazos cubiertos de heridas autoinfligidas para tener acceso a tratamiento médico, Fue 
liberado dos días después de la visita del Relator Especial, y fue visto por la calle por uno 
de los miembros de la delegación unos días después de la visita. 


79. Álvaro Gastón Santos, de 29 años (celda 104). Estaba detenido en Las Latas desde 
hacía seis meses. Señaló que la comida era terrible y que no había agua en la celda y se veía 
obligado a beber del retrete. Había sido castigado por tratar de escapar, y sufrido varias 
golpizas. Añadió que habían pasado unos meses desde la última golpiza y se quejó de que 
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los guardias no hacian nada por impedir los golpes. Le gustaría poder trabajar, con miras a 
su rehabilitación, pero no existía la posibilidad debido a que siempre estaban encerrados, 


80.  Andel Trindale Muñoz, de 25 años (celda 122), Se encontraba en Las Latas desde 
2005. Explicó que se había lastimado la mano jugando al fútbol una semana antes de la 
visita del Relator Especial y que no había recibido tratamiento médico. Su mano izquierda 
presentaba una herida seria e inflamación. Estaba en régimen de castigo y señaló que no 
había podido salir al patio en 30 días, 


81. El examen médico forense corroboró la información proporcionada por el interno. 
Tenía heridas recientes en la mano izquierda con señales de importante inflamación, De 
acuerdo con los resultados del examen, el interno no había recibido atención médica. 


$2, Neto Fabián Sierra y su hijo (celda 108), Habian sido trasladados de la cárcel La 
Tablada como castigo, inicialmente por un periodo de tres meses. Sin embargo, ya habían 
uscasido Jos toun 2uenos y 20 suban cul era. la sand por da que seguían. 6 el panel de 
Libenad. 


83, Gary de los Santos, de 29 años (celda 107) Era uno de los delegados de los 
reclusos. Señaló que las autoridades no dejabám que el grupo de trabajo de delegados 
realizara su trabajo correctamente. Su único logro había sido que se pintara la cala de 
visitas. Añadió que la policía utilizaba balas de goma comúnmente para dispersar tensiones 
o disputas entre los internos, durante las dos a cuatro horas por semana que pasaban en el 
patio jugando al futbol. 

$4. Enrique Rafael Cahez Silva, de 42 años. Era delegado de los reclusos. Estzba 
preso desde 1989 y habia sido trasladado a Las Latas en 2003. Tenía una celda individual. 
Se quejó de estar completamente encerrado todo el día y de la terrible situación higiénica. 
Indicó que solo lo dejaban salls al pario los jueves y viernes durante una hora y media. Se 
quejó también de la calidad de la comida y señaló que normalmente no se les permitían a 
los internos recibir alimentos traídos por sus familiares. También señaló que los registros a 
las visitas eran muy duros. Las visitas se terjan que desnudar y eran registradas antes de 
entrar a la cárcel. Durante las requisas a los internos, estos tenían que Salir de sus celdas, 
quiterse la ropa y pararse con las piernas abiertas afuera de las celdas. También eran 
golpeados con cables, cachiporras y otros palos, y en ocasiones los guardias des apuntaban 
con rifles. Estas requisas se llevaban a cado cada 30 días, y por lo regular recibian 
sanciones colectivas. Sin embargo, la última requisa había sido en Navidad. Un cestigo 
colectivo común era prohibir la salida al patio si había una pelea entre dos internos. Por 
último, indicó que "tenía que haber sangre” para poder ver a un doctor y que habitualmente 
los golpeaban en el trayecto al médico. Según su testimonio, lo peor era la falta absoluta de 
ividad 


85, Interno, de 26 años. Estaba preso desde hacía seis años y había pasado el último año 
en Las Latas, en una celda con dos otros internos. Indicó que quienes podían pagar eran 
puestos en celdas "normales”. Señaló que el 15 de febrero un guardia había entrado en su 
celda y queria despertar a su amigo a golpes con un palo y a puñetazos, Cuando él pidió a 
los guardias que no lo golpearan, bicieron salir de la celda a los tres internos y Jos patearon 
durante 15 miautos. También les golpearon las rodillas. Después él fue sacado del sector 
para que los otros internos no pudieran ver lo que ocurría, Según su testimonio, los golpes 
continuaron durante 15 minutos, y cesaron cuando el supervisor de los guardias llegó al 
lugar de los hechos. Indicó que no había dónde presentar una queja. Sin embargo, señaló 
que los maltratos y golpizas se habian reducido desde 2004-2005, 


86. Gerardo Manuel Beledo Da Silva (celda 101). Indicó que su mayor queja era el 
hacinamiento en Las Latas, que producía serias tensiones entre los internos. En ocasiones 
no les daban pan, leche o agua, y no les permitían tener sas propios alimentos. A veces po 
tenían agua por dos días. Tembita señaló que las visitas eran maltratadas: les hacían 
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quitarse la ropa y les hacían registros en las cavidades corporales. Con relación a los 
servicios de salud, indicó que necesitaba medicamentos pero que no se los daban. Los 
internos tenían que hacerse cortes profundos en las venas para poder recibir atención 


médica. Los guardias siempre estaban en una posición gunadora, ya que podían sacar a los 
internos de las celdas y golpearios con palos. Señaló que no había habido una requisa en 
mucho tiempo. Durante las requisas, los internos tenían que pararse desnudos afuera de sus 
celdas. Los golpeaban de manera regular y por la mínima desobediencia. Indicó también 


castigo; no obstante, había algunos iritemos que también eran llevados a las celdas de 
aislamiento del quinto piso del edificio principal como castigo. Añadió que los guardias 
utilizaban gas lecrimógeno dos o tres veces por mes y que las requisas eran 
aproximadamente cada dos meses, aunque habían pasado casi cuatro meses desde la última. 


La Isla 


87. Jorge Edgar Guevara Medina. Había estado detenido en La Isla desde hacia un 
mes como castizo, No le permitían salir al patio ni recibir visitas. Su celda era oscura, con 
barras de metal y una reja de madera, lo cual impedía que entrara la luz del sol Él y el 
interno de al lado compartían una biblia, de la cual él leía y escribia frases en la pared. 


88. Gonzalo Damián Scanzerra Sosa, de 25 años, En la Isla desde hacía diez días. No 
sabía por qué lo habían trasladado de Las Latas, pero se quejó de haber sido golpeado por 
otros internos y per los guardias, Cuando pidió ver a un médico, presuntamente le dijeron 
que solo lo Nevarían si se prendía fuego. Se quejó de la falta de agua y electricidad. 


Celdario (Edificio Central) 

89. — Julio César Barragán Millán, de 26 años. Fue detenido por posesión de drogas, le 
dispararon y se quebró la pierna durante el arresto. Desde su detención no había recibido 
atención médica adecuada. En la fecha de la visita, no podía caminar sin muletas. Esto era 
problemático porque tenía que subir y bajar cuatro pisos por escaleras cuando recibía 


visitas. Informó al Relator Especial que tendria una cita con un médico forense para la 


siguiente semana. Se quejó por la falta de agua y por la comida, que consistía en una sopa 
aguada y era incomible, 


90. Christian Alfredo Ramajo. Había estado detenido anteriormente en el COMCAR y 
había sido trasladado a Libertad seis semanas antes de la visita del Relator Especial. 
Llevaba más de dos años esperando su juicio. Señaló que había agua y que podía salir al 
patio dos veces por semana. Indicó que un guardia había encontrado un teléfono móvil en 
su celda y lo había castigado. Indicó también que había querido aborcarse, Debido al estado 
frágil de ese interno, el Relator Especial pidió a las autoridades del penal que le prestaran 
atención especial. 

91, Nelson Nuñez Dinelli (celda 54). indicó que tenía una úlcera y que no había 
recibido atención médica. 


92. Héctor Eduardo Sapieri Alcántara, Señaló que la herida de una cirugía que había 
tenido anteriormente se había reabierto y que no había recibido atención médica. Debido a 
sa situación, el Relator Especial pidió a las autoridades del penal que le prestaran la 
atención médica necesaria, 

93. Richard Marcelo Costa Silva, de 22 años (celda 56). Estaba detenido en Libertad 
desde hacín cuatro meses. Se quejó de la falta de alimentos suficientes. Indicó que había 
recibido $4 disparos con balas de goma. También se quejó de las revisiones vaginales a las 
mujeres cuando los visitaban en Libertad. 
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94, Vito Carlos Alvez, de 28 años. Había pasado detenido en el COMCAR y en 
Libertad ocho años. En una ocasión no lo dejaron salir al patio durante 60 dias como 
castigo. El día de la visita, el suministro de agua funcionaba, pero habían pasado varios días 
sin egua, También señaló que le habían arreglado la luz en su celda dos días antes debido a 
la visita del Relator Especial Debía llevar una dieta especial porque era VIH positivo. Sin 
embargo, no recibía la alimentación adecuada y su familia tenía que llevarle los alimentos. 
Había estado en aislamiento durante ocho meses en 2008, por lo que babía comenzado una 
huelga de hambre y había sido golpeado. Cuando se quejó y pidió atención médica, fue 
golpeado ruevamente. El médico nunca lo atendió, Señaló que era golpeado regularmerte 
durante las requisas. Sin embargo, no se quejaba con el juez porque lo golpeaban 
nuevamente o le inflingían otro tipo de represalias, Aunque era VIH positivo, no recibía 
ningún medicamento y sentía que era tratado como un animal. Si quería ver a su familia 
tenía que pedirlo por escrito, y no la veía desde hacia cuatro meses y medio. Habia estado 
en esa celda seis meses, y en total había estado en aislamiento durante dos años. Le gustaría 
estar en celdas con otros internos. 


Colonia psiquiátrica Dr. Bernardo Etchepare y Santín Carlos Rossi 
Visita del 25 de marzo de 2009 


Información general 

95. El Relator Especial fue recibido por el Sr. Osvaldo del Campo, director de la 
institución. La Colonia Dr, Bernardo Etehepare y Santin Carlos Rossi es una institución 
para pacientes psiquiátricos, ubicada en un parque, con más de 20 pabellones distimos. 
Dentro de la colonia hay un pabellón de alta seguridad, donde se encuentran los pacientes 
privados de libertad por orden de un juez, así como pacientes que no son delincuentes pero 
son considerados peligrosos. En total, había 59 pacientes internados por orden judicial que 
vivían en los distintos pabellones, incluso en pabellones abiertos, La duración promedio de 
la internación en la institución era de 20 años. Los pacientes eran distribuidos en los 
distimos pabellones según su enfermedad. 

96. El pabellón de alta seguridad tenía capacidad para 20 cames. Sin embargo, el dia de 
la visita había 22 pacientes, Según la psiquiatra que trabaja en el pabellón, Beatriz Pastumo, 
los médicos veían a los pacientes tres veces por semana. Los médicos tenían sus oficinas en 
otro edificio. Si,un paciente entraba en crisis psicomotora, podia ser contenido por los 
médicos, a veces con la ayuda de otros pacientes. La psiquiawra informó también que en 
ocasiones se enviaba a alcohólicos a la coloría, aunque estos no tuvieran ringura 
enfermedad mcatal. También habia drogadictos internados que no tenían familiares. No 
había menores en la colonia y no había un pabellón de alta seguridad para mujeres. Si había 
problemas entre mujeres, las involucradas eran enviadas a Vilardebó. Habia muchas 
personas que trataban de escapar. El personal sugirió que se mejoraran las condiciones 
materiales de varios pabellones y que se ofrecieran programas educacionales u 
ocupacionales a los pacientes. 

Casos individuales 


97. Jorge Miranda. Era de Paysandú y fue trasladado a Etchepare después de haber 
estado detenido en el COMCAR. Había pasado tres años en un pabellón abierto, pero ahora 
estaba internado en el pabellón de alta seguridad, donde ya había habido tres muertes. 
Indicó que tenía una novia en uno de Jos pabellones. 


98. Luis Alberto Olivera Martínez. Había estado detenido en el COMCAR y había 
sióo trasladado a Etchepare hacía dos años. Indicó que tenía una herida de una cirugía que 
no había sido tratada. Añadió que en general lo trataben bien, pero que no le daban ropa. 
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99. Paciente masculino. Vivia en Etchepare desde hacía 20 años, y antes había estado 
en el Hospital Vilardebó. Habia sido alcohólico, por lo que recibía choques eléctricos, lo 
cual según £l era el único tratamiento que le ayudaba. 


Pabellón femenino, Cárcel Departamental de Canelones 
Visita del 25 de marzo de 2009 


Información general 

100. El Relator Especial fue recibido por la Sra Blanca Esmit, encargada. El pabellón de 
mujeres está completamente separado del pabellón de hombres y solo trabaja allí personal 
femenino. Es una de las dos cárceles para mujeres más grandes del país. El pabellón estaba 
compuesto por seis dormitorios, una cocina y un patío relativamente pequeño. 


101. El día de la visita habie un total de $7 internas, es decir, un porcentaje de 
hacinamiento de casi 90%, ya que la capacidad de la cárcel es de 50. Había cuatro mujeres 
embarazadas y cuatro que vivían con sus hijos de hasta 4 años. Los niños de más de 4 años 
son llevados ya sea por algún miembro de la familia o a instituciones del INAU. Los 
dormitorios estaban cerrados de las 2] a las 7 horas. Las internas podían caminar en el patio 
y en la cocina casi todo el fiempo. Cuando tuvo lugar la visita, los calabozos estaban en 
construcción y no se podían usar. Por lo general, las internas podían permanecer un 
máximo de diez días en estas celdas de castigo, sin poder salir. La cárcel estaba muy limpia. 
Había suficiente agua para que las internas tomaran y se lavaran, y se les permitia preparar 
algunos de sus alimentos. No había trato especial para las mujeres embarazadas ni para 
aquellas con hijos. De acuerdo con la Ley de humanización de cárceles, las mujeres en el 
último trimestre de embarazo y durante los primeros tres meses de la lactancia pueden 
permanceer en arresto domiciliario. Sin embargo, ninguna de las mujeres entrevistadas, 
incluidas las guardias, tenían conocimiento de esta disposición de la ley. Por lo tanto, esta 
posibilidad no había sido aprovechada por ninguna. 


102. Victoria Fernández, de 24 años. Estaba en Canelones desde hacía seis meses y 
antes babía estado en las cárceles de Cabildo, Durazno y Paysandú. Había sido trasladada 
de Paysandú por prender fusgo al calabozo el 2 de febrero de 2007. Tenía cicatrices de las 
quemaduras en casi todo el cuerpo. Indicó que se había electrocutado y por lo tanto solo 
tenía un pulmón. Añadió que había sido objeto de violencia psicológica. Con relación a la 
comida, indicó que estaba bien y que la comida de Cabildo era peor. Según su testimonio, 
está tratando de obtener una evaluación psiquiátrica y fue golpeada la última vez que fue 
Nevada ante un juez. 


103. Daniela Maribel Machado Silva, de 35 años. Ella y su bebé se encontraban en 
Canelones desde hacía 18 meses. Indicó que el juez le habia otorgado permiso para salir de 
la cárcel en una ocasión, y que tenía otros cuatro hijos a quienes quería ver. Estaba detenida 
por posesión de drogas y le faltaban dos años y medio para cumplir su condena, Añadió que 
solo la dejaban salir al patio si se portaba bien, y que podia recibir visitas tres veces por 
semana, durante dos o tres horas, pero su esposo tenía que desnudarse antes de poder entrar. 
Según su testimonio, a sus hijos se les había negado el ingreso, Indicó que no había sido 
golpeada, pero que cuando las guardias realizaban requisas, le destruiaa la ropa de su bebé 
y tocaban a las internas mientras las revisaban. 

104. Imterna Estaba presa desde hacía siete años, y le faltaban 22 para cumplir su 
condena, Indicó que las internas eran nerviosas y ansiosas y que no las dejaban salir al patio 
en el día debido a los trabajos de construcción ea la cárcel. También se quejó del 
hacinamiento. Actualmente trabajaba en la cárcel y ganaba un sueldo mensual. 


4059-C.S. 


406-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


105. Silvana Fernández, de 24 años. Indicó que sus hijos, de 3 y 5 años, ya mo la 
visitaban debido a que tenían que quitarse la ropa interior antes de las visitas. Indicó que 
había sido llevada a un calabozo a la fuerza porque había recibido una amenaza de muerte 
de otra interna. Un día después le dijeron que la amenaza no había sido en contra de ella. 
Señaló que las guardias eran femeninas, pero que guardias masculinos realizaban las 
requisas, y las obligaban a desnudarse para revisarlas fisicamente. Afirmó que el doctor le 
había indicado que necesitaba un examen médico de la garganta, pero que no se le había 
realizado, ; 


106. Rita Santos, de 35 años, de nacionalidad argentina. Estaba detenida en Canelones 
desde hacia 11 meses y le faltaban 14 para cumplir su condena. Según su testimonio, mo 
emendía los cargos que se le imputaban y el juez presuntamente le habías indicado que no 
había pruebas en contra de ella. Señaló que en lugar de recibir gotas para los ojos, le habían 
dado gotas para tratar una enfermedad estomacal que la habian dejado casi ciega 
Presuntamente no fue llevada al hospital hasta tres días después. Asimismo, se quebró la 
cadera porque apenas podía ver. El doctor de la prisión le había indicado que tenía que ver 
a un especialista, y aunque lo había solicitado, gún no la habían llevado. Con relación a las 
visitas conyugales, señaló que no existian las instalaciones correspondientes en Canelones, 
por lo que las parejas tenían que ir a la cárcel de hombres. Allí les daban una bora cada dos 
semanas para la visita. Aunque había una cama y un colchón, no había agua. Por último, 
señaló que habia sido sancionada y que había recibido represalias por haber llamado al 
Comisionado Parlamentario. 


107. Interna, de 64 años. Estaba detenida en Canelones desde hacía 18 meses por 
posesión de drogas. Indicó que no la trataban mal y que no la habisn golpeado. Sin 
embargo, comentó que sufría de abuso psicológico, sobre todo debido a que Jas mujeres se 
veían obligadas a estar siempre juntas, lo que a veces podía ser muy dificil. Agregó que 
tenía prohibido usar el teléfono o recibir paquetes con comida durante diez días por haber 
insultado a una oficial de la policía. 

103. Violeta Luisa Termi Andríana. Se escapó el 14 de febrero de 2009, pero fue 
capturada dos o tres días después. Se fracturó la piema en su intento de fuga y pasó un mes 
en el hospital. Cuando fue trasladada de nuevo a la cárcel, fue ingresada a un calabozo con 
las otras mujeres que habían tratado de fugarse. Tuvieron que dormir en el piso y pasaron 
mucho tiempo sin recibir alimentos. Una de las internas le prendió fuego al colchón. 
Cuando se rehusó a salir del calabozo, entró el GEO y uno de los oficiales la golpeó. Indicó 
que los calabozos no tenian huz ni aire, y que no las dejaron salir al patio durante 24 días. 
Añadió que la hablan sacado del calabozo porque estaba en construcción, precisamente para 
hacerlo más pequeño. Por último, indicó que habia tenido prohibido recibir visitas durante 
40 días. El examen forense mostró que tenín una fractura reciente en la pierna izquierda. 


109, Nancy Masafero, de 31 años. Estaba en Canelones desde hacía un mes. Era 
reincidente, y su primera condena había sido suspendida. Su condena era de tres meses. 
Tenía siete meses de embarazo y temía sufrir un aborto debido a que las mujeres 
embarazadas eran llevadas al hospital con grilletes en los pies. No había tomado el 
medicamento que le habían recetado ni había regresado al hospital en una señal de protesta 
por el uso de grilletes. Tenia un hijo de 15 años que la visitaba, pero ella ya no quería que dl 
fuera debido a las revisiones intrusivas a las visitas ea busca de drogas. Cuando recibía 
visitas, los guardias le destruían los alimentos que le tratan mientras buscaban drogas, En la 
noche no les dejaban salir de las celdas para usar el retrete, por lo que tenian que usar una 
cubeta, Las guardias les decian que "usaran pañal”. No habla médico de guardia en la 
cárcel, aunque había un médico que visitaba la prisión ocasionalmente y les dejaba 
medicamentos. Si pasaba algo serio, las internas tenían que ser trasladadas al hospital. Solo 
había un ginecólogo en el hospital. En general, las internas no tenían ninguna actividad y 
solo había una computadora que podían usar. En uno de los dormitorios había 20 mujeres y 
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4 niños juntos. Los alimentos eran de mala calidad y consistían principalmente en frijoles y 
pasta. Las mujeres embarazadas debían llevar una dieta especial, pero no les daban nada 
distinto, Las familias les tentan que llevar los alimentos. 


110. Interna, embarazada de 37 semanas. Estaba detenida en Canelones desde hacía 
cinco meses. Indicó que había tenido los exámenes y el tratamiento médico necesario. Las 
internas podían cocinar sus propios alimentos tres veces por semana. Las mujeres 
embarazadas recibían una dieta especial que incluía papas, zanahorias y otras verduras. 
Agregó que podría dar a luz en el hospital, pero que tendria que regresar a la prisión dos 
días después del parto. Señaló que el tro en general de las guardias era grosero. En 
ocasiones las dejaban encerradas en las celdas todo el día, No les importaba la presencia de 
niños, no les daban pañales ni podían tener visitas conyugales. Sin embargo, las visitas 
conyugales eran posibles para los internos de la sección masculina de Canelones Las 
internas podían tener una reunión er privado con su abogado una vez por semana. 


111, Sonia González, Alba Araujo, Ans Erpi, Mariana Tolededo y Marta Riverino. 
Indicaron que eran objeto de maltrato psicológico. Con relación a los servicios médicos, 
señalaron que había una enfermera todos los días, pero que el médico solo iba dos o tres 
veces por semana. Si las internas llegaban cinco minutos tarde a sus citas, no las dejaban 
entrar, Señalaron que las guardias les imponían sanciones injustas, incluida la privación de 
visitas, paquetes o tiempo en el patio. Otra preocupación era el hecho de que las mujeres no 
podían salir de la cárcel para ver a sus hijos. Por último, se quejaron de la presencia de ratas 
y cucarachas por toda la cárcel, 


Complejo Carcelario Santiago Vázquez (COMCAR), Montevideo 
Visita del 26 de marzo de 2009 


inf ión ; 
112. El Relator Especial fue recibido por el direcior del establecimiento, Comisario 
Inspestor José L. Beledo Pérez, y los dos segundos en comando. De una manera abierta y 
cooperativa, el Director admitió que todo el mundo sabia que “las cárceles son terribles”. El 
COMCAR es la prisión más grande del país, con una capacidad para 1.600 personas. El día 
de la visita había 2.768 reclusos, El mayor problema era el hacinamiento y la falta de 
personal, Los rechusos eran alojados de acuerdo a la siguiente clasificación: módulo 1 (484 
internos) para travestis, transexuales, homosexuales, antiguos policías y militares. Estos 
grupos eran rechazados por la población general penitenciaria y necesitaban mayor 
seguridad. El módulo 2 era un módulo de seguridad con 586 imernos. En total, había 
aproximadamente 1.000 internos en régimen de seguridad. Los módulos 3 y 4 eran módulos 
generales. Los internos no podían ser clasificados de conformidad con los delitos cometidos 
debido a la falta de recursos. Por lo tanto, todo tipo de reclusos compartían los módulos. 
Los reclusos primarios eran alojados en el módulo 5, a fin de separarlos de los reincidentes, 
Sin embargo, algunos de ellos podían haber ya estado en alguna institución del INAU. La 


mayoría de los internos en el módulo $ tenían entre 13 y 29 años de edad. Había también wn 


nuevo módulo llamado Barracas, el cual contaba con dormitorios para aproximadamente 40 
internos. Los internos eran trasladados ahí si tenían buen comportamiento. Sin embargo, la 
administración del COMCAR no había podido llenar las plazas debido a la falta de internos 
con el perfil requerido. Había 228 plazas disponibles en las Barracas, pero ocupadas por 
solo por entre 130 y 140 internos. 

113, El establecimiento no tenía un área para evaluar a los intemos, ya que la 
clasificación se realizaba en la Cárcel Central. Los lunes, miércoles y viernes trasladaban a 


los reclusos de la Cárcel Central, a quienes sc les practicaba un examen médico a la hora de 
su ingreso. Las celdas del módulo 6 (también llamado módulo 13) son utilizadas para los 
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internos a los que no se les habían asignado celdas, los que habian ocasionado problemas y 
los que estaban en espera de traslado a Libertad. El Portón 22 era un punto de revisión para 
ingresar a los módulos 1 al 5. Normalmente había entre tres y cuatro imernos en cada celda 
individual, y hasta diez en las celdas de grupo. Antes había calabozos en el módulo 2, pero 
fueron convertidos en celdas ordinarias debido al hacinamiento. Si los internos tenían buen 
comportamiento, podían ser trasladados a La Tablada. Con la excepción del módulo 2, el 
régimen era abierto, Las celdas estaban abiertas de 9 a 17.30 horas. Los internos podían 
trabajar o estudiar y se ofrecía educación primaria y secundaria. 


114. Había un problema serio de adicción a la pasta base entre los intemos. Había 
informes sobre guardias corruptos que ingresaban drogas al COMCAR. También había 
robos y hurtos entre los imeros, y algunos se robaban los alimentos. Por lo general, había 
muchos conflictos y violencia intercarcelaria. Aunque la dirección de la cárcel señaló que 
había suicidios en el COMCAR, el número había disminuido. El Director no pudo recordar 
la última vez que un guardia hubiera sido responsable de un homicidio. 


115. En caso de una rebelión o motín, los guardias les disparaban a los internos con balas 
de goma. A menudo los internos herian a los guardias y, de acuerdo con la información 
proporcionada por el Director, un guardia había estado cerca de morir. El Director indicó 
que cada denuncia presentada por los internos era investigada y enviada al sistema judicial. 
A menudo las denuncias no eran fundadas, porque los internos solían golpearse contra la 
pared. El Comisionado Parlamentario o los familiares a veces pedían hablar con el Director 
sobre alguna denuncia, pero, en opinión del Director, las denuncias mo solían estar 
fundadas. No recordaba ningún caso de tortura o malos tratos por los guardias, Según el 
Director, no habia habido ningún juicio o condena de guardias al respecto. 


116. Con relación a las medidas disciplinarias contra policias, estas consistían en 
detención de 30 días o amonestación verbal. Sin embargo, en los últimos cinco años no se 
había aplicado ninguna medida disciplinaria a un guardia por tortura o malos tratos. La 
institución contaba con 300 guardias policías y la mayoría de ellos provenían del norte del 
país. Por lo general, el trabajo de guardia no era may atractivo y no era bien pagado. 


117. Dentro del COMCAR los guardias portaban gas pimienta y no portaban armas. Solo 
los guardias que trabajaban en el exterior tenían pistolas con balas de goma También 
contaban con picanas y rejas alambradas eléctricas, principalmente para controlar motines, 
pero nunca habían sido utilizadas ya que eran poco prácticas. Asimismo, los guardias 
disponían de porras. Cada año unas pocas requisas generales se realizaban con el apoyo de 
policías externos. Las requisas de celdas individuales se hacían a diario. El último gran 
motía habla ocurrido en 2007 en el módulo $. 


118. El establecimiento contaba con 32 celdas conyugales, las cuales se utilizaban a 
petición de los internos. Las mujeres menores solo podían ingresar si podian probar su 
matrimonio con un recluso, No se permitian visitas homosexuales. Las visitas duraban una 
hora y tenian lugar ocurrían durante el horario de visitas los martes y jueves, catre las 13 y 
17 horas. El Relator Especial notó que se estaban instalando tiendas de campaña durante el 
horario de visitas, Fue informado por uno de los reclusos que las tiendas se utilizaban como 
espacios adicionales para visitas conyugales, 

119. El Relator Especial y su equipo pudieron desplazarse con libertad en el COMCAR y 
visitaron varios módulos. Todos los módulos tenian el mismo diseño, con plazas para 120 
internos, dos patios grandes (canchas de basquetbol), pasillos y filas de celdas individuales 
y de grupo, originalmente previstas para tres personas. Debido al hacinamiento, había entre 
tres y cuatro personas en cada celda individual y entre ocho y diez en las celdas de grupo. 


120. El día de la visita había 484 internos en el módulo 1. EJ módulo estaba dividido en 
los sectores A y B. El sector A tenía dos pisos y el sector B tenía tres. El primer piso del 
sector A estaba destinado a expolicias y antiguos militares. En el segundo piso había 
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delincuentes comunes. El sector B estaba reservado para homosexuales, transexuales y 
agresores sexuales, así como para algunos antiguos policias. Según Jos internos, la comida 
había mejorado pero seguía siendo de mala calidad, A veces no había agua hasta por tres 
días. El módulo antes tenía celdas de castigo, pero ya no se ussban con ese fin debido al 
hacinamiento. Las celdas estaban abiertas entre las 8 y las 17.30 horas. Todas las celdas 
estaban realmente hacinadas, sucias y venidas a menos. Había retretes en cada celda, pero a 
menudo no se podian utilizar debido a la falta de agua. 


121. El módulo 2 era la única parte del establecimiento donde los internos estaban 
confinados a sus celdas durante la mayoría del tiempo. Alli estaban los internos 
considerados peligrosos debido a la violencia intercarcelaria. El día de la visita había $86 
imternos en este módulo. Las condiciones eran espantosas. El módulo estaba sucio y venido 
a menos, las celdas hacinadas, y en una de ellas el Relator pudo observar que había 11 
internos. Sin embargo, en ocasiones no era fácil distinguir quién estaba detenido en cada 
celda debido a que los imernos habian perforado hoyos en las paredes y se podían pasar 
libremente entre las celdas. En la parte trasera del módulo había celdas de castigo, 
conocidas como "el cante”, Las personas castigadas allí no tenían derecho a visitas nia salir 
al aire libre una hora por semana. 


122. En los otros módulos las celdas estaban abiertas entre las 8 y las 17.30 6 18 horas 
cada día. Los internos podían caminar en los módulos, e incluso en los paros abiertos. Los 
que tenían derecho a trabajar, participar en deportes, como fútbol, e ir a la escuela podían 
salir del porión 22. El día de la visita, había 295 internos inseritos en educación primaria y 
108 en educación secundaria. 


123. Los módulos 3 y 4 eran los módalos generales y los internos podían pasear en los 
respectivos módulos. Las condiciones de reclusión eran igual de terribles que em el 
módulo 2. 

124. El módulo $ era para delincuentes primarios, en un esfuerzo por no mezelarlos con 
reincidentes. Debido a que no habia un pabellón para los reclusos recién Hegados, estos 
eran conducidos al módulo $ y llevados a sus respectivos módulos el mismo día. Durante la 
discusión del Relator Especial con la dirección después de la visita, un grupo de reclusos 
ingresó al módulo $ con cuchillos fabricados por ellos mismos. Como medida preventiva, el 
Director decidió dar por terminadas las visitas y confinar a los reclusos a sus celdas. Las 
personas que venían de visita sintieron que habían sido castigadas colectivamente y se 
agitaron. 


125. El módulo 7 era un módulo de reciente creación, compuesto por pequeñas barracas 
para 38 internos. Los reclusos que eran alojados allí eran de bajo perfil y sin un historial 
violento. El módulo de mínima seguridad estaba mucho mas limpio y tenía más espacio con 
camas para dormir, 


126, El módulo 6, también conocido como módulo 13, era el que estaba más cerca de la 
dirección de la prisión. El Relator ingresó a una celda donde había 15 internos. El lugar era 
conocido como calabozo o "la reja”. Los internos ingresaban ahí sí, por razones diversas, no 
podían estar con otros internos en los módulos. Habia también internos alojados en ese 
módulo por razones de seguridad, como castigo o esperando su traslado a otras cárceles. 
Algunos internos habían estado ahí durante semanas, aunque las instalaciones eran para 
detención de corto plazo. Las celdas estaban extremadamente hacinadas y las condiciones 
eran muy deficientes. 


127. Después de la discusión con el Director, el Relmor Especial conoció a los delegados 
de los módulos 2, 6 y 7, asi como al delegado alterno. del módulo 7, Cada módulo tenía un 
delegado que era elegido en una elección abierta, El sistema existía desde 2003, Según sus 
testimonios, el problema de la reclusión en Uruguay era muy complejo. Había una clara 
segregación entre clases y la mayoría de los reclusos venían de las clases más bajas. El 
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hacinamiento era grave e ¡ba en aumento y no había ningún tipo de rehabilitación. Los 
jóvenes comúnmente ingresaban con problemas de drogas. Indicaron también que el 
Código Penal estaba desactualizado y las sentencias eran muy duras, en particular para los 
128. Los delegados informaron al Relator Especial que el actual Director era el mejor que 
habían tenido. Siempre tenían acceso a él y podían presentarle sus quejas directamente. Los 
guardias no eran torturadores, pero el sistema no les otorgaba las herramientas necesarias 
para enfrentar situaciones dificiles. Aunque parecía haber una actitud abierta hacia los 

estos tenían miedo a las represalias. Incluso algunos delegados habían. sido 
trasladados a Libertad. 


129. Los delegados admitieron que muchas alegaciones se basaban en información falsa. 
Sin embargo, las investigaciones que se realizaban no eran efectivas. No había ningún caso 
en que un policía del COMCAR hubiera sido declarado culpable por un fuez de los delitos 
de tortura o abuso de poder. El máximo castigo disciplinario era la detención de 30 días, 
pero en los últimos cinco años no había habido ningún caso en que se hubiere impuesto una 
sanción disciplinaria a un policía por maltrato. Asimismo, la prisión no estaba equipada con 
celdas disciplinarias. Si Jos intemos eran castigados, per lo general eran trasladados a 
Libertad. 

Casos individuales 


130. Oscar Omar Maldonado Aguilar, de 50 años. Estaba en el COMCAR desde 2003. 
Indicó que sufría de diabetes y no recibía la comida indicada. Agregó que el doctor lo 
examinaba casi a diario, y que podía salir de la cárcel durante 12 horas cada 2 meses. 


131. Alexis Martín, de 32 años, Estaba detenido en una celda individual junto con otras 
tres personas, de la que sólo podía salir entre las 12.30 y las 17,30 boras. Señaló que los 
internos podian asistir a clases solo después de haber estedo en el COMCAR un año. 
Añadió que había marihuana y pasta base en la cárcel. También señaló que los internos eran 
sometidos a golpizas y malos tratos psicológicos cuando tenían que pasar por el porión 22 
Nadie presentaba denuncias por miedo a represalias de los guardias policiales. 


132. Leonardo Tejera, Estaba en el COMCAR desde hacía 14 meses y tenía problemas 
con los policias. Indicó que los policías lo habían insultado y golpeado con un palo. Añadió 
que solo podía salir al pario durame dos horas, tres veces por semana. Por último, indicó 
que había matado a otro recluso, 


133. Malaquíes (celda 062). Informó que no habia podido salir de la celda por 25 días 
porque los guardias habían encontrado un teléfono móvil en su celda. También habia sido 
sancionado durante un mes por salir de su celda a buscar agua. Señaló que solo podía 
recibir una visita por mes, Agregó que había construido una estufa para cocinar, pero que la 
policía lo había empujado contra la pared y lo había golpeado. También lo habían obligado 
a quedarse parado contra la pared, desnudo, durante 30 minutos. 

13M. Celda 063. Había cuatro internos en la celda, y todos indicaron que habían sido 
desvestidos y golpeados por los guardias. Habían pasado un año en una celda de castigo y 
se encontraban en el COMCAR desde hacía dos años. Se quejaron de la comida y de la 
falta de jabón. Agregaron que padecian de enfermedades "feas” y que no recibían atenciór 
médica. Uno de los reclusos indicó que después de haberse cortado por la falta de atención 
médica, lo habían suturado sin anestesia. También había sido golpeado por los policias 
debido a que presuntamente le había faltado al respeto a un policía, 


135. Celda 11. Había 11 personas en la celda, con solo seis colchones para dormir. Todos 
señalaron que la policía los golpeaba con porras. 
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136. Tayera Ashien, de 32 años. Estaba preso desde hecía tres años. Antes de ser 
trasladado al COMCAR había estado en Las Latas, en Liberad. Señaló que las condiciones 
en el COMCAR eran mucho mejores que en Libertad, Ya había cumplido su sentencia pero 
estaba a la espera de una decisión judicial sobre otra caso. Venía del Congo y había 
solicitado asilo ea el Uruguay. Los guardias lo trataban bien si se portaba bien. También lo 
ayudaban en relación con otros reclusos porque sabías que estaba solo. En caso de que 
tuviera algún problema médico era llevado rápidamente al hospital. 


137, Felipe Carlos Silveira, de 22 años, Había estado en una celda de castigo durante 
122 ¿las, del 10 de novierabre de 2003 al 18 de enero de 2009 La celda no tenía retrete. Lo 
habian puesto en otra celda porque los guardias sabian de la visita del Relator Especial. Sin 
embargo, los guardias no debían usar esas celdas como celdas de castigo, aunque lo solían 
hacer. También señaló había internos que estaban en completo encierro; no les permitían 
salir y solo les daban un par de minutos para tomar uca ducha, En algunas ocasiones los 
guardias no los dejaban ni siguiera salir a tomar una duchs, indicando que seguían las 
órdenes de sus superiores. Indicó que debía ser trasladado a owo módulo debido a su larga 
sanción de 122 días, Estaba en aislamiento; cuando fue trasladado al módulo 2 fue 
apuñalado y llevado a una celda de castigo en el módulo 13. También fue llevado a "los 
ascensores”, donde el jefe de los guardias lo amenazó con trasladarlo a Libertad. Pasó 120 
días sin recibir paquetes ni visitas. Durante ese tiempo, pintó un mensaje para su hija en la 
pared que decia: "Te quiero mi ángel”. Agregó que otro castigo comiún en el COMCAR era 
ser trasladado a un módulo peor. Se quejó del uso frecuente de pasta base, la cual era 
ingresada en la cárcel por los guardias, Concluyó diciendo que había un trato 
discriminatorio en la cárcel. Él era VIH positivo, pero no recibía una alimentación 
adecuada. 


133. Lorenzo Troche Spinelli, de $8 años. Hacía un 250 había sufrido un ataque 
violento por ctro recluso, pero no había recibido atesción médica suficiente. Un mes más 
tarde el médico le diagnosticó una fractura en la cadera izquierda. No sabía las razones 
especificas por las que no había recibido un tratamiento artopédico. No podía caminar y no 
le habían dado una fecha para su operación quirúrgica. 


139, El médico forense que formaba parte del equipo del Relator Especial concluyó que 
el recluso tenía una fractura en la cadera izquierda con atrofia grave en la pierna izquierda. 
La fractura requería una operación ortopédica, probablemente para reemplazar el hueso de 
la cadera con una prótesis de metal. 

140. Umberto Castagnol Rodríguez, de 52 años. Fue trasladado al COMCAR una 
semana antes de la visita Había recibido buen trato y so había tenido problemas en la 
comisaría ni durante el traslado ni cuando llegó al COMCAR, Estaba en el módulo 1 por su 
propia seguridad y permanecía en su celda voluntariarente, Fue trasladado en un furgón 
eclular con otros 14 ó 15 presos, los cuales fueron desnudados y revisados en el portón 22, 
pero no les revisaron las cavidades corporales. El proceso fue tranquilo y no señaló ningún 
problema. 

141. Interno. Había sido apuñalado en el brazo por otro interno horas antes de la visita 
del Relator Especial. Cuando regresó del hospital y estaba a punto de ingresar en su celda 
fue amenazado de muerte por otros internos. Indicó que había otros reclusos en su celda, Se 
llevaban bien, zunque en zeneral había mucha violencia intercarcelaria. Las celdas estaban 
equipadas con un sistema de calefacción, ya que la temperatura descendía mucho en el 
invierno. Les permitían salir al patio en las mañanas y por las tardes. Recibía visitas 
regularmente, y estas podian tener lugar cuatro veces por semana Señaló que la comida era 
incomible. Agregó que el trato que recibieron de los guardias era más o menos aceptable, 
Sin embargo, en ocasiones golpeaban a los internos; alguzas veces como castigo y otras sin 
razón alguna. Otras medidas disciplinarias incluían la reducción del horario de visitas y el 
encarcelamiento en los calabozos del módulo 6/13. 


411-C.S. 


412-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


142, Luis Carlos Ledezma Castillo, de 25 años. Se encontraba cumpliendo” una 
sentencia de seis años y medio y le faltaban 12 meses. Los guardias lo habían visto el 25 de 
marzo a media noche en el módulo 3 bebiendo alcohol con otros internos. Presurtamente 
fue sacado de la celda y llevado al pasillo, donde varios guardias lo golpearon con porras en 
todo el cuerpo. A continuación fue llevado primero, a la entrada del módulo 3, donde entre 
12 y 15 guardias continuaron a golpearlo, y después a los boxes del módulo 6/13. También 
lo amenazaron con trasladario a Libertad como castigo. Indicó que tenia miedo de ser 
trasladado porque había recibido amenazas de muene de algunos reclusos de Libertad 
debido a pleitos entre las pandillas de su barrio. 


143. El médico forense del equipo del Relator Especial concluyó que el recluso tenía 
fiebre y presentaba señales de una importante herida en el codo derecho, con probable 
trauma de hueso. También presentaba señales de lesiones recientes en la espalda Las 
conclusiones del médico corroboraron la información señalada por el rocluso al describir 
los hechos de violencia sufridos, 


Jefatura de Policía, Montevideo 


Visita del 26 de marzo de 2009 


Información general 

144. La Jefamra de Policía en Montevideo era la sede de distintas divisiones, tales como 
homicidio; hurto y robo; delitos económicos y financieros; y otros. Cada división contaba 
con su propia instalación de reclusión. El día de la visita no había nadie detenido en la 
División de Hornicidios. Había cuatro celdas muy pequeñas. Dos de ellas tenían rejas y las 
otras dos tenían puertas de acero. Ninguna de las celdas tenía luz, y cuando cerreban las 
puertas los detenidos se encontraban en completa oscuridad. En la División de Robos y 
Huntos había un detenido en una celda, y dos jóvenes en una sala de interrogatorio. Las 
celdas húmedas, sucias y oscuras podían ser ocupadas por entre uno y ocho detenidos, 
según el oficial encargado. La División de Delitos Económicos y Financieros tenía tres 
celdas, de las cuales dos eran completamente oscuras, La única celda con huz era utilizada 
como bodega Sin embargo, el oficial a cargo señaló que a menudo los detenidos 
permanecían en la sala de interrogatorio y no tenían que quedarse en las celdas. 


Casos individuales 


145, Hernán Darío Quiroga Niñez, de 21 años. Estaba desenido en la División de Robo 
y Hurtos. Había sido detenido el día anterior por una patrulla en el área de las Torres y 
llevado a la Jefatura. En un arresto anterior, le habían disparado dos veses en el pie. En esta 
ocasión intentó escapar en una motocicleta robada pero fue interceptado por la policía. Lo 
sometieron entre tres policías y lo esposaron, El interrogatorio se desarrolló en una oficina 
y fue tranquilo, sin amenazas ni uso de la fuerza. Sin embargo, señaló que si no se portaba 
bien los policías eran desagradables. Habia sido detenido más de 20 veces antes y nunca 
había sido maltratado. Estaba en la celda desde las 16 horas del día anterior y no había 
comido nada. Su familia no había sido notificada de la detención. Había visto a su abogado, 
quien le indicó que le ¡ban a imputar cargos por robo. Durante el traslado, los detenidos 
estaban esposados y los policías los pateaban, golpeaban o maltrataban, y a menudo los 
obligaban a desnudarse. 
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Cárcel Central, área de traslado (segunda visita) 


Visita del 26 de marzo de 2009 


Información general 

146. Cuando en sa segunda visita el 26 de marzo el Relator Especial visitó el área de 
traslado de la Cárcel Central, donde permanecen los detenidos unos días antes de ser 
trasladados a las distintas cárceles, encontró a un recluso a quien había entrevistado 
previamente. Este fue llevado por un policía a una pequeña celda detrás de una oficina. 
Tenía un hematoma morado muy obvio debajo del ojo derecho que no había sido visto por 
el médico forense que acompañabz al Relator Especial cuando lo examinó por primera vez 
el 23 de marzo. 


Casos individuales 

147, José De Matteis, de 45 años. Explicó que él y otros reclusos que habian hablado con 
el Relator Especial durante su primera visita el 23 de marzo habian sido víctimas de 
represalias después de que el Relator hublere salido de la institución. Durante la segunda 
visita, permanecía en el calabozo, separado de los otros reclusos. Después de hablar con el 
equipo del Relator Especial por primera vez, fue llevado de nuevo a la celda principal, 
donde permaneció unos 40 minutos. Unos policías fueron a preguntarle quién había hablado 
con el Relator o con su equipo. Un rato después llegaron dos policías y lo llevaron a las 
celdas para agresores sexuales junto con ctras dos personas que habían hablado con el 
Relmor. Después los separaron y a él lo llevaron al calabozo. Los tres fueron golpeados y a 
él lo golpearon en el ojo. Los otros dos rechusos fueron trasladados al COMCAR. El 
amenazó con empezar una huelga de hambre. Fue llevado a ver a un médico forense, pero 
la policía le ordenó que dijera que él se había ocasionado la herida en el ojo. El médico le 
preguntó si él se había golpeado. Respondió que era casi imposible hacerlo y le informó al 
médico que lo habian golpeado. Tuvo que firmar el informe médico pero no ss le dio una 
copia. No lo habían trasladado como estaba previsto porque tenía que ver al médico 
nuevamente. 


148. Cuando fue interrogado con más detalle, el Sr. De Maneis informó que después de 
estar en el calabozo, lo habían llevado a una oficina de la División de Delitos Económicos y 
Financieros en el segundo piso. Indicó que habían tamado el ascensor. Después lo habían 
dejado solo en un cuarto con un sillón en forma de L y una mesa. Estaba esposado y tenía 
grilletes en los pies. Los mismos policías que lo habían llevado entraron al cuarto y 
cerraron las puertas con llave. Le preguntaron qué le había dicho al equipo del Relator 
Especial, Lo obligaron a pararse conira la pared y lo golpearon en la espalda con una porra. 
Cuando volteó la cabeza un policia le golpeó el ojo. Después de aproximadamente 40 
minutos empezó a sentir la inflamación en el ojo. Fue llevado nuevamente abajo y otros 
policias le dijeron que lo habían subido para humillarlo. El jefe de la institución, de apellido 
Carrera, fue a verlo y le preguntó si tenía algo que decir, pero tuvo miedo de presentar una 


queja. Uno de los policías que lo golpeó tembién estaba de servicio durante la segunda - 


visita. Era un hombre corpulento de uzos 175 cm de estatura. Tenía cabello marróa y claro 
era un poco calvo de la frente. Era de tez blanca y tenía aproximadamente 45 años de edad. 


149. El médico forense que acompañó al equipo del Relator Especial concluyó, después 
de examinar al recluso, que el paciente, que había sido examinado dos veces, no presentaba 
ninguna lesión en la primera visita, aunque sí habia algunas lesiones en la segunda. Esas 
lesiones eran traumas por objetos contundentes que inchuían una equimosis periocular 
alrededor del ojo derecho y rasguños en el costado derecho de la espalda. Las lesiones 
fueron producidas por violencia con objeto contundente dos o tres días antes del segundo 
examen (probablernente entre 24 y 36 horas después de! primer examer). El lugar, la forma 
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y el tipo de las lesiones no presentaban el patrón común de heridas sutoinfligidas, No había 
ninguna señal objetiva que indicara que las heridas eran autoinfligidas. Les conclusiones 
eran compatíbles con las explicaciones del paciente sobre la violencia ejercida contra él. 
Con relación a la supuesta herida autoinfligida en el ojo, ese tipo de lesiones era muy poco 
común. Tales lesiones han sido asociadas con algunos tipos de trastormos, como la parancia 
esquizofrénica, la psicosis inducida por las drogas, el trastorno obsesivo compulsivo, la 
depresión, el retraso mental y el comportamiento ritualista. También han sido observadas 
en pacientes con diversas enfermedades orgánicas, como la neurosifilis, el síndrome de 
Lesch-Nyhan y lesiones cerebrales estructurales. Las lesiones tienden a afectar más el ojo 
derecho más que el izquierdo debido al dominio de las manos y los movimientos de la 
cabeza. Se han presenciado casos en adultos y en niños, pero se observan primordialmente 
en jóvenes adultos con psicosis aguda o crónica. El paciente no presentaba ninguna señal de 
disturbios mentales, tales como un estado psicótico o alguna otra enfermedad menta! aguda 
o crónica. 

150. 13 y el 23 de abril de 2009, el Gobierno del Uruguay envió información 
relacionada con este caso. Según el informe del Jefe de la División de Delitos Económicos 
de la Policía, el Sr. De Marteis había sido llevado ante un juez el 22 de marzo. Fue 
trasladado a la División de Delitos Económicos para declarar, fue mantenido en una celda 
antes de su traslado a la Cárcel Central. Cuando llegó a la Cárcel Central, fue examinado 
por una enfermera, que observó una inflamación en el ojo derecho. El 25 de marzo fue 
llevado nuevamente a la División de Delitos Económicos, donde fue sometido a un examen 
médico. Después fue presentado ante un juez que le tomó declaración. Cuando el juez le 
preguntó sobre la herida en el ojo, el Sr. De Mutteis indicó que se había golpeado porque 
estaba nervioso. Agregó que no había sufrido ningún maltrato. 


151. Al Relator Especial también se le envió ura copia del informe de un médico forense 
que examinó al Sr. De Maneis el 25 de marzo de 2009. El informe señala lo siguiente: 
“Pregunta: Diga usted quién le produjo la lesión en el ojo. Respuesta: Yo mismo me la 
produje para tener una instancia de que el juez me vea. Pregunta: Diga usted si alguien en 
algún momento lo agredió fisicamente. Respuesta: No, el trato es bueno; yo me encontraba 
mal en ese momento y pensaron que yo los ¡ba a acusar de que me habían golpeado”. El 
informe final al juez resume que "(d]e las declaraciones de José de Matteis y del centificado 
forense adjuntado surge que las lesiones que presenta el mismo son autoinferidas como 
forma de concurrir a una sede judicial, por lo que correspondería se proceda al archivo." No 
se inició ninguna investigación adicional en este caso. 

152. El Relator Especial sospecha que el Sr. De Matteis fue golpeado en la cara como 
represalia por haber hablado con el Relator Especial durante su visita anterior. 


153. Interno, de 23 años. Cuando lo detuvieron fue golpeado en la cara en el coche de la 
policia. Antes de subir al vehiculo fue golpeado por la policía con palos. Piensa que lo 
provocaron porque la policía quería ver su reacción. Cuando se encontraban en el tribunal 
esperando su juicio, los detenidos tenian que portar esposas pesadas detrás de la espalda, 
que estaban amarradas a unos aros en el piso, 


154, Jorge Marcelo Enrique Huelmo, de 25 años. Indicó que había sido detenido en un 
parque a las 7 horas del 25 de marzo. Estaba durmiendo cuando llegó la policía y lo 
despertó con golpes y patadas. Lo esposaron y lo ingresaron al vehículo de la policia, donde 
continuaron golpeándolo para extraer una confesión. Señaló que no había cometido ningún 
delito, aunque si tenía antecedentes penales. Después lo llevaron a la oficina del juez, pero 
en lugar de vera un juez vio a una abogada de oficio que le dijo que no había nada que ella 
pudiera hacer para ayudarlo, El 26 de merzo de 2009, fue llevado a la sala de 
interrogatorios, donde le quitaron la ropa, salvo la ropa interior, lo obligaron a sentarse en 
una silla y le tomaron una fotografía antes de interrogarlo. Agregó que la policía lo golpeó 
con las manos y que el juez no le creyó debido a sus antecedentes. Como no tenía dinero, 
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no pudo soboraar a la policía. Después presuntamente lo torturaron aplicándole choques 
eléctricos cinco veces en diferentes partes del cuerpo con una picana, aproximadamente 
durante 30 minutos. 


155. Interno, de 19 años. Fue detenido aproximadamente a las 17 horas del 23 de marzo 
de 2009 por miembros de la División de Robos y Hurtos vestidos de civil. Fue llevado a 
dicha División e ingresado en un calabozo sucio. Esa noche presuntamente fue tormurado 
por tres o cuatro policias durante unas cuatro horas. Fue esposado a un banco, golpeado y le 
pusieron una bolsa negra en la cabeza. Lo desnudaron y lo suspendieron del techo por las 
esposas. La policía le echó cubetas de agua y le aplicó choques eléctricos en los testiculos. 
Indicó que había comenzado a temblar y llorar y que había confesado después de una 
segunda ronda de choques eléctricos. Presentó una queja de tortura y la policía volvió a 
golpeario en la oficina del juez. Esz misma noche fue llevado a la jefatura de policía. 
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L Introducción 


1. El Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias fue el primer 
mecanismo temático de derechos humanos de las Naciones Unidas que recibió un mandato 
universal. El mandato original se deriva de la resolución 20 (XXVI) de la Comisión de 
Derechos Humanos, de 29 de febrero de 1980. Esa resolución es posterior a la resolución 
33/173 de la Asamblea General, de 20 de diciembre de 1978, en la que la Asamblea 
expresó su preocupación por los informes procedentes de diversas partes del mundo en 
relación con la desaparición forzada de personas y pidió a la Comisión de Derechos 
Humanos que examinara la cuestión de las personas desaparecidas. - 


2. La labor primordial del Grupo de Trabajo consiste en ayudar a las familias a 
determinar la suerte o el paradero de los familiares cuya desaparición ha sido denunciada. 
En esa función humanitaria, el Grupo de Trabajo es una vía de comunicación entre los 
familiares de las victimas de desapariciones y los gobiernos. 


3. A raiz de la aprobación de la resolución 47/133 de la Asambica General, de 18 de 


mandato fue prorrogado recientemente por la resolución 7/12 del Consejo de Derechos 
Humanos, de 27 de marzo de 2008, 


4. El Grupo de Trabajo, tras realizar un examen de sus métodos de trabajo en 2008, 
aprobados el 13 de noviembre de 2009, figuran en el anexo ] del presente informe y 
entrarán en vigor el 1* de enero de 2010. 


5. El presente informe refleja las comunicaciones y casos examinados por el Grupo de 
Trabajo durante sus tres períodos de sesiones de 2009 y abarca el período comprendido 
entre el 5 de diciembre de 2008 y el 13 de noviembre de 2009. 


6. Para cada país se presenta un cuadro que incluye un resumen de las actividades 
realizadas durame el período que se examina, con una desc.ipción detallada de las esferas 
de actividad. Cuando no ha habido información del gobierno o de las fuentes, no obstante el 
recordatorio armal enviado por el Grupo de Trabajo con respecto a los casos sin resolver, 
sólo se incluye el cuadro y se hace referencia al informe anterior que se ocupó de ellos, 


7.  Enrelación con los países en que el número de nuevos casos denunciados es menor 
de diez, los pombres de las personas pertinentes se incluyen en la sección del país. Si el 
Búmero de nuevos casos demnciados es mayor de diez, la lista de nombres figura en el 
anexo V. En lo que se refiere a las medidas urgentes, los nombres de todas las personas, 
independientemente de su número, figuran en la sección del pals. 


8. El número total de casos transmitidos por el Grupo de Trabajo a los gobiernos desde 
su creación asciende a $3.232. El múmero de casos que siguen en estudio por no haberse 
esclarecido, cerrado o discomtinuado se cleva a 42.600 y atañe a 82 Estados. En los cinco 
últimos años, el Grupo de Trabajo ha logrado esclarecer 1.776 casos. 


9. Cabe recordar que el Grupo de Trebejo atribuye prioridad a los casos recientes de 
desapariciones. Un gran número de casos presentados al Grupo de Trabajo muchos años 
después de producidas las desapariciones son tramitados por la Secretaria y examinados por 
el Grupo de Trabajo como un proceso continuo. El Grupo de Trabajo informa de que al 
final del actual período en examen tiene 200 casos atrasados debido a la reducción del 
apoyo que se presta a su mandato. 
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I. Actividades del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 


Forzadas o Involuntarias: 5 de diciembre de 2008 a 13 de 
noviembre de 2009 


Actividades 


10. — Duranie el período que se examina, el Grupo de Trabajo celebró tres periodos de 
sesiones: el £7*, del 9 al 13 de marzo en Ginebra, el 31", del 26 al 28 de junio en Rabat 
(Marruecos), y el 89%, del 4 al 13 de noviembre de 2009 en Ginebra. 


11. Desde el 1* de agosio de 2009, el Presidente-Relator del Grupo de Trabajo es él 
Sr. Jeremy Sarkin. Los otros miembros del Grupo son el Sr. Santiago Corcuera, el Sr. 
Olivier de Frouville, el Sr. Darko Góttlicher y el Sr. Osman El-Hajjé, que fue nombrado en 
2009. El Sr. El-Hajjé reemplazó al Sr. Saied Lhorasani, que fue miembro del Grupo de 
Trabajo hasta el 31 de julio de 2009. 


12. El J0 de marzo de 2009, el Presidente-Relalor presentó el informe anual del Grupo 
de Trabajo relativo a 2008 al Consejo en su décimo periodo de sesiones y participó en el 
diálogo interactivo con sus Estados miembros. 


13.  ElS de febrero de 2009, la secretaría del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o lavoluntarias participó en una conferencia sobre la Convención Internacional 

para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, organizada por 
el Colegio de España, la Maison de l'Argentine y la Maison de Fltalie, que se celebró en la 
Cité internationale universitaire, en Paris, 


14. Los días 26 y 27 de febrero de 2009, un miembro del Grupo de Trabajo, el Sr. 
Olivier de Frouville, participó en una reunión sobre la gobemanza, los derechos 


("Compromiso de Marrakech”) se exhorta a la ratificación de la Convención 

para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, El 10 de marzo 
de 2009, en el marco de una actividad celebrada paralelamente al décimo periodo de 
sesiones del Consejo de Derechos Humanos, el Sr, de Frouville hizo una presentación sobre 
"Detenciones secretas — estrategias para poner fin a esta práctica” con el objeto de 
emprender un estudio conjunto sobre esta cuestión con otros mecanismos de 
procedimientos especiales. 

15. Del 29 de junio al 3 de julio de 2009, el Presidente asistió a la 16" reunión anual de 
relatores especiales, representantes, expertos independientes y presidentes de los grupos de 
trabajo del Consejo. 

16. Los días 11 y 12 de agosto de 2009, el Sr, Corcuera participó en el "Seminario 
intemacional sobre desaparición forzada en América Latina — pasos hacia la construcción 
de la memoria histórica” organizado por ln Universidad de Amioquia en Medellín 


(Colombia). 


17. En septiembre y octubre de 2009, el Sr. Jeremy Sarkin promunció conferencias y 
declaraciones sobre los temas siguientes: "Las desapariciones forzadas en África”, en el 
seminario del Centro de Estudios de la Violencia y Reconciliación de Ciudad del Cabo 
(Sudáfrica), "Rehabilitación y reimegración de los niños afectados por la guerra: una 
perspectiva de la justicia de transición sobre la necesidad de lograr la rehabilitación, 
reintegración y reconcilisción de los niños soldados y los niños víctimas de desapariciones 
forzadas”, en la Conferencia internacional sobre rehabilitación y reimegración de los niños 
afectados por la guerra celebrada en Bruselas; y “Justicia de transición” y "Desapariciones 
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forzadas”, en la Academia Internacional de Derechos Humanos de Ciudad del Cabo 
(Sudáfrica). 


Reuniones 


18.  Durarte el periodo que se examina, el Grupo de Trabajo se reunió oficialmente con 
representantes de los Gobiernos de Argelia, el Ecuador, el Iraq, el Japón, Marruecos, 
Montenegro, Sri Lanka y Viel Nam. A lo largo del año se celebraron otras reuniones 
oficiosas con distintos Estados, Por iniciativa del Grupo de Trabajo, se celebró una reunión 
con el Grupo de los Estados de África. El Grupo de Trabajo espera reunirse con el Grupo 
de los Estados de Europa oriental en el futuro, corno parte de uma iniciativa permanente. El 
Grupo de Trabajo también se reunió con los representantes de organizaciones de derechos 
humanos, asociaciones de familiares de desaparecidos y familias de victimas de 
desapariciones forzadas o testigos. 


Comunicaciones 


19. — Durante el periodo en examen, el Grupo de Trabajo transmitió 456 nuevos casos de, 


desapariciones forzadas a 25 gobiernos. 

20. El Grupo de Trabajo envió 60 de esos casos con 

Sonia E Ooblenac 1 de Jai Bal deguli de Ieu al Cl Cil 
Egipto, el Iraq, México, cl Pakistán, Sri Lanka, Ucrania, el Yemen y Zimbabwe. 


21, De los nuevos casos denunciados, $4 sucedieron presurtamente durante el periodo 
de que se informa y se refieren a la Arabia Saudita, Argelia, la Argentina, el Chad, China, 
Egipto, el Iraq, México, el Pakistán, Sri Lanka, Ucrania y el Yemen. 


2. En el mismo periodo, el Grupo de Trabajo esclareció 37 casos en los siguientes 
Estados: Arabia Saudita, Argelia, Bangladesh, Chad, Chile, Chia, Irán (República Islámica 
del), Iraq, Jamahiriya Árabe Libia, México, Serbia, Sri Lanka, Suiza, Yemen y Zimbabwe. 
De esos casos, 22 se esclarecieron sobre la base de la información aportada por el gobierno 
y 15 sobre la base de la información facilitada por otras fuentes. 


23. Durante el período de que se informa, el Grupo de Trabajo transmitió 13 
comunicaciones para pedir una intervención inmediata en relación con el acoso o las 
amenazas a defensores de los derechos humanos y familiares de personas desaparecidas en 
Argelia, la Argemina, Colombia, la Federación de Rusia, México, el Sudán, Tailandia y 
Turquía, Nueve de estas se enviaron como comunicaciones conjuntas con otros 
mecanismos de procedimicatos especiales, 

24, El Gnspo de Trabajo envió 16 comunicaciones sobre personas arrestadas, detenidas, 
secuestradas, privadas de la libertad o víctimas de desaparición forzada o en riesgo de 


desaparición en China, la Federación de Rusia, Guinca, Honduras, el lrás (República * 


Islámica del), la Jamabiriya Árabe Libia, México, la República Dominicana, Sri Lanka y el 
Yemen. Diez de estas se enviaron con otros mecanismos de procedimientos especiales. 


25. Después de su 86” periodo de sesiones, celebrado en 2008, y de sus dos primeros 
períodos de sesiones de 2009, el Grupo de Trabajo envió 25 denuncias generales a 
Alemania, Azerbaiyán, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Chipre, Colombia, Dinamarca, 
España, la ex República Yugoslava de Macedonia, Filipinas, la India; Indonesia, Irlanda, 
Italia, Namibia, el Pakistán, Polonia, Portugal, la República Checa, el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, Rumanía, Suecia y Zimbabwe. Durante su 88” período de 
sesiones, el Grupo de Trabajo decidió transmitir denuncias generales a algunos gobiernos e 
invitarlos a que hiciesen comentarios al respecto. Los resúmenes de las denuncias generales 
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examinadas durante el 88* periodo de sesiones, incluidas las eventuales respuestas de los 
gobiernos, se incluirán en el informe anual de 2010, 


Visitas a los países 


26. Por invitación del Gobierno de Marruecos, el Sr. Corcuera, el Sr. de Frouville y el 
Sr. Sarkin visitaron el país del 22 al 25 de junio de 2009, asistidos por personal de la 
Secretaría. El objetivo de la misión fue examinar los casos de desapariciones forzadas y 
reunir información para esclarecerios y evalvar la experiencia de la Comisión de Igualdad y 
-. iliació 


27.  Elinforme sobre la visita a Marmecos figura en el documento A/HRC/13/31/Add.1. 


28. El Grupo de Trabajo solicitó realizar visitas a Argelia, Burundi, la Federación de 
Rusia, Filipiras, Indonesia, el Irán (República Islámica del), Nepal, Nicaragua, Sri Lanka, 
el Sudán, Timor-Leste y Zimbabwe. 


29, El Gobierno de la República Islámica del Irán aceptó que el Grupo de Trabajo 
realizara una visita al país en 2005, la cual se retrasó a petición del Gobierno. 


30. En 2009, el Grupo de Trabajo envió recordatorios a los gobiernos. Los Gobiernos de 
de la Federación de Rusia y Nepal indicaron que no sería posible programar una visita del 
Grupo de Trabajo debido a ln visita al país de otros relatores especiales. 


31. El Grupo de Trabajo invita a todos los gobiernos que recibieron una solicitud del 
Grupo de Trabajo a que respondan al constante interés expresado en realizar esas visitas. 


Estudios 


32. El Grupo de Trabajo, junto con el Relator Especial sobre la promoción y la 
protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el 
terrorismo, el Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes y el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria emprendieron un estudio 
conjunto mundial de la práctica de las detenciones secretas en el contexto de las iniciativas 
de lucha contra el terrorismo, según lo anunciaron el 10 de marzo de 2009 en el décimo 
periodo de sesiones del Consejo de Derechos Humanos celebrado en Ginebra. 


33. El estudio conjunto es de carácter mundial y en él se examina la práctica de las 
detenciones secretas en los Estados y por estos en distintas regiones geográficas, teniendo 
en cuenta las iniciativas nacionales, regionales y mundiales de lucha contra el terrorismo. El 
estudio también incluirá capítulos sobre el marco jurídico y las experiencias anteriores en el 
uso de las detenciones secretas en el contexto de las operaciones de lucha contra el 
terrorismo. 

34, — Se prevé que el informe conjunto se presentará al Consejo de Derechos Humanos en 
su 13* periodo de sesiones y contendrá ejemplos objetivos, análisis jurídicos y 
recomendaciones sobre estas prácticas, con el objeto de poner fin a las detenciones secretas 
y el tratamiento o castigo ilícitos de detenidos en el contexto de los esfuerzos actuales de 
lucha contra el terrorismo. Este estudio formará parte de un proceso consultivo con los 
Estados. 


Declaraciones 


35. El 19 de diciembre de 2008, el Grupo de Trabajo emitió un comunicado de prensa 
en el que acogjó con satisfacción el informe de la Oficina en Nepal del Alto Comisionado 
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de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) sobre las desapariciones 
en el distrito de Bardiya relacionadas con el conflicto, merced al cual el Grupo de Trabajo 
recibió muchos casos. 


36. El 21 de juho de 2009 el Grupo de Trabajo emitió un comunicado de prensa junto 
con otros seis mecanismos de procedimientos especiales en cl que pedía a las autoridades 
de la Federación de Rusia que cursaran una invitación para visitar el país a fin de ayudar a 
las autoridades a llevar a cabo una investigación independiente de una serie de asesinatos 
de defensores de los derechos humanos, abogados y periodistas cometida en los últimos 
años. 


37. El 7 de julio de 2009, el Grupo de Trabajo emitió un comunicado de prensa junto 
con otros cinco mecanismos de procedimientos especiales en el que pedía al Gobierno de la 
República Islámica del Irán que cumpliera sus obligaciones internacionales de garantizar la 
protección de los derechos humanos de todas las personas después de las elecciones 
presidenciales celebradas en el país. 


38, Para conmemorar el Día Internacional de los Desaparecidos, que es obrervado por la 
sociedad civil, el 30 de agosto de 2009 el Grupo de Trabajo emitió un comunicado de 
prensa en el que expresó su preocupación por las medidas adoptadas por los gobiernos para 
luchar contra el terrorismo y las consecuencias de las desapariciones forzadas, y puso de 
relieve que los arrestos realizados durante operaciones militares, las detenciones arbitrarias 
y las entregas extraordinarias "pueden ser equivalentes a desepariciones forzadas”. Los 
expertos insteron a los Estados a que adoptaran medidas para promover la verdad y la 
reconciliación, lo que no debería utilizarse como sustituto del enjuiciamiento de los autores. 
El Grupo de Trabajo instó a los gobiernos a que firmaran y ratificaran ln Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
aceptaran la competencia del Comité por constituirse con arreglo a los artículos 31 y 32 de 
la Convención. 


Comentarios generales sobre las desapariciones forzadas como crimen 
de lesa humanidad 


39. De resultas de la evolución del derecho imternacional, el Grupo de Trabajo esté 
elaborando una serie de comentarios generales, entre otros sobre las 

forzadas como un delito continuo y una violación continua de los derechos humanos. En' 
2009, el Grupo de Trabajo finalizó el comentario general siguiente sobre las desapariciones 
forzados como crimen de lesa humanidad, que se eprobó en su 87" pertodo de sesiones. 


Comentario general 


Las desapariciones forzadas como crimen de lesa humanidad 


Preámbulo 


En la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas de 1992 se afirma la vinculación entre las desapariciones forzadas y los crimenes 
de lesa humanidad. En el párrafo cuarto de su preámbulo, se declara que la "práctica 
sistemática [de lus desapariciones forzadas) representa un crimen de lesa humanidad”. 


El Grapo de Trabajo considera que esta disposición debe ser interpretada a la vista 
de los acontecimientos jurídicos que han tenido lugar desde 1992. 
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En virtud de lo expuesto, el Grupo de Trabajo ha decidido redactar el siguiente 
comentario general, 


Comentario general 


1) El concepto de crimenes de lesa humanidad ha sido reconocido por el derecho 
imernacional desde hace mucho tiermpo. La vinculación entre las desapariciones 
forzadas y los crimenes de lesa humanidad fue explícitamente reconocida por la 
resolución 666 (XIN-0/83) de ln Asamblea General de la Organización de los 
Estados Americanos, de 1983, que describía la práctica de las 
forzadas per se como un crimen de lesa humanidad; dicho de otra forma: cualquier 
acto de desaparición forzada es considerado, de conformidad con exe texto, como un 
crimen de lesa humanidad. 


2) La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, de 1994, 
reafirma, en el párrafo sexto de su preámbulo, que "la práctica sistemática de la 
desaparición forzada de personas constituye un crimen de lesa humanidad”. 

3) — El artículo 18 del proyecto de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la 
humanidad de la Comisión de Derecho Internacional, de 1996, define los crimenes 
de lesa humanidad de la siguiente manera: "Por crimen contra la humanidad se 
entiende la comisión sistemática o en gran escala e instigada o dirigida por un 
gobierno o por una organización política o grupo de cualquiera de los motos 
siguientes”; esta definición es aplicable a todos los crímenes enumerados en el 
artículo, entre los cuales figuran las desapariciones forzadas. 

4) El párrafo 1 del articulo 7 del Estatuto de Roma por el que se establece la Corte 
Peral Internacional, de 1998, también ofrece una definición general del concepto de 
crimenes de lesa humanidad, aplicable a todos los crimenes indicados en el 
mencionado párrafo, incluidas las desapariciones forzadas. Esta definición contiene 
diversos criterios: "A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de 
lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de 
un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento 
de dicho ataque”. 


5 En el artículo 5 de la Convención Imernacional para para la protección de todas las 


forzada 
de lesa humanidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable y 
entraña las consecuencias previstas por el derecho internacional aplicable”, 
6) Esta disposición, aunque recuerda los criterios que son similares a los eaunciados en 
el proyecto de código de la Comisión de Derecho Internacional, al mencionar el 


sino principalmente recordar que, de acuerdo con otros instrumentos y fuentes del 
derecho internacional, esta era una calificación aceptada. 


7) Sobre la base tanto de la jurisprudencia de los tribunales imternacionales como del 
Estatuto de la Corte Penal Intemacional, puede observarse que los crimenes de lesa 
hamanidad son crímenes cometidos en un contexto. Dicho de otro modo, los 
crímenes de lesa humanidad se caracterizan por sus elementos contextuales, Estos 
elementos específicos son los que permiten diferenciar, por ejemplo, un asesinato 
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calificado como un delito común de un asesinato que constituye un crimen de lesa 
humanidad, 

Consideraciones parecidas se aplican a las desapariciones forzadas, que sólo pueden 
calificarse de crimenes de lesa humanidad cuando se cometen en un contexto 
determinado, 

Así pues, el párrafo cuario del preámbulo de la Declaración de 1992 ha dejado de 
estar en consonancia con el derecho internacional vigeme. La jurisprudencia de los 
tribunales penales internacionales y los tribunales mixtos, asi como el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, ofrecen muestras convincentes del derecho 
internacional vigente en esta materia. 

La jurisprudencia de los dos tribunales penales internacionales especiales viene 
dada, entre otros, por el fallo de la Sala de Apelaciones del Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia en el caso Kumarac y otros (12 de junio de 2002, 
1T-96-23 y 23/1-A, véznse los párrafos 71 a 105), en el cual la Sala de Apelaciones 
consideró que los elementos comextuales de los crimenes de lesa humanidad eran 
los siguientes: 

a) Que hubiera tenido lugar un "ataque"; 

b) Que el ataque estuviera dirigido contra cualquier población civil; 

ce) Que el ataque hubiera sido generalizado o sistemático; 

d) Que el autor tuviera conocimiento del ataque. 

Estos mismos elementos se repiten en el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de la 
Corte Penal Internacional, que dice asi: "A los efectos del presente Estamuto, se 
entenderá por "crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando 


se cometa como parte de ua staque genenalizado o sistemitico contra uns población 
civil y con conocimiento de dicho ataque”. 


El Estatuto de la Corte Penal Internacional ha sido ratificado por más de 100 países, 
En una decisión histórica, la Sala de Cuestiones Preliminares 1 de la Corte Penal 
Internacional se refirió con frecuencia al fallo Kunarac para interpretar el párrafo 1 
del artículo 7 (El fiscal e. Ahmad Muhammad Haren ("Ahmad Harun”) y Al 
Muhammad Ali Abd-Al-Rahman ("Alí Kushayb”), N* 1CC-02/05-01/07, decisión 
sobre el requerimiento fiscal con arreglo al párralo 7 del artículo $8 del Estatuto, 27 
de abril de 2007, párrs. 60 a 62). 


Debe observarse también que el párrafo 1 del artículo 7 ha sido incorporado a los 
estamtos de otros tribunales imeracionales y mixtos, incluido el Tribunal Especial 
para Sierra Leona, las Salas Especiales de Delitos Graves de Timor-Leste y las Salas 
Especiales en los Tribunales de Camboya. 

El Grupo de Trabajo está, por lo tanto, convencido de que la definición contenida en 
el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional refleja 
actualmente el derecho imersaciona! consuetudinario y puede, por consiguiente, 
utilizarse para interpretar y aplicar las disposiciones de la Declaración. 

En caso de presentarse denuncias de desapariciones forzadas que pudieran constituir 
crimenes de lesa humanidad, el Grupo de Trabajo evaluará esas denuncias a la luz de 
los criterios enumerados en el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de Roma, tal y 
como estos son interpretados por los tribunales internacionales y mixtos y, llegado el 
caso, las remitirá a las autoridades competentes, ya sean regionales 
o nacionales, 
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MIL. Información relativa a desapariciones forzadas o 
involuntarias en diversos países y territorios examinados por 
el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias 


Afganistán 


Número de casos en que el a a Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ho conestado Gobierno Ínorma de los sei meses) 


3 No o 


Desuncia general. No se aplica Respuesta del Gobierno Nose apien 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Información aportada por el Gobierno 
40. El 26 de junio de 2008, el Gobiemo del Afganistán traosmitió una comunicación 
sobre tres casos sin resolver que no fueron recibidos por el Grupo de razones 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sín resolver 


siguen sin resolver, 


Albania 
Cases transmitidos al Gobierno durante Cases esclarecido: durante el 
A el periodo en examen: ] > periado en rxemen por: 0 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remiuidos en Náreero de casos 
del periodo mm virtud del procedisciento virtud del procedimiento Fuentes no sún resobrer al ful 
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Número de coros en que el ¿Múbiples respuestas en algin Número de cases de posible esclarecimiento por el 
Gebterno ha contestado censo? ¿Gabierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 
Dervancia general No se aplica  Respocsta del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Nose aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Procedimientos ordinarios 
43. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado que se refería 
a Remzi Hoxha, un particular de origen albanés de Mocedonia, que desapareció en 1995 en 


Argelia 
Casos transmitidos al Gobierno durante Casos esclorecidos durante el 
0 
a el periodo en czomen: periodo en excmen por. 3 
resolver al comienzo Casex remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del período en virnal del procedwmiento virtud del procedimiento Fuenses no sin resolver el final 
csamen de urgencia ordinario El Gobierno  gubeimamentales delaño examinado 
2704 1 211 0 3 2912 
Número de casos en que el en ia Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha corte snado Gobierno (norma de los sels meses) 
0 No se splica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Cata de intervención imuodiata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
* Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Sí Respuesta del Goblerno Ninguna 


Medidas urgentes 

46, El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un caso en virtud del procedimiento de 
urgencia el 9 de abri] de 2009. El caso se refería a Moussa Rabli, que fue detenido el 17 de 
marzo de 2009 por el Departamento de Investigación y Servicios de Seguridad en su hogar 
en la provincia de Boumerdés. Posteriormente el caso se esclareció mediante información 
aportada por la fuente, 
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Procedimientos ordinarios 


47. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno 211 nuevos casos denunciados. La 
mayoría se refería a personas desaparecidas entre 1992 y 1999, en Constantina, Tipasa, 
Argel, Jijel y Orán. La mayoría de las desapariciones se atribuyca a la policía, el ejército y 
el Departamento de Investigación y Fuerzas de Seguridad. 


Información aportada por las fuentes 

48. El Grupo de Trabajo recibió nueva información aportada por las fuentes sobre tres 
casos sin resolver. 

Esclarecimiento 

49. — Sobre la base de la información uportada por las fuentes, el Grupo de Trabajo 
decidió dar tres casos por esclarecidos. 

Reuniones 


50. El Gobierno de Argelia se reunió con el Grupo de Trabajo en su 89” periodo de 
sesiones para analizar la evolución de los casos sin resolver. El Grupo de Trabajo quedó 
impresionado por el empeño demostrado por el Gobierno para resolver los casos 
presentados al Grupo de Trabajo. 


Carta de intervención inmedista 
51. El 8 de enero de 2009, el Grupo de Trabajo envió una comunicación conjunta, con 
otros dos mecanismos de procedimientos relativa a las amenazas y actos de 


especiales, 

intimidación sufridos por un defensor de Jos derechos humanos debido a sus netividades 
relativas a la investigación de desapariciones forzadas y con posterioridad a su reunión con 
el Grupo de Trabajo en diciembre de 2008. 

52.  El29 de septiembre de 2009, el Grupo de Trabajo envió una carta de intervención 
inmediata al Gobierno de Argclia relativa al presunto hostigamiento de las familias de 
victimas de desapariciones forzadas que al parecer son obligadas a solicitar un certificado 
de presunción de defunción y a pedir una indemnización. 


Solicitud de visita 


53.  El25 de agosto de 2000, el Grupo de Trabajo solicitó realizar una misión a Argelía. 
Pese a haber enviado varios recordatorios a ese respecto, todavía no ha recibido respuesta. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


54. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 2,939 casos al Gobierno, de 
los cuales 18 se han esclarecido sobre la base de la información proporcionada por las 
fuentes, 9 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 
2.912 siguen sin resolver. 


Observaciones 


55. Es alentador que tras un largo periodo de ausencia, el Gobierno de Argelia haya 
entablado un proceso de diálogo y cooperación con el Grupo de Trabajo. El Gobierno 
presentó en el 89 periodo de sesiones un documento relativo a 1.850 casos que el Grupo de 
Trabajo aún no ha tenido oportunidad de examinar. El espíritu de cooperación demostrado 
por el Gobierno de Argelia es encomiable y cabe esperar que llevará a una resolución de los 
muchos casos que todavía siguen sin resolver, 
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57. El Grupo de Trabajo solicita al Gobierno de Argelia que le permita realizar una 
visita al país a fin de esclarecer los 2.912 casos sin resolver. 


58. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 


Angola 

Cases ransmeiádos al Gobiermo durcmie Casos esclarecidos hwramte el 

el periodo en examen: 0 periodo en examen por. 0 
Número ue casos sin 
resolver al comiemo Casos remitidos en Casos remitidos en Niúmuero de casos 
del periodo en virrad del procedimiento virnad del procedimiento Fuentes no sn resotrer al final 
caro de wgencio ordinario El Gobierno gubernameniales del año caminado 
3 0 0 0 0 3 
PPP A A 
Número de casos en que el ro O irreal 
Gobiermo ha contesado Gobierno (norma de los sets meses) 
3 No 0 

Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de imervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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Argentina 
Casos transmisidos al Golterzo durante Casos esclarecidos dranse el 

ai el periodo en examen: 4 período en examen por: 0 
resolver el comienzo Casos remiridos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo em virnad del proceduierto virtud del procedimiento Fuentes no sin resoboer ol final 
armo de wrgencía El Gobierno — gubernamentales del año examinado 

3286 1 3 0 0 329% 
Número de casos en que el ¿Muluples respuestas en ajgín Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierzo ha contestado caso? Gobierno (sorma de los sets meses) 

9 si 0 

Denuncia genera) No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmedinta si Respuesta del Gobierno No 


62. El Grupo de Trabajo transmitió un caso al Gobierno con arreglo al procedimiento de 
urgencia. El caso se refería al menor Luciano Nabuel Arruga, de 16 años, detenido el 3] 
de enero de 2009 por agentes de la policía y trasladado a ln Comisaría de Lomas del 
Mirador en La Matanza, Piedras, Provincia de Buenos Aires. 
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67. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 3.449 casos al Gobierno, de 
los cuales $2 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por las fuentes, 
107 sobre la base de la información proporcionada por el Gobierno y 3.290 siguen sin 


68. El Grupo de Trabajo observa con satisfacción que se ha determinado la identidad 
verdadera de dos niños nacidos en cautiverio. 


69. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por heber ratificado la Convención 


Azerbaiyán 

Casos transrestidos al Cobierro durante Casas esclarecido: durante el 

el período en camen: O período en escmes por: 0 
Número de casas sin 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remiridas en Número de (85. 
del pericdo en virtud del procedimiento virtud del procedimiento Fuente; mo sín resolver al final 
examen de urgencia ordinario ElGobieno gubernamentales del año examinado 
0 0 0 0 0 0 
Número de cases en que el AA Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contestado Gobierno (norma de les seis meses) 
0 No se aplica 0 

Denuncia general st Respuesta del Gobierno No 
Cara de intervención inmediata Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


71. Se informó de que en 2002 el Gobierno de Azerbaiyán participó en la práctica de 
entregas y detenciones secretas. Se mantenía rechuidas a las víctimas de entregas durante 
periodos prolongados en instalaciones secretas, sin acceso al Comité Internacional de la 
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internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 


y 32. 
Babrein 
Casos transeisidos al Gobierno duranse Cases esclarecidos durente el 
el ro 0 
id ¡periodo en examen: periodo en examen por: 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remiridos en Número de conos 
del periado en virtud del procedimiento virnad del procedimiento Fuerses ro sín resolver al final 
amen de srgencia El Gobierno gubernamentales del aho examinado 
0 0 0 0 0 0 
Número de casos en que el co A 
Gobierno ha conte szado Gobierno (norma de los sels meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general sí Respuesta del Gobierno No 
Carta de intervención inmediara No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


74. Conforme a los métodos de trabajo del Grupo de Trabajo, el Gobierno de Bahrein 
recibió una copia del caso relativo al Sr. Abdullah Madjed Sayah Al Nuaimy, detenido 
en la Calzada del Rey Fahd, en la frontera entre la Arabia Saudita y Bahrein, por agentes de 
policia árabes sauditas en octubre de 2008. El caso está registrado en relación con el 
Gobierno de la Arabia Saudita. 


Información aportada por el Gobierno 
75. El 26 de octubre de 2009 el Gobierno confirmó su interés en este caso. 


| 


76. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


12 de abril de 2011 CÁMARA DE SENADORES 433-C.S. 


Bangladesh 
Casos wanseítidos al Gobierno duranie Casos esclarecidos duramie el 
el eS 

A periodo mm txamer: periodo en examen por: | 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del perícdo en virtud del procedimiento virud del procedimiento Fuertes mo sin resolver al final! 
cum de gencia ordinario El Gobierno — gubermamintoles del año examinado 

3 0 1 1 0 3 
Número de casos en que el ¿Miúitples respuestas en algún Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contestado caso? Gobierno (norma de las sets meses) 

3 No 0 

Denncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No ss aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Procedimientos ordinarios 


7. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado relativo a 
Má Hasan Khan, detenido el 25 de mayo de 2008, en el mostrador de Dhaka Paribahan, en 
Dhaka (Bangladesh) por una dotación del batallón de acción rápida N” 6. 


Información aportada por el Gobierno 


78. — El Gobierno transmitió dos comunicaciones de fechas 30 de diciembre de 2008 y 6 
de enero de 2009, relativas a tres casos sin resolver. Sobre la base de la información 
recibida del Gobierno, que suministró el domicilio particular en que residía actualmente una 
de las víctimas, el Grupo de Trabajo decidió aplicar la norma de los seis meses. En relación 
con otros dos casos, el Gobierno indicó que continuaban las investigaciones, 


Esclarecimiento 

79, Una vez transcurrido el plazo de la norma de los seis meses, el Grupo de Trabajo 
decidió dar un caso por esclarecido. 

Tota! de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


80, Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 4 casos al Gobierno, de los 
cuales 1 se ha esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 3 


Observaciones 


81. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas conira las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los articulos 31 y 32. 


434-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


Belarús 
Casos runsestidos al Gobierno Jwranse Casos esclarecidos durante el 

dc el periodo en examen. 0 periodo en cramea por: 0 
resolver el comienzo Casos remitidos en Casos remitidos em Número de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virtad del procedimiento Fuentes no sin resolver al inal 
esc de rrgencia El Gobierno gubernamentales del año examinado 

3 0 0 0 0 3 
Número de casos en que el . a Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contesiado Gobierno (norma de los seis meses) 

3 Si 0 

Denuncia general si Respuesta del Gobierno Si 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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del Gobierno 


57. El 5 de junio de 2009 se recibió una respuesta del Gobierno en la que se afirmaba 
que se habían iniciado investigaciones de inmediato en relación con los ves casos. En dos 
de ellos se llegó a la conclusión de que las victimas habían sido secuestradas por personas 
no idemificadas y transporiadas con destino desconocido. El Gobiemo afirmó que no habia 
pruebas que fundamentaran la dermncia de los medios de comunicación y los pariemtes de 
las víctimas de que funcionarios sapcriores del Gobierno y agentes del servicio secreto 
participaron en las desapariciones. El Gobierno indicó que la denuncia de que se han 
suspendido las investigaciones es incorrecta, por el contrario, están en curso pero no pueden 
revelarse más datos hasta que hayan finalizado. 


| 


Canoa reramendas 2 Codermo deraras Casos esciarecidos durante el 

E el parado es comen O periodo en cuamen por. 9 
rez el converso Casos rontados en Caza rernidos en Numero de canas 
del periodo er vena) del pracebmezo vir del procedirieras Prenaes ro sun resolver al finol 
amo de ger ss edo £i Gotserno  gubernamentciós del cho exammado 

$ 0 0 0 p) $ 
Número de casos en que el A pera port rec e 
Gobierno ha contestado Gobierno (norma de has seis meses) 

0 No se aplica 0 

Denzacia geseral No se aplica — Respuesta del Gobiemo Nose aplica 
Carta de intervención insedinta No se aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para podes haces ana visita Nose aplica Respuesta del Gobiemo No se apilea 


91. Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
ninguna respuesta del Gobiemo. En el documento A/HRC/4/41 se incluye un 
resumen de la situación en el país. 


: 
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Bolivia (Estado Plurinacional de) 

Casos transmitidos al Gobierno dwrane Casos esclarecidos durarst el 

el período en examen: 0 periodo en examen por: 0 
Número de casos in 
resclver al comienzo Casos remitidos en Casos rervitidos en Número de casos 
del período en virtud del procedimiento virnad del procedorienso Fuentes no sin resobver al final 
came de wrgencia El Gobierno  gubernamentoles del año examinado 
4 0 0 0 0 28 
Número de casos en que el a Nimero de casos de posible esclerecimiento por el 
Gobierno ha comestado Gobierno (norma de los sets meses) 
2 si 0 

Denuncia general si Respuesta dol Gobierno Si 
Casta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Solicitod del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Información aportada por el Gobierno 


93. El 18 de noviembre de 2008 el Gobierno respondió a la denuncia general rernitida el 
16 de septiembre de 2008 y suministró información relativa a 22.casos sin resolver, que no 
el esclarecimiento. 

94. El 29 de mayo de 2009, el Gobierno suministró información sobre un caso que no 


Mevó al esclarecimiento y sobre un proyecto de esclarecimiento de casos de desaparición 
forzada que ocurrieron entre 1974 y 1982, 


e! 


Información aportada por las fuentes 


95. La fuente suministró información adicional sobre un caso, afirmando que los 
responsables de la desaparición aún no habían sido sancionados. La fuente también señaló 
que este caso se había presentado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y 
actualmente era objeto de examen por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 


Denuncias generales 


del Gobierno 


96. El 18 de noviembre de 2008, el Gobierno de Bolivia respondió a ln denuncia general 
enviada el 16 de septiembre de 2008 (véase A/HRC/10/9, párrs. 71 a 77) explicando que la 
Comisión Nacional para el Resarcimiento a Víctimas de Violencia (CONREVIP) está 
conformada por representantes de diferentes ministerios, del poder legislativo, de la 
Conferencia Episcopal y de la Central Obrera de Bolivia y sus decisiones se adoptan 
mediante el voto de por lo menos dos tercios de su miembros. En este sentido, el 
funcionamiento y las decisiones de la CONREVIP no dependen solo del Ministerio de 
Justicia. 


| 
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97. En cumplimiento de la Ley N* 2640 y su Decreto reglamentario N” 28015, se inició 
el procedimiento administrativo el 1* de marzo de 2005, con la recepción de solicitudes 
provisionales de eventuales beneficiarios del resarcimiento excepcional. . 


98. A partir del 5 de noviembre la CONREVIP tenía 60 días hábiles para emitir 


emitido aproximadamente el 20% de las resoluciones y motivadas de los 
diferentes hechos resarcibles y se habían recibido 152 solicitudes de reconsideración de los 
diferemes hechos resarcibles. 


100. En cumplimiento de lo establecido en la Ley N” 2640, se ha elaborado un proyecto 
para gestionar financiamiento que garantice el $0% del pago a los beneficiarios de la ley. 
pi a cr of 


101. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 48 casos al Gobiemo, de los 
cuales 1 se ha esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 19 
se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 28 siguen sin 
resolver. 


Observaciones 


102, El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por haber ratificado la Convención 
Intemacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Bosnia y Herzegovina 
Casos transmitidos al Gobierno durante Casos esclarecidos durante el 
Al . 

SS perlodo en examen: 0 periodo en examen por: 0 
resolver al comierzo Casos remitidos en Casos remiridos en Número de caros 
del período en virnad del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes no sín resolver al final 
ama de wrgencio El Gobierno  pubernamentales del año exominado 

0 0 0 0 0 0 
Número de casos en que el ¿Dálbipivo respuestas en algán Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gebierno ha come siado cam? Gobierno (norma de los seis meses) 


0 No se aplica o 
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Brasil 
Casos transeindos al Gobterno durarse Casos esciarecidos durante el 
0 
id el periodo en escmen- periedo en escmen por: 0 
resolver al comienzo Cayos remitidos en Casos resitidos en Número de casos 
del período en virnal del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes 10 asín resolver al final 
sane de urgencia El Gobierno — gubernamentales del año examinado 


Número de casos en que el ¿Meiitples respuenas en algún Número de casos de porible esclorecimiento por el 
Gobierno ha contesudo caso? Gobterno (norma de los sels meses) 
0 No se aplica 0 
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Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicirud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


108. Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamertablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno, En el documento E/CNA4/2006/56 y Corr.l se 
incluye un resumen de la situación en el país. 

Observaciones 


109. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 


Burundi 
Cases transaitídes al Gobwerno duraras Casos esclorecidos duranse el 
el :0 0 
PE periodo en examen periodo en excrmen por: 
resolrer al comierzo Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del período en wirrad del procedirdento viral del procedimiento Fuentes no añ resolver al fees 
esarmen de wgenca El Gobierno gubernamentales del año examinado 
s 0 0 o 0 2 
A II A AS 
Número de casos en que el o Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contestado Gobierno (acrma de los seís meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Goblerno No se mplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se mplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Si Respuesta del Gobierno No 


110. Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr,l se 
incluye un resumen de la situación en el país. 

Solicitud de visita 

111, El 27 de mayo de 2009, el Grupo de Trabajo solicitó una invitación para visitar el 
país. 

Observaciones 

112. El Grupo de Trabajo observa que el Gobiemo hs firmado la Convención 
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Camerún 
Casas versmtidas el Gobierno dwante Casos esclarecido: durante el 

a el período en examen. 0 periodo en examen por: 0 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del pericdo en virtud del procedimiento vtrtad del procedimiento Fuentes no sin resolver al final 
trama de urgencia El Gobierno — gubernamentales del año examinado 

1 0 0 0 0 15 
Número de casos en que el A Número de casos de posible esciorecimiento por el 
Gobierno ha contenado Gobierno (norma de los seis meses) 

1 No 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Información aportada por el Gobierno 

113. Se recibieron dos comunicaciones del Gobierno el 7 de enero y el 17 de-junio de 
2009. En la primera se suministró información sobre un caso pero esta fee insuficiente para 
esclarecerlo. La segunda no se tradujo a tiempo para su inclusión en el presente informe. 
Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 

114. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 19 casos al Gobierno, de los 
cuales 4 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por el Gobierno y 
15 siguen sin resolver. 

Observaciones 

115. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 


y 32 
Chad 
Casos ransmitidas el Gobierno huramie Cases esclarecido: durante el 
el examen] + Gore 1 
PS ¡periodo en periado en por: 
resolver al condenzo Casos remitidos en Casos rendidos en Número de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virtud del procedimiento Puentes mo són resolver el finel 
cane de urgencia El Gobierno gubernamentales del año escminado 
29 1 1 0 1 30 
Número de casas en que el e Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contestado Gobierno (norma de los sets meses) 


0 No se aplica 0 
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Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Medidas urgentes 
116, Se envió un caso al Gobierno del Chad en virtud del procedimiento de urgencia. Se 


117. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado relativo a 
Tbni Oumar Saleh, detenido por oficiales militares en febrero de 2008. 
Joformación aportada por las fuentes 

118. Se recibió información de las fuemes en relación con dos casos. 

Esclarecimiento 

119, Tras recibir información de las fuentes, el Grupo de Trabajo decidió dar un caso por 
esclarecido. 

Total de enros transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


120. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 34 casos al Gobierno, de los 
cuales 1 caso se ha esclarecido sobre la base de la información suministrada por las faemtes, 
3 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por el Gobierno y 30 
siguen sin resolver. 


Observaciones 


121. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 


y 32 
Chile 

Casos transraicidos al Gobierno durante Casos esclarecidos durar el 

el periodo em examen: O periodo en examen s 

Número de casos sin cas > ca 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo en virtaad del procedimiento virtud del procedimieriso Fuentes no sin resobrer al final 
camen de rrgencia El Gobierno  gubernamuntales del año examinado 


| El Grupo de Trabajo determinó que uno de los casos sin resolver era duplicado y por lo tanto lo 
eliminó de sus registros, 
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Número de casos en que el ESPADA Núsvero de casos de posible esclarecimiento por el 


Gobierno ho contestodo Gobierno (norma de los teís meses) 

v si ' 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Información aportada por el Gobierno 


122. El Gobierno transmitió dos comunicaciones de fechas 18 de agosto de 2008 y 24 de 
marzo de 2009. En la primera de ellas el Gobierno suministró información sobre 17 casos, 
Sobre la base de la información recibida del Gobierno, el Grupo de Trabajo decidió aplicar 
la norma de los seis meses. En relación con los otros ocho casos, la información 
suministrada no permitió el esclarecimiento. En lo que se refiere al caso restante, el 
Gobierno suministró información sobre la ortografía correcta del nombre de la víctima. 


123. En la segunda comunicación, el Gobierno suministró información sobre tres casos. 
En un caso, el Grupo de Trabajo decidió aplicar la norma de los seis meses en su 8% 
periodo de sesiones, en otro caso el Grupo de Trabajo envió la información recibida a las 
fuentes para su validación. En relación con el tercer caso, el Gobierno informó al Grupo de 
Trabajo de que el nombre de la víctima no correspondía a ninguno de los casos incluidos en 
los registros de la Comisión Nacional de Verdad y Reparación ni en la Corporación 
Nacional de Reparación y Reconciliación. 


Información aportada por las fuentes 

124. La fuente suministró información sobre un caso, confirmando la ortografía correcta 
del nombre de la víctima suministrada por el Gobierno. 

Esclarecimiento 

125. Una vez transcurrido el plazo de la norma de los seis meses, el Grupo de Trabajo 
decidió dar ocho casos por esclarecidos. 

Total de casos trausmitidos, esclarecidos y sin resolver 


126. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 907 casos al Gobierno, de los 
cuales 23 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
77 se han esclarecido sobre la base de la información proporcionada por el Gobiemo y 807 
siguen sin resolver. 


Observaciones 


127. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ka firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 
y 32. 
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China 

Casos trenseetidos el Gobierno dwranie Casos esclarecidos durante el 

el periodo en examen: 2 periodo en excmim por: 3 
Número de casos sin 
resolver al comienzo Casos remiides en Casos remitidos en Núsrero de casos 
del período en virtad del procedimiento virtud del procedimiento Fuertes no sin resobrer al final 
excmen de urgencia El Gobierno gubernamentales del año examinado 
pol 2 0 3 0 22 
Número de casos en que el cor es od Minero de casos de posible esciarecimiento por el 
Gobierno ha contestado Gobierno (norma de los seis meses) 
2 No 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No sc aplica — Respuesta del Gobiemo Nose aplica 


Medidas urgentes 


128. El Grupo de Trabajo envió dos casos al Gobierno en virtud del procedimiento de 
urgencia. Uno se refería a Zhisbeng Gao, un destacado abogado de derechos humanos de 


se trata ca absoluto de un caso de desaparición forzada. El Gobierno de China solicita 
respetiosamente que lo que antecede se reproduzca fmiegramente en un documento 
pertinente de las Naciones Unidas”. , 

130. El 6 de junio y el 9 de septiembre de 2009 se recibieron otras dos comunicaciones. 
La primera se refería a un caso y la información incluida fue insuficiente para su 
esclarecimiento, La segunda no pudo ser traducida a tiempo para su inclusión en el presente 


Información aportada por las fuentes 
131. Se recibió información de fuentes en relación con dos casos. 


443-C.S. 


444-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


Comunicaciones del Grupo de Trabajo 


133. El 12 de octubre de 2009 el Grupo de Trabajo, junto con otros cuatro mecanismos de 
procedimientos especiales, envió una comunicación relativa a la Sra. Liang Liwan que 
presuntamente fue secuestrada el 23 de septiembre de 2009 como consecuencia de sus 


134, Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha vransmitido 116 casos al Gobierno, de los 
cuales 11 se han esclarecido sobre la base de la información proporcionada por las fuentes, 
77 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 23 siguen 
sin resolver. 


Observaciones 


135. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas conira las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Colombia 
Cases transmitidos al Gobierno cho ante Casos esclarecidos durante el 
el 3 0 
ceci ¡periodo en examen: periodo es tramen por: 
resolver al comienzo Casos remiidos en Casos remidos en Número de casos 
del periodo en virnad del procedimiento virnad del procedimiento Fuentes no sin resolver el final 
came de wrgercía El Gobierno  pubemamentales del año examinado 
955 0 8 0 0 963 
Número de casos en que el A Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comentado Gobierno (norma de los seis meses) 
y No 0 
Denuncia general Si Respuesta del Gobierno Sí 
Cana de imervención inmediata sí Respuesta del Gobierno No 


Barrios Ovalle, Mario Anillo Trochez, Danilo Carrera Aguancha, Hugo Quintero 
Solano y Carlos Ibarra Bernal, expertos de la Brigada de Investigación Tecnológica que 
desaparecieron el 9 de marzo de 2000 en la aldea de Manguillo, La Paz, depanamemno de 
César, mientras exbumaban el cuerpo de una persona que habia sido asesinada por el grupo 
paramilitar Autodefensas Unidas de Colombia. Se presume que fueron secuestrados por 
miembros de dicho grupo paramilitar. El caso restunte se refiere a José Luis Suárez Eraso, 
secuestrado en Medellín por agentes paramilitares con la participación de militares en enero 
de 2009, 
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Información aportada por el Gobierno 


137. Se recibieron seis comunicaciones del Gobierno de fechas $ de enero, 17 de febrero, 
20 de mayo, 13 de julio y 24 y 29 de septiembre de 2009. La primera comunicación trata de 
las medidas adoptadas por el Gobierno en seguimiento de las recomendaciones formuladas 
por el Grupo de Trabajo tras su visita al país en julio de 2005, cuyo contenido no pudo 
traducirse a tiempo para su inclusión en el presente informe. Las comunicaciones segunda y 
tercera suministran información sobre 37 casos, que no cosdujo a su esclarecimiento. Las 
comunicaciones cuarta y quinta incluyen respuestas a las denuncias generales enviadas por 
el Grupo de Trabajo el 15 de mayo y el 22 de julio de 2009, que no pudieron traducirse a 
tiempo para su inclusión en el presente informe. La última comunicación 
información sobre el documento del Consejo Nacional de Política Económica y Social de la 
República de Colombia CONPES 3590, destinado a la consolidación de los mecanismos de 
búsqueda e identificación de personas desaparecidas en Colombia. 


Carta de intervención inmediata 


138, El 28 de abril de 2009, el Grupo de Trabajo envió una comunicación conjunta con 
Otro mecanismo de procedimientos especiales en relación con la intimidación sufrida por 
usa organización de derechos humanos debido a sus actividades de investigación de 
desapariciones forzadas. 

139. El 9 de junio de 2009, el Grupo de Trabajo envió una comunicación relativa a la 
intimidación sufrida por los miembros de la familia de una víctima de desaparición forzada 
en la víspera del juicio del presunto autor. Uma comusicación semejante enviada al 
Gobierno el 6 de octubre de 2006 se refirió a la misma familia, 


Denuncias generales 


Resunicrs se las demimncias 


on Alguras fuentes facilitaron al Grapo de Trabajo información sobre los obstáculos 
que supuestamente se había tropezado en la «aplicación de la Declaración. Esta 
información ve ranemiió el Gobierno por medio de dos desancias generals 


141, En relación con la primera denuncia general, las fuentes informaron de que el 12 de 
noviembre de 2003 la Comisión Primera de la Cámara de Representantes de Colombia 
aprobó el proyecto de ley N" 044/08 conocido como "Ley de victimas”, por el que se 
establecen medidas de reparación y protección de las victimas del conflicio armado de 
Colombia. 

142, Según las fuentes, este proyecto de ley es discriminatorio por cuamto las víctimas 
solo pueden beneficiarse si se han registrado en un plazo de dos años desde su aprobación. 
A este respecto, las fuentes afirmaron que el proyecto de ley no reconoce que siguen 
produciéndose desapariciones ea Colombia debido a que el conflicto interno continúa y 
también menoscaba el principio de la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa 
humanidad. 


143. También se afirmó que el proyecto de ley no permite que las víctimas que recibieron 
indemnización pidan una reparación en una fecha posterior por medio de procedimientos 
judiciales. Además, el proyecto de ley presuntamente excluye a las victimas de violaciones 
del derecho internacional humanitario y limita la categoría de autores a determinados 
miembros de las fuerzas públicas, incluidos los militares y la policía, y excluye otras 
categorías como los miembros de los servicios de inteligencia. 


144, Además, el proyecto de ley presuntamente excluye de la definición de victima a los 
familiares de los desaparecidos, impidiendo de este modo que reciban una indemnización. 
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Tampoco reconoce la responsabilidad del Estado en cuanto a la indemnización de las 
víctimas pues dispone que el Estado indemnizará a las víctimas sobre la base del principio 
de solidaridad. 


145, Según la segunda denuncia, las Fuentes informaron de que, pese al hecho de que es 
bien sabido que la finca "La Alemania” en Sucre contiene las tumbas de campesinos 
presuntamente asesinados en 1997 por paramilitares, no es posible verificar si hoy cuerpos 
sepultados allí y, en ceso de que los hubiera, identificarlos. También se informó de que la 
Procuraduría General de la Nación encontró dos fosas con cuatro cuerpos y que además se 
arrojaban cuerpos a un pozo y detrás de una casa. 

146. Asimismo se denunció que la Procuraduría General de la Nación no había informado 
a las familias de las victimas, incluidos Los copropietarios legítimos de la finca, de que ¡ba a 
buscar tumbas y a exhumar cuerpos. La fuerte también afirmó que la falta de 
investigaciones rigurosas impide que los cuerpos exhumados puedan ser identificados, 
privando así a las familias de la posibilidad de recuperar a sus seres queridos. Además, se 
afirmó que las familias ignoran si la Procuraduria General de la Nación lleva a cabo 
investigaciones y, de ser así, en qué etapya se encuentran, Les preocupa que, de encontrarse, 
los restos de las victimas se guarden en cajas rotuladas "persona descomocida” y 
posteriormente se destruyan. como ocurrió en otras partes de Colombia. 


147. Las fuentes también indicaron que los paramilitares que ocuparon la finca en 1997, a 
pesar de que algunos de ellos están en la cárcel, están intimidando a las familias que buscan 
a sus parientes demostrando así el nivel de impunidad y desprecio por la justicia en 
Colombia. Se informó además de que el A 
destruirse los cuerpos u otras pruebas. 


Respuestas del Gobierno 


148. El 13 de julio y el 24 de septiembre de 2009, el Gobierno respondió a ambas 
denuncias generales. Las respuestas no pudieron traducirse a tiempo para su inclusión en el 
presente informe. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


149. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 1.235 casos ul Gobierno, de 
los cuales 67 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las 
fuentes, 205 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 
963 siguen sin resolver. 


Observaciones 


150. El Grupo de Trabajo agradece al Gobierno su informe sobre la aplicación de las 
recomendaciones formuladas tras su visita al país en 2005 y hace votos por que esto sea el 
comieazo de una etapa de cooperación mutua para poner en práctica todas las 
recomendaciones. El Grupo de Trabajo espera con interés comenzar a tabejar en un 
informe de seguimiento. 


151. El Grupo de Trabajo expresa preocupación por el número cada vez mayor de casos 
de intimidación y represalias, En ese sentido, recuerda al Gobierno su obligación de 
proteger de todo maltrato y todo acto de intimidación o represalia de conformidad con los 
párrafos 3 (protección de todo maltrato y todo acto de intimidación o represalia) y $ (todo 
maltrato y todo acto de intimidación o de ns e e 
Declaración, 


152. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
pera la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
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lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los articulos 31 


y32 
Congo 
Casos irensmitidos al Gobierno daremnte Casos esclarecidos durcrta el 
el :0 i 6 
SS | periodo en examen: periodo en ram por. 
resolver al comierzo Casos remitidos en Casos remiidos en Número de casos 
del periodo en virmad del procodimiento virtal del procedirimoo Fuentes mo din resolver al fra 
aadtntn de urgencia El Gobierno gabernamemales del año examinado 
114 0 0 0 0 114 
Número de casos en que el A Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comentado caso? Gobierno (norma de los seís meses) 
0 No se aplica 0 
Dezuncia general Nose aplica Respuesta del Gobierno Si 
Cana de imervención inmedista Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Nose aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Información aportada por el Gobierno 


153. El Gobierno transmitió una comunicación al Grupo de Trabajo, de fecha 17 de abril 
de 2009, respondiendo a la denuncia general envinda en 2004 (E/CN.4/2009/65). 


uncias generales 


Respuesta del Gobierno 


154, En una comunicación de fecha 17 de abril de 2009, el Gobierno de la República del 
Congo respondió a la denuncia general del Grupo de Trabajo enviada en 2004. Indicó que 
en 2005 el retorno de la paz y la seguridad en los grandes ciudades y el restablecimiento de 
los servicios administrativos y el poder judicial permitieron al Tribunal Penal de 
Brazzaville celebrar una sesión para esclarecer el caso de las "desapariciones de la playa”. 
En su sentencia N* 006 de 17 de agosto de 2005, el Tribunal ordenó al Gobierno que pagara 
10 millones de francos CFA a cada una de las fumilias de las personas desaparecidas. Se 
pagó indemnización en 34 casos en los que se estableció que una persona habia 
desaparecido. Se desestimaron 43 casos porque algunos demandantes no estaban incluidos 

en la lista y otros no habían firmado la declaración de buena fe. La sentencia del Tribunal 
Penal de Brazzaville fue confirmada por el Tribunal Supremo del Congo que incrementó la 
indemnización otorgada a los supérstites de las personas desaparecidas. 


j 
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lo ¡asta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo e los artículos 3] 
y 3. 


Chipre 
Casos raruminidos al Gobierno dansa Casos esclorecidos duramse el 
al co man 0 
AS periodo en examen: periodo por: 
resolver al comienzo Casos remiidos en Cayos remitidos en Número de casos 
del período en virnad del procedimiento viral del procedimiento Fuertes mo sin resolver al final 
examen de urgencia El Gobierno — gubernomeniales del año csaminado 
0 0 0 0 0 0 
Número de casos en que el ed O Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ho contestado Gobierno [norma de los sis meses; 
0 No se aplica 0 
Denuncia general Si Respuesta del Gobiemo Si 
Carta de intervención inrrediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder bacer una visita No se aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


1 


generales 


Resumen de las demuncias 


157. Algunas fuentes facilitaron al Grupo de Trabajo información sobre los obstáculos 
con que supuestamente se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha 
información se transmitió al Gobierno después del 87” periodo de sesiones del Grupo de 


158. Segúa la información recibida, en 2003 el Gobierno de Chipre participó en la 


Respuesta del Gobierno 


el periodo que se está examinando, el Gobierno deja constancia de que sus aeropuertos no 
han sido utilizados para vuelos sospechados de entregas secretas. 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


160. En lo que se reficre a las medidas adoptadas por el Gobiemo, el 31 de agosto de 


161, En relación con las investigaciones emprendidas por el Gobiemo y en respuesta a 
una solicitud formulada por el Secretario General del Consejo de Europa, el Servicio 
Jurídico inició una investigación de todos los departamentos, distritos y servicios de la 
policía sobre casos no reconocidos de privación de la libertad ocurridos entre 2002 y 2005. 


extranjeros en el territorio de Chipre están sujetos a les. leyes y disposiciones 
arrestadas o detenidas dan lugar al derecho civil de reclamar una indemnización del Estado 


163. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 
y 32. 


República Checa 
Casos trarsow tados al Coluerno derante Casos esclarecidos duranse el 
el 0 ñ 

ec periodo en examen ptriodo en examen por: 0 
resolver al comitnzo Casas remitidos en Casas remiridor en Namero de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virtud del procedimiento "Fuentes no sán resolver el final 
cane de urgencia El Gobtermo gubernamentales del año cxamrado 

0 0 0 0 0 0 
Número de casos en que el o E a ria ii 
Cobierno ha contestado Gobierno (norma de los seds meses) . 

0 No se aplica 0 

Denuncia general Si Respuesta del Gobierno No 
Carta de intervención inmedieta Nose aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Tmbajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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164, Algunas fuentes facilitaron información sobre los obstáculos con que supuestamente 
se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha información se transmitió al 
Gobierno después del 87” periodo de sesiones del Grupo de Trabajo, - 

165. Según la información recibida, en 2003 el Gobierno de la República Checa participó 
en la práctica de entregas y detenciones secretas. El papel del Gobierno en esta práctica 


166. El Grupo de Trabajo está preocupado por la participación del Gobierno, en particular 
Ja policía, los militeres y otros, en la práctica de las entregas y detenciones secretas. 


167. El Grupo de Trabajo lamenta no haber recibido ninguna respuesta del Gobierno, 


163. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Cama ranrmuidos 0) Gobierno durante Casos esclorecidos durante el 
el periado en cxomen: 9 período en exemon por: O 
Número de tarea sin 
resolver el comienzo Casos remitidos en Cesos remitidos en Número de casos 
de! periodo en virvad del procedurienso virtad del procedimiento Fuents no sin resolver al fra 
eamen de regencia El Gobierno pulermementales del año exomnado 
a 0 0 0 0 9 
Número de casos en que el PR Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ho conte sado Gobierno (nerma de los seis meser) 
9 Si 0 

Denuacia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicinad del Grapo de Trabajo para poder hacer una visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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loformación aportada por el Gobierno 


169. El Gobicrno trarsmitió al Grupo de Trabajo dos comunicaciones de fechas 19 de 
enero y 27 de abril de 2009, en las que respondió en relación con todos los casos sin : 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sín resolver 


siguen sin resolver. 


República Democrática del Congo 
Cases transmitidos al Gobierno «heranie Casos esclorecidos durarue el 

Número de casos sín pl <a z . ed po : 
resotver al comenzo Casos remindos en Casos remitidas en Número de caros 
del período en virnad del procedimiento vernad del procedurjento Fuentes no sín resolver el final 
ELMER de urgencia ordinano El Gobierno gubernamentales del año examinado 

43 0 1 0 0 44 
Número de casos en que el ¿Milriples respueznas en algún Número de casos de posible esclorretmierso por el 
Coblerno ha contestado caso? Gobierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 

Denzmcia genera! No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Cana de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacez una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Procedimientos ordinarios 
174, El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado relativo a 
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j 


rvaciones 

176. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y m 
acepte la competencia del Comité con arreglo alos artículos 31 y 32. 


Dinamarca 

Casos trensrandos el Gobierno durante Casas esclorecidos derame e! 

el periodo mm examra: O periodo en examen por: 0 
Número de casos sin 
resolver al comierso Casos remissdos en Casos remindos en Número de cases 
del periodo en virvad del procedimiento virrud del procedimiento Fuentes no sin resobver al final 
can de wrguncia El Golierao — gubernamentales del año eseminado 
0 0 0 0 0 0 
Número de caros en que el ¿Húlripies respuestas en algún Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contestado caso? Gobierno norma de los seis meses) 
ll No se aplica 0 

Deruncia penera) si Respuesta del Gobierno No 
Cura de intervención inmedista Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Soticitad del Grupo de Trabajo para poder bacer um visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


transportaban a victimas de entregas. Esos aviones hicieron escala en esos acropuertos 
durante el proceso de traslado, recepción, transferencia o devolución de detenidos para la 


181. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
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República Dominicana 
Cam ruunendos al Gobierno dean Coma esclarecido: deramte el 
el periodo en examen O periodo en cuamen por 0 
Número de cagos sin - 
resolver al comienso Casos remitidos en Casos remisidos en Número de casos 
del período en virnad de! procerraraso  vermad del procedimiento Fuentes 0 sán resobrer el firad 
cc de regencia El Gobierno prbrrnamentcles del año ecxominado 
2 0 0 0 0 2 
Manero de caxo en que el o O Numera de ¿usos de por he esclarecomaente por el 
Goteemo ha corta sudo Gobierno (ecrma de on sei: mesez) . 
o No e ayas ] 
Denaacia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención insrad ata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


recibió ninguna respuesta del Gobierno, En los documentos E/CN.4/2006/56 y Corr.1 y 
NHRCIIN se incluye un resumen de la situación en el país. 
Comunicaciones del Grupo de Trabajo 


183. El 14 de octubre de 2009, el Grupo de Trabejo envió, con otro mecanismo de 
procedimientos especiales, una convanicación urgente al Gubierno relativa al secuestro por 


Observaciones 
124. El Grupo de Trebajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32, 
Ecuador 

Canos prensada: el Cobierno drcria Can escuerecidos durara el 

el guriado ea comaex. O parido en cama por. 0 

Mamero de coma: ya 
acbrer al comento Casos remiides en Caras remtidos en Numero de casos 
del pericdo e veta del pra mero Wide pra td mr Fuernas mo sm reso ver el foma 
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Número de caxos en que el ¿Múliples resputsios en alrán Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contesiodo cuo? Gobierno (norma de los seis meses) = 

* si y 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Curta de intervención incediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Información aportada por el Cobierno 
155. El Gobierno transmitió una comunicación de fecha 1” de diciembre de 2008, en la 


que el Grupo de Trabajo recibe la información. El 15 de mayo de 2009, el Gobiemo envió 
una nueva comunicación relativa a todos los casos sin resolver que no condujeron al 
esclarecimiento. Además, se envió ma comunicación de fecha 29 de julio de 2009 en la que 
se informó al Grupo de Trabajo de que el Tribunal Constitucional del Ecuador emitió una 
decisión en que declaraba que el texto de la Convención Internacional para la protección de 
todas las personas contra las desapariciones forzadas se ajustaba plenamente a la 
Constitución del país. Por último, el 12 de octubre de 2009 se envió una comunicación en _ 
que el Gobierno informó al Grupo de Trabajo de que el Presidente de la República, 
mediante un decreto ejecutivo, ratificó la Conveación Internacional para la protección de 
todas las personas contra las desapariciones forzadas en su totalidad y de que la 
Convención formaría parte del sistema juridico del Ecuador una vez que el decreto se 
publicara en el Registro Oficial. 


Información aportada por las fuentes 


187. El Gobierno del Ecuador se reunió con el Grupo de Trabajo en su 87* periodo de 
sesiones para analizar la evolución de los casos sin resolver. 


Invitación para visitar el país 
188. El 8 de enero de 2009, el Gobiemo reiteró su invitación al Grupo de Trabajo de que 
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150. El Grupo de Trabajo agradece al Gobiero la invitación currada y su cooperación. 
191. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por ratificar la Convención Internacional 
para la protección de todas las personas conira las desapariciones forzadas y lo insta a que 
acepte la comperencia del Comié con arreglo a los artículos 31 y 32 


Egipto 
Cayos transmitidos al Gobwermo durara Casos esclarecidas durante el 
el, en examen: 18 edo 0 
RNE periodo pa EN CALA por. 
resolver al comenzo Casos remiados en Casos remmndos en Número de cars 
del periodo virvad del procodimaro verrad Sel prox rbmirrto Fuentes no sum resolrer al fmal 
ame de wrgenca ordacro El Gobierno  prbermamentales del año exominado 
1" ” 1 0 0 ES] 
Núsrere de casos en que el ns Número de casos de pos ble csciorecmeres por el 
Gobrereo ha come srado Gobierno (norma de los ses meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Cana de imervención inmedinta No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Mohamed Hussein Abmed Hussein, Adel Gharieb Abmed, Ibrabim Motamed Taba, > 
Sameh Mohamed Tuba, Ahmed Sand El Awadi, Ahmed Exzat Ali, Samir Abdel 
Hamid el Metwalli, Abmed El Sayed Nasel, Ahmed Farhan Sayod Ahmed, Ahmed El 
Sayed Mahmoud el Mansi, Mohamed Khamis El Sayed Ibrahim y Yasser Abdel 


Qader Abd El Fattab Blsar, que fueron detenidos por agentes estatales de 
inteligencia y seguridad entre el 2 y el E de julio de 2009. 
Procedimientos ordinarios 


de Egipto. De conformidad con sus métodos de trabajo, el Grupo de Trabajo cavió una 
copia de este caso al Gobierno del Sudán. 
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El Salvador 
Casos trararitidos el Gobrerno durante Casos esclorecidos durante el 
el periodo en cramen: 0 periodo en examen por; O 
Número de casos són 
resoler al comienzo Casos remitidos en Casos remiiidos m Numero de casos 
del periodo en virnd del procedomiento virtad del procedimemo Fuentes no sin resolver al final 
ames de urgencia cedmario El Cobiemo gubernamentales del año exsmmnado 
2770 0 0 0 0 2270 
Número de casos en que el ¿Múltiples respuestas en algún Número de tasos de portble esclorecimiento por el 
Gobierno ha comenado caso? Gobierno fuorma de las sets meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmedista No se aplica — Respuesta del Gobiémo No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


197, Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.l se 
incluye un resumen de la sirvación en el país. El informe sobre la visita al país figura en el 
documento A/HRC/7/2/Ad4.2. ; 
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Guinea Ecuatorial 
Casos ransuindos al Gobierno durante Casos esclarecidos durante el 
ida el periodo en ezemen: D periodo en examen por. 0 
nesobrer al comenzo Cases remitidos en Casos remitidos 1 Número de casos 
del periodo en virnad dei procedumento  virtad del procediendo Fuentes no sin resolver al final 
camen de urgencia ordaario El Gobierno gubernamentales del año examinado 
8 0 D o] 0 3 
Número de casos en que el ¿Hills roqpisstes eo elds Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contesiado caso? Gobierno (norma de los seis meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta def Gobierno No se aplica 


Solicirad del Grupo de Trabajo para poder haces una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


200, Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobiemo. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.l se 
incluye un resumen de la situación en el país. 


Observaciones 4 


201. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Eritrea 
Casos ransmiidos al Gobierno durante Casas esclarecidos durante el 
el > 

a ¡periodo en examen: 0 período mm examen por: O 
resolver al comierco Casos remitidos en Casos remiidos en : Número de casos 
del pericdo en virtud del procedimiento virtud del procedimienso Fuentes mo sin resolver al final 
names de vrgencia ordiario El Gobierno gubernamentales del año exermmnado 

5 0 0 0 0 s4 
Número de casos en que el ¿Múbuples rezpueros en algún Número de caros de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comesiado caso? Gobierno (norma de las seis meses) 

0 No de aplica 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Cana de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Soliciaud del Grapo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierso No se aplica 


202. Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.1 se 
incluye un resumen de la situación en el país. 
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Etiopía 

Cases transmitidos al Gobierno duran Casos esclarecidos durante el 

el periodo en examen: 0 periodo en cxamen por. O 
Número de casos sín ea 
resolver al comierco Casos remitidos en Caos reraindos em Número de casos 
del pericalo en virmd del procedimiemo vortad del proceduriento Fuentes no sin resclver el final 
Lane de urgencia ordeno El Gobierno gubernamentales del año exemmado 
m 0 0 0 0 nm 
Número de casos en que el ¿Maénples respoeras en clim Número de casos de porible esclorecintemo por el 
Gobierno ha contesiado caso? Gobierno (norma de los sets meses) 
0 No se aplica 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se apíica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer uma visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


204, Se volvieron a transmitir todos los cosos sin resolver y lamentablemente mo se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno, En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.1 se 
incluye un resumen de la situación en el país. 


Observaciones 


205. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 


Francia* 
Casos tronsetidos el Gobierno cheramte Casos esclarecidos hercme el 
el :0 0 
PD periodo rm examen. periodo mm vxamen por 
resolver al comierco Casos remitidos en Casos remtidos en Nibmero de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virtud del procedimiento Fuerses ro sim resolver ol final 
eomer de ergencia El Gobierno gubernamentales del eño exominado 
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Número de casos en que el «Múlaples respuestos en algún Número de caros de posible esclarecimsento por el 
Gobierno ha con tado caso? Goluerno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 
gg 
Denuncia general No ase plica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer na visita No se aplica Respuesta del Gobiermo No se aplica 


206, Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En los documentos E/CN.4/2006/56 y Corr.1 y 
AJHRC// se incluye un resumen de la situación en el país. 
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207. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por haber ratificado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y - 
por reconocer la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Gambia 

Casas transmitidos el Gobierno durante Cases escharecidos durante el 

el periodo en examen 0 periodo en exemen por: O 
Número de causes sm 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo en virtud del procedimiento viral del procedimiento Fuentes m9 sin resolver al formal 
cams de wgencia El Gobierno — gubernamentales del año examinado 
1 0 0 0 0 1 
Nurmero de casos en que el A Numero de casos de posible saciarecimiento por el 
Cobterno ha contestado Gobierno (norma de los seis meses) 
0 No se aplica 0 

Desuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Caria de inserrención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer tuna visita No se aplica  Respueste del Gobierno — No se aplica 


208. Se volvió a transmitir el caso sin resolver y lamentablemente no se recibió ninguna 
respuesta del Gobierno. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.] se incluye un resumen 
de la situación en el país. 
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209. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Imernacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32, 
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AJMHRC/LV31 
Georgia 
Casos wanseuiidos al Gobierno duran Casos esclarecidos durante el 
el periodo en examen: 0 periodo en cuamen por. 0 
Número de casos sin — 
resolver al comierzo Casos remuidos en Cases remitidos en Número de cases 
del periodo en virnad del procedimiento virnad del procedimiento Frentes no sin resobver al final 
non de gencia ordinario El Gobierno gubernamentales del año examinado 
0 D ] 0 0 1 
Número de casos en que el ¿Mulsples respuestas en algun Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha cenenado caso? Gobierno (norma de los seis meses 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata Nose aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Procedimientos ordinarios 
210. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado, en relación 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


211. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 1 caso al Gobierno, que sigue 
sin resolver. 


212, El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Alemania 
Casos traasmitidos al Gobierno drante Casos esclarecidos durante el 
el 0 5 

PS ¡periodo en examen periodo en examen por: O 
resolver al comico Cases remitidos em Casos remitidos en Número de casos 
del periado en wriud del procedwesento — virnad del procedimiento Fuentes no són resolver al final 
acamen de urgenció El Gobierno  gubernamentoles del año tramirnado 

0 0 1] 0 0 0 
Número de casos en que el O Numero de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobeermo ha comtesado Gobierno (norma de los seís meses) 


0 No se aplica 0 
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Denuncia general si Respuesta del Gobierno Si 
Cana de intervención inmediasa No se aplica — Respuesta del Gobierno No seaplica 
Solicinad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Información aportada por el Gobierno 


213. El Grupo de Trabajo recibió una comunicación del Gobierno el 1” de octubre de, 


2009 en respuesta a la denuncia general. 
Denuncias generales 


Resumen de las dermncias 


a. Algunas fuentes facilitaron al Grupo de Trabajo información sobre los obstáculos 
que supuestamente se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha 
información e tranamiió l Gobiemo después del 57 periodo de sesiones del Grupo de 


dar ec 


informaba sobre los procedimientos utilizados para decidir acerca de la detención y su 

duración. Esta práctica se considera equivalente a la desaparición forzada. 

216. Presuntamente el papel del Gobierno en esta práctica incluyó la transmisión de 

información de los organismos nacionales de imeligencia a otros organismos de 

inteligencia, lo cual probablemente facilitó la detención ilícita y el traslado de varias 

personas. 

217, También se recibieron denuncias en el sentido de que aviones en que se 
victimas de entregas utilizaron aeropuertos de Alemania. Esos aviones 


mientras que en otros se transportó a victimas de desapariciones forzadas dentro y fuera de 
Europa. Presuntamente el Gobiemo permitió que esos aviones aterrizaran en su territorio 
sin tomar ninguna medida para impedir su uso para detenciones secretas y entregas, 


212. Se denunció asimismo que presuntamente el Gobierno de Alemania fue informado 


consular a las víctimas de entregas, no las protegió por la vía diplomática ni procuró 
facilitar su devolución. 


219. También preocupa al Grupo de Trabajo que el Gobierno de Alemania haya 
5 en interrogatorios de detenidos en lugares secretos. Algunos de ellos tal vez 
hayan sido sometidos a actos de tortura u otro tipo de maltrato. 


220. Según los informes recibidos, el Gobierno de Alemania era renuente a investigar en 
i invocando 


nacional o contra sus nacionales, que llevaron a pedidos de extradición. Aparentemente, el 
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Gobiemo no realizó investigaciones cficaces, independientes e imparciales sobre el papel 
de funcionarios estuales y el uso del territorio del Estado en relación con las desapariciones 
forzadas. Se informó de que el Gobierno obstaculizó las investigaciones y constataciones de 
denuncias de derechos humanos relativas a la entrega y la detención secreta. No se ha 
suministrado reparación alguna a las víctimas y sus familias, que en algunos casos incluye 
la determinación de la suerte y el paradero de las personas desaparecidas. 


Respuesta del Gobierno 


221. El 1” de octubre de 2009 se recibió una respuesta del Gobierno de Alemania 
rechazando estas denuncias y afirmando que ni el Gobierno ni los servicios nacionales que 
dependían de él habían participado en las presuntas prácticas ni las aprobaban. 


22. La Comisión de Investigación del Parlamento encomendó que se realizara una 
investigación y el informe final fee presentado al Bundestag de Alemania y 
aprobado por este el 18 de junio de 2009, Según su conclusión, de 20 presuntas entregas, 
solo pudieron probarse 2. En ambos casos se informó al Gobierno sólo después de la 
erarega de las personas. Las autoridades alernanas no participaron directa ni indirectamente 
en los vuelos ni en las detenciones que los precedieron. No pudieron obtenerse pruebas de 
otros vuelos. 


223. Las investigaciones realizadas por el investigador independiente y la Comisión de 
Inyestigación del Parlamento no pudieron confirmar que en el territorio federal de 
Alemania haya centros secretos de detención. Por consiguiente, debe rechazarse la 
existencia de centros secretos de detención en el territorio de Alemania. 


224, En lo que se refiere a la afirmación de que las autoridades alemanas suministran 
información a los servicios de imteligencia extranjeros de resultas de la cual algunas 
personas fueron victimas de desapariciones forzadas, el Gobierno de Alemania afirmó que 
el intercambio de información entre los organismos de seguridad alemanes y los 
organismos de inteligencia de Estados aliados se lleva a cabo únicamente en el marco de los 
criterios de admisibilidad juridica pertinentes. 
225. Además, se ha informado al Gobierno de Alemania acerca de cuatro casos de 
entregas o desapariciones forzadas relativas a la República Federal de Alemania. Las 
autoridades alemanes no participaron directa ni indirectamente ca la detención de estas 
personas aj en su entrega para su encarcelamiento, En dos casos las misiones de Alemania 
encargadas de prestar asistencia consular no tenían conocimiento de su encarcelamiento y 
por consiguiente no estuvieron en condiciones de velar por que se observaran sus derechos 
oe sde odo Aria bornes 
intensamente para garantizar la protección consalar, No obstante, se les negó acceso a los 
detenidos y por consiguiente se les impidió ejercer efectivamente la protección consular. 


226. En relación con las medidas adoptadas para garantizar el derecho a un recurso 
judicial eficaz de las personas privadas de libertad y el acceso de las autoridades 
competentes a sus lugares de detención, el Gobierno afirmó que el 19 de julio de 2005 la 
Fiscalía General puso inmediatamente en marcha una investigación preliminar cuando 
surgieron sospechas respecto de la entrega de una persona. Esta investigación tuvo por 
objeto no solo reconstruir los hechos sino también brindar a las autoridades competentes 
acceso a las personas privadas de su libertad. Tan pronto el Gobierno tomó conocimiento de 
bilaterales para garantizar sus derechos y velar por su liberación lo antes posible, Estas 
negociaciones se llevaron a cabo en el marco del derecho internacional público y 
principalmente ejerciendo protección consular. 


227. En lo que se refiere a las medidas adoptadas para velar por que las personas 
expulsadas a otros Estados no corrieran peligro de desapariciones forzadas, el Gobierno de 
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Alemania afirmó que, además de la protección consular mencionada, se esforzaba por 
defender a las personas cctenidas en el marco de diálogos bilaterales con los Estados 
Además, en varias ocasjones y en el nivel político más alto, el Gobierno indicó 


emrega y detención incompatibles con el derecho internacional público y los derechos 
humanos. Es la última circular remitida por el Ministerio Federal de Relaciones Exteriores 
a todas las embajadas extranjeras en Alemania relativa a las normas sobre la llegada de 
vuelos estatales afirma explícitamente que no está permitido el traslado de prisioneros fuera 
de los procedimientos habituales de asistencia jurídica recíproca. 

29. El Gobiemo informó de que inicialmente se había dado prioridad a la investigación 


preparatorias preliminares, que sentaron las bases iniciales de la labor de la Comisión de 
Investigación del Parlamento. 

230. Respecto de las reparaciones disponibles a las víctimas de desapariciones forzadas y 
sus familias, el Gobierno afirmó que se esforzaba por el logro de la rápida liberación de las 


231. Enlo que atañe a la posible reparación de las víctimas de desapariciones forzadas, el 
Gobierno respondió que no se han cumplido los criterios necesarios que justifiquen una 
reclamación de que el Estado asuma la responsabilidad y, por consiguiente, no se 


para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y lo insta a que 


Grecia 
Casos trarumirados al Gobwermo dean Casos esclarecidos durante el 
el :0 

qa sl periodo en examen periodo en cxamen por 0 
resolver al comica Casos remitidos en Casos remuidos en Número de casos 
del periodo ea virtud del procedmienso verd del procedumtenso Fuenses no són resolver el firme) 
amen de wrgencsa ordinario El Gobierno gubernamentales del año examinado 

I 0 0 » 0 0 1 
x€<_FEK—_— _—_ €PEK  __ A 5 5 5 55 
Número de casos en que el Poo Número de cosos de posible esclarecunserto por el 
Gobierro ha conte sado Gobierno (norma de los ses meses) 


1 No 0 
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A 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Información aportada por el Gobierno 


233. El Grupo de Trabajo recibió una comunicación del Gobierno de fecha 11 de mayo, 
de 2009 relativa al caso sin resolver. La respuesta fue insuficiente para esclarecerlo. 


cuales 2 se discontinuaron y 1 sigue sin resolver. 


Guatemala 
Casos trarimuridos al Goberro durante Casos esciarecidos durante el 
el :0 1 
nd periodo ra cxemen: periedo en examen por: 
resolver al comienco Casos rembidos en Casos remuidos en Número de casos 
del período en virnad del procedimiento virrud del procedimiento Fuentes no sán resolver el fmal 
carmen de srgencia ordinario El Gobierno — yubernamensales del año examinado 
1599 0 0 0 0 2899 
Número de casos en que el ¿Múltiples respuestas en algún Número de casos de posible esclarecimiero por el 
Gobierno ha comenado ces? Gobierno (norma de los seís meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Caría de imervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno SÍ 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


237. $e volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.] se 
incluye un resumen de la situación en el país. 
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Información aportada por el Gobierno 

238. El Gobierno transmitió tres comunicaciones de fechas 23 de septiembre y 19 de 
noviembre de 2008 y 11 de noviembre de 2009, 

239. En la primera comunicación el Gobiemo suministró información sobre las medidas 
adoptadas y las investigaciones emprendidas en relación con la carta de intervención 
inmediata enviada por el Grupo de Trabajo el 29 de mayo de 2008, sobre la intimidación y 
amerazas sufridas por siete personas que investigaban desapariciones forzadas o 
involuntarias ocurridas en Guatemala. 

240. En ln segunda comunicación el Gobierno transmitió las observaciones sobre el 
avance en la aplicación de las recomendaciones formuladas por el Grupo de Trabajo tras su 
visita al país. 

241. En la tercera comunicación, el Gobiemo transmitió información que no pudo 
traducirse a tiempo para su inclusión en el presente informe. 

Observaciones 

242. El Grupo de Trabajo agradece al Gobierno su informe sobre la aplicación de las 


y 3. 


Guinea 
Cazos transendos al Gobierno hrcrte Casos esclarecidos durante el 

ainia el periodo en examen: O periodo en exomen por: 0 
resolver al comienzo Casos remiidos en Casos remiridos en Número de cascs 
del periodo en virnad del procedimienso virtud del procedimienso Fuentes no sin resolver al final 
comen de urgencia El Gobierno  pubernamensakes del año examinado 

21 0 0 0 0 21 
Número de casos en que el co ÓN Número de casos de posible esclarecumiento por el 
Godeerno ha comicriado caso? Gobierno (uerma de los sels meses) 

0 No se aplica 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grapo de Trabajo parn poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


4659-C.S. 


466-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


Haití 
Casos transmuridos al Gobierno dbwrante Casos esclarecidos durante el 

Cs el periodo en examen: O periodo en examen por: O 
resolver al comienzo Cazos remiidos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo en rirmad del procedieienso virtud del procedimiento Fuemes no sin resolrer al final 
scaner de urgencia El Gobierno — gubermamentales del año caminado 

358 0 0 0 0 3 
Número de casos en que el dado Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha contesiodo Gobierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 

Denupcia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


243. Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En los documentos E/CN.4/2006/56 y Corr. y 
A/HRC/4/41 se incluye un resumen de la situación en el país, 


| 


249. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
Jo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31- 
y 32 
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Honduras 
Casos ranamitidos al Gobierno durante Casos esclarecidos durante el 
el 0 0 
a período en racnen: periodo en caamen por. 
resolver al comierzo Casos remitidos en Casos remitidos en Nusvero de casos 
del periodo en vurud del procedimiento virtud del procedimiento Fuenies no sirresolver al final 
san de wrgencio ordinario El Gobserno gubernamentales — del año examinado 
127 0 0 0 0 127 
Número de cosos em que el ¿Multiples respueñsas en algú Número de casos de posible esciorecamtento por el 
Gobierno ha contesiado caso? Gobierno (nerma de los sets meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata Si Respuesta del Gobierno No 


Información aportada por el Gobierno 
251, El 20 de octubre de 2008, el Gobiemo transmitió una comunicación sobre los 
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256. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por ratificar la Convención Internacional 
para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y lo insta a que 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


India 

Casos varsmiridos al Gobiermo Seran Casos esclarecidos durante el 

al periodo en cxemen. 7 periodo en cxrmen por; 0 
Numero de a 9 Aá<=>==>>J o_o 
resolver al comienzo Cascs remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del pericado en virtud del procedomiento virnad del procedimiento Fuenes ne sun resolver al final 
cuamen de urgencia ordinario El Gobierno — gubernamentales del Bo examinado 
362 0 7 0 0 369 
Número de casos en que el ¿Múltiples respuesas tm cdgin Número de casos de postble esclarecimiento por el 
Gobierno ha contestado caso? Gobierno (norma de los seís meses) 
19 si 0 

Denuncia general Si . Respuesta del Gobierno — No se aplica 
Canta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicinad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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Denuncia general Si Respuesta del Gobierno No 
Casta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para podes hacer una visita Si Respuesta del Gobiemo Ne 


274, Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En los doamentos E/CN.4/2006/56 y Corr.1 y 
A/HRC/109 se incluye un resumen de la situación enel país, 


Denuncias generales 


Resumen de las denuncias 

275. Algunas fuentes facilitaron al Grupo de Trabajo información sobre los obstáculos 
con que supuestamente se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha 
información se transmitió al Gobierno después del 16” periodo de sesiones del Grupo de 
Trabajo. 

276. Según la información recibida, el Georal de División retirado Muchdi 
Purwopranjono, ex Subdirector del Organismo de Imeligencia del Estado, fue acusado de 
conspirar y ordenar el asesinato del Sr. Munir Sud Thalib, ex Presidente de la Federación 
Asiática contra las Desapariciones Involuntarias, que fue envenenado con arsénico a bordo 
de Garuda Airlines, el 7 de septiembre de 2004, cuando se dirigía a Ginebra para participar 
en la reunión entre periodos de sesiones del Grupo de Trabajo establecido para redactar la 
Convención internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas, : 
277. Se informó de que el General de División Muchdi Purwopranjono fue detenido el 19 


de junio de 2008 y las actuaciones judiciales comenzaron en agosto de 2008. El 31 de 
diciembre de 2008, sobre la base del veredicto del tribunal de distrito de Yakarta 


por un equipo de investigación independien 
presidencial N* 111/2004 que demostró, mediante precbas inequivocas, la participación del 


» portante que 
se esclarezcan de manera completa e imparcial las circunstancias de la muerte del Sr. Munir 
Said Thalib y que un tribunal imparcial, independiente y competente juzgue a todos los 
autores, y que estos reciban un castigo acorde con la grevedad de los delitos cometidos. 
279. El Grupo de Trabajo lamenta no haber recibido ninguna respuesta del Gobierno. 


Solicitud de visita 


230. _El 12 de diciembre de 2006, el Grupo de Trabajo solicitó realizar una misión a 
Indonesia. El Gobierno respondió que no sería posible recibir al Grupo de Trabajo en 2007 
y que sería más conveniente programar esa visita para una fecha posterior, El 3 de ebril de 
2008 se envió un recordatorio; el Gobierno no ha respondido aún. 
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281. El Grupo de Trabajo reitera las observaciones que hizo en informes anteriores, ya 


Declaración de hacer investigaciones exhaustivas e imparciales "mientras no se haya 


Irán (República Islámica del) 
Cases transmitidos al Goblerne durante Casos esclarecidos durame el 
del 0 1 
ind periodo en examen. periodo en exomen por: 
resolver al comierco Casos remiidos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo en vircad del procedimiemo virtud del procedimiento Fientas no sin resobver al fina! 
camen de sryenca ordinario El Gobierno — yuberramentales del año exominado 
sis o 0 ] 0 si4 
Número de casos en que el rra A SO Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comestado caso? CGobrerno (norma de los seis meses) 
0 No se aplica o 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grapo de Trabajo para poder hacer ura visita Si +» Respuesta del Gobierno Si aplazada 


que llevó al esclarecimiento. 


288. Sobre la base de la información transmitida por el Gobierno, el Grupo de Trabajo 
decidió dar un caso por esclarecido. 
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Comunicaciones del Grupo de Trabajo 


289. El 6 de abril de 2009, el Grupo de Trabajo envió una comunicación urgente al 
Gobierno en relación con la desaparición de Yasser Torkman, detenido por funcionarios 
de seguridad del Estado el 9 de marzo de 2009. El 14 de octubre de 2009, el Grupo de 
Trabajo envió una segunda comunicación urgente relativa a 172 personas que 
presuntamente fueron detenidas por las autoridades durante una manifestación o en sus 
hogares tras Jas elecciones presidenciales de 12 de junio de 2009, y cuya suerte y paradero 
siguen desconocidos. El 11 de noviembre de 2009, el Grupo de Trabajo, junto con otros 
custro mecanismos de procedimientos especiales, envió una comunicación urgente al 
Gobierno relativa a las desapariciones de Hassin Assadi Zibadabl, que fue detenido el 3 de 
poviembre de 2009, y de Bebmam Nikzad y Nafiseb Zare Kohan, dos periodistas 
detenidos el 4 de noviembre mientras cubrían las manifestaciones en ocasión de 
conmemorarse el 30? aniversario de los acontecimientos relativos al sitio de la Embajada de 
Jos Estados Unidos de América en Teherán. 


Comunicado de prensa 


290. El 7 de julio de 2009, el Grupo de Trabajo emitió un comunicado de prensa con 
otros cinco mecanismos de procedimientos especiales instando al Gobierno a observar sus 
obligaciones internacionales de garantizar la protección de los derechos humanos de todas 
las personas tras las elecciones presidenciales celebradas en el país (el texio completo del 
comunicado de prensa puede consultarse en: http/www.unhchr.ch/huricane/huricane.nsí/ 
view01/18001E2D803329F8C12575EC0056E2BD”opendocument). 


Solicitud de visita 


291. El Gobierno de la República Islámica del Irán acordó recibir una visita del Grupo de 
Trabajo en 2004, que se aplazó a petición del Gobierno. El 20 de julio de 2009 se envió un 
recordatorio solicitando al Gobierno que fijara una fecha para la visita propuesta. El 
Gobierno aún no ha establecido una mueva fecha para la visita, a pesar de que han 
transcurrido cinco años. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


292. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 532 casos al Gobierno, de los 
cuales 5 se han esclarecido sobre la base de la información proporcionada por las fuentes, 
13 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y $14 
siguen sin resolver, 

Observaciones 

293. El Grupo de Trabajo expresa preocupación por el hecho de que durante el periodo 
examinado se enviaron dos comunicaciones urgentes al Gobierno, una de las cuales se 
refería a 172 personas, y no se recibió respuesta alguna. 

294. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 


Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 
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Iraq 
Casos rarsmitidos al Gobierno durante Casos esclarecidos durante el 
el periodo en examen. 18 periodo en examen por 5 
Niemero de casos són 
resolver al comienzo Cases remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo en virrad del procedimienso virtud del procedimeno Fuentes no sin resobrer al final 
nn de urgencia ] El Gobierno gubernamentales del pño exammado 
163% ” 1 0 5 16 409 
Número de casos en que el o Número de casos de posible esclarecieemo por el 
Gobierno ha contesnado Gobierno (norma de las sets meses) 
5 No 0 
Denuacia gencral No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grapo de Trabajo para poder hacer una visita SÍ Respuesta del Gobierno No 
Medidas urgentes 


séquito, Shaker Al Baynti, Alsa Khayr Allah Al Maliki, Haytham Khaled Barbooty, 
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Esclarecimiento 


299. Sobre la base de la información aportada por las fuemtes, el Grupo de Trabajo 
decidió dar cinco casos por esclarecidos. 


j 


njones 


300. El Grupo de Trabajo se reunió con representantes del Gobierno en su 89” periodo de 
sesiones para analizar la evolución de los casos sin resolver, 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


301. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 16.544 casos al Gobierno, de 
los cuales 23 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las 
fuentes, 107 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 
16.409 siguen sin resolver. 


Irlanda 
Casos transmitidos al Gobierno durce Casos esciorecidos derame el 

ds el período en cxmen. periodo en examen por: 0 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos reseudos en Número de casos 
del periodo en virtud del procedimemto viral del procebumerso Fuenses no sin resolver el final 
acne de vrgencio ordinario El Gobierno gubernamentales del año examinado 

0 0 0 0 0 0 
Número de casos en que el ¿Múltiples respuestas en algun Número de casos de posible esclarecimierso per el 
Gobierno ha contestado caso? Gobierno (norma de les sets meses) 

0 No xe aplica S 0 

Denuncia genera! si Respuesta del Gobierno No 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierao No se aplica 
Denuncias generales 
Resumen de las denuncias 
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presuntameme consistió en permitir el uso de sus aeropuertos para transportar a víctimas de 
entregas. Los aviones hicieron escala en esos aeropuertos durante el proceso de traslado, 
recepción, transferencia o devolución de detenidos para la entrega. Se cree que el uso de 
esos aviones, sin el control ni el escrutinio del Gobierno, fue indispensable para facilitar y 
ejecutar el programa de entregas. En algunos casos, esos aviones se utilizaron para detener 
a personas en Europa, mientras que en otros se transportó a víctimas de desapariciones 
forzadas dentro y fuera de Europa. Presuntamente el Gobierno permitió que esos aviones 
aterrizaran en su territorio sin tomar ninguna medida para impedir su uso para detenciones 
secretas y entregas. 

306. El Grupo de Trabajo lamenta no haber recibido ninguna respuesta del Gobierno. 


307. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 


Israel 
Cases transmitados al Gobierno derame Casos esclerscidos durante el 

DU el periodo en examen: O período en examen por: 0 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes mo aim resolver al final 
cm de rgencra El Gobierno gubernamentales del año examinado 

2 o 0 0 0 2 
Número de caros en que el PEAD Número de caos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ho comertado Gobierno [norma de los seis masas) 

0 No se aplica 0 

Denuncia general No se aplica  Respuesia del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención inmediaia Nose aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Nose aplica  Respuesa del Gobierno Nose aplica 


308. Se volvieron a transmitir todos los casos sin resolver y lamentablemente no se 
recibió ninguna respuesta del Gobierno. En el documento E/CN.4/2006/56 y Corr.l se 
incluye un resumen de la situación en el país. 


| 


309. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Cormité con arreglo a Jos artículos 31 y 32. 
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Italia 
Casos ranseiidos al Gobrerno duwrarse Casos eselorecidos durante el 
el periodo en examen. 0 periodo er cummen 0 
Número de casos se ms 
resolver al comerso Cosos remundos en Casos reminidos en Número de casos 
del período en virrad del procedimierao virtud del procedimiento Frenes no nin resolver al final 
comer de wjencia crdimario El Gobierno gubernamentales del año examinado 
0 0 0 0 0 0 
Número de casos es que el ¿Midiiples respreestos en algún Número de cusos de posible esclareciniereo por el 
Gobierno ha conterado cmo? Gobierno (norma de los seís meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general si Respuesta del Gobierno No 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer ena visita No se aplica — Respuesta del Gobierno — No se mplica 


Gobierno después del 7" período de sesiones del Grupo de Trabajo. 


311. Se informó de que en 2003 el Gobiemo de Italia participó en la práctica de entregas 
y detenciones secretas. En genera! se mantenía recluidas a las víctimas de durante 
periodos prolongados en instalaciones secretas, sin acceso al CICR, sin noti a sus 


pecicio deus de e tallo 4 el CIR ds tad 


que llevaron a pedidos de extradición. Aparentemente, el Gobierno no realizó 
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investigaciones eficaces, independientes € e imparciales sobre el papel de funcionarios 
desapariciones 


Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los articulos 31 


ya 
Japón 
Casos tremmitidos al Gobierno dierarme Casos esclarecidas descoe el 
el :0 0 
A periodo en exomen: periodo en cxamuin por: 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos rtdos en Número de casos 
del periodo en virnad del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes no sén resobver al fimal 
aamen de urgencia ordinario El Gobierno  gubernamensales del año examinado 
4 0 0 0 0 4 
Número de casos en que el E copados enc rape rmomptare qe 
Gobierno ha contestado caso? Gobierno (norma de las seis meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se mplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se mplica 
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320. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por haber ratificado la Convención 
Internaciona! para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 


Jordania 

Cares trunmitdos el Gobierno derense Cama esclarecido: drante el 

el período en examen: O periodo en exomen por: O 
Número de casos sin 
resolver al comierao Casos remitidos en Casos remaidos en Número de casos 
del periodo en viral del procedimiento virtad del procedimiento Fuentes mo sin resolrer al final 
examen de urgencia El Gobierno  pubernamentales del año examinado 
2 0 0 0 o 2 
Número de casos er que el ida roger estilo Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comtessado caso? Goidemo (norma de los veis meses) 
2 No 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No xy aplica — Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno * No se aplica 


Kuwait 
Cases traramiidos al Gobierno duranse Casas esclarecidos cherante el 
el, 0 
Pa ¡período em examen: periodo en examen por, 0 
resolver al comento Casos remirnidos en Cayos remitidos en Número de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virnad del procedimento Fuentes mo sin resolver al final 


came de srgencia artaaro El Gobierno — gubernamentales del año exmminado 
1 0 0 0 0 I 
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Número de casos en que el Cr Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha core sado caso? Gobierno (norma de las seis mesa) 

0 No se aplica 0 
Denuncia peneral No se aplica. Respuesta del Gobierno No se aplica 
Cana de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Líbano* 
Casos runs nidos al Gobrwerno durante Casos esclarecidos durante el 
al 0 0 
ai periodo en cacmen- periodo en examen por. 
resolver al combirzo Casos remitidas en Casos remitidos en Número de casos 
del período en virtud del procedamiento virtud del procedimiento Fuentes no aún resolver al final 
comen de wyencia El Gobierno  pubernamentales del año caoominado 
312 0 0 0 0 312 
Número de casos en que el ed Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comtesiado Gobierno (norma de los seís meses) 
I No 0 
Denurcia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicimd del Grupo de Trabajo para poder hacer uma visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


* De conformidad con la práctica del Grepo de Trabajo, el Sr, Osman El-Hajjé no participó en las 
decisiones relativas a esta sección del informe. 
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328 El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 
y 32. 


Jamahiriya Árabe Libia 
Cayos paramitídos al Gobierno durante Casos esclarecados durant el 
el periodo en cuamen. O partodo en exgmen por: 1 
Número de casos sn 
resobar al comienzo Casos remindos en Casos remitidos en Número de casos 
del período en virtud del procedimiemo virtud del procedimerso Fuentes mo sín resolver al final 
name de urgencia El Golaerno  prdermamentales del año examinado 
10 0 0 0 1 > 
Múimero de caras en que el >. «qa mat Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Golrerno ha contertado Gobiemmo (norma de lor seís meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuerta del Gobierno No se aplica 


Libia recibió una copia del caso relstivo a Alsbaref AI Hemmolly, secuestrado en una 
operación conjunta de las fuerzas de seguridad tunecinas y libias en el asropueno de Túnez 
en marzo de 2003. Este caso está registrado en relación con el Gobierno de Timez. 


Información aportada por las fuentes 


330. Las fuentes confirmaron que tres personas, objeto de una comunicación del Grupo 
de Trabajo, fueron liberados el 28 de marzo de 2009. Alganas fuentes también 
suministraron información sobre otro caso. 


Il 


331. Sobre la base de la información aportada por las fuentes, el Grupo de Trabajo 
decidió dar un caso por esclarecido. 
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Mauritania 

Casos transwitidos al Gobierno durante Casos esclerecidos durame el 

el período en examen: 0 periodo en examen por: O 
Número de casos sm 
resolver al comienzo Casot remitidos en Casos remindos en Número de cojos 
del periodo en virtud del procedimiento virrad del procedimieno Fuentes no sum resolver al final 
came de jryencia ordnario El Gobierno  ypubernamensoles del año coominado 
! 0 0 0 0 1 
Número de casas en que el ¿Múltiples respuezsas en algún Número de casos de posible esclorecionieneo por el 
Gotrerno ha conte sado caso? Gobierno (morma de los seis meses) 
0 No se aplica 0 

Denuncia genera] No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


335. El caso sin resolver se transmitió y lamentablemente no se recibió ninguna respuesta 
del Gobierno. El documento E/CN.4/2006/56 y Corr.l contiene un resumen de la situación 
en el país. 
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México* 

Casos transmunidos al Gobierno dwrorte Casos esciarecidos huramte el 

el periodo um examen: 10 periodo en examen por: 3 
Número de casos sín 
resobrer al comierzo Coros remitidos en Casos renindos en Número de casas 
del periodo en vend del procediento virrad del procedimiento Fuenses no sin resolver al fal 
een de argencia ordinario £l Gobierno gubernamentales del año examinado 
211 6 “ ] 2 218 
Número de casos en que el er si MOI Número de casos de posible esclarecindento por el 
Gobierno ha contestado Gobierno (norma de los seis meros) 
211 No se aplica o 

Denuncia general No se aplica — Respuesta del Goblerno Nose aplica 
Cart de intervención inmediata Si Respuesta del Gobierno No 


Solicitud del Grupo de Trubajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


urgencia. El 19 de febrero de 2009, el Grupo de Trabajo transmitió dos casos al Gobierno 
en relación con Raúl Lucas Lucía y Manuel Ponce Rosas que, el 13 de febrero de 2009, 
fueron detenidos por agentes de policía en una escuela secundaria de Tecoanapa, Estado de 
Guerrero 


338. El 2 de abril de 2009, el Grupo de Trabajo transmitió tres casos al Gobierno en 
relación con los menores Diana Bernal Hernández, Julio Castabeda Bernal y Adriana 
Castañeda Bernal, cuya suerte y paradero no se conocen desde diciembre de 2008. 


339. El 28 de abril de 2009, el Grupo de Trabajo transmitió un caso en relación con 
Victor Alejandro Robles Mora, secuestrado por agentes de policía en las inmediaciones 


de Nayarit. 


3441, El Gobierno transmitió cuatro comunicaciones de fechas E de agosto de 2008 y 26 
de febrero, 1* de septiembre y 16 de octubre de 2009, En la primera comunicación 
transmitió información en relación con las excavaciones realizadas en Atoyac de Álvasez 


* De cuaformidad con la práctica del Grupo de Trabajo, el Sr. Santiago Corcuera no participó en las 
decisiones relativas a esta sección del informe. 
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342. En la segunda comunicación, el Gobierno transmitió información sobre la suerte de 
dos personas desaparecidas. Estos dos casos fueron esclarecidos por las fuentes. 


343. En la tercera, el Gobierno respondió a la comunicación del Grupo de Trabajo en 
relación con la desaparición de cuatro personas, entre ellas un menor, informando sobre su 
suerte. 


344. La última comunicación no pudo traducirse a tiempo para su inclusión en este 
informe. 


Información aportada por la institución nacional de derechos humanos 


345. En una comunicación de fecha 18 de noviembre de 2008 la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos suministró información sobre 210 cásos sin resolver que se 
consideró insuficiente para esclarecerios. En un caso el Grupo de Trabajo decidió aplicar la 
norma de los seis meses. 


Información aportada por las fuentes 
M6. Algunas fuentes suministraron información relativa a dos casos. 


Esclarecimiento 


347. Sobre la base de la información suministrada por las fuentes, el Grupo de Trabajo 


348. Una vez transcurrido el plazo de la norma de los seis meses, el Grupo de Trabajo 
decidió dar un caso por esclarecido. 


Comunicaciones del Grapo de Trabajo 


349. El Grupo de Trabajo transmitió ul Gobierno tres comunicaciones urgentes. La 
primera guardaba relación con Miguel Gama Habif e Israel Ayala Ramírez que, el 17 de 
marzo de 2009, fueron detenidos por soldados en Nuevo Laredo, Tamaulipas, La segunda 
se referia a José Alfredo Arroyo Juárez, Samuel Teroga Rodríguez, Pablo Dominguez 
Montiel y el menor Daniel Rueda Becerril, que fueron detenidos por un agente de policía 
fuera de servicio el 18 de abril de 2009, en Cuernavaca, Morelos. La tercera, transmitida 
junto con la Relatora Especial sobre la situación de los defensores de los derechos 
humanos, guardaba relación con la presunta desaparición forzada de Santiago, Victoriano 
y Alicio Ponce Lola, secuestrados el 1* de julio de 2009 por miembros del ejército. En la 
misma comunicación, se abordó también la situzción de los ataques de que fueron objeto 
Margarita Martín de las Nieves y Modesta Laureano Petra. 


Carta de intervención inmedinta 


350. El 10 de marzo de 2009 el Grupo de Trabajo transmitió una comunicación conjunta, 
eon otros tres mecanismos de procedimientos especiales, en relación con las amenazas y 
actos de intimidación de que fueron objeto las familias de dos victimas de desaparición 
forzada o involuntaria halladas muertas en febrero de 2009, 


351. El 9 de julio de 2009 el Grupo de Trabajo transmitió, junto con otro mecanismo de 
procedimientos especiales, una comunicación relativa a los ataques de que fueron objeto 
miembros de la familia de víctimas de desapariciones forzadas o involuntarias halladas 
muertas en febrero de 2009. 


352. El 8 de septiembre de 2009 se envió una carta de intervención inmediata, junto con 
otros dos mecanismos de procedimientos especiales, en relación con las amenazas y actos 
de intimidación de que fueron objeto representantes de una organización no gubernamental 
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Montenegro 
Numero de Casos tronsmitidos al Gobierno darame Casos esclarecidos durante el 
casos En el periodo en examen 0 periodo en examen por 0 Número de 
A A casos sm 
comienzo del Casos remindos en virtad Casos remitidos en resobrer al 
periodo en — del procedimiento de —  virmldelprocedmemo El Fuentes no Casos fenal del cho 
came went oráráno Gobierno gubernamentales disconeruados 14 examinado 

15 0 0 0 0 14 1 
Número de casos en que el cda Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comestado Gobierno (norma de los sets meses) 

1 No 0 

Denuncia general No seaplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Cana de imervención inmedista No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
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Discontinuación 


359. A lo largo de los años, el Grupo de Trabajo ha intentado, infructuosa y 
repetidamente, establecer contacto con las fuentes de 14 casos sin resolver. A titulo 


Marruecos 

Número de Casos range ndos al Gobierno durante Casos esciorecidos durante 

casos sr el perícdo en examen: 19 el periodo en examen por: 0 Número de 
"AE E A A casos sn 
comienzo del Casos remitidos en virrud Casos remiuidos er resolver el 
periods en — del procedumiento de virtud del procedimiento El Fuenses no Casos fra! del ado 
came agencia Gobierno gubernamentales discomiruados: 2] examinado 


Número de casos en que el a cn MHúmero de cayos de posible esclarecimiento por el 


Gobierno ha conestado cmo? Gobierno (norma de los seis meses) 

8 No 1 
Denuncia genezal : No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grapo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Casos ordinarios 

362. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno 19 nuevos casos denunciados, que se 
produjeron entre 1956 y 2005. 

Información aportada por el Gobierno 


363. El Gobierno transmitió tres comunicaciones de fechas 30 de enero, 15 de mayo y 2 
de octubre de 2009. 
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información e las fuentes para el posible cerre. En otros cinco casos, se consideró que la 
información era insuficiente para esclarecer os, 


365. En las comunicaciones segunda y tercera, el Gobierno suministró información en 
relación con 24 y 20 casos, respectivamente. Esas comunicaciones no pudieron traducirse a 
tiempo para su inclusión en el preseme informe. 


Reuniones 


3656. El Gobierno de Marruecos $e reunió con el Grupo de Trabajo en su 87" periodo de 
sesiones para analizar la evolución de los casos sin resolver. 


Visita 


367. El Grupo de Trabajo realizó una misión a Marruecos del 22 al 25 de junio de 2009 
[véase A/HRC/13/10/Ad4.1) antes de su 13* periodo de sesiones que se celebró en Rabat 
del 26 al 28 de junio de 2009. 


Discontinuación 


363. A lo largo de los años, el Gmpo de Trabajo ha intentado, infructuosa y 
repetidamente, establecer contacto con lbs fuentes de 21 casos sin resolver. A títolo 
excepcional, el Grupo de Trabajo decidia, de conformidad con sus métodos de trabajo, 
discontinuar 21 casos. El Grupo de Trabajo sostiene que no puede actuar pues no puede 
hacerse el seguimiento de esos casos, Estos pueden volver a abrirse en cualquier moment. 


Total de casos transmitidos, esclarecido: v sin resolver 


369. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 268 casos al Gobierno, de los 
cuales 47 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
144 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno, 21 se kan 
discontinuado y $6 siguen sin resolver. 


Observaciones 


370. El Grupo de Trabajo da las gracias al Gobierno par la cooperación prestada durame 
su visita al país y por ser el anfitrión de su $3” periodo de sesiones. 


371. El Grupo de Trabajo celebra los esfuerzos permanentes realizados por el Gobierno 
por esclarecer los casos sin resolver. 


372, El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 
y32 


Mozambique 
Casos tranrmividos al Gobierno durante Casos esclareciados durante el 
el 4) 
PR ¡periodo en examen: periodo en examen por. 0 
resolver al comienzo Casos reminidos en Casos remiidos en Número de casos 
del periodo en vernad del procedimiento vrai del procedimiento Fuentes no sin resolver al fmol 
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Número de casos en que el ee ti Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobiernas ha contestado Gobierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 
AAA 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmedista No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Trabajo para podes haces una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 3 
y 32. 


Myanmar 
Cases transmitidos al Gobierno durante Casos esclarecidos derante el 
el mem. 0 0 
o ¡periodo prricdo en examen por: 
resolver al comienzo Casos remindos en Casos renutidos en Número de casos 
del periodo en virsud del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes no sún resolver al final 
caamen de vrgencia ordinario El Gobterno  pubermameniales del año cxommado 
$ 0 0 0 0 s 
Número de casos en que el >" aut aaa 49 Número de casos de posible esclarecioierto por «l 
Cobeerno ha contestado Gobierno (norma de las seís meses) 
5 No 4 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplkca- Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Información aportada por el Gobierno 


375. El Gobierno transmitió una comunicación, de fecha 13 de julio de 2009, en relación 
con todos los casos. Sobre la base de esta información, el Grupo de Trabajo, en su 89" 
periodo de sesiones, decidió aplicar la norma de los seis meses a cuatro de los casos. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


376. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmhido 7 casos al Gobierno, de los 
cuales 2 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 5 
siguen sin resolver. 
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Namibia 

Casos transmitidos sl Gobsermo durante Casos erclerecidos durciós el 

el periodo en examen: O periodo en examen por 0 
Número de casos mn 
resolver al comiera Casos remitidos en Casos remuidos em Numero de cos 
del penado en mrtud del procedimiento viral del procelomaro Fuertes no aún revolver al fran! 
naa de erpercia Ll Odrerno  gubernamenaales del abe examinado 
3 0 0 o 0 3 
Vamero de anos en que el A E Humero de 00351 de posta ciernes por el 
oda, das oro ua Gobiernas incrma de los se ases) 
o No se aplica 0 

Demvuncia general si Respuesta del Gobierno — SÍ 
Carta de intervención inraediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grapo de Trabajo para poder nacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


378, Se tranumitieron todos los casos sin resolver y el Gobierno acusó recibo de dos 


junio y 24 de septiembre de 2009, segan se informa iyba. 


Resumen de las denuncias 
380 Algunas fuentes facilitaron al Grupo de Trasajo información sobre los obstáculos 
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minoría indígena kxoc desaparecieron sin dejar rastros. Su desaparición sucedió poco 
después de que fueran detenidos en conjunto en la región de Cuprivi occidental por 
miembros del primer batallón de la Fuerza de Defensa Nacional y de la Fuerza Especial de 
Campaña, Se los acusó de ser simpatizantes, partidarios y colaboradores de UNITA. No 
obstante, se ha informado de que nunca se han presentado pruebas positivas ni interpuesto 
cargos contra los desaparecidos en un tribunal, conforme al apartado a) del párrafo 1) del 
articulo 12 de la Constitución de Namibia. 


383, También se ha informado al Grupo de Trabajo de que el 16 de agosto de 2000 otro 
grupo de más de 30 aldeanos kxoc san desaparecieron sin dejar rastros después de redadas 


las aldeas de Chetto, Bwabwata, Omega, Mutjiku y Bagani acusados de *colaborar con 
UNITA”, coa las guerrillas del Ejército de Liberación de Caprivi o con ambos. 


384. Se informó, además, de que presuntamente habían desaparecido personas en las 
regjones de Kavango y Caprivi, algunas en manos de miermbros del primer batallón de la 
Fuerza de Defensa Nacional. 


385. De resultas de ello, se cree que en territorio de Namibia buy varias sepulturas con 
restos de personas desaparecidas. Presuntamente se encontraron sepulturas cerca de la aldea 
de Oidilona en la zona de Omulunga; en la aldea de Omamwandi, unos 15 km al norte de la 
frontera de Namibia; en el monte en la zona de Okakango Kongolo, unos 10 km al norte de 
la frontera de Namibia; en el bosque Oluungu cerca de la aldea de Olupale; en la zona de la 
aldea de Odila; y en Namibia, entre las aldeas de Ohauwanga y Oshingadu. 


Respuestas del Gobierno 
386. El 16 de junio y el 24 de septiembre de 2009, el Gobierno respondió a esta denuncia 
general, En le primera comunicación solicitó más tiempo para contestar, pues la respuesta 
necesitaba aportaciones de varios departamentos. En la segunda comunicación el Gobierno 
afirmó que la Constitución del país establece claramente el marco de protección de los 
derechos humanos de los ciudadanos de Namibia y que hay recursos aplicables y 
na eto pte ques 
vulnerado alguno de los derechos consagrados en la Constitución. Los particulares, sin que 
se les interporgan obstáculos, pueden exigir reparación en tribunales civiles o penales, si la 
pom ag rre cre A Sopla antenizp=e 
penales, las personas pueden presentar denuncias ante la policía gratuitamente. Por 
conducto de la Oficina del Ombudsman puede cxigirse reparación extrajudicial, sufragaado 
los gastos. 
387. La policía de Namibia y otros organismos encargados de hacer cumplir la ley 
prestan suma atención al delito de desaparición forzada o involuntaria por medio de 
investigaciones. Cuando la policía tiene findamentos para suponer que se ha cometido un 
acto de este tipo, el caso se investiga adecuadamente para que el proceso penal siga su 
curso ea los tribunales, Aun si el caso se rechaza en un juicio, es posible celebrar una 
investigación presidida por un funcionario judicial. Por consiguiente, es evidente que 
Namibia, un país fundado en los principios del estado de derecho y la democracia, dispone 
de suficientes recursos para las personas ngraviadas. 
388. El Gobierno afirmó también que los derechos a la libertad de expresión y a la vida 
están consagrados en la Constitución de Namibia. En cuanto a las denuncias realizadas, el 
Gobierno afirmó que el Centro de Asistencia Jurídica presentó un caso ante el Tribunal 
Supremo de Namibia en nombre de familiares de personas desaparecidas, solicitando su 
liberación inmediata. El Tribunal Supremo falló en el sentido de que no podía asignarse al 
Gobierno la responsabilidad de liberar personas que no estaban detenidas. 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


(art. 2); los Estados tomarán medidas legislativas, administrativas, judiciales y otras 
medidas eficaces para prevenir o erradicar los actos de desapariciones forzadas en cualquier 
verritorio sometido a su jurisdicción (art. 3), los Estados investigarán todos los casos de 
desaparición forzada (art. 13.1% los Estados velarán por que la aworidad competente 
disponga de las facultades y los recursos necesarios para llevar a cabo la investigación, 
incluidas las facultades necesarias para exigir la comparecencia de testigos y la 

de pruebas pertinentes, así como para proceder sin demora a visitar lugares 
(art. 13.2); todos los que participen en la investigación deberán estar protegidos de todo 
maltralo o represalia (art 13.3), y los Estados realizarán investigaciones exhaustivas e 
imparciales "mientras no se haya aclarado la suerte de la víctima de una desaparición 

forzada" (art. 13.6). 


391. El Grupo de Trabajo ¡insta al Gobiemo a que firme y ratifique la Convención 


Nepal 
Casos rensmndos al Gobrwerro dare Casos esclarecidos drcrar el 
el 2 0 
ON pertodo en examen periodo en examen por. 
resolver al comienso Casos remitidos en Casos remitidos en Número de casos 
del período ea vertud del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes no sin resolver el final 
name de urgencia El Gobierno gubernamentales del año examinado 
436 0 2 0 0 458 
Número de coses en que el ¿Mutgies respuestas en gún Numero de casos de posible esclorecimierno per el 
Gobierno ha comestado caso? Gobierno (norma de los 3613 meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de mtervención inmediata No se aplica  Respues:a del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Si Respuesta del Gobierno Si 
Procedimientos ordinarios 
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Información aportada por las fuentes 
394. Se recibió información aportada por las fuentes en relación con un caso, 


Comunicado de prensa 


395. El 19 de diciembre de 2008, el Grupo de Trabajo emitió un comunicado de prensa 
celebrando la publicación por la oficina en Nepal del ACNUDH del informe sobre. las 
desapariciones en el distrito de Bardiya, gracias al cual el Grupo de Trabajo recibió 
información sobre muchos casos. El Grupo de Trabajo destacó una de las recomendaciones 
principales del informe relativa a la creación de una comisión que investigara las 
desapariciones. Aprovechó la oportunidad para reconocer las medidas poshivas adoptadas 
por el Gobierno de Nepal desde su visita al pais en diciembre de 2004. No obstante, 
subrayó que aún quedaba mucho por hacer para aplicar las recomendaciones formuladas 
por el Grupo de Trabajo, como la tipificación de las desapariciones forzadas como delito en 
la legislación nacional, Reiteró su solicitud de realizar una visita de seguimiento a Nepal, 
para asistir al Gobierno a fin de evitar desapariciones en el futuro y abordar las cuestiones 
de la impunidad y la reparación (el texto completo del comunicado de prensa puede 
consultarse en http//www.unbcbr,.ch/auricane/huricane nsIviewO 1/DSEE2B6E0334A 7140 
125752400541874?0pendocument). 


Solicitud de visita 


396. El 12 de mayo de 2006, el Grupo de Trabajo solicitó realizar una misión de 
seguimiento a Nepal. El 20 de julio de 2009 se envió wn recordatorio, El 2 de octubre de 
2009, el Gobierno informó al Grupo de Trabajo de que, debido a la capacidad limitada del 
país y a otros compromisos, no estaba en condiciones de cursar una invitación a visitar el 
país. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


397. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 672 casos al Gobierno, de los 
cuales 79 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
135 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 45% 
siguen sin resolver. 


Observaciones 


398. El Grupo de Trabajo reitera 5u observación anterior en relación con las obligaciones 
que la Declaración impone al Gobierno de que "todo presunto autor de un acto de 
Gesaparición forzada [...] sea sometido a juicio” (art. 13), de que "los presuntos autores de 
cualquiera de los actos previstos en el párrafo 1 del artículo 4 [...] sefan] suspendidos de 
toda función oficial durante la investigación” (art. 16.1) y de que esas personas "solo 
podrán ser juzgadas por las jurisdicciones de derecho comán competentes, en cada Estado, 
con exclusión de toda otra jurisdicción especial, en particular la militar” (art. 16.2). 


399. El 19 de septiembre de 2008 el Grupo de Trabajo envió una carta al Gobierno de 
Nepal en la que soliciió un informe por escrito sobre la aplicación de las recomendaciones 
formuladas tras su visita al país en 2004. El Grupo de Trabajo lamenta no haber recibido 
dicho informe por escrito. . 

400, El Grupo de Trabajo reitera al Gobierno de Nepal su solicitud de visitar el país para 
esclarecer los 457 casos sin resolver, 


401. El Grupo de Trabajo insta el Gobiemo a que firme y ratifique la Convención - 


Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artícalos 31 y 32, 
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Nicaragua 

Cano reresmás: el Cobarac decoran Corn arde ideas Corse el 

dl perodo ca cama perado er caer por O 
Numero de cars ve 
roadrer al coseno Cayos remndos en Casos remidos en Numero de camas 
de periodo en vir de: ¡rocodmemo virtud del pro obren to Fuentes no sin resolver al rad 
namen de regenera crdmaro FlGaberno  guberncimentales del año cxammado 
103 0 0 0 0 103 
Número de coros ea que el -0:s sido cdo Número de casos de posible esclarecinienso por 1 
Gobeerno ho com nado Gobierno (norma de los sets meses) 
0 No se aplica 0 

Denuncia parra No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Casta de nmterrención mediar No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitad del Grupo de Trabaje para poder hacer una visita Si Respuesta del Gobierno No se aplica 


404. El Grupo de Trabajo reitera sa solicitud al Gobierno de carsar una invitación a 
visitas el país. 
405. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 


Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32 


Pakistán 
Cases raesesidos al Gobierno durant Cosas taclarecidos heraráe el 
el 4 e 
e PEnodo ON ER periado en comen por 
residrer el comeerco Casos remiiados em Casa: remendos en Numero de caos 
del pardo ro vórnas del proceda vta del peor mens Fuernory no sin resolver al fra 
em. de rg srámernio El Gabierna  prrernemenciós del año cemmado 
had 3 3 o 0 10) 
Numero de cares es que el Malophes rercaisas va dp Número de cesos de posible esciarecomants pue el 
Goluerno ha comenzado caso? Gobierno (norma de los ses meses) 


1 No 0 
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Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierm No se aplica 


Medidas urgentes 

406, El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno tres casos en virtid del procedimiento 
de urgencia en relación con Zakir Majecd, que desapareció el $ de junio de 2009 tras 
haber sido secuestrado por agentes de inteligencia del ejército paquistaní, Din Muhammad 
Baloch, secuestrado por agentes estatales el 28 de junio de 2009 del hospital Ornach en que 
trabajaba; y Ehsan Arjumandi, secuestrado por agentes de inteligencia estatal el 7 de 
agosto de 2009 de un autobús que se dirigía del distrito de Mand en la provincia de 
Baluchisián a Karachi (Pakistám). El Gobierno acusó recibo de estos casos. 


Procedimientos ordinarios 


407. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno tres nuevos casos demunciados. El 
primero guardaba relación con Atig-Ur Rebman, detenido en junio de 2004, en el distriso 
de Abbottabad de la provincia de la Fromera del Noroeste del Pakistán por funcionarios de 
imeligencia paquistanies. El segundo fue en relación con Naeem Mubammad Nacem, 
detenido el 22 de septiembre de 2007 en Choramgi, Karichi del Norte-Sindh por autoridades 
estatales. El tercer caso fue en relación con Zain-Ul-Abeden, detenido el 4 de enero de 
2008, en Gulshan-e-Igbal, Karachi. 


Información aportada por el Gobierno 

408, El Gobierno transmitió una comunicación de fecha 10 de septiembre de 2009 en 
relación con un caso. La información fue insuficiente para esclarecerlo. 

Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


409. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 124 casos al Gobiemo, de los 
cuales 6 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 18 
se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 100 siguen 
sin resolver. 


Observaciones 


410, El Grupo de Trabajo expresa preocupación por el hecho de que durante el periodo 


examinado se enviaran tres peticiones de medidas urgentes. 

411. El Grupo de Trabajo insta al Gobiemo a que firme y ratífique la Convención 
Interracional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32, 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer usa visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Perú 
Cases trenametidos al Gobierno durante Cares escleorecidos durante el 
el periodo en examen: O periodo en excmen 0 
Número de casos sn me 
resolver a! comiemo Casos remilidos en Casos remidos en Múmero de casos 
del perícado en virnad del procedimiento virnad del procedimiento Fuertes no sm resolesr al final 
crm de wrgencio El Gobierno gubernamentales del año exeminado 
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Número de cusos en que el ¿Múbiples respuestas en algún Número de coros de posible esclarecimiento par el 
Gobierno ha contestado ear? Gobierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 
Denuncia general Noseapiica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención lamediala No se aplica Respuesta del Goblemo No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No seapiica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Filipinas 
Casos trarrendos al Gobierno durante Casos esclarecidos derante el 
el periodo en examen d periodo en exomen por: O 
nr e a ss MIA 
resolver ol comienzo Casos reminidos en Casos remitidos en Námero de casos 
del periodo en vivtad del procedimiento  rirtad del procedimiento Fuentes no sin resobrer al final 
examen desegencia erdmario El Gobierno gubernamentales del año caminado 
619 o 0 0 - 0 619 
Número de casos er que el or Núsero de casos de pomble esclarecináerso por el 
Gobierno ha contestado caso? Gobierno (merma de los seis meses) 
1 Si 0 
Denuncia general Si Respuesta del Gobierno No 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grapo de Trabajo para poder hacer una visita Si Respuesta del Gobierno No 
Información aportada por el Gobierno 


414. El Grupo de Trabajo recibió tes comunicaciones del Gobierno, de fechas 20 de 
noviembre de 2008 y 2 de febrero y 3 de junio de 2009. Las dos primeras guardaban 
relación con un caso y se consideró que la información era insuficiente para esclarecerlo, 
La tescera comunicación se envió en respuesta a una comunicación enviada el 29 de agosto 
de 2003 junto con otros tres mecanismos de procedimientos especiales. 


Información aportada por las fuentes 
15. Se recibió información de las fuentes en relación con un caso, que no condujo al 
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Denuncias generales 


Resumen de las dermncias 


416. Algunas fuentes facilitaron información sobre los obstáculos con que supuestamente 
se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha información se transmitió al 
Gobierno después del 86” periodo de sesiones del Grupo de Trabajo por medio de la 
denuncia general siguiente. 

417. Se informó de que a pesar del gran número de desapariciones ocurridas en Filipinas, 
el Tribunal de Apelaciones rechazó recursos de amparo debido a la presunta falta de 
pruebas presentadas por los peticionarios de que se habia violado o amenazado sus 
derechos a lu vida, la libertad y la seguridad. Según la información recibida, la carga de las 
pruebas visibles o aparentes recae en las victimas y no en los organismos gubernamentales, 


418. También es preocupente el hecho de que una petición fue rechazada debido a que 
supuestamente los sujetos prefirieron seguir detenidos por los militares. No obstante, si no 
hay una orden de detención, el tribunal no puede disponer que una víctima permanezca 
detenida por las fuerzas armadas. 


419. Esta serie de decisiones únicamente alentaria la impunidad existente. 

420. ElGrupo de Trabajo lamenta no haber recibido ninguna respuesta del Gobierno. 
Solicitud de visita 

421. El24 de mayo de 2006, el Grupo de Trabajo solicitó realizar una misión a Filipinas, 


El 3 de abril de 2008 se envió un recordatorio, No se ha recibido minguna respuesta del 
Gobierno. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


422. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 780 casos al Gobierno, de los 
cuales 35 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
126 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 619 
siguen sin resolver. 


Observaciones 


423. El Grupo de Trabajo recuerda al Gobierno la obligación que le incumbe en virtud de 
la Declaración de evitar lodo maltrmo y todo acto de intimidación o represalia contra 
quienes participen en la investigación (art. 13.3), de tomar disposiciones "para garantizar 
que todo maltrato, todo acto de intimidación o de represalia, así como toda forma de 
injerencias, en ocasión de la presentación de una denuncia o darante el procedimiento de 
investigación, sean castigados como corresponda” (art. 13,5) y de que "deberá poderse 
hacer una investigación “mientras no se haya aclarado la suerte de la víctima de una 
desaparición forzada” (art. 13.6). 

424. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los articulos 31 y 32, 
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Casos rerzmidos el Cobrerma durara Casos sscharecado: durante el 
el periodo en camen 0 parido en cxaman por. 0 
Miro de 404 
resolver al comuaco  Capos remnidos en Casos remipdos en Vamero de 02901 
del perirdo en mrtud de! procedomento virtud del procedimecaso - Fuenes no sm remiver al final 
an teens E Gobemo — gubernamentales del año examinado 
a 0 0 0 0 0 
Mliró de cares Gana ¿Mulmples rerpuertas en al gue Número de casos de posible estiarecins ento por el 
Gobierno has cunas sado cam? Gobierno (norma de los sets mesea) 
0 No se aplica 0 

Denuncia peneral si Respueza del Gobierno Si 
Cara de muervencadn iomed ata No se aplica  Respueza del Gobierno No se aplica 
Solicitad de! Grupo de Trabajo para poder hacer ana visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Denuncias generales 
Resumen de las denuncias 


Gobierno después del $7” periodo de sesiones del Grupo de Trabajo. 


426. Se informó de que entre 2001 y 2005 el Gobierno de Polonia participó en la práctica 
de entregas y detenciones secretas. En general se mantenía rechuidas a las víctimas de 


a victimas de entrega utilizaron algunos aeropuertos de Polonia. Esos aviones 
hicieron escala en esos aeropuertos durante el proceso de traslado, recepción, transferencia 
o devolución de detenidos para la entrega. Se crec que el uso de esos aviones, sin el control 
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víctimas y sus familias, que en algunos casos incluye la determinación de la suerte y el 
paradero de las personas desaparecidas, 


Respuesta del Gobierno 

430, El 15 de junio de 2009, el Gobierno respondió a esta denuncia general afirmando 

que el 11 de marzo de 2008, la Fiscalía del distrito de Varsovia inició acciones sobre la 

presunta existencia de prisiones secretas en Polonia y el transporte y la detención ilícitos de 
personas sospechosas de la comisión de acios de terrorismo. El 1* de abril de 2009, de 


incluida en la denuncia general de que era renuente a investigar en profundidad los casos de 


431. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Portugal 
Casos tronsrersidos al Cobwrmo dwrane Casos esclarecidos durante el 

y el periodo en examen: O período un cummen por. 0 
resolver al comiento Casos reeundos en Casos remuidos en Número de caros 
del período en virtud del procedievento wrnad del procedemento Fuentes no sin resolver al final 
am de urgencia ordeno El Gobierno gubernamentales del añe ecxammado 

0 0 0 0 0 0 
Número de casos en que el oa Namero de casos de posible esclarecionento por el 
Gobierno ha consestedo Gobierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 

Denuscia geseral Si Respuesta del Gobierno Si 
Carta de intervención inmediata No seaplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder haces una visita No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
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Denuncias generales 


Resumen de las dermmcias 


432. Algunas fuentes facilitaron información sobre los obstáculos con qué supuestamente 
se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha información se transmitió al 
Gobierno después del 87" período de sesiones del Grupo de Trabajo, 

433. Se informó de que en 2003 el Gubierno de Ponugal participó en la práctica de 
entregas y detenciones secretas. El papel del Gobierno en esta práctica consistía en permitir 
el uso de acropuerios de Portugal por aviones que transportaban a víctimas de entrega. Esos 
aviones hicieron escala en esos aeropuertos durante el proceso de traslado, recepción, 
transferencia o devolución de detenidos para la entrega, Se cree que el uso de esos aviones, 
sin el contro! ni el escrutinio del Gobierno, fue indispensable para facilitar y ejecutar el 
programa de entregas. En algunos casos, esos aviones se utilizaron para detener a personas 
en Europa, mientras que en otros se transportó a víctimas de desapariciones forzadas dentro 
y fuera de Europa. Presuntamente el Gobierno permitió que esos aviones aterrizarmn en su 
territorio sin tomar ninguna medida para impedir su uso para detenciones secretas y 
entregas. 


Respuesta del Gobierno 


434. El 21 de junio de 2009, el Gobierno respcadió a esta denuncia general afirmando 
que carecía de fundamento. La presunta participación del Gobierno en la práctica de 
entregas y detenciones secretas ya se había planteado en dos investigaciones realizadas en 
2006 por el Secretario Genera! del Consejo de Europa y el Parlamento Europeo. 


435, Las autoridades de Pormgal mica recibieron pedidos ni otorgaron autorizaciones de 
sobrevuelo o aterrizaje de aviones del tipo presuntamente utilizado para transportar a 
victimas de entregas. No hay prucbas de que un avión de ese tipo haya ingresado en especio 
aéreo portugués y lo haya sobrevolado, 


436, En cuanto a las medidas adoptadas para garantizar que los aeropuertos en territorio 
portugués no se utilizaran para transportar a víctimas de entregas, el Gobierno respondió 
que cuenta con mecanismos de control estrictos respecto de aviones en tránsito y que estos 
se cumplen rigurosamente, aunque los procedimientos y las autoridades competentes 
difieren según se trate de aviones civiles o militares. 

437. En lo que se refiere a las investigaciones, el Gobierno afirmó que además de las 
realizadas para respondes al Consejo de Europa y al Parlamento Europeo, en las que 
participaron varios ministerios, la Fiscalía General realizó una investigación específica de 
febrero de 2007 a junio de 2009 que finalizó por falta de prucbas. La Fiscalía General 
depende de la Magistratura, que es independiente del poder ejecutivo. 

438. En cuanto a la existencia de recursos rápidos y eficaces para las victimas de 
desapariciones forzadas y sus familias, el Gobierno afirmó que la Constitución dispone de 
esas garantias, concretamente en el artículo 27. Las víctimas que no pueden contratar a un 
representante jurídico pueden recibir ayuda de la Fiscalía General, que prepara en su 
nombre una solicitud de indemnización. Hasta ahora, el Gobierno de Portugal no ha 
recibido pedidos de reparaciones de victimas de desapariciones forzadas. 

Observaciones 

439. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Imsernacional para la protección de todas las persoras contra las desapariciones forzadas y 


lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 
ya 
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Número de caras en que el ¿Mibiples respuestas en algun Número de casos de posible exclareciotento por | 
comentado raso? Gobierno frarma de los sets meses) 4 


A 
o No se aplica 0 51 

A A 

Denuneza general s Respuesta del Gobierno No 

Cart de intervención inspedieta Mo se aglies — Respuesta del Goblemo Momo 

Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer ena visita. No se aplica Respuesta del Gobiemo Nome alla 


Denuncias procrales 


Resumen de los demincias 


440, Algunas fuentes facilitaron información: sobre los obstáculos con que supuestamente + 
se había tropezado en la aplicación de la Declaración. Dicha información se transmitió al 
Gobierno después del $7 periodo de sesiones del Orupo de Trabajo. 


441. Se Informó de que entre 2001 y 2005 el Gobiemo de Rumania participó en la 

práctica de entregas y detenciones secretas. En general se mantenía reciuidas a las víctimas 

de catregas durante periodos prolongados en centros secretos de deteación, sin acceso al 

CICR, y tín notificar a sus familias ri informar sobre su condición juridica ni sus derechos. 

No se supervisaban las condiciones de reclusión ni el tato de los detenidos. Tampoco se 

informaba sobre los procedimientos utilizados para decidir acerca de la detención y su 
duración. Enta práctica se considera equivaleme a la desaparición forzada. 

442. Según la información recibida, Rurzanía permitió la existencia de centros secretos 

de darención en su terrioro. 


el Gobierno no realizó investigaciones eficaces, independientes A 
de funcionarios estatales y el uso del territorio del Estado en relación con las desapariciones 
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Federación de Rusia 
e + e A 

Casos runseitidos al Coburno derarie Casos esclarecido: durante el 

el periodo en examen. 0 ptricdo en examen por: O 
Número de cara sm 
resolver al comenzo Casos remitidos en Casos remisidos en Número de casos 
del período en wrtud del proceduarterso virtud del procedimiento Frentes no sn resotrer al final 
cum de Vrjencia El Gobierno  gadermamensales del año excrminado 
467 0 0 0 0 467 
Número de casos en que el ¿Múluiples respuestas on algún Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ho cone sado caso? Gobierno fuorma de los seis meses) 
9 si 1 

Denuncia general Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata Si Respuesta del Gobierno Sí 
Solicitud del Grupo de Trabajo para podes hacer una visita SÍ Respuesta del Gobierno Si 
Información aportada por el Gobierno 


comunicación, el Gobierno suministró información sobre un caso, que no llevó £ su 
esclarecimiento, 
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450. En una comunicación de fecha “11 de mayo de 2009, el Gobierno suministró 


información en relación con la comuniceción urgente enviada el 22 de enero de 2009. 


451. En una comunicación de fecha 21 de julio de 2009, el Gobi inistró 
información en relación con un caso, que no condujo al esclarecimiento. OR 


452. En una comunicación de fecha 4 de agosto de 2009, el Gobierno respondió 
solicitud de viska presentada por el Grupo de Trabajo, > 
453, En una ponsunicación de fecha 18 de septiembre de 2009, el Gobierno suministró 
información en relación con nueve casos. Se consideró we la información insufici 
para conducir al esclarecimiento. 3 so eds 


Información aportada por las fuentes 


454. Las fuentes suministraron información en relación con dos casos, que no condujo al 
esclarecimiento, 


Comunicación del Grupo de Trabajo 


455. El 22 de enero de 2009, el Grupo de Trabajo envió una comunicación urgente, junto 
con otros tres mecanismos de procedimientos especiales, en relación con el asesinato de un 
abogado y un periodista debido a su participación en la investigación de desapariciones 
forzadas o involuntarias. El 11 de mayo de 2009, el Gobierno suministró información sobre 
el curso de las investigaciones en relación con las cireunstancias de esos asesinatos. 


Carta de intervención inmedinta 


AS6. El 9 de diciembre de 2008, el Grupo de Trabajo envió una carta de intervención 
inmediata con otros dos mecanismos de procedimientos especiales en relación con el 
ingreso y registo de la oficina del Centro Conmemorativo de Investigación y el decomiso 
de datos digitales y aschivos. En la comunicación de fecha 21 de enero de 2009 el Gobierno 
respondió a esta carta de intervención inmediata. 


Comunicado de prensa 


457. El 2) de julio de 2009, el Grupo de Trabajo, Junto con otros seis mecanismos de 
procedimiertos especiales, emitió un comunicado de prensa en el que solicitaba a las 
autoridades rusas que cursarsa una invitación a visitar el país para ayudar a laos autoridades 
a realizar una investigación independiente de la serie de asesinatos de defensores de los 
derechos humasos, abogados y periodistas en los últimos años, muchos de los cuales 
guardaban relación con la situación de los derechos humanos en Chechenia y otras 
repúblicas del Cávcaso septentrional, entre otros el asesinato de Natalia Estesnirova (el 
texto completo del comunicado de prensa puede consultarse ea hitpy/www.unhchr.ch/ 
huricane/huricane nsfvicwd1/D86B6553863678F3C12575FA00433DEC?opendocument). 


Solicitud de visita 

458, El 4 de junio de 2008, el Grupo de Trabajo reiteró su interés en efectuar una visita a 
la Federación de Rusia y sugirió que esta tuviera lugar en el primer trimestre de 2009. El 20 
de julio de 2009 se envió un recordatorio. El 4 de agosto de 2009 el Gobierno informó al 
Grupo de Trabajo de que, debido a la capacidad Visitado del país y a otros compromisos, no 
estaba en condiciones de cursar una invitación a visitar el país. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


459. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 478 casos ul Gobierno, de los 
cuales 10 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, | 
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se ha esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 467 siguen sin 
resolver, 


Observaciones 

460. El Grapo de Trabajo jasta al Gobiemo a que firme y ratifique la Convención 
Imerracional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Rwanda 

Casos mransmutidos al Gobierno duranie Casos asclarncidos durante el 

el periodo en examen: O periodo en examen por: 0 
Número de casos sm 
resolver al comienzo Casos remitidos em Casas remitidos em Número de casos 
del periodo en várnad del procedurzemto wrtud del procedmitrio Fuersts no sin resolver al firma 
asen de gencia ordinario El Gobterno  pubernamenaies del oño exominado 
21 0 0 0 0 21 
Número de cases en que el ¿Múleples respuerías en algún Número de casos de posble esclarecimiento por el 
Gobierno ha comestado caso? Gobierno (norma de los seis mesta) 
a No 0 

Denuncia general No seaphca — Respuesta del Gobierno “Nose aplica 
Cana de intervención inmediaca No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Tratajo para poder haser una visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se apíica 


Información aporiada por el Gobierno 


461. El 22 de octubre de 2008 el Gobierno transmitió una comunicación que, por razones 
técnicas, el Grupo de Trabajo no ha recibido, La comunicación, que se volvió a transmitir el 
4 de junio de 2009, guardaba relación con todos los casos sin resolver. La información fue 
insuficiente para esclarecer los casos. : 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 

462. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 24 casos al Gobierno, de los 
cuales 2 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 1 
se ha discontinuado y 21 siguen sin resolver, : 
Observaciones 

463. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 


Interracional para la protección de todas las personas contra les desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32, 
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Arabia Saudita 


dir ena errgobonecic tala Casos esclarecidos deranse el 
AA periodo en essmen: 1 periodo en examen por: 2 
resolves el comienzo Casos remitidos em Casos remindos en Número de casos 
del periodo en vertud del procedimiento virtad del procodiminio Penes no aín resolver el fr) 
acam depen crtazma El Goblerma — gubernamentales del As e romercado 
3 1 0 J 1 3 
Y 
Número de cazos En que el ¿Mali plas retprea sms er eya Numero de casos de penbie esciarecmsense por »/ 
Gobuerno ha corsesiado dd Gelaermo (aarwo dr los ses meser) 
0 No se aplica 0 
Denuncia gezera] No se aplica — Respuera del Gobierno Nox 
Carta de intervención inmedista No se aplica — Respuesta del Gobierso No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica  Respuerta del Goblerzo Nose 


Medidas urgentes 

4654. El Grupo de Trabajo envió dos ensos al Gobierno en virmd del procedimiento de 

urgencia. El primero guardaba relación con Abdullah Madjed Sayab Al Nuaimy, 

detenido en la Calzada del Rey Fahd, en la Cromiera entre la Arabia Saudita y Bahrein, por 
de policía árabes sauditas en octubre de 2008. Conforme a los métodos de trabajo 

del Grupo, el Gobiemo de Bahrein recibió una copia del caso. El segundo guardaba 

relación con Bilal Abu Halkal, detenido en el acropuerto de Riyad el 18 de julio de 2009. 
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Serbia 
o “PP “PP “¿PP 

Cam rim act 7 Gober durcmas Casos tsciorecións dera el 

el periodo en eciemem d periodo es examen por 1 

Narero ds casos 
resclrer al comienzo Casos remiridos en Casos remitidos en Número de casos 
del pertado en vortad del procedrmenss eva del perras Fuertes mo sen perobrer el foral 
examen derepenora andar El Gobierno — gubernamentales del edo evominado 
¡qEREAEÓEÁ KA O e __»>_QOcc—____ n= _——_—_— _—_———————A—ASS—— 


Número de caros en que el ¿Milbiples respuestas en algún Número de casos de posidle esclarecionento par el 
Gobeermo ho com mado caso? Cobierno (norma de los seis metes) 

o 0 0 
Denuncia general No se aplica — Resparsta del Gobiemo Nome aplica 
Cara de intervención tervediata No ve aplica — Respuesta del Gobiemo No se aplica 


471. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 1 caso al Gobierno, ha . 
esclarecido sobre la base de la información aportada por este. ES 


| 


472. El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 
Irtemaciona) para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y o 
Jo Isi a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 - 


nd 


Seychelles 
Casos irarcamiridos 0! Golarrno durante Canos esclorecidos derante el 
SAA el periodo en exomem 0 .n periodo en examen por: O 
resolver el comeica Canos remitidos en Casos remitidos en Número 
del periodo en vienad del procedmierso  virval Le! procodmieras Fuentes mo pad 
comer de eran Abr Íl Gobierno — prbernamersces del alo examinado 
A NN 
3 0 0 2 3 3 
A 
Número de casas en qua el ¿Multgies resuena: en alga Numero de caros de 
Csciara coma bs 
Codecroo hs comes tado co? pr ont entera e. 
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PP [ón A a 
Denuncia general Nose aplica Respuesta del Gobierno No se Bplica 
Car de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Soliciwud del Grapo de Trabajo para poder haces una visita No seaplica Respuesta del Gobiereo No se aplica 


ácAeo0——Q€Q——eoQeQ——— — < Ñ———  — ____ Q PEE —— e 
Número de cesos en que el ¿Miúdeiples respuestas en algún Número de (a30s de posible esciorecimiento por el 
cam? Gobierno [norma de los seis meses) 


0 No se aplica 0 
DAT AS EAS EA E AAN, SO 
Denuncia general Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervcación inmediata Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


475. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado, en relación 
con la desaparición de Mabdi Ayub Culed el 17 de junio de 2007. 
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España 
PP 5 

Cares raromcidas SÍ Cobuermo bare sto Cam sciareciados Caraast tl 

dl periodo en cxamen: | periodo es esamta por: O 

Número de canos 10 
resolver el compento Cares rmmndos en Cases remcidos en Nusnero de casos 
del parado 0 vrrad de! procedrmemo viral del pro admito Fuera no nu reso leer el rad 
amen de urgencia AGA Dl Cobiero gubernamentales del año examinado 


Numero de caros en que el ¿Múbiples respaessas en alpina Número de casos de posible esciareciominto por el 
Gobiernas ho contado caso? Gobierna ¡mormo de los 3033 menes; 
3 No 0 
Denuros general si Respocsa del Gobierno Si 
Cara de inervección inmediara No se aplica Respuesta del Gobicmo No se aplica 


Solócinad del Grupo de Trabajo para poder tacer uga visita No se aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Procedimientos ordinarios 


479. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobiermo ¿yn nuevo caso denunciado, en relación 
con Abel Ballart Sans, a] que se vio por última vez en marzo de 1946 en el cuartel de 
Portart (Vall de Aran). 


4580. El Gobierno de España transmitió tres comunicaciones de fechas $ y 26 de febrero y 


Dicha información se transmitió al Gobierno eo dos denuncias por separado después de los 


483, También se informó de que entre 1940 y 1954 desaparecieron miles de niños 
España. Presuniamente algunos de ellos fueron enviados a orfanstos y entregados en 
adopción y en muchos casos fueron inscritos en el Registro Civil con otro nombre difereme. 
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484. Es preocupante también que los familiares de los desaparecidos tropiezan 
regularmente con obstáculos y la hostilidad de las autoridades cuando solicitan exhumar 
cadáveres enterrados ca fosas clandestinas. 


485. En una denuncia por separado, se informó de que en 2003 el Gobierno de España 
participó en la práctica de entregas extrajudiciales y detenciones secretas. El papel atribuido 
al Gobierno en esta práctica consistla en permitir el uso de seropuertos de España por 
aviones que transportaban a víctimas de la entrega extrajudicial, Los aviones hicieron 
escala en dichos aeropuertos durante el proceso de traslado, recepción, transferencia o 
devolución de detenidos que iban a ser entregados al margen de todo procedimiento. Se 
cree que el uso de esos aviones, sin control ni inspección del Gobierno, fue indispensable 
para facilitar y ejecutar el programa de estas entregas extrajudiciales. En algunos casos, 
esos aviones se utilizaron para proceder a la detención de personas en Europa, mientras que 
en Otros se transportó a victimas de desapariciones forzadas dentro y fuera de Europa. 
Presuntamente el Gobierno permitió que esos aviones aterrizaran en su territorio sin tomar 
ninguna medida para impedir que sirvieran para efectuar detenciones secretas y entregas 
extrajudiciales, 


Respuestas del Gobierno 
426. El Gobierno respondió a la primera denuncia el 26 de febrero de 2009, rechazando 


establecimiento del Centro de documentación de la memoria histórica y la Ley de 2007 por 
la que se amplían y reconocen derechos y se establecen medidas en favor de quienes 

persecución o violencia durante le guerra civil y la dictadura El Gobierno 
indicó además que, de acuerdo con la resolución de un juez, y una circular de la Dirección 
General de los Registos y del Notariado, todos los encargados de los registros civiles 
“municipales y consulares y del Registro Civil Central están obligados a "permitir el acceso 
al Registro Civil, tanto principal como auxiliar, de la policía judicial indicado por dicho 
Juzgado Central de Instrucción para la finalidad de identificar posibles víctimas 
desaparecidas a partir del 17 de julio de 1936". Se creó la Comisaria General de la Policía 
Judicial dentro de la Dirección General de la Policta y la Guardia Civil como órgano 
competente para depurar las posibles responsabilidades penales nacidas durante la guerra 
civil y el periodo de la dictadura del General Franco. 


487. En cuanto a la Ley de amnistía, el Gobierno señala que, si bien la ley prevé la 
arunistía, en determinados casos, como forma de extinción de la responsabilidad penal, es 
necesario diferenciar la amnistía del indulto, que es el perdón de la pena impuesta por 
sentencia condenatoria al término de un procedimiento penal. También hay que distinguir 
entre amnistía y prescripción, por cuanto esta última se fundamenta en el transcurso del 
tiempo como obstáculo para castigar si se aplican racionalmente los principios de certeza e 
inmediación en el juicio penal. La prescripción no es un perdón, sino la renuncia por 
razones pragmáticas a castigar un delito, la resignación del poder público ante, la 
inoperatividad de la respuesta penal a causa del transcurso del tiempo. 

455. No puede ni debe tampoco confundirse la Ley de amnistía con las denominadas 
“leyes de punto final”. Además, conforme al articulo 9 de la Ley de amnistía, su aplicación, 
en coda caso, competerá con exclusividad a los jueces, tribunales y autoridades judiciales 
competentes que son las que caso por caso resolverán en última instancia de acuerdo con 
las leyes procesales en vigor. La investigación de las desapariciones forzadas se ha 
realizado siempre que haya sido instada por los interesados, y no se haya dictado ninguna 
resolución fundada en la Ley de armnistía. : 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


489. Encuanto a la denuncia de que la Ley de memoria histórica no aborda el delito de la 
desaparición forzada, el Gobierno indica que esta no tiene por objeto la tipificación y 
sanción del delito de desaparición forzada, sino que promueve las medidas que puedan 
contribuir al conocimiento de la historia y a facilitar la memoria democrática, todo ello en 
el marco de ua espirita de reconciliación. 


490. Además, la Ley de memoria histórica no trata especificamente del delito de la 
desaparición forzada, dado que existen más de 80 textos legislativos y reglamentarios que sí 
abordan este tipo de delito, y ofrecen formas de reparación moral e indemnización (en la 
comunicación se anexa la lista de textos adoptados hasta la fecha). 


491. En lo que se reñcre a la denuncia de que miles de viños presuntamente fueron 
enviados a orfanatos y entregados en adopción y en muchos casos foeron inscritos en el 
Registro Nacional Civil con un nombre diferente, el Gobierno señala que es una afirmación 
excesivamente general. Es cierto que, durante la guerra civil se dieron en adopción niños 
que fueron inscritos en el Registro Civil con otro nombre, cuando estos niños eran 
declarados huérfanos, Sin embargo, también es cierto que las particularidades, los 
procedimientos y, sobre todo, las razones varjaron enormemente de un caso a otro, 


492, En cuanio a la alegación de que los familiares de los desaparecidos tropiezan 
regularmente con obstáculos y hostilidad por parte de las autoridades al solicitar Ja 
exhumación de cadáveres enterrados en fosas clandestinas, el Gobierno señala que la 
afirmación es falsa, dado que, como se ha explicado más arriba, las autoridades han puesto 
en marcha numerosas medidas de tipo legislativo y administrativo para facilitar el proceso. 
493. En lo que se reñere a la realización de investigaciones especificas, el Gobierno 
afirma que han sido numerosas las efectuadas por el poder judicial, asi como las medidas 
impulsadas por el Gobierno para llevar a cabo dichas investigaciones. 


494. En cuanto a indemnizaciones y reparaciones de las víctimas de desapariciones 
forzadas, el Gobierno afirma que existen mecanismos especificos a tal efecto. 


495. _ En lo que se refiere a medidas especificas para ayudar a familiares de víctimas en la 


administraciones públicas faciliten a los interesados la localización e identificación de los 
desaparecidos, como usa última prueba de respeto, Incluye un protocolo para las 
cabhumaciones y mapas co los que constan los terrenos en que pueden estar localizados los 
restos de las personas desaparecidas, prevé que las administraciones públicas puedan 
autorizar tareas de localización de las victimas y establece Jos procedimientos para que los 
descendientes directos de las víctimas puedan recuperar los restos enterados en las fosas 
colectivas, para su identificación y eventual traslado a otro lugar. 


496. El Gobierno, en certa de fecha 18 de junio de 2009, responde a la segunda denuncia 
afirmando que ba llevado a cabo una investigación exhaustiva de las alegaciones de que 
algunos aeropuertos españoles fueron utilizados, desde 2002, para el traslado de 
prisioneros. De acuerdo con toda la información disponible, no hay ninguna constancia de 
que vuelos que hayan hecho escala en bases militares españolas, hayan cometido actos 
corararios a la legislación española o a las obligaciones imernacionales de España. 


497. Asimismo, el Gobierno español solició garantías en relación con el uso de 
acropuertos civiles españoles para escalas de vuelos encubiertos dedicados al traslado de 
prisioneros para "entregas exaraordimarias”. 

498, En esta línca, el Gobierno español recabó toda la información posible sobre las 
escalas de csutos presumios vuelos encubiertos y la trasladó a la autoridad judicial 
competente, la Audiencia Nacional, y ha acatado 4 todas sus resoluciones. 
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499, El Gobierno español ha presentado públicamente los resultados de sus 
investigaciones y conclusiones sobre esta materia. El Ministro de Asuntos Exteriores y de 

sesinioadó ste. el Cuegaco de des Dipinnlos. en 2006 y-2ÓÓO, y puna al 
Parlamento Europeo en 2006 para informar de este asumo. 


500, El Gobierno condena de forma inequivoca el empleo de tales mátodos y reitera su 
compromiso de investigas y esclarecer los hechos alegados. Igualmente, es clara y firme la 
posición de España sobre la necesidad de aplicar escrupulosamente la legalidad nacional e 
irsernacional y el respcto de los derechos humanos en todas las actuaciones del Gobierno y 
sus agentes, y muy destacadamente en la lucha contra el terrorismo. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


501. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha tranemiido 4 casos al Gobiemo, los 
cuales siguen sin resolver. 


Observaciones 


502. El Grupo de Trabajo recuerda al Gobierno sus obligaciones con arreglo a la 
Declaración, en particular, que todo acto de desaparición forzada será considerado, de 
conformidad con el derecho penal, delito pasible de peras apropiadas que tengan en cuenta 
su extrema gravedad (art. 4.1) y que los Estados realizarán investigaciones exhaustivas e 
imparciales mientras no se haya aclarado la suerte de la víctima de una desaparición 
forzada (art. 13.6). 


503. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por ratificar la Convención Internacional 


para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y lo insta a que 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Sri Lanka 
Cayos wansriridos al Gobierno durante Casos esciorecidos rante el 
el 
a __*l periodo en camen: 100 periodo en examen por: 3 
resolver al comico Casos reminidos en Cesos remitidos en Número de 05303 
del periodo en virtud del procedimiento virtud del procedimiento Fwenses no ala resolver al, 
examen desrgenco erdimario El Gobierno gubernamentales del año examnado 
sa 4 96 5 0 se? ll 
lb 
Número de casos en que el E al aid 
Golrerno ha contestado Galeno [norma de los ses mesta) 

32 Si 0 bd 
A A AAA Y 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se apliéa 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Sí Respuesta del Gobierno No 


2 EJ Grupo de Trabajo determinó que 171 cases eran duplicados y por lo tanto los eliminó de sus 
registros. 6 
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Medidas urgentes 

504. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno cuatro cesos en virtud del 
procedimiento de urgencia El primer caso guardaba relación con Sivakumar 
(Sinpatbambi) Ponzampalam, visto por última vez en noviembre de 2008 en el puesto de 
control de Manmunsitharai cerca del transbordador de Kokkadicholi, Manmunai, 
Banicaloa. Se cree que el Grupo Especial de Turcas de la Policía es responsable de su 
desaparición. El segundo caso guardaba relación con Vijayamatban Vellasamy, que 
desapareció en diciembre de 2008 en el distrito de Trincomalec. Se cree que las Fuerzas de 
Seguridad son responsables de su desaparición. El tercer caso fue en relación con 
Sivanantharuben Sivarass, secuestrado el 20 de abril de 2009. Se cree que la Marina es 
responsable de su desaparición. El cuarto caso guardaba relación con Sountherrajan 
Kandasamy Sountherrajan, secuestrado por agentes de policia en Vavuniya Kachcheri, 
Vavuniya, el 13 de junio de 2009. 


Procedimientos ordinarios 


505. El Grupo de Trabajo transmitió 96 ruevos casos al Gobiemo. Las desapariciones 
denunciadas tuvieron lugar entre 2006 y 2008, principalmente en Colombo, Trincomalee, 
Mannar, Vavuniya y Jafína Los militares, la policía y las fuerzas de seguridad son 
presuntamente responsables de esas desapariciones. 
Información aportada por el Gobierno 

$06. El Grupo de Trabajo recibió 11 comunicaciones del Gobierno, 

507. El 16 de diciembre de 2008, el Gobierno suminisiró información en relación con 32 
casos, En dos casos el Gobierno suministró nueva información el 4 de marzo de 2009 y de 
resultas de ella, el Grupo de Trabajo mplicó, en su £7” periodo de sesiones, la norma de los 


seis meses. En relación con los demás casos, la información fue insuficiente para 
esclarecerlos. 


508. El 26 de enero de 2009 se suminisuó información en relación con siete casos, que 
fue insuficiente para esclarecerlos. 


509. El 28 de mayo, el 15 de julio y el 3 de agosto de 2009, el Gobierno respoadió a la 
comunicación conjunta enviada el 26 de mayo de 2009, 


s10. 15 de julio de 2009, el Gobierno también suministró información en relación con 
wn caso, que llevó a su esclarecimiento. 


511. El 3 de agosto de 2009, el Gobierno suministró información en relación con un caso, 
que se consideró insuficiente para esclarecerlo. 


$12. El 3 de agosto el Gobierno también suministró información sobre la comunicación 
enviada el $ de julio de 2009. 


513, El 6 de octubre el Gobierno respondió a la comunicación conjunta enviada el 11 de 
mayo de 2009. 


514. Además, el Gobierno presentó dos comunicaciones de fechas 7 de julio y 2 de 
septiembre de 2009 en las que suministró dos listas que inclutar un total de 459 casos 
posiblemente duplicados. En su 89" periodo de sesiones, el Grupo de Trabajo examinó 17) 
casos y concluyó que eran duplicados, De resukas de ello, se los elimirió de los registros, 
En cuamo a los casos restantes, el Grupo de Trabajo está verificando las presentaciones 
originales, 
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Información aportada por las fuentes 


515. El Grupo de Trabajo recibió información aportada por las fuentes que validó la 
información suministrada previamente por el Gobierno, que llevó a un esclarecimiento. 


Esclarecimiento 


$16. Sobre la base de la información aportada por el Gobierno, el Grupo de Trabajo 
decidió dar cinco casos por esclarecidos, cuate de cljos empató de cumplida el pleno de de 
norma de los seis meses. 


Comunicaciones del Grupo de Trabajo 


517. El Grupo de Trabajo envió tres comunicaciones urgentes al Gobierno. La primera, 
que envió el 11 de mayo de 2009 junto con la Relatora Especial sobre la situación de los 
defensores de los derechos humanos, se refería a Sinnavan Stephen Suntbararaj, 
secuestrado en Colombo el 7 de mayo de 2009. La segunda, enviada el 26 de mayo de 2009 
junto con otros seis mecanismos de procedimientos especiales, guardaba relación con 
Tbangamutba Satbiyamoorthy, Thursiraja Varatharajab y V. Shanmugarajab, tres 
médicos que habían atendido a enfermos y beridos en la zona de conflicio del noreste de 
Sri Lanka, vistos por última vez el 15 de mayo de 2009 en una zona de espera del puesto de 
control de Omarnthai. La última comunicación, enviada el $ de julio de 2009, fue en 
relación con Joyashan Yogendran, secuestrado cerca de su hogar en Batticaloa el 3 de 
mayo de 2009. 


$18. El Gobiermo suministró información sobre esas comunicaciones. 


Reuniones 


319. Representantes del Gobierno de Sri Lanka se reunieron con el Grupo de Trabajo en 
su 87” período de sesiones para analizar la evolución de los casos sin resolver. 


Solicitud de visita 


520. El 16 de octubre de 2006, el Grupo de Trabajo solicitó realizar una misión a 
Sri Lanka. El Gobierno respondió que no sería posible programar la visita durante las 
fechas propuestas y que se tomaría debidamente en consideración el interés que había 
manifestado el Grupo de Trabajo. El 20 de julio de 2009 se envió un recordatorio. Aún no 
se ha recibido una respuesta de! Gobierno. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


$21. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 12.226 casos al Gobierno, de 
los cuales 40 se han esclarecido sobre la bese de la información suministrada por las 
fuentes, 6.535 se han esclarecido sobre la base de la ¿sdomtación apermada pr el Coon 
y 5.551 siguen sin resolver. 


Observaciones 


522. El Grupo de Trabajo sigue profundamente preocupado por el número de casos 
denanciados de forzadas en el país. Al Grupo de Trabajo Je alarma que 
durante 2009 se hayan denunciado 100 casos. 


523. El Gobierno de Sri Lanks ha mantenido una asidua comunicación con el Grupo de 
Trabajo, pero muchos casos siguen sin resolver. En consecuencia, teniendo en cuenta el 
cambio en la situación de Sri Lanka, el Grupo de Trabajo descaría reiterar su pedido de 
realizar una misión a Sri Lanka lo antes posible, 
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Sudán 

Casos transmitidos el Gobierno dermie Casos esciarecidos derarse el 

el periodo en examen: | ptrindo en examen por: 0 
Número de casos sn 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos reminidos en Número de cenas 
del periodo en virtud del procedirmieno virnad del procedimiento Fuentes no sin resobenr al fra 
came de gencia , El Gobierno gubernamentales del año exoommade 
13 0 ! 0 0 174 
Número de casos en que el ¿Múibbples respuenas en algún Número de casos de posiMe esclarecranente por ti 
Gobierno ha comerado caso? Gobierno (norma de loz seis meses) 
0 No se aplica b 

Desuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata sí Respuesta del Gobiar»o No 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Si Respuesta del Gobierao No 
Procedimientos ordinarios 


528. Conforme a los métodos de trabajo del Grupo, el Gobiemo del Sudán recibió, para 
su información, una copia de la documentación del caso relativo a Adel Salih Musa, un 
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Solicitud de visita 

$31. El 20 de diciembre de 2005 se envió al Gobierno del Sudán una solicitud para hacer 
una visita. El 3 de abril de 2008 y el 20 de julio de 2009, el Grupo de Trabajo reiteró su 
interés en efectuar la visita. Sin embargo, todaría no se ha recibido una respuesta al 
respecto, 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


532. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ka transmitido 383 casos al Gobierno; de los 
cuales 4 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
205 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 174 
siguen sin resolver. 


Observaciones 

$33. El Grupo de Trabajo reitera asimismo su petición al Gobierno del Sudán de que le 
curse una invitación para visitar el país con miras a ayudarlo a prevenir las desapariciones y 
a esclarecer los 174 casos sin resolver. 

334, El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Suecia 
Casca transsmridos al Gobierno daran Casos esclarecidos dsreme el 
el 1 0 
ii ¡perlado en examen: periodo em examen por: 
naobver al comienzo Casos remitidos en Casos reminidos en Número de cases 
del período en virtud del procedimiento virnad del precedincemso Puersts no sin resolver al final 
ame de urgencia ordaarío El Gobierno  puberncmenailes del año examinado 
0 0 0 0 0 0 
Kúmero de casos en que el ¿Múbuiples resprerstas en algún Número de casos de pasible esclarecimiento por el 
Cobiermo ha contesiado caso? Gobierno (norma de los set meses) 
0 No se aplica 0 
Denuncia general Si Respuesta del Gobierno Si 
Carta de invervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo pera poder bacer una vista No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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periodos prolongados en instalaciones secretas, sin acceso al CICR, sin notificar a sus 
familias ni informar sobre so condición jurídica mi sus derechos. No se supervisaban las 
condiciones de reclusión ni el trato de los detenidos. Tampoco se informaba sobre los 
procedimientos utilizados para decidir acerca de la detención y su duración. Esta práctica se 
considera equivalente a la desaparición forzada, y entraña otras violeciones graves de los 
derechos humanos, incluida la tortura y otros malos traios. 


537. El papel del Gobierno en esta práctica presuntamente incluyó la detención de 
personas dentro de su territorio y su transferencia extrajudicial a organismos extranjeros de 
inteligencia. 

531. Se denunció asimismo que presuntamente el Gobierno de Suecia fue informado de la 
detención secreta de algunas personas en el ámbito de su jurisdicción o protección y no 
suministró información alguna a sus respectivas familias sobre su suerte o paradero, El 
Gobierno no procuró facilitar su devolución. 


Respuesta del Gobierno 


539. El 8 de julio de 2009, el Gobierno respondió a la denuncia general afirmando que 
observó que el Grupo de Trabajo se refería a información recibida de algunas fuentes sin 
especificar la naturaleza de esas fuentes. Lamentablemente, sobre la base de la información 
general e indeterminada provista por el Grupo de Trabajo, cl Gobierno no estaba en 
condiciones de suministrar respuestas sustantivas a las preguntas planteadas por el Grupo 
de Trabajo. 

540. Con el objeto de investigar denuncias anteriores que hablan aparecido en los medios 
de comunicación suecos sobre la participación del Gobierno en actos de entrega, el 
Gobierno encomendó a ln Junta de Aviación Civil de Suecia y a LFV Group (Swedish 
Airports and Air Navigation Services) que realizaran una investigación sobre las 
circunstancias exactas de todos los vuelos de aviones presuntamente sospechosos de haber 
sido usados para realizar entregas entre el 1* de enero de 2002 y el 17 de noviembre de 
2003. Los resultados de las investigaciones se presentaron en dos informes de fechas 17 de 
diciembre de 2005 y 15 de diciembre de 2005 e incluyeron más de 19.000 vuelos, tanto 


último, el Gobierno asegura que ni el Gobierno ni las autoridades suecas han aprobado 
desapariciones forzadas. 


Observaciones 


541. El Grapo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmedo la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 
y M. 


Suiza 
Casos ransmiidos al Gobierno dwranis Casos esclorecidas durante el 
td el período en ezamen; 0 periodo en examen por: 1 
resolver al comico Casos remitidos e Casas remitidos en Número de casos 
del periado en virtud del procedimiento virtud del procedimiento Fuentes no rin resolver al final 
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Número de ensos en que el ¿Midriples ru spuesias en algún Múmero de casos de posible esclarecimiento por el 
eno? Gobierro [norma de los 101 meses) 


1 No se aplica 0 


e mm mo 


República Árabe Siria 
Cass PAIS ber DA Casas exclarrordos durara el 
el perico en cien ¡0 periodo en examen por € 
Nasmero de casos sn 
resolver el comer Cases remiidis ea Canos remitidos en Munera de caros 
del periodo en vocal del pracodumento vom del proce dmemrs Fuersos mo som resobrer al fono 
rm de wgence El Cobierna — gubernementzios del aho crema 
1 0 to 0 0 a 
Número de casos em que el ¿Múliples rerpue mas en algun Número de cases de posible esclorecimicnto por el 
Cobirmo ha conte rado caso? Gobierno (norma de los seis meses) 


Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención immedista No se aplica Respuersa del Gobierno — No se aplica 
Solicioud del Grupo de Taabajo para podes haces una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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ordinarios 

546. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno diez nuevos casos denunciados. Las 
ici de Khalsí Abdel Bakí, Kawa Oscan, Mounter Oscan, Nidal Oscam, Risd 

Osxcan, Dengin Rasho, Kadar Alí Rasho, Lokman Rasho, todos ellos, miembros de la 

comunidad kurda de Kamishli, y de Nabil Kbliowi que tuvieron lugar en 2008. La 

desaparición de Mohammed Osama Shusha ocurrió en 2009. . 


| 


Información aportada por el Gobierno : 
$47. El Grupo de Trabajo recibió tres comunicaciones del Gobierno. Las dos primeras, de 
fechas 28 de octubre de 2008 y 11 de marzo de 2009, incluyeron la misma información en 
relación con cinco casos. Sobre la base de esa información, en su 19 periodo de sesiones, 
el Grupo de Trabajo aplicó la porma de los seis meses a un caso, La tercera comunicación, 
de fecha 21 de octubre de 2009, no pudo traducirse a tiempo para su inclusión en el 
presente informe. 


Total de caros tranemitidos, esclarecióos y sia resolver 


$41. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 34 casos al Gobierno, de los 
cuales 14 se han esclareción sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
12 56 han esclarecido sobre la buse de la información aportada por el Goblemo y 28 siguen 
sinresolver, 


Tayikistán 
Casos trans dos al Gabeerae durante Casos esciarecidns demas el 
rra. el períado en comen 0 periodo en cxmen par O 
reselver al comienco Casos remindos en Casos remincios en Nimero de casos 
del periodo en virtud de! procediento virtud del procedirasento Fuentes mo ala resolrer al Pal 
cxmun de neyencia El Gobierno — gubernamentales del año examinado 


Número de cazo es que el ¿Madtples respuesos er algun Numero de casos de posdile esclorroiman por el 
Cobrermo has comir sado caso? Gobierno norma de los seta mese] úl 
gg 
0 No se aplica o 
O O OD 
Denancia general = No me aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 
Carra de intervención inenertanta Nose aplica — Respuesta del Gobierno Nose aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para peder hacer usa visita No se aplica Respueza del Gobierno No se aplica 
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o e eto ac bro 


Tailandia 
Casos trensmitidos al Gobierro daranse Casos escloracidos duranie el 
el 0 0 
ad periodo en examen periodo en examen por: 
resolver al comirrnzo Casos remiridos en Casos rermbidos en Número de 2701 
del periodo en virad del procedimiento virtud del procediosemto . Fuentes no sm resoteer el final 
come de urgencia eráreno El Gobwerno gubernamentales del año 
ss 0 0 0 0 sr ll 
ti 
Número de cazo; en que el o RUS Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobíesmo ho contesiado Lar? Gobierno (norma de las sels mesas) 
10 . : si 1 lí 
RT AO A A, LA A E ETICA: OE ll 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno — No se aplica 
Carta de intervención inmediata sí Respuesta del Gobiermo Sí 


555. El Gobierno respondió a la comunicación enviada el 19 de febrero de 2009 e 
informó al Grupo de Trabajo de que los registros realizados en la organización de derechos 
humanos se llevaron a cabo de plena conformidad con la ley y de buena fe para prevenir > 
posibles actos de violencia. 


* El Grupo de Trabajo determinó que tres casos sia resolver cran duplicados y por lo taato los elisrimó 
de sus regisbos. 
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Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


$56. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 55 casos al Gobierno, de los 
cuales 1 se ha esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno, 2 se 
han discentinuado, 3 se han eliminado de los registros y 52 siguen sin resolver, 


disposiciones "para garantizar que todo maltrato, todo acto de intimidación o de represalia, 


Casos transe¿tidos al Goblermo dwrunte Casos esclarecidos durure el 

A el periodo en caamen. 0 período en cusmen pur. O 
resolver al comienzo Casos remitidos en Casos remitidos em Número de casos 
del periodo en virtud del procedimiento virtud del procedirieato Huentes mo sá resobves al final 
examen de urgencia El Gobierno gubernamentales del año exeminado 

0 0 0 0 0 0 
Número de caros en que el PA Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobierno ha comenado Gobierno (norma de los seis meses) 

0 No se aplica 0 

Carta de intervención inmediata Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer ura visita Nose aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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de la detención y su duración Esta práctica se considera equivalerñe a la desaparición 


561. El papel del Gobierno ca esta práctica presuntamente inclayó la detención de 


temtorio del Estado en relación con las desapariciones forzadas. No se ha suministrado 


reparación 
determinación de la suerte y el paradero de las personas desaparecidas. 


lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los articulos 31 


y 32 
Timor-Leste 
Casos rarsaundos el Gobierno durante Casos esclaresidos durante el 
el periodo en czamen. 0 período en cummen por: O 
Un de e + - 
resolver el comexzo Casos remitidos en Casos remáidos en Número de casos 
de! periodo en virtud del procedamiento viral del procedimiento Fuentes no sln rescbver al final 
cam de srgencia erdineno El Gobierno — gubernemensalas . del año examinado. 
424 0 0 0 0 as 
1 
Número de casos en que el a RÍO Número de casos de postile esclarecimiento por el 
Gobierno ha corntezado Gobiemo (norma de los ses metes) 
0 No se aplica : 0 
l 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplica 
Carta de intervención irmedista No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita Sí Respuesta del Gobierno No 
Solicitud de visita 


565. El 12 de diciembre de 2006, el Grupo de Trabajo solicitó realizar una misión a 
A A a O A a El 3 de abril 
de 2008 se envió un recordatorio. 


566. El Grupo de Trabajo lamenta no haber recibido una respuesta del Gobierno. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


567. Desde su creación, el Gripo de Trabajo ha transmitido 504 casos a] Gobierno, de los 
cuales 58 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno de 
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] 


18 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las 
fuentes y 428 siguen sin resolver. 


| 


568, El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32, 


Togo 
Casos trensmésidos al Gobierno duran Casos esciorecióos durar el 
el período en examen: O periodo en comen por: 0 
Número de casos 5 
resobrer el comdenzo Casos reniédos er Casos remiidos en Número de casos 
del período en virtua! del procedemieaso  rirnad del procedimiento Everaat mo sim resoboer el foral 
examen de vrgencia El Gobierno — gubernamentales del ño exsutrado 


Número de casos en que el o A Número de casos de poríble r1clarecienienso por el 
Gobierno ha come tado Gobierno (normá de los ses meses) 

Liber dla 0 * No se aplica 0 

Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierno No se pplica 
Casta de intervencióc inmodiata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Túnez 
; Casos trensmiudos al Cobierno heranie Casos escloreados durante el - 
1) I 0 
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resolver al corvenzo Casos remicdos en Casos remindos er Número de casos 
del periodo en virtud del procedimienso virrad del procedimiento Fuentes no sin resolver dl fir! 
cuamen de wrgencia El Gobierno gubernamentales del año cuminado 

0 0 1 NOR 0 ) 
Número de coses en que el q Número de casos de posiNo esclarecimienso por el 
Golierna ha enate rindo Gobierno (norma de los seu meses) 


1 No o 
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II O —_—_—oaQ_un _—_—_—_—___— q. Q ID>D> 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno Nose aplicó 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No e aplica 


Solicitod del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno Nose aplico 


Procedimientos ordinarios 


571. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobiemo un nuevo caso denunciado, Se refería a. 
Alsharef Al Hemmally, socucstrado en una operación combinada de las fuerzas de 
seguridad tunecinas y libias en el acropuerto de Túnez en marzo de 2003. Conforme a los 
métodos de trabajo del Grupo, el Gobierno de la Jamahiriya Árabe Libia recibió una copia 
del caso. 

Información aportada por el Gobierno 


572, En la información del Gobierno recibida el 22 de junio de 2009 en relación con el 


JU SEA REA sín resolver 


Observaciones 
574, El Grupo de Trabajo observa que el Gobierno ha firmado la Convención 


Imtermacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
A A O O 


y 
Turquía 
Casos transedndos al Gobierno durante Casos esclarecido: durante el 
el periodo en ezone 0 periodo en cxuamea por. 0 
Número de casos sm 0 
resolver al comenzo Coros remtidos en Casos remisidos en Número de casos 
del periodo en virtud del procedumiento virtud del procedimiento Frentes no sum resobrer al final 
cam de regencia El Gobierno gubernamentales del año examinado 
6 0 0 0 0 63 1 
Número de caros ra que el PO re 
Gobierso ha corsertado Gobierno (norma de los seis meses) 


" Si 0 


Denuacia general Nose aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención inmediata si Respuesta de] Gobierno No 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


Información aportada por el Gobierno 


$75, El Gobierno transmitió tres comunicaciones, de fechas 16 de febrero, 6 de abril y 25 

de septiembre de 2009. En la primera, el Gobierno suministró información en relación con 

9 casos, que no condujo a su esclarecimiento. En la segunda, el "Gobierno suministró 

información en relación con 7 casos, en 2 de los cuales la información no llevó al 

esclarecimiento; en $ casos, el Grupo de Trabajo cavió la información a las fuentes para su 

posible cierre. En la última comunicación, el Gobierno suministró información sobre 12 + 
casos, que no pudieron traducirse a tiempo para su inclusión en el presente informe. 


Carta de intervención inmediata 


576. El 27 de agosto de 2009, el Grupo de Trabajo envió una carta de intervención 
inmediata junto con otros dos mecanismos de procedimientos especiales en relación coa la 


Turkmenistán 
Casos transmitidos al Gobierno durante Casos esclarecidor dureme el 
el, J 
PE ¡período en examen periodo en exemen por: 0 
resolver el comerzo Casos remitidos en Casos remindo en Número de casos 
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DR A AA AA 
0 No se aplica 0 ¿ 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Gobierso No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobiermo No se aplica 


Solicirud del Grapo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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540. Se recibió información sobre el caso aportada por las fuentes, que no condujo al” 
esclarecimiento. 


Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 
581. Desde su cresción, el Grupo de Trabajo ha transmitido 3 casos al Gobiemo, de los 


Uganda 
Casos rurseitido al Cobierzo derante Casos exclarecións hurarte el 
el periodo en esemen $ periodo en cuamen por: 0 
Nuesero de casos nn 
resobver al comirrzo Casos remtidos en Casos remitidos en Número de casos 
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rama de wgencia El Gobierno — gubernamentales del año examinado 
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il 
Denurcia geseral No ac aplica Respuesta del Gobierno Moss apligo 
Carta de intervención inmediata No ze aplica Respuesta del Gobiemo No se apllsa 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica  Respuests del Gobiermo- No se 


583. El 3 de junio de 2009 el Grupo de Trabajo transmitió una comunicación urgente 
Jumo con otros tres mecanismos de procedimientos especiales en relación con la 


594. Desde su creación, el Grupo de Trabojo ha transmitido 22 casos al Gobierno, de los 
cuales 5 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 2 
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lo insta a que la ratifique y acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 - 
y 32. 


Ucrania 
Caras trorumitidos el Gobierno duarte Casas escloreción: durame el 
el periodo ra examen. | periodo en exomen por: 0 
Número de casos sin 
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Gobierno ha consertado Cobierno (norma de los seis mext2) 
4 Si 0 
Denuncia general No se aplica Respuesta del Goblemo No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuexa del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una vista Nose aplica Respuesta del Gobiemo No se aplica 


Medidas urgentes £ 

536. El28 de abril de 2009 el Grupo de Trabajo transmitió un caso al Gobierno en virtud 
del procedimiento de urgencia en relación con el Sr. Eugenie Nikolayevich Puplic, 
detenido en la casa de un amigo en el distrito de Drergynskyi, Kryvyi Rih (Ucrania) por la 
policía. Sigue sin conocerse 5u suerté ni su paradero. 


Información aportada por el Gobierno 
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Emiratos Árabes Unidos 
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Solicioud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica. — Respuesta del Gobierno — No se aplica 


Procedimientos ordinarios 


$90. El Grupo de Trabajo transmitió al Gobierno un nuevo caso denunciado, en relación 
con Alsadiq Sidiq Adam Abdullah, que desapareció en el aeropuerto de Abu Dhabi el 23 
de sepuembre de 2007, presuntamente secuestrado por las fuerzas policiales de los 
Emiratos Árabes Unidos. 


Información aportada por el Gobierno . 

$91. El 27 de agosto de 2009, el Gobierno envió información sobre el caso sin resolver, 
que no pudo traducirse a tiempo para su inclusión en el presente informe. 

Total de casos transuaitidos, esclarecido: y sie resolver 


$92. Desde su creación, el Grapo de Trabajo ha transmitido 2 casos al Gobiemo, de los 
cuales 1 se ha esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 1 
sigue sia resolver. 


Observaciones 


$93. El Grupo de Trabajo insta al Gobiermo a que firme y ratifique la Convención : 
Internacional pera la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. - 


Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
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Kismero de casos en pue el ¿Muluples respuestas en algún Número de caros de pon ble esclarecomiento por el 
Cobierno he comenado caso? Gobierno (rurna de los seds meses) 
0 No se o. 
Denuncia general si Respuesta del Gobierno — Si 
Casta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobiero. . No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica — Respuesta del Gobierao No se aplica 


Denuncias generales 


Resumen de las derarcias 


$94. Algunas fuentes facilitaron al Grapo de Trabajo información sobre los obstáculos 
con que supuestamente se había tperado en la aplicación de la Declaración. Dicha 
información se transmitió al Gobierno después del 57” periodo de sesiones del Grupo de 


596. El papel del Gobierno en esta práctica presuntamente incluyó la detención de 
personas dentro de su territorio y su traslado extrajudicial al exterior o transferencia a 
organismos extranjeros de inteligencia u otros. 


$97. Presuntamense, los organismos nacionales de también han facilitado 
información que probablemente haya facilitado la detención ¡legal y el wasiado de algunes 
personas. 


601. Según los informes recibidos, el Gobierno del Keino Unido era renuente a investigar 
en profundidad las demuncias de desapariciones forzadas relacionadas pá entregas. 
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Aparentemente, el Gobierno no realizó investigaciones eficaces, independientes 
imparciales sobre el papel de funcionarios estatales y el uso del territorio del Estado en 


Respuesta del Gobierno 


602. El 17 de agosto de 2009 el Gobiemo del Reino Unido respondió a esta denuncia 
Beneral afirmando que condenaba sin reservas toda práctica de "entrega extraordinaria” con 


asegurado anteriormente, en febrero de 2008 se informó ul Gobierno de Gran Bretaña de 
dos casos de vuelos con fines de entrega que habían repuesto combustible en Diego García, 
territorio de ultramar del Reino Unido. 

603. El Gobierno no tuvo conocimiento de los vuelos en ese momento y no había 
otorgado permiso para que usaran territorio británico. Únicamente otorgaría dicho permiso 
si se probara a su satisfacción que la entrega se realizaba de conformidad con la legislación 
del Reino Unido y sus obligaciones internacionales. 


604, Encuanto a las denuncias de la existencia de un centro de reclusión secreta en Diego 
García, se informó al Gobierno británico de que no se había interrogado a ningún 
sospechoso de actos de terrorismo ni a ningún detenido por actividades relacionadas con el 
tezrorismo ea Diego García desde el 11 de septiembre de 2001, y de que las denuncias de la 
existencia de un centro de detención en la isla eran incorrectas. 


605. En lo que se refiere a las investigaciones realizadas sobre cuestiones relativas a la 
entrega, el Gobierno suministró copias de un informe sobre entregas de 2005 y otro de 
2007, elaborados por el Comité de Imeligencia y Seguridad, el órgano del Reino Unido 
encargado de la supervisión de los organismos de inteligencia y seguridad. El Comité llegó 
a la conclusión de que "en los casos en que hubiera pruebas suficientes de actividades 
¡legales a bordo de un avión en espacio aéreo del Reino Unido, se trate de una operación de 
entrega o de otra indole, estas serán investigadas por las autoridades del Reino Unido”, y el 
Gobierno estuvo de acuerdo. , 


Observaciones 


606. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Intemacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 
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Uruguay 
Casos transmitidos al Gobierno dirante Casos esclerecidas darante el 
al prricdo en exomen: Y periodo en examen por: 0 
Número de casos sa - 
resobrar al comienzo Casos remitidos em Casos resitidos en Numero de ca3os 
del periodo en virtud del procedariento virtud del procediavento Puerses mo sin resobrer al final 
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A No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Caria de muervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno — No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder acer una visita No se aplica — Respocsta del Gobierno No se aplica 


Procedimientos ordinarios 


607. Conforme a los métodos de trabajo del Grupo, el Gobierno del Uruguay recibió una 
copia del caso relativo a Jorge Hugo Martínez Horminoguez, que desapareció en el Pozo 
de Quilmes en la Argentina en 1978, luego de haber sido detenido por oficiales de los 
ejércitos argertino y uruguayo. Este caso está regisirado en relación con el Gobierno de la 
Argentiza. 


Información aportada por el Gobierno 


608. Se recibieron dos comunicaciones del Gobierno, de fechas 19 de junio y 1* de jubo 
de 2009. En ambas comunicaciones, el Gobierno suministró información sobre dos cesos, 
tras lo cual, en su 89" perlodo de sesiones, el Grupo de Trabajo decidió aplicar la norma de 
los seis meses. 


610. Desde su creación, el Orupo de Tratajo ha trasamitido 31 casos al Gobierno, de los 
cuales ] se ha exclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, E se 
han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Oobiemo y 22 siguen sin 


611. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por ratificar la Convención Internacional 
para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y por reconocer 
la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32, 


Uzbekistán 
Casas raras ndo: 2 Golurno Lurarte Casos asctarucidas duramie el 
el, emconm 0 0 
ma pertado periodo en examen por. 
resolver al comienco Casos remiidas en Cayos remdos Numero de canos 
del pardo en sotad del procidomno Ida prucrdmrto o 1n rezbe o fral 
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O 
Número de cotos em que el O Número de casos de posible esclarecimiento por el 
Gobrerno ha corsertado Gobierno (norma de los seis metes) lá 


e e hereade dae 
u No o Y 


Cara de intervención ¡ernediata No se aplica Respuesta del Goblemo No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica — Respuesta del Gobierno No se 
EE o co 


Información aportada por el Gobierno 


612. El Gobierno transmitió usa comunicación, de fecha 28 de enero de 2009, en relación 
con siete casos. El Grupo de Trabajo decidió que la respuesta del Gobierno fue irsuficiente 
para llevar al esclarecimiento. 


Total de casos transmitidos, csclarecidos y sin resolver 


613. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 19 casos al Gobierno, de los 
cuales ] se ha esclarecido sobre la basé de la información suministrada por las fuentes, 11 
sollan csuluvecido solos ln buzo de la informmelón apestado por el Golicano y 7 sigues ala 
reso 


Observaciones 


614. El Grupo de Trabajo insta ul Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
pro pora ga eg nea 


Venezuela (República Bolivariana de) 
Cares ramos e Cabrero Serante Caro esciorrcidos derarse el 
el pericdo em eramen D perisdo en examen por 0 
Numero de coss sn 
resolver al comterce Casos remitidos en Cana emados 02 Aaa e 
del periodo ea verd del peocadamierís vital del raro Fuerzas mo som resodvar al foral 
cnn de wyerca add El Gobierno gubernamentales dci ab e rama 
10 0 o o ” 0 'w YH 
Número de cssos en que el o Nusraro de carca de pondle ec arecomieno por el 
Gubrerro hs condo CGobrerno norma de las tra mesas, 
10 No o 
WISE. 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierno Noe aplica 


Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
Solicitud del Grupo de Trabajo para podes hacer usa visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se apita 


Información aportada por el Gobierno 


615. El 14 de abril de 2009, el Gobierno suministró información en relación con siete 
casos. La información fue insuficiente para el esclarecimiento de los casos. 
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Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


Viet Nam 
A A E 
Casos transmitidos el Gobierno durante Casos esclarecidas durarse el 
el periodo en examen: O período en examen por. 0 
Nisncro de casos in 
resolver al comienzo Casos remisidos en Casos remitidos en pr 
del período en virtud del procedimiento virtud del procediomirta Fuentes no resolver. 
Lumen de urgencia erbaene Él Gobierno  gubernementcios del año examinado 
1 0 0 0 0 1 
Número de caros en que el ¿Maliples respuestas ta elfuún Número de casas de pose esclarecomaemto por el 
Gobierno ha comenado caro? Gobierno (norma de las ves mese) 
1] No 0 
Denuncia general No se aplica — Respuesta del Gobierzo No se aplica 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 


618. El Gobierno transmitió una comunicación al Grupo de Trabajo el 13 de febrero de 
2009, suministrando información en relación con el caso. El Grupo de Trabajo decidió que 
la información era insuficiente para el esclarecimiento del caso. 


Información aportada por las fuentes 

619. El 7 de julio de 2009, algunas fuentes enviaron una comunicación al Grupo de 
Trabajo en relación con el caso. 

Total de casos transmitidos, esclarecidos y sin resolver 


620, Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 2 casos a] Gobierno, de los 
cuales | se ha esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobiemo y 1 “ 
sigue sin resolver. 


Observaciones 
621. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 


Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 
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Yemen 
Casos trarumuisdos al Gobierno durante Casos esclarecidos durante el 
AS el periodo en examen: 4 periodo en ezcmen por: | 
resolver al comenzo Casos remivdos en Canos remtadas en . Nuermero de coros 
del periodo en vorpal del procedimiento vists de! prob micro Fuentes no sm rescdrer al Prol 
em de srqeroa El Gobierno  rubernamentales del año esaminado 
1 4 0 0 1 4| 
Numero de cases es que el ¿Madripios respuestas 0. al pu Nusvero de casos de pasible exciarecomecnss par el 
Gelaerao tc comerse pa Cobeerno facrmo de log 2513 meses, v 
» No se aplica o A 
Densnca general No se aplica — Respuessa del Gobierno No se apñes 
Carta de intervención inmediata No se aplica — Rexpuesta del Gobierno No sepa 


Solicitad del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica — Respuesta del Gobierno — No se aplica 


624. Sobre la base de la información uuminisiuada por las fuentes, el Grupo de Trabajo 
decidió dar un caso por esclarecido. 


Comunicaciones del Grupo de Trabajo 

625. El 29 de septiembre de 2009, el Grupo de Trabajo envió una comunicación urgente 
al Gobierno jurto con otros tres mecanismos de procedimientos especiales en relación con 
Mobamed Al Magaleb, que luego se archivó como caso. 


Total de casos transmitidos, esclnrecidos y sin resolver 


626. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 155 casos al Gobierno, de los 
cuales 2 se han esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 
135 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno, 14 se han 
discontinuado y 4 siguen sin resolver. 
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Observaciones 

627. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Conveac 
Intemacional para la protección de todas las personas contra les desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comité con arreglo a los artículos 31 y 32. 


Zimbabwe 
Cases y ensmitidos al Gobierno durante Casos escleracidos durante el 
el pericdo en examen: 1 periodo en examen por: 1 
Número de casos sín 
resotrer al comienzo Casos remiudos en Casos remitidos en » pornos 
del periodo en virtud del procedimiento virnad del procedamierao mentes 10 
txamen de urgencia El Gobierno gubernamentales del año csomincdo 


Número de casos em que el ¿Múltiples respuessas en algun Número de casos de posible esciarecimiras? por el 

Gobierno ha comenado caso? Gobierno (norma de los sels meses) e red 
0 No se aplica 0 

Denuncia general Si Respuesta del Gobierno No 

Carta de intervención inmediata No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 


Medidas urgentes 


628. El Grupo de Trabajo envió un caso al Gobiemo en virtad del procedimiento de 
urgencia, Se refería a Jestina Mungarehwa Mukoko, que desapareció tras ser detenida por 
agentes estatales en diciembre de 2008, en la provincia de Mashonaland Central. 


Información aportada por las fuentes 


629, Las fuentes suministraron información cn relación con un caso, que llevó al 
esclarecimiento. 


Esclarecimiento 


630. Sobre la base de la información suministrada por las fuentes, el Grupo de Trabajo 
decidió dar un caso por esclarecido, 


Denuncias generales 
Resumen de las demuncias 
631. Algunas ONG preseataron información al Grupo de Trabajo sobre los obstáculos a 


que debieron hacer frente al aplicar la Declaración. Esta información se transmitió al 
Gobierno después del 86* periodo de sesiones por medio de la denuncia general siguiente. 
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autoridades respecto de estas atrocidades sólo puede considerarse : 
estímulo a estas violaciones. A Ya 


636. Se informó al Grupo de Trabajo de que la Policia de la-República de Zimbatree 
debla adoptar medidas inmediatas, concretas y visibles para reducir al mínimo las 
desapariciones forzadas o imvoluntarias y la impunidad conexa. 


637. El Grupo de Trabajo lamenta no haber recibido una respuesta del Gobierno. 
Solicitud de visita 

631. El 20 de julio de 2009, el Grupo de Trabajo solicitó al Gobierno que le cursara una 
javitación para realizar ura mición a Zimbabwe. Aún no se ha recibido ninguna respuesta. 
Total de casos transmitidos, esclarecidos y sín resolver 


639. Desde su creación, el Grupo de Trabajo ha transmitido 6 casos al Gobierno, de los 
cuales | se ha esclarecido sobre la base de la información suministrada por las fuentes, 1 se 
ha esclarecido sobre la base de la información aportada por el Gobierno y 4 siguen sin 
resolver. 


Observaciones 


640. El Grupo de Trabajo insta al Gobierno a que firme y ratifique la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
acepte la competencia del Comjté con arreglo a los artículos 31 y 32. 
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Autoridad Palestina 
Casos praia el Caba dura Casas esclarecidos deranas el 
el periodo es cxaman € pariodo en cama por. O 
Número de casos un 
resube al comoze Casos remitidos en Casos rrmaados en Numero de 
del sericdo en venal del prdiova o virtud del procedimisnoo Fueme: ne ste resbeer al, 
aner de ergo. sr dns El Gobierno gubermamentales del año excmaado 
3 0 o 0 0 3 
Núrearo de casos en que el — ¡Múbriples respuestas en algún Mirra do sra past ccoo par 0 
Gobierno ha comtersado co? Gobierno (scrma de los seis meses) 

0 No ye aplica 0 1] 
TH NN” 
Denuncia general No se mplica — Respuesta del Gobierno No se aplica 
Carta de intervención insuedista No se mplica — Respuesta del Gobierno No se 


Solicitud del Grupo de Trabajo para poder hacer una visita No se aplica Respuesta del Gobierno No se aplica 
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; los casos se transmitieron y lamentablemente no se recibió ninguna respuesta 
e auiemo. El documento E/CN.A/200656 y Corr.! contiene un resumen de la situación 
en el país. 


Ámbitos de preocupación, conclusiones y recomendaciones 


> En 2009, el Grupo de Trabajo transmitió a 25 gobiernos 456 nuevos casos 
demencias de desaparicion, e los cuates Sa preamtamene tve gr e 209, 
T recurrió al irná urgencia en 60 casos, : 
raoba extapso pda meses a e don del informe del Grupo de Trabajo. 
Durante el período que se examina, el Grupo de Trabajo pudo esclarecer 36 casos de 
desapariciones. 
643. El Grupo de Trabajo agradece la cooperación de varios gobiemos. No obstante, le 
sigue preocupando el hecho de que, de los 82 Estados en que hay casos sin resolver, 
algunos gobiernos no hayan respondido a las comunicaciones del Grupo de Trabajo. 
Algunos gobiernos proporcionan respuestas que carecen de información pertinente. El 
Grupo de Trabajo insta a esos gobiernos « que cumplan sus obligaciones en virtud de la 
Declaración, las resoluciones de la Asamblea General, la Comisión de Derechos Humanos 
y su sucesor, el Consejo de Derechos Humanos. La cooperación de los gobiernos es 
indispensable para conocer la suerte o el paradero de las personas desaparecidas en todo el 
mundo. 


544. El Grupo de Trabajo reconoce los esfuerzos de los Estados, numerosos defensores 
de los derechos humanos, ONG, abogados y otras personas y entidades que trabajan 
incansablemente para esclarecer la suerte y el puradero de personas desaparecidas en 
circunstancias muy adversas en todas partes del mundo, y reitera su solidaridad con las 
victimas de desapariciones forzadas y sus familias. 


645. El Grupo de Trabajo sigue expresando su preocupación por el aumento del número 
de casos de desapariciones forzadas en todo el mundo. . 


646. El Grupo de Trabajo sigue preocupado por las medidas adoptadas para luchar contra 
el terrorismo y sus consecuencias en lo que respecta a las desapariciones forzadas, Esas 
medidas comprenden la promulgación de leyes que restringen las libertades personales y 
debilitan el respeto de las garantías procesales, arrestos aleatorios en el marco de 
operaciones militares, detenciones arbitrarias y entregas extraordinarias, que equivalen a 
desapariciones forzadas. El Grupo de Trabajo insta a los Estados » adoptar medidas 
legislativas, judiciales, adminisuativas o de otra indole para tratar esta cuestión. El Grupo 
de Trabajo desea reiterar las observaciones generales sobre el artículo 10 de la Declaración 
que dice que "[bjajo ninguna circunstancia podrían alegarse razores, llamadas "de Estado”, 
de "seguridad nacional” o de otra naturaleza, para justificar o legitimar centros o lugares 
ur supondrían wna violación de la Declaración, 
3 ; 


647. El Grupo de Trabajo está preocupado por los numerosos casos en que fuerzas 
militares fueron los presuntos autores de muchas desapariciones forzadas, 


648, El Grupo de Trabajo recuerda a los Estados que la desaparición forzada es un delito 
continuado y una vulneración permazente de los derechos humanos mientras no se hayan- 


esclarecido la suerte y el paradero de la víctima. Por consiguiente, los Estados deberían 
tener esto presente al promulgar prescripciones. 


649. El Grupo de Trabajo exhorta a los Estados a que tomen medidas legislativas, 
administrativas, judiciales u otras medidas especificas para prevenir y erradicar las 
desapariciones forzadas. Los Estados también deberían adoptar medidas penales especificas 
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para definir las desapariciones forzadas ; 
ner so como delito en sí mismo y para ajustar su 


650. El Grupo de Trabajo observa que en determinadas partes del mundo la ¡ punidad 
por desepariciones forzadas sigue siendo un problema. Por consiguiente, el Grupo de 
Trabajo recuerda a los Estados sus obligaciones en virtud de la Declaración de impedir la 
impunidad tomando las medidas jurídicas apropiadas a fin de que todo presunto autor de un 
acto de desaparición forzada sea enjuiciado. El Grupo de Trabajo insta a los Estados a 
llevar a la justicia a los autores de actos de desaparición forzada arte las jurisdicciones de 
derecho comia competentes en todas las etapas del proceso juridico. 


651. En el comentario general aprobado este año, el Grupo de Trabajo reconoció "que la 
defición cootesida en el plerafo 1 del arucalo 7 dal Esta de le Ona Do 
Internacional refleja actualmente el derecho internacional consuetudinario y puede por 
consiguiente utilizarse para interpretar y aplicar las disposiciones de la declaración”. Insta a 
los Estados, organizaciones internacionales y tribunales a que tomen pleno conocimiento de 
esta conclusión y extraigan las consecuencias jurídicas dimanadas de ella, 


652. El Grupo de Trabajo desea hacer hincapié en el derecho a la verdad, del que 
deberían disfrutar todas las víctimas de desaparición forzada. Recomienda que los Estados 
adopten medidas para promover la verdad y la reconciliación en sus sociedades, como 
medio para realizar el derecho a la verdad y el derecho de reparación integral para las 
victimas de desapariciones forzadas. Sobre la busc de su experiencia, el Grupo de Trabajo 
reconoce que estos procesos a menudo son decisivos para evitar que sigan produciéndose 
desapariciones forzadas y esclarecer casos, revelando la verdad sobre la suerte o el paradero 
de las personas desaparecidas. No obstame, el Grupo de Trabajo subraya que la 
reconciliación entre el Estado y las víciimas de desapariciones forzadas no puede tener 
lugar sin el esclarecimiento de todos los casos individuales. El Grupo de Trabajo también 
destaca que las medidas adoptadas para promover la reconciliación no se deberían utilizar 
en lugar del enjuiciamiento de los amores de los hechos, de conformidad con los principios 
de la observación general sobre el artículo 18 de la Declaración. 


653. El Grupo de Trabajo también recuerda a los Estados sus observaciones generales 
sobre el articulo 19 de la Declaración, en la que se afirma que "además de la sanción de los 
autores y el derecho a ena indemnización monetaria, el derecho a obtener reparación por 
actos de desaparición forzada con arreglo al artículo 19 [de la Declaración] comprende 
también "los medios que les aseguren una readaptación tan completa como sea posible””, 


654, El Grupo de Trabajo observa un cuadro sistemático de amenazas, intimidación y 
represalias contra las víctimas de desapariciones forzadas, incluidos los familiares, los 
testigos y los defensores de los derechos humaros que se ocupan de esos casos y exhoris a 
Jos Estados a que adopten medidas especificas para prevenir esos actos, sancionar a los 
autores y proteger a quienes $e ocupan de esos casos. 

655. Habida cuenta de que las víctimas de desapariciones forzadas suelen ser hombres, 
son las esposas, madres e hijos quienes deben hacer frente a las consecuencias de esas 
desapariciones y resultan por ello las personas más afectadas. El Grupo de Trabajo insta a 
los Estados a que presten apoyo adecuado a las personas afectadas por las desapariciones 
forzadas. Por ello, el Grupo de Trabajo se propone examinar y estudiar las consecuencias 
de las desapariciones forzadas en las mujeres y los niños. - 


656. Las visitas a los países forman parte integrante del desempeño del mandato del 
Grupo de Trabajo, puesto que le permiten poner de relieve las prácticas de los países sobre 
las desapariciones forzadas, ayudar a los Estados a reducir los obstáculos a la aplicación de 
la Declaración y acceder a los familiares que no puedan asistir a los periodos de sesiones 
del Grupo de Trabajo en Ginebra. El Grupo de Trabajo expresa su agradecimiento a los 
gobiernos que han cursado invitaciones para visitar sus países o ban auspiciado los períodos 
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de sesiones del Grupo de Trabajo. Sin embargo, como la confirmación oficiosa e inciuso las 
invitaciones permanentes po son suficientes, el Grupo de Trabajo invita a todos los 
gobiernos con solicitudes de visita pendientes a que respondan con fechas concretas lo 
antes posible. 


657. El Grupo de Trabajo observa con satisfacción que, a noviembre de 2009, 81 países 
han firmado y 16 han ratificado la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas conta las desapariciones forzadas. Reitera que la entrada en vigor de la. 
Convención contribuirá a fortalecer la capacidad de los Estados para reducir el número de 
desapariciones. La Convención fortalecerá la esperanza y las exigencias de justicia y verdad 
de las victimas y sus familias. El Grupo de Trabajo insta, una vez más, a los países que no 
han firmado y/o ratificado la Convención a que lo hagan lo antes posible para que entre en 
vigor en un futuro cercano. También insta a los Estados € que, al ratificar la Convención, 
acepten la competencia del Comité para recibir comunicaciones prescrtadas por personas, 
con arreglo al artículo 31, y el mecanismo de denuncias entre Estados, con arreglo al 
artículo 32 de la Convención. j 


658, El Grupo de Trabajo estira que, dado que celebra su 30” aniversario en 2010, el Día 
Internacional de los Desaparecidos, que la sociedad civil observa tradicionalmente el 30 de 
agosto, debería ser conmemorado por las Naciones Unidas y todas las personas del mundo. 
Por consiguiente, el Grupo de Trabajo exhorta a las Naciones Unidas a que proclame el 30 
de agosto Día Internacional de los Desaparecidos, con miras a la erradicación de las 


659. En los últimos dos años, el volumen de trabajo del Grupo se incrementó en más del 
doble, tanto en función del número de casos procesados como del número de 
comunicaciones enviadas a los gobiernos, mientras que en 2009 su dotación de personal se 
redujo. Para mantener su nivel actual de capacidad para tratar cars, no aumentar el 
pequeño volumen de casos atrasados que tiene actualmente, seguir munteniendo dislogos 
provechosos con los gobiernos y ocuparse de diversas cuestiones como las mujeres y los 
niños, evidentemente el Grepo de Trabajo requerirá más apoyo. El Grupo de Trabajo insta a 
tus Naciones Unidas a asignar los recarsos adicionales adecuados y a anmentar la dotación 
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Métodos de trabajo revisados del Grupo de Trabajo sobre las - 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias 


Aprobados el 14 de noviembre de 2009 


Mandato 


Base jurídica del mandato 
1, Los métodos de trabajo del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o 


Invotuntarias se basan en el mandato establecido inicialmente en la resolución 20 (OOXVI) * * 


de la Comisión de Derechos Humanos y desarrollado por la Comisión y su sucesor, el 
Consejo de Derechos Humaros, en muchas otras resoluciones. Los parámetros de su labor 
dimanan de la Carta de las Naciones Unidas, la Carta Internacional de Derechos Humanos, 
la resolución 1235 (XLJ) del Consejo Económico y Social y la Doclaración sobre la 
protección de todas las personas costra las desapariciones forzadas, aprobada por la 
Asamblea General en su resolación 47/133, de 18 de diciembre de 1992 (en lo sucesivo "la 
Declaración”). 


Mandato humanitario 


2 El mandato básico del Grupo de Trabajo es de carácter humanitario y consiste en 
ayudar a las familias a determinar la suerte y el paradero de sus familiares 

quienes quedan sustraidos a la protección de la ley. A tal efecto, el Grupo de Trabajo se 
esfuerza por establecer un canal de comunicación entre las familias y los gobiernos de que 
se trate, con miras a asegurar que se investiguen los casos documentados y claramente 
identificados que las familias, directa o indirectamente, han señalado a la atención del 
Grupo, y que se aclare la suerte o el paradero de las personas desaparecidas. Al transmitir 
los casos de desaparición, el Grupo de Trabajo trata exclusivamente con los gobiernos, 
sobre la base del principio de que estos deben asumir la responsabilidad de cualquier 
violación de los derechos humanos cometida en su territorio, 


Mandato de vigilancia 


3 Además del mandato original del Grupo de Trabajo, la Asamblea General, la antigua 
Comisión de Derechos Humanos y el Consejo de Derechos Humanos han confiado al 
Grupo de Trabajo diversas tareas. En particular, el Grupo de Trabajo debe vigilar el 
cumplimiento por los Estados de sus obligaciones derivadas de la Declaración sobre la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y de prestar ayuda a los 
gobiernos para su aplicación. 

4 El Grupo de Trabajo recuerda a los gobiernos sus obligaciones, no solamente en el 
contexto del esclarecimiento de casos concretms, sino también en el de las medidas de 
carácter más general que deben adoptarse. El Grupo señala a la atención de los gobiernos y 
las ONG aspectos generales o especificos de la Declaración, recomienda medios para 
superar los obstáculos que impiden la rewización de la Declaración, analiza com 
representantes de los gobiernos y ONG la manera de resolver problemas concretos teniendo 
en cuenta la Declaración, presta asistencia a los gobiernos mediante la realización de visitas 
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sobre el terreno, orgariza seminarios y presta otros servicios de asesoramiento. El Grupo de 
Trabajo también formula observaciones sobre la aplicación de la Declaración cuando el 
gobierno interesado no ha camplido sus obligaciones en lo que respecta a los derechos a la 
verdad, la justicia y la reparación. El Grupo de Trabajo aprueba observaciones generales 
cuando considera que una disposición de la Declaración exige una aclaración O 
interpretación más detallada 


Definición de desaparición forzada 


s Según se define en el pre4mbulo de la Declaración, las desapariciones forzadas se 
producen cuando se arresta, detiene o traslada contra su voluntad a las personas, o estas 
resultan privadas de su libertad de alguna otra forma por agentes gubernamentales de 
cualquier sector o nivel, por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre 
del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, y que 
luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están 
privadas de la liberiad, sustrayéndolas asi a la protección de la ley. 


Definición de autores 


6. El Grupo de Trabajo actúa sobre la base de que, de conformidad con la definición 
que figura en el preámbulo de la Declaración, a los efectos de su trabajo, las desapariciones 
forzadas únicamente se consideran como tales cuando los autores que las cometen son 
agentes gubernamentales, particulares o grupos organizados (por ejemplo, grupos 


, paramilitares) que actúan en nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su 


autorización o su asentimiento. Teniendo en cuenta lo anterior, el Grupo de Trabajo no 
admite los casos que $e atribuyen a personas o grupos que no actúan en nombre del 
gobierno, o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, como los 
movimientos terroristas o insurgentes que combaten al gobierno en $u propio territorio. 


Tratamiento de los casos 


Procedimientos urgentes 


7. Los casos de desapariciones forzadas ocurridos durante los tres meses anteriores a la 
recepción del informe del Grupo se transmiten al Ministro de Relaciones Exteriores del país 
de que se trate por los medios más directos y rápidos, Su transmisión puede ser autorizada 
por el Presidente sobre la base de una delegación específica de facultades que je confiere el 
Grupo. Los casos ocurridos antes del plazo de tres meses, pero no después de un año a 
parir de la fecha de su recepción por la Secretaria, siempre que hayan tenido alguna 
relación con un caso ocurrido en el período de tres meses, pueden transmitirse entre 
periodos de sesiones mediante carta autorizada por el Presidente, El Grupo de Trabajo 
notifica a las fuentes que se ha enviado una petición de medida urgente al gobierno de que 
se trate, permitiéndoles asi ponerse en contacto con las autoridades en relación con el caso. 


Procedimientos ordinarios 


1 Los casos de desapariciones forzadas demunciados después de tres meses se 
presentan al Grupo de Trabajo para que los examine detalladamente en $us períodos de 
sesiones. Los que cumplen los requisitos descrisos más arriba se transmiten, con la 
sutorización explicita del Grupo, a los gobiernos de que se trate, pidiéndoles que realicen 
investigaciones para esclarecer la suerte o el peradero de le persona desaparecida e 
informen al Grupo de los resultados, Estos casos se comunican mediante carita del 
Presidente del Grupo al gobierno de que se trate, por conducto del Representante 
Permanente ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. - 
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9. Toda información adicional sustantiva que los denunciantes presenten sobre un caso 
pendiente se comunica al Grupo de Trabajo y, tras su aprobación, se transmite al gobierno 
interesado, 


Admisibilidad de los casos de desapariciones forzadas o involuntartas 


10. El Grupo de Trabajo considera admisibles los informes sobre desapariciones cuando 
proceden de la familia o amigos de la persona desaparecida. Sin embargo, estos informes. 
pueden ser transmitidos al Grupo de Trabajo por conducto de representantes de la familia, 
«gobiernos, organizaciones intergubernementales, ONG y otras fuentes fiables. Deben 
presentarse por escrito, con una clara indicación de la identidad del remitente; si el 
denunciante no es un miembro de la familia, debe tener el consentimiento expreso de la 
familia para presentar el caso en su rombre y debe estar en condiciones de mantener 
contacto con los familiares del desaparecido en relación con su suerte, 


11. El Grupo de Trabajo no se ocupa de situaciones de conflicto armado intemacional. 


Elementos necesarios para la admisibilidad 


12, A fin de que los gobiernos puedan realizar investigaciones significativas, el Grupo 
de Trabajo les proporciona información que contiene, por lo meros, un minimo de datos 
básicos. Además, el Grupo de Trabajo insta. permanentemente a los denunciantes a que 
proporcionen el mayor número posible de datos sobre la identidad de la persona 
desaparecida y las circunstancias de la desaparición. El Grupo de Trabajo exige como 
minimo los siguientes elementos: 


a) Nombre completo de la persona desaparecida y, de ser posible, su edad, sexo, 
nacionalidad y profesión u oficio, 


b) Fecha de la desaparición, es decir día, mes y año de la detención o secuestro, 
o día, mes y año de la última vez en que se vio a la persona desaparecida, Cuando la 
persona desaparecida fue vista por última vez en un centro de detención, basta una 
indicación aproximada (por ejemplo, marzo o segundo trimestre de 1990). 

€) Lugar de detención o secuestro, o lugar donde fue vista la persona 
desaparecida por última vez (al menos, indicación del pueblo o nidea). 


d) Las partes que, en nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su 
autorización o su asentimiento, presuntamente han llevado a cabo la detención o el 
secuestro, o que retienen a la persona desaparecida en detención no reconocida. 


e) Las medidas adoptadas por la familia para determinar la suerte o el paradero 
de la persona desaparecida, o por lo menos una indicación de que los esfuerzos para 
acceder o los recursos internos se han visto frustrados, o que por alguna otra razón no han 
sido concluyentes. 


y) Los casos que se sometan al Grupo de Trabajo deberán proceder de una 
fuente fiable que, si no es un miembro de la familia, deberá indicar si la familia de la 
víctima cuya desaparición se denuncia ha dado su consentimiento directo para que, en su 
nombre, este caso $e someta al Grupo de Trabajo. 


13. Cuando un caso no se admíte, el Grupo de Trabajo envía una respuesta a la fuente 
indicando que la información recibida no cumplía los requisitos establecidos, con el fin de 
Que la fuente pueda facilitar toda la informació n pertinente. 


Situaciones de vulnerabilidad 


14. Con respecto a los casos de desapariciones denunciados, el Grupo de Trabajo 
destaca el caso de las personas que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad, en 
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particular las mujeres, los niños, los ancianos, las personas con discapacidad y otros grupos 
vulnerables, 
Mujeres embarazadas 


15.  Enlos casos de desaparición de mujeres embarazadas, el hijo que se supone nacido 
mientras la madre estuvo detenida debe mencionarse en la descripción del caso de la madre. 


El hijo se tratará como un caso aparte cuando los testigos confirmen que efectivamente la, 


madre dio a luz a un hijo durante la detención. 


Casos que afectan a dos o más paises 


16. Las demuncias de desapariciones que indican que funcionarios de un pais son 
directamente responsables de una desaparición en otro país o participaron en ella, o los 
casos en que funcionarios de más de un país fueron directamente responsables de una 
desaparición o participaron en ella, se comunican a todos los gobiernos de que se trate. Sin 
embargo, el caso sólo figurará en las estadísticas del país en que se afirma que la persona 
estuvo detenida o fue arrestada, secuestrada o vista por última vez Esos mismos principios 
se aplican a la transmisión de llamamiertos urgentes, denuncias generales e intervenciones 
inmediatas. 


Casos sin resolver 


17. El Grupo de Trabajo considera sin resolver los casos que no se hayan esclarecido, 
cerrado o discontinuado de conformidad con los métodos de trabajo. Este principio no 
resulta afectado por los cambios de gobierno en un país determinado ni en caso de sucesión 
de Estados. 


Recordatorios 


1£. El Grupo de Trabajo recuerda a todos los gobiernos interesados, una vez al año, los 
casos que no se hayan esclarecido todavía y, tres veces al año, todos los casos urgentes 
transmitidos desde el periodo de sesiones precedente. En la medida de lo posible, el Grupo 
de Trabajo facilita ul gobienmo de que se trate o a la fuente, si así lo solicitan, información 
actualizada sobre casos concretos. 


Respuestas de los gobiernos 


19. El Grupo de Trabajo examina todas las respuestas recibidas de los gobiernos acerca 
de informes de desapariciones y las resume cn el informe anual del Grupo al Consejo de 
Derechos Humanos. Toda información sobre casos concretos se envía a los denunciantes de 
esos informes, a quienes se invita a formular observaciones al respecto o a suministrar datos 
adicionales sobre los casos. 


Norma de los seis meses 


20. Cualquier respuesta del gobierno que contenga información detallada sobre la suerte 
o el paradero de una persom desaparecida se transmite a la fuente. Si la fuente no responde 
en un plazo de seis meses a partir de la fecha em que se comunicó la respuesta del gobierno, 
o si pone en duda la información del gobierno por motivos que el Grupo de Trabajo no 
considera razonables, el caso se considera esclarecido y, en consecuencia, se clasifica bajo 
el epígrafe "Casos esclarecidos durante el periodo en examen por el Gobierno” en el 
resumen estadístico del informe anual. Si la fuente cuestiona la información del gobierno 
por motivos razonables, se informa al gobierno y se lo invita a que formule observaciones. 


539-C.S. 


540-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Esclarecimiento 


21. El caso se considera esclarecido cuando se determina claramente la suerte o el 
paradero de las personas desaparecidas como resultado de las investigaciones realizadas por 
el gobierno, por ONG, por misiones de determinación de los hechos del Grupo de Trabajo o 
por personal de derechos humanos de las Naciones Unidas o de cualquier otra organización 
internacional que opera sobre el terreno, o por los trabajos de búsqueda realizados por la 
familia, independienternmente de que la persona esté viva o muerta. 


Casos cerrados 


2. El Grupo de Trabajo puede decidir que no se seguirá ocupando de un caso cuando la 
autoridad competente de conformidad con la legislación nacional emite una declaración de 
ausencia como consecuencia de la desaparición forzada o una declaración sobre la 
presunción de fallecimiento, y los familiares y otras partes interesadas han manifestado, 
libremente y sin lugar a dudas, su desco de no proseguir investigando cl caso, Estas 
condiciones deben respetar siempre el derecho a una reparación integral. 


Casos discontinuados 


23. — En circunstancias excepcionales, el Grupo de Trabajo puede decidir discontinuar el 
examen de los casos en que las familias han manifestado, libremente y sin lugar a dudas, su 
desco de ro proseguir el caso, o cuando la fuente ya no existe o no puede seguir 
ocupándose del caso y las medidas adoptadas por el Grupo de Trabajo para ponerse en 
contacto con otras fuentes no han tenido éxito, 


Reapertura de casos 

24. — Si los denunciantes fucilitan información debidamente documentada en el sentido de 
que un caso se ha considerado esclarecido, cerrado o discontiruado por error, ya sea porque 
la respuesta del gobierno se refiere a una persona diferente, no corresponde a la situación 
comunicada o no ha llegado al denunciante em el plazo de seis meses antes mencionado, el 
Grupo de Trabajo transmite el caso nuevamente al gobierno y le solicita sus observaciones 
al respecto. En estos casos el asunto de que se trata se incluye nuevamente en la lista de 
casos sin resolver, y en ci informe del Grupo al Consejo de Derechos Humanos se da una 
explicación específica en la que se describen los errores o discrepancias mencionados. 


Otros mecanismos de protección 


Llamamientos urgentes 


25. — Cuando se reciben denuncias verosímiles de que una persona ha sido arrestada, 
detenida, secuestrada o privada de la libertad y ha desaparecido por la fuerza o corre el 
riesgo de que la hagan desaparecer, el Grupo de Trabajo transmitirá estas denuncias al 
Ministro de Relaciones Exteriores del gobierno de que se trate por los medios más directos 
y rápidos, y solicitará a dicho gobierno que realice investigaciones para esclarecer la suerte 
o el paradero de lá persona de que se trata e informe al Grupo de Trabajo acerca de los 
resultados. La transmisión de llamamientos urgentes está autorizada por el Presidente sobre 
la base de una delegación especifica de facultades que le confiere el Grupo. 


26. Los llamamientos urgentes se reflejarán en el informe anual del Grupo de Trabajo, 
pero no se incluirán en las estadísticas del gobierno de que se trate, No obstante, en caso de 
que la información allí contenida se suministre de conformidad con los requisitos 
enumerados en relación con los títulos "Admisibilidad de los casos de desapariciones 
forzadas o involumtarias” y “Elementos necesarios para la admisibilidad”, el Hamamiento 
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urgente pasará a ser un caso ordinario o urgente, según corresponda, y se informará de ello 
al gobierno de que se trate mediante vna comunicación separada. 


Intervención inmediata 


27. Los casos de intimidación, persecución o represalias contra familiares de personas 


desaparecidas, testigos de desapariciones o sus famikas, miembros de organizaciones de 
fumiliares y otras ONG, defensores de los derechos humanos o personas preocupadas por 


las desapariciones, se transmiten a los gobiernos correspondientes, solicitándoles que tomen 


medidas para proteger todos los derechos fumdamentales de las personas afectadas. Los 
casos de esta naturaleza, que requieren uma intervención inmediata, se transmiten 
directamente a los ministros de relaciones exteriores por los medios más directos y rápidas. 
A tal efecto, el Grupo de Trabajo ha autorizado a su Presidente para que transmita estos 
casos entre períodos de sesiones. 


Denuncias generales 


28. El Grupo de Trabajo transmite regularmente a los gobiernos respectivos un resumen 
de las denuncias recibidas de los familiares de personas desaparecidas y de ONG con 
respecto a los obstáculos surgidos en la aplicación de lo Declaración en sus respectivos 
paises, invitándoles a formular observaciones sí asi lo desean, 


Cooperación con otros mecanismos 


29. Si un caso o denuncia comiene información pertinente para otros mecanismos 
temáticos del Consejo de Derechos Humanos, la información se transmite al mecanismo 
correspondiente. 

30. Si ello procede, el Gmipo de Trabajo puede colaborar con otros mecanismos en 
relación con las medidas que adopten en el marco de sus mandatos respectivos. . 


Actividades del Grupo de Trabajo 


Misiones a los países 


31. El Grupo de Trabajo lleva a cabo visitas a los palses en respuesta a una invitación, 
pero también toma la iniciativa de ponerse en contacto con los gobiernos con el fin de 
realizar visitas a los países cuando lo considera oportuno. El objeto de estas visitas es 
promover el diálogo entre las autoridades más directamente interesadas, las familias o sus 
representantes y el Grupo de Trabajo, y contritwir al esclarecimiento de las desapariciones 
denunciadas. El Grupo de Trabajo también realiza visitas para examinar las prácticas de los 
gobiernos para esclarecer casos de desapariciones forzadas, así como los programas y las 
medidas para aplicar la Declaración y garantizar los derechos de las victimas, incluido el 
derecho a reparaciones integrales. El Grupo de Trabajo informa al Consejo sobre sus visitas 
alos países en una adición n su informe anual, 


Seguimiento 


32. En lo que respecta a los paises visitados, el Grupo de Trabajo recuerda 
periódicamente a los gobiernos interesados las observaciones y recomendaciones 
formuladas en los informes respectivos, solicitando información sobre la asención que se les 
haya prestado y sobre las medidas tomadas para su aplicación, o sobre las dificultades que 
hayan impedido su aplicación. El Grupo de Trabajo también as tomar la iniciativa de 
realizar visitas de seguimiento, 
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Reuniones 

33. El Grupo de Trabajo se reúne tres veces al año para examinar la información 
señalada a su atención desde su periodo de sesiones anterior, Sus reuniones se celebran en 
privado, Sin embargo, el Grupo de Trabajo realiza actividades entre los periodos de 
sesiones y se reúne regularmente con representantes de gobiernos, ONG, familiares y 
testigos. 

Informes 


34. El Grupo de Trabajo informa anualmente al Consejo de Derechos Humanos sobre 
las actividades que ha realizado desde el periodo de sesiones anterior del Consejo hasta el 
último día del tercer periodo de sesiones anual del Grupo de Trabajo, El Grupo informa al 
Consejo de sus comunicaciones con los gobiernos y ONG, sus reuniones y sus misiones, 
Los informes sobre las misiones figuran en una adición al informe principal. El Grupo de 
Trabajo informa sobre todos los casos de desaparición que recibe durante el año, 
dicta picmln y silon le laa GIA dl aia. Facilita al Consejo un 
resumen estadístico para cada país sobre los casos transmitidos al gobierno, los casos 
esclarecidos y la simación de Jos imeresados en la fecha del esclarecimiento. El informe 
incluye gráficos que muestran la evolución de las desapariciones en los países con más de 
100 casos transmitidos a la fecha de la aprobación de su informe anual por el Grupo de 


Participación de expertos 

35. Cuando la información examinada se refiere al país de uno de los miembros del 
Grupo de Trabajo, este no participa en el debate. 

Títulos 


36. Los títulos sirven únicamente de referencia y no deben considerarse parte de los 
métodos de trabajo. 
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Anexo 1 


OTI 


Decisions on individual cases taken by the Working Group during the reporting period 
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Anexo HI 


Statistical summary: cases of enforced or involuntary disappearance reported to the 
Working Group between 1980 and 2009 


Car rod y de venas Cheryicamon by 
Fosas Did «q Ma Etna af parco as dto ef edición 

an O 
Cr ts Carr Vomata Canes O pr Meir dd bend cas 
Alghercim 3 . 3 . . A pa = pa . 
Albaria 1 1 » » - . . - E 
Algeria 1914 ” 2112 " , ”" , 10 3 . 
Angola “ 1 3 . 3 > . , $ 
Agres 31449 m 350 Tm. 1 s2 = 3 125 . 
Batres ? . . . » 2 . . 
Basgladesh 4 3 3 2 ' . 1 “ - 
Belara 3 - 3 * - - - . 
Basta $ . , . . « . > 
Bain “ y y 3 19 1 1 1 - 
Aral 0) 4 1” do 4 1 . 7) . 
Delgara 3 - * 3 . 3 - 
Morkóra Faso 3 . . . 3 . - 3 
Der: » * s . . 1 1 = e 
Camtadia 2 . . . . . » » » 
Camtroos o - 1 . 4 - 4 . . . 
Qué q - 10) - 3 t 2 1 1 . 
Chile? sr 65 wm y ” y 2 . sn - 
Chin 16 1” ”n 4 n 11] s 3 1 . 
Colores 110. mm 9. ” 105 sr 159 . sm . 
Compa. Republoc os ta 3 se 1 . . - . . . 


12 de abril de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


546-C.S. 


TA AT RAE AN mor... + .oos.s..ssos 
.“.o gor... ...ygoeroggro e»... 
A SS 
A SR A AS E Y A A 
E A SA A 
de EA A A AAC 
-... . e... .. - .. .. + * 

e z E A." 
. 
A A a LAS 
” ad 2 
A A e O A 
= 
.. 
RANES AI 
” - z 


Ce But el 


¡A 
dildo 


547-C.S. 


Z 


CAMARA DE SENADORES 


12 de abril de 2011 


ad 

a a 
ad 
Y 
, 
' 
rn) 
' 
4 
3 
, 
) 
45 
14 
vo 
im 
“ 
. 
" 
3 
, 
4 
4 
a 


J 
1 
1 
n 
4 

1 
mm 
m 


1 GERENA 


, 
A E A il 
” 


1 
|] 
AAA 


12 de abril de 2011 


y 


CAMARA DE SENADORES 


548-C.S. 


y puna e de 
ad 
n 3 
” . 
1 . 
» D 
7 . 


KA 
ms 
Dn 
el 
* 
“y 
41 
” 


1 e 


Milas===a= 


”n gro 


] | 
itada 


.... 2... 
* A 
“e. q... .m... 
E A 
mm ttm mot 
e - * 
= 
ER - 
.gra->» -. - 
E A 


A da 


1101111 


de cd al ns ar ell hr rt 
A 1d 
o 


* Dee Vedia Dry deserainod dl ene ae ar 
Me Woring Goo detereaned duel 171 
* e Wedhiog Coop determined nal dera. 


12 de abril de 2011 CÁMARA DE SENADORES 549-C.S. 


Anexo IV 


Graphs showing the development of disappearances in 
countries with more than 100 transmitted cases during the 
period 1980-2009 
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Anexo V 


Lists of names of newly-reported cases, from countries where 
there were more than 10 newly transmitted cases during the 


reporting period 

Algeria 

Case No. First name Last name 
10002502 Kamel Abassi 
10002503 Messacud Abdellouche 
10002269 Noureddine Abdemouch 
10002271 Ramdane Abmia 
10002272 Ahcene Akchiche 
10002273 Youcef Akchiche 
10002277 Farid Amiour 
10002504 Ibrahim Amir 
10002505 Abdelovafí Ammour 
10002506 Farcuk Arrouche 
10002279 Yahia Aouabdia 
10002507 Abdelmalek Aoulsset 
10002508 Mohamed Ardji 
10002280 Abdeihaumid Atamna 
10002509 Mustapha Ayad 
10002510 .  Bouzid Badache 
10002511 Salahcddine Badri 
10002281 Brahim Badrouni 
10002512 Zine Bahia 
10002513 Abdeimalek Babhloul 
10002514 , Abderezak Bahlou! 
10002515 Mekki Bahiou! 
10002235 Youcef Bahloul 
10002516 Rachid Bakhtiar 
10002517 Saadi Bechiouva 
10002518 Mohamed Belabbes 
10002236 Youccf Belabed 
10002291 Mouloud Belabhim 
10002519 Adda Belaouala 


10002239 Abhcene Belayouar 
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10002520 Ahmed Belgherras 
10002521 Bencthmane Belhou: 
10002522 Howari Benabdelkeder 
10002293 Abdelouahab Benamor 
10002523 Belkacem Benarab 
10002298 Bouzid Benchaita 
10002524 Faygal Bendjaboa 
10002526 Fouéil Bentagra 
10002527 Sofiane Benmehena 
10002299 Omar Benokba 
10002300 Said Benokba 
10002301 Mokhtar Bensaidia 
10002302 Douadi Bettiche 
10002303 Nabil Bouab 
10002523 Nabil Bouad 
10002529 Larbi Bouaffoy 
10002530 Abdelhek Bouainah 
10002531 Abdelmadjid Bouainah 
10002532 Assuoni Bounissa 
10002533 Messeoud Boualem 
10002309 Rabeh Boubacir 
10002310 Boukhemis Boubekis 
10002534 Boukhmis Boubkis 
10002535 Amar Boucetouh 
10002311 Abderrahmane Bouchenak 
10002536 Ferhat Boucher 
10002537 Slimane Boucherit 
10002538 Lakhdar Bouchiba 
10002312 Smail Boudioudjo 
10002313 Messaoud Boudjatit 
10002539 Mahmoud Boudjemaa 
10002314 Rachid Boudjenana 
10002540 Mohamed Boudowr 
10002541 Salah Boudour 
10002542 Allaoua Boudras 
10002543 Salah Boufarik 
10002318 Khoudir Boufeneya 
10002329 Ammar Boughacha — 
10002330 Nadir Boughedda 
10002331 Rabeh Bovghera 
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10002373 Lyes Chine 
10002374 Mahrez Dahmani 
10002376 Djamel Didi 
10002380 El Khclía Drouri 
10002381 Larbi El Adi 
10002383 Mohamed Feliout 
10002384 Bravim Ferkous 
10002387 Said Gherda 
10002392 Brahim Grandi 
10002566 Messacud Guechi 
10002396 Messacud Guenoune 
10002397 Abderezak Haddad 
10002398 Nourcddine Haddad 
10002400 Abdelhak Hamadou 
10002401 Mokhtar Hamadou 
10002567 Ab Hamed 
10002568 Mokhtar Hamid: 
10002569 Amar Hani 
10002407 Khircádine Kaddou 
10002406 Bechir Kaddour 
10002410 Rabeh Kecis 
10002412 Rachid Kecis 
10002411 Tahar Kecis 
10002570 Bovéjemaa Kermiche 
10002571 Abdelkader Kheifñi 
10002414 Smail Khelifi 
10002572 Djamel Khellaf 
10002573 Rais Ali Khellil 
10002393 Mokdad Khila 
10002574 Liadel Koriche 
10002575 Rachid Laghouiter 
10002576 Zoubir Laghouher 
10002577 Amar Laib 
10002476 Mokbhtar Lakmiti 
10002477 Adel Laouiei 
10002579 Smail Lekouaghe: 
10002581 Ahmed Lorati 
10002580 Abdelkrim Loucif 
10002582 Nouj Ben Oumis Maarcof 
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10002583 
1 0002480 
10002482 
10002481 
10002484 
10002485 
10002584 
10002585 
10002586 
10002487 
10002587 
10002488 
10002588 
10002489 
10002491 
10002492 
16002495 
10002497 
10002498 
10002496 
10002589 
10002590 
10002500 
10002499 
10002591 
10002592 
10002593 
10002594 
10002595 
10002596 
10002597 
10002598 
10002599 
10002600 
10002601 
10002602 
10002605 
10002606 
10002603 
10002604 
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Mahmoud 
Farkad Jana Taha 
Ali Abdel Taha 
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Morocco 


Case No. 
10002758 
10002761 
10002759 
10002760 
10002762 
10002790 
10002788 
10002794 
10002791 
10002797 
10002796 
10002793 
10002765 
10002763 
10002764 
10002792 
10002789 
10002766 
10002795 


Sri Lanka 


Cuse No. 
10002680 
10002681 
10002682 
10002449 
10002633 
- 10002684 
10002458 
10002466 
10002742 
10002685 
10002686 
10002637 
10002688 
10002448 
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First name Last name 
Mohamed Ababou 

El Yazid Agoudar 

Ali Ben Lahsan Arif 
Mohamed Arrachid 
Mohamed Bouflous 

Sidi Sadik Boutanguiza 
Said Craita 

Sidi Ahmed El Aalem 
Mohamed Eddine El Baiti 

Sidi Brahim El Youssfi 
Mustapha El Youssoufi 
Ahmed Ezimere 
Lahbib Halab 

Sidi Abderrahmne Lakhtifi 

Sidi Habibou Allah Lakhlif 
Ahmed Lakowuara 

Alí Salen Mouldar 

Sidi Khlinanna Rais 

Laaroussi Souiah 

First name Last name 
Nishahthan Aberajah 
Anandarajah Amirthanathan (Jeya 
Sautkunaregan Anandarajah 
Nishanth Apputhurai 
Enoch Hobert Jústia Arokiam Enoch 
Roshani Arulwasaham 
Chandrathas Balachandran 
Balaih Balachandran 
Yogaraja Chandramohan 
Kamalathas Daniel 
Theoginus Gnanapragasan (Nathan) 
Anton Hadson Lorantine 
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Anton Suganthan 
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Kathiresan 

Kingsilin Joseph (Edward) 
Krishnapillai 

Kumar 

Kumarasooriyar 
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10002714 
10002715 
10002455 
10002716 
10002718 
10002719 
10002720 
10002721 
10002456 
10002722 
10002744 
10002723 
10002463 
10002724 
10002444 
10002470 
10002725 
10002726 
10002727 
10002469 
10002728 
10002743 
10002445 
10002729 
10002730 
10002731 
10002732 
10002464 


10002733 


10002452 
10002734 
10002735 
10002736 
10002738 
10002739 
10002457 
10002440 
10002740 
10002741 
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Karuppaiah 
Anthony Raj Dalima 
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CONSTITUCIÓN DE ALEMANIA 
LEY FUNDAMENTAL PARA LA REPÚBLICA FEDERAL ALEMANA DE 1949 


CAPÍTULO ll 


De la Federación y de los Estados Regionales 
("Der Bund und die Lander”) 


Artículo 25.- Las mormas generales del derecho de gentes (Volkerrecht) 
constituyen parte integrante del derecho federal, tendrán primacia sobre las 
leyes y crearán derechos y deberes de modo inmediato para los habitantes del 
territorio federal, 
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CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ARGENTINA 


Segunda Parte: Autoridades de la Nación 
Titulo Primero: Gobierno Federal 
Sección Primera: Del Poder Legislativo 
Capitulo Cuarto: Atribuciones del Congreso 


Art. 75”.- Corresponde al Congreso: 


1. Legislar en materia aduanera. Establecer los derechos de importación y 
exportación, los cuales, así como las avaluaciones sobre las que recaigan, serán 
uniformes en toda la Nación. 


2. imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias. 
imponer contribuciones directas, por tiempo determinado, proporcionalmente iguales 
en todo el territorio de la Nación, siempre que la defensa, O 


paranizano la auiomañcdod ent remisión de os rd, La distri 
Nación, las provincias y la ciudad de Buenos Aires y entre éstas, se efect 
relación directa a las competencias, servicios y fnciones de caca una de ellas 
eutomalenda odios dljolbles de recados derá ala dl y dará prioridad 
al logro de un grado equivalente de desarrollo, por yes prreeribeleconiios 
oportunidades en todo el territorio nacional. 


La ley convenio tendrá como Cámara de origen el Senado y debezá ser sancionada 
con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, no podrá ser 
A e ARS AS E MO OR E RN 

abrá transferencia de competencias, servicios o funciones sin la respectiva 
aiónicitr de Sostilea aprobada por ley del Congreso cuando covespondiere y por 
la provincia interesada o la ciudad de Buenos Aires en su caso. Un organismo fiscal 
federal tendrá a su cargo el control y fiscalización de la ejecución delo establecido en 
este inciso, según lo determine la ley, la que deberá asegurar la representación de 
todas las provincias y la ciudad de Buenos Aires en su composición. 


3. Establecer y modificar asignaciones específicas de recursos ccoarticipables, por 
tiempo determinado, por ley especial aprobada por la mayoría absoluta de la totalidad 
de los miembros de cada Cámara. 


4. Contraer empréstitos sobre el crédito de la Nación. 
5. Disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad nacional. 


6. Establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir moneda, así como 
otros bancos nacionales. 


7. Arreglar el pago de la deuda interior y exterior de la Nación. 


8. Fijar anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inciso 
2 de este artículo, el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la 
administración nacional, en base al programa general de gobierno y al plan de 
inversiones públicas y aprobar o desechar la cuenta de inversión. 

9. Acordar subsidios del Tesoro nacional a las provincias, cuyas rentas no alcancen, 
según sus presupuestos, a cubrir sus gastos ordinarios. 


10. Reglamentar la libre navegación de los rios interiores, habilitar los puertos que 
considere convenientes, y crear o suprimr aduanas. 
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11. Hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras; y adoptar un sistema 
uniforme de pesos y medidas para toda la Nación, 


12. Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y Seguridad 
Social, A sin que tales códigos alteren las 
locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o 
provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas 
jurisdicciones; y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre 
naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de racionalidad natural y por 
opción en beneficio de la argentina; así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de 
la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el 
establecimiento del juicio por jurados. 
13. Reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provincias entre sí. 
14, Arreglar y establecer los correos generales de la Nación. 


15. Arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación, fijar los de las 
provincias, crear otras nuevas, y determinar por una legislación especial la 
organización, administración y gobierno que deben tener los territorios nacionales, que 
queden fuera de los límites que se asignen a las provincias. 


16. Proveer a la seguridad de las fronteras 


17. Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indigenas argentinos. 
Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingue e 
intercultural. reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y 
propledad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la 
entrega de otras aptes y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será 
enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su 

participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses 
que los afecten. Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones. 


18. Proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas 
las provincias, y al progreso de la ilustración, dictando planes de instrucción general y 


y establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la 
exploración de los rios interiores, por leyes protectoras de estos fines y por 
concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo. 


19, Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia 
social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la 
formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la 
A y al desarrollo cientifico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. 
Proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; 
promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo 
de provincias y regiones. Para estas iniciativas, el Senado será Cámara de origen. 


Dictar leyes que protejan la identidad y pluralidad cultural, la libre creación y 
circulación de las obras del autor. el patrimonio artístico y los espacios culturales y 
audiovisuales. 
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21. Admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o vicepresidente de la 
República; y declarar el caso de proceder a nueva elección, 


22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las 
internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y 
concordatos tienen jerarquía superior a las leyes. 


Internacional sobre la Eliminación de todas les Formas de Discriminación Racial; la 

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, inhumanos o 
Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su 


por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad: de los 
miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional. —. 


23. Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de 
oporienitiades y co tano, y l plano goce y djiecilo de Ea erchos Ictccils Sor 
esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humános,' 


en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas' Con' 


¿Dil ls elqion de esgurtiná scclel Sagecial € itegrel 0 pe 
del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del 
período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tempo de 


24. Aprobar tratados de integración que deleguen competencias y jurisdicción a. 


- consecuencia tienen jerarquía superior a las leyes. La aprobación de estos tratados 


con Estados de Latinoamérica requerirá la mayoría absoluta de la totalidad de los 
miembros de cada Cámara. En el caso de tratados con otros Estados, el Congreso de 
la Nación, con la mayoría absoluta de los miembros presentes de cada Cámara, 
declarará la conveniencia de la aprobación del tratado y sólo podrá ser aprobado con” 
el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. . 
después de ciento veinte dias del acto declarativo. La denuncia de los tratados 
referidos a este inciso, exigirá la previa aprobación de la mayoría absoluta de la. 
totalidad de los miembros de cada Cámara. 


25. Autorizar al Poder Ejecutivo para declarar la guerra o hacer la paz, 


26. Facultar al Poder Ejecutivo para ordenar represalias, y establecer reglamentos 
para las presas. 


27. Fijar las fuerzas armadas en tiempo de paz y guerra, y dictar las normas para su 
organización y gobierno. 


571-C.S. 


572-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


28. Permitir la introducción de tropas extranjeras en el territorio de la Nación, y la 
salida de las fuerzas nacionales fuera de él. 


29. Declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la Nación en caso de 


conmoción interior, O NOS 0 SAO de O durante su 
receso, por el Poder Ejecutivo. 


30. Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dictar la 
legislación necesarña para el cumplimiento de los fines específicos de los 
establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República. Las autoridades 
provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre 
estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. 


31. Disponer la intervención federal a una provincia o a la ciudad de Buenos Aires. 
Aprobar o revocar la intervención decretada, durante su receso, por el Poder Ejecutivo. 


32. Hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes para poner en 
ejercicio los poderes antecedentes, y todos los otros concedidos por la presente 
Constitución al Gobierno de la Nación Argentina. 
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA ESPAÑOLA 


TÍTULO VII 
Justicia. 


Artículo 96. El presidente del Tribunal Supremo será designado por el jefe 
del Estado, a propuesta de una Asamblea constituida en la forma que 
determine la ley. 


El cargo de presidente del Tribunal Supremo solo requerirá: ser español, 
mayor de cuarenta años y licenciado en Derecho. Le comprenderán las 


incapacidades e incompatibilidades establecidas para los demás funcionarios 
judiciales. 


El ejercicio de su magistratura durara diez años. 
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CONSTITUCIÓN FRANCESA, 
de 4 de octubre de 1958 


Titulo VI 
"DE LOS TRATADOS Y ACUERDOS INTERNACIONALES 


ARTICULO 55. Los tratados o acuerdos debidamente ratificados o aprobados 
tendrán, desde el momento de su publicación, una autoridad superior a les leyes, a 
reserva, pare cada acuerdo o tratado, de su aplicación por la otra parte. 
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CONSTITUCION DE GRECIA 
(9 de junio 1975) 


TERCERA PARTE 
ORGANIZACION Y FUNCIONES DEL ESTADO 


SECCION A 
ESTRUCTURA DEL ESTADO 


Artículo 28 
1. Forman parte integrante del derecho helénico interno y tendrán un valor 


superior a toda disposición en contrario de la ley las reglas. del derecho 
intemacional generalmente aceptadas, así como lus tratados 
intemacionales una vez ratificados por vía legislativa y entrados en vigor 
con arreglo a las disposiciones de cada uno, 

Estará siempre sujeta a condición de reciprocidad la aplicación de las 
normas del derecho intermacional general y de los tratados 
intemacionales a los extranjeros. 


. Con el fin de atender a un interés nacional importante y de promover la 


colaboración con otros Estados será posible atribuir, mediante tratado o 
acuerdo internacional, competencias previstas por la Constitución a los 
órganos de organización internacionales, si bien se requerirá. para la 
ratificación del tratado o del acuerdo una ley votada por manoría de tres 
quintos del total de los diputados. 


Grecia procederá libremente. por ley votada por la mayoria absoluta del 
total de los diputados, a limitaciones del ejercicio de la soberanía 


“ nacional, en la medida en que estas limitaciones vengan impuestas por 


algún interés nacional importante, no lesionen los derechos del hombre y 
los fundamentos del régimen democrático y se efectúen sabre la base 
del principio de legalidad y bajo condición de reciprocidad. 
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Constitución de Holanda 


CAPÍTULO 5 
De la legistación y administraciór; 
1. De las loyes y otras disposiciones 


Artículo 93 


Las estipulaciones de tratados y de acuerdos de organizaciones internacionales de 
derecho público que por su contenido puedan obligar a toda persona, tendrán fuerza 
obligatoria una vez publicadas. i 
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República de Paraguay 
Constitución Política de 1992 


Asunción, 20 de junio de 1992 


PARTE il 
DEL ORDENAMIENTO POLITICO DE LA REPUBLICA 


TÍTULO 1 
DE LA NACIÓN Y DEL ESTADO 


CAPÍTULO 1 
DE LAS DECLARACIONES GENERALES 


Artículo 137 - DE LA SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION 


La ley suprema de la República es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y 
acuerdos internacionales aprobados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y 
otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, 
integran el derecho positivo nacional en el orden de prelación enunciado. 
Quienquiera que intente cambiar dicho orden, al margen de los procedimientos 
previstos en esta Constitución, incurrirá en los delitos que se tipificarán y penarán en la 
ley. 


Esta Constitución no perderá su vigencia ni dejará de observarse por actos de fuerza o 
fuera derogada por cualquier otro medio distinto del que ella dispone. 


Carecen de validez todas las disposiciones o actos de autoridad opuestos a lo 
establecido en esta Constitución. 


CAPÍTULO ll 
DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES 


Artículo 141 - DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES 
Los tratados intemacionales válidamente celebrados, aprobados por ley del Congreso, 


y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, forman parte del 
cedeneralento legal interno con la jerarquía que determina el Artículo 137. 
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Constituigáo da República Portuguesa 


(VI REVISAO CONSTITUCIONAL 2005) 


Parte 11 - Organizacáo económica 
Título 1 - Principios gerais 


Artigo 81.* 
Incumbéncias prioritárias do Estado 
incumbe prioritariamente ao Estado no ámbito económico e social: 


a) Promover o aumento do bem-estar social e económico e da qualidade de vida das 
pessoas, em especial das mais desfavorecidas, no quadro de uma estratégia de 
desenvolvimento sustentáve!; 


b) Promover a justiga social, assegurar a igualdade de oportunidades e operar as 
correcgóes das desigualdades na distribuigáo da riqueza e do 
rendimento, nomeadamente através da política fiscal; 


jo le e ii designadamente zelando pela 
eficiencia do sector público 


d) Promover a coesáo económica e social de todo o território nacional, orientando o 
desenvolvimento no sentido de um crescimento equilibrado de todos os sectores e 
regióes e eliminando progressivamente as diferencas económicas e sociais entre a 
cidade e o campo e entre o litoral e o interior; 


€) Promover a correccáo das desigualdades derivadas da insularidade das regides 
autónomas e incentivar a sua progressiva integrado em espagos económicos mais 
vastos, no ámbito nacional ou internacional; 


f) Assegurar o funcionamento eficiente dos mercados, de modo a garantir a equilibrada 
concorréncia entre as empresas, a contrariar as formas de organizacáo 
monopolistas e a reprimir os abusos de posigdo dominante e outras práticas lesivas 
do interesse geral; 


ale rr a dp ag salvaguardando sempre 
a independéncia nacional e os intenesses dos portugueses e da economia do pals; 


h) Eliminar os latifúndios e reordenar o: minitúndio; 


1) Garantir a defesa dos interesses e os direitos dos consumidores; 
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j) Criar os instrumentos juridicos e lécnicos necessários ao plane=""=nato democrático 
do desenvolvimento económico e social; 


l) Assegurar uma política científica e tecnológica favorável ao desenvolvimento do 
país; 


m) Adoptar uma política nacional de energia, com preservacáo dos recursos naturais e 
do equilibrio ecológico, promovendo, neste dominio, a cooperacáo internacional; 


n) Adoptar uma política naciona! da água, com aproveitamento, planearmento e gestáo 
raciona) dos recursos hídricos. 


(Versión en español) 


Artículo 81. Misiones prioritarias del Estado Corresponde prioritariamente al Estado: 

a) promover el aumento del bienestar social y económico del pueblo, en especial de 
las clases más desfavorecidas; 

b) estabilizar la coyuntura y asegurar la plena utilización de las fuerzas productivas; 

c) promover la igualdad entre los ciudadamos a través de las transformación de tas 
estructuras económico sociales; 

d) operar las necesarias correcciones de las desigualdades en la distribución de la 
riqueza y de la renta (rendimento); 

e) orientar el desarrollo económico (o desenvolvimento económico) y social en el 
sentido de un crecimiento equilibrado de todos los sectores y regiones; 


f) desarrollar las relaciones económicas con todos los pueblos, salvaguardando 
siempre la independencia nacional y los intereses de los portugueses y de la 
economía del país; 

9) eliminar e impedir la formación de monopolios privados, mediante la nacionalización 
o de otra forma, así como reprimir los abusos de poder económico y cualesquiera 
práclicas lesivas del interés general, 


h) realizar la reforma agraria; 

¡) eliminar progresivamente las diferencias sociales y económicas entre la ciudad y el 
campo; 

A AS E O, a, para lo cual la ley 


establecerá la protección de las pequeñas y medianas empreses económica y 
socialmente viables; 


l) (sic) crear las estructuras jurídicas y técnicas necesarias para la instauración de un 
dietas de plvitanción Gieneamánic) dapacorilico de le sones: 


m) proleger al consumidor, especialmente mediante el apoyo a la creación de 
cooperativas y de asociaciones de consumidores; 


n) fomentar el desarrollo de las relaciones socialistas de producción; 


Oo) alentar la participación de las clases trabajadoras y de sus organizaciones en la 
definición, control y ejecución de todas las. grandes medidas económicas y sociales. 
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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
CASO GELMAN VS, URUGUAY 


SENTENCIA DE 24 DE FEBRERO DE 2011 
(Fondo y Reparaciones) 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante *la Corte Interamericana”, 
*la Corte” o “el Tribunal”), integrada por los siguientes Jueces”: 


Diego Garcia-Sayán, Presidente; 
Leonardo A. Franco, Vicepresidente; 
Manuel! E. Ventura Robles, Juez; 
Margarctte May Macaulay, Jueza; 
Rhadys Abreu Blondet, Jueza; y 
Eduardo Vio Grossi, Juez, 


presentes, además, 


Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria adjunta, 


de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante "la Convención” o "la Convención Americana”) y con los artículos 
31, 32, 62, 64, 65 y 67 del Reglamento de la Corto* (en adelante "el Reglamento”), dicta 
la presente Sentencia en el caso Juan Gelman, María Claudia García Iruretagoyena de 
Gelman y María Macarena Gelman García Iruretegoyena contra la República Oriental del 
Uruguay (en adelante "el Estado” o "Uruguay”), denominado "caso Gelman Vs, Uruguay”. 


d Jue Aero Pérez Pérez, de naconaRcnd Urza, 00 partos en la amitación de presente caso nl en la 
deliberación y firma de esto Sertenda. , 


8 El Reglamento de la Corte aplicado en el presente caso es el aprobado en su DXOXXVW Perlodo Ordinario de 


con 
ante la Corte se regirá por los artículos 33 y 34 del Reglamento antertormerte vigente”, El Informe oe Fondo en 
el presente caso fue emitido por la Comisión Interamericana el 18 de juñlo de 2000 (Infra nota 4). 
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1 
INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA 


1. El 21 de enero de 2010 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante "la Comisión” o "la Comisión Interamericana”) presentó, de conformidad con los 
articulos 51 y 61 de la Convención, una demanda contra la República Oriental del Uruguay 
en relación con el caso Juan Gelman, María Claudia García de Gelman y María Macarena 
Gelman García? (en adelante "el Gelman”) Vs. Uruguay. El 9 de marzo de 2007 la 
Comisión adoptó el Informe de Admisibilidad No. 30/07, en el cual declaró la admisibilidad 
del caso, y el 18 de julio de 2008 aprobó, en los términos del artículo 50 de la 
Convención, el Informe de Fondo No. 32/08*. 


2. Los hechos alegados por la Comisión se refieren a la desaparición forzada .de María 
Claudia García Iruretagoyena de Gelman desde finales del año 1976, quien fue detenida 
en Buenos Alres, Argentina, mientras se encontraba en avanzado estado de embarazo. Se 
presume que posteriormente fue trasladada al Uruguay donde habría dado a luz a su hija, 
quien fuera entregada a una familla uruguaya, actos que la Comisión señala como 
cometidos por agentes estatales uruguayos y argentinos en el marco de la "Operación 
Cóndor”, sín que hasta la fecha se conozcan el paradero de María Claudia García y las 
circunstancias en que su desaparición tuvo lugar, Además, la Comisión alegó la supresión 
de la identidad y nacionalidad de María Macarena Gelman García Iruretagoyena, hija de 
María Claudia García y Marcelo Gelman y la denegación de justida, impunidad y, en 
general, el sufrimiento causado a Juan Gelman, su familia, María Macarena Gelman y los 
familiares de María Claudia García , como consecuencia de la falta de investigación de los 
hechos, juzgamiento y sanción de los responsables, en virtud de la Ley No. 15.848 o Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado (en adelante "Ley de Caducidad”), 
promulgada en 1986 por el gobierno democrático del Uruguay. 


E La Comisión solicitó a la Corte que concluya y declare que el Estado es responsable 
por la violación: ' 
a) del derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los 
artículos 8.1 y 25 en relación con los artículos 1. 1 y 2 de la Convención Americana, 
y en relación con los artículos I.b, Jl, IV y V de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, así como los artículos 1, 6, 8 y-11 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuido de 
Juan Gelman, María Claudia García de Gelman, María Macarena Gelman y sus 
familiares; 


? También mencionada como María Macarena Tauriño Vivian, en función ce los hechos del caso. 


e? La Comisión designó como delegados a la señora Lu? Patricia Mejia, Comisonada, y al señor Santiago A. 


Canton, Secretario Ejecutivo; y como asesoras legales a las señoras Bilzabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva 
Adjunta, Crrictina Cema y Lily Ching, abogadas de la Secretaría Ejecutiva. 


2 En este informe, la Comisión conchyyó que el Estado es responsable por la violación de los artículos 3, 4, 
27 7: MOBIS 9 Y A Ll a O e Part, can los artículos 1.b, 11, IV y V de la 


Convención en en perjuicio de Jun Galmen, su faena y puarió Pecereuio Oulraars lod articulos 3, Ll, 17, 18, 19, 20 
O A A Convención Interamericana sobre Desaparición Forrado 
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b) del derecho a la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, a la 
libertad persona! y a la obligación de sancionar estas violaciones en forma seria y 
efectiva reconocidos en los articulos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención Americana, 
en relación con los artículos [.b, 111, IV y V de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas y con los artículos 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de María Ciaudia García; 


€) de la Integridad personal reconocida en el artículo 5.1 en re'ación con el artículo 
1.1 de la Convención Americana, respecto de Juan -Gelman, María Macarena 
Gelman y sus familiares; 


d) del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la protección de la 
honra y de la dignidad, al nombre, a medidas especiales de protección de los niños 
y niñas y a la nacionalidad reconacidos en los artículos 3, 11, 18, 19 y 20 en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, respecto de María 
Macarena Gelman derechos, y 


e) del derecho a la protección de la familia reconocido en los artículos 17 de la 
Convención y XIl de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, respecto de 
Juan Gelman, María Macarena Gelman y sus famillares. 


Finalmente, la Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado determinadas medidas de 
reparación. 


4. El 24 de abril de 2010 los representantes de las presuntas víctimas (en adelante 
*los representantes”)", presentaron ante la Corte su escrito de solicitudes, argumentos y 
pruebas (en adelante "escrito de solicitudes y argumentos”), en los términos del artículo 
40 del Reglamento de la Corte. En este escrito hicieron alusión a los hechos señalados en 
la demanda de la Comisión ampliando la información sobre los mismos y, en general, 
coincidieron con lo alecado juridicamente por la Comisión. No obstante, solicitaron que se 
declare, además: a) el incumplimiento del deber estatal de actuar con la debida diligencia 
para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer, contenido en el artículo 
7.b de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer (en adelante "Convención Belém do Pará”), en perjuicio de Marla Claudia 
Garda, y b) la violación del derecho a la verdad en perjuicio de los famillares de María 


- Claudia Garcia y "de la sociedad uruguaya” (artículos 1.1, 13, 8 y 25 de la Convención 


Americana). Por último solicitaron diversas medidas de reparación. 


S. El 12 de agosto de 2010 el Estado presentó su escrito de contestación de la 
demanda y observaciones al escrito de solicitudes y argumentos (en adelante 
*contestación de la demanda”), en el cwal "reconoc[ló] la violación de los Derechos 
Humanos de la Sra. María Claudia García Iruretagoyena de Gelman y María Macarena de 
Gelman García durante el [g]Jobierno de [facto que rigió en Uruguay entre junio de 1973 
y febrero de 1985”. Si bien el Estado mo se refirió en particular a la mayor parte de 
alegatos de hecho y de derecho presentados por la Comisión y los representantes, destacó 
las acciones que estaba realizando pera otorgar una reparación a los famillares y a las 
presuntas victimas*. 


au 
PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE 


6. La demanda fue notificada al Estado y a los representantes el 23 de febrero de 
2010. El 22 de abril de 2010 el Estado presentó de manera anticipada un escrito que 
denominó "contestación a la demanda”, por lo cual el 10 de junio de 2010, la Secretaría, 
siguiendo instrucciones del pleno del Tribunal, informó al Estado que este escrito no podía 


S El señor José Luis González ha sido representante desde el inicio del caso y las señoras Viviana 
Krsticevic, Ariela Peralta, Litane Tojo, Alejandra Arancedo y Martine Lemmens, del Centro por la Justicia y el 
Derecho Internacional (CEJIL), han actuado como representantes en el proceso ante la Corte. 


e El Estado designó como eu Agente al señor Carlos Mata Prates. 
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ser tramitado puesto que, en los términos del artículo 41 del Reglamento, aquél debía 
exponer su posición sobre el sometido por la Comisión Interamericana y, cuando se 
presente, sobre el escrito de solicitudes y argumentos, y que el referido escrito fue 
presentado antes del vencimiento del plazo establecido para que los representantes 
hicieran lo propio. Una vez recibida la contestación de la demanda y sus anexos (supra 
párr. 5), fue transmitida a la Comisión y a los representantes y, siguiendo Instrucciones 


del Presidente, se les otorgó plazo hasta el 20 de septiembre de 2010 para que. 


presentaran observaciones respecto del reconocimiento de responsabilidad efectuado por 
el Estado, 


7. Mediante Resolución de 10 de septiembre de 2010, la Presidencia de la Corte 
aceptó la solicitud de sustitudón del perito ofrecido por la Comisión, ordenó recibir 
declaraciones rendidas ante fedatario público (affidavit) de testigos y peritos ofrecidos por 
la Comisión y los representantes y convocó a las partes a una audiencia pública que se 
celebrarla en Quito, Ecuador, para escuchar la declaración de presuntas víctimas, testigos 

y peritos propuestos por los representantes, los alegatos orales de las partes, así como las 
pAordoama de la Comisión sobre el fondo y eventuales reparaciones. 


8. El 15 y el 20 de septiembre de 2010 los representantes y le Comisión 
Interamericana  remitieron sus observaciones acerca del reconocimiento de 
responsabilidad del Estado. 


9, Mediante Resolución de 23 de septiembre de 2010, la Presidencia de la Corte 
aceptó la solicitud de sustitución de uno de los testigos ofrecidos por los representantes 
para que rindiera su declaración ante lo Corte en la audiencia pública, 


10. 24 y 26 de septiembre de 2010, luego de una prórroga, los representantes 
remitieron las declaraciones rendidas ante fedatario público (affidavit). Por nota de 29 de 
septiembre de 2010, la Secretaria corrió traslado de las declaraciones y, en los términos 
dispuestos en la Resolución del Presidente (supra párr. 7), otorgó plazo de siete dias para 
que presentaran las observaciones que consideraran pertinentes. Ninguna de las partes 
remitió observaciones. 


11. El 27 de septiembre de 2010 el Estado remitió al Tribunal un escrito en el cual 
Indicó que “reconoce al [señor] Juan Gelman la categoría de víctima en [el] proceso”, 
Siguiendo instrucciones del Presidente del Tribunal, la Secretaría indicó a la Comisión y a 
los representantes que durante la audiencia pública podrían presentar sus observaciones 
respecto de lo manifestado por el Estado. 


12. El 5 de octubre de 2010 la Comisión Interamericana solicitó la concesión de un 
nuevo plazo para que María Elena Salgueiro presentara un dictamen pericial mediante 
alfidávit, respecto lo cual el Presidente del Tribunal consideró que, dado que el 24 de 
septiembre de 2010 la Comisión había desistido de presentar el peritaje, esa solicitud no 
había sido suficientemente motivada, por lo que no se estimó pertinante atenderla. 


13. La audiencia pública fue celebrada el 15 y 16 de noviembre ac 2010 durante el XLIL 
Periodo Extraordinario de Sesiones de la Corte, llevado a cabo en Quito, Ecuador. Al final 
de la audiencia, el Presidente de la Corte señaló el 10 de diciembre de 2010 como plazo 
para presentar los alegatos finales escritos”. 


14, 10 de noviembre de 2010 los representantes solicitaron que, con base en el 
artículo 57 del Reglamento se incorporara al expediente "una prueba documental datada 
con fecha 7 de octubre de 2010”, Siguiendo instrucciones del Presidente, la Secretaria 


d Inicialmente la audiencia fue convocada para octubre de 2010, según consta en la Resolución del 
Presidente, pero el 1 de ocrubre de 2010 la Secretaría informó a las partes que el XLII Periodo Extraorcinano de 


Sesiones de la Corte en Ecuador había sido y por lo que la audiencia se celebraría los días 15 y 16 
de noviembre de ese año. Comparecieron: a) por la Comisión Intera: las señoras María Silvia Guillén, 
delegada, e señor Sarglago y las soñoras Siivia Sérrano y Ully Ching, asesoras; b) 


previa 
sudienda pública, y la no opesición del Estado y la Comisión, el plazo fue Nado para el 20.de diciembre de 2010. 
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indicó a la Comisión y al Estado que si tenían observaciones acerca de esta solicitud, las 
remitieran a más tardar el 19 de noviembre siguiente, lo que no aconteció. 


15. El 1 y el 2 de diciembre de 2010 los señores Jorge Errandonea y Carlos María 
Pelayo y la señora Carolina Villadiego Burbano, en colaboración con la Clínica 
Internacional de Defensa de los Derechos Humanos de la Universidad de Quebec en 
Montreal, por un lado, y el Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los 
Derechos Humanos de la Mujer (CLADEM), por otro, semitieron, respectivamente, un 
escrito de amicus curise en relación con este caso. 


16. El 10 de diciembre de 2010 los representantes y el Estado presentaron sus 
alegatos finales escritos y la Comisión sus observaciones Anales escrites. 


17. El 20 y 29 de diciembre de 2010 los representartes y el Estado remitieron 
documentos como anexos a sus alegatos finales escritos. Se corrió traslado a las partes. El 
Estado presentó, el 20 de enero de 2011, observaciones a la documentación de soporte de 
gastos enviada por los representantes. 


18, Uruguay es Estado Parte de la Convención Americana desde el 19 de abril de 1985 
y reconoció la competencia contenciosa de la Carte esa misma fecha. El Estado también 
es parte en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura desde el 
10 de noviembre de 1992; en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas desde el 2 de abril de 1996, y en la Canvención interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en adelante "Convención de 
Belem do Pará”) desde el 2 de abril de 1996. En consecuencia, la Corte es competente 
para conocer del presente caso, en los términos del artículo 62.3 de la Convención 
Americana y de las respectivas disposiciones de los otros tratados Interamericanos cuyo 
incumplimiento se alega. 


Iv 
RECONOCIMIENTO PARCIAL DE RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 


A. Alcances del reconocimiento 


19. En su contestación de la demanda el Estado manifestó que, “teniendo en 

consideración el principio de continuidad institucional, reconoce la violación de los 

Derechos Humanos de las [señoras] María Claudia García Iruretegoyena de Gelman y 

María Macarena de Gelman Garcia durante el [gjobierno de [Macto que rigió en Uruguay 

entre junio de 1973 y febrero de 1985”. Con posterloridad, el Estado Informó al Tribunal 

= *recono[cía] al [señor] Juan Gelman la categoría de víctima en [el] proceso” (supra 
. 1D. 


20. Durante la audiencia, el Estado reiteró que su responsabilidad en este caso fue 
reconocida ya expresamente por una norma interma, la Ley 19.596 de 18 de septiembre 
de 2009 sobre "Actuación llegítima del Estado entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de 
febrero de 1985. Reconocimiento y Reparación a las Víctimas”, en los términos de la cual 


ES Ley M9 15.596 de 18 de setiembre de 2009: *CAbaruO [ RECONOCIMIENTO POR PARTE DEL 
'ADO. 
Articulo 1%.- Reconécese el quebrantamiento del Estado de Derecha que impidiera el ejercido de derechos 
fundamentales a las personas, en violación a los Derechos Hirharos o a las normas del Derecho 
paracional Hvajuimoas, en el añado cumprandian desta el 27 de Junio de 1992 Daga el 28 de tabraro 
de 1 
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se enmarca su reconocimiento. También se refirió a la discusión de un proyecto de ley 
para dejar sin efecto determinadas normas de esa Ley. Durante la audiencia, y ante 
preguntas de los jueces de la Corte, en el sentido de si el acto de reconocimiento incluía 
todas las disposiciones de la Convención cuya violación se alegaba, el señor Agente del 
Estado manifestó que "en principio el alcance del reconocimiento del Estado refiere a 
todas [las normas de la Convención)”. 


21. En sus alegatos finales escritos, el Estado señaló, al referirse al alcance de su 
reconocimiento, que el mismo "debe ser enmarcado de conformidad al sistema normativo 
de la República[, el] cual, naturalmente, se integra con las mormas nacionales y el 
Derecho Internacional” y precisó que dicho acto "se circunscribe a un período de tiempo, 
en el cual ejerció el poder un gobierno de facto en el Uruguay”. Es decir, el Estado 
manifestó que cuando se le reclama por la alegada violeción de los derechos, 
"necesariamente dicha situación se vincula a [ese] periodo [...] con algunas salvedades 
pues existen, naturalmente, situaciones aún pendientes de resolución”, enfatizando, ante 
la cuestión de si su reconocimiento significa dar por ciertos los hechos, que éste se 
encuentra enmarcado en lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de la referida Ley No. 18.596 
y que en el informe de la Comisión para la Paz “se realizó un análisis detallado y 
cronológico de los hechos reconccidos”, 


22. Asimismo, en lo referente a los artículos 8 y 25 de la Convención, el Estado señaló 
que no desconoce "que, en un primer momento, la denuncia realizada por Juan Gelman 
fue comprendida, por el Poder Ejecutivo de la época, en el ámbito de la Ley de 
Caducidad”, no obstante lo cual en agosto de 2008 un juzgado penal reabrió el caso. En 
cuanto a la actuación de los órganos de justicia, el Estado señaló que "la salida [de] la 


. dictadura implicó la adopción de diversas medidas -actos legislativos, amnistías, 


reposición de funcionarios injustamente destituidos, reparación a las victimas, 
Investigaciones judiciales y «administrativas-, es decir la adopción de un sistema 
complejo”, En este sentido, añadió que "de conformidad al sistema constitucional de la 
República, existe separación de poderes, por lo cual al Poder Ejecutivo le está vedado dar 
directivas de cualquier naturaleza a un juez con relación a la instrucción de una causa” y 
que *[iJgual situación ocurre con los otros derechos invocados, pues las [violaciones] 
ocurrieron durante el goblerno de facto que rigió al Uruguay y luego de restablecido el 
orden democrático se procedió a adecuar la conducta del Estado a la norma de derecho, 
[...] por lo cual las mismas, con salvedades, se encuentran circunscriptas al período 
referido”. El Estado reiteró que lo anterior “no implica desconocer que [...] María Macarena 
Gelman fue hallada en el año 2000 y que los restos de [..] María Claudia Garda son un 
tema pendiente aún para el Estado”. 


23. Los representantes manifestáron que la contestación de cemanda no puede ser 
considerada un 'reconocimiento” bajo el Reglamento de la Corte y su jurisprudencia, ya 
que el Estado no "indica con precisión y claridad el alcance de aquellos hechos y derechos 
que [pareciera] dispuesto a reconocer o controvertir, indicando como único parámetro 
indubitable una referencia temporal que tampoco se ajusta al período de los hechos en 
litigio”. Teniendo en cuenta lo anterior, solicitaron la aplicación del artículo 41.3 del 
Reglamento del Tribunal, de modo que se establezca la aceptación por parte del Estado 
de los hechos y pretensiones esgrimidos en la demanda y en el escrito de solicitudes y 
argumentos. Además, consideraron relevantes, como una forma de reconocimiento de 
responsabilidad estatal, las manifestaciones realizadas por el Ministro interino de 
Relaciones Exteriores el 7 de octubre de 2010 ante una comisión parlamentaria, pues en 


Artículo 29.- Se reconoce la responsabilidad del Estado uruguayo en la realización de prácticas sistemáticas 
de tortura, desaparición forzada y prisión sin intervención del Poder Judicial, homicidios, aniquilación de 
personas en su integrided psicofísica, exflo político o destierro de la vida social, en el período comprendido 
desde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 1973, marcado por la aplicación sistemáticas de las 
Medidas Prontas de Seguridad e inspirado en el marco ideciógico de la Doctrina de la Seguricad Nacional, 


Artículo 3%.- Reconócese el derecho a la reparedón integral a todas aquelas personas que, por acción y 
omisión del Estado, se encuentren comprendidas en las definiciones de los articulos 49 y Se de la presente 
ley. Dic "a geberá efectivitarse -cuando correspondiere- con medidas adecuadas de restitución, 
indermni a. satisfacción y garantías de no repetición”. 
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su opinión "se tratan de opiniones conflables (...] que cualquier Individuo puede considerar 
como posición de Estado”. A su vez señalaron que, en la vista celebrada por la Suprema 
Corte de Justicia del Uruguay en el caso Sabalsagaray (infra párr. 148), los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo se allanaron a la excepción de inconstitucionalidad planteada por la 
Fiscalía, por lo que, a su entender, el Estado "ha reconocido la anticonstitucionalidad y 
anticonvencionalidad de la Ley de Caducidad”, respecto de lo cual invocaron el principio 
de estoppel. 

24. Por su parte, la Comisión valoró el reconocimiento partial de responsabilidad 
internacional realizado por el Estado, aunque observó que "el lenguaje utilizado [...] es 
ambiguo”, lo cual dificulta una determinación inequivoca del alcance del acto. En este 
sentido, añadió que sl bien el Estado reconocía la violación de los derechos humanos de 
María Claudia García y de María Macarena Gelman, "el lenguaje utilizado sug[ería] una 
posible limitación temporal contraria a la naturaleza de las violaciones cometidas contra 
[las presuntas víctimas], las cuales son de naturaleza continuada”. Además, observó que 
“el reconocimiento no hace referencia a las violaciones establecidas en cuanto a los 
derechos de sus familiares”. La Comisión concluyó que subsistía la controversia sobre 
hechos y violaciones ocurridas en el presente caso y no abarcadas en el acto de 
reconocimiento , así como en lo referente a las eventuales reparaciones y costas, por lo 
cual solicitó al Tribunal que “acepte el referido reconocimiento parcial, que reafirme su 
jurisdicción sobre el presente caso[,] que [declare] la violación de los derechos alegados” 
y que en la Sentencia "efectúe una descripción pormenorizáda de los hechos y las 
violaciones de derechos humanos ocurridas”, 


25,  Elartículo 62 del Reglamento establece que, 


[sJ' el demandado comunicare a la Corte su aceptación de los hechos o su allanamiento total o 
parcial a las pretensiones que constan en el sometimiento del caso o en el escrito de las presuntas 
víctimas o sus representantes, la Corte, oído el parecer de los demás intervinientes en el proceso, 
resolverá, en el momento procesal oportuno, sobre su procedencia y sus efectos Jurídicos. 


26. En concordanda con lo anterior, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento, 
y en ejercicio de sus poderes de tutela judicial internacional de los derechos humanos, 
cuestión de orden público internacional que trasciende la voluntad de las partes, la Corte 
puede determinar si el reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por un 
o demandado ofrece una base suficiente, en los términos de la Convención 

or A po continuar el conocimiento del fondo y determinar las eventuales 
coria La facultad del Tribunal no se limita únicamente a constatar, registrar o 
tomar nota del reconocimiento efectuado por el Estado, o a verificar las condiciones 
formales del acto, sino que lo debe confrontar con la naturaleza y gravedad de las 
violaciones alegadas, las exigencias e interés de la justida, las circunstancias particulares 
del caso concreto y la actitud y posiciones de las partes'*”, de manera tal que: pueda 
precisar, en cuanto sea posible y en el ejercicio de su competencia, la verdad de lo 
acontecido*. 


27. En este sentido, el artículo 41.1,a) del Reglamento señala que el Estado deberá 
indicar, en su contestación, si acepta los hechos y las pretensiones o si los contradice. 
Además, en el mismo artículo 41.3 del Reglamento se señala que la Corte “podrá 
considerar aceptados aquellos hechos que no hayan sido expresamente negados y las 
pretensiones que no hayan sido expresamente controvertidas”. 


Reparaciones k c » 
Cárdenas o Ibsen Poña Ve. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010 Sera € 
No. 217, párr, 33. 
M Cfr. Caso Kimel Vs. Argentine. Fondo, Reparaciones y Costes, Sentencia de 2 de mayo de 2008. Serie € 
No. 177, párr. 24; Caso Rosendo Cantú y ctra, "supra nota 9, párr. 22, y Caso Ibsen Córderas e 
supra nota 9, párr. 34. 
» Cfr. Caso Maenuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fonda y Reparaciones. 
Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C Mo. 213, párr, 17. 
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28. Aunque el Estado omitió especificar los hechos que admitía y las violaciones que 
reconocía y se opuso a algunas de las reparaciones solicitadas, es clara su disposición de 
ellanarse al reconocer los hechos y las violaciones alegadas, en particular los relativos 
directamente a las tres presuntas víctimas de este caso. Por ende, el reconocimiento 
efectuado por el Estado constituye una admisión parcial de hechos, así como un 
allanamiento parcial a las pretensiones de derecho contenidas en la demanda y en el 
escrito de solicitudes y argumentos, por lo que, aunque limitado temporalmente a los que 
constituyeron violaciones a los derechos humanos acaecidos durante "el [globlerno de 
[facto que rigió en Uruguay entre junio de 1973 y febrero de 1985”, el referido artículo 
41 del Reglamento es plenamente aplicable a este caso. 


29. El reconocimiento pardal de responsabilidad es una contribución positiva al 
desarrollo de este proceso, a la vigencia de los principios que inspiran ta Convención 
Americana y a la conducta a la que están obilgados los Estados en esta materia, en virtud 
de los compromisos que asumen como partes en los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos”, 


30. En esos términos, la Corte considera, como en otros casos'?, que dicho 
reconocimiento produce plenos efectos jurídicos de acuerdo con las referidas disposiciones 
reglamentarias y tiene un alto valor simbólico en aras de que no se repitan hechos 
similares. 


31. Los hechos del presente caso no fueron controvertidos ni objetados y, según se 
verá, los mismos se encuentran debidamente acreditados en el expediente. La 
delimitación temporal del reconocimiento formulado por el Estado no es relevante para el 
análisis del fondo y las reparaciones en el presente caso. En consecuencia, la controversia 
subsiste en cuanto a la determinación de las consecuencias de los hechos ocurridos desde 
febrero de 1985. De tal manera, el Tribunal considera necesario dictar una Sentencia en 
la cual se determinen los hachos y todos los elementos del fondo del asunto, así como las 
correspondientes consecuencias en cuanto a las reparaciones”, 


B. Presuntas víctimas del presente caso 


32.  Esoportuno destacar que, al someter el presente caso, la Comisión alegó en varias 
ocasiones que las violaciones de los derechos a la integridad personal, garantías 
judiciales, protección judicial, y protección de la familia fueron cometidas en perjuicio de 
Juan Gelman, María Claudia García y María Macarena Gelman, asi como de "sus 
familiares”. Los representantes solo identificaron como presuntas víctimas a esas tres 
personas y el Estado reconoció su responsabilidad por las violaciones cometidas en 
perjuicio de éstas. Puesto que la Comisión omitió identificar, en el Informe emitido con 
base en el artículo 50 de la Convención, a qué familiares se refería, la Corte considerará 
como presuntas víctimas en el presente caso únicamente a esas tres personas. 


a Cfr. Caso Truflo Oroza Vs. Bolivia. Fondo. Sentencia de 26 de enero de 2000. Sería C No, 54, párr. 42; 
Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, párr. 25, y Caso ibson Cárdenas e ¡bton Peña, Supra nota 3, párr. 37. 


m Cir. Caso Acevedo Jaramillo y otros Vs. Perú. Excepcdones Preliminares, Fondo, Reparadones y Costas. 


Sentencia de 7 de febraro de 2006. Sorle € No. 144, párrs, 176 a 180; Caso Tiu Tejín Ve. Guotamaia. Fondo, 


Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005, Serie C Mo. 190, párr, 21, y Caso Kimol Ys: 
Argentine, supra nota 10, párrs. 23 a 25, Ver también, Caso Manuel Cepeda Vargas, supra rota 11, párr. 18. 


» Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Coello: it, aras Y Coss Tasa de 
septiembre de 2005. Seria C No. 134, párr, -— y otra, supra nota D, párr. 25, y Caso Ibsen 
Cárdenas e lbsen Peña, supra nota 9, párr. 38. 

» Los familiares mencionados indirectamente en algunas partes de la demanda son únicemente Juan 


Antonio Gordo Ira Cayena y Ajeno Maru Cerca Cassini padre y hermano, respetrament, de María 
Ciuóla García Inuretagoyena de 
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v 
PRUEBA 


33. Con base en lo establecido en los artículos 46, 49 y 50 del Reglamento, así como 
en su jurisprudencia respecto de la prueba y su apreciación*, el Tribunal examinará y 
valorará los elementos probatorios documentales remitidos por las partes en prom 
oportunidades procesales, así como las declaraciones de las presuntas víctimas, los 
testimonios y los dictámenes periciales rendidos mediante declaración jurada ante 
fedatarlo público y en la audiencia pública ante la Corte. Para ello el Tribunal; se atendrá a 
los principlos de la sana crítica, dentro del marco normativo correspondiente”, 


A. Prueba documental, testimonial y pericial 


34. — El Tribunal recibió las declaraciones prestadas ante fedatario público por los peritos 
que se indican en el presente apartado, sobre los temas que se mencionan a 
continuación. El contenido de dichas declaraciones se Induye en el capítulo 


correspondiente: 


2) Ana Deutsch, psicóloga, quien realizó un periteje sobre: 1) jos efectos psicológicos de la 
deseporición forzada de María Claudia García Iruretagoyena en su hija Macarena, en Juan 
Gelman y en el núcleo familiar; y li) las consecuencias psicológicas para Macarena Golmén 
por su nacimiento en la cancestinidad, la supresión de su identidad, así como la alegada 
impunidad en que se encuentra el caso; 


b) Pablo Chargoñla, y abogado, quien ofreció información técnica sobre: 1) los efectos de la Lay 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado y la situación de las investigaciones en Ja 
justicia uruguaya; y 11) las caracteristicas de las investigaciones penales en Uruguay 
relacionadas con las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la 


dictadura; 
Cc) Gabriel Mazzarovich, AS a a a 1) aspectos de la estructura 
represiva que imperaba en Uruguay al momento de los hechos denunciados; 1) las 


35. alar, la Corte escuchó en audiencia pública las declaraciones de las siguientes 
presuntas víctimas, testiga** y perltos*?: 


le Cfr. Caso de lo "Ponel Blanca” (Paniagua otros) Vs. Guatemale. Reperaciones y Costas. 

A A . 50; Caso Gomes Lund y otros (Guerniha de Araguaia) 

Dust. Becepciones irafininaras, Fonda, Reparaciones y Castas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. 

sane Cno. 239, pd. sl, y Cao Cabra Gara y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010 Serte C No. 220, párr. 24. 


9. 0% ii (Pantagua Morales y otros) Ve. Guatemala. Fondo. Sentercia de 8 de 
marzo de 1998. Sere C No. 37, párr, 76; Caso Gomes Lund y otros (Guerriha 60 Araguala), supra nota 16, párr. 
51, y Caso Cabrera García y Montiel Flores, supra nota 16, párr. 24. 


2d Según lo ordenado en la rafeida Resolución de lo Presidencia, ce admitió como testigo ofrecido por los 
representantes al señor Ecuardo Galeano. No chstarte, el 15 de septiembre de 2010 los representantes 
solicitaron la sustitución del testigo Eduardo Galeano por el testimonio de la señora Sara Méndez para que 

reclera arte la Corte, debido a que el primero no podría dedarar en esta cousa *“inuederes personales 
de mayor”, En vista de lo anzeror, el Prosiderte cietó una rescludón el de septiembre de 2010, 


paro 
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a) Juan Gelman, presunta víctima, quien deciaró sobre: i) las gestiones realizadas para 
localizar a su nieta y conocer la verdad acerca de los courrido con Maria Claudla García de 
Gelman; 1) el encuentro con su nieta María Macarena; 11) las denuncias presentadas y la 
respuesta de la justicia uruguaya y otras gestiones realizadas para la búsqueda de justicia; y 
iv) "las consecuencies que les ocasionaron a él y su familla los hechos denunciados y sus 
expecuativas ante la Corte Interamericana”; 


b) María Macarena Gelman García Iruretagoyena, presunta víctima, quien declaró sobre; 1) el 
impacto en las distintas dimensiones de su vida que le ocasionaron las circunstancias de su 
nacimiento, la alegada supresión de su verdadera identidad, el encuentro con su abuelo y 
demás vinculos relacionados con su famila biológica, asi como el desconocimiento hasta hoy 
del paradero de su madra; il) las gestiones realizadas ente la justicia para conocer la verdad 
de lo ocurrido; y Mi) las obstáculos que debe enfrentar ante auteridedes públicas pera 
localizar e identificar los restos de su madre y obtener justicia en el caso; 


c) Gerardo Caetano, perito, historiador, quien presentó información técnica sobre: i) lo 
existencia y acceso a la información en poder del Estado en relación con el presente caso, 
asi como al periodo de la época dictatorial en Uruguay; 1) los obstáculos para el acceso a 
información relacionada con la época y los hechos relativos a graves violaciones de derechos 
humanos cometidos en el contexto del gobierno de facto, en particular, aquellos 
reladonados directamente con el presente caso; 11) especificaciones técnicas relacionadas 
con el archivo y clasificación de documentos, en particular con aspectos de la información 
referida a Operación Cóndor; iv) la participación de autoridades uruguayas en la Operación 
Cóndor y la coordinación represiva entre Argentina y Uruguay; y v) las dificultades que aún 
persisten pare el establecimiento de la verdad y la construcción de lo memoria colectiva del 
pueblo urugueyo relativa a graves violaciones cometidas durante el gobierno de facto; 


d) Mirtha Gulenze, perlita, fiscal del Ministerio Publico para la Defensa del Uruguay, quien 
presentó información sobre: 1) los efectos de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado en relación con las investigaciones de graves violaciones de derechos humanos 
ocurridas durante la dictadura uruguaya; 1) los limitaciones adicionales que enfrenta la 
justicia para tramitar causas relativas a graves violaciones de derechos humanos cometidas 
durante el gobierno de facto; y (ll) tas características de la participación de las víctimos en el 
proceso penal uruguayo; y 

e) Sara Méndez, testigo quien declaró sobre: [) los esfuerzos llevados adelante por Juan 
Gelman y Macarena Gelman en su búsqueda de verdad y justicia por los hechos 
denunciados; li) el impacto de esta búsqueda en la vida de ambos; y lil) las consecuencias 
que en general provoca la alegada impunidad en el presente caso. 


B. Admisión de la prueba documental 


36. En este caso, como en otros”, el Tribunal admite el valor probatorio de aquellos 
documentos presentados oportunamente por las partes que no fueron controvertidos ni 
objetados, y cuya autenticidad no fue puesta en duda. En este supuesto se encuentra 
prácticamente toda la prueba documental ofrecida. 


37. Por otra parte, la Corte admite, excepcionalmente, los documentos remitidos por 
las partes en diversas oportunidades procesales por encontrarlos pertinentes y útiles para 
la determinación de los hechos y sus eventuales consecuencias Jurídicas, sin perjuicio de 
las consideraciones que se realizan a continuación. 

38. Los representantes remitieron con sus alegatos finales comprobantes de gastos 
relacionados con el presente caso. El Tribunal sólo considerará aquellos documentos 
remitidos con-los alegatos finales escritos que se refieran a las costas y gastos que se 


admitiendo la sustitución del testimonio que hablan solicitado los representantes y ordenando que se recibiera la 
declaración testimonial de Sara Méndez en la audiencia pública por celebrarse en el presente caso, 


ed Cfr. Resolución de convocatoria dictado por la Presidencia de la Corte el 10 de septiembre de 2010, 
punto resolutivo sexto, y Resolución de sustitución de testigs dictada por la Presidencia de la Corte el 23 de 
primero. 


» Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentenda de 29 de julio de 1988. Serte C No, 4, 
párr. 140; Caso Gomes Lung y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 54, y Caso Cabrera Garcío y 
Montiel Flores, supra nota 16, párr, 27. 
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hayan incurrido con ocasión del procedimiento ante esta Corte, con posterioridad al 
escrito de solicitudes y argumentos. 


Cc. E 
prueba testimonial y pericial 


39. En cuanto a las declaraciones de las presuntas víctimas y de los testigos y a los 
dictámenes rendidos en la audiencia pública y mediante declaraciones juradas, la Corte 
los estima pertinentes sólo en lo que se ajusten al objeto que fue definido por el 
Presidente del Tribunal en la Resolución mediante la cual se ordenó recibirlos (supra párr. 
7) y en conjunto con los demás elementos del acervo probatorio”. 


40. Conforme a la jurisprudencia de esta Corte, las declaraciones de las presuntas 
víctimas no pueden ser valoradas aisladamente sino dentro del conjunto de las pruebas 
del proceso, ya que son útiles en la medida en que pueden proporcionar mayor 
Información sobre las alegadas violaciones y sus consecuencias”, Con base en lo anterior, 
el Tribunal admite dichas declaraciones, cuya valoración se hará con base en los criterios 
señalados (supra párr. 33). 


DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, A LA VIDA, A 
LA INTEGRIDAD Y A LA LIBERTAD PERSONALES DE MARÍA CLAUDIA 
IRURETAGOYENA DE GELMAN, EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES DE 
, RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS 


(CONVENCION AMERICANA Y CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
DESAPARICIÓN FORZADA) 


41. Con el fin de examinar la alegada responsabilidad internacional del Uruguay por la 
violación a los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la 
Integridad personal y a la libertad personal de María Claudia García, en relación con las 
obligaciones de respeto y garantía establecidas en la Convención Americana, y con las 
disposiciones de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada que se alegan 
violadas, el Tribunal sintetizará los alegatos de las partes, establecerá los hechos no 
controvertidos y que considera probados y hará las consideraciones pertinentes. En el 
presente coso se establecen los hechos, fundementalmente, con base en la no 
controversia del Estado y la información aportada por la Comisión y los representantes. El 
Estado no se refirió en particular a estos alegatos, pero reconoció las violaciones de los 
derechos humanos de María Claudia García en su conjunto (supra párrs. 19 a 22), razón 
por la cual en el siguiente apartado no se incluyen alegatos del Estado. 


A. Alegatos de los partes 


» Cfr. Caso Losyza Tamayo Ys. Perú. Fondo. Sentencia 0e 17 de sepuiembre de 1997, Serie C Mo. 33, 
párr. 43; Caso Gomes Lund y otros (Guerrihe do Areguaia), supra nota 16, párr. 67, y Caso Cabrera arde y 
Montiel Flores, supra nota 16, párr, 37. 


» Cfr. Caso Loayza Tamayo. Fondo, supra nóta 21, párr. 43; Caso Gomes Lund y otros (Guerilha do 
Araguala), supra mota 16, párr. 69, y Caso Cabrera García y Monta! Flores, supra rota 16, párr, 39. 
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La Comisión alegó que: 


la detención o secuestro ilegal y arbitraria, lá tortura y la desaparición forzada de 
María Claudia García fueron el resultado de una operación de inteligencia policial y 
militar, planeada y ejecutada dandestinamente por las fuerzas de seguridad 
argentinas, aparentemente, en estrecha colaboración con las fuerzas de seguridad 
uruguayas, lo cual es congruente con el modus operandi de tales actos en el marco 
de la Operación Cóndor; 


si bien existen dudas acerca de si María Claudia Gardía permaneció en Uruguay o 
fue entregada a las autoridades argentinas, en cualquier caso el Estado es 


responsable de aclarar su paradero dado que estaba bajo su custodia; 


c) 


d) 


a) 


b) 


c) 


4) 


e) 


9) 


existen pruebas suficientes "para afirmar razonablemente que la [posible]muerte 
de Marla Claudia García de Gelman a manos de agentes del Estado que la tenfa[n] 
bajo custodia en el contexto de una política estatal que apuntaba a sectores de la 
población civil era un delito de lesa humanidad”; y 


el Estado es responsable por la violación de derechos a la vida, integridad 
personal, libertad personal, personalidad jurídica y de la obligación de "sandonar 
estas violaciones de manera seria y efectiva”, los que entendió protegidos por los 
artículos 3, 4, 5, 7 y 1.1 de la Convención, artículos 1.b, III, IV y V de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada y artículos 6 y'8 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de María Claudia García. 


Los representantes alegaron que: 


la desaparición forzada de María Claudia Garcia, realizada por agentes estatales 
que operaban al amparo de la Operación Cóndor, implicó “una violación 
automática” de su derechos a la libertad personal; 


su desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos 
protegidos por la Convención, cuya comisión en el marco de un patrón sistemático 
la eleva a la categoría de crimen de lesa humanidad; 


desde que la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada entró en 
vigor para el Estado, ésta es "directamente aplicable al caso”, dado el carácter 
continuado del delito de desaparición forzada y que al día de hoy no se conoce su 
paradero; 

Uruguay contrarió su obligación estatal de mantener a las personas privadas de 
libertad en centros de detención oficialmente reconocidos y presentarias sin 
demora ante la autoridad judicial competente; 


en relación con la alegada violación al artículo S de la Convención, y en atención a 
la definición del crimen de tortura establecida en el artículo 2 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, así como a la definición de violencia contra la 
mujer contenida en los artículos 1 y 2 de la Convención de Belém do Pará, las 
condiciones de detención legal, incomunicación y sufrimientos ocasionados a María 
Claudia García revisten especial gravedad por su situación de especial 
vulnerabilidad en avanzado estado de embarazo, lo que permite “inferir que María 
Claudia [García] fue víctima de tortura psicológica durante el tiempo que 
permaneció en detención”, Tales hechos constituyeron una violación "inmediata" a 
su integridad personal que configuró el delito de tortura; 


la desaparición forzada de María Claudia "se traduce en una brutal violación de 
[su] derecho a la vida”, no solo porque esa práctica implica frecuentemente la 
ejecución en secreto de los detenidos, sino también porque el Estado no adoptó las 
medidas para proteger y preservar dicho derecho; y 


en relación con el artículo 3 de la Convención, la desaparición forzada de María 
Claudia García, seguida por la negación y ocultamiento de la misma por parte del 
Estado, le impidió ejercer sus derechos, tales como el de interponer recursos para 
cuestionar la legalidad de su detención y el "derecho al reconocimiento legal de su 
maternidad". 
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B. A O A E PI 
hechos ocurridos a María Claudia 


44. El presente caso reviste una particular trascendencia histórica, pues los hechos 
comenzaron a perpetrarse en colaboración con autoridades argentinas en un contexto de 
práctica sistemática de detenciones arbitrarias, torturas, ejecuciones y desapariciones 
forzadas perpetredas por las fuerzas de seguridad e inteligencia de la dictadura uruguaya, 
en el marco de la doctrina de seguridad nacional y de la Operación Cóndor”. La existencia 
de esa operación ya fue reconocida por este Tribunal en el caso Goiburú y otros vs. 
Paraguay en los siguientes términos: 


La mayoría de los gobiernos dictatoriales de la región del Cono Sur asumieron el poder 
o estaban en el poder durante la década de los años setenta”, lo que permitió la 
reprasión contra personas denominadas como “elementos subversivos” a nivel intar- 
estatal. El soporte ideológico de todos estos regímenes era la "doctrina de seguridad 
nacional”, por medio de la cuol visualizaban a los movimientos de izquierda y otros 
grupos como "enemigos comunes” sin importar su nacionalidad, Miles de ciudadanos 
del Cono Sur buscaron escapar a la represión de sus países de origen refugiándose en 
países fronterizos. Frente a ello, las dictaduras crearon una estrategia común de 
*defensa”. 

En este marco, tuvo lugar la llemada "Operación Cóndor”, nombre clave que se dio a 
la elienza que unía a los fuerzas de seguridad y servicios de inteligencia de las 
dictaduras del Cono Sur en su lucha y represión contra personas designadas como 
Selacerdos sulrerulona”. Las selladas demplagadas ascud parta de ¿icha Operación 
estaban básicamente coordinadas por los militares de los países involucrados. Dicha 
Operación sistematizó e hizo más efectiva la coordinación clandestina entre "fuerzas 
de seguridad y militares y servicios de inteligencia” de la región [..] Para que la 
Operación Cóndor funcionara era necesario que el sistema de códigos y 
comunicaciones fuera eficaz, por lo que las listas de "subwersivos buscados” eran 
manejadas con fluidez por los distintos Estados. 


a La existencia de la "doctrina de seguridad nacional” y del Plan Cóndor ya ha sido reconocida por el 
Tribunal. Cir. Caso Golburú y otros Vs. Paraguar. Fondo, Reparaciones y Costas. Serrencia de 22 de septiembre 
de 2006. Serie C No. 153, pérrs. 61.5 a 61.8, Asimismo, cfr. Investigación Histórico sobre Detenidos y 
Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 2007 Tomo !, Págs. 21, 73, 283 y ss 


[expediorte de arexos al escrito de solictudes y argumentos, anexo 10, CD 1); Nunca Más. Informe Final de la 
Contstla Stacionas Sobra lo Desagariión de Personas, Bueros Alres, Eudebo, 1904, capfulo 1K; La coordinación 
1 


represiva en Latinoamérica, disponible 
acceso el 23 de febrero ce 2011; Juapado de Pímera nac en lo Penal de 70 fumo de Montevideo, autos 
caratulados: “Bordaberry Arocena, Juan Maria- Diez delitos de homicidio muy especialmente agravados en 
CEA SU O A T4L 1-€08/2000, Sentencia de $ de febrero de 2010, asponible es: 

a DEOSar ope es 0104 , 06pd! a e remeros 


págs. 175 y 196, disponible en: hizo; L meo comisia: o Ufo acceso el 23 de 
febrero de 2011; Iforme de la Comisión Nacional de Verdad y Volumen 1, Tomo 1, Sogunda 
Parte, Capitulo 18.1, Corporación Nacional de Asparación y Rezoncilación, reedición 1999, Sanelago de Chil, 
págs. 37 y 38, disponible en , Únleno acceso el 23 de febrero de 
2011; Assemblele Legisistiva do Estado do Rio Grande do Sul - Escolo do Legislativo, Archiwo Nacional de Brasil. 
prole prada pro ombrcivd, ego gd História e Memória, Conexdo Reprossiva e 
Operario Condor”, , Organizadores Entque Serra Padrés, Várta M. Barbosa, Vanessa Albertinence Lopez, Ananda 
Simbes_ Femandes. o ci Mi Mp cr a, y Me 


de enero de 2011; Mouse of LOrOS, JUIGMANts - V Daria and De Calar er PUNO or 106 
PEINE DRAE Teal — NR 
Disporible 


y (13/14199899/14judomt/1d9s pl 1 Último acceso el 23 de 
febrero 08 201): AUDIENCIa, Maciona! de Madrid, Jurgado Central de Instrución Número Cinco; crab 
O A A 10 de Scembre de 1990- 

y Di no) 0pno£0030 pat Último acceso el 23 de 


noviembre 


y 1975. 
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[...] Es decir, los graves hechos se enmarcan en el carácter flagrante, masivo y 
sistemático de la represión a que fue sometida la población a escala inter-estatal, pues 
las estructuras de seguridad estatales fueron coordinadamente desatadas contra las 
nadiones a nivel trans-fronterizo por los goblernos dictatoriales involucrados. 


La Corte observa que, en absoluta contradicción con los principales fines y propósitos 
de la organización de la comunidad internacional, catabio idos 5 slvalan mlvaraal el 
Carta de Naciones Unidas” y regional en la Carta de la OEA” y la misma Convención 
Americana, durante la década de los setenta los servicios de intefigenda de varios 
países del Cono Sur del continente americano conformaron una organización inter- 
estatal con fines criminales complejamente articulada, cuyos alcances continúan 
revelándose hoy en día; es decir, se dio una práctica sistemática de "terrorismo de 
Estado” a nivel inter-estatal. 


A A O 
las grawes violaciones a los derechos humanos que existia entonces, propiciada y 
tolerada por lo susenc de gorentes juiciles € inefcada de las instucres 
O a s sistemáticos violociones de derechos humanos. 

Esto tiene estrecha relación con la obligación de investigar los casos de ejecuciones 
extrajudiciales, desapariciones forzadas y otras graves violaciones a los derechos 


45. En el caso de Uruguay, luego del periodo comprendido desde el 13 de Junio de 
1968 hasta el 26 de junio de 1973, marcado por la aplicación sistemática de "Medidas 
Prontas de Seguridad”, e Inspirado en el marco ideológico de la Doctrina de la Seguridad 
Nacional”, el 27 de junio de 1973 el Presidente electo Juan María Bordaberry, con el apoyo 
de las Fuerzas Armadas, disolvió las Cámaras y llevó a cabo un golpe de Estado*”, dando 
inicio a un período de "dictadura civico-militar”” que se prolongó hasta el 28 de febrero de 


1985% y en el = se implementaron "formas cotidianas de vigilancia y control de la, 


a y especificamente, de represión a las organizaciones políticas de 
izquierda 


46.  Enla década de los años 1970, se establecieron operaciones transnacionales en la 
región con el fin de eliminar a los grupos guerrilleros, en el contexto de una campaña 
contrainsurgente que justificaba expandir el campo de acción más allá de los limites 
territoriales, aunque ya en 1960, se había creado la Conferencia de los Ejércitos 


Los "pueblos de las Naciones Unidas resueos [..] a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del 
hombre, en la digridad y el valor de la persona humara, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de 
poragaros Judas org ele irnos o qepd perra do A el 
respeto”. (Preámbulo) 

* “Los Estados americanos consagran en esta Carta ls organización internedional que han desarrollado 
para un orden de por y de justicia, fomentar su solldericad, robustecer su colaboración y defender su 
soberaría, su integridad territorial y su independencia” (Articulo 1). 

» Caso Goibun) y otros, supra rota 23, párrs. 61.5, 61.6, 62, 72 y 73. 

Ml Or. Artículo 2% de la Ley N? 18.596 de 18 de setiembre de 2009, supra nota 8, foto 5004, 

” Cir. Investigación Histórica sobre Detenidas y Desaperecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.09 de 2007, supra nota, 33, pig. 106; Jusgado de Primera instancia en lo Perl de 72 fumo, autos 
caratulados: * Juan Maria”, supra nota 23; Juzgado ce Primera instancia en lo Penal 11% 


turno de Montevideo. Sentencia de 16 de noviembre de 2006, que decreta el procesamiento con Psión de los 
SI q O E A 


febrero de 2011. 
> Cfr. Demas!, C., Marchesi, A., Markarian, V., Rico, A. y Yaffé, J, La Dictadura Córico Militar Uruguay 


A A A A A solicitudes y 
argumentos, Arexo 17, follos 2417 a 2563); 1 Histórica sobre Detenidos y Desaparecidos en 
cumplimiento del artículo 4 de la ley 15.488 de 2007, Supra noto 23, Pág. 15. 

= Cir. Proyecto y exposición de motivos del Poder Ejecutivo para la creación de la Ley 18.596 (expediente 
de anexos a la demanda, apéndice 111, folos 1320- 1325); Articulo 19 de la Ley 18.596, supra nota 8; C. 
Demasi, A. Marchnesi, V. Markarian, A. Rico y ). Yerré; La Dictadura Cívico Mirar Uruguay 1973-1995, supra nota 
30, folios 2417 a 2563. 

= A A O o A A A A 
a el control, el seguimiento fue ejercido contra todas los partidos políticos bajo la dictadura”, 
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Americanos, una organización de seguridad hemisférica inspirada en la "doctrina de la 
seguridad nacional”, que se reunía en sesiones secretas para discutir posibles estrategias 
y acuerdos de actividades conjuntas”. 


47. Para el caso de Argentina, esas actividades comenzaron a evidenciarse a finales de 
1973, y a principios del año 1974", a través de la persecución de militantes de izquierda, 
incluidos los arrestos, los secuestros, los traslados y los asesinatos por parte de militares 
y paramilitares”. 


48. En febrero de 1974 se realizó una reunión en Buenos Aires con la participación de 
oficiales de seguridad policial de Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay y Bollvla, en lo que 
serían las primeras conversaciones para el establecimiento de un plan de cooperación 
encubierta”. Más tarde, ese mismo año, se comenzó a discutir la idea de crear una red 
continental de información anti-comunista””, 


49. — Para noviembre de 1975, la cooperación de inteligencia militar se concretó aún más 
con la formalización de la denominada "Operación Cóndor”, lo que facilitó la creación de 
estructuras militares paralelas, que actuaban de forma secreta y con gran autonomía”. 
Esa operación fue adoptada como una política de Estado de les "cúpulas de los gobiernos 
de hecho”*, y estaba dirigida, en ese entonces, por cuerpos castrenses principalmente de 
Chile, Argentina, Uruguay, Paraguay, Bolivia y Brasil“. 


entre ctras 
"proteger el continente de les acciones agresives del Movimiento 


Guerra Encubierta en América Latino [edición en castellano, Uruguay, Ediciones de la Banda Oriertal, 2009), 
pág. 88 (Expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos, Anexo 19, folio 2867). 


» Cfr, MeSherry, Los Estados Deprecadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encublerta en América 
Latina, pág. 109, supra mota 33, follo 2877, 

» Cfr. Investigación Mistórica sobre Detenidos y Desaparecidos, supra nota 23, Sección 2, págs. 281 y ss; 
O 12 de febrero de 1975; Embajada Uruguaya 
de Buenos Aires al Ministerio de Relaciones Extertores, telex C654/20, 12 de merzo de 1975, C. Demasi, A. 
Marchesi, Y. Markarian, A. Rico y J. O Uruguay 1973-1985, pág. 780, supra nota 
30, follo 2547; Mesherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encublerta en América 
Latina, págs. 126 y 127, supra nota 33, follo 2886. 


E Cfr, CIA, The Natícna! Intelligence Daily, June 23, 1976; CIA, "Clossified Reading Material re; simo 


Guerra 

Markarion, A. Rico y ). Ya'Té, La Dictadura Cóvico-Míltar, Uruguoy 1973-1995, pág. 279 supra nota 30, folio 

2546; John Dinges, Operación Cóndor. Una década de terrorismo Internacional en el Cono Sur, Ediciones B. 

A pág.109 (Expediente de anexos al escrito de selicitudes y argumentos, Anexo 18, 
1 


2 E Pa de Aro Berea, A la y, Valté, Lo Dictaduro Civico-Miltar, Uruguay 1973- 


"1985, pág. 279 supra nota 30, follo 279. 


ee Cfr, Caso Golburúd y otros, supra nota 23, párrs, 61.6- 61,8, Ver también Comisión Nacional sobre 
Pus PoERiaD y Dorta, Interida, Heitaga da Ciila, Conti TEL, "Epaltaad” apro ola 30 Cantv Tetlgons 
a A >, prod Report. Activities ln Cilo, 18 de ssstedes de 2000, Dispenible en: 


Conexho Repressiva e 

Condor”, supra nota 23, y; C. Demasi, A. Marchesi, V. Merkarian, A. Rico y J, Yeffé, La Dictedura 
, Uruguay 1973-1995, supIa nota 30, p. 281, folio 2547, y J.P. Los Estados 

Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en América Latina, supra nota 33, p.146, ono 2096. 


» O O a RR EA O E e RE ee 

de marzo de 2009, "Gawazzo Pereira, Jose Nino. Arab Fernandez, Jose Ricardo- un delito de privación de 

hbertad”, ficha 98-247/2006, (Expediente de anexos a la Demanda, Apéndica Ml Vol 3, foo 1243); Jagado 

penal de Primera instancia en lo penal de 19” turno de, Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, 
Ramas a, 


*Silvelra Queseda, Jorge Alberto. - Pereira, Ernesto Aveliro.- Medina Blanco, Ricerdo Jose.- Vazquez Bisio, 
Glíberto Valentín.- Maurente, Luis Alfredo.- Sande Limo, Jose Felipa- un delito de privación de libertad”, ficha 2- 
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50. Por carta 29 de octubre de 1975 la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) de 
Chile invitó a la primera reunión de trabajo de Inteligencia Nacional con el propósito de 
crear una estructura “similar a lla] que tiene INTERPOL en Parls, pero dedicad[a] a la 
subversión”**, La reunión tuvo lugar del 25 al 30 de noviembre de 1975 en Santiago de 
Chile, y en Acta de Clausura se estableció la fundación de la Operación Cóndor”. > 


51. El plan Cóndor operaba en tres grandes áreas, a saber, primero, en las actividades 
de vigilancia política de disidentes exiliados o refugiados; segundo, en la operación de 
acciones encubiertas de contra-insurgencia, en las cuales el papel de los actores era 
completamente confidencial y, tercero, en acciones conjuntas de exterminio, dirigidas a 
grupos, o individuos específicos, para lo cual se conformaban equipos especiales de 
asesinos que operaban dentro y fuera de las fronteras de sus paises, incluso en Estados 
Unidos y Europa”. 


52. Esta operación fue muy sofisticada y organizada, contaba con entrenamientos 
constantes, sistemas de comunicación avanzados, centros de Inteligencia y planificación 
estratégica, así como con un sistema paralelo de prisiones dandestinas y centros de 
tortura con el propósito de recibir a los prisioneros extranjeros detenidos en el marco de la 
Operación Cóndor**. 


43332/2005, (Expediente de anexos a la Demanda, Apéndice 11! Vol 3, follo 1101); Juzgado penal de Primera 
instancia en lo penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 0159 de 21 de octubre de 2009, “Alvarez Armellino, 

Gregorió Conrado.- Lercebeau Aguirregaray, Juan Carlos.- Relterados Deltos de Homicidio muy especialmente 
us y ficha 2- 20415/2007, (Expediente de anexos a la Demanda, ni 


sel Cfr. Cámara federal en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, Sala 1, "González Fausto, M. y 
Mor e E Mg o e 


le 


penal de Primera instancia en lo penal de 19* tumo de Montevideo, A O 

supra nota 39, follo 1243; Juzgado penal de Primera instarcia en lo penal de 19% turno de Montevideo, Sentencia 

037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, foto 1101; Juzgado penal Ce o Moca lo pan da 209 

turno ce Montevideo, Sentencia 0159 de 21 de octubre de 2009, supra mota 39, follo 1537; Audiencia Nacional 
Número pidiendo Extradición de Pinochet 


z A Y aro M 0010080039.pdf, Último 
febrero de 2011; ALO de procesamiento conta Auguzto Prochet Ugarta, Samaria 19/97, 10 de diciembre de 
1998, supra nota 23; Central Intelligence Agency CIA, General Report. CIA Activities in Chile, 18 de septiembre 
de 2000, supra nora 38. 


> 3.P. MeSherry, MeSherry, Los Estados Depredadores; le Operación Cóndor y la Guerra Encublerta en 
América Latina, supra nota 33, p. 146, follo 2096; C. Demasi, A. Marchesi, V. Morkarian, A. Rico y ), Vaffé, 
supra, La Dictadura Civico-Múitar, Urvguay 1973-1985, nota 30, p 281, folo 2547. 


el Bl documento fue firmado por representantes de Chile, Argentina, Uruguay, Paraguay y 
duzgedo penal de Primera instancia en lo penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 036 de 26 de marzo de 
2009, supra nota 39, follos 1100 a 1101; Jusgado penal de Primera Instancia en lo penal de 19” turno de 
Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, follos 1242 3 1243; Juzgado penal de 
Primera instancia en lo peral de 19* tumo de Montevideo, Sentencia 0159 de 21 ce octubre de 2009, supra nota 

39, folio 1537; C. Demasi, A, Marchesi, Y. Markarian, A. Rico y J. YafTé, La Dictadura Civico-Miltar, Uruguay 
1973-1985, supra nota 30, p. 281, folio 2547. 


ed Cfr. Audiencia Nacional de Madrid, Juzgado Central de Instrucción Múmero Cinco, Auto pidiendo 


A AR rod af Hd A A ia Hi 
de marzo de 2009, supra nota 39, follos 1100 a 1102; Juzgado penal de Primera instancia en lo pena! de 19% 
burro de Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo.de 2009, supra neta 39, folies 1242 1244; a 


1540 y LP. McSherry, Los Estados Depredadores: la oranción Cindar y la bula 
a er andes LA a rota 33, p. 151, foo 2898. 
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53. Uno de los centros dandestinos de detención fue "Automotores Orletti”. Estaba 
ubicado en un garaje abandonado de Buenos Alres en Argentina, sirvió como centro de 
tortura y era operado por escuadrones de la muerte y unidades conjuntas de oficiales 
policiales y militares de Uruguay y Argentina”, 


54. En ese centro de detención, así como en otros de esa clase, la mayoría de las 
personas corrían alguno de los siguientes destinos: a) ser liberadas, b) su detención podía 
ser legalizada o c) podian encontrar la muerte. Además, durante su cautiverio en esos 
centros de detención, en particular en Automotores Orletti, las personas privadas de la 
libertad en forma Hegal eran sometidas sistemáticamente a formas de extorsión, torturas 
y tratos inhumanos y degradantes”, 


55. Ciudadanos de varios países, entre ellos uruguayos, bolivianos y chilenos, fueron 
retenidos en Automotores Orletti y luego trasladados a sus países donde fueron 
entregados a cuerpos militares de la Operación Cóndor”. 


56. A partir de 1976, y particularmente luego del golpe de estado militar en Argentina, 
el número de desapariciones y ejecuciones extrajudiciales de exiliados y refugiados 
aumentó de manera importante en dicho país". En algunos casos, se pretendía presentar 
a los refugiados como invasores terroristas”, y así, por ejemplo, entre los meses de julio 
a octubre de ese año se realizaron operaciones conjuntas de cuerpos militares argentinos 
y uruguayos en los cuales fueron secuestrados más de 60 uruguayos en Buenos Aires”, 


e SA A A A a O A e capítulo 1.D: 
Centros Clendestinos de Detención (C. CD), supra nota 23; Mistórica sobre Deterádos y 

Desaparecidos en cumplimiento del a 4 de la lay 15.488 de 2007, cupra nota, 23, págs. 105, 292, 394 a 
388; Juzgaco penal de Primera instancia en lo penal de 19* tumo de Montevideo, Semenca 036 de 26 de marzo 
de 2009, supra nota 39, follos 1254; Juzgado penal de Primera irstanda en lo penal de 19”-turno de 
Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, follos 1111 a 1112; Tribunal de Apelaciones 
o o A Interlocutoria Mo 24 de 28 de febrero de 2007, ficha 98/247/200, 
Ministro Relator or. Alfredo Gómez Teceschl. Uruguay. Disponible en: 
AED era EIDESIOÍOS, SO cont odo. had 90016, Último acceso el 23 de febrero de 2011; 3. P. 
MeSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encublerta en América Latina, supva, nota 
33, p. 37, fobo 2841; C. Demasi, A. Marchesi, V. Markarian, A. Rico y ). Yaffé, supra, La Dictadura Civico-Militar, 
Uruguay 1973-1985, supra nota YO, p 284, follo 2549; Cámara Nacional de Casación Penal, Buenos Alres, 

éstor s/competencia - 


lemondegul, N Horacio y otros Registro 12.014 - Sela IV - Causa 10,993", de 30 de 
juño de 2009, Contwddad. Causas "Automotores Ortott” y “Plan Cóncor”, Art,-42 nz, 4 CPPN, 
nap: //magisreuquen.org/Index.php?opúsn: sarticiodide 122: purisprudenciatcatid=58:penalk 
emákd=132, último acceso el 23 de febrero de 2011; John Dinges, Cóndor. Una década de terrorismo 


Internacional en el Cono Sur, pág. 281, supra nota 36, folio 2747. 


De Cfr. Declaración indagatoria de Eduardo Rodolfo Cabanillas ante el Juzgado Macional en lo Criminal y 
Correccional Federal Mo 3, el 4 de septiembre de 2006, (expediente de prueba, Tomo E, anexos a la contestación 
de la demanda, follos 4492 y 4493), Testimonio de Roger Rodríguez, a or os 
a o AE O A A RE NA Markarian, A. Rico y ). Yaffé, supra, La 
Dictadura Civico-Milltar, Uruguay 1973-1985, supra rota 30, pág. 284, follo 2549, y Cfr. Investigación Histórica 
y Desaperecidos en cumplimiento del articulo 4 Ce la ley 15.488 de 2007, supra neta 23, Tomo 


> Cfr. 3.P. MeSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en América 
Latina, supra, nota 33, pág. 32, pa Eg A a ol 


|, SUpTa 
mr OO, Santana 037 de 28 de merzo de 2009. supra rota 39, follos 1102. 


bed Cfr. 3,P, MeSherry, Los Estados Depredadores: la Operación Cóndor y la Guerra Encubierta en América 
Latina, supra, nota 33, págs. 151, 152 y 155, follos 2898, 2899 y 2900; U.S Department of State, “UNMOR 
discusses Oivlean, Urugueyan refugees matter”, 26 de diciembre de 1984, Collecion: State Argentine 
Declassification Project o pbgs. 3 y 4 pér. 6. Disponible en: 
1D: //fola store pol docu ABAD, pdf, Último acceso el 23 de febrero de 2011. 


Cóndor, ” 
y 193, supra nota 36, folios 2681 y 2703; ).P. MeSherry, Los Estados Depredadores: la Operación y la 
Guerra Encublerta en América Latina, supra, vota 33, pág. 174, follo 2910. 
ad an create ronca rta orde: som 
Robert Hill, revela que fuerzas uruguayas y argentinas actuaron en común acuerdo para detener a refupiacos 
erugunyos as Argentinas 9] Via IISAORRANOS al Ur UGERVn A A 
Argentine and Uruguayan security forces, acting clandestinely and in cooperation.” Cfr. U.S Department of State 
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57. La Fuerza Aérea Uruguaya indicó, según el "Informe de la Comisión Investigadora 
sobre el destino fina! de 33 ciudadanos detenidos en el perfodo comprendido entre el 27 
de junio de 1973 y el 1 de marzo de 1985”, presentado en agosto de 2005 por el 
Comando en Jefe del Ejército a pedido del Presidente Tabaré Vázquez, que los vuelos de 
personas detenidas en Buenos Aires, y trasladas a Montevideo, fueron ordenados por al 
Comando Gencral de la Fuerza Aérea a solicitud del Servicio de Información de Defensa 
(SID) y coordinadas por ese mismo servicio”, 


58. — Algunos sobrevivientes uruguayos, luego de ser trasladados a Montevideo, fueron 
llevados a una prisión clandestina (llamada "casa de seguridad”) y sometidos a torturas 
diarias. Al cabo de varios meses, se les trasladó a otro centro clandestino de detención. 
Los secuestradores utilizaban varias técnicas y códigos para evitar ser reconocidos 
fácilmente por los detenidos y disponían de autonomía para realizar otro tipo de 
actividades criminales, incluyendo la extorsión y el plilaje, que en prncolo no estaban 
ligadas al propósito de combatir la actividad calificada como "subversiva" 


59. Hacia 1977 se dieron también operaciones de colaboración entre Paraguay, 
Argentina y Uruguay y, a fines de ese año, se dío inicio a una segunda ola de represión 
coordinada por elementos militares argentinos y uruguayos, operativos dirigidos esta vez 
mayormente contra grupos de izquierda que tenían vínculos en ambos países, dándose 
nuevamente traslados de prisioneros en avionetas militares de ambos países y repetidos 
peor de detenidos, muchos de los cuales permanecen desaparecidos hasta la 
actual : 


50. En ese mismo sentido, las operaciones clandestinas incluyeron en muchos casos la 
sustracción y apropiación de niños y niñas, varios de ellos recién nacidos o nacidos en 
cautiverio”, donde una vez ejecutados sus padres, los niños eran entregados a familias de 
militares o policias*S, 


o ge q a , 
le ly ln : Vidas último acceso el 23 de febrero de 2011; 
US Departrent of Site, SUNHCA ciscueres Chilean, Uruguayan refoges cre do de 1984, 
supra nota 48; JP. McSherry, Los Estados Depredadoras: la Operación Céndar y la Guerra Encubierta en 
América Latina, supra nota 33, p.155, folio 2900. 


n Cfr. Investigación Histórica sobre Detenidos y en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.482 de 2007, supra nota 23, Tomo IV, Informe de la Fuerza Uruguaya, 8 de agosto de 2005, págs. 76 
a 105. 


a O. investigación Mistórica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15,489 de 2007, supra noto 23, Tomo IV, Informe de le fuerza Áeren Uruguaya, £ de agosto de ; 
Sentencia 036 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, follos 1244; Juzgado peral de Primera instancia en le 
penal de 19* turno de Montevideo, Sentencia 037 de 26 de marzo de 2009, supra nota 39, follo 1102. 


» Cr. Investigación Mistárica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.498 de 2007, supra mota 23, Tomo 1, pág. 293; Testimonio de Roger Rodríguez, rendido ante fedatario 
público el 23 de septiembre de 2010, prueba, follo $111; C. Demasi, A. Marched, V. Markcarian, A. Rico y ). 
Yefré, supra, La Dictadura Clvico-Milkar, Uruguay 1973-1985, supra nota 30, pág. 284, follo 2549. 


: 


Ml 
: 


Demasi, A. Marchesi, V, Markarian, A. Rico y J. Yaf'é, supra, La Dictadura Civico-Militar, Uruguay 1973-1985, 
supra note 30, pág. p 291, folo 2552. 


e Ca: Juice Unidas, Caberdo 169 Derehad Wsmañas, Mist 2 lo rasta, AYUBITINARR, 
enero de 2009, Informe del Grupo de Tratajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias, párrafo 10: "Un 

fenómeno específico que se alo en el país durante la época Ye ls aictadura militar de 2976 a 1983 en la 
Argentina fus la desaparición forzada de niñas y niños, y de niños y niñas nacidas en cautiverio, Los 


la inclulan en 
como hijos”; investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del articulo 4” de la ley 
15.848, supra nota 23, tomo 1, póg. 22; Tribunal Oral en lo Criminal Federal nro. 6 de la Capital 
Aires, Argentina, Causa nro. 1273 caraiulaca "REI, Victor Enrique s/sustracción de menor 
cisponible en hip; derechos. ora/riikoriaraidos!/ re 1.btiml, ÚlUMo acceso el 23 de febrero ; 
Informe sobre la situación de los derechos humanos en Argentina, OEA/Ser.1/V/11,.49, doc. 19, 11 de abril de 
1980, Recomendaciones de la CICH al Gobierno de Argentina, 1,5); Juzgado Federal No 4, Secretaria No 7 
7 RECITAR ERRÓNEA DR Causa 17.890 “Del Cerro ). A. s/queja”, 9 


598-C.S. CÁMARA DE SENADORES 12 de abril de 2011 


61. La jurisprudencia argentina ha señalado en varias resoluciones que, "en él periodo 
del auto-denominado Proceso de Reorganización Nacional, se sustralan menores [de edad] 
de la esfera de custodia de sus padres [y que esa práctica constituía un] hecho público y 
notorio”””. Las mujeres embarazadas detenidas en el marco de las operaciones de 
contrainsurgencia eran mantenidas vivas hasta que dieran a luz para después sustraer sus 
niños y desaparecerias”, mientras que, en numerosos casos, los niños y niñas eran 
entregados a famillas de militares o policias”, luego de que sus padres fueran 


desaparecidos o ejecutados”, 


de 2011; Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos, Cuestión de los derechos humanos de todas las 
personas sometidas a cusiquier forma de detención prisión y en particular: cuestión de las personas- 
desaparecidas cuyo paradero se desconoce. Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o 
Invohluntarias de 22 de enero de 1981, E/CN.4/1435, párrafos 170 y 171. 


.. Cir, Investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del artículo 4? de la ley 
15.848, nota 23, tomo 1, pág. 22, tomo 111, págs. 651 y $5; Informe Fina! de la Comisión Nacional sobre la 

de Personas, supre nota 23, Capitulo 11, A. Niños desaparecidos y embarazadas. La normatividad 
interna de Uruguay reconoce también esa residad al referirse a los niños y niñas sustraidos y desopareddos 
durante la dictadura militar: Ley No. 15.848 o Ley de Caducidad, Artículo 4.- [...] el Juez de la causa remitió al 


dl 
Al 
MU 
do 
HE 
de: 


contiene asimismo las carpetas personales de casos de niños apropiados y/o nacidos en coutiverto, Informe final 
de la Comisión para la Paz, 10 de dbril del 2003, anexo 5.2 (Expediente de Pruebe al Uscrito de Sollchudes 
Argumentos y Pruebas, Folies 2115 y ss.); Testimonio de Roger Rodríguez, rendido ante fedatario público el 23 
6e septiembre de 2010, prueba, follo $112. 


xl Cfr. Juzgado de Primera instancia en lo Civií y Comercial Nro. 10, Morón, Argentina, "Mónaco 
Galiechio, Dorwinis Rosa c/Sicilano, Susana s/nu'lldad de adopción”. Expte, 275. Sentencia, 9 de agosto 1991. 


= Cfr. en la sentenéla por crimenes contra la humanidos en el caso Adolfo Szilingo, la Auciencia Nacional 
española menciona que los niños y niñas eran sustraidos para ser educados lejos de la “ecologia de sus 
enicrnos familiares naturales”, Audiencia Naconal de Madrid, Sección Tercera, c de 19 de abril de 2005, 
Juzgado Central de Iratrucción Número 


pción ideológica su 
Desaparición de Personas, Capitulo 11, A Niños desaparecidos y embarazadas, supra nota 23; CIDH, Informe 
Ari dela Comisión Interamencaca de Derechos Muranos, CEAYSer../W/II74, Dec 10 ev. 1, 16 sepuembre 
' pruto 


” Cfr. Sertencia por crímenes contra la humanidad en el caso Adolfo Scilingo, supra nota $8. : "Respecto 
A A A A en adopción alguno de elos 
debía conectar con el grupo operativo, Esto se transmiió entre la oficialidad, en la cámara de Oficiales se 
comentais cunda es prododo Sigla rachas 0d ara serán O OA. 


tad Crr, Cámara Federal en lo Criminal y Correccional, Sala Ul, Causa 17.890, supra nota 55: "de acuerdo a 
los testimonios y constancias incorporados a la causa se podía establecer un patrón, (..] en los casos en que los 
niñas fueron aproplados o no se devolvieron a la femila de sangre, los padres de esos menores Pueron 
asesinados o desaparecidos”; Investigación Histórica sobre Detenidos Desaparecidos, en cumplimiento del 
iu mod rd 15.848, supra nota 23, tomo IL, sección 6, págs. 679 y ss; Informe Final de la Comisión 
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62. Por lo general, la política de "apoderamiento de menorés [de edad)" se llevaba a 
cabo en las siguientes etapas: a) los niños y niñas eran sustraldos del "poder de sus 
legítimos tenedores cuando estos pudieran resultar sospechosos de tener vínculos con la 
subversión o disidentes políticos con el régimen de facto, y de acuerdo con los informes de 
inteligencia” o eran sustraidos durante la detención clandestina de sus madres”; b) luego 
eran conducidos "a lugares situados dentro de dependencias de la fuerza pública o bajo su 
dependencia operativa”; c) se "entrega[ban] los menores [de edad] sustraldos a 
Integrantes de las fuerzas armadas o de seguridad, o a terceras personas, con el objeto de 
que estos los retuviesen y ocultasen de sus legítimos tenedores”; d) "en el marco de las 
apropiaciones ordenadas, y con el objeto de impedir el restablecimiento del vínculo con la 
familia, [se suprimia] el estado civil de los mismos, inscribiéndolos como hijos de quienes 
los retuviesen u ocultasen, y €) se les "insertaíba] o [hacía] insertar datos falsos en 
constataciones y certificados de nacimiento y documentos destinados a acreditar la 
identidad de los menores [de edad)”, 


63. —En cuanto a los fines perseguidos con las sustracciones y apropiaciones ilícitas, 
estos podían corresponder: a) a una forma de tráfico para adopción irregular de niños y 
niñas; b) a un castigo hacia sus padres o a sus abuelos de una ideología percibida como 
opositora al régimen autoritario, o c) a una motivación ideológica más profunda 
relacionada con una voluntad de trasladar por la fuerza a los hijos de los integrantes de 
los grupos opositores, para de esa manera, evitar que los famillares de los desaparecidos 
se puedan erigir un día en “elemento[s] potencialmente subversivo" 


Cc. La desaparición forzada como violación múltiple y continuada de 
derechos humanos 


64. — Dada la particular relevancia de las transgresiones que conlleva y la naturaleza de 
los derechos lesionados, el concepto de desaparición forzada de personas se ha 
consolidado internacionalmente en tanto grave vlolación de derechos humanos”. 


65. Esta caracterización resulta consistente con otras definiciones contenidas en 
diferentes instrumentos Internacionales” que señalan como elementos concurrentes y 
constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención 
directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la 
detención y de revelar la suerte o el paradero de la persona interesada”, Además, la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos*, las decislones de diferentes 


de 2011. 
e Cfr. Juzgado Feceral en lo Criminal y Correccional No 1, Secretaría 2, Sar isidro, Argentina, Causa Nro. 
1284/85, supra nota 60; Sentencia por crimenes contra la humanidad en el cato Adolfo Scllirgo, supra nota 58. 


had Cfr. CIDH, Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, supra neta 59. 


ad Cfr. Caso Golburú y otros, supra nota 23, párr. 84; Coso Caso Chitey Nech y otros Vs. Gustomal 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparacioros y Costas. AO e E A, A A pá 
86, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr, 61, 


e. Cfr. artículo 2 de la Convención Internacional pora la Protección de Todas las Persones contra las 
O O e CO ER A A, De A A 2006; artículo 7, numeral 2, incigs |) 
A a A A M. Doc. A/CONF,183/9, de 17 de Julio de 1998, y Grupo 
de Trabajo sobre la Desaparición Forzada o Involutaria de Personas, Ooservación General al arculo 4 de la 
Declaración cobre la Protección de Todas las Persoras contra las Desapariciones Forzadas de 15 de enero de 
1996. Informe a la Comisión de Derechos Humanos. U.N. Dot. DA 4/1996/33, párr. 55. 


>" Cfr. Caso Gómez Palomino Vs, Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia 0e 22 de noviembre de 
2005. Serie C Mo. 136, párr. 97; Coso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 93, y Caso Ibsen Cárdenas e 
Ibson Peña, supra rota 9, párr. 60. 


= Or. T.ED.MH, Coso of Kurt v. Turkey, Application No. 15/1997/799/1002, hudgment of 25 May 1998, 
pares. 124 a 128; T.E.D.H., Case of Cakid y. Turkey, Application No, 23657/94, Judgment of 8 July 1999, paras. 
104 a 106; T.E.D.H,, Coso of Tinurtos v. Turkey, Application Mo. 23531/94, Judgment of 13 June 2000, paras, 
102 a 105; T.E.D.M, Caso of Tas v. Turkoy, Application Mo. 24396/94, Judgment of 14 November 2000, paras. 
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instancias de las Naciones Unidas”, al igual que varias Cortes Constitucionales ad 
pero ramcergtomcaaó colnciden con la caracterización ind 


66. La comunidad internacional viene atendiendo el fenómeno de la ntmdd 
forzada de personas desde los años 80. El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones 
Forzadas e Involuntarias de Personas de las Naciones Unidas desarrolló, en esa década, 
una definición operativa del fenómeno, destacando en ella la detención ¡legal por agentes, 
dependencia gubernamental o grupo organizado de particulares actuando en nombre del 
Estado o contando con su apoyo, autorización o consentimiento” Los elementos 
conceptuales establecidos por dicho Grupo de Trabajo fueron retomados posteriormente 
en las definiciones de distintos instrumentos internacionales. 


67. Recientemente, en consideración de las definiciones contenidas en la Declaración 
correspondiente, en la Convención Internacional, en el Estatuto de Rome y en la 
Convención Interamericana, el referido Grupo de Trabajo amplió el conceoto de 
desaparición forzada, inter alía, en los siguientes términos: 


3. En su Observación General sobre el artículo 4 de la Declaración, el Grupo de Trabajo estableció que, 
estrictamente la definición 


ciaramerte se distinga de otras ofensas, tales como el secuestro. 


5. De conformidad con el artículo 1.2 de lo Declaración, cualquier acto de desaparición forzada Uene la 
consecuencia de coloro a la persona fuera de la protección de la ley. [..). 


6. Bajo los Métodos de Trabajo, el esclarecimiento, ocurre cuando el paradero de la persona 
desaparecida sea claramente establecicos, independiemtennente si la persona está viva o muerta, Sin 


persone [..). 


O II A A AS LI, a TI y 
3 


> Cfr. CO.MH. Caso de Ivan Somers Vs. Hungría, Comunicación No. $66/1993, Dictamen de 23 de jullo de 
1996, párr. 6.3; Caso de E. y AK. Vs. Hungría, Comuricación NO. 520/1992, Dictamen de 5 de mayo de 1994, párr. 
5.4, y Caso de Solórzano Vs. vs. Venezuela, Comunicación No. 156/1983, Dicusmen de 26 de marzo Ce 1986, párr. 5.6. 


had Cfr. Yribunal Supremo de Justicia: de la República Bolivariana de Venezuela, Coso Marco Antonio 
Monasterios Pérez, sentencia de 10 de agosto de 2007 (declarando la naturaleza piriolensiva y permanente del 
delito de desaparición forzada), Suprema Corte de Justicia de la Nación de México, Tests: PJ). 87/2004, 


desapariciones forzadas son delitos continuos y de lesa hamanidad); Tribunal Constitucional de Bolwta, Caso 
José Carlos Trujillo, sentencia de 12 de noviembre del 2901; Tribunal Constitucional del Perú, Caso Castillo Páez, 
sentencia de 18 de marzo de 2004 (dedarando, en razón de lo ordenado por la Corte Interamericana en el 
dl des 


o Cfr. Caso Goiburú, supra nota 23, párr. 83; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 85, y Caso 
Ibsen Cárdenas e ¡bsen Peña, supra nota 9, párr. 60. y 


» A A B2, y Caso Ibsen Cárdenas e Jbsen Peña, supra nota 
bae 58. Cfr. además, Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involurtarias, Comisión 

dc Derechos Humanes, 379 periodo de sesiones, U.N. Doc. 1/CN.4/1435, de 22 de enero de 1981, rl 40 
Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, Comisión de Derechos Humanos, 
399 periodo de sesiones, U.N. Doc. E/CN.4/1983/14, de 21 de erero de 1983, párrs. 130 a 132. 
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69. —Acimismo, la Dederación sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas de 1992”, establece que se producen desaperidones forzadas 
en caso que; 


71. Por su parte, los artículos ll y 1 de la Convención Interamericana sobre 


En este caso es necesario relterar el fundamento juridico que sustenta una 
A a a RÍA Sanció de persones en razón de la pluralidad de 
conductas que, conesionadas por un único fin, vulneran de manera permanente, mientras 
subsistan, bienes jurídicos protegidos por la Convención”. 


identidad. 


he eperiñe State eocepted the of the amour voy, De fact that the Gsespeiranoe 


te acceptarca cl the juradictor. 
4. The horking Group considera, for atance, Ut when a Susie 1» TECODMITRO es responsible or +eving 
corunitied en eviOrteo began before he enby intwy forve uf the relevant legal 
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74. La desaparición forzada constituye una violación múltiple de varios derechos 
protegidos por la Convención Americana que coloca a la víctima en un estado de completa 
Indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo particularmente grave 
cuendo as parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada por el 
Estado?> 


75. La práctica de desaparición forzada implica un craso abandono de los princiolos 
esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano de Derechos Humanos” y su 
prohibición ha alcanzado carácter de jus cogens”. 


76. De conformidad con el artículo 1, incisos a y b, de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, los Estados Partes se comprometen a no 
practicar ni tolerar la desaparición forzada de personas en cualquier circunstancia, y a 
sancionar a los responsables de la misma en el ámbito de su jurisdicción, lo que es 
consecuente con la obligación estata! de respetar y garantizar los derechos contenida en el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, la cual puede ser cumplida de diferentes 
maneras, en función del derecho específico que el Estado deba garantizar y de las 
particulares necesidades de protección”. 


77. El deber de prevención del Estado ¿barca todas aquellas medidas de carácter 
po: O administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos 

+ Así, la privación de libertad en centros legalmente reconocidos y la existencia 
poaginins registros de detenidos, constituyen salvaguardas fundamentales, inter alía, contra le 
desaparición forzada. A contrario sensu la puesta en funcionamiento y el mantenimiento 
de centros clandestinos de detención configura per se una falta a la obligación de garantia, 
por atentar directamente contra los derechos a la libertad personal, integridad personal, 
vida" y personalidad jurídica”. 


78. En tal sentido, en el presente caso el análisis de las desapariciones forzadas debe 
abarcar el conjunto de los hechos que se presentan a consideración del Tribunal”, Sólo de 
este modo el análisis legal de este fenómeno es consecuente con la compleja violación de 
derechos humanos que ésta conlleva", con su carácter continuado o permanente y con la 
necesidad de considerar el contexto en que ocurrieron los hechos, a fin de analizar sus 


e Cir. Coso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
22 de septiembre de 2009. Sere C No. 202, párr. 59; Caso Radille Pacheco, supra rota 74, párr. 139, y Caso 
Ibsen Cárdenas e lbsen Peña, supra nota 9, párr. 59. 


e Cir. Caso Velásquez Rodríguez. Fondo, supra mota 20, párr. 158; Caso Chitey Nech y otros, supra nota 
63, párr. 85, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 61. 


» Cfr. Caso a do GE Caso Chitay Nech y otros, supra rota 63, párr. 85, y 
Caso Ibsen Córdenos e Ibsen Peña, supra noto 9, párr. 


» Cfr, Caso de la Masacre de Mapiripán , lag 14, gr. 218 y 1 Cno nao Ca 
rota 75, párr. 62, y Caso Radille Pacheco, supra nota 74, párr. 1 


- Cfr, Caso A A 175; Caso González y otras ("Campo 
7 Va, México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 
2009. Serte C No, 205, párr. 230, y Creo eros Ciara € Joeen Pola, mesa ota S, párr 68, 


u Cfr. Caso Arzuaido Castro, supre note 75, párr. 63, y Ceso Ibsen Córdenes e Ibsen Peña, supra reta 9, 


párr. 63. En el irismo sentido Cfr, Articulo XI de la Convención Imeramericana sobre Desaparición Porzade de 


a Cfr. Caso ibsen Córdenes e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 63. 


a Cfr. Caso Hebodoro Portugal Vs. Panomá. Excepolones Prelimineres, Fondo, Reparaciones y Costes. 
Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 156, párr, 112; Caso Chktey Nech y otros, supra note 63, párr. 
1>, Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 67. 


w Cfr. Caso Hollodoro Portugal, supra note 82, párr. 150; Cuso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr, 
87, y Caco lbsan Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 68. 
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O DS E RR teniendo en 
cuenta el corpus furís de protección tanto Interamericana coma intarnarinal 


D. La desaparición forzada de María Claudia García Iruretacovena de 
Gelman 


b.s Hechos 


79. María Claudia Garcia Irurctagoyena Casinell nació el 6 de enero de 1957 en 
Buenos Aires, Argentina, Trabajaba como operaria en una fábrica de zapatillas y era 
estudiante de Filosofía y Letras de la Universidad de Buenos Alres”, 


B0. Estaba casada con Marcelo Ariel Gelman Schubaroff y al momento en que fue 
privada de su libertad tenía 19 años de edad y se encontraba en avanzado estado de 
embarazo (alrededor de 7 meses)”. 


B1L. — Fue detenida al amanecer del 24 de agosto de 1976 junto con su esposo, Marcelo 
Ariel Gelman Schubaroff, y su cuñada, Nora Eva Gelman Schubaroff, hijos éstos de Juan 
Gelman, así como con un amigo de nombre Luis Edgardo Peredo, en su 

Buenos Alres, por “comandos miltares uruguayos y argentinos”, siendo Nora Eva 
Gelman iberada cuatro días después junto a Luis Eduardo Pereda”. 


82. María Claudia García y Marcelo Gelman fueron llevados al centro de detención 
dendestino conocido como “Automotores Orietti”, en Buenos Aires, Argentina, donde 
permanecieron juntos algunos días y posteriormente fueron separados”, 


83, Marcelo Gelman fue torturado desde el comienzo de su cautiverio en el centro de 
detención dandestino “Automotores Orletti”?, donde estuvo con otros detenidos y 
permaneció hasta aproximadamente fines de septiembre u octubre de 1976, fecha en la 
que fue trasiodado de all”, En 1989 los restos de Marcelo Artel fueron descubiertos por el 


sd ie dr a nd 7. 
Caso Ibsen Cóndenes e Ibren Peña, supra rota 9, párr. 68. 


són ¿> Caso Racifa Pacheco, apra nota 74, párr. 146, y Caso Inpen Cárdenas e Ibsen Peña, =upre rota 9, 


> Cr. Investigación Histórica sobre Detenidos y Desaperecidos en cumplimiento del articula 4 de la ley 
uc o Tomo Il, Fienas personales de Detenidos Desaparecidos, Uruguay, Sección 1, pág. 196, supro 


Mistónca sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.400 de 100, supra not 2), Tomo L. pág, 21e, Tomo 11, ps pornaios de de Detenidos-Desaparecidos, 
196, Tomo IL, pág, 714; Informe final de la Commión para la Paz, supra nota 56, 


Uruguay, Sección 1, 

anexo 5.2, párr, 1b, foo 2201, 

» sobre Detenidos y Desegerecidos en cumplimiento del artículo 4 de la ley 
15.488 de 2007, Tomo U, Fichas personales de Uruguay, supra nota 23, Sección 1, 
pb. 196; de Eduardo Rodofo Cabarilas (expoderte de Tome 9, anexos e le 


De Investigación Mistórica sobre Detenidos y Desanarecidos en cumplimiento del articulo 4 de la ley 
18000 de 2007, Supra nota 23, Tomo Y, Fichas personales de Detenidos Desaparecións, Uruguay, Sección 1 
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María Claudia García permaneció detenida en la sede de la División 111 - SID, 
separada de los demás detenidos, en el piso principal del edificio y, a fines de octubre o 
comienzos de noviembre, habría sido trasladada al Mespital Militar, donde cio a luz a una 


niña”, 


Equipo Argentino de Antropología Forense, el cual determinó que había sido ejecutado en 


octubre de 1976”. 
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a excepción de otros dos 


, 


. 


El 22 de diciembre de 1976 los pricioneros del local del SID fueron evacuados, 
siendo María Claudia García y su hija transportadas a otro lugar de reclusión dandestino, 


conccido como la Dase Valparaíso 


Tras el parto, clla fue devuelta al SID", junto con su hija, y ubicada en una 


habitación en planta baja, separada del resto de los detenidos 


niños, los hermanos Jullen-Grisonas, con quienes compartían el mencionado espacio*”, 


87. 


Cfr. Declaración indagotoría de Eduardo Rodol'o Cabanillas Sánchez de 21 de marzo de 2003 anta el 


. 197; decareción rendida por Juan Gelman durarte la audiencia pública; testimonio rendido por Sara 
a 
Juez de ¿ro Iestruesión en lo Panel de 300 Turno, (apelante de arueha, Verna d, uñcicos e lo conteraiión de lo 


Méndez durante la sudiencia pública. 


il id A 
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Aproximadamente a finales de diciembre de 1976, a María Claudia García le fue 
A O a y o SEN ELO a 106). 


89. Tras el racimiento de Maria Macarena Gelman García, existen dos versiones'”, 


ad 
Orlettí”, que se trasladaron a Montevideo para transportarla a e 
en lancha, desde el puerto de Carmelo, cla dado soaania ea al pudo Dacia 


90. El señor Juan Gelman, a. de Marcelo prieto suegro de María Claudia García 
Iruretagoyena y abuelo de Marla Macarena Gelman García, y su esposa, Mara Elda 
Magdalena La Madrid Da'toe, realizaron por su cuenta averiguaciones para conocer lo 
ocurrido a su hijo, a su nuera y a la hija de ambos, que presu había nacido durante el 
cautiverio de sus padres'”, 


artículo 7.1 de la Convención, y sólo puede ser entendida como el inicio de la 
configuración de la violación cocida de derechos que implica la deseparición forzada. 
Constituyó además un flagranto pogo de la obligación estatal de mantener a las 
personas privadas de libertad en centros de detención oficialmente reconoddos y 
rr yr oro Brercrcrer 


92. En casos de desaparición forzada de personas se viola el derecho al reconocimiento 


93. Su traslado desde Argentina a Uruguay pretendió sustraería de la protección de la 
ley en ambos Estados, tanto por su permanencia en centros cdandestinos de detención, 
como por el hecho mismo de haber sido forzada a salir de su país sin ningún tipo de 
control migratorio, persiguiéndose así anular su personalidad jurídica, negar su existencia 
y dejaria en una suerte de limbo o situación de indeterminación Jurídica ante la sociedad, 
el Estado e inclusive la comunidad internacional, lo que, por ende, constituye también una 
violación de su derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, reconocido en el 


= Cf. infueme Anal de la Comisión para la Paz, supra moza $6, ancao 5.2, párr. 15; tulo 2202. 


. Ot. informe final de a Comisión pera le Pez, supe rota 36, enero 5.2, párr. 15, foto 2202; 
Histórica sobre Detenidos y Desaparecións en cumplimiento del artículo 4 se la ley 15.488 
2007, supra nota 23, Tomo IV, Informe de! Comando General del ejército, Y de agosto de 2005, págs. 82. 


. Cfr. imorme final de la Comisión para la Paz, supra nota $6, anexo 5,2, párr. 1b, fobs 2202. 


e. Ot. Investigación matórica sobre Detendos y Desaparecióos en cumpimierto del articulo 4 de ta ley 
15.483 de 2007, supra nota 23, Tomo E págs. 205 y siguientes; dederación rendida por Juan Gelman durante la 
audiencia pública; ex "El caso Gelman. Periodismo y derechos humanos” (ediciones Cruz del Sur, 


Uruguay, 2006), prueba, 21987 y ss. 
” Cfr. Caso Aneualdo Castro, supra rota 75, párr. 101, y Caso Radilla Pachoco, supra rota 74, párr. 157 
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artículo 3 de la Convención*”. 


94. Por otro lado, la desaparicón forzada de María Claudia Garcia es violatoria del 
derecho a la integridad personal porque el solo hecho del aislamiento prolongado y de la 
incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e Inhumane en contradicción 
con los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la Convención, 


95. Además, una vez detenida, ella estuvo bajo control de cuerpos represivos oficiales 
que impunemente practicaban la tortura, el asesinato y la desaparición forzada de 
personas, lo que representa, por sí mismo, una Infracción al deber de prevención de 
violaciones a los derechos a la integridad personal y a la vida, reconocidos en los artículos 
5 y 4 de la Convención Americana, aún en el supuesto de que no gone: el los 
hechos de torturas o de privación de la vida de la persona en el caso concreto!” 


96. Sí mln no hay reacio ¿siega alce dl do pom dela lO 
con posterioridad a la sustracción de su hija, la práctica de desapariciones ha implicado 
con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida 
del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del crimen y de 
procurar la impunidad de quienes lo cometieron, lo que significa una brutal violación del 
derecho a la vida, reconocido en el artículo 4 de la Convención. 


97. El estado de embarazo en que se encontraba María Claudia García cuando fue 
detenida constituía la condición de particular vulnerabilidad por la cual se dio una 
afectación diferenciada en su caso. A su vez, en Argentina ya había sido separada de su 


esposo y luego trasladada al Uruguay sin conocer el destino de aquél, lo que en sí mismo. 


representó un acto cruel e inhumano. Posteriormente, fue retenida en un centro 
delandestino de detención y torturas, a saber, cl SID, donde su tratamiento diferenciado 
respecto de otras personas detenidas -pues estuvo separada de éstas- no se dio para 
cumplir una obligación especia! de protección a su favor, sino para lograr la finalidad de su 
retención ¡legal, de su traslado al Uruguay y de su eventual desaparición forzada, cual era, 
la instrumentalización de su cuerpo en función del nacimiento y el periodo de lactancia de 
su hija, quien fue entregada a otra familia luego de ser sustraida y sustituida su identidad 
(infra párrs. 106 a 116). Los hechos del caso revelan una particular concepción del cuerpo 
ge la mujer que atenta contra su libre maternidad, lo que forma parte esencial del libre 
desarrollo de la personalidad de las mujeres. Lo anterior es aún más grave si se 
considera, según fue señalado, que su caso se dio en un contexta de desapariciones de 
mujeres embarazadas y apropiaciones ilícitas de niños ocurridos en el marco de la 
Operación Cóndor. 


98. Los señalados actos cometidos contra María Claudia Garcia pueden ser calificados 
como una de las más graves y reprochables formas de violencia contra la mujer**, que 
habrían sido perpetrados por agentes estatales argentinos y uruguayos, que afectaron 
gravemente su integridad personal y estuvieron daramente basados en su género. Los 
hechos le causaron daños y sufrimientos físicos y psicológicos que, por los sentimientos de 
grave angustia, desesperación y miedo que pudo experimentar al permanecer con su hija 


se Cfr. Caso Arzuaido Castro, supra nota 75, párr. 90; Caso Chitay Nech y otros, supra nota 63, párr. 98, y 
Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. $8. 


q. Of. Caso Velésquez Rodríguez, supra nota 20, párns. 156 y 187; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iiguez 
Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fando, Reparnciones y Costas, Sentencia ce 21 de noviembre de 2007. 


"Serie C No. 170, párr. 171, y Caso Arzuaido Castro, pr párr. 85. 


E - Cfr. Caso Velésquez Rodríguez, Supra nota 20, párr. 175; Caso Ticona Estrada y otros Vs. Bolivia. 
Fordo, Reparaciones y Costas. Sentenda de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 191, párr. 59, y Caso 
Anzuoldo Castro, supra nota 75, párr. 85. 


sue Cír., en tal sentido, articulos 1 y 2 de la Conwenón de Belém do Pará. Lomo ho sido señalado 
anteriormente por este Tribunal, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer ha sostenido 
que Camina oran na mas ol vinci bend e et, de la 


, SUP nota 79, párr, ; Caso Fernández Ortega y otros. VS. México. Excepción 
Sraladass, ¿nal Aspar y Cunas. Séneca de 29 de Sposes de 200 SoriS € 10. 215, párr. 129, y Caso 
Rosendo Cantú y otra supra nota 9, párr. 120, 
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una 
afectación de tal magnitud debe ser calificada como la más grave forma de 
vulneración de su integridad . 


99. Esta desaparición forzada constituye, por la naturaleza de los cerachos lesionados, 
una violación de una norma cogens, especialmente grave por haber acontecido como 
parte de una práctica sistem de "terrorismo de Estado” a nivel inter-estatal"*”. 


100. La preparación y ejecución de 'a detención y posterior desaparición forzada de 
María Claudia Garda no habrían podido perpetrarse sin cl conocimiento u órdenes 
superiores de las jefaturas militares, óe policía e Inteligencia de ese entonces, o sin la 
colaboración, aquiescencia o tolerancia, manifestadas.en diversas acciones realizadas en 


personalidad 
Iruretagoyena, reconocidos en los artículos 7.1, 5.1 y 5.2, 4.1 y 3, en razón del 
incumplimiento de sus obligaciones de respetar y garantizar esos derechos, establecidas 
en el artículo 1.1, todos de ta Convención Americana, en relación con los artículos 1 y XI 
de ¡a Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”". 


v1.2 


DERECHOS AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA, DEL NIÑO, A 
LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA, AL NOMBRE, A LA NACIONALIDAD Y A LA 
INTEGRIDAD PERSONAL DE MARÍA MACARENA GELMAN GARCÍA 


102. En este capitulo la Corte analizará, a la luz del reconocimiento de responsabilidad 
internadonal, los hechos y las alegadas violaciones a los derechos hurranos planteados 
por la Comisión y los representantes en perjuicio de María Macarena Gelman, a saber: el 
derecho al reconocimiento de la personalidad juridica, el derecho a la familia, el derecho al 
nombre, los derechos del niño, el derecho a la nacionalidad, el derecto a la integridad 

y el derecho a la protección de la honra y de la dignidad, reconocidos en los 
artículos 3, 17, 18, 19, 20, 5 y 11 de la Convención, respectivamente. Asimismo, en este 
capítulo el Tribunal abordará las alegadas violaciones de los derechos reconocidos en los 
articulos S y 11 de la Convención, en perjuicio del señor Juan Gelman. 


mu. Testimoría de Sara Méndez. rendida por han Gelman dyreete la suderda pública. 


mn Or., mirós munanár, Caso del Penal Mguei Castro Castro Vi. Porú. Porto, Reparaciones y 
Sartancia 69 15 de nocerins de 1006. Sere C Na. 159, párr. 103. 


Cestas. 
el Por ende puede tar calificada como un crimen de lesa humanidad 

a En mumergaca casos la Corte ha analizado, o dedarado la violación, de las disponcenes se la referda 
Convención Blanco 
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A. Alegatos de las partes 


La Comisión alegó lo siguiente: 


AAA A 
María Macarena por las fuerzas de seguridad de Po ap do ici 
verdadero personalidad jurídica al alcanzar la mayoría de edad” 


María Macarena no conoció su verdadera identidad, vioiO MVE El da MIA 
falsa y una vida privada falsa, aunque no era consciente que eso era falso; 


al no conocer la verdad respecto a la desaparición de su madre biológica, la 
personaidad jurídica de María Macarena Gelman le impidió procurar un recurso en 
el sistema judicial uruguayo para la investigación de las circunstancias de su 
nacimiento en cautiverio y de las circunstancias que dieron lugar a la muerte de 
su madre estando bajo la custodia de las fuerzas de seguridad uruguayas; 


pi pm e ye o go o pb ro pres 
detención arbitraria e Begal de ejecución extrajudicial perpetuó 
superestructura Fla 0 la mento que Mara Macarena uv os primeros 23 05 
su vida”; 
Uruguay no ofreció a María Macarena Gelman las medidas especiales de 
protección que requieren los niños por lo cual se vulneró el artículo 19 de la 
Convención en su perjuicio; 


respecto del artículo 17 de la Convención Americana, “(aji cameos og, Estado no 
OR DIAS de o su hija, 
tarnbién al sufrimiento Juan 


compartr una vida de familla Gurante todos los años de la niñez y adolescencia de 
María Macarena, una situación que era todavía más conmovedora, habida cuenta 
lo sucedido a sus padres”; 


en relación con el artículo 20 de la Convención Americana, "dado que María 
Macarena es hija de padres argentinos nacida en Uruguay [y] que el Estado no 
aclaró les drcunstancias de su nacimiento, fue privada de su nacionalidad e 
identidad argentinas”; 


respecto del artículo ds OO eprcrtación Sn HUA Paampoans par 09 Bienes de 
seguridad de la impidió conocer su verdadero nombre e identidad, pues 
vivió con un nombre aunque no era consciente de que era falso”; 


sobre el artículo 5 de la Convención, el sufrimiento y el dolor de Juan Gelman, de 
su femblla y de María Macarena Gelman fueron causados por la pm ee 
forzada de María Ciaudia Garcia y por la inexistencia de una investigación 

eras, 20LODaS por e MIEDO da aus dl bado By Da DstoniaacOAK Eo Begins Y 


el Estado violó el artículo 11 de la Convención Americana por la vulneración de la 
privacidad de María Macarena Gelman. 


Los representantes alegaron que: 


Maria Macarena Gelman "fue registrada con datos de nacimiento falsos” por lo que 
“a apariencia de legalidad, creada mediante un registro falso de su nacimiento, 
promovió que viviera, creciera y se desarrollara er total ignorancia de su 
verdadera personalidad jurídica” y, "en consecuencia[,] le Ea da ejercer - 
incluso llegada su adultez- los derechos y obligaciones que le amparaban como 
hija de María Claudia Garcia y Marcelo Gelman” y que, en efecto, le 


b) "el Estado [..] tenia la obligación de proveeria de los documentos que 


demostraran su existencia e identidad real”, no obstante, “omitió tomar las 
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medidas necesorias para que un bebé nacido en cautiverio y sin la protección de 
sus progenitores[] y[,] por tanto[,] en situación de extrema vulnerabilidad frente 
a las acdones de agentes estatales y terceros, fuera devuelto a su familia. de 
origen y pudiera serle reconocida su verdadera personalidad jurídica”; 


*[ejn este caso, el registro del nacimiento de María Macarena fue [..] 
completamente viciado”, pues “[p]ara todos los efectos jurídicos, María Macarena 
fue obligada a asumir una personalidad juridica falsa, creada llegalmente y sin su 
consentimiento”, por lo cual el Estado falló en su ooligación de restablecer “en el 
registro civil las circunstancias reales del nacimiento de María Macarena, así como 
que se le diera a conocer su verdadera identidad y se reconociera su legítima 
personalidad jurídica”; 


"los efectos juridicos que tuvo la negación de su nombre y de su idantidad fueron 
tales que le privaron durante ese tiempo de acceder, entre otros, a sus derechos 
hereditarios, y al derecho de ostentar la nacionalidad de sus padres”; 


al momento en que Uruguay reconoció la competencia de la Corte, María 
Macarena Gelman “era aún una niña, por lo que el Estado le debía las 
protecciones especiales adicionales y complementarias que su condición y 
circunstencias particulares requerían”, No obstante, Uruguay no adoptó las 
medidas necesarias para proteger sus derechos y tampoco revirtió “la condición 
de desamparo en que encontraba Maria Macarena” y, por el contrario, el Estado 
"garantizó, con su silencio y su obstrucción, que los crímenes cometidos en “su] 
perjuicio [...] se perpetuaran en el tiempo, impidiendo así su derecho a crecer y 
desarrollarse junto a su familia biológica”; 


”[aJdicionalmente, estas violaciones afectaron de forma particular los derechos y 
cbligaciones de sus abuelos y demf[ájs familiares, a quieres se les negó la 
oportunidad de formar parte de la vida de su nieta, de aportar a su desarrollo y de 
verla crecer”; 


el Estado violó el derecho a la nacionalidad de Maria Macarena Gelman por 
habérsele negado su vínculo paterno-fillal con María Claudia García y Marcelo 
Gelman, ambos ciudadanos argentinos, lo que la privó de su "derecho a recibir la 
nacionalidad argentina que ostentaban sus padres desde el momento de su 
nacimiento”. Las acciones y omisiones de Uruguay al no revertir la identidad falsa 
impuesta a María Macarena Gelman, provocaron, a su vez, una privación arbitraria 
de su derecho a la nacionalidad; 


la violación y sus efectos persistiercn en el tiempo, “lo que obligó a Maria 
Macarena a vivir con una familia que no era su familia biológica, con un nombre 
distinto al que le [habrían dado] sus padres, bajo una identidad falsa que afectó 
su derecho a desarrollarse en una sociedad y cultura propias y a ajercer los 
derechos de su personalidad jurídica, así como a recibir la nacionalidad de sus 
padres”, . 


bajo el artículo 18, Uruguay estaba obligado a devolverle a Maria Macarena “su 
verdadero nombre, apellidos, parentesco e identidad”. Si bien, gracias a los 
esfuerzos e investigaciones personales de Juan Gelman, María Macarena Gelman 
*pudo rectificar su situación jurídica irregular y ha recuperado su verdadera 
identidad”, "su derecho al nombre fue violentado por muchos años, afectando por 
mucho tiempo su desarrollo, su proyecto de vida, sus vínculos familiares y el 
ejercicio de sus derechos, lo cual ha dejado una hueila indeleble en su vida y en la 
de sus famillares”; 


*[dJesde la fecha en que Macarena conoció su verdadero origen [...] ha estado 
abocada a la búsqueda de justicia y [a] conocer el destino y paradero de María 
Claudia”, por lo cual, la "falta de respuesta de las autoridades uruguayas (le]ha 
causado un profundo sufrimiento”, así como frustración e impotencia por la 
impunidad en la que zún se amparan los hechos del caso; y 


"la falta absoluta de acción estatal en este caso a fin de reunificar la farrilia, y de 
restablecer la verdadera identidad de María Claudia, representó una clara 


12 de abril de 2011 


12 de abril de 2011 CÁMARA DE SENADORES 611-C.S. 


violación de los derechos de María Macarena, Juan Gelman, y sus familiares [...] a 
la protección de su dignidad y honra”. 


105. El Estado no se refirió en particular a estos alegatos, pero reconoció las 
violaciones de los derechos humanos de María Macarena Gelman García en su conjunto 
(supra párrs. 19 a 22). 


B. Hechos relativos a la situación de María Macarena Gelman García 


106. En relación con los hechos de la desaparición forzada de María Claudia García 
(supra párrs, 44 a 63 y 79 a 90), el 14 de enero de 1977 su hija habría sido colocada en 
un canasto y dejada en la puerta de la casa de la familia del policia uruguayo Ángel 
Tauriño'”*, ubicada en el barrio Punta Carretas de Montevideo, Uruguay, con una nota 
donde se indicaba que la niña había nacido el 1 de noviembre de 1976 y que su madre no 
podía cuicanria'**, 


107. Ángel Tauriño y su esposa, quienes no tenían hijos, recogieron el canasto y se 
quedaron con la niña, registrándola como hija propia aproximadamente un año y medio 
más tarde, a quien llamaron y bautizaron como María Macarena Tauriño Vivian*”. 


108. En el marco de las averiguaciones que Juan Gelman realizó junto con su esposa, 
Mara Elda Magdalena La Madrid Daltoe (supra párr. 90), ambos recibieron informaciones 
de distintas fuentes sobre algunas circunstancias del secuestro y desaparición de María 
Claudia García, así como del parto y, hacia 1997, también sobre el nacimiento en 
cautiverio de su nleta. Siguieron las indagaciones en forma discreta, sin éxito, hasta que, 
a principios de 1998, contactaron a la señora Sara Méndez, quien estuvo detenida en 
Automotores Orictti y fue posteriormente trasladada a la sede del SID en Montevideo, y 
les pa información relevante pera reconstruir lo sucedido a María Claudia 
Garcla"””. 


109, Tales informaciones llevaron a Juan Gelman y a su cónyuge, residentes en México, 
a desplazarse constantemente a Buenos Alres y a Montevideo-para entrevistaráe con 
diferentes personas que hablan sido detenidas y llevadas a los sitios donde habría 
permanecido detenida María Claudia García, asi como también con algunos funcionarios y 
ex funcionarios estatales que accedieron a suministrar fragmentarias versiones sobra lo 
ocurrido"”., 


110, A finales del mes de noviembre de 1999 una pareja de vecinos de la ciudao de 
Montevideo contactó al señor Juan Gelman y le informó sobre la aparición de una niña de 
casi dos meses de vida en la puerta de la casa de la familia del policía Ángel Julián 
Tauriño, hecho que, en su momento, había causado conmoción en el barrio porque era 
público que la mencionada pareja no podía tener hijos, lo cual anhelaban**, 

111. Frente a esta situación, y a efectos de poder entrar en contacto con la que sentía 
era Su nieta, a fines de enero del año 2000 Juan Gelman solicitó la Intermediación del 
Obispo del Departamento de San José, Monseñor Pablo Galimberti, quien, a su turno, 
contactó a la señora Vivián de Tauriño, cuyo marido, el Comisario Ángel Julián Tauriño, 


15 Cfr, Dedaración rendda por María Macarena Gelmen durante lo vudlencia púbica, y declaración de Juar 
Gaiman durante la audiencia pública. 


.u6 Cfr, Declaración de María Macarena Gelman ante la Comisión interamericana, prueba, folio 245, 


> Cfr, Ceruficado de bautismo de María Macarena Taurifo Vivian, expedido el17 de diciembre de 1999, 
prueba, folios 243 y 3310, y registro civil de nacirriento No. 1569, prueba, fodos 3311 y 3714. 


Pc N Cfr, Testimonio de Mero La Mudrid, rendido ante fedatorío pública el 13 de marzo de 20? "wueba, fobo 
y so. 

us Cfr. Declaración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrió, 
: supra note 118, prueba, fobos 3360 y ss. 


ln Cfr, Declaración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, 
supra rota 118, prueba, fobo 3677. 
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había fallecido en octubre de 1999 siendo Jefe de Policía del Departamento de San José, 
y le explicó la situación, 


112. Em razón de lo anterior, la señora Vivián de Tauriño conversó con María Macarena 
Tauriño y le hizo saber la forma en que había llegado a la familla*”, 


113, EN 31 de marzo de 2000, a la edad de 23 años, María Macarera Tauriño tuvo por 
primera vez contacto con su abuelo paterno, Juan Gelman, enterándose así de los hechos 
que rodearon la desaparición a sus padres biológicos*”, 


114, Como consecuencia de lo anterior, María Macarena Tauriño se sometió, el mismo 
año, a una prueba de ADN a los efectos de determinar el eventual porepcoco con la 
familia Gelman, la que resultó en una identificación positiva en un 99,9965%'”* 


115. Posteriormente, María Macarena Taurifo Vivián inició una acción de cinc 
de filiación legítima ante el Juzgado Letrado de Familia 17% de Turno de Montevideo, el 
cuel, el 8 de marzo de 2005, decretó la nulidad de la inscripción de su partida de 
nacimiersto como hija legítima de Árgel Julián Tauriño Rodríguez y de Esmeralda Vivian y 
ordenó Su inscripción como hija legítima de Marcelo Ariel Gelman y de María Claudia 
García Iruretagoyena, nacida en Montevideo el 1 de noviembre de 1976, nieta por linea 
paterna de Juan Gelman Burichson y de Berta Schubaroff, ambos de nacionalidad 
argentina, y por linea materna de Juan Antonio García Iruretagoyena y de María Eugenia 
Cassinell |, de nacionalidades españo'a y argentina, respectivamente'”* 


116. Luego, María Macarena decidió proceder a la mábieadis de toga su 
documentación, así como de todo registro que la involucraba, cambiando su nombre de 
María Macarena Tauriño a María Macarena Gelman García Iruretagoyena*”* 


C.- La sustracción y supresión de la identidad de la niña María Macarena 
Gelman como forma de desaparición forzada 


117. Puesto que se trata de la hija de una mujer desaparecida, sustraída a los pocos 
días de haber nacido en cautiverio, luego retenida, separada de su madra a las pocas 
semanas de existencia, así como suprimida y sustituida su identidad para ser entregada a 
una familia que no era la suya, más allá de lo planteado por la Comisión y los 
representantes, la Corte determinará la calificación *rídica de los hechos en las 
circunstancias del caso'” 


118. Los hechos del caso revelan que la integridad personal de María Macarena Gelman 


.. Cf. Decteración rendida por Juan Gelman durante la audiencia pública, y testimonio de Mara La Madrid, 
supra nota 118, prueba, folios 3380. 


1 Cfr. Declaración rendida por María Macarena Gelmen durarte ls audiencia pública. Sobre este hecho 
O Ni respecto, dfr. dedaración rendida por Juan 
Gelman Curante la auctencia pública 


a Cfr. Denuncia original presentada pcr María Macarena Gelman y Juan Gelmanarte la Comisión 
Interamericana , prueba, folios 98 y 150; observaciones adicionales al fondo presentadas por los recresentantes 
A O a O O O O E ONO Mauricio 
Rodriguez: “El caso Gelman. Periodismo y derechas humanos” (ediciones Cruz del Sur, Urug"=v 3 |, prueba, 
folios 2989 Y 3002. 


2 0%. Senmencia definitiva de primera instancia cel 8 de marzo ce 2005. Juzgado Letrado de Famiha de 
17” Turmo, en autos caratulados *Teuriño Vivian María Macarena VS. Vivien Esmeralda- Gelman Burichson Juen- 
Schubarof! Berta- García Iruretagoyena Juan A. Acciones de Estado Civil", pruebe, folios 363, 373 y 374. 


125 Cfr. Sertencia definitiva de primera instancia de 8 de marzo de 2095, supra nota 124, prueba, folios 


362 2 381. 


5d Cfr. Declaración rendida por María Macarana Gelman curante la audiencia pública; declaración ce María 

Macarena Gelman ante la Comisión Imteramercara, pruebe, follo 246. 

5 En el Caso De la Masacre de la Dos Erres Ve. Guatemala, la Corte señaló “a especial gravedad que 

revista el que pueda atribuirse a un Estado Parte en dicha Convención al cargo de haber aplicado o tolerado en 

qu tarrmonto tna puáciica seamábica de sumreccioses y nutuncionies logias de menores”, pero no sa calificaron 

tos hechos como desaparición forzada. Caso De la Masacro de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentercia de 24 ce noviembre de 2009. Serie C Mo. 211, párrs. 177 y 199. 
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García pudo verse afectada por las circunstancias de su nacimiento y de sus primeras 
semanas de vida'”. No obstante, resulta evidente que la vulneración del derecho a la 
integridad psíquica ocurrió a partir del momento en que descubrió su verdadera 
identidad, lo que quiere decir que la violación de su integridad psíquica y moral es una 
consecuencia tanto de la desaparición forzada de su madre y de haberse enterado de las 
circunstancias de la muerte de su padre biológico, como de la violación de su derecho a 
conocer la verdad sobre su propia identidad, de la falta de investigaciones efectivas para 
el esclarecimiento de los hechos y del paradero de María Claudia García y, en general, de 
la impunidad en la que permanece el caso, lo cual le ha generado sentimientos de 
frustración, impotencia y angustia, 


119. En este sentido, María Macarena Gelman dedaró ante la Corta sobra cómo esta 
grave alteración en sus condiciones de existencia ha afectado su proyecto de vida desde 
que conoció su verdadera identidad, cuando tenía cerca de 24 años de edad. A partir de 
entonces, luego de reclamar su filiación legítima ante la jurisdicción uruguaya a 
inscribirse como hija legítima de Marcelo Gelman y María Claudia García, ella emprendió 
una búsqueda de su verdadero origen y las circunstancias de la desaparición de su 
madre, Según expresó, a partir de entonces "ha dedicado su vida a esto” y la búsqueda 
la “fue absorbiendo”, pues "fu[e] perdiendo motivaciones, no h(a] podido volver a 
disfrutar, siempre pendiente y pensando que algo más puede pasar, [Sin] proyección [de 
su vida] mas allá de un mes, viajando entre Montevideo y Buenos Aires”. Conduyó que 
*no es mucho más que esto [su] vida ahora””. Al respecto, la perita Deustch observó 
que "ella ha sido afectada en lo más íntimo de su ser: su identidad”, pues el 
conocimiento de los hechos "la hizo tambalearse y le desestructuró su mundo interno”, 
La perita concluyó que María Macarena Gelman “presenta síntomas que perturban su 
vida, le impiden retomar un proyecto para su futuro, y le causan dolor”**, 


120. Lo anterior revela que la sustracción de niños y/o niflas efectuada por agentes 
estatales para ser entregados llegitimamente en crianza a otra familia, modificando su 
identidad y sin informar a su familia biológica sobre su paradero, tal como ocurrió en el 
presente caso, constituye un hecho complejo que implica una sucesión de acciones 
legales y violaciones de derechos para encubrirlo e impedir el restablecimiento del 
vínculo entre los menores de edad sustraídos y sus familiares. 


121. En s3u condición de ese entonces, como niña, María Macarena Gelman tenía 
derecho a medidas especiales de protección que, bajo el artículo 19 de la Convención, 
correspondían a su familia, la sociedad y el Estado. A su vez, las alegadas violaciones a 
los derechos reconocidos en los artículos 3, 17, 18 y 20 de la Convención deben 
interpretarse a la luz del corpus juris de los derechos de la niñez*?* y, en particular según 
las circunstancias especiales del caso, armónicamente con las demás normas que Jes 
atañen, en especial con los artículos 7, 8, 9, 11, 16, y 18 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 


122. Asi, la referida situación afectó lo que se ha denominado el derecho a la identidad, 
que si bien no se encuentra expresamente contemplado en la Convención, en las 
circunstancias del presente caso es posible determinario sobre la base de lo dispuesto por 
el artículo 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece que tal derecho 
comprende, entre otros, el derecho a la nacionalidad, al nombre y a las relaciones de 
femilia. Asimismo, el derecho a la identidad puede ser conceptualizado, en general, como 
el conjunto de atributos y características que permiten la individualización de la persona 


a] Las evidencias cientificas señalen que la almentación, los tensiones, la presión psicológica y fisica 


experimentaca por la macre durante el embarazo tiene efectos sistémicos que inciden sobre los Mijos [ 
puciendo incluso alterar su posterior desarrollo fisico, Cfr. Comisión Nacional sobre Prición Política y Tortura, 
supra nota 23, Cap. V, pág. 255. 
. Cir. Declaración rendida por María Macarena Gelman durante la audiencia pública, 
EE sciOn parado 09 as Bentos) sonido: qna Satitcd, pEnia el 2? de parlasion de 2010, 
b o b 
Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17 del 28 de agosto de 
ro arre dodo 24, También véase: CIDH, Informe: La irfancia y sus derechos en el Sistema 


Interamericano de Derechos Humanos, segunda edidón, OPA/Ser. L/V/M.133 Doc 4, 
Washington, 29 de Octubre 2008, párrs. 43 y 44, 


E 
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en sociedad y, en tal sentido, comprende varios otros derechos según el sujeto de 
derechos de que se trate y las circunstancias del caso?” 


123. Al respecto, la Asamblea General de la ririatióS de Estados Americanos (en 
adelante la “OEA”) señaló “que el reconocimiento de la identidad de las personas es uno 
de los medios a través del cual se facilita el ejercicio de los derechos a la personalidad 
jurídica, al nombre, a la nacionalidad, a la inscripción en el registro civil, a las relaciones 
familiares, entre otros derechos reconocidos en instrumentos Internacionales como la 
Dedaración Americana Je los Derechos y Deberes del Hombra y la Convención 
Americana”*"*”. Asimismo estableció que "la falta de reconocimiento de la identidad puede 
implicar que la persona no cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el 
pleno ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, soctales y culturales”**, En 
ese mismo sentido, el Comité Jurídico Interamericano expresó que el “derecho a la 
identidad es consustancial a los atributos y a la dignidad humana” y que, en 
consecuencia, "es un derecho humano fundamental oponible erga omnes como expresión 
de un interés colectivo de la [c]omunidad [¡jnternacional en su conjunto, ] que y no admite 
derogación ni suspensión en los casos previstos por la Convención Americana”?* 


124. En cuanto e la sustracción y apropiación ilicita de niños y niñas, deberes 
argentina ha considerado que ello afectaba el derecho a la identidad de las víctimas, toda 

vez que se había alterado el estado civil de los niños y se hablan atribuido datos 
Fllstorios que impidieron conocer la verdadera identidad de los mismos, quedando 
eliminado cualquier indicio relativo a su verdadero origen y evitando el contacto con la 
verdadera familia", En ese mismo sentido, la Cámara Federal de Apeleciones de Sán 
Martín afirmó, en relación con la identidad de los niños sustraidos en Argentina y citando 
un voto minoritario de la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata'”, que *[eJ! 
reconocimiento social del derecho prevaleciente de la familia a educar a los niños que 
biológicamente traen a la vida, se cimenta además en un dato que cuenta con muy fuerte 
base científica, que es la herencia genética de las experiencias culturales acumuladas por 
las generaciones precedentes”, añadiendo que “la personalidad no se forma, entonces, en 


uu El derecho a la entidad está previsto en las tegisieciones nacionsies de varios Estados de las 
prota, sist pur Jenejo en al Clllao do Ll Nes y Jo Alacan On de Ona ql atlas e Mateo 

la Identidad como uno de los derechos esendelos de los niños. Igualmente he sldo reconocido por 
jurisprudencia interna de algunes Estedos, como son: 


a) los casos de la Corte Constitucioral Colormblana, en el sentido que la "identidad personal es un derecho 
de significación amplila, que engloba otros derechos [y quel supone un conjunto de atributos, de 
cubcades, tarto de carácter blolégico, como los referidos a la personalidad que permiten precsamente 
la individualización de un sujeto en sovecac” (al respecto, ver le sentencia de tutela T-477/1995, de 
23 de octubre de 1995]; y 


b) el Tribunal Congutucional de Perú, que señaló cue "zda persona tiene derecho a la identidad, ....cu md 
que comprende Tanto al derecho a un nombre <comnocer a Sus padres y conservar sus apellidos”, el 
relativo a tener una nacronalidas y la obligación 0e que el Estado reconozca su personalidad Juridica” 
a , ver, Segueda Sala, sentencia de recurso de agravio constitucional de 25 de juño de 


E Cr. OEA, "programe, interamericano pera Py A rr 8 a la Identidad”, , 


el 
temiba. A respecto, cfr. Comité Juridico interamericano, *sobre el alcance del derecho a la Mentidad”, 
resolución i/dec. 276/07 rev. 1, de eones Alo párrs. 11,2 y 18,3,3, rotficada meclaste resolución 
CUJRES.137 [LOX1-0/07), de 10 de agosto ce 2010. 


A 7 OEA, Resoluciones AG/RES. 2206 (O0VIL-G/07); 2362 (XXXVIN-O/08), y 2602 (XL-0/10), supra 


ed Cfr. Comité Juridico Interamericano, Opinión, sunra nota 133, párr. 12. 


end Cfr. Tnmnal Oral en la Criminal Federal No. 6 de la Captal Federal de Argentina, ¿utos caratulados 
“REL, Victor Enrique s/sustracción de menor de diez años”, supra nota $5. 


e Cfr, Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, Argentina, Sala Tercera, en dutos caratu/ades *C., 0.0. 
</infracción artículos 139 ciao 2* y 293 del Código Penal”, causa No, 08,787, de 9 de dicembre de 195%,voto 
minoritario del juez Lacpoldo E 
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el artículo 17 de la Convención, conlleva que 


| 
í8 
| 


A A 


127. En cuanto al derecho al nombre, reconocido en el artículo 18 de la Convención y 
también en diversos instrumentos internacionales'”, Corte ha establecido que 
constituye un elemento básico e indispensable de la identidad de cada , sin el 
cual no puede ser reconocida por la sociedad ni registrada ante el Estado**”. Además, el 
nombre y el apellido son "esenciales para establecer formalmente el vínculo wistente 
entre los diforentes miembros ge la familta”**, Este derecho implica, por ende, que los 
Estados deben garantizar que la persona sea registrada con el nombra elegido por ella o 
por sus padres, según ses el momento del registro, sin ningún tipo de restricción ni 
A NO TR 
. el 


la 
» Cfr, Opinión Consultiva OC»17, supra nota 131, párr, 06; Coso de los Hormonas Serrano Crue Vs. Ul 
Salvador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 01 de márzo de 2005. Serie € No. 120, párr. 141, y Copo 
Chiitay Nech, supra rota 67, par. 157, 
ed Cfr. Opinión Conaultiva OC-17, supra noto 131, párrs, 71 y 72; y 72; Coso De la Masacre de ns Dor 
Eros, supra nota 137, párr, 187, y Caso Chitey Nech y obres, supra nota 61, . 187 


5 Cfr, Caso de las Niñas Yoan y Bosico Vs. República Cominicane. Excepciones Prefiminares, Fondo, 
Reparaciones y Coutas, Dontencie de 8 de septiertee de 2005. Seria C No, 130, párr. 187, y Caso De la Macacro 
de las Dos Erras, supra nota 127, phrr, 192. . 


Cfr. Caso de los Niños Yean y Basico, supra nota 143, párr. 184, y Caso De la Masacre de las Dos Erras, 
supra rota 127, párr, 192, 
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128. Por otra parte, el derecho a la nacionalidad, consagrado en el artículo 20 de la 
Convención, en tanto vínculo Jurídico entre una persona y un Estado, es un prerrequisito 
para que puedan ejercerse determinados derechos** y es también un derecho de 
carácter inderogable reconocido en la Convención Americana'*, En consecuencia, el 
derecho a la nacionalidad conlleva el deber del Estado con el que se establece tal 
vinculación, tanto de dotar al individuo de un mínimo de amparo jurídico en el conjunto 
de relaciones, como de protegerlo contra la privación en forma arbitraria de su 
nacionalidad y, por tanto, de la totalidad de sus derechos políticos y de aquellos derechos 
óviles que se sustentan en ésta". Igualmente, impcrta, cuando se trate de niños y 
niñas, tener en cuenta la protección específica que les corresponde, por ejemplo, que no 
se les prive arbitrariamente del medio familiar!'* y que no sean retenidos y trasladados 
Icitamente a otro Estado!*”. En el presente caso, el traslado ¡fícito a otro Estado de la 
madre de María Macarena Gelman en estado de embarazo, con el referido propósito 
(supra párr. 97), frustraron el nacimiento de la niña an el país de origen de su familia 
biológica donde normalmente hubiese nacido, lo que tuvo como consecuencia que, 
mediante su supresión de identidad, adquiriera la nacionalidad uruguaya por una 
situación arbitraria, en violación del derecho reconocido en el artículo 20.3 de la 


129. En este caso, los hechos afectaron el derecho a la libertad personal de María 
Macarena Gelman puesto que, adicionalmente al hecho de que la niña nació en cautiverio, 
su retención física por parte de agentes estatales, sin el consentimiento de sus padres, 
implican una afectación a su liberted, en el más amplio término del artículo 7.1 de la 
Convención, Este derecho implica la posibilidad de todo ser humano de auto-determinarse 
y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan sentido a su existencia. En 
el caso de los niños y niñas, sí bien son sujetos titulares de derechos humanos, aquélios 
ejercen sus derechos de manera progresiva a medida que desarrollan un mayor nivel de 
autonomía personal'", por lo que en su primera infancia actúan en este sentido por 
conducto de sus familiares. En consecuencia, la separación de un niño de sus familiares 
implica, necesartamente, un menoscabo en el ejercicio de su libertad. 


130. Los hechos probados afectaron también el derecho a la vida, previsto en el 
artículo 4.1 de la Convención, en perjuicio de Maria Macarena Gelman, en la medida que 
la separación de sus padres biológicos puso en riesgo la supervivencia y desarrollo de la 
niña, supervivencia y desarroilo que el Estado debía garantizar, acorde a lo dispuesto en 
el artículo 19 de la Convención y en el artículo 6 ce la Convención sobra Derechos del 
Niño, especialmente a través de la protección a la familia y la no injerencia ¡legal o 
arbitraria en la vida familiar de los niños y niñas, pues la familia tiene un rol esencial en 
su desarrollo*””, 


+. Cir. Caso de los Niñas Yeon y Bosico, supra vota 143, párr. 137. 


ind Cir. Caso de las Niñas Year y Bosico, Supra nota 143, párr. 136, Sosre este terna, el Tribunal ha 
reconocido a los derechos mo sueceptities de suspensión como un núcleo inderogable de derechos, y! respecto, 
cfr. Caso de la Mosacro de Pueblo Belo Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero 
de 2098. Serie C No, 140, párr. 119, y Coso González y ctres ("Campo Algodonero”), supra nota 79, párr. 244. 
La Corte recuerda que su jurisprudencia considera el derecho a la nacionslidad como no susceptíble de sar 
suspendido, al respecto, cfr. El Hóbess Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opirión Consultiva OC-4 del 30 de enero de 1987. Serie Alto. 8, párr. 23. 
q. Cfr. Propuesta de Modificación e la Constitución Política de Costa Rice Relacionada con la Noturalización, 
Opinión Consultiva OC-4 del 19 de enero Ce 1984, Serie A No. 4, párr. 34, Caso Castillo Petnuzzi y otros VS. 
Perú. Fondo, Reparaciones y Costes. Sertencie de 30 de mayo de 1999. Señe C No. $2, párr. 100, y Caso de las 
Niñas Yean y Dosico, supra nota 143, párr. 139. 


) Convención sobre los Derechos del Miño, articulo 16. 


vo Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 11, y Convención Interamericana sobra restitución 
internacional de menores, articulo 49. 

bl Cfr. Comité de los Derechos del Miño, Observación General 7; Reslización de los derechos del riño en la 
primera infancia, 40* periodo de sesiones, U.N. Doc. CRC/C/GC/7/Rev,1, 20 de septiembre de 2006. párr. 17. 

em Cfr. Opinión Consultiva OC-17, supra cota 131, párrs. 66 y 71. En el mismo sentido, el artícido 16 del 
Protocalo Adicioral a la Convención Amertcana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales Y Culturales “Protocolo de San Salvador” dispove que *[tjodo nilo Uene el derecho de crecer al amparo 
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131. La situación de un menor de edad cuya identidad famillar ha sido altérada 
legalmente y causada por la desaparición forzada de uno de sus padres, como es el caso 
relativo a María Macarena Gelman, solo cesa cuando la verdad sobre su identidad es 
revelada por cualquier medio y se garantizan a la victima las posibilidades jurídicas y 
fácticas de recuperar su verdadera identidad y, en su caso, vínculo familiar, con las 
consecuencias jurídicas pertinentes. Así, el Estado no garantizó su derecho a la 
personalidad jurídica, en violación del artículo 3 de la Convención. 


132. En mérito de lo anterior, la sustracción, supresión y sustitución de identidad de 
María Macarena Gelman García como consecuencia de la detención y posterior traslado 
de su madre embarazada a otro Estado pueden calificarsa como una forma particular de 
desaparición forzada de personas, por haber tenido el mismo propósito o efecto, al dejar 
la incógnita por la falta de información sobre su destino o paradero o la negativa a 
reconocerlo, en los propios términos de la referida Convención Interamericana. Esto es 
consistente con el concepto y los elementos constitutivos de la desaparición forzada ya 
abordados (supra párrs. 64 a 78), entre ellos, la definición contenida en la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, 
de 2007, que en su artículo 2% se refiere a "cualquier otra forma de privación de 
libertad”. Además, tal situación está prevista especificamente en el artículo 25 de esta 
Convención Internacional?” y ha sido reconocida por varios órganos internacionales de 
protección de ¡os derechos humanos!”. En el caso del Uruguay, sus disposiciones 
did a los niños y niñas sustraídas como víctimas de desapariciones 
forzad. A 


y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo aircunstencios excepcionales, reconccidas judicialmente, el niño de 
corta edad ao debe ser separado de tu madre”; 


a gemattn Hamaca pura de orvlnccóla de mis leo, peruanas contes us denmperidanes forandas, 
1. LOS PStacos Partes tomarán las medidas necesarias para prevenite y sancionar penalmente: 

a) La apropiación de riños sometidos 2 desaparición forzada, o de niños cuyo padre, madre a 

son sometidos a una desaparición forzada, e de niños nacidos durante el cautiverio de mu madre cometida a una 
desaparición forzada. 


» y 
los inctulan en sus senos famillares como nijos”, Informe del Grupo da Trabajo tobre Desapariciones Forzacas o 
involurzarias en su Mesión a Argentira, Consejo de Derechos Humanos, 10% h 


época ce la dxtadura militar [..] fue la desaparición forzada de miñas y niñas, y de rifños y riñas 
Sustraices, de arrebotados 


Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Cuestión de 

involuntarios, resoluciones: 531 pesión, U.N. Doc. E/CM.4/RES/1995/29, de 3 de marzo de 1995, obrr. 23; 572 
cesión, UM. Doc. E/CNA/RES/1997/26, de 11 de abril de 1997, párr. 2.d; S1% sesión, UN. 
ESFTN.A/RES/1 , de 17 de abril de 1998, párr. 2.0; 53% sesión, U.N. Doc. E/CN A/RES/1999/38, de 
abril de 1999, párr, 2.0; 60% sestón, UN. Dot. E/CN.4/RES/2000/37, de 20 de abril - 2.0, 
. Doc. E/CM 4/RES/2002/41, de 23 de abril ce 2002, párr. 2.4. 


n 
pe Cfr. Ley 18.596 sobre reconocimienro y reparación a las victimas de la actuación legitima del Estado 
de 1968 y el 28 de febrero de 1985, cuyo artícwo Y, maso G, reconoce de 
víctima y le responsabíidad instituscral que le cabe al [Estado por] nabar aféctads la dignidad humara de 
vienes hublesen [...) [njacióo curarte ln privación ce libertad de su madre, o que siendo miños o 
pemenecddo desaparecidas”, supra nota 8, fotos $006 y 5007, y Resolución de la Presidencia de la República 


¿ 
H 
$ 
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D. Derechos a la protección de la familia e Integridad personal del señor 
Juan Gelman 


133. Los hechos también afectaron el derecho a la integridad personal de Juan Gelman, 
en especial, el derecho a que se respete su integridad psíquica, contemplado en el 
artículo 5.1 de la Convención, ya que los familiares de ¡a las victimas de violaciones de los 
derechos humanos pueden ser, a su vez, victimas***, En particular, en casos que 
involucran la desaparición forzada de personas, es posible entender que la violación del 
derecho a la integridad psíquica y moral de los familiares de la víctima es una 
consecuencia directa de ese fenómeno, que les causa un severo sufrimiento por el hecho 
mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las 
autoridades estatales de proporcionar información acerca del paradero de la víctima ode 
Iniciar una investigación eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido**, Además, 
la privación del acceso a la verdad de los hechos acerca del destino de un d esaparecido 
constituye una forma de trato cruel e inhumano para los femiliares cercanos'”, lo que 
hace presumir un daño a la Integridad plo y mora! de familiares directos de víctimas 
de ciertas violaciones de derechos humanos** 


134, De tal manera, resulta evidente la tdi del refarido derecho en el caso de 
Juan Gelman, tanto por las consecuencias sufridas ante los hechos del caso, como por su 
búsqueda de justicia. En su testimonio rendido arte la Corte, Juan Gelman manifestó que 
el no saber la verdad de lo ocurrido con María Claudia García lo afecta profundamente y 
que, además de las vidas de su hijo y su nuera, le privaron de 23 años de vida de su 
nieta, a quien no vio crecer, dar su primer paso, ni llamarlo "abelo”, todo lo cual le 
generó un vacio que tanto María Macarena Gelman como él están Intentando superar y 
construir hacia adelante, ante la imposibilidad de reconstruir el pasado. La perita Deutsch 
observó que Juan Gelman puede relatar los hechos, pero tiene dificultades para hablar de 
sus sentimientos corno una “cuestión de pudor doble: personal y por no cargar 
(emocionalmente) al otro”. Además de imaginar los últimos momentos de Marcelo y 
María Claudia, tuvo impedimentos para impulsar la búsqueda de su nieta por la 
Incapacidad para concentrarsa, y ha preferido no verbalizar su dolor y refugiarse en la 
escritura, en sus poemas. 

135. Los hechos del caso revelan también la grave injerencia ¡legal por parte del Estado 
en ía familia de Juan Gelman, lo que vuineró su derecho de protección a su familia, al 
Imposibliltar u obstaculizar su permanencia con su núcleo famillar y restablecer relaciones 
con éste. Su búsqueda de justicia es paradigmática en este tipo de desapariciones 
forzadas y es, principalmente, gracias a sus propias gestiones que los hechos han sida 
mayormente revelados. 


136. Finalmente, en relación con el artículo 11 de la Convención, el Tribunal considera 


No. 858/2000, supra nota 23, la cual destaca la necesidad de "car los pasos posibles para determinar la 
situación de los detenidos durante el régimen de facto, así como de los menores desaparecidos en 
iguales condiciones”, follo 277. 


27 Cfr. Coso Castillo Páozr Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C Mo, 34, Punto 
Resolutivo cuarto; Caso lbsen Córdenas e Ibsen Poña, supra nota 9, párr. 125, y Caso Gomes Lund y otros 
(Guerriiha de Araguala), supra nota 16, párr. 235. 

an Cir Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Suria C No. 36, párr. 114; 
Caso ltsen Córcones e Tosen Poña, supra nota 9, párr, 126, y Caso Games Lund y otros (Guerriha do Araguaia), 
supra nota 16, párr 241, 

. Cfr. Caso Trujillo Orozá, supra nota 12, párr. 114; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
párr, 130, y Casn Games Lund y otros (Guerrdiha do Argguala), supra nota 15, párr. 240. 

pu Cfr. Caso Vale Jaramillo y otros Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviemare de 2008. Serie C No. 192, párr, A cod supra rata 9, párr. 127, y 
Caso Gomes Lurd y otros (Guerriha de Aragudio), supra mota 16, párr. 235. 
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que la Comisión y los representantes no han aportado argumentos claros y distintos a los 
de las alegadas violaciones a los derechos analizados y que atiendan 

al contenido jurídico propio de esa norma. En todo caso, la Corte estima que no 

corresponde analizar los hechos del presente caso bajo el artículo 11 de la Convención. 


E. Conciusión 


137. La Corte declara que el Estado es responsable por haber violado, desda el 
nacimiento de María Macarena Gelman y hasta el momento en que recuperó su 
verdadera y legitima identidad, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, 
a la vida, a la integridad personal, a la libertad personal, a la familia, al nombre, a los 
derechos del niño y a la nacionalidad, reconocidos en los artículos 3, 4, 5, 7, 17, 18, 19 y 
20.3, en relación con los artículos 1.1 de la Convención y los artículos 1 y XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de ella. 


138. Además, el Estado es responsable por la violeción de los derechos a la integridad 
personal y a la protección de la familia, reconocidos en los artículos 5 y 17, en relación 
con el artículo 1,1 de la Convención Americana, en perjuicio del señor Juan Gelman. 


vI.3 


DERECHOS A LAS GARANTIAS JUDICIALES Y PROTECCION JUDICIAL EN 
CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS, EL DEBER DE 


DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS 


139. En el presente acápite, el Tribunal examinará los alegatos relativos ai derecho de 
acceso a la justicia y a la obligación de realizar investigaciones efectivas de acuerdo a lo 
categorización de los hechos, bajo lo establecido en jos artículos 1.1, 2, 8.1, y 25 de le 
Convención y 1 y 11 de la Convención Interamericana contra la Tortura. 


A. Alegatos de las partes 


140. La Comisión alegó que: 


a) en este caso existen pruebas suficientes para "afirmar razonablemente que la 
muerte de María Claudia Garda [...] a manos de agentes del Estado que la po 
bajo custodia en el contexto de una política estatal que apuntaba a sectores de 
población civil, era proc hr cms roo ro poor brratordeod 


») la ley de amnistía uruguaya ha impedido que los familiares de la víctima fueran 


c) la aprobación de la Ley de Caducidad, con posterioridad a la fecha de ratificación 
de la Convención Americana por Uruguay significa que el Estado no cumplió la 
obligación de adaptar la legislación interna como lo exige el artículo 2 de la 
Convención; el hecho de que la misma no haya sido aplicada por la justicia 
uruguaya en verlos casos es un avance significativo pero no basta para satisfacer 
los requisitos del artículo 2 de la Convención; 
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b) 
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Uruguay "no sólo no anuló la ley de amristía ni la dejó sin efectos[,] sino que 
tampoco ofreció un recurso que permitiera reanudar las actuaciones judiciales 
archivadas”. Al respecto, la decisión del 19 de octubre de 2005 del Tribunal de 
Apelaciones uruguayo que impidió la reanudación de la investigación de la 
desaparición forzada de María Cluadia García debió supeditarse a un recurso 
judicial que permitiera la reconsideración de una decisión calificada de cosa 
juzgada, por tratarse de crímenes de lesa humanidad; 


cuando la referida Corte de Apelaciones confirmó la aplicación de la Ley de 
Caducidad en octubre de 2005, Unsqguay ya era parte del Estatuto de Roma, que 
incluye a la desaparición forzada como un crimen contra la humanidad; 


a la luz de las obligaciones generales establecidas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana, "Uruguay incurrió en la violación de los artículos 8 y 25 de 
la Convención, a partir del 19 de abril de 1985, por no adoptar todas las medidas 
para asegurar que juan Gelman y María Macarena Gelman no fueran privados de la 
protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y efectivo”; 


Uruguay asumió nuevas obligaciones con respecto al debido proceso y a la 
protección judicial de la víctimas al ratificar la Convención Interamericana sob-e 
Desaparición Forzada en abril de 1996 y la Convención Interamericana contra la 
Tortura en noviembre de 1992, dado que los actos cometidos contra María Claudia 
García constituyeron *un tratamiento cruel e inhumano que equivale a tortura” y, 
por ello, el Estado es responsable por la violación de los artículos 1, 6, 8 y 11 de la 
Convención Interamericana contra la Tortura; 


el Estado debió penalizar el acto de desaparición forzada, lo cual no realizó simo 
hasta el año 2006 y, en consecuencia, violá los artículos 1.b, III, IV y V de la 
Convención Interamericana sobre Desaparicón Forzada, siendo responsable por la 
tipificación tardía del delito de desaparición y por no investigar exhaustivamente el 
destino de María Claudia García, 


Los representantes alegaron que: 


analizando los elementos del criterio de plazo razonable, la participación de 
agentes estatales, la impunidad que ha imperado por años debido a ia vigencia de 
la Ley de Caducidad y el secreto militar que opera hasta hoy con cierta toleranda 
estatal, no justifican una falta o retardo en las investigaciones, sino que agravan la 
responsabilidad estatal; 


todas las investigaciones prejudiciales para conocer de la desaparición de María 
Claudia García y el nacimiento clandestino de María Macarena Gelman, así como la 
supresión de su identidad, se debieron a incansables gestiones privadas de Juan 
Gelman, quien intentó que se investigaran los hechos "infructuosamente por más 
de 8 años” y que, cuando en el año 2008 se reabrieron las investigaciones, fue una 
vez más por iniciativa exclusiva de los familiares, que han puesto a disposición de 
la sede judicial casi la totelidad de las pruebas diligenciadas hasta la fecha; 


la obstrucción por años del acceso a la justicia por la vigencia de la Ley de 
Caducidad ante le comisión de graves crímenes de lesa humanidad, la aceptación 


hasta el 2008 del amparo de quienes tienen información directa sobre los haches 


bajo el resguardo del 'secreto militar” y la negligencia en la investigación judicial de 
los hechos, implican una violación de los artículos 8 y 25 de la Convención; 


el Estado incurrió en numerosas faltes al deber de diligencia, tales como ls 
repetidos esfuerzos del Ministerio Público para lograr el archivo de la denunda 
pena! en aplicación de la Ley de Caducidad; la falta de atención del juez y fiscales: a 
las solicitudes de María Macarena Gelman en febrero de 2008 ante el Juzgado 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal de Segundo Turno para que diligenciaran 
pruebas pendientes; la falta de líneas de investigación - con base en las 
declaraciones testimoniales refaridas por otras sedes penales y testigos en la 
causa; y la falta de citación a funcionarios públicos y militares que han podido 
tener información; : 
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€) no se ha recabado información tendiente a esclarecer el lugar y circunstancias que 

rodearon el nacimiento de María Macarena Gelman, ni se ha investigado al personal 
de salud que trabajaba en el lugar donde ella presuntamente nació; 

f la Ley de Caducidad le da competencia propiamente jurisdiccional al Poder 

Ejecutivo para resolver al los casos están comprendidos en la misma' y, en 

e" dapontr le dinero y el ambtvo da 105 amucainad, dadindo 

imposible el juzgamiento de los culpables por delitos de lesa humanidad”; 


0) cal a dm ple ar a Crop bir 


investigaciones, adoptadas en diciembre de 2003 y octubre de 2005, en violación 
del arúculo 5.1. de la Convención; 

h) el Estado violentó el derecho de las víctimas a conocer la verdad sobra los hechos 
al haber ocultado información 


acerca de los hechos. Concluyeron en el derecho a la verdad “está amparado 
conjuntamente por los artículos 1,1, 8, 13 y 25" dela Convención y que fue vado 
en podio de Junk y Mueorera Gaines y la sociedad toda”; e 


D) la obligación estatal de investigar los hechos e identficar a los responsables se 
encuentra reforzada por lo dispuesto en la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada, en vista que los hechos constituyeron un crimen de lesa 
humanidad, 


142. Aunque el Estado no se rofirió a los alegatos particulares de la Comisión y los 
representantes en cuanto al deber de investigar los hechos, además de su 
reconocimiento de responsebilidad (supra párrs. 19 a 22), manifestó que: 


8) luego de restablecido el orden democrático en Uruguay, se procedió a adecuar la 
A a RR E E o A a 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo que “no implica desconocer 
que [..] María Macarena Gelman fue hallada en el año 2000 y que los restos de [...] 
María Claudia García son un tema pendiente aún para el Estado uruguayo”; 


b) la Investigación de la Comisión para la Paz, creada por Resolución de la Presidencia 


casos aralizados el de María Claudia Garcia; 


del Poder Ejecutivo como consecuencia de lo dispuesto en la Ley de Caducidad "so 
declaran excluidos de dicha ley”; 


d) ta Resolución del Poder Ejecutivo de fecha 23 de junio de 2005, que fue 
comunicada al Poder Judicial, excluye el presente caso de la Ley de Caducidad; 


e) sin desconocer que "en un primer momento, la denuncia realizada por Juan Gelman 
fue comprendida, por el Poder Ejecutivo de la época, en el ámbito de la Ley de 
Caducidad”, recientemente, el caso fue reablerto mediante decreto judicial de 4 de 
agosto de 2008 a instancia de María Macarena Gelman, quien presentó pruebas 
supervenientes para tal efocto, y actualmente se encuentra a cargo del Juzgado 
Letrado en lo Penal de Segundo Turno; 

f) ocurrió un cambio en ta jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicio del 
Uruguay, mediante la sentencia No. 365 de 19 de ottubre de 2009, recaida en los 
autos caratulados "Sobolsagaray Curuchet, Blanca Stela, Denuncia, Excepción de 


621-C.S. 


622-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


dedaró insplicables sl caso las referidas disposiciones, faño que si bien “es de 
inconstituconalidad 


"la de Justicia, órgano de competencia exclusiva pa. 
pronunciarse en la materia conforme al artículo 257 de la Constitución podrá (...] 
dictar anticipada en casos similares”; 


9) se presentaron diferentes proyectos, en el marco del Poder Legislativo, tendientes 
a dejar sin efecto la Ley de Caducidad; 


h) de manera paralela a las desarrolladas en vía judicial, un el ámbito del Poder 
Ejecutivo continúan, Instruyándose investigaciones con la finalidad de 


artículos 1%, 2%, 3% y 4% de la Ley de Caducidad, as! coma considerar interrumpido 
los plazos de prescripción, en aquellos delitos que asi lo admitan, durante el 
periodo que rigló dicha ley; y 


k) se han presentado diferentes proyectos, en el ámbito del Poder 
Caducidad, 


interpretativa Ce dicha Ley, que suprime los efectos de la misma y que se 
encuentra siendo tratado por la Cámara de Senadores de la República. 


B. Hechos referentes a las acciones de investigación del Estado 


143. Junto a los hechos referidos precedentemente como probados (supra párrs. 44 a 
63, 79 a 90 y 106 a 116) y que dan cuenta de lo que aconteció a María Claudia Garcia y 
a María Macarena Gelman, existen otros realizados por el Estado que, de manera directa 
o indirecta, tiemen relación con su conducta en vista del esclarecimiento de tales 
En Y GU A E PA O 1 A A los 
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B.1  Acdones respecto de la Ley de Cadticidad 
El 22 de dicembre de 1986 el Parlamento uruguayo aprobó la Ley de 
Caducidad'”, que cispone lo siguiente: 


144. 
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del cumplimenta de sus funciones y en ocasión de accones ordenadas por los mandos que 
actuaran durante el período de facto. 


Artículo 2%.» Lo dispuesto en el artículo terior no comprende: 


aj Las causas en les que, a la fecha de promulgación de esta ley, exista auto dn 
procesamiento; 
b) Los delitos que se hubieren cometido con el propósito de lograr, para su autor o 
para un tercero, un [provecho] sconómico; 
Acicuóo 3*.- A los efectos previctos en los artículos anteriores, el Juez interviniente en las 
Penuncias corresponcientes, requerirá al Poder Ejecutivo que informe, dentro del piazo perentorio 
de treinta clas de recbida la comunicación, sí el hecho investigado la considera comprencido o no 
en el articulo 19 de la presento ley. 
Si el Poder Ejecutivo asi lo comunicate, el juez dispondrá la clausura y el archivo de los 
antecedentes. Si en cambio, no contestare o informa que no se halla comprendida dispondrá 
continuar a indagatoria. 
Desde la fecha de promuigación de ecta ley hasta que el Juez reciba la comunicación del Poder 


Artículo 4*.- Sin perjuicio de lo ispuesto en los articulos precedentes el Juez de ta causa remitirá 
al Poder Ejecutivo testimonios de as denuncias presentadas hasta la fecha de promulgación de la 
presente ley referentes a actuaciones reistivas a personas presuntamente detenidas en 

prentamente 


El Poder Ejecutivo dispondrá de inmemato las Investigaciones destinadas al escdarecmiento de 
estos hechos. 

El Poder Fyecutivo dentro del plazo de ciento veinte días a contar de la comunicación judicial de La 
denunda dará cuenta a los denunciantes del resuitado de estas investigaciones y pondrá en su 
conocimiento la recabada”, 


145. Tras la promulgación de la Ley de Caducidad, la Suprema Corte de Justicia fue 


llamada a pronunciarse sobre su constitucionalidad, en virtud de acciones de 
inconstitucionalidad presentadas por representantes de víctimas y familiares de 
desaparecidos o de br formulados de oficio por los jueces que estaban 
conociendo de las denuncias'*? 


146. En 1988 la Suprema Corte de Justicia sostuvo la constitucionalidad de la Ley de 
Caducidad por mayoría de tres votos a dos, lo cual, de acuerdo con el derecho 
constitucional uruguayo, tenía efectos vinculantes únicamente para el caso concreto. En 
dicho caso los jueces consideraron que, pese a no figurar la palabra “amnistia” en el 
texto, la intención del legislador había sido conferir una "auténtica amnistía” a las fuerzas 
de seguridad'”, 


147. El 16 de abril de 1989 un grupo de ciudadanos y famillares de cetenidos 
desaparecidos, que conformaron ¡a “Comisión Nacional pro Referéndum contra la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado”, promovió y obtuvo la recolección de las 
firmas de más del 25% de los electores (aproximadamente 630,000), con las cuales se 
interpuso un recurso de referéndum contra la Ley de Caducidad, el cual no fue aprobado 
por la ciudadanía uruguaya, pues solo el 42.4% de los votantes se pronunció a favor de 


268 Lay No. 15.848, supro rota 56. 


e Cr. informe de Americas Wetch, "Challenging impunity: The Ley de Caducidad and the Referendum 
Campaiga in Uruguay”, 12 de marzo de 1909, pruebo, folos 1769 y 1790. 


.'a Cfr. Suprema Corte de Justicia de Uruguay, autos ceratulados "Detia,Joseñira; Menocti, Noris; Martínez, 
Federico; Musso Osiris; Burgel, Jorge s/Incorstiticionalidad de la ley 15.048. Arts.1, 2, 3 y 4”, sentencia Mo 
112/87, resolución de E Se mayo de 1988, prueto, folios 2256 a 2240. Cf. ambin, Suprema Corte de Uruguay, 
autos caratulados "Macchi Torres, Jessi. Homicidio. Incorstitadonalidad de oficio Ley N9 15.849, arts. 10 y 30", 


"Wnkclow Aguston!, A 
José, Denuncia. ¿A A LO 2 0 E 0 A 
Curutcnez, Infra nota 163, Suprema Cote de Justcia de Uruguay, Caso "Sabalsogoray CunAchot Blanca 
de Excepción de Inconstitucoralidad”, sentencia Mo, 355, de 19 de octusre de 2009, proa folios 
o LO os LAZO y 2480, 
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hacer lugar al recurso y el resto en contra". 


148. El 19 de octubre de 2009 la Suprema Corte de Justicia dictó la sentencia No. 365 
en la causa Sabalsagaray Curutchat Blanca Stela, en ta que dedaró ía 
inconstitucionalidad de los artículos 1, 3 y 4 de la Ley y resolvió que son inapiicables al 
caso concreto que generó la acción (infra párr. 239)'". 

149. El 25 de octubre de 2009 se sometió a consideración de la ciudadaniz, junto con 
las elecciones de autoridades nacionales y mediante el mecanismo de "iniciativa 

que requirió previamente el apoyo de más de doscientas cincuenta mil (250.000) firmas, 
un proyecto de reforma constitucional por el cual se Introduciría en la Constitución una 
disposición especial que declararía nula la Ley de Caducidad y dejaría inexistentes los 
artículos 1, 2, 3 y 4 de la misma, propuesta que sólo alcanzó el 47.7% de los votos 
emitidos, por lo que no fue aprobada**, 


150. El 29 de octubre de 2010 la Suprema Corte de Justicia dictó otro falio en la causa 
Organización de los Derechos Humanos”**, en el cual, medianta el mecanismo de 
“resolución anticipada”, reiteró ia jurisprudencia establecida en el caso Sabalsdgaray 
(supra párr. 148), acerca de la excepción de inconsttucionalidad de la Ley de Caducidad, 
confirmándose los argumentos esgrimidos en la sentencia referida. 


151. Entre abril y mayo de 1999 Juan Gelman y su esposa solicitaron una reunión con 
el entonces Presidente del Uruguay, Jullo María Sanguinetti, siendo finalmente recibidos 
el 7 de mayo de 1999 por el Secretario de la Presidencia, Elías Bluth, quien escuchó el 
relato de los hechos reconstruidos por su investigación particular y solicitó a Juan Gelman 


» Suprema Corte de Justica de Uruguay. Auños caratulados "Organización de los derechos Mumanos - 
aenuncia - 00 Inconstitacionalidad — arts. 1*, 3*, 4” de la Ley N* 15.948 - Ficha 1UE 2-21986/2006", 
sentencia No, 1925, de 29 de octubre de 2010, pruebo, foticos 5205 a $207. 
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ipunguas rerba da MIVIIEIS lO Mu? 2 COMICAS dl rad? Y el ro la ccdenó, ¿nmguna rarón 
de hamaridad lo mueve e haceror”., 


153. Según el Senador Rafael Micheiini, el entonces Presidente de la República, Jorge 


el caso de María Ciaudía, sabían absolutamente todo [...] incluido quién la había matado, 
nombrando [a un policia] [...] como autor de! hecho [y] só'o poniendo la salvedad sobre 
el lugar exacto donde estaban los restos de María Clawdía, aunque precisando que ya se 
sabía la zona y el área donde estaba”*”. 


154. El 9 de agosto de 2000, mediante Resolución del entonces Presidente de la 
República Jorga Battio, so dispuso la cresción de la Comisión para la Paz*” con el de fin 
“recibir, analizar, clasificar y recopilar información sobre los desapariciones forzadas 
ocurridas durante el régimen de facto”*”, dotándola de amplias facultades para recibir 
documentos y testimonios, señalándole que debía actuer en la más estricta reserva y 
confidencialidad”? y dándole 120 días para formular sus conclusiones”. 


155. La Comisión pare ia Par culminó sus trabajos el 10 de abrí de 2003 con un 
Informe Final”, el cual fue formalknente entregado al entonces Presidente de la 


54.- Considera confirmada perciaimente 1 denunda, en función de que exicen sementos de 
candentes 
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Or. Inerme Finaí de la Comisión para la Paz, supra nota $4. En el interme Fina, a Commnón pare le 

Punceres investigalivas, 1 potenad cosrutiva para 19 recniección de la 
] 6 prrcgales Iñostaces que erfrertá part curp con 9 
misión, reconociendo eplictamente que "se trató, en definibva, no de lograr 'una verdac” o la "verdas más 
conrraerte, so solemente 'la verded posible” (párr. 38), folios 206 y 297. 


Cir. Resolución de la Presidencia de la Republica Oriental del Uruguay No. 446/2009, de 10 de abril de 

2003, prueba, follo 3110. 

Cfr, Informe Final de la Corrisión para la Paz, supra nota 56, Capitulo 11. Conciusiones Prircipales. B) 
extranjera, 


Denuncias sobre persones peovuntamerte desaparecidas en el Uruguay, B,4) Denuncias referidas » 
prueba, fotos 299, 
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cdendesios de detencido y O 2 2 una que le fue 34tada y entregada a una famila UIUQUIYA, pero 
pd a dd hot . 


158. En el anexo 5.2 del Informe Final la Comisión pera la Paz se describieron algunos 


circunstancias y el destino posterior de sus restos”, se concluyó cue el secuestro de esa 
joven, sin relación alguna con el Uruguay, no tiene explicación lógica, salvo la obedecer al 
propósito de sustruerle su bebé y que se ha formado convicción de que luego de ello, se 
dio muerte a la detenida'”. 


159. En marzo de 2005 la administración del Presidente Tabaré Vázquez anunció su 


suspendidas, , conforme se informó a la Comisión no impediria "al 
del Uruguay [continuar] con las labores en procura de encontrar más restos de 
dudadaros f, por lo cual] continuará en la bú ; 


desapariciones 
informes elevados por los Comandantes en Jete de las Fuerzas Armadas y el informe 
producida por la Universidad de la República'”. . 


161. En el 2007 el Poder Ejecutivo encomendó la publicación de la obra "1 


y Cir. informo Final de la Comisión para la Paz, supo nota 56, párr, 54, prueba, folio 299. 
Cfr. informe Aral de la Corvsión para la Paz, supra nota 56, encxo 5.2, proeba, folios 2201 12203. 
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Informe presentado por el Exaco el 14 de diciombre de 2000, supra nota 192, prueba, foño 60). 
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2006'*, 


B.3 Acciones en el ámbito Judicial 


163, El 19 de junio de 2002 Juan Gelman, a través de su representante legal, presentó, 
ante el Juzgado Letrado en lo Penal de Cuarto Turno, una denuncia en relación con la 
privación de libertad y homicidio de María Claudia Garcia, así como la sustracción de su 
hija y la supresión de su estatuto civil", trabándose entre dos tribunales de la 
jurisdicción civil una controversia sobre la competencia para analizar dicha denuncia. Una 
vez determinada la competencia del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 
Segundo Turno (en adelante "Juzgado de Segundo Turno”), éste dispuso, mediante 
resolución de 13 de diciembre de 2002 que, a efectos de determinar si los hechos 
denunciados guardaban conexión con otras circunstancias instruidas en expediente 
separado ante el mismo Juzgado y si correspondía la inclusión del caso en el ámbito de 
aplicación de la Ley de Caducidad, se diera la apertura de presumario y ordenó la citación 
para prestar testimonio de varias personas*”, 


164, Entre diciembre de 2002 y septiembre de 2003 se tomaron las declaraciones y se 
anexaron las documentales pertinentes, pasando las actuaciones al Ministerio Público 
Fiscal a efectos de man'festar su posición sobre la causa, la que consistió en que el Fiscal 
Letrado Nacional en lo Penal de Cuarto Turno solicitó la "clausura (de las] actuaciones” 
debido a la apilcabilidad, a su juicio, de la Ley de Caducidad'*”. 


165. El Juzgado de Segundo Tumo no accoció al pedido del Fiscal dado que, conforme 
al artículo 39 de la Ley No. 15.848, sólo el Ejecutivo podía decidir el cierre en esos casos, 


por lo cual solicitó al Poder Ejecutivo que determinara si los hechos estaban comprendidos - 


en la Ley”, 

166. El Poder Ejecutivo, mediante cficio de 28 de noviembre de 2003, informó al 
Juzgado de Segundo Turno, por conducto de la Suprema Corte de Justicia, que el caso 
estaba comprendido por los efectos de la Ley de Caducidagd*”. 


167. El 2 de septiembre de 2003 el juez entonces a cargo adoptó una medida 
precautoría para preservar el predio correspondiente al Batallón Militar No. 13 de la 
Infantería del Ejército Nacional!” consistente en la suspensión de les obras que la 


togrado tocdawía la coordinación necesaria para que exista un protocolo que determino que esas pruebas sean 
trasladables a! julio con tocas ¡as parartías del proceso. 

Denuncia penal pretentada ol 15 de julio de 2002 ante ol Juzgaco Letrado en lo Penal de Cuarto Turno, 
prueba, folios 386 3 402. 

O 13 de Sdembre de 2002, prueba, anaxo 2, pleza 
« 

o man del Agente del Mintatarto Pública Enrique Miller Mendezde 1 de sepuembre de 2003, prueba, 
ye Resolución del Iuzgodo de Segurdo Turno de 15 de cctubre de 2003, pruebe, follos 420 a 422. 


un Oficio de la Presidencia de la República de 28 de novembre de 2003 en respuesta el requerimiento del 
Hiegado de Primera Instancia en lo Penal de Segundo Turno, pruebe, folas 424 a 426, 


bes Los predios miltares correspondientes al Batallón N% 13 y 14 fueron indicados como lugares de 
enterramiento de los deteridos y desaperecdidos durante la dictadura militar uruguaya. En el caso de María 


“ue 
muerte”. Adicionalmente fue infermado que los enterramientos de personas desaperecidas rea'trados entes del 
año 1976 ce realizaron en el Batallón N 13 y que, a partir de este año, se renilzaron en el Batallón N9 14, Cfr. 
Investigación Histórica sobre Detenidos y Deseparecidos en cumplimiento del articulo 4 de la Jey 15.488 de2007, 
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Intendencia Municipal se encontraba realizando en el predio*”, amparándose para ello en 
el derecho Internacional, sosteniendo que "aún de resultar dausurada la presente 
investigación, perviven los derechos de los deudos de la víctima a conocer el lugar donde 
sus restos se encuentran, u obtener datos que permitan esclarecer cuál fue su destino 
final”, pero, poca tiempo después, el mismo Juez dispuso el cierre de la investigación. 


168. Juan Gelman interpuso un recurso administrativo de revocación contra el referido 
acto del Poder Ejecutivo de noviembre de 2003'", el que fue rechazado en atención a 
que, tratándose de un acto de gobierno, “carece de naturaleza administrativa” Y, £n 
consecuencia, la referida decisión no “admite los [recursos] administratiwos”* 
Consecuentemente, el Juez Letrado dis ¿puso la dausura de las actuaciones mediante 
resolución de 2 de diciembre de 2003", decisión que no pudo ser recurrida por estar 
severamente limitada en la epolación penal uruguaya la participación directa y autónoma 
de la víctima en el proceso** 


169. El apoderado de a Gelman interpuso una solicitud de declaración de 
Inconstitucionalidac del artículo 3 de la Ley, alegando que vulneraba varios derechos 
reconocidos en la Constitución a, , acción que el 15 de noviembre de 2004 fue 
desestimada por la Suprema Corte' 


170. El 10 de junio de 2005 Juan Gelman acució nuevamente al Juez de Segundo Turno 
de Montevideo, para solicitar la reapertura de la investigación con base en nuevas 
pruebas, que consistían en tres artículos periodísticos que relataban el asesinato de María 
Claudia García y da otras personas que habían desaparacido durante la dictadura?”, 


171. El Juzgado de Segundo Turno so!idtó una vez más al Poder Ejecutivo que decidiera 
si los hechos estaban comprendidos en la Ley de Caducidad. El 23 de gg Junio de 2005 el 
goblerno del Presidente Tabaré Vázquez respondió en sentido negativo*** 


172. Por lo anterior, el 27 de junio siguiente el Juez Letrado reabrió la investigación, 
dispuso varias medidas cautelares y ordenó pruebas. Como medida cautelar para la 
preservación de eventual prueba, el juez dictó una resclución en la que, entre otras 
cuestiones, solictó al Poder Ejecutivo la remisión de "toda actuación relativa a la 
prospección y búsqueda de restos humaros en dependencias militares o no militares que 


«supra nota 23, Informe del Comando General det ejército, 8 de egosto de 2005, pág. 22, y Audiencia de 3 de 
octubre de 2007, en autos "Medina, Ricarco y ctros. Ficha 2-43332/2006", prueba, anexo 2, pleza 4, págs. 107 a 
119. 


.. Resctución juida de 2 de septiembre de 2003, prueba, Anexo 2, pieza 2, págs. 24 5. 


. Escrito de Juan Gelman, sin fecha, solicitando revocación de la decisión del Podor Ejecutivo de 28 de 
noviembre de 2093, prueba, folos 424 a 436. 


sm Resolución Mo. 82,572 de la Presicenda de la República, de 2 de febrero de 2005, desestimando el 
recurso de revocación, prusha, anexo 2, pieza 2 y 3, páginas $43 y 544. 
y. Auto No. 3134 de 2 de diciembre de 2009, Juzgado Segundo Turno, descrito en Investigación Histárica 
sobre Detenidos y Desaparecidos en cumplimiento del artícióo 4 de la ley 15.488 0e2007, supra nota 23, Tomo 
neo: 213, y en el Ohio 2242/2008 Ge propio Juzgado de Segundo Tumo que informa el comenido de lo 
solución, prucbo, arexo 2, pieza 2 y 3, pág. 41. 
Y Código del Proceso Penel del Uruguay: 
Artícuóo 83 (carácrer restriciivo), Al camaificado y el responsable civil no teruirán [más] intervención mi 
facultades que las que establecen los artículos precedentes. 
Arícula 80. (Facultades para la iastrucción) El damificaGo y M tercero Evitrnente responsable pearán 
sdlicitar durarte el symario todas las providencias Úres para la comprobación del delto y la 
derermiración de los cuipatlos, deniendo estarse a lo que el Juez resuelva, sí0 LSO, recuse. (el 
subrayado no es argina!) 
sr Escrito de Juan Gelman, sín fecha, solicitando la declaración de Inconstitucionalidad del artículo 3% de la 
Ley da Caducidad, prueba, folios 445 a 457. 
po] Pre Quita de Juticda de Liruguey, Sartenes Mo. 308, da: 9 da cortecidon de 2004, pucha, tallos 
y 
bal A o 
Juan Gelman al Juzgado de Segundo Turno, prueba, fobos 475 a 453 


mE CR: Ha del Poder Asatra al dvasidunta de la Caris Sapresto de Dusldo del inainey, de 23 de juro 
de 2005, pruebe, follo 499, 
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actualmente se están cumpliendo”, asi como que se le mantuviera informado de las 
novedades en este sentido”. 


173. En jullo de 2005 Juan Gelman presentó ante el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación una solicitud de remoción del Fiscal actuante en la causa, Enrique 
Moller Méndez, en razón de deciaraciones públicas a la prensa en las que manifestaba - 
aún antes de haber tomado intervención forma! en la causa- que mantendría su posición 
e interpretación jurídica solicitando nuevamente el archivo de las actuaciones, tal como ya 
lo había hecho en julio dal año 2003*?, La solicitud fue rechazada. 


174, El 8 de agosto de 2005 el Fiscal del Ministerio Público volvió a solicitar que se 
archivara la investigación porque, a su juicio, el caso estaba comprendido en la Ley de 
Caducidad, y argumentó que la anterior sentencia interlocutoria que dispuso archivar la 
Investigación tenía carácter de cosa juzgada. El Juez no hizo lugar a la solicitud del Fiscal 
por considerar que la Ley de Caducidad mo comprendía los delitos alegados, sino que 
establecía un procedimiento suí generis que otorgaba al Ejecutivo la facultad de autorizar 
O no el proceso judicia! y que no se podía alegar cosa juzgada por no haber procedimiento 
mi persona vinculada, lo cual le permitió continuar con la investigación”. 


175. 11 de agosto de 2005 -en cumplimiento de la medida cautelar ordenada por el 
juez- el entonces Secretario de Presidencia de la República, Gonzalo Fernández, presentó, 
en el marco del trámite en que se estaba resolviendo la petición de reapertura del 
presumario, una copia certificada del Informe de la Comisión Investigadora sobre el 
Destino Final de 33 Ciudadanos Detenidos en el Período comprendido entre el 27 de junio 
de 1973 y el 1 de marzo de 1985, olaboraco a solicitud del Presidente de la República, 
por el Comando General del Ejército “en forma secreta con el propósito de contribuir al 
esdarecímiento del destino de jos restos de los dudadanos detenidos, durante el régimen 
de facto (27 de [¡junio de 1973 - 1% de [mjarzo de 1985), cuya detención no habla sido 
reconocida haste la fecha por la Institución”**, 


176. El informe señala una operación de exhumación e Incineración de los restos de los 


. detenidos desaparecidos fallecidos y sepultados en predios militares, llevada a cabo en 


1984 y conocida como “Operación Zanahoria”, en la que se dispuso la cremación y 
trituración de lo que no fue posible cremar y que no habría alcanzado a la totalidad de los 
casos, e igualmente detalló, en su Anexo No. 1, caso a caso la información de que 
dispone, indicando en relación con Maria Claudia García lo que sigue: 


22, María Claudia García Irureto de Gelman 


LJ ; 
de dar luz en el Hospital Máitar fue trastadads nuevamente al mismo lugar de detención. 

En diciembre del año 1976 se la separó de su hija y fue trasladada a los predios del Batallón 1 Parac, 

Mo. 14 donde se le dio muerte. 

Sus restos fueron enterrados en el lugar y no hadrlan sico expbumados en ei año 1984, permaneciendo a 

la fecha en el área mencionada” 


177. El Ministerio Público interpuso recurso de reposición y apelación en subsidio contra 
la decisión del Juzgado Letrado, el cual rechazó la revocatoria. El 19 de octubre de 2005 
el Tribunal de Apelaciones revocó la providencia impugnada y determinó que se archivara 
el caso, por considerar que la titularidad de la acción penal corresponde en definitiva al 
Ministerio Pública. El representante del señor Gelman fue notificado personalmente de 


=n Resolución Judicial de 27 de junio de 2005, pruebe electrónica, anexo 2, pleza 2 y 3, págs. 284 y 285. 


mo Sohotud de remoción del fiscal presentada por dan Gelman, prueha electrónica, arexo 2, pieza 2 y 3, 
págs. 319 a 324. 

a Cfr. Resobición jubicial de 16 de agosto de 2005, prueba electrónica, añexo 2, pieza 2 y 3, págs 346 2 
372. 

me Investigación Histórica sabre Detenidos y Desaparecidos en cumplrmierto del artícido 4 de a ley 
15.498 de2007, supra nots 23, Informe del Comardo General del ejército, 8 de agosto de 2005, págs. 74 a 81. 
. Investigación Mistárica sobre Detenidos y Desaparecidos en cumpimiento del artículo 4 de la ley 15.488 
de2007, supre note 23, Informe del Comando General del ejército, 8 de agosto de 2005, pág. 82. 


.. Or. Tribunal Penal de Apelaciones, sentencia No. 258 de 19 de octubre de 2005, prueba, folos 501 a 
510, Bl Tribunal de Apelaciones determinó que la fiscalla, que está obligada e llevar adelante el proceso, no 
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esta decisión el 9 de noviembre de 2005*”, 


"478. El 27 de febrero de 2008 María Macarena Gelman se presentó ante el Juzgado del 


Segundo Turno y solicitó la reapertura de la causa alegando hechos supervenientes””, a 
raíz de lo cual el Ministerio Público y Fiscal aceptó los argumentos sostenidos y resolvió 
habilitar la reapertura de las investigaciones”, El juez dispuso el 4 de agosto de 2008, 
por una parte, la reapertura del presumario, considerando al efecto que, existiendo dos 
pronunciamientos opuestos del Poder Ejecutivo (supra párrs, 168 y 172), se debía acoger 
rta edi el último pronunciamiento, y por la otra, el diligenciamiento de 
prue 2 


179. El 13 de octubre de 2008 un antropólogo forense de la morgue judicial de 
Montevideo presentó al juez el Informe No. 782 en que reporta la realización de una 
pericia de comparación cráneo-fotográfica. Para ello, en diciembre de 2005 le entregaron 
44 bolsas con restos humanos óseos de más de un centenar de individuos traídos desde 
el Cementerio de Vichadero. El Informe que se presentó reporta la comparación de uno de 
los cráneos contenidos en esas bolsas, con fotografías de María Claudia García que no 
eran de buena calidad. El profesional concluyó que existía un 93.5% de probabilidades de 
que los mismos pertenecieron a María Claudia Garcia*!!, 


180. El 31 de octubre de 2008 el juez dispuso la formación de una Junta Médica a la 
que solicitó se expidiera sobre la factibilidad de realizar un ADN sobre los restos óseos 
estudiados. La Junta Médica se pronunció el 18 de noviembre de ese año, sugiriendo que 
se intentara la realización de dicho análisis. En diciembre de 2008 se extrajo material del 
cráneo para ser enviado al Laboratorio de Genética Humana en España**, 


181. María Macarena Gelman solicitó al juez la Intervención del Equipo Argentino de 


consideró que estuvieran presertes los requisitos previos para ello. Si el fiscal opina que no existen fundamentos 
para el procesamiento, el Juez está obligado por esta decirión y no puede instruir el proceso por sí solo, 


bi AA 
1 


200 Cfr. Solicitud de reupertura del presumario presentada por María Macarena Geiman al Juzgado de 


ceborar 
durente la dictadura milter); el bellezgo de restos humanos y/o piezas presuntamente Mumeras, algunas de las 
cuales pertenecían 2 persones desaparecidas durante le Última dictadura miiitar; informes periodisticos de los 
años 2006 y 2007 que se rofierer a la existencia de cementerios clandestinos; las confeciores del Coronel 
Gilberto Vázquez en la cual brinda detalles sobre la adquisición de un inmueble en el que se habría instalaco el 
centro clandestino de detención "Base Valparaiso”; e informo pertocistico del año 2008 relacionado a la presunta 
confesión del Coronel Jorge Siweira quíen habria afirmado que Gavazzo fue quien mató a María Claudia... 


- Cfr. Parecer del Ministerio Pública y Fiscal de 22 de atril ce 2008, prueba, anexo 2, pieza 2 y 3, págs. 


de dos pronunciar Pader Ejecutivo co : que "no estando previsto la solución de lo 
cuestión en el texto de la ley, teniendo presente la natursieza de acto de gobiemo [...] ha de darse preeminencia 
al Último ce elos”, Asimismo indicó que ha deseparacido el para qua la justicia proceda a la 


id Cfr. Resolución judidia! de respertura del presumario, No. 315 de 4 de agosto de 2009, prueba, anexo 2, 
pleza 2 y 3, págs. 546 a 555. El juez ordenó: la recaudación de Información y documentes relativos sobra las 
realizadas en el Batallón No. 13 de Infantería del Ejéreito y Batallón No, 14 de Infantería ce 


, EXCaVacores 
Paracaidistas y ta recepción de las declaraciones de José 10087 Mazz, Roger Rodríguez y Jullo Cesar Barbosa. 


adiconalmernte solictó: al Ministerto del Ineror, ta información sctre el domócllo de Ares López Silva, José 
Norberto Narváez Cores y que remitiera copia autenticada de los legajos personales de Ricardo Medins Blanco 
ingreseron el Uruguey desde Bucnes Alres, Argeritna, en el mes de octubre de 1975, entre otras. , 

as Cfr, Informe No, 782 del Leboratorio de Antropología Forense de 13 de octubre de 2009, prueba, anexo 
2, pleza 2 y 3, págs. 649 a 670. : > 

head Cfr. informe No, 794 del Laborpiorio de Antropología Fórense de 11 de diciembre de 2008, prueba 
arexo 2, pieza 4, págs. 138 a 143. , j 


« 
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Artropología Forense pera la inspección de los restos, así como la remisión de las 
muestras del cráneo a un laboratorio en la ciudac de Córdoba, Argentina, sin perjuicio de 


resolvió autorizar la presencia del Equipo de Antropología Forense pero sin permitir 
ningún Upo de manipulación técnica y na se les permitió realizar ningún tipo de dictamen 
ni opinión técnica. El 17 de marzo de 2009 se realizó la pericia de comparación del cráneo 
y se dictaminó como una "identificación positiva” ?Y, No abstante, en agosto de 2009 los 
resultados de las pruebas genéticas arrojaron resultado negativo. 

182. Al emitir la presente Sentencia, esta causa se encuentra en investización 
presumarial y no hay mayores avances en la investigación, o A 
formalmente ecusada ni sancionada, ni se ha logrado determinar el paradero de María 
Claudia Garcia, 


C. La obligación de investigar en la jurisprudencia de este Tribunal 


183. Esta Corte ha destacado que la obligación estatal de investigar y sancionar las 
violaciones de derechos humanos” y, en su caso, enjuiciar y sancionar a los 


de 
la desaparición forzada de personas y su correlativo deber de investigarla y sancionar a 
sus responsables han alconzado desde hace mucho carácrer de jus cogens*”. 


184, La obligación de investigar violaciones de derechos humanos se encuentra dentro 


185, Tratándose de desaparición forzada, y ya que uno de sus objetivos es impedir el 
ejercicio de los recursos legales y de las garartías procesales pertinentes, si la víctima 


su 
individualtzer a la autoridad que ordenó la privación de Itartad e lo izo efectiva”. 


186. En definitiva, toda vez que haya motivos razonables para sospechar hy una 
persona ha sido sometida a desaparición forzada debe iniclorse una Investigación**. Esta 


OS o le solicitado per ol Jurgado de Segundo Turno, 
pruelcs, enexo 2, pisa +, vhs. 320. 

.. Cir. Caso Velbeguer Rogriprer. Fonda, supra nota 20, plirs. 166; Caso Cabrera García y Montiel Mores 
supra nota 16, párr. 215; Caro Gomes Lesd y otros (Gueerita dy Aragua), supra reta 16, párr. 137. 

us Or. Caso Golburd y otros, eapra neta 23, 04 019 Canto land y epus (cs do Argutiad, 
supra rota 16, párr. 137, y Cs ¡Deer Córdenas e Pela, supra nota O, párr. 197. 

. Cfr. Casa Velbsguer Rodibpaer. Fendo, supra vota 29, gáer o ee 
0 Araguata), supra rota 16, párr. 136; Caso Rosendo Cantó y otre, supro nata 9, párr. 1 

id Cir. Caso Velbuquer Rodriguez. Fondo, supra rota 20, párr, 177; rico AIM 
on opa 15, párr. 139; Caco Resendo Cantd y otra, Supra nata 9, párr. 175. 

A o pod cs dd y Ll A 
A e 107, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra note 9, párr. 64, 


mn. Cr. Caso Radio Pacheco, supra náta 74, párr. 143; Coso Ibsen Cárdenas e lbsen Peña, supra rota 9, 
párr. 65, y Caso Gomes Lund y otros (Guerriha do Araguala), supra nota 16, párr. 108, 
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cualquier ca50, toda autoridad estara, funcionario púbico 9 pardcular que haya tenido 
noticia de actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciaro 
inmediatamante””, 


187. Del artículo 8 de la Convención se desprende que las víctimas de violaciones de 
derechos humanos, o sus famillares, deben contar con amplias posibilidades de sor cidos y 
actuar en los respectivos procesos, tanto en procura del esclarecimiento de los hechos y 
del castigo de los responsabies, como en la búsqueda de una debida reparación. 


188, La obligación de Investiger y el correspondiente derecho de la presunta victima o 
de los familiares no sólo se desprenden de los normas convendonales de derecho 


internacional, imperatives 

trate, además deriva de la legisisción interna que hace referencia al deber de 

de oficio clertas conductas ilícitas y a les normas que permiten que las víctimas o sus 
fomiliares denuncien o presenten querellas, pruobas, seras ales psa otra td 
con la finalidad de participar procesalmente en la investigación penal con la pretensión de 
establecer la verdad de los hechos*”, 


Esta obligación implica el deber de los Estados Parte de organizar todo el 
eparato gubemamental y, en general, todas las estructuras a trovés de las cuales se 

el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar 
puerros malo or y heroica y 


190. Como consecuencia de esta obligación, les Estados deben prevenir, investigar y 
porel derechos reconocidos la 


además, el resteblecimiento, sí es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la 
reparación de los daños producidos por la violación de derechos cc y 

191, Shel aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y. no se 
restablece, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede 
A a cd 
personas sujetas a su Jurisdicción 

192. la sutaccón de la dimensión coleiva del derecho a la veras exo lo 


bo Or. Caso de la Macacre de Pueblo Dela, sucre na 146, párr. 141: Caso bar Cárseras e ¡loan Peña, 
oo €S, y Caso Gomes Lund y otros (De iba de Aragua), cupra rota 16, párr. 108. 

« Caso de la Masacre de ber der 145; Caso Itren Córdonas e Jaen Peña, 
POR y Ll ooo pondre br ber Areguaia), supra nota 16, pór. 108. 
e Caso Anzuaido Castro, supra nera 75, párr. 69, Caso fosen Cárdenas e Josen Peña, supra nota O, 
al Cfr. Caso Cabrera Garcia y Ty da duel 
(GreniDo de rapuata), Supra veta 26, páer. 139. 

me Cfr. Caso Velbaguez Rodripaet. Fondo, supra rta 70, párr. 166; Caso het Cársenas e Ibsen Peña, 
supra mota 9, párr, 00; Caso Do 4) An0gO 40 Mo DOS Mona, Cugro neta 127, pl, 294, y Cuvo Quiros Le00 y 
otros (Guenthe do Araguala), sra rota 16, párr 140. 

$. O A O Ed 166; Caño Garbalo: Ve. Aral. Excepciones 
Pretmicares, y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Sería C No. 203, párr. 112, 
y Capo Gomas Lond y Co (OPENS e AUGURA, TUDO EURO ME páer 308, 
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determinación judicial de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que 
de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondiemtes 


. 


193. Cuando un Estado es Parte de un tratado interradonal como la Convención 


y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y 
de las regulaciones procesales correspondientes y en este toreo, deben tener en cuenta no 
solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte 
Interamericana, intérprete última de la Convención Americana”, 


194. La Justicia, para ser tal, debe ser oportuna y lograr el efecto útil que co desea o se 
derechos de 
hechos y determinación y en su caso sanción de los 

D. Las amnistías en opinión de otras instancias internacionales 


195. Las amnistios o figuras análogas han sido uno de los obstáculos alegados por 
algunos Estados para Investigar y, en su caso, sancionar a los responsables de violaciones 
graves a los derechos humanos*”, Este Tribunal, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, los órganos de las Naciones Unidas y otros organismos universales y reglorales 
de protección de los derachos humanos se han pronunciado sobre la incompatibilidad de 
las leyes de armistla relativas a graves violaciones de derechos humanos con el derecho 
internaciona! y las obligaciones internacionales de los Estados. 


196. Como ya ho sido adelantado, estas Corte se ha pronunciado sobre la 
incompatibilidad de las amnistias con la Convención Americana en casos de graves 
violaciones a los derechos humanos relstivos a Perú (Barrios Altos y La Cantuta), Chile 
(Almonacid Arellano y otros) y Brasil (Gomez Lund y Otros). 


197. En el Sistema Interemercano de Derechos Humanos, del cual Uruguay forma parte 
son reiterados los pronunciamientos sobre la incompatibilidad de 
convencionales 


las leyes de amnistía con les obligaciones de los Estados cuando se trata 
de graves derechos humanos, Acemás de las decisiones antes mencionadas 
de este Tribunal, la Comisión interame concluido, presente caso y en ctros 


» ” Y 
Sextencia de 29 de novembre den 2007. Sere C. No. 168, párr. 115; Caso Chitsy Nech y otros, supra neta 6), 
párr. 195; y Cir. Caso Rada Pecheco, supra nota 74, párr. 201. 
me En el presente caro, el Trini e refiera genéncamerta al térmeo *amrisilas” pera refertesa a Tormes 
Que, rdrpenttamerta, de su Ceromaación, persiguen la misma Araldad 
me Cfr. CLOM, Informa Mo, 28/92, Casos 10.147; 10.181; 10.240; 10,362; 10,309, y 10.311. Argentina, te 
2 de octubre de 1992, páres. 40 y 41. 2 

Cfr. CIDH, Informe de fondo No. 34/96, Cases 11.228; 11,220; 11.231, y 11.262. Chile, de 15 do 
edubre de 1996, párr, 70, y CIDH. Informe de fondo No. 36/96. Che, de 15 de octubre de 1996, párr. 71. 
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se ha pronundedo en un número de casos deves en los cuales ha tenido la oportunidad 
A A O O 
amnistía, estableciendo que dichos leyes violan diversas disposiciones tento da la 
Declaración Americana como de la Convención. Estas decisiones, coincidentes con «el 
criterio de otros órganos interrecionales de derechos humanos respecto a las amnistias, 
_ han declarado en forma uniforme que tanto las leyes de amnistía como las medidas 
legislativas comparables que impiden o dan por terminada la investigación y juzgamiento 
de agentes de [un] Estado que puedan ser responsables de serias violaciones ce la 
Convención o la Declaración Americana, violan mútiples disposiciones de estos 


198. En el ámbito universal, en su informe al Consejo de Seguridad titulado El Estado « 
_Gorocho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos, 
Secretarío General de las Naciones Unidas señaló que: 


£...] los acuerdos de paz aprobados por las Naciones Unidas nunca pued[ejn prometer 
i ampistias por crímenes de genocidio, de guerra, o de lesa humanidad o infracciones 
graves de los derechos humanos (.. q, 


199. En el mismo sentido, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos concluyó que las amnistlas y otras medidas anélogas contribuyen a la impunidad 
y constituyen un obstáculo para el derecho a la verdad al oponerse a una er 
fondo sobre los hechos?” y que son, por lo tanto, incompatibles con las obligaciones qu 
incumben a los Estados en virtud de diversas fuentes de derecho Internacional 
Adiclonalmente, en cuanto al falso dilema entre paz o reconciliación y justicia, manifestó 
que: 

* (Nas amnistías que exoneran de sanción penal a los responsables de crímenes atroces en 

la esperanza de garantizar la paz suelen fracasar en el logro de su objetivo, y en lugar de 

ello han alentado a sus beneficiarios a cometer nuevos crimenes. Por el contrarto, se ha 

legado a acuerdos de paz sin disposiciones relativas a amnistía en algunas situaciones en 

SA A A IA 

. muchos temían que os enjuiciamientos prolongaran el 


200. En consonancia con lo anterior, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la 
cuestión de la Impunidad destacó que: 


. 


¡OE _-->-——_-_———____ _ __ _ a —ó 
po Cir, CIDH, Iréceme de fondo No. 1/99, Caso 10,480, El Salvador, de 27 de encro de 1999, párrs. 107 y 
121 


+. Cir, CIDH. Informe No. 8/00, Caso 11.378, Maití, de 24 de febrero de 2000, párrs. 35 y 36, Si bien el 

caso no es especificamente sobre la convencionalldad de leyes de ammnistia, la Comisión retoma su postura 

respecto de las leyes de amnistia y lo analiza a la luz del prindplo de continuidad de los Estados. 

bi Cfr. CIDH. Informe de fondo Mo. 20/99, Caso 11.317. Perú, de 23 de febrero de 1999, párre. 159 y 160; 

CIDH. Informe de fondo No. 55/99, Casos 10.815; er 10.981; 10.995; 11.042 y 11,136, Perú, de 13 de 

abrí de 1999, párr. 140; CIDH. Informe No, 44/00, Caso 10.820, Perú, de 13 de abril de 2000, párr. 69, y CIDM. 

Informe No. 47/00, Caso 10.908. Perú, 13 de abril de 2000, pórr. 76. 

po p Cir. CIDH. Informe 29/92. Casos 10.029, 10,036 y 10.145, Uruguay, de 2 de Octubre de 1992, párrs. 
y 51. 

id CIDH. indorme Mo. 44/00, Caso 10.820, Perú, de 13 de abri de 2000, párr. €8, y 10M. irforme No. 

47/00, Cago 10.908. Perú, de 13 de abril de 2000, párr. 76. En el mismo sentido, cfr, Pt Informe No. 55/99, 

Casos 10.815; 10.905; 10.991; 10.995; 11.042, y 11.136. Perú, de 13 de abril de 1999, párr. 140. 

ne Informe del Secretario General al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. El Estado de derecho y la 

Justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido confiictos, UN. Doc. 5/2004/616, de 3 de 

agosto de 2004, párr. 10. 

e, Cfr. informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Mumenos. El 

derecho a lo verdad. UN Doc, A/HRC/S5/7, de 7 de junio de 2007, párr. 20, 

20 Cfr, Oficina del Año Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Mumanos. Instrumentos del 

Estado de Derecho para sociedacos que han salido da un conficto. Amnistias, MR/PUB/O9/1, Publicación de las 

A A 

. Cfr, Oficina del Año Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Instrumentos del 

Estado 6s Derecho Paro sociacodas que hon Toldo de un condicio, BUprO neto 207, DÍ. V. 
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(os autores de violaciones no podrán beneficiarse de la amnistía mientras las víctimas no 
hayan obtenido justícia mediante un recurso efectivo, Juridicamente carecerá de efecto 
con respecto a las eeciones de las victimos vinculadas al derecho a reparación *“, 


201. La Asamblea General de Naciones Unidas estableció en el artículo 18 de la 
Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas 
que "los autores o presuntos autores [desaparición forzada] no se beneficiarán de ninguna 


_fey de amnistía especial u otras medidas análogas que tengan por efecto exonerarios de 


cualquier procedimiento o sanción penal" 39, 

202, De igual modo, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena 
en 1993, en su Declaración y Programa de Acción enfatizó que los Estados "deben derogar 
la legislación que favorezca la impunidad de los responsables de violaciones graves de los 
derechos humanos, [...] y castigar las violaciones”, destacando que en casos de 
desapariciones forzadas los Estados están obligados primero a impedirlas y, una vez que 
han ocurrido, a enjuiciar a los autores del hecho**, 


203. Por su parte, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 
las Naciones Unidas ha tratado en distintas ocasiones el tema de las amnistías en casos de 
desapariciones forzadas. En su Observación General respecto dol artículo 18 de la 
Decloración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
señaló que se considera que una ley de amnistía es contraria a las disposiciones de la 
Declaración, incluso cuando haya sido aprobada en referendo o procedimiento de consulta 
similar, sl, directa o indirectamente, a causa de su aplicación o implementación cesa la 
obligación de un Estado de investigar, procesar y castigar a los responsables de las 
desapariciones, si oculta el nombre de quienes la hayan perpetrado o si los exonera**, 


204. Adicionalmente, el mismo Grupo de Trabajo manifestó su preocupación que en 
situaciones post-conflicto se promulguen leyes de amnistía o se adopten otras medidas 
que tengan por efecto la impunidad**”, y recordó a los Estados que: 


es fundamental adoptar medidas efectivas de prevención pora que no haya 
desapariciones. Entre ellas, destaca [...] el procesamiento de todas las personas acusadas 
de cometer actos de desaparición forzada, la garantía de que sean enfuiciadas ante 
tribunales civiles competentes y que no se acojan a ninguna ley especial de amnistía o 
medidas análogas que puedan eximirlas de acciones o sanciones penales, y la concesión 
de reparación e Indemnización adecuada a las víctimas y sus familiares?” 


205. También en el ámbito universal, los órganos de protección de derechos humanos 
establecidos por tratados han mantenido el mismo criterio sobre la prohibición de 
amnistias que impldan la investigación y sanción de quienes cometan graves violaciones a 
los derechos humanos. El Comité de Derechos Humanos, en su Observación Genera! 31, 
manifestó que los Estados deben asegurar que los culpables de infracciones reconocidas 
como delitos en el derecho Internacional o en la legislación nacional, entre ellos la tortura 
y Otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, las privaciones de wida sumarlas y 


si Informe final revisado acerca de la cuestión de la impunicod de los autores de violaciones de los 
derechos humanos (derechos cdvfes y politicos) preparado por el Sr. Louis Jolnet de conformidac con la 
resolución 1996/119 ce la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías. U.N. 
Doc. E/CN.4/Sub.2/1997/20/Revw1, de 2 de octubre de 1997, par, 32, 


. Cfr. Naciones Unidas, Asamblea General, Resolución 47/133 de 18 da diciembre de 1992. 


ae. Conferencia Mundial de Derechos Humanos, Deciwación y Programa de Acción de Viena. UN. Dot. 
A/CONF.157/23, de 12 de juño de 1993, Programa de Acción, párrs. 60 y 62. 

. Cfr. Grupo de Trabajo scbre Desapariciones Forradas o Irvoluntarios de los Naciones Unidas. 
Observación General sobre el articulo 18 de la Declaración sobre la protección de todas las personas cortra Lys 
gesapariciones forzadas. informe presertado dentro de 62% período de sesiones de la Comisión de Derechos 
Humanos. U.N. Doc. E/CN.4/2005/56, de 27 de diciembre de 2005, párr. 2, incisos a, e y de 


5 A A 
ad Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Invobantarias de las Nadiones Unidas. Informe, supra 
nota 211, párr, 599. En el mismo sentido, cfr. Grupo de Trabajo sebre Desepariciones Forzadas a Inveoluntarias 
de las Nadones Unidas. Informe al Contejo de Derechos Humanos, 40 perñoco de sesiones. U.N. Doc, 
AJHRCI4/41, de 25 de enero de 2007, párr. 500. - 
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arbitrarias y las desapariciones forzosas, comparezcan ante la justicia y no traten de 
paa a 19 autores de su responsabilidad jurídica, como ha ocurrido con ciertas 
am - , 


206. Asimismo, el Comité de Derechos Humanos también se pronunció al respecto en el 
procedimiento de peticiones individuales y en sus Informes sobre países. En el Caso Hugo 
Rodríguez vs. Uruguay señaló que no puede aceptar la postura de un Estado de no estar 
obligado a investigar violaciones a derechos humanos cometidas durante un régimen 
anterior en virtud de una ley de amnistía y reafirmó que las amnistías para violaciones 
graves a los derechos humanos son incompatibles con el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, indicando que les mismas contribuyen a crear una atmósfera de 
impunidad que puede socavar el orden democrático y dar lugar a otras graves violaciones 
de los derechos hu ; 


207. El Comité también se refirió a la Ley de Caducidad en Uruguay en ocasión de sus 
observaciones finales realzadas en los años 1993% y 1998**, En esas observaciones el 
Comité señaló que la Ley de Caducidad violaba los artículos 2-3 (derecho a un recurso 
efectivo a todas las victimas de violaciones a los derechos humanos), el artículo 7 


(tratamiento cruel de las famillas de las vícumas) y el artículo 16 (reconocimiento de la - 


personalidad jurídica) del Pacto. También recomendó al Estado uruguayo tomar las 
medidas legislativas necesarias para corregir los efectos de la ley de Caducidad y 

que las víctimas de dichas violaciones tengan acceso a un recurso útil y efectivo ante las 
instancias jurisdiccionales nacionales. 

208. Por su parte, el Comité contra la Tortura también ha manifestado que las amnistias 
qué impidan la investigación de actos de tortura, así como el julclo y eventual sanción de 
los responsables, son violatorias de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes**, . 


uo Cir, C.D.H., Observación General 31: Naturaleza do la coligación furdlca general impuesta a los Estados 
Partes en el Pacto, U.M. Doc, CCPR/C/21/Rev.1/Add.13, de 26 de mayo de 2004, párr. 18, Esta Observación 


. General amplió el contenido de la Observación número 20, referente sólo e actos de tortura, a otras graves 
weolaciores de derechos humaros. Al respecto, también cfr, C.O.H. Obsorvación Genera! 20: Reemplaza a lo 


General 7, prohibición de la tortura y los tratos o penas crueles (art. 7), UM. AJ47/40(5UPP), Anexo 
Vi, A, de 10 de marzo de 1992, párr. 15. 
== Cfr. C.O.H., Caso Hugo Rodríguez Vs. Unvguoy, Comunicadón Nc. 322/1980, UN Doc. 
COPR/C/51/D/322/19€8, Dictarren de 9 de agosto de 1994, párrs. 12,3 y 12.4. Asimismo, el Comitá ha reterado 
ey Potara Sl Artica cicarcaciónas Snatos a les infuciian presentados por los EADOS partes 00. Pacto 


gel examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del artículo 40 del Pacto, respecto de: 
Perú, UN. Doc. CCPR/C/79/Add,67, de 25 de fulo de 1996, párr. 9, y en simbar serrido Yemen, U.N. Doc, 
CCPAC/79/Mcd.51, de 3 de octubre de 1995, numeral 4, párr. 3; Paroguay, UM, Doc. CCPRIC/79/Add.48, de 3 
OO AAC ds POr, Y VOI ALA, DO, COPINCIIAMDO Ad, de 3: de aitor De 2008, mamar 
4, párr. 2. - + 

bat Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: República del Uruguay, UM Doc. 
CCPRIC/79/Add.19, 5 mayo de 1993, párr. ?. 

E rr o cra dl room Miro somo Mr aros Bol 

recomendaciones: 


CCPR/C/79/A44.90, 8 abril de 1999, Apartado C. Principales temas de preocupación y 
O ass POIMGENO 96s apta a lo Tal de Comas ds 10 vesical 


y, por consiguiente, impide que el Estado parte asuma la responsabdidad de permitir que las víctimas 

de esas viniaciones interpongan un recurso efectivo. Asimismo, el Comitá considera que la Ley de Caducidad 
viola el artículo 16 del Pacto por lo que se refiere a las personas desaparecicas y el artículo 7 en relación conlos 
familiares de esas personas”, . 
e Cfr. C.A.T., Observación General 2: Aplicación del artículo 2 por los Estados Partes. U.N. Doc. 
CAT/C/GC/2, de 24 de enero de 2008, párr. 5, y C.AT,, Observaciones fiasles respecto del examen de los 
Informes presentados por los Estados partes de conformidad con el artículo 19 de la Convención respecto de: 
Benin, U.N. Doc. CAT/C/BEN/CO/2, de 19 de febrero de 2008, párr. 9, y Ex República Yugoslava de Macedonia, 
UM, Doe. CAT/C/MKD/CO0/2, de 21 de mayo de 2008, párr, 5. 
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209. Igualmente en el ámbito universal, aunque en otra rama del derecho internacional 
como lo es el derecho penal internacional, las amnistías o normas análogas también han 
sido consideradas inadmisibles. El Tribunel Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en 
un caso relativo a tortura, consideró que carecería de sentido, por un lado, sostener la 
proseripción de violaciones graves a derechos humanos y, por el otro, autorizar medidas 
estatales que las autoricen o condonen, o leyes de amnistía que absuelvan a sus 
perpetradores””. En el mismo sentido, el Tribunal Especial para Sierra Leona consideró 
que las leyes de amnistia de ese país no son aplicables a graves crímenes 
internacionales: *, Esta tendencia universal se ha visto consolidada mediante la 
incorporación del estándar mencionado en la elaboración de los estatutos de los tribunales 
especiales de más reciente creación en el ámbito de las Naciones Unidas. En este sentido, 
tanto los Acuerdos de las Naciones Unidas con la República del Líbano y con el reino de 
Camboya, como los Estatutos que crean el Tribunal Especial para el Líbano, el Tribunal 
Especial para Slerra Leona y las Salas Extraordinarias de las Cortes de Camboya, han 
Incluido en sus textos cláusulas que señalan que las amnistías que sean concedidas no 
constituirán un impedimento para el procesamiento de las personas nsables de los 
delitos que se encuentren dentro de la competencia de dichos tribunal > 


210. Asimismo, en una interpretación del artículo 6-5 del Protocolo 11 Adicional a los 
Convenios de Ginebra a la luz del Derecho Internacional Humanitario”*, el CICR aclaró 
que las amnistías no podían amparar a los perpetradores de crímenes de guerra: 


[cjuando se aprobó el párrafo 5 del artículo 6 del Protocolo adicional Il, la USSR dedaró, en 
su explicación de voto, que no podía interpretarse la disposición de modo que permitiese a 
los criminales de guerra, u Otras personas culpables de crimenes de lesa humanidad, eludir 
un castigo severo. El CICR colncide con esa interpretación. Esas amnistias serian también 
incompatibles con la norma que obliga a los Estados a Investigar y enjuiciar a los 
sospechosos de haber cometido aímenes de querra en confiktos armados no 
Iintemedonales*”(...). 

211. Esta norma de Derecho Internacional Humanitario e interpretación del protocolo IL 

artículo 6-5 ha sido retomada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”” y 

el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas**. 


Cfr. 1.C.T.Y,, Case of Prosecutor y. Furundiija. Judgmerk of 10 December, 1998, Case No. 1-95-17/1-T, 


us Cfr. S.C.S.L., Case of Prosecutor v. Gbao, Decision No. SOSL-04-15-PT-141, Appests Chamber, Decision 
on Preliminary Motion en the Invalidty of the Agreement Bebtaeen the Urted Nations and the Government cf 
Sierra Leone on the Estabistment of the Special Court, 25 May 2004, pdrr. 10; S.C.S.L., Case of Prosecutor y. 


Sesay, Cellon end Gbeo, Caye Mo. SOSL-04-15-1, Judgment of tre Trial Chamber, 2 March 2009, para. 54, y- 


S.CS.L, Case of Prosecutor v. Sesay, Colon and Gbyo, Case No. SCSL-04-15-T, Trial Chamber, Sentendng 
Judgment, 8 April 2009, párr. 253. 

Cfr. Acuerdo ente las Naciones Unidas y la República Libanesa relativo al establecimiento de un 
Tribunal Especial pera el Libano, artículo 16 y Estatuto del Tribunal Especial para el Líbano, artículo 6; Resolución 
1757 del Corsajo de Seguridad de las Naciones Unidas. UN. Doc. S/RES/1757, de 30 ce mayo de 2007; 
Estatuto del Tnbunal Especial para Sierra Leona, de 16 de enero de 2002, artículo 10; Acuerdo entre las 
ducitaos Unidos y el Oublane Rasí ds Combuya pum el Enticamilanto Cojo lo Lay Cambortas de lso Ofnenas 


(NS/RKM,1004/006), nuevo artículo 40. 
Cfr. Artículo 6-S del Protocole Il Adicional a los Convenios de Ginebra [a] la cesación de las 


w Ofr. Comité Internacional! de la Cruz Roja, El derecho internacional! mumanitario consuetudinario, wal, L. 
edtado por Jean-Marle Henckaerts y Louise Doswald-Beck, 2007, póg. 692; Asimismo, la norma 139 de Derecho 
Internacional Humanitario Corsuetudinario menciona que la las personas sospechosas o acusados de haber 


159, Comité Internacional de la Cruz Roja, El derecho internacional humantano consuetudinario, vol. L, editado 
por jean-Marte Henckserts y Lculse Doswald-Deck, 2007, pág. 691. s S 


ad Cfr. CIDH, Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en El Salvador, Caso No, 11.138, en, 
documento OFA/Ser 1/4/TL.85, Dec. 28 rev. de 11 febrero 1994, Conciusiones generales, párr. E 
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212. La contrariedad de las amnistías relativas a violaciones graves de derechos 
humanos con el derecho Internacional ha sido afirmada también por los tribunales y 
órganos de todos los sistemas regionales de protección de derechos humanos. 


213. Enel Sistema Europeo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró que es 
de la mayor importancia, para efectos de un recurso efectivo, que los procesos penales 
referentes a crímenes como la tortura, que impliquen violaciones graves a los derechos 
humanos no sean prescríptibles y que no se deben permitir amnistías o perdones al 
respecto**”. En otros casos, resaltó que cuando un agente estatal es acusado de crímenes 
que violan los derechos del Artículo 3 del Convenio Europeo (Derecho a la vida), los 
procedimientos penales LA, el ¡Jemasalends no deben verse obstaculizados y la concesión de 
amnistía no es permisible** 


214. En el Sistema Africano, la Comisión Africena sobre los Derechos Humanos y de los 
Pueblos consideró que las leyes de amnistía no pueden proteger al Estado que les adopta 
de cumplir con sus obligaciones internacionales?” y señaló, además, que al prohibir el 
juzgamiento de perpetradores de violaciones graves a derechos humanos mediante el 
otorgamiento de amnistias, los Estados no sólo promovían la impunidad, sino que también 


«cerraban la posibilidad de que dichos abusos se investigaran y pue las víctimas de dichos 


crímenes tuvieran un recurso efectivo para obtener una reparación** 


E. Las amnistías y la jurisprudencia de tribunales de Estados Parte en la 
Convención 


215. De iqual modo, diversos Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos, por medio de sus más altos tribunales de justicia, han incorporado los 
estándares mencionados, observando de buena fe sus obligaciones internacionales. La 
Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina resolvió, en el Caso Simón, declarar 
sin efectos las leyes de amnistía que en ese país constituian un obstáculo normativo para 
la investigación, juzgamiento y eventual condena de hechos que implicaban violaciones a 
derechos humanos: 

[Eln la medida en que [las amnistías] se orienten al “olvido” de graves violaciones a las 

derechos humanos, A A AS lalo O SO, 

Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y resultan, 

por lo tanto, constítucionalmente intolerables. 

[Lja traslación de las conclusiones de la Corte Interamericana en "Barrios Altos” el caso 

vais. QU o, JE e A A A 


sprudenciales, Por 
cierto, sería posible encontrar diversos argumentos para distinguir [el caso argentino del 
Caso Barrios Altos], pero tales distinciones serían puramente anecdólicas. 


[Eln la medida en que [las leyes de amnistía] obstaculizan el esdarecimiento y la efectiva 
sanción de actos contrarios a los derechos reconocidos en los tratados mencionados, 
impiden el cumplimiento del deber de garantía a que se ha comprometido el Estado 
ergentino y resultan inadmisibles, 


» Cfr. entre ctros, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanes: Lbano, UN. Doc. 
COPRIC/79/M00.78, $ de mayo de 1997, párr. 12, y Observaciones Anales del Comité de Derechos Humanos: 
Croacia, U.M. Doc., CCPR/ CO/TL/MAV, de 4 de abril de 2001, párr. 11. 

al Cs CAIDA Ojo OE Alas? Nui 2 UNO DUDAS Den Appication Mo. 
3246/96, parr. 55 

0 Cfr. T.E.D.H, Case of Yeter y. Turkey, Judgment of 13 January 2009, Appilcaion Mo. 33750/03, par. 
79, 

sn Cfr. ACH.P.A, Case of Malawi African Associption and Others v. Mauritania, Communication Mos. 
54/91, 61/91, 98/93, 164/97-196/97 and 210/98, Decision af 11 May 2000, para, 83, 

sw. Cfr. AMPARA, Case ol Zimbabwe Human Rights NGO Forum v. Zimbabwe, Communicadon No. 245/02, 
Desision of 21 May 2006, peras. 211 y 215. 
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Del mismo modo, toda regulación de derecho Intemo que, invocando rarones de 
“pacificación”[,) disponga el otorgarmiento de cualquier forma de amnistía que deje 
impunes violaciones graves e los derechos humanos perpetradas por el régimen al que la 
disposición beneficia, es contraria a caras y disposiciones de derecho 
Internacional y debe ser efectivamente suprimida, 


[A] fin de dar cumplimiento a los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos, la supresión de las leyes de [armistia] resulta impostergable y ha de producirse 
de tal forma que no pueda derivarse de ebas obstáculo normativo alguno para la 


*irretroactividad” de la ley penal ses invocado para incumplir los deberes asumidos en 


materia de persecución de violaciones graves a los derechos humanos“, 


216. En Chile, la Corte Suprema de Justicia concluyó que les amnistias respecto de 
desapariciones forzadas abarcarían sólo un periodo determinado de tiempo y no todo el 
lapso de duración de la desaparición forzada ni sus efectos***: 


(SJ! bien el Decreta Ley en comento ha señslado expresamente que se encuentran 
amnistiados los hechos cometidos entre el once de septiembre de mil novecientos setenta 
y tres y el diez de marzo de mil novecientos setenta y ocho, el delito de autos comenzó a 
perpetrarse el siete de enero de mil novecientos setenta y cinco [...], existiendo certeza de 
que al diez de marzo de mil novecientos setenta y ocho, fecha de la expiración del plazo 
contemplado en el artículo 19 del D.L. 2191, Sandoval Rodríguez no había aparecido y no 
se tenian noticias de él, ni del lugar donde se encontrarían sus restos, en el evento de 
haberse producido su muerte [...], lo que torna inaplicable la amnistía alegada, ya que el 
secuestro continuaba ndose una vez que el periodo de tiempo cubierto por 
esta causal de ext de responsabilidad crí A 


[EJ Estado de Chile se impuso, al suscribir y ratificar [tratados internacionales], la 
obligación de garantizar la seguridad de las personas [...], quedando vedadas las medidas 
tendientes a amparar los agravios cometidos contra personas determinadas o lograr la 
impunidad de sus autores, teniendo especialmente presente que los acuerdos 
internacionales deben cumplirse de buena fe. [Esa] Corte Suprema en relteradas 
sentencias ha reconocido que la soberanía interna del Estado [...] reconoce su límite en los 
derechos que emanan de la naturaleza humana; valores que son superiores a toda norma 
que puedan disponer las autoridades del Estado, incluido el propio Poder Constituyente, lo 
que impide seen se, 
217. Recientemente, la misma Corte Suprema de Justicia de Chile, en el caso Lecaros 
Carrasco, anuló una sertenda absolutoria anterior e invalldó la aplicación de la amnistía 


Suprema de Justicia de Chile. Decisión del Pleno cto de la instancia que verd la 
de Amnistía en el caso del secuestro del mirísta Miguel Sandoval, Rol Mo. 517-2004, 
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chilena prevista en el Decreto Ley No. 2.191 de 1978, a través de una Sentencia de 
reemplazo en los siguientes términos**: 


[EN delito de secuestro (...] tiene el carácter de delito de lesa humanidad y, por ende, no 
procede invocar la amnistía como una causal extíntiva de la responsabilidad penaR*, 


[LJa ley de amnistía dicrada por la autondad de facto que asumió el "Manda Supremo de 
la Nación”, (..J ha de ser interpretad[a] en un sentido conforme a los conventos 
protectores de los derechos fundamentales del individuo y sancionatorios de los graves 
stentados cometidos en su contra durante lo vigendla de ese cuerpo A 


[Lja referida prohibición de autoexoneración no atañe únicamente a situaciones obvias, en 
las que los detentadores del poder se han valido de la situación ventajosa en que se 
encontraban para consagrar extirciones de re sabilidad, como ocurre con las 
amnistias autoconcedidas, sino que Implica una suspensión de la vigenda de 
Instituciones preexistentes, como [...] la prescripción de la acción penal, concebidas para 
operar en un estado de paz social al cual estaban llamacas a servir, pero no en 
situaciones de vulneración de todas las instituciones sobre las cuales el Estado te erigia, y 
en beneficio precisamente de quienes provocaron ese quebrantamiento”, 


218, Por otra parte, el Tribunal Constitucional de Perú, en el Caso de Santiago Martin 
Rivas, al resolver un recurso extraordinario y un recurso de agravio constitucional, precisó 
el alcance de las obligaciones del Estado en esta materia?”?; 


[EJ Tribuna! Constitudonal pS ea E A o o eat hechos 
y sancionar a los responsables por la violación de los derechos humanos declarados en la 
Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos no sólo comprende la nulidad 
de aquellos procesos donde se hubiese[n]-aplicado las leyes de amnistía (...], tras haberse 
declarado que dichas leyes no tenen efectos jurídicos, sino tam toda práctica 
destinada a impedir la investigación y sanción por la violación de los derechos a la vida a 
integridad personal”. 

Las obigaciones asumidas por el Estado peruano con la ratificación de los tratados sobre 
derechos humanos comprenden el deber de garantizar aquellos dereches que, de 
conformidad con el Derecho Internacional, son inderogables y respecto de los cuales el 
Estado se ha obligado intemacionalmente a sancionar su afectación. En atención al 
mandato 


han cristalizado la proscripción absoluta ce aquellos Hícitos que, de conformidad con el 
Derecho Intermadonal, no pueden ser amnistiados, cr los estándares 
mínimos de protección a la dignidad de la persona humana” 


Lujo expedición de leyes de amnistía constituye una competencia jurídico-constitucional 

de la República, de modo que las resoluciones fudiciales que se dicten en 
pe de leyes de amnistía constitucionalmente aregozdomer gg la configuración 
de la cosa juzgada constitucional. El control de las leyes de amnistía, sia embargo, parte 
A rre lc 29 mara ¿y 00 Mera > Fosas a 
Constitución y el respeto de los derechos fundamentales”. 


su. Conte Suprema de Justicia de Chile, Caso de Claudio Abdón Lecaros Carrasco seguido por el demo de 
secuestro colificado, Rol No. 47.205, Resuurso No. 3302/2009, Resolución 16698, Sentencia de Apelación, y 
Resolución 16699, Sentencia de Reemplazo, de 18 de mayo de 2010, 

su. Corte Suprema de Justicia Ce Chbe, Caco de Claudio Abdón Lecaros Carrasco, Sentencia de Reemplazo, 
supre nota 268, Considerando 1. 

y Corte Buprema de Justida de Cite, Caso de Cimuelo Abeto Lacarva, Sentencia de Neemplezo, mur 
nota 263, Considerando 

Leña Corte Suprema de Justicia de Chile, Caso de Claudio Abdón Lecaros Carrasco, Sentencia de Reemplazo, 
supra vota 268, Considerardo 3. 


ve Cfr. Tribunal Constitucional de Caso Santiago Martín Rivas, Recurso extraordinario, Expediente No. 


Perú, 
4587-2004-AA/TC, Sentencia de 29 de noviembre de 2005, párr. 63. 
had Tribuna! Constitucional de Perú, Caso Santiago Martín Rivas, Recurso extraordinario, supra rota 272, 
párr. 63. 
> Tribunal Constitudonal de Perú, Caso Santisgo Martin Rives, Recurso de ogravio constitucional, 
Expediente No. 679-2005-PA/TC, Sentencia de 2 de marzo de 2007, párr. 30. 
s Tribunal Constitucional de Perú, Caso Santiago Martín Rivas, Kecarso de agravio consutucional, supra 
nota 274, párr, 52. 
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No opera (dicha presunción] cuando se comprueba que mediante el ejercido de la 
Dor soy celenroadles rob q rior lador penal pretendió encubrir la comisión 
de delitos de lesa humanidad. Tarmpoco cuando el ejercidio de dicha competencia se utilizó 
para “garantizar” la impunidad por graves violaciones de derechos humanos”, 


En mérito[,] el Tribunal considera que las leyes de amnistía [en cuestión] son nutas y 
carecen, ab initio, da efectos juridicos. Por tanto, también son nulas las resoluciones 
Judiciales dictadas con el propósto de garantizar la impunidad de la violación de derechos 
humanos cometida por [agentes estatales PF”. 


219. En el mismo sentido se pronunció la Suprema Corte de Justicia de Uruguay 
respecto de la Ley de Caducidad, considerando qua: 


[nadie] niega que, mediante una ley dictada con una mayoría especial y para casos 
extraordinarios, el Estado puede renunciar a penalizar hechos delictivos. [S]in embargo, la 
ley es inconstitucional porque, en el caso, el Poder Legisiativo excedió el marco 
constitucional para acordar amnistias”? [porque] declarar la caducidad de las acciones 
penales, en cualquier supuesto, excede las facultades de los legisiadores e invade el 
ámbito de una función constitucionalmente asignada a los jueces, por lo que, por los 
motivos que fueren, el legislador no podía atribuirse la facultad de resolver que había 
operado la caducidad ce las acdones penales respecto de ciertos delitos”, 


[-] ningún acuerdo político ni su consecuencia lógica puede Invertir la representación 
original o delegada de la soberanía y, por lo tanto, resulta absolutamente inidóneo para 
emitir norma jurídica válida, vigente o aceptable. [...] De esta forma, cuando el er.. 19 de 
la Ley N* 15.848 reconoce otra fuente de normotiva jurídica, se aparta ostensiblemente 
A L.J E E E 
actividad jurisdiccional a una decisión del Poder Ejecutivo, con eficacia absoluta, lo cual 
colide ostensiblemente con las facultodes de los Jueces de establecer quiénes son o no son 
oorocaitos de le COUAIDO 9 BS comaarial (1 


[Lla regulación actual de los derechos humanos no se basa en la posición soberana de los 
por Arab ocre Ei or pre bo rg go 
esenciales que no pueden ser cesconocidos con base en el ejercido del poder 
constituyente, ni originario ni derivado?”. 


En tal marco, (la ley de amnstia] en examen afectó los derechos de numerosas personas 
(concretamente, las víctimas, familiares o damnificados por las violaciones de derechos 
humanos mencionadas) que han visto frustrado su derecho a Un recurso, a una 
investigación judicial imparcial y exhaustiva que esclarezca los hechos, determine sus 
A E O E E OS O A E a tal punto que las 
consecuencias Juridicas de la ley respecto del derecho a garantías judiciales son 
incompatibles con la Convención [A]mericana (sobre) Derechos Humanos”, 


A modo de síntesis, la egitimidad de una ley de amnistía dictada en beneñcio de 
funcionarios militares y policiales que cometierda [graves violaciones de derechos 
humanos], gozando de impunidad durante regimenes de facto, ha sido declarada por 
órganos jurisdiccionales, tanto de la comunidad Internacional como de los Estados que 
pasaron por procesos similares al vivido por el Uruguay en la misma época. Tales 
pronunciamientos, 'por la similitud con la cuestión analizada y por lo relevancia que han 


Lei Tribune! Constitucional de Perú, Caso Santiego Martín Rivas, Recurso de agravio constitucional, supra 
e RR 


id bunal Constitucional de Perú, Caso Santiago Martin Rivas, Recurto de agravio constzucional, supra 
etá EN per. 08 


> puprones Corta de Junta de Uruguay, Cua de ¿Elo nd alagoray Curisechnt, Seran 100. 268 supe 
rota 163, párre. 9 y 9. 


- Suprema Corte de Justida ce Uryguay, Caso de Nibia Sabalsagaray Curutechet, supra nota 163, 
Considerando 113.2, párr. 13. : ¿ 


re Suprema Corte de Jusbcia de Uruguay, Caso de Wbla Sabalsagaray Curutchet, supra nota 163, 


. Considerando 111,8, párr. 6. 


ma 
Suprema Corte de Justicia de Caso de Wibla Sabalsogaray Curutchet, supra neta 163 
Considerando HLS, párr. 11. mn al A 
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tenido, no podrían soslayarse en el examen de constitucionalidad de la .] 15.848 y 
han sido tenidos en cuenta por la Corporación para dictar el presente . 


220. La Corte Suprema de Justicia de Honduras determinó que los decretos 199-87 y 
87-91 de amnistía eran inconsttucionales y consideró que: el artículo 205.16 de la 
Constitución hondureña otorga al Congreso Nacional facultades para conceder amnistía 
por delitos políticos y comunes conexos; sin embargo, dicha disposición no otorga las 
facultades para conceder este beneficio por delitos que llevan como fin "atentar contra la 
existencia y seguridad interior del Estado, el sistema de gobierno y tos derechos del 
ciudadano”. Para la Corte Suprema, así, el Decreto 199-87 y el Decreto 87-91 "sirve[n] 
Únicamente para incorporar la conducta de los militares en la figura de un delito político, 
siendo en verdad que los supuestos crimenes cometidos por los militares fueron realizados 
del manto cobertor de ser un acto de servicio o con ocasión de él [..)”. Con 
ello la Corte Suprema hondureña declaró la Inconstitucionalidad por razón de fondo, y por 
tanto, la inaplicabilidad de los Decretos Número 199-87 promulgado el 11 de diciembre 
1987, y Número 87-91 promulgado el 24 de junio de 1991 que prevelan amnistías 
incondicionales. 
221. Asimismo, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El 
Salvador decretó la imposibilidad jurídica de aplicar la Ley de Amnistia General para la 
Consolidación de la Paz en casos de violaciones graves a los derechos humanos, y así se 
abrió la posibilidad para que los jueces penales, en el conocimiento de casos concretos de 
violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado. interno, 
consideren la Inaplicación de ta Ley de Amnistia,29* 


222, La Corte Constituciona! de Colombia, en diversos casos, ha tenido en cuenta las 


obligaciones internacionales en casos de graves violadones de derechos humanos y el + 


deber de evitar la aplicación de disposiciones internas de amnistía: 

Figuras como les leyes de punto final que impiden el acceso a la justicia, ias amnistías en 

blanco para cualquier delito, les puto amnistías (es decir, los beneficdos penales que las 

detentadores legítimos o Hegítimos del poder se conceden a sí mismos y a quienes fueron 

cómplices de los delitos cometidos), o cualquiera otra modalidad que tenga como 
impedir a las victimas un recurso judicia! efectivo para hacer valer sus derechos, 

se han considerado violatorias del deber internacional de los Estedos de proveer recursos 

Judiciales para la protección de los derechos humanos", 


223. Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de Colombia señaló que "las normes 
relativas a los [d]erechos [hjumanos hacen parte del gran grupo de disposiciones de 
Derecho Internacional General, las cuales son reconocidas como normas de cogens, 
razón por la cual, aquellas son inderogables, Imperativas [...] e Indisponibles”***, La Corte 
Suprema de Colombia recordó que la jurisprudencia y las recomendaciones de los 
organismos Internacionales sobre derechos humanos deben servir de criterio preferente de 
interpretación tanto en la justicia constitucional como en la' ordinaria y citó la 
jurisprudencia de este Tribunal respecto a la inaceptabilidad de las disposiciones de 
amnistio para casos de violaciones graves a derechos humanos”. 


224. Como se desprende de lo contenido en los párrafos precedentes, todos los órganos 
Internacionales de protección de derechos humanos y diversas altas cortes racionales de 


su. Suprema Corte de Justicia de Uruguay, Caso de Miblo Sobalsagoray Curutchet, supro nota 163, 
Considerando 111.8, párr. 15. 

= Corte Suprema Ce Jusucia de la Republica de Honduras, autos caratulados - “RIZ0-99 - 
Incorstitucionslidad del Decreto Número 199-87 y del Decrero Número 87-91”, 27 de junio de 2000. 

a Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Jutticia de El Salvador, sentencia 24-97/21-98, de 26 
de septiembre de 2000. Ñ 

.. Corte Constitucional de Colombia, Revisión de ia Ley 742, de 5 de Junio de 2002, Expediente No. LAT- 
223, Sentencia C-578/02, de 30 de Julio de 2002, apartado 43.2,1.7. 

od Corte Suprema de Justida de Colombia, Sala ce Casación Penal. Caso de la Masacre de Segovia, Acta 
número 156, de 13 de mayo de 2010, pág. 68. 

_ Cfr. Corte Suprema de Justicia de Colomoia, Sala de Casación Penal. Caso de la Masacre de Segovia, 
supra nota 248, págs. 59 y 71. 
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la región que han tenido la oportunidad de pronunciarse respecto del alcance de las leyes 


de amnistía sobre graves violaciones de derechos humanos y su incompatibilidad con las 


ob'lgaciones internacionales de los Estados que las emiten, han concluido que las mismas 
violan el deber internacional del Estado de investigar y sancionar dichas violaciones. 


F. Las amnistías y la Jurisprudencia de esta Corte 


225. Esta Corte ha establecido que “son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 
disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que 
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves 
de los derechos humanos tales corno la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o 
arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos 
inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”?*, 


226, En ese sentido, las leyes de amnistia, en casos de graves violaciones a los derechos 
humanos, son manifiestamente incompatibles con la letra y el espiritu del Pacto de San 
José, pues infringen lo dispuesto por sus artículos 1.1.y 2, es dedr, en cuanto impiden la 
investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos 
humanos y, consecuentemente, el acceso de las victimas y sus familiares a la verdad de lo 
ocurrido y a las reparaciones correspondientes, obstaculizando así el pleno, oportuno y 
efectivo imperio de la justicia en los casos pertinentes, favoreciendo, en cambio, la 
impunidad y la arbitraredad, afectando, además, seriamente el estado de derecho, 
mótivos por los que se ha declarado que, a la luz del Derecho Internacional ellas carecen 
de efectos juridicos. . 


227. En especial, las leyes de amnistias afectan el deber internacional del Estado de 
investigar y sancionar las graves violaciones de derechos humanos al impedir que los 
familiares de las victimas sean oídos por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 
de la Convención Americana y violan el derecho a la protección judicial consagrado en el 
artículo 25 del mismo instrumento precisamente por la falta de investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo 
asimismo el artículo 1.1 de la Convención. 


228. Ala luz de las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de la 
Convención Americana, los Estados Parte tienen el deber de adoptar providencias de toda 
índole para que nadie sea sustraldo de la protección judicial y del ejercicio del derecho a 
un recurso sencillo y eficaz, en los términos de los artículos 8 y 25 de la Convención y, 
una vez ratificada la Convención Americana corresponde al Estado, de conformidad con el 
artículo 2 de la misma, adoptar todas las medidas para dejar sin efecto las disposiciones 
legales que pudieran contravenirla, como son las que impiden la investigación de graves 
violeciones a derechos humanos puesto que conducen a la indefensión de los victimas y a 
la perpetuación de la impunidad, además que impiden a los victimas y a sus familiares 
conocer la verdad de los hechos. , 


229. La incompatibilidad respecto de la Convención Incluye a las amnistiías de graves 
violaciones de derechos humanos y no se restringe sólo a las denominadas 
*autoamnistias” y ello en atención, más que al proceso de adopción y a la autoridad que 
emitió la ley de amnistía, a su ratio legis: dejar impunes graves violaciones al derecho 
internacional cometidas?*”, La incompatibilidad de las leyes de amnistía con la Convención 
Americana en casos de graves violaciones de derechos humanos no deriva de una 
cuestión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los derechos 
consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención. 


al romo Lag. dy diag opor y io Moca ar producao d pi 
Casy Masacre Erres, supra rota 127, . 129, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrina do 
Araguala), supra nota 16, párr, 171. d 
-. Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile, Ercepciones Proliminares, Fonda, Reparaciones 

o y Costas. 
Sentencia de 26 de sepuembre de 2096, Serie C Mo. 154, párr. 120, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 
Aroguela), supra nota 16, párr. 135. dl di 
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G. La investigación de los hechos y la Ley de Caducidad 


230. La forma en la que, por lo menos Curante un tiempo, ha sido interpretada y 
aplicada la Ley de Caducidad adoptada en Uruguay, por una parte, ha afectado la 
obligación Internacional del Estado de investigar y sancionar las graves violaciones de 
derechos humanos referidas a la desaparición forzada de María Cisudia García y de María 
Macarena Gelman, y respecto de la segunda en razón de su sustracción y ocultarmiento de 
identidad, al impedir que los famillares de las víctimas en el presente caso fueran oídos 
por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención Americana y 
recibieran protección judicial, según el derecho consagrado en el artículo 25 del mismo 
instrumento, precisamente por la falta de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo asimismo los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención, referida esta norma a la obligación de adecuar su 
derecho interno a lo previsto en ella”, 


231. La falta de Investigación de las graves violaciones de derechos humanos cometidas 
en este caso, enmarcadas en patrones sistemáticos, revelan un incumplimiento de las 
obligaciones internacionales del Estado, establecidas por normas inderogables**. 


232. Deda su manifiesta incompatibilidad con la Convención Americana, las 
disposiciones de la Ley de Caducidad que impiden la investigación y sanción de graves 
violaciones de derechos humanos carecen de efectos jurídicos y, en consecuencia, no 
pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los hechos del 
presente caso y la Identificación y el castiga de los responsables, ni pueden tener igual o 
similar impacto respecto de otros casos de graves violadones de derechos humanos 
consagrados en la Convención Americana que puedan haber ocurrido en el Uruguay*”. 


233. La obligación de investigar los hechos en el presente caso de desaparición forzada 
se ve particulerizada por lo establecido en los artículos TIL, IV, V y XIT de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, en cuanto a la Investigación de la 
desaparición forzada como delito continuado o permanente, el establecimiento de la 
Jurisdicción para investigar dicho delito, la cooperación con otros Estados para la 
persecución penal y eventual extradición de presuntos responsables y el acceso a la 
Información sobre los sitios de detención. 


234. Igualmente, por tratarse no solo de un patrón sistemático en que múltiples 
autoridades pudieron estar implicadas sino también de una operación transfronteriza, el 
Estado ha debido utilizar y aplicar en este caso las herramientas Jurídicas adecuadas para 
el análisis del caso, las categorías penales correspondientes con los hechos por investigar 
y el diseño de una adecuada investigación capaz de recopilar y sistematizar la diversa y 
vasta información que ha sido reservada o que no puede fácilmente accederse a ella y que 
contemple la necesaria cooperación inter-estatal. 


235. En ese mismo sentido, el proceso Iniciado por Juan Gelman y reabierto en 2008 por 
gestiones de María Macarena Gelman, lo ha sido bajo la figura del homicidio, excluyendo 
otros delitos como la tortura, desaparición forzada y sustracción de Identidad, con la que 
se hace posible que la causa sea declarada prescrita, por los tribunales nacionales, 


236. Es necesario reiterar que este es un coso de graves violaciones de derechos 
humanos, en particular desapariciones forzadas, por lo que es ésta la tipificación que debe 
primar en las investigaciones que corresponda abrir o continuar a nivel interno. Como ya 
se ha establecido, por tratarse de un delito de ejecución permanente, es decir, cuya 


-. Cfr. Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha de Araguala), supra rota 16, párr. 175. 

da Cfr. Caso Golburú y otros, supra nata 23, párrs. 93 y 178; Caso Ibsen Cárdenas e lbsen Peña, supra 
nota 9, párr. $1 y 197, y Caso Gomes Lund y otros (Guerriha do Araguala), supra mata 16, párr. 137. 

== Cfr. Caso Berrios Altos. Fondo, supra mota 208, párr. 44; Caso La Camuta Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costos. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Sera C No. 162, párr. 175, y Caso Gomes Lund 
y otros (Guerriha do Araguaia), supra nota 16, párr. 174. 
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consumación se prolonga en el tiempo, al entrar en vigor la tipificación del delito de 
desaparición forzada de personas, la nueva ley resulta aplicable, sin que ello represente su 
aplicación retroactiva?” En este mismo sentido se han pronunciado tribunales de la más 
alta jerarquía de los Estados del continente americano al aplicar normas penales en casos 
relativos a hechos cuyo principio de ejecución comenzó antes de la entrada en vigor del 
tipo penal respectivo”, 

237. Para que, en el presente caso, la investigación seá efectiva, el Estado ha debido y 
debe aplicar un marco normativo adecuado para desarrollarla, lo cual implica regular y 
aplicar, como delito autónomo en su legislación interna, la desaparición forzada de 
personas, puesto que la persecución penal es un Instrumento adecuado para prevenir 
futuras violaciones de derechos humanos de esta naturaleza?” y, asimismo, el Estado 
debe garantizar que ningún obstáculo normativo o de otra indole impida la investigación 
de dichos actos y, en su caso, la sanción de sus responsables. 


238. El hecho de que la Ley*de Caducidad haya sido aprobada en un régimen 
democrático y aún ratificada o respaldada por la ciudadanía en dos ocasiones no le 
concede, automáticamente ni por sí sola, legitimidad ante el Derecho Internacional. La 
participación de la ciudadanía con respecta a dicha Ley, utilizando procedimientos de 

( -— ejercicio directo de la democracia -recurso de referéndum (párrafo 29 del articulo 79 de la 
Constitución del Uruguay)- en 1989 y -plebiscito (Míteral A del artículo 331 de la 
Constitución del Uruguay) sobre un proyecto de reforma constitucional por el que se 
habrían declarado nulos los artículos 1 a 4 de la Ley- el 25 de octubre del año 2009, se 
debe considerar, entonces, como hecho atribuible al Estado y generador, por tanto, de la 
responsabilidad internacional de aquél. 


239. La sola existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente 
respeto del Derecho internacional, incluyendo al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, lo cual ha sido asi considerado incluso por la propia Carta Democrática 
Interamericana*”. La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una 
sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales de protección de los 
derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención Americana, de modo que 
la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus 
caracteristicas tanto formales como sustanciales, por lo que, particularmente en casos de 
graves violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Derechos, la protección 
de los derechos humanos constituye un límite infranqueable a la regla de mayorías, es 
decir, a la esfera de lo "susceptible de ser decidido” por parte de las mayorias en 


mu Cfr. Caso Tlu Tojín, supra nota 13, párr. 44, pár. 87; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, 
párr. 201, y Caso Gomes Lund y otros (Guerra do Araguala), supra nota 16, párr. 179. . 


” me Crr. Corte Susrerna de Justida del Perú, semencia de 18 de marzo de 2006, Exp: 111-04, D.D Cayo 
1 Rivera Senreiber; Tribemal Constitucional de Perú, sentenca de 18 de marzo de 2004, expediente No. 2489- 
2002-HC/TC, párr. 26 y sentencia de 9 de diciembre de 2004, expediente No. 2793-04-HC/TC, párr, 22; 
Suprema Corte de Justida de México, Tesis: P./J. 49/2004, Sernaranio Juardal de la Federación y su Gaceta, 
_ Novena Époco, Pleno; Sala Constitucional del Tríbunal Supremo de Justicia de la República Bollveriana de 
Venezuela, sentencia de 10 de agosto de 2007, y Corte Constitucional de Colombla, Sentenda C-590/02 de 31 
de julio de 2002. 
>» Orr, Ceso Golbuni y otros, supra nota 23, párr. 92; Caso Ibsen Cárdenas e Josen Peña, supra rota 9, 
púrr. 66, y Caso Gomes Lung y otras (Guerriha do Araguala), supra nota 16, párr. 109. 


». Or. Caso Gomes Lund y otros (Guerrilla do Arazusla), supra nota 16, párr, 109. Al respecto, además, 
efr. la declaración del Ministro interino de Relocones Extertores del Uruguay frente a la Comisión Partamentaria, 
sobre el caso Gelman, en la que señaló que "hay un tema preocupante y que dezemos tener en cuenta: las 


> Cfr. Asembiea General de la OEA, Resolución AG/RES, 1 (XNVII-E/01) de 11 de septiembre de 2001. 
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Instancias democráticas, en las cuales también debe primar un “control de 
convencionalidad” (supra párr. 193), que es función y tarea de cualquier autoridad pública 
y no sólo del Poder Judicial. En este sentido, la Suprema Corte de Justicia ha ejercido, en 
el Caso Nibia Sabalsagaray Curutchet, un adecuado control de convencionalidad respecto 
de la Ley de Caducidad, al establecer, Inter alía, que "el límite de la decisión de la mayoria 
reside, esencialmente, en dos cosas: la tutela de los derechos fundamentales (los 
primeros, entre todos, son el derecho a la vida y a la libertad nati y no Pr a 
de la mayoría, ni interés general ni bien común o público en aras de los cu p 
sacrificados) y la sujeción de los poderes públicos a la ley"**, Otros tribunales oia 
O A A IA O A RN € 
derechos fundamentales” 


ad Suprema Corte de Justicia del Uruguay, Caso de Nidla Sabatsagoray Curutchet, supra nota 163: 


[.J la ratificación popular que tuvo lugar en el recurso de referéndum promovido contra la ley en 1989 no 
proyecta consecuencia relevante alguna con relación al anábsis de constiticionalidad que se debe realizar 


[-J 


Luigi Ferrajol, 
establecen los principios y derechos fundamentales garantizan la dimensión material de la "cemocracia 
sustancial”, que aludo a aquello que no puede ser decidido o que debe ser decidido por la mayería, 
virouando la tegisiación, bajo pena de invalidez, al respeto de los derechos fundamentales y a los otros 
printiplos axiológicos establecidos por ella [...] El mencionado autor cafífica como ura falacia metajurídica la 
confusión que existe entre el paredigma del Estado de Derecho y el de la democracia poñica, según ía cual 
una norma es legitima solamente si es querida por la mayoría (....]". 


» Tribunales nacionales se han pronunciado, sobre la base de las obilgaciones Internacionales, respecto de 
los Umites sea del Poder Legislativo sea de los mecanismos de la democracia disecta: 


comsttudo- está imitado por es contenido esencial de los derechos fundamentales y humanos, de modo que, 
por vía de reforma parcial a la constitución, no puede redudise o cercenarse el contenido esencia! de aquellos 
[...]. Es menester agregar que los derechos de las mincrias, por su carácter irrenuncioble, constituyen un 

A A ON a e e E E O IA 
mayorlas proclives a su negación” Sala Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, Sentencia 
No 201001331) de 10 de agosto de 2010, Expediente 10-008331-0007-CO, Considerando VI. 


b) La Corte Constitucional de Colombia señaló que un proceso democrático requiere de ciertas reglas que 
Rimiten el poder de las mayorías expresado en las urnas para proteger a las minorías: "la vieja identificación 


manifestaciones de la voluntad popular, impidan que una mayorio se atribuya la vocera excluyente del 
pueblo [..)”. Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-141 de 2010 de 26 de febrero de 2010, M.P. 
Mumberto Antonio Sierra Porto, por medio de la cual se decide sobre la constitucionalidad de la ley 1354 de 
2009, de corwocatoria a un referendo constitucional. 


€) La Constitución Federal de la Confederación Suizo señala en su articulo 139.3 lo siguiente: "cuendo uno 
Iniciativa popular no respete el principio de unidad de la forma, A O ls 
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240. Adicionalmente, al aplicar la Ley de Caducidad (que por sus efectos constituye una 
ley de amnistía) impidiendo la investigación de los hechos y la identificación, juzgamiento 
y eventual sanción de los posibles responsables de violaciones continuadas y permanentes 
como las desapariciones forzadas, se incumple la obligación de adecuar el derecho interno 
del Estado, consagrada en el artículo 2 de la Convención Americana. 


H. Conclusión 


241. La interpretación del Poder Ejecutivo en cuanto a que, a partir del 23 de junio de 
2005, el caso objeto de este proceso se encuentra expresamente excluido del ámbito 
subjetivo de la Ley de Caducidad, significa que, en lo que respecta especificamente al caso 
de María Claudia García de Gelman, dicha Ley no es en la actua'ldad un obstáculo que 
impida la investigación y eventual sanción de los responsables. Sin embargo, el principal 
obstáculo para las Investigaciones en este caso ha sido la vigenca y aplicación de la Ley 


consultado” por última vez cl 23 de 


(954-1039), 517 US. $20 (199 Suprema Corte de Estados Unidos. Por Úlmo, en el caso West Virginia 

Stute Boerd of Education v Bamette, la Corto de Estados Unidos determinó que el derecho a la 
e creada pritalo € das dllacradS de ly DOE Elo IES GUIDO a Dafa a e DO 
Estados Unidos y de pronunciar el juramento de fdelidac a le misma, En ess orden de idees, la Corte afirmó 
O ln o dl dea de Es agudas y Fada, y andas 
a fuera del alcance de las mayorías y funcionarios, y confiriéndoles el 
carácter de principios legales para ser ser aplicados per los tribunales, o de e purvenas a lo dén, 
loartad y froplcdad, + la Woertud de Gprendn, le Uarad de pronen, 1) ¡Duras de culo y de ruaión, y abres 
derechos fundamentales no pueden ser sometidos a votadén; ro dependen de los resultados de elecciones”, 
West Virginia State Board of Education v Barnette, 319 U.S. 624, (1943), 319 U.S. 624, 14 de jun de 1943, 
Supeema Corte de Estados Unidos. (tradwcción de la Secretaría de la Corte). 


e) La Corte Constitucional de la República de Sudáfrica negó un referéndum sobre la pena capital por 
considerar que una mayoría no puede decidir sobre las derechos de la minoría, la que en este caso fue 


protegidos. [...]. ConsUtutional 
Mehuny, Case No, CCT/3/94, 6 de junio de 1995, párr. 89. (reducción de la la Secrerero de lo la Corte). 


f) La Corte Constitucional de Estovania, en el caso de los llamados "Erased” (personas cue que no gozan de 
un sabus migratorio legal), Oscidió que no es posible realizar un referéndum sobre los derechos de una 
RS IA AA O EN UN CS GUIRAO O e CA 


Sentencia de la Corte Constitudenal de Eslovenia de 10 de junio de 2010, U-11-1/10. Referendum en tve 
confirmation of the Act on Amendments and Modificabons of the Act on the Reguiation of tho Status of 
Ciirens of Other Successor States to uhe Former SERY in the Repubiic of Sioversa, párr. 10. o a 
Secretaría de la Corte). 
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de Caducidad. Según lo manifestado por varias autoridades internas, aunque el Estado no 
contiende la necesidad de dejarla sin efecto, no ha procedido a hacerlo. 


242. Con todo, es evidente que las investigaciones en el Estado relativas a este caso 
hán sobrepasado cualquier parámetro de razonabilidad en la duración de los 
procedimientos, aunado a que, pese a tratarse de un caso de graves violaciones de 
derechos humanos, no ha primado el principio de efectividad-en la investigación de los 
hechos y determinación y en su caso sanción de los responsables?”, 


243. Toda persona, incluyendo los famillares de las víctimas de graves violédones a 
derechos humanos, tiene, de acuerdo con los artículos 1,1,'8.1, 25, así como en 
determinadas circunstancias al artículo 13 de la Convención”, el derecho a conocer la 
verdad, por lo que aquéllos y la sociedad toda deben ser informados de lo sucedido?”, 
derecho que también ha sido reconocido en diversos instrumentos de Naciones Unidas y 
por la Asambiea General de la Organización de los Estados Americanos"? y cuyo 
contenido, en particular en casos de desaparición forzada, es parte del mismo un "derecho 
de los familiares de la victima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde 
se encuentran sus restos" y que se enmarca en el derecho de acceso a la justicia y la 
obligación de investigar como forma de reparación para conocer-la verdad en el caso 
concreto”, 

244. La Corte Interamericana concluye que el Estado violó los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial, previstos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1,1 y 2 de la misma y los artículos 1.b y IV de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, por la falta de una 
investigación efectiva de la desaparición forzada de María Claudia García Iruretagoyena y 


20 Ctr. Caso de la Mosacre de Pueblo Bello, supra nota 146, párr. 171; Caso de la Masacre de Mapiripán, 
supra nota 14, párr. 214; y Caso La Cantuta, supra nota 292, párr. 149, Ver, además, mutetis mutandi, Caso 
Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 166. 


y Redertemente, en el caso Gómes Lund y otros, la Corta observó que, de conformidad con los hechos 
del mismo, el derecho a conocer la verdad se relacionaba con una acción interpuesta por los fernillares para 
acceder a dnterminada información, vinculada cen el acceso a lo justicia y con el derecho a buscer y regbir 
información consagrado en el articulo 13 de la Convención Americana, por lo cual anatzó aquel derecho bajo 
esta norma. 


su Cfr. Caso Myrna Mack Chang, supra nota 9, párr, 274, Caso Carpio Nicole y otros Vs Guatemels. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre 2004, Serie C Mo, 117, párr. 120, y Caso Gomes 
Lund y otros (Guerniha do Araguala), supra nota 16, pórr. 200. 


Ez Cfr, inter aña, Informe de la Oicira del Alto Comislorado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. Estudio sobre el Derecho a la Verdad, U.N. Doc. E/C0N.4/2006/91 de 9 de enero de 2006; Asamblea 
General de la OEA, Resoluciones: AG/RES. 2175 (200(V1-0/06) de 6 de furio de 2006, AG/RES. 2267 DOXXVI- 
0/07) de 5 de Junto de 2007; AG/RES. 2406 (OXXVII-0/08) de 3 de junio de 2008; AG/RES. 2509 (JOXIX- 
0/09) de 4 de Junio de 2009, y AG/RES. 2595 (XL-0/10) de 12 ce julio de 2010, e informe de Diane Orentiicher, 
Experta independente de actualizar el Conjunto de principios para la lucha contra la impunidad 
(E/(1.4/2005/102) de 18 de febrero de 7005, En el mismo sentido, la antigua Comisión de Derechos Humanos 
de ¡as Naciones Unidas, en el Conjunto de Prinaplos actusizados para la protección y promoción de las derechos 


perpeiración de crímenes aberrantes (principio 2); 4) el Estado debe preservar los archivos y otras pruebas 
reletives a violaciones de los derechos humanos y facíitar el conocimiente de tales violaciones, como mecida 


negación 
vícUmmas y sus ferritas tienen el derecho impresortoable a conocer 'a verdad acerca de las cironstancias en que 
se cometieron las vislociones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de le suerte que corrió la víctima 
(principlo 4), y lv) incumbe a los Estados adoptar las medidas adecuadas, inctaldas las medidas necesarias para 
garantizar el funcionamiento indepenciente y eficaz del poder judicial, para hacer efectivo es derecho a saber. 
Las medidas apropiadas pare asegurar ese derecho pueden inchulr procesos no judiciales que complementen la 
función del poder judicial. En todo caso los Estados deben garantizar la presentación de archivos relativos a 
weolaciones de derechos humanos y la posibilidad de cormsuitarios. Al respecto, cfr. Conjunto de principios 
ectuelizados pera la protección y la promoción de los derechos humanos mediante le lucha contra le impunidad 
(E/CH.A/2005/102/A04.1) de 3 de fenrero de 2005. 


e Caso Velésquez Rodriguez. Fondo, supra rota 20, párr. 191; Caso Anzudido Castro, supra nota 75, parr. 
118, y Caso Gomes Luna y otros (Guernriiha do Araguala), supra nota 15, párr. 201. 

»e . Cfr. Coso Velésquez Rodríguez. Fondo, supra nota 20, párr. 181; Caso Anzualdo Castro, supra nota 75, 
porr, 118, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguala), supra nota 16, párr. 201, 
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la sustracción, supresión y sustitución de identidad y entrega a terceros de María 
Macarena Gelman, en perjuicio de Juan y María Macarena Gelman. 


246. En particular, debido a la interpretación y a la aplicación que se ha dado a la Ley de 
Caducidad, la cual carece de efectos juridicos respecto de graves violaciones de derechos 
humanos en los términos antes indicados (supra párr. 232), ha incumplido su obligación 
de adecuar su derecho interno a la Convención, contenida en el artículo 2 de la misma, en 
relación con los artículos 8.1, 25 y 1.1 del mismo tratado y los artículos 1.b, III, IV y V de 
la Convención interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas. 


vi 
REPARACIONES 
(Aplicación del artículo 63.1 de la Convención Americana) 


. 247. Sobre la base de lo dispuesto en el articulo 63.1 de la Convención, la Corte ha 
indicado que toda violación de una obligación internacional que haya produddo daño 
comporta el deber de repararlo adecuadamente?” y que esa disposición "recoge una 
norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho 
Internacional contemporáneo sobre responsabilidad de un Estado”?”, 


248, Este Tribunal ha establecido que las reparaciones deben tener un nexo causal con 
los hechos del caso, las violaciones declaradas, los daños acreditados, así como con las 
medidas solicitadas para reparar los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá 
observar dicha concurrencia para pronunciarse debidamente y conforme a derecho”, 


A. Parte lesionada 


249. Se considera parte lesionada en este caso a María Claudia García, María Macarena 
Gelman y Juan Gelman. Así lo ha reconocido el Estado y así se declara en esta Sentencia. 


B. Obligación de investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su 
caso, sancionar a los responsables y adecuar fa legislación interna para 
estos efectos 


B.1 Investigación, enjuiciamiento y, en su caso, sanción de los responsables 


250. Tanto la Comisión como los representantes solicitaron que se ordene al Estado la 
realización de una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta de los hechos con 


a os e o ua Lan (Guerriha do AYRQUala) PA Y 
ó . rr. 25; es y otros |. SUPra nota 16, . 245, y Caso 
Cabrera Garcia y Montici Flores, supra rota 16, per. 209. 2. . 
» 


A a O Y E PS O O PO EA EN SO e 1999. Seña € 
. 43, - 50; Caso Gomes Lund y otros (Guemiha de Araguala), supra nota 1 , 245, y Caso Cabrera 
Garda y Montiel! Flores, supra nota 16, párr. 209. iS ei 

. Cfr. Caso Ticona Estrada y otros, supra nota 109, párr. 110; Caso Gomes Lund y otros (Guerriiha de 
Araguala), Supra Nota 16, párr. 246, y Caso Cabrera Garcia y Montiel Fleres, supra nota 16, párr. 210. 
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el objeto de establecer y sancionar la responsabilidad Intelectual y material de todas las 
personas que participaron en los hechos. 


251. Al respecto, además de lo señalado en su reconocimiento de responsabilidad, en 
sus alegatos finales el Estado manifestó que actualmente hay una contundente 
interpretación administrativa y judicial que ha llevado a la rotunda desaplicación de la Ley 
de Caducidad en este caso y, en general, por las decisiones de la Suprema Corte que 
evidencian *el cambio radical que (...] ha operado con relación a los efectos y alcance” de 
dicha Ley. Manifestó que la Cámara de Representantes aprobó en octubre de 2010 un 
proyecto de ley interpretativa de la Ley de Caducidad, que "suprime los efectos” de la 
misma y que estaría “siendo tratado por la Cámara de Senadores”. 


252. La Corte determina, en vista de los hechos probados y de conformidad con las 
violaciones declaradas, que el Estado debe investigar los hechos, identificar, juzgar y, en 
su caso, sancionar a los responsables de la desaparición forzada de María Cleudia Garcia, 
la de María Macarena Gelman, esta última como consecuencia de la sustracción, supresión 
y sustitución de su identidad, así como de los hechos conexos. 


253. Para ello, dado que la Ley de Caducidad carece de efectos por su incompatibilidad 
con la Convención Americana y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas, en cuanto puede impedir la investigación y eventual sanción de los 
responsables de graves violaciones de derechos humanos, el Estado deberá asegurar que 
aquélla no vuelva a representar un obstáculo pera la investigación de los hechos materia 
del presente caso ni para la identificación y, si procede, sanción de los responsables de los 
mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares acontecidas en 
Uruguay. + 

254. En consecuencia, el Estado debe disponer que ninguna otra norma análoga, como 
prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis ín idem o cualquier 
excluyente similar de responsabilidad, sea aplicada y que las autoridades se abstengan de 
realizar actos que impliquen la obstrucción del proceso investigativo. 


255. El Estado debe conducir la mencionada Investigación eficazmente, de modo que se 
lleve a cabo en un plazo razonable, disponiendo al respecto la indispensable celeridad de 
la actual causa incoada o la instrucción de una nueva, según sea más conveniente para 
ello y asegurando que las autoridades competentes realicer las Investigaciones 
correspondientes ex officio, contando al efecto de las facultades y recursos necesarios y 
permitiendo que las personas que participen en la investigación, entre ellas los familiares 
de las victimas, los testigos y los operadores de justicia, cuenten con las debidas 
garantias de seguridad””., 

256. Particularmente, la Corte considera que, con base en su jurisprudencia?*", el Estado 
debe asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de los famillares de las víctimas en 
todas las etapas de la investigación y el juzgamiento de los responsables. Adicionalmente, 
los resultados de los procesos correspondientes deberán ser publicados para que la 
sociedad uruguaya conozca los hechos objeto del presente caso, así como A sus 
responsables**. 


B.2 Determinación del paradero de María Claudia 


ct Cfr. Velásquez Rodríguez. Fondo, supra rota 20, párr. 174; Caso Rosendo Cantú y otra, supra nota 9, 
párr. 211; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr, 237-<, y Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha 
de Araguata), supra nota 16, párr. 256-e. 

e. Cfr. Caso del Caracazo Vs, Venezueía. Reparaciones y Costas, Sentencia ge 23 de agosto de 2002. Seria 
C No. 95, párr. 118; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra neta 9, párr. 230, y Caso Gomes Lund y obres 
(Guerriiha do Aragualo), supra nota 16, párr. 257. : 

3 Ofr. Caso del Caracazo. Reparaciones y Costas, supra nota 310, párr, 118; Caso Manuel Cepeda Vargas, 
supra nota 11, párr. 217, y Caso lbsen Cárdenas e Josen Pele, supra nota 9, párr, 233. 
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257. La Comisión y los representantes solicitaron que se ordene al Estado emplear todos 
los medios para determinar el paradero de María Claudia García de Gelman, o sus restos 
mortales según fuera el caso. Los representantes solicitaron, adicionalmente, poner *a 
disposición de la justicia, así como de los familiares y la sociedad uruguaya en su 
conjunto”, la documentación en su poder relativa a las graves violaciones a los derechos 
humanos cometidas durante el gobierno de facto. 


258. La aspiración de los familiares de las víctimas de identificar el paradero de los 
desaparecidos y, en su caso, conocer donde se encuentran sus restos, recibirlos y 
sepultarlos de acuerdo a sus creencias, cerrando as! el proceso de duelo que han estado 
viviendo a lo largo de los años, constituye una medida de reparación y, por lo tanto, 
genera el deber correlativo para el Estado de satisfacer esa expectativa?” además de 
proporcionar con ello información valiosa sobre los autores de las violaciones o la 
institución a la que pertenecian?”, 


259. En consecuencia, como una medida de reparación del derecho a conocer la verdad 
que tienen les víctimas?**, el Estado debe continuar con la búsqueda efectiva y localización 
inmediata de María Claudia García, o de sus restos mortales, ya sea a través de la 
investigación penal o mediante otro procedimiento adecuado y efectivo. La realización de 
dichas diligencias debe ser efectuada acorde a los estándares internacionales”, 


260. Las referidas diligencias deberán ser informadas a sus familiares y en lo posible 
procurar su presencia. En el evento que se encuentren los restos mortales de María 
Claudia Garcia, éstos deberán ser entregados a sus familiares a la mayor brevedad 
posible, previa comprobación genética de filiación. Además, el Estado deberá asumir los 
gastos fúnebres, en su caso, de común acuerdo con sus familiares?**. Los gastos que todo 
lo anterior ocasione deberán ser asumidos por el Estado, 


C. Otras medidas de satisfacción y garantías de no repetición 


C.1.' Satisfacción 


lA Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y 
recuperación de la memoria de Maria Claudia García de Gelman ) 


261. La Comisión solicitó que se ordene al Estado adoptar las medidas necesarias para 
*reconocer su responsabilidad internacional por los hechos denunciados en el caso”, para 
lo cual propuso *la realización de un acto público y de desagravio de la victima y sus 
familiares, [..] destinado a la recuperación de la memoria histórica”, Adicionalmente, la 
Comisión solicitó en sus alegatos finales escritos: a) "la celebración de ciertos actos de 


nx Cfr. Caso felra Alegría y otros Vs. Perú. Reperaciones y Costas. Sentencia de 19 de septienbre de 
1996. Serie C Mo. 29, párr. 69; Caso Ibsen Córdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 214, y Caso Gomes Lund 
y otros (Guerriiha dc Aragusia), supra nota 16, párr. 261. 

m2 Cf. Caso De la Masacre de las Dos Erres, supra nota 127, párr. 245, y Caso Games Lund y otros 
(Guerriina de Araguala), supra rota 16, párr. 261. . 

me Cfr. Caso del Caracaro. Reparaciones y Costas, supra nota 310, párrs. 122 y 123; Coso Anzunido 
Castro, supra nota 75, párr. 185, y Caso Racifta Pacheco, supra nota 74, párr, 335, 


». Ver, ene otros, los previstos en el Manuel de Madones Unidas sobre la Prevención e investigación 
Efectiva de Ejecuciones Extrajudicioles, Artitrarias y Sumarios; las Observaciones y Recomendaciones aprobadas 
por consenso en la Conferencia Internacional de Expertos gubernamentales y no gubernamentales en el marco 


investigación Forense de Muertes Sospechoses por haberse producido par violación de 
los Derechas Mumanes, de la Oficna del Alto Comisionado de 139 Naciones Unides para los Derechos Mumanos, 


e Cfr. Caso La Cantuta, supra rota 292, párr, 232; Caso Ibsen Córgonas e Ibsen Peña, e nota 9, A 
242, y Coso Gomes Lund y olros (Guerra do Araguala), supra nota 16, párr. 262. nl qn. 
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importancia simbólica que garanticen la no reiteración de los delitos cometidos en el 
presente caso, y b) “actos que sólo puecan ser determinados con negociaciones.entre los 
peticionarios y el Estado, como la celebración de un día anual de conmemoración y 
memoria de las víctimas del gobierno de facto”. 


262. En el mismo sentido, los representantes solicitaron a la Corte “orden[ar] al Estado 
la realización de un acto público de reconocimiento de responsabilidad en la sede del SID, 
en el que la máxima autoridad -en representación del Estado-, haga referencia a los 
hechos del presente caso y a las violaciones de derechos humanos ocurridas durante la 
etapa autoritaria del pasado reciente, dando a conocer las partes relevantes de esto 
Sentencia y reconociendo expresamente la responsabilidad de la República de Uruguay 
por su participación en el Plan Cóndor ([...] y solicite disculpas a los familiares de María 
Claudia García”, Agregaron que "[ell acto se deberá difundir a través de un medio de 
comunicación pública de amplia cobertura nacional, y en horario de alta audiencia”, y que 
las caracteristicas del evento deberán ser consensuadas con los familiares de la victima, 
asegurando su participación, 


263. Los representantes solicitaron asimismo: a) que se ordene al Estado la colocación 
de una placa recordatoria en la sala donde Maria Claudia García estuvo detenida 
legalmente junto con su hija, con varios datos de las personas que estuvieron allí 
detenidas, prevlo consentimiento de los involucrados, y que se garantice el acceso público 
a esa sala, y b) que el predio del SID, donde actualmente funciona el Centro de Altos 
Estudios Nacionales para la formación de militares, "sea afectado a un destino funcional 
relacionado con las políticas estatales de derechos humanos”. 


264, El Estado indicó que el "21 de mayo de 2009 el Intendente de Montevideo declaró 
dudadanos visitantes Mustres de la dudad de Montevideo a 11 jóvenes uruguayos y 
argentinos víctimas de las dictaduras de ambos países”, entre quienes se encuentra María 
Macarena Gelman. Precisó que este "reconocimiento honorífico del Gobierno de 
Montevideo procura fortalecer la memoria de la sociedad y contribuir en la reparación a su 
persona, a la de sus pedres y a todas les víctimas de graves violaciones de los Derechos 
Humanos ocurridas en el pasado reciente”. Además, el Estado resaltó que el Poder 
Ejecutivo declaró de interés nacional el proyecto del Memorial en Recordación de los 
Detenidos-Desaparecidos que se erigió en el Parque Vaz Ferreira en el Cérro de 
Montevideo. En cuanto a la placa conmemorativa en el SID, señaló que "el Poder Ejecutivo 
asume el compromiso de garantizar el acceso público al sector del SID en que estuvo 
care pros Claudia y Macarena y colocar una placa recordatoria en dichas 
laciones”. 


265. En anterlores oportunidades, la Corte ha valorado favorablemente aquellos actos 
realizados por los Estados que tienen como efecto la recuperación de la memoria de las 
víctimas, el reconocimiento de su dignidad y el consuelo de sus deudos**”, tales como los 
mencionados en el párrafo precedente. 


266. En razón de lo anterior, como lo ha hecho en otros casos”'*, el Tribunal estima que 
el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional 
en relación con los hechos del presente caso, refiriéndose a las violaciones estabiecidas en 
esta Sentencia. El acto deberá llevarse a cabo mediante una ceremonia pública conducida 
por altas autoridades nacionales y con presencia de las victimas del presente caso, El 
Estado deberá acordar con las víctimas o sus representantes la modalidad de 
cumplimiento del acto público de reconocimiento, así como las particularidades que se 
requieran, tales como el lugar y la fecha para su realización. Dicho acto deberá ser 
difundido a través de medios de comunicación y, para su realización, el Estado cuenta con 
el plazo de un año contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 


al Cfr, Caso Masacre de Pueblo Bele, supra mota 146, párr. 254; Caso Manuel! Copeda Vargas, supra 

11, párr. 223, y Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, supra nota 9, párr. 248, ; 

pa Cfr, Caso Kawas Fernánder Vs. Hondures. Fondo, Reparaciones y Costas, Sertencia de 3 de abril de 
2009 Serle € No. 196, párr, 202; Caso Rosendo Cantú y otra, supra rota 9, párr. 226, y Caso Gomes Lund y 
otros (Guerrilka de Araguala), supra nota 16, párr. 277. 
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267. Asimismo, según su compromiso y en el plazo de un año, el Estado deberá develar, 
en un lugar con acceso público del edificio del SID, una placa con la inscripción de los 
nombres de las víctimas y el periodo en que estuvieron alli detenidas legalmente. 


268. La Corte no considera que la afectación del SID, donde actualmente funciona el 
Centro de Altos Estudios Nacionales para la formación de militares, a un destino funcional 


relacionado con las políticas estatales de derechos humanos tenga relación con los hechos | 


del caso y las violaciones dedaradas, por lo cual no corresponde atender lo solicitado por 
los representantes. 

269. En cuanto a otras solicitudes de la Comisión, la Corte observa que no fueron 
presentadas en el momento procesal oportumo, esto es, al someter el caso ante este 
Tribunal. Tales solicitudes son, por ende, extemporáneas y no serán consideradas. 


úl, Publicación de la Sentencia 


270. Los representantes solicitaron que “se ordeno al Estado la publicación de las partes 
pertinentes de la sentencia en el Diario Oficial y en un medio de prensa escrita de amplia 
circulación nacional, así como la totalidad de la sentencia en el sitio web de la presidencia 
de la República”. El Estado no se refirió al respecto. 


271. La Corte estima, como lo ha dispuesto en otros casos*'*, que el Estado deberá 
publicar, en el plazo de sels meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia: 


a) por una sola vez, en el Diario Oficial, la presente Sentencia, con los nm. 
títulos y subtítulos, sin las notas al pie de página; 


b) en otro diario de amplia circulación nacional, y por un sola vez, el resumen oficial 
de la presente Sentencia elaborado por la Corte, y 


€) el resumen oficial y el presente Fallo integramente en un sitio web oficial, que — 


deberá estor disponible por un periodo de un año. 


C.2. Garantías de no repetición 


Í Creación de unidades especializados para investigación de denuncias 
de graves violaciones de derechos humanos y elaboración de protocolo para 
recolección e identificación de restos 


272. Los representantes solicitaron a la Corte que ordene al Estado *la creación de 
unidades especializadas en el Ministerio Público y en el Poder Judicial, para la 
investigación de denuncias sobre graves violaciones de derechos humanos”, para lo cual 
debería "reorganizar administrativamente los recursos financieros, técnicos y 
administrativos” para garantizar su funcionamiento. Fundamentaron su solicitud en que el 
Ministerio Público Fiscal y el Poder Judicial no están crganizados para responder 
eficientemente a causas de este tipo, en su falta de estrategias integrales de 
investigación, en su carga de trabajo y en la falta de especialización y dedicación exclusiva 
a estos temas. 


273. El Estado informó que se "ha elaborado un proyecto de ley por el cual sa crean 
unidades especializadas en el Ministerio Público [y] en el Poder Judicial con jurisdicción 


ld A ED O Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2001, Sería € 


No. 07, Punto Resolutivo 5.d); Caso Gomes Lund y otros de bb 
re 4) (Guerrilha do Araguala), supra vota 16, párr. 273, y 


y Montíal Flores, supra nota Por 217 
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para [participar] en 'la investigación de denuncias de graves violaciones de derechos 
humanos”, Asimismo señaló que "se ha elaborado un proyecto por el cual se crea una 
Comisión Interministerial con el cometido específico de continuar las Investigaciones has 
esclarecer el destino de los desaparecidos entre los años 1973 a 1895 (sic] así como la de 
“Elaborar un Protocolo para recolección e información de restos de personas 
desaparecidas”. En sus alegatos finales, el Estado destacó la creación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos, órgano dependiente del Poder Legistativo de la República 
y agregó que la organización de la justicia penal en Uruguay se trata de un tema en 
permanente discusión y que el Poder Ejecutivo remitió al Poder Legislativo un proyecto de 
nuevo Código del Proceso Penal que implantaria, entre otros, el proceso oral, público y 
con participación de los fiscales como responsables de coordinar y dirigir las indagatorias. 


274, El Tribunal valora que el Estado haya Iniciado actividades para continuar las 
investigaciones destinadas a determinar el paradero de los desaparecidos durante la 
época de la dictadura militar en Uruguay, así como la medida ofrecida por el Estado para 
crear una Comisión Interministerial que se encargue de dar impulso a las Investigaciones 
para esclarecer el destino de los desaparecidos entre los años 1973 a 1985, por lo cual la 
Corte dispone que en dicha Instancia el Estado debe asegurar la participación de una 
representación de las víctimas de dichos hechos, si éstas así lo determinan, la que podrá 
canalizar la aportación de información relevante. El actuar de la Comisión interministerlal 
estará sujeto a la confidencialidad que la información requiere y contará con una 
5 oh vd del Ministerio Público que sirva de contacto para recopilar dicha 
ln n. 


275. El Tribunal estima de manera positiva la disposición del Estado para establecer un 
“Protocolo para la recolección e Información de restos de personas desaparecidas” y 
ordena al Estado que efectivamente lo adopte y lo ponga en conocimiento de las 
autoridades encargadas para su inmediata ejecución. 


Ñ. Capacitación a funcionarios Judiciales 


276. Los representantes solicitaron que la Corte ordene "la capacitación permanente en 
derechos humanos a los operadores de justicia, incluyendo la elaboración de un Protocolo 
dé trabajo especifico para la recolección e identificación de restos de persones 
desaparecidas”. 

277. El Estado presentó en su contestación a la demanda información que refleja que 
desde el 2007 ha realizado actividades de capacitación en “tormación de Derechos 
Humanos en tanto marco ético y normativo que hace, entre otros aspectos, a la 
accesibilidad de todos los ciudadanos a la Administración de Justicia y a la efectiva 
vigencia del principio de igualdad ante la ley”. En tal sentido, indicó que el Centro de 
Estudios Judiciales del Uruguay impartió diversos seminarios donde se aborda la temática 
de derechos humanos. , 


278. En mérnto de lo constatado en el expediente, el Tribunal establece que, sin 
perjuicio de los programas de capacitación para funcionarios públicos en materia de 
derechos humanos que ya existan en Uruguay, el Estado debe implementar, en el Centro 
de Estudios Judiciales del Uruguay, en un plazo razonable y con la respectiva disposición 
presupuestaria, programas permanentes sobre Derechos Humanos dirigidos a los agentes 
del Ministerio Público y a los jueces del Poder Judicial del Uruguay, que contemplen cursos 
o módulos sobre la debida investigación y juzgamiento de hechos constitutivos de 
desaparición forzada de personas y de sustracción de niños y niñas. 


ii Acceso público a los archivos estatales 


279. Los representantes solicitaron que se ordene al Estado garantizar "el acceso público 
a los archivos que se encuentran bajo dependendas del Estado y establezca un 
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mecanismo de identificación, mantenimiento, actualización, sistematización y 
ordenamiento de los mismos, [que] permitía] un efectivo acceso y uso responsable [y] 
que asegure el pleno acceso a los mismos a las autoridades a cargo de las Investigaciones 
penales para esclarecer las violaciones a los derechos humanos” y para que *todo el 
pueblo uruguayo pueda conocer la verdad de los hechos ocurridos durante la Época del 
terrorismo de Estado”. 


280. El Estado enfatizó que debe considerarse la Ley 18.381 de 17 de octubre de 2008, 
la cual: a) tiene por cbjeto promover la transparencia de la función administrativa de todo 
organismo público, sea o no estatal, y garantizar el derecho fundamental de las personas 
al acceso a la información pública; b) reconoce el derecho de acceso a la información 
pública; c) establece criterlos de clasificación de la información; y d) crea una agencia 
especializada y ya fue reglamentada. Además indicó que “con la ley [señalda] se da 
cumplimiento a lo solicitado por las víctimas”. 


281. En relación con lo indicado por el Estado, los representantes señalaron que, luego 
de un estudio de 2007 en el Archivo General de la Universidad de la República Oriental del 
Uruguay se detectaron 32 repositorios con documentación sobre violaciones de derechos 
humanos (cinco privados y 27 públicos) y que, *[e]n relación al acceso, el 30% es de libre 
acceso, sin ninguna restricción[, mientras que eJn el 50% de los casos, el acceso es 

ido, es decir, hay que pedir permiso y justificar el pedido, que puede ser 
denegado”. Puntualizaron que en la gran mayoría de estos casos, no es claro el criterio 
que se usa para habilitar algunos pedidos y negar otros”. Observaron que el marco 
jurídico existente (Ley del Sistema Nacional de Archivos de 2007, Ley sobre la Protección 
de datos personales de 2008 y Ley de Acceso a Información Pública de 2008) “no ha sido 
reglamentado y no se ha diseñado una política pública que cumpla con estándares 
internacionales”. Por ello, consideraron que el Estado debe "habilitar sin restricciones el 
acceso a los archivos y otras informaciones en poder de instituciones y funcionarios, o ex 
funcionarios del Estado, con el objeto de colaborar con las investigaciones penales para 
esclarecer las violaciones a los derechos humanos”. 


282. La Corte valora positivamente que exista una ley en Uruguay que proteja el 
derecho al acceso a la información pública, como lo ha informado el Estado. Si bien en el 
presente caso no se ha constatado la aplicación de dicha norma a favor de las víctimas, el 
Tribunal ha observado que una de las limitaciones para avanzar en la investigación es que 
la información acerca de las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la 
dictadura reposa en diferentes archivos de seguridad nacional que se encuentran 
disgregados y cuyo control no es adecuado*”. Puesto que tal lnformacdón puede ser útil 
para los funcionarios que realizan las investigaciones judiciales al respecto, el Estado 
deberá adoptar las medidas pertinentes y adecuadas para garantizar el acceso técnico y 
sistematizado a esa información, medidas que deberá apoyar con las asignaciones 
presupuestarias adecuadas. a 


l, Otras solicitudes 


283. La Comisión solicitó que se ordene al Estado “[cjrear un mecanismo interno 
efectivo, con poderes jurídicos vinculantes y autoridad sobre todos los órganos del Estado, 
para asegurar el cumplimiento cabal de lo que ordene la Corte en su sentencia”. 


284. El Estado expresó que, de conformidad al sistema constitucional del Unsguay la 
Nación adopta para su Gobierno la forma democrática republicana; que los poderes a los 
que hace referencia la Constitución son el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder 
Judicial, cada uno de los cuales ejerce, a su vez, una función jurídica de manera 
predominente sean estas administrativa, legislativa o Jurisdiccional, lo que implica 
conceptualmente la separación de poderes entre los distintos sistemas orgánicos y las 
consecuendas que de una organización de este tipo conlleva”. Además, el Uruguay es un 


uo Dictamen pericial del señor Gerardo Caetano rendido durante la . 
: audienda pública ante la Corte 
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país que se precia de ser respetuoso del Derecho Interracianal así como de los fallos 
jurisdiccionales, lo cual se encuentra en consonancia con su mejor tradición por lo que se 
encuentra fuera de toda duda posible su compromiso a dar cumplimiento al fallo de la 
Corte en el presente caso sin necesidad de crear mecanismos interno'[s] a dicho efecto. 


285. La Corte constata que la Comisión no fundamentó en alguna necesidad especifica 
su solicitud atingente al establecimiento de un mecanismo de cumplimiento de esta 
Sentencia, ni en términos generales ni por las particularidades de este caso. Por lo 
anterior, y en atención al compromiso del Estado de cumplir con este Fallo, el Tribunal 
declara que no ha lugar tal solicitud, 


D. Indemnizaciones, costas y gastos 


286. Los representantes comunicaron que el señor Juan Gelman manifestó su decisión 
de ser excluido como beneficiario de reparaciones referidas a indemnizaciones 
compensatorias, razón por la cual el Tribunal se abstiene de hacer cualquier 
determinación en ese sentido. 


287. El Estedo citó vartas disposiciones de la referida Ley 18.596 de 18 de septiembre 
de 2009 y manifestó que "es de conformidad a las pautas establecidas en la misma que se 
procederá a indemnizar a las víctimas”. 


D.1 Daño material 


288. La Comisión solicitó a la Corte que, sin perjuido de las pretensiones de los 
representantes, "fije en equidad el monto de la indermnización correspondiente al daño 
emergente y lucro cesante”. 


289. Los representantes incluyeron en este concepto los gastos en que María Macarena 
Gelman ha incurrido para obtener justicia y la verdad de lo ocurrido, así como para cubrir 
los gastos médicos y psicológicos desde que se enteró de lo ocurrido. Alegaron que desde 
hace diez años, María Macarena Gelman viene realizando gastos en concepto de viajes, 
hospedajes, transporte, llamadas telefónicas, gastos administrativos y judiciales y, en 
razón de que fueron realizados a través de los años, y agregaron que ella no conserva los 
recibos de los mismos. Por eso, los representantes solicitaron que el Tribunal fije en 
equidad la cantidad que el Estado debe abonar a María Macarena por los gastos 
incurridos. Agregaron que María Macarena Gelman ha *deci[dido) donar a la organización 
no gubernamental Aldeas Infantiles SOS” el monto que, eventualmente, fije la Corte por 
este rubro. 


290. La Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material y los 
supuestos en que corresponde indemnizario. Este Tribunal ha establecido que el daño 
material supone “la pérdida o detrimento de los ingresos de las victimas, los gastos 
efectuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecunidrio que 
tengan un nexo causal con los hechos del caso” *!, 


291. La Corte fija en equidad la cantidad de $ 5,000.00 (cinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a favor de María Macarena Gelman por los gastos incurridos en la 
búsqueda del paradero de su madre, 


292. En cuanto los ingresos dejados de percibir, los representantes indicaron que Maria 
Claudia García tenía 19 años al momento de su desaparición y que, de acuerdo a los datos 
disponibles, la expectativa de vida para la ¿poca en Argentina era de 72 años, por lo que 
le restaban por vivir aproximademente 53 años. Estimaron que de no haber sido 
desaparecida, habría culminado su carrera universitaria aproximadamente en 1982, 
cuando habría iniciado su carrera profesional. Indicaron que el salario mínimo en 


yl Cfr. Caso Bámaca Velósquez Ve Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 Qe febrero de 
2002. Serie C No. 91, párr. 43; Caso Gomes Lund y otros (Guerrithe do Areguaia), supra nota 16, párr. 299, y 
Caso García y Montiel Mores, supra nota 16, párr. 248. 
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Argentina en 1976 era de US$ 200, pero realizaron el cálculo hasta la fecha actualizando 
el monto al valor actual y aplicaron una fórmula con varios criterios y datos consultados 
en Argentina, para llegar a la cifra de US$ 312.512,02. Sostuvieron que esa cantidad debe 
incrementarse en un 50%, teniendo en cuenta que María Claudia Garcia habría percibido 
ingresos superiores debido a su formación profesional en filosofía y letras, y que también 
se le debe sustraer un 25% por concepto de gastos personales. Finalmente, solicitaron 
que el Estado pague a María Macarena, en su calidad de heredera, el monto de US$ 
385.326,02, en concepto de lucro cesante por los ingresos dejados de percibir por María 
Claudia García. ¿ 


293. Atendiendo a los ingresos que habría probablemente percibido María Claudia García 
durante su vida, de no haber acontecido su desaparición forzada, el Tribunal decide fijar, 
en equidad y por concepto de la correspondiente por lucro cesante, la cantidad de US 
$300.000,00 (trescientos mii dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente 
en moneda uruguaya, la que deberá ser distribuida en partes iguales entre sus 
derechohabientes conforme al derecho aplicable. a 


D.2. Daño Inmaterial 


294. La Comisión alegó que el daño inmaterial a raiz de la desaparición de María Claudia 
Garcia resulta evidente, como también lo son las consecuencias lesivas de la denegación 
de justicia a sus familiares. Agregó que es presumible que sus familiares hayan tenido un 
sufrimiento psicológico intenso, angustia, pena y alteración de sus proyectos de vida en 


. razón de las acciones estatales y la falta de justicia en un plazo razonable y la sanción 


respectiva de los involucrados en los hechos. 
295. Los representantes solicitaron el pago por concepto de “daño moral” a María 


Claudia Garcia, la suma de US$ 100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de* 


América), que deberá ser entregada a su heredera, Maria Macarena Gelman. Respecto de 
María Macarena Gelman García, alegaron que Uruguay violó su integridad personal en 
*dos dimensiones”: por la desaparición de su madre y por las condiciones de su 
nacimiento y supresión de su identidad. Arguyeron que esto cambió "drásticamente el 
curso de [su] vida”, "imponiéndole circunstancias vitales distintas que modificaron [los] 
planes y proyectos que hubiera formulado ante condiciones ordinarias de existencia”, por 
lo cual el Estado violó su proyecto de vida, lo cua! persiste hasta la actualidad, ya que 
María Macarena Gelman dedica todos sus esfuerzos a la búsqueda de la verdad sobre el 
destino de su madre y los primeros días de su vida, así como a la búsqueda de justicia. 
Por ello, los representantes solicitaron que el Estado pague a María Macarena Gelman US$ 
250.000,00 (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América). 


296. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que la sentencia 
puede constituir per se una forma de reparación”?, No obstante, el daño inmaterial 
comprende "tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a la victima directa y a sus 
allegados, el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las 
alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima o su 
familia"2%, Además, es necesario considerar las circunstancias del caso sub judice, por los 
sufrimientos que las violaciones cometidas causaron a las víctimas, dada la profunda 
efectación que los hechos ocasionaron en el caso de María Claudia García, especialmente 
por su estado de embarazo”. Por otra parte, es particularmente relevante el cambio en 


+ las condiciones de vida y las restantes consecuencias de orden inmaterial o no pecuniario 


que sufridas por María Macarena Gelman. En consecuencia, la Corte estima pertinente 


al Cfr. Caso Neira Alegría y otros. Reparaciones y Costas, supra nota 312, párr. 55; Caso Gomes Lund 

» . 14 Y 
nino do Araguala), supra nota 16, párr. 310, y Caso Cabrera Garcia y Montes Flores, supra nata 16, 
beni Caso de tos "Niños de la Caño” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guotemolo, Reparociones y Costas. 
Sentencia de 26 de mayo de 2001. Sere C No. 77, párr. 84; Caso Gomas Lund y otros (Guerriha de Araguolo), 
supra nota 16, párr. 305, y Caso Cabrera García y Montiel flores, supra nota 16, párr. 2 
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fijar una cantidad, en equidad, como compensación por concepto de daños 
inmateriales”, las cantidades de: 
3) US $100,000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la 
señora Moría Claudia García de Gelman; y 


b) US $80,000.00 (ochenta mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de 
María Macarena Gelman Garda. 


297. La Corte toma en cuenta la decisión expresa del señor Juan Gelman de ser excluido 
como beneficiario de indemnizaciones compensatorias (supra párr. 286). No obstante, el 
Tribunal reconoce la profunda afectación que los hechos del caso han tenido en su vida 
ysu incesante búsqueda de fustida en Uruguay y Argentina, expresada en su activo 
impulso a las Investigaciones, le cual sla duda ha (unido inporieoto Impacto aconámido y 
ha alterado su vida y la de su familia. 


0.3 Costas y gastos 


298. Como ya lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores, las costas y gastos 
in rr e e o 
la Convención Americana** 


299, La Comisión solicitó a la Corte que ordene al Estado el pago de las costas y gastos 


ag gro de raciocinio ee melo 


comprend 
aquellos necesarios para la difusión, conocimiento e impulso adecuado del cumplimiento 
de la sentencia”. Por ello, solicitaron que, “en la etapa procesal correspondiente”, se les 


. otorgue la oportunidad de presentar cifras y comprobantes actualizados sobre los gastos 


Neira Alegría y otros Vs. Perú. Reperaciónes y Costes, supra nota 312, párr. 56; Caso Gomes 
o iS de ARRE, supra nota 16, párr. 510, y Caso Cabrero García y Montiel Flores, 
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gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento”. Asimismo, no es 
sufidente la remisión de documentos probatorios, sino que se requiere que las partes 
hagan una argumentación que reledone la prueba con el hecho que se considera 
representado, y que, al tratarse de alegados desembolsos económicos, se establezcan con 
claridad los rubros y la justificación de los mismos**, 


303. La Corte observa que de los comprobantes enviados respecto de algunos gastos no 
se desprende deramente su relación con erogaciones vinculadas al presente caso. Sin 
embargo, también constata que los representantes incurrieron en diversos gastos ante 
ella, relativos, entre otros aspectos, a recolección de prueba, transporte, servicios de 
comunicación en el trámite interno e internacional del presente caso. El Tribunal reitera 
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que le corresponde apreciar prudentemente tales gastos, teniendo en cuenta las 


circunstancias del caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de 
protección de los derechos humanos, apreciación que puede realizar con base en el 
principio de equidad y. tomando en cuenta los gastos señalados por las partes, siempre 
que su quantum sea razonable”, disponiendo el reembolso por parte del Estado a las 
víctimas o sus representantes de aquellos que considere razonables y debidamente 
comprobados. 

304. La Corte determina, en equidac, que el Estado debe entregar, par concepto de 
gastos y costas, la cantidad de US$ 28.000,00 (veintiocho mil dólares de los Estados 
Unidos de América) a los representantes de María Macarena Gelman y Juan Gelman. 
Igualmente, señala que en el procedimiento de supervisión del cumplimiento de la 
presente sentenda, podrá disponer el reembolso a las víctimas o sus representantes, por 
parte del Estado, de los gastos razonables en que incurran en dicha etapa procesal. 


D.4 Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados 


305. El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por concepto de daño 
material e inmaterial y el reintegro de costas y gastos, directamente a las personas 
indicadas en la misma, dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación del 
presente Fallo, en los términos de los párrafos siguientes. 


306. En caso de que los beneficiarios hayan fallecido o fallezcan antes de que les sea 
entregada la indemnización respectiva, ésta se efectuará directamente a sus 
derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. 


307. El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en dólares de 
los Estados Unidos de América o en un equivalente en moneda uruguaya, utilizando para 
el cons ei el tipo de cambio que esté vigente en la bolsa de Nueva York, el día 
anterior al pago. 


3083. Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizaciones o a sus 

derechohabientes no fuese posible el pago de las cantidades determinadas dentro del 

plazo indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en una cuenta o certificado 

de depósito en una institución financiera uruguaya solvente, en dólares estadounidenses, 

A en eo condiciones financieras más favorables que permitan la legislación y la práctica 
ncaria. 


309. Sino se reciama la indemnización correspondiente una vez transcurridos diez años, 
las cantidades serán devueltas al Estado con los intereses devengados. 


== Cir. Caso Chaparro Álverez y Lapo Íñiguez, supra rota 108, párr, 275; Caso Vélez Loor, Caso Vélez Loor 
Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2910 
Serie C No. 218, párr. 318, y Caso Gomes Lund y otros (Guerriha de Araguala), supra rota 16, párr. 317. 


ne Cfr. Coso Chaporso Álvarez y Lapo Miguez, supra nota 108, párr. 277; Coso Rosendo Cantú 
supra nota 9, párr. 295, y Caso Comes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia), supra nota 16, párr. 317. e 


9 Cfr. Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones y Costas, supra nota 327, phrr. 82; Caso Gomes 
A 36, y Caño Calo Sordo y Moncl Par, sa al 
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310. Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización y como 
reintegro de costas y gastos deberán ser entregadas a las personas y organizaciones 
indicadas en forma integra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin reducciones 
derivadas de eventuales cargas fiscales. 


311. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pegar un interés :sobre la 
cantidad adeudada correspondiente al interés bancario moratorio en Uruguay. 


PUNTOS RESOLUTIVOS 
312. Por tanto, 
LA CORTE 
DECLARA, 


por unanimidad, que: 


1. Acepta el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el 
Estado, en los términos de los párrafos 25 a 31 de la Sentencia. 


2. El Estado es responsable por la desaparición forzada de María Claudia García 
[ruretagoyena de Gelman, por lo cual violó sus derechos al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal, 
reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1 y 5.2 y 7.1, en relación con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y con los artículos I y XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en los términos de 
los párrafos 44 a 63 y 79 a 101 de la Sentencia. 


3. El Estado es responsable por la supresión y sustitución de identidad de María 
Macarena Gelman García, ocurrida desde su nacimiento hasta que se determinó su 
verdadera identidad y expresada como una forma de desaparición forzada, por lo cual, en 
ese periodo, violó sus derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a 
la integridad personal, a la libertad personal, a la familta, al nombre, a los derechos de los 
niños y niñas y a la nacionalidad, reconocidos en los artículos 3, 4.1, 5.1, 7.1, 17, 18, 19 y 
20.3, en relación con el artículo 1,1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y con los artículos 1 y X1 de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, en los términos de los párrafos 106 a 132 y 137 de la Sentencia. 


4, El Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personal y 
a la protección de la familla, reconocidos en los artículos 5.1 y 17, en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor 
Juan Gelman, en los términos de los párrafos 133 a 135 y 138 de la Sentencia. 


e El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantias judiciales y 
a la protección judicial, previstos en los artículos 8,1 y 25.1, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y con los artículos 1.b y IV 
de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, por la falta de 
investigación efectiva de los hechos del presente caso, así como del juzgamiento y sanción 
de los responsables, en perjuicio del señor Juan Gelman y de María Macarena Gelman 
García, de conformidad con los párrafos 225 a 246 de la Sentenca. 


6. El Estado ha incumplido la obligación de adecuar su derecho Interno a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, contenida en su artículo 2, en relación 
con los artículos 8.1, 25 y 1.1 de la misma y con los artículos I.b, NJ, IV y V de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, como consecuenda 
de la Interpretación y aplicación que le ha dado a la Ley de Caducidad de la Pretensión 
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Punitiva del Estado respecto de graves violaciones de derechos humanos, de conformidad 
con los párrafos 237 a 241 y 246 de la Sentencia. , Ñ 


7. No procede emitir un pronunciamiento sobre las alegadas violaciones del derecho a 
la libertad de pensamiento y de expresión y del derecho a la honra y dignidad, 
reconocidos en los artículos 13 y 11 de la Convención, ni de las normas de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y de la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ("Convención de Belém 
do Pará”) cuya violación fue alegada. - 


Y DISPONE 
por unanimidad, que: 


B. Esta Sentencia constituye per se una forma de reparación. 


9. En un plazo rezonable, el Estado debe conducir y llevar a término eficazmente la 
investigación de los hechos del presente caso, a fin de esclarecerlos, determinar las 
correspondientes. responsabilidades penales y administrativas y aplicar las consecuentes 
sanciones que la ley prevea, de conformidad con los párrafos 252 á 256, 274 y 275 de la 
Sentencia. 


10, El Estado debe continuar y acelerar la búsqueda y localización inmediata de María 
Claudia García lruretagoyena, o de sus restos mortales y, en su caso, entregarlos a sus 
fomiliares, previa comprobación genética de filiación, de conformidad con los párrafos 259 
y 260 de la Sentencia, 


11. El Estado debe garantizar que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado, al carecer de efectos por su incompatibilidad con la Convención Americana y la 
Convención Interamericana sobra Desaparición Forzada de Personas, en cuanto puede 
impedir u obstaculizar la investigación y eventual sanción de los responsables de graves 
violaciones de derechos humanos, no vuelva a representar un obstáculo para la 
Investigación de los hechos materia de autos y para la Identificación y, si procede, sanción 
de los responsables de los mismos, de conformidad con los párrafos 253 y 254 de la 
Sentencia. 


12. El Estado debe realizar, en el plazo de un año, un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso, de conformidad con el 
párrafo 266 de la Sentencia. 


13, El Estado debe colocar en un espacio del edificio del Sistema de Información de 
Defensa (SID) con acceso al público, en el plazo de un año, una placa con la inscripción 
del nombre de las víctimas y de todas las personas que estuvieron detenidas legalmente 
en dicho lugar, de conformidad con el párrafo 267 de la Sentencia. 


14. El Estado debe realizar, en el plazo de seis meses, las publicaciones dispuestas en 
el párrafo 271 de la Sentencia. 


15. El Estado debe implementar, en un plazo razonable y con la respectiva asignación 
presupuestaria, un programa permanente de derechos humanos dirigido a los agentes del 
Ministerio Público y a los jueces del Poder Judicial de Uruguay, de conformidad con el 
pérrafo 278 de la Sentencia, 


16. Estado debe adoptar, en el plazo de dos años, las medidas pertinentes para 
garantizar el acceso técnico y sistematizado a información acerca de las graves violaciones 
de derechos humanos ocurridas durante la dictadura que reposa en archivos estatales, de 
conformidad con los párrafos 274, 275 y 282 de la Sentencia. 


17. El Estodo debe pagar, dentro dél plazo de un año, las cantidades fijadas en los 
rica 291, ro pre y 304 de la presente Sentencia, por concepto de indemnización 
por daño material e inmaterial y por el reintegro de costas y gastos, según correspond 

de conformidad con los párrafos 30$ a 311 de la misma. P" 8 y 
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18. Conforme a lo establecido en la Convención, la Corte supervisará el cumplimiento 
integro de esta Sentencia y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado 
haya dado cabal ejecución a lo dispuesto en la misma, debiendo el Estado rendirle, dentro 
del plazo de un año a partir de la notificación de esta Sentencia, un informe sobre las 
medidas adoptadas para ta! efecto. 


El Juez Vio Grossi hizo conocer a la Corte su Voto Concurrente, el cual acompaña la 
presente Sentencia. 


Redactada en español y en inglés, haciendo fe el texto en español, en San José, Costa 
Rica, el día 24 de febrero de 2010. 


“Li 


Diego Garcia-Sayán 
Presidente 


Leonardo A, Franco Manuel E, Ventura Robles 


"Margarette May Macaulay Rhadys Abreu Blondet 
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Eduardo Vio Gross! 


Pablo Saavedra Alesandri 
Secretario 


Comuníquese y ejecútese, 


Pablo Saavedra Alessandri 
Secretario 


Diego Garcia-Sayán 
Presidente 
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VOTO CONCURRENTE DE JUEZ EDUARDO VIO GROSSI 
CASO GELMAN VS.URUGUAY 
SENTENCIA DE 24 DE FEBRERO DE 2011 
(Fondo y Reparaciones) 


Formulo el presente voto concurrente con la citada sentencia llamando la atención con 
respecto a ciertos aspectos abordados en ella. 


El primero dica relación con la estrecha relación entre la situación de María Claudia García 
Iruretagoyena de Gelman y la de su hija, María Macarena Gelman Garcia, las que, en 
definitiva, podrían configurar una unidad. Asi, la desaparición forzada de la primera y, en 


acontecido a Moria Macarena Gelman también como una desaparición forzada, por lo que 
su esclarecimiento estaría intimamente unido al relativo de lo ocurrido a de su madre, 
María Claudia Garda, En tal sentido, la situación en cuestión sería precisamente una de las 
que contempla el artículo 11 de CISDFP al considerar, entre los elementos del concepto de 


desaparición forzada de personas, "la privación de la libertad de una o más personas”,* la + 


falta de información sobre el paradero de la persona” y que con ello "se impide el ajerticio 
de los recursos legales y de las garantias procesales pertinentes” 
i, Sería evidente, por ende, que, en el presente caso, se trataría de la privación de 
libertad de dos personas y que la falta de información acerca del paradero de una de ellas 
le impediría a la otra ejercer los recursos legales y garantías procesales pertinentes. Por lo 


Convención y las victimas de la violación de éstos serlan varias, prinapalmente, María 
Macarena Gelman y su abuelo Juan Gelman. Y de allí, pues, que igualmente se podría 
estimar que mientras la desaparición forzada de María Claudia García no cese, tampoco 
finalizaria la de María Macarena Gelman, aún cuando actualmente no se encuentre privada 
de su libertad y su Identidad haya sido establecida. Tal vez lo señalado se podría haber 
apreciado mejor sl en la sentencia se hublese contado con una única relación de los 
hechos de la causa expuesta en forma previa a los fundamentos de derecho invocados 


Un segundo aspecto del fallo en comento que veldría la pena destacar, es el 
reconocimiento partial formulado por el Estado. Ciertamente, ese hecho, que se valora, 
posibilitaba un tratamiento del caso en forma más precisa, puesto que, en márto del 
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mismo, los hechos de la causa podrian dividirse en dos etapas. La primera incluyendo 
aquellos acontecidos durante la dictadura militar, vale decir, hasta febrero de 1985 y la 
segunda, los que han tenido lugar desde entonces a la fecha. Por tanto, dicho 
reconocimiento permitira distinguir con mayor claridad los hechos no controvertidos de la 
causa y, por ende, darios por probados, máxime cuando algunos de ellos, particularmente 

. tos referidos al contexto en que se desarrollaron los pertinentes a María Claudia García de 
Gelman y María Macarena Gelman García, son, a estas alturas del desarrollo histórico, 
*hechos públicos y notorios” y, por tanto, sin necesidad de ser demostrados ni reiterados 
o desarroliados en autos, Probablemente también una Única relación de los hechos en la 
sentenda en comento y, además, efectuada en forma previa a ese reconocimiento parcial 
formulado por el Estado, habría permitido precisar más exactamente aquellos acontecidos 
antes del mes indicado como efectivamente reconocidos, ponderando mejor el alcance de 
tal acto unilateral. 3 


Lo anterior conduce a la tercera observación, a saber, que ese reconocimiento centraría la 
discusión básicamente en lo ocurrido durante los gobiernos democráticos que el Estado ha - 
tenido desde 1985 a la actualidad y, en especial, en cuanto a la aplicación, en el caso en 
cuestión y en parte de esa Epoca, de la Ley de Caducidad. En esta perspectiva, es que se 
deber tener presente que, con respecto al origen de las leyes y a su eventual ilicitud 
internacional, determinada conforme al Derecho internacional y, en consecuenda, con 
prescindenda de lo que disponga el Derecho Nacional”, el Estado incurre en 
responsabilidad internacional por todo hecho que le sea atribuible y que constituya una 
violación de una de sus obligaciones internacionales y a tales propósitos se considera 
hecho del Estado según el Derecho Internacional, en especial, la costumbre internacional”, 
el comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones legislativas 


2 Artículo 3 del Proyecto de Artículos preparado por la Comisión de Derecho 
Internacional de las Naciones Unidas sobre la Responsabilidad del Estado 
por Hechos Internacionalmente llícitos, acogido por Resolución aprobada 
por la Asamblea General [sobre la base del informe de la Sexta Comisión 
(A/56/589 y Corr.1)] 56/83. Responsabilidad del Estado por hechos 
internacionalmente ilícitos, 85% sesión plenaria, 12 de diciembre de 2001, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo' sexto 
período de sesiones, Suplemento No. 10 y correcciones (A/56/10 y Corr.1 y 
2). 2 Ibid., párrs. 72 y 73.: “Calificación del hecho del Estado como 
internacionalmente ilícito. La calificación del hecho del Estado como 
internacionalmente ¡lícito se rige por el derecho internacional. Tal 
calificación no es afectada por la calificación del mismo hecho como lícito 
. por el derecho interno.” j 


Artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: El 
derecho interno y la observancia de los tratados. *Una parte no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 46”. 


2 Expresado en la espede en el referido Proyecto de Articulos la 
Interiacional de la ONU sobre Responsabridad del Estado por Hechos Iman as ore id 
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ejecutivas, judiciales o de otra índole”. De ello se desprende, en consecuencia, que para 
que un hecho considerado internacionalmente ¡lícito sea atribuible al Estado, se atiende 
únicamente a que corresponda al comportamiento de uno de sus órganos, contemplando 
entre éstos a los que ejercen funciones legistativas, por lo que los pronunciamientos 
directos de la ciudadanía relativos a la aprobación o ratificación de una ley podrían ser 
estimados como parte de esas funciones y, por ende, que aqueila, en el ejercicio de ese 
facultad, Integra el órgano legislativo pertinente. A mayor abundamiento y siempre a que, 
a los efectos de atribuir el respectivo comportamiento al Estado, el órgano pertinente 
puede incluso ejercer funciones de "cualquier otra fndole”, esto es, distintas, por tanto, a 
las ejecutivas, legislativas o judiciales, con lo que podría incluirse entre aquelles 
funciones, entre otras, las que corresponden a la democrada directa, Por tanto, también 
la cludadanía toda, en el ejercicio son de ésta sea de la función legislativa, podría infringir 
una norma de Derecho Internacional y, consecuentemente, comprometer la 
responsabilidad Internacional del Estado”, Es por tal razón que se estima que la sola 
existencia de un régimen democrático no garantiza, per se, el permanente respeto del 
Derecho Internacional, incluyendo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Así 
ha sido, por lo demás, considerado por la propia Carta Democrática Interamericana", la 
que si bien señala en su artículo 39 que el respeto de los derechos humanos es un 
elemento esencial de la democracia y en su artículo 70, que ésta es indispensable para el 
ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, igualmente 
reitera en su artículo 80, el derecho de toda persona que considere que sus derechos 
humanos han sido violados a interponer las denuncias o petidones pertinentes ante el 
sistema interamericano de derachos humanos, con lo que excluiria, para estos casos, el 
recurso ante los órganos políticos interamericanos encargados de velar por el ejercicio 
efectivo de la democracia representativa. 


Relacionado con lo precedente y que asimismo merece la pena resaltar, es la actitud 
asumida por el Estado, a partir del 23 de junio de 2005, de excluir el presente caso de la 
aplicación de la Ley de Caducidad. En ese día el goblerno del Presidente Sr. Tabaré 


* Vázquez informó a la Corte Suprema de Uruguay que los hechos concernientes a la causa 


en comento no estaban comprendidos por la referida Ley, permitiendo, de ese modo, la 
“reanudación del procedimiento judicial tendiente a investigar los hechos y eventualmente 


* Artículo 4.1 del mismo texto: "Comportamiento de los órganos del Estado. 
Se considerará hecho del Estado según el derecho internacional el 
¡comportamiento de todo órgano del Estado, ya sea que ejerza funciones 


«legislativas ejecutivas, judiciales o de otra índole, cualquiera que sea su 
Iposición en la organización del Estado y tanto si pertenece al gobierno 


- central como a una división territorial del Estado.” 


> Ello sería más evidente aún cuando la norma de Derecho Internacional 
infringida es jus cogens, esto es, al tenor de lo dispuesto en el artículo 53 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratado y que también 
recoge la costumbre en la materia, norma imperativa de Derecho 
Internacional general y, por tanto, aceptada y reconocida por la comunidad 
internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite 
acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma 
ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. 


* Resolución de la Asamblea General de la OEA aprobada el 11 de sepuembre de 2001. 
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la sanción de los responsables. Así, este cuerpo normativo dejó de ser, a partir de esa 
fecha y como se señala en la sentenda, un obstáculo para ella. De manera, por ende, que 
dicho acto del Estado generó una nueva situación consistente en que, al menos en lo 
relativo al presente caso, dejó ce estar violando la correspondiente obligación 
Internacional de Investigar y ajustó, en ese aspecto, su conduzta al Derecho Internacional, 
quedando pendiente, empero, la oportunidad del ejercicio de la justicia y su resolución 


definitiva en la especie. 


Igualmente un comentario aparte merece la referencia que autos se hace a la 
participación de la República Argentina en los hechos en cuestión. S! bien es cierto que la 
demanda el presente caso fue presentada única y exclusivamente con relación a la 
República Oriental del Uruguay y que, en los alegatos, la Comisión relteró lo anterior, 
exduyendo a aquél de la acción entablada, por lo que la Corte carece de competencia 
sobre el particular”, no es menos cierto que el Derecho Internacional contempla la 
situación en que un tercer Estado ha cooperado con el autor del hecho Ilícito*, por lo que 
tal vez hubiese sido más conveniente dejar expresa circunstancia de esta circunstancia a 
los efectos que las instituciones correspondientes tomasen, si lo tuviesen a bien, las 
acciones que consideraran adecuadas a fin de permitir el total esclarecimientos de los 
hechos de autos y se exigleran todas las responsabilldades que eventualmente 
procedieren. 


Vale la pena asimismo subrayar, finalmente, el tratamieno que en la sentencia en 
comento se le da a la violación de los derechos de María Macarena Gelman García 
referentes a la supresión y sustitución de su identidad, consagrados en el Pacto de San 
José. En la resolución se alude al "Derecho a la Identidad”, aunque expresamente 
reconoce que no se encuentra expresamente contemplado en esa Convención. Tal vez por 
tal motivo es que en su parte resolutiva, la sentencia no expresó que el Estado había 
violado ese deracho. Y es que aunque él incluiría los derechos previstos en dicho texto 


” Art 61,1 de la Convención: "Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un casos la 
decisión de la Corte.” 


* Artículo 16, Proyecto de Articulos Preparado por la Comisión de Derecho 
Internacional de la ONU sobre Responsabilidad del Estado por Hechos 
Internacionalmente Ilícitos. "Ayuda o asistencia en la cornisión del hecho 
_ ánternacionalmente ¡lícito. El Estado que presta ayuda o asistencia a otro 
Estado en la comisión por este último de un hecho Internacionalmente 
y es responsable internacionalmente por prestar esa ayuda o asistencia 
a pe hace conociendo las circunstancias del hechó internacionalmente 
EY 
b) El hecho sería Internacionalmente ilícito sí fuese cometido r 
Estado que presta la ayuda o asistencia,” do 


Artículo 47 del mismo texto. “Pluralidad de Estados 
responsables. 1.Cuando 
varios Estados sean responsables del mismo hecho internacionalmente 


po pa Invocarse la responsabilidad de cada Estado en relación con 
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normativo, asimismo comprendería otros no contemplados en el mismo. El Derecho a la 
loentidad sería, por tanto, más amplio que la suma de los derechos a la familia, al 
nombre, a la nacionalidad y a los de los niños y niñas aludidos en la Convención 
Americana de Derechos Humanos?. Por eso es que la alusión que hace la sentencia en 
cuestión al referido derecho se debería entender o insertar precisamente con relación a la 
función de la jurisprudencia de la Corte, que, como fuerte auxiliar del Derecho 
Internacional, no es crear derecho, sino interpretar el sentido y alcance del establecido 


por una fuente autónoma, sea tratado, costumbre, principio general de derecho o acto * 


jurídico unilateral'?. Y en tal sentido, lo que ela hace con esa alusión debería ser 
entendido como un estímulo para que los órganos competentes de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) o aún los proplos Estados partes de la Convención, si así lo 
estiman, expresa y convencionalmente consagren y desarrollen tal derecho, posibilitando, 
entonces, que en el futuro y siempre que la norma pertinente presente un aspecto oscuro 
o dudoso y, por tanto, sea susceptible de varias alternativas de aplicación en el concreto 
caso de que sn trate, la jurisprudencia de la Corte la interprete, fiando su verdadero 
¡sentido y alcance. En suma, se debe tener presente, al respecto, que a la Corte no le 
¿corresponde fallar exclusiva ni principalmente conforme a su propia jurisprudencia, sino de 


¿normas aplicables y que son objeto de su interpretación. 


JEVG. 


— 
* CIYRES 137 (100 4401) 6 acarce del Deracho a la ¡certidad. 
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Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes 


cooperación y 
oia ds ES alias y de los Dlnainos ds: losa 
humanidad, establecidos en las normas de Derecho 
Internacional ratificadas por la República y por las normas de 
"jus cogens”, están incorporadas a nuestra Constitución por la 
vía del artículo 72 de ésta y se deberán aplicar directamente 
por los tribunales de la República. 


Artículo 2*.- Declárase como interpretación obligatoria 
(Código Civil, artículo 12) que los artículos 1*, 3? y 4? de la Ley 
N* 15.848, de 22 de diciembre de '1986, presentan una 
ilegitimidad manifiesta, violan los artículos 4%, 72, 83 y 233 de 
la Constitución de la República y carecen de valor jurídico 
alguno. 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado por la Comisión 


Articulo 1*.- Interprétase de conformidad con el artículo 85, 

numeral 20 de la Constitución de la República, que el derecho de 
todo ser humano a la vida, a su integridad personal, a no ser 
desaparecido, ni torturado, así como los derechos y obligaciones 
que regulan el acceso a la justicia, investigación, 


Artículo_2*: q independencia 
Judicial y el ejercicio pleno de la función jurisdiccional por la 
Suprema Corte de Justicia, los Tribunales y Juzgados 
(artículo 233 de la Constitución de la República) deriva 
esencial e insoslayablemente de la forma republicana de 
gobierno (artículo 72 de la Constitución de la República). 


Artículo 3*.- Declárase como interpretación obligatoria (Código 
Civil, artículo 12) y en cumplimiento de la jurisprudencia 
pacifica y pao EN de la Suprema Corte de Justicia, que los 
artículos 1%, 3 y 4* de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 
1986, presentan una ilegitimidad manifiesta, son incompatibles 
con los artículos 4%, 72, 83 y 233 de la Constitución de la 
República y carecen de valor jurídico alguno. 


"S'97029 


SAJHOUVNAS HU VAVINYO 
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Artículo 3*.- En virtud de lo dispuesto en los articulos 1* y 2% | C/Mod. 
de esta ley: Redac. 


N” 15.848, mo didlapuos Ye CINES pandd dE COMIDO SO 
juzgada. 


B Toda intervención judicial que haya sido interrumpida, 
> arias por iplceción de la Lay NU16.D00. 

de 22 de diciembre de 1986, o por actos administrativos que 
se hubieran dictado en su aplicación, con el fin de 


oficio, opos ali del atando o del Miedo PU, 


C Sin perjuicio de aquellos delitos imprescriptibles, respecto de 
aquellos delitos que fueren prescriptibles, y hayan sido o 
pudieren haber sido comprendidos en la caducidad 
dispuesta por el artículo 1? de la Ley N* 15.848, de 22 de 
diciembre de 1986, no podrá computarse a los efectos de la 
prescripción, el periodo transcurrido entre el 22 de diciembre 
de 1986 y la techa de entrada en vigor de esta ley. 
*.- Asimismo, lo dispuesto en esta ley se aplicará a | C/Mod. 
las nuevas denuncias que se presenten, 


Proyecto de ley sustitutivo aprobado por la Comisión 


Artículo 4*.- En virtud de lo dispuesto en los artículos 1*, 2* y 3? 

de esta ley: 

A El archivo de las actuaciones decretadas por el Juez 
competente por aplicación del artículo 3* de la Ley 
N” 15.848, de 22 de diciembre de 1986, no extingue la 
acción penal ni constituye cosa juzgada. 

B Toda intervención judicial que haya sido interrumpida, 
suspendida o archivada por aplicación de la Ley N* 15.848, 
de 22 de diciembre de 1986, o por actos administrativos que 


archivadas, indagatorias o acciones penales, continuará de 
oficio, o por solicitud del interesado o del Ministerio Público. 


C Sin perjuicio de aquellos delitos imprescriptibles, respecto de 
aquellos delitos que fueren prescriptibles, y hayan sido o 
Sra red, rem pia Ains qe 
por el artículo 1? de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 
1986, no podrá computarse a los efectos de la prescripción, 
el periodo transcurrido entre el 22 de diciembre de 1986 y la 
fecha de entrada en vigor de esta ley. 

Artículo 5*.- Asimismo, lo dispuesto en esta ley se aplicará en 

su caso, a las nuevas denuncias que se presenten, 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante en mayo- 
ría, señor Senador López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: agradecemos a la Bancada de Senadores del 
Frente Amplio el honor que para nosotros constituye 
el hecho de haber sido designados para esta interven- 
ción. Esperamos que, con nuestra argumentación, 
estemos a la altura de ese honor que se nos ha con- 
ferido. 


Vamos a recomendar a este alto Cuerpo que se 
pronuncie favorablemente al proyecto de ley apro- 
bado en mayoría en la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado, que implica modificaciones 
al que fuera remitido por la Cámara de Representan- 
tes. Esas modificaciones no hacen más que afianzar 
el espíritu y el tenor de la exposición de motivos y del 
proyecto mismo en cuanto a su contenido normativo. 


Es de destacar que el proyecto de ley se divide en 
dos módulos claramente diferenciados. 


Los primeros tres artículos interpretan la Cons- 
titución de la República y los artículos 1%, 3% y 4% de 
la ley de caducidad, conteniendo normas declarativas 
y afianzando lo que surge del mismo Derecho por el 
cual las normas de impunidad de aquella ley carecen 
de valor jurídico alguno y son incompatibles con la 
Constitución de la República, como así también con 
las normas del Derecho Internacional de los Dere- 
chos Humanos. 


El artículo 4% del proyecto sustitutivo no modifi- 
ca al artículo 3 del proyecto original remitido por la 
Cámara de Representantes y se refiere a los artículos 
anteriores declarativos e interpretativos. 


Señor Presidente: para comprender el espíritu y al- 
cance de esta iniciativa, debemos comenzar por expli- 
car un concepto fundamental del Derecho Internacio- 
nal, que hace al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos; me refiero a la noción de ius cogens. Esta 
noción nace y es consagrada en el Derecho Positivo In- 
ternacional en la Convención de Viena sobre derechos 
de los Tratados, donde se define como una norma im- 
perativa y universal de Derecho Internacional general 
que no admite acuerdo en contrario. La soberanía de 
los Estados, otrora concepto absoluto, cede paso a nor- 
mas y a principios indisponibles por parte de los Esta- 
dos mismos. Á tal punto esto es así, que la Convención 
de Viena, en sus artículos 53 y 64, prescribe la nulidad 
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de todo Tratado que se oponga a una norma de ius co- 
gens. Esta nulidad lo es no solamente por la inconfor- 
midad lisa y llana con el Derecho Internacional formal, 
sino por la inconformidad con los principios y valores 
que lo sustentan y que son, en realidad, principios de 
orden público internacional que hacen a lo esencial de 
la convivencia de un mundo civilizado. 


Quiere decir que, en el estado actual de civiliza- 
ción, se admite la existencia de valores o principios 
que consideramos pautas rectoras de convivencia y 
hacen al interés general de la comunidad de naciones, 
y ninguna disposición interna, ninguna convención 
entre países, puede contradecirlos válidamente. Tan- 
to es así que, en su momento, la Corte Internacional 
de Justicia, en una opinión consultiva solicitada en 
relación con las reservas que los Estados formulaban 
a la Convención para el castigo del crimen de geno- 
cidio, señaló que los preceptos de dicha Convención 
son obligatorios para todos los Estados, aun fuera de 
cualquier vínculo convencional, por tener naturaleza 
de ius cogens. Quiere decir que el reconocimiento de 
estas normas se ubica en el vértice del ordenamien- 
to jurídico de nuestro Derecho. En la época en que 
ocurrieron las graves violaciones a los derechos hu- 
manos, es decir, durante la dictadura cívico-militar, 
estaba vigente una norma con naturaleza y rango de 
ius cogens que prohibía la desaparición forzada de 
personas, la tortura, la ejecución extrajudicial y que, 
además, ordenaba el castigo de estos actos criminales 
dentro de la categoría de crimen de lesa humanidad. 
A esto nos vamos a referir a continuación. 


La evolución del Derecho como respuesta a la bar- 
barie y a los actos inhumanos sistemáticos y gene- 
ralizados contra la población civil fue consolidando 
la noción de crimen de lesa humanidad y su casti- 
go como norma de ius cogens -de fuente mixta, de 
origen consuetudinario-, se reforzó con los tratados 
internacionales. De esa manera se fue definiendo un 
marco jurídico para la penalización de estas conduc- 
tas que, quizás adquiere su punto de inflexión con- 
vencional más importante en el Estatuto del Tribunal 
Militar Internacional de Núremberg, que en su literal 
c) del artículo 6” señala: “A saber, el asesinato, la ex- 
terminación, esclavización, deportación y otros actos 
inhumanos cometidos contra población civil”. En ese 
momento, el concepto de crimen de lesa humanidad 
estaba atado al conflicto armado. Sin embargo, la 
propia evolución de la conciencia jurídica universal 
determinó su autonomía, a tal punto que el 11 de 
diciembre de 1946 las Naciones Unidas, en su Reso- 
lución N* 95, confirma los principios de Núremberg 
como los principios de Derecho Internacional reco- 
nocidos por todas las Naciones. 


¿Cuál es el régimen de punibilidad de estos críme- 
nes? ¿Cuál es el régimen jurídico para el castigo de 
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un crimen de lesa humanidad marcado por una nor- 
ma de ius cogens, con esa naturaleza de inderogable 
e indisponible? ¿Es la prescriptibilidad? No; es el que 
establece que a las personas indagadas y responsables 
no se les puede conceder asilo ni refugio y que no 
puede existir instrumento de naturaleza alguna que 
les asegure la impunidad. En otras palabras, no son 
amnistiables por naturaleza, porque el interés jurídico 
que se persigue con su castigo no es otro que el inte- 
rés de toda la humanidad para que estas atrocidades 
nunca se repitan en ninguna parte del mundo. Son 
crímenes de juzgamiento obligatorio y necesario; son 
crímenes de jurisdicción universal. Nadie duda de que 
la desaparición forzada, la tortura y la ejecución extra- 
judicial sean crímenes de lesa humanidad; no hay dos 
bibliotecas. La práctica generalizada y sistemática de 
estos actos aberrantes ha sido calificada como crimen 
de lesa humanidad por juristas, publicistas y, funda- 
mentalmente, por los tribunales internacionales, tan- 
to a nivel regional como a nivel universal. 


En el año 1985, el profesor Louis Joinet señalaba 
que los criterios para asimilar estas prácticas a críme- 
nes de lesa humanidad no son otros que: la gravedad 
manifiesta; la práctica sistemática con fines raciona- 
les -dentro de la irracionalidad que es concebir la tor- 
tura y la desaparición forzada como un mecanismo de 
dominio- y el acto de soberanía estatal. Expresamen- 
te definía: “la tortura como acto de gobierno, tal es el 
fundamento de este crimen contra la humanidad. Se 
identifica, entre otros, como un instrumento de com- 
bate contra un pueblo y como un acto de soberanía 
estatal. Lo mismo ocurre con las desapariciones y las 
ejecuciones extrajudiciales cuando su carácter metó- 
dico constituye una estrategia de eliminación de los 
opositores”... Esta concepción de que las desapari- 
ciones forzadas, la tortura y la ejecución extrajudicial 
durante las dictaduras latinoamericanas constituyen 
crimen de lesa humanidad fue recogida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, especialmen- 
te en un caso relacionado con el Plan Cóndor, el caso 
Goiburú, donde señala que estas prácticas violan y 
afectan valores y bienes trascendentales de la comu- 
nidad internacional. Dice: “Estas prohibiciones de la 
tortura, de la desaparición forzada, son contempla- 
das en la definición de conductas que se considera 
afectan valores o bienes trascendentales de la comu- 
nidad internacional y hacen necesaria la activación 
de medios, instrumentos y mecanismos nacionales e 
internacionales para la persecución efectiva de tales 
conductas y la sanción de sus autores con el fin de 
prevenirlas y evitar que queden en la impunidad. Es 
así como, ante la gravedad de determinados delitos, 
las normas de Derecho Internacional consuetudi- 
nario y convencional establecen el deber de juzgar 
a sus responsables. En casos como el presente, esto 
adquiere especial relevancia pues los hechos se die- 
ron en un contexto de vulneración sistemática de 
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derechos humanos, constituyendo ambos crímenes 
contra la humanidad, lo que genera para los Estados 
la obligación de asegurar que estas conductas sean 
perseguidas penalmente y sancionados sus autores”. 


Podemos seguir con jurisprudencia de tribunales 
internacionales que han incorporado en sus diferen- 
tes fallos la noción de jus cogens como crimen de lesa 
humanidad: el caso de Estados Unidos contra Calley 
del 21 de diciembre de 1976; en Israel, el caso Eich- 
mann; en Grecia, el juicio seguido a las juntas mili- 
tares que ocuparon el poder en 1974. La Corte Inte- 
ramericana de Derechos Humanos siguió declarando 
que la desaparición forzada constituía un crimen de 
lesa humanidad aun en ausencia de convención in- 
ternacional, aun antes de que existiera la definición 
jurídica y la expresión “desaparición forzada”: el caso 
de Velázquez Rodríguez del 29 de julio de 1988; el de 
Godinez Cruz, del 20 de enero de 1989; el de Blake, 
del 24 de enero de 1998. Quiere decir que, a nivel in- 
ternacional, la evolución de la conciencia jurídica de- 
termina con absoluta y meridiana claridad que estas 
conductas son conductas punibles en su categoría de 
crimen de lesa humanidad; así lo disponía una norma 
de ius cogens que se encontraba vigente en la época 
en que los hechos ocurrieron. 


A nivel de Naciones Unidas, y ya refiriéndonos 
puntualmente al Uruguay, en 1988 se consideró 
que las normas de impunidad contenidas en la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado violaban el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos. Para no centrarnos exclusivamente en los 
instrumentos regionales estamos hablando de todos 
los instrumentos jurídicos internacionales. En el caso 
de Hugo Rodríguez, señalaba que “leyes tales como 
la Ley N* 15.848 -de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado-, son incompatibles con la 
obligación de todo Estado Parte en virtud del Pacto de 
Derechos Civiles y Políticos. El Comité observa con 
profunda preocupación que la aprobación de esta ley 
excluye efectivamente en algunos casos la posibilidad 
de investigar violaciones anteriores de los derechos 
humanos y, por lo tanto, impide que el Estado Parte 
pueda cumplir su obligación de facilitar un recurso 
efectivo a las víctimas de esas violaciones. También 
preocupa al Comité que al aprobar dicha ley el 
Estado Parte haya contribuido a crear un ambiente de 
impunidad que podría socavar el orden democrático 
y dar lugar a otras graves violaciones de los derechos 
humanos”. Esta es una Resolución del 8 de agosto 
de 1994, aprobada en el Período 51 del Comité de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 


¿Cuál es el régimen del castigo de estos crímenes 
de lesa humanidad, teniendo presente que muchos 
países, como el Uruguay, a la salida de las dictaduras, 
han arbitrado disposiciones que impiden el acceso 
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a la justicia de víctimas de graves violaciones a los 
derechos humanos? La propia norma que ordena el 
castigo de estos crímenes dispone que no podrá dic- 
tarse ninguna amnistía, gracia, indulto ni instituto 
de clemencia soberana y que, si existieran, hay que 
removerlos para garantizar el acceso a la justicia de 
las víctimas. El derecho a no ser torturado y el dere- 
cho a no ser desaparecido, son parte del derecho a 
la integridad física. Diría más: el derecho y el deber 
de exigir el cumplimiento de la norma que dispone 
el juzgamiento necesario de crímenes de lesa huma- 
nidad es un derecho subjetivo perfecto, individual y 
colectivo, inherente a la persona humana. 


El proyecto que estamos sometiendo a considera- 
ción de este Cuerpo en su artículo 1” señala que esos 
derechos están contemplados en el artículo 72 de la 
Constitución de la República. El mencionado artículo 
1% interpreta el artículo 72 de la Carta y establece 
que la enumeración de derechos, deberes y garantías 
allí contenida no excluye los otros que son inherentes 
a la personalidad humana o se derivan de la forma 
republicana de gobierno. Y, ivaya si el derecho a no 
ser torturado, a no ser desaparecido y a exigir el juz- 
gamiento necesario de los crímenes de lesa humani- 
dad son derechos perfectos subjetivos de la persona 
humana! Estamos haciendo esta aclaración para que 
no existan dudas de que, de conformidad con lo que 
ya ha dispuesto la Suprema Corte de Justicia al decla- 
rar inconstitucional los artículos 1%, 3% y 4% de la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, 
las normas de impunidad deben ser removidas para 
garantizar el acceso a los Tribunales. 


Tengamos presente que en la Resolución 3074 
de Naciones Unidas, de 3 de diciembre de 1973, se 
establecieron los principios de cooperación interna- 
cional para la identificación, detención, extradición y 
castigo de crímenes de guerra y de crímenes de lesa 
humanidad. Concretamente uno de esos principios 
dispone en forma expresa que los Estados no toma- 
rán medidas legislativas o de otra índole que pudieran 
ser perjudiciales para las obligaciones internacionales 
que han asumido en relación con la identificación, 
detención, extradición y castigo de los culpables de 
crímenes de guerra y de lesa humanidad. Reitero, los 
Estados no tomarán medidas legislativas ni de otra 
índole, o sea, no se puede poner obstáculos legislati- 
vos ni administrativos para evitar investigar, castigar 
o indagar crímenes de esta naturaleza. 


La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en Sentencia del caso Barrios Altos, de 14 de marzo 
de 2001, considera que son inadmisibles las disposi- 
ciones de amnistía, de prescripción u otros excluyen- 
tes de responsabilidad que sustraigan a los indagados 
por estos delitos de la acción de la Justicia, porque las 
ejecuciones extrajudiciales y la desaparición forzada 
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están prohibidas por contravenir derechos inderoga- 
bles que están por encima de la soberanía de los Esta- 
dos. Al Uruguay, en el Informe 29/92 de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, se le advirtió 
que las normas de impunidad de la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado violan los artícu- 
los 1.1, 2 y 25 de la Convención Americana de Dere- 
chos Humanos. En dicho Informe se ha señalado que 
estas normas carecen de efecto jurídico y no pueden 
seguir representando un obstáculo para la investiga- 
ción de los hechos que constituyen estos casos. Si nos 
remitimos al fundamento de voto del Juez Cangado 
Trindade en el caso Barrios Altos, este va mucho más 
allá, porque señala que no tienen validez jurídica y 
en forma expresa reafirma que este tipo de leyes son 
una afrenta a la conciencia jurídica de la humanidad, 
porque debe existir la preeminencia del Derecho. 


Estamos hablando de leyes manifiestamente in- 
compatibles con la letra y con el espíritu de las con- 
venciones internacionales suscritas por Uruguay y 
con las normas de Derecho Internacional de los De- 
rechos Humanos, así como, también, con las normas 
contenidas en la Constitución de la República. Por 
eso el proyecto de ley, al interpretar el artículo 72 de 
la Carta Magna, dispone un instrumento inequívoco 
para que nadie pueda tener dudas de que el Estado 
de Derecho se reafirma ratificando la aplicación del 
Derecho -con mayúscula- integrado no solamente por 
las normas internas, sino también por las del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos que están en 
el vértice del ordenamiento jurídico. 


El Uruguay recientemente ha sido condenado por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En 
el párrafo 226 de la Sentencia se señala que las leyes 
de amnistía, en casos de graves violaciones a los de- 
rechos humanos, son manifiestamente incompatibles 
con la letra y el espíritu del Pacto de San José de 
Costa Rica, pues infringen lo dispuesto por sus artí- 
culos 1.1 y 2, por cuanto impiden la investigación y 
sanción de los responsables de las violaciones graves 
a los derechos humanos y, consecuentemente, el ac- 
ceso de las víctimas y sus familiares a la verdad de lo 
ocurrido y a las reparaciones correspondientes -pues 
obstaculiza así el pleno, oportuno y efectivo imperio 
de la justicia en los casos pertinentes-, y en cambio, 
favorece la impunidad y la arbitrariedad, al tiempo 
que afecta seriamente el Estado de Derecho, motivos 
por los que se ha declarado que, a la luz del Derecho 
Internacional, ellas carecen de efectos jurídicos. 


Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia -en 
relación a esas normas de impunidad por las cua- 
les se condenó internacionalmente al Uruguay-, la 
misma semana de las elecciones y del plebiscito -y 
ya tendremos oportunidad de referirnos al tema- en 
Sentencia 365/2009, en el caso de Nibia Sabalsaga- 
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ray, declara la inconstitucionalidad de estas normas 
de impunidad, pero al mismo tiempo señala en forma 
expresa la supremacía del Derecho Internacional de 
los derechos humanos al respecto. En dicha Senten- 
cia se establece que la regulación actual de los de- 
rechos humanos no se basa en la posición soberana 
de los Estados, sino en la persona, en tanto titular 
-por su condición de tal- de derechos esenciales que 
no pueden ser desconocidos en el ejercicio del poder 
constituyente, ni originario ni derivado. Según este 
fundamento, declara inconstitucionales los artículos 
19%, 2% y 4” de la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado. A este fallo le sucedieron otros, 
y ya existen más de veintiséis casos -contando el de 
Nibia Sabalsagaray- que han sido declarados incons- 
titucionales en relación a la aplicación de la común- 
mente llamada Ley de Caducidad. 


Esto determinó que en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación nuestra Bancada introdujera un 
agregado al artículo 2% del proyecto de ley aprobado 
por la Cámara de Representantes, que hoy correspon- 
de al artículo 3 que sometemos a consideración del 
Cuerpo. Allí se declara, como interpretación, que los 
artículos 1%, 3% y 4% de la Ley de Caducidad presen- 
tan una ilegitimidad manifiesta, siendo incompatibles 
con los artículos 4%, 72, 83 y 233 de la Constitución 
de la República, en cumplimiento de la jurispruden- 
cia pacífica y constante de la Suprema Corte de Justi- 
cia. En virtud de ello, se dispone y se declara que los 
mismos carecen de valor jurídico alguno. 


Aclaro que hemos agregado la expresión “son in- 
compatibles” modificando el verbo “violar” que figu- 
raba en el artículo 2” del proyecto original. Incompa- 
tible es la repugnancia que tiene una cosa con la otra, 
lo no compatible, lo que no tiene aptitud de unirse y 
no puede hacerlo; me refiero a la impunidad gene- 
rada por la Ley de Caducidad en contraposición con 
las normas del Derecho Internacional y de nuestra 
Constitución, que garantizan el acceso a la Justicia a 
víctimas de cualquier delito, pero mucho más a vícti- 
mas del terrorismo de Estado o a quienes han sufrido 
graves violaciones a los derechos humanos. 


¿Qué sucede en virtud de la aplicación de este régi- 
men de juzgamiento de crímenes de lesa humanidad? 
Los Estados deben remover todos los obstáculos jurídi- 
cos y de hecho para garantizar el acceso a la Justicia. 
El Estado no puede argúir ninguna ley ni disposición 
interna, ni puede argumentar en base a su Derecho 
interno para eximirse de la obligación jurídica de pro- 
ceder a la investigación, cooperación o juzgamiento 
de estos crímenes. Asimismo, no puede argumentar la 
prescripción, la cosa juzgada, el non bis in idem, la irre- 
troactividad de la ley penal, ni ningún otro excluyente 
de responsabilidad que sustraiga a un indagado de la 
Justicia. No puede excusarse de su deber de juzgar. 
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Aquí quiero precisar un tema jurídico de suma 
importancia, porque hemos escuchado que este pro- 
yecto de ley violenta la Constitución de la República 
en tanto quita seguridades jurídicas en relación con 
la prescripción, la cosa juzgada, la irretroactividad de 
la ley penal o el non bis in idem. Sobre este punto 
quiero ser meridianamente claro. 


Empecemos por la prescripción. Esta es un insti- 
tuto y debe interpretarse como el transcurso de tiem- 
po durante el cual la sociedad carece de interés en 
juzgar un hecho; el transcurso del tiempo entre el 
delito y el juicio, entre el juicio y la ejecución de la 
pena. En este tipo de delitos el interés social siempre 
permanece, porque toda la humanidad quiere que se 
juzgue en cualquier tiempo y lugar para prevenir que 
estos hechos se repitan en el futuro. 


A su vez, existe un clarísimo argumento jurídico, 
de Derecho y es que, por la naturaleza de estos crí- 
menes, en 1968 se aprobó la Convención sobre la Im- 
prescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los 
Crímenes de Lesa Humanidad, que entró en vigencia 
en 1970 y fue ratificada por el Uruguay a través de la 
Ley N* 17.347 en el año 2001. En su artículo 1%, di- 
cha Ley señala que estos crímenes son imprescripti- 
bles cualquiera sea la fecha en que se cometieron. Es 
declarativa; no crea la imprescriptibilidad, sino que 
declara un principio que ya existía, mandatado por 
el ius cogens. Esto no lo estoy inventando ahora, sino 
que surge del propio Preámbulo de la Convención y 
la teoría ha sido aplicada por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos al juzgar el caso de Almonacid 
contra Chile. Dicho país no ratificó esta Convención 
y, sin embargo, la Corte dijo: “es obligatoria para us- 
ted, aunque no la haya ratificado”. Es lo mismo que 
sucedió en el caso de la Convención contra el genoci- 
dio. Por lo tanto, desde el punto de vista jurídico, no 
se está aplicando nada para atrás. 


Cuando el proyecto de ley que ponemos a consi- 
deración y aprobación del Senado señala que no se 
podrá invocar la prescripción -sin perjuicio de los de- 
litos imprescriptibles, para que quede claro-, no se 
está aplicando el Derecho para atrás, sino brindando 
un mecanismo para recordar el Derecho que ya exis- 
tía en la época en que se dieron los hechos. 


Se ha dicho que esta iniciativa establece que no 
puede invocase la cosa juzgada, que los casos se de- 
ben reabrir, continuando de oficio, y que esto violenta 
la seguridad jurídica. Ante esas afirmaciones también 
hay que ser sumamente claro y preciso. La cosa juz- 
gada y la figura del non bis in idem son principios de 
seguridad jurídica y hacen a la misma, pero debemos 
definirlos adecuadamente. ¿Qué implican? Una sen- 
tencia, una resolución judicial dictada luego de actos 
de procedimiento donde se aplicaron las garantías 
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para todas las partes, o lo que se denomina “debido 
proceso” para todos. Quiere decir que es garantista 
para los indagados, pero también garantiza a las víc- 
timas el acceso a la Justicia. Si existe una sentencia 
de esa naturaleza, existe lo que se llama cosa juzgada 
material, que es la base donde se edifica el principio 
non bis in idem: nadie puede ser juzgado dos veces 
por los mismos hechos; pero agreguemos: en la medi- 
da en que hayan sido juzgados. En estos casos no se 
juzgó a nadie y ni siquiera se indagó o hubo proceso 
penal, que comienza con el procesamiento; se archi- 
varon, derecho viejo. Por lo tanto, se confunde la cosa 
juzgada formal con la cosa juzgada material. 


No existe una violencia a la seguridad jurídica 
sino, por el contrario, la aplicación de un régimen 
que trata de que no haya ventanas ni espacios para 
aquellas personas sospechadas de haber cometido 
genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de 
guerra y, vamos a ser más claros, tortura, desapari- 
ción forzada, ejecuciones extrajudiciales orquestadas 
como terrorismo de Estado desde el aparato de poder 
y contra la población civil. No hay tiempo que limite 
el acceso a la Justicia ni puede haberlo; no hay nin- 
gún artilugio jurídico que se pueda invocar. El Estado 
de Derecho hoy nos obliga a aplicar el Derecho en 
su totalidad, a cerrar los caminos a la impunidad y 
a recuperar nuestra dignidad como colectivo social. 
Como lo dijimos hace un tiempo -y ruego me discul- 
pen el apasionamiento-, a nuestro criterio se trata de 
un imperativo jurídico que debe estar por encima de 
las coyunturas políticas, que hace a la profunda ética 
de nuestra convivencia social. 


Hemos escuchado que un proyecto de estas carac- 
terísticas violentaría los pronunciamientos del cuerpo 
electoral en el referéndum y en el plebiscito, tema en 
el que también quiero ser preciso y claro. En primer 
lugar, desde el punto de vista jurídico, en nuestro De- 
recho no existen “superleyes”. Toda ley sigue siendo 
objeto de control de constitucionalidad por la Supre- 
ma Corte de Justicia y puede ser siempre revisada 
por quien la dictó, mucho más cuando quien lo hizo 
advierte que la misma tiene vicios, desde el comienzo, 
que la invalidan. 


En segundo término, debemos tener presente el 
contenido material del Estado de Derecho. En mi 
concepción jurídica -esto es algo personal- el Estado 
de Derecho no se restringe a lo formal, sino que va 
más allá del Derecho Positivo. El Estado de Derecho 
será pleno en la medida en que esté alineado con de- 
terminados valores y principios. 


En el libro Las transformaciones del Estado con- 
temporáneo, García Pelayo señalaba: “El Estado de 
Derecho significa, así una limitación del poder del 
Estado por el Derecho, pero no la posibilidad de le- 
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gitimar cualquier criterio dándole forma de ley”. Más 
adelante agrega: “si bien la legalidad es un compo- 
nente de la idea del Estado de Derecho, no es menos 
cierto que este no se identifica con cualquier legali- 
dad, sino con una legalidad de determinado conte- 
nido y, sobre todo, con una legalidad que no lesione 
ciertos valores por y para los cuales se constituye el 
orden jurídico y político y que se expresan en unas 
normas o principios que la ley no puede violar. Des- 
pués de todo, la idea del Estado de Derecho surge en 
el seno del iusnaturalismo” [...] “precisamente con 
una legalidad destinada a garantizar ciertos valores 
jurídicos-políticos, ciertos derechos imaginados como 
naturales”. En otra parte de su obra, destaca: “Solo 
más tarde, el pleno desarrollo del positivismo jurídico 
se despegó de esta vinculación subyacente”. 


Entendemos, por tanto, que existe un contenido 
material que debe estar en todo derecho, más allá de 
lo formal. Hemos escrito -ya hace bastante tiempo- 
sobre el tema de la esclavitud. No puede restablecer- 
se válidamente la esclavitud; no puede restablecerse 
el derecho a ejecutar extrajudicialmente; eso no exis- 
te, no tiene valor. Podrá existir en el papel, pero no 
tiene concordancia con los valores y principios que 
debe sustentar un Estado de derecho pleno. 


Los señores Senadores preguntarán qué tiene que 
ver esto con los plebiscitos. Es que el interés general, 
el bien común, no existe si se sacrifica la tutela del 
sistema de derechos humanos. Cuando en el último 
plebiscito invitamos y convocamos al pueblo uruguayo 
a expedirse -lo hicimos desde la sociedad civil, y nos 
ponemos el sayo-, lo primero que entendimos era que 
el Poder Legislativo era el responsable de enmendar el 
vicio de sustancia que implicaba la Ley de Caducidad. 
No se plebiscitaron derechos humanos, sino un instru- 
mento de reforma constitucional; la nulidad de la Ley 
de Caducidad a través de la reforma de la Constitu- 
ción. El proyecto de ley que hoy sometemos a conside- 
ración de este Cuerpo no es una iniciativa de nulidad 
de la Ley de Caducidad, sino un proyecto de interpre- 
tación de la Constitución de la República, mediante el 
cual, a través del artículo 72 de la Carta, las normas 
de impunidad de la Ley de Caducidad pasan a ser letra 
muerta. Se trata de un instrumento que tendrá nues- 
tra sociedad para no garantizar más la impunidad a los 
violadores de los derechos humanos. 


Señor Presidente: antes de que se sancionara la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Es- 
tado -estamos hablando del invierno de 1986- desde 
la Academia habíamos advertido que si se llegaba a 
dictar cualquier ley -en aquel momento se hablaba de 
una ley de amnistía- que impidiera el juzgamiento de 
la práctica sistemática de la tortura, la desaparición 
forzada y las ejecuciones extrajudiciales cometidas 
durante la dictadura, sería ilegítima y tendría vicios 


12 de abril de 2011 


de sustancia, porque las soluciones políticas siempre 
se encuentran limitadas por el Derecho. 


Hoy este Parlamento, esta Cámara, tiene la posi- 
bilidad de comenzar a enmendar el error político de 
haber dictado una ley que ampara la impunidad cri- 
minal de lesa humanidad, removiendo la mochila que 
pesa sobre la sociedad uruguaya y sobre los propios 
militares, cuya generación actual no merece cargar 
una mochila que los marque. Creo en la paz, en la to- 
lerancia y en la concordancia de todos, sobre la base 
del Derecho que, por encima de diferencias políticas, 
hoy nos está mandatando a remover los obstáculos de 
impunidad, a alinear nuestro orden jurídico positivo 
con el Derecho Internacional de los derechos huma- 
nos y con la Constitución de la República. 


Por eso, señor Presidente, para que los uruguayos 
sigamos construyendo una sociedad en paz a través 
del Derecho, sin renunciar a los principios y valores 
de justicia para las víctimas, y para que nunca más 
ocurra lo mismo, recomendamos a este Cuerpo apro- 
bar y sancionar el proyecto de ley que informamos en 
mayoría. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al tema, 
tiene la palabra el Miembro Informante en minoría, 
señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el Par- 
tido Nacional tiene la convicción -y ha sido nuestra 
prédica desde el día mismo de la fundación de esta 
colectividad política, en 1836- de que la primera res- 
ponsabilidad de un partido político, un dirigente o un 
gobernante es desarrollar su actividad con el propósi- 
to principal de buscar soluciones para los problemas 
de su país y de su gente, tratando de evitar la confron- 
tación y de recorrer caminos de diálogo y de paz que 
permitan elevar espiritual y moralmente la condición 
de la sociedad uruguaya, mejorando la calidad de vida 
de todos y cada uno de quienes habitan a lo largo y 
ancho de nuestro territorio. 


Gobernar es decidir; gobernar es asumir que la 
mayoría de las veces hay que jerarquizar y priorizar, 
que se manejan recursos escasos -no solamente des- 
de el punto de vista económico- y que las más de las 
veces, cuando se toman decisiones, no se logra satis- 
facer la voluntad, el deseo ni la expectativa de todos. 
Eso de ninguna manera puede detener la acción del 
gobernante, quien debe pensar en el hoy y en el ma- 
ñana, pero también tiene que preocuparse por lo que 
ocurra pasado mañana. 


Quizás -y sin quizás- algo le faltó al sistema políti- 
co nacional cuando le tocó definir, en 1984, la salida 
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institucional que el Uruguay tenía que darse después 
de haber vivido treinta años muy duros, que no desea- 
mos a ninguna nación del mundo y que nunca más 
queremos para el futuro de nuestra Patria. Fueron 
treinta años de enfrentamientos, de división, de sub- 
versión, de muerte por la espalda, de secuestros, de 
violación de los derechos humanos, de suspensión de 
las libertades, de golpe de Estado, de torturas, de ex- 
terminio y de exilio, que se encontraron con un pue- 
blo uruguayo que tenía una profunda fe democrática 
y un sentido de identidad histórico que a partir de 
1980 comenzó a ser un ejemplo para el mundo. En 
aquel momento la dictadura convocó a un plebiscito 
con el propósito de legitimarse y prolongar su manda- 
to de hecho por uno de derecho; sin embargo, el pue- 
blo uruguayo asombró al mundo cuando a la mañana 
siguiente se conoció la noticia de que en el silencio, 
bajo la ley de la mordaza y prácticamente sin posibi- 
lidades de expresión, había triunfado la opción con- 
traria a la que la dictadura quería imponer. Dos años 
después, las elecciones internas, en las que no podían 
participar todos los partidos políticos, volvieron a ser 
una expresión contundente de censura a la dictadura 
militar. Se fortaleció lo que se fue convirtiendo en 
un proyecto colectivo en el que cada vez participó 
más gente, ya que muchos de quienes en el año 1980 
habían dado su voto por el Sí, cuando vieron que se 
podía empezar a ganar libertades se sumaron a la co- 
lumna que peleó por la libertad y por la recuperación 
de la democracia, que explotó a fines de 1983 en una 
de las más multitudinarias y magníficas expresiones 
de vocación de libertad que puede realizar un pueblo, 
como fue ese “río de libertad”, tal como se lo definió. 


Muchos de los que nos encontramos en esta Sala 
estábamos allí, encolumnados en torno a un estra- 
do que proclamaba la lucha por un Uruguay sin ex- 
clusiones, en el que estaban representados dirigen- 
tes de todos los partidos políticos como la más fiel 
expresión de conciencia y de madurez respecto de 
cuál era el desafío que se tenía por delante. Tenía- 
mos la idea -prácticamente sin haberlo pactado- de 
que íbamos a voltear la dictadura. Habían sido -para 
el régimen gobernante- muy duros los sacudones de 
1980 y 1982, tanto como los que comenzaron a pro- 
ducirse después, no solo en 1983 en el Obelisco, sino 
todos los días. Hasta cuando íbamos al Estadio Cen- 
tenario a ver un partido de fútbol, de pronto, casi sin 
premeditación y sin tener ninguna vinculación con 
lo que estaba sucediendo en la cancha, se empezaba 
a escuchar que 30.000 o 40.000 personas gritaban 
cada vez más fuerte: “Se va a acabar, se va a acabar la 
dictadura militar”. 


En esas circunstancias, un grupo de dirigentes 
políticos entendió que se acababan los tiempos de re- 
correr el camino de la confrontación y que mucho 
más rápido era negociar que derribar, acordar que de- 
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rrotar. Fue así que, legítimamente -porque no vamos 
a poner en cuestionamiento los aspectos formales-, 
empezaron a celebrarse reuniones entre dictadores y 
representantes de los partidos políticos, con el objeti- 
vo de encontrar un punto de entendimiento que per- 
mitiera definir un período de transición para sustituir 
la dictadura por una democracia que comenzaba a 
nacer. Sabido es que nuestro partido decidió no par- 
ticipar de esas negociaciones. Mejor dicho, cuando 
en las primeras reuniones advirtió el giro que iban 
tomando, a instancias del Directorio del Partido Na- 
cional la delegación que nos representaba en ese en- 
tonces se retiró, porque no éramos partidarios de la 
“salida negociada”, como comenzó a denominársela 
en aquellos tiempos. 


Todo esto culminó con lo que pasó a ser el ori- 
gen de lo que vino después, es decir, el “Pacto del 
Club Naval”, episodio que muchos olvidan cuando 
hacen exposiciones referidas a aquellos tiempos y al 
que otros prefieren no hacer referencia, seguramente 
porque no se sienten identificados con lo que en su 
representación se resolvió. En aquellas circunstan- 
cias eligieron el camino que consideraron más fácil, 
el que teóricamente nos permitía reencontrarnos con 
las libertades en más corto plazo y celebrar eleccio- 
nes nacionales, como se hizo después, en noviembre 
de 1984. Claro, en el camino quedaban “prendas del 
apero”, la mayoría de las cuales no les dolían a los 
negociadores. El contrato al que se había llegado su- 
ponía -nunca se dijo y a nadie se le ocurrió utilizar 
ese tema para hacer campaña electoral porque, evi- 
dentemente, no ayudaba- beneficios, transacciones, 
renuncias y concesiones para ambas partes ¡Para algo 
se pactó en el Club Naval y en los términos en que 
se hizo! Es claro que a muchos no les convenía decir 
en la campaña electoral que lo que habían pactado 
estaba referido a soluciones que se implementarían 
después de conocido el resultado electoral, pero a 
muchos les servía que quedaran en el camino algunas 
“prendas del apero”, sobre todo si eran de los demás. 


Fue así que Wilson Ferreira Aldunate quedó en 
prisión, impedido de participar en las elecciones, lo 
que de por sí significaba un buen negocio en tanto eli- 
minaba de la contienda a quien tenía las mayores po- 
sibilidades de ser electo Presidente de la República. 
¡El único! ¡Fue el único dirigente principal de todos 
los partidos políticos del Uruguay que estuvo impedi- 
do de participar en la campaña electoral! ¡El único 
que estaba preso y proscripto! Los demás dirigentes 
importantes de todos los Partidos, sin excepción, si no 
fueron candidatos estuvieron en el estrado acompa- 
ñando a los representantes de su campaña electoral. 


Cuando un sistema político como el que teníamos 
en aquel entonces no cierra bien la solución que le 
va a ofrecer al país, este termina pagando el precio 
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de lo que no quedó claro, de aquello en lo que no se 
fue preciso, de lo que no se hizo explícito o lo que no 
se conoció porque no convenía a los intereses de los 
pactantes. 


Luego vino la instancia en la que legítimamente 
ganó el doctor Julio María Sanguinetti. Me permito 
resaltar el “legítimamente” porque nunca cuestiona- 
mos el resultado de ese acto electoral; simplemente, 
participamos en él y fuimos víctimas de la situación, 
pero desde la noche misma de la elección -y, ni qué 
hablar, durante los cinco años que duró su manda- 
to- reconocimos esa legitimidad. Sin embargo, una 
vez que pasó la alegría que generó ese acto eleccio- 
nario -por el que todos festejamos-, cuando llegó el 
momento de empezar la transición, de gobernar, de 
resolver, de tomar decisiones que en muchos casos no 
eran simpáticas, comenzaron a florecer los problemas 
-como no podía ser de otra manera-, algunos de los 
cuales iban a aparecer en cualquier circunstancia y 
otros que fueron originados como producto de la ne- 
gociación, porque no se había derribado el régimen, 
sino que se había acordado con él y, por tanto, había 
que buscar soluciones, porque quedaban profundas 
heridas abiertas de esos durísimos treinta años que le 
tocó vivir al país antes de 1984. 


La primera norma importante que se aprobó fue la 
Ley de Amnistía para los presos políticos. Hay quien 
ha señalado -por supuesto, luego de sucedidos los 
acontecimientos- que hubiera sido bueno que estas 
dos leyes, la de Amnistía y la de Caducidad, se apro- 
baran en un solo texto, que conformaran un único 
instrumento legal, de manera que quedara claro que 
toda la transición pasaba por la búsqueda de un equi- 
librio. Pero si uno observa cómo se desarrollaron los 
acontecimientos, se da cuenta de que eso era imposi- 
ble, no solo porque la ciudadanía no estaba prepara- 
da para una ley que comprendiera a los involucrados 
en la dictadura -seguramente ello hubiera generado 
una reacción muy fuerte- sino, muy especialmente, 
por lo que dijo el propio Wilson Ferreira Aldunate 
en la explanada municipal después de celebrado el 
acto electoral, cuando se sabía que en la campaña el 
Partido Colorado había asumido determinados com- 
promisos sobre la forma en que iba a encarar estos 
temas. Él dijo claramente: “Le vamos a hacer un fa- 
vor al nuevo Gobierno; vamos a ir más allá de lo que 
el nuevo Gobierno pretende para comenzar el camino 
de la transición y vamos a poner los votos para que 
lo antes posible este Gobierno empiece su gestión 
sin un solo preso político”. ¡Y vaya si cumplió con 
ese compromiso que voluntariamente decidió asu- 
mir ante el país! Porque la Ley de Amnistía, aproba- 
da con los votos del Partido Nacional y promulgada 
ese mismo día, significó la posibilidad de que en esa 
misma jornada fueran liberados todos y cada uno de 
los presos políticos, quedando libres de cargos aun 
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aquellos que, habiendo sido protagonistas de delitos 
de sangre, no habían estado siquiera cinco minutos 
en las cárceles -ni antes de 1973 ni en las cárceles del 
gobierno dictatorial-, porque se exiliaron y buscaron 
alternativas que felizmente les permitieron escapar 
de la atrocidad que vino después. La Ley de Amnistía 
los comprendió a todos e, inevitablemente, tenía que 
ser promulgada antes que cualquier otra, porque del 
otro lado no había presos y de este sí. Fue así que se 
aprobó en la forma en que se hizo. 


Más adelante, en el desarrollo de los aconteci- 
mientos, el entonces Comandante en Jefe del Ejér- 
cito, ante determinadas actuaciones del Poder Judi- 
cial, alerta al señor Presidente de la República y a 
los partidos políticos en cuanto a que habían llegado 
a su sede citaciones para militares involucrados con 
el régimen, y que su decisión como Comandante -se- 
guramente respaldado por el señor Presidente de la 
República- era guardarlas en la caja fuerte. No estaba 
en su intención dar cuenta de tales citaciones a los 
involucrados y eso, de alguna manera, podía asumir- 
se como un acto de desacato. Ese era el anuncio de 
que venían épocas de tormenta y de tremendas difi- 
cultades, porque una parte estaba reclamando que 
se cumpliera con lo que se había prometido durante 
aquellas famosas negociaciones que culminaron con 
el Pacto del Club Naval. 


Sin ser protagonistas importantes ni especiales, 
vivimos aquellas épocas desde bastante cerca. Cuan- 
do aparecieron las citaciones y el General Medina 
hizo su anuncio dentro de un estado general de ex- 
pectativa y preocupación, muchos dijeron que no iba 
a pasar nada, que apenas pretendían asustar; pero 
apenas hacía un año que la dictadura había dejado 
de tener las riendas del Poder Ejecutivo -no puedo 
decir que había dejado de gobernar-, apenas hacía un 
año que estábamos en democracia -y todos sabemos 
la forma en que se fueron- y los espacios de poder es- 
taban cubiertos por representantes del régimen. Mu- 
chos decían que se trataba de una falsa alarma del 
Gobierno o del Ministerio de Defensa Nacional para 
generar preocupación y, de esa manera, justificar la 
aprobación de una ley. Sin embargo, señor Presiden- 
te, han transcurrido veinticinco años desde que se 
aprobó esa ley, ha pasado un cuarto de siglo desde 
que la dictadura ya no está en el gobierno, veinticinco 
años en los cuales buena parte de los protagonistas 
de ese régimen han muerto y algunos de ellos -muy 
reconocidos, por cierto- están en prisión. El otro día 
pensaba que veinticinco años es un tiempo más que 
suficiente para que esas presuntas presiones se ha- 
yan apagado, pero resulta que hace un mes el señor 
Presidente de la República envía a los líderes de los 
partidos políticos del país una nota acompañando un 
folleto anónimo, a lo que se sumó la existencia de un 
vídeo que pasó a ser tema de conversación popular 
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en todo rincón del país. O sea que, veinticinco años 
después, el señor Presidente de la República está pre- 
ocupado porque, en función de estos acontecimien- 
tos, habría amenazas anónimas que podrían poner en 
riesgo a las instituciones, por lo que creyó que era 
su deber -nos parece muy bien que haya procedido 
así- comunicar a los partidos políticos lo del anónimo, 
advirtiéndoles que tuvieran cuidado con lo que estaba 
sucediendo. Esto ocurre veinticinco años después de 
que en 1986 alguien se atreviera a negar que estas 
cosas estaban ocurriendo, cuando la dictadura estaba 
caliente, estaba allí, esperando. 


Fueron veinticinco años en los que han pasado 
muchas cosas. La Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado no solamente se aprobó, sino que 
además se aplicó. Esta aplicación se ha desdeñado en 
el informe en mayoría, y es algo que me parece que 
no se puede hacer. No se puede desdeñar que duran- 
te estos veinticinco años esta Ley haya sido objeto de 
dos acciones de carácter popular, una de las cuales 
fue de referéndum. En 1989 -sin que estuviera regla- 
mentado el artículo 79, porque entonces se estrenaba 
el recurso de referéndum- se recogieron firmas para 
la derogación de la ley. En aquella instancia se junta- 
ron las firmas suficientes para interponer un recurso 
que decía: “Los firmantes interponemos el recurso 
de referéndum contra el Capítulo l, artículos 1%, 2%, 
3% y 4” de la Ley N* 15.848, del 22 de diciembre de 
1986, fundándonos en lo dispuesto por el inciso 22 
del artículo 79 de la Constitución de la República. Por 
lo tanto, solicitamos que dicho Capítulo sea sometido 
a la votación del Cuerpo Electoral, para que se esté, 
en definitiva, a lo que disponga la Nación, en ejercicio 
del derecho de su soberanía”. Se votaban dos pape- 
letas: una verde que decía “Voto por dejar sin efecto 
los artículos 1% a 4” de la Ley N* 15.848” y otra que 
decía “Voto por confirmar los artículos 1 a 4 de la 
Ley N* 15.848”. Y prosperó la confirmación de esa 
norma en un contundente pronunciamiento popular. 


Esto surgió como una reacción natural frente a 
la aprobación de una ley, y precisamente para eso 
existe el recurso de referéndum; quiere decir que se 
hizo una aplicación correctísima del mismo. ¿Qué 
dice la Constitución? Dice que cuando un conjun- 
to de personas que representan a un porcentaje de 
la población no está de acuerdo con una ley o cree 
que sus representantes electos a través de la demo- 
cracia indirecta -o sea la representación a través de 
la institución parlamentaria, además de la presiden- 
cial- se equivocaron o pueden haberse equivocado, 
pueden recoger firmas para hacer una convocatoria y 
decidir, ya no mediante el procedimiento indirecto de 
la representación -que es el sistema que nos hemos 
dado-, sino en forma directa. Ese mecanismo se creó 
para que el pueblo soberano sea el que decida ante 
una cuestión. Y el pueblo soberano compareció ante 
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las urnas en ese año de convocatoria y se pronunció, 
claramente, ratificando la Ley de Caducidad y confir- 
mando el camino que se había elegido para ver si se 
podía sanear aquellos años tan difíciles. 


Posteriormente, tenemos lo ocurrido en el año 
2009. Así como digo que el plebiscito de 1989 era un 
camino lógico y natural establecido por la Constitución 
de la República, en el 2009 no se trató de la reacción 
del pueblo contra una ley en función de que la demo- 
cracia representativa no había funcionado acorde a la 
voluntad de algunos ciudadanos; en este caso, un par- 
tido político, el Frente Amplio, decide -vamos a leer las 
cosas con detenimiento- promover una reforma de la 
Constitución de la República. ¿Por qué se eligió ese ca- 
mino de la reforma constitucional? Porque a los efec- 
tos de lo que esa colectividad pretendía era necesario 
crear un nuevo sistema, un nuevo instituto que el De- 
recho uruguayo no tiene, que es el de la anulación de 
la ley; tenemos el de la derogación, pero la anulación 
-es decir, volver al origen y que quede sin efecto todo 
lo que ya se aplicó- no existe, y por eso se inventó el 
instituto de la anulación. Esa reforma decía: “Anúlanse 
y decláranse inexistentes los artículos 1%, 2%, 3 y 4” de 
la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986. Se ten- 
drán por no pronunciadas las resoluciones del Poder 
Ejecutivo que hayan incluido casos en la caducidad es- 
tablecida por el artículo 1% de la referida Ley”. Reitero: 
“Se tendrán por no pronunciadas las resoluciones del 
Poder Ejecutivo que hayan incluido casos en la cadu- 
cidad establecida por el artículo 1% de la referida Ley”. 
Y agregaba: “El Poder Judicial continuará de oficio la 
tramitación de las causas que hayan sido alcanzadas 
por las disposiciones anuladas como si estas nunca hu- 
bieran existido” [...] “Respecto de aquellos delitos que 
fueren prescriptibles y que hayan sido o pudieran ha- 
ber sido comprendidos en la caducidad dispuesta por 
el artículo 1% de la ley N” 15.848 de 22 de diciembre 
de 1986, no podrá computarse a efectos de la prescrip- 
ción el período transcurrido entre el 22 de diciembre 
de 1986 y la fecha de entrada en vigencia de la pre- 
sente reforma constitucional”. Es decir que se apuntó 
a lo máximo; más que esto es imposible. Se intentó 
consagrar una reforma constitucional en función de la 
cual la ciudadanía decidía crear un instituto que anu- 
laba las normas jurídicas, de modo tal que pudiéramos 
volver al año 1986 y se hiciera todo lo contrario de lo 
que estableció la Ley de Caducidad de ese mismo año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo del que dis- 
pone el señor Senador Gallinal. 

Se va a votar. 


(Se vota:) 


-22 en 23. Afirmativa. 
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Puede continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Muchas gracias, señor Pre- 
sidente y señores Senadores. 


Se apostó a lo máximo, se jugaron todas las cartas, 
y otra vez la ciudadanía -casi me animo a decir que 
de por sí, porque quienes debimos hacer campaña en 
contra de la nulidad de este instrumento, no lo hici- 
mos; pero olvidémonos de eso, que no deja de ser un 
detalle-, la gente, dijo: “No. Primero la ratificamos y 
ahora no aceptamos anular la ley, con todas esas con- 
secuencias y esa apuesta marginal que se realiza, al 
máximo de las posibilidades”. 


Resulta que ahora, después de esos pronuncia- 
mientos, la fuerza política que ganó las elecciones 
aparece con un proyecto de ley de cinco artículos que 
es una bofetada, ya no al referéndum de 1989, ya no 
al plebiscito del 2009 que ellos mismos convocaron, 
sino a lo que la gente opinó. Y en lo personal, no se 
me ocurre una frase más acorde y más clara para de- 
finir esta situación que la que dijo el señor Senador 
Nin Novoa: “De ahora en adelante, que nunca más 
el Frente Amplio recoja una firma ni convoque a un 
plebiscito”. Obviamente, nos quisieron vender una 
gran mentira; les importa un pito el pronunciamien- 
to popular porque están dispuestos a cualquier cosa, 
más allá de lo que el pueblo uruguayo haya definido 
categóricamente, como lo hizo en 1989 y en el 2009. 
Como dijo el señor Senador Nin Novoa: “nunca más 
recojamos una firma, nunca más convoquemos un 
plebiscito”. Lamento tener que nombrar al señor Se- 
nador Nin Novoa, pero es él el que votó con los pies 
y no yo. 


(Interrupción del señor Senador Rubio.) 


-Venía bien, vengo bien y voy a venir mejor, así que 
vaya preparándose el señor Senador porque preferi- 
ría que contestara haciendo uso de la palabra y no 
ladrando desde una esquina. Acá decimos las cosas 
como tenemos que decirlas y si hay que debatir, va- 
mos a debatir en serio y con responsabilidad. El se- 
ñor Senador se ríe, pero la gente no se ríe cuando ve 
que hubo un pronunciamiento popular tan categórico 
-porque como decía, se llegó al máximo; más que eso 
no se podía lograr- y se lo desconoce. Y ahora vamos a 
aprobar una “leyecita” que, según el Miembro Infor- 
mante, tiene dos bloques, pero se olvidó de agregar: 
uno de tres artículos y otro de dos, el último de los 
cuales tiene apenas un renglón. 


Pocos días después de presentada, el doctor Taba- 
ré Vázquez fundamentó la acción que estaba llevando 
adelante su fuerza política y manifestó que la respal- 
daba totalmente, porque -dijo- “a veces las mayorías 
se equivocan”. Claro, ¡las mayorías aparentemente se 
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equivocan cuando no dicen lo que expresa el Frente 
Amplio! El mismo argumento de que las mayorías se 
equivocan lo esgrimió el Canciller de la República en 
la Comisión, a la que se presentó con la teoría de 
que al individuo se lo debe proteger de las decisiones 
adoptadas por la mayoría y de que ese es el funda- 
mento en función del cual corresponde tomar una 
postura de esta naturaleza. En lo personal, creo que 
al individuo lo protegen las mayorías, tanto cuando 
está con ellas como en una posición discrepante y, 
en consecuencia, en absoluto se justifica hacer un 
razonamiento de esas características. 


Señor Presidente: en el día de hoy se trajo a con- 
sideración del Cuerpo un proyecto de ley que, según 
dicen, refiere a una interpretación de la Ley de Ca- 
ducidad. A propósito de ello, el diccionario de la Real 
Academia Española dice que el término interpretar 
-creo que todos tenemos claro su concepto- significa 
explicar o aclarar el sentido de algo, principalmente 
el de un texto falto de claridad. Ahora bien, nunca 
escuché decir que interpretar una ley significa decir 
que ella no existe. Esto se encuentra establecido en el 
artículo 2* de la iniciativa, que dice: “Declárase como 
interpretación obligatoria (Código Civil, artículo 12) 
que los artículos 1%, 3% y 4% de la Ley N* 15.848” 
[...] “carecen de valor jurídico alguno”. En función 
de ello, entonces, aquí no se está interpretando para 
definir el alcance y ni para darle a algo su verdadera 
dimensión, sino que se está innovando al anular o de- 
finir que algo carece de valor jurídico. Esto es contra- 
rio a lo que sostuvo el propio Frente Amplio en el año 
2005, cuando presentó un proyecto de ley interpreta- 
tivo -firmado prácticamente por las mismas personas 
que el que tenemos a consideración aquí- a través del 
cual pretendía definir el alcance de la Ley de Caduci- 
dad. Yo me pregunto: ¿cuántas interpretaciones tiene 
el Frente Amplio sobre la Ley de Caducidad? 


Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica 
de que no estamos ante una ley interpretativa y que, 
lamentablemente, este tema volverá a los estrados ju- 
diciales. 


Creo que tanto la Ley de Caducidad como la Ley 
de Amnistía para los presos políticos son leyes hijas 
de su tiempo y solamente pueden pensarse y enten- 
derse en función del momento para el que fueron 
dictadas. Si hoy se trajera a consideración del Cuerpo 
una ley de caducidad y de amnistía, serían unánime- 
mente rechazadas por el Parlamento nacional, por- 
que fueron normas injustas -probablemente una más 
que la otra-, pensadas para un momento determinado 
y, como dije, fueron hijas de su tiempo. Hoy en día, 
yo no votaría una ley de esta naturaleza. Es más; creo 
que la Ley de Caducidad no fue bien aplicada y que, 
desde los anteriores Gobiernos se le dio a esta norma 
un alcance que no tenía y que nunca se pretendió 


CÁMARA DE SENADORES 


681-C.S. 


que tuviera, porque la Ley de Caducidad no prote- 
gía el secuestro ni los delitos cometidos con móviles 
económicos. Vuelvo a decir que esta es una ley injus- 
ta, como lo es la Ley de Amnistía, pero este tipo de 
normas eran las que necesitaba el país en aquellos 
tiempos para ayudar a las víctimas y solidarizarse con 
sus familiares. Por eso, no entiendo cómo el doctor 
Alberto Pérez, constitucionalista, se presentó ante la 
Comisión a decirnos que había que hacer lo que se 
está haciendo para dar a los familiares de las víctimas 
el derecho a resarcirse y a tener algún tipo de re- 
conocimiento. Ante tal afirmación le manifesté que, 
entonces, debíamos anular la Ley de Amnistía para 
dar a los familiares de estas víctimas el mismo dere- 
cho, y se me dijo que esos derechos no están recono- 
cidos. En opinión del mencionado catedrático, entre 
los familiares de las víctimas hay hijos y entenados. 
¿Eso es justicia? Yo no puedo creer que el Derecho 
internacional y mucho menos el Derecho nacional 
condene el asesinato por la espalda cuando proviene 
de un representante de un régimen autoritario, pero 
no cuestione ni condene ese mismo asesinato por la 
espalda cuando lo cometió un subversivo. 


Señor Presidente: ¿sabe lo que pienso? Segura- 
mente lo mismo que los integrantes de mi partido y la 
gente. Nunca voy a terminar de comprender -quizás 
porque no lo viví en mi familia- lo que fue la dicta- 
dura militar y el atropello que significó en todos los 
conceptos, pero sé que hay víctimas y familiares de 
víctimas que tienen muchos derechos; sin embargo, 
tengo el mismo pensamiento con respecto a las víc- 
timas de la subversión y a los familiares de los que 
murieron asesinados por la espalda. No obstante ello, 
también creo que las víctimas más importantes han 
sido los uruguayos, todos los que han vivido en el país 
durante los años sesenta, setenta y ochenta. Esa es la 
víctima principal: los millones de uruguayos que han 
estado en contra de la subversión y de la dictadura 
y han pagado los platos rotos por lo que unos y otros 
han hecho. El 99,9% de los uruguayos hemos estado 
en contra de la dictadura y de la subversión y, sin em- 
bargo, somos los que siempre estamos viendo cómo 
contenemos y ayudamos a los demás. 


La Ley de Amnistía para los presos políticos bene- 
fició a por lo menos 35 personas que cometieron deli- 
tos de sangre y nunca vieron de cerca una cárcel. En 
su artículo 4% expresa: “Quedan comprendidas en los 
efectos de esta amnistía todas las personas a quienes 
se hubiera atribuido la comisión de estos delitos, sea 
como autores, coautores o cómplices y a los encubri- 
dores de los mismos, hayan sido o no condenados o 
procesados, y aun cuando fueren reincidentes o ha- 
bituales”. 


El artículo 5” de esa Ley refiere a que quedan ex- 
cluidos de la amnistía -es decir, sin los beneficios- los 
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delitos cometidos por funcionarios policiales o mili- 
tares, equiparados o asimilados, que fueran autores, 
coautores o cómplices de tratamientos inhumanos, 
crueles o degradantes, o de la detención de personas 
luego desaparecidas, y por quienes hubieren encu- 
bierto cualquiera de dichas conductas. 


En el artículo 6% se dice: “Decláranse extinguidas 
de pleno derecho las penas principales y accesorias, 
las acciones penales, las sanciones administrativas y 
jubilatorias, las deudas generadas por expensas car- 
celarias y toda otra sanción dispuesta por una autori- 
dad estatal en virtud de los delitos amnistiados”. 


Después de la sanción de esa norma, se aprobaron 
doce leyes más, todas destinadas a ayudar, a cerrar 
heridas, a dar jubilaciones, a hacer valer más años y 
a otorgar indemnizaciones. Todas fueron votadas por 
nuestro Partido. Este Partido votó la Ley de Amnistía, 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Es- 
tado, la ley para restituir a los funcionarios públicos; 
votó las doce leyes que se han aprobado en el trans- 
curso de los casi treinta años que han pasado desde 
1984. Hemos votado todas esas leyes porque siempre 
creímos que se debía buscar soluciones para lograr 
el equilibrio que nos permitiera sacar a la sociedad 
del pozo en el que, inevitablemente, se encontraba. 
Todas estas leyes están referidas a las mismas vícti- 
mas y todavía nos están faltando las leyes para los 
familiares de las otras víctimas, pues ellos también se 
lo merecen. 


Con mucho respeto, convencimiento, seguridad y 
con una expresión de esperanza, debo decir que creo 
que quienes se beneficiaron de la Ley de Amnistía no 
tienen autoridad para votar este proyecto de ley; creo 
que quienes se beneficiaron de la Ley de Amnistía no 
tienen derecho de generarle al país más problemas 
de los que hemos tenido durante todos estos años, y 
como pienso eso, también creo que el Presidente de 
la República que se preocupa, tanto como nosotros, 
por los intereses del país, así como por la paz y la 
tranquilidad -seguramente no quiere como tampoco 
queremos nosotros que surjan tempestades y tormen- 
tas-, es quien tiene más autoridad moral y ética, entre 
los uruguayos, para vetar este proyecto de ley en caso 
de que se convierta en ley. Y debo decir que va a con- 
tar con todo nuestro respaldo y estaremos a su lado 
porque no miramos hacia atrás. 


Estuve leyendo mucho durante este tiempo por- 
que sabía que se iba a dar este debate y puedo decir 
que me he sentido orgulloso de ver cómo durante los 
veinticinco años que llevamos discutiendo estos te- 
mas, nunca -por ejemplo- se alzó la voz del Partido 
Nacional para pedir la derogación o anulación de la 
Ley de Amnistía. No lo hizo porque esa ley también 
es hija de su tiempo. ¿Es justa? No lo es, pero era lo 
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que el país necesitaba en ese entonces y hubo gente 
que tuvo la gallardía de elaborarla. Tenemos dos com- 
pañeros de nuestra Bancada que votaron una y otra 
ley: el Senador Lacalle Herrera, también Senador en 
aquel entonces, y el Senador Heber, que era Diputa- 
do. Ellos representan buena parte de la mejor historia 
de nuestro partido, no solo por haber dado su voto a 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado, sino por la actuación que todo el partido tuvo 
durante esos años. También estaban -y forman parte 
de nuestra Bancada- los que luego en el plebiscito 
votaron por la derogación de la Ley de Caducidad de 
la Pretensión Punitiva del Estado, pero hoy estamos 
todos juntos con una misma posición, conscientes de 
lo que estamos defendiendo. 


No puedo terminar sin hacer una referencia que, 
para mí, es ineludible. Finalmente se me da la opor- 
tunidad que sentía que necesitaba y, por ello, le agra- 
dezco enormemente a mi partido que, teniendo tres 
representantes en la Comisión de Constitución y Le- 
gislación -dos de ellos con mejores condiciones que 
yo, como lo son los señores Senadores Moreira y Da 
Rosa-, me honró con la distinción de ser Miembro 
Informante, sin perjuicio de lo que los compañeros 
del partido tengan para manifestar. 


Tengo una deuda muy grande con Wilson Ferrei- 
ra Aldunate y quizás, durante todos estos años, me 
faltó coraje para pagarla y dar una defensa con ma- 
yor calor, porque si bien lo he puesto, quizás no puse 
todo el apasionamiento que debía. Ya hablamos del 
Club Naval, de que Wilson Ferreira Aldunate quedó 
excluido de la elección y ya dijimos que fue él quien 
tuvo la iniciativa en la explanada municipal de ade- 
lantar que el 1% de marzo se liberaban todos los pre- 
sos políticos, buscando el instrumento más idóneo. 
Sin embargo, lo que todavía no dijimos es que Wilson 
Ferreira Aldunate fue el autor intelectual de la idea 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. Por ello, me rebela y no puedo aceptar que 
ningún pequeño diga, como se ha dicho tantas veces 
a lo largo de estos años, que la Ley de Caducidad es 
la ley de impunidad; la Ley de Caducidad es tan ley 
de impunidad como la Ley de Amnistía, si la quieren 
denominar así. La Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado no es la ley de impunidad, sino 
que es lo que se necesitaba cuando el país intentaba 
reconciliarse consigo mismo. En aquel entonces se 
necesitaba de un estadista que tuviera el coraje y la 
valentía de saber que si era el líder de una mayoría 
importante de la población del país, no era líder para 
ser dirigido, sino para dirigir, para asumir las respon- 
sabilidades y pagar los costos que se debiera pagar. 
¡Y vaya si Wilson pagó costos importantes durante 
toda su vida! Me tocó estar muy cerca de él durante 
esos años porque en aquel entonces era Secretario 
de la Bancada de Diputados del Movimiento Por la 
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Patria. Recuerdo que pocos días después de aprobada 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado, se empezaron a producir movimientos dentro 
del Partido, algunos cuestionando el liderazgo de la 
figura de Wilson y, entonces, él decidió irse para el 
campo, casi anunciando su retiro de la vida política, 
rompiendo el diálogo con los Legisladores de su Par- 
tido y de su sector. Como pocos, sufrió el duro proce- 
so de tomar las determinaciones que adoptó y que lo 
llevaron a impulsar una ley de estas características. 
Entonces, no puede ser que quienes se llenan la boca 
con Wilson Ferrreira, un líder que va más allá de su 
representación partidaria -lo que compartimos-, lo 
agravien e insulten diciendo que “su ley” es la ley 
de impunidad porque Wilson era incapaz de promo- 
ver impunidad de naturaleza alguna. Por el contrario, 
tuvo la valentía y gallardía que otros no; se animó a 
actuar de acuerdo con lo que le dictaba su concien- 
cia, pensando en lo que era mejor para el país. Por 
eso, al comenzar mis palabras decía que no sabía si 
estaba a la altura de esos acontecimientos: veo el nor- 
te, pero es muy difícil que llegue a él. 


Nuestra responsabilidad, como dirigentes políti- 
cos, no es crearle problemas al país o encender la 
mecha de una bomba e instalarla en el centro del 
Poder Judicial como lo están haciendo con esta ley, 
porque el tema no termina acá. Al Poder Judicial 
le esperan momentos muy difíciles de presión de la 
sociedad y de los sectores políticos; le esperan mo- 
mentos en donde va a tener que decidir entre todo 
un conjunto de principios a los que el Uruguay se ha 
aferrado y afiliado pacíficamente a lo largo de toda 
su historia y que han hecho de este, nuestro país, 
un país en serio, creíble, con un Poder Judicial inde- 
pendiente y con una democracia ejemplar. Vamos a 
vivir años y tiempos en que el Poder Judicial, como 
consecuencia de la aprobación de este proyecto de 
ley, va a estar en jaque, porque la presión política va 
a estar arriba de la mesa, porque también va a estar 
la presión popular y la presión legítima de los que 
tienen expectativa. Por eso existe la diferencia entre 
el dirigente y el dirigido; reconozco el derecho a todas 
las organizaciones sociales que reclaman por lo que 
reclaman -iclaro que sí!-; están defendiendo sus ver- 
dades, a sus seres queridos, a su gente, de un lado y 
del otro. Pero los que no tenemos derecho a jugar con 
las expectativas de la gente somos nosotros, así como 
a crear falsas expectativas haciendo creer que ahora 
apareció un instrumento legal que no había existido 
nunca y en función del cual vamos a dejar de vivir 
en el año 2011 para pasar a vivir en noviembre de 
1986. Entonces, todo lo que sucedió durante 25 años 
apenas quedará escrito, pero no se dio en los hechos, 
porque parecería que efectivamente se puede volver 
a esa circunstancia. En realidad, no se puede volver 
a esa circunstancia aunque queramos; ¡ojalá pudié- 
ramos hacerlo y decir que acá no existe presión de 


CÁMARA DE SENADORES 


683-C.S. 


ninguna naturaleza, no hay dictadura y va a haber 
justicia para todos! Pero sucede que son leyes hijas de 
su tiempo, no tienen otra alternativa hoy, después de 
transcurridos 25 años. Durante todos estos años hubo 
quienes se beneficiaron de una y de otra ley. Si se 
beneficiaron de la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado no tienen autoridad ética ni mo- 
ral para pretender la derogación de la Ley de Amnis- 
tía; y si se beneficiaron de esta última, no tienen ética 
ni moral para pretender la derogación de la primera. 


Por eso, señor Presidente, confío en quien, de no- 
sotros, todos los uruguayos, tiene más autoridad ética 
y moral que nadie para decir: “Esta ley, no”, que es el 
Presidente de la República, don José Mujica. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Senador 
Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- El Partido Colorado votará 
negativamente este proyecto de ley por varias razo- 
nes, pero ante todo y fundamentalmente, porque esta 
iniciativa implica pasar por encima de dos pronuncia- 
mientos populares: el del Referéndum del 16 de abril 
de 1989 y el del Plebiscito del 25 de octubre de 2009. 


En abril de 1989 -dentro de muy pocos días se 
van a cumplir 22 años- la ciudadanía se pronunció 
mediante el referéndum acerca de la Ley de Cadu- 
cidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Es bueno 
recordar en qué términos se planteó ese pronuncia- 
miento porque, por olvido o desconocimiento, a veces 
se trasladan los términos del Plebiscito del 2009 al 
Referéndum de 1989 y se razona como si en aquella 
ocasión de 1989 hubiera habido solamente una pape- 
leta para dejar sin efecto la Ley de Caducidad y como 
si en esa circunstancia no se hubiese obtenido los vo- 
tos necesarios y en eso se hubiese concluido y agotado 
el contenido del pronunciamiento popular. Y no fue 
así, señor Presidente. En el Referéndum del 89 se 
votaron dos papeletas -todavía conservo dos ejempla- 
res-, la verde que decía: Voto por dejar sin efecto los 
artículos 1 a 4 de la Ley N* 15. 848; y la amarilla, 
que expresaba: Voto por confirmar los artículos 1 a 4 
de la Ley N” 15.848. Como es notorio ganó la opción 
por confirmar la Ley, que obtuvo aproximadamente 
300.000 votos de ventaja. Entonces no es que la gente 
simplemente no acompañó la propuesta de dejar sin 
efecto la Ley, sino que la gente, el Cuerpo Electoral, 
confirmó la Ley N* 15.848 por una mayoría clara, 
categórica y contundente. Por tanto, hay un pronun- 
ciamiento popular que confirma la ley. Ese pronun- 
ciamiento tuvo plena validez en su momento y no la 
ha perdido al día de hoy. Ese día, aquel domingo 16 
de abril de 1989, apenas empezaron a conocerse los 
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datos del escrutinio y se vio la tendencia y que la Ley 
iba a ser confirmada, el General Líber Seregni en- 
caró la situación de la manera frontal como él enca- 
raba las situaciones políticas, y sustancialmente dijo, 
entre otras cosas: “El Frente Amplio acepta y acata 
el resultado”. Esa expresión de Seregni fue como el 
“Cúmplase” de aquel veredicto popular, porque allí 
quedó definitivamente establecido que la principal 
fuerza política que había impulsado la impugnación 
de la Ley de Caducidad se inclinaba -como en aquel 
momento pensábamos no podía ser de otra manera- 
ante la voz del pueblo, reconocía la validez de ese 
pronunciamiento y decía: aceptamos y acatamos lo 
que el pueblo, a quien nosotros convocamos, decidió. 
Esas palabras expresadas por Seregni una vez más, 
como tantas otras, dieron una pauta de tranquilidad 
al clima de aquella jornada, señalaron un derrotero y 
tuvieron el innegable mérito de reconocer con fron- 
talidad y gallardía un resultado adverso, pero lo que 
no se puede decir de ellas es que hayan sorprendido 
a nadie, pues a nadie llamó la atención que se reco- 
nociera así frontalmente, sin ambages, sin reservas, 
la validez del pronunciamiento popular, por algunas 
razones circunstanciales y también por otras, de más 
peso. Entre las razones circunstanciales señalo que 
durante todos los meses y semanas anteriores a aquel 
referéndum, dirigentes de uno y otro bando -por así 
llamarlos- habían reiterado que cualquiera fuese el 
pronunciamiento popular se acataría y se cumpliría. 
Pocos días antes del referéndum, la Presidenta de la 
Comisión Nacional pro Referéndum -que la pren- 
sa denominaba Comisión pro voto verde-, la señora 
Matilde Rodríguez de Gutiérrez Ruiz, en polémica 
con el entonces Senador colorado Américo Ricaldoni 
-que luego recogió el diario La República-, decía que 
a nadie podía ocurrírsele, siquiera, que el resultado 
del referéndum no fuese cumplido, cualquiera fuera 
este. La propia Comisión Nacional pro Referéndum, 
en las primeras horas del día siguiente, el 17 de abril, 
emitió una declaración en la que reconocía el resulta- 
do y declaraba su acatamiento al mismo. 


Más allá de las razones circunstanciales que per- 
mitían que la población uruguaya -en esa ocasión, 
como en tantas otras de su historia- contemplase la 
jornada del 16 de abril como una instancia en la que 
se resolverían pacífica y definitivamente las disputas 
que en ese momento se estaban dirimiendo, había ra- 
zones que venían del fondo de la historia y que hacían 
que las palabras del General Seregni no nos sorpren- 
dieran. Cabe recordar que hace ya 198 años, también 
en el mes de abril, se había pronunciado la “Oración 
de Abril”, cuando Artigas dijo: “Mi autoridad emana 
de vosotros y ella cesa ante vuestra presencia sobera- 
na”. Esas palabras han sido las que han marcado el 
derrotero de la historia nacional; en función de esa 
manifestación de respeto a la ciudadanía se ha cons- 
truido a través del tiempo la democracia uruguaya. A 
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partir de 1985 todos los uruguayos sentimos que por 
encima de las discrepancias o diferencias que pudié- 
ramos tener -que vaya si eran importantes y hondas-, 
seguíamos encontrándonos al pie del ideario artiguis- 
ta y de aquel respeto de todos por lo que el pueblo de- 
cidiese. Con ese espíritu fuimos a votar, sabiendo que 
cualquiera fuese el resultado, al día siguiente todos 
tendríamos que decir que se tendría que cumplir por- 
que era lo que el pueblo había decidido. Quiero desta- 
car que en aquel momento el resultado fue acatado, 
reconocido, y que ninguno de los dirigentes políticos 
de aquel entonces desautorizó las palabras del Gene- 
ral Seregni o dijo que el Frente Amplio no iba a acatar 
el resultado, que no lo aceptaría o no lo reconocería 
como válido. Tampoco afirmaron que el proceso que 
había llevado al referéndum y su resultado estaban 
viciados de tal forma por las circunstancias que fue- 
sen, que no sería reconocido. Reitero que nadie lo 
dijo y que allí, entre los dirigentes del Frente Amplio, 
estaban quienes hace poco tiempo actuaban en este 
mismo ámbito como, por ejemplo, el entonces señor 
Senador Gargano -hombre al que nadie puede negar 
carácter y energía para defender sus convicciones-, 
quien si hubiese tenido que decir que no aceptaba el 
resultado, lo habría hecho. El señor Senador Gargano 
no lo dijo y tampoco lo hicieron otros; lo único que 
hubo fueron expresiones honestas, valientes y fronta- 
les, reconociendo la validez de ese resultado del refe- 
réndum del 16 de abril de 1989. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Hasta ahora no se han solici- 
tado interrupciones y por eso aspiraría a exponer de 
la misma manera que lo hicieron otros. Sin embargo, 
ante la solicitud de la señora Senadora Xavier, conce- 
do esta interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: creo que no 
podemos confundir dos cosas: una que tiene que ver 
con el valor del resultado de esas instancias de con- 
sulta popular y, otra, que se entienda que con ellas 
termina de una vez y para siempre la lucha por la ver- 
dad y en contra de la impunidad. Me parece que son 
asuntos diferentes y considero que el señor Senador 
Pasquet me lleva ventaja porque su profesión, a dife- 
rencia de la mía, le facilita entender algunas cosas. 


Simplemente quiero recordar ciertas afirmacio- 
nes categóricas de algunos constitucionalistas sobre 
si la falta de éxito del referéndum contra la ley de 
impunidad en 1989, la habría transformado en una 
superley, de modo que el Parlamento que la aprobó, 
quedaba inhabilitado para intentar cualquier modifi- 
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cación en el futuro. Este era un asunto que convocaba 
a varios juristas a reflexionar sobre el hecho. Breve- 
mente -porque sin duda las citas son extensas-, quie- 
ro recordar que el doctor Martín Risso dijo: “El hecho 
de que la ley haya sido ratificada en un referéndum 
no cambia la cuestión. En efecto, el Cuerpo Electo- 
ral no ratifica la ley sino que se pronuncia sobre un 
recurso contra dicha ley, o sea, hace lugar o rechaza 
una impugnación”. Continúa diciendo en otra frase: 
“La ley luego del referéndum sigue siendo la misma 
que era antes y solo se rechazó un recurso contra la 
misma interpuesto por parte de los habilitados para 
votar. Se puede decir que hay una ratificación tácita, 
y es cierto, pero esto ocurre con todas las leyes, ya 
que vencido el plazo para recurrir lo establecido por 
el artículo 79 también puede decirse que hay una ra- 
tificación de ese tipo, pues directamente nadie tuvo 
interés en impugnar”. El profesor Risso culmina di- 
ciendo: “El valor y la fuerza de una ley es el mismo, 
tanto en el caso de la ley implícitamente ratificada en 
un referéndum como en el caso de las leyes que nun- 
ca fueron objeto de referéndum”. Además, recuerdo 
que la Suprema Corte de Justicia, cuando declara la 
inconstitucionalidad e inaplicabilidad de los artícu- 
los 1%, 3? y 4” de la Ley N* 15.848, lo comunica a la 
Asamblea General, y nosotros no podemos hacer la 
vista gorda a una situación de esta naturaleza, en la 
que además se apoyan otros doctrinos. Por ejemplo, el 
doctor Eduardo Esteva dice: “Una ley que fue objeto 
de un recurso de referéndum, por el artículo 79, in- 
ciso 2%, si no se hace lugar al mismo, es decir, cuando 
en términos políticos es confirmada o ratificada por 
el Cuerpo Electoral en ejercicio directo de la sobera- 
nía nacional (artículo 82), no ve alterada su jerarquía 
normativa, sino que continúa siendo un acto con va- 
lor y fuerza de ley o, si se quiere, con otra terminolo- 
gía, una ley ordinaria”. Podría citar también al cons- 
titucionalista Correa Freitas y a muchos otros, pero 
no quiero quitar minutos al tiempo de que dispone el 
señor Senador Pasquet, quien tan generosamente me 
ha dado la oportunidad de dar mi opinión. Sin duda, 
hay mucho apoyo jurídico en el sentido de que esa 
instancia de 1989 no inhabilitó cambios posteriores y, 
en su momento, no significó que no reconociéramos 
ese pronunciamiento. 


Muchas gracias, señor Presidente y señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Por cierto que luego haré re- 
ferencia a los aspectos jurídicos de la cuestión, pero 
aclaro que ahora me estoy refiriendo a aspectos po- 
líticos que considero absolutamente insoslayables, ya 
que involucraron nada menos que el pronunciamien- 
to del Cuerpo Electoral. 
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Decía que esa noche, o después, nadie cuestionó 
la validez del resultado o del proceso por el cual se 
había llegado a él. Hubiese sido incomprensible que 
alguien intentara hacerlo diciendo -como se hizo mu- 
chos años después- que la gente en aquel momento 
tenía miedo. Afirmo que un planteamiento de ese tipo 
habría sido incomprensible porque estaba muy fresco 
en la memoria de todos el plebiscito de 1980, cuando 
en pleno período de facto la gente rechazó el proyec- 
to constitucional que proponía la dictadura. ¿Cuánto 
más miedo podría haber habido en 1980 con relación 
al hipotético miedo de 1989? Téngase en cuenta que 
en 1980 estábamos en plena dictadura, que goberna- 
ban los militares, que los Partidos Políticos no actua- 
ban, que no había prensa libre y que la gente pensaba 
que podían sacarle la jubilación si no votaba lo que los 
militares querían. Si en aquel momento el pueblo re- 
chazó el proyecto constitucional, ¿cómo puede soste- 
nerse -en un agravio a la ciudadanía- que en 1989, en 
plena democracia y tras una intensa y dura campaña, 
con los partidos desarrollando su prédica a lo largo y 
ancho de todo el país, la ciudadanía votó lo que votó 
por miedo? 


En ese mismo año, en 1989, se publicaron estu- 
dios de politólogos que señalaban la congruencia de 
ese resultado con los anteriores, tanto el de la elec- 
ción de 1984 como el del plebiscito de 1980. Hace al- 
gunos días estuve leyendo un estudio de Pablo Mieres 
en el que analiza estas cosas y señala la congruencia 
del voto verde y el voto amarillo con la votación alcan- 
zada por los sectores políticos que respaldaban una y 
otra alternativa, con la diferencia o el matiz que in- 
dicaba, fundamentalmente en Montevideo y en otros 
departamentos, un ligero corrimiento del electorado 
hacia la izquierda. Esto se confirmó luego con el re- 
sultado electoral de 1989, cuando el Frente Amplio 
ganó en Montevideo. Quiere decir que el resultado 
del plebiscito de 1989 estuvo perfectamente en línea 
con lo que se venía votando antes y lo que se votó des- 
pués y fue una manifestación libre y espontánea de la 
ciudadanía, tal como lo reconocieron con gallardía los 
representantes del voto verde y el entonces Presiden- 
te del Frente Amplio, General Líber Seregni. 


Luego se dio otra instancia de democracia directa, 
cuando se llevó a cabo el plebiscito de 2009, en el 
que, como se recordaba recién, se sometió a conside- 
ración de la ciudadanía una enmienda constitucional 
que anulaba la Ley de Caducidad. Y ese plebiscito, 
señor Presidente, tuvo el resultado que todos cono- 
cemos. Fue adverso a la propuesta de anulación de 
la ley. 


En toda la campaña previa se convocó a la gente a 
votar, se la llamó a pronunciarse sobre una cuestión 
que se entendía debía decidir. Y cuando a quienes 
promovían este plebiscito se les decía que la gente ya 
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había decidido la cuestión en el referéndum del año 
1989, se esgrimían reparos contra aquel referéndum 
-reparos que se planteaban veinte años después de 
ocurridos los hechos-, pero se aseguraba que enton- 
ces sí se iba a respetar lo que la gente votara, porque 
nadie podría dudar de que se votaba con absoluta li- 
bertad. Y en esas condiciones, sin hacerse propagan- 
da en contra de la enmienda constitucional plantea- 
da, se llegó a las urnas y el pueblo no acompañó la 
propuesta de anulación. Hubo dos pronunciamientos 
populares: uno en un sentido afirmativo, confirman- 
do la ley, y otro en sentido negativo, no acompañando 
la propuesta de que fuera anulada. No pudo ser más 
categórico el pronunciamiento del Cuerpo Electoral 
respecto de esta ley que no tiene parangón en todo 
el Derecho uruguayo. No hay ninguna otra norma le- 
gal en el Derecho uruguayo que haya pasado por esta 
doble instancia; una en la que fue confirmada por el 
Cuerpo Electoral y otra en la que este Cuerpo recha- 
zÓ la posibilidad de anularla. Desde el punto de vista 
político, desde el punto de vista de su legitimidad de- 
mocrática y popular, no hay ley que pueda comparar- 
se con la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado. ¡Guste o no, estos son los hechos! 


Ahora aparece este proyecto de ley que, natural- 
mente, antes de llegar a esta Casa para ser votado, 
tuvo que lidiar con la enorme dificultad -a mi juicio, 
insuperable- de los dos pronunciamientos populares. 
En consecuencia, surge la tesis de que las mayorías 
no pueden decidir estas cosas, expuesta por el doc- 
tor Tabaré Vázquez en acto público de un Comité de 
Base. Por esa línea siguieron otros, como el señor Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores, cuando vino a infor- 
mar a la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado. 


En aquel discurso, el doctor Tabaré Vázquez ci- 
taba expresiones del Papa Benedicto XVI en el sen- 
tido de que las cuestiones sobre derechos humanos 
no pueden ser resueltas por las mayorías. Desde el 
punto de vista de un hombre religioso, del Jefe de una 
Iglesia, se puede decir algo así sin mayores dificul- 
tades, porque supongo que quien es creyente -a tal 
punto que es líder de su comunidad religiosa- piensa 
que lo que no resuelvan las mayorías será resuelto 
por la divinidad en la que cree. Sin embargo, cuando 
en un Estado laico se habla de asuntos políticos, lo 
que la mayoría no puede resolver, ¿quién lo resuelve? 
¿Quién se arroga el derecho de decir que lo que la 
mayoría no puede decidir, lo decide él? 


En la jornada de hoy sabemos quiénes se arrogan 
ese derecho: los Legisladores que conforman la ma- 
yoría que tiene aquí el Frente Amplio. ¿Y por qué ra- 
zón la mayoría que conforman los Legisladores del 
Frente Amplio puede decidir esto, y la mayoría que 
conforman los centenares de miles o más de un mi- 
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llón de uruguayos que votaron en distintos momentos 
a favor de la Ley de Caducidad de la Pretensión Puni- 
tiva del Estado no lo puede hacer? ¿Están hechos de 
distinta materia que nosotros? ¿Los Legisladores del 
Frente Amplio están dotados de poderes superiores a 
los del común de los uruguayos? Por lo tanto, ¿lo que 
decide la mayoría de los uruguayos no vale, pero lo 
que resuelve la mayoría de los Legisladores del Frente 
Amplio sí vale? ¿Qué doctrina es esta? ¿Qué funda- 
mento tiene esto? 


SEÑORA XAVIER.- Sí tiene fundamento. 


SEÑOR PASQUET.- Insisto, no tiene ningún fun- 
damento, en absoluto, fuera del ámbito de las creen- 
cias religiosas. Sí se podría decir que estas cuestiones 
no pueden ser resueltas políticamente por las mayo- 
rías y que solo los Tribunales de Justicia pueden pro- 
nunciarse acerca de ellas. Pero si así piensan quienes 
hoy van a votar este proyecto de ley, si así piensa el 
Frente Amplio, ¿por qué convocó a la gente a votar 
en el plebiscito del año 2009? ¿Por qué llamaron a 
la gente a firmar primero y a votar después, si creían 
que no debía decidir? En definitiva, la incongruencia 
es flagrante y patente. Es inadmisible que hayan lla- 
mado a la gente a votar y que ahora digan que lo que 
se votó no vale. Para proceder de buena fe, hubie- 
sen dicho a la gente: “Vengan a votar, que si nosotros 
ganamos vamos a respetar lo que ustedes resuelven; 
pero si perdemos, desde ya les avisamos que no lo 
vamos a respetar porque pensamos que ustedes no 
pueden decidir estas cosas”. Pero no se dijo de esa 
manera, sino que se dijo: “Vengan a votar para que el 
pueblo decida”. Y después que el pueblo decidió, apa- 
reció Benedicto XVI y la doctrina de que las mayorías 
no pueden decidir sobre estos asuntos. A mi juicio, 
señor Presidente, esta es una doctrina democrática- 
mente inaceptable. Las mayorías deciden y lo hacen 
en todo el ámbito que la Constitución lo permite; y 
quien puede disponer otra cosa o decir que tal o cual 
norma del orden jurídico es inválida, no es otro órga- 
no que la Suprema Corte de Justicia. 


En este sentido, quiero introducirme en el análi- 
sis de este proyecto de ley, que se dice interpretativo 
pero que de interpretativo tiene poco o nada, como 
creo que ya fue señalado por todos los profesores que 
pasaron por las Comisiones de Constitución y Legis- 
lación, tanto de la Cámara de Representantes como 
de la Cámara de Senadores. No hubo uno solo que 
no dijera que esto no es interpretativo, porque la in- 
terpretación aclara lo que la ley quiere decir, desen- 
traña y explica su sentido. Acá se trata de otra cosa, 
porque se está diciendo que la ley no vale porque no 
guarda la congruencia debida con normas de rango 
superior y porque adolece de ilegitimidad manifiesta. 
La operación intelectual por la que se dice que esta 
ley es ilegítima y no es congruente con la ley de rango 
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superior, no tiene absolutamente nada que ver con 
la operación intelectual por la que se interpreta una 
ley. Esta última se concentra en la propia ley, aclara 
el sentido y significado de sus términos; la otra, la 
anterior, implica el cotejo entre la norma de rango 
superior -que es la referencia, el módulo o modelo- y 
una norma de rango inferior. Se compara una y otra 
y se dice que la de rango inferior no se ajusta a la de 
rango superior. Eso no es interpretación, porque en 
el caso de las leyes no es otra cosa que un juicio de 
regularidad constitucional de la ley, que en nuestro 
sistema jurídico solo puede realizar la Suprema Corte 
de Justicia, porque así lo establece preceptiva e in- 
equívocamente la Constitución de la República. Por lo 
tanto, este proyecto se entromete en la competencia 
originaria y exclusiva de la Suprema Corte de Justicia 
y declara inconstitucional una ley, extendiendo la de- 
claración de inaplicabilidad a todo el ámbito jurídico, 
evadiendo las limitaciones del caso concreto a las que 
debe sujetarse la Corte y diciendo que las disposicio- 
nes de esta ley carecen de todo valor jurídico. Esto 
de interpretación no tiene absolutamente nada, sino 
que es la anulación de una ley, figura que no existe 
en nuestro ordenamiento jurídico, que nuestra Cons- 
titución no admite y que no puede llamarse de otra 
manera porque, repito, primero se dice que la ley es 
inválida y luego que carece de efecto jurídico alguno. 


En consecuencia, esta concatenación de adjetiva- 
ciones, que es inválida y que no produce efecto jurí- 
dico alguno, no es otra cosa que un nombre para la 
nulidad. Lo que se está haciendo es anular la ley. Lo 
que se quiso hacer en el plebiscito de 2009 y no se 
pudo porque la gente no acompañó, se hace a través 
de este proyecto de ley. De modo que la ley se anula 
en toda su extensión, en todos los aspectos que regu- 
la. Lo subrayo porque la argumentación contra la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado se 
centra en que amnistía y deja sin castigo los delitos de 
lesa humanidad, y a eso se ha referido extensamente 
el señor Miembro Informante, doctor López Goldara- 
cena. Sin embargo, la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado cubre más que los delitos que 
ahora denominamos de lesa humanidad, porque en 
su artículo 1 comprende a los delitos cometidos por 
funcionarios militares y policiales, por móviles políti- 
cos o en ocasión del cumplimiento de sus funciones 
y en ocasión de acciones ordenadas por los mandos 
que actuaron durante el período de facto. Solo están 
excluidos los delitos del artículo 2%, las “causas en las 
que a la fecha de promulgación de esta ley exista auto 
de procesamiento y los delitos que se hubieran come- 
tido con el propósito de lograr para su autor o para 
un tercero un provecho económico”. Pero, repito, el 
artículo 1% comprende todos los delitos cometidos por 
funcionarios militares y policiales durante la dictadu- 
ra, entre otras causas, en cumplimiento de sus fun- 
ciones. Es decir que vamos más allá de los delitos 
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de lesa humanidad. Los delitos que cometieron los 
jerarcas militares que invadieron la Administración 
Pública -tanto la Administración Central como la des- 
centralizada; tanto los Entes y Servicios como las In- 
tendencias-, los Coroneles que iban de un lado al otro 
como Intendente, Director de algún Departamento o 
Presidente de algún Consejo de Asignaciones Fami- 
liares, como así también los innumerables abusos de 
funciones que se cometieron, quedaron cubiertos por 
la Ley de Caducidad, y ahora van a quedar al descu- 
bierto por este proyecto de ley que se va a sancionar 
hoy. Este proyecto declara la nulidad de una amnistía 
que comprende no solo los delitos de lesa humanidad 
sino a estos otros, y eso también se anula. Las dispo- 
siciones retroactivas que repugnan al Derecho Penal 
liberal que este proyecto establece comprenden, no 
solo los delitos de lesa humanidad, sino a estos otros. 
También se terminó la prescripción para los abusos 
de funciones -debe haber infinidad de casos, por lo 
menos tantos como destituciones arbitrarias hubo-, 
que en su momento fueron materia de la ley de re- 
posición de destituidos. Detrás de cada una de esas 
reposiciones ha habido un destituido y detrás de cada 
uno de ellos una arbitrariedad y probablemente abuso 
de funciones. No sé si en cada caso se contaba con 
los atributos necesarios como para plasmar la figura 
respectiva del Código Penal, aunque probablemente 
ocurriera en la mayoría de esos casos. Tampoco sé si 
los autores de este proyecto de ley tienen cabal con- 
ciencia de la amplitud enorme que esto tiene y de la 
cantidad de gente que a partir de este momento va a 
quedar expuesta ante la Justicia lo que, naturalmen- 
te, va a traer como consecuencia sendas acciones de 
inconstitucionalidad. 


Acerca de los vicios de inconstitucionalidad de 
este proyecto poco puedo decir que ya no se haya di- 
cho casi unánimemente por los profesores que des- 
filaron por las Comisiones asesoras del Senado, uno 
tras otro -me refiero a Martín Risso, Felipe Rotondo, 
Carmen Asiaín, Ruben Correa Freitas-, señalando las 
inconstitucionalidades de este proyecto de ley. Más 
allá de muchas otras cosas, de disponer una anula- 
ción contraria a la Constitución y en contra de los 
pronunciamientos populares que recién expresaba, 
se entromete directamente en el ámbito de lo que es 
la actuación de los jueces cuando en el artículo 4 lite- 
ral A) dice -y sintetizo- que el archivo de las actuacio- 
nes decretadas por el Juez competente por aplicación 
del artículo 3% de la Ley de Caducidad, no extingue la 
acción penal ni constituye cosa juzgada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 
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(Se vota:) 
-26 en 27. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Agradezco la deferencia del 
Senado. 


La ley se está inmiscuyendo en la función jurisdic- 
cional y dice cuándo hay cosa juzgada y cuándo no; 
esto es resorte de los jueces. Si la Suprema Corte de 
Justicia en la sentencia por la que declara inconstitu- 
cional la Ley de Caducidad -me refiero a la Sentencia 
N* 365 del año 2009- expresa que declarar la cadu- 
cidad de una pretensión punitiva es de resorte juris- 
diccional exclusivamente, ¿qué hay de la declaración 
de que en un caso operó o no la cosa juzgada? Es típi- 
camente de resorte jurisdiccional. Los profesores que 
pasaron por las Comisiones asesoras del Parlamento 
se esmeraron en señalar distintas hipótesis procesa- 
les a cada una de las cuales corresponderían distintas 
soluciones. Todos estuvieron contestes en que si la 
providencia judicial fue simplemente un “archívese 
sin perjuicio”, no hay allí ni puede haber cosa juzga- 
da alguna. Pero si lo que se dispuso fue la clausura 
del proceso -tal como lo indica el artículo 3% de la 
Ley N* 15.848- después de haberse oído a las partes 
y de que se dictara una sentencia interlocutoria de 
esas que la doctrina llama con fuerza de definitiva, 
después de impugnada y de haber quedado firme, y 
del pase en autoridad de cosa juzgada, esta norma 
del artículo 4” literal A) expresa que no hay tal cosa 
juzgada, entrometiéndose en lo que es la función ju- 
risdiccional y violando claramente el principio de se- 
paración de Poderes. 


Lo mismo ocurre en el literal B) cuando se impo- 
ne a los jueces continuar, aunque sea de oficio, las ac- 
tuaciones. En cuanto al literal C) que hace referencia 
a la prescripción, comprende no solo a aquellos deli- 
tos de lesa humanidad sino a todos los cometidos por 
funcionarios militares y policiales durante los años de 
la dictadura. En este caso se dice que prescripciones 
ya consumadas no habrán de operar, lo cual implica 
modificar en perjuicio de los justiciables, en perjuicio 
del reo, las normas procesales y procesales penales de 
prescripción. Esto es absolutamente contrario a nues- 
tra Constitución y en ese sentido hay acuerdo pacífico 
en la doctrina. 


Para justificar estas disposiciones que son contra- 
rias a la Constitución y a los derechos humanos que 
ella consagra, se esgrime el fallo de la Corte Intera- 
mericana de Derechos Humanos. Creo que el fallo no 
dice lo que algunos pretenden que diga; no condena 
a derogar ni anular la Ley de Caducidad y basta leerlo 
para advertirlo. El fallo toma nota de lo que dice el 
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Estado uruguayo en el sentido de que la investigación 
judicial está abierta y continua en el caso Gelman. Es 
más, si no recuerdo mal lo que dice el Estado urugua- 
yo en su comparecencia es que las actuaciones trans- 
curren en el Juzgado Penal de 8* Turno. De manera 
que no estamos ante una situación en la cual la Ley 
de Caducidad obste o impida el desarrollo de las in- 
vestigaciones en el caso que fue sometido a la consi- 
deración de la Corte Interamericana; no hay tal cosa. 
La investigación en el caso Gelman está radicada en 
la esfera judicial, en el Juzgado Penal de 8” Turno, si 
la memoria no me falla. Por lo tanto no tiene sentido 
invocar el fallo de la Corte para justificar la anulación 
de una ley que fue, como he señalado varias veces, 
confirmada primero por la ciudadanía y luego no anu- 
lada también por decisión de la ciudadanía. El fallo 
de la Corte no dice eso sino que establece que la Ley 
de Caducidad no debe impedir las investigaciones. No 
las impide porque se están desarrollando, repito, ante 
el órgano judicial competente. 


Señor Presidente: no es posible hacer referencia al 
fallo de la Corte sin hacer algunas otras consideracio- 
nes complementarias; ante todo es obvio que el fallo 
debe cumplirse. Estamos sujetos a la jurisdicción de 
la Corte y por lo tanto debemos cumplir su sentencia; 
eso está fuera de discusión. No se trata de invocar las 
normas de derecho interno para no cumplir el fallo 
de la Corte, sino de que el fallo debe cumplirse de 
acuerdo con las normas del Derecho interno. Hay al- 
gunas cosas que podemos hacer y otras que no, aun- 
que exista la mejor voluntad de cumplir con lo que 
la Corte dispuso. En este caso, repito, no está en tela 
de juicio la prosecución de la investigación que está 
abierta y que se está desarrollando. El hecho de que 
no se haya encontrado a los responsables supongo que 
no es responsabilidad de los órganos judiciales sino de 
que no siempre es posible terminar exitosamente in- 
vestigaciones que se vienen desarrollando desde hace 
años. Repito que los fallos deben cumplirse de acuer- 
do con nuestro Derecho interno y no puede invocarse 
el fallo ni nuestras obligaciones frente a la Corte para 
pretender que el Parlamento anule leyes, ni que se 
sustituya a los jueces diciendo dónde hay cosa juzga- 
da y dónde no, mandándolos continuar actuaciones 
que están archivadas o suspendidas, ni mucho me- 
nos borrando del mapa normas de prescripción que 
garantizan los derechos humanos fundamentales. No 
está demás decir que los que puedan ser investiga- 
dos, juzgados y condenados por estos delitos también 
son titulares de derechos humanos universales, que 
son para todos y no solo para los que en determinada 
situación de conflicto o contienda estuvieron de un 
lado pero no en el otro. Son para todos y el país debe 
respetarlos. Se debe cumplir esta ley de acuerdo con 
lo que consagra nuestro Derecho interno, sin saltear 
las instancias que establece y respetando las compe- 
tencias de cada órgano. Es posible que, al proceder de 
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esa manera, se actúe más lentamente que si se pres- 
cindiera del respeto al Derecho interno y, entonces, 
se procediera por ucases o decretos de una sola per- 
sona. No hay motivos ni justificación para actuar así. 


Si se observa cómo actúan los Estados en el cum- 
plimiento de los fallos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, se verá que problemas como los 
del Uruguay también afectan a otros países. En la 
página web de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, particularmente en el apartado que refiere 
al seguimiento de la ejecución de las sentencias, es 
interesante ver cómo ocurren los hechos. En los pri- 
meros diez o quince casos tomados al azar, la Corte 
hace el seguimiento de lo que los Estados realizan 
o no en el cumplimiento de sus fallos. Es como una 
constante o un sello de goma que se imprime en cada 
caso de los que figuran en ese sitio al que refiero. La 
Corte Interamericana de Derechos Humanos super- 
visa el cumplimiento y dice que sigue pendiente la 
obligación del Estado de identificar, juzgar y, en su 
caso, sancionar en un tiempo razonable a todos los 
responsables de las violaciones de los derechos de Fu- 
lano de Tal o de Mengano. 


Los Estados cumplen regularmente con la obliga- 
ción de indemnizar, de publicar el fallo de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y de colocar 
una placa en determinado lugar en homenaje a las 
víctimas, pero todos tienen dificultades -por distintas 
razones que no registra la página web de la Corte- en 
la etapa de identificar, juzgar y, en su caso, sancionar 
a los responsables de las violaciones. De manera que 
no sería en absoluto excepcional que el Uruguay, en 
la próxima ocasión, informara ante la Corte Intera- 
mericana de Derechos Humanos de las investigacio- 
nes judiciales que se encuentran en curso y que no 
han logrado resultados exitosos. 


Por supuesto que para los Jueces de la Corte Inte- 
ramericana de Derechos Humanos no son admisibles 
ni de recibo argumentos o razones que se funden en 
el Derecho interno de cada Estado. Ellos actúan y ra- 
zonan como si, a nivel universal, se hubiera impuesto 
la doctrina del monismo, según la cual el Derecho 
interno y el Internacional son uno solo y la primacía 
absoluta es de este último. Esa doctrina puede tener 
mayoría, precisamente, en el campo de la doctrina o 
de los órganos jurisdiccionales internacionales, pero 
en la práctica de los Estados el dualismo -es decir, 
la doctrina según la cual hay ámbitos distintos de 
competencia del Derecho Internacional y del inter- 
no- continúa campeando. Los Estados administran 
las situaciones en las que se encuentran en el marco 
del Derecho Internacional, en función de sus propias 
realidades y órdenes normativos. Desconocerlo sería 
también desconocer la realidad. Hasta el más forma- 
lista de todos los formalistas, Hans Kelsen, decía que 


CÁMARA DE SENADORES 


689-C.S. 


debe haber cierta tensión entre el Derecho y la reali- 
dad; de lo contrario, el Derecho se hace absolutamen- 
te inaplicable e irrelevante. 


Las convenciones internacionales como el Pacto 
de San José de Costa Rica, entre varias otras, toma 
nota de que los Estados necesitan cierto margen de 
actuación para moverse y asegurar a la población de 
su territorio la vigencia efectiva de los derechos hu- 
manos. Por esa razón hay normas en los pactos inter- 
nacionales, como por ejemplo el artículo 32, parágra- 
fo 2%, del Pacto de San José de Costa Rica, que dice: 
“Los derechos de cada persona están limitados por 
los derechos de los demás, por la seguridad de todos 
y por las justas exigencias del bien común, en una 
sociedad democrática”. Este tipo de cláusulas cons- 
tituyen la válvula de seguridad del sistema, porque 
permiten limitar los derechos fundamentales en fun- 
ción de coyunturas que a veces hacen necesaria esa 
limitación. Lo dice el artículo 32 y lo prevé el 27. La 
doctrina toma nota de esas restricciones y admite que 
los derechos fundamentales también pueden ser limi- 
tados en circunstancias de excepción, naturalmente 
que siempre dentro del marco establecido por los tra- 
tados respectivos. 


En 1991, Uruguay debió comparecer ante la Co- 
misión Interamericana de Derechos Humanos por el 
caso “De los Santos Mendoza y otros”, al imputársele 
que, por imperio de la Ley de Caducidad de la Pre- 
tensión Punitiva del Estado, no estaba siendo efectivo 
el derecho de acceso a la Justicia de los comparecien- 
tes. En su defensa, el Uruguay hizo expresa invoca- 
ción de esas normas a las que he aludido, en particu- 
lar del artículo 32, parágrafo 2", del Pacto de San José 
de Costa Rica, y en función de las facultades que este 
le otorga argumentó que había dictado la Ley de Ca- 
ducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, ya que 
las circunstancias por las que había atravesado el país 
a la salida de la dictadura y en la transición hacia la 
democracia, exigían su sanción. El Uruguay continúa 
su argumentación -redactada por los doctores Opertti 
y Tálice, así como por el entonces Canciller Héctor 
Gros Espiell- haciendo referencia a los instrumentos 
internacionales. En una reciente reunión de Canci- 
lleres en Santiago de Chile se había aprobado una de- 
claración que postulaba la conexión inviolable entre 
los derechos humanos y la democracia, y viceversa. 
No hay democracia cabal y vigente si no se respetan 
los derechos humanos y a la inversa. La experiencia 
demuestra que los tratados y las convenciones podrán 
decir lo que quieran y los textos jurídicos consagrar 
las garantías más eficaces, así como las disposiciones 
más nobles, pero si no existe la garantía política de un 
régimen democrático verdadero y actuante, todo eso 
será solo papel. Los uruguayos lo sabemos, porque 
durante la dictadura estaban vigentes varias conven- 
ciones de derechos humanos, acuerdos y convencio- 
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nes en esa materia, pero la realidad no era la que 
describían esos textos internacionales, sino la que se 
vivía en esa etapa y que todos conocemos. Es necesa- 
rio asegurar el imperio de las instituciones democrá- 
ticas para que, en ese marco, los derechos humanos 
sean respetados y tengan vigencia. 


El Uruguay, al aprobar la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, estableció las con- 
diciones necesarias para asegurar la vigencia de las 
instituciones democráticas y para que en el futuro 
no hubiera más violaciones de los derechos huma- 
nos, muertes, desapariciones ni torturas. De esto 
hizo caudal el Uruguay en su comparecencia ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Al 
expedirse en su informe definitivo, la Comisión hizo 
referencia a las manifestaciones del Uruguay en un 
escueto párrafo 52 del Dictamen 29, de 1992, dicien- 
do que tomaba nota de la posición de nuestro país y 
que no la compartía; allí termina el razonamiento y 
pasa a otro asunto. 


La Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
hacen abstracción por completo de las circunstancias 
políticas y sociales en las que los Estados tienen que 
echar mano de esos artículos como los que he seña- 
lado, para limitar ocasionalmente ciertos derechos a 
fin de satisfacer las necesidades del bien común en el 
marco de una sociedad democrática. Hay que decirlo, 
porque esas son falencias y carencias del pronuncia- 
miento de la Corte Interamericana de Derechos Hu- 
manos que no podemos dejar de señalar. No lo ha- 
cemos para excusarnos de su cumplimiento, porque, 
repito, estamos sujetos a la jurisdicción de la Corte 
y debemos cumplirla con arreglo a las disposiciones 
de nuestro Derecho interno, pero sí para señalar esas 
carencias y darnos cuenta de que el Derecho interno 
y el internacional no son las ruedas de un engranaje 
que funcione perfectamente, aceitado por doctrina y 
jurisprudencia contestes, sino realidades contrapues- 
tas, como si fueran placas tectónicas que se chocan 
y provocan a veces terremotos. Prueba de ello, son 
esas situaciones que se indican en la página web de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que 
hice referencia, que revela que un Estado tras otro, 
cuando se trata de averiguar hasta qué punto ha cum- 
plido sus sentencias, una y otra vez se dice que no lo 
han hecho en la obligación que tienen de identificar, 
juzgar y sancionar a los culpables, porque eso plantea 
dificultades para todos. 


En su comparecencia ante la Comisión de Consti- 
tución y Legislación, el doctor Martín Risso hizo co- 
mentarios que deberían hacernos reflexionar a todos. 
En primer lugar, señaló que el paso del tiempo modi- 
fica la perspectiva desde la cual se ven los fenómenos 
jurídicos, que hay normas que se leen de una manera 
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en un determinado momento y que tiempo después 
se ven de otra. Abundó en ejemplos en ese sentido 
y creo que todos podemos imaginarnos algunos. Él 
hablaba del derecho a huelga de los funcionarios. En 
su momento se entendió que era evidente que no co- 
rrespondía a los funcionarios públicos, pero hoy, pese 
a no haber sido modificada la normativa, se entien- 
de pacíficamente que ellos también pueden hacerla. 
También podríamos hablar de la responsabilidad mé- 
dica, que es una creación jurisprudencial y doctrina- 
ria a partir de un Código Civil que se mantiene siem- 
pre igual, con sus normas, desde 1868. 


La Ley de Caducidad, según el doctor Martín Ris- 
so, era constitucional en 1986 y luego, con el paso 
del tiempo, devino inválida por su colisión con nor- 
mas del Derecho Internacional de los Derechos Hu- 
manos. Nos interesaba saber si esa colisión con el 
Derecho Internacional existía cuando la norma fue 
sancionada en 1986, y así se lo preguntamos en la Co- 
misión. Al respecto, el doctor Martín Risso, profesor 
de Derecho Constitucional y Decano de la Facultad 
de Derecho en la Universidad Católica durante mu- 
chos años, expresa: “Lo que dije fue que, a mi juicio, 
la Ley de Caducidad es discutible. Fue constitucional 
en 1986 y su constitucionalidad devino inválida por 
los cambios operados en el Derecho Internacional, 
como los culturales, los de criterio y los de los prin- 
cipios interpretativos”. Insisto en el tema y en la Co- 
misión le pregunto al doctor Martín Risso si cuando 
se sancionó la Ley de Caducidad el Uruguay no había 
ratificado normas internacionales que le impidieran 
amnistiar delitos de lesa humanidad. 

La pregunta concreta que le formule fue: “¿la 
ley en su momento no violaba ese orden interna- 
cional?”, a lo que el profesor contesta: “No, señor 
Senador; definitivamente no. De todas formas, eso 
no importaba porque fue una discusión que no se 
dio en 1986”. Quiere decir que de acuerdo con un 
catedrático de Derecho Constitucional, Decano de 
su Facultad y prestigioso y respetado hombre de 
doctrina, no hubo inconstitucionalidad en la Ley 
de Caducidad, ni tampoco hubo en aquel momento 
violación del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. Entonces, creo que no podemos aceptar 
nosotros pacíficamente y en silencio la suma de epí- 
tetos que se lanzan sobre esa Ley de Caducidad, a 
la que los mismos encargados de defenderla en el 
ámbito internacional califican de la peor manera. 
En efecto, el Canciller de la República es el abogado 
del país en el plano internacional, y a su Cartera le 
correspondía la defensa de Uruguay ante la Corte 
Interamericana; sin embargo, nos hemos cansado de 
escucharlo calificar de la peor manera esta ley, que 
en su momento fue confirmada por el Cuerpo Elec- 
toral que se pronunció directamente. 
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Esta ley, que en sus días -según lo señalamos re- 
cién- no fue inconstitucional ni contraria al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, esta ley que 
el pueblo ratificó, fue un instrumento válido para 
cumplir los fines pacificadores para los cuales fue 
sancionada. En el año 1986 discutimos -de los que 
hoy están aquí, soy de los pocos que tomó parte de 
la discusión- sobre la clásica antinomia del Derecho 
entre la justicia y la paz. Por supuesto que una ley de 
amnistía -y esta lo es- no es una ley justiciera. Nin- 
guna ley de amnistía se elabora para hacer justicia; 
sirve para excluir la justicia y poner en su lugar una 
solución política. La Ley de Caducidad fue eso, como 
también lo fueron todas las leyes de amnistía que se 
dictaron en el país y que registra don Juan Pivel De- 
voto en su libro, que recordábamos días pasados, ti- 
tulado La Amnistía en la Tradición Nacional. Pero 
más allá de esta contienda eterna entre la justicia y 
la paz, todos los Estados del planeta se sienten en la 
necesidad de guardar en su herramental jurídico un 
instrumento que les permita asegurar la paz. No hay 
Estado que no contenga en su ordenamiento disposi- 
ciones que consagren los institutos llamados “de cle- 
mencia soberana”. Se podrán llamar de una manera 
o de otra; se llamarán amnistías, indultos, perdones, 
gracias, pero reitero: no hay Estado que no se reserve 
la posibilidad de excluir, en una situación extraordi- 
naria, la aplicación de la justicia para consagrar en su 
lugar fórmulas políticas que aseguren la paz. 


Esta ley que se discutió en ese sentido, también se 
debatió en su sentido político en cuanto a qué iba a 
pasar después. Había quienes decían que si se votaba 
la Ley de Caducidad íbamos a ingresar a una zona 
de penumbra, de democracia tutelada, en la cual las 
Fuerzas Armadas seguirían mandando. Por su parte, 
otros sosteníamos que, lejos de ello, sancionando esta 
ley íbamos a dejar atrás definitivamente los tiempos 
de la dictadura, íbamos a culminar la transición e 
íbamos a asegurar al país el pleno funcionamiento 
de las instituciones democráticas en paz. En aquel 
momento la discusión fue ardua y, naturalmente, era 
imposible saber entonces quién iba a tener razón; lo 
máximo que podíamos hacer era formular los mejo- 
res deseos y abrigar la esperanza de que todo salie- 
ra bien. Señor Presidente: 25 años después sabemos 
cómo sucedieron los hechos: las cosas salieron bien. 
Teníamos razón los que decíamos que la Ley de Ca- 
ducidad iba a servir para pacificar al país; teníamos 
razón los que decíamos que la Ley de Caducidad iba 
a consolidar las instituciones; teníamos razón los que 
decíamos que ese era un camino de salida de la dicta- 
dura, de perfeccionar la transición, no un camino de 
retorno, y mucho menos de democracia tutelada. Los 
hechos lo demuestran: ¡Gregorio Álvarez está preso 
y José Mujica es Presidente de la República! ¿Qué 
democracia tutelada es esa? Esta es la demostración 
más cabal y contundente del éxito de aquella transi- 
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ción democrática para la cual esta Ley de Caducidad 
-que hoy algunos califican con tanta facilidad- fue 
instrumento eficaz y que en aquel momento sirvió al 
país para superar una instancia difícil y encontrar de- 
finitivamente un camino de normalidad institucional. 


En el pasado hemos dictado otras leyes de amnis- 
tía para dejar atrás enfrentamientos entre los urugua- 
yos que seguramente fueron mucho más sangrientos 
que aquellos a los que la Ley de Caducidad se refirió. 
En el siglo XIX hubo terribles disputas que hicieron 
de esta tierra lo que Guillermo Hudson llamaba “La 
Tierra Purpúrea”. Señor Presidente: nuestra histo- 
ria está llena de atrocidades y rebosa sangre, y hubo 
muchísimas amnistías para superar esas etapas, mi- 
rar hacia adelante y encontrarnos todos en tiempo 
de paz y de democracia. Muchas veces esas leyes de 
amnistía no cumplieron su finalidad y las esperanzas 
de reconciliación y reencuentro se vieron frustradas. 
Esto no pasó con la Ley de Caducidad, que sí tuvo 
éxito, sí logró lo que se proponía y sí nos permitió, a 
partir de entonces, vivir en un clima de pluralismo 
político y respeto por las libertades de todos, que hoy 
se expresa plenamente en el país sin que a nadie se 
le mueva un pelo cuando la ciudadanía dispone la 
rotación de los partidos en el poder. Ese es el resulta- 
do de aquella obra. Nosotros no renegamos de la Ley 
de Caducidad; la consideramos un elemento útil que 
cumplió con sus fines, naturalmente que con el sa- 
crificio que siempre implica dejar la justicia de lado, 
pero lo hicimos conscientemente en busca de la paz, 
y nuestra búsqueda encontró lo que pretendíamos. 


Sabemos cuál va a ser el resultado de esta 
jornada, pero ese resultado adverso a lo que nosotros 
pensamos no habrá de amilanarnos. En la Media 
Hora Previa el señor Senador Bordaberry recordaba 
el aniversario de la Revolución de Quebracho, que 
militarmente terminó con la derrota de aquella 
juventud liberal de entonces. Pocos meses después 
de esa derrota aplastante, don José Batlle y Ordóñez 
fundaba el diario El Día, y en su primer editorial 
escribía que después de una derrota no tiene por qué 
venir la inacción, sino que debe continuar la lucha. 
Al respecto decía: “Siempre hay un camino bueno 
para los hombres de buena y fuerte voluntad”. Señor 
Presidente: esto es lo que decimos nosotros. Tenemos 
un camino por delante para el restablecimiento pleno 
del Estado de derecho. Vamos a transitar por él para 
que algún día la ciudadanía pueda tener la seguridad 
y la certeza de que cuando sea convocada a votar, 
se respeten sus decisiones, para que vuelva a brillar, 
en la plenitud de su significado, la frase de Artigas, 
para que la gente pueda volver a sentir que acá, en el 
Uruguay, la autoridad de los que mandan cesa ante la 
presencia soberana de los gobernados. 


Muchas gracias. 
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(Apoyados.) 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.-- Pido la palabra 
para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Pre- 
sidente: me parece importante dejar precisado que 
desde el punto de vista jurídico, el dictamen 29/92 de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
no fue una resolución liviana sino que, por el contra- 
rio, concluye en forma expresa que “la Ley 15.848, 
del 22 de diciembre de 1986, es incompatible con el 
artículo XVIII (Derecho de justicia) de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y 
los artículos 1, 8 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos”. 


En segundo lugar, como resultado de una opinión 
consultiva solicitada conjuntamente por los Gobier- 
nos de Uruguay y de Argentina de aquella época, el 16 
de julio de 1993 se expidió la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos respecto a qué valor y signi- 
ficado se les da a las leyes internas de un país apro- 
badas constitucionalmente en relación con amnistías 
sobre violaciones a los derechos humanos. Concre- 
tamente, la Corte señala en forma expresa: “el he- 
cho de que se trate de “leyes internas” y de que estas 
hayan sido “adoptadas de acuerdo con lo dispuesto 
por la Constitución”, nada significa si mediante ellas 
se violan cualesquiera de los derechos o libertades 
protegidos. Las atribuciones de la Comisión en este 
sentido no están de manera alguna restringidas por 
la forma como la Convención es violada”. Y más ade- 
lante agrega: “el cumplimiento de un procedimiento 
constitucional “no impide en todos los casos que una 
ley aprobada por el Parlamento llegue a ser violatoria 
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de los derechos humanos”. 


Quería dejar esa constancia como aclaración, se- 
ñor Presidente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, se- 
ñor Senador, si se me permite, quiero recordar que 
el Miembro Informante tiene derecho a hacer acla- 
raciones por el término de cinco minutos, pero cada 
vez que se le requiera o se le pida una aclaración. 
Creo que debemos tener en cuenta, a los efectos de 
un normal desarrollo del debate, esta disposición del 
artículo 71 del Reglamento del Senado. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la pa- 
labra el señor Senador Michelini. 
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SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: creo 
que estamos ante un día histórico. Considero que la 
aprobación del proyecto de ley, su convalidación o su 
aprobación también en la Cámara de Diputados, y 
luego su promulgación, tendrán consecuencias que 
van más allá de los efectos que puedan generarse en 
los hechos para que las víctimas o sus familiares ten- 
gan la oportunidad de reclamar justicia en los Tribu- 
nales uruguayos y para que quienes puedan ser incul- 
pados tengan todas las garantías del debido proceso, 
cosa que no ocurrió con sus víctimas. Entiendo que 
eliminar del ordenamiento jurídico la Ley de Caduci- 
dad termina una larga historia de controversias entre 
nosotros. 


El señor Senador López Goldaracena se ha re- 
ferido a los temas jurídicos, de manera que quiero 
circunscribir mi intervención -menor, por cierto- a 
algunos de los argumentos que se nos plantean per- 
manentemente a aquellos que queremos la Justicia 
que rija en todo su contenido. Hay una serie de argu- 
mentos y razonamientos que no nos parecen lógicos, 
pero que se repiten una y otra vez y terminan por des- 
conocer las razones profundas por las cuales estamos 
votando en el día de hoy este proyecto de ley. No se 
trata de que pretendamos, naturalmente, convencer 
a nadie; cada uno ha tomado partido sobre este pro- 
yecto de ley hace ya unas cuantas semanas o meses. 
Simplemente queremos transmitir cuáles son las ra- 
zones que nos mueven a plantear este tema, que para 
algunos es menor, pero que a nuestro juicio tiene una 
real importancia en la vida del país. 


Se ha dicho una y otra vez que este proyecto de 
ley es inconstitucional. Incluso, recién se citó al doc- 
tor Risso, quien dice que la Ley de Caducidad devino 
ilegítima, pero que al principio no era inconstitucio- 
nal. Creo que sobre este proyecto y sobre la propia 
Ley de Caducidad hay todo tipo de opiniones. Por mi 
parte, entiendo que este proyecto es constitucional 
y está ajustado a Derecho, y el señor Senador López 
Goldaracena ya ha manifestado los fundamentos por 
los que sostenemos esta posición, pero quiero señalar 
las razones por las que estamos dispuestos a correr 
el riesgo, como lo dijimos en la Comisión, a pesar de 
lo que sostienen quienes están convencidos de que 
el proyecto tiene problemas vinculados a su constitu- 
cionalidad. 


Quisiera ir por un instante a la discusión de la 
propia Ley de Caducidad, y al leer la discusión par- 
lamentaria, en los pocos minutos que tengo segura- 
mente nombre y haga referencia en varias oportuni- 
dades a la intervención del doctor Gonzalo Aguirre 
que, como pieza oratoria, es brillante, aunque va en 
la dirección contraria a como razonaba en aquel mo- 
mento -en que no tenía la responsabilidad que tengo 
en este momento- y a como razono ahora. En aquel 
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momento, el propio doctor Gonzalo Aguirre, en refe- 
rencia a los que le decían que estaban votando una 
ley de impunidad, señalaba que no estaba eligiendo 
entre una ley de impunidad y una ley de no impuni- 
dad o de castigo, sino entre una ley de impunidad y 
la impunidad. Es decir que este prestigioso jurista no 
hacía una referencia constitucional porque decía que 
había cosas de hecho que estaban a la vista de todo 
el mundo. Y a renglón seguido agregaba que tampoco 
estaba planteada la opción entre la violación y el res- 
peto a la Constitución, porque ella no estaba rigien- 
do a este respecto. De manera que el propio doctor 
Gonzalo Aguirre decía que sobre este aspecto no regía 
la Constitución. Sin embargo, tomó partido -aunque 
no el que yo hubiera tomado-, porque hace referen- 
cia a lo que los señores Senadores Gallinal y Pasquet 
han manifestado -y se ha sostenido en muchas ins- 
tancias-, en el sentido de que en su oportunidad la 
Ley de Caducidad fue una ley de pacificación. En lo 
personal no comparto ese argumento, pero suponga- 
mos que ellos tuvieran razón y que quienes estamos 
promoviendo este proyecto de ley estuviéramos equi- 
vocados. Supongamos que, como acaba de decir el 
señor Senador Pasquet, la Ley de Caducidad cumplió 
un papel pacificador y que las víctimas, sus familiares 
y la propia sociedad uruguaya pagaron el precio de 
no tener justicia todos estos años para alcanzar ese 
objetivo. Con la mano en el corazón, señor Presiden- 
te, nadie me puede decir que la Ley de Caducidad es 
una “joyita” constitucional. Los Legisladores de aquel 
momento corrieron un riesgo -tomo las palabras del 
señor Senador Gallinal, que hablaba de las leyes de 
su circunstancia- y se jugaron con convicción -por 
supuesto, legítimamente- por el sentido pacificador: 
entre el valor de la paz y el valor de la justicia, opta- 
ron por el valor de la paz. 


Entonces, más allá de que nosotros estamos con- 
vencidos de que el proyecto de ley que vamos a vo- 
tar es constitucional, podría llegar a ocurrir que ellos 
volvieran a tener razón: que no sea constitucional, 
que dentro de tres o cuatro años la Suprema Cor- 
te de Justicia realice una declaración al respecto y 
que tengamos nuevamente el tema arriba de la mesa. 
Sin embargo, yo hoy tomo el riesgo, señor Presidente, 
para restablecer, no la paz -que ya está-, sino el valor 
de la justicia. En mi opinión, esos dos valores nunca 
debieron estar en desequilibrio; si tienen razón los 
que optaron por el valor de la paz, es hora de que 
optemos, por favor, por el valor de la justicia, dicién- 
dole a los familiares de las víctimas y a la sociedad 
toda que, por las circunstancias de aquella época, nos 
impusieron la llamada Ley de Caducidad pero ahora, 
25 años después -tarde-, restablecemos ese valor, que 
es sustancial. 


Entonces, si no se puede entender este razona- 
miento, no nos vamos a entender. Puede ser que no 
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tengamos razón y que estemos equivocados, pero es 
hora de que por las víctimas, por sus familiares y por 
la sociedad toda se restablezca el valor de la justicia. 
En aquella época, el propio doctor Gonzalo Aguirre 
decía que no podíamos elegir entre ley de impunidad 
o la impunidad, porque los militares no iban a com- 
parecer. Es más, el doctor Aguirre expresaba que no 
se trataba de tal o cual Teniente Coronel, sino que el 
Comandante en Jefe expresamente no daría la cita- 
ción y se configuraría el desacato. Creo que no tenía 
razón, pero si fuera así sería hora de restablecer el 
valor de la justicia. 


Se nos ha dicho, una y otra vez, que no respeta- 
mos la voluntad popular y, seguramente, es un argu- 
mento muy efectista, es un argumento que golpea. Se 
dice: “Perdieron dos plebiscitos, ¿qué es lo que está 
pasando?” Pero, señor Presidente, eso no es así. No 
se trata de que no hayamos perdimos los plebiscitos, 
porque los perdimos; pero tanto respetamos la llama- 
da Ley de Caducidad que hasta la aplicamos en el pri- 
mer Gobierno frenteamplista. Respetamos la llamada 
Ley de Caducidad, porque respetamos el resultado. 
¿Dónde está el desacato del que hablan miles de ciu- 
dadanos -¡que vaya si los habría!- que, indignados por 
la llamada Ley de Caducidad, están diciendo que no 
estaba rigiendo en nuestro Derecho? Que respetemos 
y acatemos el resultado no significa que nos guste; no 
nos gusta la llamada Ley de Caducidad y hemos lu- 
chado contra ella. Es más, el señor Senador Pasquet 
-no lo tenía entre mis documentos- habla del primer 
editorial de El Día que, después de la derrota, da áni- 
mo a su propia gente. ¿Y qué iban a pensar? ¿Que 
no pelearíamos por la justicia? ¿Que nos íbamos a 
quedar de brazos cruzados? ¿Que no íbamos a levan- 
tar a nuestra propia gente diciéndole que había una 
esperanza y que en algún momento en este país iba 
a existir verdad y justicia para todos los uruguayos, 
dentro de la Constitución y la ley, en forma pacífica? 
¡Hemos hecho todo en forma pacífica! ¡Nadie puede 
decir que no íbamos a seguir luchando por la justicia; 
lo seguimos haciendo! 


Como dije hace unos minutos -y lo reitero ahora-, 
supongamos que se hubiera perdido el plebiscito de 
1980, es decir, que hubieran ganado los dictadores. 
¿Qué hubiéramos hecho? ¿Nos hubiéramos cruzado 
de brazos? Hubiéramos luchado como lo hizo Chile, 
que perdió el primer plebiscito. Es más; no creo que 
si se hubiera perdido el plebiscito de 1980 hubiera 
existido fraude. Estábamos lidiando con las condicio- 
nes más adversas y lo podrían haber ganado, tal como 
ocurrió en Chile, pero los chilenos lucharon hasta re- 
vertir la situación. 


Hemos golpeado todas las puertas y las vamos a 
seguir golpeando si el proyecto de ley no llega a buen 
destino. 
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Si en el año 1986, el Parlamento uruguayo -con 
hombres y mujeres diferentes, es decir, en otro con- 
texto y con otros componentes- hubiera votado una 
ley de esclavitud, contraria a la Constitución de la 
República, y luego se hubiera realizado un plebiscito 
y se hubiera perdido, ¿todos quienes estamos aquí no 
seguiríamos luchando, una y otra vez, contra esa ley? 
No se trata de que tal o cual dirigente de la izquierda, 
sacado de contexto, diga que los pronunciamientos de 
las mayorías no se acatan, sino que las minorías tene- 
mos derechos, como todos los seres humanos. Nadie 
puede disponer de la vida de otro; sin embargo, hay 
Estados que lo hacen y creo que no tienen derecho, 
aunque hayan sido votados por las mayorías. Me re- 
fiero, concretamente, a la pena de muerte. De esta 
manera podríamos identificar determinados aspectos 
en los cuales las mayorías, aunque se logren a través 
de los votos, no tendrían derecho a actuar de deter- 
minada forma, ante lo cual, naturalmente, pelearía- 
mos por caminos pacíficos, levantando una y otra vez 
nuestra voz, como lo hemos hecho a favor del tema 
de la justicia. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: la diferen- 
cia entre la situación que plantea el señor Senador 
Michelini y la que estamos debatiendo aquí, a mi jui- 
cio, es fácilmente explicable. 


Por supuesto que quien lucha por una conquista 
social para establecer una determinada institución o 
quien combate una ley o una institución que consi- 
dera injusta, puede continuar haciéndolo mientras le 
duren las energías y la voluntad para ello, y no le cabe 
ningún reproche por tal motivo. Pero ocurre que es- 
tamos hablando de una ley que significó el ejercicio 
del poder de clemencia soberana del Estado y, a mi 
juicio, todos los actos de clemencia soberana -amnis- 
tía, indulto, sobreseimiento y gracia- son irrevocables. 
Una vez que se otorgan son irrevocables. La Consti- 
tución italiana de 1946, que recoge el instituto del 
referendo, expresamente dice que no cabe contra 
las amnistías. ¿Por qué son irrevocables? Porque no 
puede ser que la situación de un grupo de personas, 
frente a la ley penal, dependa de un acto de volun- 
tad política. Si la amnistía, la clemencia, el perdón 
o cómo se llame -no importa- es revocable, el titular 
del poder político, el que puede revocar, tiene en sus 
manos la suerte de esas personas, cuya libertad de- 
pende de la voluntad de un hombre. Eso es lo contra- 
rio de las ideas republicanas, liberales y democráticas 
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de gobierno. La situación de las personas frente a la 
ley penal no puede depender de actos de voluntad 
política; eso solo se admite a favor del reo, para li- 
berarlo de responsabilidad, para eximirlo. Estos son 
los institutos de clemencia soberana, pero no valen al 
revés, es decir, para privarlo de esos beneficios. Esa 
es la interpretación liberal del Derecho Penal. Lo que 
se puede hacer, si uno cree que el otorgamiento de 
determinado beneficio o acto de clemencia soberana 
es irregular, es luchar contra él en los tribunales. Es 
legítimo promover que la Suprema Corte de Justicia, 
por ejemplo, declare la inconstitucionalidad de una 
ley que se considera ilegítima, pero lo que a mi juicio 
no vale -con los debidos respetos- es lo que se está 
haciendo en el día de hoy. 


Agradezco la interrupción al señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: me iba 
a referir a continuación al tema de las clemencias y 
las amnistías, pero le recuerdo al señor Senador Pas- 
quet -luego volveré a mi razonamiento y a los otros 
puntos- que, quizás en un momento de pasión o en 
el de mayor acaloramiento de sus palabras, transmi- 
tió ese sentido de pacificación que tuvo la llamada 
Ley de Caducidad y que decía: “fíjense quién es el 
Presidente de la República, y que los dictadores Bor- 
daberry y Álvarez están presos”. Entonces, si esto hu- 
biera sido una ley de amnistía o de clemencia, ¿cómo 
es posible que se los haya juzgado? Y no creo que 
el ordenamiento jurídico uruguayo y nuestros jueces 
estén pasando por alto ese elemento esencial. A ni- 
vel de nuestro Derecho Penal y del Derecho Penal 
internacional nadie puede ser juzgado dos veces, y 
los aspectos van a favor del reo o del detenido. Hoy 
están presos militares, civiles y policías o simplemen- 
te personas que cometieron delitos de lesa humani- 
dad -algunas de las cuales vestían uniforme-, y todos 
tuvieron las garantías del debido proceso. Incluso, el 
señor Senador Pasquet se jactaba de la bondad de la 
llamada Ley de Caducidad, ya que podía determinar 
esta situación pacificadora. En realidad, nosotros no 
estamos de acuerdo con ello, pero el señor Senador 
está muy convencido. 


18) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 
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SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: como es 
evidente, dada la hora y siendo esta una Sesión or- 
dinaria, hago moción para que se prorrogue la hora 
de finalización de la Sesión, por lo menos hasta que 
termine el orador que está en uso de la palabra. 


SEÑOR SARAVIA.- Propongo que sea hasta que se 
termine con la consideración del tema. 


SEÑORA DALMÁS.- Estoy de acuerdo con el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que es una moción 
de orden, no admite discusión; por lo tanto, se va a 
votar la moción formulada, en el sentido de prorrogar 
la hora de finalización de la Sesión de hoy hasta la 
dilucidación del tema en consideración. 


(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


19) INTERPRETACIÓN DE LA LEY DE 
CADUCIDAD DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA 
DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la con- 
sideración del primer punto del Orden del Día, puede 
proseguir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- En realidad estaba aludien- 
do al tema de los plebiscitos, pero la interrupción del 
señor Senador Pasquet me habilita a seguir con mi 
razonamiento. El señor Senador dijo que en ciertas 
circunstancias se puede seguir luchando, que se pue- 
de perseguir tenazmente ciertos objetivos, pero que 
no es este el caso. Entonces, por lo menos se dice que 
en determinadas circunstancias, aunque las mayorías 
determinen algo, mientras den las fuerzas, se puede 
seguir luchando para cambiar las cosas. Nosotros lo 
vamos a hacer, señor Presidente, porque pelear por 
aquellas cosas que nos parecen justas está en nuestra 
propia esencia y en nuestra propia naturaleza. 


Volviendo al tema de los plebiscitos, no voy a en- 
trar en la discusión respecto a que en el primero hubo 
dos papeletas y un problema de miedo o dificultad 
en las firmas, y que en el segundo hubo una sola pa- 
peleta y se trataba de la reforma de la Constitución. 
Simplemente quiero señalar que en ambos casos to- 
camos puertas que no se abrieron. En un primer mo- 
mento el pueblo uruguayo convalidó la ley, aunque 
era injusta, inconstitucional y además -según algunos 
catedráticos de renombre- inválida, y luego, en el ple- 
biscito del 2009, la gente nos dijo que no querían po- 
ner eso en la Constitución o -para los que hacen una 
interpretación más amplia- volvió a convalidar la Ley. 
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Lo cierto es que la Suprema Corte de Justicia la ha 
declarado inconstitucional y no lo ha hecho una, dos, 
tres o cuatro veces, sino 26, señor Presidente. Ade- 
más, se da la paradoja de que en algunos casos se va a 
poder hacer Justicia y en otros, no habiéndose hecho 
el juzgamiento -porque en muchos casos ni siquiera 
se abrió el expediente, ya que fue clausurado sin in- 
vestigar o sin saber si los hechos eran ciertos, por lo 
que no se sabe quiénes pueden ser los inculpados-, 
estaríamos cercenando esa posibilidad. 


En el año 1986, como decía el doctor Gonzalo 
Aguirre, la alternativa era entre ley de impunidad o 
impunidad; hoy, sin embargo, no tenemos la capaci- 
dad de armar un proyecto de ley entre todos para res- 
tablecer la justicia para todos y no para algunos. 


Desde el año 2005 hemos tratado de estar a favor 
de las víctimas. En realidad, si se desea, se puede fijar 
una fecha anterior, cuando funcionó la Comisión para 
la Paz pero, personalmente, pienso que el año 2005 es 
el momento indicado, porque hubo señales muy cla- 
ras en ese sentido; si bien antes estuvo la Comisión 
para la Paz, luego se volvió a aplicar la llamada Ley de 
Caducidad, por lo que las señales pueden haber sido 
ambiguas. Si tenían razón aquellos que querían la paz, 
debemos decir que el país se pacificó, pero a la vez se 
dio información a los familiares, se votaron leyes de re- 
paración a los detenidos y se entró a los cuarteles para 
buscar restos de desaparecidos. Si no me equivoco, en 
el año 1996 se declaró que la búsqueda de cuerpos en 
los cuarteles estaba dentro de la llamada Ley de Cadu- 
cidad. Fíjense qué aberración, ya que no se trataba de 
buscar a los inculpados, sino de devolver los restos a los 
familiares de los desaparecidos, pero igualmente se lo 
incluyó en la llamada Ley de Caducidad. 


No se debe olvidar la ofensa que fue para nuestro 
sistema institucional el hecho de que la muerte de 
Berríos -que fue posterior a la llamada Ley de Cadu- 
cidad- se terminara juzgando en Chile y no en nues- 
tro país. ¡Si será largo el camino de la Justicia, que no 
solo perdimos dos plebiscitos, sino que también tuvi- 
mos tropezones de todo tipo y recién ahora la estamos 
restableciendo! Además, no se hace esto para la iz- 
quierda o para el Frente Amplio, sino para la sociedad 
en su conjunto, convencidos de que ese es el camino. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero decir que el caso Be- 
rríos no está comprendido en la llamada Ley de Ca- 


696-C.S. 


ducidad, porque es posterior y no tiene nada que ver 
con su ámbito de actuación. Por otra parte, el caso 
Berríos estuvo sustanciado a una causa penal en un 
Juzgado de la Costa de Oro y el Juez no halló mérito 
para procesar, por lo que si hay que cargarle a alguien 
las tintas en este tema, no es a la ley mencionada, 
sino al funcionamiento de la Justicia o a la potestad 
jurisdiccional del Juez de la causa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto que la llama- 
da Ley de Caducidad no se refería al caso Berríos, 
ya que fue posterior, pero generó un hecho de impu- 
nidad que llevó a que luego ocurrieran otros simila- 
res. No hay que olvidar las bombas al ex Presidente 
Sanguinetti y al ex Legislador Cores y la muerte de 
Berríos, porque aquellos que habían hecho horrores 
los siguieron haciendo. Yo no decía que el caso de 
Berríos estuviera incluido en la ley mencionada, pero 
sí que el largo camino de la Justicia no solo tuvo las 
derrotas de los dos plebiscitos, sino también tropezo- 
nes de otro tipo, como el hecho de que un Juez -no 
sé dónde está- encajonara el expediente de Berríos 
durante mucho tiempo, sin clausurarlo -porque de 
esa manera se haría público- ni habilitarlo. Tuvieron 
que venir los chilenos, señor Presidente, para hacer 
Justicia en ese caso. 


Por otra parte, me quiero referir al hecho de que 
esto es una amnistía -aunque en ese momento no se la 
veía así- y quiero dar pruebas en ese sentido. El Poder 
Ejecutivo de la época, con la firma del entonces Pre- 
sidente Sanguinetti, mandó al Poder Legislativo un 
proyecto de amnistía que se votó negativamente -que 
el señor Senador Pasquet recuerda bien-, porque el 
Frente Amplio y el Partido Nacional no lo apoyaron. Y 
no solamente se votó negativamente ese proyecto de 
ley -en setiembre de 1986 y con declaración de urgen- 
cia, si no recuerdo mal -, sino que en la propia Ley de 
Amnistía se implementó un cómputo especial para los 
presos que no habían cometido delitos de sangre y se 
solicitó al Tribunal de Apelaciones que verificara las 
causas. Vale decir que para quienes habían cometido 
delitos de sangre no hubo amnistía, señor Presidente, 
porque el tema de atentar contra la vida estaba muy 
presente en toda la sociedad uruguaya. Entonces, en 
una misma iniciativa se incluyó una Ley de Amnis- 
tía para aquellos que habían sido procesados por todo 
tipo de delitos pero que tenían conexión con lo políti- 
co -la mayoría de ellos no habría permanecido preso 
ni un día en un Estado de derecho- y se les aplicó 
un cómputo especial por las condiciones de vida y de 
tormento que sufrieron, con respecto a aquellos que 
estaban acusados de delitos de homicidio. 


CÁMARA DE SENADORES 


12 de abril de 2011 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-21 en 23. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Por qué razón, señor Pre- 
sidente, se iba a votar una ley de amnistía si el 8 de 
marzo de 1985, cuando se votó esa Ley de Amnistía 
para los presos políticos, se estableció expresamente 
en su artículo 5% que no abarcaba a los militares, po- 
licías o a quienes hubieran cometido delitos de parte 
del Estado? ¿Por qué razón un año y medio después 
-estoy hablando de setiembre de 1986- se vota negati- 
vamente una amnistía para militares y policías? ¿Por 
qué? ¿Cuáles son las razones por las que tres me- 
ses después se concreta la Ley de Caducidad, señor 
Presidente? Esa ley no planteaba una amnistía, sino 
que el Presidente de la República determinaría si tal 
o cual expediente podría ser investigado o no. Una 
vez que el Presidente aceptaba que un expediente se 
investigara, el Juez lo hacía, pero si aquel decía que 
no, entonces ese recurso quedaba en suspenso, salvo 
que, naturalmente, se reuniera una mayor documen- 
tación y se elevara nuevamente al Poder Ejecutivo 
para que una vez más decidiera al respecto. 


Incluso, señor Presidente, en la Ley de Cadu- 
cidad se incluyeron algunos aspectos que no estaban 
en la iniciativa, aunque sí en el espíritu expreso de 
quienes la votaron para no perseguir determinados 
crímenes, para que a ciertos delitos que luego se per- 
seguirían se les aplicara igualmente la Ley de Cadu- 
cidad; esto figura en todas las versiones taquigráficas. 


Esto fue así porque no se trataba de una ley de 
amnistía, señor Presidente. Es más, el señor Senador 
Gallinal, más allá de que sobre este tema ha tenido 
participaciones diversas, en más de una oportuni- 
dad tuvo instancias públicas muy fuertes en los años 
2003 y 2005. Una de ellas fue en el año 2003, cuando 
acusó al entonces titular del Ministerio de Defensa 
Nacional de presionar en el sentido de que, para al- 
gunos, la Ley de Caducidad determinaba que el Juez 
no pudiera llamar a militares como testigos de deter- 
minados hechos. La segunda -si mal no recuerdo- fue 
en diciembre, cuando presentó un proyecto de ley 
interpretativo con respecto a la Ley de Caducidad, 
donde excluía a determinados crímenes. Si se hubie- 
ra tratado de una amnistía, se habrían excluido todos 
los delitos. 
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En este sentido, me he preguntado una y otra vez 
por qué, en su oportunidad, parte del Partido Nacio- 
nal terminó votando la Ley de Caducidad. Creo que 
no fue solo por alguna de las razones que Gonzalo 
Aguirre u otros Legisladores mencionaron con res- 
pecto a una situación de hecho, a un posible corte 
institucional, un motín o un desconocimiento de lo 
que nosotros llamamos el Estado de derecho -esto no 
lo dice quien habla, sino ellos-, sino, señor Presiden- 
te, porque con respecto a la Ley de Caducidad existía 
una profunda convicción de que no se trataba de una 
ley de amnistía. 


Comparto no solo la imagen que el señor Sena- 
dor Gallinal tiene de Wilson Ferreira Aldunate, sino 
también su admiración por él, a pesar de que he dis- 
crepado con la Ley de Caducidad. Quizás tenga una 
interpretación propia sobre los motivos por los cua- 
les se gestó la Ley de Caducidad y no se votó, lisa 
y llanamente, una amnistía, quizás influido, señor 
Presidente, por “Perico” Pérez Aguirre, quien en una 
oportunidad, algunos años después de haberse votado 
aquella ley, narró lo que había pasado esa misma no- 
che y la conversación con Wilson Ferreira Aldunate. 
En los últimos minutos, cuando los Legisladores del 
Partido Nacional estaban por ingresar a Sala, pala- 
bras más o palabras menos, Wilson le dijo a “Perico” 
Pérez Aguirre -un hombre que siempre estuvo a favor 
de la justicia-: “No te preocupes, confía en mí”. 


La Ley de Caducidad, si bien es un instrumento 
perfecto de impunidad, tiene una sola falla o, dicho 
de otra manera, depende de un solo acto. Me refiero a 
que el Presidente de la República del momento debe 
determinar si tal o cual caso está comprendido o no 
en ella. 


No puedo hacer especulaciones -y si las hago, acla- 
ro que son solo mías-, pero entiendo que era lógico y 
muy posible -como después ocurrió- que el Partido 
Nacional aspirara legítimamente a ser el partido que 
gobernara en segunda instancia después de la recu- 
peración democrática. El solo hecho de la exclusión 
de Wilson Ferreira Aldunate generaba una inmensa 
adhesión a su persona y los sacrificios que él hizo por 
este país hacían que esa adhesión fuera permanente. 
¿Por qué no pensar, señor Presidente, que la elección 
del año 1989 podía ganarla legítimamente el Partido 
Nacional, tal como sucedió, y que si no hubiera sido 
por la fatalidad de que Wilson Ferreira Aldunate fa- 
lleció, fuera él mismo el Presidente de la República y, 
por ende, quien aplicara la Ley de Caducidad? 


En lo personal, no creo que pensara en una am- 
nistía, señor Presidente. No lo conocí tanto como sus 
compañeros de ruta, pero tuve algunas instancias 
que me permitieron ver su hidalguía, y parto de la 
base de que él no quería impunidad. Si la situación 
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de los hechos implicaba, hasta ese momento, que la 
Constitución de la República no se podía aplicar, que 
el Presidente de la República de entonces no estaba 
dispuesto a aplicarla o que quien tenía las riendas 
del país y del Estado mostraba debilidad en cuanto 
a esta aplicación y, como consecuencia, todo se des- 
moronaba y no estábamos en las mejores condiciones 
para restablecer la justicia, entonces otro Presidente 
restablecería esas condiciones y esas circunstancias. 


Yo discrepo -y lo seguiré haciendo cuando ya no 
esté en este mundo, o sea, desde la tumba- con la 
solución que en 1986 pergeñó Wilson Ferreira Aldu- 
nate, junto a otros compañeros de su partido, con un 
sentido pacificador. Pero no me voy a convencer de 
que el propósito de esto, desde el corazón y el alma de 
Wilson Ferreira Aldunate, era que los militares que 
cometieron las aberraciones más grandes en la histo- 
ria de este país no respondieran ante la Justicia. No 
hablo de una cachetada, de un plantón o de un mal 
golpe -que de todas maneras son torturas y hay que 
condenarlas-, sino de los crímenes más aberrantes 
que la historia uruguaya haya conocido. Ahora bien, 
por más que discrepe una y otra vez con esa acción 
de Wilson Ferreira Aldunate, ella no le quita la ad- 
miración y el prestigio bien ganados que ha tenido y 
tiene en nuestro país. No olvidamos su lucha contra 
la dictadura y su amor por la libertad, que lo hacen 
un hombre grande entre los grandes. 


Estoy convencido de que estamos restableciendo 
la justicia, señor Presidente, y lo hacemos con razo- 
nes muy profundas. Á su vez, estoy convencido de 
que esto no es una cuestión partidaria. La lucha por 
los valores más importantes crece más cuando se de- 
jan de lado los cintillos políticos. Tuve la ilusión -qui- 
zás algo ingenua- de que en el restablecimiento de 
la justicia -porque ahora no se trata de impunidad o 
impunidad, sino de impunidad o restablecimiento de 
la justicia-, dando el derecho a las víctimas, íbamos a 
contar con muchos más adeptos y mayor apoyo, inde- 
pendientemente de las circunstancias plebiscitarias y 
de aquellas que nos han dividido a todos los urugua- 
yos en esta historia. Creo que el valor de la justicia 
no es lo que estamos proponiendo en este proyecto 
de ley, que encarna con raíces profundas en la socie- 
dad uruguaya y en muchos de los Legisladores -si no 
en todos- que integran este Parlamento. Ese don de 
la justicia me llevaba a pensar que podíamos tener 
un éxito mayor en cuanto al apoyo; de otra manera 
no se entienden los fundamentos de unos y otros de 
los argumentos que se esgrimen aquí. Me refiero, por 
ejemplo, a lo que ha dicho el señor Senador Gallinal 
en cuanto a que la ley estuvo mal aplicada, que no 
debía aplicarse en determinados casos y que debía 
hacerse justicia en otros. Ahora bien, ¿no es justicia 
lo que estamos reclamando? ¿Y no es momento de 
restablecerla? 
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La intervención del entonces Senador Gonzalo 
Aguirre cuando se votó la Ley de Caducidad en este 
Senado, independientemente de que va en la direc- 
ción opuesta, es una pieza jurídica brillante por los 
argumentos que esgrime y la descripción que hace 
de la situación, y recomiendo leer la versión taqui- 
gráfica de sus palabras. Por ejemplo, habla de que no 
se le diga si se está respetando la Constitución o no, 
porque la Constitución no se está aplicando en esa 
circunstancia. Pero ahora sí podemos aplicar la Cons- 
titución y restablecer la justicia; el Poder Ejecutivo, el 
Poder Judicial y el Parlamento pueden estar direccio- 
nados en ese sentido. 


Aguirre hacía algunas referencias jocosas e intere- 
santes. Por ejemplo, cuando expresaba que no había 
posibilidades de aplicar la ley de la justicia -observen 
lo que trasmitía-, hacía referencia al catedrático Hans 
Kelsen, quien decía que cuando se votaba una ley 
para que no imperaran las leyes presentes, si ella no 
tenía un contexto en la realidad -esto lo decía Gonza- 
lo Aguirre, no yo- era como tratar de lograr median- 
te una ley que la luna no saliera durante tres días. 
Con esto quería decir a los Senadores y Senadoras 
que estaban en contra -quien habla no participaba del 
Cuerpo en esa época- que se trataba de impunidad o 
impunidad, que no había otra forma. Y trasmitía que, 
a tal punto era impunidad o impunidad, que querer 
aplicar la ley vigente era como legislar diciendo que la 
luna no iba a salir por tres días. 


(Ocupa la Presidencia el Senador Heber.) 


-Entonces, más allá de las razones que en su mo- 
mento puedan haber tenido Gonzalo Aguirre y todos 
aquellos que estuvieron convencidos de que la Ley de 
Caducidad era una norma de pacificación, creer que 
íbamos a bajar los brazos en la lucha por la justicia, 
pensar que no íbamos a pelear para que se supiera 
la verdad y que no íbamos a insistir una y otra vez, 
golpeando todas las puertas, incluso las plebiscitarias, 
para que se restableciera el don de la justicia en la 
sociedad uruguaya, es como tratar de decretar que la 
luna no salga por tres días. 


Es más, el propio Gonzalo Aguirre, en uno de sus 
fundamentos, refiriéndose a alguno de los artículos y 
diciendo que él también tenía el don de la justicia -no 
dudo de eso y seguramente lo sigue teniendo-, hace 
referencia a que no se puede guardar silencio eterno 
sobre los hechos que ocurrieron, o sea, sobre estas si- 
tuaciones aberrantes. Dice que la verdad tiene que sa- 
berse, que se les tiene que decir a los familiares qué 
fue lo que sucedió, y luego nombra a las víctimas. No se 
puede continuar ocultando la verdad. El propio Gonza- 
lo Aguirre decía que algunos artículos de la Ley de Ca- 
ducidad daban instrumentos para satisfacer a algunos 
de los familiares de las víctimas y no ocultar la verdad. 
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Repito: no se puede continuar ocultando la ver- 
dad. ¿Cómo voy a creer que en la sociedad uruguaya 
no hay un sentimiento de justicia genuino? ¿Cómo 
voy a creer que no lo hay en este Senado? Si no se 
aprueba este proyecto de ley, seguramente será otro. 
Pero que se nos diga que cada uno de nosotros aspira 
a irse de este mundo sin que se sepa la verdad, sin 
que se conozcan los responsables, sin que de algu- 
na forma demos satisfacción a las víctimas y a los 
familiares de esas víctimas, en realidad no lo puedo 
creer. Es más, puedo entender que persiguieran a 
Wilson Ferreira Aldunate, a Gutiérrez Ruiz y a Zel- 
mar Michelini, porque eran enemigos del régimen, o 
que hicieran lo propio con los integrantes del Direc- 
torio del Partido Nacional, en clandestinidad, como 
Carlos Julio Pereyra, los padres de Heber o Luis Al- 
berto Lacalle, pero mandar aquellas botellas de vino 
afectando a una familia -como lamentablemente 
ocurrió-, es cosa de cobardes. Se puede entender 
que se atacara a los que estábamos luchando, dando 
o arriesgando la vida, pero que arremetieran con- 
tra la familia y que ese crimen quedara oculto, no 
es admisible. Actuaríamos de la misma manera si el 
proyecto de ley fuera para dejar ese crimen aclarado. 
Se enviaron botellas de vino envenenado, pero no 
se fue contra esas personas, a quienes no detuvie- 
ron ni persiguieron. Tampoco se compara con lo que 
sucedió en Buenos Aires, actuaban cobardemente y 
podían morir personas inocentes, como lamentable- 
mente sucedió con su madre, señor Presidente. Eso 
no lo vamos a restablecer. 


El propio doctor Gonzalo Aguirre, en sus declara- 
ciones -una obra jurídica verdaderamente impecable- 
expresó un sentimiento de justicia cuando manifestó 
que no se podía continuar ocultando la verdad; eso 
es lo que nos inspira, nos provoca y nos convoca. Si 
el proyecto de ley no se aprueba y no restablecemos 
la justicia, ¡por supuesto que seguiremos peleando! 
¿Por qué me van a quitar la posibilidad de convocar 
a otro plebiscito? Seguiría peleando por la justicia, 
como lo haríamos todos aquellos que creemos que 
hay que satisfacer al conjunto de la sociedad urugua- 
ya en cuanto a este tema. 


En otro orden de cosas, señor Presidente, voy a 
rescatar la primera editorial del diario El Día cuando 
le da aliento a los derrotados. ¡Vaya si muchas veces 
estuvimos derrotados! Recuerdo cuando convocamos 
la primera Marcha del Silencio y concurrieron varios 
de los familiares de los detenidos desaparecidos, así 
como también Matilde Rodríguez Larreta de Gutié- 
rrez Ruiz y mi madre, entre otros. Era una noche de 
invierno -no sé si ahora se calienta más la tierra, porque 
en esa fecha no hace tanto frío-, se sentía mucho frío y 
no sabíamos cuántas personas iban a participar. ¿Qué 
nos animaba? El don de justicia. 
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Queremos justicia. ¿Cuánto se va a conocer? No 
lo sabemos. ¿Qué van a poder hacer los familiares 
cuando estén en los Tribunales? Tampoco lo sabe- 
mos. Aspiramos a que se den las mayores garantías 
del debido proceso. No se puede permitir que haya 
un solo tormento o mancha en los procesos judiciales. 


Hemos ido a los comités de base una y otra vez y 
nos han preguntado por qué hay una cárcel de pri- 
vilegio, y hemos dado la cara; en todas las oportu- 
nidades, en cada uno de los comités de base, en las 
reuniones familiares y cada vez que se nos ha pregun- 
tado, hemos dicho que tenemos problemas de dere- 
chos humanos en las cárceles y que hay que solucio- 
narlos, pero sobre este tema no queremos ni una sola 
mancha que invalide el proceso que estamos llevando 
adelante. Digo esto porque una cosa es quitar la liber- 
tad y otra es atormentar a la gente. Queremos lograr 
las mejores condiciones para que nadie sufra lo que 
padecieron las víctimas del terrorismo de Estado. 


Adelanto que vamos a seguir dando la cara porque 
creemos en la libertad, en la justicia, en los valores 
democráticos y en el Estado de derecho. Pero no es 
fácil proceder de esta forma con algunos compañeros, 
porque sienten que las condiciones tendrían que ser 
otras. Estamos tratando de sacar el país adelante, ce- 
rrando las heridas y restableciendo la justicia al mis- 
mo nivel que la paz que defendemos una y otra vez. 
Insisto en que nuestra lucha ha sido pacífica y ello 
es sabido. Una y otra vez, reitero, vamos a luchar en 
forma pacífica por la justicia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


-No quiero dar consejos -lo aclaro porque el señor 
Senador Lacalle Herrera me dice que los doy- pero 
leer la versión taquigráfica de la Sesión donde expuso 
el ex Senador Gonzalo Aguirre no tiene desperdicio. 
Al final de su exposición habla sobre la tensión, sobre 
el conflicto de cada ser humano, especialmente el de 
aquellos que asumimos responsabilidades, siguiendo 
las enseñanzas de Max Weber. ¿Cuándo una persona, 
sobre todo si tiene responsabilidad política, tiene que 
resolver entre la ética de la responsabilidad y la ética 
de los principios? Esta fue una parte muy repetida en 
su discurso. El propio señor Senador Gallinal dijo que 
los familiares tenían razón, pero que en ese momento 
hubo un acto de responsabilidad -no sé si invocaba 
a Max Weber-; lo cierto es que hay una tensión y el 
doctor Aguirre optó por la ética de la responsabilidad 
de pacificar al país. 


En lo personal, entiendo la tensión que se produce 
entre la ética de la responsabilidad y la ética de los 
principios. Todos alguna vez tuvimos que optar por 
una u otra. Pienso que la persona que diga que siem- 
pre opta por una no conjuga el equilibrio de la ética. 
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Digo esto porque el que actúa por responsabilidad no 
tiene principios, y la persona que dice tener princi- 
pios, si es político, no es hacedor, no actúa. El proble- 
ma es que ahora no estamos ante una situación que 
nos obligue a optar por la ética de la responsabilidad 
o por la de los principios, sino que las podemos con- 
jugar, incluso aquellos que una y otra vez nos dicen 
que tenían razón cuando votaron la Ley de Caduci- 
dad. Ahora, reitero, se las puede conjugar. Se podrá 
contar con el principio de justicia absoluto, con todas 
las garantías del debido proceso, con la posibilidad de 
que actúen jueces independientes. 


Por supuesto que también habrá dificultades, 
como por ejemplo la recolección de pruebas, si es que 
muchas no se esfumaron en el correr del tiempo. Es- 
tamos eligiendo, afiliándonos a la ética de la respon- 
sabilidad y restableciendo la justicia, pero seguimos 
afirmando nuestro Estado de derecho y la paz. 


Insisto en que esas dos éticas se pueden conjugar; 
en lo personal me siento muy orgulloso de ello y no 
voy a interponer ningún obstáculo para que eso no 
ocurra. Muchos somos los que hemos luchado para 
que la ética de la responsabilidad y la de los principios 
estén en tensión la menor cantidad de veces posible. 


En el año 1986 se votó una ley que en mi opinión 
fue nefasta, pero para algunos distinguidísimos Legis- 
ladores fue la ley pacificadora. Hoy, señor Presidente, 
podemos restablecer la justicia a través de este pro- 
yecto de ley, conjugando la voluntad de aquellos que 
hemos peleado por la justicia, con la de aquellos que 
sentían que la Ley de Caducidad era pacificadora. 


Termino, señor Presidente, diciendo que todos los 
días -repito: todos los días, tal como lo indicó la seño- 
ra Senadora Dalmás, con la calidez y sencillez que la 
caracterizan y que todos conocemos-, a través de la 
figura de un desaparecido o de la injusticia, estamos 
recordando algún hecho, acto o situación de la dicta- 
dura, porque fueron momentos muy difíciles y muy 
complejos, donde la vida no valía nada. En homenaje 
a las víctimas ya hemos nombrado calles a lo largo 
y ancho del país, así como construido monumentos, 
parques y plazas -y de alguna forma seguiremos ha- 
ciéndolo-, pero el mayor homenaje que les podemos 
hacer, como a sus familiares y a la sociedad entera, es 
que haya justicia. Esa es nuestra voluntad y nuestro 
reconocimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lis- 
ta de oradores, tiene la palabra el señor Senador Da 
Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: hoy esta- 
mos asistiendo a la discusión sobre una ley que cons- 
tituye uno de los coletazos más polémicos que que- 
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dan como herencia del régimen militar. Lo hacemos 
porque la referida Ley N” 15.848 -que este proyecto 
de ley pretende interpretar- fue, precisamente, parte 
de ese proceso de transacciones, a los efectos de en- 
contrar una salida democrática para el país. 


Como lo dijimos en más de una oportunidad -y 
tal como hoy lo manifestó el señor Senador Gallinal 
con absoluta claridad- esa ley es la consecuencia de 
un proceso histórico que estuvo caracterizado por un 
progresivo desgaste del régimen militar, que se vio re- 
flejado en el fracaso político que significó para este 
el pronunciamiento popular de 1980 en contra del 
proyecto de reforma constitucional, puesto a consi- 
deración de la gente como mecanismo, instrumento 
o camino de salida hacia la reinstalación de la de- 
mocracia, así como en las crecientes divisiones in- 
ternas de las Fuerzas Armadas, en la movilización de 
los partidos políticos y de las organizaciones sociales 
que avanzaba en pro del restablecimiento de la de- 
mocracia -que, no se puede negar, jugaron un papel 
importante y trascendente-, en el impacto producido 
por hechos políticos de aquel momento como las elec- 
ciones internas de los partidos en 1982 -con claras 
mayorías a favor de los sectores críticos y opuestos al 
régimen militar-, y en otro hecho que sin duda fue de 
enorme trascendencia y repercusión pública, como lo 
fue el acto del Obelisco, que bajo la consigna “Por un 
Uruguay sin exclusiones”, se realizó con la participa- 
ción de todas las fuerzas democráticas opuestas al ré- 
gimen, que buscaban un camino de salida auténtico. 
Eso derivó en un proceso de negociaciones entre los 
partidos y las Fuerzas Armadas, al que no me voy a 
referir porque fue bastamente conocido. 


Quiero sí señalar dos cosas que deben llamar la 
atención y que tienen relación con el proceso pos- 
terior en la vida del Uruguay. Por un lado, la salida 
fue negociada. No se trató del cambio de un sistema 
político a otro a través del triunfo de una revolución 
o de un golpe de Estado, sino que fue a través de un 
proceso de negociación entre las Fuerzas Armadas y 
los partidos políticos. Un aspecto de ese proceso de 
negociación y salida hacia el régimen democrático 
que me llamó mucho la atención, es que en el Pacto 
del Club Naval -en el que participaron partidos políti- 
cos democráticos, como el Partido Colorado, el Frente 
Amplio y la Unión Cívica, pero no el Partido Nacio- 
nal-, curiosamente, no se establecieron cláusulas por 
escrito con respecto al tema de las violaciones a los 
derechos humanos. Eso, en gran medida, deja librado 
a la interpretación de las partes aquello que no está 
escrito, aquello de lo que no queda constancia. Unos 
dijeron que fue pactado, otros que no; unos manifes- 
taron que el tema se había sobrevolado, mientras que 
otros entendieron que fue una situación subyacente. 
En definitiva, en ese pacto que aseguró y que consa- 
gró la salida más o menos democrática y la convoca- 
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toria a elecciones en noviembre de 1984, no quedó 
nada establecido o estipulado por escrito. Todo eso 
dio el marco y las condiciones que llevaron a la situa- 
ción de inestabilidad que se generó después, una vez 
asumido el Gobierno democrático electo por el pue- 
blo y encabezado por el entonces electo Presidente 
Julio María Sanguinetti, a partir del 1% de marzo de 
1985. Por ello, fruto de las pujas y las tensiones que 
derivaron de ese acuerdo -del que no quedó nada por 
escrito, repito-, comienzan a sucederse proyectos de 
ley de amnistía, más de una vez propuestos al Parla- 
mento pero no votados, que finalmente terminaron 
con la aprobación, en diciembre de 1986, de lo que se 
conoce como la Ley de Caducidad. Como se ha dicho 
acá, comparto la tesis de que no se trató simplemente 
de una ley de amnistía -y a los hechos me remito, 
aunque fácilmente y por tantos años así se proclama- 
ba a la ley de impunidad-, porque de ser así la Justicia 
no podría haber actuado en el procesamiento de de- 
terminados jerarcas, así como de funcionarios milita- 
res y policiales bajo esta Administración y la anterior. 
Ello se debió, precisamente, a que en la aplicación de 
la Ley de Caducidad se generaron ámbitos o puertas 
que de alguna manera permitieron la investigación, 
el esclarecimiento y la sanción de quienes cometie- 
ron tales delitos. 


Ahora bien, la clase de delitos o de hechos que son 
objeto del pronunciamiento de la Ley de Caducidad 
-como también lo son aquellos que fueron objeto o el 
motivo por el que se dictó una ley de amnistía para 
quienes eran presos políticos bajo el régimen mili- 
tar- no son comunes o simples, motivados por ansias 
estrictamente personales o de egoísmo, sino que re- 
fieren a causas políticas, es decir, que generalmente 
se deben a razones políticas. Las motivaciones polí- 
ticas trascienden el ámbito del individuo, son públi- 
cas, pertenecen al conjunto de la sociedad, porque 
refieren a cuestiones de la polis, a la forma de luchar 
o pretender llevar adelante determinadas conquistas 
u objetivos en pos de lo que se cree que es la mejor 
solución para determinados problemas. Cuando solu- 
ciones del tipo de la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado, que fue el camino elegido 
en diciembre de 1986, generan estas polémicas -las 
generaron y aún hoy las siguen generando-, debemos 
tener en cuenta que nuestro constituyente previó la 
posibilidad de que sean los representantes del pue- 
blo quienes decidan. Estamos hablando de temas en 
que se puede dudar de la autenticidad de la repre- 
sentación y del mandato de los Legisladores respecto 
de lo que piensa el pueblo, la Nación, el soberano; 
por eso nuestro constituyente consagró institutos de 
democracia directa, como lo son el referéndum y la 
iniciativa popular. Esto es muy importante, porque a 
través de estos institutos de democracia directa -con- 
sagrados en los artículos 70 y 82 de la Constitución 
de la República, en los segundos incisos de cada una 
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de las disposiciones- se establece la participación po- 
lítica del individuo, y lo que termina primando no es 
la mera opinión individual dentro de la sociedad, sino 
la construcción colectiva de una decisión tomada por 
el cuerpo social. Es a través del referéndum y de la 
iniciativa popular -mecanismos admitidos en nuestro 
Derecho Positivo y en la Constitución- que se aplica 
una forma de ejercicio de la democracia que en ese 
momento identifica pueblo y Estado, en la que se ex- 
presa una decisión a la que el Estado le reconoce una 
virtualidad jurídica e incluso un valor moral para la 
sociedad. La forma de compatibilizar el ejercicio de la 
democracia, es una forma de compatibilizar el ejerci- 
cio de la democracia representativa o indirecta con 
el ejercicio de la democracia directa o participativa. 
¿Cuál es el objetivo? Reservar las formas de demo- 
cracia directa consagradas en nuestra Carta Magna 
para cuestiones que se consideran importantes o gra- 
vitantes para el destino de la sociedad y sobre las que 
se entiende que debe haber un pronunciamiento del 
soberano. Por ello se consagra, también, un mecanis- 
mo previo, como es la obtención de un determinado 
porcentaje de firmas, el 25% de los inscriptos en el 
Registro Cívico, con lo que se pretende que una par- 
te importante de la población avale que el tema sea 
resuelto por el conjunto del pueblo, a pesar de lo de- 
cidido a nivel del Parlamento. 


Los artículos 4” y 82 de nuestra Constitución, a 
mi manera de ver, son más que terminantes en esta 
materia. Por eso, no comparto la tesis de que los pro- 
nunciamientos populares que existieron constituyen 
meros argumentos efectistas. No son argumentos 
efectistas; por el contrario, están enraizados, no solo 
en la Constitución de la República, sino también en 
la mejor de las tradiciones del pueblo uruguayo, tan- 
to desde el punto de vista político como jurídico. El 
artículo 4% es terminante cuando expresa: “La sobe- 
ranía en toda su plenitud existe radicalmente en la 
Nación”: insisto en la expresión “radicalmente en la 
Nación”. Por su parte, el artículo 82 dice que su so- 
beranía -la soberanía popular, la de la Nación- será 
ejercida directamente por el Cuerpo Electoral en los 
casos de elección, iniciativa y referéndum. 


En síntesis, señor Presidente, la Constitución 
consagra y preserva claramente la soberanía como 
fundamento de la organización jurídica del Estado 
y de la Nación. Ambos mecanismos, el del referéndum 
de 1989 y el de la iniciativa popular de 2009 -20 años 
después-, fueron utilizados para derogar, en un caso, 
y para anular, en el otro, la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado. Quien habla integró 
una Comisión que convocó a referéndum en 1989 y 
que votó verde cuando se presentaron -como hoy lo 
explicaba el señor Senador Pasquet- dos hojas: una 
identificada con el color amarillo y otra con el color 
verde; quien optaba por la hoja amarilla, votaba por 
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la confirmación de la ley, y quien lo hacía por la hoja 
verde, votaba por la revocación o, mejor dicho, por 
la derogación de la ley que era el objetivo planteado. 


Para nosotros este aspecto constituye un elemen- 
to muy importante en la discusión de esta cuestión. 
¿Por qué digo esto? Porque los caminos que marca la 
Constitución y que fueron utilizados constituyen el 
fundamento y vigencia de los instrumentos de expre- 
sión de la Nación o del cuerpo electoral y, además, 
reposan sobre la base de la garantía del acatamiento 
de esa voluntad expresada por el soberano. Negarlo 
atenta contra ese principio de soberanía de la Nación 
como fundamento de organización del Estado, des- 
prestigia y hace perder respetabilidad a los mecanis- 
mos de democracia directa, como el referéndum y la 
iniciativa popular. 


En esta materia Uruguay tiene una larga tradición 
de respeto a los pronunciamientos populares de de- 
mocracia directa y, diría, ha construido una identidad 
política que arranca en el pensamiento artiguista, con 
las Instrucciones del Año XIII y con esa frase tan cara 
para los uruguayos, que aprendimos en los primeros 
años de enseñanza en la Escuela Pública porque la 
veíamos en el salón de clases junto a un cuadro del 
General Artigas: “Mi autoridad emana de vosotros y 
ella cesa ante vuestra presencia soberana”. 


El profesor Rodolfo González Rissotto, en un tra- 
bajo sobre los mecanismos de la democracia directa, 
dice que en el Uruguay, cuando el pueblo se pronun- 
cia, lo pacíficamente admitido por su sociedad es que 
el soberano se ha manifestado, y desde ahí cesan los 
debates y discusiones, pues se considera que el tema 
ha sido laudado a través de la voluntad popular. Sin 
embargo, en 2009, veinte años después del pronun- 
ciamiento popular, cuando ya nadie podía sospechar 
de la existencia de miedos que pudieran haber con- 
dicionado el pronunciamiento del pueblo en 1989 
“argumento que tampoco es convincente, porque un 
pueblo que fue capaz de pronunciarse en contra de 
un régimen militar y de una Constitución proyectada 
por los militares bajo la dictadura en 1980, no debería 
tener demasiados miedos en 1989 para manifestarse 
en uno u otro sentido-, se promovió un mecanismo 
de democracia directa por el que se propuso la anula- 
ción de la ley. Si bien es cierto que podemos admitir 
que el pueblo no se pronunció en 2009 a favor de rati- 
ficar la ley, es claro que la mayoría de la población no 
acompañó el recurso que pretendía su anulación. Sin 
duda, se trata de hechos que forman parte de nuestra 
historia y que están registrados por todos nosotros. 


En este marco, señor Presidente, al considerar 
este proyecto de ley lo primero que se debe analizar 
es, justamente, si en su articulado se interpreta la 
Constitución y, además, los artículos 1%, 3% y 4% de 
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la Ley N* 15.848. Sabemos que para que proceda la 
interpretación de una norma legal es necesario que 
existan frases o conceptos oscuros que generen polé- 
mica y discusión en la opinión pública, que obliguen 
al Legislador a aclarar su contenido y explicar que 
el sentido de cierta frase o palabra es tal o cual. A 
esos efectos, el artículo 13 del Código Civil establece 
que en ese caso la interpretación vale desde la fe- 
cha en que la ley es interpretada, salvo en los casos 
que ya han sido concluidos, precisamente para pro- 
teger el principio de la cosa juzgada. Sin embargo, 
cuando analizamos el texto de este proyecto de ley 
nos encontramos con que estamos muy lejos de una 
interpretación y, en realidad, se trata de una iniciativa 
que establece que los artículos 1%, 32 y 4% de la Ley 
N* 15.848, presentan una ilegitimidad manifiesta y 
son incompatibles con los artículos 4%, 72, 83 y 233 de 
la Constitución de la República. Por lo tanto, no refie- 
re concretamente a dudas o problemas de interpreta- 
ción, ni se define por una de las interpretaciones en 
discusión respecto del contenido de la Ley N* 15.848, 
sino que, repito, declara una ilegitimidad manifiesta 
y una incompatibilidad con determinados artículos de 
la Constitución. 


En este punto, señor Presidente, surge uno de 
los problemas más serios de este proyecto de ley. Así 
como en su momento acompañamos la posición del 
voto por la derogación de la Ley de Caducidad dicien- 
do que esta viola el principio de separación de po- 
deres consagrado en la Constitución de la República 
porque, en definitiva, permite que sobre tareas que 
son inherentes y exclusivas al Poder Judicial, sea el 
Poder Ejecutivo, el Presidente de la República, quien 
decida qué casos son juzgados y cuándo debe actuar 
la Justicia, debemos admitir que el mecanismo para 
declarar la inconstitucionalidad de una ley está pre- 
visto, precisamente, en la Carta Magna, que regula la 
declaración de inconstitucionalidad. Se trata de una 
disposición relativa a casos concretos, que pueden ser 
planteados por vía de acción o de excepción, y que en 
definitiva, resguardan la norma constitucional a efec- 
tos de que no sea violada por la norma legal. 


Señor Presidente: este aspecto nos parece nega- 
tivo, pues se pretende subsanar o cuestionar una ley 
que ha sido observada en más de una oportunidad por 
ser considerada inconstitucional, con otra que tam- 
bién lo es y que, en los hechos, va a generar -como 
decía el señor Senador Gallinal-, muchas polémicas, 
discusiones y dudas, así como un problema muy serio 
al Poder Judicial cuando tenga que enfrentarse a este 
tipo de situaciones. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Alberto Heber.) 


-Además, este proyecto de ley, en su contenido, no 
consagra una mera derogación. Tal vez alguien podría 
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decir que las razones que en su momento existieron 
para impulsar la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado fueron válidas, de Estado, y de- 
terminaron -como decía el señor Senador Michelini- 
que hubiera que optar entre la ética de las responsa- 
bilidades y la ética de los principios y que, superado 
ese tiempo, se plantea la derogación o eliminación. 
Pero lo cierto es que no se está planteando la dero- 
gación sino su anulación, por cuanto en el artículo 
3% se establece que los artículos 1%, 3% y 4% de la Ley 
N* 15.848 carecen de valor jurídico alguno. Lisa y lla- 
namente propone retrotraernos en el tiempo casi 30 
años, hacer como que desde el punto de vista jurídico 
esta ley no existió, sino que se trató de un hecho de la 
historia y nada más. Este aspecto nos preocupa tanto 
como lo que plantea la redacción del artículo 4” de 
este proyecto de ley, donde se establece que el archivo 
de las actuaciones decretadas por el Juez competente 
no extingue la acción penal ni constituye cosa juzga- 
da. Este tema debe ser resuelto exclusivamente por la 
Justicia y no mediante una ley que establece que se 
clausuró la acción penal y no existe cosa juzgada. Po- 
drá haber casos en los que simplemente haya habido 
una constancia de archivo, de carácter administrati- 
vo, sobre los que se podría decir que no se constituyó 
la cosa juzgada, pero puede haber otros pronuncia- 
mientos, por ejemplo, sentencias interlocutorias con 
fuerza de definitivas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- 
Perdón, señor Senador, pero ha llegado a la Mesa una 
moción presentada por varios señores Senadores, en 
el sentido de que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone. 


Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Como venía diciendo, si esta- 
mos ante una sentencia interlocutoria con fuerza de 
definitiva como, por ejemplo, la que dispuso la clau- 
sura de las acciones penales por efecto de la llamada 
Ley de Caducidad, no podemos decir al Juez y al Poder 
Judicial que eso no constituye cosa juzgada. ¡Y ni qué 
hablar de los casos en los que se promovió una acción 
de inconstitucionalidad y hubo un pronunciamiento 
de la Suprema Corte de Justicia! Porque es cierto que 
desde hace algunos años ella se ha pronunciado a fa- 
vor de la inconstitucionalidad de la Ley N* 15.848, 
pero también es verdad que durante casi veinte años 
lo hizo a favor de su constitucionalidad. Entonces, 
¿van a ser revisados los casos en que estuvo a favor 
de la constitucionalidad de la aplicación de la Ley de 
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Caducidad, en función del literal A del artículo 42, 
que dice que el archivo de las actuaciones decretadas 
por el Juez competente no extingue la acción penal 
ni constituye cosa juzgada? Este concepto se reafir- 
ma en el literal B, que expresa que toda intervención 
judicial que haya sido interrumpida, suspendida o ar- 
chivada por aplicación de la Ley N” 15.848, con el 
fin de obstaculizar, impedir o archivar, o mantener 
suspendidas o archivadas, indagatorias o acciones pe- 
nales, continuará de oficio, por solicitud del interesa- 
do o del Ministerio Público. Aquí se genera una duda 
y un gran problema con el que seguramente tendrá 
que lidiar el Poder Judicial; obviamente, no quisiera 
estar en el cuero de algunos Jueces que tendrán que 
pronunciarse, precisamente, sobre este tema. 


Para nosotros es claro que no se pretende una 
simple derogación de esta ley, sino que lo que se pro- 
cura es su anulación, borrarla del mapa -literalmente 
hablando-, pero luego de transcurridos casi treinta 
años eso no es nada sencillo -ni siquiera depende de 
la voluntad de los integrantes del Poder Legislativo-, 
máxime teniendo en cuenta que ha habido dos pro- 
nunciamientos populares que, reitero, no constituyen 
un mero argumento efectista ni demagógico pues son 
la aplicación, ni más ni menos, del principio en el 
cual reposa nuestra organización jurídica y constitu- 
cional: la soberanía radica en la nación y se ejerce 
a través de sus representantes y por mecanismos de 
democracia directa, como son el referéndum, la ini- 
ciativa o la elección. 


Estas razones son muy fuertes. Si bien admitimos 
-de acuerdo con lo que han expresado casi unánime- 
mente profesores de Derecho Constitucional y de De- 
recho Internacional Público de diversas Cátedras que 
han concurrido a las Comisiones de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración de la 
Cámara de Representantes, y de Constitución y Le- 
gislación de la Cámara de Senadores- que desde hace 
unos años existe claramente una tendencia moderna 
que reconoce cada vez con mayor fuerza la preemi- 
nencia de las normas del Derecho Internacional y 
del Derecho Internacional Humanitario por sobre las 
normas del Derecho interno de cada Estado y que 
esas normas, que refieren a los derechos humanos, 
se imponen sobre todas aquellas que desconozcan o 
contradigan disposiciones que protegen los derechos 
humanos y están consagradas en diversas convencio- 
nes o tratados que nuestro país, como tantos otros, ha 
suscrito y ratificado, es claro que aquí existe, más que 
en ningún otro país -por lo menos de la región- una 
tensión muy difícil de resolver porque está plantea- 
da entre las normas del Derecho Internacional y las 
del Derecho Constitucional. La diferencia que existe 
respecto de otros países de la región -me animaría a 
decir de toda América Latina o de aquellos que ter- 
minaron sus regímenes militares en la década del 80 
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o comienzos de la del 90- es que hubo un pronuncia- 
miento legislativo que fue ratificado por la soberanía 
popular, por la soberanía de la nación. Y aquí quiero 
hacer una aclaración, porque hay una vieja discusión 
en torno al concepto de soberanía nacional y de so- 
beranía popular. Nuestro régimen jurídico opta por 
el primero de los conceptos, en tanto dice que no se 
trata simplemente de que se convoque a pronuncia- 
mientos populares al garete, sin respetar ninguna 
norma, sino que esos pronunciamientos populares 
que existieron necesariamente debieron respetar 
normas y reglas preestablecidas en nuestra Consti- 
tución de la República. Para eso fue que juntamos 
firmas en 1987 y 1988; para llegar al referéndum que 
tuvo lugar en abril de 1989. 


Por lo tanto, la tensión entre las normas del De- 
recho Internacional y las de nuestro Derecho Cons- 
titucional es mucho más intensa, más fuerte y más 
difícil de resolver porque no se trata, sencillamente, 
de que las normas del Derecho Internacional priman 
sobre las del Derecho interno y, por tanto, estas úl- 
timas desaparecen cuando contradicen a aquellas. 
¿Por qué? Porque en nuestro país esta norma, que 
va en contra o no se ajusta a las nuevas tendencias 
que hoy existen en el Derecho Internacional y en el 
Derecho Internacional Humanitario, fue sometida ni 
más ni menos que a la voluntad de la soberanía de la 
nación en dos oportunidades... 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR DA ROSA.- Enseguida se la concedo. 


Reitero: se podrá decir que el pronunciamiento de 
1989 mediante el recurso de referéndum no signi- 
fica, expresa y necesariamente, que el pueblo haya 
ratificado la Ley de Caducidad, pero sí es claro que 
no acompañó -en una posición contraria a la que yo 
sostenía en aquel momento- el recurso que pretendía 
derogarla. Y cuando veinte años después, en 2009, la 
población volvió a pronunciarse, tampoco ratificó la 
Ley de Caducidad pero no hubo mayorías como para 
hacer lugar al recurso de anulación, al propósito de 
anulación de la ley, que estaba consagrado en el pro- 
yecto de ley constitucional cuya iniciativa se promo- 
vió y se plebiscitó en las elecciones nacionales cele- 
bradas en ese año. A esto debo agregar un elemento: 
en esas elecciones nacionales del año 2009 el Frente 
Amplio obtuvo un triunfo claro y contundente -que 
permite, ni más ni menos, que el partido de Gobierno 
tenga mayoría absoluta en ambas Cámaras legislati- 
vas- coincidiendo con ese plebiscito, con ese pronun- 
ciamiento popular. 


Ahora sí, le concedo la interrupción que me solici- 
tó la señora Senadora Xavier. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- 
Puede interrumpir la señora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: hoy hacía- 
mos referencia a algunas manifestaciones que se hi- 
cieron con motivo de este asunto y que referían a la 
opinión de prestigiosos juristas. Sin embargo, ahora 
realmente me confunde el señor Senador Da Rosa, 
porque si todo se reduce a que, efectivamente, no 
podemos volver a este tema por el pronunciamiento 
popular, ¿qué justifica que en la Cámara de Repre- 
sentantes, a través de 5 o 6 de sus Legisladores, en 
dos oportunidades, se haya elaborado una iniciativa 
con relación a la Ley N” 15.848, tanto en marzo de 
2009 como en abril de 2010? Ellos rescataron algu- 
nos de los argumentos que aquí se esgrimieron en las 
intervenciones realizadas. Se dice que estamos en 
momentos distintos a los que dieron origen a la Ley 
de Caducidad, que ya cumplió su cometido, que el 
tránsito entre la dictadura y la democracia se hizo sin 
alteraciones institucionales y, por lo tanto, nos con- 
vocan a su derogación a través de un proyecto de ley. 
Esta es una iniciativa que se reitera en dos instancias 
parlamentarias, en la Legislatura pasada y en esta. 
Entonces, realmente me parece que la situación es 
de incongruencia y eso no es lo que ocurre en el caso 
de quienes hemos tratado de encontrar la forma de 
terminar con esta ley en función de argumentos jurí- 
dicos muy sólidos que, además, respetan la doctrina 
internacional que, como bien decía el señor Senador, 
tiene algunas teorías mucho más modernas que las 
que estaban vigentes al momento de la aprobación de 
la norma original. 


Me gustaría que me aclarara el fundamento de los 
Legisladores de su propio partido para plantear, in- 
sisto, en dos oportunidades, la derogación de esta ley, 
cuando el pueblo ya se expresó. Obviamente, podría 
manifestarse un Poder independiente como el Parla- 
mento, teniendo en cuenta que la Suprema Corte de 
Justicia sí lo hizo, en su calidad de órgano competen- 
te, y nos remitió su contundente sentencia para que 
la tengamos en cuenta y actuemos en consecuencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Alberto Heber).- 
Puede continuar el señor Senador Da Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: conozco 
los proyectos a los que ha hecho alusión la señora 
Senadora Xavier pero, en todo caso, esas iniciativas 
siempre se han referido a la derogación de la ley y 
no olvidemos que en este caso no está planteada esa 
posibilidad, sino la de dejarla sin efecto alguno, de 
anularla, de considerar que no existió en el ordena- 
miento jurídico uruguayo. Digo, además, que esos 
proyectos de ley no los compartiría si no se consagra- 
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ra, al mismo tiempo, la necesidad de un nuevo pro- 
nunciamiento popular sobre el tema, porque a pesar 
de tratarse de una derogación y no de la anulación 
de la Ley N” 15.848, de cualquier manera hubo un 
pronunciamiento popular contrario a su derogación 
en el año 1989. Por lo tanto, reitero, debería existir 
un pronunciamiento popular sobre ese tema. 


Por otro lado, quiero señalar un trabajo que llegó 
a último momento a la Comisión, elaborado por los 
doctores Didier Opertti y Jorge Tálice -lo hicieron a 
expreso pedido de la Comisión, y aunque en un prin- 
cipio iba a ser verbal luego fue presentado por escri- 
to-, reconocidos profesores de Derecho Internacional 
-el doctor Opertti, incluso, fue Canciller de la Repú- 
blica durante muchos años-, el que nos fuera envia- 
do en carácter de asesoramiento. En dicho informe 
se expresa lo siguiente: “Asimismo, debe tomarse en 
consideración el alcance del valor jurídico de los pro- 
nunciamientos del Cuerpo Electoral uruguayo en re- 
lación a la Ley de Caducidad, por cuanto es preciso 
no olvidar que la esencia de la democracia reside en 
que en última instancia el poder de gobernar perte- 
nece a todos los ciudadanos. En efecto, dentro de la 
democracia la sola fuente posible de legitimidad es la 
voluntad del pueblo soberano expresada directamen- 
te o a través de sus representantes. (Constitución, 
Art. 82). Y desde ese punto de vista el referéndum 
y la iniciativa en manos del Cuerpo Electoral son los 
medios más directos para asegurar la voluntad del so- 
berano. 


Conforme a ello las decisiones expresadas direc- 
tamente por la mayoría ciudadana tienen siempre un 
rango superior de legitimidad”... -aun cuando reco- 
nozcamos que la Constitución no dice nada sobre el 
tema- ...“que aquellas adoptadas por los representan- 
tes elegidos”. Y continúan diciendo estos distinguidos 
catedráticos: “Lo que decide el pueblo soberano solo 
este lo puede modificar, derogar e incluso anular”. 
Más adelante señalan: “En consecuencia, el cues- 
tionamiento que efectúa la Corte Interamericana en 
su sentencia de condena a Uruguay, respecto de la 
legitimidad de la validez jurídica de la Ley de Cadu- 
cidad -ley confirmada por la voluntad soberana del 
Cuerpo Electoral en dos oportunidades-, solo puede 
merecer una respuesta emitida por este mismo Cuer- 
po soberano, único habilitado a remover el obstáculo 
que ella representaría para dar cumplimiento al fallo 
de la Corte. 


Sin un pronunciamiento de la ciudadanía no 
resulta posible dejar sin efecto la Ley de Caducidad en 
cuanto diga relación con su aplicación a la situación 
concreta abarcada por sus normas porque ha sido 
a este respecto que se ha pronunciado el Cuerpo 
Electoral”. 
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Además, señor Presidente, creo que se sienta 
un precedente que es peligroso; me refiero al que 
se describe muy someramente en la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Allí se 
establece que el hecho de que haya habido dos pro- 
nunciamientos populares sobre el tema simplemente 
tiene el valor de que fueron un elemento más de ex- 
presión de la voluntad del Estado. Eso, visto desde el 
ángulo del Derecho Internacional, significó un meca- 
nismo interno a través del cual el pueblo se expresó y 
contribuyó a conformar la voluntad del Estado. Ahora 
bien, desde el punto de vista de nuestro Derecho in- 
terno, de nuestra organización constitucional, no es 
cualquier cosa, porque se trató del ejercicio, ni más 
ni menos, del principio constitucional de que la sobe- 
ranía existe radicalmente en la nación. Y esto no solo 
tiene fundamentos jurídicos, sino que además los tie- 
ne de carácter político que devienen, como decíamos 
hace un rato, de las Instrucciones de 1813, cuando 
Artigas pronunciaba aquella frase que aprendimos en 
los primeros años de la primaria y que decía “Mi au- 
toridad emana de vosotros y ella cesa ante vuestra 
presencia soberana”. 


Por consiguiente, señor Presidente, no nos anima 
ningún propósito de polémica menor y, además, que- 
remos expresar el respeto que nos merecen quienes 
sufrieron y han sufrido a lo largo de muchos años las 
consecuencias de la dictadura y de los mecanismos 
que hubo que establecer después en democracia para 
custodiar la estabilidad institucional y para asegurar 
la salida democrática definitiva para el país. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori) 


-Comprendiendo todo ello y como integrante de 
un partido político que tuvo un exponente llamado 
Francisco Lavandeira, que en 1875 murió abrazado 
a una urna, defendiendo la expresión del voto en la 
Plaza Matriz, que protagonizó levantamientos revo- 
lucionarios como los que llevó adelante el General 
Aparicio Saravia en defensa de las libertades y, muy 
particularmente, de la pureza del sufragio y la repre- 
sentación de las minorías y de un Wilson Ferreira Al- 
dunate que, durante doce o trece años de dictadura, 
luchó denodadamente para restablecer en este país 
la vigencia de las libertades y, sobre todo, el hecho 
de que el pueblo pudiera elegir sus autoridades y así 
decidir el destino en democracia, entiendo que aquí 
no estamos ante cuestiones que refieren solamente a 
crímenes o delitos comunes, sino a temas que hacen 
a la cuestión política, donde están en juego el interés 
general y la soberanía de la nación. 


En función de esas razones que pesan en lo más 
hondo de mi conciencia y, tal como expresé en la 
Comisión, adelanto que no acompañaré con mi voto 
este proyecto de ley, porque considero que es un gra- 
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ve error que tendrá consecuencias negativas y nuevas 
tormentas que se sumarán a las que ya ha soportado 
este tema en la vida del Uruguay. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: desde el ini- 
cio anuncio que con mucho gusto concederé todas 
las interrupciones que se me soliciten al final de mi 
exposición. 


Quiero hacer mías las palabras pronunciadas por 
el Secretario General del Partido Colorado, señor 
Senador Ope Pasquet, quien claramente expresó los 
fundamentos jurídicos por los cuales no votaremos el 
proyecto de ley en consideración. 


El señor Senador Gallinal, con mucha justeza, dijo 
que las leyes de amnistía son hijas de sus tiempos y yo 
quiero reflexionar sobre esos tiempos. 


Tengo el sano propósito de compartir mi memoria 
de los hechos que viví con aquellos que tienen aproxi- 
madamente mi edad y de relatar mi visión -no digo 
que sea la única que exista- de los mismos a quienes 
son más jóvenes y no los vivieron. En múltiples oca- 
siones, mantuve conversaciones sobre este tema con 
mi hoy fallecido padre, que era frenteamplista, y con 
mis hijos, que son apolíticos. Asimismo, tengo la in- 
tención de contribuir a la reflexión del Cuerpo, aun 
sabiendo que la probabilidad de cambiar algunas de 
las posturas es casi nula. Quiero apostar a la reflexión 
para que se mantenga el necesario equilibrio de los 
dolores y las cargas de ambos lados de una dura con- 
frontación que tuvo el país. 


Voy a comenzar mi exposición haciendo referencia 
a los antecedentes históricos del siglo XX y a los fren- 
tes populares que triunfaron en Francia primero y en 
España después, durante la década de 1930. 


En febrero del año 1936, en España, por mandato 
popular, la Presidencia fue asumida por un Gobierno 
de izquierda que derogó la monarquía y constituyó 
una República. Me refiero al Frente Popular. Ese pro- 
ceso, que representó la culminación de cinco años de 
enfrentamientos más o menos sordos y cruentos, fue 
seguido por una rebelión militar y civil de derecha 
que desencadenó tres años de guerra civil abierta con 
atrocidades indescriptibles cometidas por ambos ban- 
dos. Se produjeron matanzas masivas, desapariciones 
forzosas, aniquilamiento de la población civil -como 
lo testimonia el cuadro Guernica de Picasso-, de re- 
publicanos en el Gobierno contra sublevados y reli- 
giosos -precisamente, tuve un tío abuelo cura que fue 
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perseguido en España en esas circunstancias-, entre 
otras atrocidades de los golpistas liderados por Fran- 
co, contra los republicanos, los intelectuales y los sin- 
dicalistas. Franco ganó esa guerra civil con el apoyo 
de la Italia de Mussolini y la Alemania de Hitler. Una 
vez terminada la confrontación de la Segunda Gue- 
rra Mundial, sin perjuicio de que esas fuerzas fueron 
derrotadas, continuó gobernando España hasta 1975, 
fecha en la que asumió Juan Carlos de Borbón, el ac- 
tual rey. La finalización de ese período de tanta san- 
gre y enfrentamiento por ambos bandos, concluyó con 
el Pacto de la Moncloa, que fue respetado y seguido 
por Gobiernos de una y otra tendencia. En España, 
el siglo XX se caracterizó por todas estas atrocidades 
que fueron cometidas por ambos lados en la Guerra 
Civil Española. 


Mientras tanto, en Alemania y el resto de Europa, 
se desarrollaba el nazismo, con los campos de con- 
centración y la masacre del pueblo judío. Por su par- 
te, durante la Guerra de Argelia, los argelinos querían 
liberarse, pero el Partido Socialista Francés -que goberna- 
ba Francia- quería mantener ese territorio como una 
colonia que era parte integrante de sus territorios de 
ultramar. Se cometieron atrocidades inenarrables por 
parte de ambos bandos, es decir, del Movimiento de 
Liberación Argelino con Ahmed Ben Bella a la cabe- 
za y del Gobierno francés con Pierre Mendes France 
primero y Charles de Gaulle después, en donde los 
Generales argelinos torturaron y mataron. 


Seguramente, todos hemos visto testimonios fílmi- 
cos de las atrocidades cometidas por uno y otro bando 
en la Guerra de Vietnam, así como también las que 
tuvieron lugar en los países del Cono Sur, que fue- 
ron provocadas por fuerzas guerrilleras y gobiernos 
represivos. 


Señor Presidente: las violaciones a los derechos 
humanos no fueron causadas por un solo bando, sino 
por ambos. Existe un vínculo muy directo entre las 
lecciones aprendidas por los Generales franceses en 
Argelia y su aplicación en la tortura y las desaparicio- 
nes, tal como lo narró en alguna oportunidad el mal 
recordado General argentino Harguindeguy, declara- 
do torturador. 


Así pues, llegamos a nuestro país. El 31 de di- 
ciembre de 1959 se produjo -todos lo recordamos- el 
triunfo de la Revolución Cubana con su inicio de in- 
definición sobre cuál de los dos grandes bandos de la 
Guerra Fría sería el que se alinearía en los primeros 
años. Esta etapa de indefinición terminó rápidamente 
con la muerte de algunos de los Comandantes -en- 
tre ellos Camilo Cienfuegos- y su punto culminante 
fue la incorporación de Cuba al bloque soviético en 
la Crisis de los misiles de junio de 1962, que puso a 
la humanidad entera al borde del holocausto nuclear. 
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Ese es el mundo en el cual surgieron los movi- 
mientos guerrilleros del Cono Sur a que hice referen- 
cia y, especialmente los de nuestro país, que iniciaron 
sus actividades a mediados del año 1962. Digo esto 
con bastante propiedad, señor Presidente, porque fui 
invitado personalmente por un militante amigo estu- 
diantil a participar del asalto al camión de Manza- 
nares el 24 de diciembre de 1963 para quitarle los 
alimentos y distribuirlos entre las familias pobres de 
un cantegril. Ese amigo optó por esa vía -y reconoz- 
co su buena intención-, pero yo elegí la vía del aca- 
tamiento del Gobierno constitucional que nos regía 
en ese momento, que no era el de mi partido sino el 
del partido tradicionalmente opositor. Ahí separamos 
nuestros caminos; cada uno siguió siempre dedicado 
a su finalidad social -no dejo de reconocerlo-, pero 
por dos vías totalmente distintas: una, la de la suble- 
vación armada y, la otra, la de la contribución desde 
la democracia, cuando eso era posible. El Gobierno 
de la época de la que estamos hablando -diciembre de 
1963- era democrático; en él existía una plena vigen- 
cia de las libertades y los derechos humanos y había 
sido electo apenas dos años antes. Además, trataba de 
luchar con las dificultades económicas de un mundo 
que rechazaba nuestros productos, nos cerraba sus 
mercados e intentaba encauzar el tsunami político 
que la Revolución Cubana causaba en toda América 
Latina. 


Ahora saltemos seis años, señor Presidente. En el 
asalto a la ciudad de Pando, en octubre de 1969, mu- 
rió un amigo, un compañero de liceo, cuyos padres 
eran amigos de los míos y quien había veraneado en 
varias oportunidades en la casa de mis padres en La 
Floresta, así como yo había veraneado en la de los 
suyos en Punta del Este. Me refiero a Jorge Salerno, 
compañero de banco del liceo desde 1957 hasta 1960. 
Quien lo conoció personalmente de ninguna mane- 
ra podía dudar de que era una persona con buenas 
intenciones; sin embargo, en el asalto a Pando mató 
a un policía de clase social muy inferior a la suya, 
que estaba allí en representación del Estado urugua- 
yo, cumpliendo con su deber. Fui a su velorio, que 
tuvo lugar en su casa ubicada a la vuelta de Agracia- 
da y San Fructuoso y saludé a sus padres; conocía y 
compartí su idealismo, pero desaprobé su método de 
recurrir a la lucha armada. En el asalto a Pando no 
solamente murió un policía en cumplimiento de su 
deber, sino también un civil llamado Carlos Burgue- 
ño, que nada tenía que ver con el Estado uruguayo 
ni con las guerrillas que habían decidido asaltar esa 
ciudad. Se trataba de un ciudadano común y corrien- 
te como cualquiera de los tres millones trescientos 
mil que habitan esta bendita patria. Eso ocurrió en 
un país en el que había sido electo el General Gesti- 
do como Presidente de la República, quien realmente 
fue un mártir de la situación que encontró y trató de 
gobernar, y murió de un infarto en su casa a los nue- 
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ve meses, luego de haber luchado fuertemente para 
tratar de superar una grave crisis económica y sus re- 
percusiones sociales e intentado enfrentar a quienes 
se habían levantado en armas. Su lugar fue ocupado 
por el Vicepresidente de la República, Jorge Pacheco 
Areco. Seis meses más tarde, en junio de 1968, Pa- 
checo instauraba un Gobierno de estilo autocrático 
en una sociedad crispada y enfrentada, donde la vio- 
lencia era la moneda corriente. 


Señor Presidente: hago esta reflexión porque, 
como bien dijo el señor Senador Gallinal, las leyes son 
hijas de la historia en el momento en que se dictan y 
la modificación de la Ley de Caducidad que estamos 
considerando en el día de hoy no es una norma del 
año 2011 para que rija hasta 2020 o 2025, sino una 
ley que viene de aquellas tormentas, que luego tra- 
jeron terribles lodos de los que estamos tratando de 
liberarnos. 


Saltemos cuatro años más en el tiempo, señor Pre- 
sidente. En la puerta de su casa ubicada en la calle 
San José casi Médanos, murió ejecutado de varios ti- 
ros, sin juicio previo y sin derecho al debido proceso, 
el profesor Armando Acosta y Lara, quien había sido 
profesor del mismo liceo al que concurrían los dos 
militantes que nombré previamente: quien me invitó 
al asalto al camión de Manzanares y quien murió en 
el asalto de Pando. Reitero: murió el profesor Arman- 
do Acosta y Lara ejecutado y sin debido proceso en 
un crimen que realmente no tiene calificativo, como 
bien dijo el Miembro Informante, señor Senador Ló- 
pez Goldaracena. En abril de 1972 estábamos en la 
apoteosis de una revolución fracasada y de un Estado 
represivo que también había fracasado. Apenas dos 
meses antes, asumió el Gobierno el electo Juan Ma- 
ría Bordaberry, quien tenía en su gabinete al profesor 
doctor Pablo Purriel -quien poco tiempo antes había 
sido candidato a Presidente de la República por el 
Partido Socialista- y al ingeniero Federico Soneira. 
Obviamente, todos sabemos cómo terminó esa situa- 
ción de enfrentamiento; culminó en una dictadura 
que sufrimos todos los uruguayos: los que lucharon 
por defender a las instituciones desde el lado del Es- 
tado, con sus muertos y sus familias, y quienes se ha- 
bían alzado en armas con sus detenciones, sus tortu- 
ras, sus muertos y sus familias. 


No podemos creer que en semejante enfrenta- 
miento haya habido un lado bueno y uno malo. Reco- 
nozco la mejor de las intenciones en mis amigos que 
se levantaron en armas y no tengo por qué dudar de 
las buenas intenciones de quienes trataron de defen- 
der las instituciones del Estado. Demoramos mucho 
en recuperar el Estado democrático y la vigencia del 
Estado de derecho. Finalmente, lo hicimos a través 
de “El Cambio en Paz” y desde ya con mecanismos 
imperfectos. No hay un país en el mundo que haya 
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salido de semejante conflicto con mecanismos per- 
fectos. Podemos mirar a España, Francia, Sudáfrica, 
Chile o Brasil; de un enfrentamiento de tal magni- 
tud, cualquiera sea el país que tomemos en cuenta o 
el momento de la historia, se sale con herramientas 
imperfectas. Sin embargo salimos, y hoy, quien fue 
dictador, está preso, y quien fue guerrillero, es Presi- 
dente de la República. Y no hay mejor homenaje a la 
salida que esa constatación de la realidad. 


En el Uruguay no elegimos el camino de la verdad 
y la reconciliación como se hizo en Sudáfrica bajo el 
impulso de Mandela; elegimos el camino de la am- 
nistía con pequeñas ventanas para conocer la verdad 
y con pequeñas ventanas para ejercer justicia. Pero 
esas pequeñas ventanas, señor Presidente, rigieron 
para un lado y también para el otro, donde también 
hay dolor. 


El 12 de noviembre de 1969 muere ejecutado por 
dos guerrilleros, Juan Antonio Viera Piaza, el “Yuyo”, 
que trabajaba en un local de reparación de máquinas 
de oficina y, además, en Jefatura reparando ese tipo 
de máquinas. Esta persona fue ejecutada en plena 
calle, no en una acción de represión o de prevención, 
sino en una acción de tratar de verificar quiénes eran 
las personas que estaban intentando pagar un ser- 
vicio y que estaban tan nerviosas en el momento de 
hacerlo. Tenemos otra gran cantidad de situaciones 
de pérdida de vida en forma injusta, injustificada e 
injustificable, tanto de un lado como del otro. 


Reitero: no elegimos el camino de la verdad y la 
reconciliación, pero cada pueblo se da a sí mismo 
la salida que puede darse y siempre es imperfecta. 
Y, por ser imperfecta, hay heridas en familiares de 
desaparecidos, de torturados, de ejecutados, heridas 
compartibles y atendibles porque esas mismas heridas 
perfectamente podían haber ocurrido en mi familia y 
el hecho de que no hayan ocurrido -por lo que hoy 
doy gracias a Dios- no me hace ser menos sensible 
con respecto a ellas. También hay heridas menos di- 
fundidas, pero igualmente profundas en familiares de 
policías humildes, de soldados humildes, de oficiales, 
militares y civiles, también humildes, que en su gran 
mayoría murieron ejecutados en el cumplimiento de 
su deber dado por el Estado. 


Entre 1985 y 1986 se aprobaron -como se ha dicho 
acá en varias oportunidades-, dos leyes de olvido, dos 
leyes de perdón que, desde el punto de vista médico, 
no sé si son amnistía o caducidad de la pretensión 
punitiva aunque, realmente, eso interesa poco, pues 
son dos leyes de perdón, dos leyes que tienden a la 
reconciliación de la familia oriental. Por eso, después 
que el pueblo uruguayo ratificó esas leyes en dos 
oportunidades votando, me parece muy importante 
recordarle al Cuerpo lo que usted, señor Presidente 
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-como candidato a Vicepresidente- y lo que el actual 
Presidente Mujica -en ese momento candidato a la 
Presidencia de la República-, dijeron en un programa 
periodístico llamado “Código País”, el día 19 de no- 
viembre de 2009, cuando estaban buscando el voto, 
el respaldo de la población para tener los cargos que 
hoy tienen. El primero que habla es el actual Presi- 
dente que, ante una pregunta del periodista de si se 
va a respetar el resultado del plebiscito -que a esa al- 
tura ya se conocía que no había sido aprobado-, dice: 
“Del punto de vista estrictamente del cumplimiento 
ni qué hablar, lo laudó el soberano y chau, esto no se 
discute, se acata, eso en primer término”. Y agrega: 
“Ahora, porque interpretaron mal cierta cosa que dije, 
las verdades no se votan dijo el doctor Lacalle, y yo 
estoy de acuerdo con él. Mi verdad” -dice el candi- 
dato Mujica-, “la que cada uno tiene en su fuero -se 
puede votar lo jurídico, la legitimidad, se puede votar 
aspectos de la cosa-, pero el convencimiento interior 
y hay una masa, medio pueblo uruguayo que está ahí, 
porque el 48% y los votos anulados, y eso es la mitad 
del pueblo uruguayo, piensa lo contrario y va a haber 
mucha gente que va a seguir planteando la cosa; no 
la siente resuelta. Ahora, el Gobierno que viene tiene 
que acatar estrictamente lo que se laudó. Y le ade- 
lanto más, el tener eventualmente una mayoría par- 
lamentaria no legitima de que se le pueda enmendar 
la plana a una decisión que tomó la gente”. Entonces 
el periodista lo interrumpe y le dice: “Claro, uno se 
puede preguntar por ahí, el Parlamento propone, pero 
usted eso no lo quiere”... Mujica lo interrumpe y le 
dice: “No, a mí no me agarran en eso, yo no le corrijo 
la plana al pueblo”. 


Seguidamente, interviene usted, señor Presiden- 
te, en ese momento candidato a la Vicepresidencia 
y dice: “Además, Aldo, vamos a decir lo siguiente: 
el resultado que obviamente hay que acatar, porque 
es el juicio del soberano, no significa que el pueblo 
uruguayo esté a favor de la impunidad, ¿verdad?, no 
significa eso, no se puede extraer esa conclusión. En- 
tonces, ¿tema cerrado? Yo no diría tema cerrado, por 
ejemplo, Pepe” -haciendo referencia a Mujica como 
candidato y que lo tenía sentado al lado- “siempre 
dice y yo estoy de acuerdo que todavía hay paño para 
seguir actuando con la ley de caducidad y aplicándola 
bien como lo hizo el Presidente Vázquez, ¿verdad?, 
se puede seguir avanzando...” Entonces, el candidato 
a Presidente, señor Mujica, lo interrumpe y dice: “Y 
si la opinión pública decide hacer otra cosa después, 
allá, allá ella.” Astori -usted, señor Presidente-, lo in- 
terrumpe nuevamente y le dice: “Pero no se le puede 
impedir a nadie que plantee alternativas como esta”, 
la de la opinión pública. Agrega Mujica: “Ojo, cuánto 
pasó de Franco en España, hay que informarse. Hoy 
hay gente que está haciendo análisis de ADN con los 
huesos, está planteando demandas, y mire los años 
que han pasado. El dolor, el dolor humano no sabe 


CÁMARA DE SENADORES 


12 de abril de 2011 


de votos, es parte de esa verdad que cada cual lleva 
adentro; si lo concedemos para nosotros, que es justo 
también, se lo tenemos que conceder a los demás”. 
Aldo Silva le pregunta: “En la ley, ¿se va a seguir apli- 
cando?”. A lo que Mujica responde: “Ah, sí, sí”. Y, us- 
ted señor Presidente agrega: “Por supuesto, ni qué 
hablar y repito, disculpen la insistencia, hay campo 
para seguir avanzando con la ley”, refiriéndose a la 
ley de caducidad. Sigue diciendo: “Entonces, se tie- 
ne que, digamos, admitir esa alternativa y se tienen 
que escuchar otras que se puedan plantear. O sea, 
nosotros tenemos que decir: “acatamiento del juicio 
del soberano”, no deducimos de esto que el pueblo 
uruguayo esté a favor de la impunidad. Tampoco po- 
demos inhibir a los compatriotas que deseen plantear 
opciones, alternativas, a que lo hagan. ¿Verdad?” 


Aclaro que concuerdo con la posición del señor 
Presidente del Cuerpo y con la del entonces candida- 
to a la Presidencia de la República: respetemos al so- 
berano y hagámoslo tal como lo prometieron el señor 
Presidente del Senado y el candidato a la Presidencia 
en esa entrevista televisiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el término de que dis- 
pone el señor Senador Solari. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-20 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Agradezco a los señores Sena- 
dores la deferencia de otorgarme unos minutos más 
y adelanto que no voy a utilizar todo el tiempo de que 
dispongo. 


Todos, a lo largo de nuestras vidas, optamos, de- 
cidimos, y nadie puede sostener que nunca cometió 
una equivocación cuando hizo uso de esas opciones. 
Se requiere mucha grandeza de parte de los fami- 
liares de los guerrilleros desaparecidos, así como de 
los de los policías, militares y civiles ejecutados, para 
superar las heridas del pasado y para reconciliar a 
la familia uruguaya. La Ley de Caducidad permite, 
aunque por cierto con dificultades, seguir indagando 
sobre la verdad posible, que nunca va a ser la totali- 
dad de la verdad. El respeto a la ciudadanía permite 
reconciliar a la familia oriental que se expresó en dos 
oportunidades. Por eso concuerdo, señor Presidente, 
con el informe que hizo el señor Presidente de la Re- 
pública y que enviara al Poder Legislativo, al cum- 
plirse un año de su mandato. Al referirse a este tema 
dice: “Una nación no se construye ignorando el pasa- 
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do, una nación aprende como un niño, crece con sus 
vivencias a pesar del dolor. Una nación madura cuan- 
do adquiere la auténtica virtud de superar y construir 
sin repetir errores engrandeciendo a su gente con la 
frente limpia y la reserva de memoria de sus viejos 
que le transfieren su inevitable sabiduría. Mira para 
adelante sin dejar de recordar. Como dije un día ante 
este Cuerpo: el pasado no es excusa. Cargamos con 
ese pasado, y debemos aceptarlo. Dijimos a lo largo 
de nuestra campaña presidencial, que íbamos a cum- 
plir con el compromiso asumido por nuestra fuerza 
política en el campo de los derechos humanos. Diji- 
mos que íbamos a continuar con el camino de hacer 
respetar en todos sus términos la ley de caducidad 
de la pretensión punitiva del Estado, que íbamos a 
continuar con la aplicación del artículo 4” de la mis- 
ma con el mismo espíritu que lo hicieron nuestros 
compañeros en el anterior período de Gobierno, y así 
hemos actuado. La exclusión de su aplicación en los 
casos que se han planteado ante el Poder Ejecutivo, 
y la consecuente habilitación de las investigaciones 
de los hechos denunciados dan cuenta de nuestro 
cumplimiento en tal sentido. Hemos repetido asimis- 
mo nuestra convicción personal de que ese doloroso 
capítulo de nuestra historia era de conclusión impo- 
sible, que hay heridas de magnitud tal que quizás no 
cierren nunca, pero también reiteramos en múlti- 
ples oportunidades que debemos aprender a convivir 
con esas heridas, convivencia que no significa acep- 
tación o resignación, simplemente intentar que las 
mismas no nos impidan avanzar como sociedad. Pero 
soy, obviamente, Presidente de todos los uruguayos y 
como tal tengo la obligación ineludible e inviolable, 
de aceptar lo que toda la sociedad, por intermedio 
de sus representantes o por sí, decidan al respecto, 
siempre que ello encuadre en el más estricto respeto 
por el pacto más sagrado de todos, el que se refleja 
en nuestra Carta magna. A ella, como a la Justicia, 
nos debemos todos, de cualquier estamento o clase 
social o posición. Ella debe ser escrupulosamente res- 
petada, para mantener aquello que está más allá de 
cualquier dolor, más allá de cualquier convicción o 
pasión, el acuerdo original y la convicción de poder 
funcionar como nación. Violentar esa obligación sig- 
nifica una renuncia imperdonable a esa decisión que 
se tomó hace casi dos siglos”. 


Señor Presidente: culmino diciendo que confío 
plenamente en que el Presidente de la República, 
el señor José Mujica, cumpla con lo prometido en la 
campaña electoral, con lo prometido en su Mensaje y 
vete este proyecto de ley que no conduce a la recon- 
ciliación de los uruguayos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Agazzi. 
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SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: quiero decir 
que en esta Cámara me siento más Legislador que 
parlamentario y si bien el tratamiento de este tema 
-que es importante e histórico y que ha preocupado 
y preocupa tanto a nuestra sociedad- nos lleva a dis- 
cutir una cantidad de aspectos históricos, no me voy 
a referir a ellos porque ya otros señores Senadores 
lo hicieron. En lo personal, quiero centrar mi expo- 
sición en la discusión del proyecto de ley que está 
a consideración en el día de hoy aunque, obviamen- 
te, esto está vinculado a aspectos que tienen que ver 
con la Ley de Caducidad. Aclaro que no voy a hacer 
centro en esa ley porque a veces si nos ponemos a 
discutir muchas cosas que están en el entorno de las 
leyes, surgen diferencias entre nosotros y entiendo 
que jerarquizándolas aportamos poco al país. Por tan- 
to, intentaremos analizar los aspectos concretos de 
esta iniciativa. 


El proyecto de ley que presenta el Frente Amplio, 
está destinado a dejar sin efecto tres artículos de la 
Ley de Caducidad. Esta es una ley que tiene 25 años 
-de esto voy a hablar más adelante-, que refiere a un 
tema complejo que es incómodo tratar, que genera 
posiciones encontradas en la sociedad y que si bien 
es algo difícil, no tenemos más remedio que abordar- 
lo con valentía y responsabilidad en este momento. 
El señor Senador Pasquet decía que no era una ley 
inconstitucional y que devino en ley contraria al De- 
recho. Quiere decir que la propia ley cambió su ca- 
racterización con el pasaje del tiempo. Entonces, ¡si 
será un asunto complicado! 


Algunos señores Senadores han señalado que la 
norma comienza diciendo “interprétase” pero que, en 
realidad, no es una interpretación sino algo más de 
fondo porque incluye el derecho de todo ser humano 
a la vida, a no ser desaparecido ni torturado, etcéte- 
ra. La Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado dice “reconócese” y ni siquiera habla de 
“interprétase”. 


Tenemos que ver lo que estamos modificando con 
relación a lo que había. Siempre me llamó la aten- 
ción el artículo 1% de esta ley y hoy lo puedo decir. 
Es un artículo raro, porque tiene una forma de ex- 
presión que no he visto en otras leyes, aunque no he 
leído las 18.000 que tenemos. Actúa por la vía del 
reconocimiento porque, en definitiva, no es una re- 
solución del Legislador, sino que adopta una posición 
observadora y reconoce lo que los hechos indican, 
pero no resuelve. Más adelante, en otros artículos, 
dice que “dispone” de mecanismos pero, en realidad, 
reconoce que ha caducado el ejercicio. ¿Ha caducado 
como consecuencia de hechos naturales? El Legisla- 
dor reconoce que ha caducado, aunque parece que 
él mismo no hablara. Insisto, es algo que siempre me 
ha llamado la atención en una ley; tengo una inter- 
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pretación de por qué ha ocurrido, pero me referiré a 
ello más adelante. 


Esta ley incluye delitos muy graves, como la des- 
aparición forzosa de personas, la tortura, la des- 
aparición de niños, la supresión y sustitución de su 
identidad. Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia 
establece que los temas incluidos en esta ley están en 
la órbita de lo no decidible, y considero que es una 
expresión muy sui generis aunque desconozco si tam- 
bién se utilizará en los tratados jurídicos. Por lo tanto, 
hay muchas cosas que la democracia no puede deci- 
dir y también hay muchos ejemplos al respecto. Voy 
a mencionar uno que, si bien no hace a los derechos 
humanos, siempre es citado en los tratados de ciencia. 
Se trata del hallazgo histórico que un médico y ma- 
temático llamado Goodwin hizo en Estados Unidos. 
Este estudioso registró el invento con su propiedad 
intelectual en Estados Unidos, Gran Bretaña, Alema- 
nia, Francia, España, Bélgica y Austria, y propuso al 
Parlamento del Estado de Indiana -al que pertenecía- 
que si se sancionaba un proyecto permitiría que esa 
verdad matemática fuera utilizada gratuitamente, es 
decir, sin que se pagaran los derechos de propiedad 
correspondientes. Ese descubrimiento al que llegó 
después de un procedimiento muy complejo era una 
nueva forma de calcular el número Pi, que daba como 
resultado el número tres. El Parlamento de Indiana 
envió el proyecto a la Comisión de Educación, que 
lo discutió y devolvió al Plenario con la sugerencia 
de que fuera aprobado. Es así que el Parlamento de 
Indiana aprobó la Bill House 246, en enero de 1897 
-que aún hoy figura en los anales del Parlamento de 
Indiana-, un nuevo valor del número Pi que equivale 
a tres. Lo importante es que ese tema hubiera cam- 
biado la forma del círculo. 


En conclusión, hay cosas que no se pueden dis- 
cutir. La democracia, los Parlamentos, las asambleas, 
sirven para decidir muchas cosas, pero otras no pue- 
den resolverse en esos ámbitos, porque se trata de 
verdades naturales -como la relación entre la circun- 
ferencia y el diámetro- o de valores superiores, como 
el valor de la vida. En ese sentido, comparto lo ex- 
presado por el señor Miembro Informante, que decía 
que los derechos fundamentales están sustraídos a la 
esfera de la decisión política. Si bien a lo largo de la 
Sesión se han dado diferentes ejemplos al respecto, 
no voy a insistir en ello. 


Por consiguiente, la Ley N* 15.848 fue sancionada 
en diciembre de 1986 de manera un tanto particular. 
Hace un rato, el señor Senador Michelini hizo refe- 
rencia a que en el Senado existió un cuerpo argu- 
mental, pero si verificamos los argumentos esgrimi- 
dos en la Cámara de Representantes, la posición más 
de fondo del Partido Nacional la dio el Diputado San- 
toro, que decía: “Ahora vamos a votar estas normas 
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con la intención, la fe y la esperanza de mantener las 
instituciones del país y luego, a través de ellas, hacer 
desaparecer definitivamente a las Fuerzas Armadas 
como fuerza política en el Uruguay”. 


Además, puedo hacer mención a otros argumen- 
tos expuestos en esta Sesión. Es cierto que no fue la 
única, porque antes de que el proyecto fuera sancio- 
nado hubo otras redacciones. Una fue presentada por 
el Partido Nacional y otra por el Partido Colorado, y 
ninguna tuvo el apoyo parlamentario requerido. 


Desde luego, la primera intervención fue la del 
señor Diputado Amorín Larrañaga, quien leyó la de- 
claración de la Bancada del Movimiento Nacional de 
Rocha, en la que fundamentaba su voto negativo. Me 
pregunto, entonces, ¿quiénes la votaron? 


En aquel entonces, el señor Diputado Porras La- 
rralde decía: “El hecho real y cierto que hemos tenido 
presente -y en torno al cual hemos meditado, habién- 
donos costado mucho adoptar una decisión- ha sido 
el peligro que corren las instituciones de la República 
y la necesidad de salvaguardarlas. No podíamos en- 
tregar la República al caos y a la anarquía. No podía- 
mos dar un salto en el vacío y dejar a las instituciones 
sin sustento del apoyo moral y político que significa la 
decisión del Partido Nacional. La verdad es que esta 
solución no nos gusta”. 


Mi intención no es aburrir a la Cámara, pero el se- 
ñor Diputado Sturla dijo algo más profundo aún: “De 
acuerdo con la información objetiva que poseemos, 
afrontamos una grave crisis que pone en riesgo serio y 
cierto la institucionalidad democrática de que el país 
goza, hoy por hoy. Afrontamos una crisis derivada de 
la circunstancia de que una institución nacional -las 
Fuerzas Armadas- ha resuelto que sus integrantes no 
comparezcan ante los órganos de la Justicia compe- 
tente. Ese es el hecho”. 


En síntesis, mi intención al citar las afirmacio- 
nes que se expresaron en Sala en aquella época en 
torno a este tema, es que nadie defendió lo bueno 
del contenido de la ley, porque todos los Legisladores 
dijeron: “Tenemos que votarla porque no nos queda 
otro remedio”. Incluso, recuerdo la argumentación 
que hacía un señor Diputado que decía: “¿Cuáles son 
las opciones que tenemos?” Una opción fue la que él 
llamó “morir con las botas puestas”, y eso era lo que 
se discutía en aquellas circunstancias. 


Ahora bien, en el entendido de que eso ocurrió 
hace veinticinco años, ¿vale la pena criticar hoy la 
ley? La ley fue sancionada. No importan los argu- 
mentos que se dieron; lo que veo es la intención que 
se tuvo para hacerlo. Es cierto que se trata de una ley 
hija de las circunstancias y que a nadie se le ocurrió 
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otra mejor. Pudo haber habido otras alternativas pero, 
en realidad, esta fue la ley que se sancionó. 


También es cierto -y ello fue dicho por Legisla- 
dores que no son de mi partido político- que estos 
son los problemas de una salida negociada, y esta es 
una característica del Uruguay. La dictadura no fue 
vencida, sino que -dada la presión del pueblo- no tuvo 
más remedio que negociar con los partidos políticos 
una salida. En realidad es un problema muy urugua- 
yo, porque hasta eso se terminó negociando. Hasta 
la propia dictadura tuvo que no ser dictadura; tuvo 
que crear una Junta o una especie de Parlamento y 
crear actos institucionales. Debemos estar orgullosos 
de nuestra historia, porque la presión del pueblo uru- 
guayo fue la que permitió remover a la dictadura. 


Quiero mencionar algo que para mí es sustantivo 
y producto de esta circunstancia. El artículo 1 estará 
redactado como estará redactado, pero dice que esta 
ley se sancionaba “a efectos de concluir la transición 
hacia la plena vigencia del orden constitucional”. Por 
lo tanto, esta ley es temporal, para ese momento, pro- 
ducto de las circunstancias que había cuando se san- 
cionó. Este argumento era válido en la medida en que 
la transición estaba amenazada. Y me pregunto: ¿hoy 
es válida una ley que con el andar del tiempo llevó a 
que organismos internacionales nos estén señalando 
con el dedo porque no respetamos los aspectos bási- 
cos de los derechos humanos? Hay que ser flexibles 
en estas cosas. 


Hoy tenemos otro país, otras Fuerzas Armadas 
-afortunadamente-, otro sistema político consolidado 
y otros jóvenes. Me llama la atención que en las mani- 
festaciones públicas que se realizan en torno a estos 
temas haya jovencitos que no fueron actores de los 
hechos acaecidos en aquellos años; siempre me pre- 
gunto por qué están tan interesados. Creo que ellos 
piensan en el futuro y a veces nosotros, con estas dis- 
cusiones, en el pasado. 


Hubo instancias de manifestación del pueblo; es 
cierto que el pueblo no derogó la ley, pero no la ratifi- 
có porque no fue convocado para ello. En realidad, la 
ley se sancionó en esta Casa y quienes en su momen- 
to apelaron a ese mecanismo, no pueden renegar hoy 
de este ámbito para discutirla y transformarla. Creo 
que es distinta la actitud de quienes se rompieron el 
alma juntando firmas para tratar de que el pueblo la 
derogara y no lo pudieron lograr. Pero me parece que 
nunca se convocó a la población para ratificar la ley, 
por lo que no se puede decir que el resultado de no 
haberla derogado es lo mismo que ratificarla. Eso es 
un sofisma. Desde el punto de vista jurídico no es lo 
mismo y no lo acepto. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Contrario sensu. 
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SEÑOR AGAZZI.- El objeto de la consulta era la 
impugnación. 


Es discutible, pero estoy dando mi opinión y fun- 
damentando mi posición, señor Senador. Creo que se 
ha vinculado la ley de impunidad con el Pacto del 
Club Naval. En realidad, los puntos medulares de la 
negociación, según todo lo que se difundió y lo que 
han dicho quienes actuaron en la discusión del Pacto 
del Club Naval, tenían que ver con la desproscrip- 
ción de los partidos políticos y de los candidatos. Des- 
de luego, el Partido Nacional iba a ir sin Wilson y el 
Frente Amplio sin Seregni. 


SEÑOR GALLINAL.- Seregni estaba libre. 


SEÑOR AGAZZI.- También hay que tener en 
cuenta la situación de los presos políticos, las con- 
diciones de la campaña electoral a celebrarse en el 
mes de diciembre de 1984 y el mantenimiento de los 
actos institucionales. En realidad, las conclusiones 
del Pacto del Club Naval se derivaron -y de esto, en 
la última etapa, el Partido Nacional no participó- en 
el Acto Institucional N* 19, de 15 de agosto de 1984, 
que fijaba una serie de disposiciones sobre la transi- 
ción que terminaría en marzo de 1986. Desde luego, 
en aquel momento se pensaba que ese acuerdo se 
ratificaría por una Asamblea Constituyente. Este acto 
institucional tiene 13 literales y no hay un solo artí- 
culo ni exposición de motivo que se manifieste sobre 
la investigación o no de la actuación de las Fuerzas 
Armadas que hubiera implicado delitos de lesa hu- 
manidad. 


En realidad, luego de sancionada la Ley de Am- 
nistía, el 8 de marzo, comenzaron las investigaciones, 
incluso en la Cámara de Representantes, sobre las 
denuncias presentadas ante la Justicia civil. Aquí hay 
Legisladores que integraban esa Comisión. 


El doctor Tarigo, en un reportaje que el Semana- 
rio Búsqueda le realizara el 8 de abril de 1989, dijo 
que en el Pacto del Club Naval no se planteó el tema 
de la violación de los derechos humanos. Agregó que 
el método que se perseguía para obtener una solución 
favorable en este punto era el de la extensión de la 
jurisdicción militar, que posteriormente no se logró. 
No se pudo concretar porque, repito, el texto del Acto 
Institucional N* 19 es, prácticamente, con un par de 
retoques que no hacen a la cosa, el de la propia Cons- 
titución de la República. 


Hay muchas declaraciones en la prensa, artículos 
y reportajes sobre el tema del Club Naval. Quizás en 
nuestro país sucedieron cosas; no estamos recordan- 
do lo que sucedía en la Argentina, país que bastante 
influencia tenía respecto a estos temas en los medios 
vinculados al Uruguay. Incluso hasta el propio ex Mi- 
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nistro de Defensa, Juan Vicente Chiarino, hacía de- 
claraciones sobre lo que estaba pasando en ese país 
y había inquietud de los mandos militares de que lo 
que estuviera pasando allí viniera para acá. Este fue 
un proceso que no estaba planteado cuando se llevó a 
cabo el Pacto del Club Naval. 


También se ha vinculado esta ley de impunidad 
con la Ley de Amnistía, cuyo aspecto fundamental es 
el artículo 5%, que expresa: “Quedan excluidos de la 
amnistía los delitos cometidos por funcionarios poli- 
ciales o militares, equiparados o asimilados, que fue- 
ran autores, coautores o cómplices de tratamientos 
inhumanos, crueles o degradantes o de la detención 
de personas luego desaparecidas, y por quienes hu- 
bieren encubierto cualquiera de dichas conductas. 


Esta exclusión se extiende asimismo a todos los 
delitos cometidos aun por móviles políticos, por per- 
sonas que hubieren actuado amparadas por el poder 
del Estado en cualquier forma o desde cargos de go- 
bierno”. 


Cuando se sancionó la Ley de Amnistía quedaron 
expresamente excluidos los delitos cometidos por 
funcionarios policiales o militares por detención de 
personas. En realidad, después de que se sancionó 
la Ley de Amnistía, la Comisión Investigadora que se 
nombró en la Cámara de Representantes hizo un in- 
forme de mil páginas que se elevó a la Suprema Corte 
de Justicia. Estos hechos fueron los que después tra- 
jeron como consecuencia el nerviosismo de los esta- 
mentos militares. 


Señor Presidente: creo que lo más conveniente 
para el Uruguay hoy es reestablecer la Justicia, que 
actúe con el debido proceso y con todas las garan- 
tías que el trámite judicial tiene. Pensamos que es 
un acto de independencia del Poder Legislativo, de 
consolidación democrática, de defensa de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía, para que no tengan que cart- 
gar con ningún tipo de cuestionamiento. Me parece 
que la actitud que debemos tomar ante las Fuerzas 
Armadas y la Policía insertas en el sistema jurídico y 
constitucional del país, es votar por la aprobación de 
este proyecto de ley. 


También quiero tomar distancia de las declaracio- 
nes que han circulado recientemente por parte de 
centros integrados por militares en cuanto a que si se 
vota esta ley, se pone en riesgo el orden legal. No es 
así; no se pone en riesgo ningún orden legal, a menos 
que algún involucrado no acepte la ley. En realidad, 
esta ley en sí misma quita las zonas francas que pue- 
da tener la Justicia en este país. No quiero que las 
generaciones actuales de militares carguen con res- 
ponsabilidades de otra época; no comparto una visión 
de país donde los civiles están confrontados con los 
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militares. Creo en un proyecto de país en desarrollo 
con justicia social y con derechos económicos que in- 
cluya a todas las profesiones. Cada uno aportará lo 
que le corresponda y tendrá tareas bien definidas y 
necesarias para el futuro del país. 


Creo que la Ley de Caducidad es algo viejo, que 
perdió actualidad, respondió a problemas de otra 
época y cumplió un papel. Hubo quienes la apoyaron 
con la voluntad de que fuera positiva en el momento 
de sancionarla. Lo acepto, pero hay que ver cómo se 
desarma y se pasa a otra situación en la que no haya 
heridas abiertas que nunca puedan sanar. A mi juicio, 
la única manera de hacerlo es que cunda la justicia y 
que sea igual para todos. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: quiero 
contestar una alusión política. 


El señor Senador Agazzi dijo que, en su momento, 
nadie había hablado a favor de esta ley y que simple- 
mente se la había aceptado con resignación. 


En la discusión en general voté por la afirmativa y 
también lo hice en la instancia en particular, funda- 
mentando mi voto, del que leeré un fragmento. Dije: 
“Voto por la afirmativa porque creo que este proyecto 
ofrece una solución cuando no se ha planteado otra 
que pueda funcionar en los hechos; porque siento 
que la República tiene autoridad moral para sancio- 
nar este proyecto de ley por haber sido generosa con 
otros que mucho daño le hicieron en el pasado; por- 
que creo que de esta manera concluimos finalmente 
con la transición, y lo hacemos del modo gradualista, 
paulatino, equilibrado que nos ha permitido condu- 
cir exitosamente el tránsito del poder militar al po- 
der civil. Digo exitosamente, señor Presidente, y para 
fundar este aserto me remito a lo que siente hoy la 
inmensa mayoría de los uruguayos, cuando saben 
que sus derechos están protegidos y son respetados; 
cuando saben que no tienen por qué experimentar 
temores por la noche porque no van a perder sus tra- 
bajos ni sus posibilidades de realización personal, por 
pensar de tal o cual manera. Eso es lo que estamos 
defendiendo. Quizás lo que he expresado en esos tér- 
minos no cree en su derredor una aureola romántica 
de aventura mosqueteril, pero las grandes mayorías 
de este país no quieren aventuras porque buscan 
asegurar el futuro de sus hijos. Y para ese hombre 
común que forma el gran contingente del Partido Co- 
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lorado, para ese hombre común que quiere libertad, 
paz para disfrutar de ella y seguridad en el goce de 
todos sus derechos, estamos hoy realmente abriendo 
un camino”. En aquella ocasión proseguí con juve- 
nil entusiasmo, pero la fotocopia de esa intervención 
está muy borrosa y no puedo continuar. 


Aprovecho para señalar que no es válido el argu- 
mento por el cual se dice que la ley se podía votar en 
aquel momento, según la apreciación de cada uno, 
y hoy se la puede dejar sin efecto y anularla porque 
las circunstancias cambiaron. No se puede hacer porque 
-reitero la tesis- los actos de clemencia soberana son 
irrevocables. No simplemente por consideraciones 
jurídicas; desde el punto de vista ético, no se pue- 
de decir a una persona o a un grupo que hoy están 
amnistiados y, en un futuro, como las circunstancias 
cambian, quitarles la amnistía. De pronto, pasado 
mañana, si la situación vuelve a modificarse, se los 
vuelve a amnistiar, aunque al otro día nuevamente se 
les quite la amnistía. Esto no se puede hacer, porque 
la situación de las personas frente a la ley penal, una 
vez establecida, debe quedar fija y no puede variar en 
función del poder político de turno. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al tema, 
tiene la palabra el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: reco- 
nozco que después de hablar siete u ocho integran- 
tes de este Cuerpo se hace difícil, por lo menos para 
quien habla, no ingresar en caminos comunes y no 
recorrer argumentos ya utilizados por otros señores 
Senadores. Sin embargo, corresponde reflexionar so- 
bre lo que siempre he pensado sobre este tema. 


Se está discutiendo sobre un proyecto de ley que 
pretende interpretar -anulando- la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado, sobre la que se 
dice que es de impunidad. Simplemente, quiero ex- 
presar que si hay impunidad, esta debe exigir cuentas 
del Pacto del Club Naval. Es más, si hubo impunidad 
y después Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado, en gran parte es consecuencia directa del 
Pacto del Club Naval que nuestro Partido Nacional 
no avaló, a él no concurrió y, por ende, no participó. 
Digo esto, porque alguien puede expresar que le ex- 
traña que los jóvenes concurran a manifestaciones en 
las que se reclame verdad y justicia. Quizás puedan 
ser muchas las razones esgrimidas, pero una de las 
más importantes puede ser que la prédica del pasado 
termine siendo una semilla que prenda y rebrote, que 
esté avivándose permanentemente y, de alguna ma- 
nera, impida ver el futuro. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Alberto Heber.) 
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-Quiero hacer algunas consideraciones jurídicas 
sobre esta norma porque, como he dicho afuera y 
también adentro, me parece que jurídica y política- 
mente este proyecto de ley es un mamarracho. Desde 
el punto de vista jurídico no tiene sustento alguno y, 
en el aspecto político, incurre en una inconveniencia 
absolutamente manifiesta. No hablo de derechos hu- 
manos porque este proyecto de ley no legisla en ese 
tema, sino que subvierte, clara y manifiestamente, 
principios constitucionales que, en un Estado de de- 
recho, en el principio de separación de Poderes, en la 
plena vigencia del orden jurídico, no pueden llevarse 
adelante por este mecanismo. 


Es paradójico que una propuesta legislativa que 
procura consagrar una mejor protección de derechos 
fundamentales inherentes a la persona, cuando in- 
tenta hacerlo, lo realiza increíblemente al elevado 
costo de sacrificar groseramente otros derechos fun- 
damentales y principios generales de nuestro Dere- 
cho Positivo. 


Voy a mencionar algunos argumentos que me su- 
ministró, entre otros juristas, el doctor Juan Andrés 
Ramírez, porque me parecen claros en lo que hace a 
la discusión jurídica de este proyecto de ley a consi- 
deración del Cuerpo. 


En primer lugar, la remisión a una fuente del De- 
recho no admitida por nuestro orden jurídico, consti- 
tuye un hecho gravísimo. El artículo 1% contiene una 
subrepticia renuncia, nada menos que a la soberanía 
de la nación, a la que compete el derecho exclusivo 
de establecer sus leyes del modo que más adelante 
se expresará, según reza el artículo 4” de la Consti- 
tución de la República. Es muy grave, porque se dice 
que el artículo 332 de la Constitución -recurriendo a 
los fundamentos de las leyes análogas, a los principios 
generales del Derecho y a las doctrinas generalmen- 
te admitidas- es fuente de jerarquía constitucional, 
en tanto se considera incluido en el artículo 72 de 
nuestra Carta Magna el famoso jus cogens, incorpo- 
rándose una nueva fuente de Derecho que, según la 
clásica definición de fuentes, expresada por Norberto 
Bobbio, son los hechos y actos jurídicos, cuyo resulta- 
do es la creación de normas jurídicas. Esto es, lisa y 
llanamente, supeditar la norma jurídica nacional a la 
internacional. Esto significa recoger una tesis que ab- 
dica de la soberanía y de los principios constituciona- 
les en cuanto al legítimo derecho de este Parlamento 
y de la sociedad uruguaya a establecer la normativa 
jurídica interna. Al respecto, el doctor Ramírez señala 
que, de aquí en más, a nuestras fuentes de Derecho 
reconocidas por la Constitución se le suma el menta- 
do principio con la máxima jerarquía normativa. 


¿Qué significa el principio del ius cogens? En el 
sentido estricto y tradicional del Derecho romano 
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significa derecho imperativo, también llamado inde- 
rogable por convenios particulares, por oposición al 
Derecho disponible, esto es, al derecho que es mera- 
mente supletorio de la voluntad de las partes. Preten- 
de ser este un derecho imperativo supranacional, que 
debe ser reconocido como obligatorio por los Estados. 
Se trata del resurgimiento del Derecho Natural de 
Grocio y Pufendorf -con sus raíces en el pensamien- 
to del Medioevo- y de Tomás de Aquino. Al respecto 
nos preguntamos: ¿tiene sentido que nuestra nación 
resigne su poder exclusivo de establecer sus leyes, 
reconociendo que también es fuente de un principio 
establecido por otra autoridad o mecanismo difuso, ni 
siquiera descripto? Creemos que no y esta es una de 
las primeras objeciones fundamentales a este proyec- 
to de ley. Consideramos que calibrar la gravedad de 
la innovación advirtiendo que desde afuera pueden 
modificar -sin tratados internacionales- la aplicación 
de nuestras normas, no solamente en lo relativo a los 
derechos humanos sino también a otras materias, 
por principios adoptados internacionalmente, para 
que rijan nuestra legislación por interpretación de la 
Constitución, al amparo de esta nueva expresión ver- 
tida en el artículo 1” del proyecto de ley en estudio, es 
un gravísimo error jurídico que torna inconstitucional 
esta ley, como seguramente lo dictaminará la Supre- 
ma Corte de Justicia en caso de que se apruebe. 


En segundo lugar, esta iniciativa viola el principio 
de que no hay pena sin ley que lo establezca. Esta gra- 
ve contravención de nuestras reglas jurídicas superio- 
res surge de la violación que supone el artículo 4” del 
proyecto de ley al principio que en el texto constitucio- 
nal vigente consagra uno de los derechos fundamen- 
tales y de mayor trascendencia en la configuración del 
Estado de derecho, contenido en el inciso segundo del 
artículo 10 y en los artículos 7* y siguientes. La retro- 
actividad está prohibida por la Constitución y, en este 
sentido, su principio fundamental establece reglas de 
incriminación, culpabilización o sanción que crean o 
agravan la responsabilidad penal de un sujeto con rela- 
ción al derecho que se encontraba vigente al tiempo de 
la comisión de la conducta penalizada. Por ese motivo, 
no solamente es inconstitucional una ley que aumenta 
una pena o crea una figura típica nueva, sino también 
aquella que deroga una causa de inimputabilidad, de 
justificación o de penalización, pretendiendo aplicar la 
derogación superviniente a las conductas anteriores a 
la vigencia de esta última. La no retroactividad resulta, 
no solo del principio constitucional que el Legislador 
dispuso expresamente en el artículo 7” -por lo que, de 
todos modos, hubiera sido una violación a la Constitu- 
ción-, sino también -ya que también estamos hablando 
de normas internacionales- del Estatuto de Roma, al 
que adherimos, que crea la Corte Penal Internacional 
y en sus artículos 22 y 24 establece claramente que 
la irretroactividad con el alcance aquí referido, es un 
principio general de Derecho Penal. 
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El tercer y último argumento desde el punto de 
vista jurídico es la ilegitimidad manifiesta por incom- 
patibilidad. Puede ser discutible cuál es el recurso 
que cabe contra un enunciado jurídico que carece 
de los requisitos formales para ser ley, es decir, si el 
procedimiento de inconstitucionalidad ante la Supre- 
ma Corte de Justicia se plantea, precisamente, por 
inconstitucionalidad formal o por su desconocimien- 
to, o por nulidad absoluta asimilable a inexistencia, 
como es el caso de una ley decretada por una sola 
Cámara. Las inconstitucionalidades de fondo deben 
ser declaradas por la Suprema Corte de Justicia de 
acuerdo con las reglas del sistema jurídico constitu- 
cional y aquí se habla de que presentan una ilegitimi- 
dad manifiesta. 


El artículo 3* utiliza un mecanismo oblicuo, idea- 
do para sortear el impedimento derivado de otro prin- 
cipio general del Derecho Penal, que es el non bis in 
idem. Seguramente, a criterio de los autores del artí- 
culo referido esto les impediría sancionar lo que dis- 
pone inmediatamente después el artículo 4%. A través 
de la ilegitimidad manifiesta que menciona el artículo 
3% del proyecto de ley, se crea una categoría novedo- 
sa, totalmente al margen del texto constitucional, lo 
que provoca una inconstitucionalidad de fondo y hace 
que lo dispuesto por las leyes de esa categoría carezca 
de valor jurídico alguno. A nuestro juicio, es una he- 
rramienta extremadamente peligrosa. Tratándose de 
una ley interpretativa de la Constitución, el Legisla- 
dor está admitiendo que quien pretenda desconocer 
el mandato de la ley no necesita una sentencia de 
la Suprema Corte de Justicia que lo ampare antes o 
después de no aplicarla, ya que para estas leyes, por 
la sola circunstancia de ser incompatibles con alguna 
disposición constitucional, ello no sería necesario. 


Por todas estas razones, creemos que el proyecto 
de ley es groseramente inconstitucional; entendemos 
que viola todos los principios enunciados y, además, 
desde el punto de vista político, si bien no existen 
las superleyes -porque no hay una categoría con esa 
denominación-, es claro e indiscutible que la llamada 
Ley de Caducidad surgió del Parlamento emanado de 
las urnas, nos guste o no, y aunque se le adjudique el 
valor que se quiera, tiene la doble legitimidad de ha- 
ber sido aceptada por dos pronunciamientos popula- 
res. Obviamente, la llamada Ley de Caducidad no fue 
afectada en 1989 ni en 2009 por el pronunciamiento 
del soberano. 


Quiero señalar que en todo este proceso hubo un 
desconocimiento de la voluntad de la gente, lo que 
no es menor. Está muy bien y es legítimo que se siga 
luchando por la verdad y la justicia. ¿Quién puede 
negar el derecho de quienes sufrieron la violación 
de los derechos humanos a seguir luchando por esos 
principios que son inherentes a la condición huma- 
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na? Pero hay un orden jurídico que impone que no se 
puede desconocer la voluntad de la gente. A nuestro 
juicio, no se trata del respeto o no de los derechos hu- 
manos. Personalmente, no creo que ese sea el tema 
en discusión; el punto es si vamos a estar dispuestos a 
respetar la voluntad popular o no. Esto nos parece ab- 
solutamente central y medular, más allá de las cues- 
tiones jurídicas sobre la constitucionalidad o no del 
proyecto. Lo grave, a nuestro juicio, es que a través 
de esta iniciativa se pretenda socavar -y se produce 
ese efecto- las bases mismas del pacto de convivencia 
ciudadana en nuestro país. 


Se ha dicho que esto no afecta la instituciona- 
lidad ni la democracia, pero me parece que sí, que 
afecta la calidad de la democracia y la credibilidad 
del sistema político y de los partidos, por aquello de 
“Mi autoridad emana de vosotros y ella cesa ante 
vuestra presencia soberana”, como decía el General 
de la Patria. Después de dos pronunciamientos de la 
ciudadanía -que ya se han mencionado en la discu- 
sión parlamentaria-, no se puede expresar que este 
Parlamento puede llevar adelante una iniciativa de 
estas características, y máxime cuando todos sabe- 
mos que este proyecto de ley tendrá mayorías for- 
zadas, si las tiene. Todos sabemos que en la propia 
integración de la Bancada mayoritaria había Legis- 
ladores que discrepaban frontalmente con este pro- 
yecto. Aquí está el señor Senador Saravia que, por 
lo que ha expresado -él lo dirá-, no va a votar este 
proyecto de ley; no está el señor Senador Nin Novoa, 
que solicitó licencia y está su suplente; estará -según 
entiendo, porque se anotó para hacer uso de la pa- 
labra- el señor Senador Fernández Huidobro, quien 
ha expresado, creo que con total franqueza, que se 
trata de un grave error. Concretamente, él advirtió 
que el proyecto alternativo es un garrafal error po- 
lítico, que erosiona la imagen del Frente Amplio, y 
agregó: “Nosotros (la izquierda) hemos hecho uso de 
ese instrumento en el pasado y lo podemos necesi- 
tar mañana mismo. Y estamos destruyendo ese ins- 
trumento”. También señaló: “No hay subterfugio ni 
cosa rebuscada que eluda dos montañas gigantescas 
que están ahí, que son dos consultas populares al 
máximo órgano de la soberanía imaginable en Uru- 
guay. Hasta la propia Constitución debe ser aprobada 
por ese órgano. Además, siempre que salimos a pedir 
la firma y el voto, lo hicimos diciendo que íbamos 
a respetar el resultado”. También lo expresó de esa 
forma, como dijo el señor Senador Solari, la fórmula 
presidencial que concurrió a la instancia electoral 
del año 2009, conformada por el hoy Presidente Mu- 
jica y el Vicepresidente Astori. Además, dijeron que 
tener mayoría parlamentaria no era excusa -esto es 
textual- para un cambio legislativo. Me parece que 
este es un antecedente no menor, señor Presidente, 
en todo este proceso de discusión. 
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Creo que, junto con el señor Senador Da Rosa, 
somos los dos únicos Legisladores aquí presentes de 
la Bancada del Partido Nacional que en la consulta 
de 1989 votamos verde porque estábamos en contra 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. Éramos muy jóvenes, pero nos habíamos eri- 
gido, en términos políticos, en un pensamiento que 
nos hacía difícil aceptar el temperamento de la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. 
De manera que votamos en contra, e incluso hici- 
mos campaña, en el marco de nuestras limitadísimas 
posibilidades -teníamos veinte y pico de años-, en 
aquella instancia electoral. Ahora bien, después del 
pronunciamiento popular, por supuesto que termina- 
mos acatando el resultado, porque se nos convocaba 
y convocábamos a la población para que resolviera. 
Después de esa resolución, no hubo otro resultado 
que el que surgió del pronunciamiento de la gente. 
Prueba de ello es que a partir del año 1990, con el 
Gobierno del doctor Lacalle Herrera y del Partido 
Nacional no hubo ninguna reclamación de las carac- 
terísticas mencionadas en el tema de los derechos 
humanos. Esta es la realidad. La izquierda accede al 
Gobierno en la elección del año 2004 con la misma 
promesa. Incluso, creo que el último programa del 
Frente Amplio habla de derogar, no de anular. 


Naturalmente que comprendemos la situación 
por la que han atravesado centenas o algunos miles 
de compatriotas angustiados por crímenes cometidos 
durante la dictadura. Eso es absoluta y humanamen- 
te entendible. ¿Cómo no tener sensibilidad frente a 
hechos de esa naturaleza, que conmovieron los ci- 
mientos mismos de la sociedad, del país, de familias, 
de seres humanos que dolorosamente se vieron im- 
pactados por la dictadura militar que asoló el país y 
que violó derechos humanos? Yo no estoy en la de- 
fensa de aquellos militares que violaron los derechos 
humanos; el Partido Nacional no está defendiendo 
las violaciones de los derechos humanos cometidas 
durante la dictadura militar. Nunca lo hicimos. Tam- 
poco participamos del Pacto del Club Naval, donde 
-como alguien dijo- esto no estaba escrito. ¿Querían 
que quedara escrito que se había pactado una suerte 
de impunidad que sobrevolaba o subyacía ese Pacto? 
¿Iban a entregar el poder y decir: “Bueno, después 
de que asuman el poder, a ver si nos meten a todos 
presos”? Pero ¡por favor! ¿Quién se chupa el dedo? 
¡Nadie! ¡Absolutamente nadie! Esta es una realidad 
grande como el Estadio Centenario. 


Por otra parte, como republicano, como demócra- 
ta, como nacionalista, como blanco hasta el último 
día de mi vida, no puedo aceptar, desde ningún punto 
de vista, que las mayorías, en determinados temas, 
no tienen razón. ¿Cómo que las mayorías no tienen 
razón en determinados temas? ¡Ah, seguro! Si yo 
convoco al pueblo para que me vote a mí y salgo Pre- 
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sidente, en ese caso las mayorías tienen razón, pero 
si no me votan a mí, las mayorías se equivocan. De 
la misma manera, cuando pido pronunciamientos po- 
pulares sobre determinados temas, si lo que emana 
de las urnas no es lo sugerido por mi fuerza política, 
entonces me pongo en contra y acudo al mecanismo 
de intentar eliminar la Ley de Caducidad, como se 
intentó en el año 2009. En ese momento los actores 
políticos fueron acudiendo casi que en cascada a apo- 
yar el proceso de recolección de firmas al ver que se 
llegaba al mínimo necesario. ¿Se equivocó la gente 
cuando no anuló la ley? ¿O se equivoca cuando elige 
a los Legisladores? 


Sabemos que hay una mayoría que va a salir a 
fórceps. ¡Todo el mundo sabe que cambiaron tres 
palabras y dos comas para lograr que dos de los tres 
renuentes a firmar este proyecto de ley modificaran 
su comportamiento y hoy, por una vía o por la otra 
-por ausencia o por presencia-, terminen votando 
esta iniciativa! Y lo mismo pasa en la Cámara de Re- 
presentantes. Esto queda absolutamente claro des- 
pués de todo este proceso que, además -lo que me 
parece más grave-, contraría el propio camino que 
anunciara el Presidente de la República, en el sen- 
tido de pretender un gobierno de unidad nacional, 
de reconciliación nacional. El Presidente Mujica nos 
dijo a todos los uruguayos que quería recorrer un 
camino de unidad nacional, de encuentro, de enten- 
dimiento. Sin embargo, cuando este proyecto de ley 
sea sancionado, habrá una catarata de recursos de 
inconstitucionalidad, y la Suprema Corte de Justi- 
cia, una vez más, va a tener que resolver el tema. 
Mientras tanto, habrá que poner inspectores en las 
puertas de los juzgados penales del Uruguay para di- 
rigir el tránsito, dada la cantidad de personas que 
serán citadas en ese proceso. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 


-Con toda franqueza, me parece que con esto no 
ponemos punto final a la impunidad, sino que damos 
comienzo a un proceso complejo y tremendamente 
difícil de la vida del país, en una carrera loca hacia 
una caza de brujas, donde vamos a estar afectando 
instituciones esenciales y vitales de la vida de los uru- 
guayos en nombre de la verdad, del derecho y de la 
Justicia. 


Señor Presidente: voy terminando mi intervención 
porque está por vencer el tiempo de que dispongo y 
no quiero ninguna prórroga. 


Se quiere hacer caducar la voluntad popular; se 
quiere invalidar el sagrado inviolable que en una 
democracia es la voz del ciudadano. El respeto por 
la decisión de la gente es una obligación, a nuestro 
juicio, ética y moral de la política; y no se pue- 
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de, como sentenció Aparicio Saravia, hacer de las 
prerrogativas del ciudadano nubes que el viento se 
lleva. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: la alusión 
tiene que ver con el titular de esta banca, a quien 
hoy nos toca suplir. Nadie desconoce lo que fue y es 
la posición del Senador Nin Novoa -fue apoyado por 
nuestro sector-, así como los reparos que le merece 
la solución de este tema, sobre todo pensando en el 
daño que se le hace a la herramienta de la consulta 
directa. De esta manera lo expuso el Senador Nin No- 
voa, tanto en la Comisión que estudió la ley, como de 
manera pública. 


Nosotros hemos acompañado esas expresiones y 
teníamos la expectativa de una posible solución dife- 
rente. No obstante, hoy se trata de esta solución, que 
es la que resolvió nuestra fuerza política, y como tal la 
vamos a votar, cumpliendo también con un principio 
rector de la democracia, que hace al fortalecimiento 
de los partidos políticos. Por lo tanto, no nos sentimos 
agraviados por tener que votar una ley que no com- 
partimos plenamente. 


Quería contestar la alusión en este momento, 
aunque luego haré uso de la palabra para desarrollar 
nuestra posición. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: antes de 
entrar al tema de fondo, quiero expresar por qué he 
decidido votar en contra este proyecto de ley inter- 
pretativo de la Ley de Caducidad. 


No quiero reiterar las cosas que se han dicho en 
esta Sesión, aunque comparto lo que han expresado 
algunos señores Senadores en cuanto a que la Ley de 
Caducidad es hija de su tiempo y surgió, lógicamente, 
de un acuerdo; cuando se terminan tiempos difíciles, 
la mayoría de los acuerdos no están firmados sino, 
precisamente, acordados. En este caso se dio salida a 
una etapa muy dolorosa del país, que logró para unos 
y para otros, por lo menos en el tiempo, un desarrollo 
en paz y en armonía. 
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Pienso que el proyecto de ley que se pretende 
aprobar en la tarde de hoy no es un disparate jurídico; 
es una timba jurídica. Se están timbeando los dere- 
chos humanos de todos los ciudadanos del Uruguay, 
porque va a abrir un espacio impensado, en donde 
estará involucrada la Suprema Corte de Justicia. Me 
pregunto si no se está jugando con el dolor de los 
familiares de los desaparecidos, ya que se les puede 
llegar a decir -cabe esa posibilidad- que esta norma es 
inconstitucional, con lo que no se soluciona el tema. 
¿Esto va a encontrar los restos de los desaparecidos? 
¿Esta flagrante violación de la Constitución de la Re- 
pública soluciona otra violación de la Constitución de 
la República? Son preguntas que hoy cabe hacerse en 
el Senado de la República, a fin de reflexionar. 


Todo el mundo lo sabe, pero por las dudas lo voy a 
decir en el Senado de la República, porque siempre 
puede haber un “mala leche” que diga que defiendo 
la Ley de Caducidad y la impunidad: en los dos ple- 
biscitos milité y voté en contra de ella. No solo voté en 
contra en este plebiscito, sino que también lo hice en 
el anterior, yendo en contra de lo que mi caudillo in- 
dicó en aquel momento, cuando se votó la Ley de Ca- 
ducidad. Yo militaba en “Por la Patria”, integrando la 
agrupación “Jóvenes Por la Patria”, y entendí que esto 
era inconstitucional. Por tanto, salí a buscar firmas y 
voté verde, pero acaté la decisión de mi pueblo, aun- 
que fuera contraria a mi posición. Diego Lamas decía 
que la urna es sagrada aunque esté en contra de uno 
mismo. ¡La urna es sagrada! ¡La urna es sagrada! 


Quiero refrescar la memoria y empezar a pregun- 
tarme y preguntarles a mis compañeros de la fuer- 
za política sobre algunos temas. Si mal no recuerdo, 
cuando muchos ciudadanos -blancos progresistas, 
batllistas demócratas- de aquella concertación para el 
crecimiento construimos la posibilidad de un progra- 
ma de gobierno para acompañar a la izquierda y llegar 
al gobierno en el año 2004, hubo un congreso del que 
participamos por integrar la orgánica del MPP -poco 
antes habíamos fundado nuestro movimiento “Co- 
lumna Blanca”-, donde el compañero Senador Fer- 
nández Huidobro presentó una moción -que resultó 
aprobada- que decía claramente que no se iba a tocar 
la Ley de Caducidad si el doctor Tabaré Vázquez al- 
canzaba el gobierno. Eso lo aprobó el congreso porque 
interesaba políticamente, ya que muchos ciudadanos 
que habían votado amarillo -no era mi caso- querían 
acompañar un proyecto nuevo de país, y ponían de 
manifiesto su intención de votar, pero planteaban 
dudas respecto a que el Frente Amplio modificara la 
Ley de Caducidad. Esto le convino al Frente Amplio; 
la moción fue por conveniencia política, para captar 
gente que venía de una tendencia que había aprobado 
la Ley de Caducidad no solo en el Parlamento, sino 
también en las urnas. Por tanto, durante el Gobier- 
no del doctor Tabaré Vázquez se respetó la Ley de 
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Caducidad y se utilizó el artículo 4% -como pensaba 
hacer Wilson si era Presidente de la República- para 
avanzar en el tema de los derechos humanos. Es así 
que se encontraron restos y se cumplió con la palabra 
empeñada y con aquel congreso. 


Sin embargo, en el tercer año de Gobierno del 
doctor Tabaré Vázquez se volvió a dar el debate por 
la Ley de Caducidad. Muchos compañeros entendían 
que había que modificarla por la vía parlamentaria, 
teniendo las mayorías especiales. Si mal no recuerdo, 
luego de una larga discusión en la Bancada, el 
doctor José Korzeniak -constitucionalista grado 5 y 
en aquel momento Senador de la República-, quien 
entendía que las normas de democracia participativa 
o directa son superiores y las parlamentarias son 
de segundo grado -eso fue lo que enseñó durante 
cuarenta años-, dijo claramente que esta norma no 
se podía modificar por la vía parlamentaria. Es más, 
esa fue la razón que llevó al congreso del Frente 
Amplio a habilitar la recolección de firmas. Incluso, 
el actual Presidente de la República fue de los 
últimos en firmar y muchos integrantes del MPP y 
del Espacio 609 ni siquiera lo hicieron, aunque luego 
de recolectadas salieron a trabajar. Por otra parte, 
muchos frentistas no pusieron la papeleta porque 
entendían que era como había dicho Seregni, que el 
tema estaba laudado; y algunos blancos y colorados 
sí la pusieron. 


No se puede interpretar qué es lo que piensa el 
pueblo cuando se expresa libremente; él es el sobe- 
rano de su propia interpretación y nosotros no pode- 
mos arrogarnos el derecho de interpretar lo que dice 
la ciudadanía en las urnas. Tratar de interpretar lo 
que dice el ciudadano cuando va con la credencial a 
las urnas es un ataque a la conciencia cívica de mi 
pueblo, es un ataque a esa conciencia que provoca 
el hecho de llevar orgullosamente la credencial en 
el bolsillo, que surge de la guerra de 1897 y de la 
reforma electoral de 1898, así como de los registros 
cívicos, de la revolución de 1904 y de la Constitución 
de 1917, que consagró un Estado soberano y republi- 
cano y laudó todos los problemas de las cuchillas. No 
se puede pasar por arriba de eso. 


Por ello, hoy estamos acá para votar en contra de 
este proyecto de ley. En realidad, no venimos a votar 
en contra del proyecto, sino del atropello que se va a 
cometer al votar a favor de esta iniciativa. Se atrope- 
lla lo más importante que nos llevó a consolidar nues- 
tro Estado republicano y nuestra convivencia pacífica 
prácticamente por cien años. Si no se hubiera consa- 
grado el voto secreto y universal y no se hubiera res- 
petado la decisión soberana del pueblo, seguramente 
los Batlle y los Saravia todavía andaríamos a los tajos 
y a las puñaladas. Hubo miles de muertos y desapa- 
recidos, y no solo por los que se enfrentaban en las 
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trincheras y los campos de batalla, sino también por 
los que se degollaban y se carneaban porque eran de 
otro bando, aunque no tuvieran nada que ver; vivían 
los ranchos de la patria. Eso es lo que costó este ar- 
tículo 4% de la Constitución de la República, que es- 
tablece que la soberanía radica en la nación. El libri- 
to que ahora tengo en mis manos significa mucho, y 
tiene mucho contenido lo que estamos defendiendo; 
parece nada por su tamaño -es más, algunos son tan 
chiquitos como un celular-, pero tiene un contenido 
republicano fundamental. Hay muchas democracias 
en el mundo: están las liberales, como la de Estados 
Unidos, en las que el contrato es permanente, se 
enmienda cuando es necesario y hay determinados 
derechos civiles consagrados; pero también están las 
democracias republicanas, en las que el contrato no 
es permanente y, como decía Rousseau, se renueva 
permanentemente con la gente. Entonces, la única 
que puede modificar, renovar y volver a modificar 
ese contrato es la gente. Ese es el ser republicano, 
fundamento histórico de nuestra nación, que laudó 
nuestras guerras civiles, y eso es lo que hoy he venido 
a defender acá. No voy a discutir el proyecto, ya que 
todos sabemos que es una aberración jurídica; vine a 
discutir si la disciplina política o partidaria está por 
encima de la ética política, si estamos dispuestos a 
violar flagrantemente la Constitución de la Repúbli- 
ca, si estamos dispuestos a pasar por encima del sobe- 
rano. Eso es lo que quiero discutir, y no si el proyecto 
dice determinada cosa, tiene coma o no tiene coma. 


A partir de hoy, si se vota esto, se pasa por encima 
del pueblo uruguayo. En realidad, tengo la esperanza 
de que algún Diputado reaccione o de que el Presi- 
dente de la República, que considero un republicano, 
termine vetando el disparate que hoy tenemos sobre 
la mesa. Ese es el tema de fondo que tenemos que 
discutir. Me gustaría que mis compañeros me con- 
testaran y discutieran de ética política y de disciplina 
partidaria. Me gustaría que dijeran si el soberano no 
está por encima de la disciplina partidaria. 


¿Cómo puede un ex Presidente de la República 
decir lo que dijo en el Comité Cuaró? Eso es algo bru- 
tal en un Estado republicano como el que vivimos; 
es un pensamiento totalitario. ¿Puede interpretarse al 
soberano? ¿De qué manera se interpreta lo que pien- 
sa la gente en el cuarto secreto? 


¿Por qué peleó Saravia? No lo hizo por el poder. 
En una entrevista en el diario La Nación respondía: 
“No, mi amigo, ¿cómo voy a pelear por el poder? Yo 
peleo porque mi pueblo exprese libremente su volun- 
tad”. Y cuando se le preguntaba por qué llevaba a sus 
hijos tan jóvenes a la guerra, con catorce o quince 
años, él respondía que lo hacía para que se convir- 
tieran en ciudadanos, para que algún día tuviéramos 
una reforma electoral que construyera la pacificación 
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nacional. No la pudo ver por la bala de Masoller, pero 
el triunfo de 1916 y del 1917 consagró esa conviven- 
cia republicana. 


Entonces, lo que está hoy en debate en el Senado 
de la República es si una mayoría circunstancial se 
puede arrogar el derecho de interpretar al ciudada- 
no; si una mayoría parlamentaria que no tiene la po- 
sibilidad de modificar por la vía constitucional lo que 
el pueblo decide -porque el artículo 82 establece que 
son normas superiores- y solo es representante de ese 
soberano, puede arrogarse el derecho de hacerlo sim- 
plemente porque tiene una mayoría. Ese es el tema de 
fondo. Hoy, con mucho dolor, siento que aquello por lo 
que ha peleado muchísima gente con el fin de reivin- 
dicar la historia del país, de construir una comunidad 
espiritual, como decía Wilson, se está violando. 


Mañana será otro día. Después de que votemos 
en este Senado de la República, será otro día; quizás 
otra mañana de otoño muy linda, pero no va a ser lo 
mismo para la Patria. Pienso que hoy se está poniendo 
de manifiesto quién es republicano y constituciona- 
lista, y quién no lo es. Se puede ser demócrata liberal, 
demócrata de partido único o demócrata conservador 
-esto se menciona en la Constitución norteamericana, 
que es una democracia liberal-, pero el ser republica- 
no tiene una esencia espiritual mucho más profunda. 
La preocupación del republicano es que el poder no 
se extralimite y, en aras de ello, encontrar los justos 
equilibrios a esa democracia. Justamente, la lucha de 
Saravia fue para lograr que las minorías pudieran ir 
bloqueando aquel fraude electoral que venía directa- 
mente de la Constitución de 1830; allí se consagraba 
el fraude electoral: los derechos civiles existían, pero 
los políticos estaban limitados. Hoy vamos a cometer 
aquel mismo fraude electoral, vamos a limitar los de- 
rechos políticos a los ciudadanos. A la herramienta 
plebiscito hoy le pasamos por arriba, a pesar de que 
la hemos usado a favor en el pasado, para defender 
determinados derechos de nuestros ciudadanos. 


He hablado con muchos en los comités de base 
y, en lo personal, me pregunto lo siguiente: cuando 
un día la izquierda sea minoría o no tenga mayoría 
parlamentaria y necesite defender leyes que ha apro- 
bado y entienda fundamentales, ¿qué compañero va 
a salir, con la papeleta en la mano, a pedirle la firma 
a un vecino? Ninguno se va a animar a hacerlo, por- 
que todos saben que lo que hoy se va a aprobar es un 
disparate jurídico que driblea todo lo que significaron 
para el frenteamplista histórico -el verdadero, el arti- 
guista, el que pensaba en lo que decía el Padre de la 
Patria y por eso salía a juntar firmas- los plebiscitos 
consagrados en la Constitución de la República. 


No voy a extenderme en el tiempo, pero lo que 
quiero decir, con firmeza y tranquilidad, es que siem- 
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pre que se quiera pasar por arriba de la Constitución 
de la República me van a encontrar -como han en- 
contrado históricamente a mi familia a través de más 
de cien años, no solo en Uruguay sino también en 
Brasil- en la vereda de enfrente. Podremos compartir 
coyunturas, programas, propuestas comunes entre 
unos y otros, porque así es válida la democracia; pero 
en los temas de conciencia republicana, sea quien 
sea y enarbolando cualquier bandera, me van a en- 
contrar en la vereda de enfrente, siempre del lado de 
mi conciencia saravista y artiguista, defendiendo algo 
que para mí es sagrado: la urna. La urna es sagrada 
aunque esté en nuestra contra. El pueblo, cuando se 
expresa, es sagrado, porque de lo contrario se puede 
abrir la puerta a lo que se vivió en el pasado: vio- 
lencia, violación de derechos humanos y quién sabe 
cuántas cosas más. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Lacalle 
Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
han pasado 25 años desde el día en que, desde este 
mismo lugar del Senado, levantamos nuestra mano 
para acompañar la ley que hoy se cuestiona y se quie- 
re anular. Confieso que a sugerencia del compañero y 
amigo, señor Senador Moreira, volví a leer lo que ha- 
bía manifestado entonces, con 25 años menos, y me 
quedé bastante conforme -que no se vea en esto va- 
nidad, sino satisfacción, que es algo distinto- porque, 
habiendo vivido lo que vivimos después de aquel día, 
y estando de nuevo aquí, en el Senado, miramos para 
atrás y sentimos una conformidad con el tono y el 
fondo de lo que allí expresamos: palabras de concor- 
dia y de unidad nacional, que son las que aprendimos 
en nuestra casa y en nuestro partido y son como el 
faro que debe guiar a quienes transitan por esta vida 
política, tan complicada y llena de sorpresas. 


Quiero recordar, señor Presidente, que en aquel 
entonces ya habíamos vivido intensamente otros 
veinte años desde la primera juventud y militancia 
política, y habíamos sufrido los embates de la violen- 
cia. Cuando era Diputado y joven -que fui ambas co- 
sas-, se puso una bomba en mi casa porque no fue del 
agrado de quienes ponían bombas el hecho de que 
yo votara en determinado sentido. Después, el 6 de 
julio de 1973, cuando no había demasiados de los que 
debían haber estado donde estábamos nosotros -miro 
para atrás y no veo a muchos que después sacan pa- 
tente-, nos llevan encapuchados de nuestra casa a 
pasar esos días, nunca bien recordados, por cierto. 


O sea que en aquel entonces, cuando estaban 
frescos todos estos episodios, emitimos un voto por 
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la concordia y la unidad nacional -no vacilo en califi- 
carlo así-, fundado en la escuela del realismo político 
en la que nos hemos formado. Y citábamos al doctor 
Herrera -tantas veces necesario para las coinciden- 
cias nacionales que hicieron avanzar al país-, quien 
decía: “Nosotros no hemos cambiado, han cambiado 
las circunstancias”, y agregaba que la realidad es la 
que anega al que actúa en la vida política, que tiene 
que estar en contacto con ella. 


Así fue que votamos, entonces, la salida de aque- 
llos tiempos. Quiero señalarlo aunque me cueste 
unos minutos más, y espero que esta sea la última vez 
que deba hacerlo; en realidad, dentro de 25 años es 
poco probable que esté aquí, aunque no lo descarto. 


Recapitulando, señor Presidente, ¡qué años terri- 
bles los que vivimos! y qué responsables fueron quie- 
nes desencadenaron sobre el país estos episodios que, 
claramente, fueron los que se levantaron contra los 
Gobiernos democráticos en 1963. En esto no hay dos 
opiniones y algunos lo han ratificado. Se levantaron 
contra un país en el cual se podía votar al Partido 
Trotskista, al Partido Socialista, al Partido Comunis- 
ta, a la Unión Popular, a la Unión Cívica o PDC, al 
Partido Nacional o al Partido Colorado. Además, se 
podía leer cualquier periódico, como El Sol, El Po- 
pular, El Bien Público, El Diario, La Mañana, El De- 
bate, Acción, El Plata, El Día o Marcha. Pero, con la 
soberbia propia de las minorías, creyeron que sabían 
más que la gente votando. Y fracasado el intento de la 
Unión Popular en 1962, con 4.000 o 5.000 votos en 
todo el país, el veneno castrista prendió. En el libro 
llamado Historias Tupamaras, de Haberkorn, que no 
hay que dejar de leer, se relatan testimonios de estos 
compatriotas que decidieron encarar el camino de la 
revolución y de la subversión; allí un compatriota, el 
señor Nieto, dice que cuando vuelve de estar largo 
tiempo fuera del país y habiendo visto la miseria y la 
pobreza de otras partes de América, se encontró que 
en su país no había esa miseria y que eso se debía a 
la existencia de una clase media que hacía de amorti- 
guador -esa es la palabra exacta que utiliza- y, para mi 
asombro, en lugar de concluir la frase diciendo: “qué 
suerte”, expresa que hay que destruir la clase media 
para que Uruguay se parezca a Latinoamérica. Es de- 
cir, se afirma que lo peor es lo mejor; eso lo vivimos. 
Y como unos polvos traen los lodos, el peruanismo 
reinante en las Fuerzas Armadas en aquel entonces, 
después de la victoria en la guerra interna, lleva a 
que se produzcan los episodios del año 1973. Hasta 
1972, Uruguay era un país regido por la Constitución, 
con Parlamento y con Poder Judicial, pero se enfren- 
tan dos formas de violencia: una es ilegítima desde el 
principio, porque es contra la ley y la Constitución, 
y la otra es legítima en su inicio, porque es la titula- 
ridad del ejercicio de la violencia legal, desbordada 
después muchas veces. Hay una sustancial diferen- 
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cia, radical, pues una cosa es la violencia legítima, y 
otra distinta es la violencia ilegítima desde su origen. 


Cuando votamos en el año 1985 la ley de amnis- 
tía, lo hicimos bajo una tremenda presión acá en esta 
Casa, pues la misma se encontraba rodeada y salimos 
con serias dificultades, caminando por el medio de la 
multitud, pero no agradablemente. Esto lo recorda- 
rán los Senadores Heber y Pasquet, entonces Diputa- 
dos. En esa oportunidad, votamos el reintegro de los 
funcionarios públicos afectados por el Acto 7, y luego 
votamos la Ley de Caducidad. Yo a esto le he puesto 
un nombre que no ha tenido mucho éxito, pero que 
presto a quien quiera utilizarlo; eso fue un “estatuto 
de la salida”. La palabra es un poco grandilocuente, 
pero trasmite lo que pretendo. A las tres leyes hay que 
mirarlas con telescopio, y no con microscopio, pues 
las tres tienen importantes porcentajes de injusticia. 


En la Ley de Amnistía se admitió liberar a los que 
habían estado presos en condiciones tremendas, pero 
también se admitió a muchos que estaban en Suecia, 
que habían matado y que no estuvieron un solo día en 
una comisaría. Es decir que tenía un ingrediente de 
injusticia, pero mirábamos la totalidad del episodio. 


En cuanto al reintegro de los funcionarios públi- 
cos echados, en ese caso se estaba defendiendo algo 
muy caro para el Uruguay, que tenía que ver con vic- 
torias y garantías obtenidas por el Partido Nacional en 
su lucha para garantizar que el funcionario público 
no fuera perseguido por razones políticas. Es decir 
que es necesario tener en cuenta el mapa político 
para juzgar la legislación del siglo XX, y se trata de 93 
años de una fuerza en el poder y otra en la oposición. 
Ahora bien, en lo sustancial, muchos de esos funcio- 
narios públicos estaban muy bien echados, pues no 
habían ido a trabajar, habían faltado, le habían pegado 
al jefe, etcétera. Es decir, entre los 10.000 o 15.000 
funcionarios reintegrados, existían casos de todo tipo. 
También en este caso había un componente de injus- 
ticia, porque ingresaron nuevamente personas que no 
debían haberlo hecho. Pero lo que hicimos fue ver, en 
ese momento, la totalidad del panorama. 


Lo mismo sucedió con la Ley de Caducidad. Quie- 
ro recordar a un gran ciudadano, querido amigo, fi- 
lialmente querido por mí, que era Martín Sturla, el 
mejor de todos nosotros. Fue quien dio forma jurídica 
al texto y él mismo -que era muy buen abogado- se reía 
porque de jurídico no tenía nada y hubo que hacer un 
trabajo de costura habilidosa en el primer artículo, 
que es de antología y de un gran equilibrio, redacta- 
do con tremenda habilidad por alguien que sabía que 
estaba ante un episodio que había que vestir. Quizás 
eso iba contra su forma natural de proceder, pues mi 
querido Martín Sturla era un gran abogado, un gran 
jurista y una gran persona. Votamos esta ley sabiendo 
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que tenía ingredientes de injusticia, pero que conta- 
ba con un mecanismo que la adecuaba más, porque 
se ponía un segundo escalón en perjuicio de quienes 
eran imputados, policías y militares. Imaginemos que 
en la Ley de Amnistía se hubiera puesto un artículo 
mediante el cual se estipulara que los que no estu- 
vieron presos y estuvieron en el extranjero, deben ir 
presos porque para ellos no era la amnistía; lo otro 
parecía más adecuado a la realidad. 


Por otra parte, no es cierto que esta ley fue votada 
bajo presión; en realidad, nosotros no funcionamos 
bajo presión y nos ubicamos en el momento en que 
se vive. Entonces, no admito que se diga que yo voté 
presionado, porque no es así. Si no me habían logrado 
torcer en el año 1973, menos lo iban a lograr en 1984 
o 1985. Creo que uno está bastante del lado bueno, 
como para no dejarse llevar con papelitos guardados 
en la caja fuerte. Además, luego todo eso fue desacti- 
vado por el propio Vicepresidente Tarigo, que dijo que 
nunca había habido una emergencia de amenaza de 
ningún tipo. 


Entonces, votamos esta ley y la misma fue someti- 
da a referéndum en 1989. 


Ahora bien, me pregunto -y confieso que no hago 
esto con picardía ni con segunda intención- por qué 
no han derogado la ley. Nunca he escuchado de parte 
de ningún Legislador o dirigente del Frente Amplio 
una razón valedera para que, teniendo la mayoría, 
automática y absoluta, no la hayan derogado. ¿Por 
qué? Si alguien me quiere aclarar esa incógnita, por 
favor que lo haga. Repito que espero que sea la últi- 
ma vez que hablemos de todo esto, pero siempre me 
pregunto por qué no derogaron la ley. No se han dado 
razones valederas sustanciales; es más, creo que no 
se ha dado ninguna razón para ello. En realidad, es 
un misterio. 


Las leyes son todas iguales; no hay leyes clase A, 
que son las ratificadas por plebiscito, y las otras. Si 
me oye mi amigo Gonzalo Aguirre, se va a enojar, pero 
en realidad no hay leyes A y B, pues la ley ratificada 
por un plebiscito puede ser derogada. Quizás hay que 
estudiar la conveniencia de la derogación, porque se 
trata de consideraciones de carácter político y no jurí- 
dico. Es tan ley como una ley de alquileres y se puede 
derogar por mayoría simple. 


Aquí hay otro tipo de consideraciones que han sido 
equivocadamente analizadas por el doctor Tabaré 
Vázquez; y quiero quebrar una lanza por lo que dijo 
y no por lo que quiso decir que no puedo analizarlo 
pero lo calculo. El ex Presidente Tabaré Vázquez ha- 
bla de que la mayoría no tiene razón; pero no se trata 
de que la mayoría tenga o no razón, sino de que ten- 
ga legitimidad, que es otra cosa distinta. Si mañana 
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en este Parlamento se vota que Dios no existe, va a 
seguir existiendo; no es tema de leyes, porque no se 
puede legislar sobre esa materia. No se trata de que 
tenga razón, porque en la sociedad lo que importa es 
la legitimidad, que es la cuna del Estado de Derecho. 
Y quiero mencionar -porque he visto a todos los ora- 
dores tomando nota- lo que aquí se ha dicho: “esta- 
mos por la justicia”; pero quién va a decir: “estoy por 
la injusticia” o “estoy contra la justicia”. Este término 
es lábil, jurídicamente la “justicia” no existe; lo que 
existe es el Estado de Derecho que la instrumenta, 
la articula, la limita y la fortalece. Entonces, acá, al 
socaire de querer defender la justicia, a mi juicio, se 
la está violentado por la vía de violentar el Estado de 
Derecho. Pero ya podremos abundar en esto un poco 
más adelante. 


¿Por qué no se usó del mecanismo de la deroga- 
ción? ¿Por qué hoy no viene un proyecto derogán- 
dola? Aparentemente en el día de hoy no va a haber 
ninguna explicación y nos tendremos que quedar con 
especulaciones o cavilaciones al respecto. Acá se ha- 
bla de la justicia y de que se va a buscar la reparación. 


Quiero decirles que el año pasado conocí, profe- 
sionalmente, al escribano Miranda en su escritorio en 
la calle Uruguay. Tuve algún asunto con él por medio 
de esa relación que se traba en la Ciudad Vieja con 
los profesionales, pero sin conocerlo he tenido mucha 
admiración por él y lo he dicho ante cualquier micró- 
fono que he tenido adelante. He admirado la piedad 
filial de este muchacho -y ya no tan muchacho, sino 
un hombre hecho y derecho- y lo he felicitado porque 
lo que hizo por su padre me merece el mayor respeto 
y la más grande admiración. Eso es ser hijo y tener 
piedad filial, haber luchado para saber dónde estaba 
su padre. Yo me descubro frente a esos sentimientos, 
porque son de los más nobles que pueden animar al 
ser humano. Confieso que, por suerte, no me desilu- 
sionó la manera de pensar de este muchacho que, 
realmente, es una bellísima persona. 


Ahora bien; pregunto, ¿por qué cuando vino al 
Parlamento se desglosó el proyecto sobre reparación 
a las víctimas como, por ejemplo, Pascasio Báez, los 
soldados, los guardia civiles y las víctimas del terroris- 
mo de Estado?¿Ese es el concepto de justicia? ¿Ese 
es el concepto de reparación a las víctimas? Este pro- 
yecto se desglosó en la Cámara de Representantes y 
lo vamos a volver a presentar porque esperamos que 
se recapacite. 


El señor Senador Gallinal decía que se habían 
aprobado doce leyes por medio de las cuales se ins- 
trumentaban reparaciones, jubilaciones y pagos. Un 
día vamos a calcular cuánto dinero se destina a es- 
tos rubros, y no porque el dinero sea comparable a 
la pérdida de un padre o de una madre, pero sí para 
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mostrar que para otros no hubo y para estos sí. ¿Esa 
es la justicia que se nos quiere mostrar? ¿Esa es la 
preocupación por la reparación del daño? ¿Esa es la 
preocupación por la que cayeron en este torbellino 
que nos abrazó a todos? Entonces, seamos más pru- 
dentes cuando se usan los términos, porque eso no 
es justicia. 


Hoy, señor Presidente, como se dijo acá, estamos a 
la sombra del Pacto del Club Naval. Quiero que quede 
constancia de mi recuerdo -quizás algún día alguien 
lea la versión taquigráfica-, de que el Partido Nacio- 
nal propuso una salida y elecciones sin proscriptos. 
Fue una propuesta de Wilson Ferreira y me lleno de 
orgullo al nombrarlo; a quien nunca voté, pero al 
que mucho admiré sobre todo en la última etapa de 
su vida. Pidió elecciones sin proscriptos, pero nadie 
atendía esa llamada; al revés, fueron más rápidos que 
ligeros a la elección con proscriptos: Líber Seregni y 
Wilson Ferreira en una coincidencia de intereses que 
me excuso de detallar. Wilson Ferreira estaba someti- 
do a la burla más tremenda que se ha sometido a un 
caudillo, como fue tenerlo preso hasta una semana 
después de la elección: lo hubieran dejado un poco 
más o lo hubieran liberado un poco antes. Fue una 
burla al pueblo nacionalista, a las urnas, a la institu- 
cionalidad que surgió de la elección del 84. Cuando 
estuvieron seguros lo liberaron y él, con un señorío 
que va a ser difícil de empardar en el Uruguay, llegó 
a la explanada municipal -tarde en la noche- y todos 
nos preparábamos para los rayos y centellas que íba- 
mos a escuchar: iba a ser el trueno y el rayo; el león 
enjaulado al que se le había arrebatado la Presidencia 
de la República. Sin embargo, con un gesto para el 
que hay tener muy bien puestos los pantalones, ser 
muy gente y señor, habló de la gobernabilidad y de lo 
que el Partido Nacional estaba dispuesto hacer para 
mantener la institucionalidad. ¡Ese es mi partido, se- 
ñor Presidente! ¡Ese es mi partido! Nunca más gran- 
de que en ese momento. Así que recordemos estas 
cosas que son nuestro ADN político, son nuestro ADN 
histórico y patriótico. Yo no esquivo usar la palabra 
“patria” que es el máximo valor al que pretendí ser- 
vir siempre. Estamos analizando un proyecto de ley 
cuyo entorno político he tratado de describir desde mi 
punto de vista apasionado. Por suerte, nunca he sido 
indiferente ni imparcial; en todo he tomado partido y 
posición. No es una recomendación de vida muy agra- 
dable, pero se vive más dignamente. Como blanco vie- 
jo sé lo que es estar del lado de la derrota con la cual, 
como decía Carlos Roxlo, nuestro Partido está acos- 
tumbrado a tener citas de amor. Este proyecto de ley 
a estudio -y no voy a sustituir a los juristas, sobre todo 
al señor Senador Gallinal que ha hecho una interven- 
ción que yo le decía que había que guardar y cuidar, 
porque realmente tuvo ese doble contenido político 
y jurídico de primer nivel- va a ser fruto de esta ma- 
yoría automática, mayoría que siempre tiene la ten- 


722-C.S. 


tación de la soberbia. Creo que, en algún momento, 
los compatriotas del Frente Amplio se han tentado de 
hacer prácticamente todo, lo que no es verdad porque 
la mayoría no permite hacer todo. Acá se ha violado 
la Constitución de la manera más espantosa y en algo 
tan caro como es para todos nosotros la ley electoral 
del período pasado. Se han establecido los Municipios 
y la forma de elegirlos sin los dos tercios que requiere 
la Constitución, garantía conquistada por las lanzas 
revolucionarias para que hubiera fijeza y ancha base 
en las decisiones de carácter electoral; y esto se violó. 
¡Cuidado! No hay duda que es más cómodo el camino 
del atajo a tener que someterse a lo que establece 
la Constitución, porque ese Estado de Derecho es la 
expresión concreta de la Justicia. 


Se dice que es una ley interpretativa. No olvide- 
mos que el Código Civil -que es la principal ley que 
tiene nuestro país- expresa muy claramente que solo 
corresponde al Legislador explicar o interpretar la ley 
de un modo generalmente obligatorio. Las sentencias 
judiciales no tienen fuerza obligatoria, sino respec- 
to de las causas en que actualmente se pronuncien. 
Más adelante volveremos sobre este artículo, porque 
fue citado varias veces durante el tratamiento de este 
proyecto de ley, al que tildaría de “rengo”. Para que 
una ley sea interpretada, tiene que existir una difi- 
cultad, una oscuridad, una contradicción pero, en el 
caso de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado, aunque se ha dicho de todo sobre ella, 
nunca se la ha tachado de confusa o no clara. Es más, 
en el artículo 14 del Código Civil se expresa: “La Su- 
prema Corte de Justicia, siempre que lo crea conve- 
niente, dará cuenta al Poder Legislativo de las dudas 
y dificultades que hayan ocurrido en la inteligencia 
y aplicación de las leyes y de los vacíos que note en 
ellas, a fin de estimular, sea la interpretación de las 
leyes preexistentes, sea la sanción de nuevas leyes.” 
La Suprema Corte de Justicia, lamentablemente, 
ejerce poco esa facultad que la convertiría práctica- 
mente en colegisladora y, por cierto, nunca un Juez 
le ha expresado al Poder Legislativo que la ley no era 
clara. En realidad, estamos hablando de una ley cuya 
vigencia fue plena y, por ende, una norma interpre- 
tativa no puede existir, porque si no innova, no es ley 
interpretativa. Con esto alcanzaría para cerrar la Se- 
sión y dar por terminado el debate sobre este asunto. 


A mi juicio, con este proyecto de ley se propone 
una norma distinta y separada, por tanto, innova, 
agrega, cambia. Al final de estas consideraciones ha- 
blaremos de lo que se ha dado en llamar “fraude elec- 
toral” o “fraude de la ley”. 


Más adelante, el artículo 1” del proyecto que tene- 
mos a consideración establece que el ser humano tie- 
ne derecho a no ser desaparecido y a no ser torturado. 
En mi opinión, es una pésima redacción, porque los 
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derechos se reconocen por proclamación, tal como 
lo establece el artículo 7” de la Constitución de la 
República. No es correcto establecer: “Tengo derecho 
a que no me maten en el Abitab cuando estoy cobran- 
do” o “No hay derecho a que no me rapiñen cuando 
salgo del cine”. Las leyes describen conductas pena- 
les que incluyen la descripción del bien jurídico tute- 
lado, sea la integridad física o moral de los individuos, 
pero no se legisla por la negativa, por ejemplo, con un 
artículo que disponga: “Tengo derecho a no ser insul- 
tado”. No; el ciudadano tiene derecho a ser defendido 
en su honor, por algo está segundo en la lista, después 
de la vida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una 
moción para que se prorrogue el tiempo de que dis- 
pone el orador. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 


Puede proseguir el señor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Gracias, señor 
Presidente. 


Más adelante, el artículo 1% del proyecto expresa: 
“a su integridad personal, a no ser desaparecido ni 
torturado”. La integridad personal no existe; se debe- 
ría hablar de la integridad o de la integralidad de la 
persona que tiene dos manifestaciones: la física y la 
moral, de la que hablamos anteriormente. Esta es la 
famosa cita en este primer artículo jus cogens, que no 
solamente no es de aceptación pacífica como me han 
informado quienes me han asesorado en este tema 
-se imaginan que he pedido el asesoramiento necesa- 
rio, suficiente y de buen nivel-, sino que de aceptarse 
estas normas internacionales en plenitud, no podría 
aprobarse una ley como esta. Directamente, según 
este latinazgo, tendríamos que aplicar el Pacto de San 
José de Costa Rica sobre derechos humanos y demás 
tratados internacionales. 


El artículo 2%, es muy pintoresco porque habla de 
la separación de Poderes y, concretamente, declara 
la independencia del Poder Judicial. Pero la inde- 
pendencia del Poder Judicial no está contenida en la 
Constitución, por cuanto no expresa que los Poderes 
estarán separados, sino que establece sus competen- 
cias. Cada uno de los Poderes tiene una competencia 
esencial, pero cumple las otras también porque, por 
ejemplo, el Poder Legislativo ejerce el ejecutivo y ju- 
dicial cuando realiza sumarios. Insisto: no existe una 
norma que establezca la separación de Poderes. Voy a 
citar algunas disposiciones que apoyan lo que acabo 
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de decir. Existe una vieja legislación cuyo autor es 
Joaquín Requena que data del año 1878, pero tam- 
bién en el artículo 33 del Código del Procedimiento 
Civil se dice que el Poder Judicial es independiente 
de toda otra autoridad en el ejercicio de sus funcio- 
nes. En cuanto al Código de Organización de Tribu- 
nales -el COT, contra el que hemos lidiado tanto-, en 
el artículo 1% dice que el Poder Judicial es indepen- 
diente de toda otra autoridad en el ejercicio de sus 
funciones, es decir, reproduce lo establecido en el 
Código de Procedimiento Civil. La Ley de Judicatura 
del año 1985 reitera los conceptos de que el Poder Ju- 
dicial y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
son independientes de toda otra autoridad y el Código 
General del Proceso reitera lo mismo. No veo cuál es 
el objeto de establecer este artículo 2% que declara la 
independencia del Poder Judicial y el ejercicio pleno 
de la función jurisdiccional; esto no tiene ratio legis 
como expresan quienes conocen la materia. A veces 
me pregunto si el Canciller, devenido Legislador oca- 
sional, al presentar y defender este proyecto, estaba 
asesorado o ha usado sus habilidades diplomáticas 
para lograr lo que no se ha podido conseguir de otra 
manera, ni siquiera jugando a los plebiscitos para ver 
si se embocaba en alguno para derogar esta ley. 


El artículo 3* -este sí da para hacer algún análisis- 
habla de la jurisprudencia pacífica y constante, que, a 
mi juicio, no es ni pacífica ni constante. No es bueno 
sentar las bases de la ley sobre la siempre movible 
piedra de las decisiones jurisdiccionales, porque estas 
cambian. Lo que hoy es aceptado en este artículo, 
hace tres o cuatro años, con la otra integración de la 
Suprema Corte de Justicia, no se hubiera podido re- 
dactar. Pero, además, cuando se cita al artículo 12 del 
Código Civil se lo hace con picardía, porque se olvidan 
del segundo inciso que establece: “Las sentencias ju- 
diciales no tienen fuerza obligatoria, sino respecto de 
las causas que actualmente se pronunciaron”. Esto es 
más conocido en nuestro Derecho -la jurisprudencia 
no es fuente de Derecho-, pues es una fuente impor- 
tante, pero estamos ante el Derecho romano civil y 
ante el Derecho no consuetudinario anglosajón. Por 
lo tanto, para qué buscar en la sentencia la fuente de 
una ley. Deberían establecer lo que quieren en una 
ley y no someterlo a esta variabilidad de las decisiones 
jurisdiccionales. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: a 
propósito de lo manifestado por el señor Senador 
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Lacalle Herrera, cumplo en señalar lo siguiente. 
El artículo 3% del proyecto de ley que estamos 
considerando dice que en cumplimiento de 
jurisprudencia pacífica y constante, etcétera, se 
declara tal y cual cosa. Creo que hay tener cuidado, 
porque con el mismo razonamiento por el cual se 
establece que el artículo 1% de la Ley de Caducidad 
viola el artículo 4% de la Constitución, al decir que 
es en virtud de la lógica de los hechos que se declara 
la caducidad de la pretensión punitiva, etcétera, se 
podría suponer que esto se aplicará en cumplimiento 
de la jurisprudencia -que no es fuente de derecho-, 
y que por ello se declara tal y cual cosa. No creo en 
absoluto en la consistencia de ese argumento, pero 
los que se aferran a una interpretación piedeletrista 
de esas normas y extraen conclusiones como las 
que mencioné, en virtud de las consideraciones 
realizadas advertirán que este artículo 3“ tiene el 
mismo tipo de redacción y de lenguaje figurado e 
impreciso desde el punto de vista jurídico que el 
artículo 1% de la Ley de Caducidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
quería hacer otro comentario sobre el artículo 3*. 


Creo que ha habido una falta de exactitud en la 
utilización de los términos de parte de los redactores. 
Decir que una ley tiene una ilegitimidad manifiesta es 
como no decir nada, pretendiendo decir mucho. Hay 
dos clases de leyes: las que están vigentes y las que 
no lo están. Luego se producen los juicios de valor 
como, por ejemplo, que una ley es injusta, o que está 
a favor de tal o de cual. Insisto, tenemos leyes de dos 
clases: las que están vigentes y las que no lo están. 
Por tanto, expresar: “una ilegitimidad manifiesta” es 
pretender decir que no se ajusta a Derecho, pero si 
está vigente y ha sido aprobada por el Parlamento es 
tan ley como cualquier otra norma. Todos conocemos 
leyes injustas y que no nos agradan, pero son leyes. 
En definitiva, existe una falta de afinamiento en la 
utilización del lenguaje -aunque no voy a posar de 
jurista-, e indudablemente se pudo expresar lo propio 
de otra manera si es que se quería seguir por este 
camino. Por otra parte, se dispone que lo allí esta- 
blecido carece de valor alguno. No; las leyes vigentes 
tienen todo el valor hasta que son derogadas. No hay 
otra opción. No creo que carezcan de valor jurídico; 
al contrario, tienen todo el valor que le da la Consti- 
tución mientras estén vigentes. Cuando se derogan, 
sí pierden todo el valor. Por tanto, ¿por qué no dero- 
garon la Ley de Caducidad? Seguimos teniendo esa 
interrogante sin contestar. 
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Más adelante, señor Presidente, se habla de la pres- 
cripción y en el artículo 4% se alude a la cosa juzgada. 
No sé cómo calificar la intervención del Poder Ejecu- 
tivo en el trámite de la Ley de Caducidad cuando se le 
tiene que dar cuenta para que establezca si está inclui- 
do o no ese concepto; en mi opinión es una condición 
de procedibilidad, pero habrá quienes lo expliquen 
mejor. No obstante, puedo decir que una vez que se 
excluye, la interlocutoria que decreta el archivo tie- 
ne valor de cosa juzgada. ¿Saben dónde se encuentra 
esto? En una sentencia redactada por un Ministro y 
ex Presidente de la Suprema Corte de Justicia -gran 
amigo y jurista-, el doctor Jorge Chediak, en la que se 
declara inconstitucional la ley en el caso Sabalsagaray, 
y luego de una larga disquisición, en una parte de los 
considerandos, establece que cuando el Poder Ejecu- 
tivo dice que ese caso está incluido, la sentencia del 
Juzgado respectivo que ordena la clausura hace cosa 
juzgada. En relación con este punto, debemos inter- 
narnos en algo que se ha mencionado y que también 
viene a cuento en esto de la justicia. Si no hay certeza 
jurídica, no hay sociedad posible y el valor de la cosa 
juzgada es una de las condiciones esenciales para la 
vida y el relacionamiento de los individuos. La segu- 
ridad jurídica es fundamental y la Suprema Corte de 
Justicia en esa sentencia dice que en estos casos hay 
cosa juzgada. Por lo tanto, nos parece que el literal A 
del artículo 4% va en forma desencaminada. 


Como perla de este largo collar, no se computa 
para la prescripción el tiempo en que estuvo vigente 
el Estado de Derecho todo. Como habrán advertido 
los señores Senadores, el período comprendido entre 
el 22 de diciembre de 1986 y la entrada en vigor de 
esta ley -que será dentro de unos días- no cuenta para 
la prescripción. Esto es algo increíble. Ya merecía dis- 
cusión el hecho de que no se computara el tiempo del 
Gobierno de la dictadura, pero ahí hay argumento, so- 
bre todo para determinada jurisdicción. Pero, ¡cómo 
se va a establecer que no se va a computar un término 
de la prescripción, que va desde el 22 de diciembre de 
1986 hasta el 2011, es decir 25 años! Esto es violato- 
rio de todos los elementos de la certeza jurídica, pues 
se establece que “no podrá computarse a los efectos 
de la prescripción, el período transcurrido entre el 
22 de diciembre de 1986 y la fecha de entrada en 
vigor de esta ley”. Me parece que este aspecto es tam- 
bién tremendamente cuestionable y que habilitará la 
declaración de inconstitucionalidad que esta ley va a 
merecer, como pocas, cuando llegue el momento. 


Señor Presidente: llego hasta aquí con este aná- 
lisis, pero quiero advertir que si se aprueba este pro- 
yecto de ley, quienes están presos ahora según lo 
dispuesto por la Ley de Caducidad, por haber sido in- 
cluidos por el Poder Ejecutivo, tendrán que irse para 
la casa; el General Álvarez y todos los que están allí se 
irán para su casa, pues se les deberá iniciar otro pro- 
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ceso debido a que quedarán sin el sustento jurídico 
que los hizo ingresar a la condición de detenidos en 
que están ahora. Es una consecuencia que, quizás, 
no se ha calibrado o no se comparte, pero puede ser 
perfectamente defendible, y supongo que lograr ese 
efecto no está en los deseos de quienes están patroci- 
nando esta propuesta. 


Termino mi exposición diciendo que la paz social 
es el máximo carácter de una sociedad bien constitui- 
da y equilibrada. Para la paz social hemos aportado el 
perdón, pero no el olvido. 


Si en la historia del país hubiéramos seguido con 
“Quinteros” y “Paysandú” a cuestas, no hubiéramos 
hecho lo que hicimos en el siglo XX. Los que tenemos 
cuentas de sangre de larga data no las llevamos por- 
que se nos enseñó que así no se actuaba como cris- 
tianos ni como orientales. No hemos olvidado nada. 
¡Claro que no! Son esas memorias las que nos man- 
tienen donde estamos; son esos altares en los que re- 
zamos y esos recuerdos los que nos animan a seguir 
en esta lucha. 


Gracias, señor Presidente. 


20) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de abril de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


El Club de Madrid, institución que congrega a ex 
Presidentes de América y Europa, me ha designado 
para continuar una misión de asesoramiento político 
e institucional a la República de Haití. Dicha tarea se 
llevará a cabo entre los días 26 y 30 del corriente mes 
en Puerto Príncipe. 


En virtud de ello solicito licencia por el plazo in- 
dicado al amparo del artículo 1 de la Ley N* 17.827. 


Sin otro particular atte. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que la señora Ana Lía Piñeyrúa ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que se convoca al señor Guillermo 
García Costa, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de abril de 2011. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores. 
Danilo Astori 


De mi consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que 
tan dignamente preside se sirva concederme el uso 
de licencia los días 14 y 15 del corriente por motivos 
particulares. 


Sin más saluda atte. 
Eduardo Lorier. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Jorge Venegas y la seño- 
ra Alicia Pintos han presentado notas de desistimien- 
to, informando que por esta vez no aceptan la con- 
vocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que se convoca 
al señor Oscar López Goldaracena, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


Además, la Presidencia desea comunicar al Cuer- 
po que el señor Senador Milton Antognazza, quien se 
encuentra supliendo al señor Senador Carlos Barái- 
bar, ha presentado nota de desistimiento por el día 13 
del corriente. En esas circunstancias, se convoca al 
señor Alejandro Echeverría, a quien deberá tomarse 
la promesa de estilo. 
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21) INTERPRETACIÓN DE LA LEY DE 
CADUCIDAD DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA 
DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el 
tema en consideración y siguiendo la lista de orado- 
res, tiene la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: hoy he- 
mos escuchado alocuciones y exposiciones muy ticas, 
llenas de contenido y de referencias históricas. A pe- 
sar de que aquí se ha dicho que este es el momento 
de mirar hacia delante y comenzar una nueva etapa, 
es absolutamente imposible entrar en cualquier con- 
sideración de esta ley sin tener en cuenta las muy es- 
peciales circunstancias en las que esta norma fue de- 
batida y aprobada. Los representantes de mi partido 
-todos, sin excepción- han hablado en forma brillante 
sobre los condicionamientos que tuvo ese momento 
histórico y sobre el muy especial condicionamiento 
que impuso la salida concertada de la dictadura; sa- 
lida concertada en la que nuestro Partido no estuvo 
presente y de la que se mantuvo absolutamente aje- 
no. Precisamente, esos polvos fueron los que termi- 
naron trayendo los que algunos consideran lodos y 
que para mí no fueron tales. 


Anteriormente, el señor Senador Michelini hizo 
referencia y tomó como fuente de inspiración ex- 
presiones vertidas por el entonces Senador Gonzalo 
Aguirre en aquella Sesión del 20 de diciembre de 
1986. El doctor Aguirre -al igual que el señor Sena- 
dor Lacalle Herrera-, formuló una brillantísima ex- 
posición en la que hizo referencia al Pacto del Club 
Naval y al condicionamiento que surgió de él. Por eso, 
me voy a permitir hacer una breve lectura de dichas 
manifestaciones, dado que -reitero- el señor Senador 
Michelini las ha citado como referencia ineludible de 
aquellos tiempos y situaciones. 


El ex Senador Aguirre decía: “Para juzgar estos he- 
chos -además de reconocer que estamos en una situa- 
ción de hecho y que todavía nos encontramos en un 
período de transición- no podemos olvidar ni descono- 
cer por qué se generó esta situación. Esto se originó 
cuando los referidos tres partidos políticos entendie- 
ron que, para terminar de salir de la dictadura, era 
imprescindible un acuerdo con las Fuerzas Armadas. 
Por su parte, el Partido Nacional entendió lo contra- 
rio” y, entonces, estamos en la situación que el Pacto 
del Club Naval nos ha determinado. Y continuó expre- 
sando: “En el Club Naval se determinó el dictado del 
Acto Institucional N* 19 y, en virtud de este, se sus- 
pendieron las Secciones XV y XVIII de la Constitución 
de la República; allí se creó el estado de insurrección, 
que no existe en la Carta; se admitió la subsistencia 
del odiado y vituperado Cosena; se determinó, tam- 
bién, que iba a reunirse una Asamblea Constituyente 
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el 19 de julio de 1985, según un procedimiento que 
todos sabemos que no existe en la Constitución y 
aceptándose, por consiguiente, no digo violarla, sino 
no retornar en su integridad a ella, que estaba archi- 
vada desde el 27 de junio de 1973”. Estas palabras 
son muy demostrativas y gráficas de la situación de 
aquellos tiempos. Luego, señaló: “En consecuencia, 
no voy a decir lo que se pactó, sino simplemente lo 
que trajo como consecuencia. ¿Qué es lo que deri- 
vó de lo conversado y acordado en el Club Naval? Lo 
que trajo como consecuencia lo que allí se deliberó, en 
parte por lo que se acordó a texto expreso y en parte 
por lo que no se acordó, fue esa palabra que tantas 
veces se ha utilizado en el debate: la impunidad. ¿Qué 
quiere decir esto? Que surgió de allí, porque así lo en- 
tendieron los militares y porque no se quiso plantear 
el tema que vueltos al régimen democrático aquellos 
no iban a responder por los delitos que en ejercicio 
de sus funciones habían cometido durante la dictadu- 
ra”. Puso como ejemplo lo que señaló en una reunión 
celebrada el 1” de diciembre en el Palacio Estévez el 
Teniente General Medina: “Nadie da todo por nada”. 
De manera que la consideración estaba sobrevolan- 
do, se soslayó -como se ha dicho aquí- o simplemente 
se retardó. El doctor Aguirre dice que, en realidad, 
lo que se hizo fue diferirlo hacia el futuro porque a 
los vencedores no se les pone condiciones, como ha- 
bía expresado el General Queirolo en algún momento. 
Esa fue la situación. En esa instancia hubo un quiebre 
institucional en el país. Creo que eso fue reconoci- 
do por casi todos los Legisladores que participaron en 
aquel debate. ¿De qué otro modo podemos calificar 
sino de quiebre institucional cuando se admite que 
el Comandante en Jefe del Ejército expresó que los 
militares no irían a declarar, que se hacía responsable 
y que guardaba en su caja fuerte las citaciones del 
Poder Judicial? ¿Qué es eso? ¿Eso es ejercicio pleno 
de la democracia o una transición cuando todavía no 
estaba dada la restauración democrática? Me parece 
que es lo último. Entonces, ante esto, no hubo solo dos 
propuestas. El Frente Amplio también presentó una 
o planteó una idea que creo que consistía en pasar a 
retiro a los militares para que así estuvieran obliga- 
dos a ir a declarar. Era algo que realmente no tenía 
consistencia alguna. Como la situación estaba dada de 
esa manera, ¿qué salida había? Podemos discutir has- 
ta el cansancio sobre todo esto; inclusive, hay distintas 
teorías acerca de si se trató de una amnistía o no. Al 
respecto, vale recordar que en una época la Suprema 
Corte de Justicia entendió que esto era una amnis- 
tía y ahora sus actuales integrantes dicen que no lo 
es, demostrando que existen dos visiones encontradas 
dentro del máximo órgano jurisdiccional uruguayo, de 
acuerdo con la época en que se pactó. Además, esta 
fue una salida -quizás la única a la que se pudo llegar- 
muy difícil, pues veníamos de doce años de dictadura. 
Los que tenemos algunos años y contamos con pers- 
pectiva histórica, sabemos que nada de esto fue fácil 


CÁMARA DE SENADORES 


12 de abril de 2011 


y que no era sencillo salir así nomás. Fue así que se 
llegó a la amnistía de presos políticos -aquí se detalla- 
ron sus características-, con la cual también podemos 
tener una sana discrepancia porque había personas 
que habían cometido delitos gravísimos, homicidios, 
secuestros, atentados con explosivos, asaltos a bancos, 
rapiñas, lesiones gravísimas, en fin, todo el rosario de 
delitos comunes -aunque por móviles políticos-, enu- 
merados en el Código Penal ordinario, sin perjuicio de 
que fueron sometidos a la jurisdicción militar por la 
Ley de Seguridad aprobada en ese momento. Si bien 
no se daban las garantías del debido proceso, la co- 
misión de varios de esos delitos era un hecho cierto e 
incontrastable y muchos, aunque en condiciones muy 
deplorables y siendo objeto de torturas, no estuvieron 
detenidos todo el tiempo que la gravedad de los de- 
litos ameritaba. Por esa Ley de Amnistía se otorgó a 
los presos políticos un cómputo de tres por uno, lo 
cual determinó que, prácticamente en una semana, 
todos estuviesen liberados. Esta alternativa, que nos 
resultó satisfactoria, fue impulsada en primera perso- 
na -como se dijo aquí hasta el cansancio- por Wilson 
Ferreira Aldunate. De modo que en esa generosidad 
puesta de manifiesto para salir de esa coyuntura tre- 
menda y de esa interrupción de la vida institucional 
del país que duró casi doce años, el Partido Nacional 
puede enorgullecerse de haber aportado todas las so- 
luciones que contribuyeran a la pacificación nacional. 


Por su parte, y como bien dijo el señor Senador 
Gallinal en su brillante exposición, luego se sumaron 
doce leyes más: reinstalación de funcionarios públicos 
en sus cargos, recomposición de carreras administra- 
tivas, reparaciones económicas, jubilaciones y demás, 
puesto que se trató de resarcir, desde el punto de vis- 
ta funcional y económico, a toda la gente que había 
sido perjudicada por la dictadura. A los que nunca se 
resarció porque hubo una mirada dirigida a un solo 
sector de los damnificados, fue a los familiares de los 
policías y militares muertos en actos de servicio y de 
civiles fallecidos en ocasión de los enfrentamientos o 
actos de la guerrilla que operaba en ese momento. En 
ese sentido, el señor Senador Lacalle Herrera señaló 
que eso se desglosó del proyecto de ley de amnistía, 
situación que desconocía. 


Lo cierto es que salvo las recomposiciones o re- 
paraciones que surgen de las leyes orgánicas policial 
o militar por las que se dio alguna satisfacción a los 
familiares en caso de fallecimiento en acto de servi- 
cio, nada se ha hecho por toda esa gente, lo que debió 
haberse solucionado. 


Señor Presidente: ¿sabe cuántos son los policías, 
militares y civiles muertos en ocasión de enfrenta- 
mientos con la guerrilla o de otros sucesos? Son cin- 
cuenta y cinco. 
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Además de ese desglose al que hacía referencia 
el señor Senador Lacalle Herrera, descubrí un pro- 
yecto de ley del ex Diputado García Pintos que luego 
fue recogido por otro proyecto, de fecha 26 de marzo 
de 2007, cuya exposición de motivos establece lo si- 
guiente: “El mensaje y proyecto de ley que el Poder 
Ejecutivo eleva a consideración de la Asamblea Gene- 
ral refrenda la iniciativa elaborada por la Asociación 
de Homenaje Permanente a los Caídos en Defensa 
de las Instituciones Democráticas y de la Libertad, y 
que fuera presentada en la Cámara de Representan- 
tes por el señor Diputado García Pintos el día 11 de 
enero de 2007. 


Dicho proyecto” -y fíjese lo que dice, señor Presi- 
dente- “tiende a resarcir económicamente a los fami- 
liares de aquellas personas civiles e integrantes de las 
Fuerzas Armadas y del Instituto Policial que perdie- 
ron su vida en ocasión o a consecuencia del enfrenta- 
miento armado con la sedición que tuvo lugar entre 
los años 1968 y 1976, tanto en el territorio nacional 
como fuera de él”. 


Más adelante agrega: “En lo concerniente a los 
civiles, es evidente que fallecieron en circunstancias 
totalmente injustas y sin tener ninguna participación 
directa en los hechos, encontrando la muerte sola- 
mente por haber estado ocupando un lugar de trabajo 
en locales, comercios e instituciones sociales depor- 
tivas o por el solo hecho de haber transitado circuns- 
tancialmente por lugares donde se había desatado la 
violencia. En muchos casos, aún hoy, se ignora quié- 
nes fueron los autores de sus muertes, pero sí perma- 
necen las dolorosas consecuencias sufridas. 


No nos cabe duda de que en su mayoría pertene- 
cían a hogares de modesta condición económica que 
se vieron conmovidos en toda su estructura moral y 
material, por estas situaciones a las cuales esas fa- 
milias no le encontraron ni le encontrarán ninguna 
explicación. Hoy, cuando se pretende cerrar definiti- 
vamente esta dolorosa etapa, tenemos la convicción 
de que deben tener una respuesta del Estado. 


Debemos considerar” -refriéndose a los policías 
y militares- “que las circunstancias mencionadas, si 
bien están comprendidas en actos de servicio, en rea- 
lidad representaron mucho más teniendo en cuenta 
el ambiente de violencia extrema reinante en el país 
y la inquebrantable defensa que hicieron militares y 
policías de una sociedad que se encontraba conmovi- 
da por dicha situación. 


La iniciativa que hoy proponemos a consideración 
de ese Cuerpo pretende además coadyuvar en la con- 
solidación de la paz que todos anhelamos dando un 
justo tratamiento a estas familias víctimas inocentes 
de las acciones violentas mencionadas”. Firman los 
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señores Tabaré Vázquez, Danilo Astori y las señoras 
Daisy Tourné y Azucena Berruti. 


Se trata de un proyecto de ley que establecía un 
resarcimiento, por única vez por cada una de las per- 
sonas fallecidas, de US$ 150.000. Ingresó a Cámara 
de Representantes el 26 de marzo de 2007, se desti- 
nó a una Comisión y lo metieron en el freezer por- 
que, evidentemente, no querían darlo a conocer. No 
obstante, esto revela, por lo menos, una parte de la 
verdad, ya que la historia tiene más de una versión. 
Da cuenta de los enfrentamientos armados y trata de 
sediciosos a quienes se alzaron contra las institucio- 
nes democráticas. 


Recuerdo que el primer acto sedicioso -un robo de 
armas- se dio en el “Tiro Suizo”, en 1963, en mi pue- 
blo natal de Colonia Suiza, bajo el Gobierno del Par- 
tido Nacional, todavía colegiado. Si pensamos que en 
ese momento estaba afectada la democracia en nues- 
tro país, todos estamos profundamente equivocados. 


En definitiva, me parece que este proyecto de ley 
procura mirar la situación con una óptica más gene- 
rosa y tolerante, lo que debería formar parte de nues- 
tras preocupaciones a futuro ya que se trata de un 
tema que bien podemos contribuir a enmendar. Aquí 
hay una deuda de la sociedad uruguaya con perso- 
nas que dieron su vida en defensa de las instituciones 
y creo que es bueno reparar y poner énfasis en es- 
tas cosas. Por eso me alegra que el Poder Ejecutivo, 
cuando el señor Presidente era Ministro de Econo- 
mía y Finanzas, se haya acordado y ocupado de este 
asunto. Lamento la insensibilidad demostrada por los 
representantes del Parlamento en ese momento que 
ni siquiera lo consideraron. Es más; resolvieron en- 
terrarlo para que durmiera el sueño de los justos por 
considerarlo algo, quizá, infamante, porque no estaba 
de acuerdo con una filosofía política determinada. 


Si bien es bueno recordar el pasado, cómo fue 
la salida y el alto costo que tuvo todo esto para la 
sociedad uruguaya, lo es también tener presente el 
valor y peso que deben tener los pronunciamientos 
populares, de lo que mucho se ha hecho caudal en 
esta Sala. Me refiero a un referéndum derogatorio de 
la ley, cuya ratificación nadie puede decir que no se 
sometió a consideración de la gente. Si se somete a 
su consideración la rectificación, se está sometiendo, 
consecuentemente, la derogación. Quien no vota la 
derogación, vota la ratificación. 


En 1989 se llevó adelante un pronunciamiento 
cuyo resultado fue del 58% contra el 42%. ¡Fue pali- 
za! La verdad, ¡fue paliza! Sin duda, se trata de una 
ley cuestionable que a nadie le gustó votar, pero lo de- 
ben haber realizado con la tranquilidad de conciencia 
que le daba el hecho de que se estaban consolidando 
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las instituciones. Hace unos instantes el señor Sena- 
dor Michelini aludía a lo manifestado por el ex Sena- 
dor Aguirre en cuanto a la ética de la responsabili- 
dad. A veces los políticos la deben tener para obtener 
un resultado que en el momento puede no ser grato 
acompañar, pero que en este caso culminó con las 
consecuencias que todos conocemos. Esta ley tam- 
poco es la impunidad, como decía el señor Senador 
Gallinal. ¿Como consecuencia de qué está preso Gre- 
gorio Álvarez? ¿Por aplicación de qué ley están presos 
José Nino Gavazzo y Ricardo “Conejo” Medina? 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Estoy de acuerdo con lo que se- 
ñala el señor Senador, pero la pregunta que me for- 
mulo es ¿por qué habiendo tantos resquicios en la 
Ley de Caducidad -que fue impulsada por Wilson Fe- 
rreira Aldunate y redactada por Héctor Martín Stur- 
la- hubo tres Gobiernos democráticos en este país: 
el del doctor Sanguinetti, el del doctor Lacalle y el 
del doctor Batlle, durante los cuales nadie fue preso; 
tuvo que llegar el Gobierno del doctor Vázquez para 
que se iniciaran un conjunto de procesamientos al 
amparo de que no estaban comprendidos en la Ley de 
Caducidad quienes hoy están recluidos en la cárcel 
Domingo Arena. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Puede continuar el señor 
Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- No puedo contestar por el 
Partido Colorado; lo que puedo decir es que duran- 
te el Gobierno del Partido Nacional no hubo ningún 
planteamiento. No se puede ser más realista que el 
rey. Si nadie se presentó a pedir que alguien no que- 
dara amparado por la Ley de Caducidad, ¿cómo podía 
el entonces Presidente Lacalle hacer uso de la facul- 
tad que le otorga esa Ley? 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Confieso que, con 
tantos papeles que tengo sobre mi escritorio, olvidé 
mencionar la peculiaridad de que mientras duró nues- 
tra gestión, desde el 1” de marzo de 1990 hasta el 28 
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de febrero de 1995, ningún Magistrado envió un ofi- 
cio indicando que el Poder Ejecutivo se expresara con 
respecto a si alguna persona estaba o no comprendi- 
da dentro de la Ley de Caducidad. ¿Por qué? No lo 
puedo contestar; lo único que puedo decir es que en 
el despacho del Secretario de la Presidencia ubicado 
en el Edificio Libertad -lamentablemente, abandona- 
do- encontramos detrás de un armario una hoja caída 
que había quedado de la Presidencia del doctor San- 
guinetti, a la que se dio trámite, pero correspondía 
a ese período presidencial y no al nuestro. Reitero: 
durante nuestro mandato no hubo ninguna solicitud 
de ningún Magistrado. ¿Por qué? Como ya dije, no lo 
puedo responder, pero como no la hubo, nunca me 
correspondió hacer uso de esa facultad legal. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- El curso que ha tomado el 
debate me obliga a solicitar esta interrupción al señor 
Senador para señalar algo que, a mi juicio, es obvio. 
La Ley de Caducidad fue sancionada en el año 1986 
no precisamente para enviar a prisión a todos los mi- 
litares y policías que así lo merecían; su finalidad fue 
exactamente la opuesta: evitar que fueran a prisión, 
porque se entendió que eso era lo que las circunstan- 
cias reclamaban. De ahí que, en ejercicio de las facul- 
tades que esa ley le otorgaba, el Presidente de aquella 
época no habilitó la investigación y, eventualmente, 
la continuación de las actuaciones judiciales en los 
casos que fueron sometidos a su consideración. Para 
eso se sancionó esa ley; ese era su sentido. 


Insisto: si el objetivo hubiese sido enviar a todos 
a prisión, no se habría necesitado la Ley de Caduci- 
dad. Lo que ocurre es que luego las circunstancias 
fueron cambiando, fue transcurriendo el tiempo y se 
pudo hacer cosas que antes no se podía. Por ejemplo, 
durante el Gobierno del doctor Jorge Batlle se creó la 
Comisión para la Paz, pero seguramente durante el 
primer Gobierno del doctor Sanguinetti no se hubiera 
podido crear ni hubiera obtenido los resultados que 
obtuvo. Esto va más allá de las inclinaciones, de la 
benevolencia o del talante de uno u otro; estas son las 
circunstancias históricas, que van cambiando, y to- 
dos entendemos que las cosas que se podía hacer en 
la democracia uruguaya en 1986 no eran las mismas 
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que se podía hacer en la del año 2000, ni tampoco las 
que se puede hacer en la actual. 


Gracias por la interrupción, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto, pero acla- 
ro que es la última que voy a conceder. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Pregunto a la Mesa si existe la 
posibilidad de que el señor Miembro Informante acla- 
re el punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso se hará luego de fi- 
nalizada la alocución del señor Senador Moreira. 


Puede continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: algunos 
resultados se obtuvieron y hay gente que está priva- 
da de su libertad, pagando culpas, por resolución de 
nuestra Justicia independiente. A su vez, la Suprema 
Corte de Justicia ha cambiado su jurisprudencia, que 
no ha sido constante ni pacífica. Durante casi veinte 
años entendió que la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado no violaba ningún precepto 
constitucional. Esa votación estaba dividida; de cual- 
quier manera, su actual conformación entiende que 
adolece de vicios de inconstitucionalidad. Así lo ha 
declarado, por ejemplo, en el caso de Nibia Sabalsa- 
garay, por el cual fue procesado el primer General en 
actividad, en virtud de una sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia que determina la inconstitucionali- 
dad de algunos artículos. Dicha sentencia determinó 
que se privara de su libertad al General Miguel Dal- 
mao, a quien visitara el propio Presidente de la Repú- 
blica hace apenas quince días. 


De modo que estamos en un escenario en el que ha 
habido actividad procesal y privaciones de libertad. De 
prosperar la iniciativa que se presentó, veremos qué 
nos depara el futuro, pero seguramente -tal como se 
dijo acá- vamos a recibir gran cantidad de denuncias. 


Con respecto a la exégesis del proyecto de ley, casi 
todos coincidimos en que adolece de serias inconsti- 
tucionalidades. La diferencia entre el primero y este 
es absolutamente menor: se agregó un artículo, pero 
se insiste con componentes que, a nuestro juicio, son 
inconstitucionales, se vulneran principios esenciales, 
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como el de la separación de los Poderes, y se interpreta 
una ley que no es oscura en su texto. El Código Civil 
dice que cuando el tenor de la ley es claro, no se puede 
desatender su texto para atender su espíritu. Y para 
demostrarlo nada más apropiado que esta redacción; el 
agregado que se propone no es demasiado claro. Eso de 
la “ilegitimidad manifiesta”, de que son incompatibles 
y de dejar sin efecto son materias reservadas a la Su- 
prema Corte de Justicia; la interpretación de la Consti- 
tución de la República debe ser efectuada por ese orga- 
nismo, no la podemos hacer los Legisladores. Además, 
es válida para casos concretos, como el de Nibia Sabal- 
sagaray. Si se plantea en otros y hay un pronunciamien- 
to sobre la inconstitucionalidad, valdrá también para 
esos casos concretos -pero no tendrá carácter general 
y abstracto como la ley- aunque no tenga esa facultad. 
Eso significa una intromisión y una violación indebida 
del principio de separación de los Poderes. Creo que 
todos los catedráticos que concurrieron a la Comisión 
de Constitución y Legislación estuvieron contestes en 
afirmar que esto viola el principio de separación de Po- 
deres, el de seguridad jurídica y la irretroactividad de la 
ley penal más benigna. No sé nada de Derecho Inter- 
nacional, pero leí que la irretroactividad de la ley penal 
más benigna está reconocida en el artículo 24 del Esta- 
tuto de Roma de la Corte Penal Internacional, al cual 
nuestro país adhirió. De modo que existe un instru- 
mento internacional, al cual adherimos, que establece 
ese principio. Si estamos diciendo que el artículo 72 
establece los derechos preexistentes en la Constitución 
de la República inherentes a la persona humana, que 
se imponen sobre las propias normas constitucionales 
-teoría con la cual no estamos de acuerdo-, también 
tendrá que valer para este caso, porque el hecho de 
que la ley penal sea irretroactiva protege un derecho 
humano. Creo que esto también está establecido en el 
Pacto de San José de Costa Rica. 


En definitiva, hay una gran cantidad de contradic- 
ciones, como la prescripción, que viola el principio 
de seguridad jurídica y habla de que se interrumpe la 
prescripción durante el término 1986-2011, durante 
el cual gobernaron el Partido Colorado en dos oportu- 
nidades, el Partido Nacional y ahora el Frente Amplio, 
también en dos oportunidades. ¿Acaso no estaban 
funcionando normalmente las instituciones? ¿Por 
qué hay que interrumpir la prescripción con efectos 
retroactivos? Esto viola absolutamente los preceptos 
constitucionales. Tal como señaló el señor Senador 
Saravia, este proyecto, verdaderamente, es un desas- 
tre y, sin ninguna duda, le van a interponer quinien- 
tas excepciones de inconstitucionalidad que frenarán 
todos los procesos judiciales y todo va a terminar en 
una gran discusión en el país, en la que otra vez vol- 
veremos al viejo tema. 


Sinceramente, no veo la conveniencia de esta ini- 
ciativa y sí la absoluta inconveniencia de violar los 
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artículos 4” y 82 de la Constitución de la República, 
que establecen la soberanía popular, la elección, el 
plebiscito, los institutos de la democracia directa que 
están siendo avasallados absolutamente. Cuando es- 
cuché, hace unos días, lo que dijo el ex Presidente 
Vázquez en un Comité de Base, pensé que de ver- 
dad tiene mala memoria. Digo esto luego de haber 
releído un discurso que el doctor Vázquez pronunció 
en el año 2004, cuando se conmemoraba el 33% Ani- 
versario del Frente Amplio y lo voy a leer porque no 
tiene desperdicio, aunque ahora cambió de opinión y 
hace citas eclesiásticas, como dijo el señor Senador 
Pasquet. En dicho discurso decía lo siguiente: “Hace 
varios años trabajamos fuertemente para derogar esa 
ingrata, infame y triste ley de impunidad, trabajamos 
todos nosotros con mucha fuerza. 


Quien habla integró el Ejecutivo de la Comisión por 
el Voto Verde y fue Secretario del área de finanzas. 


Trabajamos para conseguir las firmas y lograr que 
el pueblo uruguayo se expidiera, hubo que trabajar 
muy duro, fue muy difícil, pero las firmas se juntaron 
y el pueblo uruguayo se expidió en una expresión de 
democracia directa que nosotros defendemos como 
una herramienta fundamental, y en esa expresión del 
pueblo lamentablemente desde nuestro punto de vis- 
ta no pudimos derogar esa ley de impunidad. 


Si defendemos la democracia directa, si defende- 
mos la opinión que el pueblo debe dar en instancias 
fundamentales para el país lo tenemos que defender 
en todas las instancias, cuando esa resolución nos es 
favorable y también cuando nos es adversa y fue ad- 
versa para los intereses de quienes queríamos derogar 
la ley de impunidad, por tanto vamos a respetar esa ley 
de caducidad”. Eso lo dijo Tabaré Vázquez en el año 
2004. Me pregunto si se puede cambiar de opinión 
tan fácilmente. Creo que no; ese andar zigzagueante, 
ese ir un día para acá y otro para allá, no lo entiendo. 
No veo cómo podemos aceptar ese cambio de opinión 
tan rotundo en un tema que, además, fue objeto de 
dos pronunciamientos populares. No se puede cam- 
biar de opinión contrariando la voluntad popular; no 
se puede, porque eso es faltarle el respeto al pueblo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Rubio 
ha solicitado una aclaración al señor Senador López 
Goldaracena, Miembro Informante, a quien cedemos 
el uso de la palabra. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- La aclaración 
refería a las causas judiciales durante el Gobierno 
del señor Senador Lacalle Herrera. Con relación a 
ese tema, debemos recordar que las denuncias por 
violaciones a los derechos humanos luego de finali- 
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zada la dictadura fueron presentadas inmediatamen- 
te después de haber sido recuperada la democracia. 
Durante un año las causas estuvieron condicionadas 
a contiendas de competencia entre la Justicia Civil y 
la Militar y, cuando finalmente se falló a favor de la 
Justicia Civil y se empezó a citar a los militares, la 
presión militar, explícitamente reconocida en aquel 
momento por el Presidente de entonces, forzó al Par- 
lamento a violar el artículo 5% de la Ley de Amnistía 
que dejaba fuera a policías y militares. 


Luego de haber sido sancionada la Ley de Caducidad, 
bajo presión militar -aclaro que no voy a reiterar todo 
lo dicho al principio porque sé que tengo poco tiem- 
po-, las causas judiciales presentadas se archivaron 
absolutamente todas. Luego esa impunidad jurídica 
siguió generando una cultura de la impunidad. En el 
año 2005, con el Gobierno del doctor Tabaré Vázquez 
se solicitaron informes a las Fuerzas Armadas, conti- 
nuando con una política que había comenzado el doc- 
tor Batlle en la Comisión para la Paz. Esos elementos 
aportaron una conclusión fáctica completamente dis- 
tinta a la que se tenía durante el Gobierno del doctor 
Lacalle. Por ejemplo, se estableció que las desapari- 
ciones de los ciudadanos uruguayos en la República 
Argentina habían sido realizadas por agentes urugua- 
yos. Se reconoció por primera vez el macroterrorismo 
de Estado y también se reconoció por parte del Estado 
el haber participado en vuelos clandestinos. Pido a los 
señores Senadores que se pongan -y me incluyo- en el 
pellejo de esa madre que durante décadas buscó a su 
hijo desaparecido en Argentina un determinado día y, 
luego del informe de las Fuerzas Armadas, se enteró 
de que ese día la Fuerza Aérea había reconocido la 
existencia de un vuelo clandestino. Eso activó la rea- 
lización de nuevas denuncias que no se habían for- 
mulado antes en el Uruguay. La aplicación en aquel 
entonces del mecanismo que tenía la Ley de Caduci- 
dad, que era la consulta del Juez al Poder Ejecutivo, 
tuvo como resultado que el Poder Ejecutivo excluyera 
todas esas nuevas denuncias de la Ley de Caducidad 
que, ciertamente, no se aplicó. Eso permitió avanzar 
en las investigaciones con las debidas garantías para 
todas las personas que participaron, al punto tal que 
existieron casos en que los fiscales pidieron procesa- 
mientos y los jueces no hicieron lugar. Esa es la razón 
por la cual, a criterio de este Senador, durante el pe- 
ríodo de Gobierno del doctor Lacalle Herrera no se 
activaron denuncias: todas las anteriores estaban ya 
comprendidas en la impunidad de la Ley de Caduci- 
dad. Por el contrario, sí se permitió el avance por esa 
ventanita luego de 2005, en el Gobierno del doctor 
Tabaré Vázquez que habilitó las investigaciones. Pero 
la cultura de la impunidad siguió enquistada por la 
Ley de Caducidad, que no es una ley de amnistía. He 
escuchado con mucha atención a todos los Senadores 
que me precedieron en el uso de la palabra y me voy a 
amparar en el derecho que me otorga el Reglamento 
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como Miembro Informante para, al final de la Sesión, 
hacer un recuento de cuestiones que, a mi juicio, son 
errores de interpretación jurídica graves. Pensé que 
con la intervención del principio dejaba aclarado... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se agotó el tiempo de 
que dispone, señor Senador. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la pa- 
labra el señor Senador Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNÁNDEZ HUIDOBRO.- Señor Pre- 
sidente: traía un discurso breve y escrito, pero no re- 
sisto una tentación que me sabrá disculpar. Aquí se 
ha dicho que la violencia en manos de los órganos 
del Estado es la legal y que la violencia en manos de 
quienes se levantan en armas contra el Estado es la 
ilegal. Estoy totalmente de acuerdo; dicho con todo 
respeto, esa es una verdad de perogrullo, salvo si los 
revolucionarios llegan a ganar, en cuyo caso, como en 
este mundo todo cambia, lo ilegal pasa a ser legal y 
lo legal, ilegal. En este momento, estamos festejan- 
do los doscientos años de un glorioso levantamiento 
armado. Dicho sea de paso, lo que dije antes pasó 
varias veces entre blancos y colorados, en sendos le- 
vantamientos armados, una vez unos, otra vez otros, 
determinando que la legalidad o la ilegalidad cambia- 
ra cada tanto. Pero como dije, estamos festejando los 
doscientos años de un importantísimo levantamiento 
armado. 


Quiero aclarar que cuando los orientales se levan- 
taron en armas, desde el punto de vista de la mo- 
narquía española estaban cometiendo una flagrante 
ilegalidad, no así los que reprimían. ¡Menos mal que 
ganamos, porque de no haber sido así hoy estaríamos 
festejando el Pacto de la Moncloa! 


Una vez pasado este breve incidente, que no pude 
resistir comentar, porque si bien no tiene nada que 
ver con el fondo, sí lo tiene con la historia y sus en- 
señanzas, voy a leer la prolija exposición que preparé 
sobre el tema que nos ocupa. 


Brevemente, quiero comunicar dos cosas. La pri- 
mera es que, como es bien sabido, vamos a votar por 
disciplina partidaria, y la segunda, que renunciare- 
mos a este Senado. 


Señor Presidente: la unidad de acción es un bien 
muy preciado y valioso como para no tenerla en cuen- 
ta, en especial en una fuerza política como el Fren- 
te Amplio. Nuestro voto está a entera disposición del 
Frente Amplio para garantizar así los derechos y la 
libertad de la mayoría, porque de vez en cuando con- 
viene recordar que las mayorías también tienen dere- 
chos y les corresponde gozar de su libertad. 
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Con respecto a mi próxima renuncia al Senado 
quiero decir que no escapará a la fina percepción 
política del señor Presidente que no me queda otro 
camino. Eso también lo haré para garantizar mis 
derechos y, fundamentalmente, mi libertad, porque 
cuando se milita en orden de organización y en or- 
den de pertenencia, se debe proceder de ese modo, 
y en lo personal, siempre milité de manera organiza- 
da y siempre pertenecí a algo. El particular rol que 
jugamos en esta historia nos obliga muy especial y 
personalmente. Cada ser humano es producto de su 
vida y la nuestra ha sido la que nos ha tocado vivir. 
Ello es un asunto intransferible, porque más allá de 
coincidencias o discrepancias jurídicas sobre el texto 
de un proyecto de ley, de lo que aquí se trata es de 
acatar el mandato popular o, en su defecto, llamarlo 
nuevamente en consulta. 


Señor Presidente: nosotros no somos más que 
nadie, pero a nadie le damos la derecha en la lucha 
contra la ley de impunidad o contra la impunidad sin 
más, incluso sin ley. Igual que nosotros en esa lucha, 
todos; más que nosotros, nadie. 


En 1984, nuestra histórica corriente política votó 
-el señor Presidente lo recordará- como hoy, en fran- 
ca y total minoría dentro del Frente Amplio, contra el 
Pacto del Club Naval -a mi izquierda hay un compa- 
ñero que protagonizó esas peleas en nombre de todos 
nosotros- y acatamos la mayoría. 


En 1986 fuimos de los primeros en convocar a 
juntar firmas contra la ley de impunidad; pusimos en 
ello todas nuestras energías y nuestros máximos re- 
cursos materiales. Ante aquella burda amenaza que 
todos recordarán, escupida a través de los grandes 
medios de prensa por la pregunta “Y, ¿después qué?”, 
y ante la feroz campaña en el sentido de que nosotros no 
acataríamos el resultado si nos resultaba adverso -cuando 
digo “nosotros” me refiero concretamente a los tupa- 
maros-, miles de veces en actos públicos realizados 
a lo largo y ancho del país, como así también en in- 
numerables salidas a la prensa de todo tipo, dijimos 
que íbamos a acatar. Esto fue dicho también puerta 
a puerta a los vecinos y vecinas, cuando les fuimos a 
pedir la firma y luego el voto. 


Finalmente, en materia de castigo contra los vio- 
ladores de los derechos humanos, tampoco le damos 
la derecha a nadie. Y por más que resulte ocioso, co- 
rresponde recordar que nosotros no estuvimos presos 
por estacionar mal la motocicleta. Debido a eso y por 
eso, contra todo lo que se dijo acá, nosotros -unos 
cuarenta compañeros y compañeras- jamás fuimos 
amnistiados. La Ley de Pacificación Nacional -como 
se denominó- ordenó recontraprocesarnos, es decir, 
más de lo que lo habíamos sido. En lo personal, pude 
salir en libertad porque, con una tasa de cambio que 
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registraba bastante atraso cambiario, me computaron 
tres a uno por año preso, aunque en realidad merecía 
un diez a uno. Podría decir que en aquel entonces 
había un atraso cambiario penal. Aun así, cuando la 
Justicia civil me volvió a reprocesar siendo declarado 
culpable, me quedó debiendo, porque me sobraban 
años; tengo una tarjeta de crédito penal a disposición, 
aunque no sé de qué banco. Muchos son los com- 
pañeros y las compañeras que se encuentran en la 
misma situación, que nunca fueron amnistiados, por- 
que la Justicia militar -que todos sabemos que es a la 
Justicia lo que la música militar es a la música- nos 
acusó de haber cometido delitos de sangre. Por su 
parte, al ser declarados inocentes otros compañeros, 
se creó una perplejidad jurídica muy honda, porque 
además de computarles los tres años por uno, eran 
inocentes. Podría decir que varios compañeros fue- 
ron declarados inocentes después de haberse comi- 
do quince años de cárcel que, multiplicados por tres, 
eran cuarenta y cinco. 


Las discrepancias con el texto del presente pro- 
yecto de ley son esencialmente jurídicas, y si bien re- 
fieren a cuestiones de fondo, a los compañeros de la 
Corriente de Acción y Pensamiento - Libertad, nos 
llevan a sentir un gran temor por el hecho de que, 
por sus defectos, este proyecto de ley, transformado 
en ley, no cumpla con lo que se espera ni con las ex- 
pectativas que se han creado. No obstante ello, nues- 
tra principalísima discrepancia es con el hecho de no 
convocar al pueblo, sea cual sea el texto y más allá de 
las discusiones jurídicas que son muy importantes. A 
nuestro juicio, es ineludible convocar al pueblo. 


Hace cinco meses se reunió la Dirección Nacional 
de la Corriente de Acción y Pensamiento - Libertad, 
y en su punto 4) resolvió: “Reiterar que la solución 
jurídica y política a este tema debe necesariamen- 
te respetar nuestra Constitución y los Principios de 
nuestro Ordenamiento Jurídico y a la vez ser avalada 
indefectiblemente por un pronunciamiento popular 
de Democracia Directa”. 


La Corte Internacional de Justicia estuvo y está 
en su pleno derecho, en su sano juicio y en su órbita 
específica, y el Parlamento también lo está. Pero el 
pueblo, al que convocamos tantas veces, también es- 
tuvo y está en su pleno derecho, en su sano juicio y en 
su órbita específica, que es la de la soberanía suprema. 
Es más, en este Parlamento, ámbito esencialmente 
político, en el que se tratan asuntos eminentemente 
políticos, a nuestro juicio resulta imposible no referir 
a la soberanía popular directa, que no contradice en 
absoluto las decisiones de cualquiera de los tres Pode- 
res del Estado. Y, en el supuesto caso de que lo hicie- 
ra, mostraría una foto de la realidad a la que tampoco 
debemos escapar. Creemos que más contradictoria es 
la Corte Internacional de Justicia, que hace un tiem- 
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po determinó que la Ley era constitucional y luego 
dice que es inconstitucional. Los que no somos ju- 
ristas -aunque yo estoy por recibirme de abogado- no 
entendemos esos cambios, pero así está organizado 
el Poder Judicial. Se ha dicho que hay delitos que 
no se pueden plebiscitar; si era así no debimos haber 
llamado a dos referéndum o a un referéndum y a un 
plebiscito. Si lo hicimos dos veces, no vemos por qué 
no hacerlo otra vez y argumentar eso mismo ante la 
conciencia de la gente. 


Se alega que la Suprema Corte de Justicia dijo que 
la Ley de Caducidad era inconstitucional; entonces, 
con más razón pongamos ese formidable argumento 
en manos de la gente para su debida consideración. 
¿Cuál es el problema? Lo mismo podríamos decir 
respecto de todo lo que se ha alegado en contra de 
consultar al pueblo. En suma, sea lo que sea y con 
los argumentos que se utilicen, hay que llamar a la 
gente, según nuestro humilde leal saber y entender. 


Se dice dentro de nuestra fuerza política -y con 
razón- que hay que acatar el mandato de la mayoría y 
como creemos que es así, lo estamos acatando y vota- 
remos por disciplina partidaria. Pero la voluntad del 
pueblo fue mayoría dos veces y es la suprema mayo- 
ría; en ese caso, no tenemos estatuto que nos proteja, 
no podemos ni debemos pedir libertad de acción. Cae- 
mos, entonces, en una muy honda y flagrante contra- 
dicción. Este instrumento fue vital en el país y nada 
menos que con él vencimos a la dictadura. En el ple- 
biscito de 1980 las condiciones eran más que duras, 
eran bravísimas, pero las aceptamos y ganamos. Por 
tanto, ahora no vale argumentar otras cosas. Luego 
pasamos por otras muchas instancias de democracia 
directa, juntamos o no llegamos a juntar las firmas 
necesarias, nos fue bien o nos fue mal, pero lucha- 
mos. Cuando juntamos las firmas y logramos convo- 
car, a veces perdimos y otras ganamos, pero siempre 
acatamos. Quiero decir que siempre que perdí pensé 
que era el pueblo el que se equivocaba, y comparto 
lo que se ha manifestado acá en el sentido de que, 
en general, siempre se piensa eso, pero la legitimidad 
proviene de lo que deciden las mayorías. 


Hoy pienso que la mayoría del Frente Amplio se 
está equivocando y lo siento en el corazón y en la con- 
ciencia, pero acato la legalidad vigente. Mañana mis- 
mo -no dentro de un tiempo- este Gobierno, este Par- 
lamento o este pueblo puede necesitar vitalmente el 
mismo instrumento que hoy estamos desacreditando. 
Insisto, puede suceder mañana mismo y no dentro 
de un largo tiempo. Luego de tres históricas victorias 
electorales, la de 1989, la de 2004 y la de 2009 -para 
cuya conquista nos basamos puramente en el vere- 
dicto popular-, este viraje es un gravísimo error, y lo 
decimos con el mayor respeto para con todo el Frente 
Amplio y sin desmedro del afecto y del compañeris- 
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mo; lo decimos sintiendo el deber y la responsabilidad 
de alertar a los compañeros y compañeras sobre un 
irreparable error, que tendrá graves consecuencias. 


Nos vamos de esta Casa, señor Presidente, a mul- 
tiplicar nuestra militancia, pero no sin antes decir -no 
quiero entrar en el tema porque daría para un de- 
bate profundo- que en lo personal no aceptamos pa- 
cíficamente -para nada- la intromisión de tribunales 
extraterritoriales en nuestros asuntos internos, como 
tampoco el humanismo militar de occidente, que últi- 
mamente ha invadido y agredido a todos los países en 
nombre de los derechos humanos. No vamos a afilar 
el cuchillo que nos puede degollar, ni le vamos a pasar 
sebo a la soga con la que nos van a ahorcar, pero ese 
es otro tema. No compartimos la política de derechos 
humanos inventada por el Gobierno de los Estados 
Unidos y financiada por la Fundación Ford, que solo 
juzga los hechos y no los contextos. Por ejemplo, hoy 
juzga a Uruguay solo por los hechos y no por los con- 
textos. No aceptamos pacíficamente eso, ni lo vamos 
a aceptar. Queremos alertar y dar un debate dentro 
de la izquierda uruguaya contra ese peligro que se 
vislumbra en el horizonte. Podemos hablar de Kosovo, 
Panamá, Irak, Afganistán y hoy de Libia, y siempre es 
por los derechos humanos; estamos en la era del im- 
perialismo benevolente y humanitario. Sabemos que 
es un cuento y sabemos lo que valen los derechos 
humanos; no comamos bombones revestidos de cho- 
colate que lo único que tienen o pueden tener dentro 
es una trampa. 


Como dije, nos vamos de esta Casa a multiplicar 
nuestra militancia, sin el más mínimo retaceo para 
apoyar al Frente Amplio y al compañero Mujica. Nos 
iremos reconociendo en el Parlamento a la institu- 
ción más importante del país y también a la más vil y 
fácilmente atacada, y a la más inerme de todas. Nos 
vamos a seguir la militancia que hemos venido reali- 
zando a lo largo de toda la vida, pues sobran lugares, 
situaciones y razones para ello. 


Señor Presidente: no le entrego en este momen- 
to la carta que debo hacerle llegar con mi renuncia, 
porque antes deseo presentarla ante mis compañeros 
de la Corriente de Acción y Pensamiento - Libertad y 
ante mi Presidente Mujica. En pocos días, salvando la 
proverbial Semana Santa y obtenida la venia ineludi- 
ble, daré paso a dicha formalidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lis- 
ta de oradores, tiene la palabra la señora Senadora 
Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: no sé si 
antes de comenzar mi intervención puedo solicitar 
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una aclaración al Senador López Goldaracena sobre 
un punto que mencionó el Senador Lacalle Herrera, 
relacionado con quienes están en prisión en este mo- 
mento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad correspon- 
dería que durante la exposición de la Senadora, el 
Senador López Goldaracena hiciera uso de una in- 
terrupción, pues la aclaración la tendría que realizar 
luego de la exposición de la Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Gracias por la aclaración, 
señor Presidente. 


Voy a comenzar esta intervención... 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Me permite 
una interrupción, señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: le agradezco a la señora Senadora Moreira, a 
quien le adelanto que no voy a ocupar mucho de su 
tiempo. 


Sin perjuicio de las aclaraciones que luego se me 
pueda solicitar, por esta vía me voy a referir a un tema 
que tocó el señor Senador Lacalle Herrera en cuanto 
a que la eventual aprobación de este proyecto de ley 
podría tener consecuencias en relación con aquellas 
personas que se encuentran privadas de libertad, pro- 
cesadas o condenadas por la Justicia penal por graves 
violaciones a los derechos humanos cometidas duran- 
te la dictadura. La respuesta es que no tiene ninguna 
consecuencia desde el momento en que en esos casos 
no se aplicó la Ley de Caducidad de la Pretensión Pu- 
nitiva del Estado, pues en forma expresa y explícita 
fueron excluidos de la normativa de dicha ley. Esto 
se relaciona con el contexto jurídico de la represión 
de los crímenes de lesa humanidad. La Ley de Ca- 
ducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, o las 
normas de impunidad de dicha ley, adolecen de un 
vicio que la anulan desde su nacimiento, en virtud 
de su incompatibilidad con normas inderogables que 
obligan a juzgar en todo tiempo y circunstancia pero 
que, al mismo tiempo, obligan a los Estados a remo- 
ver todos los obstáculos en los que pueda ampararse 
una persona indagada, procesada o juzgada para sus- 
traerse de la acción de la Justicia. 


Quiero decir ahora por esta vía, que lo más con- 
veniente es solicitarle a la señora Senadora que está 
haciendo uso de la palabra y gentilmente me otorgó la 
interrupción, que en algún momento me solicite una 
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aclaración sobre el principio de que no hay crimen sin 
ley que lo establezca, a fin de no seguir utilizando más 
de su tiempo. Considero que este es un tema jurídico 
de suma importancia, que no debemos tratarlo con 
la ligereza con que se ha considerado aquí, teniendo 
presente lo que fue nuestra intervención al comienzo 
de la Sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede proseguir la seño- 
ra Senadora Moreira, no sin antes aclararle que po- 
drá solicitar esa explicación al Miembro Informante 
durante su exposición y este dará respuesta luego de 
que la Senadora finalice su exposición. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a comenzar esta inter- 
vención en el inicio mismo del proceso que nos trajo 
hasta aquí, que fue la aprobación de la Ley de Cadu- 
cidad, porque el proyecto que hoy se va a votar pre- 
tende volverla inaplicable, pues la tiene como objeto. 


Quiero recordar -ya lo he hecho, pero lo repito- el 
artículo 1? de la Ley de Caducidad, que comienza di- 
ciendo algo así como que se reconoce que como con- 
secuencia de la lógica de los hechos originados por el 
Pacto del Club Naval y a efectos de concluir la transi- 
ción hacia la plena vigencia del orden constitucional, 
etcétera. Voy a referirme exactamente al comienzo 
mismo del articulado de la Ley de Caducidad, por el 
vicio de origen que contiene. 


He recorrido las actas de 1986 para saber si se 
manejó o no -implícita o explícitamente- en el Pacto 
del Club Naval, la incorporación de esta amnistía. Por 
supuesto que sí está en el documento de las Fuerzas 
Armadas, pero no está explícito en el Pacto, tema sobre 
el que se habló mucho en el año 1986. En su momen- 
to, Rodríguez Camusso señaló absoluta, terminante y 
definitivamente que esto no había estado en el Pacto 
del Club Naval, pero como alguien expresó acá, supon- 
gamos que podría estarlo implícitamente. Entonces, 
me voy a remitir al acuerdo que firmaron los cuatro 
partidos políticos en octubre de 1984. En el acuerdo 
de la Conapro señalan manifestarse por la real vigen- 
cia de los derechos humanos en el futuro, por evitar 
mantener a la sociedad uruguaya en la ignorancia de la 
realidad de las denuncias referidas y por evitar que se 
impongan los hechos que constituyen ilícitos penales. 
En este mismo texto firmado por los cuatro partidos 
políticos en octubre de 1984, insisto, se considera que 
todos los órganos del Estado, de acuerdo con sus com- 
petencias, procurarán el esclarecimiento de los hechos 
referidos, y se dice que será necesario dotar al Poder 
Judicial de los instrumentos jurídicos y reales que per- 
mitan el efectivo cumplimiento de la investigación. 


Quiero decir que hoy, 12 de abril de 2011, noso- 
tros estamos cumpliendo con el pacto originario de la 
Conapro, de hace 25 años atrás. 
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Agregaré algo más con respecto a este Pacto del 
Club Naval y es que fueron excluidos de la Ley de 
Amnistía votada por este Parlamento los autores, 
coautores o cómplices de tratamientos inhumanos, 
crueles o degradantes o de la detención de personas 
luego desaparecidas, incluyendo aquellos que hu- 
bieren encubierto tales tratamientos. Esto es lo que 
expresa el artículo 5% de la Ley de Amnistía. Quie- 
ro recordar que la misma se aplicó a presos políticos 
que habían cumplido largamente su condena -como 
acaba de explicar el Senador que me antecedió en 
el uso de la palabra- y que una inmensa mayoría de 
ellos -hubo 5.900 presos políticos en la dictadura y 
recuerdo a los señores Senadores que ahora tenemos 
9.000 presos comunes, por lo que aquella cifra era 
una enormidad; teníamos la tasa de presos per cápita 
más alta de todas las dictaduras de América Latina-, 
no habían estado sometidos al debido proceso; a su 
vez, la inmensa mayoría de ellos, bajo las condiciones 
de un Estado de derecho hubieran sido declarados 
inocentes, porque no se puede ir preso por militar en 
un partido político o participar en un gremio; ningún 
Estado de derecho lo admitiría. 


Para culminar con el tema del Pacto del Club Na- 
val voy a citar un argumento de Filosofía del Derecho, 
ya que hay tantos abogados en este recinto. Los pac- 
tos hechos en dictadura, ¿son legítimos? Sobre este 
tema hay una tradición de la Filosofía del Derecho, 
del iusnaturalismo, del contractualismo: Hobbes, 
Locke, Pufendorf y Rousseau. Los pactos se celebran 
entre iguales, no entre desiguales; si no, no entra- 
ñan obligación legítima. Cuando una de las partes no 
es libre, no hay pacto; cuando una parte obliga por 
la fuerza a otra, no hay pacto, no hay contrato. Un 
pacto en que uno está sometido al otro por la fuer- 
za, es ilegítimo y así lo expresa toda la teoría con- 
tractualista de los siglos XVII y XVIII. Si alguien me 
apunta con un revólver y me obliga a dar, en mi caso 
la cartera, por ejemplo, no contraigo la obligación de 
dársela, por más que consienta a ello para salvar mi 
vida. Lo que caracteriza al contrato es la libertad del 
contratante; si no hay libertad no hay pacto y no se 
deriva obligación alguna de cumplirlo. No voy a dis- 
cutir si efectivamente, dentro de las conversaciones 
del Club Naval, hubo o no un pacto que incluyera la 
amnistía a militares, policías, etcétera. Creo que no lo 
hubo, pero si lo hubiera habido, no hubiera obligado 
a contraer compromiso alguno cuando se recuperara 
la democracia. 


También quiero decir que cuando la ley de cadu- 
cidad se aprobó, hubo dos interpretaciones en este 
recinto: los que consideraron que fue por convenien- 
cia del momento y los que entendieron que fue un 
instrumento de pacificación nacional. Me pregunta- 
ría qué paz debíamos defender a la salida de la dic- 
tadura. ¿Acaso había una guerra en ese momento? 
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Me parece que es un mal nombre “proyecto de paci- 
ficación nacional” cuando veníamos de la paz de los 
sepulcros de doce años de dictadura. 


Recuerdo que el proyecto de ley se aprobó en am- 
bas Cámaras el 20 y 21 de diciembre respectivamen- 
te, con carácter grave y urgente, porque las Fuerzas 
Armadas amenazaban con desacato; estaban empe- 
zando los primeros juicios y los militares no se pre- 
sentaban a declarar. Es más, habían declarado que no 
aceptarían juzgamientos en Juzgados Penales ordina- 
rios, porque era la institución misma la que estaba 
comprometida con estos hechos. 


También quiero recordar algo que no se ha dicho 
y es que, en su momento, el propio Frente Amplio 
presentó un proyecto de ley que contenía previsio- 
nes legales para el caso de que militares y policías, 
asimilados o equiparados, omitan someterse a juicio, 
conforme a la ley. Quiere decir que en ese momento 
hubo una iniciativa legal para el caso de que efectiva- 
mente se cometiera el desacato en forma institucio- 
nal, ya no individual. Muchos discutían la hipótesis 
del desacato -recomiendo leer las versiones taquigrá- 
ficas, que son públicas-, el propio Frente Amplio, los 
entonces Senadores Senatore y Rodríguez Camusso, 
se preguntaban cuál podía ser el problema si no iban 
a declarar. ¿Esto es la crisis institucional? El fantas- 
ma del miedo, al parecer, no operaba para algunos, 
sino que, como dijo en su momento el entonces Se- 
nador Senatore, el proyecto no era serio. Concreta- 
mente decía: “Si leemos bien el proyecto veremos que 
la única responsabilidad de la que no se exime a los 
señores militares, policías, agregados y asimilados, es 
la de pagar las multas por las infracciones al regla- 
mento de tránsito”. Seguidamente agregaba el mismo 
Senador: “Angustia que en tema tan trascendente no 
se haya meditado mínimamente el contenido de ese 
artículo. Esta es la demostración más cabal del apu- 
ro que los mueve -lo que no puedo entender- pero, 
además, del firme deseo de apoyo a las Fuerzas Ar- 
madas del país, cosa que viene demostrando el Poder 
Ejecutivo a través de presupuestos y rendiciones de 
cuentas”. 


Además, la Ley de Caducidad violaba la separa- 
ción de Poderes, sacaba de la esfera del Poder Judicial 
la resolución de los expedientes y las investigaciones 
para entregarlos al Poder Ejecutivo. Acá, que tanto se 
ha hablado de republicanismo, hay que recordar una 
y otra vez que su principio base es la separación de 
Poderes. Pero la razón por la que la Ley de Caducidad 
saca explícitamente de la esfera del Poder Judicial la 
resolución de los expedientes, no es una declaración 
de impotencia, que es lo que expresa la caducidad de 
la pretensión punitiva del Estado. El Estado declara 
caduca cualquier pretensión suya de investigar o cas- 
tigar los delitos; se trata de un Estado que sostiene 
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que esos son delitos, no obediencia debida -los consi- 
dera delitos esa misma ley-, pero se considera incapaz 
de juzgarlos. El Presidente en ejercicio en ese mo- 
mento, doctor Sanguinetti, dijo -son palabras textua- 
les- que no confiaba en obtener un sereno juicio de 
la Justicia. Y la Suprema Corte de Justicia emitió un 
repartido rechazando estas apreciaciones. 


Por otra parte, existe la justificación de dejar atrás 
las dolorosas heridas que es menester cerrar y olvidar 
para siempre. Aquí continúo utilizando las palabras 
del entonces Senador Senatore, que si bien no son de 
las más famosas, a mí me han convencido. El Senador 
Senatore decía: “tampoco puede asegurarse la felici- 
dad nacional o la estabilidad de las instituciones, pre- 
tendiendo que la tragedia que vivió la República no 
ocurrió y no hay responsabilidades legítimas”. Luego 
agrega que “en ningún caso las gruesas desviaciones 
del orden jurídico o la violación de los derechos fun- 
damentales de las personas pueden ser consideradas 
como actos de servicio”. Las dolorosas heridas conti- 
nuaron abiertas durante todos estos años y esa es la 
razón por la cual ahora estamos discutiendo la Ley; 
porque acabar con la memoria no funcionó, las he- 
ridas no cerraron, la gente siguió marchando, se hi- 
cieron las marchas de los 20 de mayo y hoy seguimos 
construyendo la memoria, porque ella se ejercita. 


En todo caso, en este 12 de abril de 2011 podemos 
decir que las circunstancias han cambiado radical- 
mente. Los juicios no comprometen a las Fuerzas Ar- 
madas como institución, ya que las de hoy no pueden 
reconocerse en el gobierno de facto de la dictadura. 
Está claro que no. No hay desacato, ya que militares y 
policías se han presentado a declarar voluntariamen- 
te en los juzgados. Tampoco estamos votando nada 
grave y urgente sobre fin de año, sino que esta discu- 
sión ya lleva muchos meses. 


Lo cierto es que tenemos una Justicia actuante 
que declaró la inconstitucionalidad de la Ley de Ca- 
ducidad de la Pretensión Punitiva del Estado en más 
de veinte casos. Pero ya ha pasado mucha agua bajo el 
puente y hay que considerar lo poco que sabemos de 
los 172 desaparecidos y de los 116 asesinados duran- 
te la dictadura, a pesar de la aplicación a cabalidad 
del artículo 4” durante el Gobierno pasado y el actual. 


Creo que resulta insoslayable la mención de la 
realización de las dos consultas populares, en 1989 
y en 2009, por el argumento sobre la violación del 
pronunciamiento del soberano. 


Efectivamente, en 1989 se juntaron firmas para 
derogar la Ley de Caducidad de la Pretensión Puni- 
tiva del Estado y, en lo personal y más allá del re- 
sultado, celebro que el Uruguay haya comenzado su 
tránsito de democracia directa exactamente en esa 
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ocasión. Desde aquel momento y hasta ahora se han 
realizado alrededor de dieciocho plebiscitos y referén- 
dums, por lo que, después de Suiza, somos el país que 
más ha usado los mecanismos de democracia directa. 
Reitero que este nuevo uso comenzó en 1989. ¿Qué 
se mostró en 1989? Que el porcentaje de población 
que no quería la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado, que fue el 42%, era un poco su- 
perior al que no la votó en el Senado, que no llegó al 
30%, y también en Cámara de Representantes, que 
llegó al 30%. Se contrapuso la ética de la convicción 
a la ética de la responsabilidad y me parece que al 
hacerlo se evidenciaba hasta qué punto la votación 
sobre la Ley de Caducidad entrañaba para muchos la 
renuncia a las más íntimas convicciones -esa es la éti- 
ca de la convicción- y significaba que se aceptaba una 
solución de tipo prudencial -como evitar un desacato 
de tipo institucional- por sobre una solución ética que 
era defender los derechos humanos. 


Veinte años después, quienes impulsamos la con- 
sulta por la anulación de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado en el 2009 -y aquí me 
valen todas las responsabilidades-, consideramos que 
se podía consultar al soberano otra vez y, en realidad, 
se lo puede consultar todas las veces que se quiera. 
Ese también es un principio republicano básico. 


A favor de la anulación votó el 47,96% de los ciu- 
dadanos, es decir, 1:105.270 personas. A su vez, el 
47,98%, 1:105.770 personas votaron a favor del Fren- 
te Amplio y esta es la razón por la cual hoy detenta- 
mos la mayoría parlamentaria que permite aprobar 
esta ley. 


Hay una diferencia de 500 votos entre los sufra- 
gios que recibió el Frente Amplio en octubre de 2009 
y los que obtuvo la anulación de la Ley de Caducidad 
en ese mismo año. A partir de este análisis, quiero se- 
ñalar cuatro errores frecuentes que se comete cuan- 
do se habla de la traición al soberano o a la voluntad 
popular. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA MOREIRA.- Se la concedo con mucho 
gusto cuando haya mencionado los errores a los que 
estoy haciendo referencia. 


Aclaro que estoy hablando de errores politológicos, 
o políticos, según mi juicio. Un error es pensar que 
el hecho de que la anulación no haya prosperado en 
el 2009 signifique que la norma fue ratificada. Esto 
no es así, porque no estaba en juego la ratificación -a 
diferencia de lo que sucedió en 1989, donde se dio 
una manifestación explícita- sino la anulación y la de- 
rogación. Desde el punto de vista jurídico y político, 
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la interpretación contrario sensu, es decir, suponer 
por ello que el 52% de la gente estaba en contra de la 
anulación, es un exceso de interpretación y es, como 
algún politólogo ha dicho, interpretar al soberano. 
Los que hacen una interpretación del soberano son 
los que interpretan el 52% y no los que hablamos del 
48%. La interpretación contrario sensu, es decir, que 
como no se llegó, la mayoría quería ratificar la ley, no 
es correcta jurídicamente. 


Por otro lado, quiero decir que el hecho de ha- 
ber consultado al soberano una y otra vez -aclaro 
que debo haber votado todos los plebiscitos, aunque 
puede suceder que en el futuro no vote alguno- dig- 
nifica su voluntad y no la contraría. En el 2009 se 
hizo la consulta popular porque habían pasado veinte 
años de la primera, porque las circunstancias eran 
distintas, porque nadie iba a recurrir a la ética de la 
responsabilidad oponiéndola a la de la convicción y 
porque los militares ya no cometerían desacato. 


Como dije anteriormente, 1:105.770 personas vo- 
taron al Frente Amplio y la papeleta rosada fue acom- 
pañada por 1:105.270 personas. Por tanto, con 500 
votos de diferencia, la izquierda ganó la mayoría par- 
lamentaria que le permite gobernar y estas personas 
que votaron a la izquierda lo hicieron sabiendo que era 
la única fuerza política que seguía insistiendo por una 
y otra vía en anular la Ley de Caducidad. No había un 
solo votante de la izquierda que no supiera que la iz- 
quierda tenía esto en su programa y lo había aprobado 
en su Congreso. ¿Qué quiere decir esto? Que si la re- 
glamentación de la Corte Electoral hubiera dispuesto 
que en 2009 -como se hizo en 1989 y en 1994- exis- 
tieran dos papeletas en lugar de una, calculando que 
siempre tenemos entre 3% y 4% de votos en blanco y 
anulados y tomando en cuenta la última encuesta, que 
se realizó tres meses antes de la elección y reflejaba 
diez puntos de diferencia entre los que estaban a favor 
de la anulación y los que estaban en contra, politoló- 
gicamente -haría un pequeño modelo de simulación, 
con un error de más-menos 5%-, el resultado sería 
que la ley no habría conquistado más del 50%, pero 
la opción por la anulación habría sido superior a la de 
mantener la ley. Si bien esto es apenas un modelo de 
simulación, lo que quiero decir es que el resultado di- 
ría que no los votos no alcanzaban para anularla, pero 
también que la mayoría quería que eso sucediera. Esa 
es mi conclusión y quiero dejarla sentada. 


En consecuencia, nosotros quedamos en la orilla, 
no llegamos, pero si hoy votamos la ley con la casi 
exacta cantidad de votos que nos permitieron tener 
la mayoría parlamentaria, estaremos respetando la 
voluntad de la mayoría y no violándola. 


Un tercer error se basa en que en esta ocasión no 
estamos derogando la ley como en 1989, ni anulán- 
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dola como se pretendió en el 2009, sino que estamos 
interpretándola y por eso se la denomina ley inter- 
pretativa. Quiere decir que estamos interpretando la 
contradicción entre la Constitución y la ley, esa a la 
que remite la sentencia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia en el caso de Nibia Sabalsagaray -primera sen- 
tencia que da lugar a la sustancia de las otras-, que 
dice dos cosas simples. La primera es que la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado es 
inconstitucional y antirrepublicana porque viola el 
principio de separación de Poderes y traslada al Poder 
Ejecutivo la función jurisdiccional que le compete a 
la Justicia. Pero dice una cosa más importante aún, y 
es que una ley que consagra la pena de muerte, o sea, 
la capacidad que el Estado tiene de aplicar todo su 
rigor hasta llegar a la muerte para castigar a quienes 
violan su legalidad, es incompatible con la Constitu- 
ción de la República. 


Sobre la inconvencionalidad de la ley, es decir, la 
contradicción que existe entre nuestra ley doméstica, 
el Derecho interno, y el Derecho internacional, ya se 
habló lo suficiente, y los argumentos esgrimidos en la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado 
han sido contundentes. 


En ese sentido quiero señalar otro error, que pone 
de manifiesto la sobreinterpretación de la soberanía 
popular con relación al plebiscito del año 2009, y voy 
a dar tres ejemplos. Dos de ellos son acerca de he- 
chos que ya sucedieron, es decir, de violaciones a la 
soberanía popular en las que ya habríamos incurrido. 


En primer lugar se encuentra la llamada mini rre- 
forma, sometida a plebiscito en 1994. La votaron dos 
tercios de los parlamentarios y, sin embargo, en las 
urnas solo obtuvo un 37% de los votos. Ello no obs- 
tó para que luego el Parlamento votara, entre otras 
cosas, la separación en el tiempo de las elecciones 
nacionales y las departamentales, contenidas en ese 
plebiscito. ¿Se violó la soberanía popular al hacerlo? 


En segundo término, el plebiscito de 1994 para 
destinar el 4,5% del Producto Interno Bruto a la edu- 
cación solo obtuvo el 28,6 % de los votos, pero el Go- 
bierno del Frente Amplio lo incluyó en su Programa 
en el 2005 y lo ratificamos en la Ley de Presupuesto. 
¿Violamos la soberanía popular? 


Y si mañana este Parlamento decidiera hacer efec- 
tivo el voto de los ciudadanos uruguayos que viven en 
el exterior, ¿estaríamos violando la soberanía popular 
porque en octubre de 2009 los votos no fueron sufi- 
cientes como para implementar la reforma constitu- 
cional que permitiría que los ciudadanos que viven 
en el exterior votaran en esos lugares? No lo creo. El 
efecto es de sobreinterpretación de la voluntad popu- 
lar o del soberano. Se hace sentir ahora con la Ley de 
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Caducidad, pero no se hizo sentir antes y es una ar- 
gumentación débil, frágil y de fundamentos inciertos. 


Antes de dar la interrupción que me había solici- 
tado el señor Senador Penadés, quiero decir que los 
procesos por los que ha pasado el Frente Amplio para 
llegar a tener esta mayoría parlamentaria son proble- 
mas nuestros, de este partido. En todo caso, lo que 
menos puede decirse de esto es que haya sido una 
decisión prematura o apresurada, o que no se haya 
discutido lo suficiente. 


Le concedo la interrupción al señor Senador 
Penadés. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Restando solo tres minu- 
tos de su tiempo, señora Senadora, creo aconsejable 
considerar una moción que prorroga el término de 
que dispone para hacer uso de la palabra antes de 
proceder a otorgar la interrupción al señor Senador. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede interrumpir el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: me sien- 
to tentado a hacer una serie de aseveraciones con 
relación a los dichos de la señora Senadora Mo- 
reira, aunque estoy anotado para hablar después. 
Sin embargo, en este caso me gustaría preguntarle 
algo con respecto a algunas de sus afirmaciones en 
lo vinculado a los modelos de simulación utilizados 
en su argumentación. Si no interpreté mal, la se- 
ñora Senadora Moreira se ha referido en reiteradas 
oportunidades a la cantidad de votos que el Frente 
Amplio obtuvo, argumentando que fueron 500 votos 
más que los obtenidos por la papeleta que promovía 
la anulación de la Ley de Caducidad. Ahora bien, 
¿de dónde puede sacar la señora Senadora Morei- 
ra que los que votaron por el Frente Amplio son, 
en su totalidad, los que representan esos votos que 
obtuvo la opción de anulación? Personalmente no 
poseo ese dato, por lo que me parece que decir que 
el universo de votantes del Frente Amplio -el cien 
por ciento de ellos, a excepción de 500- fueron los 
que votaron la anulación y que no lo hizo ningún 
votante del Partido Nacional o del Partido Colora- 
do, ni gente que votó solo los referéndums -hecho 
que uno vio por la televisión en algún momento du- 
rante el escrutinio y que se puede constatar ana- 
lizando las actas-, no convalida la argumentación 
de que entonces los Legisladores del Frente Amplio 
hoy están representando esa mayoría, u ostentan la 
mayoría de la que, en su momento, la propuesta de 
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reforma constitucional careció para ser aprobada 
por el Cuerpo Electoral. 


Esta es la consulta que quería formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Agradezco al señor Senador 
Penadés, porque me permite hacer una aclaración 
fundamental. No está lejos de mí sostener que los 
1:105.770 votos del Frente Amplio son un conjunto 
que se superpone con apenas una diferencia de 500 
votos respecto a los 1:105.270 que votaron la papeleta 
rosada. Se podría hacer una encuesta de opinión pre- 
guntando quién hizo qué cosa, pero sería imposible 
obtener esa información. De hecho, además, como 
señala el señor Senador Penadés, hay un 0,96% que 
votó solo eso. Lo que digo es otra cosa. Si la Corte 
Electoral hubiera reglamentado, de la misma manera 
que lo hizo en 1989, la existencia de dos papeletas, 
una por la anulación y otra en contra de la anulación 
y, por supuesto, hubiera permitido votar en blanco y 
anulado, según mi modelo de simulación la papele- 
ta rosada habría sido superior en votos a la otra, si 
es que esta se incluía. ¿Cómo lo hago? Realizo un 
promedio de los votos en blanco y anulados que se 
hacen en cada elección, uso las encuestas de opinión 
y hago una especie de cálculo de cómo varía el com- 
portamiento electoral de los uruguayos en las últimas 
elecciones. Ese modelo de simulación me indica que 
si hubiera existido dos papeletas, la papeleta en con- 
tra de la anulación habría obtenido entre cinco y siete 
puntos porcentuales menos que la papeleta rosada. 
Es un modelo de simulación que hago a los efectos 
de no recurrir a un triunfalismo que jamás podría- 
mos ostentar, perdidosos como siempre en todas estas 
contiendas. De hecho, fracasamos en el intento de 
anular la Ley de Caducidad por la vía de la reforma 
constitucional. Si la Corte Electoral hubiera regla- 
mentado de manera diferente, quizás nos habría ido 
un poco mejor, pero no doy eso por sentado. Sí diría 
que la próxima vez que vaya a juntar firmas voy a 
pedir que la Corte Electoral reglamente que existan 
dos papeletas. 


En síntesis, lo que quiero decir es que la opción 
por ratificar la ley -lo que habría sido el equivalente 
al voto amarillo en 1989- no habría obtenido el 48% 
de los votos sino que, con suerte, habría alcanzado un 
44% o un 43%. Entonces, nosotros, al instrumentar 
con la mayoría que tenemos -con los 1:105.770 votos 
que tenemos- esta vía a través del ámbito parlamen- 
tario, no estamos violando la soberanía popular, sino 
ratificando la posición que, a mi juicio, fue mayorita- 
ria, aunque no alcanzó el nivel de votación requerido 
para la vía de la reforma constitucional. 
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Las transiciones a la democracia en América Lati- 
na y, en particular, en el Cono Sur, se dieron en mayor 
o menor medida bajo restricciones muy importantes. 
En este punto quiero hacer un reconocimiento espe- 
cial. Las dictaduras en el Cono Sur fueron muy lar- 
gas. La argentina duró siete años; la uruguaya, doce; 
la chilena, diecisiete; la brasileña, veinticinco; y la 
paraguaya, treinta y cinco años. De esta manera, los 
procesos de traspaso del poder militar instituido du- 
rante décadas no iban a ser sencillos. Esto se refle- 
ja claramente al estudiar el Presupuesto de Defensa 
heredado de la dictadura de los países del Cono Sur 
y ver cómo se fue reduciendo después. En casi todos 
los casos, entre los costos de la transición a la de- 
mocracia se incluyeron distintas formas de tutela de 
las Fuerzas Armadas: presupuestales, instituciona- 
les, limitaciones al conocimiento de lo sucedido con 
víctimas de los secuestros, de los asesinatos, de las 
ejecuciones. La demanda por verdad fue muy restrin- 
gida en todas las transiciones a la democracia y todas 
incluyeron variadas formas de amnistía, indulto a los 
militares, policías y detentores del poder del gobierno 
de facto. Es así y nuestro país no escapa a esa reali- 
dad. Pero en casi todos los países esta situación se 
fue superando. En primer lugar, se fueron cambiando 
las doctrinas y la educación de las Fuerzas Armadas 
para hacerlas compatibles con la democracia. Luego 
se fue subordinando a las Fuerzas Armadas al poder 
civil, reduciendo sus márgenes de autonomía institu- 
cional en algunos casos muy importantes, como los 
Senadores vitalicios en el caso del Congreso chileno. 
Posteriormente se avanzó en Comisiones relativas a 
la búsqueda de la verdad, por ejemplo, el Informe 
Rettig en Chile, el Informe Sábato en Argentina y el 
llamado Libro Blanco de los Derechos Humanos en 
Uruguay. Finalmente se fue avanzando en forma len- 
ta -y en eso estamos- en las investigaciones y procesos 
judiciales, en Argentina primero, en Uruguay ahora, 
y en Brasil tengo la impresión de que a partir de los 
últimos discursos de Dilma Rousseff, también se va a 
avanzar en este sentido. 


Creo que con la aprobación de este proyecto de 
ley habremos dado un paso crucial y necesario para 
acompañar como parlamentarios lo que ya está ha- 
ciendo la Justicia, para acompañar a los familiares 
que buscan la verdad, para recuperar el respeto de la 
comunidad internacional de un país que siempre se 
justipreció por merecer un reconocimiento por nues- 
tro Estado de Derecho y también para evitar el perjui- 
cio de futuros procesos que puedan iniciarse contra 
nuestro país. Asimismo, pienso que habremos dado 
un paso crucial en dirección a un futuro mejor para 
que nunca más vuelva a ocurrir ni haya más impuni- 
dad en el mundo. 


Quiero terminar mi intervención recordando a 
Hugo Cores, quien presentó la propuesta de deroga- 
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ción de la Ley de Caducidad en el Congreso del Fren- 
te Amplio. El señor Senador Lacalle Herrera pregun- 
tó por qué no se intentó derogar la ley en el Congreso 
del año 2003. En aquella oportunidad se planteó la 
discusión de utilizar o no las mayorías que tenía el 
Gobierno para derogar la ley. A este Congreso asis- 
tieron más de mil personas y se originó una extensa 
discusión, tal como la que estamos llevando adelante 
ahora. En su momento Hugo Cores era partidario de 
la derogación y el Senador Eleuterio Fernández Hui- 
dobro no. Se votó y ganó la moción del Senador Fer- 
nández Huidobro, que planteaba que la derogación 
era una tarea demasiado grande para un partido que 
iba a hacer su estreno en el año 2004. Es decir que en 
ese momento triunfó la posición de no usar nuestras 
mayorías para impulsar la derogación. 


Quiero recordar a Hugo Cores porque, a pesar de 
que la discusión en el Congreso fue dura -el resultado 
no fue de 990 contra 10, sino de alrededor de 500 
contra algo más de 300-, acompañó la posición que 
asumió el Frente Amplio en su conjunto, sin dejar de 
trabajar por la memoria, por la verdad y por la justi- 
cia. En estos 25 años quiero recordarlo a él como a 
tantos otros e, incluso, a quienes ya no están. 


Muchas gracias. No sé si en este momento puedo 
solicitar la aclaración al señor Senador López Golda- 
racena. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Así es, señora Senadora; 
puede hacerlo. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a solicitar al señor Se- 
nador López Goldaracena que realice las especifica- 
ciones jurídicas necesarias con relación a los aspectos 
más problemáticos de la ley que han sido planteados 
en esta Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para una aclaración tie- 
ne la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 


El punto al que me voy a referir en el poco tiempo 
que tenemos es el “nullum crimen sine iure”. Las 
conductas de tormento, tortura, desaparición forza- 
da y ejecuciones extrajudiciales, tanto para la ley in- 
ternacional y tratados suscritos por el Uruguay como 
para nuestro Código Penal, ya estaban descriptas 
como conductas punibles. Lo que sucedía era que 
todavía no se encontraba conceptualizado como des- 
aparición forzada de persona, como tortura, pero sí 
eran conductas punibles para el Derecho internacio- 
nal y para el Derecho interno. En los Derechos in- 
ternacional e interno, el principio de legalidad tiene 
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características mucho más especiales en materia de 
crímenes de lesa humanidad que expresan la máxi- 
ma “nullum crimen sine iure”, es decir, la existencia 
de una norma jurídica preexistente que diga que ese 
hecho es punible, condenable. Quien torturaba, sabía 
que estaba cometiendo un delito; quien asesinaba y 
desaparecía, sabía que estaba cometiendo un delito 
porque el Derecho preexistía y decía que esos críme- 
nes eran punibles. Y eran crímenes tan atroces que 
quienes los cometían se tuvieron que inventar las le- 
yes de impunidad para sustraerse a la Justicia. 


El principio “nullum crimen sine iure” está con- 
tenido en el artículo 15 del Pacto de Derechos Civiles 
y Políticos ratificado por el Uruguay. El derecho que 
condenaba estos crímenes estaba plenamente vigente 
en la época de la dictadura, y también plenamente 
vigente como derecho en la época en que ocurrieron 
los hechos que, luego por la vía de una ley, se renun- 
ció a juzgar porque la Ley de Caducidad no es una 
ley de amnistía. La Ley de Caducidad es un engendro 
por el cual el Estado uruguayo renunció a juzgar y lo 
dice claramente la sentencia de inconstitucionalidad 
en el caso de Nibia Sabalsagaray. El artículo 85, nu- 
meral 14, de la Constitución de la República exige 
mayorías especiales para cada Cámara para conceder 
una amnistía, y el Senado no tenía la mayoría abso- 
luta exigida. En el mismo período legislativo se había 
rechazado un proyecto de amnistía y por mandato del 
artículo 142 de la Constitución no se podía aprobar 
otro. La Ley de Caducidad no es una ley de amnistía; 
es claramente una ley por la cual el Estado renun- 
ció ilegítimamente contra el Derecho, tomando una 
acción política contraria a Derecho, más allá de los 
argumentos que se han manejado en esta Sala. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al tema, 
tiene la palabra el señor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: “Ganaréis 
pero no convenceréis”. Creo que ese es el resumen 
de la Sesión del Senado que viene llegando a su fin. 
¿Por qué hago esta afirmación? Porque en el día de 
hoy en que hemos discutido una vez más un asun- 
to que venimos arrastrando desde hace treinta años, 
vemos que la mayoría va a lograr sancionar este pro- 
yecto de ley pero con un altísimo costo. Acabamos de 
presenciar la renuncia de un Senador de la República 
y el anuncio de otro Senador de la República de que 
no va a votar este proyecto de ley. Si a ese hecho se le 
suma el de que otro Senador de la República tuvo que 
pedir licencia por no estar de acuerdo con este tema, 
y entonces ingresa su suplente para votar, podemos 
concluir que los modelos de simulación le darán 
mucho trabajo en el futuro a la Senadora Moreira, 
producto de que en ese caso tampoco se obtendrían 
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las mayorías necesarias. A esta altura, la Sesión del 
Senado terminó y lo que digamos quienes hablemos 
de ahora en adelante, solo quedará en la versión ta- 
quigráfica, porque los episodios centrales ya se vivie- 
ron; las argumentaciones políticas contundentes, los 
llamados a un republicanismo y al respeto de la vo- 
luntad popular han sido explicitados con una contun- 
dencia casi dramática. No son hechos menores que 
un Senador de la República presente renuncia y que 
otro, también del oficialismo, vote en contra. 


Por esas razones, advierto que seré muy breve. La 
contundencia llevada hasta el sacrificio, que hemos 
presenciado en esta Sesión quienes votaremos en 
contra de este proyecto de ley, nos confirma la serenidad 
de que estamos sustentando lo cierto y que no tiene 
que ver con el contenido de la Ley de Caducidad ni 
con los últimos cincuenta años de enfrentamientos 
políticos que hemos vivido. Por el contrario, se vincula 
con algo mucho más profundo: el respeto a la voluntad 
popular, el respeto al principio que está consagrado 
en el artículo 4% de la Constitución de la República, 
que dice: “La soberanía en toda su plenitud existe 
radicalmente en la Nación, a la que compete el 
derecho exclusivo de establecer sus leyes, del modo 
que más adelante se expresará”. Ese mensaje debe ser 
analizado en forma concomitante con lo establecido 
en el artículo 82 de dicha Carta, en el que se dice: “La 
Nación adopta para su Gobierno la forma democrática 
republicana” -no “democrática representativa”, 
producto de que, como dice Justino Jiménez de 
Aréchaga, la última Constitución introdujo el recurso 
de referéndum y el ejercicio de la soberanía directa por 
parte del Cuerpo Electoral-, y en su inciso segundo, se 
señala: “Su soberanía será ejercida directamente por 
el Cuerpo Electoral en los casos de elección, iniciativa 
y referéndum, e indirectamente por los Poderes 
representativos que establece esta Constitución; todo 
conforme a las reglas expresadas en la misma”. En 
sustancia, eso es lo que se está discutiendo. 


La tranquilidad que poseemos es la de seguir per- 
teneciendo a un Partido político que en esta premisa 
reivindica los ejes centrales de la vida democrática, la 
existencia del Estado de Derecho, el acatamiento de 
lo que disponen las mayorías legítimas y también, -y 
fundamentalmente- el respeto por las minorías. 


Ahora bien, ante estos hechos, podemos aproxi- 
marnos a ellos desde diferentes puntos de vista. Voy 
a referirme a algo que quizás no sea sustantivo, pero 
que, a mi juicio, sirve para mirar en perspectiva el 
proceso en que hemos estado inmersos los orientales 
en los últimos treinta o cuarenta años. Alemania y 
Francia, a pocos años de finalizada la Segunda Gue- 
rra Mundial, lograron un acuerdo sobre el carbón y el 
acero, que fue el embrión de la actual Unión Euro- 
pea. No fueron los cinco años de la Segunda Guerra 
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Mundial, sino mil años de diferencias, de luchas fra- 
tricidas, de guerras, de violencia y de odio. Sin em- 
bargo, tuvieron la suficiente habilidad de mirar hacia 
adelante, de lograr sobreponerse al legítimo dolor que 
seguramente tendrían las personas y que, sin lugar 
a dudas, aún hoy persiste en relación con aquellos 
episodios. 


Transportemos estos treinta años a nuestra propia 
historia. Es como si en 1940 todavía se estuvieran 
discutiendo los resultados de la Revolución de 
1904. Debemos darnos cuenta del tiempo que ha 
pasado, así como del dolor y de las víctimas que por 
supuesto hay, pero el deber del gobernante es mirar 
hacia adelante, dar por superados algunos episodios 
dolorosos en beneficio del interés general y construir 
la perspectiva que debe tener el país. 


La aproximación a este tema es multicausal. En el 
transcurso de esta Sesión he escuchadointervenciones 
que se han basado únicamente en sólidos sustentos 
políticos, otras que se han fundado en hechos 
históricos y algunas que han tenido carácter ético. 
Desde todos los puntos de vista se puede analizar 
el tema, pero las intervenciones sustentadas por los 
señores Senadores del Partido Nacional han tratado 
de abarcar la situación -sin duda mejor que quien 
habla- desde una visión global y, fundamentalmente, 
con un gran concepto de generosidad para con el 
país. A nadie puede escapar que el Partido Nacional, 
a la salida de la dictadura y en el proceso de 
reinstitucionalización democrática, pagó un precio 
político, como sin lugar a dudas ninguno de los otros 
partidos del Uruguay tuvo que hacerlo. No puede 
caber dudas de que Wilson Ferreira Aldunate hubiera 
sido el Presidente de la República. Ahora bien, esto 
también es para un modelo de simulación, porque es 
de imposible comprobación. 


Ante los hechos que nos ha tocado vivir y las si- 
tuaciones que hemos padecido, quiero decir algo 
con respecto a lo que se sostuvo recién en el sentido 
de que al Pacto del Club Naval se había concurrido 
obligado. Nadie lo hizo en esas condiciones, porque 
quienes concurrieron, fueron a pactar. Digamos las 
cosas como son, porque la dictadura no tenía margen 
para obligar a un partido político a pactar algo. Esto 
sucede poco tiempo después -ahí están las formas 
tan oblicuas con que se interpreta la historia, porque 
todavía no es tiempo de hacerla en forma objetiva- 
de otro intento de acuerdo que se llevó a cabo en el 
Parque Hotel. Cuando el Partido Nacional entendió 
que el diálogo con los militares era insostenible, se 
levantó y se fue. Pero no pasó nada. De modo que, 
reitero, quienes fueron a pactar al Club Naval eran 
conscientes de lo que hacían y de lo que ahí ocurría. 
Visto en perspectiva, fue la salida que se encontró. En 
un modelo de simulación, podríamos decir que había 
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otra, que era la que se había sostenido en el Obelisco 
y consistía en un Uruguay sin exclusiones, en que la 
dictadura caía y no había que ayudarla con la movi- 
lización popular, política, sindical y estudiantil. Por 
ese camino caía la dictadura, no pactando, pero lo 
hicieron. 


En una revisión de esos episodios, haré referen- 
cia únicamente a lo que dijo, a la salida del Pacto 
del Club Naval, el entonces Comandante en Jefe del 
Ejército, Teniente General Medina, ante los delega- 
dos políticos y el país entero, cuando se refirió a “la 
noche en que los Partidos pactantes, junto con las 
Fuerzas Armadas, anunciaron al país haber llegado 
a un acuerdo que determinó el acto Institucional 
N* 19”. Ningún señor Senador citó ese Acto en esta 
Sesión, pero hay que tener presente que fue la salida 
pactada. Aprovecho para decir que el Partido Nacio- 
nal, en dos oportunidades, hizo citar a la Asamblea 
General, luego de instalada, para dejar sin efecto 
ese acto institucional, pero a la Sesión no ingresó el 
Partido Colorado -que dijo honestamente que habían 
hecho otro acuerdo con los militares en el Pacto del 
Club Naval- ni el Frente Amplio. 


Más adelante, cuando se presentó un proyecto de 
ley relacionado, justamente, con la derogación del 
Acto Institucional N* 19, el Vicepresidente del Par- 
tido Demócrata Cristiano de aquel momento, escri- 
bano Sarachu, dirigió una carta al General Seregni 
donde le explicaba públicamente que era un error 
histórico no haber votado la declaración de nulidad 
de ese acto, presentada por el Partido Nacional en el 
Parlamento. En respuesta a eso, el escribano Sara- 
chu fue sometido al Tribunal de Conducta del Frente 
Amplio, el mismo que quizás en estos días comience 
a funcionar. 


Debemos empezar a contar toda la historia y no 
por mitades, porque la historia contada de esa forma 
no es historia, sino lo que nos conviene de ella. Por 
eso creo que es bueno recordar que la llamada ley de 
amnistía a los presos políticos no fue votada por el 
Frente Amplio. El proyecto de ley que permitió la sali- 
da de todos los presos políticos de las cárceles fue pre- 
sentado por el Partido Nacional, votado por el Partido 
Colorado y rechazado por el Frente Amplio. Es bueno 
recordar esto porque nadie lo ha dicho. ¿Qué marcan 
estos datos? No pequeñas responsabilidades de quién 
tiene o no la culpa, sino lo complejo de una salida ins- 
titucional que el país venía armando. A treinta años 
de sucedidos los hechos, con la calma institucional 
que ha vivido el Uruguay, deberíamos señalar algo 
que sí es cierto: quienes cumplieron estrictamente 
el Pacto del Club Naval fueron las Fuerzas Armadas; 
se metieron en los cuarteles y no intervinieron nunca 
más en la vida institucional del país, salvo cuando 
el General Medina, que era Comandante en Jefe del 
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Ejército -no Ministro de Defensa Nacional-, al recibir 
las citaciones judiciales, las guardó en una caja de 
seguridad y dijo que no iba a declarar nadie. Ahora 
es facilísimo decir lo que hubiéramos hecho, pero ha- 
bía que estar en ese momento, buscando soluciones. 
Además, todos participaron en las soluciones porque 
recuerdo, por ejemplo, que un amigo del General Se- 
regni hizo la propuesta de suspender por un año los 
juicios. Los Legisladores del Frente Amplio de aquel 
entonces presentaron un proyecto de ley para procu- 
rar solucionar el problema. Y recordamos también el 
llamado proyecto “Zumarán-Batalla”. Vamos a hablar 
en serio; ante la situación que el país estaba viviendo 
en ese momento, no saludar a los militares y quitarles 
la jubilación -fue una propuesta que el Frente Am- 
plio manejó informalmente- no era la solución que 
era necesario encontrar. Tan grave era la situación 
que cuando el doctor Sanguinetti convocó a todos los 
líderes partidarios a Casa de Gobierno y les explicó 
lo que sucedía, el Frente Amplio accedió a participar 
de un comité jurídico para buscar una salida al tema. 
Poco tiempo después, los doctores Tarigo y Marchesa- 
no informaron al Parlamento que era necesaria e im- 
prescindible una ley de amnistía, a lo que el Partido 
Nacional contestó que no y se encontró otra solución. 


Ahora bien, sobre el rol del Poder Judicial debo 
decir que cuando leo que el artículo 3” del proyecto 
de ley dice: “Declárase como interpretación obligato- 
ria (Código Civil, artículo 12) y en cumplimiento de 
la jurisprudencia pacífica y constante”, me pregunto 
de qué jurisprudencia pacífica y constante estamos 
hablando cuando la Suprema Corte de Justicia de- 
terminó en dos oportunidades la constitucionalidad 
de la ley. Y no solamente eso, en aquel momento el 
Fiscal de Corte, doctor Ferrari, también dictaminó en 
igual sentido. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PENADÉS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente. 
Me permito pedir una interrupción al señor Sena- 
dor porque anunció que no iba a usar la totalidad del 
tiempo de que dispone. 


El señor Senador Penadés estaba diciendo que 
la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
en esta materia no es pacífica ni constante y quiero 
agregar, con todos los respetos debidos a los señores 
Ministros de la Corte, que a mi juicio tampoco es con- 
sistente ni sólida y voy a decir por qué. La Suprema 
Corte de Justicia dice, en la famosa Sentencia 365 
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del año 2009, que la Ley de Caducidad no es una 
amnistía y para fundar tal afirmación formula tres 
consideraciones. En primer lugar, la de que los Legis- 
ladores no la denominaron “amnistía” y si hubiesen 
querido que fuese una amnistía la habrían llamado de 
esa forma. Este argumento es de una inconsistencia 
manifiesta; pesa menos que el papel en el que está 
escrito. Todos sabemos que el nombre no hace a la 
cosa y a los estudiantes de Derecho de primer año les 
enseñan que lo que importa no es la forma en que 
las partes denominan un contrato o los Legisladores 
las leyes, sino los efectos jurídicos que los contratos 
o las leyes producen. Eso es lo que determina qué se 
estipula en un contrato o qué es lo que manda una 
ley. Los efectos aquí son los propios naturales y ca- 
racterísticos de una ley de amnistía, razón por la cual 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
el caso Gelman que hemos comentado, dice que la 
llamada Ley de Caducidad es, por sus efectos, una ley 
de amnistía y luego explica que a dicha Corte no le 
parecen relevantes las leyes de amnistía. 


El segundo argumento que utiliza la Suprema Cor- 
te de Justicia, que lo toma de una publicación doctri- 
naria que salió pocos años antes de la sentencia, es 
el de que no se reunieron los votos para sancionar 
una amnistía porque la Constitución exige la mayoría 
absoluta de votos y solo se obtuvo 49. El argumento es 
efectista, pero falso. Se proclamaron 49 votos cuan- 
do se tomó la votación al comienzo. Inmediatamente, 
comenzó a fundar el voto el señor Diputado Toriani 
y acto seguido se pidió la rectificación de la votación 
y hubo 57 votos a favor, es decir que la ley obtuvo la 
mayoría requerida por la Constitución. La Suprema 
Corte de Justicia repite un argumento equivocado 
que tomó de una publicación doctrinaria que, eviden- 
temente, también está equivocada. 


El tercer argumento está relacionado con el hecho 
de que si era una ley de amnistía no se podía haber 
tratado en aquel Período de esa Legislatura porque 
había habido un proyecto de amnistía anterior, remi- 
tido por el Poder Ejecutivo, que había sido rechazado. 
Por esa razón, dice la Suprema Corte de Justicia, no 
se podía tratar otro en el mismo Período. Otra vez el 
argumento es equivocado, porque la norma a la que 
se refiere es el artículo 142 de la Constitución que 
dice que cuando una Cámara remite a la otra un pro- 
yecto de ley y esta segunda lo desecha, no se podrá 
presentar el mismo proyecto hasta el Período siguien- 
te de la Legislatura. La norma regula un supuesto 
en el que actúan las dos Cámaras y por eso Justino 
Jiménez de Aréchaga, explicando el sentido de esta 
disposición -que era el artículo 131 de la Constitu- 
ción de 1942-, dice que de lo que se trata es de evitar 
que una Cámara recargue el trabajo de la otra con 
proyectos que aquella no tiene interés en considerar 
o sancionar; quiere decir que habla de la relación 
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entre dos Cámaras. El proyecto de ley de amnistía 
del Poder Ejecutivo fue directamente a la Cámara de 
Senadores, rechazado por este y nunca pasó a la se- 
gunda Cámara. Por esta razón, no es de aplicación el 
artículo 142 para considerar el trámite parlamentario 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. 


No tiene razón la Suprema Corte de Justicia cuan- 
do, con tres fundamentos absolutamente inconsisten- 
tes, dos de ellos manifiestamente equivocados -entre 
ellos, uno aritméticamente equivocado-, sostiene que 
esta no fue una ley de amnistía. A la distancia, la Cor- 
te Interamericana de Derechos Humanos ve las cosas 
con más claridad y dice que la llamada Ley de Cadu- 
cidad es, por sus efectos, una ley de amnistía. 


Gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Penadés. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: varios de 
los argumentos sustentados por el señor Senador Pas- 
quet van a permitir que mi intervención sea aún más 
breve de lo que tenía previsto. 


Creo que, en realidad, en este caso estamos ante 
una situación más que compleja, producto, entre 
otras cosas, de que la Ley de Caducidad ha sido apli- 
cada en los Gobiernos del doctor Sanguinetti, del 
doctor Batlle y también del doctor Vázquez. Este úl- 
timo incluyó el caso de la señora Nibia Sabalsagaray 
dentro de la Ley de Caducidad y fue por ese motivo 
que la doctora Guianze interpuso el recurso de in- 
constitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia. 
Luego el Poder Ejecutivo desanda ese camino y, en el 
año 2005, el doctor Tabaré Vázquez establece que ese 
caso está excluido de la Ley de Caducidad. 


Francamente, señor Presidente, considero que la 
mayoría circunstancial del Senado de la República co- 
mete un gravísimo error al dar por aprobado este pro- 
yecto de ley. Si en algún caso se puede sostener que la 
Ley de Caducidad es inconstitucional, este proyecto 
de ley lo es muchísimo más. Además, va a lograr no 
ponerle punto final a una situación más que comple- 
ja, porque vamos a decir las cosas como son: durante 
todo este tiempo ha habido, desde el punto de vista 
político, idas y venidas. Ha habido afirmaciones de 
Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas en el 
sentido de que recibieron órdenes del Poder Ejecuti- 
vo totalmente contradictorias. Aquí hubo compromi- 
sos que después no fueron cumplidos. También hubo 
exigencias de buscar restos donde lamentablemente 
no existían y afirmaciones de que allí se encontraban 
cosas que después no se encontraron. Son situacio- 
nes muy dolorosas, más que nada para los familiares, 
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y esto es lo que nos hace concluir que esta no es la 
salida necesaria ni la buena salida para ponerles pun- 
to final a estos temas. El Cuerpo Electoral, la nación, 
ha sido más sabia que nosotros, y se ha expresado en 
dos oportunidades. 


Pero además, señor Presidente, realmente nos 
quedan muchísimas dudas con relación a que, dadas 
las circunstancias que el país está atravesando, este 
sea el mejor mensaje que el Uruguay pueda darle a 
la ciudadanía. Aquí se ha dicho que con este proyecto 
de ley se levantan las zonas francas judiciales. Ahora 
bien, si la amnistía concedida a los militares es una 
zona franca judicial que hay que levantar, ¿no sería 
necesario también levantar la amnistía concedida a 
personas que cometieron delitos de sangre y no es- 
tuvieron ni un día presos? ¿No deberían ser juzgados 
también esos que se creyeron con el derecho de deci- 
dir sobre la vida y la muerte de otros uruguayos y que 
no estuvieron un solo día presos? El señor Senador 
Gallinal informaba que hemos votado más de doce 
proyectos para reparar a quienes lamentablemente 
padecieron y fueron víctimas del terrorismo de Esta- 
do. Por supuesto que nada de esto les va a devolver la 
vida a esas personas, pero ¿las otras víctimas no me- 
recen ser reconocidas y tenidas en cuenta por parte 
del Estado? Entonces, que aquí no se diga que lo que 
se busca es la vigencia de la justicia como un ente 
ideal y alcanzable a través de estas medidas de carác- 
ter legislativo que se pretende adoptar, porque no es 
así. Incluso, en algunos casos se ve cómo no se actúa 
con la generosidad con que se debería actuar. Ade- 
más, hay una versatilidad que realmente sorprende: 
por un lado, se habla de mantener la Ley de Caduci- 
dad y, por otro, se pretende anularla y derogarla; por 
un lado, se habla de que hay que mirar para adelante 
y terminar con la pasada de facturas hacia atrás y, 
por otro, se sigue con esto; por un lado, se va a visi- 
tar a militares que están detenidos en prisiones por 
hechos supuestamente delictivos y, por otro, tenemos 
esta Sesión en el día de hoy. Y todo esto está susten- 
tado por un mismo partido político. 


Además, me parece bastante infantil sostener 
que se fue a visitar al General Dalmao para ver cómo 
estaba de salud; creo que es una falta de respeto 
hacia la inteligencia de la gente. Á su vez, por un 
lado, el señor Presidente de la República sostiene 
que está preocupado por los efectos que pueda tener 
la anulación de la Ley de Caducidad y, por otro, su 
Bancada de Gobierno vota un proyecto de ley que 
anula la Ley de Caducidad; por un lado, el Congreso 
del Frente Amplio habla de la vigencia de la Ley de 
Caducidad y, por otro, ahora se pretende anularla. 
Francamente, señor Presidente, creo que este no es 
el camino que el Uruguay se merece para salir de 
épocas tan dolorosas. 
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Por nuestra parte, tenemos la tranquilidad de ha- 
ber estado siempre en contra de la dictadura, de la 
violencia que la precedió y de las decisiones adop- 
tadas de espaldas a la nación y al pueblo. Esto es lo 
que proclamó en su discurso del 27 de junio Wilson 
Ferreira Aldunate, en una pieza oratoria que debe re- 
cordarse porque define única y clarísimamente la po- 
sición del Partido Nacional con respecto a esos años. 
Y un segundo momento que quiero recordar aquí es 
el debate en el que participaron el General Seregni, 
Wilson Ferreira y Antonio Marchesano, en un progra- 
ma político en el que se expuso con claridad el serio 
problema que el país enfrentaba, sus causas y las ac- 
titudes asumidas por cada uno de los partidos políti- 
cos. La intervención de Wilson Ferreira en aquellos 
momentos marca lo que significa ser blanco y lo que 
es, lo que ha sido y lo que será el Partido Nacional. 


Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- La alusión realizada por el 
señor Senador Penadés está referida al proyecto so- 
bre previsiones legales para el caso en que militares, 
policías, asimilados o equiparados omitan someterse 
a juicio conforme a la ley. Quería aclarar que este 
proyecto de ley, de artículo único y tres incisos, no 
tiene por objeto retirarles el saludo a los militares y 
policías, sino que es un poco más complejo. No voy a 
aburrir al Senado con la lectura del artículo que re- 
dactó en su momento el Frente Amplio, pero lo cier- 
to es que establece que vencido el plazo y todas las 
comparecencias previstas, si estos funcionarios no se 
presentan a declarar, entre otras cosas queda confi- 
gurada la pérdida del estado militar o policial. Quería 
realizar esta aclaración porque, insisto, no se trata 
de retirarles el saludo, sino que es un proyecto un 
poquito más complejo. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, seño- 
ra Senadora, permítame decir que no presentemos 
como alusiones argumentos para el debate. Las alu- 
siones son alusiones y se contestan como tales, pero 
en este caso la verdad es que no fue una respuesta a 
una alusión. 


SEÑORA MOREIRA.- Perdón, señor Presidente; 
el señor Senador me aludió directamente. Incluso 
dijo: “como planteó la señora Senadora Moreira”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Interpreto que se está 
discutiendo un argumento y no una alusión. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la pa- 
labra el señor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: a veces en 
la vida política parlamentaria o personal nos toca 
vivir circunstancias difíciles, en algún caso dramá- 
ticas, en todo caso dolorosas. Yo quiero expresar que 
le hace un alto honor al señor Senador Fernández 
Huidobro la comunicación que acaba de hacernos 
en esta Cámara. Esto no es lo habitual, no es lo fre- 
cuente, pero es lo que corresponde. Éticamente, a 
mi juicio, esto es lo que corresponde. El Senador 
Fernández Huidobro ha aceptado la unidad de ac- 
ción de la fuerza política de Gobierno, por lo que va 
a votar en consecuencia y ha anunciado la renun- 
cia a su Banca. En verdad, no esperaba menos del 
“Nato”; tiene una muy larga historia de luchas y esto 
lo enaltece, como muchas otras cosas de su vida. Es 
lo primero que quería decir. 


Por otra parte, me siento con mucha libertad 
para hablar en esta Sesión -no lo haré en demasía- ya 
que estuve en contra del Pacto del Club Naval porque 
creí que se podía llegar más lejos, y no por el motivo 
que se ha invocado, lo cual es una leyenda política. 
Reitero, creía que se podía llegar más lejos en algunos 
campos, pero las cosas fueron de otra manera. Ade- 
más, no fui amparado por ninguna amnistía, aunque 
sí estuve proscripto. Así que me siento con completa 
libertad de decir lo que pienso. 


Es bastante difícil conjugar la ética de la res- 
ponsabilidad con la de la convicción, pero en algún 
momento hay que juntarlas porque, de lo contrario, 
en la vida individual y colectiva sucede que se entra 
en una deriva de pragmatismo que va dejando convic- 
ciones fundamentales por el camino, y eso termina 
dañándonos. Que esto es difícil, no hay dudas, pero 
hay que hacer el esfuerzo en este sentido. 


También quiero decir que no comparto la teoría 
de los dos demonios; no es lo mismo el terrorismo 
de Estado que los que se insurreccionaron contra el 
terrorismo de Estado, que fueron condenados y estu- 
vieron trece años en un pozo. No es lo mismo; no es 
lo mismo. No confundamos los conceptos políticos. 


(Interrupciones.) 


Víctimas hubo de los dos lados, pero no confun- 
damos el terrorismo de Estado con otras situaciones, 
que también condenamos; esto lo hemos dicho públi- 
camente y nuestros compañeros lo saben, ya que es 
una vieja historia. 
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Ahora bien, no valen las picardías. Tiene razón 
la señora Senadora Moreira: más allá de las simula- 
ciones, no valen las picardías. 


Hay dos principios fundamentales de la vida re- 
publicana que comparto, como la soberanía popular 
y la separación de Poderes, porque si no, en algunos 
lugares tenemos el montaje de expresiones de sobera- 
nía popular que terminan en un autoritarismo políti- 
co. Así que esto es bastante complicado; lo comparto, 
pero no asimilo el pronunciamiento nítido que hubo 
en 1989, después de tres años de campaña para re- 
chazar o, por el contrario, convalidar una ley, a de- 
cir que la Ley de Caducidad se ratificó dos veces por 
plebiscito. En la segunda circunstancia es cierto lo 
que dicen: hubo la picardía, desde la Corte Electoral, 
de no poner la otra papeleta, y se equivocó nuestra 
fuerza política respecto a la manera en que hizo la 
campaña y, en ese sentido, tendrá que ser autocríti- 
ca, pero nadie le puede atribuir al 52% una votación 
monolítica. Esto no resiste el menor análisis; no hay 
votos anulados, en blanco, etcétera. Entonces, no les 
asignemos a estos dos pronunciamientos la misma 
categoría. El primero de ellos sí fue nítido y lo acepta- 
mos, al igual que la fuerza política que integro; en el 
congreso al que hizo referencia la señora Senadora se 
dio este debate y allí dijimos que aceptábamos el pro- 
nunciamiento, pero eso no quiere decir que sea eter- 
no. Nunca nadie ha dicho que un pronunciamiento 
es eterno, así cambie la sociedad en la evolución de 
su historia. 


Tengo aquí un conjunto de pronunciamientos 
jurídicos que me cedió la señora Senadora Xavier de 
distinguidos constitucionalistas y juristas uruguayos, 
como los doctores Risso, Correa Freitas y Esteva, que 
muestran que tiene la misma validez jurídica una ley 
refrendada por referéndum que otra que simplemente 
fue votada por el Parlamento. Pero eso no quiere decir 
que tengan la misma validez política; creo que tienen 
más fuerza política cuando hubo un pronunciamiento 
popular. Y si la ley que vamos a votar encuentra algún 
camino para un pronunciamiento popular, el que 
habla está dispuesto a firmar para que lo haya, porque 
estamos convencidos de que la gente va a respaldarlo. 
Pero hay que encontrar ese camino porque el diseño 
de nuestra ingeniería jurídica es complicado, ya que 
no tiene plebiscito de ratificación; tampoco tiene un 
plebiscito de iniciativa: se juntan firmas y después el 
Parlamento hace lo que quiere. Otra vía es llegar a 
una reforma constitucional, pero ahí el escenario es 
más complicado. Además, las propias citas dan los 
ejemplos, como el absurdo al que se podría llegar si, 
pasado un cuarto de siglo, porque se dio un plebiscito 
en determinadas circunstancias, se mantiene la 
norma a rajatabla. El ejemplo que pone un distinguido 
jurista es el de la pena de muerte. Un Parlamento 
muy sensibilizado, con una opinión pública muy 
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sensibilizada por hechos de sangre -hay todo un 
sector de la opinión pública que plantea que la pena 
de muerte es algo a considerar-, puede llegar a votar 
algo de estas características, liquidando el artículo 26 
de la Constitución y ratificando la disposición en un 
referéndum. ¿Eso quiere decir que otro Parlamento, 
al cabo del tiempo, tiene que mantenerse en la misma 
tesitura y no puede revisar esa situación? No puede 
hacerlo al otro día desconociendo la situación creada. 
Hay una situación creada; veamos cómo evoluciona 
la sociedad, y cada uno va a incidir como crea 
conveniente en esa evolución. 


Acá hay un vicio de origen, que es el que nos 
ha metido en todo este tema y que aparece cuando 
comparamos los acuerdos de la Conapro con la dis- 
cusión parlamentaria que se originó en momentos 
de la votación de la ley que legalizó la impunidad. 
Y esto lo digo con toda las letras, porque son las pa- 
labras de Wilson. Los acuerdos de la Conapro, sus- 
critos por los partidos políticos, establecen que hay 
que perseguir todos los crímenes a los que aludía 
la señora Senadora. Y no solo lo dice con respecto 
a los cometidos en el país, sino también a los que 
tuvieron lugar fuera. Esto figura en los acuerdos de 
la Conapro de setiembre de 1984. Pues bien, cuando 
leemos la discusión parlamentaria, ¿qué expresa el 
entonces Senador Ferreira, en una pregunta doble 
que le formula, con extrema habilidad y capacidad 
dialéctica, al Senador Rodríguez Camusso? En ese 
momento pregunta qué pasó con la reivindicación 
de los militares en cuanto al amparo, por medio del 
artículo 2%, en materia de derechos humanos y de 
desaparición. A ello se contestó que se la rechazaba, 
tal como sucedió con el artículo 5% de la Ley de Am- 
nistía. Y en el marco de la discusión, Ferreira agrega 
la otra pregunta: “¿qué habrían hecho ustedes?”, 
ingresándose luego en un debate. Lo importante es 
el razonamiento que hace; tal como figura en la pá- 
gina 313 del repartido que se hizo a la Comisión de 
las actas del 20 y 21 de diciembre de 1986, se dice: 
“Hace dos años que vivimos en democracia y en ese 
período no se ha presentado un solo oficial ante la 
Justicia, como para que ahora se diga que la impu- 
nidad se vota hoy, pretendiendo que ella no sea un 
dato necesario para interpretar la realidad del país, 
dato que todos conocemos y que todos hemos acep- 
tado”. O sea que el dato es la impunidad y como con- 
secuencia de ello surge el proyecto de ley -que luego 
se convierte en ley- que incluye esa famosa frase 
que comienza diciendo: “Reconócese que, como 
consecuencia de la lógica de los hechos”. La lógica 
de los hechos es la impunidad y, como dice el dicho, 
a confesión de parte, relevo de prueba. Entonces, 
este es el vicio de origen y creo que, a la corta o a la 
larga, esto tiene que surgir en la sociedad uruguaya. 
Se podrá hacer por esta ley o por los caminos que la 
vida indique, pero como dice el dicho bíblico, solo la 
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verdad nos hará libres, porque estos dolores no se 
arreglan tapándolos. 


En realidad, en el Congreso de 2003 nuestra 
fuerza política acordó -y lo dijo públicamente- que en 
su próximo gobierno no iba a plantear la derogación 
de la Ley de Caducidad, pero en el siguiente, anterior 
a las últimas elecciones, sí se acordó que se iba a 
plantear y que se iban a buscar los caminos para 
lograr su liquidación. El señor Senador Michelini 
me alcanza el libro para que lo lea pero, dado que 
no está subrayado, le voy a dar una interrupción 
para que él lo haga. Lo que vale en la fuerza 
política es lo que resuelven los órganos colectivos; 
muchos de nosotros pueden hacer declaraciones 
en muy diversos sentidos, pero en última instancia 
las decisiones que adoptamos son las de nuestra 
estructura representativa, que tendrá sus defectos, 
pero es lo mejor que hemos logrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no insis- 
tí en este tema en mi intervención porque pensé que 
otros compañeros lo iban a aludir. 


Así como nosotros juntamos firmas para el plebis- 
cito, en el congreso en el que se hizo el programa del 
Frente Amplio -13 y 14 de diciembre de 2008-, que 
lleva el nombre de mi padre, tal como figura en la 
página 130 del repartido que se hizo luego de aproba- 
do, se decía lo siguiente: “La cultura de la impunidad 
que ha impregnado el accionar de los gobiernos luego 
de recuperada la democracia deberá quedar definiti- 
vamente atrás y en su lugar se forjará una cultura en 
el respeto a los derechos humanos para los cual es 
imprescindible cumplir con el mandato del congreso 
anterior de adecuar la legislación interna a los trata- 
dos internacionales ratificados por el país, incluyendo 
la anulación de la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado, principal estamento de impuni- 
dad.” Luego, en la página 131, sigue refiriéndose al 
tema de derechos humanos. 


Por un lado, se defendía la votación en el plebis- 
cito y, por otro, tanto el Presidente de la República 
como nosotros, estábamos gobernados por este pro- 
grama por el que salimos electos y por el que el Fren- 
te Amplio tiene mayorías. 


Es cuanto quería agregar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- La verdad es que nunca pen- 
sé que la vida me concediera la oportunidad de dar 
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este debate porque creía que el tema iba a llevar más 
tiempo. Es posible que lo lleve, pero en todo caso lo 
estamos desarrollando. 


El título del repartido está mal, porque en realidad 
no se trata de la interpretación de los artículos 19, 3% y 
4% de la Ley de la Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado sino del artículo 72 de la Constitución y los 
parlamentarios tenemos el derecho de hacerlo. Con- 
cretamente, se incorpora al artículo 72 de la Consti- 
tución de la República un conjunto de derechos que 
proceden de los pactos internacionales que el Uru- 
guay ha ido firmando sucesivamente. Entonces, he- 
cha esa interpretación del artículo, se encuentra que 
hay una absoluta incompatibilidad -en el sentido que 
expresaba el doctor López Goldaracena, de no poder 
juntar una cosa con otra-, una completa incongruen- 
cia entre el artículo 72 y la Ley de Caducidad. Eso es 
lo que estamos interpretando. Ahora bien, ese con- 
junto de obligaciones fueron votadas por el Parlamen- 
to nacional a lo largo del tiempo -terminó de hacerlo 
en el período anterior-, colocando al Uruguay en una 
de las posiciones de avanzada y de mayor dignidad en 
materia internacional, incluyendo el reconocimiento 
de la Corte Penal Internacional con todas sus conse- 
cuencias, y los tratados consiguientes. Por lo tanto, se 
podrá estar en desacuerdo con esto, pero no se puede 
decir que no tiene peso jurídico. 


Nosotros hemos esperado bastante tiempo y re- 
solvimos plantearlo en estas circunstancias. En el 
acierto o en el error, no queremos quedar en omi- 
sión ante los uruguayos, ni negar a las víctimas -en 
primer lugar están las víctimas, porque es el fuero 
más importante que hay que respetar- ni al conjunto 
de la sociedad uruguaya un instrumento que permita 
avanzar, porque esto es profundamente democrático. 
No hay nada más democrático que restituir al Poder 
Judicial los poderes fundamentales de los que nunca 
debió ser expropiado. Si esto no es antirrepublicanis- 
mo, que alguien muy docto me lo enseñe porque para 
mí es antidemocrático y antirrepublicano. 


Además, me parece que es una picardía decir que 
va a haber una especie de catástrofe, porque eso no 
va a ocurrir. Es posible que vengan recursos, como di- 
cen algunos, porque siempre que se dictan leyes que 
hacen a temas muy sensibles y en donde hay intere- 
ses contrapuestos de la mayor sensibilidad, se apela a 
ellos. De todas maneras, la que va a decidir en última 
instancia es la Suprema Corte de Justicia y eso es ab- 
solutamente sano. ¿Por qué va a decidir la Suprema 
Corte de Justicia? Si hay un Juez que interpreta de 
acuerdo con la vieja ley y dice que la causa está cerra- 
da, será la víctima la que interpondrá; y si lo hace de 
acuerdo con la ley aprobada por el Parlamento nacio- 
nal, será el victimario el que interpondrá. En ambos 
casos la decisión será del Poder Judicial y eso significa 
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ganar en materia democrática en el Uruguay. Acudir 
al Poder Judicial solamente por la excepción, porque 
el Poder Ejecutivo dice que no está comprendido en 
la Ley de Caducidad, me parece que es algo realmen- 
te triste. 


Me parece que hizo muy bien el doctor Tabaré 
Vázquez en buscar los resquicios, pero aun así no se 
puede abarcar todo. No se incluyen los crímenes co- 
metidos fuera del país; a los mandos -este ha sido un 
tema muy discutido-, porque no se habla de ellos; a 
los civiles -por eso Bordaberry está donde está-, ni 
a otras categorías, porque todo eso está fuera. Pero 
otros casos están comprendidos y, al ser así, es impor- 
tante que el sistema jurídico pueda operar y podamos 
avanzar en este camino. 


Todo esto nos duele mucho y es posible que la in- 
terpretación de muchos sea que nosotros nos move- 
mos por pasiones y, efectivamente, es así, pero cree- 
mos que nos movemos por pasiones nobles y no por 
bajas pasiones. Por eso creímos que, a pesar de los 
costos que podíamos tener en materia política inter- 
na, valía y vale la pena luchar por los derechos de las 
víctimas y por la reconciliación de una sociedad sobre 
la base de la verdad porque, como dijo sabiamente 
aquel Libro grande, “nada hay oculto, que no haya 
de ser manifestado; ni escondido que no haya de ser 
conocido, y de salir a la luz”. Al final del camino, todo 
va a salir a la luz. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al punto, 
tiene la palabra el señor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: realmente, a 
esta altura del debate los argumentos desde el oficia- 
lismo de parte de quienes patrocinan esta iniciativa 
y los de la oposición, han sido ya bastante reiterados. 
Entonces, esta intervención va en el sentido de dejar 
expresada claramente, en una Sesión tan importante 
como la de hoy, mi opinión al respecto y, por qué no, 
plantear la alarma que me origina el acto que hoy 
se estaría sancionando por mayorías circunstancia- 
les en esta Casa y sus consecuencias, que tienen que 
ver con los textos jurídicos -comparto la opinión de 
que van a llover las acciones de inconstitucionalidad- 
pero, además, con el descreimiento sobre la certeza 
jurídica que el país otorga a sus normas. 


Tal vez estaría eximido de hacer algunos comenta- 
rios, habida cuenta de la firmeza y la claridad con que 
se han pronunciado Senadores del oficialismo, como 
los señores Senadores Saravia y Fernández Huidobro, 
pero igualmente quiero decir que supuestamente hoy 
se va a aprobar este proyecto de ley, lo que realmen- 
te es de una gravedad extrema porque se incorporan 
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normas de Derecho Internacional en nuestra Consti- 
tución de la República; en efecto, se está reformando 
nuestra Carta mediante una ley. Los convenios in- 
ternacionales, cuando son signados por nuestro país, 
por supuesto deben acatarse, pero el constituyente 
es muy claro cuando establece en la Constitución las 
formas que existen o que se proponen para cambiar 
aspectos fundamentales. 


Por la vía de la interpretación, como se ha dicho, 
se está anulando una ley; por lo tanto, más que inter- 
pretar, de hecho aquí no solo se está cambiando sino 
que se anula una ley, proceso que no está previsto 
en nuestro ordenamiento jurídico, lo que conforma 
la otra barbaridad. Anular una ley no significa dero- 
garla, sino que tiene efectos retroactivos y eso atenta, 
justamente, contra la certeza jurídica que siempre ha 
tenido el Uruguay. Hay derechos adquiridos que, sin 
lugar a dudas, serán vulnerados. 


Aquí se han dicho cosas realmente graves como, 
por ejemplo, que se sigue adelante y se procede por 
esta vía tan oblicua, tan discutida, tan torcida -por 
algo tuvo tantos vaivenes aun en la fuerza política 
que la patrocina- porque se procura anular una ley 
ilegítima. Repito una vez más que si hay una ley que 
tiene mucha legitimidad es, precisamente, la Ley de 
Caducidad porque fue aprobada por un Parlamento 
democráticamente electo por las mayorías requeridas 
y fue puesta a consideración de la población en dos 
oportunidades, claramente y con mucho espacio de 
tiempo entre ellas como para que, incluso, votaran 
generaciones diferentes. El pueblo uruguayo, que es 
el soberano, se pronunció inequívocamente por man- 
tener la ley. 


En ese sentido, los artículos 4” y 82 de la Consti- 
tución de la República son muy claros. Concretamen- 
te, el artículo 4% establece: “La soberanía en toda su 
plenitud existe radicalmente en la Nación, a la que 
compete el derecho exclusivo de establecer sus leyes, 
del modo que más adelante se expresará”, y el artícu- 
lo 82 expresa: “La Nación adopta para su Gobierno la 
forma democrática republicana. 


Su soberanía será ejercida directamente por el 
Cuerpo Electoral en los casos de elección, iniciativa 
y referéndum, e indirectamente por los Poderes re- 
presentativos que establece esta Constitución; todo 
conforme a las reglas expresadas en la misma.” Por 
lo tanto, desconocer la voluntad del Cuerpo Electoral 
que se pronunció en dos oportunidades, es tan grave 
como desconocer el resultado de una elección. 


Se ha dicho que se la puede anular porque, en de- 
finitiva, por más que tenga esa legitimidad o que a su 
favor se hayan pronunciado no solamente los repre- 
sentantes del pueblo sino también el pueblo mismo, 
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no existen súper leyes en el Estado uruguayo. Ante 
esto digo que, precisamente, esta iniciativa se trans- 
formaría en una super ley que iría contra la decisión 
soberana de un pueblo entero que cumplió con los 
actos que se le propusieron y para los cuales se lo 
convocó, a través de los recursos que están previstos 
en la Constitución de la República. ¿Para qué con- 
vocamos al pueblo a pronunciarse en ejercicio de la 
democracia directa si después, mediante otra ley, lo 
vamos a desconocer? 


El artículo 79 de la Constitución es muy claro 
cuando expresa: “El veinticinco por ciento del total 
de inscriptos habilitados para votar, podrá interpo- 
ner, dentro del año de su promulgación, el recurso de 
referéndum contra las leyes y ejercer el derecho de 
iniciativa ante el Poder Legislativo.” El referéndum 
es un recurso contra las leyes; y en este caso, al re- 
solverlo, el Cuerpo Electoral actúa como jerarca del 
Poder Legislativo, que es el órgano que lo representa 
y que debe respetar su voluntad en todo tiempo, no 
pudiendo modificar su decisión en ninguna circuns- 
tancia. Creo que, teóricamente, se podría haber ido 
por el camino de derogar la ley aunque, insisto, de 
acuerdo a nuestra Constitución, después de haberse 
pronunciado el soberano, los Representantes no po- 
drían ni siquiera hacer eso. En esto fueron contestes 
varios señores catedráticos que concurrieron a las 
respectivas Comisiones, tanto de la Cámara de Repre- 
sentantes como del Senado. Me refiero, por ejemplo, 
a la doctora Asiaín, de la Cátedra de la Universidad de 
Montevideo quien, entre otras cosas, dijo: “A nuestro 
juicio, no corresponde al Representante desvirtuar la 
voluntad del soberano; entendemos que sería traicio- 
nar el mandato representativo que le fue conferido”. 
Sin ser tan explícito, el doctor Luzardo, de la Cátedra 
de Derecho Constitucional de la Udelar, expresó en 
la Cámara de Representantes: “El mito del Legislador 
soberano, hace más de cien años que se terminó, y 
cada vez más el Legislador debe tener en cuenta la 
voluntad del cuerpo electoral”. 


Como consecuencia de lo expuesto, el Poder 
Legislativo no puede modificar ni derogar la Ley 
N* 15.848, y menos aun anularla, dado que esto úl- 
timo no es admisible en nuestro ordenamiento jurí- 
dico. Anular una ley en el Derecho uruguayo es una 
aberración. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Alberto Heber.) 


-A su vez, el Senador Agazzi hablaba de que exis- 
ten en la vida institucional, como en la matemática, 
algo así como axiomas -no recuerdo exactamente la 
palabra utilizada- que no pueden ser decididos por el 
soberano a través de las mayorías. Realmente, tene- 
mos un concepto muy diferente de la democracia. Por 
mi parte, considero que dicho pensamiento es muy 
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peligroso, porque ante él cabe preguntarse quién dice 
qué cosas decide la ciudadanía y cuáles no, o quiénes 
son los iluminados que pueden indicar que un tema 
es un axioma fundamental y que en él no deben de- 
cidir las mayorías. Cada vez que en este país, o en 
cualquier parte del mundo, como en la Alemania de 
Hitler, o la Italia de Mussolini, apareció alguien que 
se creía iluminado y que podía decidir por todos, ya 
sabemos qué sucedió y cómo terminó. Entonces, esos 
razonamientos me asustan. 


Señor Presidente: cuando en diciembre de 1986 
votamos esta ley -quien habla estuvo aquí esa noche y 
la votó, tal como hicieron el señor Presidente y algu- 
nos Senadores más-, lo hicimos en medio de un gran 
debate, en una situación de democracia emergente 
-y, por supuesto, bastante frágil- que vivía el país. Por 
ello, comparto las expresiones del señor Senador Ga- 
llinal en cuanto a que las leyes son fruto de su pro- 
pio tiempo. Recuerdo que aquel día se dio un gran 
debate, pero lo que más recuerdo, con dolor, es que 
ese Parlamento que volvía a sesionar con legitimidad, 
después de tantos años de oscurantismo, lo hacía en 
lo que era prácticamente una sonada, con agravios 
e incluso ataques físicos a algunos Legisladores que 
se retiraban de esta Casa, perpetrados por ciertas 
minorías que querían avasallar a quienes represen- 
tábamos democrática y legítimamente al pueblo uru- 
guayo. Siento que ahora vivimos un nuevo atropello, 
señor Presidente, pues las mayorías están atropellan- 
do, no al Parlamento, sino al pueblo uruguayo. Eso 
lo tenemos que decir. Las mayorías son siempre cir- 
cunstanciales, por lo que un país democrático y se- 
rio no puede tener como estilo que, cuando cambian 
las mayorías, se vuelva a buscar algún vericueto para 
sancionar una ley que anule todo lo que se hizo antes. 
Eso no es propio de un país serio; no es serio llamar 
a una consulta popular y luego no acatar ese resul- 
tado, o torcerlo. Y digo más: ni siquiera la dictadura 
militar se animó a hacer eso en el año 1980, a pesar 
de que era una dictadura. Admito que cuando todos 
salimos a trabajar a favor del NO, lo hicimos descon- 
fiando. Pero, como decía, ni siquiera los militares en 
ejercicio del poder absoluto se animaron a desconocer 
la voluntad del pueblo. Y ahora este Parlamento, con 
una mayoría circunstancial, lo está haciendo. Por eso 
digo que esta noche nos sentimos tristes, pues la de- 
mocracia uruguaya se está debilitando; eso es lo que 
sentimos. 


Nos preguntamos a qué se debe el cambio del 
Frente Amplio, ya que algunos de sus miembros, in- 
cluido el Presidente de la República, ya habían anun- 
ciado que iban a respetar la voluntad del pueblo. En 
este sentido, nos asaltan dudas. Si bien no queremos 
asignar intenciones, se trata de algo llamativo. ¿Hay 
presiones de algún tipo? ¿Se trata de revanchismo? 
¿Hay intereses políticos, económicos o de otro tipo? 
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Esto llama la atención, aunque es cierto que muchas 
de estas dudas las ha despejado el Senador Saravia 
al decir que cuando se dijo que se iba a respetar la 
voluntad popular y que no se iba a derogar la Ley 
de Caducidad, era por conveniencia política. Esa es 
una respuesta, y no lo dije yo, sino un Legislador del 
oficialismo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori) 


-Por último, quisiera hacer una consulta al Miem- 
bro Informante, aunque no sé si lo debo hacer ahora, 
concediéndole una interrupción para la respuesta, o 
al final de mi exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Formule la pregunta, se- 
ñor Senador, y cuando finalice el Miembro Informan- 
te le responderá. 


SEÑOR VIERA.- Pero, luego de que me conteste, 
¿podré retomar el uso de la palabra? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. 
SEÑOR VIERA.- Bien, señor Presidente. 


Batlle y Ordóñez, figura que hoy nadie en el país 
discute, decía que en una democracia de verdad, el 
pueblo no debe conformarse con elegir a sus gober- 
nantes, sino que debe gobernar a sus elegidos. 


Lamento que el Frente Amplio, que tantas veces 
proclama la participación popular mediante los Go- 
biernos participativos y la participación de corpora- 
ciones como las de los trabajadores, hoy esté negando 
la participación que tuvo el pueblo uruguayo. No es 
que el pueblo se equivoque, decía Batlle y Ordóñez, 
sino que es el único que tiene derecho a equivocarse. 
Como decía el Senador Fernández Huidobro, lo peor 
es que no se acepte consultar al pueblo nuevamente. 


Antes de formular la pregunta al Miembro Infor- 
mante, quiero citar a Artigas, quien decía: “Para mí 
no hay nada más sagrado que la voluntad de los pue- 
blos”, y a él me remito. 


Ahora sí, quiero dejar planteada la siguiente pre- 
gunta, dirigida al señor Miembro Informante: ¿es de- 
fensor de algunos casos que estén comprendidos en 
el beneficio que da esta ley? ¿Qué beneficios tiene? 
Creo que esto es algo que el Cuerpo debe saber. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miem- 
bro Informante, señor Senador López Goldaracena. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No es una 
pregunta relacionada con el proyecto de ley a consi- 
deración, pero la voy a responder con mucho gusto. 
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Hasta el día de hoy, he patrocinado denuncias 
ante el Poder Judicial por casos relacionados con vio- 
laciones a los derechos humanos, las cuales se han 
sustanciado con distinta suerte. En algunos de los ca- 
sos ha recaído sentencia de condena, en otros existen 
procesados y, en otros, hay personas que quedaron en 
libertad. 


Como sabrán el señor Senador y los colegas, los 
abogados que patrocinamos denuncias de derechos 
humanos no somos parte en el proceso penal, lo que 
es importante tener presente. Ello es así, incluso, en 
aquellos tribunales que aceptan la participación de 
la víctima al amparo de la Ley N* 18.026; esta inter- 
vención está restringida solamente a una actividad de 
contralor o a la participación en determinadas dili- 
gencias probatorias. 


Para tranquilidad de los colegas, confieso algo 
muy íntimo: no hemos cobrado honorarios ni hemos 
tarifado nuestra intervención profesional como abo- 
gados -de lo cual vivimos- en ninguna de las causas 
por derechos humanos que hemos patrocinado. Des- 
de mucho antes de la Ley de Caducidad estamos bre- 
gando por una cultura integral de derechos humanos. 


Y aprovecho esta oportunidad que me brinda el 
señor Senador Viera para reafirmar que, de aprobarse 
este proyecto de ley interpretativo -que en los hechos, 
si es bien aplicado en los tribunales, va a remover 
la Ley de Caducidad, sin dejar rastros- no interven- 
dremos más en causas de denuncias por violaciones 
de derechos humanos. Quiero que esto conste en la 
versión taquigráfica, señor Presidente, pues de apro- 
barse este proyecto, seguiremos bregando por una 
cultura integral de los derechos humanos, pero no a 
través de los mecanismos jurisdiccionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ha aceptado la 
pregunta del señor Senador Viera y la respuesta del 
señor Miembro Informante, pero advierte que debe- 
mos limitarnos a la materia que estamos discutiendo. 
Eso es lo que indica el Reglamento. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la pa- 
labra el señor Senador Malaquina. 


SEÑOR MALAQUINA.- Señor Presidente: en la 
noche de hoy hemos escuchado argumentos de todo 
tipo y de mucho valor. 


A esta altura del debate, quiero hacer algunas re- 
flexiones que permanecerán en mí cuando termine la 
Sesión y sea aprobado este proyecto de ley. Para ello 
voy a hacer un poco de historia, porque nosotros tu- 
vimos el privilegio de vivir, en la plenitud de nuestra 
juventud, todo el proceso del cual hoy se ha estado 
hablando en este recinto. 
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No voy a votar este proyecto; desde ya lo dejo cla- 
ro. No lo haré porque la experiencia que viví durante 
tantos años me hace pensar que la democracia es una 
copa de cristal y que si no la tratamos bien se puede 
romper. 


En los años sesenta, señor Presidente, ninguno 
de nosotros pensaba que en este país íbamos a vivir 
una dictadura. Aquello era impensable. Había una li- 
bertad absoluta, pero también había un movimiento 
que estaba comenzando a romper esa copa de cristal. 
Tuve la triste experiencia de vivir cinco años en un 
apartamento conviviendo, día tras día, con una per- 
sona que integraba ese movimiento. Me enteré de eso 
allá por el año 1968, cuando lo encontré exiliado en 
Holanda. Vivíamos en la confianza, en una verdadera 
independencia y libertad, tratando los temas con total 
sinceridad. 


Luego, señor Presidente, tenemos los aconteci- 
mientos del año 1973, de los cuales ya se habló; el 
Pacto del Club Naval, luego el libro “Febrero Amar- 
go”, escrito por aquel gran Senador que estuvo acá 
en esos momentos, el doctor Amílcar Vasconcellos. El 
27 de junio de 1973, cuando se da el golpe de Estado, 
ocurre un hecho que hoy, seguramente, está olvidado: 
se disolvió el Parlamento, pero no las Juntas Depar- 
tamentales del país, que fueron disueltas al otro día. 
En aquel momento, nosotros integrábamos la Junta 
Departamental de Salto y, como jefe de Bancada, pro- 
pusimos a nuestros ediles no ingresar a una reunión 
que ese día homenajeaba al Rotary Club de Salto. No 
lo hicimos; algunos de nuestros compañeros decían 
que era un desaire no ingresar a ese homenaje y, por 
lo tanto, se hizo esa excepción. Al otro día se disolvie- 
ron las Juntas Departamentales de todo el país y se 
nombraron las Juntas de Vecinos. 


En el año 1980 se trabajó para rechazar la reforma 
de la Constitución. Así lo hicieron el doctor Tarigo, 
de nuestro partido, y Ponce Etcheverry, del Partido 
Nacional. Cuánto riesgo tenía en su momento el ha- 
blar; la mayoría miraba por televisión y al otro día no 
comentaba lo que se había dicho, por temor. Fueron 
momentos difíciles. Como hay mucha gente joven 
presente, traigo a colación esto para que sean cons- 
cientes de que hay que defender la institucionalidad 
del país todos los días. Esto es como se dice siempre: 
“A la madre no la valoramos hasta que la perdemos”. 
El día que se dio el golpe de Estado los uruguayos 
nos dimos cuenta de que habíamos cometido tantos 
errores, que nos llevó a terminar en esa situación tan 
lamentable y que tanto le costó al país. No solo se 
perdió la libertad y la democracia, sino que también 
implicó un costo en lo que refiere a la prosperidad, el 
desarrollo y el bienestar de nuestra gente. 
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Recuerdo cuando en esa época nos pasábamos 
los casetes de Wilson Ferreira. ¿Saben los señores 
Senadores dónde los escuchábamos para no ser per- 
seguidos? En un auto; nos subíamos a un auto para 
escuchar la voz de Wilson. Luego, pasábamos el ca- 
sete a otros, quienes también lo escuchaban en algún 
auto, porque sospechábamos que podía haber micró- 
fonos instalados para captar en qué estábamos. Ese 
era un secreto a voces, pero los que estábamos en 
esa posición éramos quienes sabíamos el real valor 
de esos casetes. Nosotros guardábamos ese secreto, 
pero lo compartíamos con quienes sabíamos que po- 
díamos confiar. Estoy seguro de que en aquella época 
las fuerzas de seguridad encontraron algunos de esos 
casetes, o sea, lo más probable es que no haya pasado 
como ahora que parece que el famoso vídeo no existe. 


No debemos olvidar otros hechos que no se co- 
mentaron o que perdieron actualidad: por ejemplo, 
cuando al General Seregni lo llevaron preso, el pri- 
mero que pidió públicamente su libertad fue el doctor 
Julio María Sanguinetti en un trabajo periodístico. 
Reitero: fue el doctor Sanguinetti quien se pronunció 
antes que nadie, señalando que era injusto que el Ge- 
neral Seregni estuviera preso. 


En el año 1985 -muchos lo vivieron- vino el cam- 
bio en paz, aunque como se expresó antes, con pros- 
criptos de los tres partidos; pero había que salir. ¿Qué 
habría pasado si el resto de los uruguayos hubiéramos 
dicho que no íbamos a la elección porque Wilson, Jor- 
ge Batlle y Seregni estaban proscriptos? Estaríamos, 
a esta altura ¡quién sabe dónde! 


Luego vino la Ley de Amnistía y se creó la Comi- 
sión Nacional de Repatriación de los uruguayos exi- 
liados. Mucho de lo que se tuvo que pagar fue porque 
se necesitaron tramitar préstamos internacionales, 
porque el país no tenía los recursos necesarios para 
hacer frente a todos los gastos que se generaron. 


Después de que se aprobó la Ley de Amnistía, se 
hizo lo propio con la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado que es, justamente, el tema 
que hoy nos convoca. No se recuerda mucho, pero en 
aquellos tiempos el país vivía una situación de sequía 
terrible; los campos estaban diezmados y el ganado se 
estaba muriendo. Nosotros interpretábamos que ello 
podría incidir en la voluntad de la gente. ¿Saben qué, 
señores Senadores? El día que estábamos votando la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Esta- 
do, llovió en casi todo el país. Esa noche se festejó el 
fin de la sequía y el triunfo de la democracia. 


Durante la Presidencia del doctor Jorge Batlle, aun- 
que se dice que no se hizo nada, se votó la creación de 
la Comisión para la Paz; y se debe reconocer que algo 
se consiguió en ese ámbito. Posteriormente, apareció 
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la nieta del poeta argentino Juan Gelman. Ese era un 
tema que preocupaba realmente al país. En la próxima 
etapa figuran las conclusiones a las que arribó esa Co- 
misión que hasta el día de hoy están circulando, que 
han servido para interpretar, utilizar en los juicios y lle- 
var ante la Justicia a una cantidad de gente. 


En la época del Presidente Tabaré Vázquez se ini- 
cia una búsqueda y aparece el cuerpo de un exce- 
lente profesor de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales, Fernando Miranda, hecho que me gusta 
mucho recordar, pues fui su alumno. El día que nos 
enteramos que había desaparecido fue como cuando 
perdimos a nuestro padre, porque Fernando Miranda 
nos enseñó, entre otras cosas, cómo se hacen los con- 
tratos. Pero con él también discutíamos de política; 
salíamos los sábados de Facultad, nos íbamos al bar 
Sportman y después al puerto. Él tenía su posición y 
nosotros la nuestra, pero podíamos discutir de igual a 
igual. Después, en la clase, era diferente, pues cada 
uno volvía a su rol. 


A modo de conclusión, debo señalar que sirve mu- 
cho recordar todo esto, pero, en mi opinión, señor 
Presidente, no estamos construyendo el futuro. Y de 
algo estoy convencido: no estamos construyendo fu- 
turo, sino que estamos volviendo al pasado, porque lo 
que ocurrió en esta Sesión ya sucedió hace treinta, 
cuarenta o cincuenta años. ¿Qué va a pasar después 
de esto? Podría decirse que de la votación que se 
llevará adelante en esta Sesión, ya surgió una con- 
secuencia: un Senador perteneciente a la mayoría 
acaba de presentar su renuncia. Lo lamento, señor 
Presidente, no porque comparta las ideas o la mane- 
ra de pensar del señor Senador Fernández Huidobro, 
sino porque es un hombre que puede aportar mucho 
a la paz y a la seguridad del país, al igual que todos los 
que creemos en la democracia. 


Llegado a este punto, cabe preguntarse: ¿qué pasó 
en otros países, como, por ejemplo, Brasil, donde 
hubo una dictadura feroz? ¿En qué situación está hoy 
Brasil frente al resto de los países del mundo? ¿Qué 
pasó en España donde, en definitiva, y para poner 
un sello total a lo que fue la Guerra Civil en ese país, 
enterraron los cadáveres de uno y otro bando juntos 
y construyeron el Monumento al Valle de los Caídos? 
A ese lugar van todos a llorar a sus muertos. ¿Qué 
pasó con España después de la dictadura de Franco? 
Se firmaron los Pactos de la Moncloa y así se llegó 
a la España integrada a Europa -no la dividida-, la 
España del desarrollo, de la prosperidad, de los dere- 
chos y de la rotación de partidos políticos de distinto 
signo, todo lo cual contribuyó a la reconstrucción de 
ese gran país. 


Me gustaría manifestar -aclaro que no en forma 
pedante- que trabajamos mucho porque somos bat- 
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llistas y porque creemos en la libertad, en la demo- 
cracia, en todo lo que nos enseñó José Batlle y Or- 
dóñez y toda la gente batllista que hubo dentro del 
Partido Colorado. 


Termino, señor Presidente, preguntando lo si- 
guiente. Esto que se votará hoy, ¿conseguirá los mis- 
mos resultados? ¿Tendremos en el futuro y en los 
próximos quince o veinte años, los mismos resultados 
que fuimos logrando día a día, paso a paso, sacrificio 
a sacrificio, en la construcción de la paz en este país, 
que permitió que en las últimas elecciones todos los 
partidos políticos pudieran asumir la responsabilidad 
de gobernar el país? 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: hace casi 
once horas que estamos discutiendo y escuchando 
distintos argumentos sobre el proyecto de ley y na- 
turalmente nos hemos internado en la discusión del 
pasado. A nuestro juicio, ello es inevitable, porque 
existe un reproche permanente de dos fuerzas políti- 
cas: por un lado, el Partido Nacional, que le reprocha 
al Frente Amplio su participación en el Pacto del Club 
Naval y, por otro, el Frente Amplio, que le reprocha al 
Partido Nacional la aprobación de Ley de Caducidad. 
Pienso que esto no lo vamos a resolver nunca y que va 
a pasar a ser un reproche histórico, pues en todos los 
Períodos discutimos lo mismo. Hace veinticinco años 
que votamos esa ley, que consideramos una salida, y 
seguimos reprochándonos unos a otros la actitud asu- 
mida: el pacto con los militares en el que participó el 
Frente Amplio y la aprobación de la Ley de Caducidad 
que contara con los votos del Partido Nacional. 


Quizás, la pregunta que queda en el aire, que no 
tiene respuesta es: ¿por qué abandonamos en aquel 
entonces la lucha popular? El señor Senador que 
anunció su renuncia, por lo menos, explicó que había 
perdido la instancia de una votación interna. 


En 1980, habíamos salido triunfantes, aun cuan- 
do, como lo decía hoy el señor Senador Viera, nadie 
esperaba que se respetara el fallo y estábamos predis- 
puestos a hacer una campaña luego de ese plebisci- 
to con la intención de señalar el fraude. En cambio, 
en aquella instancia, se respetó al pueblo uruguayo 
en su votación y se admitió el resultado: ¡ganamos! 
También ganamos en las elecciones internas a pe- 
sar de que los militares nos impusieron sus candi- 
datos oficialistas para conquistar y ocupar los cargos 
de autoridad dentro de los partidos. Repito: en esa 
instancia del año 1982, ganamos. Ganamos también, 
señor Presidente, en la convocatoria de aquel formi- 
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dable acto del Obelisco, casi plebiscitario, que se dio 
en llamar “Río de libertad”, con el que llenamos el 
Parque de los Aliados. En aquella instancia el actor 
Alberto Candeau leyó una proclama redactada por el 
doctor Gonzalo Aguirre, junto con el doctor Enrique 
Tarigo, con la consigna “Por un Uruguay democráti- 
co sin exclusiones”. Sin embargo, el pueblo uruguayo 
hasta ahora no ha recibido respuesta a la pregunta, 
¿por qué el Frente Amplio abandonó esa lucha po- 
pular? ¿Por qué llegó a una negociación a la que, se- 
gún señaló un señor Senador, no había más remedio 
que aceptar? ¿Cómo es que no había más remedio? 
¿Quién nos apuraba? ¿Por qué teníamos que votar 
en el año 1985? ¿Por qué no seguimos apostando a 
debilitar a la dictadura? Nadie pensaba que íbamos 
a tener un acto revolucionario, pero la idea era que 
a la hora de negociar la dictadura estuviera mucho 
más débil y los militares rendidos y dispuestos a en- 
tregar el poder, porque no podían sostenerlo por más 
tiempo. ¿Qué llevó a que muchos sectores del Frente 
Amplio aquí señalados votaran en contra? ¿Por qué 
votaron en contra dentro de esa fuerza política a una 
salida que el General Seregni la vendía como única? 
¿Qué los llevó dentro de esa fuerza política a votar en 
contra de esa salida, renunciando a la movilización 
popular? ¿Por qué abandonaron esa lucha? ¿Por qué 
admitieron en el pacto del Club Naval que un partido 
político tuviera su candidato no solamente proscripto, 
sino preso e incomunicado? Son preguntas que no 
tienen respuesta y nunca las han tenido. 


Nosotros, al reproche del Frente Amplio con res- 
pecto a la Ley de Caducidad, damos nuestra opinión 
y versión de los hechos, que podrá ser o no compat- 
tida, pero que es clara y contundente. Decimos que 
la Ley de Caducidad lo que buscaba era terminar el 
episodio de una salida que no era por la que hubieran 
optado los blancos, no era nuestro camino, sino el del 
Frente Amplio y el del Partido Colorado. Esto lo dijo 
Wilson en plena explanada municipal el mismo día 
que lo soltaron, al expresar que ese no era nuestro 
camino; no era nuestra salida; no era lo que nosotros 
creíamos que había que hacer, pero no estábamos dis- 
puestos a retroceder ni un paso, porque, reitero, esa 
no era la salida que hubiéramos elegido. Señaló que 
íbamos a dar gobernabilidad a un Gobierno que era 
de transición. ¡Claro que era de transición, si había 
partidos políticos y candidatos proscriptos y también 
candidatos presos! Nadie puede decir que ese fue 
plenamente un Gobierno de democracia y libertad; 
fue un Gobierno de transición que la gente respaldó 
porque votó como Presidente al doctor Sanguinetti, 
quien fue el gran artífice de esa salida y que, honesta 
y directamente, siempre nos dijo lo mismo. Al res- 
pecto, se cuenta la famosa reunión que mantuvo en 
Bolivia con Wilson Ferreira Aldunate. Allí le dijo a 
Wilson que estaba equivocado y que había que nego- 
ciar en ese momento; discutieron y, naturalmente, no 
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se pusieron de acuerdo. Nunca supusimos ni espe- 
ramos que el artífice de esa salida no fuera el doctor 
Sanguinetti -quien, en definitiva estaba convencido, 
de ella- sino el Frente Amplio y el General Seregni. 


Si pregunto -como lo he hecho- a muchos Senadores, 
sin importar a quién -porque tengo por costumbre man- 
tener las reservas del caso cuando hablo en forma 
personal con mis compañeros del Cuerpo-, parecería 
que nadie estuvo de acuerdo con el Pacto del Club 
Naval. Ningún Senador del Frente Amplio estuvo de 
acuerdo, unos porque estaban presos, otros porque 
estaban en el exilio y otros acompañaron por discipli- 
na partidaria. Pero lo cierto es que, como dijo Medina 
en aquel famoso reportaje, no se entrega todo a cam- 
bio de nada. 


Hoy he escuchado que se habla de las actas del 
Club Naval. Yo no creo que de estas cosas se deje 
constancia en un acta; se plantean o no se plantean. 


Señor Presidente: este reproche nunca lo vamos 
a resolver. El Partido Nacional siempre lo va a recor- 
dar y el Frente Amplio nos va a seguir reprochando la 
aprobación de la Ley de Caducidad. ¡Claro que nos 
costó mucho votarla! En lo personal, se trató de una 
contradicción muy dura. El señor Senador Michelini 
recordaba que el doctor Gonzalo Aguirre hacía re- 
ferencia a la ética de la responsabilidad. Me parece 
que no se deben traer temas personales a la hora de 
representar a la gente en esta Banca o en una de la 
Cámara de Diputados, pues lo que en realidad éti- 
camente uno tiene que pensar es si el instrumento 
que debe votar es eficaz o no para pacificar al país. 
Resulta que el Partido Nacional estaba enfrentado a 
un tema aun cuando no estuvo en su nacimiento, ya 
que esa no fue su salida. 


Seguimos haciendo ese reproche. Quiero decir 
que a lo largo de todos estos años he coincidido en 
algunos aspectos con lo que han hecho los distintos 
Gobiernos y, en otros, no. He discrepado con la for- 
ma en que han interpretado y aplicado la Ley de Ca- 
ducidad los doctores Julio María Sanguinetti y Jorge 
Batlle, y sí he estado de acuerdo con el doctor Váz- 
quez en la manera en que la aplicó. Esto lo he dicho 
públicamente en reiteradas oportunidades. Me sentí 
mucho más identificado con la aplicación de la Ley de 
Caducidad por parte del señor Presidente Vázquez, 
aun cuando nunca entendí muy bien su posición, 
pues venía aplicando la norma y a último momen- 
to se sumó a las firmas para su anulación. Eso no 
lo comprendí, máxime que se trajeron antecedentes 
que muestran que incluyó a militares al aplicar la Ley 
de Caducidad, tal como se dijo anteriormente en este 
ámbito. ¿Cómo puede ser que un Presidente esté de 
acuerdo en anular algo que usa y que, a mi juicio, 
emplea correctamente? Me refiero a quien en estos 
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días señala desde afuera que hay que anular la ley y 
votar el proyecto interpretativo. Diputados de nuestro 
partido presentaron proyectos de ley tendientes a de- 
rogar la ley. Derogar significa anular la norma de aquí 
en más y, claro está, sin efectos retroactivos porque ya 
cumplió la misión y porque -a nuestro juicio y como 
muy claramente señalaba el señor Senador Pasquet- 
estamos viviendo las consecuencias de esa ley. Hay 
torturadores y dictadores presos y hoy el Presiden- 
te de la República es una persona que pertenece al 
MLN Tupamaros. Creo que se logró la mejor prueba 
del 9 en el sentido de que no hay tutelas militares en 
nuestro país a partir de la Ley de Caducidad. Eso fue 
lo que discutimos. Quienes apoyaban al voto verde 
decían que iba a ser una democracia tutelada, y no 
lo fue. Quienes nos pronunciamos por el voto ama- 
rillo también queríamos y queremos que se dé toda 
la información y que muchos de los delitos que se 
cometieron en la época de la dictadura no formen 
parte de la Ley de Caducidad. ¿Cómo pueden estar, 
señor Presidente, dentro de la Ley de Caducidad los 
vuelos de la muerte cuando expresamente se dijo que 
estas cosas no están dentro de la lógica de los enfren- 
tamientos que se dieron en una guerra interna como 
la que ocurrió? Esa fue una operación de exterminio 
y no puede ni debe estar comprendida en la Ley de 
Caducidad. Si alguien la amparó en esa ley, actuó mal 
porque, lamentablemente, atrás de los vuelos de ex- 
terminio había plata, y eso es lo más penoso de todo 
esto. Torturaban por plata; querían dinero. Secues- 
traron niños. Quiere decir que horrores hemos vivi- 
do muchos. Yo no quiero sufrir más ese horror que, 
como recordaba anteriormente el señor Senador Mi- 
chelini, viví en mi casa. No me gusta hablar del tema 
porque tengo terror de que se puedan confundir las 
cosas y que la reiteración de lo que ocurrió en nues- 
tra casa pueda ser usado políticamente. Yo nunca ha- 
blo -y no quiero hacerlo- de lo que ocurrió, porque 
sucedió por la lucha que llevaron adelante nuestros 
padres, Carlos Julio Pereyra y Luis Alberto Lacalle, 
que fueron a quienes se intentó matar al enviar las 
botellas de vino. Realmente tengo mucho miedo de 
que la ciudadanía pueda confundir las cosas y pensar 
que uno hace uso de esos hechos, que en el pasado 
nos llenaron de dolor. Nuestra actuación se juzga por 
lo que decimos todos los días sobre todos los temas y 
no por lo que nos ocurrió a partir de la lucha que hi- 
cieron nuestros padres. Tengo el orgullo de decir que 
el día en que enterramos a nuestro querido “Toba” 
Gutiérrez, mi padre y mi madre estuvieron presos por 
intentar poner una bandera de la Patria -el Pabellón 
Nacional- sobre su féretro. Fueron presos, iy bien 
presos fueron! Porque si fueron presos por querer 
homenajear a un luchador por la democracia como lo 
fue el “Toba”, está bien que los hayan puesto presos. 


Señor Presidente: no tenemos que demostrar en 
esta Casa ni en ningún lado nuestro compromiso 
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en la lucha contra la dictadura. ¡Claro que no! No 
queremos usar esa lucha del Partido Nacional y en 
especial de nuestros padres en beneficio propio, por- 
que nos parecería pequeño y mezquino. La única vez 
que hablé del tema en Sala fue porque un Senador 
del Frente Amplio quiso minimizar la muerte de mi 
madre diciendo que era producto de luchas internas 
del Partido Nacional. ¡Tuve que soportar que se dijera 
eso! Fue la única vez que me referí al caso, indignado, 
porque no puedo permitir que se trate de minimizar 
la muerte de mi madre en la lucha de nuestro partido 
contra la dictadura. ¡Es una mártir de la libertad y no 
tengo duda de que el atentado fue obra de los servi- 
cios de inteligencia! 


Coincido con el señor Senador Rubio en cuanto a 
que no se pueden equiparar los dos males hablando 
del terrorismo de Estado como terror. Es un horror 
estar desprotegido del Estado, no sabiendo qué puede 
pasar con un familiar o con uno mismo. Este es el 
mayor miedo que puede tener una población y no es 
equiparable a lo que sucede con quien se subvierte 
contra el orden. Pero hay terror también en el otro; 
también hubo muerte, damnificados y víctimas. Qui- 
zás esos vientos fueron los que trajeron los lodos que 
tuvimos que vivir. Aunque nunca lo sabremos, yo creo 
que sí. 


Por lo expuesto, señor Presidente, dejo constancia 
de que una vez más estamos discutiendo sobre la Ley 
de Caducidad en el Senado de la República y en el 
Parlamento. Nuevamente se han dado reproches de 
un lado y del otro; preguntas sin responder y actitu- 
des puestas a consideración de la gente. ¡Claro que 
sí! Una vez más discutimos este tema y decimos que 
no vamos a acompañar este proyecto de ley, que ge- 
nera incertidumbres y ninguna certeza, ni siquiera a 
aquellos a quienes está dirigida. 


Señor Presidente; no me alcanza que se diga por 
parte de algún señor Senador que la posibilidad de de- 
rogar la Ley de Caducidad fue estudiada en un Con- 
greso. ¡No es respuesta! ¿Qué pasó que no se trajo la 
derogación en aquel momento? ¿Hubo un segundo 
pacto? ¿Se pactó nuevamente con los militares? ¿Se 
dijo que no iba a tocarse la ley? ¿Hubo dos pactos en 
lugar de uno? ¿No se quiso derogar? ¿Por qué no? 
Nosotros, como fuerza política, estábamos dispuestos 
a estudiarla. ¡Claro que sí! 


Ahora se habla de la anulación o de la interpre- 
tación de que esta ley nunca existió, y ello genera 
incertidumbre. Cada Juez aplicará a su entender esta 
ley e, insisto, no hay certezas acerca de lo que pueda 
pasar. 


Señor Presidente: no juzgo como un error traer 
este tema nuevamente a discusión, sino como la ac- 
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titud de una fuerza política que deja y abandona los 
compromisos de la propia fórmula, tal como lo de- 
mostró el señor Senador Solari respecto de los com- 
promisos públicos asumidos en distintos programas 
de radio. No entiendo a una fuerza política que deja 
tan mal parados a su Presidente y Vicepresidente al 
forzar una ley que no respalda los compromisos que 
públicamente habían asumido con la ciudadanía. ¡No 
lo entiendo! Tampoco comprendo aquellas cuestiones 
que por disciplina partidaria llevan a dejar en falsa 
escuadra, sin apoyo político y cuestionados los dife- 
rentes compromisos. Pienso que lo primero que haría 
como representante de mi fuerza política sería tratar 
de que el Presidente no desdiga en los hechos lo que 
comprometió en la tribuna o ante la opinión pública. 
¡Nunca llegaría al extremo de dejarlo “pegado” -como 
dicen los muchachos- frente a la ciudadanía! Evitaría 
que se contradijera, que dejara de lado el compromiso 
público establecido, que es lo que lo están obligando 
a hacer sus propios compañeros y amigos, insisto, de- 
jándolo en falsa escuadra y mal parado frente a la opi- 
nión pública. ¡Claro que tiene razón el señor Senador 
Fernández Huidobro cuando dice que se trata de un 
error político! ¿Cómo no va a ser un error político 
abandonar a su Presidente y Vicepresidente luego de 
claras y contundentes afirmaciones en cuanto al pro- 
nunciamiento ciudadano en un plebiscito democrá- 
ticamente convocado? En este sentido, no me sirven 
los cuestionamientos realizados por algunos señores 
Senadores en cuanto a que poner una única papeleta 
se trató de una trampa por parte de la Corte Electo- 
ral. No es de recibo; no se puede afirmar eso en la 
actualidad. Si así se entendía se hubiera cuestionado 
antes de que la gente se pronunciara. Sin embargo, 
no hubo ni una voz que se levantara respecto de la 
forma en que se convocaba al cuerpo electoral. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en este 
momento parece útil traer a colación lo dispuesto por 
el párrafo segundo del literal B) del artículo 331 que 
establece: “Para que el plebiscito sea afirmativo en 
los casos de los incisos A) y B), se requerirá que vote 
por “SI” la mayoría absoluta de los ciudadanos que 
concurran a los comicios, la que debe representar 
por lo menos, el treinta y cinco por ciento del total 
de inscriptos en el Registro Cívico Nacional”. Esta 
es la forma en que se votan las propuestas de refor- 
ma constitucional previstas en los literales A) y B) 
y la explicación de por qué había una sola papeleta 
al momento de votar. La Corte Electoral dispuso que 


1794-C.S. 


hubiera una sola papeleta porque para que triunfe la 
reforma lo único que se requiere es que vote por sí la 
mayoría absoluta de los ciudadanos que concurren a 
los comicios. Era inútil una papeleta por el NO; no 
hubo picardía por parte del señor Urruty, Presidente 
de la Corte Electoral durante tantos años. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Además, señor Presidente, si de 
algo tenemos que hablar bien desde 1980 hasta aho- 
ra, es de la Corte Electoral. No solo se pronunció en 
plena dictadura informando que había ganado el NO, 
sino que se consiguieron las firmas, aunque algunos 
dudan de si se habían conseguido en la movilización, 
lo que habilitaba a que hubiera un plebiscito. 


No hubo plebiscitos ni elecciones cuestionadas; no 
traigamos temas que generan duda sobre institucio- 
nes de las que nos tenemos que sentir orgullosos ya 
que, a pesar de todo, pudieron proclamar lo que de al- 
guna manera el pueblo había manifestado claramente 
en las urnas. 


Coincido con las afirmaciones que aquí se han 
manifestado en cuanto a las urnas y no voy a seguir 
insistiendo respecto del tema porque creo que seño- 
res Senadores del Gobierno se han pronunciado me- 
jor que quien habla al respecto. 


No tengo nada más que agregar. Sí quiero decir 
que un tema de principios democráticos fundamenta- 
les es el pronunciamiento del pueblo. No puede haber 
ninguna disciplina partidaria ni partido que pueda 
obligar a que un Senador vote contra principios tan 
esenciales como el de respetar o no las urnas. Creo 
que estos temas trascienden a los partidos y no existe 
fuerza política -ni mi partido ni ningún otro- que pue- 
da obligar a que por disciplina partidaria se desconoz- 
ca lo que es la esencia de la democracia, es decir, la 
convocatoria del pueblo uruguayo. 


La única alternativa es muy clara: convocar nueva- 
mente. ¡Esa es la solución! Si tenemos que concurrir 
a las urnas cinco veces, lo haremos, pero esta no es la 
forma. Si el pueblo se pronuncia, todos debemos respe- 
tar el fallo. De esta manera, nadie será más que nadie 
y, sobre todo, la Justicia admitirá que falló alguien que 
está muy por encima de nosotros: nuestro pueblo. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lis- 
ta de oradores, tiene la palabra la señora Senadora 
Xavier. 
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SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: sé que lle- 
vamos muchas horas de debate, pero como en aquella 
película de José Luis Garci, diré que hemos vivido 
muchos años de dictadura, pero durante muchos más 
continuaremos discutiendo sobre esos años vividos. 


Me parece que este debate y la posterior votación 
que haremos tienen dos destinatarios fundamentales: 
los jóvenes y las madres que aún no han tenido una 
respuesta sobre el paradero de sus hijos o de sus fa- 
miliares desaparecidos. ¿Por qué los jóvenes? Porque 
tienen un compromiso cada 20 de mayo, marchando 
en silencio, seguramente por todo lo que sus padres o 
sus abuelos les han contado, pero queriendo vivir en 
una sociedad que no tenga que cargar con hechos del 
pasado que no hayan sido solucionados. ¿Por qué los 
jóvenes? Porque los vimos llorar desconsoladamente 
cuando la papeleta rosada no alcanzó los votos ne- 
cesarios. ¿Por qué los jóvenes? Porque ellos también 
han estado acompañando este debate y creo que eso 
confirma que este -como decía hace unas horas, si no 
me equivoco, el señor Senador Agazzi- no es un tema 
del pasado, sino de la democracia que queremos. 


Por supuesto que hay miles de situaciones que 
no quisiéramos volver a recordar, pero cuando las 
sociedades viven estos hechos históricos, discuten y 
vuelven a discutir, llegan a un relativo acuerdo acerca 
de la situación vivida y, sobre todo, de cómo prevenir 
esas situaciones en el futuro. Yo me pregunto: ¿esta- 
remos o no con situaciones del pasado cuando en este 
Senado de la República y en la Cámara de Represen- 
tantes hemos tenido tantas instancias de debate, tan 
largas y fecundas? 


Cuando digo que los principales destinatarios son 
los jóvenes y las madres que todavía esperan una res- 
puesta, recuerdo la canción de León Gieco titulada 
“La Memoria”, alguna de cuyas estrofas expresan 
lo siguiente: “La memoria pincha hasta sangrar a 
los pueblos que la amarran y no la dejan andar libre 
como el viento. Todo está escondido en la memoria, 
refugio de la vida y de la historia. La memoria estalla 
hasta vencer a los pueblos que la aplastan y que no la 
dejan ser libre como el viento”. Y, señor Presidente, 
seguiremos buscando esa memoria; los procesos son 
así y que no debemos tenerle miedo a estas discusio- 
nes porque buscar recuperar la memoria es construir 
futuro. 


Personalmente, soy de las que están convencidas 
de que el acuerdo del Club Naval era la única sali- 
da posible, y no voy a referirme a ello porque no le 
voy a hacer el agravio a la delegación frenteamplista 
que participó en ese acuerdo de decir que pactó al- 
gún grado de impunidad. De ninguna manera lo voy 
a hacer; no se lo voy a hacer a Young, a Cardoso, ni 
a ninguno de los compañeros que estuvieron allí tra- 
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tando de hacer los máximos esfuerzos posibles para 
lograr una salida democrática. 


Me parece que a veces tenemos una visión hemi- 
pléjica de la historia, porque la miramos con un solo 
ojo. Sin duda, tuvimos muchas más coincidencias en 
la lucha contra la dictadura que en la salida de ella. 
¿Acaso no nos acordamos de que también se plan- 
tearon propuestas a los militares -que no provinieron 
precisamente del Frente Amplio- para realizar algún 
tipo de elección parlamentaria y que después de un 
período se eligiera a un Presidente? Se ensayaron 
muchas alternativas, todas con la intención de salir 
de esa situación cuanto antes y lo mejor posible. Pero 
no daba lo mismo; quien piensa que daba lo mismo 
salir en el momento en que se salió que un año des- 
pués, es porque no tiene claro el dolor que vivía mu- 
cha gente: los presos, los torturados, los que espera- 
ban tener noticias de sus familiares desaparecidos, 
los niños desaparecidos, los del exilio, los grandes y 
los chicos. Me parece muy frívolo decir que daba lo 
mismo salir en ese momento que después. Y acusar 
al Frente Amplio de haber abandonado la lucha popu- 
lar... ipor favor!, no resiste el menor análisis. 


Ahora bien, yo no agravio, solamente digo que 
coincidimos en la lucha antidictatorial, en la que 
cada uno sabe lo que puso; no vamos a medir eso. 
¡Claro que tuvimos diferencias tácticas en la salida! 
Las tuvimos dentro del Frente Amplio y las procesa- 
mos, pero también las tuvimos con el Partido Nacio- 
nal, una fuerza política importante en ese momento. 
¿Acaso no nos acordamos de que antes del acuerdo 
del Club Naval no pudimos concertar acciones? Pues 
deberíamos recordar que la fuerza del Club Naval se 
debilitó porque, sin duda, no estábamos todas las co- 
lectividades que existían. 


Quiero recordar a los colegas del Partido Nacional 
-con todo respeto- que alguien -hoy fallecido- cuyo 
sector forma parte de su alianza política y electo- 
ral, don Humberto Ciganda, llevó a las sesiones de 
la reapertura democrática una declaración que fue 
leída por el doctor Hugo Batalla, que expresaba ter- 
minantemente que todos quienes desde el lado polí- 
tico habían participado en el acuerdo del Club Naval 
denunciaban la falsedad de la aseveración de que allí 
se hubiese acordado impunidad y decía que el único 
objetivo de los acuerdos celebrados era asegurar la 
convocatoria a elecciones y el traspaso del Gobierno 
a los Poderes legítimamente constituidos. Para mí, 
esta es la otra parte que no ha estado suficientemen- 
te presente en la jornada de hoy, pero que me im- 
porta mucho reivindicar, porque hubo gente -algunos 
participando directamente y otros no tanto, como Lí- 
ber Seregni, que no podía hacerlo porque estaba tan 
proscripto como Wilson Ferreira, pero, eso sí, libera- 
do. Había muchos otros dirigentes del Frente Amplio 
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proscriptos; no vamos a entrar en una competencia 
porque no estamos midiendo nada, lo que estamos 
viendo es un camino difícil para el que nadie tuvo 
la solución mágica, porque si la hubiera habido nos 
habríamos ahorrado muchas horas de discusión en 
este Parlamento. 


Existen muchas otras cosas que deberían haberse 
cumplido y no se cumplieron, algunas de las cuales 
fueron nombradas en la tarde de hoy. La Conapro se 
instaló el 4 de setiembre de 1984 y sus compromisos 
-y aquí estuvimos todos; nadie quedó afuera- dicen 
claramente: “Constituye un grave riesgo para la real 
vigencia de los derechos humanos en el futuro man- 
tener a la sociedad uruguaya en la ignorancia res- 
pecto de la verdad de las denuncias referidas y dejar 
impunes los hechos que constituyen ilícitos penales. 
Se considera necesario que todos los órganos del Es- 
tado, según sus competencias respectivas, procuren 
el esclarecimiento de los hechos referidos. Sin per- 
juicio de las atribuciones del Poder Ejecutivo para 
esclarecer los hechos ocurridos en el ámbito de su 
competencia, será necesario dotar al Poder Judicial 
de los instrumentos jurídicos y reales que permitan 
el efectivo cumplimiento de la investigación”. Esto no 
tuvo en los Gobiernos ulteriores la traducción de lo 
que sí nos convocó a todos, después de idas, vueltas 
y giros tácticos que cada uno supo tener en la salida 
democrática. 


También se citaba el artículo 5% de la Ley de Am- 
nistía, aprobada por las colectividades blanca y colo- 
rada, que expresa: “Quedan excluidos de la amnistía 
los delitos cometidos por funcionarios policiales o mi- 
litares, equiparados o asimilados, que fueran autores, 
coautores o cómplices de tratamientos inhumanos, 
crueles o degradantes o de la detención de personas 
luego desaparecidas, y por quienes hubieren encu- 
bierto cualquiera de dichas conductas. Esta exclusión 
se extiende asimismo a todos los delitos cometidos 
aun por móviles políticos, por personas que hubieren 
actuado amparadas por el poder del Estado en cual- 
quier forma o desde cargos de gobierno”. Los hechos 
muestran que hubo voluntad para que aquellas cosas 
que tuvieron algún tipo de limitación en su salida pu- 
dieran ser reparadas. Es así que hubo un momento 
importante que en el día de hoy creo que no se recort- 
dó -por lo menos, no lo escuché- y es la sanción de la 
Ley N* 18.596, “Actuación llegítima del Estado entre 
el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985”. 
Sin duda, esos fueron avances. Esta ley data del 18 
de setiembre de 2009. Hubo muchas disposiciones de 
reparación, pero estas fueron un reconocimiento del 
Estado de los daños ocurridos. 


Este proceso ha tenido sucesivos pasos y la lucha 
no se termina con la votación que espero se dé aquí 
en el día de hoy y la que se obtenga en la Cámara de 
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Representantes. Me refiero a la lucha que la Bancada 
del Frente Amplio ha dado en el Parlamento y a la 
que la fuerza política y el Gobierno han dado en sus 
respectivos ámbitos para hacer de la verdad y la jus- 
ticia una posibilidad que no se niegue a ninguno de 
nuestros compatriotas. 


No voy a repetir lo que dije por la vía de la interrup- 
ción, que fueron argumentos de juristas que no están 
precisamente identificados con el Frente Amplio, en 
lo que respecta al impacto que pueden haber tenido 
las instancias de consulta popular para hoy validar 
esta acción del Parlamento, pero sí quiero decir que 
debemos tener más clara la cronología de los hechos 
que van ocurriendo. Cuando el Frente Amplio resolvió 
mantener determinados compromisos político-electo- 
rales, no había declaraciones de inconstitucionalidad; 
ellas fueron posteriores. No nos podemos confundir 
y decir que algunos dirigentes -en particular del Go- 
bierno del ex Presidente Vázquez- son inconsistentes 
porque en determinado momento dicen una cosa y 
después expresan otra. No es así, porque en medio 
de esos hechos pasaron algunas cosas, como las más 
de veinte declaraciones de inconstitucionalidad que 
todos conocemos y la reciente condena al Estado. 


Creo que también hay que tener presente algo que 
generó varias referencias, como es el respaldo del ex 
Presidente Vázquez a la expresión de que no siempre 
las mayorías tienen la razón. Tal vez algunos no hayan 
comprendido sus expresiones y quizás eso se deba a 
que pueden no haber sido del todo precisas; hay que 
tener en cuenta que el ex Presidente Vázquez es mé- 
dico y no jurista. Creo que se trata de una teoría de 
aplicación relativamente reciente y que todos quienes 
hemos estado sentados aquí hemos leído con motivo 
de la preparación de estas sesiones y de otras anterio- 
res en las que se han discutido estos temas. 


Esos argumentos tienen que ver con la Teoría de 
Garantismo Jurídico que, está reflejada tanto en el 
fallo de la Suprema Corte de Justicia como en el de 
condena de la Corte Interamericana. En todo caso, 
creo que Vázquez apoya la teoría a la que adhiere la 
sentencia N* 365/2009 de la Suprema Corte de Jus- 
ticia, que todos hemos leído con motivo de su público 
conocimiento una vez que ese Órgano la dictó. Esta 
sentencia, que tiene que ver con el caso de Nibia Sa- 
balsagaray, es clara. Por si alguien quiere consultar 
este documento, puede encontrarlo en el punto 3 del 
Capítulo III del “Considerando” de la sentencia, en 
las páginas 30 a 33. Podemos ubicar esto para leer la 
invocación que allí se hace de las palabras de un doc- 
trino italiano que, como cardióloga, soy una atrevida 
en citar, pero igual voy a incurrir en ese atrevimiento. 
El doctor Luigi Ferrajoli, doctor Honoris Causa de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la Repúbli- 
ca y uno de los máximos exponentes de la Teoría del 
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Garantismo Jurídico, sostiene que “las normas cons- 
titucionales que establecen los principios y derechos 
fundamentales garantizan la dimensión material de 
la “democracia sustancial”, que alude a aquello que 
no puede ser decidido o que debe ser decidido por la 
mayoría; vinculando la legislación, bajo pena de inva- 
lidez, al respeto de los derechos fundamentales y a los 
otros principios axiológicos establecidos por ella”. Di- 
cho de otra forma, para el profesor de la Universitá di 
Camerino y de la Universitá di Roma III, distinguido 
por la Facultad de Derecho de nuestra Universidad 
mayor, citado por la Suprema Corte de Justicia en la 
sentencia del caso Sabalsagaray, “existen principios 
y derechos fundamentales previstos por la Constitu- 
ción cuya supervivencia no puede depender de los 
ánimos circunstanciales de una mayoría”. La resolu- 
ción agrega: “El mencionado autor califica como una 
falacia metajurídica la confusión que existe entre el 
paradigma del Estado de Derecho y el de la demo- 
cracia política, según la cual una norma es legítima 
solamente si es querida por la mayoría”. Esto también 
lo dice la sentencia: “Es que para este reconocido ju- 
rista corresponde diferenciar entre una “esfera de lo 
decidible” y una “esfera de lo no decidible”.” Los de- 
rechos fundamentales se ubican, claro está, en esta 
última y se encuentran sustraídos de la decisión po- 
lítica. Están establecidos en las Constituciones como 
límites que no pueden franquear mayorías contingen- 
tes. Ferrajoli sostiene que esto representa la “forma 
lógica que asegura su garantía”. La sentencia con- 
tinúa refiriéndose al autor: “Siempre que se quiere 
tutelar un derecho como fundamental se lo sustrae 
a la política, es decir, a los poderes de la mayoría |...] 
como derecho inviolable, indisponible e inalienable. 
Ninguna mayoría, ni siquiera por unanimidad, puede 
decidir su abolición o reducción”. En fin, “superando 
el rol que le asignaba el viejo paradigma paleoliberal, 
la jurisdicción se configura como un límite de la de- 
mocracia política. En la democracia constitucional o 
sustancial, esa esfera de lo no decidible -que implica 
determinar qué cosa es lícito decidir o no decidir- no 
es sino lo que en las Constituciones democráticas se 
ha convenido sustraer a la decisión de la mayoría. Y 
el límite de la decisión de la mayoría reside, esencial- 
mente, en dos cosas: la tutela de los derechos fun- 
damentales -y no hay voluntad de la mayoría, interés 
general ni bien común o público en aras de los cuales 
puedan ser sacrificados- y la sujeción de los Pode- 
res públicos a la ley”. “Entonces, ninguna mayoría 
alcanzada en el Parlamento o la ratificación por el 
Cuerpo Electoral -ni aún si lograra la unanimidad- 
podría impedir que la Suprema Corte de Justicia de- 
clarara inconstitucional una ley que consagre la pena 
de muerte en nuestro país, la cual está prohibida por 
disposición del artículo 21 de nuestra Carta Magna”. 
“De la misma manera, tampoco, la mayoría legislati- 
va ratificada por el cuerpo electoral puede desplazar 
hacia el Poder Ejecutivo el ejercicio de la función ju- 
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risdiccional que le compete exclusivamente al Poder 
Judicial, salvo disposición expresa de la Constitución 
que le atribuya, excepcionalmente, tal cometido a 
otro órgano estatal”. 


Creo que entre la sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia y la de la Corte Interamericana de Dere- 
chos Humanos queda muy claro a qué se refería el ex 
Presidente Vázquez cuando hacía esa mención hace 
algunos días. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Senadora? 


SEÑORA XAVIER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- En la medida en que algunos 
argumentos se repiten, nos sentimos en la obligación 
de reiterar algunas respuestas. El párrafo que acaba 
de leer la señora Senadora Xavier y, sobre todo, la cita 
de una eminencia, como sin duda lo es Luigi Ferrajo- 
li, son muy valederos en el ámbito jurisdiccional; son 
excelentes argumentos para plantear una demanda 
de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 
Justicia o para que este Organismo, si lo considera de 
recibo, los incorpore en su sentencia. Lo que no es 
admisible, y así lo señalamos, es que quien piensa así 
-estas ideas no surgieron hace 6 meses ni dos años, 
sino que es una elaboración doctrinaria de hace mu- 
chos años, y es muy legítimo que así sea- convoque 
al pueblo a votar para decidir lo que, según se dice, 
no es decidible por las mayorías. Es decidible o no es 
decidible, pero si se piensa que no lo es, no se debe 
convocar a la gente a votar porque allí la incongruen- 
cia es manifiesta y salta a la vista. Además, si no es 
decidible por la mayoría popular, tampoco lo es por la 
mayoría legislativa. Lo que hay que hacer es simple- 
mente plantear la demanda ante la Suprema Corte de 
Justicia y estar a lo que ella resuelva. En definitiva, lo 
que no se debe hacer es llamar a plebiscito, presentar 
proyectos de ley y después exhumar doctrinas según 
las cuales estos temas no son de resorte de las ma- 
yorías. Allí, reitero, la incongruencia salta a la vista. 


Esto es cuanto quería manifestar, señor Presidente. 
Muchas gracias, señora Senadora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la seño- 
ra Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: de todo lo 
que se ha dicho, ha quedado meridianamente claro 
que debe ser una tarea constante de parte de nues- 
tra fuerza política la búsqueda de la verdad y de la 
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justicia, así como también el desmantelamiento de 
todo aquello en lo que haya quedado un resquicio de 
impunidad. Me siento orgullosa de pertenecer a esta 
fuerza política que ha combatido siempre por estos 
principios. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Mar- 
tínez. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Señor Presidente: para 
tranquilidad de quienes están cansados, quiero de- 
cir que no insistiré en algunos conceptos que consi- 
deramos claros, porque si bien los aspectos jurídicos 
presentan dos bibliotecas, me sumo a las interpreta- 
ciones expresadas por los compañeros y, muy particu- 
larmente, a lo que la Suprema Corte de Justicia ha 
dictaminado con respecto a la ley. 


Tampoco voy a incursionar en un debate históri- 
co sobre la lucha que cada fuerza política ha llevado 
contra la dictadura porque, con todo respeto, digo 
que todos tienen sus pergaminos, pero el Frente Am- 
plio los tiene de sobra como para no darle la derecha 
a nadie en este sentido. 


Brevemente, quiero hacer hincapié en dos temas. 


En primer lugar, aquí se habló de que la aproba- 
ción de este proyecto de ley interpretativo puede gene- 
rar una cadena de apelaciones y de procesos jurídicos 
contra la ley. A este respecto, pregunto: ¿esto no es lo 
que ha pasado con esta norma y su vigencia? ¿Acaso 
no ocurrió que, en cierta forma, esta ley le negó el sa- 
grado derecho a los familiares de las víctimas de llegar 
a la verdad y a la justicia, haciendo que deambularan 
durante decenas de años en estrados jurídicos, con di- 
ferentes interpretaciones o, lo que es peor, que depen- 
dieran de la voluntad de un Presidente de la República 
para que su caso fuera incluido, como por suerte lo 
hizo el doctor Tabaré Vázquez o el señor Mujica? Este 
es el elemento fundamental que quiero resaltar. Creo 
que el derecho sagrado de los familiares de saber la 
verdad es inalienable y, por tanto, no existe ley, decreto, 
ni actor ético que no permita reconocerlo. 


Deseo que, de una vez por todas, este proyecto de 
ley interpretativo elimine del plano de la discreciona- 
lidad el derecho que tienen los familiares de conocer 
la verdad, de forma tal que se pueda proceder igual 
que en aquellos países en que tuvo lugar este tipo de 
procesos. Por ejemplo, en Sudáfrica hubo juzgamien- 
to y existió la posibilidad de investigar y de conocer 
la verdad, aunque después los caminos, a la hora de 
aplicar la justicia sobre los torturadores y asesinos, 
fueron otros. 


1738-C.S. 


En segundo término, quiero aludir a un elemen- 
to que considero fundamental, porque recuerdo que 
era un tema sobre el que discutíamos con pasión a la 
salida de la dictadura con muchos compañeros. Me 
refiero al mensaje que le estamos dando a la huma- 
nidad. Creo que a lo largo de la historia, el ser huma- 
no ha cometido mucha barbarie; ha habido guerras 
por poder, guerras religiosas, inquisición -en nombre 
de Dios se destrozaba a la gente hasta que confesaba 
algo que, seguramente, no había hecho o que tenía 
el derecho de pensar y hacer lo que quisiera-, geno- 
cidios como el armenio, judío o gitano e, incluso, se 
produjo la guerra del Paraguay, en la que el Uruguay 
participó. El hombre ha actuado con demasiada bar- 
barie, a tal punto que, en ese avance civilizador de 
tratar de dejar lo peor que tenemos, determinó, dis- 
cutió y, en consenso con la humanidad, concluyó que 
aquellos delitos cometidos por los cobardes, violado- 
res, asesinos, torturadores y los catalogados como de 
lesa humanidad, no tienen fronteras ni caducan en el 
tiempo. Creo que eso es parte de un avance en la evo- 
lución civilizadora del ser humano. Se debe buscar la 
forma de que lo peor del ser humano tenga límites y 
que aquellos que puedan tener la tentación de volver 
a caer en esa barbarie, es decir, en eso que hace que 
el ser humano sea muchísimo peor que el peor de los 
animales -si es que existe alguno que tenga esa carac- 
terística-, sepan que no habrá frontera ni tiempo que 
haga caducar esos delitos. 


Creo que esta ley constituye una verdadera ofensa 
a la tradición de nuestro pueblo y que es como decirle 
a quienes cometieron esa barbarie: “Ustedes pueden 
cometer barbarie que, de alguna forma, su castigo 
dependerá de la voluntad de un Presidente o de un 
gobernante”. 


Tendríamos que ser consecuentes con ese espíritu 
que apuntó a determinar que hay ciertas cosas que 
no son admisibles en la condición humana. Por eso, 
cuando fui militante del PIT-CNT, trabajé por el voto 
verde y por el voto rosado. Hoy, a conciencia y real- 
mente orgulloso, voy a votar el proyecto de ley inter- 
pretativo para que no haya un solo torturador, viola- 
dor o asesino en el mundo que piense que en algún 
país de esta tierra, y mucho menos en el Uruguay, va 
a quedar impune lo que haga, sea por prescripción 
del tiempo o por las fronteras. No quiero que en el 
Uruguay, ni en ninguna nación del mundo, se per- 
mita que ese mal ejemplo se traslade al resto de la 
humanidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Gallo 
Imperiale. 
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SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
solamente me quiero referir a los motivos que tengo 
para votar el proyecto de ley en consideración. 


Nosotros vamos a acompañar con convicción este 
proyecto de ley que intenta dejar sin efecto una ley 
que hizo caducar cualquier pretensión que tuviera 
el Estado de juzgar los delitos cometidos durante la 
dictadura, borrando además los graves delitos que, 
violando los más elementales derechos humanos, co- 
metieron los estamentos militares de la época. Esta 
ley fue votada -a mi juicio, equivocadamente- por el 
Parlamento en circunstancias muy especiales por 
parte de algunos Legisladores que priorizaban los 
acontecimientos políticos del momento por encima 
de sus valores y convicciones democráticas, que no 
dudo que muchos de ellos las tuvieron y tienen. Todos 
sabemos las consecuencias que tuvo esa nefasta ley. 
Si bien muchísimos ciudadanos de este país no pu- 
dieron -por efecto de la impunidad- ser juzgados por 
delitos execrables, fuimos muchos los que nos opusi- 
mos a la norma. En el tiempo, se sucedieron dos ins- 
tancias plebiscitarias; sin embargo, no fue suficiente 
para dejarla sin efecto. Hoy estamos tratando de en- 
contrar una solución jurídica legal para lograrlo, sin 
que continúe siendo un lastre ético muy pesado sobre 
nuestra sociedad. Esta ley fue aplicada e interpretada 
por un Gobierno que, comprometido con la ciudada- 
nía que lo votó y con la sociedad toda, posibilitó que 
la Justicia pudiera investigar y juzgar a los respon- 
sables de torturas, de muertes y desapariciones de 
uruguayos durante la dictadura militar. El Gobierno 
del doctor Tabaré Vázquez interpretó correctamente 
el artículo 4% de la fatídica ley y pasó a la Justicia 
a civiles y militares, para que fueran juzgados bajo 
el debido proceso, por la comisión de delitos de lesa 
humanidad, y el actual Gobierno ha continuado la 
misma línea interpretativa. Sin embargo, esto no ha 
sido suficiente, porque a las decisiones plebiscitarias 
se agregaron dos fallos judiciales: uno de la Suprema 
Corte de Justicia y otro de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. Ambos organismos declararon, 
ante el planteamiento de situaciones puntuales, la 
inconstitucionalidad de la ley, y por lo tanto su invali- 
dez como tal. Es cierto que esos argumentos faltaron 
durante la discusión previa a la decisión popular. A 
su vez, la Suprema Corte de Justicia declaraba anti- 
constitucional la ley para casos puntuales y ante de- 
nuncias puntuales y sacaba de la protección de la ley 
de impunidad a ciudadanos hasta ahora protegidos 
por la misma, procesándolos con prisión en un fallo 
histórico que nos ponía en camino hacia la elimina- 
ción de la ley. 


Por otra parte, la Corte Interamericana de Dere- 
chos Humanos, ante una demanda concreta contra el 
Estado uruguayo por la desaparición forzada de María 
Claudia García, madre de Macarena Gelman García, 
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falla en su contra, haciendo lugar a la reclamación 
contra la ley de impunidad que impedía investigar y, 
eventualmente, sancionar a los responsables de, entre 
otras cosas, no encontrar los restos de los desapareci- 
dos, obligando así al Estado uruguayo a tomar medi- 
das reparatorias. En esas circunstancias, se comien- 
za a elaborar un proyecto para dejar sin efecto la ley 
que, luego de largas discusiones jurídicas y políticas, 
se presenta al Parlamento y hoy lo tenemos a con- 
sideración del Senado. La inconstitucionalidad de la 
Ley de Caducidad no tiene discusión y tanto es así 
que no se ha tomado como motivo de discusión cen- 
tral en el debate de este proyecto de ley que estamos 
considerando. La Suprema Corte de Justicia falla, de- 
clara inconstitucional la Ley de Caducidad y, además, 
agrega que considera que el Derecho Internacional 
sobre derechos humanos tiene rango constitucional 
de acuerdo con el artículo 72, pero eso vale para el 
caso concreto de la demanda y no tiene carácter ge- 
neral. Nosotros intentamos, a través de una ley inter- 
pretativa, darle ese carácter general que, por razones 
instrumentales, no pudo darle la Suprema Corte de 
Justicia. Además, sumamos el fallo de la Corte Intera- 
mericana de Derechos Humanos en el mismo sentido, 
declarando que la Ley de Caducidad carece de efectos 
jurídicos. Parecería que estos son elementos demasia- 
do contundentes como para no tenerlos en cuenta. 


La Comisión Interamericana de Derechos Huma- 
nos es un órgano jurisdiccional y de acuerdo con el 
Pacto de San José de Costa Rica, Convención Intera- 
mericana sobre Derechos Humanos, su sentencia es 
inapelable y obligatoria y los Estados parte se compro- 
meten a cumplirla. Uruguay se obligó pasando a ser 
parte de ese tratado porque lo firmó en 1969, lo apro- 
bó el Parlamento en 1985 durante el primer Gobierno 
democrático post dictadura, y lo ratificó días después, 
entrando en vigencia en abril de ese año. El Estado 
uruguayo reconoció la mayor parte de los hechos de- 
nunciados anteriores al 1? de marzo de 1985, pero 
la ley de impunidad le creó obstáculos jurídicos muy 
importantes para que se pudiera investigar y, even- 
tualmente, sancionar a los responsables para, entre 
otras cosas, encontrar los restos de los desaparecidos. 


Con respecto a este fallo, quisiera recoger pala- 
bras del doctor Alberto Pérez Pérez, Juez de la Corte 
Interamericana, que se excluyó por ser uruguayo. Re- 
marco ese hecho porque acá se dijo que había firma- 
do el fallo. En un reportaje que le hizo el semanario 
Búsqueda sobre este tema, el 1% de abril de este año, 
manifestó que la declaración de incompatibilidad 
de la Ley de Caducidad está sujeta a cumplimien- 
to de acuerdo con las obligaciones internacionales. 
Respecto de los fallos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, el doctor Pérez Pérez decía que 
en la mayoría de los casos se cumplen y hay un me- 
canismo detallado de supervisión del cumplimiento y 
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que, comprobado el incumplimiento, lo máximo que 
puede hacer la Corte, desde el punto de vista polí- 
tico, es informar a la Asamblea General de la OEA; 
lo que allí pase dependerá de circunstancias políti- 
cas. Además, dijo que el Estado que no cumple pasa 
vergúenza, pero la mayoría de los Estados que han 
tenido sentencias en contra, han ido desarrollando 
internamente instituciones, oficinas y asesores que le 
indican cómo cumplir con los fallos que, a veces, son 
bastante complejos. Hay países, como Panamá, donde 
la Corte Suprema sostuvo, a través de una resolución, 
que los fallos de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos son obligatorios y representan el Derecho 
que debe ser aplicado en el país. Despejada la duda 
sobre la inconstitucionalidad de la Ley de Caducidad 
y la obligatoriedad ética por parte del Estado del cum- 
plimiento de los fallos de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, el Estado tiene la necesidad de 
abocarse a su estudio como forma de hacer caducar 
los efectos jurídicos de esta injusta ley. Luego de una 
ardua discusión, surge la solución de hacerlo a tra- 
vés de una ley interpretativa de la Ley N* 15.848 que 
recae sobre los artículos 1%, 3% y 4%; y para los que 
tienen dudas sobre su inconstitucionalidad, en últi- 
mo término será la Suprema Corte de Justicia la que 
interpretará y a ella habrá que referirse. 


Nosotros votamos por convicción -sin creernos 
dueños de la verdad absoluta y sin descalificar argu- 
mentos contrarios-, seguros y sin imposiciones, con- 
vencidos de la necesidad de hacer desaparecer esta 
ley de la judicatura. 


Con esta reflexión, abordaremos el último aspecto 
que queríamos desarrollar en nuestra intervención. 
Insisto: tenemos opinión por convicción y no por con- 
veniencias. Hay argumentos muy válidos y fundados 
manejados por sociólogos, abogados, académicos de 
mucho valor, que encuentran razones muy fuertes a 
la hora de poder explicar por qué en estas circunstan- 
cias -o en circunstancias similares-, los resultados de 
los dos plebiscitos que rechazaron la derogación de 
esta ley no nos debe condicionar a la hora de adoptar 
la decisión que tomamos. 


SEÑOR GUARINO.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: estas bre- 
ves reflexiones las íbamos a hacer por la vía de la fun- 
damentación de voto, pero aprovechando la genero- 
sidad del señor Senador Gallo Imperiale, dejaremos 
planteada nuestra posición. Hoy decíamos que el Se- 
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nador Nin Novoa, titular de esta banca, planteó sus 
reparos a la solución de este tema por la vía que esta- 
mos transitando, es decir, por el camino de una ley in- 
terpretativa. Fundamentalmente, esos reparos tienen 
relación con lo que esto significaba para la herramien- 
ta de la democracia directa -referéndum y plebiscitos- 
pues, en un futuro, se podía lesionar la credibilidad 
de estos instrumentos, en particular, para una fuerza 
de izquierda como es el Frente Amplio. No voy a de- 
sarrollar estos fundamentos -ya se ha hablado de los 
mismos-, sobre todo, para no generar más preocupa- 
ciones. Hay muchos señores Senadores preocupados 
por las terribles consecuencias que tendrá esto para 
la interna del Frente Amplio, por lo que no le vamos a 
agregar una preocupación más a nuestros adversarios. 


Debo decir que votamos esto sin violencia a pesar 
de esos reparos. Lo votamos sin violencia porque se 
trata de un tema muy especial que es el de los de- 
rechos humanos. Podríamos decir que es uno de los 
temas esenciales para la convivencia democrática y 
para la convivencia de cualquier sociedad, porque si 
no se respetan los derechos humanos, que son de- 
rechos fundamentales, difícilmente se puedan desa- 
rrollar sociedades sanas. Y a eso se refería el doctor 
Tabaré Vázquez cuando habló de las mayorías; lo hizo 
específicamente al tema de los derechos humanos en 
el marco de una nueva realidad que hoy se vive. ¡Vaya 
si el doctor Tabaré Vázquez tiene credenciales para 
hablar de este tema, porque siendo Presidente de la 
República, cumpliendo con el artículo 4” de la Ley de 
Caducidad, permitió los avances que en temas de de- 
rechos humanos y contra la impunidad se han obteni- 
do en este país! Hoy tenemos encarcelados al primero 
y al último dictador, así como también a quien fuera 
el motivo de las famosas citaciones guardadas en la 
caja fuerte, que no era otro que Nino Gavazzo. Quiere 
decir que se ha entrado, investigado y profundizado 
en este tema, por lo que, reitero, le sobran credencia- 
les para hablar de respeto de la ley y avances en su 
cumplimiento. 


El tema de los derechos humanos es muy trascen- 
dental; no creemos en la teoría de los dos demonios. 
En el día de ayer se publicó en el diario La República 
-no estoy seguro si en otros también- la citación de fa- 
miliares y sobrevivientes de la operación Morgan -no 
sé si todos conocen lo que fue esta operación- que 
se llevó adelante entre octubre y noviembre del año 
1975. Sin embargo, cuando ya había pasado el perío- 
do de la lucha contra el MLN y habían transcurrido 
varios años después de que las propias Fuerzas Ar- 
madas habían dado por culminado el tema, se desató 
una tremenda campaña represiva contra la juventud 
comunista y el Partido Comunista que llevó a que los 
nombres de cada uno de sus integrantes salieran pu- 
blicados en el día de ayer en el diario. Entre muertos, 
desaparecidos y los que murieron posteriormente por 
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esas consecuencias fueron más de cuarenta ciuda- 
danos y ciudadanas que no habían cometido ningún 
delito de levantamiento armado contra ninguna insti- 
tución, pero estaban ahí y muchas veces quedan im- 
punes quienes actuaron de esa manera. 


En segundo lugar, voto con tranquilidad y sin vio- 
lencia porque se cumple un principio que para el 
Frente Amplio es muy caro que es de la unidad de 
acción. Es sabido que la izquierda tiene una rica his- 
toria de que sin unidad de acción no se puede avan- 
zar. Esto no solo sucede en Uruguay sino también 
en América Latina, pues la izquierda ha pagado un 
precio muy alto por no entender esto. Por eso, una 
vez que logramos entenderlo, lo cuidamos. Por eso va- 
mos a votar con convicción de que solo así se tienen 
partidos políticos fuertes y, además, las democracias 
precisan eso. 


Fíjense, señores Senadores, en Perú hubo eleccio- 
nes este domingo y ninguno de los cuatro partidos 
que obtuvo la mayor votación fue de los históricos 
que generaron doctrina en América Latina. Uno de 
ellos se llama Nuevo Perú, otro, Vamos Perú, en fin, 
diferentes nombres; de todos modos, lo importante 
es que hoy Perú goza de una democracia saneada. 
Igualmente quiero que en Uruguay sigamos teniendo 
partidos políticos fuertes y, sobre todo, una izquierda 
a la que tanto le costó la unidad de acción. 


(Suena el timbre indicador del tiempo.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha agotado su tiempo, 
señor Senador Guarino, puede continuar el señor 
Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GUARINO.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Guarino. 


SEÑOR GUARINO.- Me quedan dos referencias 
muy breves. 


En tercer lugar, votamos sin violencia esta reso- 
lución porque haremos que el Uruguay se alinee con 
los pactos y convenciones que en el tema de delitos 
de lesa humanidad nos obligan como país. 


En cuarto y último término, porque creo que en 
una democracia representativa y republicana es legí- 
timo que el Parlamento vote sobre cualquier tema, no 
hay ilegitimidad alguna votando esta ley. Por lo tanto, 
esto refuerza la fundamentación que queríamos ex- 
presar. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Decíamos que los 
resultados de los dos plebiscitos que rechazaron la 
derogación de esta ley, a nuestro entender, no nos de- 
ben condicionar a la hora de tomar la decisión que 
tomamos. Respetamos muchísimo a los que conside- 
ran que siempre y en toda circunstancia, la voluntad 
de la mayoría debe ser respetada. Inclusive, respeta- 
mos la opinión de queridos compañeros nuestros que 
también, con convicción, detentan esta tesis. Pero no 
es absoluto aquello que en democracia lo que se debe 
imponer siempre e indefectiblemente es la voluntad 
de la mayoría, pues hay que admitir aquello de que a 
veces las mayorías se equivocan. A oídos inadvertidos 
no suena bien, pero es un tema complejo para anali- 
zar, si los hay. 


Para quienes no tenemos una preparación jurídi- 
ca ni sociológica es necesario recurrir en este tema a 
referentes calificados en las áreas de la filosofía del 
Derecho, de la política y de las ciencias sociales, que 
han aportado en este asunto. Transcribimos fielmente 
-de una crónica del semanario Búsqueda del 31 de 
marzo pasado- una referencia que hace John Stuart 
Mill en su ensayo Sobre la libertad a mitad del siglo 
XIX. Allí hace la siguiente referencia: “La voluntad 
del pueblo significa, en realidad, la voluntad de la por- 
ción más numerosa y activa del pueblo, de la mayo- 
ría, o de aquellos que consiguieron hacerse aceptar 
como tal mayoría. Por consiguiente, el pueblo puede 
desear oprimir a una parte de sí mismo, y contra él 
son tan útiles las precauciones como contra cualquier 
otro abuso del poder. Por esto es siempre importante 
conseguir una limitación del poder del Gobierno so- 
bre los individuos, incluso cuando los gobernantes son 
responsables de un modo regular ante la comunidad, 
es decir, ante la parte más fuerte de la comunidad”. 
Dice además: “La tiranía de la mayoría se incluye ya 
dentro de las especulaciones políticas como uno de 
esos males contra los que la sociedad debe mantener- 
se en guardia”. El columnista de Búsqueda agrega: 
“Algunos académicos entienden que no hay mayoría 
que pueda cortarle a una víctima -así sea solo una- su 
legítimo derecho de exigir la aclaración de los hechos 
o incluso el castigo de su victimario”. Pero para ahon- 
dar en argumentos tengo que citar también la opinión 
de un filósofo político uruguayo, el doctor Pablo Da 
Silveira, extractada también del semanario Búsqueda 
en el mismo artículo. Leo textual: “El tema de los de- 
rechos humanos nunca fue un asunto de las mayorías. 
De hecho, los derechos se crearon entre otras cosas 
para que las minorías e individuos se defiendan de 
mayorías que se tornen autoritarias. Por eso, en las 
democracias liberales se crean sistemas contramayo- 
ritarios, como se les llama técnicamente. Todo el Po- 
der Judicial es esencialmente contramayoritario. La 
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Suprema Corte de Justicia de un país que practica 
la democracia liberal es un órgano con enorme po- 
der pero sin que sus miembros surjan de una elección 
mayoritaria sino de un proceso mucho más complejo”. 


Para completar esta serie de opiniones, ahora 
desde el ángulo de la Filosofía del Derecho, 
transcribiremos la opinión del catedrático Grado 5 
de esta especialidad, profesor Oscar Sarlo, extraído 
también del mismo artículo periodístico. Dice así: 
“En los centros de elaboración teórica del mundo 
este concepto” -está hablando del papel de las 
mayorías- “no es novedoso, sino que en medios 
académicos comenzó a desarrollarse, aunque 
lentamente, después del trauma que significó la 
Segunda Guerra Mundial provocada por el fascismo. 
Y esto fue así porque el fascismo, tanto en Alemania 
como en Italia, se legitimó por vía electoral y 
parlamentaria, lo que claramente evidenció que 
las mayorías parlamentarias no son una garantía 
contra el fascismo u otros desaguisados. La soberanía 
ilimitada del voto popular no es la justificación última 
para cualquier cosa.” A esto agrego, en esa línea de 
pensamiento, que tampoco lo es para consolidar la 
violación más flagrante de los derechos humanos 
expresada por esta Ley de Caducidad y tampoco lo 
son los plebiscitos refrendatorios posteriores. En 
todo régimen de democracia representativa se abren 
puertas para formas de democracia directa, para 
consultar directamente al cuerpo electoral por medio 
de plebiscitos y referéndums sobre determinado 
tema, respetando el pronunciamiento de la mayoría. 
Sin embargo, el pronunciamiento del cuerpo electoral 
también tiene límites que son determinados por 
las disposiciones constitucionales y los principios 
fundamentales del Derecho. La protección de los 
derechos humanos está por encima de lo que pueda 
decidir una mayoría circunstancial. 


Por estos fundamentos, pensamos que las ratifica- 
ciones plebiscitarias de la Ley de Caducidad no son 
definitivas y que debemos apoyar la propuesta para 
dejarla sin efecto. La Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos ha fallado sobre el caso Gelman 
y ha manifestado: “la protección de los derechos hu- 
manos constituye un límite infranqueable a la regla 
de mayorías, es decir, a la esfera de lo “susceptible 
de ser decidido” por parte de las mayorías en instan- 
cias democráticas”. También la Suprema Corte de 
Justicia, en uno de sus fallos afirma: “el límite de la 
decisión de la mayoría reside, esencialmente, en dos 
cosas: la tutela de los derechos fundamentales -los 
primeros, entre todos, son el derecho a la vida y a la 
libertad personal, y no hay voluntad de la mayoría, ni 
interés general ni bien común o público en aras de 
los cuales puedan ser sacrificados- y la sujeción de los 
poderes públicos a la ley”. 
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Los dos fallos dictados por dichos organismos, 
que debemos acatar, son los que avalan nuestra con- 
vicción de que esta Ley de Caducidad debe ser letra 
muerta. De esta forma no estamos vulnerando nues- 
tros principios democráticos, sino que hacemos esto 
amparados en sólidos fundamentos constitucionales 
y de Derecho. En este caso, aplicamos, al mismo 
tiempo, la ética de la responsabilidad y la ética de 
la convicción. Además, consideramos que estamos 
aportando a una sociedad que se reencontrará con 
sus principios más sagrados, como son la justicia y el 
respeto total a los derechos humanos más elementa- 
les. Esta decisión debería ser -y ese es el objetivo- el 
punto de partida que consolide un entendimiento 
entre todos los uruguayos que amen la libertad, la 
democracia, la paz y la tolerancia. De esta forma, es- 
taremos cerrando definitivamente la triste etapa de 
nuestra historia, marcada por la dictadura y, poste- 
riormente, por la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado. 


Muchas gracias. 
22) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 12 de abril de 2011. 


Sr. Presidente 

Cámara de Senadores 

Cr. Danilo Astori 

Presente 

De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo que Ud. 
preside se me conceda licencia por motivos persona- 
les del día 26 al día 28 de abril. 

Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente. 


Enrique Rubio. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-29 en 30. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eduardo Brenta, 
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José Bayardi, Edgardo Ortuño y las señoras Eleonora 
Bianchi y María Moraes han presentado notas de de- 
sistimiento, informando que por esta vez no aceptan 
la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda 
convocada la señora María del Carmen Beramendi, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


23) INTERPRETACIÓN DE LA LEY DE 
CADUCIDAD DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA 
DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse al tema en 
discusión, tiene la palabra el señor Senador Borda- 
berry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: mi in- 
tervención va a ser breve porque ya se ha dicho todo 
a favor y en contra y se ha argumentado durante todo 
el día en lo que considero una de las sesiones más 
largas que hemos tenido en esta Legislatura, pero el 
tema que se está analizando hoy es un asunto grave 
para la República y entiendo que no debo permane- 
cer callado. 


Creo que no podemos discutir sobre la impor- 
tancia de lo que estamos decidiendo hoy y estamos 
todos de acuerdo en eso. Los hechos que han ocurri- 
do hoy en esta Cámara así lo comprueban; la valentía 
exhibida por un Senador que votará de acuerdo a sus 
convicciones, la renuncia de otro señor Senador a su 
banca y la licencia solicitada por un tercero, revelan 
que este es un asunto que está lejos de unirnos y de 
ser claro. 


Creo que hoy la República comienza a transitar 
un camino equivocado, que nos vuelve a dividir y no 
nos une, que nos separa; el del pasado y no el del 
futuro. Respecto a este tema, quiero decir que cuan- 
do los distintos gobiernos plantearon los temas que 
nos unieron, comenzamos a avanzar y nos unimos. 
Cuando en 1985, el entonces Presidente Sanguinetti 
propuso el cambio en paz, todos los uruguayos nos 
embarcamos detrás de él, porque ¿quién puede no 
querer un cambio en paz y quién quiere uno violen- 
to? En el año 2000, cuando el doctor Jorge Batlle pro- 
puso la creación de la Comisión para la Paz, integrada 
por ciudadanos de todos los partidos políticos, todos 
nos unimos detrás de esta iniciativa porque ¿quién 
podía no quererla? Cuando en el período de gobierno 
pasado el doctor Tabaré Vázquez propuso el “Nun- 
ca más” a lo que ocurrió en Uruguay en 1960, 1970 
y mediados de los ochenta, todos los uruguayos nos 
unimos detrás de esa consigna. Hoy entiendo que 
estamos volviendo hacia atrás y a los temas que nos 
separan. Además, esto lo hacemos a un costo enorme, 
el de no respetar la voluntad del pueblo. 
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Hoy he escuchado aquí con alarma personal que, 
como forma de no respetar la voz de los uruguayos 
manifestada libremente con su voto, ni los artículos 4? 
y 82 de la Constitución, se recurre al ius naturalismo; 
que quienes interpretan que no hay que prestarle 
atención al voto de la gente hoy lo hacen a partir de 
este concepto y ese es un camino muy peligroso. 


También se ha dicho que la ciudadanía no siempre 
tiene razón y yo planteo, junto a José Batlle y Ordóñez, 
que si las masas son incapaces de juzgar y adoptar re- 
soluciones acertadas, renunciemos a la democracia. 
No es que el pueblo nunca se equivoque, sino que él 
es el único que tiene el derecho a equivocarse. Como 
decía Batlle y Ordóñez, si la Asamblea legislativa tie- 
ne la obligación de representar al pueblo, de interpre- 
tar su voluntad y de hacer las leyes en su nombre, se 
requiere un instrumento que determine cuándo una 
Asamblea legislativa cumple su misión y cuándo no. 
Ese instrumento es el plebiscito, el voto de la gente. 


En la media hora previa de esta Sesión hice re- 
ferencia a ese episodio formidable de nuestra his- 
toria que fue la Revolución del Quebracho. Ese día, 
blancos, colorados, constitucionalistas y republicanos 
marcharon por el republicanismo y el respeto de los 
derechos ciudadanos. Hoy un constitucionalista y re- 
publicano valiente se sumó a la columna; otro acató 
la orden, como Tajes, pero luego renunció. Otro no 
se hizo presente. Esto recuerda cuando alguien que 
dudaba en esa columna del Quebracho preguntó a 
José Batlle y Ordóñez si valía la pena marchar y este 
le dijo: “Oiga compañero, hoy no se marcha con los 
pies; hoy se marcha con el corazón”. 


Aquí, como en el Quebracho, 125 años después, 
blancos, colorados y constitucionalistas vamos a ter- 
minar vencidos por una mayoría circunstancial. El 
resultado final ya se sabe: es 16 a 15, y lo sabíamos 
desde el principio; pero no tengan dudas de que al 
igual que en el Quebracho, pese a la aparente de- 
rrota, habremos vencido en la defensa de las ideas. 
Las ideas republicanas de respeto al voto, de respeto 
por la decisión de la ciudadanía, de que la soberanía 
radica en la nación y se expresa únicamente a través 
del voto. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos finalizado con la 
lista de oradores. Sin embargo, antes de dar el punto 
por suficientemente discutido -esta es la expresión 
que utiliza el Reglamento-, el miembo informante 
tiene la posibilidad de hacer una intervención final. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador López Goldaracena. 
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SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Adelanto que 
mi intervención va a ser muy breve. 


A lo largo de toda la jornada se ha reafirmado para 
la Bancada mayoritaria la necesidad imperiosa de in- 
terpretar la Constitución, de interpretar los artículos 
de la Ley de Caducidad que consagran la impunidad, 
porque si no la confusión seguirá reinando. 


¡Hoy más que nunca la opción es entre arbitrarie- 
dad y Derecho! ¡Hoy más que nunca la opción es entre 
barbarie y Derecho! ¡Hoy más que nunca es reafirmar 
la Justicia con un elemento innegociable del modelo 
cultural inherente a nuestra democracia! Y este pro- 
yecto de ley, que no es para anular la Ley de Caduci- 
dad sino que es interpretativo, brinda un instrumento 
por el cual las normas de impunidad de la mencionada 
ley serán removidas en la aplicación jurisdiccional. Por 
lo tanto, estamos cumpliendo con el Derecho Interna- 
cional de los Derechos Humanos; estamos cumpliendo 
y defendiendo la Constitución de la República. 


A lo largo del debate hubo una referencia a mi per- 
sona y quiero decir -porque no lo haré por la vía de la 
fundamentación del voto- que todos saben que estoy 
convencido desde hace décadas de que esta ley nunca 
debió haber existido. En 1986 escribí un libro que se 
hizo público la noche en que nació mi hijo, en el que 
decía: “Los valores que la Humanidad decide que se 
respeten limitan las potestades soberanas de los go- 
biernos y no pueden ser agredidos por ningún Estado 
en particular. No solo haría peligrar a aquella sociedad 
que vuelve a acoger a tales criminales, sino que afec- 
taría, potencialmente, los intereses de toda la Huma- 
nidad, desde el momento que el castigo ejemplar para 
que estos delitos no se repitieran, sería sustituido por 
un antecedente impune que pretendería olvido”. 


Como integrante de la Bancada mayoritaria, la del 
Frente Amplio, y como Miembro Informante del pro- 
yecto de ley, entiendo que, por el futuro, debe ser vo- 
tado y remitido a la Cámara de Representantes para 
que se convierta en ley antes del 20 de mayo; para que 
ese día podamos tener un 20 de mayo sin impunidad. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una mo- 
ción llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 

“Mocionamos para que el voto por el proyecto inter- 
pretativo de la Ley de Caducidad de la Pretensión Puni- 
tiva del Estado, sea en forma nominal”. Firman los se- 


ñores Senadores Saravia, Penadés, Larrañaga y Heber. 


-En consideración. 
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Se trata de una moción de orden que no admite 
discusión. 


(Se vota:) 
-31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

24) SUSPENSIÓN DE LA PRÓXIMA SESIÓN 
ORDINARIA 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- En virtud de que entre las 
venias de destitución que figuran en los puntos cuar- 
to, quinto y sexto del Orden del Día tenemos algu- 
nas cuyos plazos vencen -las Carpetas Nos. 487/11 
y 480/11, así como la N* 476/11 de la que se solicita 
una ampliación de antecedentes-, y dado que no exis- 
ten asuntos importantes para el Orden del Día de la 
Sesión de mañana, mocionamos para que los temas 
que acabo de enumerar se pongan a consideración 
luego de que se vote el proyecto de ley que se está tra- 
tando y que se suspenda la Sesión del día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
25) INTERPRETACIÓN DE LA LEY DE 
CADUCIDAD DE LA PRETENSIÓN PUNITIVA 


DEL ESTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa el tema en 
consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto de ley. 


Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el orden siguiente:) 

SEÑOR AGAZZI.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR ANTOGNAZZA.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voto por la negativa. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Voto por la negativa. 
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SEÑOR COURIEL.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR DA ROSA.- Voto por la negativa. 
SEÑORA DALMÁS.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR FERNÁNDEZ HUIDOBRO.- Voto por la 
afirmativa. 


SEÑOR GALLINAL.- Voto por la negativa. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Voto por lla afirmativa. 
SEÑOR GUARINO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR HEBER.- Voto por la negativa. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Voto por la 
negativa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Voto por la negativa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Voto por la 
afirmativa. 


SEÑOR MALAQUINA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR MARTÍNEZ..- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Voto por la negativa. 
SEÑORA MOREIRA.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR PASQUET.- Voto por la negativa. 
SEÑOR PENADÉS.- Voto por la negativa. 
SEÑOR PEÑA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR RUBIO.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR SARAVIA.- Voto por la negativa. 
SEÑOR SOLARI.- Voto por la negativa. 


SEÑOR TAJAM.- Voto por la afirmativa y pido la 
palabra para fundamentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR TAJAM.- Señor Presidente: la Ley de Ca- 
ducidad fue puesta en práctica desde el año 2005 
por el primer Gobierno del Frente Amplio. A medida 
que se aplicó, se empezó a caer a pedazos, demostró 
el horror que ocultaba y lo que todavía quedaba por 
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ver. En ese momento la sociedad uruguaya comen- 
zÓó a descubrir muchos hechos del período dictatorial 
que hasta ese momento desconocía: los vuelos de la 
muerte, las desapariciones, etcétera. Así como otros 
compañeros, sostengo que es una ley que nunca de- 
bió existir. Por lo tanto, votamos con toda convicción 
este proyecto de ley interpretativo que dejará de lado 
esta norma ya declarada inconstitucional, para que la 
Justicia se aplique sin cortapisas y sin intermediarios. 


Muchas gracias, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la votación. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Voto por la afirmativa. 
SEÑOR VIERA.- Voto por la negativa. 


SEÑORA XAVIER.- Voto por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voto por la afirmativa. 

Dese cuenta del resultado de la votación. 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez 
Filippini).- Han sufragado 30 señores Senadores 
y el señor Presidente: 16 votos han sido por la 


afirmativa y 15 por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La votación ha resulta- 
do: Afirmativa. 


(Aplausos en la Barra.) 
(Campana de orden.) 


-La Presidencia dispone el desalojo inmediato de 
la Barra. 


Se pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Es la hora 22 y 30 minutos.) 
-Continúa la Sesión. 

(Es la hora 22 y 32 minutos.) 


SEÑOR VIERA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: discúl- 
peme, pero no le puedo conceder la palabra ahora, 
porque la votación de un proyecto de ley no se puede 
interrumpir. 


En discusión particular. 


Léase el artículo 1”. 
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SEÑOR PENADÉS.- Formulo moción en el senti- 
do de que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-29 en 31. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 1%. 


(Se vota:) 
-16 en 31. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 2”. 


(Se vota:) 
-16 en 31. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 3%. 


(Se vota:) 
-16 en 31. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 4%. 


(Se vota:) 
-16 en 31. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
artículo 5%. 


(Se vota:) 
-16 en 31. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será re- 
mitido nuevamente a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do por ser igual al considerado.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Mi intención era intervenir an- 
tes de la votación, porque lo que quería plantear re- 
fiere a la integración del Cuerpo. El artículo 97 del 
Reglamento es muy claro cuando dice: “Es prohibido 
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a todo Senador intervenir en asunto que se refiera a 
su interés individual. 


No obstante, si el Senador denuncia previamente 
su vinculación con el tema, podrá autorizarlo la Cá- 
mara, si así lo estimare pertinente”. 


Hoy se lo pregunté al señor Miembro Informante 
y después no tuve oportunidad -el señor Presidente 
no me la dio- de plantear el tema, pero creo que el 
Reglamento es claro. Más allá de que la intervención 
del doctor López Goldaracena sea a título honorario, 
tiene interés en el tema y a pesar de que nos anuncia 
que no va a intervenir más, todo lo que ha hecho y los 
casos que ha presentado tienen que ver directamente 
con este proyecto, que él mismo ha informado y que 
ahora ha votado. Con honestidad, quería advertir an- 
tes de la votación qué era lo que pensaba, pero lamen- 
tablemente ya se votó. 


Por las razones expuestas considero que el resulta- 
do proclamado no es exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamento discrepar con 
el señor Senador y pido licencia al Cuerpo para ha- 
cerlo, porque la votación de un proyecto de ley no se 
puede interrumpir para presentar mociones de orden. 


La moción que acaba de presentar el señor Sena- 
dor Viera -que en realidad no contiene ninguna pro- 
puesta- admite discusión, por lo que está a considera- 
ción del Senado. Advierto que cada uno de los señores 
Senadores cuenta con cinco minutos para realizar su 
exposición. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presi- 
dente: voy a presentar una moción a este Cuerpo en 
el sentido de que se vote si mi condición de abogado 
patrocinante de denuncias en casos de derechos hu- 
manos me inhabilita a participar en esta Sesión y ex- 
pedir mi voto. Entiendo que no existe absolutamente 
ninguna incompatibilidad, pero solicito a este Cuerpo 
que se vote la moción que he presentado. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: con 
cierta sorpresa, quizás por ser el primer Período para 
algún señor Senador, advierto que hay aquí un tema 
de inexperiencia. 
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Creo que cuando el señor Senador Viera hizo la 
pregunta al señor Senador López Goldaracena y este 
le respondió, todos dimos por salvada la situación, 
porque después no hubo referencias por parte de nin- 
gún otro señor Senador o señora Senadora. Quedó 
en claro que había vinculaciones del señor Senador 
López Goldaracena en su carácter de abogado, pero 
ningún otro señor Senador o señora Senadora se ma- 
nifestó antes de la votación, como correspondía, y pa- 
recería lógico que se considerara que no había incom- 
patibilidad alguna. Así lo entendí, y no hice ninguna 
referencia al respecto, como tampoco la hizo algún 
otro señor Senador. 


Por lo tanto, pese a que es correcto proceder a la 
votación si así se decide, pienso que ese tipo de plan- 
teos deben hacerse antes de esa instancia. Dado que 
el señor Senador López Goldaracena lo expresó antes 
de la votación, y que de parte de la Mesa o de algún 
otro señor Senador -incluido el señor Senador Viera-, 
no se formuló objeción alguna, toda la que pueda ha- 
cerse ahora queda salvada. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: daré lectura 
a lo que dispone el artículo 97, porque creo que es 
meridianamente claro a este respecto. 


En mi opinión, el señor Senador López Goldarace- 
na está absolutamente inhibido de intervenir en este 
tema como Miembro Informante y como votante. 


El artículo 97 del Reglamento, dice: “Es prohibido 
a todo Senador intervenir en asunto que se refiera a 
su interés individual. 


No obstante, si el Senador denuncia previamente” 
-subrayo la expresión “denuncia previamente”- “su 
vinculación con el tema, podrá autorizarlo la Cáma- 
ra, si así lo estimare pertinente”. Pido que se aplique 


este artículo y que se rectifique la votación. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: creo que el 
Cuerpo está en un pequeño problema. 


Pienso que esta discusión se debería haber dado 
con anterioridad a la votación, incluso en general, del 
proyecto de ley. Al no darse esa instancia, entiendo 
que no es de recibo el planteo del señor Senador, por- 
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que el resultado ya se proclamó. 


A los efectos de salir del paso, creo que se debe soli- 
citar la reconsideración del tema y votarlo nuevamente. 
Si se aprueba la reconsideración, se debería votar si el 
señor Senador López Goldaracena está impedido o no 
de pronunciarse sobre este proyecto de ley y nuevamen- 
te someterlo a votación, una vez que el Senado haya 
adoptado una decisión. Considero que ese es el único 
camino a seguir. No sé qué opina el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia no va a 
intervenir; simplemente dice que no está de acuerdo. 


SEÑORA MOREIRA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: creo que 
si esta discusión no se dio antes de comenzar a ana- 
lizar este tema, que ha insumido 12 horas de Sesión, 
ahora no es el momento de hacerlo. 


Quiero precisar que debo haber incurrido en la 
violación de ese artículo cuando voté el articulado del 
Presupuesto Nacional correspondiente a la Universi- 
dad de la República, institución a la que aún perte- 
nezco, porque doy clases en forma honoraria. No hice 
esta advertencia inicialmente porque no me conside- 
ré comprendida por el artículo. 


Reitero que si este tema no se discutió antes de la 
votación, creo que no debe hacerse ahora. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR VIERA.- ¿Puedo hablar, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador, no sin antes recordar que cada orador tiene 
cinco minutos para hacer uso de la palabra por una 
sola vez. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presidente: 
de acuerdo con lo que establece el artículo del Regla- 
mento a que ha dado lectura el señor Senador Solari, 
el señor Senador López Goldaracena hizo la denuncia 
previa, pues manifestó que él tenía en sus manos de- 
terminados casos judiciales. 


Hago esta precisión, porque la misma disposición 
reglamentaria existe en la Cámara de Representan- 
tes. En mi larga trayectoria en ese Cuerpo, el tema 
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de Legisladores que tienen vinculación con lo que se 
está tratando se ha planteado muy frecuentemente. 
En esos casos, se resuelve el asunto por parte del 
propio Plenario, aceptando o no la posibilidad de que 
el Legislador pueda actuar. En general, por mi expe- 
riencia, sé que los Plenarios apoyan que, aun cuando 
hubiera determinadas vinculaciones, puedan votar. 


Por lo tanto, me parece que el señor Senador plan- 
teó su situación y, en consecuencia, es de orden que 
el Pleno, si así lo dispone, lo autorice. 

Nada más. Muchas gracias. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Señor Presidente: solicito un 
cuarto intermedio de diez minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por la señora Senadora Dalmás, que no 
admite discusión. 


(Se vota:) 
-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por diez 
minutos. 


(Así se hace. Es la hora 22 y 41 minutos.) 
-Continúa la Sesión. 
(Es la hora 22 y 48 minutos.) 


-Hemos estado analizando nuevamente los puntos 
de vista y las reflexiones que se han hecho a partir de 
la moción de orden presentada por el señor Senador 
Viera, y la Presidencia reitera que entiende que ac- 
tuó correctamente. Esta argumentación se basa en la 
respuesta que oportunamente dio el señor Senador 
López Goldaracena a una pregunta que formuló el 
señor Senador Viera durante el debate. 


En definitiva, la Presidencia considera que está 
cuestionado el procedimiento con el cual condujo 
esta Sesión y lo va a someter a votación, como lo indi- 
ca el artículo 7” del Reglamento del Senado. Quienes 
voten por la afirmativa, estarán respaldando la actua- 
ción de la Mesa. 


(Se vota:) 


-17 en 31. Afirmativa. 
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VARIOS SEÑORES SENADORES.- ¡Que se recti- 
fique la votación! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la vo- 
tación. 


(Se vota:) 
-16 en 31. Afirmativa. 

26) SOLICITUDES DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE SUS 
CARGOS A VARIOS FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS 

SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que el Se- 
nado pase a Sesión secreta para considerar el asunto 
que figura en cuarto término del Orden del Día. 

(Así se hace. Es la hora 22 y 50 minutos.) 

(En Sesión pública.) 

-Habiendo número, continúa la Sesión. 


(Es la hora 23 y 2 minutos.) 


-Dese cuenta de lo actuado en Sesión secreta. 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- El Senado, en Sesión secreta, concedió al Poder 
Ejecutivo las venias solicitadas para destituir de sus 
cargos a dos funcionarias del Ministerio de Salud Pú- 
blica, un funcionario del Ministerio de Turismo y De- 
porte y una funcionaria del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, y resolvió devolver al Poder Ejecu- 
tivo, para ampliación de antecedentes, la venia para 
destituir de su cargo a un funcionario del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se realizarán las comu- 
nicaciones pertinentes. 


27) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos, se levanta la Sesión. 


(Así se hace, a la hora 23 y 3 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los señores 
Senadores Agazzi, Antognazza, Bordabertry, 
Chiruchi, Couriel, Da Rosa, Dalmás, Fernández 
Huidobro, Gallinal, Gallo Imperiale, Guarino, 
López Goldaracena, Malaquina, Martínez, 
Michelini, Moreira (Constanza), Pasquet, 
Penadés, Rubio, Solari, Topolansky, Viera y 
Xavier.) 
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